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      Capítulo I


      Derecho Administrativo


      Procesal Administrativo


      Recursos.


      Efectos de la decisión administrativa que desestima en cuanto al fondo un recurso extemporáneo.


      Si no consta que la quejosa haya tenido posibilidad de plantear en sede judicial la no revisibilidad de la decisión administrativa que desestima una denuncia de ilegitimidad, siendo ésta, en consecuencia, la primera oportunidad para hacerlo, y si bien la juzgadora valora que la resolución cuestionada desestima una denuncia de tal índole, lo cierto es que se ingresa a considerar los agravios de la impugnante sin hacer mérito de que la decisión administrativa que desestima en cuanto al fondo un recurso extemporáneo, tramitado como denuncia de ilegitimidad, no es susceptible de ser impugnada en sede jurisdiccional porque, al haber dejado vencer el interesado el término para deducir los recursos respectivos, ha quedado clausurada la vía administrativa, requisito insoslayable para la habilitación de la judicial.


      Erdozain, Juan Carlos c/ Administración Federal de Ingresos Públicos -D.G.I.- s/ impugnación de deuda


      E. 184, L. XLI, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contratos Administrativos


      Remisión a lo resuelto en los autos C. 1472, XXXIX, “Compañía General de Combustibles S.A. c/ Y.P.F. S.E. s/ Daños y perjuicios”.


      Brachetta Hermanos Sociedad de hecho c/ YPF S.A. s/ Cobro de pesos


      B. 92, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contratos en Particular


      Concesión de Servicio Público.


      Juicio originario ante la Corte. Postula inconstitucionalidad del impuesto de sellos sobre contrato de concesión de transporte público interjurisdiccional de pasajeros. Inexistencia de ventaja a favor de los intervinientes: carácter gratuito del contrato. Procedencia de la demanda.


      Indagado el exacto sentido y alcance del término "oneroso" empleado por el Art. 228 del Código Fiscal de la provincia (Ley 10.397), se comprueba, como lo destacó esa Corte, que no media en el régimen jurídico fiscal aplicable pauta alguna -expresa o tácita- que imponga apartarse de la significación que le viene dada por el derecho privado, circunstancia ésta que, consecuentemente, autoriza su recepción, según lo establece el Art. 6° del propio Código Fiscal. Por otra parte, el argumento de la Provincia, fundado en que “...la prestación de servicios públicos a través de concesionarios retribuidos por el sistema de tarifas que se perciben de terceros (usuarios) comporta, a los efectos de su análisis frente a la estructuración del impuesto de sellos provincial, un acto a título oneroso, alcanzado por sus previsiones", no es apto para desvirtuar tal conclusión. Ello es así pues, la inexistencia de ventaja a favor de uno de los intervinientes en el acto (Estado Nacional) determina -por sí sola- su carácter gratuito, siendo irrelevante la retribución que pueda obtener su contraparte por medio de convenios posteriores y ajenos al documentado en el sub judice.


      Unión de Transportistas de Empresas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      U. 40, L. XL, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contrato de Obra Pública.


      Las cuestiones atinentes a las obligaciones derivadas del contrato de "Obra Pública" no son revisables en instancia extraordinaria como principio. Excepción: arbitrariedad.


      Lo atinente a las obligaciones derivadas del contrato de obra pública, así como la interpretación de sus cláusulas y la precisión de sus alcances, remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y local, propias de los jueces de la causa e irrevisables por su naturaleza, como principio, en esta instancia extraordinaria. Sin embargo procede la excepción a dicho principio cuando los jueces asignan a las cláusulas del contrato un alcance reñido con la literalidad de sus términos y la clara intención de las partes, y omiten ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito. Los contratos administrativos constituyen una ley para las partes y la buena fe que debe presidirlos implica un deber de coherencia del comportamiento, que consiste en la necesidad de observar en el futuro la conducta que los actos anteriores hacían prever, regla que gobierna tanto el ejercicio de los derechos como la ejecución de los contratos, lo cual es aplicable por igual, tanto en el campo del derecho privado como en el del derecho administrativo. La conducta de las partes constituye base cierta de interpretación de los términos del vínculo jurídico que las une.


      Construcciones Mendoza S.R.L. c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanismo y/o Gobierno de la Provincia de San Luis s/ Contencioso administrativo


      C. 210, L. XLI, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Empleo Público.


      Contienda de competencia. Incapacidad contraída “en o por acto de servicio” de oficial del Servicio Penitenciario Federal. Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1565, XLI, “Araujo, Raúl Horacio c/ E. N. – Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


      Gueller, Adolfo Juan c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      COMP. 926, L. XLIII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Pago de adicionales salariales a empleados municipales. Arbitrariedad. Nulidad absoluta de decretos locales por vicio de incompetencia. Procedencia parcial del recurso.


      Resulta necesario verificar las condiciones para habilitar la vía del Art. 14 de la Ley 48 que, en principio, es ajeno a esta instancia el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público local, porque ellas son privativas de los Tribunales locales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo cuando medien supuestos de arbitrariedad. Sobre tales bases, la sentencia apelada no exhibe todos los reproches que la recurrente le atribuye. En efecto, la Corte al analizar situaciones similares a las aquí discutidas -en casos relacionados con las fuerzas militares y de seguridad- llegó a iguales conclusiones que las que expuso el tribunal local al reconocer que la generalidad del beneficio "... le confiere una indudable y nítida condición remuneratoria o salarial, sin que sea óbice a ello su calificación...". Respecto de la calidad de bonificable o no de los adicionales el Tribunal destacó que si bien lo bonificable no es susceptible de surgir -a diferencia de lo remunerativo- de una simple constatación del hecho de que el adicional se hubiera otorgado a la generalidad del personal, correspondía que se indagara la voluntad del legislador, aspecto éste que ha sido evaluado por el a quo con fundamentos suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad invocada. Sin embargo, asiste razón a la recurrente en punto a la nulidad absoluta de los decretos locales por vicio de incompetencia, la imposibilidad de su saneamiento y el apartamiento del fallo del superior tribunal local de la doctrina de la Corte Suprema. En efecto, la Corte ha dicho que "... respecto de lo previsto en la Ley 24.624 en el sentido de 'ratificar' lo dispuesto en los decretos 2000 de 1991 y 628 de 1992 con relación al carácter 'no remunerativo y no bonificable' de las asignaciones en cuestión, cabe poner de relieve que los decretos que en su origen se hallan viciados de inconstitucionalidad por haber sido dictados por el Poder Ejecutivo con exceso de sus facultades reglamentarias no son susceptibles de purga o subsanación mediante la ratificación parlamentaria posterior. Ello es así porque la Constitución Nacional impide a ese poder ejercer funciones legislativas sin contar con base legal previa y suficiente, y la oportuna observancia de tal requisito no depende de la gracia del Congreso".


      Fornara, Omar Alberto y otros c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción procesal administrativa


      F. 29, L. XLII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Reclamo de diferencias salariales. Diferencia entre “sueldo” y “haber mensual”. Decreto 1081/05. Exclusión del régimen de consolidación de deudas. Procedencia del recurso de queja.


      La Corte precisó que a fin de liquidar los adicionales establecidos en los decretos 2000/91, 628/92 y 2701/93, éstos deben ser incorporados al concepto "haber mensual" en el cual también están incluidos los rubros denominados en la reglamentación de la ley "sueldo" y "reintegro de gastos por actividad de servicio" (art. 2401, inc. 10). Asimismo, la Corte dejó sin efecto la sentencia que ordenó la inclusión de tales adicionales en el ítem "sueldo" del haber mensual de retiro del actor por considerarla contradictoria con los fundamentos en que se sustentó la decisión. A mi modo de ver, la doctrina sentada en tales precedentes es enteramente aplicable en la especie, pues si bien es cierto que a partir del dictado del decreto 1081/05 los conceptos "haber mensual" y "sueldo" fueron unificados en este último por carecer de sentido aquella distinción (v. sus considerandos) y se fijó una nueva escala salarial, asiste razón al apelante en cuanto a que este ordenamiento no puede ser aplicado para liquidar los retroactivos que correspondan a los actores. Se estableció que las obligaciones alcanzadas por la consolidación quedan sujetas a los recursos que anualmente contenga la ley de presupuesto de la Administración Nacional para hacer frente al pasivo consolidado, en un plazo máximo de dieciséis y diez años para .las obligaciones generales y previsionales originadas en el régimen general, respectivamente. En forma alter- nativa, los acreedores pueden optar por suscribir, por el importe total o parcial de su crédito, bonos de consolidación en las condiciones que determine la reglamentación. Dichos textos legales revelan la voluntad del legislador de incluir en el régimen de consolidación de deudas, las que se originen en la obligación del Estado de abonar diferencias salariales como las que en esta causa se han reconocido. Por lo demás, tampoco pueden quedar comprendidas en la excepción que prevé el Art. 18 de la Ley 25.344, pues además de no estar mencionados expresamente los créditos laborales, esta norma requiere la configuración de "circunstancias excepcionales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia en los casos en que la obligación tuviere carácter alimentario", lo cual no ha sido alegado ni demostrado en el sub lite por parte de los interesados.


      Carabajal, Horacio Alejandro y otros c/ Estado Nacional s/ Contencioso administrativo


      C. 2968, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación de normas federales. El ámbito de la discusión de un Tribunal apelado no limita a la Corte Suprema.


      Al estar en cuestión la interpretación que cabe asignarle a normas federales, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o del Tribunal Superior de la causa, sino que le corresponde hacer una declaración sobre el punto disputado. Toda vez que se encuentre en tela de juicio la interpretación de normas federales y que la decisión definitiva del superior tribunal de la causa hubiera sido contraria al derecho que en ella fundan las apelantes (art. 14, inc. 3º de la Ley 48), deberá admitirse el recurso extraordinario. Es la propia Ley Orgánica del Sistema Penitenciario Federal, la que impone una equiparación de trato en relación al aspecto remunerativo entre el personal policial y el penitenciario y, ante una ausencia legal en el régimen de este último hay que remitirse a lo que al respecto se legisla en relación al primero. Los beneficios acordados por los decretos 2260/91, 2505/91, 756/92 y 2807/93, tienen carácter remunerativo y bonificable y deben ser incorporados al "haber mensual" -definido en el Art. 95 de la Ley 20.416- del personal en actividad del Servicio Penitenciario Federal.


      Ramírez, Dante D. c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DDHH - SPF s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


      R. 846, L. XL, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Relación laboral excluida del régimen de la Ley de Contrato de Trabajo. Arbitrariedad. Pronunciamiento descalificado como acto jurisdiccional válido.


      Asiste razón al apelante cuando sostiene que la relación que vincula a ambas partes se encuentra sustraída del ámbito del régimen de contrato de trabajo establecido por la Ley 20.744 y sus modificaciones, pues la "conducta reiterada a través del tiempo", o la retribución por los servicios mediante una cuenta sueldo, o el cumplimiento de horarios y directivas de personal superior de la universidad, o el carácter permanente de las tareas, no resultan suficientes por sí mismas para configurar una relación laboral normada por el régimen de contrato de trabajo, ya que también pueden existir en una relación de empleo público y, por consiguiente, no puede razonablemente concluirse en que tales hechos -aun comprobados y reconocidos por la demandada- comporten un "acto expreso" de inclusión en las normas laborales aludidas. Ello es así, máxime si se tiene en cuenta que de las cláusulas de los contratos suscriptos surge claramente que se extinguían automáticamente por el mero vencimiento del término convenido y que la universidad se reservó el derecho a rescindidos sin previo aviso en caso de que las tareas encomendadas no fueran realizadas en forma satisfactoria.


      Martínez, Adrián Omar c/ Universidad Nacional de Quilmes s/ Recurso de hecho


      M. 1948, L. XLII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Parte General. Efectos.


      Aplicación del derecho administrativo a un contrato celebrado por la Dirección General Impositiva (hoy AFIP) y por un Banco provincial, destinado a cumplir fines de la Administración Pública. Dilucidación del término de prescripción aplicable.


      El contrato celebrado por la Dirección General Impositiva -hoy Administración Federal de Ingresos Públicos- y por el Banco de Catamarca, en tanto destinado a cumplir fines de la Administración Pública -recaudación de tributos- reviste caracteres propios que lo sujetan a los principios del derecho administrativo. En tales condiciones, el término de prescripción que corresponde aplicar es el decenal (conf. Art. 4023, Cód. Civil), en virtud de que la relación que vincula a las partes es de orden contractual y no está previsto expresamente un plazo menor para el caso. En este sentido, es dable recordar que las normas de derecho privado tienen vigencia en derecho público por integración del ordenamiento jurídico (ver Art. 16, Cód. Civil) y que la prescripción no puede separarse de la causa de la obligación de que se trate. Toda vez que la pericia en cuanto a la determinación de los atrasos en los depósitos de los tributos, no fue impugnada por las partes, corresponde tener por reconocida la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales de la demandada. Toda vez que el principio de la buena fe impone a los contratantes un comportamiento oportuno, diligente y activo, obligándolos al momento de la contratación a poner de manifiesto la aparición de circunstancias que a su juicio le importen un perjuicio, lo acordado respecto a los intereses punitorios, por lo tanto, se adecuaría al parámetro legal de licitud ya que fueron calculados conforme a las pautas acordadas, situación que resultaría en principio insusceptible de ser calificada como irrazonable.


      Fisco Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos) c/ Catamarca, Provincia de y otro (Banco de Catamarca y/o Ente Residual) s/ cobro de pesos


      F. 562, L. XXXVII, 19 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Organización Administrativa


      Recurso extraordinario. Organización administrativa de la educación universitaria. Régimen de admisión y promoción de estudiantes en universidad pública. Órgano estatal competente.


      La Corte sostuvo que tratándose de grandes instituciones universitarias, integradas por numerosas facultades, resulta más adecuado que sean sus diferentes unidades académicas las que regulen el sistema conforme a sus necesidades y exigencias. Asimismo, puso de resalto que no existe obstáculo para que, en el marco de los principios de organización, y en ejercicio de la competencia que surge de los tratados internacionales incorporados a la Constitución, el legislador haya adoptado un sistema de desconcentración que se adecue a las características propias de ciertas universidades y sus unidades académicas, a las que les ha otorgado la potestad de definir por las circunstancias señaladas, su régimen de admisión. Habida cuenta de lo expresado y en atención a lo dispuesto expresamente por el Art. 76, inc. 19, del Estatuto universitario, al dictar las normas que la actora ha puesto en tela de juicio en el sub lite, el Consejo Superior de la Universidad Nacional de La Plata incurrió en un exceso de las atribuciones constitutivas de su aptitud legal de obrar, pues las disposiciones mencionadas claramente otorgan competencia para regular el régimen de admisión de estudiantes a la actora, circunstancia que provoca la nulidad absoluta de lo actuado.


      Facultad de Ciencias Médicas U.N.L.P. c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Nulidad actos administrativos - medida cautelar - Art. 32 - Ley 24521


      F. 787, L. XLII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Control de la Administración Pública


      Control Externo. Control Judicial de la Administración Pública.


      Juicio académico para determinar responsabilidad de autoridades universitarias. Revisión judicial de los pronunciamientos de la universidad en el orden interno, disciplinario, administrativo y docente. Revoca sentencia.


      Ante todo, cabe recordar que la Corte tiene dicho que los pronunciamientos de la universidad en el orden interno, disciplinario, administrativo y docente no podrían, en principio, ser revisadas por juez alguno sin invadir atribuciones propias de sus autoridades, y ello es así mientras se respeten en sustancia los derechos y garantías establecidas en la Constitución Nacional y no constituyan un proceder manifiestamente arbitrario. Las circunstancias que se presentan en el sub lite no habilitan a considerar que se halle configurado un supuesto de excepción a la regla aludida.


      Loza Chávez, María Isabel y Estrada, Carmen Rosa s/ Impugnación Art. 32 Ley 24.521


      L. 1084, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Planteo de nulidad de la resolución que dispone la cesantía de la actora en universidad pública. Agotamiento previo de la instancia administrativa. Resolución emanada por la máxima autoridad universitaria competente. Nulidad de los actos que precedieron a la resolución.


      Como consecuencia de la autonomía consagrada a partir de la reforma constitucional de 1994, las universidades nacionales deben disponer de todas las potestades necesarias para llevar a cabo su gestión y una de las formas de garantizar que se respete su contenido esencial es permitir a sus órganos de conducción el conocimiento y decisión de todas aquellas cuestiones que se encuentran bajo su dirección y control. En este orden de ideas, el desconocimiento de los preceptos que regulan los medios de impugnación de los actos administrativos que se dictan en el ámbito universitario a los efectos de acceder a la instancia judicial mediante el recurso previsto por el Art. 32 de la Ley 24.521, no parece contribuir al cumplimiento de los objetivos para los cuales fueron creadas las universidades, logro que depende en parte de que sus órganos de gobierno estén habilitados a ejercer plenamente las facultades asignadas por el ordenamiento jurídico. Por lo demás, la sentencia carece de una adecuada fundamentación en tanto sostiene que los actos dictados por las autoridades universitarias no fueron debidamente motivados (art. 7°, inc. e, de la Ley 19.549). Ello es así, pues omite tener en cuenta que en ellos se ponderó expresamente que quedó acreditado que la actora -en su carácter de directora administrativa académica- ha incurrido en reiteradas y graves violaciones a sus deberes al haber participado en actos que afectaron la dignidad y la ética universitaria implementando una carrera de grado arancelada sin la necesaria aprobación del Consejo Superior. En tales condiciones, lo resuelto en el sub lite por el tribunal respecto de la supuesta nulidad de los actos que precedieron a la resolución –CS- 653/04, implica un ostensible apartamiento de los términos de su propia decisión anterior que había quedado firme y carece de la debida fundamentación exigible a los pronunciamientos judiciales, solución que toma innecesario el tratamiento de las restantes cuestiones planteadas por el apelante.


      Pérez de Aguilera, Amelia s/ Impugnación Art. 32 de la Ley 24.521


      P. 1555, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Planteo de nulidad de la resolución que dispone la cesantía del actor en universidad pública. Revisión judicial de los pronunciamientos de la universidad en el orden interno, disciplinario, administrativo y docente. Revoca sentencia.


      En primer lugar, se advierte que el señalamiento de ciertas deficiencias en la tramitación del sumario en su anterior intervención no habilita a considerar que se ha declarado la completa nulidad de las actuaciones, tal como admite el propio tribunal, pues se limitó a declarar en forma expresa solamente la invalidez de la resolución -CS- 184/01, sin añadir disposición alguna acerca de las otras resoluciones que mencionó en los considerandos de aquella sentencia. Habida cuenta de ello, las afirmaciones formuladas por la Cámara respecto de las consecuencias que derivarían de la nulidad declarada en el fallo anterior y de que debía disponerse la inmediata reincorporación del actor, pone en evidencia que pretende extender irrazonablemente los efectos de la sentencia. En consecuencia, lejos de precisar el alcance con que debió cumplirse aquel pronunciamiento, se apartó palmariamente del verdadero sentido que correspondía atribuirle, limitado a la nulidad de la resolución -CS- 184/01 con el consiguiente deber de dar tratamiento a la impugnación de la cesantía dispuesta por el rector, sin que los argumentos vertidos en el fallo que actualmente se recurre -claramente incompatibles con la solución anterior- justifiquen el temperamento adoptado. En segundo lugar, tampoco parece razonable que el tribunal pueda otorgar a la supuesta demora en que habría incurrido la demandada en ejecutar la sentencia, el efecto de producir la extinción de la competencia disciplinaria. En efecto, al margen de que las cuestiones relativas al cumplimiento de los plazos de prescripción son de naturaleza fáctica e insusceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, dicho instituto se encuentra destinado a operar durante la tramitación del sumario administrativo y, por lo tanto, no es posible invocar sus efectos cuando éste ha concluido. Ello es así aun cuando, eventualmente, pudieran quedar pendientes medidas dispuestas en el marco de recursos deducidos en sede judicial, cuyo cumplimiento puede ser requerido por las vías procesales previstas por el ordenamiento.


      López, Moisés s/ Impugnación Art. 32 de la Ley 24.521


      L. 1078, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Plazo para iniciar el reclamo judicial de reajuste de pensión. Ley de Procedimientos Administrativos. Habilitación de la instancia judicial. Arbitrariedad. Procedencia del recurso.


      Cabe referir que la Alzada omitió considerar que, dada la separación de la adora y su cónyuge, no resulta irrazonable inferir el desconocimiento por la misma del estado del presente trámite, respecto del cual sólo media notificación fehaciente a partir del día en que, mediante apoderada, tomó vista de lo actuado. Por otra parte, es claro que, si bien se trata de la reclamación de un reajuste de haberes, no es idéntico, en rigor, el beneficio al que se refiere, dado que el jubilatorio originario dio origen a la pensión tramitada por otra beneficiaria que no consta que se encontrara al tanto de la existencia y/o estado del presente tramite. Sobre esa base, resultaría factible contar el plazo del artículo 25, inciso a), de la Ley nº 19.549 -noventa días hábiles judiciales- desde que se habría enterado la adora -titular del beneficio de pensión- que debía presentar la demanda para continuar con el reclamo judicial de reajuste, al tomar vista de lo actuado, supuesto en que la interposición del escrito cuestionado se habría concretado en tiempo oportuno. Adoptar una interpretación rígida en la presente causa, por otra parte, nos conduciría no sólo a negar a la interesada las diferencias entre el haber que percibe y el que supuestamente le incumbiría, sino también a ocasionarle las demoras derivadas de la necesidad de iniciar un nuevo reclamo, con el riesgo de irrogarle un perjuicio de imposible o dificultosa reparación posterior; sobre todo cuando nos hallamos frente a alguien que actuó diligentemente desde el comienzo de su intervención y, máxime, tratándose del reclamo de un beneficio de la seguridad social que exige que se lo trate con la amplitud y cautela inherente a su naturaleza alimentaria.


      Lezana, Sara Nelly c/ ANSES s/ reajustes varios


      L. 1890, L. XL, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Descentralización. Institucional. Empresas del Estado.


      Empresas sujetas a privatización. Empleados adquirentes comprendidos en un Programa de Propiedad Participada. Ruptura del vínculo laboral: situación jurídica.


      Toda vez que los pretensores vendieron las acciones que poseían cuando ya no se encontraban dentro de la tutela que la ley les reconocía como sujetos protegidos, y recordando que la subsistencia de la situación jurídica laboral se mantenía respecto a cada uno de ellos aun cuando fuesen adquirentes de acciones de un Programa de Propiedad Participada (art. 45, Ley 23.696) y mientras durase el proceso de privatización (art. 42, Ley 23.696), y que la ley no garantizaba que esa protección perdure más allá de la ruptura del vínculo de empleo, cabe concluir, por ende, que al haberse extinguido los contratos de los operarios con anterioridad, los negocios vinculados con la compraventa de acciones concretados en 1995 no se encontraban regidos por la legislación protectoria, sino por la común o general. Ubicados singularmente en ese marco, cabe inferir tardíos los reproches expuestos a lo largo del litigio en torno a la validez del Acuerdo General de Transferencia.


      Santana, Armando Alberto y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ part. acc. obrero s/ prescripción


      S. 1231, L. XXXIX, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Limitaciones a la condición de legitimado para acceder al "Programa de Propiedad Participada" de Aguas Argentinas S.A impuestas por resolución de la Secretaria de Obras Públicas y Comunicaciones: Invalidez. Resolución de la Secretaría de Obras Públicas y Comunicaciones N° 196/93: modificación de la fecha de corte para acceder al Programa de Propiedad Participada de Aguas Argentinas S.A., instituida por el Poder Ejecutivo. Modificación de la calidad de sujeto legitimado. Privatización. Plan de retiro voluntario implementado en "Aguas Argentinas S.A": incompatibilidad con la participación del "Programa de Propiedad Participada".


      Las resoluciones de la Secretaría de Obras Públicas y Comunicaciones, imponiendo restricciones o limitaciones a la condición de legitimado para acceder al Programa de Propiedad Participada de Aguas Argentinas S.A. establecida por el Poder Ejecutivo en el decreto nº 1443/91, resultan inválidas por exceder su competencia y no ajustarse a la preceptiva aplicable (cfse. Art. 16, Ley nº 23.696), sin que obste a ello la tardía convalidación intentada por medio del decreto nº 1944/94, dada la inoponibilidad a que las signa su falta de publicación en el Boletín Oficial (v. fs. 79, 87 y 249). Su falta de razonabilidad y exceso en el ejercicio de facultades administrativas, conspira contra su adecuación última al texto de la Constitución Nacional. Asimismo, la resolución SOPyC nº 196/93, al fijar como "fecha de corte" para determinar los trabajadores con derecho a acceder al PPP el 20/8/93, modifica implícitamente la calidad de sujeto legitimado instituida por el Ejecutivo, el que, al estipular la obligación de reserva por el concesionario del 10% del capital social para los empleados de OSN a transferirse a la nueva prestataria, individualizó no solamente a los que revistan dicha calidad, sino también el momento a considerar a tal efecto, que no puede ser otro que la fecha de traspaso del personal a Aguas Argentinas S.A., acontecido el 01/05/93. Por último, el acogimiento al plan de retiro voluntario implementado en Aguas Argentinas S.A., presupone el ejercicio de una opción incompatible con la adquisición de la titularidad de las acciones clase "B", que imponía el mantenimiento de la condición de empleado activo de la concesionaria ineludible para suscribirlas, condición de la que se desprende con el ejercicio de una opción personal apta para generar consecuencias jurídicas y que trasunta una voluntad inequívoca de no integrar el Programa de Propiedad Participada, sistema que -no es ocioso puntualizarlo- no constituye una imposición legal.


      Prol, Manuel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


      P. 2111, L. XL, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia indemnización equivalente al valor de las acciones que hubieran debido recibir trabajadores del Programa de Propiedad Participada -PPP- del Banco Hipotecario SA. Retiros voluntarios: reserva realizada al tiempo de extinguir la relación mediante convenio de rescisión por mutuo acuerdo, en relación a aportes jubilatorios. Admisibilidad del reclamo. Precedente "Antonucci". Arbitrariedad de sentencia.


      En el citado precedente, en lo que es materia de discusión, se dejó establecido como relevante para la determinación del momento en que los trabajadores adquieren el derecho a acceder a las acciones del ente a privatizar, la transformación de la "sociedad del estado" en una "sociedad anónima", para posibilitar así la implementación de un programa de propiedad participada de los reglados en la Ley nº 23.696. A su vez, también se tuvo en cuenta, la decisión de facultar a la autoridad de aplicación a que concrete el ofrecimiento de las acciones y obligaciones en los mercados de valores a fin de transferirlos al capital privado; referencia, esta última, que no soslaya la inclusión de los sujetos referidos en el artículo 16 de la Ley nº 23.696; es decir: el personal en relación de dependencia con la empresa sujeta a privatización. No se muestra irrazonable el temperamento del a quo, que reconoció el derecho de los empleados del ente a privatizar a participar en el capital accionario de la nueva persona jurídica -arts. 15, 16 Y 18. b) de la Ley nº 24.855- a partir de la transformación del Banco Hipotecario en una sociedad anónima, lo cual posibilita -explicó- la implementación del programa de propiedad participada, aun cuando la efectiva privatización concretada con el ofrecimiento del capital accionario en los mercados- sea verificada tiempo después. Corresponde adjudicarles razón a los agravios deducidos por los demandantes que se incorporaron al sistema de retiros voluntarios, en cuanto la Sala no tuvo en cuenta la relevancia que tiene para la decisión del caso la reserva realizada por los dos trabajadores al tiempo de extinguir la relación mediante el convenio de rescisión por mutuo acuerdo, en el sentido que en su cláusula sexta emerge inequívocamente que aquéllos hicieron reserva de los derechos que le atañen en relación a los aportes realizados al Fondo Complementario Móvil de Jubilaciones del Banco Hipotecario "en los términos de lo dispuesto por los artículos 45 y 46 del Decreto 924/97". En ese plano, no constituye una derivación razonada de los hechos de la causa, en relación al derecho aplicable, la interpretación de la a quo en punto a que "esa reserva no tiene sentido útil", a la luz del voluntario cese del vínculo laboral -que obstaba a mantener el derecho a acceder a las acciones- y de lo expuesto por el inferior en orden a que los aportes al Fondo Complementario obedecían a un régimen solidario no objetado por los accionantes y cuyo destino posterior a la privatización del Banco fue determinado por previsiones ajenas al litigio.


      Fridman, Ana María y otros c/ Banco Hipotecario S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      F. 1462, L. XLI, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión S. 1076, L. XLII, "Sigurani Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telefónica de Argentina S.A."


      Mallo, Héctor y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de propiedad Participada de Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      M. 1329, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión S. 1076, L. XLII, "Sigurani Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telefónica de Argentina S.A.".


      Garofalo, Teresa y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de propiedad Participada de Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      G. 1085, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión S 1076, L.XLII, "Sigurani, Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telefónica de Argentina S.A.".


      Agresti, Héctor y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      A. 1034, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión S. 1231, L. XXXIX, "Santana, Armando Alberto y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro".


      Lozano, Raúl Ramón y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otros s/ part. accion. obrero


      L. 1476, L. XXXIX, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Potestades Administrativas.


      Demanda de Provincia contra el Estado Nacional. Incumplimiento de convenios y cobro de sumas de dinero. Presupuesto de la Administración Nacional. Decreto del PEN: virtualidad para rescindir acuerdo previo. Deber de coherencia.


      Toda la cuestión estriba en desentrañar si el decreto del Poder Ejecutivo Nacional que aprobó el Presupuesto de la Administración Nacional para el ejercicio en cuestión, tiene virtualidad suficiente para considerar rescindido el acuerdo previo suscripto entre la Provincia y el Estado Nacional. El decreto por el cual se vetó parcialmente la ley presupuestaria -más allá de su vigencia, que no es lo discutido- no pudo per se revocar el acuerdo provincia-Nación. Tiene dicho la Corte que no es lícito hacer valer un derecho en contradicción con la anterior conducta interpretada objetivamente según la ley, las buenas costumbres o la buena fe y que esta última implica un deber de coherencia del comportamiento que consiste en la necesidad de observar en el futuro la conducta que los actos anteriores hacían prever. En este sentido, resulta por demás exigible que el Estado Nacional guarde un comportamiento coherente, ajeno a los cambios perjudiciales, y desestime toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que -merced a sus actos anteriores-ha suscitado en la Provincia. Asimismo, resulta inválido sostener que la falta de reserva de deuda en el acuerdo modificatorio torna inexigible la deuda porque surge de las actuaciones tanto que la Provincia habría efectuado varios reclamos para que se dé cumplimiento a lo convenido -ante la Comisión Federal de Impuestos; ante el Ministerio de Economía de la Nación, y ante el Ministerio del Interior por falta de pago– como que la demandada efectuó pagos parciales con base en el convenio que aquí desconoce.


      La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incumplimiento de convenios y cobro de sumas de dinero


      L. 448, L. XXXVII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Poder de Policía


      Multa por exceso de la jornada máxima laboral. Poder de policía del Ministerio de Trabajo. Incumplimiento del artículo 1 de la Ley 11.544. Procedencia del recurso.


      No se advierte suficiente la respuesta del a quo al revocar la resolución con fundamento en que la Administración se habría aventurado en la interpretación de un marco legal controversial excediendo sus facultades, desde que los jueces omiten hacerse cargo que la infracción imputada se fundó en normas de orden público cuyo control de cumplimiento es un ejercicio insoslayable del funcionario actuante. En tal medida, la constatación de la violación del límite de la jornada da trabajo y descanso no resulta en el marco de sus atribuciones, una labor exegética prohibida y, en todo caso, la controversia la introdujo posteriormente la sumariada disconforme con la sanción. En efecto, en el acta de inspección se reprocha el incumplimiento del artículo 1 de la Ley 11.544 y del artículo 1° del decreto nº 16.115/33, verificándose en el caso que tanto el conductor como el auxiliar de abordo excedieron la jornada máxima legal de trabajo, y por lo tanto el periodo de descanso mínimo legal obligatorio (art.197 último párrafo L.C.T.).


      Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line S.A. s/ sumario


      M. 3592, L. XLI, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Jurisdicción.


      Competencia de la Comisión Interventora de Permisionarios del Servicio Público de Transporte de Pasajeros de Automotor de Jurisdicción Nacional. Poder de policía administrativa. Procedencia del recurso extraordinario.


      Del articulado de la disposición cuestionada no se advierte superposición de los controles, como sostuvo el a quo para dar sustento a su descalificación. Las funciones de la llamada "comisión interventora" se limitan a "proponer", "verificar", "comunicar" e "informar", es decir que su actividad no sustituye ni se superpone con las propias de los órganos competentes referidos, pues no decide, ni sanciona como sí lo pueden hacer las respectivas autoridades de aplicación que la conformaron. No se vislumbra una intromisión en la esfera de facultades reservadas a otro poder del Estado, antes bien la actividad de la comisión proyecta un diseño estratégico llevado adelante por las dos secretarías citadas cuyas funciones no avanzan sobre las que cada una conserva. Cabe destacar que la mencionada comisión no se encarga de aplicar sanción alguna, ni cuenta con facultades decisorias, tan sólo coordina el trabajo entre las dos secretarías y propone a cada una de ellas pero no dispone. Tampoco se verifica la supuesta superposición o régimen encimado como señaló el a quo, dado que no se trata de un procedimiento para aplicar sanciones, pues ante la constatación de un incumplimiento no cuenta con facultades para sancionar, sino que realiza una actividad preventiva. Es decir entonces que en caso de un incumplimiento aquella se limita a informar, no puede ser parte del procedimiento y de aplicarse sanciones ellas se relacionan con el comportamiento discrecional del infractor, que sólo es sancionado por los organismos que sí cuentan con atribuciones para ello, sin que en el caso éstos hayan sido cuestionados. Esta coordinación de tareas entre dos secretarías de Estado, dentro de las esferas de su competencia se encuentra en el marco de las facultades reglamentarias privativas de la administración, cuya veda implicaría una paralización del ejercicio de contralor e importaría un cercenamiento de sus potestades y obligaciones, y por lo tanto un valladar al cumplimiento adecuado de los deberes del funcionario público previstos legalmente, lo que resultaría inadmisible.


      Crucero del Norte S.R.L. c/ Estado Nacional Argentino - Secretaría de Transporte - Ministerio de Planificación Federal, Inversión Público y Servicios y Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ acción de amparo


      C. 987, L. XLII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Poder de policía del Ministerio de Trabajo. Incremento salarial acordado por el decreto 392/03. Potestad fiscalizadora y sancionadora. Procedencia del recurso extraordinario.


      Resulta evidente que la verificación de los hechos a la luz de los presupuestos legales importa una actividad hermenéutica de la autoridad de aplicación cuya veda conlleva la paralización del poder de contralor y un cercenamiento de las potestades concernientes al ejercicio del poder de policía, asignado al Ministerio de Trabajo de la Nación (v. Art. 23, incs. 3° y 8°, de la Ley nº 22.250 -t.o. dec. nº 438/92- ). Dicho poder o prerrogativa, vale puntualizarlo, ha sido reconocido a esa cartera gubernativa con relación, en general, al cumplimiento del orden laboral y a la promoción, regulación y fiscalización de la observancia de los derechos fundamentales de los trabajadores (art. 28 -y siguientes- de la Ley nº 25.877 y Convenios nº 81 y 129 de la OIT, ratificados por las leyes nº 14.329 y 22.609), y, en particular, con respecto al incremento salarial acordado por el decreto nº 392/03, dictado en el ejercicio de atribuciones conferidas por la Ley nº 25.561 (art. 6°, dec. nº 392/03). Desde la anterior perspectiva, el alcance que los jueces de la causa acordaron a la potestad fiscalizadora y sancionadora del Ministerio de Trabajo, no resulta razonable. En efecto, al sostener que la cuestión relativa a la legalidad de la interpretación efectuada por la infractora con respecto al decreto nº 392/03 excedía -claramente- aquellas facultades, dan por sentado, en suma, que el poder sancionador no involucra la facultad básica de interpretar el derecho que corresponda para tener por configurada una infracción susceptible de sanción; conclusión que corresponde que sea revocada.


      Aerolíneas Argentinas c/ Ministerio de Trabajo s/ reclamos


      A. 1870, L. XLI, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Materia Impositiva.


      Acción declarativa de certeza. Vía más apta para resolver la cuestión. Cancelación de deudas tributarias. Derecho a solventar obligaciones tributarias mediante el sistema de dación en pago o compensación.


      Es claro que, en cuanto a su derogación o reemplazo, los decretos y demás normas reglamentarias participan del mismo régimen que las leyes, en cuanto a que ningún derecho adquirido puede impedir su remoción del ordenamiento jurídico pues, de lo contrario, importaría admitir el postulado de la inamovilidad del derecho objetivo en materia reglamentaria. Al respecto, es doctrina pacífica del Tribunal que "La modificación de leyes por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, ya que nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos ni a la inalterabilidad de los mismos". También es doctrina de la Corte que la continuidad de un reglamento no constituye, en sí mismo, una situación jurídicamente tutelada. Se desprende sin hesitación de ello que la actora carece de un derecho adquirido al mantenimiento del sistema de cancelación de deudas tributarias instaurado por el decreto 1.387/01, en forma ininterrumpida. No hay agravio constitucional alguno, entonces, en que el decreto 248/03 haya removido tal sistema del ordenamiento jurídico. Sin embargo, distinta es la cuestión que atañe a la presente litis, puesto que el segundo reglamento derogó los artículos 27 a 37 del primero, surtiendo efecto "a partir de la entrada en vigencia del decreto nº 1.387/01 y sus modificaciones". Y es aquí donde tal forma de privación de efectos jurídicos a una norma preexistente no podría violar los derechos obtenidos por los contribuyentes durante el lapso en que ésta estuvo vigente. Aquí quedó comprobado por las instancias de grado que la actora realizó diversos actos y presentaciones ante la AFIP, cumpliendo con todos los requisitos de forma y de fondo para la aplicación del sistema especial de cancelación de créditos, poniendo de relieve su voluntad de sanear así sus deudas con el Fisco Nacional. Resulta claro, entonces, que adquirió el derecho que el Estado le reconozca la extinción de sus obligaciones. En efecto, es aplicable aquí la jurisprudencia del Tribunal que sostiene que si bajo la vigencia de una ley el particular ha cumplido todos los actos y condiciones sustanciales y los requisitos formales previstos en la ley para ser titular de un determinado derecho, debe considerarse que hay derecho adquirido, porque la situación jurídica general creada por esa ley se transforma en una situación jurídica concreta e individual en cabeza del sujeto, que no puede ser suprimida sin agravio del derecho de propiedad consagrado por la Constitución Nacional aunque falte la declaración formal de una sentencia o de un acto administrativo, pues éstos sólo agregan el reconocimiento de ese derecho o el apoyo de la fuerza coactiva necesaria para que se haga efectivo.


      Massuh S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Sumarísimo


      M. 12, L. XLII, 04 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contrato de suministro. Impuesto de sellos local. Ley de coparticipación federal de impuestos. Procedencia del recurso extraordinario.


      Puede decirse, en general, que los contratos de suministro entre la actora y diversas explotaciones de estaciones de servicios se celebraron mediante el mecanismo de emisión de una oferta, cuya aceptación podía hacerse -y así fue- de manera tácita, si dentro del plazo estipulado en ellos, la actora comenzaba a brindar las prestaciones comprometidas (suministro y facturación de los productos indicados en los anexos, provisión de surtidores, tanques, etc.). Así las cosas, las ofertas recibidas por la actora, y que dieron lugar a sendos contratos, carecen del insalvable requisito de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ella plasmadas y, por ende, que la pretensión tributaria provincial se encuentra en franca pugna con la obligación asumida en el acápite II, del inc. B) del Art. 9° de la Ley 23.548, ratificada por la Ley local 5.928.


      Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      S. 805, L. XXXIX, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contratos de operaciones de exportación celebrados en firme. Derecho al ajuste compensador. Fecha de inscripción.


      El contravalor del beneficio que se le reconocería al interesado se aseguraba desde la fecha inscripción del contrato, inscripción que, mediante la ficción legal establecida en el Art. 1°, debía ser considerada al día de entrada en vigencia de tal convenio. En otras palabras, esa fecha sería tenida como día de inscripción al solo efecto de fijar el momento a partir de la cual la empresa tendría garantizado el beneficio, derecho que luego se perfeccionaría cuando -después que el interesado cumpliera con el procedimiento y los recaudos establecidos en las normas que estaban en vigor- fuera aprobado por la autoridad competente. Ésta es la interpretación que mejor se concilia con las demás disposiciones que estipulan que el derecho a obtener el beneficio se adquiere cuando la solicitud es aprobada por el órgano de aplicación. Al respecto, cabe recordar que la inconsecuencia o la falta de previsión del legislador no se supone y por esto se reconoce como principio inconcuso que la exégesis de las normas debe hacerse siempre evitando que se pongan en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el que las concilie y suponga la integral armonización de sus preceptos.


      Jugos del Sur S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y de Obras y Servicios Públicos) s/ Juicios de conocimientos


      J. 204, L. XLII, 11 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Devolución de sumas retenidas en concepto de comisiones por el servicio de cobro. Precedente “Berkley”. Ley 25345. Principio de legalidad en materia tributaria.


      La Ley 25.345 facultó al Poder Ejecutivo nacional a fijar una comisión de hasta el 0,7% del total de la recaudación correspondiente a los aportes destinados al régimen de capitalización de la Ley 24.242 y de las contribuciones patronales de la Ley 24.557, aspecto este último que aquí interesa. El segundo párrafo del citado Art. 14 indicó que dicha comisión se establece para la atención del gasto que demanden las funciones de la AFIP, y que estará a cargo de las AFJP y ART, quienes lo abonarán previo a la transferencia de los recursos que respectivamente les correspondan a cada una de ellas. Y, "a este solo efecto" ratificó el decreto 863/98. No se discute aquí la posibilidad de que dicha ratificación haya querido hacerse con efectos ex tune, es decir retroactivos a la fecha de entrada en vigencia del decreto (ver su Art. 3°). El a quo declaró abstracta esta cuestión, sin que haya habido agravio de las partes a su respecto. Consecuentemente, es preciso dilucidar los efectos ex nunc que pueda haber tenido esta ratificación. Y, al respecto, deviene aplicable la doctrina del Tribunal en cuanto a que si bien la ley "carece de eficacia para convalidar retroactivamente un decreto que -de acuerdo con la Constitución Nacional- adolece de nulidad absoluta e insanable, no existe razón alguna para privarla de efectos en relación con hechos acaecidos después de su publicación en el Boletín Oficial”. En virtud de ello, no resulta acertada la conclusión del a quo con relación a los servicios prestados por la AFIP a la actora a partir de la fecha de entrada en vigor del Art. 14 de la Ley 25.345, ya que la tasa de que aquí se trata, a partir de esta ratificación legal, cumple con los requisitos que postula el principio de legalidad en materia tributaría, siendo determinados por normas de tal jerarquía sus elementos esenciales. Por otro lado, resta destacar que no obsta a lo hasta aquí dicho lo normado por el Art. 45 de la Ley 25.401, puesto que éste, al ratificar nuevamente el decreto 863/98, expresamente deja a salvo lo ya ratificado por la Ley 25.345 en cuanto a la alícuota de la tasa discutida en el sub lite.


      CNA ART S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - Ley 25.345 - Dto. 863/98 s/ Proceso de conocimiento


      C. 1724, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Exención al impuesto a las ganancias de espectáculos teatrales. Supuestos de suspensión de la exención. Inexistencia de responsabilidad solidaria del actor por el impuesto a las ganancias. Revoca la sentencia.


      La exención es una norma que impide que se concrete la consecuencia natural de la realización de un hecho imponible, esto es, que sea exigible el pago del tributo de que se trate. Para decirlo con términos más sencillos: el particular no debe ingresar dinero al Estado. Por tal motivo, es claro que no puede ser confundida jamás con un subsidio o una subvención (o con un "compromiso del mismo carácter"), ya que estos institutos, por el contrario, involucran una erogación, un pago por parte del Estado hacia un particular u otro ente privado, en virtud de una norma que así lo establezca. Resulta de toda evidencia que el Congreso Nacional, al legislar respecto de la referida emergencia económica, tuvo presente cuál es la delimitación teórica de estos institutos, puesto que, como surge de la lectura del Art. 5° de la ley (insertado en el Capítulo II, "Suspensión de los regímenes de promoción industrial"), estableció respecto de estos regímenes promocionales la suspensión de una serie de beneficios, contemplando expresamente entre ellos a las "exenciones" (ver incs. a-, b-, c-, d-, e-, f- e i- de dicho artículo). Tiene dicho el Tribunal que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar tal voluntad es la letra de la ley, cuyas palabras deben ser comprendidas en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al legislador, sino aplicar la norma tal como éste la concibió.


      Werthein, Julio (TF 16814-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso de queja


      W. 166, L. XLI, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Exención al impuesto sobre créditos y débitos en cuentas corrientes bancarias. Facultad del Poder Ejecutivo. Ente autárquico, con personería jurídica e individualidad financiera propia. Confirma sentencia.


      La Caja de Jubilaciones y Pensiones de Abogados y Procuradores de la Provincia de Mendoza, que fue creada por la Ley nº 3.364, es una entidad autárquica, con personería jurídica e individualidad financiera propia (art. 1°, Ley 5.059). Así, al tratarse de un ente separado del Estado Provincial, no puede considerarse que estuviera exenta por el texto del Art. 2°, inc. a), de la Ley 25.413 (texto según la Ley 25.453), en tanto allí se exime a los estados provinciales. Sin perjuicio de ello, también hay que destacar que el fin tenido en cuenta por el legislador provincial al crear la caja fue asegurar los beneficios de la seguridad social, en cuanto a las jubilaciones y pensiones, a los abogados y procuradores que ejerciesen sus profesiones en el territorio de la Provincial. De la inteligencia de su texto surge que todo su patrimonio, integrado por los recursos previstos por el Art. 16 de la Ley 5.059 (fundamentalmente por aportes de sus futuros beneficiarios), están destinados al cumplimiento de sus fines específicos. Y, en tales condiciones, la caja carece de aptitud suficiente para ser llamada al levantamiento de las cargas públicas tributarias o, dicho en otros términos, no demuestra tener capacidad contributiva. En efecto, sostuvo la Corte que el verdadero objeto del gravamen no es la posesión de determinados bienes, sino la capacidad tributaria que comporta el ser alguien propietario de ellos. Y también expresó que la existencia de una manifestación de riqueza o capacidad contributiva es indispensable requisito de validez de todo gravamen. Aplicadas tales premisas al caso de autos, los movimientos bancarios realizados en las cuentas de la actora no pueden reputarse, siquiera indiciariamente, como manifestaciones de esa particular aptitud que todo sujeto ha de tener para poder ser sujeto pasivo de cualquier gabela.


      Caja de Jubilaciones y Pensiones de Abogados y Procuradores de la Provincia de Mendoza c/ Estado Nacional s/ Amparo


      C. 1510, L. XLII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Exenciones impositivas. Determinación de oficio del IVA relativo a contratos de locación de obra. Mercadería en los términos de la normativa aduanera.


      No es posible sostener que las prestaciones en cuestión puedan resultar abarcadas por lo dispuesto en los arts. 24 y 27 de la Ley 24.331, en tanto el primero exime a las "mercaderías" que ingresen en las zonas francas de los tributos que graven su importación para consumo, vigentes o a crearse, con la salvedad de las tasas retributivas de servicios efectivamente prestados, mientras que el restante considera su introducción como una exportación suspensiva. Así las cosas, a la actividad comprometida por el contrato de marras le será aplicable, como lo determina el Art. 23 de la misma ley, "la totalidad de las disposiciones de carácter impositivo (...) que rigen en el territorio aduanero general". En tales circunstancias, resulta claro que el IVA la afecta. En primer término, dado que según el Art. 1° de su ley, el gravamen se establece "en todo el territorio de la Nación" (énfasis, añadido), y que alcanza -entre otros supuestos- a las locaciones y prestaciones de servicios realizadas en ese territorio (arg. arts. 1°, inc. b, y 3°). Y, en segundo lugar, porque la exención para el IVA contenida en el Art. 26 de la Ley 24.331 no envuelve la prestación bajo estudio, puesto que no se trata de un "servicio básico", de conformidad con el detalle que de este concepto enumera el segundo párrafo de esa disposición, ya que no tiene por objeto "la prestación o provisión de servicios de telecomunicaciones, gas, electricidad, agua corriente, cloacales y de desagüe".


      Losa, Héctor Enrique c/ AFIP Región La Plata s/ Nulidad de acto administrativo


      L. 855, L. XLII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Exportaciones en puertos patagónicos. Ley 23018. Reembolso por pedidos de embarque. Presentación conjunta de permisos y certificados de origen de la mercadería exportada. Facultades de la autoridad aduanera. Revoca sentencia.


      Sobre los requisitos exigidos por la Ley 23.018 y sus normas reglamentarias para acceder al cobro del beneficio por ella establecido, no existen cuestionamientos de las partes en cuanto a la interpretación de la resolución ANA nº 3.304/87, la cual es clara al establecer la oportunidad en la que se debe presentar el certificado de origen de la mercadería. En efecto, sus arts. 6.3 y 6.4 establecen la necesidad de presentar conjuntamente el certificado de origen de la mercadería, con el respectivo permiso de embarque, dejando allí constancia de su número y de la fecha de emisión; y, en el caso de tratarse de un certificado de origen provisorio, debe hacerse constar una leyenda que indique que está sujeto a verificación por el ente emisor en el momento del embarque. De lo reseñado se desprende, como lógica consecuencia, que el certificado de origen (provisorio o definitivo) tendrá fecha anterior al permiso que acompaña. Y es por ello que, en el sistema así instaurado, los certificados de origen no pueden tener efecto retroactivo, pues persiguen dar certeza sobre la procedencia geográfica de los bienes en el momento en que se produce la oficialización del permiso de embarque. La oportunidad de tal exigencia se corresponde con lo dispuesto por los arts. 726, 729 y 830 del Código Aduanero, los cuales establecen que es el "momento del despacho" donde se fijan las obligaciones y derechos del documentante en tomo a la operación que instrumenta, criterio ya sostenido por la Corte. Si en tal momento no se encuentra emitido y aportado el correspondiente certificado de origen, falta uno de los elementos constitutivos del derecho al reintegro, cuyo aporte posterior -vale destacar- no podría generar tal derecho ante la imposibilidad en que se encontraría la autoridad provincial de verificar si la mercadería que es objeto de exportación acreditó origen a los efectos de cobro de beneficio establecido por la Ley 23.018, según el procedimiento que establece el punto 5 de la resolución ANA N° 3.304/87. Con sustento en tales disposiciones, es nítida la facultad de la autoridad aduanera para intimar la devolución de los reintegros indebidamente pagados en el sub judice, atribución que, en otro supuesto pero con idéntico fundamento legal, la Corte ya había reconocido.


      Pionera S.A. (TF 14268-A) c/ DGA s/ Recurso extraordinario


      P. 1261, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Impuesto al valor agregado. Servicios de enseñanza. Exenciones impositivas: interpretación de la Ley 23.871. Remisión a la causa A. 290, L. XIX "Alba Angélica Invernizzi -TF 16.764 -I- y otro”. Mora en el complimiento de obligación. Intereses resarcitorios: necesidad de responsabilidad subjetiva. Ausencia de arbitrariedad.


      Resulta aplicable al Art. 42 de la Ley 11.683 y la última parte del Art. 509 del Código Civil, en cuanto exime al deudor de las responsabilidades derivadas de la mora cuando ésta no le es imputable. Pero no es menos cierto que, por una parte, en el campo del derecho tributario, al haber sido consagrada la primacía de los textos que le son propios, de su espíritu y de los principios de la legislación especial, y, con carácter supletorio o secundario, los que pertenecen al derecho privado, ello le imprime ciertas características particulares que indudablemente se reflejan en distintos aspectos de la regulación de los mencionados intereses. Y que, por otra, tales caracteres llevan a concluir que la exención de tales accesorios con sustento en las normas del Código Civil queda circunscripta a casos en los cuales se reúnan circunstancias excepcionales ajenas, al deudor -que deben ser restrictivamente apreciadas- que hayan impedido a éste el oportuno cumplimiento de su obligación tributaria. Desde esta perspectiva, el a quo no ha intentado siquiera esbozar cuáles serían, en su criterio, estas circunstancias excepcionales, ajenas al deudor y restrictivamente apreciadas, que impidieron a éste el oportuno cumplimiento de su obligación tributaria. Más aún, si se tiene en cuenta que, como lo prescribe la ley en su actual redacción y lo puntualizó la Corte en varios precedentes, se trata de la aplicación de intereses resarcitorios, cuya naturaleza es ajena a la de las normas represivas. Por estas razones, en este aspecto la sentencia no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto. Sentado lo que antecede, restan por considerar los agravios impetrados por el Fisco Nacional contra la revocación de la multa. Si bien es inadmisible la existencia de responsabilidad sin culpa, aceptado que una persona ha cometido un hecho que encuadra en una descripción de conducta que merezca sanción, su impunidad sólo puede apoyarse en la concreta y razonada aplicación al caso de alguna excusa admitida por la legislación vigente. En este sentido, contrariamente a lo sostenido por el Fisco, no se advierte que las aserciones del a quo para desarrollar la hermenéutica que considera correcta se contradigan con la calificación de la conducta del infractor que posteriormente realiza. La sentencia puede sostener, sin incurrir en error de razonamiento, que el Art. 6°, inc. j), ap. 3, de la ley del gravamen "de ningún modo" abarca cursos sin la correspondiente aprobación oficial y que "es evidente" que las clases de apoyo o refuerzo sólo son aquellas vinculadas a materias reconocidas en planes oficiales, sin por ello dejar de reconocer la dificultad interpretativa que plantea el alcance de los términos clases "dadas a título particular". En tales condiciones, el pronunciamiento apelado está suficientemente fundado y no es pasible de la tacha de arbitrariedad que se alega, la cual sólo pone de manifiesto el desacuerdo del apelante con las conclusiones a las que arriba.


      Ojeda, Héctor Orlando (TF 15975-1) c/ DGI s/ Recurso extraordinario


      O. 449, L. XLI, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Ley 23.898. Exención a la tasa de justicia: surgimiento de tratados internacionales. Presunta diferenciación entre tasa y tributo. Procedencia del recurso de queja.


      Es doctrina de la Corte que las exenciones al pago del tributo fijado por la Ley 23.898 pueden provenir, aparte de los casos previstos en su Art. 13, también de lo establecido en disposiciones de otras leyes nacionales. Si esto es así respecto de normas de derecho interno, también lo es cuando el beneficio está contemplado en un tratado internacional, pues éste es ley suprema de la Nación, en los términos del Art. 31 de la Constitución Nacional. Asimismo, cabe recordar que, en materia de exenciones tributarias, es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla es dar pleno efecto a la intención del legislador. Por lo demás, no constituye óbice a lo expuesto la aseveración del a quo en el sentido de que la tasa de justicia tiene connotaciones propias que la diferencian de la tasa y del impuesto. En efecto, al margen de que tal distinción importaría la creación de una nueva categoría sin sustento jurídico, el "uso facultativo del eventual accionante" -en contraposición con los servicios públicos de utilización obligatoria- que el tribunal consideró relevante a los efectos de calificar a la tasa judicial como un precio que retribuye el servicio público de administración de justicia, de manera alguna habilita a negar su ostensible carácter de gravamen tributario.


      Corporación Interamericana de Inversiones c/ Sagemüller S.A. y otro s/ Incidente de tasa de justicia


      C. 3170, L. XLII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Multa por no ingresar en los plazos legales las retenciones al IVA. Precedentes “Parafina del Plata” y “Casa Elen”. Falta de intencionalidad del agente de retención.


      Asiste razón al representante del Estado Nacional -DGI- ya que el precedente "Parafina del Plata" encuentra sentido respecto de infracciones que requieran un accionar doloso con el fin de defraudar al Estado. En cambio, la multa que se impuso en autos tiene como marco legal al Art. 48 de la Ley 11.683 que textualmente dispone: "Serán reprimidos con multa de dos hasta diez veces el tributo retenido o percibido, los agentes de retención o percepción que los mantengan en su poder, después de vencidos los plazos en que debieran ingresarlos. No se admitirá excusación basada en la falta de existencia de la retención o percepción, cuando éstas se encuentren documentadas, registradas, contabilizadas, comprobadas o formalizadas de cualquier modo". Del texto del artículo transcripto surge claro que la retención no requiere que sea fraudulenta sino que corresponde la multa por el mero hecho de mantener el particular en su poder los importes que se debió ingresar al Fisco. Es entonces aplicable en autos la doctrina del precedente de la Corte "Casa Elen" en el que, después de expresar que -en ese caso el Art. 45 de la Ley 11.683- no era exigible una conducta de carácter doloso del contribuyente que deba ser acreditada por el ente recaudador, dijo" ... sentado lo que antecede, cabe destacar que esta Corte ha reconocido en numerosas oportunidades que en el campo del derecho represivo tributario rige el criterio de la personalidad de la pena que, en su esencia, responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir aquel a quien la acción punible pueda ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente. Si bien, por lo tanto, es inadmisible la existencia de responsabilidad sin culpa, aceptado que una persona ha cometido un hecho que encuadra en una descripción de conducta que merezca sanción, su impunidad sólo puede apoyarse en la concreta y razonada aplicación al caso de alguna excusa admitida por la legislación vigente”. Y continuó "... por lo tanto, toda vez que en el caso ha quedado acreditada la materialidad de la infracción prevista por el Art. 45 de la Ley 11.683 (texto citado) con la determinación de la obligación tributaria que ha quedado firme -de la que resulta la omisión del pago de impuestos y la inexactitud de las declaraciones juradas presentadas por la actora- la exención de responsabilidad sólo podría fundarse válidamente en la concurrencia de alguna de las circunstancias precedentemente aludidas".


      Tool Research Argentina S.A.I.C. c/ DGI s/ Cont. adm.


      T. 473, L. XLII, 13 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Prescripción de obligaciones tributarias. Remisión a lo resuelto en Fallos: 326:3899.


      Casa Casmma S.R.L. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación tardía (promovido por Municipalidad de La Matanza).


      C. 2374, L. XLII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Imposibilidad de la autoridad local de tributos sobre la actividad de correos y renta postal. Recurso extraordinario mal denegado.


      Tiene dicho el Tribunal que, si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el requisito de la existencia de una sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el Art. 14 de la Ley 48, debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el lado del ejecutado, mediante la vía de la repetición, cabe hacer excepción a ello cuándo el tema articulado fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior a su respecto en un juicio ordinario, o bien cuando la inexistencia de la deuda reclamada resulta manifiesta, pues lo contrario importaría privilegiar un excesivo rigorismo formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. En el sub examine, por aplicación de dicha doctrina, se debe declarar mal denegado el remedio extraordinario y revocar la sentencia recurrida, pues resulta manifiestamente improcedente el cobro de la deuda reclamada. Ello es así, toda vez que la autoridad local carece de potestad constitucional para establecer el tributo en cuestión sobre la actividad que realiza la demandada.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa Nacional de Congreso y Telégrafos S.A. s/ Recurso de hecho


      G. 2475, L. XLI, 03 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Interpretación de normas procesales en leyes federales. Potestad del Poder Ejecutivo de disponer régimen de olvido, bloqueo fiscal o ley tapón. Interpretación de la ley. Desestimación del recurso.


      Es doctrina asentada de la Corte que las cuestiones referidas a la interpretación de normas procesales incluidas en leyes federales constituyen, en principio, una cuestión ajena al ámbito del recurso extraordinario. Ello es así, sin perjuicio de la posibilidad que le cabe al Tribunal de hacer excepción a tal principio en aquellos supuestos donde lo decidido cause agravio constitucional o bien comprometa instituciones básicas de la Nación. En el sub lite no concurre ninguna circunstancia que permita hacer excepción a la regla mencionada, a pesar de haber alegado la quejosa que la decisión recurrida le imposibilita el normal ejercicio de sus facultades de fiscalización y verificación y, por ende, se ha afectado la normal determinación y percepción de la renta pública. En efecto, es sabido que, en materia de hermenéutica, las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, procurando adoptar como verdadero el que las concilia y deja a todas con valor. Dentro de esta línea, también es claro que la interpretación y aplicación de las leyes requiere que no se aísle cada norma por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se entiendan teniendo en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas a colaborar en su ordenada estructuración. En tal sentido, el mecanismo del Capítulo XIII de la Ley 11.683, según se desprende de la inteligencia adecuada de sus arts. 117 y 118, conlleva a entender que, en los casos por ellos abarcados, la facultad que posee la DGI en el Art. 17 de la ley se ve sólo condicionada o suspendida a las resultas del acto determinativo de oficio del 'período base'. Es decir, que hasta que éste adquiera firmeza (sea porque el contribuyente no lo impugnó, o bien porque lo impugnó pero se han agotado a su respecto las vías recursivas administrativas y/o judiciales, manteniéndose la pretensión fiscal por encima de los límites establecidos por los arts. 3° y cc. del decreto 629/92, texto según su similar 573/96), el Fisco ve suspendida su competencia para iniciar la determinación de oficio relativa a los períodos fiscales no prescriptos anteriores al tomado como base. Y, como acertadamente coligieron las instancias de grado, es por ello que se explica que, en lo relativo a la prescripción de esos ejercicios anteriores, el Art. 65 de la ley, in fine, suspenda su curso "mientras dure el procedimiento en sede administrativa, contencioso-administrativa y/o judicial".


      Sistema de Procesamiento de Datos para Sociedades S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso de queja


      S. 1422, L. XLI, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Obligación de emitir certificado de reconocimiento de exención en el impuesto a las ganancias. Cumplimiento de ciertos requisitos para acceder al beneficio. Determinación de oficio. Precedentes Fallos: 325:3092 y 327:4896.


      Si una entidad se ajusta inequívocamente a alguno de los supuestos en los que la ley prevé la exención, y no se demuestran circunstancias que lo desvirtúen o el incumplimiento de otras condiciones exigibles, esa exención debe ser reconocida, al margen de la valoración que pueda efectuarse con respecto a si su finalidad es socialmente útil o si no lo es. Paralelamente, cabe indicar que no es la AFIP, sino las entidades que tienen a su cargo la función de registro público de comercio quienes, al momento de otorgar la personería jurídica, han de comprobar el ajuste de la utilidad social a las formas asociativas solicitadas. En las condiciones predichas, la investigación acerca de si los entes solicitantes persiguen efectivamente un "beneficio público" conserva actualmente utilidad para los casos en los cuales el objeto o las características de dichos entes no responden, estrictamente, a los supuestos contemplados de forma expresa en la norma para el otorgamiento de la exención.


      Asociación Rosarina de Anestesiología c/ Fisco Nacional (DGI) s/ Impug. acto administrativo - Medida cautelar


      A. 97, L. XLII, 19 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Resolución 8.905/99 de la Dirección General de Aduanas. Decreto 214/02. Tributo originariamente liquidado en pesos. Infracción prevista en el Art. 970 del Código Aduanero: falta de regularización en tiempo y forma de la mercadería importada.


      El acto administrativo que dio lugar a la presente causa es la resolución 8.905, en cuya parte resolutiva se condenó e intimó a la actora a pagar ciertas sumas de dinero, en concepto de tributo y de multa, expresadas ambas en pesos. Con respecto a dicho acto, y específicamente en lo que hace a la moneda en que debe ser pagada la suma que en definitiva resulte -tras los recursos articulados por el particular-, se debe poner de relieve que la autoridad aduanera no procuró su modificación por las vías normativas pertinentes. En consecuencia, aun cuando esa moneda no haya sido la prevista en el Art. 20 de la Ley 23.905, resulta prístino que las normas del decreto 214/02 no resultan aplicables dado que, en el sub lite, no hay que transformar a pesos obligación alguna, pues -con independencia del monto resultante tras la discusión de los conceptos que debían incorporarse a la base imponible- la cantidad a pagar no estaba "expresada en dólares", sino que ya lo estaba en pesos. Este razonamiento demuestra que resulta inaplicable el referido decreto a la obligación tratada en autos. Cuestión distinta -y que no se discute aquí- es si podría la Administración reclamar al importador, mediante una determinación tributaria suplementaria (arg. arts. 792, 793 y cc. de la Ley 22.415), la diferencia de valor por no haber liquidado el tributo en la moneda prevista por el Art. 20 de la Ley 23.905.


      Editorial Perfil S.A. (TF 13456-A) c/ DGA s/ Recurso de hecho


      E. 222, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Tasas por servicios aeroportuarios prestados por el Estado Nacional fijadas en dólares estadounidenses. Inconstitucionalidad de los decretos 577/02 y 1920/02 por violar el principio de reserva de ley en materia tributaria.


      Las tasas exigidas a la amparista quedaron involucradas en el contrato de concesión aprobado por el decreto 163/98, y fijadas en su anexo 2, denominado "cuadro tarifario inicial". Surge de ese anexo, que algunas de ellas fueron fijadas en dólares (tasas de aterrizaje, sobretasa de aterrizaje, y de estacionamiento de aeronaves) mientras que otras, por el contrario, lo fueron en pesos (tasas de uso de aeroestación, de seguridad, de migraciones, de uso de pasarelas telescópicas, de protección al vuelo en ruta y de apoyo al aterrizaje). Tras la crisis de finales del año 2001, la sanción de la Ley 25.561, de emergencia pública y reforma del régimen cambiario, estableció, en su Art. 8° y en lo que ahora interesa, que en los contratos celebrados por la Administración Pública bajo normas de derecho público -incluyendo los contratos de servicios públicos- quedarían sin efecto las cláusulas de ajuste en dólar u otras divisas extranjeras, y las cláusulas indexatorias basadas en índices de precios de otros países como también cualquier otro mecanismo indexatorio. Los precios y tarifas resultantes de dichas cláusulas quedaban establecidos en pesos, a la relación de cambio de un peso igual a un dólar estadounidense. El contrato aprobado por el decreto 163/98 resultó abarcado por la previsión del citado Art. 8°, toda vez que contenía en su articulado cláusulas de ajuste en dólares u otras divisas (punto 17.1.e). Por este mismo motivo, por expresa disposición legal, se vieron también afectadas aquellas tasas incluidas en su mentado Anexo 2 que estaban fijadas en dólares debido a que su percepción, como quedó dicho, formaba parte de la retribución del concesionario.


      Mexicana de Aviación S.A. de CV c/ E.N. - Ministerio de Defensa - FF.AA - Dto. 577/02 s/ Recurso extraordinario


      M. 1893, L. XLII, 19 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Responsabilidad del Estado


      Demanda de daños y perjuicios contra Estado Nacional. Lesiones sufridas durante servicio militar obligatorio. Remisión a precedentes Bertinotti, Fiarosky, Picard, Soubie y Morelli.


      El Tribunal declaró que no correspondía otorgar a un conscripto que hubiera sufrido lesiones como consecuencia de la realización de actos de servicio una indemnización del derecho común cuando dichas lesiones le hubiesen causado una disminución menor del sesenta y seis por ciento para el trabajo en la vida civil, por Cuanto la ley militar no prevé un haber de retiro sino un régimen indemnizatorio especifico que desplaza al sistema resarcitorio del derecho común.


      Rodríguez Pereyra, Jorge Luis y otra c/ Ejército Argentino s/ Daños y perjuicios


      R. 401, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Responsabilidad por Hechos o Actos de la Administración Pública.


      Procedencia demanda de daños y perjuicios como consecuencia de accidente sufrido en acto de servicio, por un integrante de la Policía Federal. Remisión doctrina "Mengual". Diferentes circunstancias con la causa "Azzetti".


      No existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas o de seguridad -ya sea que su incorporación haya sido voluntaria o consecuencia de las disposiciones sobre el servicio militar obligatorio- cuando las normas especificas que rigen las citadas instituciones no prevén una indemnización sino un haber de retiro de naturaleza previsional. Si el Estado para el cumplimiento de sus fines tiene necesariamente que valerse de sus funcionarios y empleados, no es antijurídico que deba cargar con los consiguientes riesgos y daños que aquéllos sufran en el ejercicio de su actividad. Si las normas específicas del estatuto que corresponda no contemplan tal responsabilidad, debe buscarse la solución, en ausencia de disposiciones expresas en los principios del derecho común (o laboral) como legislación subsidiaria del derecho administrativo.


      Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios


      A. 774, L. XLII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Accidente en servicio de agente del Servicio Penitenciario Federal. Promoción de un grado a los fines del retiro obligatorio. Remisión a lo examinado en los autos R. 2, XLII, “Rojas, Rodolfo c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia”.


      Galera Cirila c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia de la Nación s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      G. 715, L. XLII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Accidente en servicio de agente del Servicio Penitenciario Federal. Promoción de un grado a los fines del retiro obligatorio. Remisión a lo examinado en los autos R. 2, XLII, “Rojas, Rodolfo, c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia”.


      Riglos, Juan Abel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia de la Nación s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      R. 1675, L. XLI, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios por lesiones en cumplimiento de actos de servicio. Precedentes “Arbini”, “Mengual” y C. 394, XXXIX, “Chovancek, Andrés Pedro c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – Ejercito Argentino s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad”.


      Alvarado, Rolando Augusto c/ Estado Nacional Argentino - Ejército Argentino - Ministerio de Defensa s/ daños y perjuicios


      A. 2114, L. XLI, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Servicios Públicos


      Servicio público ferroviario: sujetos legitimados para reclamar en causas judiciales donde se ventilen intereses relacionados al servicio público de transporte de pasajeros.


      Los habilitados para reclamar en una causa donde se ventilen intereses vinculados al servicio público de transporte de pasajeros, son los particulares que se consideren afectados o que tengan un interés general en la prestación del servicio, pero no la Provincia en donde se desarrolla el servicio, en representación de aquéllos. La "protección del interés de los usuarios" esgrimida para demandar, no autoriza a las autoridades provinciales a intervenir en los términos del Art. 43 de la Constitución Nacional, pues ellas no resultan legitimadas activas de acuerdo con el texto de dicho precepto constitucional que sólo menciona al afectado, al Defensor del Pueblo y a las asociaciones que propendan a los fines indicados en la norma, condición que no revisten las provincias o sus gobiernos. La participación de las provincias en los procesos de renegociación de los contratos de concesión del servicio público ferroviario, está circunscrita a integrar las comisiones de trabajo que se conformen en el marco de los procedimientos de privatización del ente, empresa o sociedad del Estado Nacional -sin que las normas les atribuyan participación alguna en los atinentes a la renegociación de los contratos respectivos- y los primeros, en materia de transporte metropolitano ferroviario de pasajeros, particularmente, los referidos a las ex líneas Roca, San Martín y Belgrano Sur, concluyeron con la suscripción de los respectivos contratos de concesión aprobados por los decretos 2333/94, 479/94 -rescindido por el decreto 798/04- y 594/94.


      Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios públicos s/ Nulidad


      B. 927, L. XXXV, 01 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      

    


    


        Capítulo II





    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    



    Contratos


    Parte Especial

    Fideicomiso.


    Deberes y facultades del fiduciario una vez elegible el mutuo.


    El fiduciario, una vez declarado elegible el mutuo, reestructurará las acreencias conforme los términos establecidos en el artículo 17 de la Ley 25.798 -v. Art. 16, inc. i)-, efectuará los pagos respectivos de acuerdo a las condiciones del mutuo al acreedor (sin perjuicio de la normativa aplicable en materia de coeficiente de actualización y tasa de interés) -v. Art. 16, inc. h), los que tendrán todos los efectos de la subrogación legal, traspasándole al fiduciario todos los derechos, acciones y garantías del acreedor, tanto contra el deudor principal como sus codeudores -v. art 16 inc. j)-, manteniendo éste como garantía el derecho real de hipoteca por la porción aún no subrogada por el fiduciario -art. 16 inc. k)-, quedando liberado el deudor una vez cancelada la obligación mediante el pago total de las acreencias, conforme las previsiones del inciso l) de la citada norma. Lo atinente a la supuesta subsistencia de la inconstitucionalidad declarada en autos respecto de la legislación de emergencia económica, que a entender del quejoso se encuentra firme y como tal exigible sin perjuicio de la conformidad prestada por su parte a fin de que el deudor se acogiera al sistema de refinanciación hipotecaria, cabe señalar que al no haber el accionante cuestionado, ni efectuado reserva alguna respecto de la constitucionalidad de tal sistema, conforme acontece en autos, dicha declaración se ha tornado inoficiosa, y en consecuencia cabe reconocer eficacia a la legislación de emergencia en forma concordante con lo normado por la Ley 25.798 sus modificatorias y complementarias, que expresamente fueron consentidas por el quejoso, por lo que dicho agravio tampoco puede prosperar.


    Canale de Cura, María c/ Celeste, Daniel s/ ejecución hipotecaria


    C. 4420, L. XLI, 11 de abril de 2007


    Ver Dictamen


    



    Derechos Reales


    Hipoteca

    .

    Elegibilidad del mutuo hipotecario: decisión correspondiente, en principio, al ente fiduciario.


    La elegibilidad del mutuo corresponde, en principio, al ente fiduciario, organismo que es solidariamente responsable con quien ejerza la opción respecto de la acreditación de los requisitos de elegibilidad, época y naturaleza de la mora, monto tope y condiciones de admisibilidad (ver Art. 7°, del Anexo A - Anexo 1, del Decreto 1284/03, reglamentario de la Ley 25.798). Es decir que no son los jueces quienes deben resolver la elegibilidad del mutuo.


    Neumark, Martín Joaquín y otro c/ Taboas, Raúl Norberto s/ ejecución hipotecaria


    N. 365, L. XLI, 12 de junio de 2007


    Ver Dictamen


    



    Familia


    Matrimonio

    . Separación Personal. Tenencia Provisoria de los Hijos

    .

    Tenencia de hijo menor de edad. Interés superior del niño. Arbitrariedad de la sentencia impugnada. Procedencia del recurso extraordinario.


    Las medidas anticipatorias difieren de las cautelares clásicas, especialmente por sus efectos: no garantizan el derecho pretendido sino que lo adelantan. Entonces, su admisibilidad depende de que el resultado del proceso principal esté comprometido si desde el principio no se dispusiera de un determinado cambio del estado de cosas. También es menester que el bien anticipado sea susceptible de restitución si la resolución anticipatoria es revocada; de modo tal que no sólo debe ponderarse la irreparabilidad del perjuicio del peticionante de la medida, sino también el del sujeto pasivo de ésta, quien podría verse afectado de manera irreversible si la resolución anticipatoria es derogada. De lo dicho se deriva que la alteración del estado de hecho o de derecho debe encararse con criterio restrictivo, máxime si se lleva cuenta de las implicancias que tiene este tipo de decisiones en el área de la defensa en juicio. Luego, sólo podrá concederse la innovativa si existe certidumbre acerca del daño inminente e irremediable de no accederse al cambio de situación. Si esto es así en el campo de la teoría cautelar general, tanto más en la economía del Derecho de Familia, y, más específicamente aún, en materia de niñez, en tanto la regulación de las relaciones de esta índole por parte de los jueces incide centralmente en derechos básicos de una persona humana que ha menester de un 'plus' de protección. He aquí, precisamente, uno de los estándares de aplicación constante en este ámbito. Este es el mantenimiento del 'status' cuando de medidas provisionales se habla, salvo que se hayan constatado importantes anomalías en el desarrollo de la guarda por parte de quien la ejerce al iniciarse la intervención jurisdiccional. Un parámetro elemental que, por la postura de indiscutible equilibrio que comporta, conserva plenamente su vigencia, a pesar de ser éste un momento histórico signado por el cambio de paradigmas. Como enseña la doctrina, y se colige fácilmente, se trata de preservar la estabilidad de modo que se dañe lo menos posible a los niños que padecieron el impacto de una desintegración familiar; por lo cual -sin perjuicio de lo que corresponda disponer al dictarse la sentencia definitiva-, para sustraer temporalmente al hijo de su ambiente habitual modificando el régimen de vida que llevaba al entablarse la relación litigiosa, deben mediar causas muy serias relacionadas con su seguridad o la salud moral y material.


    M., D. H. c/ M. B., M. F. s/ tenencia de hijos


    M. 2311, L. XLII, 21 de noviembre de 2007


    Ver Dictamen


    



    Obligaciones


    Efectos

    Efectos Anormales o Subsidiarios.


    Indemnización


    Daños y perjuicios derivados de accidente de tránsito. Acción resarcitoria de padres por la muerte de su hijo. Culpa de la víctima. Mala fundamentación en la sentencia judicial. Procedencia del recurso.


    Para considerar que hubo culpa exclusiva de la víctima, ésta debe tener aptitud para cortar el nexo causal entre el hecho y el perjuicio, debe aparecer como la única causa del daño y revestir las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias de caso fortuito o fuerza mayor. En tales condiciones, sin dejar de reconocer que no es potestad de la Corte intervenir como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, debe advertirse, sin embargo, que la ratificación por la Corte local de las conclusiones de la Cámara sobre la base del dictamen pericial y la declaración de un pasajero, como únicos elementos de ponderación de la cuestión fáctica sustancial de la causa, sin el paralelo estudio de otros elementos obrantes en las constancias del sub examine, importa de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    Vega Estrada, Victoria y Lucero, Orlando en Jº Nº 80.134/37346 Vega Estrada, Victoria c/ Transporte El Plumerillo S.A. P/D y P s/ incidente


    V. 278, L. XLIII, 06 de noviembre de 2007


    Ver Dictamen


    Mora


    Determinación de los accesorios por mora en los términos del artículo 622 del Código Civil como consecuencia del régimen establecido en la Ley 23.928.


    La determinación de los accesorios por mora en los términos del artículo 622 del Código Civil como consecuencia del régimen establecido en la Ley 23.928, queda comprendida en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa que interpretan dichos ordenamientos en tanto sus normas no imponen una versión reglamentaria única del ámbito en cuestión. De este modo, no pueden prosperar los agravios del recurrente relativos a la supuesta violación a la Ley 23.928 -arts. 7 y 10, que no han sido modificados, en lo sustancial, por la Ley 25.561-, desde que los intereses que el tribunal resolvió aplicar -tanto al crédito por expensas, como al correspondiente a emolumentos devengados- tienen su razón en la mora del deudor; sin que la prohibición de actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, vede, en principio, esta solución.


    Frisone, Daniela Fabiana c/ Estado Nacional - Ley 24.522 - Cámara Comercial - AC 29- XI-04 s/ amparo Ley 16.986


    COMP. 723, L. XLIII, 14 de septiembre de 2007


    Ver Dictamen


    Efectos de la Mora.


    Determinación de la ley aplicable a un contrato con elementos multinacionales. Capitalización mensual de los intereses de una obligación en dólares estadounidenses. Monto aplicado sobre la base de la capitalización mensual: sobrelimitación de los límites de la moral y las buenas costumbres. Menoscabo desmedido en el derecho de propiedad del deudor.


    Para la determinación de la ley aplicable a un contrato con elementos multinacionales, corresponde indagar, en primer lugar, si las partes han ejercido la facultad de elegir el derecho nacional aplicable al contrato, sin perjuicio del orden público internacional privado del juez con jurisdicción internacional y de las normas de policía, que no pueden ser desplazados por la autonomía referida. La capitalización mensual de los intereses -compensatorios y punitorios- de la obligación en dólares estadounidenses, si bien tiene origen en el contrato celebrado entre las partes, conllevaría a una situación económicamente injusta, alejada de la realidad económica y de la razonable expectativa del acreedor de conservación patrimonial y de resarcimiento del perjuicio provocado por la mora, tornando eventualmente írrita la ejecución de la sentencia. Si el monto que resultaría de aplicarse la capitalización mensual -de ambas tasas de interés-, trasciende los límites de la moral y las buenas costumbres (art. 953 y 1071 y 14 inc. 1, C.C.), tal circunstancia importaría un menoscabo desmedido en el derecho de propiedad del deudor.


    Overseas Trade Container Corporation c/ PENIPE S.A. s/ ejecución hipotecaria


    O. 35, L. XLII, 09 de febrero de 2007


    Ver Dictamen


    Fuentes de las Obligaciones. Contratos.


    Recurso extraordinario. Ejecución de honorarios. Excepción de inhabilidad de título. Contrato celebrado conforme a las normas de derecho común. Principio de buena fe. Confirma sentencia apelada.


    Resulta inadmisible que el letrado invoque en su defensa la invalidez de un convenio en cuya redacción debió haber participado o, al menos, controlado, y cuyo registro estaba básicamente a su cargo, tarea que intentó concretar cinco años después de suscripto el acuerdo, y en tiempos en que ya se había extinguido la relación profesional en virtud de su propia renuncia. Cabe tener presente, además, que durante el lapso de la relación con el mandante, no se generaron reclamos basados en la convención. Asiste razón, en consecuencia, a los jueces de la Suprema Corte local cuando, sobre la base de su propia jurisprudencia, expresan que como derivación del principio general de buena fe, resultan inadmisibles las alegaciones que importan ponerse en contradicción con los propios actos anteriores, deliberados, jurídicamente relevantes y plenamente eficaces.


    Banco de La Pampa c/ Mangieri, Juan Antonio s/ cobro ejecutivo


    B. 2216, L. XLI, 01 de noviembre de 2007


    Ver Dictamen


    Prescripción Liberatoria. Suspensión.


    Prescripción de deudas tributarias. Suspensión del plazo. Ley 11.683.


    Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. No es ocioso recordar que el Art. 65, inc. a), de la Ley 11.683 establece que, desde la fecha de intimación administrativa de pago de tributos determinados, se suspenderá por un año el curso de la prescripción de las acciones y poderes fiscales para exigir su abono. Ello implica que una vez notificada la determinación de oficio o intimación administrativa -en su caso-, el Fisco Nacional tendrá plazo para iniciar la ejecución fiscal, sin peligro de que prescriba la deuda a favor del contribuyente, un año más el lapso remanente de la prescripción corrida hasta ese momento, conforme con el Art. 56, inc. a), del citado texto legal. Pero, a continuación, el inc. a) del Art. 65 citado añade que, cuando medie recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de la Nación, esa misma suspensión, hasta el importe del tributo liquidado, "se prolongará hasta 90 (noventa) días después de notificada la sentencia del mismo que declare su incompetencia, o determine el tributo, o apruebe la liquidación practicada en su consecuencia".


    Fisco Nacional c/ Iate S.A. s/ Recurso de hecho


    F. 1228, L. XLI, 13 de diciembre de 2007


    Ver Dictamen


    Parte General



    Aplicación de las astreintes.



    El punto de partida de las astreintes es el momento en que la sentencia que las impone está ejecutoriada, vale decir, si ya no existe contra ella recurso procesal alguno. Así lo ha reconocido la Corte Suprema al establecer que corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que aplicó las astreintes en forma retroactiva como si fueran una simple pena o multa, sin ponderar que dichas sanciones miran al futuro y alcanzan a quien, después de dictadas, persiste en su desafuero, de modo que mientras no se encuentren determinadas en su cuantía por resolución firme y ejecutoriada, no tienen ni pueden cumplir con su finalidad propia. Siguiendo esta línea de pensamiento, no podrán aplicarse astreintes, con mayor razón, cuando ni siquiera se encuentra firme y ejecutoriada la sentencia cuyo incumplimiento daría lugar a su imposición.


    R., R., A. c/ Diario Clarín Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. y otros s/ incidente


    R. 1735, L. XLI, 27 de septiembre de 2007


    Ver Dictamen


    Derecho Comercial



    



    Agentes Auxiliares de Comercio


    Demanda por incumplimiento contractual. Gestiones de representación e intermediación: corretaje. Prueba insuficiente para demostrar las gestiones. Regulación de honorarios: gravamen futuro. Desestimación del recurso.


    La doctrina de arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -en el caso, los agravios en estudio remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho común-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. La sentencia recurrida encuentra sustento adecuado tanto en las consideraciones y normas legales citadas, como en la valoración efectuada de la prueba acompañada, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Ello es así, pues el a quo ponderó diferentes medios de prueba que acreditarían que las codemandadas concretaron un negocio inmobiliario en el cual no habría intervenido el actor, en carácter de corredor público. En este sentido, el demandante no logró demostrar haber recibido una encomienda de corretaje, ni una concreta oferta de venta del inmueble, ni autorización para gestionarla; circunstancias éstas que impedirían configurar su actividad -en la operación en estudio- como la de corretaje, sin que las manifestaciones del recurrente, que constituyen una reiteración de las expuestas ante las anteriores instancias, logren conmover tal conclusión, ya que sólo evidencian su discrepancia con la valoración de los hechos y de la prueba que han llevado a cabo los jueces de la causa. Por último, corresponde rechazar los argumentos presentados en relación con la regulación de honorarios, en virtud de que, el quejoso se apoya en apreciaciones que habrían de generarse en el hipotético caso de obtener una sentencia favorable. Al respecto cabe recordar que la Corte tiene establecido que "la exigencia de un gravamen actual como requisito para la procedencia del recurso extraordinario determina la inadmisibilidad de las apelaciones que se basan en agravios futuros o meramente conjeturales", circunstancias que se configuran en el sub-lite. Por otra parte, la Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones referentes a los emolumentos regulados en las instancias ordinarias, por su naturaleza, son ajenas a la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48; y la doctrina de arbitrariedad sobre el punto es de aplicación especialmente restringida, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones, conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial.


    Aubone Videla, Jorge Luis c/ Creaurban S.A. y otro s/ ordinario


    A. 1995, L. XLI, 15 de mayo de 2007


    Ver Dictamen


    Contratos Comerciales


    Contrato de Concesión


    Demanda contra provincia. Pago de facturas en concepto de peajes de trenes. Convenio "sujeto a aprobación": falta de ejecutoriedad. Remisión a los precedentes "Necon S.A.", "Herpazana" y "Degremont S.A." (Fallos: 314:491; 320:2808 y 327:548, respectivamente).


    Resulta necesario distinguir a esta altura del proceso, entre un convenio ad referéndum y uno "sujeto a aprobación". En el primero, la autoridad que lo celebra no cuenta con facultades para ello y requiere de la firma del órgano competente para que aquél sea válido como acuerdo de voluntades; el segundo, aun suscripto por quien ejerce la competencia -lo que da validez al consentimiento- necesita de un acto aprobatorio de otro órgano para ser eficaz. Asimismo, la Corte expresó que "...la aprobación otorga ejecutoriedad a un acto que es válido desde su origen. El acto aprobado existe por sí, con independencia del hecho condicionante, por cuanto reúne los requisitos legales exigidos para su formación y cuenta con elementos esenciales propios que difieren de los del acto aprobatorio:" En tales condiciones, cabe concluir que, en el sub examine, los convenios celebrados, al haber sido sujetos a aprobación de la legislatura local y el ejecutivo nacional, en un caso, y de los ejecutivos nacional y local, en el otro, al no contar con los decretos aprobatorios por parte del órgano nacional, son ineficaces en cuanto productores de efectos jurídicos. En definitiva, dado el alcance que se acuerda a los actos de aprobación no corresponde asignar fuerza ejecutoria a los convenios suscriptos y como tal, tampoco el carácter de deudora a la Provincia de Río Negro, más allá de que el estado local haya cumplido con lo pactado por su parte al aprobar por ley -en uno de los casos, y decreto, en el otro- ambos convenios.


    Ferrocarriles Argentinos (E.L.) c/ Río Negro, Provincia de s/ Demanda ordinaria


    F. 183, L. XXXVII, 22 de junio de 2007


    Ver Dictamen


    Defensa de la Competencia


    La interpretación de la Ley de Defensa de la Competencia suscita cuestión federal suficiente para habilitar la instancia extraordinaria.


    El agravio relativo a la interpretación de las leyes 22.262 y 25.156 en cuanto a la autoridad de aplicación de esas normas como a las reglas de su funcionamiento, suscita cuestión federal suficiente para habilitar la instancia extraordinaria. La autoridad a la que alude el Art. 58 de la Ley 25.156 comprende a la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia -con facultades de instrucción y de asesoramiento- y al órgano ejecutivo de la cartera económica al que, según su estructura organizativa, le corresponda la facultad resolutoria a través del dictado de los actos administrativos pertinentes. Ello es así, claro está, hasta tanto el Tribunal creado por la Ley 25.156 se constituya -en cuyo caso le corresponderá, según dispone dicha ley, tanto la tarea instructoria como la de decisión- y mientras rija el sistema de transitoriedad previsto en su Art. 58. La Comisión Nacional de Defensa de la Competencia no ejerce competencia decisoria alguna en materia de operaciones de concentración económica, antes bien, instruye el procedimiento y asesora a la autoridad administrativa que resolverá en definitiva; máxime cuando, además, se pretenda establecer por vía de un pronunciamiento judicial, disposiciones que no existen en las leyes de defensa de la competencia ni estén determinadas en la reglamentación de éstas, configurando ello una inaceptable intromisión de un órgano del Estado sobre otro.


    Belmonte, Manuel y Asociación Ruralista General Alvear c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Producción - Secretaría de Coordinación Técnica - Comisión Nacional de Defensa de la Competencia s/ Amparo


    B. 1626, L. XLII, 16 de julio de 2007


    Ver Dictamen


    Defensa del Consumidor


    Interpretación de cláusulas de un contrato de seguro, con las características de una figura contractual de "adhesión": aplicación de las disposiciones de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor.


    Toda vez que el caso se trate de la interpretación de cláusulas de un contrato de seguro, con la características de una figura contractual de "adhesión", resultan aplicables al mismo las disposiciones de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, y con el alcance de dicho cuerpo normativo, se debe considerar que en caso de duda se esté, entre todos los sentidos posibles, al que favorezca al asegurado, razón por la cual la obligación del asegurador subsiste.


    M., Mirta c/ Diners S.A. y otro s/ cobro de pesos


    M. 332, L. XLII, 30 de marzo de 2007


    Ver Dictamen


    Entidades Financieras


    Derecho de producción mínima para agentes de bolsa. Facultad reglamentaria del Directorio del Mercado Regional de Capitales. Distinción entre facultades regladas por el derecho privado y las que tienen un objetivo público. Desestimación del recurso.


    Cabe recordar, que en virtud del objetivo primordial del Régimen de la Oferta Pública, cual es, la protección del público inversor y la creación de condiciones de seguridad y confianza que impulsen la difusión de la propiedad de títulos valores, con los controles jurídicos necesarios en un marco de independencia negocial, en la República Argentina el mercado de valores ha sido estructurado en forma similar al de Estados Unidos que establece el carácter privado de las instituciones y negocios, aunque sujetos a leyes protectoras del interés público representado por el de los inversores y la integridad del mercado de capitales. Así pues, los mercados, constituidos bajo la forma jurídica de sociedades anónimas son las entidades que tienen a su cargo la fiscalización de las operaciones sobre títulos valores efectuadas por sus socios, la garantía de estas últimas y el control de la actuación de los socios, conforme a las leyes y normas reglamentarias que ellas mismas establecen o dictan. De su parte, la Comisión Nacional de Valores (CNV) asesora al Poder Ejecutivo sobre los pedidos de autorización para funcionar efectuados por ellas, la cancelación cuando no cumplan las funciones que les asigna la ley y ejerce el poder de policía que comprende, entre otros aspectos, atribuciones reglamentarias y de control de legalidad, no de oportunidad o conveniencia, De este modo las bolsas y mercados constituyen lo que se ha dado en denominar "entidades autorreguladas" pues cuentan con facultades para dictar sus propios estatutos, reglamentos y otras normas de organización y funcionamiento, como así también respecto a las operaciones que pueden realizarse en ellas, reglamentando la ley aquellas cuestiones o aspectos en los que puede hallarse comprometido el interés público que la CNV preserva. Tal como ocurre, verbigracia, con la obligación que pesa sobre dichas entidades de dictar normas que aseguren la veracidad en el registro de las cotizaciones de los valores negociados y la publicación de sus precios corrientes y la exactitud de los balances y documentos a presentar o publicar por emisoras cotizantes; con ciertas disposiciones que deben contener los estatutos y reglamentos a los cuales se hallan sujetos asociados y accionistas y que la Comisión aprueba; y con la obligación de contar con la aprobación del Ministerio de Economía para el cobro de derechos y aranceles a las emisoras por la cotización ya las partes en cada operación; entre muchas otras.


    Guarnieri, Juan Rosendo c/ Mercado Regional de Capitales S.A. s/ amparo


    G. 2559, L. XLI, 19 de diciembre de 2007


    Ver Dictamen


    


    


    
      Capítulo III


      Derecho Constitucional


      Declaraciones, Derechos y Garantías


      Derechos


      Enumerados. Civiles. Expresión y Pensamiento. Libertad de Prensa.


      Colisión entre derecho a la libertad de prensa y derecho al honor. Remisión. Aplicación de la doctrina de la real malicia: alcance y finalidad. Apartamiento de las reglas ordinarias de la responsabilidad civil. Supremacía del derecho a la libertad de expresión. Opiniones críticas al ejercicio de la función pública. Inexistencia deber de reparar. Control de los actos de gobierno.


      La doctrina de la real malicia es una ponderación de los intereses en conflicto que se aparta, por razones de diseño constitucional, de las reglas corrientes del derecho de daños. Esta ponderación, consiste en otorgar un mayor valor al aseguramiento de la libertad de expresión futura que a una eventual lesión al honor. En efecto, las reglas del derecho civil de daños no se aplican, aunque haya existido un daño efectivo al honor, si esa aplicación puede perjudicar, por implicar un incentivo económico negativo, el margen del ejercicio futuro de la libertad de prensa. La lesión al honor que emana de una aseveración de hechos falsos sólo genera el deber de indemnizar en el especialísimo caso en que haya sido llevada a cabo con real malicia, es decir, con conocimiento de la falsedad o al menos con una desconsideración temeraria acerca de su posible falsedad. En todo otro caso, aún en presencia de una aseveración lesiva del honor, decaen las reglas corrientes de la responsabilidad civil, y no existe un deber de indemnizar. Sólo se genera el deber de reparar si ex ante, es decir, al momento de publicar la noticia, el diagnóstico sobre su veracidad no se había hecho en base a la información disponible en ese momento de manera diligente. Si se conocía la falsedad de la información, o si se desconsideró -siempre en base a la información disponible al momento de la publicación- temerariamente su posible falsedad, se verifica la "real malicia" que fundamenta, junto a la lesión objetiva al honor, el deber de responder. Las críticas al ejercicio de la función pública no pueden ser sancionadas aun cuando estén concebidas en términos cáusticos, vehementes, hirientes, excesivamente duros o irritantes y no quedan exentos de ellas ni siquiera los jueces de la Nación, pero siempre y cuando se encuentren ordenadas al justificable fin del control de los actos de gobierno. Las reglas establecidas por la Corte acerca del alcance constitucional de las libertades de prensa y expresión no han sido seguidas, y torna por tanto a la sentencia en errónea e incluso arbitraria. O expresado de otra manera: por un lado, el agravio del recurrente acerca de que el a quo debió aplicar la doctrina de la real malicia es correcto; y por otro lado, la solución a la que efectivamente arribó al dejar de lado la doctrina mencionada -si ello tuviera eventualmente algún fundamento-, es incompatible también, en cualquier caso, con el alcance que la Corte ha otorgado a la libertad de prensa.


      Brugo, Jorge Ángel c/ Lanata, Jorge y otros s/ Daños y perjuicios


      B. 2522, L. XLI, 22 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios por publicación periodística. Inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte dictado en la misma causa: integrantes de la Corte los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos.


      Atento a que la Suprema Corte Provincial elaboró su decisorio sometiéndose a directivas de la Corte, son los miembros de esa Excma. Corte Suprema, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación no tuvo opinión consonante en el anterior pronunciamiento del Alto Tribunal en la presente causa.


      Burlando, Fernando Andrés c/ Diario El sol de Quilmes s/ daños y perjuicios


      B. 1369, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Fuentes de Información. Doctrina Campillay.


      Libertad de información. Reproducción de noticias proporcionadas para la difusión por las autoridades públicas. Ejercicio regular del derecho de crónica. Calidad de la fuente: exoneración de la prensa de indagar la veracidad de los hechos. Inexistencia de un menosprecio por la realidad de los hechos, un proceder improcedente respecto de la intimidad y el buen nombre de las personas. Caso Campillay (Fallos: 308:789). Eximición de responsabilidad del medio periodístico.


      Corresponde poner de resalto que la simple reproducción de noticias proporcionadas para la difusión por las autoridades públicas, aún cuando sean falsas, no excede el ejercicio regular del derecho de crónica, pues la calidad de la fuente exonera a la prensa de indagar la veracidad de los hechos, y porque la previa averiguación de la noticia en tales supuestos limitaría ese derecho, estableciendo una verdadera restricción a la libertad de información, circunstancias éstas que se configuran en el sub-lite. Bien entendido, sin embargo, que ese derecho de información debe ejercitarse con prudencia y dentro de los límites objetivos, y no aparecer motivado por finalidades injuriosas o calumniosas. En atención a lo expuesto, procede destacar que las noticias publicadas fueron redactadas en casi idénticos términos que las constancias de la fuente mencionada. En ese contexto, no ha existido un menosprecio por la realidad de los hechos, ni un proceder improcedente respecto de la intimidad y el buen nombre de las personas. Por el contrario suministró una información que provino de una comunicación obrante en una actuación policial, que fue proporcionada por fuentes que pueden considerarse confiables, sin que su contenido haya sido distorsionado por la prensa. A partir del caso "Campillay" (Fallos: 308:789), la Corte Suprema de Justicia de la Nación estableció que el medio periodístico se exime de responsabilidad cuando atribuye sinceramente la noticia a una fuente, dado que aquélla dejaría de serle propia. Ha dicho además que, cuando se adopta esta modalidad, se transparenta el origen de las informaciones y se permite a los lectores relacionarlas no con el medio a través del cual las han recibido, sino con la específica causa que las ha generado, resultando beneficiados los afectados por la información, en la medida que sus eventuales reclamos -si ellos se creyeran con derecho-, podrán ser dirigidos contra aquellos de quienes la noticia realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión.


      Canavesi, Eduardo Joaquín y otra c/ Diario El Día Sociedad Impresora Platense S.A.C.I. s/ daños y perjuicios


      C. 3548, L. XLII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Doctrina de la Real Malicia.


      Demanda por daños y perjuicios. Daño moral por publicaciones en medios periodísticos. Derecho a la libertad de prensa. Derecho al honor. Doctrina de la real malicia. Revoca sentencia.


      La doctrina de la real malicia es aplicable en casos en los que está en juego una aseveración de tipo histórico, es decir, cuando se atribuye la existencia de un hecho cuya mera existencia pone en duda la honorabilidad de alguna persona. Las opiniones sobre cuestiones públicas no pueden ser limitadas casi de ninguna manera. La crítica acerca de hechos cuya existencia no es en principio disputada no genera el deber de reparar. Las críticas al ejercicio de la función pública "no pueden ser sancionadas aun cuando estén concebidas en términos cáusticos, vehementes, hirientes, excesivamente duros o irritantes" y que "no quedan exentos de ellas ni siquiera los jueces de la Nación", pero siempre y cuando "se encuentren ordenadas al justificable fin del control de los actos de gobierno”.


      Moslares, José Luis c/ Diario La Arena y otros s/ daños y perjuicios


      M. 2674, L. XLI, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Libertad de expresión, derecho al honor y la intimidad. Aseveraciones incluidas en un libro. Modo y circunstancias de muerte de una persona: índole privada de la cuestión. Inexistencia de interés público. Aplicación de la doctrina de la real malicia. Incumplimiento de la diligencia exigida para verificar la correspondencia con la realidad. Remisión a lo dictaminado en P. 2297 L. XL. "Patitó”.


      La Cámara se apartó de las reglas de la real malicia en el entendimiento de que la doctrina se utilizaría para analizar la eventual responsabilidad de la prensa sea oral, escrita o televisiva y no a los libros. Lo resuelto es incompatible con lo establecido por la Corte en la elaboración de dicha doctrina. La misma resultaría aplicable al caso, en razón del tipo de enunciados incluidos en el libro en cuestión. La real malicia es una ponderación de los intereses del honor y la libertad de prensa, según la cual, por razones de diseño de política constitucional, las reglas del derecho civil de daños no se aplican, aunque haya existido un daño efectivo al honor, si esa aplicación puede perjudicar el margen del ejercicio futuro de la libertad de prensa. Justamente, con la doctrina de la real malicia se busca proteger la cantidad más amplia de libertad de expresión posible, aun cuando, por cierto, en algunas oportunidades afirmaciones falsas queden sin ser indemnizadas. La importancia de la regla radica en evitar la autocensura o, dicho de otro modo, en no desalentar a los medios de realizar afirmaciones que, al momento de la publicación, consideran razonablemente ciertas (y que podrían efectivamente serlo). Ahora bien, la doctrina de la real malicia sólo es aplicable en casos en los que está en juego una aseveración -falsa- de tipo histórico, es decir, cuando se atribuye un hecho cuya mera existencia pone en duda la honorabilidad de alguna persona. Además, la doctrina de la real malicia no podía ser dejada de lado arbitrariamente por la circunstancia de que las afirmaciones cuestionadas en la causa hayan estado incluidas en un libro. Principalmente, la Cámara no podría haberse apartado de tales reglas, toda vez que las afirmaciones relativas al modo y las circunstancias que habrían determinado la muerte de una persona contienen, sin dudas, un sustrato fáctico. Si bien se comprobó que, en efecto, la afirmación del recurrente no se correspondía con la realidad, la doctrina ampara, en principio, algunas falsedades en miras a la protección del interés prioritario que representa la comunicación de informaciones, intenta estimular el debate libre y desinhibido, como modo de garantizar un elemento esencial del sistema republicano democrático. Justamente, ello determina que la libertad de expresión no se agote en las meras afirmaciones verdaderas u opiniones. Sin embargo sucede que en este caso la información cuestionada no revestía, al momento de la publicación, interés público urgente y, en consecuencia, ello generaba la obligación de emplear mayor diligencia al momento de verificar su correspondencia con la realidad. En estos supuestos, por no tratarse de información cuya publicación inmediata -luego de obtenida- pudiera ser calificada como esencial para la vida política, social o institucional, la diligencia requerida -para cumplir al menos con el estándar de prudencia de no haberse comportado de manera temerariamente desconsiderada- resulta ser bien diferente a la requerida en los casos habituales de real malicia. En efecto, el fundamento del deber de tolerar lesiones al honor provocadas por afirmaciones de hecho falsas se vincula con una serie de factores. Uno de ellos radica en la preferencia de arriesgar que salgan a la luz informaciones cuya certeza absoluta no puede ser alcanzada al momento de la publicación, en tanto el beneficio que la sociedad obtendría (perspectiva prospectiva) en caso de ser cierta la información supera el valor del perjuicio producido. Por este motivo, en los casos como el tratado aquí, en los que evidentemente la índole esencialmente privada de la cuestión, combinada con el escaso beneficio que -dado el tiempo que ya había transcurrido- cabría esperar de que la publicación no se demorara más, hace aumentar la exigencia, el estándar de diligencia debida que demuestre que el medio periodístico cumplió con el requisito de no haber actuado de manera "temerariamente desconsiderada". No se trata aquí de una modificación a la regla de la real malicia, que en sí permanece invariada. Se trata únicamente de interpretar, según las circunstancias de cada caso, cuáles son los niveles de prudencia exigidos por el parámetro subjetivo incluido en la regla de la real malicia. Resulta claro que a diferencia de la premura con que diariamente cuentan otros medios de comunicación, en el caso de los libros, el autor cuenta con más tiempo para verificar que la información se adecue a la realidad. En definitiva, más allá de que la Cámara decidiera no aplicar la doctrina de la real malicia, basada en la idea errónea de que ella no es aplicable a las informaciones dadas en libros, lo cierto es que la regla con la que resuelve el caso es compatible y armónica con la aplicación de la doctrina que explícitamente rechaza y, por lo tanto, más allá de la discrepancia en el nomen iuris que le haya dado a sus razonamientos, no se aparta de las reglas constitucionales acerca de la libertad de expresión. Por otro lado, el recurrente sostuvo que, según los parámetros sentados por la Corte, la persona sobre quien se hizo la aseveración, debería haber sido considerado de carácter público y, en consecuencia, en la solución del conflicto de intereses que origina la presente contienda, merecía una protección débil frente a la que ostentan quienes no lo son. Sin embargo, aun en la hipótesis más favorable para el recurrente (es decir que efectivamente podría ser considerada una persona pública), según las consideraciones que anteceden, el recurrente de todos modos no empleó la prudencia que las circunstancias del caso exigían, con lo cual el agravio carece de sustento.


      Melo, Leopoldo Felipe y otros c/ Majul, Luis Miguel s/ Daños y perjuicios


      M. 1126, L. XLI, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Propiedad.


      Impugnación de ley local. Tierras incluidas en un parque provincial. Prohibición de instalar emprendimientos turísticos. Facultades de la provincia para el dictado de normas protectoras del medio ambiente. Supuesta privación del ejercicio del derecho de propiedad. Vías judiciales correspondientes. Rechazo de demanda.


      No cuestionada la competencia del gobierno provincial en la fijación de la política ambiental y de sus recursos naturales, el medio o modo elegido para la satisfacción de tales mandas no es pasible de control por el órgano judicial toda vez que escapa a su resorte el examen de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones. Ello no excluye la posibilidad de que la aplicación concreta de la norma dificulte en alto grado el ejercicio de un derecho constitucional. Esa factibilidad se justifica sólo ante la situación concreta del agravio -que no se presenta en autos desde que el convenio que la actora aduce como configurativo de la lesión celebrado con la sociedad Alvear Palace Hotel se suscribió en el 2004, cuando ya estaba vigente la transformación de la Reserva en Parque (año 2003) que no fue cuestionada y, por ende, la prohibición de establecer emprendimientos turísticos en él- y su remoción corresponde que sea formulada por otra vía jurídica. Las normas cuestionadas no la privan del derecho de iniciar una acción expropiatoria y sólo la imposibilidad de su planteamiento sería la causa de las lesiones constitucionales que aquí se pretenden remediar.


      Apen Aike S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      A. 2511, L. XLI, 19 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Políticos. Partidos Políticos.


      Cuestión abstracta. Pronunciamiento inconducente.


      Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires c/ Juzgado en lo contencioso administrativo Nº 1 de La Plata s/ Conflicto de poderes


      J. 26, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Alianzas.


      Cámara Nacional Electoral. Art. 58 de la Ley de financiamiento de partidos políticos. Alianzas electorales: obligación de presentar informe final de gastos. Balances independientes. Sanciones a partidos políticos.


      Contrariamente a lo que afirma el apelante, la sentencia se ajusta a derecho y debe ser confirmada. Así resulta, toda vez que aquél no controvierte los fundamentos que justifican la decisión de los jueces de la causa -que, además, recogen la opinión de la auditora contadora-, cuando sostienen que la obligación de presentar un informe para las alianzas electorales y otro por cada partido que las integran tiene su razón de ser tanto en la diferente naturaleza jurídica de unas y otros como en la imposibilidad de registrar un mismo ingreso o gasto en dos balances distintos. De ello deriva que la alianza debe informar por sus ingresos y egresos en forma independiente de los partidos que la componen y que si éstos figuran a nombre de los últimos, entonces son los partidos los que deben registrarlos en su informe de rendición de campaña. En tales condiciones, no se trata de una interpretación excesivamente formalista del a quo la exigencia de presentar balances independientes, sino que ella se apoya en sólidas razones contables y jurídicas, al mismo tiempo que contribuye al mejor cumplimiento de la finalidad de la ley, cual es dar transparencia y publicidad a los movimientos de fondos en que incurren los partidos políticos y alianzas electorales durante el proceso electoral. Lo concreto, entonces, es que el a quo, al interpretar la ley de financiamiento de los partidos políticos, entendió que tanto estas agrupaciones como las alianzas electorales deben presentar balances independientes y concluyó que en el sub lite la coalición política no había cumplido esa exigencia. Con respecto al segundo grupo de agravios que el apelante pretende someter a conocimiento de la Corte, el recurso es inadmisible por falta de gravamen. Ello es así, porque la cámara, al tratar el recurso de apelación, puntualmente expresó que no compartía el criterio según el cual se impuso la sanción a la coalición y, en tales condiciones, modificó la sentencia de primera instancia, de donde surge que dejó sin efecto dicha penalidad que afectaba a la alianza electoral. Así, lejos de ser perjudicada ésta obtuvo un beneficio con el fallo que ahora pretende apelar y si bien es cierto que el a quo resolvió que las sanciones debían soportarlas los partidos políticos que conformaron la alianza electoral, también es claro que, en todo caso, éstos -y no el apelante- serían los legitimados para impugnar esa decisión que los afecta en forma directa.


      Alianza Movimiento Federal para Recrear el Crecimiento s/ Ley 25.600


      A. 236, L. XLII, 03 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Sociales y Económicos. Medio Ambiente.


      Daño ambiental. Suspensión de actividad pesquera artesanal. Inaplicabilidad de la Ley provincial 13.366. Artículo 4° de la Ley 25.675. Incertidumbre científica respecto al riesgo: Principio precautorio. No corresponde la postergación de medidas frente a peligro de daño grave o irreversible.


      La Corte ha subrayado que la cláusula incorporada por la reforma de 1994 en el Art. 41 de la Constitución Nacional implica el reconocimiento de status constitucional del derecho al goce de un ambiente sano, así como que la expresa y típica previsión atinente a la obligación de recomponer el daño ambiental no configura una mera expresión de buenos y deseables propósitos para las generaciones del porvenir, supeditada en su eficacia a una potestad discrecional de los poderes públicos, federales o provinciales, sino la precisa y positiva decisión del constituyente reformador de enumerar y jerarquizar con rango supremo un derecho preexistente. En este contexto, por medio de la Ley 25.675, el Congreso Nacional fijó los presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable (art. 1°). Esa ley rige en todo el territorio de la Nación y sus disposiciones -que son de orden público- se utilizarán para la interpretación y aplicación de la legislación específica sobre la materia, la cual mantendrá su vigencia en cuanto no se oponga a sus principios y disposiciones. El Art. 4° de la Ley 25.675 establece que la interpretación y aplicación de esa ley y de toda otra norma por medio de la cual se ejecute la política ambiental, estarán sujetas al cumplimiento de los principios que ahí enumera. Entre éstos, señala el "Principio precautorio: Cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del medio ambiente". La aplicación que la cámara efectuó del mencionado principio para resolver los temas que le fueron sometidos a su conocimiento, es una de las interpretaciones posibles de aquella directriz legal en el marco de una contienda judicial. Ello es así, porque, sobre la base de los informes técnicos existentes en la causa, el a quo consideró que estaba probada la degradación ambiental en la zona objeto del amparo y, aunque falten evidencias incontrastables de que aquélla se produzca por efecto de la pesca artesanal, el principio del derecho ambiental al que se está aludiendo le imponía el deber de actuar de modo consecuente con la obligación de no seguir produciendo aquel daño, al menos hasta que existan estudios científicos que demuestren lo contrario. Ello es así, máxime cuando, por un lado, los recurrentes ni siquiera demuestran que la interpretación asignada por la cámara comporte un apartamiento evidente del alcance del principio que tiene consagración legal y, por el otro, aquélla se encuentra alineada con la doctrina del Tribunal en la materia. En efecto la Corte ha dicho que a los fines de la tutela del bien colectivo tiene una prioridad absoluta la prevención del daño futuro cuando se trata de actos continuados que seguirán produciendo contaminación y que la tutela del ambiente importa el cumplimiento de los deberes de los ciudadanos, que son el correlato que tienen a disfrutar de un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras. La mejora o degradación del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía con que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos mandatos constitucionales.


      Werneke, Adolfo Guillermo y otros c/ Ministerio de Asuntos Agrarios y Producción de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo - medida cautelar


      W. 140, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Trabajo. Gremios.


      Coexistencia de personería gremial en el ámbito de la Administración Pública Nacional. Relativización del principio de la exclusividad representativa o unicidad promocionada. Ley 24.185. Resolución 414/66. Procedencia del recurso extraordinario: omisión del tratamiento de cuestiones conducentes.


      Se configura el extremo de falta de tratamiento de cuestiones conducentes para la ajustada solución del caso toda vez que la Cámara no se ha pronunciado sobre la pretensión de la accionante fundada en que en el ámbito de la Administración Pública Nacional media la posibilidad de que coexistan personerías gremiales otorgadas a distintos sindicatos que relativizan el principio de la exclusividad representativa o unicidad promocionada. En esencia, existen antecedentes de resoluciones ministeriales que así lo avalaban (res. nº 51/87 y 1101/94) y ello fue reconocido, también, mediante la Ley nº 24.185 de negociación colectiva en el sector público. Asimismo, por resolución nº 51/87 -anterior a la Ley nº 23.551 promulgada en 1988-, se reconoció a los sindicatos con personería gremial y con actuación en el marco del Estado Nacional, provincial y municipal la retención de cuota sindical y la representación del personal de conformidad a lo determinado en sus estatutos, sin afectar las personerías respectivas oportunamente acordadas. Por su parte, tampoco son objeto de adecuado tratamiento los artículos 4 y 6 de la Ley nº 24.185 así como también, ampliamente, otros preceptos de los decretos nº 1096/00; 757/01 y 760/01; resolución conjunta de la AFIP y la Subsecretaría de Relaciones Laborales nº 103/01 y general nº 1027/01; y resolución MTEySS nº 255/03 -posterior a estas actuaciones- entre otros. En ese contexto, adquiere igualmente verosimilitud la protesta de la actora en el sentido de que, en suma, ha omitido ponderarse la razonabilidad sobreviviente de lo actuado en el marco de la resolución nº 414/66.


      Asociación Trabajadores del Estado c/ Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones Sindicales


      A. 201, L. XL, 07 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos A 201 L. XL “Asociación Trabajadores del Estado c/Ministerio de Trabajo”.


      Asociación de Trabajadores del Estado c/ Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones Sindicales


      A. 1859, L. XL, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Derechos Gremiales.


      Amparo sindical contra sanción disciplinaria. Protección contra hechos de discriminación sindical dirigida a los trabajadores. Procedencia del recurso.


      La tutela sindical con rango constitucional no se agota en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, porque esa manda se vio fortalecida por la singular protección reconocida a toda persona trabajadora en textos internacionales de derechos humanos que cuentan con jerarquía constitucional a lo que se agrega lo establecido en numerosos convenios de la OIT -como los nº 87, 98 Y 135- donde se vislumbra una protección especial contra los hechos de discriminación sindical dirigida a los trabajadores, trátese o no de representantes gremiales, y a la actividad sindical desarrollada por los representantes en el marco del establecimiento o empresa.


      Rossi, Adriana María c/ Estado Nacional - Armada Argentina s/ sumarísimo


      R. 1717, L. XLI, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Huelga.


      Acción de amparo sindical. Derecho de huelga. Artículo 14 bis de la Constitución Nacional. Cuestión federal. Procedencia del recurso de queja.


      Los defectos que presenta el resolutorio recurrido se traducen eventualmente en la privación de la protección de reglas que encuentran soporte sustancial en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, el que cuenta, a la fecha, con una reglamentación conferida por la ley del Congreso de la Nación nº 25.877, en la que se hace hincapié en la especial atención que debe prestarse a los criterios de los organismos de la Organización Internacional del Trabajo (art. 24 de la ley citada y 15 del decreto nº 272/06).


      Asociación de Trabajadores de la Educación del Neuquén c/ Consejo Provincial de Educación s/ sumarísimo


      A. 1802, L. XLI, 01 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Garantías


      Amparo.


      Acción de Amparo: carácter excepcional.


      El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que, por carencia de otras vías legales aptas, peligra la salvaguarda de derechos fundamentales, y exige para su apertura circunstancias muy particulares caracterizadas por la presencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiestas que, ante la ineficacia de los procedimientos ordinarios, originan un daño concreto y grave, sólo eventualmente reparable por esta vía urgente y expeditiva. La arbitrariedad o ilegalidad manifiestas a que aluden la ley de amparo y la jurisprudencia anterior y posterior a su sanción, requieren que la lesión de los derechos o garantías reconocidos por la Constitución Nacional resulte del acto u omisión de la autoridad pública en forma clara e inequívoca, sin necesidad de un largo y profundo estudio de debate o prueba. La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley; Ahora bien, cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Los términos empleados por el decreto 410/02 y por su ratificación legislativa no dejan lugar a dudas respecto de la exclusión del mecanismo dispuesto por su similar 214/02 para aquellas obligaciones de dar sumas de dinero en moneda extranjera contraídas por los municipios, a favor del gobierno nacional, originadas en préstamos subsidiarios o de otra naturaleza y avales, originalmente financiados por organismos multilaterales de crédito. Nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentaciones, motivo por el cual no puede fundarse la violación de la inviolabilidad de la propiedad, constitucionalmente protegida, por las modificaciones que la Ley 25.561 introdujo a la paridad cambiaria originalmente establecida en la Ley 23.928. La fijación de una determinada paridad cambiaria no significa el establecimiento de un derecho o de una protección jurídica ni implica la posibilidad de trasladar al Estado, que dictó ese programa, el riesgo de emprendimientos comerciales o financieros que involucren obligaciones en moneda extranjera. Sostener lo contrario implicaría incurrir en una desacertada inteligencia del alcance de la actividad lícita e irrenunciable del Estado de arbitrar medidas dentro de una determinada política, la cual no genera responsabilidad estatal pues no afecta una situación jurídicamente protegida. La garantía de igualdad ante la ley, radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, pero no excluye la facultad del legislador para establecer distinciones o formar categorías, siempre que tales clasificaciones no revistan el carácter de arbitrarias o estén inspiradas en un propósito manifiesto de hostilidad contra determinadas personas o clases. Los empréstitos contraídos por los municipios derivados de préstamos asumidos por el Estado Nacional y/o Provincial con fondos provenientes de organismos financieros internacionales son tratados de manera uniforme, esto es, excluidos de la conversión a pesos.


      Municipalidad de Villa Clara c/ Entre Ríos, Provincia de y otros (Estado Nacional entre otros) s/ acción de amparo


      M. 2644, L. XXXIX, 06 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      La sentencia que rechaza el amparo es asimilable a una sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario federal, en caso de agravio irreparable.


      Es asimilable a definitiva, a los fines de la procedencia del recurso extraordinario, la sentencia que rechaza el amparo, cuando lo decidido causa un agravio de dificultosa reparación posterior. Si la decisión que se recurre a través del recurso extraordinario federal, fue adoptada con anterioridad a la traba de la litis no existe entonces "parte interesada" a la que, de acuerdo con lo dispuesto en el Art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponda correr traslado de aquél.


      Freidenberg de Ferreyra, Alicia Beatriz c/ Honorable Legislatura de Tucumán s/ Recurso de hecho


      F. 601, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de amparo: vía adecuada en el caso para el reclamo de rehabilitación del beneficio jubilatorio. Demora injustificada en el trámite. Lesión del derecho de propiedad y del derecho de salud. Sentencia arbitraria: excesivo rigor formal.


      La sentencia que rechaza el amparo es asimilable a definitiva cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o muy dificultosa reparación ulterior, situación que se advierte si la apelante ha acreditado la verosimilitud de la lesión a sus derechos que, en atención a la naturaleza de los daños invocados que involucran, entre otros, la violación del derecho a la salud, sólo podrían alcanzar una protección ilusoria por las vías ordinarias. Los agravios justifican su examen en la instancia de excepción pues, si bien la acción entablada no está destinada a reemplazar medios ordinarios para la solución de controversias, su exclusión por la existencia de otros recursos no puede fundarse en una apreciación meramente ritual e insuficiente, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencias.


      Sandez, Lidia Ana c/ Estado Nacional ANSES s/ amparos y sumarísimos


      S. 2508, L. XL, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos.


      Acción de amparo: requisitos intrínsecos, naturaleza y procedencia de la acción.


      La acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto o conducta que se impugna requiere amplitud de debate y de prueba; dichos extremos, cuya demostración es decisiva para su procedencia, el máximo tribunal los ha calificado de imprescindibles. La existencia de una vía legal adecuada para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, la admisibilidad del amparo, pues este medio no altera el juego de las instituciones vigentes, regla que ha sustentado la Corte cuando las circunstancias comprobadas en la causa evidencian que no aparece nítida una lesión cierta o ineludible causada con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, o el asunto versa sobre una materia opinable que exige una mayor amplitud de debate o de prueba para la determinación de la eventual invalidez del acto. Si bien la acción de amparo no es excluyente de las cuestiones que requieren trámites probatorios, descarta aquellas que son complejas o de difícil acreditación y que, por lo tanto, exigen un aporte mayor de elementos de juicio que no pueden producirse en el breve trámite previsto en la reglamentación legal. La doctrina sobre el alcance y el carácter de la vía excepcional del amparo no ha sido alterada por la reforma constitucional de 1994, al incluirla en el Art. 43, pues cuando éste dispone que "toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro remedio judicial más idóneo", mantiene el criterio de excluir dicha vía en los casos que por sus circunstancias requieran mayor debate y prueba y, por tanto, sin que se configure la "arbitrariedad o ilegalidad manifiesta" en la afectación de los derechos y garantías constitucionales, requisitos cuya demostración, es imprescindible para la procedencia de esa acción.


      Melano, Ariel Carlos c/ AFIP (DGI) s/ amparo Ley Nº 16.986 - RE


      M. 701, L. XLII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia de otras Vías Idóneas.


      Acción de amparo contra provincia. Régimen energético provincial. Concesión otorgada: área de jurisdicción nacional. Medida cautelar. Carácter excepcional del amparo: posible existencia de otras vías procesales. Ausencia de arbitrariedad. Rechazo de acción de amparo.


      El Tribunal reiteradamente ha resuelto que la acción de amparo es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta y la determinación de la invalidez del acto requiere de una mayor amplitud de debate y prueba, requisitos éstos cuya demostración es imprescindible para su procedencia. Esta doctrina no ha variado con la sanción del Art. 43 de la Constitución Nacional pues cuando éste dispone que "toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro remedio judicial más idóneo", mantiene idénticos requisitos para su procedencia. En este mismo orden, la Corte ha señalado, al delimitar la acción prevista en la Ley 16.986, que si bien no es excluyente de las cuestiones que requieren trámite probatorio, descarta a aquellas que son complejas y que, por lo tanto, requieren de un aporte mayor de elementos de juicio. Desde esta óptica, el amparo no constituye la vía idónea a que alude el Art. 43 de la Ley Fundamental, porque no se presenta con toda evidencia que la conducta desplegada por Edesur ni la alegada omisión de la Provincia de Buenos Aires adolezcan de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, tal como lo requiere aquel precepto para su admisión. Tampoco se advierte la arbitrariedad manifiesta que autorice a dar curso al amparo desde que la propia cooperativa no desconoce "...la concesión otorgada al consorcio adjudicatario del actual área de jurisdicción nacional de EDESUR, que involucra la totalidad del partido de Cañuelas... " y reconoce haber consultado al Ente Provincial Regulador Eléctrico sobre la cuestión jurisdiccional, siendo la respuesta que " ...en términos prácticos significa que tanto la Provincia de Buenos Aires como la Municipalidad de Cañuelas no tienen jurisdicción sobre el área, hasta tanto no venza la concesión de EDESUR, dentro de noventa años aproximadamente". En igual modo, no cabe soslayar la existencia de otras vías procesales aptas para obtener la tutela de los derechos que invoca la cooperativa. Así, la existencia de una vía legal adecuada para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, la admisibilidad del amparo, siendo insuficiente a ese fin el perjuicio que pueda ocasionar la dilación de los procedimientos corrientes, extremo que no importa más que la situación común de toda persona que peticiona mediante ellos el reconocimiento de sus derechos. Ello es así, ha expresado la Corte, porque el amparo es un proceso excepcional que sólo resulta apto para situaciones extremas y delicadas, ante las cuales la ineficacia de otros procedimientos originen un daño concreto y grave sólo reparable por esa vía. Sin embargo, las consideraciones realizadas no importan abrir juicio definitivo sobre la legitimidad de la pretensión sustancial de la amparista en orden a los derechos que entiende que le asisten, la que podrá ser dilucidada por la vía que corresponda.


      Cooperativa de electricidad, consumo, crédito y otros servicios públicos de Antonio Carboni Ltda. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


      C. 1754, L. XLII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Debido Proceso.


      La Garantía del debido proceso supone la de obtener una sentencia ajustada a derecho.


      La garantía de defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino también la de obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso. Si bien es cierto que la exigencia de depósitos dinerarios previstos como requisito de viabilidad de los recursos de apelación no es contraria a los derechos de igualdad y de defensa en juicio, también lo es la posibilidad de atenuar el rigorismo de la regla "solve et repete" en eventuales supuestos de excepción que involucren situaciones patrimoniales concretas de los obligados, a fin de evitar que ese pago previo se traduzca en un real menoscabo de derechos. Dentro de la ratio legis de las normas que exigen en materia fiscal el pago previo para la procedencia formal de los recursos intentados, una de las principales es evitar que quien en definitiva resulte deudor pueda eludir su compromiso insolventándose en el ínterin de la discusión.


      Gubelco S.R.L. c/ Administración General de Ingresos - DGI s/ Recurso de hecho


      G. 2212, L. XXXIX, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Cosa Juzgada.


      Cómputo de la pena efectuado como producto de una reflexión tardía que vulnera el respeto a la cosa juzgada.


      Se aprecia de las constancias del expediente que, luego de quedar firme la condena del imputado, se practicó un primer cómputo de pena que fue debidamente notificado al representante del ministerio público fiscal, sin que éste formulara objeción alguna. Posteriormente, en oportunidad de una vista que le fue otorgada a ese mismo funcionario para que se expidiera sobre la solicitud de rectificación del tiempo de detención cumplido por un coimputado, requirió la modificación del cómputo del aquí recurrente que, luego fue rechazada. Frente a ello, el fiscal interpuso entonces recurso de casación que, finalmente, originó la sentencia que aquí se cuestiona, tal como quedó expuesto al inicio de este dictamen. Los antecedentes señalados permiten dar razón a los planteos de la defensa pues, más allá de lo acertado o no del criterio del a quo respecto de la cuestión de fondo -que además constituye una materia ajena a la jurisdicción de la Corte por tratarse de la interpretación de normas de derecho común y procesal local- no puede desconocerse que el cómputo primeramente formulado había adquirido firmeza. La modificación del cómputo que aquí tuvo lugar, obedeció exclusivamente a una diferente interpretación legislativa, producto de una reflexión tardía que vulneró el respeto a la cosa juzgada y a la seguridad jurídica que en ella subyace.


      R., Roberto Felipe s/ Robo calificado -causa Nº 5/04-


      R. 1749, L. XLI, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Hábeas Corpus. Estado de Sitio.


      Demanda contra Estado Nacional. Beneficio previsto por la Ley 24.043. Exilio. Precedentes “Penette Ana Silvia” (P. 236, L. XXXIX), “Kejner Natalio” (K. 89, XXXVII), “Cuesta Lucrecia Silvia” (C. 3431, L. XXXVIII). Remisión a la causa “Yofre de Vaca Narvaja Susana” (Y. 43, L. XXXVIII).


      Puchulu de Drangosch, Alicia Raquel c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex 446401/98)


      P. 228, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Hábeas Data.


      Acción de habeas data. Artículo 26 de la Ley 25.326. Derecho al olvido al deudor moroso. Cómputo del plazo.


      La primera cuestión a dilucidar en la especie es si, el plazo de cinco años rige para deudas "inexigibles", es decir, si puede solamente computarse a partir del momento de extinción de las mismas. Cabe observar que la Ley citada previó dos plazos de conservación de datos de información crediticia, uno general de cinco años y otro de dos años cuando se tratare de deudas canceladas o extinguidas. Las referencias a la prescripción de deudas, no subsanan la indeterminación del recurso en este aspecto dado que la prescripción liberatoria es un modo de perder un derecho por el transcurso del tiempo, con lo cual ella es también una forma de extinción de la obligación civil. Los argumentos del apelante, entonces, no rebaten la fundamentación de los jueces de la Alzada, en orden a que los artículos 26, inciso 4°, de la Ley 25.326 y 26, del decreto reglamentario 1558/2001, le reconocen el "derecho al olvido" al deudor moroso que no ha cancelado la deuda -la que puede seguir siendo exigible inclusive por vía judicial- conclusión que fluye sin esfuerzo de la circunstancia de que la normativa ha previsto dos plazos diferentes según se trate de deudas impagas o canceladas. En cuanto al modo de cómputo cabe indicar que si bien, la ley omitió aclarar desde cuándo rigen los plazos que ella establece, dicha cuestión fue aclarada luego por el decreto reglamentario 1558/2001 al disponer que “…En el cómputo de CINCO (5) años, éstos se contarán a partir de la fecha de la última información adversa archivada que revele que dicha deuda era exigible...”. Conforme a ello, los plazos no deben contarse desde la fecha de la mora, toda vez que si la información o pasos sobre la deuda exigible no son archivados, sino mantenidos año a año por el acreedor, dicha conservación constituye la información adversa a la que se refiere el decreto reglamentario y, por lo tanto, no se podrá computar el plazo de cinco años mientras subsista tal información. No existe referencia alguna en las normas examinadas, que conduzcan a concluir que el plazo de cinco años comience a contarse desde la producción de la mora.


      Napoli, Carlos Alberto c/ Citibank N.A. s/ habeas data


      N. 112, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de habeas data. Ley 25.326. Derecho al olvido al deudor moroso. Remisión a lo dictaminado en la causa N. 122, XLII, “Napoli, Carlos Alberto c/ Citibank N.A. s/ Hábeas data”.


      El artículo 24, inciso 4, de la Ley 25.326, establece, en su primer párrafo, que sólo se podrán archivar, registrar o ceder los datos personales que sean significativos para evaluar la solvencia económica financiera de los afectados durante los últimos cinco años, y que el decreto reglamentario 1558/01, aclaró que su cómputo se efectuará a partir de la fecha de la última información adversa archivada que revele que dicha deuda era exigible.


      Catania, Américo Marcial c/ Banco Central de la República Argentina (base de datos) y otro s/ habeas data


      C. 1380, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Procesales Penales


      Debido Proceso. Derecho a Ser Oído. Facultades y Derechos del Querellante.


      Aseguramiento de la realidad sustancial del derecho a contar con adecuado asesoramiento legal.


      En materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. Este debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de este modo, la realidad sustancial de ese derecho. Si bien el concepto de "defensa sustancial" no incluye la obligación de la asistencia técnica del imputado de fundar pretensiones de su defendido que no aparezcan, a su entender, mínimamente viables, ello no la releva de realizar un estudio serio de las cuestiones eventualmente aptas para ser canalizadas por las vías procesales pertinentes, máxime porque se trata de una obligación que la sociedad puso a su cargo, ya que no puede imputarse al procesado la inoperancia de la institución prevista para asegurar el ejercicio de su derecho constitucional, cuya titularidad ostenta exclusivamente y cuya inobservancia puede acarrear responsabilidad internacional al Estado Argentino (art. 75, inc. 22 de la Ley Fundamental; arts. 1 y 8, párrafo 2, incs. d y e, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, arts. 2.1; 14.3.b y d). Un desacierto en la estrategia de la defensa, un error en la ponderación de los hechos y el derecho o desacuerdos entre el defensor y su pupilo no implican necesariamente lesión a la garantía de la defensa en juicio, pues de otro modo, en todos aquellos casos donde la decisión de los jueces no condice con las expectativas del justiciable, éste podría rebatir incesante y caprichosamente las decisiones judiciales a partir de una valoración ex post facto de los resultados obtenidos por su asistencia legal técnica, afectando principios esenciales como lo son los de preclusión, cosa juzgada y economía procesal.


      V., Miguel Damián s/ Robo calificado reiterado en concurso real, etc.


      V. 463, L. XLI, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho de Defensa.


      Efectiva y sustancial asistencia letrada a quien sufre un proceso penal.


      En materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa a tal punto que éste debe ser cierto, de modo que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal al extremo de suplir la negligencia en la designación de defensor, sin que resulte suficiente para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, puesto que ello no garantiza un verdadero juicio contradictorio, sino que es menester, además, que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia por parte de su abogado. Los plazos procesales y el régimen de preclusión resultante de aquéllos tienen por fin reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva y con carácter de certeza. Así como se reconoció que esto último sería imposible alcanzar si se admitiera que basta cambiar de defensor para intentar impugnar indefinidamente una decisión que había adquirido firmeza mientras aún gozaba de asistencia letrada, de igual manera tampoco se aprecia que la sola invocación de un desacuerdo con ésta y cuando aún se encontraba garantizada en los términos del artículo 18 de la Constitución Nacional, resulte suficiente para justificar la interposición tardía del recurso de casación contra la condena. Toda vez que teniendo a su alcance, el imputado, la totalidad de los mecanismos que habilitaban la revisión de su condena, no ha ejercido en término su derecho de impugnar oportunamente la condena, con el fin de evitar que esa decisión adquiriera firmeza, no puede sostenerse que el a quo haya interpretado con excesivo rigor formal el procedimiento que reglamenta el recurso de casación, en detrimento del derecho constitucional de ser oído y de acceder a una instancia superior en las formas previstas por la ley. Sostener lo contrario, significaría soslayar los efectos de la cosa juzgada a la que la Corte le ha reconocido igual jerarquía, en la medida que la estabilidad de las decisiones judiciales constituye un presupuesto ineludible para la seguridad jurídica.


      Z., Jorge s/ Su presentación


      Z. 157, L. XLI, 19 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho a la Doble Instancia.


      Afectación a la garantía de doble instancia. Imputada que manifestó en tiempo oportuno su voluntad recursiva. Imposibilidad de hacer recaer en su perjuicio el abandono de la instancia recursiva por el abogado particular. Falta de notificación personal del emplazamiento para mantener el recurso.


      Existen dos razones por las que no se puede hacer recaer, en perjuicio de la imputada, el abandono de la instancia recursiva por parte del defensor particular, a saber: a) la falta de notificación personal del emplazamiento efectuado para mantener el recurso de casación; y b) la inactividad del abogado, que se habría originado en una causal de enfermedad que le impidió cumplir en tiempo y forma con ese acto procesal. La decisión que resuelve declarar desierto el recurso por haber transcurrido el plazo previsto en el artículo 451 del código procesal se opone a las garantías de defensa en juicio y doble instancia, si las especiales circunstancias del caso colocaron la imputada en situación de indefensión material, y de esta manera fue posible que la sentencia quedara firme, perdiendo aquella la expectativa de que su condena sea revisada por un tribunal superior que le asegure un ejercicio efectivo del derecho a la doble instancia, si aquélla había manifestado, en tiempo oportuno, su pretensión en ese sentido, que resultó frustrada por causas que le eran ajenas y que, como imputada, no debía soportarlas.


      M. Margarita Isabel s/ recurso de casación


      M. 1842, L. XLII, 08 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Amplitud de los tribunales intermedios como garantía del recurso del imputado. Ley 2297 de la Provincia de La Pampa. Devolución de las actuaciones para que el tribunal intermedio garantice al imputado la revisión de su condena.


      Admitida la estrictez de las arbitrariedades reservadas al conocimiento de la Corte en materia penal, y la amplitud de los tribunales intermedios como garantía del derecho al recurso del condenado, sumadas la pauta interpretativa aportada a posteriori por el legislador de la Provincia de La Pampa al modificar la deficiente estructura procesal, frente a las particularidades del caso en que la defensa cuestiona aspectos de hecho, prueba y derecho común, corresponde devolver las actuaciones a su origen para que se garantice al imputado la revisión de su condena.


      B., Aldo Juan s/ Recurso de casación


      B. 82, L. XLIII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho a doble instancia en materia penal. Requisitos: articulación adecuada de los recursos. Jurisdicción del órgano revisor. Imposibilidad de replantear agravios desistidos tácitamente. Fundamentación de la resolución ordena intervenciones telefónicas.


      La posibilidad del imputado de obtener una revisión del fallo, debe estar sujeta a una articulación adecuada y oportuna de los recursos, ya que no parece que esta garantía deba funcionar como una especie de consulta obligatoria, semejante a cuando un juez desestima un hábeas corpus (artículo 10, párrafo 2do., Ley 23098). De manera que si el tribunal de sentencia no concedió el recurso en determinados aspectos, la defensa no ocurrió en queja ante el Superior, y el debate prescripto por el artículo 468 sólo versó sobre los puntos concedidos, el tribunal de casación estaba habilitado para decidir sobre las cuestiones en disputa, sin que fuera necesario, en principio, que extendiese su jurisdicción a las que habían sido abandonadas por la parte. Si el derecho al recurso ha sido garantizado suficientemente y si el imputado no ha sufrido indefensión, está dentro de sus facultades usarlo o renunciarlo, o, como ocurrió aquí, desistirlo parcialmente y de manera tácita por su inacción; pero una vez que se resignó esta facultad, sea en todo o en parte, por el principio de preclusión y porque nadie puede alzarse contra sus propios actos, se produce su decaimiento y no se la puede reactivar con intentos tardíos de ejercerla. La concesión es una etapa inevitable del juicio de casación para habilitar la instancia superior. Si hubo una declaración de improcedencia y no se ocurrió en queja, no habrá debate sobre estos puntos y la contraparte no tendrá oportunidad de hacer oír sus razones. La intervención del tribunal de casación, salvo nulidades absolutas, está circunscrita a los agravios admitidos, y sobre los cuales hubo posibilidad de discusión, y a los propuestos en el recurso de queja. Todo intento de reeditar ciertos temas en esta presentación directa ante la Corte Suprema, debe ser desechado, ya que la omisión de mantener los agravios en todas las instancias procesales implica un abandono de la cuestión que, así como en su momento impidió su tratamiento en el recurso de casación, ahora también lo hace respecto al remedio federal. En supuestos en los que no queden cuestiones que '"prima facie" aparezcan como nulidades absolutas y que el Tribunal, superando los óbices formales, tenga que estudiar, si la Cámara de Casación trató las principales: incorporación tardía del expediente, iniciación ilegal de la investigación con una supuesta denuncia anónima, falta de decreto fundado para ordenar las requisas. Y respecto de los aspectos que no fueron concedidos, uno sólo roza las garantías judiciales, como es el pedido de nulidad de las intervenciones telefónicas, por falta de fundamentación de los autos que las ordenan. Esas medidas tuvieron como antecedente una importante y prolongada tarea de investigación, y una vez iniciado el proceso dicho, estos funcionarios testimoniaron en la instrucción y durante el juicio. Si de las lecturas de los legajos surge la razonabilidad de las intervenciones telefónicas y un control muy estricto de la coacción estatal y de la posible arbitrariedad de sus órganos administrativos, y los jueces pudieron examinar con amplio conocimiento las razones y antecedentes que motivaron los pedidos, corresponde considerar cumplida así con la obligación de que el fundamento de las intervenciones esté documentado en la causa misma. Puede discutirse con provecho la legitimidad de las intervenciones telefónicas, mas no su autenticidad intrínseca, que está dada por la eficacia de sus resultados: la posibilidad de descubrir en flagrancia la maniobra realizada por el imputado.


      S, Víctor Alejandro s/ p.s.a. partícipe necesario de transporte de estupefacientes


      S. 65, L. XL, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho a la doble instancia en materia penal. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: cuestiones relativas a la improcedencia de los recursos locales. Excepción: exceso ritual por carencia de fundamentos, que implican la frustración de la vía apta para obtener la revisión del fallo adverso.


      Si bien las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recurso locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario, ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Los agravios de la recurrente suscitan cuestión federal, si el rechazo por razones formales de los recursos extraordinarios decidido por el a quo, al tiempo que convalida la respuesta dada a gravámenes conducentes expuestos en el recurso de casación local, evidencia un exceso de rigor formal que justifica la vía intentada con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad. Ello resulta así, en la medida que el tratamiento dispensado a los agravios de la defensa -que resultaron ser rechazados por formalidades-, implica dejar de lado el debate ante una instancia revisora de cuestiones que deciden el pleito respecto de los recurrentes. La posibilidad del imputado de obtener una revisión del fallo adverso ante el juez o tribunal superior (art. 8, inc. 2 h, del CADH, y 75, inc. 22 de la C.N.) refuerza la protección en contra del error judicial.


      S., Gustavo Alberto s/ homicidio en ocasión de robo -causa Nº 67/4-


      S. 2141, L. XLI, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho a la revisión de la sentencia constitucional. Aplicación de los precedentes "Di Mascio" y "Strada". Exceso formal. Limitaciones previstas en el Artículo 494 del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires: inaplicabilidad cuando están involucradas cuestiones de índole federal.


      La apelación federal es formalmente procedente a los fines del artículo 14 de la Ley 48, en tanto se dirija a discutir una decisión definitiva proveniente del superior tribunal de la causa y el pronunciamiento sea contrario a las garantías que viene invocando el recurrente; existiendo materia federal suficiente para que los agravios sean tratados por la instancia provincial, puesto que si bien remiten a temas que, en principio, pertenecen al derecho procesal local, estarían imbricados con un aspecto fundamental del ejercicio de la garantía de defensa en juicio, como es el derecho de todo imputado a la doble instancia judicial (artículos 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en función del artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional). Concurren los requisitos que permiten aplicar la jurisprudencia trazada por la Corte a partir de "Strada" y "Di Mascio", toda vez que so pretexto de obstáculos formales, la suprema corte bonaerense se ha negado al tratamiento de la procedencia formal del recurso de casación, agravio que resulta -en cuanto a la garantía de doble instancia- de innegable carácter federal. La validez constitucional del artículo 494 del Código Procesal Penal de Buenos Aires se supedita a que las limitaciones que contiene en orden a la admisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley sean obviadas en aquellos casos donde se encuentren involucradas cuestiones de índole federal.


      S., Silvia Cristina y C. R. Leonardo s/ robo agravado por escalamiento


      S. 233, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho del imputado a la doble instancia en materia penal. Momento desde el cual deben computarse los plazos para recurrir: notificación personal al encausado. Exceso formal para negar el tratamiento de un recurso de casación.


      Lo que debe tenerse en cuenta es la notificación personal al encausado de la decisión que acarrea la firmeza de la condena -dado que la posibilidad de obtener un nuevo pronunciamiento judicial a través de los recursos procesales constituye una facultad propia del imputado y no una potestad técnica del defensor-, por lo que debe darse cumplimiento a todo recaudo que garantice plenamente el derecho de defensa. La apelación federal es formalmente procedente a los fines del artículo 14 de la Ley 48, cuando se dirige a discutir una decisión definitiva proveniente del superior tribunal de la causa y el pronunciamiento es contrario a las garantías que viene invocando el recurrente, existiendo materia federal suficiente para que los agravios sean tratados por la instancia anterior, puesto que si bien remiten a temas que, en principio, pertenecen al derecho procesal local, estarían imbricados con un aspecto fundamental del ejercicio de la garantía de defensa en juicio, como es el derecho de todo imputado a la doble instancia judicial. Concurren los requisitos que permiten aplicar la jurisprudencia trazada por la Corte a partir de "Strada" y "Di Mascio", cuando, so pretexto de obstáculos formales, se ha negado al tratamiento de la procedencia formal del recurso de casación, agravio que resulta -en cuanto a la garantía de doble instancia- de innegable carácter federal. En consecuencia, corresponde hacer lugar a la queja y declarar procedente el recurso federal interpuesto, dejando sin efecto la sentencia apelada para que, por medio de quien corresponda, se dicte una nueva conforme a derecho.


      B, Enrique José y otros s/ causa Nº 85.131


      B. 2189, L. XLI, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Garantía de doble instancia en materia penal. Revisión de la fundamentación en la individualización concreta de la pena. Tribunal de alzada que se limita a repetir los argumentos dados por el tribunal oral, sin examinar los agravios de la parte. Descalificación de la sentencia, con base en la doctrina de los fallos "Casal" y "Martínez Areco".


      Si el tribunal de alzada se limitó a señalar nuevamente las circunstancias mencionadas por el tribunal oral, sin examinar los planteamientos respecto de la defectuosa fundamentación en la individualización concreta de la pena, y no habiendo abordado en la sentencia ninguno de los argumentos planteados por la parte, la sentencia del a quo es susceptible de descalificación con base en la doctrina elaborada por la Corte en los precedentes "Casal" y "Martínez Areco". Ello es así ya que la mera repetición de los fundamentos dados en el juicio, sólo formalmente satisface la revisión de la pena pero no demuestra el tratamiento de las cuestiones llevadas a estudio. Máxime si se advierte que uno de los agravios, relativo a la doble valoración de los antecedentes penales del imputado, fue introducido en la casación, y respecto de aquél no se ha ensayado tan siquiera una respuesta.


      S., José Manuel s/ causa nº 6653


      S. 1856, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Garantía de la doble instancia en materia penal. Alcance de la doctrina del fallo "Casal". Necesidad del cumplimiento de los requisitos de tiempo, forma y modo de interposición de los recursos. Facultad del juez de decidir la posibilidad de dejar en suspenso el cumplimiento de la pena, con independencia de lo solicitado por el fiscal.


      El derecho de toda persona a obtener una revisión de su sentencia por un tribunal superior es innegable en la actualidad, a tal punto que esta procuración propició, en la causa "Casal, Matías Eugenio s/robo simple en grado de tentativa", C. 1757, L. XL, el debilitamiento de las condiciones de admisibilidad y el deber de la cámara de casación de agotar el esfuerzo por revisar todo aquello que resulte motivo de agravio. Ahora bien, sin perjuicio de esta elasticidad, existen ciertas exigencias formales que resultan insoslayables y cuya omisión impide el tratamiento de determinada cuestión, como ocurre con la introducción tardía de los agravios. En el dictamen precitado, al sostenerse la necesidad de que exista un recurso amplio contra toda sentencia, en modo alguno se propugnó el deber de la casación de revisar en forma ilimitada todo fallo judicial, sino de dar tratamiento a todos aquellos motivos de agravio, sea que se trate de cuestiones de hecho o de derecho, en la medida en que sean cuestionados por el recurrente y presentados en tiempo, forma y modo. El derecho de revisión de la sentencia, queda indefectiblemente circunscrito al cumplimiento de las formalidades básicas, a los requisitos de oportunidad, modo y tiempo, fundamentales en todo proceso. La garantía de la doble instancia está sujeta al respeto de las formalidades del caso, porque de otro modo no se trataría de un recurso amplio, sino de un sistema de consulta obligatoria. La exigencia de que se observen las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales se circunscribe al valor que cabe otorgarle al pedido de absolución formulado por el acusador en la etapa de juicio, sin que, en principio, pueda entenderse esa doctrina como una sujeción del tribunal al modo de ejecución de la pena solicitada por el fiscal. El artículo 26 del Código Penal, prescribe que la posibilidad de dejar en suspenso el cumplimiento de la pena, será facultad de los tribunales, por lo que puede aceptarse que esta facultad se ejercite con cierta independencia del marco de la demanda fiscal.


      R., Claudio s/ robo agravado con escalamiento


      R. 132, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Garantía de la doble instancia en materia penal. Falta de revisión de las cuestiones planteadas por la parte, mediante la utilización de fórmulas genéricas. Necesidad de un estudio pormenorizado respecto de la valoración de la prueba indiciaria y la violación de las reglas del in dubio pro reo.


      Cabe afirmar que la sentencia del a quo no se ajusta a las pautas establecidas por la Corte Suprema a partir del Fallo "Casal", ya que la misma demuestra que las cuestiones planteadas por la parte fueron soslayadas mediante la utilización de fórmulas genéricas (como que "no se advierten fisuras en el razonamiento de los jueces", o "las circunstancias comprobadas de la causa desvanecen la pretendida ignorancia afirmada por los procesados", o "han valorado sobre la base de la sana crítica las pruebas reunidas") y la reiteración de conceptos vertidos por el tribunal oral que impiden corroborar la existencia del examen amplio al cual tienen derecho los condenados. Máxime cuando en el caso se dice de la arbitrariedad en la valoración de prueba indiciaria y la violación de las reglas del in dubio pro reo, aspectos que exigen un estudio pormenorizado, no fragmentado, de las constancias causídicas, por lo que


      I., Daniel y otro s/ causa nº 7239


      I. 20, L. XLIII, 20 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Garantía de la doble instancia en materia penal. Falta de tratamiento de agravios considerando que se trataba de temas de derecho común y procesal local. Falta de invocación en el recurso de casación de las normas que fundaban los agravios de la defensa: aplicación del principio iura novit curia. Facultad del tribunal de correr vista a la defensa ante una negligencia procesal, a efectos de salvaguardar al imputado ante una posible mala praxis.


      El recurso directo es formalmente procedente a los fines del artículo 14 de la Ley 48, en la medida en que fue planteado en tiempo oportuno y se dirige a discutir una decisión definitiva proveniente del superior tribunal de la causa, que resulta contraria a las garantías invocadas por el recurrente. Y hay caso federal suficiente si la Corte provincial, so pretexto de que se trataba de temas de derecho común y procesal local, no trató el agravio relativo a que no se cumplió con la doble instancia. Garantía que, en definitiva, debió ser restablecida -en toda su amplitud y de acuerdo a los parámetros del precedente "Casal"- por ese alto tribunal, ya que el agravio era cierto, pues la casación, incurriendo en vicio semejante, se había amparado en el incumplimiento de los requisitos formales del recurso pertinente, para omitir el estudio de las cuestiones planteadas por la defensa. No es excusa para que este tribunal desatendiera los agravios concretos, que la parte no hubiera invocado las normas en que fundaba su acceso al tribunal superior, cuando sus planteos habían sido desarrollados de manera inequívoca, y los jueces tenían la oportunidad de tratarlos con base en el principio iura novit curia, de especial relevancia cuando está en juego la obligación de garantizar al imputado la revisión amplia de su condena. En cuanto a la constitución del domicilio, bien pudo la casación intimar a la defensa -en salvaguarda de estos estándares y para reparar una negligencia procesal que no puede perjudicar al imputado, víctima de la mala praxis y, por ende, indefenso- para que cumpliera con este requisito procesal. En consecuencia, encontrándose reunidos los requisitos que permiten aplicar la jurisprudencia elaborada por el tribunal a partir de los fallos "Strada" y "Di Mascio", ya que el remedio extraordinario local contenía agravios de naturaleza federal -la frustración de la garantía de doble instancia-, cabe propiciar la descalificación del fallo impugnado como acto jurisdiccional válido.


      V., L. A. s/ Homicidio, encubrimiento y tenencia de arma y munición de guerra - causa nº 47.669-


      V. 910, L. XLII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Garantía de la doble instancia. Control del cumplimiento de la garantía por el superior tribunal de la causa. Necesidad de analizar todos los agravios planteados por el recurrente, aunque la sentencia impugnada no sea arbitraria o absurda.


      La corte provincial debe examinar cada caso realizando un debido control del efectivo cumplimiento de la garantía de doble instancia, a la luz del precedente "Casal", ya que aún cuando se entienda que, en el supuesto de que se trata, la sentencia no es arbitraria o absurda, esta sola conclusión resulta insuficiente si se omite analizar los demás agravios planteados por el apelante en esa instancia.


      E., Pablo Osvaldo s/ homicidio en grado de tentativa -causa Nº 272-


      E. 33, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Revisión de Cuestiones de Hecho.


      Derecho a una revisión amplia de la sentencia condenatoria. Sentencia que analiza las cuestiones relativas a hecho y prueba sólo de manera restrictiva. Aplicación del precedente "Casal".


      Si el a quo ingresó en el examen de cuestiones relativas a los hechos, pruebas y derecho común, pero lo hizo de manera restrictiva, ya que sólo fue para verificar si había o no arbitrariedad en lo resuelto, a la luz de un recurso extraordinario y no ejerciendo una revisión amplia de todos los cuestionamientos conforme la doctrina que emerge del precedente "Casal", para verificar si hubo acierto o error en la decisión judicial, corresponde que aquél revise todas las cuestiones propuestas, con especial control, además, de la aplicación -por parte del inferior-, de la doctrina que sobre la pena tiene sentada la Corte en los autos M.1022, L. XXXIX. "Maldonado".


      R., Julio César y otra s/ exacción ilegal agravada -causa Nº 358/2005-


      R. 974, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho a Ser Juzgado en un Plazo Razonable.


      Derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Dictado de sentencia condenatoria en breve lapso. Ejecución condicional de la pena. Demora en el trámite recursivo. Hecho remoto. Principios de progresividad y preclusión.


      La duración de esta causa no satisface el requisito de razonabilidad. En efecto, entre los aspectos que han de tenerse en cuenta, ni la complejidad del caso ni la conducta de las partes podrían justificar una opinión contraria. Por lo mismo que el expediente fue iniciado y sentenciado en tan breve lapso, contrasta como absurdamente prolongada la demora de más de quince años en el tratamiento de los recursos ulteriores. El imputado, además de haber permanecido los primeros ocho meses en prisión preventiva, sobrellevó durante el desmesurado término del proceso las restricciones a la libertad propias de su condición de excarcelado, y pese a la posibilidad latente de que su condena en suspenso se tornase efectiva por los recursos acusatorios en trámite, no entorpeció la acción de la justicia y hasta adujo haberse establecido con la familia que constituyó entre tanto, aspectos dignos de consideración a la luz de la finalidad que la ley asigna a la ejecución de la pena y ante la perspectiva de que quien ha permanecido libre muchos años sin registrar conflictos con la ley, deba regresar a prisión por un hecho remoto en razón de una sentencia dictada más allá de todo plazo razonable. Tales circunstancias cobran mayor relevancia cuando frente a ellas se advierte que los motivos de la demora obedecen a la deficiente forma en que el proceso fue conducido por las autoridades judiciales. Cabe destacar asimismo que los principios de progresividad y preclusión obstan a la posibilidad de retrogradación del proceso en la medida en que se hayan observado las formas esenciales del juicio y la nulidad declarada no sea consecuencia de una conducta atribuible al procesado.


      M., Alejandro Daniel y otros s/ Infracción al Art. 166 inc. 2 del Código Penal


      M. 960, L. XLII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Juez Imparcial.


      Alcance de la garantía de imparcialidad del juzgador. Tribunal que ya juzgó el hecho respecto de otro coimputado. Operatividad de la garantía hacia futuro, para los actos no cumplidos en el proceso. Planteo tardío del agravio. Imposibilidad de que la rebeldía del imputado actúe en desmedro de la unidad del proceso. Análisis de la posible arbitrariedad en la determinación de la pena.


      Resulta de los principios generales del derecho, que lo relevante y mensurable es la exteriorización de la voluntad, pues lo que reside en el fuero íntimo y no trasciende, no puede ser conocido y, por lo tanto, objeto de decisión jurisdiccional. Consecuencia directa de ello es que la duda razonable o temor o sospecha de parcialidad del juzgador que pueda abrigar el imputado deben estar fundadas en actos concretos. En la especie, este tipo de percepciones se vuelcan, precisamente, en los recursos o remedios procesales recusación- que la ley pone al alcance de las partes como instrumento procesal para manifestar tal sentir y así, en su finalidad, lograr la neutralidad de quien vaya a decidir sobre los intereses involucrados en un juicio. Esta inteligencia ha sido recogida por la Corte en el caso "Llerena", donde se sostuvo que el alcance actual de la garantía es de práctica hacia adelante, y no implica en manera alguna la revisión de actos precluidos y sentenciados, en los cuales el temor de parcialidad quedó desplazado por la actuación que tuviera en concreto el juzgador, casos en los cuales si la defensa consideró que había existido parcialidad del juez, debió oportunamente haberlo planteado con los recursos o remedios procesales con los que contaba para impugnar la sentencia en cada caso. Si la defensa introduce este agravio recién en el recurso de hecho ante la Corte, sin articular, en la oportunidad que la normativa procesal le confiere, la recusación del tribunal, la situación de continuar con el tribunal natural de la causa fue consentida por el apelante, sin que haya estado presente el temor o sospecha de parcialidad que hoy alega tardíamente. La rebeldía del imputado no puede atentar contra la unidad del proceso, lo que conlleva la posibilidad de que corresponda juzgar al mismo tribunal que resolvió respecto del coimputado, de acuerdo a los principios del juez natural de la causa, puesto que el caso se circunscribe al mismo objeto procesal. Respecto de la cuestión de si la condena sobre los hechos encuentra asidero probatorio en los dichos exculpatorios que diera un coimputado en un juicio anterior, sobre los cuales el tribunal ya habría tomado posición, debe evaluarse si, excluyendo a los mismos de la construcción lógica sobre la que se basan los argumentos del tribunal, se llega, por el resto de las evidencias producidas durante el debate, al mismo resultado condenatorio. En tal caso, no se puede decir que se haya afectado la garantía de imparcialidad. Respecto de la posible arbitrariedad en la determinación del monto de la pena, si en la sentencia condenatoria, para determinar la pena se consideraron debidamente tanto las circunstancias objetivas del hecho atribuido, como las subjetivas que corresponden a la persona del imputado -las que se individualizan con su mención- para arribar a una sanción que no aparece como exagerada, sino que se ubica por debajo de la mitad de la escala prevista, esto es suficiente para descartar cualquier arbitrariedad en este aspecto. Además, si la defensa tampoco logra demostrar en la apelación federal, vicio alguno en el razonamiento del a quo, debe estarse al principio que establece que la graduación de las sanciones dentro de los limites ofrecidos por las leyes respectivas para ello, constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa y ajena al recurso extraordinario.


      Z., Marcos Ariel o H., Pedro Raúl s/ causa nº 6888


      Z. 210, L. XLII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Garantía de imparcialidad. Tribunal que revoca la absolución del imputado y lo condena, habiendo intervenido con anterioridad en la causa confirmando su procesamiento. Vicio del procedimiento producto de la debilidad estructural del sistema, que afecta la garantía de imparcialidad. Posible responsabilidad internacional del Estado argentino ante la omisión del tratamiento de la cuestión. Análisis de la prescripción: consideración del hecho particular y calificación legal en relación a cada participe, incluido el tipo de autoría.


      Si los mismos jueces que confirmaron el procesamiento del imputado, fueron los que revocaron su absolución y lo condenaron por contrabando agravado, queda resentida la garantía de imparcialidad. Aún aunque la defensa no hubiese formulado este agravio, al tratarse de un vicio del procedimiento, producto de lo que en su momento se tildó de "debilidad estructural del sistema", que afecta directamente una garantía constitucional, y susceptible de provocar una nulidad absoluta, por lo que no podría ser convalidado. Por otro lado, al hallarse involucrado el alcance de un estándar del derecho internacional, la omisión de su consideración podría comprometer la responsabilidad del Estado argentino frente al orden jurídico supranacional. Están dadas las circunstancias que resienten la imparcialidad objetiva, si el tribunal emitió un segundo juicio, impregnado de "prejuicios" (el primero) cuando la garantía exige que el juzgador no se guíe por opiniones preconcebidas, sino que aborde la cuestión de una manera original e inédita, que le permita el dictado de una sentencia con esos mismos atributos cognoscitivos. Es probable conjeturar que quien debió emitir un juicio de verosimilitud, podría quedar psíquicamente condicionado para emitir un juicio de certeza, pues no debe descartarse la permeabilidad entre los distintos grados de conocimiento y los difusos límites intelectivos entre la probabilidad y la certeza. Con mayor razón puede predicarse esta reiteración del reproche, si de la lectura de una resolución anterior dictada por el mismo tribunal, puede apreciarse que se valoraron los mismos antecedentes, comprobaciones y circunstancias que en el fallo que revoca la absolución y lo condena, y se adelantó una hipótesis sobre el fondo del asunto, que después se transformó en la conclusión definitiva. Por otra parte, en relación a la prescripción, no puede tomarse una imputación jurídica delictiva más grave para la prescripción que para la condena, si cada una de las figuras aplicadas tiene un marco penal propio y constituye una figura delictiva independiente. Para efectuar un juicio de prescripción de la acción penal, debe considerarse el hecho particular y su calificación penal en relación a cada partícipe del delito (principio de personalidad del artículo 67, parágrafo 3º, del Código Penal) incluido el tipo de la autoría.


      P., Aldo s/ contrabando causa nº 8090


      P. 1304, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Derecho de defensa. Garantía de imparcialidad objetiva del tribunal y doble instancia judicial. Aptitud del tribunal de alzada que revocó una absolución, para revisar con posterioridad la condena impuesta en esa misma causa. Afectación de la garantía de imparcialidad del tribunal y al derecho de defensa en juicio.


      Si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales locales no justifican -como regla- el otorgamiento de la apelación del artículo 14 de la Ley 48, cabe hacer excepción a este principio cuando la lectura del expediente pone al descubierto una trasgresión a las garantías del debido proceso y la defensa en juicio de tal entidad, que afecta la validez misma de su pronunciamiento, circunstancia que debe ser atendida y declarada con antelación a cualquier otra cuestión que se hubiere planteado. En esta inteligencia, constituye un requisito previo emanado de la función jurisdiccional de la Corte el control del desarrollo del procedimiento, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta directamente una garantía constitucional no podría ser confirmada. Cuando en el caso pudiese haberse visto afectado el derecho de defensa en juicio del imputado, a causa de la irregular integración del tribunal que revisó su condena -conforme la imparcialidad objetiva- y la doble instancia judicial (artículos 8.1 y 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14.1 y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional), al hallarse involucrado el alcance de una garantía del derecho internacional, el tratamiento del tema resulta pertinente por la vía establecida en el artículo 14 de la Ley 48, puesto que la omisión de su consideración puede comprometer la responsabilidad del Estado argentino frente al orden jurídico supranacional. Lo decisivo en materia de garantía de imparcialidad es establecer si, desde el punto de vista de las circunstancias externas (objetivas), existen elementos que autoricen a abrigar dudas con relación a la imparcialidad con que debe desempeñarse el juez, con prescindencia de qué es lo que pensaba en su fuero interno, siguiendo el adagio justice must not only be done: it must also be seen to be done. A partir de este precepto, cabe el preguntarse si los Jueces que intervinieron previamente revocando una absolución pueden mantener su imagen de neutralidad al revisar la sentencia condenatoria dictada posteriormente como consecuencia de aquélla decisión. En ese caso, debe tenerse en cuenta que el imputado que va a ser juzgado, puede conjeturar razonablemente que quien ya emitió un juicio categórico sobre los mismos hechos y personas, habría quedado psíquicamente condicionado para emitir otro, pues en aquella operación de conocimiento arribó a una posición, cuya construcción demandó, al menos, un esfuerzo intelectivo y una toma de conciencia en esa dirección. En síntesis, el tribunal tiene que emitir un segundo juicio, impregnado de "prejuicios" (el primero) que ponen en riesgo el dictado de una sentencia original e inédita, por lo que la respuesta no puede ser otra que la negativa. Si al revocar la absolución del imputado los integrantes del tribunal superior ya tomaron un primer contacto con el objeto del proceso, se expidieron nulificando la absolución y ordenando el dictado de una nueva sentencia, es razonable que, en su oportunidad, el recurrente haya fundado su temor y sospecha de parcialidad, pues se había adelantado opinión en relación al fondo del asunto, por lo que la respuesta a la incógnita no puede ser otra que negativa. En consecuencia, el aseguramiento de la garantía a un tribunal insospechado de parcialidad y de la defensa en juicio exige que la revisión amplia de la sentencia sea efectuada por magistrados que no conocieron anteriormente el hecho ni formaron criterio sobre el derecho aplicable, de lo contrario, la doble instancia significaría, tan solo, doble revisión por las mismas personas.


      R. T., Nicolás s/ homicidio causa nº 969/03


      R. 30, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recusación. Causales objetivas de recusación: cuestiones de hecho y derecho procesal, por regla ajenas al recurso extraordinario. Excepción: cuando se debate la inteligencia de normas constitucionales. Jueces que previamente declararon mal concedido un recurso: no afecta su imparcialidad si no se pronunciaron sobre la existencia del hecho o la participación del imputado.


      Si bien los planteos acerca de las causales objetivas de recusación de los magistrados remiten a cuestiones de hecho y derecho procesal, ajenos por su naturaleza al recurso extraordinario, se debe hacer excepción a este principio cuando en estas cuestiones está en juego la inteligencia del Art. 18 de la Constitución Nacional, de los tratados internacionales incorporados a ésta y el instituto de la recusación -cuya vinculación a reconocido la Corte-, pues no es dudoso que las cuestiones de recusación se vinculan con la mejor administración de justicia, cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos de la defensa en juicio. No se encuentra configurada la excepción al principio según el cual las causales objetivas de recusación de los magistrados son por su naturaleza una cuestión ajena al recurso extraordinario, si el supuesto analizado trata de la situación de aquellos miembros de un tribunal que, sin ser el tribunal sentenciador, declararon mal concedido -por cuestiones de forma- el recurso de casación de la defensa, en el ejercicio de las competencias revisoras que expresamente le atribuye la ley como función propia. No puede darse por conculcado el principio de imparcialidad, si en ningún pasaje del tratamiento del recurso los jueces se pronunciaron sobre la existencia del hecho o la culpabilidad de la apelante, ya que todo el examen responde a un juicio previo de admisibilidad, por ende, formal, con base en lo que en ese momento se interpretaba como directriz para acceder a la instancia revisora.


      M. Edith s/administración fraudulenta en perjuicio de la administración pública -causa nº 304-


      M. 2331, L. XLII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Juez Natural.


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado. Régimen de subrogaciones. Resolución 76/04 del Consejo de la Magistratura. Acordada 7/05 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Si bien la Constitución Nacional determina expresamente dos modos de designación de los jueces de la Nación (arts. 99, incs. 4º y 19 y 114), ello no obsta a que el Congreso decida detallar, como lo hizo con la sanción de la Ley 25.876, las facultades de que el Consejo de la Magistratura puede disponer a fin de atender una situación de necesidad, cual es la de cubrir, provisoriamente, los cargos de tribunales que por cualquier motivo se encuentren sin un titular a cargo, a fin de asegurar el buen orden de las instituciones y el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable y sin dilaciones indebidas, garantizado por el Art. 18 de la Constitución Nacional y los tratados internacionales de derechos humanos que ostentan jerarquía constitucional. La declaración de inconstitucionalidad de las normas que dan base al sistema de designación de jueces subrogantes y consecuente nulidad de las actuaciones por ellos practicadas no puede prosperar; el procedimiento diseñado por el Consejo de la Magistratura por medio de la resolución 76/04 encuentra fundamento en las facultades organizativas que le confiere la Constitución Nacional en el Art. 114, inc. 6º, así como, mientras estuvo vigente, el citado inc. 15 del Art. 7º, en la ley que regula su organización y funcionamiento. Ninguna diferencia se advierte, entre los jueces titulares de un tribunal y sus reemplazantes, designados por la cámara o el Consejo de la Magistratura, cuando el magistrado subrogante es otro juez en actividad o jubilado que hubiera sido designado con acuerdo del Senado, pues su nombramiento cumple con los recaudos que, asegurarían su independencia. A ello se agrega que los últimos (magistrados jubilados en virtud de disposiciones legales específicas para el Poder Judicial de la Nación), conforme al Art. 16 de la Ley 24.018 (que no ha sido tachada de inconstitucional), conservarán el estado judicial y podrán ser llamados a ocupar transitoriamente en los casos de suspensión, licencia o vacancia, el cargo que desempeñaban en oportunidad de cesar en el servicio u otro de igual jerarquía del Poder Judicial de la Nación. La cobertura de cargos por secretarios y abogados de la matrícula como jueces subrogantes, no aparece como un argumento suficiente para sostener la inconstitucionalidad del sistema el hecho de que carezcan de nombramiento por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado. En efecto, cabe destacar que los jueces designados en comisión, en los términos del Art. 99, inc. 19 la Constitución Nacional también carecen de acuerdo del Senado y de inamovilidad en el empleo, sin que ello haya conducido nunca a afirmar que carecen de independencia. La forma de designación de los magistrados no tiene relación alguna ni importa en algún modo una afectación de la garantía de "independencia" e "imparcialidad" ya que en caso de que una persona se sienta afectada porque entienda que un magistrado en particular carece de independencia e imparcialidad en la toma de decisiones, tiene la facultad de recusarlo con causa. Con el sistema de subrogaciones no se afecta la garantía del juez natural de la causa, pues ella está dirigida a impedir la creación de fueros personales (prohibidos por el Art. 16 de la Constitución Nacional, porque implicarían un privilegio inadmisible en una República) como la de comisiones especiales dispuestas con la finalidad de reprimir hechos sucedidos con anterioridad.


      R., Carlos Alberto y otro s/ Recurso de casación


      R. 1309, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Ne Bis In Ídem.


      Ne bis in ídem: efectividad de la garantía en caso de resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso penal. Excepción al requisito de sentencia definitiva. Alcance de la garantía de ne bis in ídem. Control jurisdiccional los actos llevados a caso por el fiscal. Posible arbitrariedad: necesidad de que la misma sea palmaria para poder declarar la nulidad del acto.


      Corresponde hacer excepción a la doctrina sustentada en que no revisten la calidad de sentencia definitiva las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso penal, en los supuestos en los que el recurso se dirige a lograr la plena efectividad de la prohibición de la doble persecución penal. Ese derecho federal admite tutela inmediata porque la garantía no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por un hecho anteriormente penado, sino también la exposición a un riesgo de que ello ocurra mediante un nuevo sometimiento a juicio de quien ya ha lo ha sufrido por el mismo hecho. El sólo desarrollo del proceso desvirtuaría el derecho invocado dado que el gravamen derivado de su violación no se disiparía ni aun con el dictado de una ulterior sentencia absolutoria. No es excepcional que en los delitos sexuales, la comprobación dependa y gire en derredor de los dichos de la víctima, ya que el común de las veces es la única prueba directa de los hechos, de modo que su relato es determinante para la concatenación de los restantes elementos de juicio. Si éste es contradictorio, cambiante, voluble, no solamente pone en crisis la ilación histórica sino también el grado de convicción exigible en un juicio criminal. Si las constancias de la causa reflejan que el fiscal tuvo en cuenta los dichos vertidos con anterioridad por la víctima, para concluir en que las discordancias le impedían acreditar la base fáctica sobre la que se había elaborado la hipótesis acusatoria con la que se llegó al juicio, de este razonamiento se infiere el vicio subyacente de la sentencia que so pretexto de la invalidez privilegia su discrepancia con la definición del caso para dejar sin efecto etapas legalmente cumplidas en el proceso, aspecto que adquiere singular importancia cuando converge el derecho que para el imputado se deriva de la prohibición de la múltiple persecución penal. No puede pasarse por alto la espontaneidad y las reacciones percibidas en la audiencia oral, que permite a los participantes apreciar la situación integral de una manera más perfecta que quienes después reconstruyeron la situación a través de la intermediación lingüística. Para privar de validez a una sentencia de absolución, con fundamento en que los jueces no advirtieron que el dictamen del fiscal era nulo, es necesaria la verificación razonada de esa tacha de modo que resulte patente y manifiesta. En resumen, por escueto que sea el alegato fiscal, en la medida en que no se demuestre una arbitrariedad palmaria, ni que, como correlato, la sentencia de absolución sea tachable por ese vicio, los fundamentos de la nulidad resultan sólo aparentes y encierran una indebida sustitución de la función requirente, con grave desmedro del derecho que tiene toda persona a liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, mediante una sentencia que establezca, de una vez y para siempre, su situación frente a la ley penal.


      G. Juan y M., Susana Beatriz P.S.A. s/ promoción de la prostitución -causa nº 20343/05


      G. 931, L. XLII, 13 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Poderes Constituidos


      Órganos Extrapoder.


      Demanda contra Estado Nacional. Artículo 59 del Código Civil: Deber de intervención. Ministerio de menores. Remisión a la causa P. 2501. XXXVIII, “Pastrana, María Cristina y otros”.


      Es descalificable la sentencia que, al confirmar una resolución, omitió dar intervención al ministerio pupilar para que ejerciera la representación promiscua a pesar de que dicha resolución comprometía en forma directa los intereses del incapaz, lo que importa desconocer el alto cometido que la ley ha asignado a dicho ministerio, y no sólo menoscaba su función institucional sino que acarrea la invalidez de los pronunciamientos dictados en esas condiciones. Así pues, en el orden federal, el Art. 54 de la Ley Orgánica del Ministerio Público -24.946- confiere a los Defensores Públicos de Menores e Incapaces en las instancias y fueros que actúen, el deber de intervenir en los términos del Art. 59 antes citado.


      López Vda. de Cus y otros c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


      L. 163, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Poder Ejecutivo. Sistemas de Organización.


      Presidencialismo. Atribuciones. Indulto y Conmutación de Penas.


      Indulto. Declaración de inconstitucionalidad del decreto 1002/89. Obligación internacional de perseguir los delitos de lesa humanidad. Derecho de las víctimas a conocer la verdad.


      Las decisiones sobre competencia no constituyen sentencias definitivas, ni pueden ser equiparadas a ellas, en los términos del Art. 14 de la Ley 48, en tanto no medie denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia; la ausencia de este requisito no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente violadas, ni por la pretendida arbitrariedad de lo decidido. Los casos de delitos de lesa humanidad, como el de desaparición forzada de personas, son competencia de los tribunales civiles. Lo distintivo de los delitos de lesa humanidad consiste no sólo en la lesión a los derechos básicos de la víctima, sino en que esta lesión trasciende de tal manera el ámbito de sus derechos para convertirse en una lesión a la humanidad en su conjunto. La idea de que la excepción de cosa juzgada debe impedir de manera absoluta y ab initio toda discusión es falsa. Ello es así ya que, en principio, la excepción de cosa juzgada no puede vedar, lógicamente, la discusión relativa a sobre qué objeto, sobre qué persona y en qué causa recayó una decisión definitiva. El Art. 29 de la Constitución Nacional impide todo acto de amnistía, perdón y exención de responsabilidad de los delitos que suponen la concesión o arrogación de la suma del poder público. El centro de gravedad del anatema de este artículo no es sólo la concesión del poder absoluto, sino también el avasallamiento de los derechos fundamentales. Ello se desprende, en parte, de que lo que se pretende evitar no es sólo la suma del poder público, sino principalmente algo que trasciende a esa mera concesión, y ello es la lesión de las vidas, el honor y las fortunas de los argentinos. Estas últimas son las consecuencias que, según la experiencia histórica, acarrea la suma del poder público y que justifican su prohibición. La garantía del ne bis in ídem no resulta aplicable cuando: i) la actuación del tribunal que conoció el caso y decidió sobreseer o absolver al responsable de una violación a los derechos humanos o al derecho internacional obedeció al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido independiente o imparcialmente de conformidad con las debidas garantías procesales, o iii) no hubo la intención real de someter al responsable a la acción de la justicia. Un cambio de interpretación del contenido de una norma cuyo texto permanece invariado no implica la creación ni la ampliación de ésta, sino tan sólo el descubrimiento novedoso, evolutivo y dinámico de su contenido original. La indefectible persecución de los crímenes de este tipo no exonera al estado del cumplimiento irrestricto de las garantías procesales del imputado, reconocidas por la Constitución Nacional y por las propias normas convencionales invocadas precedentemente.


      M., Julio Lilo y otros s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


      M. 2333, L. XLII, 04 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Poder Judicial.


      Ejercicio del poder judicial: alcance y definición


      El Poder Judicial de la Nación, conferido a la Corte Suprema de Justicia de la Nación y a los tribunales nacionales por los arts. 108, 116 y 117 de la Constitución Nacional se define, de acuerdo con una invariable interpretación, como el que se ejercita en las causas de carácter contencioso a las que se refiere el Art. 2 de la Ley 27; es decir, aquellas en las que se persigue en concreto la determinación del derecho entre partes adversas. El Estado Nacional (o una provincia, en su caso) no es parte sustancial en los procesos en los que se lo demanda por su actividad legislativa, en tanto éste no integra la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la acción.


      Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      N. 306, L. XLI, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Ley 2632 y decreto reglamentario 17/03. Régimen de actividad pesquera. Ausencia de "causa" o "caso contencioso". No resulta aplicable el precedente A. 246 L. XXXIX, “Argenova S.A.”.


      Las consecuencias del control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa, requieren que la exigencia de la existencia de ''un caso" o "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de división de poderes. Ello excluye la posibilidad de dar trámite a pretensiones como la del sub lite, en tanto "la aplicación" de las normas o actos de los otros poderes no hayan dado lugar a un litigio contencioso para cuyo fallo se requiera el examen del punto constitucional propuesto. Si no existe demostración del agravio que a las actoras les ocasiona la aplicación de la norma, carece de sentido pronunciarse sobre su inconstitucionalidad, pues las críticas de aquéllas a las disposiciones locales resultan conjeturales o hipotéticas, en tanto no probaron comportamiento alguno configurativo del requisito del "acto en ciernes" que pueda válidamente originar una relación jurídica con la demandada. La pretensión de obtener la declaración de inconstitucionalidad de actos de la legislatura y del poder administrador local, no constituye "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


      Pescasur S.A. y otro c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      P. 232, L. XXXIX, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Estructura


      Justicia Federal


      Consejo de la Magistratura. Tribunal de Enjuiciamiento. Remoción de Jueces.


      Revisión de las resoluciones del Jurado de Enjuiciamiento vía recurso extraordinario federal sólo en caso de violación de la garantía del debido proceso.


      Las decisiones del jurado de enjuiciamiento, resultan revisable en la instancia del Art. 14 de la Ley 48 siempre que se invoque por el interesado la violación de la garantía constitucional de defensa en juicio consagrada por el Art. 18 de la Ley Fundamental. La irrecurribilidad al fallo del jurado de enjuiciamiento, prevista en el Art. 115 de la Constitución Nacional, implica que la Corte Suprema no podrá sustituir el criterio de dicho órgano en cuanto a lo sustancial del enjuiciamiento, esto es, el juicio sobre la conducta de los jueces, pero sí será propio de su competencia, por vía del recurso extraordinario, considerar las eventuales violaciones -nítidas, graves y concluyentes- a las reglas del debido proceso y a la garantía de la defensa en juicio. El objetivo del instituto del juicio político no es el de sancionar al magistrado, sino sólo el de determinar si éste ha perdido los requisitos que la ley y la Constitución exigen para el desempeño de una función de tan alta responsabilidad. De ahí, pues, que el sentido de un proceso de esta naturaleza es muy diverso al de las causas judiciales, por lo que sus exigencias se revisten de una mayor laxitud y sólo procede el control judicial de lo resuelto ante flagrantes violaciones formales. Lo atinente a la exégesis de la Constitución en orden a las causales para destituir a un magistrado y la apreciación de los hechos materia de acusación a la luz de dicha inteligencia, conforman ámbitos depositados por la Ley Fundamental en el exclusivo y definitivo juicio del Jurado de Enjuiciamiento, no revisables judicialmente, pues lo central de aquel juicio es la decisión acerca de la conducta o desempeño del acusado. Se debe reafirmar el principio de independencia del Poder Judicial que, en materia de enjuiciamientos políticos, se traduce en la imposibilidad de destituir a un magistrado por el contenido de sus sentencias. En tanto no se dé una alteración de los hechos, en la medida en que no fueran distintos los expuestos en la acusación y objeto del debate de los que llevaron a la destitución, no se configura agravio al Art. 18 de la Ley Fundamental, por la diversa calificación que la decisión hiciera de aquéllos. No hay cuestión justiciable acerca de la valoración de los aspectos sustanciales del enjuiciamiento, es decir con relación a la apreciación de la prueba de las acciones u omisiones que motivan la acusación y la puesta en funcionamiento del proceso, pues de lo contrario, el criterio de la Corte sustituiría al del jurado para decidir la remoción o absolución de los magistrados imputados, lo que desvirtuaría y convertiría en letra muerta las normas constitucionales relativas a esta materia.


      Terán, Felipe Federico s/ causa nº 24/2006


      T. 819, L. XLII, 22 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Causales.


      Jurado de enjuiciamiento. Remoción de magistrado federal. Causal de mal desempeño: investigación del atentado a la A.M.I.A. Improcedencia de queja por recurso extraordinario denegado. Necesidad de acreditar violación a la defensa en juicio y debido proceso. Falta de demostración de un apartamiento sustancial y grave del procedimiento previsto para adoptar la decisión final. Ausencia de materia federal.


      Respecto de las restricciones que sufrió la defensa durante la sustanciación de aquel juicio, ya sea porque el Jurado denegó algunas medidas probatorias o porque fijó un límite temporal para que el juez prestara declaración o la defensa alegara sobre la prueba, se trata de discrepancias con el criterio del tribunal para conducir el proceso, que no dan lugar a su revisión por medio del recurso extraordinario. El magistrado hizo uso del derecho de defensa, aunque, ciertamente, considera insuficiente su ejercicio, pero lo concreto es que no sólo existió actividad defensiva, sino que incluso ésta fue parcialmente exitosa, si se tiene en cuenta que veinticuatro de los veintisiete cargos que integraron la acusación fueron rechazados, así como que, entre los que prosperaron, únicamente dos fueron acogidos en forma unánime por el Jurado, mientras que el tercero fue admitido por la mayoría de sus miembros. Resulta, entonces, que las críticas no pueden superar el riguroso criterio de revisión que se exige en esta materia, porque el apelante en ningún caso acredita de modo palmario e inequívoco un apartamiento sustancial y grave del procedimiento previsto para adoptar el pronunciamiento cuestionado, ni demuestra que la reparación del supuesto perjuicio sea conducente para variar la suerte del proceso. En palabras del Tribunal, el apelante no demuestra en forma nítida, inequívoca y concluyente un menoscabo que exhiba relevancia bastante para variar la suerte de la causa. Sentado lo anterior, tampoco pueden admitirse las quejas contra la decisión del Jurado que se asientan sobre la base de considerar que aquél destituyó al juez por el contenido de sus sentencias, tanto en lo que respecta a la legitimidad o ilegitimidad del pago que efectuó al imputado como en lo que se vincula con la actuación que tuvo con motivo de las entrevistas que mantuvieron algunos abogados de la querella con otro imputado y su abogado defensor, cargo éste que, como se indicó, fue admitido sólo por la mayoría de los integrantes del Jurado. Pues no hay cuestión justiciable acerca de la valoración de los aspectos sustanciales del enjuiciamiento, es decir con relación a la apreciación de la prueba de las acciones u omisiones que habrían motivado la acusación y la puesta en funcionamiento del proceso, pues de lo contrario, el criterio de la Corte sustituiría al del Senado de la Nación o al del Jurado de Enjuiciamiento para decidir la remoción o absolución de los magistrados imputados, lo que desvirtuaría y convertiría en letra muerta las normas constitucionales relativas a esta materia. Cabe concluir, entonces, que, ausente la demostración en forma nítida, inequívoca y concluyente de la lesión a las reglas estructurales del debido proceso, no hay materia federal para la intervención de esta Corte en el marco de los rigurosos límites de su competencia que, para asuntos de esta naturaleza, le imponen los arts. 31, 116 y 117 de la Constitución Nacional y el Art. 14 de la Ley 48.


      Galeano, Juan José s/ Pedido de enjuiciamiento


      G. 1777, L. XLI, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Acción de amparo contra provincia. Remisión al dictamen de la causa R. 764, XLII, Originario, “Rebull, Gustavo Prion”. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Vaira Laborda, Andrés y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de amparo (daño ambiental)


      V. 974, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia.


      Facultad de la Corte Suprema de Justicia de la Nación para otorgar el conocimiento de causas a los jueces competentes.


      La Corte Suprema de Justicia de la Nación, está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen sido parte de la contienda.


      Berdichevsky, Esther c/ PEN - Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


      COMP. 198, L. XLIII, 17 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la intervención de la Corte Suprema si se encuentra pendiente un recurso de apelación a resolver por el tribunal de alzada que intervino en primer término.


      No corresponde la intervención de la Corte Suprema si se encuentra pendiente un recurso de apelación que debe ser resuelto por el tribunal de alzada del juzgado que intervino en primer término. La correcta traba de las contiendas exige la atribución recíproca de competencia; lo que no acaece en casos donde el magistrado nacional admitió que la cuestión concierne a tal jurisdicción, si bien, específicamente, correspondía a la justicia nacional del trabajo.


      Gorosito, Orlando y Ledesma, Carlos (en representación de la AMET) c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación - Regional Santiago del Estero s/ amparo


      COMP. 57, L. XLIII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de observar las vías impuestas por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional a fin que proceda la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. La jurisdicción para conocer en el pleito importa la conducente a hacer cumplir las decisiones que en él recaigan. Los litigantes tienen el deber de someterse a sus jueces naturales, ajustarse a las decisiones que en esos expedientes recaigan y, ante ellos, efectuar cualquier reclamo que consideren atendible, a cuyo efecto deberán utilizar todos y cada uno de los medios autorizados por las leyes procesales. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. Se excluye del carácter de "causas civiles" a los fines de fijar la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aquellas en las cuales se pretenda atribuir responsabilidad a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido uno de sus órganos, por ser una cuestión regida por leyes provinciales. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Uberti, Miguel Emilio c/ Salta, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      U. 123, L. XLII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de observar las vías impuestas por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional a fin que proceda la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de "status diplomático", y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse.


      Valle Blanco S.A. c/ República Bolivariana de Venezuela s/ Ejecución


      V. 54, L. XLII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Prohibición de pactar entre las partes la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Carácter taxativo de los supuestos enumerados en la norma constitucional. Orden Público.


      La competencia originaria de la Corte no puede ser pactada, ni siquiera cuando una de las partes sea una Provincia, toda vez que, por su raigambre constitucional, es de orden público y, por ende, de carácter restrictivo, por lo que sólo procede en los casos expresamente establecidos en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. La Corte Suprema de Justicia de la Nación, está llamada a decidir cuando se presenta alguna de las hipótesis que legalmente la habilitan. A fin de que proceda la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación cuando una provincia es parte en el litigio, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa el pleito, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. El cumplimiento de un contrato de naturaleza administrativa en el que la Provincia actuó en su carácter de poder administrador, y en uso de facultades propias, extremo que determina que sean los jueces locales los que tengan el conocimiento y la decisión de tales cuestiones. La eventual aplicación de normas de derecho privado con carácter meramente supletorio, no basta para mutar la naturaleza ius publicista de la relación jurídica. Las cuestiones relativas a honorarios profesionales debidos por una provincia es una cuestión de derecho público local y, por ende, ajena a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Bianchi, Alberto B. c/ Río Negro, Provincia de s/ Interrupción de prescripción


      B. 2247, L. XLII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de amparo. Pretensa declaración de inconstitucionalidad de ley provincial. Superior tribunal de provincia: zona de reserva jurisdiccional y régimen federal de gobierno. Falta de respuesta al agravio federal. Supuesta violación de garantías constitucionales.


      La Corte ha declarado, en una consolidada doctrina –al interpretar el alcance de la expresión "superior tribunal de provincia"- que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, deberá arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de "fenecer" ante el órgano máximo de la judicatura local, de conformidad con lo dispuesto por el Art. 31 de la Constitución Nacional y por la Ley 48. No se compatibiliza con el régimen federal de gobierno la zona de reserva jurisdiccional de las provincias y el principio de supremacía consagrado en el Art. 31, el hecho de que un tema en el que se encuentra planteada una cuestión federal no merezca el conocimiento del órgano máximo de una provincia y que, en cambio, sea propio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación si, como resulta de las constancias de la causa, el perjudicado ha dado cumplimiento a la exigencia del debido agotamiento de las instancias provinciales con explícita invocación de la cuestión federal. Aun cuando el juez de primera instancia se pronunció sobre el fondo de la cuestión y resolvió el planteo de inconstitucionalidad, la Alzada desestimó la demanda entablada con el único argumento de que el acto del Consejo de la Magistratura no era manifiestamente ilegítimo o arbitrario en razón de que había sido dictado de conformidad a derecho -vale decir, de acuerdo con los arts. 165 y 168 de la Constitución Provincial-, eludiendo así, y de manera absolutamente dogmática, pronunciarse acerca del claro planteo de inconstitucionalidad que el actor había formulado, precisamente, contra dichos preceptos de la Ley Fundamental de la Provincia. La decisión de superior tribunal de rechazar el recurso articulado por el accionante, con el exclusivo fundamento de que la sentencia de la alzada no era arbitraria, no constituye una respuesta al agravio federal formulado por aquél desde la promoción de la demanda vinculada con la violación de derechos y garantías constitucionales. De este modo, la omisión por parte de la Corte provincial de todo pronunciamiento sobre los derechos que el recurrente fundó en normas de carácter indudablemente federal resulta palmaria y constituye un obstáculo para que la Corte Suprema ejerza correctamente su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el tribunal a quo.


      Villamayor, Ramón Antonio s/ Amparo


      V. 760, L. XLII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Originaria.


      Acción de Amparo: Trámite ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria. Procedencia sólo si se verifican las hipótesis de los Art. 116 y 117 de la norma fundamental.


      La acción de amparo, de manera general, puede tramitar en la instancia originaria siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el Art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia en examen. Quedan excluidos de la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. La violación de derechos constitucionales, proveniente de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual sólo procederá, en razón de las personas, cuando aquéllos sean lesionados por o contra una autoridad nacional o, en razón de la materia federal, es decir, aunque el acto lesivo provenga de una autoridad local, cuando medien razones vinculadas a la tutela y al resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48. La competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional es de interpretación restrictiva e imposible de ser extendida, por persona o poder alguno.


      Lucino, Jorge A.J. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ amparo


      L. 181, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de Amparo: Trámite ante la Corte Suprema en instancia originaria. Procedencia solo si se verifican los supuestos de los Arts. 116 y 117 de la norma fundamental.


      El Tribunal ha reconocido que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatorio. Las comunas locales, ya sea que se las caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria, lo cual obsta a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Ezeta F.I.C.I.S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


      E. 508, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte Suprema. Competencia sólo respecto de personas aforadas. Denuncia contra persona que no se encuentra desempeñando un cargo en nuestro país: causa ajena a la competencia de la Corte.


      Aunque estén involucradas, en el caso, cuestiones relativas a las relaciones con un Estado extranjero, ello no autoriza -como regla- a ampliar por vía de interpretación una competencia que, como la originaria, sólo alcanza a las personas a las que corresponde reconocer la calidad de aforadas. En consecuencia, si la persona denunciada no se encuentra desempeñando un cargo en nuestro país, que imponga la intervención la Corte de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 117 de la Constitución Nacional, esta causa resulta ajena a su competencia.


      C. G., José B. s/su presentación


      COMP. 372, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Representante de un instituto interamericano imputado de administración fraudulenta. Imputado que cesó en el desempeño del cargo. Inexistencia de fundamento legal que habilite la competencia originaria de la Corte.


      Al resultar de las constancias de la causa que el representante del instituto durante el período en el que se investiga el delito de administración fraudulenta, cesó en las funciones que había desempeñado con rango de aforado, no existe fundamento legal para que la Corte ejerza su competencia originaria.


      I. I. C. A s/ defraudación por administración fraudulenta


      I. 238, L. XLIII, 03 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia acumulación subjetiva de pretensiones e instancia originaria de la Corte.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas en la causa R. 764, XLII, "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otro s/ amparo", a la cual se remitió la Corte en oportunidad de resolver el precedente que motiva esta vista, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma a esta instancia. Esta acción de amparo resulta ajena a la instancia originaria de la Corte.


      Astrada, Ezequiel Eduardo c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo


      A. 1392, L. XXXIX, 05 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación restrictiva de la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      La competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional es de interpretación restrictiva e imposible de ser extendida, por persona o poder alguno. A partir del precedente "Mendoza", la Corte Suprema de Justicia de la Nación decidió no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas.


      Acuña, Pedro D. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros (P.N.A.) s/ Daños y perjuicios


      A. 490, L. XXXV, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión A.1149, L. XL, "Argencard S.A. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza".


      Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


      Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Misiones, Provincia de y otros s/ Acción de repetición y declarativa de inconstitucionalidad


      A. 2103, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión A.2117, L. XLII, "Altube, Fernanda Beatriz y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo".


      Esta acción de amparo resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


      Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Medida cautelar


      A. 1722, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión B.3604, L. XXXVIII, "Banco Sudameris Argentina Sociedad Anónima c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa (inconstitucionalidad)".


      Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en razón de ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


      Banco Credicoop Cooperativo Limitado c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


      B. 194, L. XLIII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión P.1575, XLII, "Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Demanda ordinaria".


      Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


      Binaria Seguros de Retiro S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      B. 755, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión P.1575, XLII, "Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Demanda ordinaria".


      Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


      Binaria Seguros de Vida S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      B. 756, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión R. 764, L. XLII, "Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Amparo".


      Esta acción de amparo resulta ajena a la competencia originaria de la Corte. No obstante, a la Corte, en especial si considera que existe peligro en la demora, siempre le asiste la posibilidad de decretar la medida cautelar solicitada, según lo previsto en el Art. 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


      Baigorria, Nicolás Osvaldo c/ San Juan, Provincia de y otras (Estado Nacional) s/ Amparo


      B. 1333, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de amparo contra provincia y Estado Nacional por daño ambiental colectivo. Improcedencia de la acumulación subjetiva de pretensiones. Precedente “Mendoza” y "Sojo". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      En primer lugar, no procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires, el Estado Nacional y C.E.A.M.S.E. resulta inadmisible toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el Art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar los actores a cada uno en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso. En segundo término, para que proceda la competencia invocada por ser parte una provincia, debe examinarse, además, la materia sobre la que versa el pleito, esto es, --en el caso- si se trata de una cuestión de naturaleza exclusivamente federal. Dicha hipótesis tampoco se verifica en autos. En efecto, si bien el Art. 7°, segundo párrafo, de la Ley 25.675 de Política Ambiental Nacional, establece que para suscitar la competencia federal -u originaria, como sucede en la especie-, es necesario demostrar que se trata de la degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales, toda vez que en autos están involucrados tres recursos ambientales de distinta naturaleza, la cuenca del río Reconquista, que es provincial, la cuenca del río de la Plata y el acuífero Puelche, que son interjurisdiccionales, el planteamiento que se efectúa involucra no sólo un asunto de naturaleza federal, la degradación de dos recursos ambientales interjurisdiccionales, sino también uno de orden local, la contaminación de recursos ambientales provinciales, por lo que la cuestión que se ventila no es exclusivamente federal, como lo requiere una antigua y constante jurisprudencia del Tribunal para que dicha competencia proceda, sino que concurre con una de carácter local. Y es justamente esta circunstancia la que marca la divergencia con el precedente "Mendoza". En razón de lo expuesto, los amparistas deberán interponer sus pretensiones ante el fuero que corresponda en cada caso según la persona que se optare por demandar: ante los propios tribunales locales de emplazarse a la provincia (arts. 5°, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), prerrogativa que también se aplica a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y ante la justicia federal de serlo el Estado Nacional o una entidad interjurisdiccional (art. 116 de la Ley Fundamental). En relación al reclamo por daños y perjuicios individuales, éste también deberá ser interpuesto ante los tribunales de cada una de las jurisdicciones demandadas, según el caso.


      Altube, Fernanda Beatriz y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


      A. 2117, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de amparo. Remisión a la causa C. 4178, XLI, Originario, “Catrupan, Narciso y otros”. Competencia originaria de la Corte.


      Chañique, Dora y otros c/ Dirección Provincial de Agua de la Provincia de Río Negro s/ Amparo


      C. 1119, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de reivindicación contra provincia. Falta requisito "esencial" para la competencia originaria: distinta vecindad o nacionalidad entre las partes. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el Art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 en las causas civiles en que una provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad con respecto a ese Estado local. Dicho requisito es "esencial". En el sub lite, no se presenta tal recaudo, toda vez que si bien la materia del pleito reviste naturaleza civil, pues se pretende obtener la reivindicación de una fracción de tierra de la costa del Río de la Plata por parte de un presunto titular de dominio ribereño sobre ella, con fundamento en normas de derecho común, no existe la distinta vecindad o nacionalidad necesarias entre éste y la Provincia demandada para hacerla surtir. En efecto, según se desprende de las constancias obrantes y de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia el actor es de nacionalidad argentina y reside en la República Federativa de Brasil desde hace varios años, por lo que no cumple con el recaudo de distinta vecindad imprescindible para que el pleito tramite en instancia originaria ante la Corte.


      Born, Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción reivindicatoria


      B. 58, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa contra provincia. Ley nacional 14.771, Art. 21. Ley nacional 22.016. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que resulta demandada la Provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Ley Fundamental- por una entidad interjurisdiccional (según surge de los arts. 3°, 4°, 5°, 6° Y 15 de la Ley nacional 14.771, modificada por las leyes 17.819, 19.629 y 22.384) –que de acuerdo con el Art. 116 de la Constitución Nacional tiene derecho al fuero federal- la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando la acción en esta instancia.


      Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      Y. 58, L. XLII, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa contra provincia. Régimen de habilitación de farmacias: ley local 10.606 y Ley 11.405 de medicamentos. Libertad de comerciar. Remisión al precedente "Matadero y Frigorífico Merlo S.A.", Fallos: 327:1789. Planteamiento conjunto: cuestión federal y de orden local. Proceso ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia en examen. Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub lite, toda vez que la cuestión federal no es la predominante en la causa. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda la actora pretende que se declare la inconstitucionalidad de varias normas locales que restringen su libertad de comerciar, por resultar violatorias de la Constitución Nacional, de una ley, de un decreto nacional y del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, ratificado por la Provincia de Buenos Aires. La materia del pleito no resulta exclusivamente federal, puesto que la actora efectúa un planteamiento conjunto de una cuestión federal con una de orden local, ya que el asunto está directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación del "Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento", el cual forma parte del derecho público provincial.


      Mayoristas Unidos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      M. 2439, L. XLII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza. Ley 5450. Cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Régimen de coparticipación federal. Precedente "Matadero y Frigorífico Merlo S.A.". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      El sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que la cuestión federal cuyo planteamiento aquí se efectúa no es la predominante en la causa. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda, la sociedad actora pretende obtener certeza respecto de su relación jurídica-tributaria con la Provincia y para ello cuestiona una ley local y un acto administrativo de la Dirección General de Rentas por ser contrarios no sólo a normas federales, sino también a disposiciones de derecho público local, como lo es el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, que fue ratificado por la provincia mediante el decreto 378/94. Al respecto, es dable recordar que el cobro de un impuesto no constituye una causa civil por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, y que sólo corresponde discutir en la instancia originaria la validez de un tributo cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional. La materia del pleito no resulta exclusivamente federal, puesto que la actora efectúa un planteamiento conjunto de una cuestión federal con una de orden local, ya que el asunto está directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación del "Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento", el cual forma parte del derecho público provincial. Ello es así, en virtud del respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48.


      Guilford Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      G. 1146, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza. Servicio público nacional de distribución de gas: pago de supuesta diferencia del impuesto a las actividades económicas. Provincia parte de un pleito de manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte.


      En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la-, la actora pretende obtener certeza respecto del régimen jurídico aplicable en cuanto a la forma de reparto de la base imponible del impuesto a las actividades económicas que debe tributar por el servicio público nacional de distribución de gas que presta en distintas provincias, ante la pretensión fiscal presuntamente inconstitucional de la primera de ellas quien se atribuye el total de ésta al ser la jurisdicción de origen. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, en tanto se trata de un asunto vinculado con un servicio público nacional -distribución de gas natural- (arts. 1° Ley nacional 24.076), y, por ende, con el comercio interjurisdiccional (art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional), cuya resolución compete a las autoridades nacionales, pues exige ineludiblemente hacer mérito de las disposiciones que integran el Marco Regulatorio del Gas Natural de carácter federal, es decir, de la Ley nacional 24.076 y de los decretos del PEN 1738/92, 2255/92 y 2455/92. Asimismo, el planteamiento que se efectúa requiere interpretar y aplicar los preceptos del Convenio Multilateral, que involucra a más de una jurisdicción territorial, pues se produce una confrontación de intereses interprovinciales por el reparto de la base imponible de un tributo que todas cobran, lo cual también federaliza la controversia en examen. En razón de lo expuesto, dado que la pretensión de la actora remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional, la causa queda encuadrada en el supuesto al que alude el Art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48.


      Gasnor S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      G. 629, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Art. 15 de la Ley local 12.727. Normas de derecho público local. Empleo público. Sistema federal y de las autonomías provinciales. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      El sub lite se encuentra directa e inmediatamente relacionado con la aplicación e interpretación de normas de derecho público local, en tanto versa sobre una materia típicamente administrativa, ya que el vínculo jurídico existente entre la actora y la provincia demandada, que da sustento a la presente acción, es de empleo público. En efecto, toda vez que el planteamiento de inconstitucionalidad que se deduce se sustenta en una relación de empleo público cuya resolución requiere necesariamente acudir en primer lugar a la constitución provincial y a las normas que regulan la remuneración de los empleados públicos locales, la causa no reviste manifiesto contenido federal, como lo exige la jurisprudencia del Tribunal para que surta su instancia originaria, pues la cuestión federal que aquí se debate no es directa y ni exclusiva. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


      Razzetti, Marta Graciela c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      R. 870, L. XLII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Impuesto de sellos. Estado de incertidumbre respecto de los alcances de una relación jurídica concreta. Onerosidad del acto. Competencia originaria de la Corte.


      El objeto del reclamo consiste, acordando una recta interpretación al escrito inicial y a la contestación de demanda, en determinar si la pretensión provincial de someter al impuesto de sellos el documento en cuestión, confronta con el Art. 9°, inc. b), pto. 2, de la ley de coparticipación federal 23.548. Para decidir la cuestión corresponde poner de relieve, en primer lugar, que el documento no fija ventaja alguna para el Estado Nacional concedente, como consecuencia; de prestaciones ya efectuadas o que se obligue a realizar, lo cual, obviamente, no condice con la onerosidad que pretende atribuirle la demandada. Ello reviste particular importancia pues, indagado el exacto sentido y alcance del término "oneroso" empleado por el Art. 228 del Código Fiscal de la provincia, se comprueba, como lo destacó esa Corte, que no media en el régimen jurídico fiscal aplicable pauta alguna -expresa o tácita- que imponga apartarse de la significación que le viene dada por el derecho privado, circunstancia ésta que, consecuentemente, autoriza su recepción, según lo establece el Art. 6° del propio Código Fiscal. La inexistencia de ventaja a favor de uno de los intervinientes en el acto (Estado Nacional) determina -por sí sola- su carácter gratuito, siendo irrelevante la retribución que pueda obtener su contraparte por medio de convenios posteriores y ajenos al documentado en el sub judice. En cuanto a la realidad económica a la que apela la demandada para sustentar la gravabilidad del acto, basta recordar, como lo ha señalado la Corte, que en materia de impuesto de sellos dicho principio carece de la relevancia que pueda tener en el estudio de otros tributos, en razón de que lo que se grava es la instrumentación. Y, sin perjuicio de ello, tampoco se advierten motivos por los cuales deba dejarse de lado el hecho de que se está en presencia de la instrumentación de un permiso de explotación, otorgado sin contraprestación, canon o compensación alguna a favor del otorgante, puesto que ello se adecua a la realidad económica de tal operatoria.


      Empresa de Transportes Pedro Mendoza C.I.S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      E. 39, L. XL, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ordenanza municipal 2980. Tasa de Inspección Sanitaria, Higiene, Profilaxis y Seguridad. Carácter autónomo de los Municipios provinciales. Precedente "Rivademar", de Fallos: 312:326. Intervención de terceros: carácter excepcional. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que según se desprende de los términos de la demanda la actora no dirige su pretensión contra la Provincia de Entre Ríos sino contra la Municipalidad de Concepción del Uruguay que le impone la tasa en cuestión. Al respecto, es dable señalar que los municipios provinciales son entes de carácter autónomo, y, por ende, no se identifican con los Estados locales respectivos. En consecuencia, resulta evidente que la Municipalidad es la única legitimada pasiva en la causa, pues es quien reviste la calidad de "parte adversa" en la contienda, quedando excluida, por lo tanto, la Provincia. No obstante, resta determinar si cabe tener por citada como tercero a juicio a dicho Estado local, en razón del requerimiento de la actora. En relación a ello, debe advertirse que el instituto de la intervención de terceros reviste carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada en forma restrictiva, especialmente cuando mediante el éxito de su solicitud podría quedar librada al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte. Las razones expuestas por la actora no justifican una comunidad de controversia que suscite la intervención obligada de la Provincia de Entre Ríos, pues el hecho de que se haya adherido a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos no resulta suficiente para tenerla como parte sustancial en este proceso, máxime si no se indica cuál sería la eventual acción regresiva que se ejercitaría contra aquélla en el supuesto de resultar la actora perdedora.


      Caminos del Río Uruguay S.A. de Construcciones y Concesiones Viales c/ Municipalidad de Concepción del Uruguay y otros (Estado Nacional y Provincia de Entre Ríos) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      C. 296, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa inconstitucionalidad contra provincia. Ley 13.481. Expropiación en beneficio de Cooperativa de Trabajo. Precedente de Fallos: 308:2564. Cuestiones de índole local. Respeto al sistema federal y autonomías provinciales. Proceso ajeno a la competencia originaria.


      La Corte ha establecido que no corresponden a la instancia originaria del Tribunal los juicios que versan sobre expropiación seguidos por una provincia contra vecinos de otra, aun cuando se discuta solamente el quantum del resarcimiento. No empece a lo expuesto el hecho de que la actora invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues ello no funda la competencia originaria de la Corte en razón de la materia, en tanto, esta jurisdicción procede tan sólo cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en tales prescripciones, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando –como sucede en la especie- se incluyen temas de índole local y de competencia de los poderes locales, como resulta ser el proceso expropiatorio, que es un instituto de derecho público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia en el ámbito de su respectiva competencia territorial -en el caso, por el Art. 31 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y la Ley 5708 General de Expropiaciones y sus modificatorias-. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


      Subpga S.A.C.I.E. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa


      S. 2141, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Obtención de nacionalidad argentina. Cuestión ajena a la competencia originaria.


      No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata. Ello es así, porque el Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el magistrado que ha intervenido en primer término.


      Syphanouvveva, Soumith s/ Solicitud de carta de ciudadanía.


      COMP. 822, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión a Fallos: 324:4226 "El Cóndor" y 326:1760 "Petrolera Pérez Companc" y el precedente G. 515. XXXV, Originario, "Gas Natural Ban S.A. y otro”. Competencia originaria de la Corte.


      YPF S.A. c/ Chaco, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (sellos)


      Y. 77, L. XLII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión a los dictámenes de las causas T. 97, XXXIX, Originario "Transportes Metropolitanos General San Martín y otros” y T.145, XL, Originario "Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. y otros”. Competencia originaria de la Corte.


      Transportes Metropolitanos Roca S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


      T. 191, L. XLIII, 18 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la casusa A. 2088, XLII, Originario “ASCANI, ARMANDO”. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Cano, Ricardo Edmundo c/ Estado Nacional (Buenos Aires citada como tercero) s/ Daños y perjuicios


      C. 3556, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa A. 1149. XL, Originario “Argencard S.A.” Cuestión ajena a la competencia originaria.


      YPF S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      Y. 85, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”. Competencia originaria del Tribunal.


      Cibils Braga, María de los Ángeles c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      C. 1431, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”. Competencia originaria del Tribunal.


      Imperatori, Germán c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


      I. 219, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa D. 569, XLIII, Originario “Desarrollos Petroleros y Ganaderos S.A”. Competencia originaria del Tribunal.


      YPF S.A. c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


      Y. 49, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa P.1575, XLII, Originario “Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A.” Proceso ajeno a la instancia originaria de la Corte.


      Unidos A.F.J.P. S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      U. 62, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra AFIP y Estado Nacional. Régimen nacional de promoción industrial: sistema de beneficios tributarios. Ley 25.725. Pretensa inconstitucionalidad del decreto del PEN 135/06. Normas de naturaleza federal. No procede el caso "Mendoza". Competencia originaria del Tribunal.


      Concurre una de las circunstancias que habilitan la intervención obligada en el juicio del Estado local, pues existe una comunidad de controversia entre éste y las partes originarias -actora y demandado-, obviamente en relación a la causa, es decir, en cuanto a la aplicación del régimen de promoción industrial establecido por la Ley 22.021, sus modificatorias y las normas dictadas en su consecuencia, en tanto es la provincia en su carácter de autoridad de aplicación quien reconoció el derecho sobre el que la actora pretende tutela de acceder al sistema de beneficios tributarios allí dispuesto, denegado en sede administrativa por la demandada. Es por ello que la Provincia debe ser citada por la Corte y será parte nominal y sustancial en el pleito, de acuerdo con la doctrina del Tribunal, toda vez que tiene un interés directo en la causa de carácter económico y social que se contrapone al interés nacional del ente recaudador, y, por ende, la sentencia que se dicte le ha de resultar obligatoria. También concurre un segundo recaudo en autos, ya que el derecho que pretende hacer valer la actora se encuentra especialmente regido por normas de naturaleza federal, como lo son las leyes nacionales 22.021, 22.702 y 22.973, y el decreto del PEN 135/06, que integran el régimen nacional de promoción industrial en relación a impuestos federales (verbigracia: el impuesto a las ganancias). Asimismo, es dable advertir que en el sub examine no se da el supuesto de la causa "Mendoza", toda vez que ésta sólo se refiere a los casos en que la provincia no resulte aforada en forma autónoma a la instancia originaria de la Corte, a diferencia de lo que sí sucede en autos. Se configura un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la provincia en favor de los tribunales federales de baja instancia, y que también lo es ratione personae, pues la provincia concurre con el Estado Nacional, que ha sido demandado en el litigio, y que, de esta forma, también encuentra satisfecho su privilegio (conf. Art. 116 de la Constitución Nacional).


      Forestadora Tapebicúa S.A. c/ A.F.I.P s/ Incidente de medida cautelar


      F. 446, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia por daños y perjuicios. Concepto de causa civil. Sistema federal y autonomías provinciales. Justicia provincial. Proceso ajeno a esta instancia originaria de la Corte.


      El sub lite no reviste el carácter de causa civil ni trata de una materia de naturaleza federal, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la sociedad actora, mediante una acción autónoma de nulidad, pretende obtener la revisión de una sentencia definitiva dictada por un tribunal provincial pasada en autoridad de cosa juzgada, a fin de lograr una indemnización por los daños y perjuicios derivados de dicho accionar. En cuanto al reclamo por daños y perjuicios, más allá de que su suerte se encuentra condicionada al resultado final de la primera pretensión, pues se acumula a aquélla como sucesiva, subordinada o accesoria, tampoco correspondería a la competencia originaria del Tribunal en razón de lo resuelto por la Corte cuando excluye del concepto de causa civil a los procesos en los que se pretende hacer efectiva la responsabilidad del Estado por falta de servicio de uno de sus órganos, en el caso, del Poder Judicial. Por lo tanto, el sub examine debería tramitar ante la Justicia de la Provincia del Chubut, en virtud del respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


      Trelew Cable Color S.R.L. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción autónoma de invalidación de cosa juzgada írrita


      T. 496, L. XLII, 24 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia y Estado Nacional. Cobro de subsidios. Falta de legitimación pasiva. Materia propia del derecho público local. Respeto al sistema federal y a las autonomías provinciales. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Cabe destacar que la relación laboral de los actores con el organismo citado del Estado Nacional cesó, por retiro voluntario, antes de que se dispusiera el envío de los fondos en concepto de ATN que los actores dicen que estaban destinados al pago de subsidios a su favor, razón por la cual no subsistía, al momento en que se habría generado la supuesta obligación de pago de los subsidios, deber alguno en cabeza del Estado Nacional encuadrable en una relación convencional con los demandantes. En lo que hace a la supuesta omisión de control respecto del destino de los fondos, cabe recordar que la obligación del Estado Nacional se circunscribía, en principio, a la remisión de los fondos a las provincias, en el marco del Fondo de ATN, previsto en el Art. 3°, inc. d), de la Ley 23.548, con fundamento en los arts. 5°, 6° y 7° de la misma ley y según el procedimiento establecido en el Art. 40 de la Ley 11.672. Debe prosperar la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por el Estado Nacional, pues, a la luz de las consideraciones expuestas y examinadas las pruebas producidas, se torna manifiesto que no es titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, en sentido sustancial, toda vez que carece de un interés directo en el pleito. Al no estar debatido en autos que el Estado Nacional remitió fondos en concepto de ATN a la provincia para diversos destinos vinculados a AHZ, cabe concluir en que ellos fueron incorporados al patrimonio de esta última. Por ello, la pretensión de los actores se circunscribe a la supuesta omisión o actuación ilegítima de las autoridades provinciales, lo que constituye una materia propia del derecho público local y, como tal, ajena a la competencia originaria de la Corte. Descartada la responsabilidad del Estado Nacional por el empleo que aquéllas habrían hecho de los fondos enviados en concepto de ATN, la Corte no resulta competente para entender en autos, ya que para resolver el pleito se requiere analizar actos de autoridades locales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la autonomía provincial ha querido darles, lo cual priva al proceso de la competencia originaria del Tribunal. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el pacto federal competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal.


      Castro Zapata, Eladio y otros c/ Jujuy, Provincia de s/ Cobro de pesos


      C. 21, L. XXXVII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Acción meramente declarativa. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que el Banco Central de la República Argentina -entidad autárquica nacional que, según lo dispuesto en los arts. 116 de la Constitución Nacional y 55 de su Carta Orgánica, está sometido al fuero federal- demanda a la Provincia del Chaco -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 11 7 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


      Banco Central de la República Argentina c/ Chaco, Provincia de s/ Acción meramente declarativa


      B. 493, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Acumulación subjetiva de pretensiones: precedente “Mendoza, Beatriz Silvia y otros”. Remisión a la causa Z. 110, XLI, Originario “Zulema Galfetti de Chalbaud e Hijos Sociedad de Hecho”. Proceso ajeno a la instancia originaria de la Corte.


      Celi, Salvador y otro c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      C. 3800, L. XXXVIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Daños y perjuicios por presunta mala praxis. Precedente B. 2303, XL, Originario “Barreta, Alberto Damián y otra”. Concepto de "causa civil”. Materia propia del derecho público. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      La Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del Art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo así, con nuestro criterio sostenido desde hace más de quince años. Se excluye de tal naturaleza a los casos en los que -como ocurre en el sub examine- se pretende atribuir responsabilidad patrimonial al Estado local por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido alguno de sus órganos, por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48.


      S., L. T. c/ La Rioja, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      S. 1114, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Medidas preliminares. Acumulación subjetiva de pretensiones sobre daños y perjuicios. Precedente M. 1569, XL, Originario, “Mendoza, Beatriz Silvia y otros”. Proceso ajeno a la competencia de la Corte.


      La acumulación subjetiva de pretensiones sobre daños y perjuicios que el actor intenta efectuar contra las provincias, el Estado Nacional, la Autoridad Interjurisdiccional de la Cuenca de distintos ríos, el Organismo de Seguridad de presas (ORSEP) y los concesionarios de los emprendimientos hidroeléctricos que señala, resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas en su último precedente sobre la materia, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el Art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar el actor a cada uno en el fuero correspondiente. Descartada la competencia en razón de las personas, resta analizar si ésta procede por ser parte una provincia a cuyo fin resulta esencial examinar la materia del debate, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Al no verificarse que las provincias a quienes se pretende demandar sean aforadas a esta instancia originaria, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal, ellas únicamente quedarán sometidas a sus propias jurisdicciones (arts. 5°, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), pudiendo ser demandados el Estado Nacional y las entidades de carácter nacional e interjurisdiccional ante la justicia federal, donde encontrarán satisfecho su privilegio (art. 116 de la Ley Fundamental).


      Morel, Ricardo c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Medida preliminar


      M. 1831, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Pago de aportes adeudados. Obra Social para la Actividad Docente. No procede el precedente “Barreto”. Competencia originaria de la Corte.


      En primer lugar, esta litis corresponde a la competencia originaria de la Corte por ser demandada la Provincia de Santiago del Estero, en una causa de naturaleza Civil, por un vecino de otra jurisdicción territorial con la intención de ejecutar el título cuyos caracteres de abstracción, autonomía y literalidad impiden examinar la causa de la obligación. Además de lo expuesto, abona en forma definitiva la postura sobre la competencia originaria el hecho de que este pleito también corresponde a tal instancia ratione personae. En efecto, ello es así puesto que la actora es un ente de obra social que tiene derecho a litigar en el fuero federal. En consecuencia, a fin de conciliar dicha prerrogativa con la de la provincia demandada -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de confinidad con el Art. 117 de la Ley Fundamental-, el proceso debe sustanciarse ante esa instancia.


      Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      O. 228, L. XLI, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Pretensa declaración de inconstitucionalidad. Resolución 4338/07. Pago de "derechos de publicidad y propaganda". Municipios provinciales: entes de carácter autónomo. Precedente "Rivademar", fallos: 312:326. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Según se desprende de los términos de la demanda –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- la sociedad actora pretende impugnar un acto administrativo emitido por la Municipalidad de Villa San José de la Provincia de Entre Ríos, mediante el cual ésta pretende hacer efectivo el pago de "derechos de publicidad y propaganda" respecto de la actividad comercial que desarrolla en esa jurisdicción territorial. Al respecto, cabe recordar que los municipios provinciales son entes de carácter autónomo, según la doctrina que surge del precedente "Rivademar", y, por lo tanto, no se identifican con los Estados locales respectivos. Por lo tanto, la Provincia en cuestión no es parte en el proceso, ya que no aparece como titular de la relación jurídica sustancial que da origen a la causa, puesto que carece de un interés directo en el pleito. Asimismo, dicha condición tampoco le puede ser conferida por el mero hecho de revestir el carácter de órgano emisor de normas -al Art. 56 del Código Fiscal y al Compromiso Federal-, toda vez que ello es insuficiente para otorgarle la calidad de "parte adversa" de quien efectúa el reclamo. En tales condiciones, dado que el Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso y, en consecuencia, el presente incidente sobre medida cautelar, resultan ajenos a esta instancia.


      Dynamite S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Incidente de medida cautelar


      D. 1110, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Repetición de gravámenes. Régimen de coparticipación federal. Precedente "El Cóndor", Fallos: 324:4226. Competencia originaria de la Corte.


      La Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado Nacional y aprobada por las provincias, la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética trasgresión a la ley local de adhesión -y, por ende, a dicha norma federal-, se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales (art. 75, inc. 2°, de la Ley Fundamental), sin que ello se modifique por el carácter local de la norma o del acto mediante el cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional. En el caso, si bien se plantea un conflicto entre actos y normas locales -la determinación de deuda impositiva y la ley de adhesión al régimen de coparticipación federal- éste se traduciría en la afectación de la ley convenio en la materia, al desconocerse una obligación expresamente asumida con ella (art. 9°, inc. b), como lo es no aplicar gravámenes locales análogos a los nacionales coparticipables. Desde esta óptica, la causa reviste un manifiesto carácter federal, pues el conflicto no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza del acto o norma que confrontan con las clausulas constitucionales que rigen el tema y con la Ley de coparticipación Federal de Impuestos, sino que, por el contrario, versa sustancialmente sobre la aplicación e interpretación de estos últimos, la cual es esencial para la solución del caso bajo examen.


      Willemen S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de gravámenes


      W. 132, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Títulos de deuda pública: coparticipación. Concepto de “causa civil”. Respeto del sistema federal y autonomías provinciales. Justicia Provincial. Proceso ajeno a instancia originaria.


      En el sub lite resulta evidente la naturaleza administrativa de la relación jurídica que vincula a la actora con la demandada y que dio origen a este pleito, pues están en juego títulos de deuda pública emitidos por la Provincia con arreglo a lo dispuesto en la Ley local 4387. En efecto, se trata de un empréstito público que constituye un contrato administrativo típico. Deberán ser magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48. No obsta a lo expuesto, la invocación que efectúa la actora referida a que dicho empréstito está garantizado con un contrato de fideicomiso financiero regido por el Código Civil y por la Ley nacional 24.441, toda vez que, más allá de que éste revestiría carácter presuntamente administrativo en tanto también fue celebrado por el Estado local demandado no basta para configurar una "causa civil" la aplicación supletoria de normas de ese carácter, sino que se exige que el litigio esté regido exclusivamente por normas y principios de derecho privado, circunstancia que no se da en autos como quedó dicho ut supra. Por otra parte, resulta inadmisible la afirmación de que esta instancia se suscita por haber sido acordada en el contrato de fideicomiso con anterioridad indicado, ya que la competencia originaria del Tribunal es de naturaleza constitucional y de carácter restrictivo e insusceptible de ser ampliada o restringida por normas legales, en el caso, convencionales, y sólo procede en los supuestos expresamente establecidos en los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, por lo tanto, no puede ser pactada por los particulares. Además, como es de orden público, sólo la Corte está llamada a decidir cuándo se presenta una de las hipótesis que la habilitan.


      Previsol compañía de seguros de vida S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Demanda ordinaria


      P. 1575, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de daños y perjuicios contra provincia y Estado Nacional. Contagio de enfermedad por condiciones de detención. Precedentes "Mendoza" y "Barreto". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por la Corte toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. Tampoco procede dicha instancia por ser parte la Provincia de Buenos Aires, toda vez que en tales casos resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local, hipótesis que se da en autos. En efecto, el actor demanda a la Provincia por la falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos.


      Vitale, Germán Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      V. 512, L. XL, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de daños y perjuicios contra provincia. Contaminación de canales y otros recursos ambientales. Remisión al dictamen de la causa A. 2117. XLII, Originario “Altube, Fernanda Beatriz y otros”. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      No obsta a lo expuesto el hecho de que la actora invoque como fundamento para integrar la litis con el Estado Nacional lo dispuesto en el Art. 9° de la Ley nacional 24.145 de Federalización de Hidrocarburos, mediante el cual aquél asume las deudas correspondientes a YPF S.A. originadas con anterioridad al 31 de diciembre de 1990, en tanto tal disposición establece en forma expresa que ello será posible siempre y cuando "...exista decisión firme de autoridad jurisdiccional competente...", requisito que no se ha comprobado en autos.


      Asociación Ecológica Social de Pesca, Caza y Náutica c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      A. 1629, L. XLII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de provincia contra entidad nacional. Pago de diferencias no ingresadas. Impuesto de sellos. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que una provincia demanda a una entidad nacional -el Banco de la Nación Argentina-, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la entidad nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental y el Art. 10 y 27 de la Ley nacional 21.799 que establece su Carta Orgánica, como la Provincia de Entre Ríos a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia; por lo que resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


      Franco, Ana Raquel y otros c/ Estado Provincial s/ Demanda contencioso administrativa


      F. 632, L. XLII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por daños y perjuicios contra provincia. Acumulación subjetiva de pretensiones. Remisión M. 1569, XL, Originario "Mendoza, Beatriz Silvia y otros el Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por la Corte, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo razones serias que autoricen admitir dicha acumulación. En efecto, la Provincia de Buenos Aires debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito -responsabilidad extracontractual, por falta de servicio- es de derecho público provincial y, por otra parte, al Estado Nacional le corresponden los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. Asimismo, corresponde aclarar que aunque el actor en su demanda haya dado a su pretensión el carácter de una mera reclamación patrimonial originada en la falta de servicio, atribuyendo responsabilidad al Estado provincial -al menos concurrentemente- no sólo no existe distinta vecindad sino que además la causa no reviste naturaleza civil.


      Ferreyra, José Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      F. 1279, L. XLII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por daños y perjuicios contra provincia. Pretensa responsabilidad extracontractual del Estado local: irregular cumplimiento de las obligaciones legales a su cargo. Precedente B. 2303, XL, Originario “Barreta, Alberto Damián y otra”. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Es dable resaltar que la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del Art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el Art. 24, inc. 1°, del decreto ley 1285/58, coincidiendo así con el criterio sostenido desde hace más de quince años. Se excluye de tal naturaleza a los casos en los que --como ocurre en el sub examine- se pretende atribuir responsabilidad patrimonial al Estado local por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido alguno de sus órganos, por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48.


      Rodríguez, Lucia Fabián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de (Poder Judicial) s/ Daños y perjuicios


      R. 1039, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por daños y perjuicios. Falta de servicio. Excepción de falta de legitimación pasiva. Precedente M. 1569; XL, Originario “Mendoza, Beatriz Silvia y otros”. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      La excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por el Estado Nacional debe ser admitida toda vez que resulta manifiesta (confr. Art. 347, inc. 3°, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). En efecto, de los términos de la demanda se desprende que éste no aparece en forma manifiesta como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, toda vez que la actora no concreta en forma fehaciente en que consistió la falta de servicio que le imputa a sus funcionarios, de la que se deduce que no tiene un interés directo en el pleito y, en consecuencia, no es parte sustancial en la litis. No obstante, de considerarlo parte en estos autos, la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra la Provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por la Corte, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia. La Provincia de Buenos Aires debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito -falta de servicio- está regida por el derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      García, Stella Maris c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      G. 1748, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por daños y perjuicios. Irregularidades en la inscripción de una compraventa inmueble. Precedentes M. 1569, L. XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros”; y B. 2303, XL, Originario, “Barreto, Alberto Damián y otra”. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra la Provincia (Registro de la Propiedad Inmueble) y contra el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas por la Corte, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental) en los que encontrarán así satisfecho su privilegio constitucional. Tampoco procede dicha instancia por ser parte la Provincia de Buenos Aires, toda vez que en tales casos resulta esencial que la materia sobre la que versa el pleito sea civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local, hipótesis que se presenta en autos.


      Guañini, Nélida Isabel c/ Banco Hipotecario S.A. s/ Daños y perjuicios


      G. 631, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por desarrollo y finalización de obra pública. Acción de amparo: recomponer el medio ambiente y evitar el desastre ecológico. Litisconsorcio pasivo necesario: pretensión común e indivisible respecto del Estado Nacional y Provincia. Ley nacional 25.675 y Ley local 11.723. No procede la doctrina de la causa M.1569, XL, “Mendoza, Beatriz Silvia”. Competencia originaria de la Corte.


      Cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley nº 16.986. En consecuencia, resulta ineludible determinar si resulta procedente el Litisconsorcio pasivo que intentan los actores al demandar al Estado Nacional y a la Provincia, puesto que, de ser así, la causa correspondería a la competencia originaria del Tribunal ratione personae (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional). Tal situación se presenta en el sub lite. En efecto, el litisconsorcio pasivo necesario introducido por los actores es viable, dada la naturaleza de la pretensión que se deduce, la cual tiene por fin recomponer el medio ambiente y evitar el desastre ecológico, por lo que intentan que se obligue a las demandadas a concretar la obra pública, para así solucionar los problemas ambientales y sanitarios provocados -según dicen- por las constantes inundaciones en esa jurisdicción. Por ende, la relación jurídica sustancial en que se apoya la pretensión de autos es común e indivisible respecto del Estado Nacional y la Provincia, puesto que el asunto está referido al cumplimiento de un convenio a fin de evitar un daño ecológico.


      Medina Rodríguez, Nidia Elena y otro / Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo (ambiental)


      M. 1312, L. XLIII, 18 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Declaración de incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación para entender en forma originaria: declaración de oficio en cualquier estado del proceso.


      No obsta a un pronunciamiento que declare la incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación para entender en forma originaria, el estado procesal de las actuaciones, ya que aquella -de incuestionable raigambre constitucional- reviste el carácter de exclusiva e insusceptible de extenderse, por persona ni poder alguno, y por tal razón debe declararse de oficio en cualquier estado de la causa pese a la tramitación dada al asunto.


      Loveli S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      L. 87, L. XXXVI, 17 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra una Provincia y una Entidad Nacional. Conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que sean partes en un litigio, una Provincia - a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Ley Fundamental- y el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el Art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Ejército Argentino c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      E. 43, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda entablada contra Estado Nacional y Estado Provincial por presunta falta de servicio. Acumulación subjetiva de pretensiones ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Instancia originaria: inadmisibilidad.


      La acumulación subjetiva de pretensiones en un causa intentada contra una provincia y contra el Estado Nacional cuya materia del pleito verse sobre la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido las demandadas, resulta inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, la Provincia debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. Para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en un juicio en que una provincia es parte, resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local.


      Frezzini, Leonardo Ángel y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      F. 290, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como también la relación de derecho existente entre las partes. Se excluye del carácter de "causas civiles" aquellas en las cuales, se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio", entendida como funcionamiento irregular o defectuoso de la prestación del servicio carcelario o de custodia de las personas detenidas. Su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Ortiz, Gustavo Ernesto c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      O. 156, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si una provincia es parte, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La afectación del sistema de coparticipación federal de impuestos, involucra, en principio, una cuestión constitucional en razón del nuevo rango que le ha asignado la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma en su Art. 75, inc. 2º. La Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado nacional y aprobada por las provincias, la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética trasgresión a la ley local de adhesión -y, por ende, a dicha norma federal-, se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


      Capatti, Gustavo Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      C. 1302, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Al planteo que implique cotejar una Constitución local con la Constitución Nacional, a fin de apreciar si la primera colisiona o no con los principios contenidos en esta última, sin necesidad de examinar y revisar actos administrativos emanados de las autoridades provinciales o interpretar y aplicar normas de derecho público local, cabe asignarle un manifiesto contenido federal toda vez que se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, siendo su exposición una típica cuestión de esa especie. Toda vez que resulte demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de las actoras, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Federación Argentina de la Magistratura y otra c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      F. 201, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de observar las vías impuestas por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional a fin que proceda la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Los municipios provinciales son entes de carácter autónomo, y por ende no resultan identificables con sus provincias respectivas a los fines de la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. El instituto de la intervención de terceros reviste carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada en forma restrictiva, especialmente cuando mediante el éxito de su solicitud podría quedar librada al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte La intervención obligada de terceros es de carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada con carácter restrictivo, debiendo quien la solicita probar que se trata de alguno de los supuestos que la permiten, esto es, la presencia de una comunidad de controversia con las partes o que pueda mediar, en caso de existir una sentencia adversa, la posibilidad de una futura acción de regreso, supuesto típico que habilita el pedido. La competencia prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional es de carácter taxativo y resulta insusceptible de ser extendida, por persona o poder alguno, a casos no previstos en la norma constitucional. El examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


      Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Municipalidad de Rosario (Santa Fe citada como tercero) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      N. 428, L. XLII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia de un pleito, cuando lo medular del planteamiento que se efectúe remita necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


      Nestlé Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      N. 425, L. XLII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia como parte en una causa de manifiesto contenido federal: trámite ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


      Línea 10 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      L. 365, L. XLIII, 07 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Prórroga de la Competencia Originaria "ratione personae" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación a favor de los tribunales inferiores de la Nación: casos en que procede.


      Los Estados provinciales puedan prorrogar su competencia originaria a favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando ésta corresponda ratione personae, a excepción de que existan razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y las provincias que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva, como el que surge del Art. 117 de la Constitución Nacional. El voluntario sometimiento del Estado provincial a otro tribunal distinto del previsto en la Constitución a fin de respetar su privilegio, neutraliza de por sí las razones que justifican la competencia originaria de la Corte. La prerrogativa de la provincia, como todo privilegio de índole personal, es en principio renunciable, sin que razón alguna valedera pueda oponerse a tal iniciativa, perteneciente al exclusivo fuero de la persona.


      Instituto de Servicios Sociales Bancarios c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      I. 266, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el Art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Si bien para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda -art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, también se torna imprescindible examinar el origen de la pretensión, así como la relación de derecho existente entre las partes. No corresponderán a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aquellas causas en las cuales la relación jurídica sustancial que constituye la base del reclamo sea de derecho público local. El respeto del sistema federal y las autonomías provinciales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48.


      Miñano Almirón, Rosa Aurelia y otros c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero e inconstitucionalidad


      M. 160, L. XLIII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda entablada contra Estado Nacional y Estado Provincial por la presunta falta de servicio. Acumulación subjetiva de pretensiones ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Instancia originaria: inadmisibilidad.


      La acumulación subjetiva de pretensiones, en un causa intentada contra una provincia y contra el Estado Nacional y cuya materia verse sobre la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido las demandadas, resultará inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, la Provincia debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      Issa, Abraham y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios/ Beneficio de litigar sin gastos


      I. 114, L. XLI, 22 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Reclamo por presunta falta de servicio del Servicio Penitenciario bonaerense: inexistencia de "causa civil" a los fines de fijar la competencia originaria de la corte. Competencia Local.


      Se excluye del carácter de "causas civiles" aquellas en las cuales se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido uno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 . La incompetencia puede ser declarada en cualquier estado de la litis ya que es una cuestión de orden público por la que este Ministerio Público debe velar en forma indeclinable. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Las Curain, Laura Verónica y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      L. 122, L. XL, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda entablada contra un estado provincial. Materia del pleito de derecho público local: competencia de los magistrados locales. Incompetencia de la Corte Suprema de Justicia.


      Cuando la materia del pleito es de derecho público provincial serán competentes para entender en el, los jueces locales.


      Mardones, Margarita Cristina y otros c/ Chubut, Provincia de y otro (Rio Negro) s/ Daños y perjuicios


      M. 2368, L. XLI, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una provincia para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      A fin que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es que sea civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local.


      Etchepar de Bravo, Maria Inés y otros c/ Aparicio, Pascual Domingo y otros s/ Daños y perjuicios


      E. 183, L. XL, 22 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Reclamo por los daños derivados de presunta falta de servicio del poder administrador en la realización de una obra pública: inexistencia de "causa civil" a los fines de fijar la competencia originaria de la corte. Competencia Local.


      Se excluye del carácter de "causas civiles" aquellas causas en las cuales se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia originada en la actuación del poder administrador con motivo de la realización de una obra pública y por la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido alguno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia propia del derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48 . El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Establecimiento Agropecuario San Jorge S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      E. 556, L. XL, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia demanda a una entidad nacional: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que una provincia demanda a una entidad nacional la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Rio Negro, Provincia de c/ Prefectura Naval Argentina y otros s/ Daños y perjuicios


      R. 648, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda entablada contra Estado Nacional y Estado Provincial por presunta falta de servicio en cabeza de las demandadas. Acumulación subjetiva de pretensiones ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Instancia originaria: inadmisibilidad.


      La acumulación subjetiva de pretensiones, en un causa intentada contra una provincia y contra el Estado Nacional y cuya materia verse sobre la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido las demandadas, resultará inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, la Provincia debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      García, Diego Edgardo c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      G. 561, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda entablada contra Estado Nacional y Estado Provincial por la presunta falta de servicio. Acumulación subjetiva de pretensiones ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Instancia originaria: inadmisibilidad.


      La acumulación subjetiva de pretensiones, en un causa intentada contra una provincia y contra el Estado Nacional y cuya materia verse sobre la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido las demandadas, resultará inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, la Provincia debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      Fernández Olivera, Néstor Osiris y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      F. 286, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda entablada contra Estado Nacional y Estado Provincial por presunta falta de servicio. Acumulación subjetiva de pretensiones ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Instancia originaria: inadmisibilidad.


      La acumulación subjetiva de pretensiones, en un causa intentada contra una provincia y contra el Estado Nacional y cuya materia verse sobre la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido las demandadas, resultará inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, la Provincia debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      Gounaris, Basilia Verónica c/ Mendoza, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      G. 397, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte Suprema en casos en que se invoca solamente la naturaleza de las partes demandadas. Improcedencia a partir del caso "Mendoza".


      A partir del precedente "Mendoza", la Corte Suprema de Justicia de la Nación decidió no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas.


      Pettinelli, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      P. 145, L. XXXVI, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia demanda a una entidad nacional: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que una provincia demanda a una entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la entidad nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, y la Provincia a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Conde, Juan José c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


      C. 4033, L. XLI, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho a la vida y a la salud. Tutela concurrente entre el gobierno federal y provincial.


      La tutela del derecho a la vida y a la salud, no es exclusivamente federal sino concurrente con el derecho público local. El Art. 75, inc. 17 de la Constitución Nacional reconoce expresamente a las provincias la potestad de ejercer en forma concurrente con la Nación las atribuciones allí enumeradas. La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia del Chaco y el Estado Nacional es inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ni existen motivos suficientes, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el Art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En tales condiciones, la Provincia del Chaco deberá ser emplazada ante sus propios jueces (arts. 5º, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), pudiendo ser demandado el Estado Nacional ante la justicia federal, donde encontrará satisfecho su privilegio (art. 116 de la Ley Fundamental). La competencia prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional es de carácter taxativo y resulta insusceptible de ser extendida, por persona o poder alguno, a casos no previstos en la norma constitucional. Si el acto u omisión se sustentan en una norma general -ley, decreto, ordenanza, etc.- que no exhiban, como regla, arbitrariedad o ilegalidad notorias, la demanda de amparo no constituye, como principio, la vía adecuada para discutir la validez o constitucionalidad de las leyes y reglamentos (art. 2º, inc. d, de la Ley 16.986), a menos que la violación de los derechos o garantías sea palmaria, en cuyo caso pueden los tribunales declarar la inconstitucionalidad en este procedimiento sumario.


      Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional y otra s/ Amparo


      D. 587, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de observar las vías impuestas por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional a fin que proceda la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. La Corporación del Mercado Central de Buenos Aires, es una entidad pública interestadual que no se encuentra aforada a la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Romero, Marta Estela c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Daño ambiental


      R. 397, L. XLIII, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de observar las vías impuestas por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional a fin que proceda la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de "status diplomático", y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse.


      Ríos, Silvia Adriana c/ Consulado de la República de Italia y otro s/ Incumplimiento de convenio


      R. 323, L. XLIII, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Los asuntos de naturaleza local quedan reservados a los magistrados locales.


      El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 . La acumulación subjetiva de pretensiones, en un causa intentada contra una provincia y el Estado Nacional y cuya materia verse sobre la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido las demandadas, resultará inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, la Provincia debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      J.B. Puerto Madryn S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Ordinario


      J. 60, L. XXXVII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


      Mendoza, Provincia de c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


      M. 1012, L. XLII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte Suprema en casos en que se invoca solamente la naturaleza de las partes demandadas. Improcedencia a partir del caso "Mendoza".


      A partir del precedente "Mendoza", la Corte Suprema de Justicia de la Nación decidió no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas.


      Rudaff, Miriam c/ Chubut, Provincia del y otros (Pcia. de Santa Cruz, Estado Nacional y Adolfo Guitelman) s/ Daños y perjuicios


      R. 2075, L. XXXVIII, 27 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de Amparo: Trámite ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria. Procedencia sólo si se verifican las hipótesis de los Art. 116 y 117 de la norma fundamental.


      La acción de amparo, de manera general, puede tramitar en la instancia originaria siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el Art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. En las causas que versen sobre responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio y aparezcan demandados tanto una provincia, como el Estado Nacional, se deberá interponer la pretensión ante el fuero que corresponda en cada caso según la persona que se optare por demandar, esto es, ante los propios tribunales locales al demandar a la provincia (arts. 5º, 121 y siguientes de la Constitución Nacional) y ante la justicia federal al Estado Nacional (art. 116 de la Ley Fundamental).


      Romanut, Amílcar Rodolfo Eduardo y otros c/ Chaco, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


      R. 222, L. XLIII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Los asuntos de naturaleza local quedan reservados a los magistrados locales.


      El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 .


      Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      M. 285, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia de un pleito, cuando lo medular del planteamiento que se efectúe remita necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de una ley nacional y de los artículos de la Constitución Nacional cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia. Toda vez que la cuestión exija dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales infringe el orden jerárquico normativo establecido en el Art. 31 de la Ley Fundamental, en materia penal (Art. 75 inc. 12 C.N. y sanidad animal - la causa se encontrará entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2º, inc. 1º, de la Ley 48 , pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de una Provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


      Fundación Argentina para el Bienestar Animal c/ San Luis, Provincia de s/ Acción meramente declarativa


      F. 285, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Los conflictos jurisdiccionales suscitados entre jueces provinciales son insusceptibles de ser dirimidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Asunto de naturaleza Local.


      La Corte Suprema de Justicia de la Nación carece de atribuciones para dirimir los conflictos suscitados entre tribunales de la misma provincia, pues se refieren a la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, situaciones que no exceden el ámbito normativo local, en los términos de los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


      Chaves, Guillermo Justo c/ Municipalidad de La Plata s/ Pretensión declarativa de certeza


      COMP. 553, L. XLIII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Obra Social y Provincia demandadas en un pleito: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que, intervengan en el pleito un ente de obra social, al que le corresponde la competencia federal (art. 38 de la Ley 23.660) y una provincia, a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según lo previsto expresamente en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


      Martínez, Daniela c/ Santa Cruz, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      M. 2576, L. XLII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Participación nominal y sustancial de una Provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La calidad de parte de una provincia debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la competencia originaria de la Corte. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Cooperativa de provisión de servicios telefónicos Ltda. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ordinario


      C. 2933, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Obra Social demanda a una Provincia: Conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que un ente de obra social -que tiene derecho a litigar en el fuero federal según el Art. 1º de la Ley 19.322 y 38 de la Ley 23.661-demanda a una provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Constitución Nacional-, la única manera de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Instituto de Servicios Sociales Bancarios c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecutivo


      I. 96, L. XLII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en un juicio en que una provincia es parte, resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local.


      Isaurralde, Alfredo Ismael c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


      I. 273, L. XLII, 08 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Incidencia de lo resuelto en la causa M. 1569, L. XL, "Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo)". Acumulación subjetiva de pretensiones. Precedente B. 2303, XL, Originario, “Barreta, Alberto Damián”. Proceso ajeno a la instancia originaria de la Corte.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que se intenta efectuar contra la Provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional resulta ahora inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el Litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. En segundo término, tampoco procede dicha instancia por ser parte la Provincia de Buenos Aires, ya que a tal fin resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es que sea civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local, hipótesis que es la que se presenta en autos. En efecto, se demanda a la Provincia por la falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos -Poder Judicial-.


      Bogado, Francisco José y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios (Detención de los actores en la zona de San Miguel)


      B. 2870, L. XL, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 324:4226 "El Cóndor", 325:723 "Transener", 327: 1083 "Transporte Gas del Sur", 325:2842 "Aguas Argentinas", 327:2369 "Yacylec".


      Metrovías S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


      M. 259, L. XLIII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa R. 764, L. XLII, "Rebull, Gustavo Prion c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ amparo". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Defensor del Pueblo de la Nación c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) - Ministerio de Salud s/ Amparo


      D. 251, L. XLIII, 26 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Asuntos concernientes a Embajadores, Ministros y Cónsules Extranjeros.


      Causas concernientes a agentes diplomáticos. Requisitos para la procedencia de la competencia originaria de la Corte. Solicitud de ser tenido por parte en el proceso por parte del agente diplomático o por quienes resultan legitimados a tal fin. Afectación de las actividades propias del consulado o sus funcionarios.


      En atención a que para promover la competencia originaria de la Corte, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, cuando esto no haya sucedido, ni tampoco surja de las constancias del expediente que la conducta denunciada hubiera afectado las actividades propias del consulado o de sus funcionarios, la causa resulta ajena al conocimiento del Tribunal.


      Consulado de Italia s/ denuncia amenazas


      C. 1726, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte en los casos que intervienen agentes con status diplomático. Supuesto de imputada que ya no desempeña funciones con rango de aforada. Caso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      Los sujetos titulares del privilegio conferido por el artículo 117 de la Constitución Nacional, en cuanto a la competencia originaria de la Corte, son tan sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status de agente diplomático, en los términos del artículo 11, inciso e), de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. En consecuencia, si de las constancias del expediente que la imputada cesó en las funciones que desempeñó con rango de aforada, la causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


      M., Charles Andre y otro s/ uso de documento adulterado o falso


      M. 1124, L. XLIII, 26 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte Suprema respecto de los cónsules extranjeros. Competencia reservada a las causas que versan sobre hechos relativos al ejercicio de sus funciones específicas.


      La competencia originaria de la Corte respecto de los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versan sobre los privilegios y exenciones de aquéllos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal. En consecuencia, la causa seguida por lesiones -consecuencia de un accidente de tránsito- contra un cónsul extranjero, no es de su competencia originaria por no versar sobre hechos cumplidos en el ejercicio de funciones propias de dicho funcionario. Una vez acreditado el rango diplomático del imputado en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, correspondería la remisión del sumario a la justicia federal. Ello así, pues la competencia federal, en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.


      O., Nicola s/art. 94 del C.P. -causa Nº 29385-


      O. 61, L. XLIII, 26 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte Suprema. Delitos perpetrados en perjuicio de agentes diplomáticos. Necesidad de que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, para habilitar la competencia de la Corte. Entidad de los hechos para afectar la actividad propia de la embajada.


      Para promover su competencia originaria, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, es indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso. Cuando de las constancias incorporadas no surja que el hecho tuviera entidad para afectar la actividad propia de una embajada o la de sus funcionarios, la causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte Suprema.


      J., Paulina s/denuncia robo en poblado y en banda


      J. 20, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Calidad de no-aforados de los Estados extranjeros y sus representantes diplomáticos. Requisitos para habilitar la competencia de la Corte: afectación a las actividades diplomáticas.


      Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58. Si no surge de las constancias incorporadas al legajo que el hecho tuviera entidad para afectar las actividades propias de la legación o la de sus funcionarios, por lo que, en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia originaria la Corte.


      Embajada Española s/ denuncia intimidación pública


      E. 44, L. XLIII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Hechos en los que habrían participado funcionarios de una embajada. Elementos insuficientes para determinar si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional. Naturaleza excepcional y restringida de la competencia federal.


      Sin perjuicio de lo que pudiera resultar como consecuencia del avance de la investigación, cuando los elementos invocados en apoyo de la incompetencia no alcanzan para determinar si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional, corresponde rechazar la declinatoria de competencia y devolver las actuaciones al juzgado de origen, teniendo en cuenta que la Corte Suprema, como tribunal superior de justicia nacional, participa de la naturaleza excepcional y restringida que caracteriza a la jurisdicción federal.


      Policía Fed. Argentina s/ lesiones leves


      P. 1935, L. XLII, 15 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Imputado que revestiría status diplomático. Caso de delitos de instancia privada: necesidad de solicitar a los damnificados que manifiesten si desean instar la acción. Posibilidad de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal, a efectos de garantizar el derecho de defensa y una pesquisa eficaz.


      Si las constancias agregadas a la causa darían cuenta del rango diplomático del imputado, circunstancia que, en principio, habilitaría la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, corresponde solicitar al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, informe si el imputado sigue revistando status diplomático, en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, supuesto que una vez acreditado, obligará a requerir al Estado por él representado la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el aforado pueda ser sometido a juicio. Sin embargo, cuando el hecho ilícito materia de proceso requiera de instancia privada para el ejercicio de la acción, previo a ese requerimiento -que podría obviarse de no ser procesalmente viable el juzgamiento- cabría certificar la entidad de las lesiones y recibirles declaración testimonial a los damnificados, a los efectos de que manifiesten expresamente sí desean o no instar la acción penal. No obstante, de proceder la competencia originaria de la Corte, con la finalidad de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa (art. 8. 2h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) y una pesquisa eficaz, podría evaluarse la conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal con competencia criminal y correccional de la jurisdicción correspondiente.


      S., Graciela E. y K., Suyatoslav s/ lesiones culposas


      S. 725, L. XLIII, 12 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Imputado que reviste status diplomático. Conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal.


      Si resulta de las probanzas del expediente que el imputado reviste status diplomático, el caso, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Toda vez que un funcionario diplomático de los comprendidos por el artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por decreto-ley 7672/63 resulta imputado por un delito, el caso concierne a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, correspondería requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1º, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el imputado pueda ser sometido a juicio. No obstante, con la finalidad de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa y una pesquisa eficaz, la Corte podría evaluar la conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal con competencia criminal y correccional de esta ciudad.


      A., Ariel Mariano s/denuncia -causa Nº 57138/71-


      A. 379, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Imputado que reviste status diplomático. Requisito de conformidad previsto en el Art. 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. Conveniencia de delegar la instrucción en la justicia federal en lo criminal y correccional.


      Cuando de las probanzas del expediente surge que el imputado reviste status diplomático, el caso, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Toda vez que un funcionario diplomático de los comprendidos por el artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por decreto-ley 7672/63 resulta imputado por un delito, el caso concierne a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, correspondería requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1º, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el imputado pueda ser sometido a juicio. No obstante, con la finalidad de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa, la Corte debería evaluar la conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal con competencia criminal y correccional, la que deberá abstenerse de recibir declaración al señor agregado, circunstancia que de ser necesaria deberá comunicar a la Corte.


      G., Dmytro s/art. 94 del Código Penal


      G. 1232, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Requisitos. Necesidad de que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso.


      Para promover la competencia originaria de la Corte en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso o bien que el hecho a investigarse hubiera afectado el desempeño de las actividades propias de la embajada o de sus funcionarios.


      P., Gustavo Andrés s/ lesiones


      P. 592, L. XLIII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos cometidos en perjuicio de agentes diplomáticos. Requisitos para que proceda la competencia originaria de la Corte. Necesidad que el agente diplomático solicite ser tenido por parte en el proceso. Necesidad de afectación de las funciones propias del funcionario extranjero.


      En lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, la competencia originaria de la Corte, establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. No obstante, el Tribunal también tiene resuelto que para promover su competencia originaria en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, es indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, lo que no sucede si la funcionaria extranjera se limitó a presentar la denuncia con la finalidad de instar la acción penal. Por otra parte, si de las constancias del legajo tampoco surge que el hecho -por sus características- haya afectado el desempeño de las actividades propias de la funcionaria. Sobre la base de estas consideraciones, y en tanto no se acredite alguno de los extremos enunciados, corresponde declarar que la causa resulta ajena al conocimiento de la Corte.


      B., Aurelie s/ denuncia por lesiones leves -causa N° 46-173-06-


      B. 723, L. XLIII, 08 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Finalidad del constituyente al establecer la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los asuntos concernientes a Embajadores, Ministros y Cónsules Extranjeros.


      La competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar, para sus representantes diplomáticos, las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. El Art. 24, inc. 1º in fine del decreto-ley 1285/58 determina que los "asuntos" concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, son las causas "...que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afectan a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático". Los sujetos titulares del privilegio contenido en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional son sólo aquellos agentes extranjeros que se encuentren acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera "status diplomático" en los términos del Art. 1º, inc. e), de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961. Además, cabe recordar que no resultan aforadas a la instancia originaria los Estados extranjeros y las Embajadas.


      Clementi, Edgar Omar y otro c/ Embajada de Rusia y otros s/ Cumplimiento de convenio de honorarios


      C. 2266, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Imputado que reviste status diplomático. Competencia originaria de la Corte. Posible conveniencia en delegar la instrucción del sumario en la justicia federal.


      Cuando surja de las probanzas del expediente que el imputado reviste status diplomático, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Toda vez que un funcionario diplomático de los comprendidos por el artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por decreto-ley 7672/63 resulta imputado por un delito, el caso concierne a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, correspondería requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1º, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el imputado pueda ser sometido a juicio. No obstante, con la finalidad de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa y una pesquisa eficaz, la Corte podría evaluar la conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal con competencia criminal y correccional de esta ciudad.


      B., Svyatoslav s/lesiones culposas


      B. 208, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Posible infracción al artículo 94 del Código Penal: accidente de tránsito. Status diplomático del imputado. Conformidad del estado representado. Competencia originaria: posibilidad de delegar la instrucción en la justicia federal.


      Al resultar de las probanzas del expediente que el imputado revestiría status diplomático y que se habría satisfecho el requisito de instancia privada, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Una vez acreditado a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la calidad de aforado del imputado en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, correspondería requerir al estado por él representado la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada convención y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que pueda ser sometido a juicio. No obstante, de proceder la competencia originaria de la Corte, con la finalidad de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa y una pesquisa eficaz, tal como la Corte lo resolviera en el precedente de Fallos: 329:1019, el Tribunal podría evaluar la conveniencia de delegar la instrucción del sumario en la justicia federal con competencia criminal y correccional de esta ciudad.


      S., Sergey s/ Art. 94 del C.P.


      S. 919, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Casos en que alguna Provincia es Parte.


      Demanda entablada contra Estado Nacional y Estado Provincial. Aplicación de normas de derecho público local. Acumulación subjetiva de pretensiones ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Instancia originaria: inadmisibilidad.


      La acumulación subjetiva de pretensiones, en un causa intentada contra una provincia y contra el Estado Nacional y para cuya resolución sea necesaria la interpretación y aplicación de normas de derecho público local, resultará inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo es aforada en forma autónoma la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, la Provincia debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito es de derecho público provincial y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 . El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Asociación de Trabajadores del Estado (A.T.E.) c/ Estado Nacional y otro (Provincia de Salta) s/ Cumplimiento de recomendación de la O.I.T.


      A. 386, L. XXXVII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda entablada por Administración de Parques Nacionales, contra una provincia. Conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que una entidad nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado nacional (Administración de Parques Nacionales) al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


      Administración de Parques Nacionales c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      A. 1874, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Entidad Nacional demanda a una Provincia: Conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que una entidad nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia, a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia.


      Consejo Federal de Inversiones c/ San Luis, Provincia de s/ Incumplimiento de pacto interprovincial


      C. 2124, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Entidad nacional demanda a una provincia: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que una entidad nacional demande a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) c/ La Rioja, Provincia de s/ Cobro de pesos


      A. 675, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Entidad nacional demandada por una provincia: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


      Toda vez que una provincia demanda a una entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la cual versa el pleito.


      Tucumán, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción declarativa de certeza


      T. 872, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de distinta vecindad y naturaleza civil de la materia en debate a fin que entienda de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria en los casos en que una provincia es parte.


      La competencia originaria de la Corte, conferida por el Art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


      Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de (Ministerio de Educación) s/ Cobro de pesos


      C. 942, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de distinta vecindad y naturaleza civil del pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que se demanda a una provincia.


      La competencia originaria de la Corte, conferida por el Art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58, procede, en los juicios en que una provincia es parte, si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


      Monte Belvedere S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Revocación de donación


      M. 775, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Exclusión de asuntos locales.


      Ante todo, cabe recordar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como también la relación de derecho existente entre las partes.


      Hempel, Aurelio c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Demanda interruptiva de prescripción


      H. 90, L. XLI, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.


      Aguilar, Nancy Edith y otros c/ Santa Cruz, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


      A. 1603, L. XLI, 07 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para determinar la competencia no sólo se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda, sino que también corresponde tener en cuenta la realidad jurídica, esto es, la efectiva naturaleza del litigio, así como la relación de derecho existente entre las partes. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 . El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Zerbinati, Mónica Beatriz c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      Z. 7, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Si para resolver el pleito el tribunal debe examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, el juicio no es del resorte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Sociedad Italiana de Beneficencia Buenos Aires c/ Tucumán, Provincia de s/ Cobro de pesos


      S. 407, L. XLIII, 11 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como también la relación de derecho existente entre las partes. Se excluye del carácter de "causas civiles" a aquellas en las cuales se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido uno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, requiere que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 . El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Guido, Verónica Marion c/ Buenos Aires, Provincia de (Ministerio de Seguridad) s/ Daños y perjuicios


      G. 727, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como también la relación de derecho existente entre las partes. Se excluye del carácter de "civiles" aquellas causas en las que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido uno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al Derecho Administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por el Art. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 . El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Castañares, Sabrina Gisela c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      C. 3617, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el Art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La relación jurídica que invoca el actor como fundamento de su pretensión deriva de un acto administrativo emanado de la Provincia por el cual ya sea tácita o expresamente se autorizó al Contador [...] a intervenir profesionalmente en los conflictos citados. El examen de normas legales y reglamentarias de inequívoca naturaleza local, no puede ser realizado por el máximo Tribunal en instancia originaria, sin infringir el límite constitucional que consagra la autonomía de los Estados provinciales, de manera de no perturbar su administración interna. El pago de los honorarios por la labor profesional cumplida por un contador en el marco de un proceso judicial o extrajudicial y en interés de una provincia, escapa al concepto de "causa civil". El derecho público constituye el ámbito natural de actuación de la Administración Pública y en consecuencia, los contratos que ésta celebra son prima facie "administrativos", a no ser que se demuestre lo contrario, esto es, que en cada caso se efectúe un minucioso examen del respectivo convenio para determinar si, excepcionalmente, se rige por el derecho privado.


      González, Norberto Oscar c/ Mendoza, Provincia de s/ Determinación de honorarios


      G. 1615, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Exigencia de examinar la materia del pleito además del carácter de parte de una Provincia para que proceda la Competencia originaria de la Corte. Exclusión de asuntos locales.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el Art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. A fin de determinar el carácter de un proceso, no sólo se debe indagar sobre la naturaleza de la pretensión, sino que es imprescindible examinar su origen, así como también la relación de derecho existente entre las partes. La relación jurídica de naturaleza administrativa, en la que la Provincia actúa en su carácter de poder administrador y en uso de facultades propias según los arts. 121 a 124 de la Constitución Nacional, determina que sean los jueces locales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Cubas, Marcelo c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


      C. 183, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      La competencia originaria de la Corte procede, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, decreto-ley 1285/58, cuando resulta demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, esto es cuando la pretensión se funda en forma directa y exclusiva en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito.


      Municipalidad de San Luis c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      M. 747, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia de un pleito, cuando lo medular del planteamiento que se efectúe remita necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia. Toda vez que la cuestión exija dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad pública local (Dirección Provincial de Rentas) interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación respecto del poder de policía bancario y financiero que le corresponde (arts. 75 [incs. 6º, 11, 18, 19 y 32] y 126 de la Constitución Nacional) y a la potestad que ostenta de otorgar validez extraterritorial a los actos públicos provinciales (art. 7º de dicha Ley Fundamental), la causa se encontrará entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2º, inc. 1º, de la Ley 48 , pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


      Asociación de Bancos de la Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa inconstitucionalidad


      A. 2107, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Quedan excluidos de la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Contra las leyes y decretos locales, que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios, de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 .


      Arias, Luis Federico c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción meramente declarativa


      A. 1509, L. XLII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia de un pleito, cuando lo medular del planteamiento que se efectúe remita necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia. Toda vez que la cuestión exija dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación respecto al poder de policía bancario y financiero que le corresponde (arts. 75 [incs. 6º, 11, 18, 19 y 32] y 126 de la Ley Fundamental), la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2º, inc. 1º, de la Ley 48 , pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. El examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


      Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Chaco, Provincia del s/ acción declarativa de inconstitucionalidad


      A. 2113, L. XLII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte.


      Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Toda vez que la cuestión exija dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de hidrocarburos, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el Art. 2º, inc. 1º, de la Ley 48 , pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


      Desarrollos Petroleros y Ganaderos S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad


      D. 569, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal predominante como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos en que una provincia es parte. Exclusión de asuntos locales.


      Procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen además cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia originaria. Para dilucidar las cuestiones de competencia no solo se debe atender a los términos de la demanda sino que se torna imprescindible examinar el origen de la pretensión y la relación de derecho existente entre las partes. El cobro de un impuesto no configura una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción, un acto administrativo, correspondiendo discutir en la instancia originaria la validez de un tributo cuando es atacado sólo como contrario a la Constitución Nacional. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que igualmente puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 . El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que el Tribunal ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. Carece de objeto llevar a la justicia nacional el cuestionamiento de un acto local que, en sus efectos, puede ser rectificado por la magistratura provincial.


      Aceitera General Deheza Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      A. 1453, L. XLII, 14 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Invocación de la competencia originaria de la Corte Suprema en razón de la sola naturaleza de las partes. Improcedencia. Caso "Mendoza". Excepción: Litisconsorcio Pasivo Necesario.


      Si bien la Corte Suprema decidió, en el caso "Mendoza" no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas, es decir, cuando una provincia y el Estado Nacional conformen un litisconsorcio pasivo, ya sea por acumulación subjetiva de acciones o por ser citados como terceros al pleito, importará excepción a dicho principio aquellos casos en que medie la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, en los términos del Art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


      Ansaldo Argentina S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de sumas de dinero


      A. 1853, L. XLII, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Invocación de la competencia originaria de la Corte Suprema en razón de la sola naturaleza de las partes. Improcedencia. Caso "Mendoza". Excepción: Litisconsorcio Pasivo Necesario.


      Si bien la Corte Suprema decidió, en el caso "Mendoza" no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas, es decir, cuando una provincia y el Estado Nacional conformen un litisconsorcio pasivo, ya sea por acumulación subjetiva de acciones o por ser citados como terceros al pleito, importará excepción a dicho principio aquellos casos en que medie la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, en los términos del Art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Todas las cuestiones relativas a "La Pesca" implican decidir sobre una cuestión regida no sólo por el derecho público local, sino también por el derecho federal, pues se trata de una materia que involucra el ejercicio de facultades concurrentes entre la Nación y las provincias.


      Antonio Barillari S.A. c/ Chubut, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


      A. 1868, L. XLII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones referentes a cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los fines del remedio extraordinario. Excepción: denegatoria del fuero federal.


      Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 , por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. No obstante, esa regla admite excepción en los asuntos en que media denegación del fuero federal. Se excluye del concepto de "causa civil" a los casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en aquéllos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. No existe unanimidad de criterio para definir el elemento determinante de la competencia contencioso administrativa, puesto que, si bien alguna parte de la doctrina afirma que es el sujeto, otra parte de ella sostiene que está constituido por la materia en debate, es decir, por su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer para resolver la contienda.


      Batlle, Mercedes Beatriz c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


      B. 1935, L. XLII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Participación nominal y sustancial de una Provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La calidad de parte de una provincia debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la competencia originaria de la Corte. El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Córdoba, Olga del Valle c/ Estado Nacional y otros (Provincia de Tucumán) s/ Acción de reivindicación


      C. 829, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Participación nominal y sustancial de una Provincia en el pleito como requisito para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Para fundar la citación como tercero a juicio de varias provincias, es necesario que se invoque una comunidad de controversia, única hipótesis que autoriza a concederla (art. 94 del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación). Corresponde a quien solicita la citación como tercero a juicio, acreditar que se trata de uno de los supuestos que autorizan a disponerla, esto es, que se invoque concretamente la presencia de una "comunidad de controversia" con las partes o que pueda mediar, en caso de existir una sentencia adversa, la posibilidad de encontrarse sometido a una futura acción de regreso contra ellas, esto es, para evitar que los terceros aleguen que la derrota fue consecuencia de la deficiente defensa (exceptio male gesti processus). Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.


      Asociación Comunitaria La Matanza c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


      A. 44, L. XLIII, 16 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Procesos en donde se debaten cuestiones de índole local: exclusión de la competencia originaria de la Corte.


      Aquellos procesos cuya materia sea de derecho público local, quedan excluidos de la competencia originaria de la Corte.


      Aceitera y Algodonera del Litoral S.A.I.C. C/ Entre Ríos, Provincia de s/ ordinario


      A. 353, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia como parte en una causa de manifiesto contenido federal: trámite ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria con prescindencia de la vecindad de la contraria.


      Si es parte una provincia en un pleito de naturaleza federal -cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora-, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Sociedad Anónima Expreso Sudoeste (SAES) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      S. 692, L. XLIII, 07 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión A. 2113, L. XLII, "Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


      Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en razón de ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


      Asociación de Bancos Públicos y Privados de la República Argentina c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      A. 896, L. XLIII, 18 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión A.2113, L. XLII, "Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


      Este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en razón de ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


      Banco Macro S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar


      B. 734, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen del día de la fecha en los autos principales.


      Córdoba, Olga del Valle c/ Estado Nacional y otros (Provincia de Tucumán) s/ Incidente de medida cautelar


      C. 829, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa contra provincia. Industrialización de combustibles: impuesto a las actividades económicas. Ley nacional de Combustibles Líquidos y Ley de Coparticipación Federal de Impuestos. Precedente "Matadero y Frigorífico Merlo S.A.". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      El sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que la cuestión federal que se plantea no es la predominante en la causa. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda, la sociedad actora pretende obtener certeza respecto de su relación jurídica-tributaria con la Provincia y para ello cuestiona una resolución de la Dirección General de Rentas por ser contraria no sólo a normas federales -lo que transformaría al pleito en una "cuestión federal típica"-, sino también de derecho público local, como lo es el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, que fue ratificado por la provincia mediante la Ley 6723. Al respecto, en primer lugar, es dable recordar que el cobro de un impuesto no constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción, un acto administrativo, y que sólo corresponde discutir en la instancia originaria la validez de un tributo cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional. La materia del pleito no resulta exclusivamente federal, pues -según se indicó- la actora efectúa un planteamiento conjunto de una cuestión federal con una de orden local, ya que está directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación del "Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento" el cual forma parte del derecho público provincial y no suscita una cuestión constitucional. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante la Justicia de la Provincia en virtud del respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que, se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 .


      Refinería del Norte S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción meramente declarativa


      R. 984, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley nacional de hidrocarburos 17.319 y decreto del PEN 546/03. Supuesta desnaturalización del dominio originario de hidrocarburos. Competencia originaria del Tribunal ratione personae.


      Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      N. 272, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Amparo por daño ambiental. Intervención no sustancial del Estado Nacional y la provincia. Ejercicio del poder de policía ambiental: cuestión de derecho público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      Para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si el Estado Nacional y la provincia participan nominalmente en el pleito –ya sea como actores, demandados o terceros- y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, lo cual debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, ya que lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria del Tribunal. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, no se cumple con el recaudo señalado, puesto que la intervención del Estado Nacional en el pleito tiene sólo un carácter nominal y no sustancial. Tampoco procede la competencia originaria de la Corte por ser parte una provincia, pues a tal fin la materia del pleito debe revestir naturaleza exclusivamente federal y dicha hipótesis tampoco se verifica en autos. En efecto, el sub examine versa sobre el ejercicio del poder de policía ambiental -residuos sólidos urbanos-, asunto que se rige sustancialmente por el derecho público local y es competencia de las autoridades provinciales, de conformidad con los arts. 41, párrafo 3° y 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


      Vecinos por un Brandsen Ecológico Soc. Civil c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo Ley 16.986


      V. 192, L. XLIII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Amparo por daño ambiental. Intervención no sustancial del Estado Nacional y la provincia. Ejercicio del poder de policía ambiental: cuestión de derecho público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      Para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si el Estado Nacional y la provincia participan nominalmente en el pleito –ya sea como actores, demandados o terceros- y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, lo cual debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, ya que lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria del Tribunal. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, no se cumple con el recaudo señalado, puesto que la intervención del Estado Nacional en el pleito tiene sólo un carácter nominal y no sustancial. Tampoco procede la competencia originaria de la Corte por ser parte una provincia, pues a tal fin la materia del pleito debe revestir naturaleza exclusivamente federal y dicha hipótesis tampoco se verifica en autos. En efecto, el sub examine versa sobre el ejercicio del poder de policía ambiental, asunto que, en principio, se rige sustancialmente por el derecho público local y es competencia de las autoridades provinciales, de conformidad con los arts. 41, párrafo 30 y 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


      Comisión Vecinal Puerto Verde de Tres de Febrero c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


      C. 648, L. XLIII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte rationae personae. Provincia demandada por entidad nacional.


      Toda vez que una entidad nacional demanda a una Provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la AFIP al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como la Provincia a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia.


      Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Mendoza, Provincia de s/ Ejecución fiscal


      A. 853, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Demanda por daño ambiental colectivo. Manifiesto contenido federal: recurso ambiental interjurisdiccional. Existencia de un litisconsorcio pasivo necesario.


      La causa reviste un manifiesto carácter federal, toda vez que se encuentra afectado un recurso ambiental interjurisdiccional y al respecto el Art. 7°, segundo párrafo, de la Ley 25.675 de Política Ambiental Nacional, establece que "En los casos que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia será federal'. En relación con la citación como terceros de las provincias de Santa Cruz y de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur en los términos del Art. 90, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta procedente, pues la controversia les es común dado que son las titulares del dominio del recurso ambiental que se pretende tutelar (el mar territorial) y respecto del cual cada una ejerce la jurisdicción, dada su condición de estados ribereños. Por ende, también son las titulares del dominio pleno y originario del yacimiento hidrocarburífero que es explotado por las demandadas y que constituye en autos el factor que se considera degradante, cuya administración actualmente ejercen, en su condición de autoridades concedentes y de aplicación, según surge de los términos de la Ley nacional 26.197 de Hidrocarburos. En este orden de ideas, concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, que es de carácter inescindible, la cual exige ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del dominio del bien colectivo presuntamente afectado, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente.


      Asociación de Superficiarios de la Patagonia (ASSUPA) c/ Y.P.F. S.A. y otros s/ Medida cautelar


      A. 556, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia y Estado Nacional. Cobro de dinero: servicio de renta de bonos. Competencia originaria del Tribunal ratione personae.


      Toda vez que resultan demandados la Provincia de San Juan -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el Art. 117 de la Ley Fundamental- y el Estado Nacional --que de acuerdo con el Art. 116 de la Constitución Nacional tiene derecho al fuero federal-, la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando la acción en esta instancia. Por otra parte, es dable aclarar que no resulta aplicable a estos autos la doctrina sentada por el Tribunal en “Mendoza, Beatriz Silvia y otros” el Estado Nacional y otros” (daños derivados de la contaminación ambiental del río Matanza-Riachuelo), ya que en la presente causa los demandados conforman un litisconsorcio pasivo necesario, en los términos del Art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


      Máxima S.A. A.F.J.P. c/ San Juan, Provincia de y Estado Nacional s/ Demanda ordinario


      M. 634, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Presunta responsabilidad extracontractual del Estado local: cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo. "Falta de servicio". Materia propia del derecho público. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


      En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° Y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, la actora reclama un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habría incurrido -según dice- alguno de sus órganos (policía local), atribuyendo responsabilidad extracontractual al Estado local por el irregular cumplimiento de las obligaciones legales a su cargo. Al respecto, es dable resaltar que la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del Art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo así, con nuestro criterio sostenido desde hace más de quince años. Se excluye de tal naturaleza a los casos en los que -como ocurre en el sub examine- se pretende atribuir responsabilidad patrimonial al Estado local por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido alguno de sus órganos, por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de la" autonomía" locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48 . No empece a lo expuesto el hecho de que la actora tenga nacionalidad brasileña, pues si bien la competencia federal ratione personae procede, en aquellos casos en que es parte un ciudadano extranjero, ello es así siempre que se trate de una “causa civil”, situación que no se presenta en autos. Al respecto, es dable advertir que la distinta vecindad o nacionalidad siempre cede frente al derecho Público local.


      Ballester Días, Jacquelline c/ Entre Ríos, Provincia de - Policía de la Provincia de Entre Ríos - Jefatura Departamental Uruguay s/ Daños y perjuicios


      B. 1123, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de provincia contra entidad nacional. Pretensión de cobro del impuesto de sellos. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que una provincia demanda a una entidad nacional -el Banco de la Nación Argentina-, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto la entidad nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental y el Art. 10 y 27 de la Ley nacional 21.799 que establece su Carta Orgánica, como la Provincia de Entre Ríos a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia; por lo que resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


      Entre Ríos, Provincia de c/ Banco de la Nación Argentina - sucursal San Salvador s/ Apremio


      E. 51, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de provincia contra Estado nacional. Pago de deuda en concepto de ingresos brutos. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que la Provincia demanda a una entidad nacional en liquidación, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional o una entidad nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


      Dirección General de Rentas de Entre Ríos c/ Encotesa -Empresa Nacional de Correos y telégrafos s/ Ejecución fiscal


      D. 517, L. XLIII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de provincia contra Estado nacional. Repetición del pago de intereses por mora. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


      Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Demanda de repetición


      B. 2167, L. XLII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de provincia contra Estado nacional. Repetición del pago de intereses por mora. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


      Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Demanda de repetición


      B. 2168, L. XLII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda del Estado nacional contra provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el Art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al Art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


      Estado Nacional (Ministerio de Economía y Producción) c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      E. 178, L. XLIII, 02 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Fraude electoral en elecciones municipales. Intervención no sustancial de la provincia. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria, lo cual debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. En mérito a lo señalado, en el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- no se cumple con el recaudo señalado puesto que la intervención de la Provincia en el pleito sólo un carácter nominal y no sustancial.


      Verges, Alfonso Hernán y otros c/ San Luis, Provincia de (Poder Ejecutivo provincial) s/ Acción de amparo


      V. 427, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Pago de regalías hidrocarburíferas. Manifiesto contenido federal. Participación del Estado provincial. Competencia originaria de la Corte.


      Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del Art. 124 de la Constitución Nacional y de otras normas dictadas por el Gobierno Nacional en materia de hidrocarburos, aun cuando ello implique examinar normas del Código de Minería, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe el derecho que se pretende hacer valer, lo cual permite encuadrar la causa en el supuesto al que alude el Art. 2°, inc. 1°, de la Ley 48 , en tanto está en juego la inteligencia de dichos preceptos federales.


      Apache Energía Argentina S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar


      A. 662, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Pretensión de inconstitucionalidad de decreto y decreto-lay provinciales por ser contrarios al plexo de normas nacionales que regulan el servicio público postal y a la Constitución Nacional. Manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte.


      Ante todo, corresponde señalar que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


      Asociación de Empresas de Correo de la República Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar


      A. 878, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Traslado de la policía a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Causa no es dirigida contra una provincia. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Por lo tanto, el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la Ley 48 , 2° de la Ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que según se desprende de los términos del escrito de inicio -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- la actora demanda a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una Provincia y al Estado Nacional que sólo es aforado al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte.


      Asociación Civil para la Defensa Ciudadana c/ Estado Nacional y otro (Ciudad Autónoma de Buenos Aires) s/ Acción de amparo


      A. 827, L. XLIII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Justicia Provincial.


      Los asuntos de naturaleza local quedan reservados a los magistrados locales. Autonomía Provincial.


      El respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el Art. 14 de la Ley 48 . La incompetencia puede ser declarada en cualquier estado de la litis ya que es una cuestión de orden público por la que este Ministerio Público debe velar en forma indeclinable. La competencia originaria encuentra su límite en el respeto al principio constitucional que consagra la autonomía de los estados provinciales de manera de no perturbar su administración interna, lo cual exige que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de tales asuntos, pues lo contrario importaría una intromisión y un avasallamiento de su soberanía y del sistema federal vigente.


      Mendiolar, Julia Remigia y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      M. 2493, L. XL, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Poderes Provinciales: potestad exclusiva de organizar su justicia. Jueces provinciales. Deber de aplicar en su totalidad el orden jurídico del Estado.


      La potestad exclusiva que tienen las provincias a fin de organizar su justicia (arts. 104, 105 y 108 -actuales 121, 122 y 126- de la Constitución Nacional) no las habilita a impedir que los magistrados locales puedan considerar y aplicar en su totalidad el orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional, de lo cual se desprende que sus jueces no pueden estar cegados al principio de supremacía constitucional consagrado en su Art. 31, ya que todos los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que tratan sobre puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales. Las decisiones que por la naturaleza federal de las cuestiones debatidas son aptas para ser resueltas por la Corte, no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia, de conformidad con lo dispuesto por el Art. 31 de la Constitución Nacional y su reglamentación por la Ley 48 , de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquel órgano en tales supuestos. La omisión por parte del tribunal provincial de todo pronunciamiento sobre los derechos que el recurrente funde en normas de carácter federal resultará palmaria y constituye un obstáculo para que la Corte Suprema ejerza correctamente su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el tribunal a quo. El adecuado respeto al régimen federal de gobierno y a la zona de reserva jurisdiccional de las provincias impone reconocer a los magistrados de todas las instancias el carácter de irrenunciables custodios de los derechos y garantías de la Constitución Nacional, así como emplazar la intervención apelada de la Corte en el juicio que ella le ha señalado: ser su intérprete y salvaguarda final.


      Confederación Indígena del Neuquén c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción de inconstitucionalidad


      C. 3262, L. XLII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Planteos tendientes a obtener medidas de política ambiental: reserva a magistrados locales.


      El planteo tendiente a obtener que se adopten medidas de política ambiental debe ser ventilado ante la justicia provincial, en cuya sede los actos u omisiones de autoridades provinciales serán ponderados por los jueces naturales a los efectos que la soberanía local ha querido darle. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio, claro está, de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario. Cuando son demandados una provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental. No obstante, ello es así siempre que tanto la Provincia como el Estado Nacional sean parte en el litigio, no sólo en sentido nominal sino también sustancial, es decir que tengan en el pleito un interés directo, de manera tal que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, ya que lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte.


      C.Y.G. s/ Acción de amparo y medida cautelar


      COMP. 1431, L. XLII, 07 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Prerrogativas. Independencia.


      Acción de inconstitucionalidad planteada por magistrados y funcionarios judiciales contra ley local que dejó sin efecto un sistema de ajuste de las remuneraciones con fundamento en que aquél vulneraba la prohibición de indexar que estableció la Ley 23.982 y mantuvo la Ley 25.561. Garantía que asegura la independencia de los jueces: intangibilidad de las remuneraciones. Régimen remuneratorio de los miembros del Poder Judicial provincial: atribución poder legislativo. Subsistencia hasta su modificación por el órgano competente. Inexistencia derecho adquirido: Excepción: en caso que el nuevo régimen salarial tenga vigencia desde antes de su sanción.


      Es una atribución del legislador provincial regular y fijar el régimen salarial de los magistrados y demás integrantes del Poder Judicial, así como que debe ejercer esa delicada función respetando la intangibilidad de sus remuneraciones, pues esa garantía hace a la esencia del sistema republicano de gobierno y así lo exigen tanto la Constitución Nacional como la provincial. Es indudable que el cuerpo legislativo tiene esa potestad o por delegación el Poder Ejecutivo-, pues así surge de la Constitución de la Provincia de Mendoza, en cuanto le asigna la atribución de "crear y suprimir empleos para la mejor administración de la Provincia, determinando sus atribuciones y responsabilidades, y dictar la ley general de sueldos" (art. 99, inc.9°), la que se debe ejercer en concordancia con la garantía de intangibilidad de las remuneraciones que consagra el Art. 151 del mismo texto constitucional. También es incuestionable que los salarios judiciales no se fijan por medio de acuerdos, pactos o convenios entre partes, sino que deben establecerse mediante una norma legal o reglamentaria y de ahí deriva, que los convenios que obtuvieron homologación judicial sobre el que hasta el momento ha girado en gran medida el conflicto que se ventila en el sub lite -ya sea para justificar la declaración de invalidez de la Ley 7125 por afectar la cosa juzgada o para limitar los alcances de este instituto-, tiene por efecto finiquitar un pleito y arreglar la forma de pago de una deuda, o incluso puede constituir un mecanismo de entendimiento entre los miembros de los distintos poderes estatales para regular las remuneraciones futuras de algunos de sus integrantes, pero ello no habilita a pensar que el régimen de remuneraciones de los miembros del Poder Judicial se fija por convención entre partes o puede ser objeto de transacción. No puede existir un derecho adquirido a una determinada modalidad salarial, en tanto las modificaciones que se introduzcan para el futuro importen alteraciones razonables en su composición, no lo disminuyan ni impliquen la desjerarquización respecto del nivel alcanzado en el escalafón respectivo. El a quo, al declarar la invalidez de la Ley 7125, desconoció la potestad legislativa para regular la materia, con olvido también de la doctrina del Tribunal que indica que en las causas en que se impugnan actos cumplidos por otros poderes, en el ámbito de las facultades que les son privativas, la función jurisdiccional no alcanza al modo del ejercicio de tales atribuciones, pues ello importaría la invasión que se debe evitar la descalificación de la ley fue en forma genérica y tal como fue realizada impide que la Legislatura ejerza de aquí en adelante su potestad para dictar el régimen salarial en cuestión o, en todo caso, siempre deberá hacerlo sujeta al sistema anterior, lo que significa, ni más ni menos, que consagrar su inalterabilidad. Este proceder extralimita la función jurisdiccional que, atento a las directrices de la Corte Suprema en la materia tantas veces recordada, se circunscribe a determinar si el régimen así sancionado vulnera la garantía de la intangibilidad remuneratoria. La afectación a los derechos adquiridos se dará cuando se pretenda que el nuevo régimen salarial tenga vigencia desde antes de su sanción, ya que ello va en contra la doctrina del Tribunal que señala que la proyección de un nuevo ordenamiento normativo hacia el pasado no resulta posible si por tal vía se altera el alcance jurídico de las consecuencias de los actos o hechos realizados en su momento bajo un determinado régimen legal con grave afectación de los derechos adquiridos. La Legislatura puede dictar el régimen general de remuneraciones aplicable al Poder Judicial, tal como lo hizo al sancionar la Ley 7125, aun con indiferencia de sus imperfecciones técnicas, que éste debe regir para el futuro y respetar la garantía de intangibilidad, los actores tienen derecho a que hasta ese momento sus salarios se liquiden de acuerdo a las condiciones que establece el régimen vigente.


      Brandi, Eduardo Alberto y otros c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ inconstitucionalidad


      B. 12, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Poder Legislativo. Congreso


      Atribuciones


      Delegación de Facultades. Límites


      Emergencia Pública


      Planteo de inconstitucionalidad de los arts. 1° y 9° del decreto 1204/01. Delegación legislativa en el Poder Ejecutivo: Ley 25.414. Autorización para derogar total o parcialmente normas específicas. Emergencia pública.


      El Art. 76 de la Constitución Nacional, aun cuando prohíbe con carácter general la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, la admite en materias determinadas de administración o de emergencia pública, siempre que se realice con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca. Por aplicación de dicha cláusula, el Congreso, mediante la Ley 25.414, facultó al Poder Ejecutivo Nacional hasta el 1° de marzo de 2002 a ejercer ciertas atribuciones en materias determinadas de su ámbito de administración y de emergencia pública (art. 1°, acápites 1y 11, respectivamente). Asimismo, por el inc. t), con el objeto exclusivo de dar eficiencia a la administración se lo autorizó a "...derogar total o parcialmente aquellas normas específicas de rango legislativo que afecten o regulen el funcionamiento operativo de organismos o entes de la administración descentralizada, empresas estatales o mixtas, o entidades públicas no estatales, adecuando sus misiones y funciones... ". Así pues, los arts. 1° y 9° del decreto 1204/01, en cuanto establecen que en todas las causas que tramiten ante los tribunales nacionales, en las que sean partes contrarias el Estado Nacional y las Provincias y la Ciudad de Buenos Aires o que se susciten entre dos o más provincias, las costas serán impuestas por el orden causado, encuentran su sentido en las bases de la política fijada en la norma autorizante donde el Congreso delegó la competencia para derogar total o parcialmente-normas de rango legislativo a fin de dar mayor eficiencia a la Administración Pública. En efecto, atendiendo al principio de interpretación restrictiva que debe regir en la materia, es claro que el Congreso, por medio del Art. 1°, acápite 1, inc. t), de la Ley 25.414, facultó al Poder Ejecutivo para derogar total o parcialmente normas específicas de rango legislativo cuando éstas afecten o regulen el "funcionamiento" de la administración pudiendo, a tal fin modificar disposiciones legales que regulan las materias afines que hacen a dicho funcionamiento, como son las que aquí se discuten. Por análogos argumentos, en este aspecto el decreto también encuentra su norma delegante en el inc. e), acápite 11 del Art. 1° de la Ley 25.414, referido a la emergencia pública que habilita al Poder Ejecutivo para derogar o modificar normas de rango legislativo de orden nacional, cuando ellas perjudiquen la competitividad de la economía. Por su parte, la Ley 25.414, sancionada con posterioridad, debió atender a la agudización de la difícil y compleja situación económica que atravesaba el país -tal como da cuenta el debate parlamentario que tuvo lugar en oportunidad de su sanción- circunstancia que el mismo decreto 1204/01 pretendió evitar mediante la adopción de medidas coherentes con la emergencia administrativa establecida en la Ley 25.344.


      Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar


      S. 456, L. XXXIV, 26 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Materias Determinadas de Administración.


      Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley provincial 7306 y decreto local 34/96. Falta de legitimación del Estado Nacional: ausencia de interés directo en el pleito. Situación de docentes transferidos al ámbito provincial. Contravención del Convenio de transferencia de los servicios educativos nacionales.


      Conviene recordar que el Congreso Nacional facultó al Poder Ejecutivo a transferir a las provincias y a la entonces Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, los servicios educativos administrados en forma directa por el Ministerio de Cultura y Educación y por el Consejo Nacional de Educación Técnica, así como las facultades y funciones sobre los establecimientos privados reconocidos, bajo determinadas condiciones (art. 1° de la Ley 24.049). Asimismo, previó que los requisitos específicos de las transferencias se establecerían mediante convenios que celebrarían el Poder Ejecutivo Nacional y cada una de las jurisdicciones, en los que se acordaría toda otra cuestión no prevista en la ley atendiendo a las particularidades de cada jurisdicción (art. 2°). Corresponde señalar que el análisis de las previsiones del convenio de transferencia de los servicios educativos nacionales permite extraer dos conclusiones para la resolución de esta causa. La primera, que la Provincia se comprometió a respetar tanto la situación de revista del personal transferido como los cargos y horas cátedra, inclusive las que estaban en disponibilidad, en las condiciones que fija la Ley 24.049 a los docentes titulares, interinos y suplentes. La segunda es que en ese convenio no se hizo ninguna reserva, aclaración o salvedad, ya sea en cuanto a una limitación en el tiempo de aquella garantía, o a la potestad de las autoridades locales para instituir un régimen de acumulación de cargos y/o horas cátedra en el cual los docentes transferidos recibirían el mismo trato que los docentes que ya revistaban en el sistema educativo provincial. Así las cosas, es tan claro y evidente que la provincia puede legislar sobre esta materia, dentro de los parámetros usuales de legitimidad y conveniencia para la mejor administración de su sistema educativo, como que al hacerlo está obligada a respetar la situación de los docentes que habían sido transferidos desde el ámbito nacional, porque así se había comprometido en el convenio que celebró con la Nación, en perfecta compatibilidad con la ley marco de transferencia de los servicios educativos nacionales. En tales condiciones, la pretensión de aplicar la legislación que aquí se cuestiona a los docentes transferidos contraviene el acuerdo suscripto entre los Estados para hacer efectivo el traspaso de los establecimientos, servicios y agentes educativos nacionales que, como se vio, se ajusta a las exigencias de la Ley de transferencia 24.049. Por lo expuesto, las disposiciones provinciales impugnadas contravienen las previsiones de la Ley nacional 24.049 y el convenio de transferencia de los servicios educativos nacionales a la órbita provincial, en cuanto se pretende su aplicación a los docentes transferidos desde aquel nivel.


      Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.) de La Rioja, c/ La Rioja, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      A. 1242, L. XXXIX, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Económicas y Financieras.


      Demanda contra el Fisco Nacional. Reintegro de sumas retenidas en concepto de impuesto a las ganancias. Haberes jubilatorios y pensiones de jueces y funcionarios judiciales. Ley 20.628. Acordada 20/96. Sentencia arbitraria.


      En el Art. 1° de la acordada 20/96 la Corte declaró la inaplicabilidad del art 1° de la Ley 24.631 -en cuanto deroga las exenciones contempladas en el Art. 20, incs. p) y r), de la Ley 20.628, texto ordenado por decreto 450/86- para los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Nación. Aquellas franquicias, en lo que interesa a los fines del presente, alcanzaban a los sueldos de todos los jueces del Poder Judicial de la Nación y de los funcionarios judiciales que tuvieran asignadas retribuciones iguales o superiores a los jueces de primera instancia (inc. p), así como a los haberes jubilatorios y a las pensiones que correspondan por las funciones cuyas remuneraciones estaban exentas en los términos señalados (inc. r). De lo expuesto se colige que tanto la acordada N° 20/96 como su correspondiente adhesión provincial se refieren únicamente a los haberes jubilatorios y pensiones de jueces y funcionarios judiciales cuyas remuneraciones eran iguales o superiores a los magistrados de primera instancia, alcanzadas por el Art. 20, inc. r), de la Ley 20.628, texto ordenado por decreto 450/86, luego derogado por el Art. 1° de la Ley 24.631. En tales condiciones, resulta pertinente el agravio del Fisco Nacional, ya que la omisión del tribunal en expedirse sobre el cumplimiento de este último requisito priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto.


      Rodríguez, Manuel Ángel c/ Fisco Nacional y/o AFIP y/o DGI s/ Amparo Ley 16.986


      R. 886, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Impuesto de sellos provincial. Carencia de un instrumento que resulte gravable. Sentencia arbitraria.


      El tema decidendum estriba en determinar si, la oferta enviada por la actora se encuentra alcanzada por el impuesto de sellos provincial. Tanto las partes como el tribunal a quo están de acuerdo en que la propuesta fue tácitamente aceptada al suministrar el combustible en las condiciones indicadas. En ese orden de ideas, la oferta sub examine carece de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ella plasmadas. Para ratificar lo expuesto, basta con observar que con ella sola es imposible tener por configurado el contrato, sino que se requiere de la demostración de la aceptación por la cocontratante para tenerlo por perfeccionado. La sentencia yerra en su análisis pues, apartándose de las reglas aplicables, se ve necesitada de recurrir a otros elementos -ajenos al instrumento que se pretende gravar-, y aplicar los preceptos de la teoría de la realidad económica, para demostrar la existencia de una relación contractual -lo cual, valga aclararlo, nunca estuvo en discusión- pero que no conduce a poner en evidencia el acaecimiento del hecho imponible sino, por el contrario, prueba la carencia de un instrumento único que resulte gravable por el impuesto de sellos en los términos expuestos. En tales condiciones, el pronunciamiento recurrido no resulta ajustado a derecho, en los términos de la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, ya que se ha apartado de la letra de las normas que rigen el criterio de instrumentalidad e importa violar tanto el principio de reserva de ley en materia tributaria (arts. 4° y 17 de la Carta Magna) como asimismo el derecho de propiedad privada.


      Estación de Servicio Collman S.R.L. c/ Estado Provincial s/ Recurso de hecho


      E. 115, L. XLI, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Aduana.


      Demanda contra Dirección General de Aduanas. Ley 23.018 y resolución ANA 3.304/87. Facultades para controlar las operaciones de exportación. Presentación conjunta del permiso de embarque. Confianza legítima. Precedente de Fallos: 328:43.


      La sentencia del a quo se apartó de lo decidido por la Corte, aduciendo que, en el caso de autos, se verifica una razón que así lo amerita, dada por la existencia de un acto válido que generó derechos a favor de la actora y que, en consecuencia, al apartarse de él, la Aduana ocasiona una lesión a la confianza legítima que los particulares depositan en su proceder. Sostuvo que se realizó una presentación ante la Aduana en la que indicó que el decreto 2.284/91 había dejado sin efecto lo dispuesto por la resolución ANA 3.304/87 en cuanto a la exigencia de la presentación conjunta del permiso de embarque y el certificado de origen, para acceder al goce de los beneficios tributarios previstos por la Ley 23.018. Cabe poner de relieve, de manera preliminar, que esa presentación fue realizada con carácter genérico y sin especificar si se hacía por derecho propio o en representación de algún cliente. Sin perjuicio de ello, el Administrador de la Aduana respondió tal consulta "autorizando" la presentación posterior de los citados certificados, para proceder al cobro de los reembolsos. No puede sostenerse que dicho acto genere derechos a favor de la aquí actora. En primer término, puesto, que en ella no se hace referencia concreta a los permisos de embarque de los que trata el sub lite. Y, en segundo lugar -y ello es fundamental-, debido a que la Cámara omitió considerar que el 23 de diciembre de 1993 -con anterioridad a la realización de las operaciones aquí involucradas-, el despachante Domínguez fue notificado, personalmente, de que el criterio adoptado por la aduana patagónica no era compartido por la Administración Nacional de Aduanas, mediante la providencia 1.759/93, emitida por el Departamento de Técnica de Exportación, y que se le ordenaba a la Aduana de Puerto Madryn que, para la tramitación de los beneficios ligados a las exportaciones deberá exigir dicho certificado en "tiempo y forma", sin cuyo requisito "no podrá dar curso al trámite". En tales condiciones, no es posible atender alegación alguna basada en la confianza legítima, ni en violación del deber de buena fe que debe presidir la actuación estatal, ya que el profesional mencionado, actuando luego en representación de la actora, al presentar los permisos de embarque, tenía cabal y pleno conocimiento de cuál era la tesitura e interpretación que la Aduana Nacional adoptaría a su respecto. Sin perjuicio de tal advertencia, omitió acompañar la documentación exigida de manera conjunta, ni siquiera mediante el recurso a los "certificados provisorios", a lo cual lo facultaba el Art. 6.4 de la resolución ANA 3.304/87. En este orden de ideas, la resolución 3.304/87 de la Aduana, reglamentaria en lo pertinente de la Ley 23.018, no se ocupa de cuestiones que hagan a la documentación respaldatoria de la operación mercantil, que ha de presentarse ante la Aduana, sino de las particularidades y demás trámites que deben realizarse en tiempo y forma para el goce de un beneficio fiscal, por lo que queda en claro que no fue objeto de derogación por parte del decreto 2.284/91. Por el contrario, tal como surge de los considerandos expresados, dicho decreto debía resultar un acicate para que las autoridades aduaneras se centrasen en el control del cumplimiento de las normas tributarias y de los procedimientos relativos a la percepción de las rentas públicas y al debido control de las erogaciones que implican los beneficios impositivos como el aquí involucrado.


      Tan-Co S.A. (TF 9.794-A) c/ DGA s/ Recurso extraordinario


      T. 308, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Denegación del carácter privilegiado a crédito de la actora. Ley de Navegación: privilegios a quienes prestan servicios a favor de la explotación comercial de los buques. Procedencia del recurso extraordinario.


      Conforme surge de las constancias de la causa, el peaje consiste en una tarifa determinada según el Pliego de Bases y Condiciones con más el I.V.A. a abonar obligatoriamente por toda embarcación que utilice las vías navegables incluidas en la concesión, ya sea en cada puerto que toque o en el último, siendo responsables solidarios por su pago el armador y/o agente marítimo y/o propietario y al que se ha acordado naturaleza de precio o tarifa. En dicho contexto, la interpretación y aplicación que del artículo 476 inciso e) de la Ley nº 20.094 efectuó el a quo so pretexto de efectivizar un principio de hermenéutica restrictivo, importó en definitiva no aplicar un supuesto expresamente reglado por el precepto no obstante tratarse el peaje de un derecho originado en el ejercicio de la navegación, que la torna en irrazonable. Máxime cuando la incidentista no sólo invocó dicho privilegio al demandar, sino que, además, durante todo el curso del proceso mantuvo la postura que los privilegios del articulo 476 involucraban créditos por servicios, aprovisionamientos o desembolsos en favor de la navegación o explotación comercial del buque sin consideración a que el prestador del servicio fuera una persona pública o privada, o se tratara de un precio, tasa o tarifa. Agravios de la recurrente que exigían del juzgador un detenido examen de las constancias de autos con referencia a la legislación esgrimida como aplicable a la litis.


      Yacimientos Carboníferos Río Turbio S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación Hidrovía S.A.


      Y. 39, L. XLII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Empréstitos y Deuda Pública.


      Certificado de ejercicio de opción impositiva para cancelar obligaciones tributarias nacionales. Marco normativo. Crisis económica: primacía del bienestar general sobre el interés particular. Hace lugar al recurso extraordinario.


      La decisión que aquí se impugna lejos de ser desproporcionada o cercenatoria del derecho de propiedad se aprecia razonable para superar el estado de adversidad que implica una situación de emergencia, en la que todos los sectores sociales deben deponer sus intereses individuales en pos de bienestar general, enderezada a resolver un tema cuya gravedad e importancia para el desarrollo nacional es claramente perceptible. La posición contraria, que pretende mantener inalterada la situación anterior a la crisis y sin que este fenómeno la afecte, evidencia un enfoque individualista que intenta primar sobre el interés general, al mismo tiempo que se desentiende de las condiciones políticas, jurídicas, sociales y económicas imperantes. Desde esta óptica, surge claro que todos los que se encuentran afectados en sus relaciones jurídicas por la norma que aquí se impugna deben contribuir con un aporte parcial para atemperar la crisis, sin que pueda considerarse a sector alguno inmune a tales alteraciones, máxime cuando la jurisprudencia del Tribunal indica que el interés particular, aunque pueda verse perturbado por medidas de emergencia, debe ceder ante el general ante una situación de grave necesidad. De tal manera, la pretensión de mantener incólume las condiciones que surgen del decreto 424/01 se desentiende del hecho cierto de que cuando se adoptó la decisión de suspender una de las modalidades de los bonos emitidos bajo ese decreto se estaba ante una situación de crisis e impotencia financiera del Estado que, como tal, debía encontrar respuesta en una solución ordenada que contemplara a la totalidad de los acreedores, procurando asignarles un trato razonablemente equitativo, ya que en casos de insolvencia no son adecuadas las decisiones que agotan su mira en un único acreedor o grupo de acreedores, a sabiendas de que a los restantes -de igual calidad o con créditos de análoga naturaleza- no podría otorgárseles precisamente por la incapacidad de pago- el mismo tratamiento.


      Siderca S.A.I.C. c/ Estado Nacional - Dto. 493/04 y 424/01 s/ Amparo Ley 16.986


      S. 98, L. XLII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Aplicación del régimen de consolidación de deudas, al pago de honorarios regulados judicialmente. La causa de la obligación tiene origen en la fecha en que se realizó la tarea profesional.


      En el régimen instaurado por la Ley nacional 23.982, la causa de la obligación de pagar honorarios está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial. Tal criterio exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos y no la fecha de su regulación o previsión presupuestaria, pues el servicio profesional es realizado mediante prestaciones continuadas. Las disposiciones de la ley de consolidación resultan de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley. Esta naturaleza que atribuyó el legislador al régimen aludido obliga al tribunal a considerar su aplicación aun cuando la accionada omita solicitarla. En el régimen instaurado por la Ley nacional 23.982, a cuyos términos remite la Ley 25.344, no es posible atribuir carácter accesorio a los honorarios profesionales respecto del capital de condena, pues la causa de la obligación de pagar dichas retribuciones está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial, por lo que no resulta del objeto de la obligación ventilada en la litis ni de la relación con el sujeto pasivo de aquélla. Las normas que consolidan las deudas estatales no señalan un término perentorio para su invocación. El carácter alimentario de los honorarios profesionales, no es obstáculo para concluir que las ejecuciones de esta clase de créditos se encuentran alcanzadas por el régimen de consolidación, pues tal situación no está normativamente prevista como excepción a la aplicación del régimen de consolidación. A fin de analizar la validez constitucional del régimen de consolidación de la deuda pública, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia, así como que la restricción que aquélla impone al ejercicio normal de derechos patrimoniales tutelados por la Constitución debe ser razonable, limitada en el tiempo y constituir un remedio a la grave situación excepcional, sin provocar la mutación en la sustancia o esencia del derecho reconocido. La aplicación del sistema de consolidación de deudas no priva al acreedor del resarcimiento patrimonial declarado en la sentencia, sino que sólo suspende temporalmente la percepción íntegra de las sumas adeudadas, circunstancia que obsta a la declaración de inconstitucionalidad del régimen.


      Hacesa S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Intercargo SAC


      H. 393, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Consolidación de la deuda pública provincial. Provincia de Corrientes. Ley 4726: inaptitud para consolidar obligaciones a cargo del Estado provincial.


      La Ley 4726 -cuya inconstitucionalidad fue declarada, precisamente, por no ajustarse a norma nacional alguna- no resulta apta para consolidar las obligaciones a cargo del Estado provincial originadas entre el 1º de abril de 1991 y el 3 de febrero de 1993, ya que la sanción de la Ley 25.344 se limita a consolidar las obligaciones en el ámbito nacional, sin que pueda operar de pleno derecho para las deudas de las provincias. Por lo demás, aun cuando el decreto-ley 106/00 adhirió a la ley nacional de emergencia citada, se limitó a disponer la consolidación de las obligaciones posteriores al 3 de febrero de 1993 y anteriores al 1º de enero de 2000. El recurso extraordinario deberá ser admitido, ya que la resolución de temas vinculados con la adhesión provincial a las leyes nacionales de consolidación de deuda pública (Leyes 23.982 y 25.344) es susceptible de revisión en supuestos excepcionales cuando, la sentencia impugnada carece de los requisitos que la sustentan como acto jurisdiccional, generando con ello agravios a derechos y garantías constitucionales, circunstancia que priva a lo resuelto de la debida fundamentación que se exige a las decisiones judiciales.


      Prado, Emilce Noemí c/ Eduardo, Lagraña y/o Estado de la Provincia de Corrientes y/o quien resulte responsable s/ Ordinario


      P. 794, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Consolidación de deuda. Bonos en dólares. Rechazo de amparo. Remisión precedente Fallos: 327:3166 y lo resuelto en F. 72, XXXIX, "Falcón, Isabel Y de c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía" y F. 842, L. XL, "Faure, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional". Falencias de la defensa estatal.


      Tal como se puso de relieve en el dictamen del Ministerio Público en el caso "Galli", no se puede soslayar que el tema central que se debate en la causa, esto es, la validez constitucional de la decisión del Estado Nacional de convertir a pesos las obligaciones instrumentadas en títulos de la deuda pública, adoptada por un complejo plexo normativo, del cual sobresale el decreto 471/02 (ratificado por el Art. 62 de la Ley 25.725), constituye otra derivación de las medidas implementadas para conjurar la crisis que padece el país desde hace tiempo, pero que demostró toda su intensidad y gravedad a partir de fines de 2001 y condujo, entre otras cosas, como es bien conocido, a que el legislador declarara el estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria mediante la Ley 25.561, cuyas disposiciones son de orden público (art. 19).


      Lorenzo, Rodolfo Armando c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Recurso de hecho


      L. 1571, L. XLI, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Leyes de Emergencia.


      Características que debe tener la normativa de emergencia.


      La restricción que en casos de emergencia el Estado impone al ejercicio normal de los derechos patrimoniales debe ser razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato. Los cuatro requisitos a los que deben responder las normas en estado de emergencia son: 1) que exista una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; 2) que la ley tenga como finalidad legítima, la de proteger los intereses generales de la sociedad y no a determinados individuos; 3) que la moratoria sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias; 4) que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria. La garantía de igualdad (art. 16 de la Constitución Nacional) radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, por lo que ello no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal, de clase o de ilegítima persecución. Las diferencias respecto de las posibilidades de opción entre deudores en mora con anterioridad al 1° de enero de 2001 y los morosos comprendidos entre esa fecha y el 11 de septiembre de 2003, no responde sino a una diferenciación entre situaciones jurídicas diversas, y a las que el legislador distinguió en el marco de la emergencia, con soluciones distintas según su diferente magnitud y consecuencias. El acierto o error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas, no son puntos sobre los que al Poder Judicial quepa pronunciarse; por lo que la declaración de inconstitucionalidad de una ley -acto de suma gravedad institucional- exige que la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Sólo casos que trascienden ese ámbito de apreciación, para internarse en el campo de lo irrazonable, inicuo o arbitrario, habilitan la intervención de los jueces.


      Álvarez Moser, Juan c/ Bianchini, Roberto s/ ejecución hipotecaria


      A. 959, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente para entender en acciones que versan sobre el régimen aplicable en materia monetaria y bancaria afectadas por la Ley 25.561.


      La causa que verse sobre el régimen aplicable en materia monetaria y bancaria afectada por la Ley 25.56, debería ser resuelta por la justicia federal, en atención a que más allá de los términos literales de la Ley 25.587, la controversia puede razonablemente considerarse incluida en los fines que inspiraron al legislador cuando, mediante la mencionada ley, asignó a un único fuero el conocimiento de las cuestiones que versen sobre el régimen aplicable en materia monetaria y bancaria, afectadas por la Ley 25.561 y demás normas de emergencia.


      Palmucci Leandro Martín c/ Bolsa de Comercio de Bahía Blanca S.A. s/ Cumplimiento de contrato


      COMP. 1347, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Leyes de consolidación y emergencia económica. Ley local 6.987: supuesta violación de arts. 17, 18 Y 109 de la Constitución Nacional. Fallos: 324:861.


      En primer lugar y con relación al planteo de inconstitucionalidad de la Ley local 6.987, corresponde admitir la queja y hacer lugar al recurso extraordinario interpuesto toda vez que se ha puesto en juego la validez de dicha ley bajo la pretensión de repugnancia a la Constitución Nacional y a leyes nacionales y la resolución del máximo tribunal de provincia fue en favor de aquella norma cuando, a su respecto y a su vez, la Corte Nacional en sentencia reseñada en Fallos: 324:861, había resuelto ya su inconstitucionalidad. La Corte no acogió la invocación formulada por la Provincia de Tucumán de las leyes de consolidación y emergencia económica 6987 y 6995, por medio de las cuales se consolidaron las deudas provinciales que se resolvieran en el pago, de una suma de dinero con anterioridad al 31 de octubre de 1999, "... por cuanto esa legislación ha abarcado un período superior al previsto en la Ley nacional 23.982 al establecer ..." una fecha de corte diferente a ésta "... por lo que su aplicación en el caso importa limitar el derecho del acreedor, extremo expresamente prohibido. En segundo término, en referencia a la inclusión de los honorarios en la norma de consolidación local 7132, el recurso no es admisible toda vez que, si bien ésta adoptó por adhesión el mismo criterio que el establecido en la Ley nacional 25.344, ello no altera la naturaleza de derecho público local del régimen instaurado, cuya interpretación y aplicación corresponde a las autoridades locales. Máxime cuando no sólo los argumentos de la sentencia apelada relacionados con la inteligencia de la mencionada norma local no pueden ser tachados de arbitrarios sino también cuando es el propio recurrente quien, más allá de impugnar de modo genérico a la Ley nacional 25.344 y a las varias leyes y decretos provinciales dictados con posterioridad a la Ley 6987, reconoce "... que no fueron incluidos en el planteo de inconstitucionalidad...".


      Esteban Albano S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Recurso de hecho


      E. 328, L. XLII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Reglamentación de derechos en época de emergencia: mayor amplitud de las facultades atribuidas al legislador.


      Los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28 de la Ley Fundamental), y tal reglamentación pueden ser mayor en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron. El gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que sean razonables y no desconozcan las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. No hay violación del Art. 17 de la Constitución Nacional cuando por razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos ni les niega su propiedad y sólo limita temporalmente la percepción de tales beneficios o restringe el uso que pueda hacerse de esa propiedad. Es que hay limitaciones impuestas por la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis que, paradójicamente, también están destinadas a proteger los derechos presuntamente afectados, que existe el riesgo de que se conviertan en ilusorios ante procesos de desarticulación del sistema económico y financiero. La legislación de emergencia responde al intento de conjurar o atenuar los efectos de situaciones anómalas, ya sean económicas, sociales o de otra naturaleza, y constituye la expresión jurídica de un estado de necesidad generalizado, cuya existencia y gravedad corresponde apreciar al legislador sin que los órganos judiciales puedan revisar su decisión ni la oportunidad de las medidas que escoja para remediar aquellas circunstancias siempre, claro está, que los medios arbitrados resulten razonables y no respondan a móviles discriminatorios o de persecución contra grupos o individuos. Si bien la doctrina de la emergencia no es tema novedoso en la historia argentina ni en la jurisprudencia del Tribunal, sí lo es la inusitada gravedad del estado de cosas que hizo eclosión a fines del año 2001 y el contexto económico, social e institucional en que se dictó el decreto 471/02. Asimismo la adecuada comprensión de este fenómeno -que llegó hasta la declaración de default de la deuda pública nacional- resulta necesaria para que las soluciones que se propugnen no resulten abstractas y que, por lo tanto, aparezcan desvinculadas de la realidad nacional. El decreto 471/02 (ratificado por el Art. 62 de la Ley 25.725) y las restantes disposiciones vinculadas con el tratamiento de la deuda pública nacional instrumentada en títulos en monedas extranjeras, encuentran amparo constitucional, desde que no aparecen desproporcionadas con relación al objetivo declarado de afrontar el estado de emergencia que persiguen, ni aniquilan el derecho de propiedad de los tenedores de los títulos públicos. El dictado del decreto 471/02 encuentra su origen en el estado de emergencia pública en todos los órdenes de la vida social declarado por ley del Congreso Nacional, por la que, con arreglo a lo dispuesto en el Art. 76 de la Constitución Nacional, delegó al Poder Ejecutivo Nacional hasta el 31 de diciembre de 2007 (conf. leyes 25.820, 25.972, 26.077 y 26.204), el ejercicio de las facultades en ella establecidas; en este escenario, el Poder Ejecutivo Nacional primero dispuso transformar a pesos todas las obligaciones de dar sumas de dinero expresadas en dólares estadounidenses u otras monedas extranjeras, existentes a la sanción de la Ley 25.561 (art. 1º del decreto 214/02, ratificado por el Art. 64 de la Ley 25.987) y luego dictó el decreto 471/02 (ratificado por el Art. 62 de la Ley 25.725), a fin de regular el tratamiento a otorgar al endeudamiento asumido originalmente en dólares estadounidenses u otras monedas extranjeras por parte del sector público nacional, provincial y municipal cuando tales obligaciones se encuentren sometidas a la ley argentina. En el caso del endeudamiento público provincial, si bien se trata de compromisos asumidos por los Estados provinciales con los tenedores de sus títulos o bonos, cabe recordar que la primigenia decisión del Poder Ejecutivo Nacional de modificar, por razones de emergencia pública, las condiciones que surgen de tales instrumentos, fue convalidada por el Congreso de la Nación mediante la Ley 25.725, órgano habilitado para regular los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores. Se trata, entonces, de una política concertada entre los distintos niveles de gobierno para encontrar vías de solución a un problema acuciante cual es el endeudamiento público provincial, adoptada por los poderes constitucionales encargados de reglar dichas obligaciones.


      Perini, Jorge Alberto c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


      P. 111, L. XXXIX, 11 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Régimen de consolidación de deudas. Emergencia económica. Criterio subjetivo y dogmático. Sentencia arbitraria.


      Ante todo, es preciso advertir que, si bien surge de las actuaciones que la actora percibió una suma de dinero correspondiente al capital de condena luego de haberse intimado a la demandada a efectuar el depósito bajo apercibimiento de trabar embargo, ello no constituye pago o dación en pago por parte de aquélla, lo que impide aplicar la doctrina de la Corte según la cual el abono de las sumas determinadas en la sentencia recurrida, efectuado con posterioridad a la interposición del recurso de hecho sin efectuar reserva alguna de continuar el trámite de la queja, importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso máxime cuando en el caso no surge que la demandada haya sido notificada de los trámites de embargo y retiro de los fondos llevados a cabo por la actora. Sentado lo anterior, cabe señalar que los agravios del apelante conducen al examen de cuestiones de derecho procesal y público local, toda vez que se halla en tela de juicio la aplicación del régimen de consolidación de la deuda pública sancionado por el Estado provincial con fundamento en la situación de emergencia económica. Si bien la adhesión dispuesta a las leyes nacionales 23.982 y 25.344 no altera la naturaleza de derecho público local del régimen instaurado, el recurso extraordinario interpuesto debe ser admitido, ya que lo resuelto sobre temas de esa índole es susceptible de revisión en supuestos excepcionales cuando, como ocurre en el sub lite, la sentencia impugnada prescinde de una disposición legal aplicable al caso, sin dar razones valederas para hacerlo, circunstancia que priva a lo resuelto de la adecuada fundamentación que se exige a los pronunciamientos judiciales. Tal situación se verifica en la especie, toda vez que la sentencia del Superior Tribunal local, al ordenar que el crédito de autos sea cancelado de inmediato en efectivo con fundamento en que la entrega de "bonos no fungibles" que carecen de cotización afecta derechos constitucionales del acreedor, se apartó de lo dispuesto por el régimen de consolidación de deudas, cuyas normas revisten carácter de orden público. Por lo tanto, el tribunal falló con fundamento en su exclusivo criterio subjetivo y dogmático y arribó a una conclusión jurídicamente inapropiada, de modo tal que crearía, a través del fallo, una suerte de excepción inexistente en las normas legales vigentes.


      Chambi, Flora Inocencia c/ Hospital San Roque y Estado Provincial s/ Recurso


      C. 1497, L. XLII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Emergencia económica. Leyes 23.697 y 24.070. Superintendencia de Servicios de Salud. Supuesta sustitución del deudor original. Pago de sumas de dinero. Falta de legitimación pasiva.


      En cuanto al fondo del asunto, asiste razón a la apelante en cuanto sostiene que no puede ser obligada a afrontar el pago de la condena de autos porque carece de legitimación pasiva y que se omitió la aplicación de normas de carácter federal y de orden público. No es posible suponer que, en el caso de las deudas que quedan comprendidas en la Ley 23.697, existió una sustitución del deudor original -Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina- por el Estado Nacional, ya sea a través de la Superintendencia de Servicios de Salud o del Ministerio de Salud, ni que puedan embargarse fondos en contra de lo dispuesto por el Art. 19 de la Ley 24.624 (precepto incorporado a la Ley 11.672 como Art. 131 (por decreto 1110/05). Ello es así, pues tal inteligencia no se compadece con los términos de la Ley 23.697 ni con los de la reglamentación establecida mediante el decreto 1643/90, toda vez que de dichas normas resulta que, en el marco de la emergencia económica declarada en esa oportunidad, se implementó un mecanismo de financiación de ciertas obligaciones de los agentes del Seguro Nacional de Salud y de las obras sociales alcanzadas por esa ley a fin de no afectar su regular desenvolvimiento. Por lo tanto, no parece razonable considerar que se operó una sustitución del deudor o que los acreedores se encuentran habilitados a reclamar pago alguno al Estado Nacional, quien permanece ajeno a la relación jurídica que vincula a los prestadores de servicios médicos con los agentes de salud y sólo responderá en caso de que se realicen las gestiones necesarias y la autoridad de aplicación dicte un acto expreso acordando lo solicitado, en cuyo caso se asignan las cuotas según lo previsto por el Art. 55 de la ley. Tales extremos, a mi modo de ver, no han quedado acreditados en la especie, pues el informe sólo se refiere al requerimiento de fondos presentado por la obra social en otro expediente y carece de datos que permitan determinar que esa deuda se identifica con la que se reclama en el sub lite. A partir de lo dispuesto por la sentencia, de las constancias obrantes en la causa y de las disposiciones antes mencionadas, surge claramente que lo resuelto por el a quo o sobre la base de que la Superintendencia es la obligada al pago de la condena en virtud de la fusión dispuesta por el decreto 1615/92, del largo tiempo transcurrido sin que se diera cumplimiento a lo ordeno y a la supuesta conducta contradictoria adoptada por dicho organismo, constituye tanto un apartamiento de los términos de su propia sentencia de fu. 368/369, como el desconocimiento de las leyes cuya aplicación al caso ahí se dispuso; las que, por cierto, no surten efectos de modo automático, sino que requieren la realización de un complejo procedimiento a los fines de que se produzca la financiación o la subrogación de las deudas, según sea su fecha de origen, sin que el tribunal pueda válidamente sustraer a los organismos competentes en la materia atribuciones que tienen un claro contenido discrecional. Por lo demás, aun en el supuesto de que se hubiera decidido financiar o subrogar, serían aplicables los arts. 55 de la Ley 23.697 -que se refiere a la asignación de cuotas trimestrales- y 3° de la Ley 24.070 -que ordena consolidar en los términos de la Ley 23.982- lo que demuestra la improcedencia de cualquier medida tendiente a posibilitar que el acreedor obtuviera su crédito en una forma distinta de las mencionadas. Ello es así, máxime si se advierte que en el sub lite, pese a la falta de claridad en los informes presentados por la Superintendencia y a que no se han incorporado las constancias correspondientes al expediente que tramitó en sede administrativa, dicho organismo alegó y acompañó copia de las resoluciones dictadas en el ámbito del Ministerio de Salud por las que se rechaza la solicitud de subrogación por parte del Estado Nacional en los términos de la Ley 24.070, denegación que habría sido consentida por la actora y que tampoco fue debidamente ponderada por el tribunal al momento de revocar el levantamiento del embargo trabado, pese a que se relató tal circunstancia en la sentencia que se impugna.


      Clínica Neuropsiquiátrica Privada "Alvarado S.R.L." c/ U.O.M.R.A. s/ Ordinario


      C. 1178, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Estado de emergencia pública. Inconstitucionalidad del decreto 471/02. Remisión a Fallos: 327:3166 y F. 72, XXXIX. “Falcón, Isabel Y. de”. Precedente "Galli".


      No se puede soslayar que el tema central que se debate en la causa, esto es, la validez constitucional de la decisión del Estado Nacional de, convertir a pesos las obligaciones instrumentadas en títulos de la deuda pública, adoptada por un complejo plexo normativo, constituye otra derivación de las medidas implementadas para conjurar la crisis que padece el país desde hace tiempo, pero que demostró toda su intensidad y gravedad a partir de fines de 2001 y condujo, entre otras cosas, como es bien conocido, a que el legislador declarara el estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria mediante la Ley 25.561, cuyas disposiciones, por lo demás, son de orden público (art. 19).


      D´Amico, Eugenio y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo


      D. 195, L. XLII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Pesificación. Leyes de Emergencia. Contexto político económico: remisión al análisis efectuado en “Pérsico” y en “Bustos”. Constitucionalidad de la Ley 26.167 que aclara y especifica los alcances de la emergencia económica. Legitimación procesal. Citación del fiduciario. Cosa juzgada en juicio ejecutivo. Principio de irretroactividad de la ley: excepciones. Derecho a una vivienda digna: derecho humano amparado por tratados internacionales.


      Las críticas vertidas por el actor conducen al estudio de cuestiones procesales, materia que resulta extraña a esta instancia extraordinaria. Al respecto, la Corte tiene reiteradamente dicho que lo atinente a la interpretación y aplicación de normas de carácter procesal -aun incluidas en leyes federales- resulta ajeno a la vía del artículo 14 de la Ley 48 , excepto cuando lo resuelto encuentra fundamento en una exégesis inadecuada de la norma aplicable que la desvirtúa y torna inoperante, supuesto que no concurre en la especie. Por otro lado, para que corresponda el tratamiento de los reproches planteados en este punto, no basta la sola mención de que los artículos de la norma cuestionada afectan garantías constitucionales, sino que resulta indispensable la indicación concreta del derecho federal invocado y de su conexión con la materia del pleito, lo que supone un mínimo de demostración de la inconstitucionalidad alegada y de su atinencia al caso. Es por ello que resulta insuficiente la manifestación del presentante en orden a que el artículo 9° establece suspensiones de "dudosa" constitucionalidad, ya que, conforme a lo antedicho, un planteo dubitativo no merece ser considerado; máxime cuando, además, el actor pretende justificar su impugnación en supuestas interrupciones continuadas, cuando, en realidad, hasta ahora, el proceso nunca ha sido suspendido. Otro tanto cabe decir acerca de la objeción al artículo 10 por la nulidad que prescribe, cuestión cuyo planteo resulta visiblemente inoportuno, toda vez que no existe hasta el presente ninguna nulidad declarada en autos, resultando, en consecuencia, prematura dicha crítica. Acerca de los temas en estudio el Tribunal ha establecido que el examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso específico, requisitos que, no se cumplen en los planteos hasta ahora reseñados. No obstante lo antedicho, a los fines del tratamiento de todas las cuestiones introducidas en la controversia, con respecto a la crítica relativa a la supuesta dilación injustificada del proceso por permitir sin límites -según el actor- la extensión del plazo de conciliación a pedido del deudor o del acreedor, cabe señalar, por una parte, que es cierto que a ambos litigantes les asiste la garantía de obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas -artículo 18 de la Constitución Nacional-. Sin embargo, en el caso aún no se ha iniciado la etapa liquidatoria; de lo que se sigue que la adecuación del trámite al procedimiento especial contemplado por el artículo 2° de la Ley 26.167, no evidencia de por sí, una aplicación retroactiva de la ley. Sobre el particular, la Corte ha dicho reiteradamente que las leyes de procedimiento son de aplicación inmediata, incluso a las causas pendientes y aun en el caso de silencio de ellas. Tampoco el sistema allí previsto permite presumir que dicho régimen conduzca a retrasos injustificados. Más bien el objetivo del legislador parece vincularse con el logro de una conclusión rápida de miles de juicios que tienen en vilo a innumerables personas ya que se encuentra comprometida la conservación de sus viviendas. En todo caso, en este estado, resultaría prematuro expedirse sobre el punto, pues la dilación meramente eventual que pueda irrogar ese procedimiento en un contexto razonable, resulta irrelevante a los fines perseguidos. Tampoco es cierta la afirmación del presentante en el sentido de que la ley viola la cosa juzgada y la preclusión procesal porque vuelve sobre puntos ya decididos y confirmados en las instancias. En efecto, corresponde advertir al respecto, por un lado, que la sentencia que mandó llevar adelante la ejecución aplicando la teoría del esfuerzo compartido, fue apelada por los demandados, y que contra el pronunciamiento de la Alzada que confirmó la decisión de la juez de grado, los accionados interpusieron el recurso extraordinario, cuya denegatoria motivó la presente queja pendiente de resolución. Y por el otro lado, vale recordar que según el artículo 551 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la sentencia de remate sólo podrá determinar que se lleve la ejecución adelante, en todo o en parte, o su rechazo. De acuerdo con ello, la eficacia de la cosa juzgada de un fallo dictado en un juicio ejecutivo, está relacionada básicamente con la habilidad del título en que ella se funda y la inexistencia de excepciones válidas -como se sostuvo al dictaminar en autos: S. N° 499, L. XXXIX, caratulados "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa si Ejecución Hipotecaria", pero no determina definitivamente la cantidad que corresponde pagar al ejecutado, materia que se dilucida en la etapa liquidatoria. No resulta admisible el reproche del actor relativo a la violación del principio de irretroactividad de la ley, ajustándose a la especie la doctrina de la Corte en el sentido de que dicho principio no emana de la Constitución sino de la ley. Es una norma de interpretación que deberá ser tenida en cuenta por los jueces en la aplicación de las leyes, pero no obliga al Poder Legislativo que puede derogarla cuando el interés general lo exija. Lo que ni el legislador ni el juez pueden, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, es arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la anterior circunstancia que, como se ha visto recientemente -al tratar los invocados principios de preclusión y cosa juzgada-, no se ha configurado en el sub lite. En este contexto de excepción, dicha ley resulta razonable y justificada, desde que persigue un fin legítimo: el resguardo de la vivienda -y, en definitiva, de los que en ella habitan-, derecho humano fundamental amparado, como el derecho de propiedad, no sólo por los arts. 14, 14 bis, 17 y concordantes de la Constitución Nacional, sino también por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (arts. 9, 23 y ccdtes.), por la Declaración Universal de Derechos Humanos (arts. 17, 25 y ccdtes.), por la Convención Americana Sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- (arts. 21 y ccdtes.), por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (arts. 11 y ccdtes.), todos ellos de jerarquía constitucional conforme al artículo 75 inc. 22 de nuestra Ley Fundamental. En armonía con este criterio, numerosos pronunciamientos de la Corte han reconocido, en el marco de diversos supuestos fácticos, el objetivo social del afianzamiento de la vivienda propia (doctrina de Fallos: 262: 143), enfatizando que la satisfacción de los objetivos de la seguridad social incluye expresamente, conforme al Art. 14 bis de la Constitución Nacional, el acceso y resguardo de una vivienda digna (doctrina de Fallos: 304: 684; 305:1888). Queda claro entonces que es una cuestión de orden público que responde a un claro objetivo social de interés general, el amparo a la vivienda familiar única (doctrina de Fallos: 318: 1583), sólo por citar algunos de los precedentes con el sentido indicado. La Corte Suprema ha señalado, con referencia al derecho de propiedad, que no hay violación del Art. 17 de la Constitución Nacional cuando por razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos ni les niega su propiedad y sólo limita temporalmente la percepción de tales beneficios o restringe el uso que pueda hacerse de esa propiedad. Es que hay limitaciones impuestas por la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis que, paradójicamente, también están destinadas a proteger los derechos presuntamente afectados, que existe el riesgo de que se conviertan en ilusorios ante procesos de desarticulación del sistema económico y financiero. En conclusión, la Ley 26.167 responde al intento de conjurar y atenuar la gravedad de la crisis económica que afectó al país y ha provocado penurias financieras a determinados grupos de deudores hipotecarios, que les impidieron cumplir con sus obligaciones, con riesgo de pérdida de su única vivienda. Ello justifica la sanción de la ley impugnada, la que reconoce un fin legítimo de indudable interés público y que coadyuva a la protección de la paz social. En síntesis, es opinión de este Ministerio Público Fiscal que en este caso, dada la particular e inusitada situación de emergencia que se vivió en los años que desembocaron en la crisis económica e institucional del año 2001 y sus consecuencias, la sanción del conjunto de normas que se ha detallado y explicado largamente en este dictamen respondió a la legítima potestad del Congreso de la Nación de buscar instrumentos que, dejando a salvo los derechos y garantías constitucionales de una y otra parte involucradas en procesos como el presente, encontrara la solución menos gravosa para ambas, y que impliquen el menor sacrificio posible, en una coyuntura socioeconómica jamás vista en nuestra historia.


      Rinaldi, Francisco Augusto y otro c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otra s/ Ejecución hipotecaria


      R. 320, L. XLII, 08 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Pesificación: exclusión legal de consumos realizados con tarjetas de crédito en el exterior. Saldo deudor (ley 25.561 Art. 7, seg. párr.): concepto y alcance. Comunicación A 3429. Dictamen C 282 L XL “Cazenave, Juan Manuel y otro c/Banco Río de la Plata s/ordinario”. Decreto 410/02.


      La Ley N° 25.561 en su artículo 7° (seg. parr.) dice: "Los saldos deudores de titulares de tarjetas de crédito y los débitos correspondientes a consumos realizados en el país, serán consignados en pesos y pagaderos en pesos. Sólo podrán consignarse en dólares u otras divisas, los consumos realizados fuera del país. Los saldos deudores pendientes de pago a la fecha de promulgación de la presente ley, serán cancelados en pesos a la relación de cambio UN PESO ($1) = UN DÓLAR ESTADOUNIDENSE (U$S1)". En el referido contexto, cabe estudiar el sentido de la expresión “saldo deudor”. Dicha frase debe entenderse como el resultado final de la liquidación efectuada por el emisor de la tarjeta de crédito, que se compone de una serie de consumos u operaciones realizadas por el titular durante un período mensual contractualmente acordado, y especificado en los resúmenes de cuenta. En este sentido, el resumen mensual deja determinada la deuda cierta que el titular debe abonar en el tiempo y condiciones pactadas, estando facultado legalmente el beneficiario de la tarjeta de crédito a impugnar dicho saldo conforme dispone el artículo 26 de la Ley N° 25.065. Ello es así, desde que el usuario de la tarjeta de crédito, dentro del período mensual acordado y hasta la fecha de cierre contable, puede seguir efectuando gastos o consumos, por lo que, recién con el cierre de la liquidación, puede determinarse el saldo deudor exigible, susceptible de ser impugnado. A mayor abundamiento, y teniendo presente que la Ley N° 25.561 no se ha referido a consumos, gastos u operaciones, sino que ordena pesificar los “saldos deudores pendientes de pago”, la Comunicación A 3429 precisó por un lado, que “los saldos pendientes de pago en dólares estadounidenses correspondientes a liquidaciones vencidas con anterioridad al 6/1/02” deben ser convertidos y pagaderos en pesos, y por otro, que “los consumos realizados en el exterior, sin importar su fecha de origen”, serán consignados en la moneda pactada, siendo cancelables en esa moneda o en pesos al tipo de cambio correspondiente. Surge de allí, que independientemente de la fecha en que sean efectuados los gastos, a los efectos de la determinación de la moneda de pago, se tiene en cuenta la fecha de cierre de la liquidación y si los consumos fueron realizados en el exterior en moneda extranjera. En cuanto a la forma de cancelación de lo adeudado -de acuerdo a dicha liquidación - su fecha de vencimiento. Por otra parte, el Decreto N° 410/02 receptó, con posterioridad, la interpretación señalada en el inciso b), de su artículo 1°, al excluir de los efectos de la pesificación, a los “saldos de tarjetas de crédito correspondientes a consumos realizados fuera del país”.


      Matera, Flavio Adrián c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ ordinario


      M. 1940, L. XLII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Régimen de consolidación de deudas. Remisión a la causa "Szpakowsky" (Fallos: 327:5970). Incidente de ejecución de honorarios. Liquidados conforme a ley de consolidación: Leyes 23.982 y 25.344. Legislación de emergencia.


      La Corte declaró que la renuncia consciente a la verdad es incompatible con el adecuado servicio de justicia. Y si bien los jueces deben fallar con sujeción a las reglas y principios de forma, según las circunstancias de hecho que aducen y acreditan las partes –secundum allegata et probata partium– nada excusa su indiferencia respecto de la objetiva verdad en la augusta misión de dar a cada uno lo suyo. Concluyó así la Corte, frente a la seriedad de los planteos que introdujo la demandada, que remitían al examen de cuestiones susceptibles de tener influencia decisiva para calcular el monto de la condena –y en consecuencia, sobre el recto cumplimiento del fallo firme y consentido- que se imponía su consideración por la alzada, so consecuencia de arriesgar, bajo el supuesto amparo de normas adjetivas, la correcta solución del pleito. Es que, aclaró el Tribunal, si bien debe ser reconocida la trascendencia de las técnicas y principios tendientes a la organización y desarrollo del proceso, no por ello cabe legitimar que dichas formas procesales sean utilizadas con prescindencia de la finalidad que las inspira y con el olvido de la verdad jurídica. En el sub examine también se advierte que el a quo omitió considerar argumentos definitorios de la apelante en cuanto a que correspondía que se aplicaran las disposiciones de la Ley 25.344 en tanto la tarea realizada por el perito databa del año 2002 y estaba, por ende, incluida dentro de la fecha de corte de dicho régimen, máxime habida cuenta de la doctrina de la Corte Nacional que expresa que, a los fines de la ley de consolidación, debe estarse a la fecha de los trabajos efectuados por el auxiliar de justicia. Entonces, no resulta acertado el fundamento de la alzada de hacer predominar principios procesales por sobre una norma de orden público, en especial si se tiene en cuenta que la Corte ha declarado -acerca del régimen de consolidación de deudas dispuesta por la Ley 23.982, al que remite expresamente la Ley 25.344- que, a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia.


      Lobato, Eduardo Horacio - Incidente de ejecución de honorarios c/ Banco Central de la República Argentina s/ Recurso de hecho


      L. 701, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S 499 XXXIX “Souto de Adler, Mercedes c/Martorano, Marta Teresa s/ejecución hipotecaria” y, R 320 L XLII “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ejecución hipotecaria”.


      Beltrán Cuentas, Edgar Leoncio y otra c/ Fagiani, Héctor Antonio s/ ejecutivo


      B. 349, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los precedentes de Fallos: 327:3166 y F. 72, XXXIX. “Falcón, Isabel Y.” Pesificación de obligaciones en títulos de la deuda pública. Ley 25.561. Decretos 1570/01, 214/02 Y 471/02. Excesivo rigor formal. Descalificación de sentencia como acto jurisdiccional válido.


      En virtud de los criterios expuestos en los precedentes citados, en cuanto fueren aplicables al sub lite, así como los que surgen de este dictamen, corresponde revocar la sentencia apelada y rechazar este amparo, máxime cuando el tema central que se debate en la causa, esto es, la validez constitucional de la decisión del Estado Nacional de convertir a pesos las obligaciones instrumentadas en títulos de la deuda pública, adoptada por un complejo plexo normativo, del cual sobresale el decreto 471/02, constituye otra derivación de las medidas implementadas para conjurar la crisis que padece el país desde hace tiempo, pero que demostró toda su intensidad y gravedad a partir de fines de 2001 y condujo, entre otras cosas, como es bien conocido, a que el legislador declarara el estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria mediante la Ley 25.561, cuyas disposiciones son de orden público (art. 19).


      Migoni, Silvia Celina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Recurso de hecho


      M. 2622, L. XLII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen en precedente “Galli” (Fallos: 328:690).


      Tizado, Javier c/ P.E.N. - Ley 25.561 Dto. - 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


      T. 636, L. XLI, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Títulos de la deuda pública. Decreto 471/02. Medida cautelar. Diferimiento del pago de los servicios. Excepciones. Agravio de insuficiente o imposible reparación posterior. Excesivo rigor formal. Precedente de Fallos: 327:3166. Sentencia arbitraria.


      Ante todo, cabe recordar que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de definitivas, en los términos que exige el Art. 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional, de acuerdo con los criterios y alcances de la jurisprudencia del Tribunal reseñados en el dictamen de esta Procuración General en la causa de Fallos: 323:337. En el escrito de apelación contra la medida cautelar dictada por el juez de primera instancia, el Estado Nacional cuestionó tanto la verosimilitud del derecho como el peligro en la demora invocados por la actora a partir de la defensa de la constitucionalidad del decreto 471/02, ratificado por el Art. 62 de la Ley 25.725, y de las normas de emergencia relativas al tratamiento legal asignado a la deuda pública y su reestructuración (entre las que se destacan las disposiciones que en distintas leyes de presupuesto contemplan numerosas excepciones al diferimiento de pagos de los servicios de la deuda pública), con planteamientos que, por lo menos, justificaban su tratamiento por parte de la alzada, desde que no se trataba de una mera discrepancia subjetiva, sino de argumentos serios y atinentes al caso sometido a su consideración. En tales condiciones, sin dejar de reconocer las amplias facultades de los jueces de la causa para calificar los recursos y peticiones de las partes, existe en el sub examine una relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, que conduce a descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido.


      Yáñez, Clarisa Raquel c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


      Y. 17, L. XLII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Poder Impositivo y Coparticipación.


      Coparticipación federal de impuestos: reforma constitucional año 1994. Cuestión Constitucional.


      El nuevo rango asignado al régimen de coparticipación federal de impuestos señalado por la convención constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la ley fundamental le dedica después de la reforma, conducen a la conclusión de que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional. La Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado nacional y aprobada por las provincias, la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética trasgresión a la ley local de adhesión -y, por ende, a dicha norma federal-, se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales, sin que en ello incida el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional.


      Pan American Energy Suc. Argentina c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ acción declarativa


      P. 2738, L. XXXVIII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      La afectación del sistema de coparticipación de impuestos como cuestión constitucional.


      El nuevo rango asignado al régimen señalado por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, conducen a la conclusión de que la afectación del sistema así establecido involucra, en principio, una cuestión constitucional. La Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional) y sus competencias -por provenir de la propia Ley Fundamental- no son susceptibles de ampliarse ni de restringirse o modificarse, mediante normas legales.


      YPF S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza (sellos)


      Y. 94, L. XL, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa contra provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos de la actividad de transporte interjurisdiccional. Régimen de coparticipación federal de impuestos. Precedente de Fallos: 321:2501.


      En cuanto al fondo del asunto, cabe señalar que la Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias. Empero, como ya especificó el Ministerio Público, determinar si, en el caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, y si los servicios por los cuales se le reclama el tributo poseen todos el mismo régimen de tarifas, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al dictamen, que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal antes analizadas. Según surge del informe de la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, la empresa actora se desenvuelve como operadora de transporte de pasajeros tanto en régimen de servicio público como de tráfico libre, y que en el cálculo tarifario aplicable no fue incluida la gabela en disputa. Por lo tanto, en el supuesto de estimar la Corte, por medio del examen de las pruebas de la causa, que efectivamente se han configurado las circunstancias requeridas por los precedentes aplicables y alegadas por la accionante, correspondería hacer lugar a la demanda y declarar la improcedencia de la pretensión fiscal.


      Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


      T. 166, L. XXXIV, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza contra la provincia. Régimen de coparticipación. Pretensa afectación del principio de legalidad tributaria. Remisión a Fallos: 327:1051, 1083, 1108 y a la causa G.515, L.XXXV, “Gas Natural Ban S.A. y otro”.


      El thema decidendum, entonces, estriba en determinar si la pretensión de la Provincia, de gravar con su impuesto de sellos las ofertas identificadas, se encuentra en pugna con las disposiciones de la Ley de coparticipación federal 23.548. Los oferentes propusieron que se les suministre y abastezca productos combustibles (naftas, diesel, gas natural comprimido, kerosene y otros), lubricantes, aditivos, repuestos y otros productos, estipulando -entre otras cláusulas- la vigencia, las obligaciones de ambas partes y las causales de resolución del contrato. Las misivas sub examine -no aceptadas en forma expresa, como lo indican las partes, carecen de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ella plasmadas y, por ende cualquiera que sea la inteligencia que se atribuya a la norma tributaria local- que la pretensión tributaria provincial se encuentra en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del Art. 9° de la Ley 23.548.


      Petrobras Energía S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      P. 2012, L. XL, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Alegación del carácter confiscatorio de un tributo: carga probatoria.


      Ante impugnaciones de tributos por reputarlos confiscatorios, una prueba concluyente a cargo del actor acerca de la evidencia de la confiscatoriedad alegada. Toda tasa debe guardar una razonable y discreta proporción con el costo total del servicio de justicia efectivamente brindado, pero respecto de ciertos servicios es imposible fijar con exactitud su costo individual y, para ello, "se fijan contribuciones aproximadas, equitativas, que pueden dejar superávits en unos casos y déficits en otros; estableciéndose compensaciones en cálculos hacendarios más o menos acertados, pero que los jueces no pueden revisar". No es censurable que para la determinación de la tasa judicial se tenga en cuenta la capacidad tributaria del beneficiario del servicio, la que se presume por el monto del pleito o el interés económico jurídicamente comprometido. Los servicios prestados por la administración de justicia son tanto más importantes y apreciables cuanto mayor sea el valor de los bienes sobre los que versa el proceso.


      Pastore, Maria Isabel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      P. 259, L. XXXVIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Coparticipación provincial en impuestos federales. Pretensión provincial de asistencia financiera por daños ocasionados por fenómenos climáticos. Pretensión de cobro: cuestión devenida abstracta. Ausencia de disputa actual y concreta entre las partes. Denegación del pedido de inconstitucionalidad: la asignación de recursos es facultad discrecional del Poder Ejecutivo.


      Lo demandado en un inicio carece de objeto actual y la sentencia -en este punto, y más allá de las afirmaciones del Estado Nacional en cuanto señala que no se trata de un allanamiento por su parte- no puede satisfacer la pretensión requerida. Así, la decisión de la Corte, en el marco del presente amparo, deviene inoficiosa, ya que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la del poder juzgar, puesto que el planteamiento ha devenido abstracto, al haberse desinteresado a la provincia actora. Efectivamente, en otros términos, resulta evidente que no subsiste sobre esta pretensión una disputa actual y concreta entre las partes que configure un "caso" susceptible de ser sometido a los jueces, ya que el poder de juzgar ha de ejercerse en la medida en que perdure la situación de conflicto de intereses contrapuestos en el marco de una controversia. La Corte ha declarado, reiteradamente, que la acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto enjuiciado requiere amplitud de debate y de prueba. Dichos extremos, cuya demostración es decisiva para su procedencia, han sido calificados de imprescindibles. Por eso, la existencia de una vía legal adecuada para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, la admisibilidad formal del amparo, pues este medio no altera el juego de las instituciones vigentes, regla que ha sustentado el Tribunal cuando las circunstancias comprobadas de la causa evidencian que no aparece nítida una lesión cierta o ineludible causada con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, o el asunto versa sobre una materia opinable cuya dilucidación requiere de una mayor amplitud de debate o de prueba para la determinación de la eventual invalidez del acto. En tales condiciones, y en cuanto a la pretensión de que se declaren inconstitucionales los criterios seguidos en la asignación de recursos a la provincia, y consiguientemente hacia las demás, por medio de los ATN, que persigue la actora, no se configura un claro supuesto de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta. En efecto, el tema involucra el ejercicio de una facultad discrecional del Poder Ejecutivo nacional, legalmente asignada, para la administración y fijación de tales criterios para otorgar los fondos previstos por los arts. 3°, inc. d) y 5° de la Ley 23.548, cuando se reúnan las circunstancias allí previstas, situación cuyo enjuiciamiento en los casos concretos torna imperiosamente necesario el requisito de un debate y una prueba mucho más amplias que las aquí se han alegado, aportado y producido. Juzgar al respecto, en tales condiciones, envuelve el peligro de sustituir la elección realizada por el Poder Ejecutivo Nacional, por el criterio que pueda tener otro Poder del Estado, en este caso el judicial, con lesión del principio de división de poderes sobre el que se asienta nuestro sistema jurídico.


      Neuquén, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Interior) s/ Acción de amparo


      N. 308, L. XLI, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra DGI. Ley del IVA. Servicios que las cooperativas presten a terceros: productos elaborados por sus asociados. Régimen del gravamen: exención. Ausencia de arbitrariedad.


      El primer agravio de la actora está referido, en lo fundamental, a la interpretación que cabe asignar al Art. 7°, inc. h), apartado 19, de la ley del IVA. Contrariamente a lo pretendido por la actora, de la letra de la ley no se sigue que la exención pueda comprender los servicios que las cooperativas presten a terceros, sea por medio de sus asociados o de otra forma. Además, la exención de que se trata no es una disposición caprichosa del legislador, sino que tiene sentido dentro del régimen del gravamen y del resto de las normas del sistema tributario, para evitar una inconsistencia en la mecánica de la gabela, además de resultar respetuosa de sus principios de generalidad y neutralidad. En efecto, los socios de las cooperativas de trabajo ponen a disposición de esos entes sus servicios personales, los que, a su vez, son ofrecidos y concretados por éstos en el mercado. Así, se libera del pago del gravamen a los asociados ante una situación donde, al no poderse hablar de "relación de dependencia" en sentido estricto entre ellos y la cooperativa, se podría caer en el otro extremo, esto es, considerar que al no existir tal vinculación, habría obligación por parte del prestador del servicio (asociado) de añadir el gravamen en el precio ("retomo cooperativo") de su labor, situación que lo colocaría en clara desventaja ante una situación que, de hecho, y como se dijo, resulta de similar especie a la relación laboral. Es decir que tanto por la letra de la ley, como por su finalidad, puede colegirse, que la vinculación que efectivamente liga a la cooperativa con los terceros no queda amparada en la eximición, habiendo sido bien rechazada por el a quo la pretensión de la actora. Por otra parte, y a mayor abundamiento, no conmueve lo anterior el razonamiento de la accionante, consistente en sostener, por un lado, que los servicios de los asociados son prestados "directamente" a los terceros, integrando un único hecho imponible; y, por otro, que la pretensión fiscal implica gravar el "retorno" del conjunto de asociados cooperativos, lo que equivale, de facto, a aplicar la gabela sobre los servicios personales prestados en una situación similar a la que existe en los casos donde hay relación de dependencia. El restante agravio de la actora consiste en tildar de arbitrario lo decidido por el a quo, pues habría considerado que ella se dedicaba a la "venta a terceros de (...) productos" elaborados por sus asociados. El agravio no puede ser atendido, dado que no existe tal arbitrariedad. Si bien es cierto que en la sentencia se menciona la venta de productos, es verificable con una simple lectura que se trata de un mero error que carece de toda trascendencia, ya que, sin atisbo alguno de duda, la Cámara tuvo en cuenta que lo discutido aquí era propiamente una prestación de servicios.


      Cooperativa de trabajo agrícola C B Ltda. (TF - 20241 - 1) c/ DGI


      C. 2040, L. XLII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Régimen de coparticipación federal. Alcance e inteligencia de leyes federales. Ley 23.548, arts. 2, 11, 12 y 13. Resolución 97 del Plenario de Representantes de la Comisión Federal de Impuestos.


      La resolución 97 del Plenario de Representantes de la CFI rechazó el recurso de revisión presentado contra la resolución 231 de su Comité Ejecutivo. De los dos considerandos finales de esta última surge que fue dictada de acuerdo con los arts. 2 y 11, incs. b) y d), de la ley convenio. Es menester, por ende, desentrañar la inteligencia de estos preceptos para verificar si el organismo se mantuvo dentro de los cauces de su competencia para la emisión del acto aquí en crisis. Resulta indispensable poner de relieve cuáles son las consecuencias normativas que, para esas "decisiones", fijan seguidamente los arts. 12 y 13. El análisis conjunto de estos tres preceptos se impone pues sólo así podrá realizarse el principio hermenéutico sentado firmemente por la Corte, con arreglo al cual la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada norma sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se entiendan tomando en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger. El fondo del sub lite no trata sobre ninguno de los aspectos para los cuales el Art. 11, incs. b) y d), en armónica interpretación con el citado Art. 2° y el resto del articulado de la ley, habilita la competencia del organismo fiscal federal de que se trata, puesto que no versa ni sobre el “control” de la liquidación de las participaciones, ni se ha abocado a "decidir" un planteo de analogía, ni se trata, por último, de un problema vinculado con la "distribución" de la masa. Por último, no cabe desatender las razones expuestas por este Ministerio Público, compartidas por la Corte, en apoyo de una solución que concurre con la que aquí se propicia: mantener al organismo federal de fiscalización y control -ahora con rango constitucional- en la "ejecución" del régimen de coparticipación federal, de forma tal que su competencia resulta ajena cuando los reclamos -como sucede en este caso- tienen sustento principal en la incompatibilidad de las leyes de la Nación con los preceptos constitucionales federales.


      Provincia de San Juan - Ley 24.625- Prorroga Ley 25064 s/ Impuesto adicional de emergencia del 7% sobre precio final de venta en cada paquete de cigarrillos vendido en el territorio


      P. 1763, L. XLI, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Régimen de coparticipación federal. Alcance e inteligencia de leyes federales. Ley 23.548, arts. 2, 11, 12 y 13. Resolución 98 del Plenario de Representantes de la Comisión Federal de Impuestos.


      La resolución 98 del Plenario de Representantes de la CFI rechazó el recurso de revisión presentado contra la resolución 232 de su Comité Ejecutivo. De los dos considerandos finales de esta última surge que fue dictada de acuerdo con los arts. 2 y 11, incs. b) y d), de la ley convenio. Es menester, por ende, desentrañar la inteligencia de estos preceptos para verificar si el organismo se mantuvo dentro de los cauces de su competencia para la emisión del acto aquí en crisis. Resulta indispensable poner de relieve cuáles son las consecuencias normativas que, para esas "decisiones", fijan seguidamente los arts. 12 y 13. El análisis conjunto de estos tres preceptos se impone pues sólo así podrá realizarse el principio hermenéutico sentado firmemente por la Corte, con arreglo al cual la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada norma sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se entiendan tomando en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger. El fondo del sub lite no trata sobre ninguno de los aspectos para los cuales el Art. 11, incs. b) y d), en armónica interpretación con el citado Art. 2° y el resto del articulado de la ley, habilita la competencia del organismo fiscal federal de que se trata, puesto que no versa ni sobre el “control” de la liquidación de las participaciones, ni se ha abocado a "decidir" un planteo de analogía, ni se trata, por último, de un problema vinculado con la "distribución" de la masa. Por último, no cabe desatender las razones expuestas por este Ministerio Público, compartidas por la Corte, en apoyo de una solución que concurre con la que aquí se propicia: mantener al organismo federal de fiscalización y control -ahora con rango constitucional- en la "ejecución" del régimen de coparticipación federal, de forma tal que su competencia resulta ajena cuando los reclamos -como sucede en este caso- tienen sustento principal en la incompatibilidad de las leyes de la Nación con los preceptos constitucionales federales.


      Provincia de San Juan - Ministerio de Hacienda y Finanzas s/ IVA a las emisoras de radiodifusión y servicios complementarios - Pagos a cuenta


      M. 2694, L. XLI, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Régimen de coparticipación federal. Alcance e inteligencia de leyes federales. Ley 23.548, arts. 2, 11, 12 y 13. Resolución 99 del Plenario de Representantes de la Comisión Federal de Impuestos.


      La resolución 99 del Plenario de Representantes de la CFI rechazó el recurso de revisión presentado contra la resolución 233 de su Comité Ejecutivo. De los dos considerandos finales de esta última surge que fue dictada de acuerdo con los arts. 2 y 11, incs. b) y d), de la ley convenio. Es menester, por ende, desentrañar la inteligencia de estos preceptos para verificar si el organismo se mantuvo dentro de los cauces de su competencia para la emisión del acto aquí en crisis. Resulta indispensable poner de relieve cuáles son las consecuencias normativas que, para esas "decisiones", fijan seguidamente los arts. 12 y 13. El análisis conjunto de estos tres preceptos se impone pues sólo así podrá realizarse el principio hermenéutico sentado firmemente por la Corte, con arreglo al cual la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada norma sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se entiendan tomando en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger. El fondo del sub lite no trata sobre ninguno de los aspectos para los cuales el Art. 11, incs. b) y d), en armónica interpretación con el citado Art. 2° y el resto del articulado de la ley, habilita la competencia del organismo fiscal federal de que se trata, puesto que no versa ni sobre el “control” de la liquidación de las participaciones, ni se ha abocado a "decidir" un planteo de analogía, ni se trata, por último, de un problema vinculado con la "distribución" de la masa. Por último, no cabe desatender las razones expuestas por este Ministerio Público, compartidas por la Corte, en apoyo de una solución que concurre con la que aquí se propicia: mantener al organismo federal de fiscalización y control -ahora con rango constitucional- en la "ejecución" del régimen de coparticipación federal, de forma tal que su competencia resulta ajena cuando los reclamos -como sucede en este caso- tienen sustento principal en la incompatibilidad de las leyes de la Nación con los preceptos constitucionales federales.


      Provincia de San Juan - Ministerio de Hacienda y Finanzas s/ Impuesto interno sobre seguros


      M. 2695, L. XLI, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Régimen de energía eléctrica. Demanda de provincial contra Estado Nacional. Energía vendida por las concesionarias hidroeléctricas: pretenso cobro de regalías. Caso "Indian Motorcycle v. United States". Actividad gubernamental del gobierno federal. Doctrina de la inmunidad de los instrumentos de gobierno. Fallos: 247:325.


      Previo a toda consideración es necesario señalar que la materia del sub lite está regulada en el orden nacional por las leyes 15.336 y 24.065, cuyo carácter federal la Corte ha destacado en numerosos precedentes las cuales constituyen el marco nacional energético. En ellas se ha debido contemplar la particular situación creada con relación al aprovechamiento de los recursos hídricos ubicados en el territorio de las provincias, las que ejercen el dominio público sobre los ríos, arroyos y cursos de agua allí ubicados. Resulta conveniente a fin de examinar la pretensión de la actora -en cuanto persigue que se liquiden las regalías hidroeléctricas sobre los fondos acumulados en la cuenta SALEX- realizar algunas consideraciones en tomo a la conformación y las particularidades que presenta dicha cuenta. Surge con meridiana claridad que los fondos ingresados a la cuenta SALEX no pertenecen a las generadoras sino que constituyen un patrimonio del Estado Nacional afectado al fin específico ya señalado. Sostener la posición de la actora implicaría aceptar que una actividad propia del Estado Nacional (el diseño del sistema eléctrico nacional) podría quedar sometida a la incidencia directa de un tributo local, lo cual representaría, además del desconocimiento del principio de solidaridad federal, una palmaria interferencia del poder provincial sobre el federal, junto a una inadmisible limitación de su independencia. Es decir que, para que la potestad impositiva provincial soporte esta excepcional restricción, es indispensable la presencia de circunstancias también excepcionales, de las que nazca la certeza de que la atribución nacional resguardada ha sufrido o sufrirá una real perturbación. Debe mediar un efectivo "entorpecimiento a la marcha de la institución". En el caso concurren tales circunstancias excepcionales, pues la conformación de la cuenta SALEX para ser destinadas a la ampliación del sistema de transporte de energía eléctrica mediante el ordenamiento jurídico implementado en el marco regulatorio de la energía eléctrica, fue la forma que el gobierno federal encontró apta para mantener la normal prestación del servicio público de provisión de energía eléctrica y disminuir hasta eliminar las restricciones a la capacidad de transporte de energía. La pretensión provincial entorpece la normal marcha del instrumento federal, al pretender que se liquiden las regalías sobre los fondos que integran la cuenta SALEX, por ser directamente incompatible con la estructura del MEM, ya que se detraerían -para satisfacer el objeto pretendido- fondos que tienen un fin legal específico, cual es el de estar destinados a las ampliaciones del transporte de energía eléctrica. Si se hiciera lugar a la pretensión de la Provincia del Neuquén se entorpecería material y apreciablemente la actividad gubernamental desarrollada por el gobierno federal y encaminada a optimizar y preservar el servicio público de abastecimiento de energía eléctrica. En atención a la forma como se dictamina, los restantes argumentos de las partes devienen abstractos.


      Neuquén, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Secretaría de Energía) s/ Cobro de regalías


      N. 164, L. XXXV, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Formación y Sanción de Leyes.


      Ley 26.183. Número de integrantes de la Corte Suprema. Garantía de juez natural. Leyes de procedimiento y jurisdicción son de orden público. Inexistencia de derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento.


      Es evidente tanto que el órgano judicial debe estar integrado por el número de jueces que marca la Ley (en el caso, la 26.183) como que en ningún supuesto aquéllos podrán ser más que los que determina el ordenamiento jurídico. Ello significa que no existe más una Corte integrada por nueve jueces ni para el presente ni para otros litigios que estén a conocimiento del Tribunal, así como que unos y otros deberán ser resueltos por siete, seis o cinco jueces, según el momento en que se produzca la decisión, los jueces en ejercicio y los cargos vacantes existentes en esa oportunidad. A su vez, se debe desestimar la alegada violación a la garantía del juez natural, desde que no se advierte que haya mediado una sustitución ilegal de los jueces ni que se haya constituido una comisión especial creada al efecto, sino que la decisión que aquí se cuestiona simplemente pone en ejecución la nueva ley que reduce el número de integrantes del Tribunal. Al respecto, como ha señalado la Corte, nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes y reglamentaciones y la derogación de una norma por otra posterior no afecta derecho alguno emanado de la Constitución Nacional, porque la "facultad de cambiar las leyes procesales es un derecho que pertenece a la soberanía", por lo que no se configura una violación al principio constitucional del juez natural y no existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues las leyes sobre procedimiento y jurisdicción son de orden público, lo que resulta compatible con la garantía del Art. 18 de la Constitución Nacional. Vinculado a este trascendental tema, la Corte ha señalado que la declaración de que ningún habitante de la Nación puede ser sacado de los jueces designados por la ley antes de los hechos de la causa, presupone que esos jueces siguen conservando la jurisdicción en cuya virtud estaban llamados a conocer de un determinado caso, porque, claro está, la sustracción de un caso particular a la jurisdicción de jueces que siguen teniendo el poder de juzgar en otros casos similares, implica la negación de esa justicia imparcial e igual para todos que la Constitución garantiza. Ahora bien, si esos jueces han dejado de serlo, o su jurisdicción ha sido restringida por obra de la ley, entonces no puede afirmarse que sigan teniendo el poder para juzgar las causas de que se trate. Así, cuando a raíz de la renuncia, jubilación o muerte de un magistrado, otro nuevo asume la función que a él corresponde y continúa conociendo en la causa iniciada con anterioridad no hay sustracción al juez natural. Lo inadmisible, lo que la Constitución repudia, es el intento de privar a un juez de su jurisdicción en un caso concreto y determinado, para conferírsela a otro juez que no la tiene, en forma tal que por esta vía indirecta se llegue a constituir una verdadera comisión especial disimulada bajo la calidad de juez permanente de que se pretende investir a un magistrado de ocasión.


      Dimensión Integral de Radiodifusión S.R.L. c/ San Luis, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      D. 207, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Promulgación. Tácita.


      Acción declarativa de inconstitucionalidad y de certeza contra provincia. Supremacía, validez y eficacia sobre los límites entre Estados locales. Ley estatal de facto 22. 742. Inconstitucionalidad del Art. 293 de Constitución provincial. Precedentes de Fallos: 328:4768 y Fallos: 313:1621.


      La Corte recientemente ha sostenido la validez de los actos de los gobernantes de facto. En dicho pronunciamiento el Tribunal expresó que "…la Corte tiene resuelto que la validez de los actos y normas del Poder Ejecutivo de facto está condicionada a que, explícita o implícitamente, el gobierno constitucionalmente elegido que lo suceda los reconozca….” En este último precedente citado se dijo que "…la restitución del orden constitucional en el país requiere que los poderes del Estado Nacional o los de las provincias, en su caso, ratifiquen o desechen explícita o implícitamente los actos del gobierno de facto... ". Dicha doctrina luego fue reiterada por el Tribunal y agregó que estos actos subsisten en los períodos constitucionales siguientes con autoridad y efectividad equivalentes a las que tienen los gobernantes de jure y ello porque son válidos desde su origen o bien porque su "real efectividad" los legitima. Asimismo, indicó que el problema en cuestión corresponde analizarlo teniendo en vista, "... por encima de toda otra consideración, 'las primarias exigencias de la seguridad jurídica' que se verían gravemente resentidas si de pronto súbitamente, perdieran efectividad tuitiva, en todo o en parte, las leyes, los tratados, los decretos o los demás actos sancionados, celebrados o dictados en etapas de facto", concluyendo que "...ninguna doctrina judicial es defendible si, en vez de asegurar el orden público, crea el riesgo de un absoluto desorden". A la luz de esa doctrina, la Ley 22.742 debe ser considerada válida y por lo tanto aplicable al sub lite. De lo anterior se desprende que el Art. 293 de la Constitución de Catamarca, en cuanto "desconoce expresamente la virtualidad jurídica de la regla estatal de facto 22.742", es inconstitucional, pues su repugnancia con esta última -que tiene, entonces, el carácter de "ley suprema" de la Nación- resulta manifiesta, clara e indudable, ya que las autoridades de dicho Estado local están obligadas a conformarse a ella, toda vez que las normas federales deben prevalecer sobre las provinciales, y aun sobre las constituciones respectivas, en razón de lo establecido en el Art. 31 de la Constitución Nacional.


      Santiago del Estero, Provincia de c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      S. 305, L. XXXVII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Organización. Cámara de Diputados. Atribuciones.


      Control por parte de la Cámara de Diputados de los diplomas aprobados por la justicia electoral respecto de sus miembros. Alcances del artículo 64 de la Constitución Nacional. Necesidad de una condena judicial para dar por probada la participación de la persona en el delito imputado. Remisión a Fallos: 326:4468.


      El recurso extraordinario es formalmente admisible cuando se discute la interpretación de normas federales (arts. 1º, 16, 22, 48, 64, 66, 75, inc. 22, de la Constitución Nacional) y la decisión del a quo contraría el reclamo que la impugnante funda en aquéllas (art. 14, inc. 3º, de la Ley 48 ). Además, hay caso en la medida en que la controversia se relaciona con el interés institucional de determinar los alcances del artículo 64; y la cuestión es justiciable -el 116 atribuye al Poder Judicial el conocimiento y la decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución-; y subsistente -en tanto no haya vencido el mandato para el cual fue elegido el recurrente-. La Cámara de Diputados, como juez de los diplomas aprobados por la justicia electoral, de acuerdo al artículo 64 de la Constitución Nacional, sólo tiene facultad para referirse a la revisión de la legalidad de los títulos de los diputados electos y a la autenticidad de los diplomas, esto es, si fueron regularmente emitidos por autoridad competente. Por ende, no se ha otorgado al Congreso un poder para negar la incorporación a un candidato electo, basándose en valoraciones materiales como la falta de idoneidad o la inhabilidad moral, ya que es el pueblo quien, al elegirlos en el marco de un sistema judicial-electoral de impugnaciones, valora la idoneidad de sus representantes. Aun cuando el dictamen de la Comisión de Peticiones, Poderes y Reglamentos aclare que el rechazo de un diploma responda a la participación activa reconocida y probada que el diputado electo tuvo en el terrorismo de Estado y específicamente al encuadre de su conducta en las Convenciones sobre Genocidio y Tortura, mientras no se dicte condena judicial, no existe impedimento para que se ejerza el mandato popular. El caso encuadra en la jurisprudencia de Fallos: 326:4468, si la Cámara de Diputados de la Nación rechazó ambos diplomas por la misma causal de inhabilidad moral, y en ambos casos con sustento en sus participaciones activas reconocidas y probadas con el terrorismo de Estado, y especialmente por el encuadre de las conductas en las Convenciones sobre Genocidio y Tortura (artículo 75, inciso 22, Constitución Nacional).


      P., Luis Abelardo s/ promueve acción de amparo c/ Cámara de Diputados de la Nación


      P. 1763, L. XLIII, 19 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      

    


    


    
      Capítulo IV


      Derecho Internacional


      Derecho Internacional Privado


      Circunstancias a indagar para determinar la ley aplicable a un contrato con elementos multinacionales.


      Para la determinación de la ley aplicable a un contrato con elementos multinacionales -por ejemplo, un convenio de transporte terrestre internacional de mercadería, formalizado mediante "Carta de Porte Internacional por Carretera"-, corresponde indagar, en primer término, si las partes han ejercido la facultad de elegir el derecho aplicable al contrato, sin perjuicio del orden público internacional privado del juez con jurisdicción internacional y de las normas de policía, que no pueden ser desplazados por la autonomía referida. Cuando se trata de un asunto planteado ante un juez argentino, si las partes no han ejercido aquella prerrogativa y no encontrándose comprometido el orden público interno, cabría entonces acudir a las normas de conflicto argentinas para la determinación del derecho aplicable, las que pueden ser de fuente interna o de fuente internacional que desplazan, en lo pertinente, a las otras, conforme dispone el artículo 31 de la Constitución Nacional. Toda vez que en un caso donde se indaga la determinación de la ley aplicable a un contrato con elementos multinacionales constituyen hechos no controvertidos que el lugar de celebración del contrato, el acordado para el pago, la sede de ambos litigantes, eran en la República Argentina, no resultan, por lo tanto, en el marco en el que discurriera la controversia entre los litigantes, suficientes los fundamentos de la decisión atacada en orden a la aplicabilidad al litigio de la ley extranjera -y consecuente exclusión de la obligación en cuestión de la conversión a pesos dispuesta por la Ley 25.561 y concs.


      Transportes JAC de Andrés José Capararo c/ Y.P.F. S.A. s/ cobro de suma de dinero


      T. 307, L. XLII, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      

    


    


    
      CAPÍTULO V



      Derecho Laboral


      Derecho Colectivo del Trabajo


      Asociaciones Sindicales de Trabajadores.


      Personería gremial de asociación sindical. Falta de tratamiento de cuestiones conducentes. Principio de congruencia. Procedencia del recurso.


      Ha sentado la Corte que se viola el principio de congruencia cuando el fallo observado omite decidir peticiones, alegaciones o argumentos oportunamente propuestos a la consideración del tribunal y que deben integrar la resolución del litigio. En el sub lite, la Cámara se limitó a interpretar rígidamente el artículo 30 in fine de la Ley nº 23.551, en cuanto niega la personería gremial a la asociación que nuclea al personal superior del Congreso -sector Senado- de las categorías 1 a 4 del escalafón, porque "preexiste" otra entidad que en su representación los comprende, sin hacerse cargo de que la pretensión no sólo se sustentó en la superioridad de los promedios de afiliados cotizantes (arts. 25, Ley nº 23.551; y 21, dec. nº 467/88) y en la acreditación de los intereses diferenciados, sino también en la posibilidad de que coexistan personerías gremiales otorgadas a distintos sindicatos que relativizan el principio de exclusividad representativa, en el marco de la resolución MTEySS nº 255/03 sobre la que se apoyó la decisión ministerial en debate extremo al que la mayoría del tribunal no confirió una respuesta congruente con lo argumentado.


      Asociación del Personal Superior del Congreso de la Nación c/ Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones Sindicales


      A. 1455, L. XLI, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Representación Sindical en la Empresa. Delegados.


      Demanda de exclusión de tutela sindical Art. 52 Ley 23.551: remisión a lo dictaminado en autos G 1199 L. XLI “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/Ybarra, Miguel A.”.


      Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Escotorin, Ulises Pablo s/ exclusión tutela sindical


      G. 1188, L. XL, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho de la Seguridad Social


      Excesivo rigor en la consideración de la inactividad por parte de la actora ante el reclamo por un crédito de naturaleza previsional. Desafectación de una sentencia que declara prescriptas las sumas correspondientes a un reajuste de haberes reclamado, por hallarse comprometidas normas sobre seguridad social contenidas en el Art. 14 bis de la Constitución Nacional.


      Corresponde considerar -atendiendo a la naturaleza previsional del crédito en cuestión-, de extrema severidad sostener que hubo inactividad por parte de la actora si ésta presentó un pedido de pronto despacho, a los 18 meses de haber quedado firme la sentencia -que no le habría sido respondido-, y posteriormente una solicitud de revisión de la liquidación ante el organismo previsional a efectos de urgir el procedimiento y obtener de ese modo el reajuste concedido por la Cámara del Trabajo, pasado en autoridad de cosa juzgada. Corresponde dejar sin efecto una sentencia que declara prescriptas las sumas correspondientes a un reajuste de haberes reclamado, por hallarse comprometidas normas sobre seguridad social contenidas en el Art. 14 bis de la Constitución Nacional, pues el rechazo no se compadece con los principios que informan la materia, dado que importa decidir en contra de los intereses de la clase pasiva cuando la falta de percepción de los créditos responde a la conducta negligente de la administración.


      Acuña, María Inés c/ ANSES s/ ejecución previsional


      A. 852, L. XXXIX, 01 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Empresas de medicina prepaga.


      Naturaleza jurídica de la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires. Semejanza con las entidades de medicina prepaga.


      Si bien determinar la naturaleza jurídica de la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires, así como el alcance de las prestaciones y servicios de salud que debe brindar a sus afiliados en el marco de los contratos particulares con ellos celebrados, remite al estudio de cuestiones de derecho común, ajenas, en principio, a la instancia extraordinaria, y sin dejar de reconocer que no existe todavía uniformidad de criterio jurisprudencial acerca de si estas instituciones -cuando integran el conjunto de entidades prestadoras de servicios de salud- resultan o no asimilables a las entidades de medicina prepaga, se advierte no obstante que dichos servicios se prestan mediante las cuotas que el Directorio establece para el afiliado o beneficiario, las cuales pueden ser obligatorias o voluntarias y uniformes o diferenciadas según los familiares a que aquéllos se hagan extensivos (art. l2, inc. c, Ley provincial 6716). En tales condiciones, pese a su diversa naturaleza, la Caja reúne presupuestos muy similares a los que tipifican a la medicina prepaga; esto es: que exista una empresa (o -puede añadirse- una entidad) que se compromete a dar asistencia médica, por sí o por terceros; que la obligatoriedad de la prestación esté sujeta a la condición suspensiva de que se dé determinada enfermedad en el titular o el grupo de beneficiarios; y que exista el pago anticipado como modo sustantivo de financiación, aunque pueda ser complementado. Consecuentemente, no resulta irrazonable la semejanza entre las entidades de medicina prepaga, y la Caja de Previsión demandada. En cuanto a los argumentos relativos a la no incorporación de la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires al régimen de la Ley 24.901 y a que no es una obra social por no encontrarse comprendida en el elenco legal del Art. 1° de la Ley 23.660, ni haber adherido a la misma, corresponde señalar que el artículo 2° de la Ley 24.901, prescribe que las obras sociales, comprendiendo en tal concepto las entidades enunciadas en el artículo 1° de la Ley 23.660, tendrán a su cargo con carácter obligatorio, la cobertura total de las prestaciones básicas enunciadas en la ley, que necesiten las personas discapacitadas afiliadas a las mismas. Al tener presente que el inciso "h", del artículo 1°, de la Ley 23.660, menciona a "toda otra entidad creada o a crearse que, no encuadrándose en la enumeración precedente, tenga como fin lo establecido en la presente ley", y que la Ley 24.754 impone a las entidades de medicina prepaga -a las que podría asimilarse la Caja de Previsión demandada en su carácter de intermediaria en la prestación de servicios asistenciales médicos y farmacéuticos- cubrir las mismas prestaciones obligatorias que las obras sociales, no cabe sino concluir que esta Caja debe satisfacer todas las prestaciones de la Ley 24.901. La no adhesión por parte de la demandada Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires al sistema de las leyes 23.660, 23.661 y 24.901, no determina que le resulte ajena -ante el pedido efectuado por el afiliado para que se completara el reconocimiento hasta entonces parcial del tratamiento médico indicado para su hija menor discapacitada- la carga de adoptar las medidas razonables a su alcance para lograr la realización plena de los derechos de la niña (del niño, en este caso) a los beneficios de la seguridad social, con el alcance integral que estatuye la normativa tutelar sobre la materia. La consideración primordial del interés del niño viene, por una parte, tanto a orientar como a condicionar la decisión de los jueces llamados al juzgamiento en estos casos, y por otra, no admite que pueda ser dejada de lado por una entidad de medicina prepaga, so pretexto de atenerse estrictamente a cláusulas contractuales y sostener que el Estado es el único obligado a resguardar la salud de la población. Ello es así, pues, ante la iniciativa personal del particular que se abona a un sistema de medicina prepaga o afilia a una obra social, le corresponde al Estado, no satisfacer la prestación en forma directa, sino vigilar y controlar que las prestadoras cumplan su obligación. Asimismo, ha quedado en claro el derecho a la preservación de la salud -comprendido dentro del derecho a la vida- y la obligación impostergable que tiene la autoridad pública de garantizar ese derecho con acciones positivas, pero que ello es sin perjuicio de las obligaciones que corresponden a las jurisdicciones locales, obras sociales y entidades de medicina prepaga sobre el tema.


      Rago, Juan Ignacio c/ Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires Sistema de Salud s/ amparo


      R. 796, L. XLII, 01 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Obras Sociales.


      Actor que percibe un beneficio equivalente al cien por ciento del haber mensual y suplementos generales del grado de cabo con dos años de servicios simples militares.


      Toda vez que el actor percibe un beneficio equivalente al cien por ciento (100%) del haber mensual y suplementos generales del grado de cabo con dos años de servicios simples militares, según res. 858 MD, tal estipendio le permitiría continuar en la categoría de afiliado voluntario, efectuándose los descuentos adecuados para permanecer en la cobertura de la obra social. El Art. 17, inc. a, ap. 1, del decr. 1478/97, establece como causal de desafiliación, ser dado de baja del Ejército o de Gendarmería Nacional, sin distinguir si la baja es por razones de enfermedad o accidente en actos de servicio, o lo es por otros motivos; en tanto que en el mismo inciso, ap. 2, se instituye como causal de desafiliación, ser declarado cesante o exonerado, con excepción de los cesantes por razones de salud, sin que se explique por qué la norma realiza esta diferenciación en el segundo supuesto y no lo hace en el primero, circunstancia que prima facie constituiría una desigualdad. No altera el criterio expuesto, la invocación del Art. 2003, inc. B, ap. 4, punto B, del "Régimen Orgánico Funcional para la Asistencia del Personal de los cuadros y civil del Ejército y Gendarmería Nacional y sus respectivos familiares en tiempos de paz (ROF)" que pone a cargo del Comandante de Sanidad al personal militar en retiro y agentes civiles del ejército (en actividad o jubilados) que requieran asistencia sanitaria por afecciones contraídas por actos de servicios. Esto es así, desde que esta norma se refiere únicamente al personal militar en retiro y agentes civiles del ejército, pero nada dice acerca del personal dado de baja. En el contexto de una relación jurídica preexistente, la facultad del ente asistencial en cuanto a la desafiliación de un beneficiario de una obra social viene a perder autonomía absoluta y plena y ha de ser interpretada en forma restrictiva, debiendo prevalecer en casos debatibles una hermenéutica de equidad que favorezca a aquel que pretende permanecer en la relación asistencial, dada su condición de parte más débil en el vínculo, y todo ello a favor del principio de buena fe, que debe privar en este tipo de vinculaciones. La no adhesión por parte de la demandada al sistema de las leyes 23.660, 23.661 y 24.901 no determina que le resulte ajena la carga de adoptar las medidas razonables a su alcance para lograr la realización plena de los derechos del discapacitado a los beneficios de la seguridad social, con el alcance integral que estatuye la normativa tutelar en la materia. Atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conllevan las pretensiones, para lo cual deben encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con tutela de orden constitucional, lo cual se produciría si el reclamo del actor, tuviese que aguardar al inicio de un nuevo proceso dirigido contra los órganos a los que se refiere la reglamentación de las leyes 22.431 y 24.901 y en ese lapso quedaran desprotegidos los intereses cuya satisfacción se requiere, la suspensión de los cuales no puede ser admitida bajo ninguna circunstancia. El derecho a la vida, más que un derecho no enumerado en los términos del artículo 33 de la Ley Fundamental, es una prerrogativa implícita, ya que el ejercicio de los derechos reconocidos expresamente requiere necesariamente de él y, a su vez, el derecho a la salud -especialmente cuando se trata de enfermedades graves- está íntimamente relacionado con el primero y con el principio de autonomía personal, ya que un individuo gravemente enfermo no está en condiciones de optar libremente por su propio plan de vida. El derecho a la salud, desde el punto de vista normativo, está reconocido en los tratados internacionales con rango constitucional (art. 75, inc. 22) entre ellos, el Art. 12 inc. c del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; inc. 1 arts. 4 y 5 de la Convención sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- e inc. 1 del Art. 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, extensivo no sólo a la salud individual sino también a la salud colectiva.


      Cattaneo, Adrián Gastón Alberto c/ I.O.S.E. s/ amparo


      C. 2773, L. XLII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones.


      Previsión social: criterio de la Corte Suprema de extender el amparo que conlleva el beneficio al mayor número de personas vinculadas afectivamente al causante.


      En materia de previsión social, frente al pedido del interesado para acceder al beneficio de pensión, el criterio de la Corte Suprema ha sido siempre el de extender el amparo que conlleva el beneficio al mayor número de personas vinculadas afectivamente al causante. Este criterio nunca fue dejado de lado ni aún cuando quienes asumieron "per se" la facultad de legislar acotaron sensiblemente la cantidad de potenciales beneficiarios y establecieron que dicha enumeración era taxativa. Frente a la sentencia del juez de grado que denegó el pedido del interesado para acceder al beneficio de pensión derivado de su convivencia con otra persona del mismo sexo fallecida, corresponde señalar que el tiempo de convivencia entre el solicitante y el causante excede largamente el exigido para los convivientes de distinto sexo, y que los aportes pertinentes al sistema fueron realizados en tiempo y forma exigidos. De este modo, la Corte Suprema deberá resolver el caso según su apreciación, y si estimase que la imprevisión legislativa al respecto es una valla infranqueable a efectos de conceder directamente el beneficio solicitado, confirmar la sentencia en cuanto fue materia de apelación.


      M., Juan José c/ ANSES y otro s/ pensión


      M. 2230, L. XL, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


      Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


      Acosta, Raquel Amanda y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba


      A. 2374, L. XL, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


      Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


      Actis, Yolanda Margarita y otros c/ Caja de jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ plena jurisdicción


      A. 1771, L. XLI, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Solicitud del beneficio previsional en el marco del Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de Jujuy al Estado Nacional. Límites a la admisibilidad de las rebajas para el futuro de los haberes previsionales.


      Toda vez que el beneficio de la actora fue solicitado antes de la firma del Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la Provincia de Jujuy al Estado Nacional, se otorgó estando el acuerdo en vigencia, y se acordó por las autoridades provinciales conforme a lo estipulado por las leyes de seguridad social locales, en virtud de lo reglado por la cláusula tercera, párrafo primero, del mismo pacto, queda claro que las prestaciones previsionales de la actora forman parte del objeto de la transferencia, quedando bajo la órbita de influencia de la Administración Nacional de Seguridad Social, de acuerdo a lo prescripto por las cláusulas primera, segunda y tercera del Convenio referido y de las disposiciones del Título II Capítulo VI de la Ley 24.241. Si bien son admisibles las rebajas para el futuro de los haberes provisionales, en la medida que no resulten confiscatorias o arbitrariamente desproporcionadas, si ellas se imponen por exigencias superiores vinculadas a la subsistencia del sistema o a su desenvolvimiento regular, la quita de un 37 por ciento, sin embargo, supera ampliamente los porcentajes de recortes tolerados históricamente por la Corte Suprema, cuyos jueces si bien reconocieron la legitimidad del sistema de haberes máximos en materia de jubilaciones y pensiones dejaron, empero, a salvo la posibilidad de establecer soluciones adecuadas a las circunstancias de las causas particulares, en donde se demostró que la aplicación de dicho mecanismo se traduce en una merma del haber previsional que puede resultar confiscatorio.


      Aban, Francisca América c/ ANSES s/ amparo


      A. 2338, L. XL, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Control de constitucionalidad de la normativa que dispone la incompatibilidad del ejercicio del notariado con la condición de jubilado, pensionado o retirado. Derecho a la igualdad. Escribano con o sin registro beneficiario de un haber previsional. Improcedencia del planteo de inconstitucionalidad.


      Sabido es que el control de constitucionalidad de las normas es uno de los fines supremos del Poder Judicial de la Nación, y que, en especial, la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y, por ello, debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico, que sólo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad es inconciliable. En el sub lite resulta de aplicación esta clara doctrina pues la incompatibilidad para el "ejercicio del notariado" prevista en el Art. 55 inc. e) de la Ley 6486 "... con: ...La condición de jubilado, pensionado o retirado" debe ser entendida en forma sistemática con el contexto normativo donde se encuentra inserta, en particular con el Art. 58 inc. c), según el cual "No se considera incompatible: ...La condición de jubilado o pensionado de otra caja, siempre que tal beneficio fuese obtenido por un escribano de registro". Aunque la redacción de dichos preceptos -ubicados ambos en el Capítulo IV denominado "De las incompatibilidades", establecen igual condición, uno como impedimento y el otro como compatibilidad para el ejercicio del notariado- pudieran considerarse desacertados desde el punto de vista de la técnica legislativa, ello no implica que la limitación a los fines de dicho ejercicio impuesta en el Art. 55, inc. e) deba ser descalificada por lesiva a los principios constitucionales, en tanto éstos no se hallan directamente afectados si se atiende a que la ley admite la posibilidad de que un escribano pueda ser jubilado o pensionado de otra caja. Ello es así, porque no puede entenderse que un escribano con registro pueda cobrar un beneficio previsional -siempre que ese beneficio no corresponda a la caja de los notarios- y que ello sea, a la vez, un impedimento para el escribano que pretende acceder al registro, es decir que la restricción sea aplicable a unos y no aplicable a otros, cuando no hay una objetiva causa que confiera razonabilidad al distingo efectuado. Por ello, no corresponde declarar la inconstitucionalidad de la norma impugnada pues debe entenderse, de acuerdo con la interpretación propiciada, que los escribanos con o sin registro pueden ser beneficiarios, a la vez, de un haber previsional, siempre que éste no provenga de la caja de los notarios.


      Jiménez, María Elena c/ Salta, Provincia de s/ Recurso de hecho


      J. 126, L. XLII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Deuda por ingreso tardío de aportes y contribuciones al régimen previsional. Obligación de empresas navieras de pagar aportes y contribuciones respecto de sus tripulantes argentinos. Desestimación del recurso de queja.


      Ni el nuevo decreto 1255/98 ni la eventual demora en el dictado e implementación de la Resolución General 838/00 pueden constituir un justificativo por el incumplimiento de obligaciones vencidas, desde que tal como señalan los jueces de la causa y la A.F.I.P., la recurrente pudo inscribirse como empleador contribuyente ante la Administración Federal de Ingresos Públicos. Aspecto que no ha sido adecuadamente controvertido en el recurso extraordinario en consideración.


      Colminsur S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ impugnación de deuda


      C. 2077, L. XLI, 13 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Regímenes.


      Modificación del régimen complementario móvil de jubilaciones. Remisión a lo dictaminado en los autos Z. 286, XL, “Zuliani, Adelqui c/ Banco de la Nación Argentina”.


      Avendaño de Ogalde, Benedicta y otros c/ BHN s/ contencioso administrativo


      A. 645, L. XLI, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Pago de aportes de maestros que no ejercieron la opción de seguir aportando a la provincia demandada. Transferencia de servicios educativos nacionales a la provincia. Procedencia de la demanda.


      Cabe precisar que el artículo 11 de la Ley 24.049 prevé en forma genérica una continuidad de permanencia de los docentes transferidos en la Caja demandada (con cargo para el gobierno de la jurisdicción receptora de actuar como agente de retención de los aportes). Esta disposición legal debe entonces ser interpretada teniendo en cuenta el contexto general del capítulo 3 en el que se incardina. Y en él, no parece que la disposición novena cuestionada del convenio de transferencia de servicios educativos venga a contrariar lo dispuesto por la Ley 24.049, desde que de su letra se desprende que se está cumpliendo con la continuidad de pertenencia a la Caja por ella estipulada, pues los docentes se encuentran obligados a aportar a la demandada y la provincia a retener dichos montos sobre los cargos y horas cátedra que el personal poseía al momento de la transferencia respetando, de esa manera, los derechos adquiridos, tanto de los trabajadores como de la demandada. Es cierto que las obligaciones descriptas poseen un límite como se expuso anteriormente, vinculado a la asignación al agente transferido de un nuevo cargo, acumulación de ellos o acrecentamiento de horas cátedra posteriores a la transferencia, empero ello no parece violatorio de los derechos adquiridos aludidos, pues no es razonable pretender que el personal traspasado siga obligado a aportar a la Caja Complementaria de la Actividad Docente por su nueva situación jurídica ya en el ámbito provincial hasta el fin de su actividad, por el sólo hecho de haber dependido, primeramente de la órbita nacional, puesto que su carrera se seguirá desarrollando, inexorablemente, en el ámbito local. De admitirse lo contrario, se estaría sometiendo a la relación laboral sobreviniente -entre el educador y la provincia- a una condición anterior a su nacimiento, impuesta en razón de una coyuntura de la actividad docente, sensiblemente diferente a la posterior que resultó de la voluntad del legislador, al sancionar la transferencia indicada.


      Catamarca, Provincia de c/ Caja Complementaria para la Actividad Docente s/ acción declarativa de certeza


      C. 2955, L. XXXIX, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Capitalización. Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones.


      AFJP. Programa de Financiamiento del Sector Público no Financiero. Canje de LETES. Inexistencia de requisitos jurisdiccionales. Cuestión devenida abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


      La doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que su inexistencia es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar. En esta misma línea se inscriben tanto la que enseña que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario como aquella otra que indica que si lo demandado carece de objeto actual, entonces la decisión de la Corte es inoficiosa. Pues bien, por aplicación de tales criterios rectores, al haber ingresado la actora al proceso de canje de títulos implementado por el decreto 1375/04, en el que, según expresa, se incluyeron los títulos que se reclaman en estos autos, la acción de amparo ha devenido abstracta. En efecto, esa conducta de la actora implica el voluntario sometimiento a un régimen jurídico determinado y una renuncia al derecho cuya consagración por la sentencia apelada dio fundamento al remedio federal, lo que conduce a sostener que es inoficioso un pronunciamiento de la Corte sobre las cuestiones sometidas a su consideración en esta queja.


      Orígenes Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      O. 219, L. XLI, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Reparto. Prestaciones.


      Beneficio previsional. Supuesto ilícito que viciara el acto de otorgamiento. Revocación. Nulidad. Falta de fundamentos: improcedencia de la queja.


      Constituyendo una carga de la impugnante demostrar, con la claridad que es inherente a una tacha de extrema excepcionalidad como la intentada, la existencia de un serio defecto en el decisorio, fracasa en su empeño. Y es que, frente a lo expresado, y sin perjuicio de tener presente su denuncia por defraudación contra los supuestos gestores del beneficio revocado, y los dichos del magistrado federal, al sobreseerla, dejando a salvo su buen nombre y honor y puntualizando sus serias dudas a propósito del funcionamiento del sistema desarrollado por la querellante, no se advierte en su crítica sino un tenor discrepante con lo resuelto por el a quo, insuficiente para invalidarlo jurisdiccionalmente; en particular, en punto a la efectiva observancia de lo dispuesto por el artículo 16, punto b), de la Ley nº 18.038 (años de aportes). Se añade, aun dejando de lado las eventuales potestades de la ANSES para revocar oficiosamente beneficios como el contendido, en casos como el de autos en que se encuentra fehacientemente demostrada la falsedad de los instrumentos referidos, que no se advierte afectada la garantía de defensa de la peticionante, a la luz de las posibilidades probatorias y recursivas abiertas en tal sentido a partir del inicio de las presentes actuaciones; allende que tampoco ha explicitado los eventuales argumentos y extremos de los que pudo verse privado así como su incidencia para la decisión del caso, y que, a la fecha, nada obsta a la tramitación de otro beneficio; verbigracia, uno inherente a la edad avanzada o análogo.


      Baamonde, Josefa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ sumario


      B. 1045, L. XXXIX, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho Individual del Trabajo


      Contrato de Trabajo.


      Indemnización por despido. Naturaleza laboral del vínculo. Marco normativo aplicable. Arbitrariedad. Procedencia del recurso.


      La Cámara, no obstante, como lo reconoce al tiempo de conceder la apelación federal, no sólo pretirió infundadamente la referencia de la demandada al Régimen Nacional de Trabajo Agrario (ley nº 22.240), incurriendo incluso en la errónea alusión al supuesto de los trabajadores del servicio doméstico (art. 6, inc. c); sino que, en su caso, soslayó la reclamación en subsidio del peticionario fundada igualmente en esta última preceptiva, con lo que privó a la decisión del debido sustento, debiendo invalidarse, por lo tanto, jurisdiccionalmente.


      Guevara Ayala, Alejandro Paulino c/ Estancia La Elisa S.A. s/ despido


      G. 2202, L. XLII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Extinción. Clasificación. Según la Voluntad que la Motiva. Por Voluntad del Empleador. Despido. Sin Justa Causa.


      Despido: monto de la indemnización. Comisión: falta de pruebas de operaciones efectuadas. Incumplimiento de los requisitos del Art. 108 de la LCT. Procedencia parcial de la queja: errónea aplicación de doctrina “Vizzoti”, monto inferior al tope del Convenio Colectivo de Trabajo.


      Los agravios no federales planteados en el recurso, en lo atinente a las supuestas comisiones que la quejosa refiere no percibió y que según su entender se encontrarían probadas en autos, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. En dicho marco, cabe señalar que de las probanzas obrantes en el expediente no surgiría que las operaciones denunciadas por la accionante, hubieren sido realizadas por ella, más aún las dos primeras que encabezan el reclamo, fueron efectuadas con anterioridad a su ingreso; tampoco se desprende de la prueba producida que la actora reclamara con anterioridad al inicio de la litis las supuestas comisiones adeudadas, que datarían al inicio de la relación laboral, por lo que no se encontrarían reunidos los requisitos exigidos por el artículo 108 de la Ley de Contrato de Trabajo, conforme lo entendió razonablemente la Alzada. En cuanto a la aplicación errónea de la doctrina sentada por la Corte in re “Vizzoti”, le asistiría razón a la quejosa, toda vez que el resultado de aplicar el 67% sobre el monto que estimó la Alzada como haber mensual, normal y habitual que le correspondía percibir a la actora, se redujo a una cifra inferior al tope del Convenio Colectivo de Trabajo.


      Roldan de Nicolini, Blanca Lelia c/ Brodsky, Luis Jaime s/ despido


      R. 271, L. XLII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Según los Efectos Indemnizatorios. Indemnización.


      Demanda por daños y perjuicios. Despido directo arbitrario. Daño moral. Artículo 245 de la LCT. Procedencia parcial del recurso.


      El razonamiento de la a quo soslaya que el pretensor promovió demanda peticionando el resarcimiento "integral" de los perjuicios padecidos como consecuencia de un accionar del principal calificado por la propia Juzgadora como ilícito y arbitrario; en cuyo marco se patentiza -por de pronto- errado el parecer de ésta última en punto a la no aplicación de la reparación tarifada del artículo 245 de la LCT, toda vez que nada obstaba -iura novit curia mediante- a la debida subsunción del asunto en el plano de la regla respectiva, como lo admite, contradictoriamente, el propio juez de primera instancia. Es privativo de los jueces -ha explicitado VE- calificar las pretensiones de las partes -subsumiéndolas en los preceptos jurídicos que las rigen, con prescindencia de los fundamentos alegados-, facultad que deriva de la regla iura novit curia y cuyo ejercicio no comporta agravio constitucional, en tanto no se alteren las bases fácticas del litigio, ni la causa petendi, ni se admitan hechos o defensas no esgrimidas por los contendientes.


      Comoli, Daniel Alberto y otros c/ Banco de la Nación Argentina s/ despido


      C. 585, L. XLI, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por diferencias en el monto de indemnización. Art. 7 de la Ley 24.635, Art. 257 de LCT y Art. 3986 del Código Civil. Audiencia en SECLO: efectos sobre el curso de prescripción de la acción. Fallo Plenario “Martínez”.


      Ha reiterado la Corte que los asuntos entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, no dan lugar, por ser extremos de hecho y prueba y de derecho común y procesal, a la vía establecida por el artículo 14 de la Ley nº 48. También, que la excepcional tacha de arbitrariedad requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una decisiva carencia de fundamentos, resultando incompatible con las decisiones basadas en argumentos no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, le confieren una base jurídica y descartan la alegación. Por otra parte, vale añadir que, en el Fallo Plenario nº 312 “Martínez, Alberto c/ Y.P.F S.A. s/ Participación accionariado obrero”, se concluyó que la citación para el trámite conciliatorio ante el SECLO no surte los efectos de la interpelación prevista en el artículo 3986, párrafo 2°, del Código Civil; y que, en el contexto del artículo 7° de la Ley nº 24.635, no se ajusta la suspensión del plazo de prescripción a la duración del trámite conciliatorio, aunque dure menos de seis meses. Incumbe rechazar los agravios, ha dicho la Corte, que sólo trasuntan discrepancia con el alcance de normas no federales y con la valoración de extremos fácticos.


      Sallent, Adrián c/ Banco Itaú Buen Ayre S.A. s/ despido


      S. 1793, L. XLI, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Indemnización por accidente de trabajo. Culpa de la víctima: consideración aislada de elementos de prueba. Sentencia no cumple con una fundamentación suficiente. Procedencia del recurso.


      Si bien, en principio, el tema remite al examen de cuestiones de hecho y de derecho común, materia ajena al remedio del artículo 14 de la Ley nº 48, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para su consideración cuando la decisión recurrida prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia, de acuerdo con las circunstancias de la causa, y se apoya en afirmaciones dogmáticas que le dan un fundamento aparente. Cabe señalar que la Corte tiene dicho que los daños causados por el riesgo de la cosa se rigen por las disposiciones del artículo 1113, párrafo 2°, parte final, del Código Civil; y que la culpa de la víctima con aptitud para cortar -totalmente- el nexo de causalidad entre el hecho y el detrimento, a que alude dicha norma, debe aparecer como la única causa del perjuicio, aparte de revestir las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias del caso fortuito o fuerza mayor. La calificación de la conducta de la víctima, que determinó la existencia de culpa exclusiva que liberó de responsabilidad al demandado (art. 1113, párrafo 2°, in fine, del Código Civil), se basó en una consideración aislada de los dichos de algunos testigos, sin integrarlos ni armonizarlos con otras constancias de la causa, no sólo por haber omitido el estudio de otros testimonios distintos a los mencionados en el fallo, sino, principalmente, por haber preterido extremos vinculados con el control efectivo, concerniente a los deberes del empleador, sobre la observancia de las medidas adecuadas de prevención respecto del balancín donde ocurrió el accidente, tal como lo refiere el perito técnico. En tales condiciones, la sentencia impugnada no satisface el recaudo constitucional de fundamentación suficiente, por lo que la situación deberá ser reexaminada en un nuevo pronunciamiento que precise en qué medida las circunstancias que determinaron el siniestro pudieron ser evitadas si se hubiera adoptado la conducta apropiada exigible, ya que la responsabilidad sólo puede surgir, en el ámbito de los artículos 512 y 902 del Código Civil, de la adecuada valoración del reproche de las conductas en orden a la previsibilidad de las consecuencias.


      Trejo, Jorge Elías c/ Stema S.A. y otros s/ accidente y despido


      T. 964, L. XL, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Indemnización por despido incausado. Remisión a lo dictaminado en los autos S. 1352, XL, “Salemme, Héctor c/ Emecé Editores S.A. y otro s/ Despido”.


      Gastelli, Juan Pablo c/ Integralco S.A. s/ despido


      G. 638, L. XLIII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Indemnización por despido indirecto. Empleado de local gastronómico ubicado en un club social y deportivo. Responsabilidad del club, cuya actividad gastronómica no es la normal y específica. Procedencia parcial del recurso extraordinario.


      No constituye arbitrariedad la circunstancia que el tribunal de la causa haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otros, como así tampoco las discrepancias del apelante respecto de la ponderación de las pruebas efectuada por los jueces de la causa; máxime, cuando del estatuto surge que la finalidad del club es, entre otra, ofrecer a sus socios e invitados el uso de sus sedes para actos sociales, culturales, de recreación, alojamiento, actividades deportivas, educativas y asistenciales, no el servicio gastronómico, y el resto de las probanzas son razonablemente coincidentes con la evaluada. Del contrato de concesión tampoco surge -prima facie- que la entidad participara de los resultados de la explotación, no obstante haberse fijado el precio en un porcentaje sobre lo facturado. Por otra parte, no solo se convino la exclusiva responsabilidad del concesionario en relación a su personal, sino que tocaba también al mismo hacerse cargo de gastos y mantenimiento de las instalaciones puestas a su disposición, quedando sometido a potestades amplias de inspección y sanción.


      Robledo, Oscar Manuel c/ Cordon Azur S.R.L. y otros s/ despido


      R. 2156, L. XL, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Indemnización por despido indirecto. Tope del artículo 245 de la LCT. Cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y común. Precedente “Vizzotti”.


      Los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y común materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley nº 48; excepción hecha que se demuestre que se ha omitido dar un tratamiento adecuado al tema, de acuerdo a los términos en que fue planteado, al derecho aplicable y la prueba rendida, circunstancia que no se advierte patentizada aquí como es menester en el plano de la excepcional tacha en que se sitúa la crítica.


      Carames, Mario Fernando c/ Alfa Laval S.A. s/ despido


      C. 4695, L. XLI, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Demanda por despido indirecto. Arbitrariedad. Procedencia del recurso.


      La decisión de la Sala no cumple con los recaudos de validez exigibles a los fallos judiciales para que sean fundados y constituyan una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias del caso, pues se sustenta en asertos que no se desprenden de los extremos de la causa. Al afectar, luego, las garantías constitucionales invocadas, compete descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, sin que lo dicho implique anticipar un juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto, extremo que, por otra parte, es potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la vía del artículo 14 de la Ley nº 48.


      Acuña Fidel, Carlos c/ Center Construcciones S.R.L. y otros s/ Ley 22.250


      C. 2609, L. XLI, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Indemnización por despido indirecto. Explotación exclusiva del servicio de venta ambulante. Meras discrepancias con lo resuelto. Cuestiones de hecho y prueba.


      Los agravios relativos a la inteligencia y aplicación del artículo 30 de la LCT deben ser desestimados porque sólo trasuntan una mera discrepancia con la practicada y con la ponderación de los hechos y las pruebas efectuada por los jueces del caso, lo que no sustenta la tacha de arbitrariedad formulada por el apelante, máxime, en el supuesto del artículo 30, in fine, de la LCT, dado lo genérico y colateral de la crítica esgrimida.


      Benítez, Horacio Osvaldo c/ Plataforma Cero S.A. y otros s/ despido


      B. 75, L. XLII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Agravada.


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 996, XLI, “Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido”.


      Jiménez, José Ramón c/ Minetti, José s/ despido ordinario


      J. 156, L. XLII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 996, XLI, “Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido”.


      Muñoz, María Delia c/ Orígenes A.F.J.P. S.A. s/ despido


      M. 2699, L. XLII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en A. 996, XLI, “Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido”.


      Asturi, Aldo c/ COTO C.I.C. S.A. s/ despido


      A. 2010, L. XLII, 21 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sujetos.


      Empleador. Derechos. Facultad de Alterar las Condiciones del Contrato. Ius Variandi.


      Empleo público regido en el ámbito de un convenio de trabajo: rige la Ley de Contrato de Trabajo. Modificación de las condiciones de trabajo. Ejercicio abusivo del ius variandi. Derecho a la igualdad y al respeto de la carrera administrativa. Procedencia del recurso de queja.


      Dentro del plexo normativo aplicable la rescisión del contrato pudo no ser la única alternativa ante el ejercicio abusivo del ius variandi, desde que aun la ley que invoca el a quo como sustento de su decisión establece que, en caso de duda, las situaciones deben resolverse a favor de la continuidad o subsistencia del contrato (art. 10 de la LCT). Más aun cuando en la actualidad la Ley 26.088 (publicada en el B.O. 24-04-2006) sustituyó el texto del Art. 66 de la Ley 20.744 y agregó que el trabajador frente a tales circunstancias puede considerarse despedido "o accionar persiguiendo el restablecimiento de las condiciones alteradas. En este último supuesto la acción se substanciará por el procedimiento sumarísimo, no pudiéndose innovar en las condiciones y modalidades de trabajo, salvo que éstas sean generales para el establecimiento o sección, hasta que recaiga sentencia definitiva". Habida cuenta de la jurisprudencia del Tribunal que consagra la obligación de la Administración de respetar la posición escalafonaria del empleado, autorizando a aquélla a ejercer el ius variandi en forma tal que no le cause al empleado perjuicio material ni moral, la admisión del a quo de que la conducta de la demandada fue irrazonable y limitativa de los derechos del trabajador, significó admitir -aunque tácitamente- que la conducta de la Administración fue arbitraria.


      Schiavone, Diego Gerardo c/ Estado Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos) s/ Otros reclamos


      S. 2228, L. XLI, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Trabajador. Accidentes y Enfermedades.


      Remisión a Fallos: 327:3753 “Aquino”.


      Ybarra, Mariano Diego c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Dirección General de Espacios Verdes) s/ accidente de trabajo


      Y. 117, L. XL, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Ley de Riesgos del Trabajo.


      Tribunal de alzada de "organismos de orden federal" según la Ley 24.557: Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social. Otorgamiento de facultades jurisdiccionales a órganos de la Administración. Teoría de los actos propios: alcance. Inhabilitación de la LRT al damnificado de la opción de acudir al trámite judicial de manera directa.


      La Ley 24.557 establece como alzada de "organismos de orden federal", como son las comisiones médicas, a la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social (art. 41.1, pár. 3°, LRT), lo que parece soslayar, asimismo, el principio que prevé la intervención del fuero de excepción sólo cuando las cosas o las personas cayeren bajo su égida. El otorgamiento de facultades jurisdiccionales a órganos de la Administración desconoce lo previsto en los artículos 18 y 109 de la Ley Suprema; preceptos que quedan a salvo en tanto tales organismos hayan sido creados por ley; su independencia e imparcialidad estén aseguradas; el objetivo económico y político evaluado por el legislador para crearlos -y restringir la jurisdicción que la Carta Magna atribuye a la justicia ordinaria- haya sido razonable; y además, sus decisiones estén sujetas a un control judicial amplio y suficiente. Para atribuir a la conducta valor de regla es preciso que ella se exteriorice mediante acciones deliberadas, jurídicamente relevantes y plenamente eficaces para implicar las consecuencias que de ella se pretenden extraer ya que, de lo contrario, asumir un determinado comportamiento derivaría sin más en la imposibilidad de modificarlo en lo sucesivo. En tales condiciones, corresponde interpretar prudencialmente la doctrina de los "actos propios", sin extender desmesuradamente sus alcances, porque dicho concepto requiere que medie un cumplimento voluntario que pueda entenderse como una renuncia al cuestionamiento ulterior de la regla. La LRT no habilita la opción al damnificado de acudir al trámite judicial de manera directa, como sí lo hacían otros regímenes, por lo que no es posible atribuir un supuesto de sometimiento voluntario a un régimen jurídico si la conducta reprochada era el único camino normativo posible y sin otra alternativa para acceder a la obtención de aquello que se reclama. Lo anterior es así, máxime cuando corresponde conferir carácter alimentario e irrenunciable a los derechos pretendidos.


      Abbondio, Eliana Isabel c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ accidente


      A. 1165, L. XLI, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Incapacidades.


      Determinación de la incapacidad del trabajador sufrida por accidentes laborales a los efectos de una adecuada estimación del comienzo del plazo prescriptivo a partir de su comprobación concreta y consciente en el marco de acciones provenientes de la responsabilidad por dichos accidentes.


      Por aplicación del Art. 258 de la LCT, las acciones provenientes de la responsabilidad por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales prescriben a los dos años a contar desde la determinación de la incapacidad o fallecimiento de la víctima, entendiendo tal "determinación" como la fijación de la minusvalía. A los citados efectos, sólo a partir del conocimiento por parte del trabajador interesado del dictamen de la junta médica emitido en sede administrativa, queda determinada la incapacidad del actor. Dicho criterio obedece a la necesidad de una adecuada estimación del comienzo del plazo prescriptivo a partir de su comprobación concreta y fehaciente, pormenor que requiere de una constatación objetiva que ponga de manifiesto el cabal conocimiento por el trabajador de su invalidez, sin que pueda suplirse tal exigencia sobre bases inciertas que no evidencian de una manera concluyente que éste dejó transcurrir los plazos legales consciente de las afecciones que sufría. Si la decisión de la Corte Provincial no constituye una derivación razonada del derecho vigente con ajuste a las circunstancias del caso, al afectarse garantías constitucionales invocadas por la parte, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. Y es que, cuando la interpretación del inferior se limita a un análisis parcial y aislado de los elementos de juicio, sin integrarlos ni armonizarlos en su conjunto, se impone descalificar el pronunciamiento en tal aspecto. Es lícito extender a los litigios laborales la pauta interpretativa elaborada en materia de previsión social, según la cual, debe actuarse con cautela para llegar a la denegatoria de beneficios reconocidos por las leyes en la materia.


      Ferrabello, Moreira Aída c/ Provincia de Buenos Aires - Dirección General de Escuelas s/ in itinere - defensa de prescripción


      F. 1305, L. XXXIX, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por incapacidad laboral. Reparación de minusvalía provocada por accidente laboral. Normativa aplicable. Ley de Riesgos de Trabajo. Excesivo rigor formal. Procedencia del recurso.


      Asiste razón a la recurrente toda vez que la Sala para confirmar, en definitiva, el rechazo de la acción, omitió que la actora en el escrito inicial se resistió, expresamente, a la aplicación del sistema especial, solicitando la invalidación del artículo 39.1 de la LRT y la reparación integral de la minusvalía derivada de un accidente de trabajo con base en la ley civil; plano en el cual arguyó que la Ley nº 24.557 no restablecía el equilibrio patrimonial quebrantado por el evento dañoso, puesto que lo otorgado por la última norma resultaba marcadamente insuficiente, frente al cálculo efectuado en el plano de la ley común. Dicho temperamento, en sustancia, fue retomado por el juez a quo y, singularmente, por la minoría de la Cámara. Sentado lo anterior, a la luz de las constancias de la causa, la decisión trasunta un excesivo rigor formal en la exigencia relativa a la acreditación del gravamen a los derechos constitucionales del trabajador.


      Schneider, Carlos Alberto c/ Techint S.A. y/o responsable s/ inconstitucionalidad


      S. 1121, L. XLI, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Incapacidad derivada de accidente en acto de servicio. Validez inter temporal de las normas. Decreto 1278/00, decreto reglamentario 410/01, Ley 24.557.


      La ausencia de una disposición de irretroactividad clara, más allá del juicio que suscite la regla impugnada en su aplicación a las actuaciones, no conlleva una solución irrazonable porque la postura del pretensor implicaría que una circunstancia fáctica acaecida en 1998 se rigiera por un diseño legal vigente a partir del 2001. En torno a la cuestión relativa a la validez intertemporal de la normas, la Corte ha sostenido que constituye materia ajena al recurso extraordinario y que el principio de irretroactividad de las leyes establecido por el artículo 3° del Código Civil no tiene jerarquía constitucional y, por tanto, no obliga al legislador. No obstante, la facultad de legislar hechos pasados no es ilimitada, ya que la ley nueva no puede alterar derechos incorporados al patrimonio al amparo de una legislación anterior, sin menoscabar el derecho de propiedad consagrado en el artículo 17 de la Constitución Nacional. Por otra parte, en lo que respecta a la tacha de arbitrariedad es menester destacar que, es incompatible con la existencia de motivos no federales que, más allá de su grado de acierto, bastan, para sustentar lo resuelto.


      Aguilar, José Justo c/ Provincia ART S.A. s/ accidente- LET 9688


      A. 624, L. XLII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Incapacidad derivada de accidente laboral. Remisión a “Milone”. Cuestiones no federales: ajenas al recurso extraordinario.


      Lo concerniente a la determinación del monto de la condena, intereses y costas remite al estudio de cuestiones no federales, materia propia de los jueces de la causa y extraña, por naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la Ley nº 48; en particular cuando, como ocurre en el caso, la decisión cuenta con fundamentos que, más allá de su grado de acierto, descartan la tacha de arbitrariedad.


      Douglas, Mauricio Javier c/ Alter Producciones S.A. y otro s/ accidente acción civil


      D. 339, L. XLI, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Jugador de futbol. Demanda por incapacidad contra el club y la ART. Ley 24.557Tope indemnizatorio. Responsabilidad solidaria. Cómputo de la prescripción de la acción. Determinación del "ingreso base”. Remisión a Fallos 327:4607 ('Milone'


      La sentencia recurrida encuentra adecuado sustento en las consideraciones de hecho y de derecho procesal y común provistas por la sentenciadora, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina a que se hace referencia; máxime, cuando buena parte de la crítica no constituye sino una mera reiteración de la propuesta con suerte adversa ante la a quo. Por una parte, pues si bien la Cámara menciona el artículo 28 –punto 1- de la Ley nº 24.557, que establece que "...si el empleador no incluido en el régimen de auto-seguro omitiera afiliarse a una A.R.T., responderá directamente ante los beneficiarios por las prestaciones previstas en la ley...", para condenar de esa manera a Boca Juniors, dicha solución, encuentra también fundamento en normas del derecho civil. De esa manera, los magistrados, sin perjuicio de reconocer que el principal brindó al actor eficientemente las prestaciones en especie, cuestión que no se encuentra ahora discutida, resaltaron que con la actitud omisiva del Club, en orden a la falta de denuncia del infortunio, el jugador se vio privado de recibir en tiempo oportuno las restantes obligaciones dinerarias, en el plano de la Ley nº 24.557. En ese orden de ideas, no parece irrazonable la decisión adoptada, que, con sustento en los artículos 1066, 1067 y 1074 del Código Civil -entre otros-, imputó responsabilidad solidaria al demandado, quien, mediante su accionar negligente y contrario a la ley -según fue señalado y conf. Art. 31, inc. 2, ítems b) y c), L.R.T.- provocó un perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria (doctrina de Fallos: 31: 138), sin que tal aspecto haya sido específicamente controvertido por el apelante. Asimismo, no pueden prosperar los agravios de la firma aseguradora en cuanto se resguarda en la aplicación del artículo 28 antes mencionado para excluir su responsabilidad. Por un lado, en razón de lo antes expuesto; y por otro, ya que en el resolutorio en crisis fue señalado que, por las particularidades del fútbol profesional los jugadores se encuentran altamente expuestos a padecer daños psicofísicos, requiriéndose en ese marco, una gran prudencia y un estado de alerta, tanto por parte de la empleadora como por parte de la A.RT, situación que no desconoce expresamente la aseguradora. El magistrado actuante, señaló que el artículo 44, ítem 1, de la L.R.T. establece que las acciones derivadas de la norma prescriben a los dos años a contar de la fecha en que la prestación debió ser abonada o prestada y, en todo caso, a los dos años desde el cese de la relación laboral. En esa inteligencia, el juez concluyó que toda vez que el actor resultaba acreedor a la percepción -en pago único- de la renta periódica en virtud de padecer una incapacidad permanente y parcial del 65% de la total obrera, la que se convirtió en definitiva luego de pasados los treinta y seis meses de provisionalidad de la minusvalía (20/11/00) y sólo a partir de allí se reunieron todos los presupuestos exigidos por la norma para su imputación a favor del sujeto (art. 9, ap. 1, L.R.T.), a la fecha de la interposición de la demanda (10/09/02), la acción no se encontraba prescripta. En relación con la determinación del "ingreso base” es menester señalar que asiste razón a los recurrentes, ello es así, toda vez que la Cámara Foral, para resolver incluir las primas y los premios, omitió toda consideración a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley nº 24.557, como así también a la Resolución AFIP 4204/96 (B.O. 02/08/96). Las cuestiones materia de ambos recursos en orden a la constitucionalidad del artículo 14, apartado 2, inciso b), de la L.R.T., encuentran suficiente respuesta en el antecedente de Fallos 327:4607 ('Milone').


      Berti, Alfredo Jesús c/ Asociación Civil Club Atlético Boca Juniors s/ Accidente Ley 9688


      B. 1780, L. XLI, 20 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Derecho Procesal del Trabajo


      Procedimiento Judicial.


      Competencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social en los casos en que la acción se inició con arreglo al artículo 15 de la Ley nº 24.463, texto según Ley nº 24.655.


      La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos interpuestos contra sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al artículo 15 de la Ley nº 24.463, texto según Ley nº 24.655.


      Panelli de Frisone, Adela c/ Ministerio del Interior s/ contencioso administrativo


      COMP. 1134, L. XLII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      

    


    


    
      Capítulo VI


      Derecho Penal


      Parte Especial


      Delitos Previstos en el Código Penal


      Delitos contra la Administración Pública


      Atentado y Resistencia contra la Autoridad.


      Delito de desobediencia. Falta de configuración.


      No incurre en el delito de desobediencia quien incumple órdenes relativas a intereses personales de índole patrimonial. Adquiere relevancia para discernir la competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio donde aquel debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


      C. G. S.A. y R., Carlos Manuel s/ Defraudación por desabaratamiento


      COMP. 428, L. XLIII, 19 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la Fe Pública


      Falsificación de Documentos en General. Falsificación de documento público.


      Competencia: si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado.


      En relación con el delito de falsificación del título de un automotor, si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado.


      Averiguación sobre presunta infracción Art. 292 Código Penal


      COMP. 1496, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Ignorancia del lugar donde fue creado el instrumento público falso: ha de estarse al lugar en que fue usado.


      Si no se puede acreditar donde fue creado el instrumento público falso, ha de estarse al lugar en que fue usado.


      F., Martín s/ Falsificación de documento público


      COMP. 449, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la Libertad.


      Delitos contra la Libertad Individual. Amenazas.


      Competencia ordinaria en los casos de estricta motivación particular.


      Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la Ley 48 , deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


      G., Mario Daniel s/ Amenazas


      COMP. 233, L. XLIII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia ordinaria en los casos de estricta motivación particular.


      Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la Ley 48 , deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


      H., Héctor s/ Amenazas


      COMP. 307, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la Propiedad. Estafas y Otras Defraudaciones. Estafa. Fraude Mediante Documentos.


      Concurso ideal de estafa cometida mediante falsificación o uso de documentos públicos.


      En los casos en que el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      G., Beatriz de las Mercedes s/ Denuncia por Art. 292 del Código Penal


      COMP. 546, L. XLIII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa mediante la utilización de documentos presuntamente apócrifos. Concurso ideal entre un delito común y uno de índole federal: competencia federal.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


      C., Alfredo Claudio s/arts. 172 y 296, en función del 292, del C.P.


      COMP. 296, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la Seguridad Pública


      Incendios y Otros Estragos. Portación Ilícita de Armas de Uso Civil.


      Ley 25.886. Tenencia y portación de arma: competencia de la justicia ordinaria.


      Los pronunciamientos de la Corte deben atender a las circunstancias imperantes en el momento de dictar sentencia, y habida cuenta que, a partir de la sanción de la Ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria, corresponde al juzgado local, conocer en esta causa, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda adoptar.


      M., Claudia s/ Tenencia de arma de guerra


      COMP. 1498, L. XLII, 28 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Tenencia Ilegítima de Armas de Guerra o Materiales Peligrosos.


      Investigación por separado del delito de robo con armas.


      El delito de tenencia de arma de guerra es claramente distinguible del robo que se habría cometido con ella, de forma tal que se impone su investigación por separado ya que las reglas de conexidad son de aplicación exclusiva entre jueces nacionales.


      S. M., Marcelo s/ Robo con armas


      COMP. 434, L. XLIII, 28 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos Previstos en Leyes Especiales


      Estupefacientes.


      Decomiso de bienes e instrumentos empleados para la comisión del delito en el marco del Art. 30 de la Ley 23.737 durante el curso de la investigación.


      El artículo 30 de la Ley 23.737 de estupefacientes dispone que en el curso de la investigación el juez procederá al comiso de los bienes e instrumentos empleados para la comisión del delito, salvo que pertenecieren a una persona ajena al hecho y que las circunstancias del caso o elementos objetivos acreditaren que no podía conocer tal empleo ilícito. Asimismo, establece que, igualmente se procederá a la incautación del beneficio económico obtenido por el delito (ver último párrafo). Por otra parte, la sentencia que se dicte deberá decidir definitivamente respecto del destino de los bienes decomisados y beneficios económicos (art. 39). En atención a que en la causa penal se investiga una conducta ilícita prevista en una ley de naturaleza federal (ley 23.737, Tenencia y Tráfico de Estupefacientes), cabe priorizar en la controversia la investigación a cargo del juez federal quien debe dilucidar si los bienes de la fallida -que integrarían el cuerpo del delito- fueron adquiridos con maniobras de lavado de dinero provenientes del narcotráfico en orden a la presunta infracción de la Ley 23.737, circunstancia que habilita, en principio, mantener ante su jurisdicción la orden de incautación respecto del activo falencial. En especial pues está comprometido un interés nacional de relevancia.


      El Estirbo S.A. s/pedido de quiebra


      COMP. 583, L. XLI, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Parte General


      Cómputo de la pena. Cómputo de la pena firme. Rechazo de planteo de inconstitucionalidad no impugnado.


      En el sub júdice no se configuran circunstancias análogas a las que motivaron la sentencia de Fallos: 328:137. Por el contrario, a diferencia de lo que allí aconteció, aquí no sólo ha quedado firme la sentencia condenatoria sino también el cómputo de pena. Más aún, también aprecio que, una vez practicado este último, fue recurrido por la defensa oficial que, entre otros agravios, introdujo el planteo de inconstitucionalidad que ahora pretende reeditar y que fue rechazado por el Tribunal Oral interviniente sin que dicha decisión haya sido oportunamente impugnada. La no impugnación del rechazo de un planteo de inconstitucionalidad adquiere trascendencia pues, la cuestión que ahora se intenta someter a conocimiento de la Corte, es el producto de una reflexión tardía que no corresponde analizar en esta instancia. Esta conclusión, además, no puede alterarse en razón de las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, en tanto de verificarse esa situación, sería la consecuencia de la conducta discrecional de la parte apelante, máxime cuando no se aprecia que el condenado o su defensa hayan esbozado protesta alguna desde aquella decisión que rechazó el primer planteo de inconstitucionalidad, el que recién fue reeditado varios meses después y con sustento exclusivamente en el criterio expuesto por tres miembros del Tribunal en el caso "Nancy Méndez". La cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional, y por ello no es susceptible de modificación ni aun por vía de invocación de leyes de orden público, toda vez que la estabilidad de las sentencias, en la medida en que constituyen un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es también exigencia del orden público con jerarquía superior. La cosa juzgada y la seguridad jurídica que en ella subyace, obsta a la proposición eficaz de una pretensión ya juzgada. El planteo de la recurrente se apoya únicamente en lo que ella entiende como un cambio de jurisprudencia, lo que tampoco habilita la instancia extraordinaria.


      P., Hugo Alberto s/ Recurso de casación


      P. 464, L. XLII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Acción Penal. Causas de Extinción. Prescripción.


      Actos que interrumpen la prescripción. Llamado a indagatoria. Consideración como acto interruptivo el llamado a indagatoria realizada por el juez de instrucción, y no el dictado de la resolución que así lo ordena por parte del tribunal de alzada. Consideración de la duración del proceso respecto de la garantía de defensa en juicio y debido proceso adjetivo.


      Es erróneo considerar como dies a quo de la prescripción la fecha en que la Sala VI de la cámara de apelaciones del fuero revocó los sobreseimientos oportunamente decretados, y dispuso que se convoque a los imputados a prestar declaración indagatoria en los términos del artículo 294 del Código Procesal. Esto es así, ya que el primer acto con verdadero impulso de la acción penal, susceptible de interrumpir el curso de la prescripción, es el llamado a prestar indagatoria que, en cumplimiento de lo ordenado por el tribunal superior, realizado por el juez de instrucción. La mera necesidad de esa medida predicada por el superior en la categoría del deber ser, no es lo mismo que su efectiva producción en el mundo del ser. No es igual la orden que su cumplimiento, en cuanto a la intensidad con que se modifica la realidad, en este caso, el avance del proceso. Esto concuerda con la letra del artículo 67 del Código Penal -según Ley 25.990- que enumera, entre los actos que interrumpen la prescripción, "el primer llamado efectuado a una persona ... con el objeto de recibirle declaración indagatoria ..." (inciso b). Y quien "llama" a indagatoria es sólo el juez de instrucción: en nuestro sistema procesal, ni el fiscal, ni la cámara de apelaciones pueden asumir esa facultad, más allá de que la promuevan o la ordenen. Tanto es así que, entre el lapso que va desde que el superior ordena esa medida hasta que el juez la cumple, pueden ocurrir hechos o circunstancias que la tornen insustancial, abstracta o de imposible cumplimiento. Si en el caso no surgen hechos, actos o circunstancias puntuales de morosidad, sino que el proceso ha transitado con normalidad todas sus etapas, hasta llegar a la de citación a juicio, oportunidad en que se declaró la prescripción de la acción penal, no cabe considerar que haya existido una injustificada demora hasta el punto de comprometer las garantías de defensa en juicio y debido proceso adjetivo.


      M., Carlos Augusto s/ causa nº 7709


      M. 878, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Prescripción de la acción penal. Excesivo tiempo del trámite judicial. Planteos efectuados por la defensa durante el tiempo de duración del sumario. Derecho a ser juzgado en un plazo razonable.


      El argumento del a quo en tanto se limitó a sostener las diferencias "entre las condiciones del proceso plenario" de autos y aquellas valoradas por esta Procuración General al dictaminar en otro precedente, implicó prescindir sin fundamentos suficientes de lo resuelto por la Corte en ese último que, se sustentó exclusivamente en la consideración de un extremo que también se registra en el presente -excesiva demora en el trámite de la causa- y que cuenta con amparo constitucional, circunstancia que autoriza su descalificación con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.


      S., Carmelo y otro s/ Prescripción -causa N° 22.387-


      S. 2327, L. XLI, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Prescripción de la acción penal. Facultad de ser resuelta de oficio. Ausencia de antecedentes penales de los imputados. Reenvío de las actuaciones.


      La prescripción en materia penal es de orden público. En consecuencia, cabe recordar que debe ser declarada de oficio por el tribunal correspondiente, que se produce de pleno derecho, que debe ser resuelta en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo y que debe declararse en cualquier instancia del juicio.


      R., Juan Alfredo y otros s/ infracción Art. 103 del Código de Faltas -causa Nº 2723-


      R. 1812, L. XLI, 15 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Reglas relativas a la prescripción de la acción penal: cuestiones de hecho y derecho común, ajenas al recurso extraordinario. Excepción: Injustificada demora del proceso, que vulnera el derecho de defensa. Arbitrariedad de la sentencia que deniega la prescripción de la acción por la existencia de un proceso en trámite contra el imputado.


      Las reglas que rigen la prescripción constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la jurisdicción extraordinaria federal, por tratar esencialmente sobre cuestiones fácticas, de derecho común y procesal. Sin embargo, cuando se verifica en el caso la existencia de una injustificada demora del proceso, hasta el punto de comprometer las garantías de defensa en juicio y debido proceso adjetivo, debe sortearse ese escollo formal y examinar el fondo del asunto. Esa circunstancia dilatoria se ve agravada cuando es dable presumir que hasta la sentencia final puede transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí solo, irrogaría al procesado un perjuicio de difícil reparación ulterior. De este modo, la invocación de la garantía a un juicio rápido se vería resguardada con la declaración de prescripción de la acción, pero limitada, por supuesto, a la demostración por parte del apelante de lo irrazonable de esa prolongación. Es arbitraria la resolución que rechaza el beneficio de la prescripción debido a que el imputado tiene una causa en trámite por hechos que interrumpirían la prescripción, máxime si aquél proceso culminó en una absolución.


      M., José Armando s/incidente de prescripción de la acción penal


      M. 2710, L. XLII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Sobreseimiento por prescripción de los delitos de encubrimiento y sustitución de chapa patente. Resolución que no comprende al delito conexo de uso de documento público falso. Prescripción de forma independiente de cada uno de los delitos.


      Si en el caso surge con claridad que el sobreseimiento del imputado, sólo lo ha sido por la prescripción de los delitos de encubrimiento y sustitución de chapa patente, y no por el uso de documento público falso, cuya acción penal se encuentra vigente, siendo que cada delito prescribe de forma independiente, cabe concluir que ese juzgamiento no comprende al uso de la documentación falsa.


      A., Víctor Eduardo s/ uso de documento público adulterado -causa nº 1153/03-


      A. 483, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Tenencia de estupefacientes para consumo personal.


      La prescripción en materia penal es de orden público y debe ser declarada incluso de oficio, pues se produce de pleno derecho por el sólo transcurso del plazo pertinente.


      A., Victoria Noemí y C., Carlos Antonio s/ Infracción a la Ley 23.737


      A. 30, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Ámbito de Validez del Derecho Penal. Aplicación Temporal de la Ley Penal.


      Cuestionamiento de la validez temporal de la ley penal del artículo 2 del Código Penal de la Nación, con remisión a los principios constitucionales de legalidad y ley penal más benigna, cuya decisión ha sido contraria al derecho que el apelante fundó en ellos.


      La vigencia de una ley no depende de que en un caso concreto se encuentren presentes sus presupuestos fácticos y jurídicos de aplicación. Si el artículo 7 de la Ley 24.390 era la ley vigente en el momento del hecho, la aplicación retroactiva de la Ley 25.430, que derogó esa norma, se halla vedada por el principio constitucional de legalidad material en atención al carácter material que ostentan las reglas de cómputo de la prisión preventiva. Más aun, tratándose de normas que afectan la libertad ambulatoria, la prohibición de retroactividad regiría incluso si se considerara que revisten carácter procedimental.


      A., Enrique Herminio s/ Homicidio agravado al ser cometido con ensañamiento, etc. -causa Nº 5531-


      A. 112, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Clases de Sanciones. Penas.


      Art. 41 quater del Código Penal. Restricción arbitraria del marco represivo. Proyecto original. Ley 22.278. Convención Americana sobre los Derechos del Niño.


      En la redacción del Art. 41 quater del Código Penal, donde dice "mayores" debe leerse "mayores de dieciocho años", ya que el legislador optó por la fórmula más concisa en la inteligencia de que este dato cronológico surgía, de manera precisa, por oposición sintáctica al concepto "menores de dieciocho años", usado al comienzo de la oración.


      G. G., Samuel Elías s/ Recurso de casación


      G. 474, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación Judicial de la Pena.


      Recurso extraordinario federal. Requisitos: fundamentación suficiente. Insuficiencia de la mera mención de criterios diferentes a los de la sentencia para acreditar la arbitrariedad de aquélla. Obligación del tribunal de la causa de tomar conocimiento de visu del imputado antes de establecer la pena. Vicio en la determinación de la pena si no se cumple con ese recaudo.


      El apelante incumple con el requisito de adecuada fundamentación al que se refiere el artículo 15 de la Ley 48 si de su escrito no surge refutación alguna de las circunstancias consideradas para agravar la condena. Tanto, que al abordar la cuestión relativa a la significación jurídica que el a quo asigna a los hechos, la argumentación del recurrente se ciñe a compartir, por remisión, el criterio seguido oportunamente por el tribunal oral que juzgó al imputado, agrega una mención a la modificación introducida por la Ley 25.087 y hace referencia a la interpretación doctrinal del delito atribuido, sin que conste una mínima relación con las constancias del caso o con el razonamiento de los jueces. Estos aspectos son particularmente exigibles cuando se trata de demostrar la arbitrariedad en la interpretación del derecho común con referencia a los hechos comprobados de la causa, a cuyo efecto no basta con sostener un criterio interpretativo distinto al seguido en la sentencia impugnada. Si los jueces del superior tribunal de la causa no cumplieron con la necesidad de tomar conocimiento de visu del condenado antes de determinar la pena, según lo establece el artículo 41, inciso 2º, in fine, del Código Penal, regla claramente destinada a garantizar el derecho del condenado a ser oído antes de que se lo condene, así como a asegurar que una decisión de esta trascendencia no sea tomada por los tribunales sin un mínimo de inmediación. Desde el punto de vista de la ley penal de fondo, una pena dictada sin escuchar lo que tiene que decir al respecto el condenado no puede considerarse bien determinada.


      D., José Antonio s/ abuso sexual en la modalidad de acceso carnal doblemente agravado, tres hechos, en concurso real


      D. 958, L. XLII, 28 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Reincidencia.


      Reincidencia. Tiempo del condenado en prisión con anterioridad a la presente causa. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenas a la instancia extraordinaria. Oportunidad para plantear cuestiones de naturaleza federal.


      Las cuestiones de pretendida naturaleza federal, base del recurso extraordinario, deben introducirse en la primera ocasión posible, a fin de que los jueces de la causa puedan tratarlas y resolverlas, pues tanto la admisión como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a plantear en su momento las defensas a que hubiera lugar. El instituto de la reincidencia se sustenta en el desprecio que manifiesta por la pena quien, pese a haberla sufrido antes, recae en el delito, siendo suficiente a fin de acreditar el fracaso del fin de prevención especial de la condena anterior privativa de libertad, el antecedente objetivo de que la haya cumplido total o parcialmente independientemente de su duración, siendo innecesario el tránsito por el tratamiento penitenciario, ya que este es sólo un aspecto de la prevención especial de la pena.


      B., Gustavo Fabián s/ Causa Nº 5684


      B. 405, L. XLII, 08 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Pena Privativa de la Libertad.


      Art. 24 del Código Penal. Sistema integral plasmado en el Código Penal. Cuestiones de política criminal. División de poderes.


      No puede considerarse que la pena de reclusión se encuentre asimilada a la de prisión por la sola circunstancia de que el legislador haya equiparado su régimen de ejecución, pues esa simplificación hipotética racional conduce no sólo a desconocer -sino también a suprimir- un sistema integral plasmado en el Código Penal como manifestación de la política criminal de un Estado en un momento determinado. La Ley 24.660 ha venido a unificar el régimen de ejecución de las penas privativas de libertad para adecuarlo a los principios internacionales en la materia, pero ello no ha implicado en modo alguno suprimir las restantes distinciones aún vigentes entre la reclusión y la prisión, las cueles representan la diferente gravedad existente entre una y otra, tal como surge de la expresa disposición del artículo 57 del Código Penal y de instituciones como la libertad y ejecución condicionales, la prescripción de la pena y la tentativa en delitos reprimidos con prisión o reclusión perpetua, el cómputo de la prisión preventiva, el arresto domiciliario y la sistemática de la individualización legislativa de la penas previstas para los delitos que integran la parte especial del Código Penal, y sus leyes complementarias. La declaración de invalidez constitucional importa un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico. El ingente papel que en la elaboración del derecho incumbe a los jueces -comprensivo de la determinación de su conformidad con los principios y garantías de la Ley Fundamental-, así como en la interpretación y sistematización de las normas infraconstitucionales no incluye, obviamente, la facultad de instituir la ley misma. No es lícito, que los magistrados judiciales argentinos procedan con el olvido de su carácter de órganos de aplicación del derecho ‘vigente’ ni que se atribuyan potestades legislativas de las que carecen.


      E. Jorge Raúl s/ Recurso de casación


      E. 253, L. XLII, 28 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Unificación de Penas.


      Unificación de pena en caso de violación de la primera parte del artículo 58 del Código Penal.


      Cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, cuando dicho tribunal no cumple con la disposición de la norma citada, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde al juez que haya aplicado la pena mayor expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


      B., Rubén s/ Encubrimiento


      COMP. 1141, L. XLII, 16 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Unificación de penas. Facultad del tribunal de la causa para la fijación de pena única abarcativa de condenas anteriores. Falta de fundamentación del recurso. Ausencia de un análisis de las concretas circunstancias del caso.


      El ejercicio por parte de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los limites ofrecidos para ello por las leyes respectivas se vincula con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la cansa y ajenas, por regla, al ámbito de la apelación federal extraordinaria. Si la parte no demuestra una carencia de fundamentos que coloque el pronunciamiento dentro de los estándares de arbitrariedad de sentencia, y omite refutar los argumentos dados por el a quo, cabe considerar aplicable al caso la doctrina que establece que la fijación de la pena única dentro del límite establecido por la suma de varias condenas es facultad discrecional de los jueces de la causa, máxime cuando más allá de las críticas dogmáticas, tampoco se explica en ningún momento por qué habría sido injusta la suma de penas en las concretas circunstancias del caso. La afirmación de que el método de la composición de penas siempre va a conducir a una dosificación más justa o que es el adecuado a los principios que manda la Constitución Nacional constituye un argumento desiderativo que carece de la necesaria referencia a las particularidades del caso.


      G., Damián Andrés s/ causa nº 2175


      G. 704, L. XLIII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      

    


    


    
      Capítulo VII


      Derecho Procesal Civil y Comercial


      Nuevas normas dictadas sobre la materia objeto del litigio durante el transcurso del proceso. Traslado al peticionario para que se exprese sobre la nueva norma. Prestaciones correspondientes a los veteranos de la Guerra del Atlántico Sur, en situación de retiro.


      Si durante el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esas disposiciones en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. Por esto, toda vez que en materia de prestaciones correspondientes a los veteranos de la Guerra del Atlántico Sur, en situación de retiro, se ha dictado el decreto nº 886/05, resulta pertinente que se confiera traslado de dicha norma al peticionario, a fin de que exprese sobre el tema lo que entienda procedente.


      Barrera, Raúl Edgardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      B. 1780, L. XLII, 26 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Parte Especial


      Ejecución de Sentencias.


      Demanda por daños y perjuicios. Fallecimiento por accidente ferroviario. Liquidación. Ejecución de sentencia. Realidad económica del caso. Liquidación exorbitante e irrazonable.


      La Corte dijo que los agravios de la apelante sustentados en la doctrina de la arbitrariedad suscitan cuestión federal para su consideración en la vía intentada, pues aunque remiten al examen de cuestiones de derecho común que son ajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , ello no es óbice para invalidar lo resuelto cuando, con menoscabo de los derechos de propiedad y de igualdad, la Alzada se ha apartado de la realidad económica del caso y se ha desentendido de las consecuencias patrimoniales de su fallo. La vida humana no tiene un valor económico per se, sino en atención a lo que produce o pueda producir. La supresión de una vida, además de las consecuencias de índole afectiva, ocasiona otras de orden patrimonial, y lo que se mide con signos económicos son las consecuencias que sobre los patrimonios acarrea la brusca interrupción de una actividad creadora, productora de bienes. Por su parte, en lo concerniente a la fijación del daño moral, la Corte ha establecido que debe tenerse en cuenta el carácter resarcitorio de este rubro, la índole del hecho generador de la responsabilidad y la entidad del sufrimiento causado, que no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste. Sin embargo, en la especie se configura la situación descripta en el primer párrafo de este apartado, habida cuenta que la suma resultante de la última liquidación aprobada en autos, por su exorbitancia, traduce un resultado irrazonable, contrario a elementales reglas de la lógica y la experiencia. Es que los mecanismos de actualización, sólo constituyen arbitrios tendientes a obtener una ponderación objetiva de la realidad económica, más cuando el resultado se vuelve injusto objetivamente, debe ser dejado de lado, en tanto la realidad debe prevalecer sobre las abstractas fórmulas matemáticas.


      Ponce, Abel Astilve y otro c/ E.F.A. s/ daños y perjuicios


      P. 38, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Ejecución de sentencia firme. Crédito comprendido en el régimen de consolidación de deudas. Intereses adicionados. Ley 23.982. Procedencia del recurso de queja.


      De conformidad con la Ley 23.982, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 1°). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece (art. 17) y, en consecuencia, dichas obligaciones únicamente devengan el interés que prevé el Art. 6° de esa ley, aspecto que no puede ser soslayado en oportunidad de practicar la liquidación correspondiente. En este orden de ideas, cabe recordar que el citado Art. 6° establece que, a partir de la consolidación, las obligaciones comprendidas devengarán solamente un interés equivalente a la tasa promedio de la caja de ahorro común que publique el Banco Central de la República Argentina y se debe calcular durante todo el período que contempla la consolidación, es decir, desde la fecha de emisión hacia el futuro. Por su parte, el Art. 15 del decreto 2140/91 dispone que los créditos a liquidarse judicialmente se expresarán a la fecha de corte y que las solicitudes de cancelación se tramitarán de conformidad con lo establecido en la ley, el decreto y otras disposiciones complementarias. En consecuencia, no procede incluir intereses en la liquidación a ser aprobada en sede judicial, sino que lo correcto es que se la practique hasta la fecha de corte y, de allí en más, el acreedor debe ocurrir a la sede administrativa que corresponda para la determinación y ulterior reclamo de los intereses que devenguen los bonos de consolidación de la Ley 23.982.


      Navarta, José Américo c/ Banco Central de la República Argentina s/ Recurso de hecho


      N. 381, L. XLII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Medidas Cautelares. Presupuestos. Peligro en la Demora.


      Efecto suspensivo del recurso extraordinario. Sentencia no ejecutable: necesidad de ser consentida o ejecutoriada. Materia ambiental: ausencia de virtualidad per se. Desestimación de medida cautelar durante el trámite del recurso.


      Es bien sabido que la concesión del recurso extraordinario suspende, como regla, la ejecución del pronunciamiento impugnado, con excepción del supuesto contemplado en el Art. 258 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aunque conviene recordar que en varios casos la Corte entendió que incluso la interposición de ese recurso ya tiene ese mismo efecto hasta tanto el tribunal de grado se pronuncie con respecto a su concesión o denegación. Respecto del planteamiento que se introduce en cuanto a que las normas ambientales inciden en la forma de conceder los recursos, llegando incluso a modificar lo que disponen los códigos procesales, ello no es así. Aquella materia, aun cuando reviste indudable relevancia, no tiene virtualidad per se, en ausencia de norma expresa, para cambiar las reglas que rigen la instancia extraordinaria ante la Corte, máxime cuando éstas y todos los criterios interpretativos elaborados al respecto por la jurisprudencia del Tribunal hasta el momento han demostrado su utilidad en las más variadas cuestiones que llegan a su conocimiento. Con respecto a la petición que se formula a la Corte para que dicte una medida cautelar mientras dure el trámite de los recursos concedidos, es oportuno recordar que en general el Tribunal ha desestimado ese tipo de solicitudes, con fundamento en que la concesión del recurso extraordinario ha suspendido la ejecución de la sentencia apelada y también ha señalado que resulta ajeno a su jurisdicción apelada el dictado –en una suerte de ejercicio de la jurisdicción originaria que no corresponde por estar fuera de las previsiones constitucionales- de una medida cautelar sobre la cual no hubo pronunciamiento en las instancias anteriores. De todas formas, atento a que se trata de temas procesales cuya resolución compete a los jueces de la causa, el examen de esta cuestión es ajeno a este Ministerio Público y que la Corte es la única habilitada para decidir al respecto, en función de la evaluación que haga de las constancias de la causa y de la posible aplicación de las disposiciones de la Ley 25.675.


      Werneke, Adolfo Guillermo y otros c/ Subsecretaría de Actividades Pesqueras de la Provincia de Buenos Aires s/ Reclamo contra acto de particulares


      W. 107, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Procesos de Conocimiento.


      Acción declarativa de Certeza: recaudo apto para evitar los perjuicios que se denuncian a través de ella.


      Siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.


      Transportes Automotores La Estrella Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      T. 50, L. XLV, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      La acción declarativa de certeza como causa en los términos de la Ley Fundamental. Procedencia.


      La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. La exigencia del pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión -en la forma requerida por el Art. 100, primer párrafo in fine, del Código Fiscal- como condición para interponer el recurso de apelación implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último. La competencia originaria del Tribunal, por provenir de la Constitución, no puede quedar subordinada al cumplimiento de los requisitos exigidos por las leyes locales. La pretensión provincial de aplicar el impuesto de sellos sobre una oferta que carece de la autosuficiencia requerida para exigir las obligaciones en ella plasmadas, por no haber sido aceptadas en forma expresa, se encuentran en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del Art. 9º de la Ley 23.548 de coparticipación federal. La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados. Nada exhibe la letra de los arts. 170 y 172 del Código Fiscal trascriptos que contradiga el texto de la ley de coparticipación federal, pues cuando los dos primeros se refieren a "los contratos a título oneroso formalizados entre ausentes" y a "la sola existencia material de los contratos formalizados entre ausentes", no hacen sino replicar los términos empleados en el acápite II del inc. b) del Art. 9º de la Ley 23.548, que establece que el impuesto de sellos recaerá "sobre contratos a título oneroso formalizados por correspondencia".


      Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      S. 203, L. XXXIX, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda. Efectos. Interrupción de la Prescripción.


      Demanda: definición a los fines de la prescripción.


      En materia de prescripción, por demanda (art. 3986 del Código Civil) debe entenderse toda presentación judicial que traduzca la intención de mantener vivo el derecho de que se trate. El instituto de la prescripción tiene que ser interpretado restrictivamente en cuanto tiende a la pérdida de las acciones, y por ello, ante la duda, debe estarse por la existencia de interrupción. El pronunciamiento impugnado resulta arbitrario por exceso ritual manifiesto y defectos en la consideración de extremos conducentes (al declarar la prescripción de la acción negándole eficacia interruptiva a las actuaciones relacionadas con la inhibición general de bienes de los deudores), como así también por defectos en la fundamentación normativa (al omitir considerar las normas procesales aplicables al caso). En principio, el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la Ley 48 , que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención del Tribunal, último intérprete de las mismas. Mas la arbitrariedad, como lo ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, en rigor, la causal de nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. De allí que las partes no tienen por qué admitir de antemano, que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. El requisito de la reserva no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad no es una cuestión a decidir, que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


      Sánchez de Elyeche, Sara Marta c/ Domínguez, Daniel Oscar y otro s/ ejecución de honorarios


      S. 1135, L. XLII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia.


      Unidad lógico-jurídica de la sentencia.


      La sentencia configura un todo indivisible demostrativo de una unidad lógico-jurídica y no es sólo el imperio del tribunal ejercido puntualmente en la parte dispositiva lo que da validez y fija sus alcances, ya que estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base al pronunciamiento. Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Iglesias, María Micaela c/ Palacios, Marta Araceli s/ ejecución hipotecaria


      I. 278, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Traslado de la Demanda. Oposición de Excepciones. Clases


      Prescripción.


      Juicio ejecutivo. Suspensión del plazo de prescripción por efecto de la intimación de pago. Procedencia del recurso.


      Cabe señalar que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes, exigencia que procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares que afecten el adecuado servicio de justicia. Entonces, asiste razón al recurrente toda vez que la Cámara omitió el estudio de aspectos conduces presentados por su parte, en orden al alcance y procedencia -o no- de la suspensión del plazo de prescripción por efecto de la intimación de pago cursada, en el juicio ejecutivo en el que fue declarada la caducidad de instancia. En este sentido, es necesario resaltar que la Cámara hizo lugar a la excepción de prescripción, con sustento -sólo- en que la interrupción del plazo debía tenerse por no sucedida, como consecuencia de la perención de la instancia; lo cual, en el marco de las argumentaciones del quejoso, no obstaba a la procedencia de la suspensión. Todo ello, máxime cuando la propia demandada reconoce la intimación antes referida.


      BBVA Banco Francés S.A. c/ Dorado, María Elena s/ ejecutivo


      B. 1759, L. XLII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Falta de Legitimación


      Excepción de falta de legitimación: tratamiento previo al dictado de la sentencia sólo en caso de resultar manifiesta.


      El tratamiento de la carencia de legitimación sustancial en forma previa a la sentencia es admisible en la medida en que resulte manifiesta (art. 347, inc. 3º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), lo que se configura cuando alguna de las partes en litigio no es la titular de la relación lo que se configura cuando alguna de las partes en litigio no es la titular de la relación jurídica sustancial que da origen a la causa, con prescindencia de que la pretensión tenga o no fundamento La mera actividad normativa provincial no es suficiente para transformar en "parte adversa" de quien efectúa el reclamo a una provincia, dado que ésta sólo determina el marco jurídico aplicable y su cuestionamiento debe ser encauzado entre quien se dice afectado por el régimen impugnado y quien resulta su beneficiario, por la vía procesal que corresponda. Es requisito ineludible para que proceda la competencia originaria prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, que la provincia sea parte en el pleito, es decir, que participe tanto en forma nominal - ya sea como actora, demandada o tercero - como sustancial, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.


      Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      O. 93, L. XLI, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Procesos Especiales


      Declaración de Incapacidad e Inhabilidad.


      Aptitud del juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz para conocer en el trámite a él vinculado.


      El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal; ello, sin perjuicio de que a posteriori resuelva declarar su incompetencia, o en su caso, requiera la competencia del juez del domicilio del causante a los fines previstos en el Art. 5°, inciso 8°, segundo párrafo, del código de rito, si así lo estimare pertinente.


      A., Amada Graciela s/ artículo 482 Código Civil


      COMP. 1079, L. XLIII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del juez del lugar donde permanece internado el causante.


      Corresponde privilegiar, en una causa sobre internación y en resguardo de una eficaz protección del causante, la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquél permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anterior.


      A., Mauricio Javier s/ internación


      COMP. 515, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "Tufano Ricardo Alberto s/ internación", Comp. N° 1511, XL.


      Remisión a "Tufano Ricardo Alberto s/ internación", Comp. N° 1511, XL.


      A., Patricia s/ incidente familia


      COMP. 1416, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Resolución de una cuestión de incompetencia en un proceso de insania: principio de inmediatez del juez del lugar donde la persona permanece actualmente internada.


      Para resolver una cuestión de competencia en un proceso de insania corresponde privilegiar, en resguardo de una eficaz protección del causante, la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anterior.


      A., María Alejandra s/ insania y curatela


      COMP. 194, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Declaración de Demencia.


      Conflicto de competencia. Incapacidad. Eficaz protección del causante. Principio de inmediatez. Competencia del juez del lugar de internación. Remisión a la sentencia en autos Comp. 1524, L. XLI.


      Corresponde privilegiar en resguardo de una eficaz protección del causante la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anteriores. No obsta a la aplicación de tal criterio la fuga del internado de su último lugar de residencia, toda vez que, surge de las constancias de autos, el aquí causante aún no fue dado de alta. Tales antecedentes, como así también la urgente actividad de control sobre el presunto incapaz por parte del juez -que se persigue en este tipo de proceso- aconsejan que sea el tribunal provincial quien siga entendiendo y decida respecto a las medidas a adoptar para su efectiva protección.


      P., G. E. s/ internación


      COMP. 1095, L. XLIII, 06 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Juicio Ejecutivo.


      Ejecución fiscal. Inconstitucionalidad del Art. 92 de la Ley 11683. Facultad del Fisco Nacional de decretar medidas cautelares sobre el patrimonio del ejecutado.


      La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados. Bajo estas premisas, debe desestimarse la tacha constitucional efectuada, pues los argumentos en que se sustenta aparecen insuficientes si se advierten las exigencias con que el Tribunal ha rodeado un pronunciamiento de tal carácter. El interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, qué gravamen le causa, y debe probar, además, que ello ocurre en el caso concreto. Tal doctrina encuentra su razón de ser en la finalidad de evitar juicios abstractos o meramente académicos y en tanto la intervención de la Corte no puede tener un simple carácter consultivo. La sentencia recurrida no ha verificado -como era menester- el cumplimiento de estos recaudos, pues no indica cuál es el concreto o hipotético perjuicio que, en este expediente, la expedición del mandamiento de intimación de pago y citación de remate bajo la firma del agente fiscal ha irrogado a la ejecutada o indefectiblemente le ocasionará.


      Fisco Nacional- AFIP c/ Tecnocam S.A. s/ Ejecución fiscal


      F. 1513, L. XLI, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Ejecuciones Especiales


      Ejecución Fiscal


      Operatividad del fuero de atracción en un juicio de ejecución fiscal.


      Cuando de las constancias de un juicio que se trata de una ejecución fiscal, y que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el Art. 21 de la Ley 24.522, no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Yagmour S.R.L. s/ ejecución fiscal - anuncios publicitarios


      COMP. 196, L. XLIII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Operatividad del fuero de atracción en un principio de ejecución fiscal.


      Cuando la deuda -base del trámite ejecutivo- se devenga con posterioridad al fallecimiento del causante, si bien el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, en dicho supuesto tal principio no resulta aplicable, por lo cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Villante, José Alberto s/ ejecución fiscal


      COMP. 1506, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Ejecución Hipotecaria


      Determinación de la tasa de interés en la etapa de liquidación.


      El cuestionamiento sobre la tasa de interés se trata de una cuestión que se ha de dilucidar en la etapa de liquidación, sobre la base del capital adeudado que resulte, en definitiva, de la solución que se propicie en orden a la constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia.


      Blanco, Sara y otro c/ Fernández, Horacio Ramón y otro s/ ejecución hipotecaria


      B. 1302, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la tasa de interés en la etapa de liquidación.


      Lo relativo a la determinación de la tasa de interés fijada por los jueces deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine, en definitiva, el capital de condena.


      Goti de Iguerrabide, Juana c/ Davi, José s/ Ejecutivo


      G. 418, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Postergación del tratamiento de la pesificación para el momento de la liquidación.


      La postergación del tratamiento de la pesificación para el momento de la liquidación, significa -conforme a las normas de procedimiento- diferir la cuestión para una etapa posterior a la subasta (arts. 591, 598 y ccdtes. del Código Procesal) circunstancia que impide a las partes conocer el importe que efectivamente debe pagarse en la causa para cancelar la deuda, a fin de que el deudor pueda, eventualmente, evitar el remate del inmueble hipotecado.


      Cappiello, Donato y otro c/ Borgnia, César Rubén y otro s/ ejecución hipotecaria


      C. 2375, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Título Ejecutivo.


      Título valor formal y completo como documento base de la acción: amplia libertad del portador para escoger el deudor o deudores cambiarios sin estar obligado a seguir un orden ni a ir contra los obligados más próximos.


      Si el documento base de la acción es un titulo valor formal y completo que contiene una promesa incondicionada y abstracta de pagar una suma determinada de dinero, a su vencimiento y que vincula solidariamente a sus firmantes respecto de su portador legitimado, de ello se deduce que el portador, es decir el que se halla legitimado por la posesión del documento en función de su ley de circulación, tiene amplia libertad para escoger el deudor o deudores cambiarios y no está obligado a seguir un orden ni a ir contra los obligados más próximos. Si la acción del actor está dirigida a obtener el cobro de un pagaré exclusivamente respecto de su principal obligado -librador del título de cambio- y no respecto de aquéllas entidades que pudieron intervenir en su circulación, tal particularidad permite inferir que no resulta operativo el fuero de atracción respecto del proceso falencial seguido contra el concursado, desde que, más allá de su participación en el título cambiario en su calidad de endosante, lo cierto es que no ha sido formalmente demandado en la acción.


      Banco Central de la República Argentina c/ Nice Clothes S.R.L. s/ ejecutivo


      COMP. 1261, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Proceso Concursal.


      Concurso preventivo. Pretensa inconstitucionalidad del plazo establecido en el Art. 56, Ley 24.522. Incidente de verificación tardía articulado por AFIP: prescripción de la acción. Interpretación hermenéutica. Demoras fruto de su propia conducta. Ausencia de arbitrariedad.


      En primer término, se debe destacar que el planteamiento de inconstitucionalidad del Art. 56 de la Ley 24.522 que realiza el Fisco Nacional ha sido introducido recién con la interposición del recurso extraordinario. En tales condiciones, estimo que resulta un planteamiento fruto de una reflexión tardía, que no fue oportunamente deducido ante el tribunal de la causa, como era menester. De todas maneras, también obsta al tratamiento de dicha cuestión la clara doctrina de esa Corte que veda a los entes estatales la posibilidad de poner en tela de juicio la validez constitucional de leyes emanadas del Congreso Nacional. Por lo demás, el Fisco Nacional impugna la sentencia del a quo al entender que la prescripción de su crédito contra la empresa ha de regirse por el plazo quinquenal establecido en el Art. 56, inc. a), de la ley de procedimientos tributarios. La sentencia apelada resulta ajustada a derecho y a las circunstancias de la presente causa. En el supuesto planteado en sub judice, se trató de un proceso concursal, regido por la Ley 24.522, norma dictada por la misma autoridad nacional de la cual, a su vez, emanó el Art. 56 de la Ley 11.683, motivo por el cual no puede hablarse de prelación de normas, sino que debe discernirse cuál de ellas es la que rige la prescripción del crédito que tardíamente, por vía incidental, pretende verificar el Fisco Nacional. La interpretación normativa realizada por el a quo resulta ajustada a las pautas hermenéuticas, puesto que la especificidad de aquellos procesos que como el concursal, por sus características de universalidad, requieren de la unidad de criterios y de pautas uniformes y seguras, hacen que el crédito fiscal que es anterior a la presentación en concurso de la empresa, se vea afectado por éste y, en tales condiciones, se reduzca su plazo de prescripción al establecido, de manera clara y terminante, por el sexto párrafo del Art. 56 de la ley de concursos y quiebras. Por otra parte, aunque es cierto que en autos el Fisco Nacional -como todos los demás acreedores de la concursada- recién pudo hacer uso de su derecho a verificar su crédito a partir de la designación del síndico (7 de septiembre de 2001), ha de hacerse notar que, como lo apreció con buen criterio el tribunal recurrido, gozó de un tiempo suficiente para presentar su acreencia a verificar, ya que fue debidamente notificada por el contribuyente de su presentación en concurso. El Fisco Nacional sólo precisó del instrumento emanado del contribuyente para determinar el monto de su acreencia a verificar, motivo por el cual las demoras que pudo haber alegado son el fruto de su propia conducta, libremente escogida.


      Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI - Casación (Autos: "Incidente de Verificación tardía AFIP - DGI en expte. 17.214/00 - Bodegas y Viñedos El Águila S.R.L. s/ Concurso preventivo")


      A. 1279, L. XLII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuantía de la cuota concordataria. Artículo 11 de la Ley 25561. Remisión a lo dictaminado en R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria” y “Souto de Adler” (en especial los ítem VI y VII).


      Interagri S.A. s/ concurso preventivo


      I. 80, L. XLII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia.


      Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      El Art. 9º de la Ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


      Banco Galicia S.A. c/ Blanco, Carlos s/ ejecución


      COMP. 147, L. XLIII, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      El Art. 9º de la Ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


      Galiazzi, María Eva c/ Protectio S.R.L. s/ ordinario


      COMP. 1463, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      El Art. 9º de la Ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


      Gutiérrez, Julián Antonio c/ Martínez, Raúl y otro s/ daños y perjuicios


      COMP. 1443, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      El Art. 9º de la Ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


      QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ El Puente S.A.T. Línea 32 y otros s/ cobro de sumas de dinero


      COMP. 1274, L. XLII, 08 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      El Art. 9º de la Ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


      Ruiz, Isidro Antonio c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. s/ Ordinario


      COMP. 1464, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      El Art. 9º de la Ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


      Transportes Automotores Riachuelo S.A. c/ El Puente S.A. s/ daños y perjuicios


      COMP. 165, L. XLIII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del juzgado que entiende en el juicio universal para entender en la ejecución.


      Toda vez que el bien objeto de subasta de propiedad del concursado y deudor, había sido oportunamente resguardado por el magistrado del juicio universal a través de medidas cautelares, en ese marco, a fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos (tales como los del tenedor del título de crédito y los de los acreedores del concurso), y en razón de principios de economía y celeridad procesal, como así también de seguridad jurídica, es necesario que el tribunal que entiende en el juicio universal sea el competente para entender en la ejecución.


      Reino S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de investigación


      COMP. 670, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Concurso preventivo: el domicilio ficticio es aquél sólo aparente o convencional.


      En un concurso preventivo debe entenderse por domicilio ficticio a aquél sólo aparente o convencional, destinado a alterar los principios que consagran la indelegabilidad de la competencia o la prohibición de prórroga por voluntad de las partes, al estar de por medio el interés público. En un proceso concursal el domicilio ficticio es aquél que altera el acceso regular de los acreedores al procedimiento para la defensa de sus derechos.


      Modulor S.A. s/ quiebra


      COMP. 1810, L. XLI, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción. Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      Si en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el Art. 9º de la Ley 26.086, asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la devolución de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


      Moreno, Antonia Paulina c/ Empresa Expreso Caraza y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 1505, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Excepción prevista en el Art. 9 Ley 26.086. Incidente de verificación de crédito. Corresponde al juez del concurso.


      En las presentes actuaciones se da uno de los supuestos de excepción a que se refiere el artículo 9 de la Ley 26.086, toda vez que el señor juez comercial dispuso la transformación del proceso en incidente de verificación de crédito, decisión que se encuentra consentida por la actora, no corresponde su envío al tribunal de origen.


      Servotron S.A.C.I.F.I. c/ Tren de la Costa S.A. s/ daños y perjuicios


      COMP. 722, L. XLIII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Excepción prevista en el Art. 9° de la Ley 26.086. Corresponde a la competencia del juez del concurso.


      En las presentes actuaciones se da uno de los supuestos de excepción a que se refiere el artículo 9° de la Ley 26.086, toda vez que el acreedor reconoce que su crédito fue declarado inadmisible en el marco del incidente de verificación, resolución que no consta en autos que se encuentre firme. En tal situación procesal y sin perjuicio de que con posterioridad haya ejercido la opción de continuar el proceso fuera del marco del trámite universal, corresponde que la causa continúe radicada ante el juez del concurso.


      Syngenta Agro S.A. c/ Campodimonti, Miguel Ángel s/ ordinario


      COMP. 498, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero de Atracción


      Acuerdo preventivo homologado en etapa de cumplimiento: operatividad del fuero de atracción de la demandada.


      Si de las constancias de la causa no surge que el proceso haya concluido, sino que, por el contrario, se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado, el fuero de atracción de la demandada sigue operativo.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa de Transportes El Litoral S.A. s/ ejecución fiscal - plan de facilidades


      COMP. 1483, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la competencia donde tramita el proceso universal: fallido citado como tercero en los términos del Art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


      Cuando la condición del fallido es la de citado como tercero en los términos del Art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no procede el desplazamiento de la competencia a favor del juzgado donde tramita el proceso universal. En el supuesto de configurarse los presupuestos fácticos de un litisconsorcio pasivo necesario en el que el fallido sea demandado, el juicio deber proseguir ante el tribunal originario, continuando el trámite con la intervención del síndico, de conformidad con lo normado por el Art. 133 de la Ley 24.522 (según Ley 26.086). En tales condiciones, resulta inoperante la aplicación del instituto del fuero de atracción.


      Estado Nacional - Fuerza Aérea Argentina c/ Alba Cía. Argentina de Seguros S.A. s/ contrato administrativo


      COMP. 1340, L. XLII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción en un proceso concursal.


      No resulta razonable el decisorio del tribunal de alzada en cuanto declara operativo el fuero de atracción de los procesos universales, toda vez que en autos se persigue el cumplimiento de obligaciones nacidas en el marco de un contrato de mutuo con garantía real, excluidas del fuero de atracción que deriva de la apertura de los referidos procesos, debiendo continuar con su trámite ante el magistrado de origen.


      Banco Mariva S.A. c/ Aerosol Filling S.A.I.C.I.F. y otros s/ ejecución especial Ley 24.441


      COMP. 1042, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción en un proceso concursal: desistimiento del actor de la acción y del derecho al reclamo laboral contra el codemandado.


      Habiendo desistido el actor no sólo de la acción, sino también del derecho al reclamo laboral contra el codemandado concursado, no procede la aplicación del fuero de atracción, no obstando a ello que con posterioridad, el accionante, contradictoriamente, pretendió verificar el crédito en el proceso concursal.


      Holzmann, Néstor Omar c/ Frigorífico Fernarolo S.A. y San Sebastián S.A.C.I.F.I. s/ reclamo


      COMP. 974, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción en un proceso concursal: proceso de conocimiento en trámite.


      No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el Art. 21 de la Ley 24.522 (texto según Art. 4º de la Ley 26.086), por tratarse de un proceso de conocimiento en trámite, excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2°, de ese cuerpo legal).


      Belagardi, Angélica Elena c/ Sosa, Roberto Guillermo y otros s/ demanda interruptiva de prescripción - daños y perjuicios


      COMP. 995, L. XLIII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción en un proceso concursal: sentencia firme; competencia del juzgado de origen.


      Toda vez que en la causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme, las actuaciones, en consecuencia, deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


      Volkswagen Compañía Financiera S.A. c/ Salón del Automóvil S.A. y otros s/ ejecución hipotecaria


      COMP. 801, L. XLIII, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción.


      Si en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el Art. 9º de la Ley 26.086, asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la devolución de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


      D'Amore, Enrique y otros c/ Menchaca, Juan s/ daños y perjuicios


      COMP. 248, L. XLIII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción. Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      Si en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el Art. 9º de la Ley 26.086, asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la devolución de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


      Chirico, Juan Antonio Salvador c/ Jiménez, Daniel René y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 1491, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción. Art. 9º de la Ley 26.086: alcances en cuestiones de competencia en materia concursal.


      Si en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el Art. 9º de la Ley 26.086, asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la devolución de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


      Martínez, Delia c/ Transportes Metropolitanos Gral. Roca S.A. s/ ordinario


      COMP. 1465, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción: juicio de conocimiento que se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522 (texto según Ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción.


      Toda vez que en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el artículo 9º de la Ley 26.086, corresponde entender que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Por ello, debe dirimirse la contienda ordenando la radicación de la causa ante el Juzgado Nacional en lo Civil Nº 2, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la Ley 24.522, modif. por Ley 26.086).


      Sánchez, Laura c/ Transportes El Puente y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 552, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción: juicio de conocimiento que se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522 (texto según Ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción.


      Toda vez que en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el artículo 9º de la Ley 26.086, corresponde entender que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Por ello, y toda vez que el juicio de conocimiento se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522 (texto según Ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (ver Art. 9°, Ley 26.086), debe dirimirse la contienda ordenando la radicación de la causa ante el Juzgado Nacional en lo Civil Nº 74, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la Ley 24.522, modif. por Ley 26.086).


      Ravazzano, Roberto Aníbal c/ Transporte San Vicente S.A.T. s/ daños y perjuicios


      COMP. 516, L. XLIII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción: juicio de conocimiento que se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522, texto según Ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción.


      Toda vez que en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el artículo 9º de la Ley 26.086, corresponde entender que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Por ello, y toda vez que el juicio de conocimiento se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522, texto según Ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (ver Art. 9°, Ley 26.086), debe dirimirse la contienda ordenando la radicación de la causa ante el Juzgado Nacional en lo Civil Nº 103, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la Ley 24.522, modif. por Ley 26.086).


      Coria, Myriam Eugenia y otro c/ TAC Transporte Automotor de Cuyo y otro s/ daños y perjuicios (acc. tran. c/ les. o muerte)


      COMP. 255, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción: proceso de conocimiento, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2º del artículo 21 de la Ley 24.522.


      No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la Ley 24.522, toda vez que en el caso se trata de un proceso de conocimiento, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2º de dicha norma (texto según Art. 4º de la Ley 26.086).


      Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Piovano, Jorge Emilio s/ cobro de pesos


      COMP. 1422, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Incidente de verificación de crédito contra una concursada: conocimiento del juez del concurso.


      Si el caso refiere a un incidente de verificación de crédito contra la concursada, el único que puede conocer en el mismo es el juez del concurso, por lo que corresponde que el trámite continúe donde se encuentra el juicio universal.


      Casamen S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación por Noimann, Horacio Baltazar


      COMP. 1414, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Incidente de verificación de crédito contra una concursada: conocimiento del juez del concurso.


      Si el caso refiere a un incidente de verificación de crédito contra la concursada, el único que puede conocer en el mismo es el juez del concurso, por lo que corresponde que el trámite continúe donde se encuentra el juicio universal.


      Pavia Automotores S.A. s/ incidente de verificación de crédito por Scavini, Julio


      COMP. 145, L. XLIII, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Ley 26.086: exclusión de los juicios laborales de su radicación ante el juzgado del concurso.


      En orden a la sanción de la Ley 26.086, corresponde señalar que el artículo 4º de ese cuerpo legal, sustituyó el artículo 21 de la Ley 24.522 y, en lo pertinente, dispuso que los juicios laborales quedan excluidos de su radicación ante el juzgado del concurso, salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo establecido por el artículo 32 y concordantes de la Ley 24.522 -ver inc. 2º-.


      Alund Seven, Alejandro c/ Banco de Mendoza S.A. s/ despido


      A. 168, L. XLI, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del fuero de atracción del proceso concursal: caso referente a un incidente de revisión con relación al pronto pago de créditos laborales reclamados por el actor, que aún no ha quedado firme.


      Toda vez que se trata en el caso de un incidente de revisión con relación al pronto pago de créditos laborales reclamados por el actor, que aún no ha quedado firme -circunstancia que no habilitaría al acreedor para iniciar o continuar el juicio de conocimiento laboral ante el juez natural (cfr. Art. 16 de la Ley 24.522, modificado por el Art. 3° de la Ley 26.086)-, en los términos del Art. 21 de la Ley antes citada, el único que puede conocer en el mismo es el juez del juicio universal.


      Maidana Troncoso, Eloy c/ Marcala S.A. s/ despido


      COMP. 849, L. XLIII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del fuero de atracción en un proceso universal: causa que refiere a la ejecución de un crédito con garantía real.


      Toda vez que la causa refiera a la ejecución de un crédito con garantía real, corresponde, sobre la base del Art. 132 de la Ley 24.522 -modificado por el Art. 7º de la Ley 26.086 que exceptúa del fuero de atracción ejercido por la quiebra los procesos indicados en el Art. 21 incisos 1 a 3, salvo a las ejecuciones de créditos con garantía real-, que la misma sea atraída por dicho juicio universal.


      Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Evangelista, Ricardo y otro s/ ejecución hipotecaria


      COMP. 56, L. XLIII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del fuero de atracción: supuestos contemplados en el Art. 9° de la Ley 26.086.


      Si en las actuaciones se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el Art. 9º de la Ley 26.086, toda vez que el señor juez comercial dispusiera la formación del incidente de verificación de crédito, no corresponde la remisión de las mismas al tribunal de origen.


      Filipich, Pedro Albano c/ Línea 24 (ETAPSA) s/ daños y perjuicios


      COMP. 99, L. XLIII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión de los autos “Rutatlántica S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de pronto pago promovido por Gómez, Cristina Lilian”.


      Gómez, Cristina Lilian c/ Rutatlántica S.A. s/ despido


      COMP. 628, L. XLIII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Ausencia de sentencia. Procedencia del fuero de atracción. Competencia de la justicia comercial.


      No surge de las actuaciones que se haya dictado sentencia, y toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución fiscal, no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el artículo 132 de la Ley 24.522 (texto según Ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Valherna S.A. s/ ejecución fiscal


      COMP. 252, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Ejecución de crédito con garantía real. Procedencia del fuero de atracción.


      El artículo 132 de la Ley 24.522 -modificado por el Art. 7° de la Ley 26.086-, exceptúa a los procesos indicados en el artículo 21, incisos 1 a 3, del fuero de atracción ejercido por la quiebra, con excepción de las ejecuciones de créditos con garantía real, motivo por el cual cabe considerar que esta causa es atraída por dicho juicio universal.


      Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Sueiro, Manuel Carlos y otro s/ ejecución hipotecaria


      COMP. 439, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Improcedencia del fuero de atracción del proceso universal. Remisión a lo resuelto en Comp. 1720, XLI, “Vildoza, Gloria Mercedes c/ Trenes de Bs. As. S.A. s/ Daños y perjuicios”.


      Esta contienda debe resolverse por aplicación del artículo 132 de la Ley 24.522, modificado por la Ley 26.086, que dispone que los juicios laborales en trámite se encuentran excluidos del fuero de atracción del proceso universal (cf. inc. 2° del Art. 21 de la mencionada ley). Ello es así, aún cuando -como en el caso- hubiese recaído sentencia definitiva. En consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez de la quiebra.


      Gracia, Jorge R. c/ Del Canto, Oscar y otro s/ cobro de haberes


      COMP. 453, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Incorrecta traba de la contienda: razones de economía. Improcedencia del fuero de atracción. Justicia nacional.


      No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por el artículo 21 de la Ley 24.522 (texto según Ley 26.086), toda vez que conforme lo decidido por la Corte el 19 de septiembre de 2006, en autos Comp. 219, L. XLII, "Isaura S.A. c/ Palma de Mallorca S.A.", en el presente caso se trata -como allí ocurría- de un juicio de ejecución hipotecaria, alcanzado por las excepciones previstas en el inciso 1° de dicha norma (texto según Art. 4° de la Ley 26.086).


      Unilever de Argentina S.A. c/ Punta Iglesia S.A. s/ ejecución hipotecaria


      COMP. 447, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Obligaciones nacidas con posterioridad a la apertura del concurso. Improcedencia del fuero de atracción.


      Toda vez que se trata de deudas por remuneraciones no liquidadas y abonadas, obligaciones nacidas con posterioridad a la apertura del concurso, no corresponde que las presentes actuaciones queden radicadas donde tramita el juicio universal (conf. Art. 32 Ley 24.522).


      Club Atlético Huracán Asociación Civil s/ concurso prev. - incidente de ejecución de crédito postconcursal por Durso C.


      COMP. 1494, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo resuelto en autos Comp. 576, XLII, “Agropecuaria Madreselva S.A. c/ Transporte Atlántida S.A. s/ Daños y perjuicios”. Procedencia del fuero de atracción.


      Tal como lo señala el magistrado nacional, conforme surge de las constancias agregadas a la causa, el actor no ha iniciado incidente de verificación ni fue dictado el llamado de autos para sentencia. En tal situación no concurren los supuestos mencionados por el artículo 9° in fine, de la Ley N° 26.086, que tornan inaplicable al sub lite el inciso 2° del artículo 21 de la Ley N° 24.522 -modificada por el Art. 4°, Ley N° 26.086-.


      Pinnicchia, Miguel c/ Corda, Carlos y otros s/ ordinario


      COMP. 441, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1720, XLI, “Vildoza, Gloria Mercedes c/ Trenes de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”. Improcedencia del fuero de atracción. Permanencia en el juzgado de origen.


      El presente se trata de un juicio laboral, excluido del fuero de atracción del proceso universal (art. 21, inc. 2, de la Ley 24.522, modificado por la Ley 26.086), en el que se ha dictado sentencia que se encuentra firme, y, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


      Ávila, Orlando c/ Jose Minetti y Cía. y/o Ing. La Fronterita s/ cobros


      COMP. 358, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Ejecución de título de crédito. Fuero de atracción del proceso concursal.


      Cabe señalar que ante un Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial, tramita la quiebra del demandado y toda vez que el presente se trata de una ejecución de un titulo de crédito, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas por el artículo 132 de la Ley 24.522 (texto según Ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en dicho cuerpo legal.


      Banco Central de la República Argentina c/ Don Lucas S.C.A. s/ ejecutivo


      COMP. 335, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Ejecución fiscal. Procedencia del fuero de atracción del concurso.


      De las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario, que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada toda vez que en el caso se trata de una ejecución fiscal, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el Art. 21 de la Ley 24.522 (texto según Ley 26.086).


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes 9 de Julio S.A. s/ ejecución fiscal


      COMP. 929, L. XLIII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Improcedencia del fuero de atracción.


      Conforme se desprende de las constancias de autos, en el caso se trata de una medida cautelar trabada por la justicia provincial, actuaciones que han quedado concluidas en su trámite con la disposición de tal medida. Toda vez que no se ha iniciado incidente de verificación del crédito pretendido, y estando agotado el trámite de las actuaciones cautelares, no existe razón para la radicación ante el juez de la quiebra.


      Centro de Empleados de Comercio San Nicolás y otros c/ La Universal de Héctor Pousa S.A. s/ embargo preventivo


      COMP. 927, L. XLII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Juicio de conocimiento excluido del fuero de atracción del concurso. Justicia nacional en lo civil.


      Asiste razón al señor juez provincial, en virtud de que, la Ley 21.708 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Toda vez que el presente juicio de conocimiento se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2, de la Ley 24.522, texto según Ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (art. 9° Ley 26.086), la Corte debe dirimir la contienda ordenando la radicación de la causa ante el juzgado nacional en lo civil, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


      Alfaro López, Jorge Martín c/ El Puente S.A.T. y otro/a s/ daños y perjuicios


      COMP. 692, L. XLIII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Obligaciones nacidas con posterioridad a la apertura del concurso. Improcedencia del fuero de atracción.


      No corresponde que las presentes actuaciones queden radicadas donde tramita el juicio universal, en tanto se trata de obligaciones nacidas con posterioridad a la apertura del concurso.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ El Hogar Obrero Cooperativa de Consumo, Edificación y Crédito Limitada s/ ejecución fiscal


      COMP. 910, L. XLIII, 01 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Plazo estipulado en el artículo 9 de la Ley 26.086. Proceso excluido del fuero de atracción.


      Asiste razón al señor juez nacional, en virtud de que, el artículo 9 de la Ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa, con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Por ello, y toda vez que el presente juicio de conocimiento se encuentra excluido legalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°, Ley 24.522, texto según Ley 26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (v. Art. 9°, Ley 26.086), V. E. debe dirimir la contienda ordenando la radicación de la causa ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal (art. 21, última parte, primer apartado de la norma citada).


      Porben, Fernando Axel c/ Figueroa, José Lorenzo y otro s/ ordinario


      COMP. 1076, L. XLIII, 06 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Procedencia del fuero de atracción del juicio universal.


      En las presentes actuaciones se da uno de los supuestos de excepción contenidos en el Art. 9 de la Ley 26.086, ya que el accionante promovió incidente de verificación de crédito, motivo por el cual no corresponde la remisión de esta causa al tribunal de origen.


      Noimann, Horacio Baltazar c/ Casamen S.A.C.I.A. s/ despido


      COMP. 1413, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Proceso de conocimiento en trámite. Improcedencia del fuero de atracción.


      No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la Ley 24.522 (texto según Art. 4° de la Ley 26.086), por tratarse en el sub-lite de un proceso de conocimiento en trámite, excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2° de ese cuerpo legal). Cabe señalar, que no surge de las presentes actuaciones que se haya homologado el acuerdo denunciado, y que tampoco concurren en el caso, los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la Ley 26.086.


      Sáez, Nora y otros c/ Azurix Buenos Aires S.A. s/ daños y perjuicios


      COMP. 780, L. XLIII, 07 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Proceso de conocimiento en trámite. Improcedencia del fuero de atracción.


      No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la Ley 24.522 (texto según Art. 4° de la Ley 26.086), por tratarse en el sub-lite de un proceso de conocimiento en trámite, excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2° de ese cuerpo legal). Cabe señalar, que tampoco concurren en el caso, los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9, in fine, de la Ley 26.086.


      Arancet, Rodrigo c/ Azurix Buenos Aires S.A. s/ daños y perjuicios


      COMP. 761, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Proceso de conocimiento en trámite. Improcedencia del fuero de atracción.


      Toda vez que el presente se trata de un proceso de conocimiento en trámite, alcanzado por las excepciones previstas en el inc. 2 del artículo 21 de la Ley 24.522 (texto según Art. 4° de la Ley 26.086) y no se ha iniciado incidente de verificación, corresponde su devolución a origen.


      Copelli, Rubén Osvaldo y otro c/ Ferrovial S.A.C. s/ ordinario


      COMP. 112, L. XLIII, 21 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Proceso de conocimiento. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


      La Corte ha consagrado el principio de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes. No procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la Ley 24.522 (texto según Art. 4° de la Ley 26.086), por tratarse en el sub-lite de un proceso de conocimiento en trámite excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2° de ese cuerpo legal).


      Luzuriaga, Arnaldo Miguel c/ Cannizzo, Pablo Alberto y otro s/ desalojo por vencimiento de contrato


      COMP. 1127, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Proceso universal en etapa de cumplimiento del acuerdo preventivo. Procedencia del fuero de atracción.


      En el caso, de las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino, por el contrario que se encuentra en etapa de cumplimiento el acuerdo preventivo homologado. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes El Litoral s/ ejecución fiscal plan de facilidades


      COMP. 938, L. XLIII, 01 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda jurisdiccional. Indemnización por despido. Demandado en concurso preventivo. Competencia del juzgado de origen. Art. 21, inc. 2 Ley 24.522.


      Deviene inconducente la remisión de este juicio cuyo objeto es el pago de una indemnización por despido, al Juzgado del concurso, máxime con la promulgación de la Ley 26.086, cuyo artículo 4° modifica las previsiones del artículo 21 de la Ley 24.522 y dicha normativa señala en "los efectos de la apertura del concurso preventivo" -inc. 2-, que los juicios laborales en trámite quedan excluidos de su radicación en el juzgado del concurso, quedando exceptuados aquellos juicios en los que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su crédito conforme lo dispuesto por los artículos 32 y concordantes de la Ley 24.522. En atención a la jurisprudencia de la Corte que establece que las normas de procedimiento resultan aplicables a las causas en trámite y lo expresamente dispuesto en el artículo 9° de la Ley 26.086, la presente causa deberá radicarse ante el juzgado de origen.


      Gómez, Cristina Lilian c/ Rutatlántica S.A. s/ despido


      COMP. 628, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ejecución fiscal en trámite: corresponde el fuero de atracción. Art. 132 y 21 de la Ley 24.522 (conf Ley 26.086).


      Cabe advertir que no surge de las actuaciones que se haya dictado sentencia, y toda vez que se trata el presente juicio de una ejecución fiscal, no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en los artículos 132 y 21 de la Ley 24.522 (textos según Ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Carlo Marconi Ingenieros Civiles S.A. s/ ejecución fiscal


      COMP. 733, L. XLIII, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ejecución hipotecaria. Proceso de quiebra: fuero de atracción que incluye ese proceso.


      El presente se trata de una ejecución hipotecaria y el artículo 132 de la Ley 24.522, modificado por el Art. 7º de la Ley 26.086, exceptúa del fuero de atracción ejercido por la quiebra, los procesos indicados en el Art. 21 incisos 1 a 3, salvo las ejecuciones de créditos con garantía real, motivo por el cual esta causa es atraída por dicho juicio universal.


      Chocolat, Alejandro y otros c/ Ramos, María Agustina y otros s/ ejecución hipotecaria


      COMP. 631, L. XLIII, 18 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero de atracción del proceso concursal.


      El Art. 21 inc. 1 de la Ley N" 24.522, modificada por la Ley 26.086, dispone, refiriéndose a los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los procesos en trámite contra el concursado, que las ejecuciones con garantía real se encuentran entre los excluidos del fuero de atracción.


      Bilotte, Alberto Jorge c/ Lynn, Osvaldo Juan y otra s/ ejecución especial


      B. 2422, L. XLI, 26 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción: proceso de conocimiento en trámite.


      La Corte ha consagrado el principio de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes. En orden a ello, no procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la Ley 24.522, por tratarse en el sub-lite de un proceso de conocimiento en trámite excluido de dicho instituto (art. 21, inc. 2° de ese cuerpo legal), resultando, por lo tanto, inconducente la eventual configuración o no de un litisconsorcio pasivo facultativo. Cabe señalar, que tampoco concurren en el caso, los supuestos de excepción mencionados por el artículo 9°, in fine, de la Ley 26.086.


      Grossi, Aldo Rolando y otros c/ Passaretti, Antonio Nazareno y otros s/ ordinario


      COMP. 378, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos B. 109, XLI "Baterplac S.R.L. c/ AFIP s/ contencioso administrativo".


      Baterplac S.R.L. c/ AFIP - DGI s/ contencioso administrativo


      B. 1201, L. XLI, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción: juicio de conocimiento que se encuentraexcluidolegalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°,Ley24.522 (texto segúnLey26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción.



      Toda vez que en el caso no media un concreto planteo de conflicto derivado de una atribución recíproca de competencia para entender en la causa, sino la resistencia del tribunal de origen a recibirla, al sostener que la remisión tuvo lugar luego de transcurrido el plazo estipulado en el artículo 9º de laLey26.086, corresponde entender que dicha norma no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen. Por ello, y toda vez que el juicio de conocimiento se encuentraexcluidolegalmente del fuero de atracción (art. 21, inc. 2°,Ley24.522 (texto segúnLey26.086), sin que concurran los supuestos que tornen inaplicable dicha excepción (verArt.9°,Ley26.086), debe dirimirsela contiendaordenando la radicación de la causa ante el Juzgado Civil, Comercial y del Trabajo de Primera Nominación de la ciudad de Rafaela,Provinciade Santa Fe, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal(art. 21, última parte, primer apartado de laLey24.522, modif. porLey26.086).


      Samudio, Miguel y otro c/ Banco Suquía S.A. s/ Declaratoria de pobreza


      COMP.442, L.XLIII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Verificación de Créditos.


      Desistimiento tácito de la impugnación del crédito por parte de la concursada.


      Toda vez que la concursada, con posterioridad a la interposición del recurso de hecho, depositó la suma resultante de la liquidación presentada en concepto de intereses, sin formular reserva de continuar con el trámite de la queja, sino que, por el contrario, expresó su conformidad para el retiro por parte del beneficiario del monto dado en pago, y a la vez que el acreedor consintió el depósito efectuado por la deudora en orden a los intereses post-concursales, en tales condiciones, por lo tanto, corresponde atribuir a la conducta de la concursada el carácter de desistimiento tácito de la impugnación. Corresponde atribuir a la conducta de la concursada el carácter de desistimiento tácito de la impugnación, teniendo en consideración que las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, que evidencian que la apelante carece de interés actual en su recurso, toda vez que el pago de las sumas determinadas en la sentencia recurrida, con posterioridad a la interposición de la queja, sin efectuar reserva alguna, importa la renuncia del recurso porque media incompatibilidad manifiesta entre ambas gestiones procesales.


      América T.V. S.A. s/ concurso de verificación de crédito por Madina, Sebastián


      A. 1731, L. XLI, 06 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Proceso Sucesorio


      Competencia



      Apartamiento del principio basal del último domicilio para admitir la acumulación de distintas sucesiones, cuando concurren la misma masa hereditaria, existe identidad de herederos y no se realizó la partición.


      La discrepancia entre los órganos jurisdiccionales intervinientes, se suscita al apreciar si concurren o no en el caso las situaciones especiales de conexidad que la Corte Suprema ha tenido en cuenta en algunos precedentes para apartarse del principio basal del último domicilio, y admitir la acumulación de distintas sucesiones, cuando concurren la misma masa hereditaria, existe identidad de herederos y no se realizó la partición, condiciones que, sumadas a razones de economía procesal, convalidan que continúe entendiendo en un proceso sucesorio un juez que no es el correspondiente al último domicilio del causante.


      Iribarren, Sergio Alejandro s/ sucesión ab intestato


      COMP. 1327, L. XLII, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del juez del proceso sucesorio ante el pedido de autorización judicial para la venta de un inmueble que integra el acervo hereditario.


      Toda vez que la fallecida ha sido declarada única heredera, pero que se ha omitido ordenar la pertinente inscripción de la declaratoria de herederos que así lo acredita y consecuentemente la anotación ante el registro correspondiente del bien inmueble a su nombre, tales circunstancias permiten afirmar que el bien inmueble, cuya venta se persigue, aún integra el acervo hereditario de la sucesión de los padres de la fallecida y por tanto es en éste último proceso universal, donde los sucesores de la citada -esto es, sus hijos menores y cónyuge-, se hallan legalmente habilitados para solicitar la correspondiente partición, división, del inmueble en cuestión y, de así considerarlo menester, es dicho magistrado quien, en el marco de sus facultades, podrá autorizar su venta, de la que en definitiva, resultarán, ser beneficiarios directos.


      Bereilh, Carlos Emilio s/ solicita autorización judicial venta inmueble


      COMP. 1326, L. XLII, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia territorial en materia sucesoria: intervención del juez del último domicilio del causante.


      De acuerdo con lo dispuesto por los arts. 90, inc. 7º, y 3284, primera parte, del Código Civil, la competencia territorial en materia sucesoria corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del causante, y las excepciones a esta regla deben interpretarse con criterio restrictivo. Dada la circunstancia de que se encuentran en trámite dos procesos sucesorios referidos a un mismo causante en distintas jurisdicciones, toda vez que ambos están en similar estado procesal, razones evidentes de economía procesal y, principalmente, de unidad sucesoria -ver arts. 3283 y 3284, Cód. Civil- aconsejan que las actuaciones en trámite ante el fuero provincial sean remitidas para su acumulación al juez nacional.


      Quesada Acosta, Horacio Ruperto s/ sucesión ab-intestato


      COMP. 379, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia territorial en materia sucesoria: jueces del lugar del último domicilio del causante.


      De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 90, inciso 7°, y 3284, primera parte, del Código Civil, la competencia territorial en materia sucesoria corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del causante, y las excepciones a esta regla deben interpretarse con criterio restrictivo. En materia sucesoria, en el caso de ser poco clara o contradictoria la prueba respecto del último domicilio del de cujus, se tendrá por cierto que aquél se domiciliaba en el lugar donde aconteció su fallecimiento.


      Farquharson, Edelina s/ sucesión ab intestato


      COMP. 304, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero de Atracción


      Improcedencia del fuero de atracción en materia de sucesiones: deuda devengada con posterioridad al fallecimiento del causante.


      Corresponde que la causa siga su trámite ante el Juzgado Civil y Comercial de la Ciudad de Mar del Plata, ya que si bien el Art. 3284, inc. 4, del Cód. Civil, establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, en el caso no resulta aplicable, pues surge de autos que la deuda se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, y los períodos reclamados son posteriores, por lo cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


      S.A.D.A.I.C. c/ Carreras, Enrique y otros s/ cobro sumario sumas dinero


      COMP. 773, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción en un proceso universal de sucesión: deuda -base del trámite ejecutivo- devengada con posterioridad al fallecimiento de la causante.


      Más allá de que el Art. 3284, inc. 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan, a todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determina esa jurisdicción, si de las actuaciones surge que la deuda -base del trámite ejecutivo- se devengó con posterioridad al fallecimiento de la causante, cabe considerarla, entonces, excluida del fuero de atracción mencionado.


      Consorcio de Propietarios Edificio Eiffel XXVI, XXVIII y XXIX c/ Llorens, Isidora s/ ejecución de expensas


      COMP. 1012, L. XLIII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del fuero de atracción: deuda -base del trámite ejecutivo- que se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante.


      Corresponde que la ejecución fiscal continúe con su trámite ante el Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario Nº 9 del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ya que si bien el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, en ciertos casos esto no resulta aplicable, máxime cuando de las actuaciones surge que la deuda -base del trámite ejecutivo- se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, por lo cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lazarides, Pedro s/ ejecución fiscal


      COMP. 1248, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Inaplicabilidad del fuero de atracción de un juicio universal de sucesión.


      No corresponde la aplicación del Art. 3284, inc. 4°, del Cód. Civil que establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, si surge de autos que la deuda -base del trámite ejecutivo- se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, por lo cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


      Aguas Argentinas S.A. c/ Herrera, Néstor Florencio y Collia, Domingo s/ejecución fiscal


      COMP. 433, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del fuero de atracción en el juicio sucesorio: incumplimiento de un convenio firmado con el causante. Artículo 3284, inc. 4°, del Código Civil.


      Toda vez que quien inició de origen la acción resulta deudora por incumplimiento de un convenio firmado con el causante, resulta aplicable al caso lo dispuesto por el artículo 3284, inc. 4°, del Código Civil, en virtud del cual las acciones personales contra una persona fallecida son atraídas por su juicio sucesorio, máxime cuando dicho acuerdo fue homologado con anterioridad a su fallecimiento. Al respecto no es ocioso recordar que el juicio sucesorio atrae a las acciones personales del causante sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción son imperativas o de orden público, puesto que tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario, tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado, ni aún por convenio de partes.


      Aducci de Barreiro, Josefa c/ García, Alberto Oscar s/ sucesión s/ sumario


      COMP. 1093, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Procesos de Familia.


      Competencia del juez del último domicilio conyugal efectivo o ante el domicilio del cónyuge demandado para entender en las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versaren sobre los efectos del matrimonio.


      El Art. 227 del Código Civil, establece que las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versaren sobre los efectos del matrimonio -entre los que se encuentran el otorgamiento de la tenencia de los hijos y la fijación del régimen de visitas- deben intentarse ante el juez del último domicilio conyugal efectivo o ante el domicilio del cónyuge demandado. Asimismo, la opción que establece la referida norma sólo puede considerarse admisible en el caso de no existir un juicio de divorcio en sustanciación o con sentencia firme.


      L. de M., Silvia Patricia c/ M., Antonio Oscar s/ incidente de cambio de guarda


      COMP. 100, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Adopción.


      Cuestión de competencia. Guarda con fines de adopción. Lugar del domicilio, lugar de residencia habitual del menor. Necesidad de pronta regularización de la situación del niño.


      Teniendo como fin resguardar los derechos de la menor, dado el tiempo transcurrido desde el inicio de las actuaciones, debe prevalecer la competencia del juez de domicilio donde ésta vive efectivamente, solución que contribuye a una mejor protección de sus intereses, ya que favorece un contacto directo y personal con el órgano judicial, y una mayor concentración y celeridad en las medidas que pudiere corresponder tomar en beneficio de la incapaz.


      V. L. E. s/ inscripción de nacimiento - guarda


      COMP. 1249, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Parte General


      Actos Procesales. Resoluciones Judiciales.


      Condición de validez de los pronunciamientos judiciales: debida fundamentación y derivación del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. Interpretación y aplicación de la normativa de emergencia.


      Es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados y constituyan derivación del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, exigencia que procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares que afecten el adecuado servicio de justicia. Sentado ello, asiste razón al recurrente, toda vez que la Cámara si bien consideró que el supuesto en estudio no se encontraba comprendido por las normas dictadas con motivo de la emergencia (ley 25.561, decr. 214/02 y concs.) en tanto la obligación había sido pactada originariamente en pesos, no analizó el alcance del reajuste acordado por las partes para el caso de que llegase a variar, como ocurrió, la paridad cambiaria prevista en la Ley 23.928 -texto original-. Para ello, se debió tener en cuenta la prohibición de actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas -cualquiera fuere su causa- prevista en los arts. 7º y 10 del citado cuerpo legal -ley 23.928-, que no fueron modificados -en lo sustancial- por la Ley 25.561. En ese contexto, resulta inconducente el estudio del agravio del incidentista, tendiente a sortear la aplicación del plexo normativo de emergencia, relativo a la existencia -o no- de mora del deudor.


      Transportes Metropolitanos General Roca S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de pronto pago por Tobeña Arnaldo


      T. 784, L. XXXIX, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Descalificación de un pronunciamiento judicial que resuelve una cuestión ajena a la competencia apelada. Sentencia de Cámara que incurre en una reformatio in pejus al colocar a los apelantes en peor situación que la resultante del fallo recurrido. Excepción al principio iura novit curia.


      Es descalificable el pronunciamiento que, en suma, vino a resolver una cuestión ajena a la competencia apelada, aplicando un parámetro último de cómputo del que resulta una indemnización sensiblemente inferior a la que hubiera correspondido en el supuesto de no aplicación del tope. En un precedente donde la alzada modificó el mecanismo de cálculo del crédito, la Corte Suprema estimó que se había incurrido en una reformatio in pejus al colocar a los apelantes en peor situación que la resultante del fallo recurrido y que la facultad de suplir el derecho, que autoriza a los jueces a calificar autónomamente los hechos del caso y subsumirlos en las normas jurídicas que lo rijan (iura novit curia), reconoce excepción respecto de los tribunales de alzada, en el ámbito de los puntos resueltos con carácter firme en primera instancia, pues no pueden exceder, en materia civil, la jurisdicción devuelta por los recursos deducidos ante ellos.


      Abrego, Jorge Edgardo c/ Encotel s/ Demanda laboral (Acc. De trabajo)


      A. 1698, L. XLI, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia de la Cámara: votos coinciden en solución final pero parten de premisas y argumentos discordantes. Requisito del acto jurisdiccional válido: mayoría válida de los votos en sentido concordante.


      La falta de coincidencia de una mayoría válida de los votos en sentido concordante, descalifica el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido. Ello, por cuanto toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. No es, pues, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances del pronunciamiento: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión. Asimismo, ha dicho la Corte, que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto de un intercambio racional de ideas entre ellos. En este marco, cabe aplicar la reiterada jurisprudencia del Tribunal en orden a que, si bien lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia, es materia ajena al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, lo que invalida el pronunciamiento.


      Cámara Argentina de Base de Datos y Servicios en Línea c/ Estado Nacional - Ley 25.873 - Dto. 1563/04 s/ Amparo Ley 16.986


      C. 92, L. XLIII, 27 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias Definitivas.


      Constitucionalidad de la normativa de emergencia económica. Discrepancia en los argumentos de los vocales del tribunal. Sentencia como unidad lógico-jurídica. Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. No es, pues, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances del pronunciamiento: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión. Asimismo, ha dicho la Corte, que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto de un intercambio racional de ideas entre ellos. En este marco, cabe aplicar la reiterada jurisprudencia del Tribunal en orden a que, si bien lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia, es materia ajena al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, lo que invalida el pronunciamiento.


      Sepliarsky, Daniel c/ Arquidon S.A. s/ escrituración


      S. 1858, L. XLII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Acumulación de Procesos.


      Excepción al principio de acumulación de procesos.


      No resulta razonable declarar operativo el instituto de acumulación decretado por el magistrado provincial toda vez que, si bien la sustanciación conjunta de procesos tiene su fundamento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas que poseen conexidad, se advierte que de las constancia obrantes en la causa surge que en el proceso radicado en jurisdicción nacional las partes involucradas celebraron una transacción que se encuentra homologada con autoridad de cosa juzgada.


      Tosich, Amalia Cristina c/ López, Diego Alfredo s/ daños y perjuicios


      COMP. 635, L. XLII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la acumulación de procesos.


      No resulta admisible la acumulación de procesos cuando estos no sólo se hallan en distinto estado procesal, sino que ha recaído sentencia que puso fin al planteo.


      Banco Itaú Buen Ayre S.A. c/ Oyhagaray, Ramón Ángel s/ ejecutivo


      COMP. 1418, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Operatividad del instituto de conexidad de los procesos: amparo iniciado contra el Ministerio de Cultura y Educación de la Nación y contra la Procuración General del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.


      Resulta razonable declarar operativo el instituto de conexidad de los procesos en cuestión y determinar que sea el magistrado nacional en lo civil el que siga conociendo en estas actuaciones, toda vez que, conforme surge de la demanda -hechos a los que se tiene que atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- la actora, jubilada, inició el amparo (arts. 1° de la Ley 16.986, 16 y 43 de la Constitución Nacional), contra el Ministerio de Cultura y Educación de la Nación y contra la Procuración General del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, solicitando una medida cautelar tendiente a evitar el inminente desalojo de un inmueble que ocupa en calidad de curadora gratuita habilitada por el Ministerio de Cultura y Educación e integra el acervo hereditario de una sucesión vacante iniciada con anterioridad y en trámite ante el magistrado nacional en lo civil. La ejecución de las decisiones dictadas por los jueces de la causa en materia litigiosa, no pueden ser neutralizadas por magistrados incompetentes, pues una elemental exigencia del orden jurídico, impone esta solución.


      Jona, Graciana c/ Procuración General s/ amparo (art. 14 C.C.A.B.A)


      COMP. 1346, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia de la acumulación de procesos: posibilidad de que emanen, en cuestiones similares, fallos contrapuestos.


      Es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurran la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, emanen fallos contrapuestos. No resulta óbice a la acumulación de procesos, la particularidad de que los juicios en cuestión se encuentren en diferentes etapas procesales, pues si bien tal circunstancia podría configurar una dilación del trámite que se halle más avanzado, dicho retardo, en las condiciones indicadas y a fin de favorecer una buena administración de justicia, no resulta injustificado (art. 188 inc. 4º del código ritual citado).


      La Caja A.R.T. S.A. c/ Transportes Metropolitanos Gral. Roca S.A. s/ interrupción de prescripción (art. 3986 C.C.)


      COMP. 278, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Medidas cautelares: resguardo de derechos en juicio comercial. Inexistencia de conexidad con juicio de divorcio: improcedencia de la acumulación.


      No surgen en el sub examine las circunstancias de conexidad sustancial con entidad suficiente para producir el desplazamiento de la competencia entre el juicio de divorcio y este proceso, dado que aquí el reclamo se dirige no sólo contra el ex cónyuge de la actora sino también contra su hermano. Por otra parte, no puede sostenerse que el objeto procesal del presente esté subsumido por el juicio de divorcio -aunque eventualmente pudiera nacer a favor de la accionante algún derecho para ampliar su reclamo en la disolución de la sociedad conyugal-, como así tampoco que la causa sea la misma. Ello es así, desde que el pedido de liquidación tuvo su origen en la sentencia de divorcio que produjo la disolución de la sociedad conyugal, y la solicitud de medidas precautorias tiene como objetivo resguardar eventuales derechos de la peticionante en un juicio comercial promovido contra los demandados.


      Rodríguez Salemei, Marta Cristina c/ Schajman, Juan Carlos y otro s/ medida precautoria


      COMP. 1235, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ejecución hipotecaria y juicio ordinario vinculados a misma relación jurídica: forum conexitatis. Corresponde la intervención del juzgado competente en el proceso de conocimiento.


      Corresponde señalar que en la admisión del forum conexitatis estatuido en el Art. 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica. Corresponde atribuirle competencia a la justicia comercial, donde tramita el proceso ordinario toda vez que una de las pretensiones de la demanda es la cancelación de la hipoteca de primer grado constituida sobre el inmueble, en garantía de la deuda contraída, ya que la decisión que se adopte en esta causa tendrá consecuencias directas e inmediatas en el juicio hipotecario, en virtud de la íntima conexidad existente entre las cuestiones sometidas a decisión.


      Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Ram Olavarría S.A. s/ incidente de incompetencia (art. 12 C.P.R.)


      COMP. 1325, L. XLII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Falsedad de instrumentos públicos y daños y perjuicios. Improcedencia de la acumulación de procesos. Cuestión notoriamente extraña a la aptitud jurisdiccional del fuero del trabajo.


      Los actores promueven demanda de redargución de falsedad de instrumentos públicos -sentencias laborales de primera, segunda instancia y subasta y boleto de compraventa- y daños y perjuicios por hechos y actos ilícitos contra el demandado, a quien le imputan una actuación dolosa en las actuaciones tramitadas y concluidas ante la justicia del trabajo, requiriendo la citación obligada de un tercero. En ese contexto, no se configuran los supuestos establecidos por los artículos 6°, inciso 1°, y 188 del Código adjetivo para la acumulación de litigios, toda vez que, además de no encontrarse, obviamente, en una análoga etapa procesal, la cuestión resulta notoriamente extraña a la aptitud jurisdiccional del fuero del trabajo -cfr. arts. 20 y 21, inciso a), de la L.O.-, involucrando, incluso, en los términos del artículo 94 del CPCCN, a un sujeto ajeno al pleito originario. Además, la causa resulta -prima facie- inherente a la competencia prevista en el artículo 43 del decreto-ley nº 1285/58.


      Duserre, Miguel Ángel y otro c/ Ortiz, Hernán Alfredo s/ redargución de falsedad


      COMP. 1222, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia.


      A fin de mejor dictaminar, solicita requerir al Tribunal de Familia nº 2 de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires, la remisión de los primeros cuerpos de las presentes actuaciones, así como las caratuladas "M, Antonio Oscar c/ L, Silvia Patricia s/ tenencia provisoria y régimen de visitas"; y al Juzgado del Menor de Edad y la Familia de la Ciudad de Presidente Roque Sáenz Peña, Provincia del Chaco, los autos caratulados "L., Silvia Patricia c/ M., Antonio Oscar s/ régimen de visitas -y agregados-" y "L., Silvia Patricia c/ M., Antonio Oscar s/ divorcio vincular y daño moral".


      L. de M., Silvia Patricia c/ M., Antonio Oscar s/ incidente de guarda


      COMP. 100, L. XLIII, 21 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Pedido de informe al señor Juez de Distrito de la Ciudad de Firmat.


      Banco Central de la República Argentina c/ Sarbarch Constructora S.A. s/ ejecutivo


      COMP. 478, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Comp. nº 259, L. XLII, "Cablevisión S.A. s/ Recurso de queja por apelación denegada".


      Multicanal S.A. s/ Denuncia por infracción a la Ley 22.262


      COMP. 404, L. XLIII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Comp. nº 603, L. XXXIII, "Ucha, Edgardo Walter s/ Art. 10, decreto Ley provincial nº 10.067" y Comp. nº 914, L. XLII, "Montesino, Raquel s/ Protección y guarda de personas (254)".


      C., Evelyn s/ Protección de persona


      COMP. 59, L. XLIII, 08 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicitan los autos principales “Schwindt, María Elena c/ Sullair Argentina S.A. s/ Daños y Perjuicios.”.


      Schwindt, María Elena c/ Sullair Argentina S.A. s/ daños y perjuicios


      S. 421, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión de los autos "González, María Adela s/ sucesión ab-intestato.", Expediente N° 35.100/90.


      Ferraro, Héctor Juan s/ sucesión ab intestato


      COMP. 1214, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión de los autos “Syngenta Agro S.A. c/Campodimonti Miguel Ángel s/ordinario s/reconstrucción”.


      Syngenta Agro S.A. c/ Campodimonti, Miguel Ángel s/ ordinario


      COMP. 498, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de las actuaciones “Banfi, Ángel Agustín s/ Sucesión Ab Intestato”.


      Banfi, Ángel Agustín s/ sucesión ab intestato


      COMP. 684, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Asunción de la competencia por el tribunal inferior: obligación de la Alzada de resolver lo peticionado. Reclamo por diferencias salariales devengadas durante el servicio activo de un policía retirado. Vulneración del principio de congruencia. Afectación de garantías constitucionales: defensa en juicio.


      El fundamento utilizado por la sala para basar su decisión -esto es, que carecía de competencia para decidir sobre los adicionales reclamados- no resulta admisible con ajuste a la doctrina sentada por la Corte toda vez que la aptitud jurisdiccional de la Cámara quedó determinada al asumirla el inferior y expedirse en el pleito. A lo anterior se suma la jurisprudencia de la Corte en orden a que todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República -excepción hecha, claro está, de la justicia local de la Ciudad Autónoma- revisten idéntico carácter nacional, y, en consecuencia, dada la naturaleza análoga que atañe a ellos, no se advierte, en este estado, que pueda seguirse un menoscabo constitucional del hecho de que la justicia de la seguridad social falle el asunto, hallándose la competencia, sobre la base de criterios de especialización, librada al prudente arbitrio del legislador. Por lo demás, y si bien la determinación de las peticiones de las partes es ajena a la instancia extraordinaria, tal principio cede en supuestos de arbitrariedad lo que acontece, verbigracia, cuando el objeto de la condena no resulta congruente con la demanda y lo resuelto no significa suplir una omisión del litigante sino variar la acción que se dedujo, causal por cierto que, en el punto, debe ser abordada aquí dado el carácter ambiguo de la concesión y con la amplitud que requiere la garantía de defensa en juicio. En el supuesto, pese a lo particular del caso que nos ocupa -donde se interpuso una acción por diferencias salariales ante un juzgado de la seguridad social y con un poder referido, en estricto, a persona distinta a la demandada-, lo cierto es que los jueces no dieron respuesta al planteo del actor, sentenciando sobre temas que no fueron, en rigor, propuestos en el libelo de inicio. El fallo debe ser invalidado, toda vez que tanto el inferior como su alzada se pronunciaron sobre un punto ajeno al juicio, dejando de lado aquello que realmente conformaba el objeto de la litis, es decir: las diferencias salariales devengadas cuando el pretensor se encontraba en servicio activo en la fuerza policial.


      Flores Martínez, Fernando c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      F. 1117, L. XLI, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Demanda de daños por denegación de beneficio jubilatorio. Improcedencia de la declaración de incompetencia oficiosa. Artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal.


      En el marco de los artículos 4, 10 y 352 del Código de rito nacional la oportunidad para desprenderse la Alzada local de los obrados había fenecido; a lo que se suma que la declinatoria sobrevino cuando ya habían tramitado en su totalidad -durante cinco años- en la referida jurisdicción y habiéndose emitido fallo sobre el fondo del tema, circunstancia que evidencia la ausencia de ocasión del acto. Repárese en que, transcurridos más de cinco años del inicio del caso, como consecuencia de la decisión del tribunal local, carece de radicación definitiva.


      Roldán, Miguel c/ Vidriería Argentina S.A. y/u otros s/ certificación de servicios y daños


      COMP. 212, L. XLIII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Demanda de indemnización por incapacidad laboral. Prórroga tácita de la jurisdicción federal. Justicia local.


      Habiendo deducido el Estado Nacional un planteo de incompetencia, consintió, luego, su denegatoria por el juzgado local, con lo que operó una prórroga tácita de la jurisdicción federal. A lo dicho se agrega que, en el marco de los artículos 4, 10 y 352 del CPCCN la oportunidad para desprenderse de las actuaciones había fenecido; y que, transcurridos más de cinco años de su inicio, como consecuencia de la decisión de la Alzada local, carecen de radicación definitiva.


      Rodríguez, Miguel Ángel s/ Municipalidad de Gualeguaychú y/u otro s/ accidente


      COMP. 282, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Demanda de indemnización por incapacidad laboral. Prórroga tácita del fuero de excepción. Justicia local.


      Habiendo deducido el Estado Nacional un planteo de incompetencia, consintió, luego, su denegatoria por el juzgado local, con lo que operó una prórroga tácita del fuero de excepción. A lo dicho se agrega que, en el marco de los artículos 4, 10 y 352 del CPCCN la oportunidad para desprenderse de las actuaciones había fenecido; y que, transcurridos más de cinco años de su inicio, como consecuencia de la decisión de la Alzada local, carecen de radicación definitiva.


      Morales, Julio Mario c/ Municipalidad de Gualeguaychú y/u otro s/ accidente


      COMP. 281, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Internación de incapaz. Eficaz protección del causante. Juez del lugar de internación.


      La Corte ha privilegiado en resguardo de una eficaz protección del causante la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado, sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anteriores.


      L., Matías s/ declaración de incapacidad


      COMP. 66, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Ley 26.086, Art. 7: excepciones previstas en el artículo 21, inciso 2° de dicha norma. No procede el fuero de atracción. Justicia local.


      No procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 132 de la Ley 24.522, toda vez que, conforme lo resuelto por la Corte en la competencia 317, L.XLII, “Paqui Mamani, Antonio”, en el presente caso se trata -como allí ocurría- de un juicio laboral en trámite, no se encuentra firme la sentencia, y por lo tanto, cabe considerarlo comprendido en las excepciones previstas en el artículo 21, inciso 2° de dicha norma (texto según Art. 7° de la Ley 26.086).


      Palacios, Mario Ricardo c/ Empesur S.A. s/ laboral


      COMP. 1165, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Presentación extemporánea. Remisión a lo resuelto en Comp. 1281, XL, “Hidalgo, Enrique José y otros c/ Estado Nacional CNAS s/ Proceso de conocimiento” y en Comp. 1615, XL, “Lazcano, Julia Susana c/ Estado Nacional CNAS s/ Proceso de conocimiento”.


      El decisorio del magistrado federal de esta Capital -en cuanto hizo lugar a la opción formulada por los actores a favor de los tribunales federales con jurisdicción de la localidad de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires-, no resulta procedente por haber sido planteada en forma extemporánea, toda vez que en virtud de la presentación de la demanda aquellos se han sometido expresamente a los jueces nacionales con asiento en ésta Capital Federal.


      V., Luis Adán y otros c/ Estado Nacional y otros s/ proceso de conocimiento


      COMP. 1420, L. XLII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a la competencia 1163, L. XLIII, “BCRA - Resol. 107/04”. Justicia nacional.


      Siboldi, Roberto Félix s/ Solicita inhibitoria


      COMP. 1166, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Acción de amparo por contaminación potencial de un recurso interjurisdiccional. Justicia local, que intervino.


      Ante todo, cabe señalar que la Cámara de Apelaciones local no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero por un doble orden de razones. En primer lugar, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo y, en segundo lugar, por cuanto las causas donde ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó. Esto fue lo que sucedió en autos, toda vez que la resolución dictada por el titular del Juzgado local, que declaró improcedente la acción de amparo, tiene virtualidad para radicar definitivamente el expediente en esa jurisdicción.


      Asociación Civil de Defensa de la Calidad de Vida c/ Transportes Olivos S.A. s/ Amparo


      COMP. 866, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Cuestiones de derecho federal. Justicia provincial.


      La Corte desde antiguo, ha sostenido que si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar en la justicia federal y que cuando la competencia de ésta surge ratione materia es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios.


      Camuzzi Gas del Sur S.A. s/ Inhibitoria en autos caratulados "DECOVI s/ Amparo", Exp. Nº 21684/06 STJ


      COMP. 994, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


      Toda vez que la actora no ha iniciado incidente de verificación de crédito, no se configura ninguno de los eximentes previstos por el artículo 9 de la Ley 26.086 para su devolución al juzgado de origen.


      Alba Fernández, Marcos c/ S.A. Pronto Hnos. y otro s/ ordinario


      COMP. 943, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Pretensiones de inconstitucionalidad del régimen de refinanciación de ciertos mutuos garantizados con derecho real de hipoteca. Conexidad de causas. Justicia provincial.


      Es del caso señalar que, la admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del C.P.C.C.N. posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí; instituto cuya aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia aplicable al caso e importa el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, lo cual obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica. Por ello, resulta razonable declarar operativo el instituto de conexidad de los procesos aquí en cuestión y que sea el magistrado provincial el que siga conociendo en estas actuaciones. Las circunstancias del caso habilitan al magistrado provincial para decidir en este proceso a fin de resguardar la eficacia de las decisiones jurisdiccionales, evitando que las resoluciones que recaigan en uno de ellos hagan cosa juzgada sobre cuestiones ya planteadas en otro. En este sentido, la Corte ha señalado que la ejecución de las decisiones dictadas por los jueces de la causa en materia litigiosa, no puede ser neutralizada por magistrados incompetentes, pues una elemental exigencia del orden jurídico, impone esta solución.


      Sánchez y Toledo, Alfonso c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ amparo


      COMP. 512, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Reclamo por diferencias salariales. Cuestión de derecho público. Fuero Contencioso Administrativo Federal.


      El fuero contencioso administrativo es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución, circunstancias que permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del Art. 45, inc. a), de la Ley 13.998.


      Aparicio, Jorge y otros c/ Dirección General de Fabricaciones Militares s/ Empleo público


      COMP. 903, L. XLIII, 02 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a “Viejo Roble”.


      Papandrea Hnos. S.R.L. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ ordinario


      COMP. 609, L. XLIII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1524, XLI, “Cano, Miguel Ángel s/ insana”.


      P., Luis Germán Ariel s/ artículo 482 Código Civil


      COMP. 1077, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 89, XLII, “Vieytes, Rubén c/ Bank Boston N.A. s/ Sumarísimo”.


      Barredo, Lorenzo c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ cumplimiento de contrato


      COMP. 595, L. XLIII, 01 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia suscitada entre jueces nacionales: no corresponde la intervención de la Corte.


      La contienda de competencia suscitada entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


      Balaguer, Alberto Eduardo c/ Omint S.A. de Servicios s/ ordinario


      COMP. 732, L. XLIII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Acción de amparo contra una resolución dictada por una universidad privada. Corresponde a la justicia ordinaria local.


      Según se desprende de la demanda, la actora promovió acción de amparo contra una universidad privada, solicitando la revocación de la Resolución 1239/04 dictada por el Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas de dicha institución, por generarle un grave perjuicio económico y afectar su derecho constitucional a aprender. Las cuestiones descriptas remiten con influencia decisiva, al estudio y análisis de un acto emanado de una universidad privada (ver decreto P.E.N. nº 491/82 y doctrina de Fallos: 306:1363 y 324:3551).


      Jaramillo, Julia Elcira c/ Universidad Católica de Salta s/ Acción de amparo


      COMP. 592, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Actos típicamente jurisdiccionales. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique, Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley, deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Segui, Guillermo y otra c/ Banco Francés (BBVA) s/ Sumarísimo


      COMP. 1055, L. XLIII, 11 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Interviene la justicia federal.


      La demanda se dedujo ante la Justicia Federal, siendo uno de los co-demandados el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, una entidad de derecho público con personalidad jurídica e individualidad financiera y administrativa (v. Art. 1 de la Ley nº 19.032), sometido exclusivamente a la jurisdicción nacional, pudiendo optar por la ordinaria de las provincias cuando fuere actor (art. 14, Ley nº 19.032). Si bien en el supuesto el INSSJP aún no ha tomado intervención en el proceso, podría ejercer la opción por la justicia provincial cuando fuese actor en el juicio. Al no configurarse tal caso, resulta razonable la deducción y continuación del pleito en el ámbito federal.


      Fayad, Rodolfo Orlando c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI) y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 681, L. XLIII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Demanda contra Universidad de Buenos Aires. Sumas adeudadas en concepto de refrigerio. Normas de orden público. Justicia nacional.


      La alzada no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Por otra parte, es dable poner de manifiesto que la jueza que intervino en primer término ya se había pronunciado sobre su competencia sin que nadie la cuestionara, circunstancias que, a mi modo de ver, impiden volver sobre el tema. Por ello, este proceso debe continuar su trámite ante el Juzgado, no obstante lo cual, previamente corresponde devolver las actuaciones a la alzada para que resuelva la apelación pendiente.


      Deina, Graciela Beatriz c/ U.B.A. s/ Empleo público


      COMP. 850, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Existencia de sentencia firme.


      En la presente causa se ha dictado sentencia que se encuentra firme y, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen (d. Fallos: 325:154; 326:4012), sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


      Banco de Galicia y Buenos Aires c/ Beitia, Jorge s/ cobro ejecutivo e inhibición general


      COMP. 509, L. XLIII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Arias, Francisco Aniceto c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 578, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Arnica, Teresita Augusta c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 760, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Arrieta, Fabia Irma y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 583, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Casco, Ramón Esteban c/ Banco de Galicia Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 582, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Clemente, María Cecilia c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 570, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Filippa Eligio c/ Banco de Galicia - Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 569, L. XLIII, 02 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Geisseler, Angélica Lucia c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Sumarísimo


      COMP. 587, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Genes, Guillermo Leandro y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 568, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Micelli, Rosalía Adelina y otro c/ Banco de Galicia - Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 581, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Oviedo, Benjamín y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 584, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Piasentini, Matías Nicolás c/ Banco de Corrientes S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 580, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Piazza, Fernando Alfonzo c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo.


      COMP. 573, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Pipaón, Pablo Arturo y otros c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 585, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Segui, Guillermo c/ Banco de Galicia de Bs. As. S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 575, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Silvestri, Ramona Beatriz c/ BBVA Banco Francés s/ Sumarísimo


      COMP. 572, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Vecchia, Pedro Pablo y otro c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 577, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Vecchia, Santiago Ángel y otro c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 574, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Actos típicamente jurisdiccionales. Precedente Comp. 31 L. XLIII, “Enrique Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Yasioja, Orlando Antonio c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 579, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Precedente "Rezk", Fallos: 324:2493. Justicia provincial.


      Fleitas, Julio Gustavo c/ BBVA Banco Francés S.A. Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 38, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326:3669. Justicia local.


      Martínez, Alfredo Luis c/ GCBA y otro s/ Medida cautelar (autónoma)


      COMP. 935, L. XLIII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") y a Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia nacional.


      Mere, Eduardo Roberto c/ P.E.N. Ley 25.561 - Dtos 1570/01 214/02 (Citi - Nación) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


      COMP. 983, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ('"Viejo Roble S.A.") y a Fallos: 327:26 ('"Rodríguez Atilana"). Justicia nacional.


      Shuster, Enrique Martín c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ Proceso de Conocimiento


      COMP. 917, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia nacional, que intervino.


      Borro, Carlos Miguel c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


      COMP. 1258, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."). Justicia nacional, que intervino.


      De la Orta, José Oscar c/ P.E.N. Ley 25.561 Dtos. 1570/10 214/02 (Galicia) s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 1317, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al precedente de Fallos 328:3179 (v. en especial penúltimo párrafo del dictamen de esta Procuración General, al que remite la sentencia).


      Solimano, Estela Liliana c/ Estévez, José s/ daños y perjuicios (excepto resp. médica)


      COMP. 596, L. XLIII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al precedente de Fallos: 327:467, "Mutualidad Argentina de Hipoacúsicos". Justicia nacional.


      Cavallaro, María Rosa c/ PEN - Ley 25.561 Dto. 471/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


      COMP. 388, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Salud mental. Juez competente del lugar de internación.


      En los autos “Cano, Miguel Ángel s/insania”, Comp. N° 1524, L. XLI, la Corte privilegió en resguardo de una eficaz protección del causante la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anteriores.


      R., Pilar de los Milagros s/ insania y curatela


      COMP. 803, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Salud mental. Juez competente: lugar de internación.


      En los autos “Cano, Miguel Ángel s/insania”, Comp. N° 1524, L. XLI, del 27 de diciembre de 2005, la Corte privilegió en resguardo de una eficaz protección del causante la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anteriores.


      B., Ernesto Mario s/ internación


      COMP. 802, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Demanda por daños y perjuicios por accidente en la senda peatonal contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Remisión a lo dictaminado en los precedentes publicados en Fallos 327:1129. Intervención de la justicia de la Ciudad de Buenos Aires.


      Macera, Felisa del Carmen c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios


      COMP. 607, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión a Comp. 160, L. XLIII “Cons. de Prop. Montiel”. Justicia nacional.


      G.C.B.A. s/ Otros procesos incidentales


      COMP. 256, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión a la competencia 118, L. XLIII, “Fiorito, Ornar Horacio y otro”. Justicia local.


      G.C.B.A. s/ Otros Procesos Incidentales


      COMP. 785, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión a las causas Comp. 160, L. XLIII, “Cons. de Prop. Montiel 3953/75, 2 de Abril 6751/99/6833”; Comp. 687, L. XLIII, “Consorcio de Prop. Azopardo 1549” y Comp. 911, L. XLIII, “Cons. de Prop. Montiel 3953/75, 2 de Abril 6751/99/6833”. Justicia nacional.


      Consorcio de propietarios San Pedrito 1519 Edificio 5/6 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


      COMP. 1126, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión Comp. 160, L. XLID, “Cons. de Prop. Montiel” y Comp. 687, L. XLIII, “Consorcio de Prop. Azopardo”. Justicia nacional, que intervino.


      Consorcio de propietarios Edificio 129 B. Gral. Savio c/ Comisión Municipal de la Vivienda UF 55 s/ Ejecución de expensas


      COMP. 1309, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Acción de amparo. Empleo público. Normas de orden público. Precedente Comp. 775, L. XLII, “Carballo, Luciano Ángel y otro”. Justicia nacional.


      Cabe señalar, por un lado, que el juez en lo contencioso administrativo federal de esta Capital aceptó sin reparos la competencia que le asignó la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata y, por el otro, que la causa se elevó al tribunal de alzada de aquel magistrado únicamente para que resuelva la apelación contra la decisión que desestimó el pedido de caducidad de la medida cautelar. Ambas circunstancias impedían a la alzada examinar de oficio la competencia del fuero para seguir entendiendo en el sub lite. En efecto, la resolución tuvo la virtualidad de radicar el expediente en el fuero federal de esta Capital. Al respecto, conviene recordar que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


      Richero, Hortensio Enzo c/ E.N. - Cámara de diputados de la Nación - Resol 806/02 s/ Empleo público


      COMP. 1144, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Corresponde desestimar la queja.


      El recurso deducido es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria del Art. 14 de la Ley 48 , salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna de esas situaciones, toda vez que la decisión de la alzada que declaró la competencia de la justicia federal para entender en las presentes actuaciones no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal, sino que, por el contrario, reafirma la competencia de esa justicia y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y, por consiguiente, la demandada quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir tramitando su pretensión.


      Andreau, María del Pilar c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Estado Nacional s/ Sumarísimo


      A. 2062, L. XLI, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Incorrecta traba de la contienda: razones de economía procesal. Remisión a los precedentes de Fallos: 327:2536 y 2857 Y en la Comp. 1174, L. XLII, “GCBA”. Justicia nacional.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal


      COMP. 1444, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Precedente de Fallos: 328:858. Justicia nacional.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aigier, Luis César y otros s/ Cobro de pesos


      COMP. 1228, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”. Competencia originaria de la Corte.


      García, Ana María c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      G. 1127, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”. Competencia originaria del Tribunal.


      Santilli, Paula Alejandra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      S. 1032, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa P. 1644, L. XLII, “Petrobras Energía” y la causa C. 2080, L. XLII, “Cepas Arg. S.A. y otro”. Justicia local.


      Luncheon Tickets S.A. - Inc Med. c/ Municipalidad de General Viamonte (Pcia. B.A.) s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 934, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Sentencia firme: recurso inadmisible. Remisión a lo dictaminado en la causa “Bustos” (Fallos: 327:4495).


      Corresponde señalar que, se encuentra firme la sentencia que resolvió el tema de la competencia y asignó el conocimiento de la causa a la justicia local; por lo tanto, esa cuestión no puede ser replanteada en esta instancia y, en este aspecto, el remedio intentado es inadmisible.


      Braverman, Alberto Jorge c/ Citibank Sucursal Corrientes s/ Juicio sumario


      B. 52, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      En primer lugar, debe ser resuelta la nulidad planteada por la demandada, y recién entonces, de persistir el conflicto de competencia, podrá la Corte intervenir para resolverlo.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Arpec S.A. s/ ejecución fiscal


      COMP. 1252, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Incorrecta traba de competencia. Inexistencia de contienda de jurisdicción que deba resolver la Corte Suprema.


      No existe un conflicto que deba la Corte resolver pues ya lo hizo el tribunal instituido para ello, y no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1285/58 le confiere, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


      Yustoni, María Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - dtos. 1570/01 y 214/02 - COMAFI s/ Amparo


      COMP. 906, L. XLIII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia de cuestión de competencia que deba resolver la Corte Suprema.


      Habida cuenta que la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal ha resuelto el conflicto negativo de competencia planteado en las actuaciones, conforme lo determina el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley nº 1285/58, en el texto de la Ley nº 21.708, no existe en la presente causa un conflicto que deba ser dirimido por la Corte Suprema.


      S., Ana por sí y en representación de sus hijos menores J. M. y V. O. c/ Provincia ART S.A. y otro s/ daños y perjuicios


      COMP. 818, L. XLIII, 02 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar.


      Banco Central de la República Argentina c/ Don Lucas S.C.A. s/ ejecutivo


      COMP. 335, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a “Viejo Roble S.A.” (segunda hipótesis del acápite VII).


      Farías, Oscar Elauterio c/ P.E.N. y otros s/ Amparo


      COMP. 892, L. XLIII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a “Viejo Roble” (segunda hipótesis del acápite VII).


      Lucero, Armando Abel c/ P.E.N s/ Amparo


      COMP. 936, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la doctrina sentada en Fallos: 323: 2590 y en "Gómez, Carlos de Jesús c/ Transporte Metropolitano General Roca S.A. s/ daños y perjuicios", Comp. 1058, L. XLII.


      Cimino, Elena Beatriz c/ Transportes Metropolitanos Gral. Roca S.A. s/ Daños y perjuicios


      COMP. 1297, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia de autos Comp. 996, L. XXXVIII "Mutualidad Argentina de Hipoacúsicos c/ P.E.N. Ley 25.551 -dtos. 1570/01 y 214/02 s/ medida cautelar (autónoma)”.


      Montenegro, Eduardo Gabriel c/ Bankboston N.A. s/ amparo


      COMP. 1205, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia dictada en autos Comp. 748; L. XXXVIII; "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa".


      Gou, Mercedes Montserrat c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo


      COMP. 1118, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia en autos Comp. 160, L. XLIII "Cons. de Prop. Montiel 3953/75 2 de Abril 6751/99/6833 c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ Ejecución de expensas".


      Consorcio Torre VI Barrio Lafuente sito en Av. Lafuente 15 c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ ejecución de expensas


      COMP. 1090, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos "Pichin de Centeno Graciela s/ amparo (c/ O.S.E.C.A.C)", Comp. 11, L. XLIII.


      Casas, Noemí Irma c/ Suma s/ amparo


      COMP. 17, L. XLIII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 250 L XLII “Jara, Luis Reynaldo c/G.C.B.A. s/daños y perjuicios”. Intervención de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


      Romero, Christian Daniel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 250, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en Comp. 915, XLII, “Rondinone, Romina Inés c/ Yahoo de Argentina s/ Medidas precautorias”.


      Pigazzi, María Estefanía c/ Google Inc. s/ habeas data


      COMP. 54, L. XLIII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 11, XLIII, “Pichin de Centeno, Graciela s/ Amparo (c/ O.S.E.C.A.C.)”.


      Fernández, Patricia Alejandra c/ OSETRA y Galeno Life s/ amparo


      COMP. 16, L. XLIII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Aguilar, Rosana s/ ejecutivo


      COMP. 344, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Alpe, Emilio s/ ejecutivo


      COMP. 1264, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Arduino, Miguel s/ ejecutivo


      COMP. 325, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Benítez, Máximo s/ ejecutivo


      COMP. 377, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Biase, Mariela s/ ejecutivo


      COMP. 341, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Cabrini, Hilda s/ ejecutivo


      COMP. 337, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Cea Ventura, Guillermo y otro s/ ejecutivo


      COMP. 365, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Centenario F.B.C. s/ ejecutivo


      COMP. 369, L. XLIII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Centro de Radiólogos S.R.L. s/ ejecutivo


      COMP. 345, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Cravero, Roberto s/ ejecutivo


      COMP. 372, L. XLIII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Dardi, Norma y otro s/ ejecutivo


      COMP. 366, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Drovetta, Gabriel s/ ejecutivo


      COMP. 343, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Dulcich, Miguel s/ ejecutivo


      COMP. 334, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Estrella Hogar S.R.L. s/ ejecutivo


      COMP. 329, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Firpo, Luis s/ ejecutivo


      COMP. 375, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Flores, Nélida y otro s/ ejecutivo


      COMP. 370, L. XLIII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Gabach, Margarita s/ ejecutivo


      COMP. 327, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ García Alesio, Alfredo s/ ejecutivo


      COMP. 323, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Gines Hnos. s/ ejecutivo


      COMP. 331, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Lambri, Roberto s/ ejecutivo


      COMP. 374, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Lo Menzo, Mario Oscar s/ ejecutivo


      COMP. 1272, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Mainelli, Luis s/ ejecutivo


      COMP. 376, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Maldonado, Jorge s/ ejecutivo


      COMP. 347, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Maldonado, Jorge s/ ejecutivo


      COMP. 336, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Moro, Leonardo s/ ejecutivo


      COMP. 338, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Oro, Carlos Rubén s/ ejecutivo


      COMP. 328, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Perucho, José s/ ejecutivo


      COMP. 371, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Ponce, Florencio s/ ejecutivo


      COMP. 333, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Rolando y Cía. S.C.A. s/ ejecutivo


      COMP. 373, L. XLIII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Sánchez, Julio César s/ ejecutivo


      COMP. 332, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Santillán, Miguel s/ ejecutivo


      COMP. 368, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Solares, Florentino s/ ejecutivo


      COMP. 346, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Soria Rubén y otro s/ ejecutivo


      COMP. 367, L. XLIII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Wenetz, Carlos A. s/ ejecutivo


      COMP. 342, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Zanozzo, Dora s/ ejecutivo


      COMP. 340, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo”.


      Banco Central de la República c/ Di Lorenzo, Roberto s/ ejecutivo


      COMP. 322, L. XLIII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 118, XLIII, “Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios – resp. Prof. Médicos y aux”.


      Passioli, Cecilia Graciela c/ Director Hospital de Agudos E. Tornú y otro s/ Daños y perjuicios - Resp. Prof. médicos y auxiliares


      COMP. 690, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado y a la sentencia en autos Comp. 1420; L. XLII "Valenzuela, Luis Adán y otros c/ Estado Nacional s/ proceso de conocimiento".


      Dottori, Norma Edith y otros c/ Estado Nacional - Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ proceso de conocimiento


      C. 1120, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo examinado en autos Comp. 1132 L. XXXVIII “Ramos, Ariel c/Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/apelación”. Intervención de la justicia ordinaria local.


      Tur, Ricardo Antonio c/ Consolidar ART S.A. s/ materia de otro fuero


      COMP. 678, L. XLIII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo examinado en autos Comp. 915 L XLII “Rondinone, Romina Inés c/Yahoo de Argentina s/medidas precautorias” y, Comp. 54 L XLIII “Pigazzi, María Estefanía c/Google Inc. s/Habeas Data”.


      Racchi, Celina c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otros s/ medidas cautelares


      COMP. 627, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en Comp. 69, XLII, “Caja de Seguros S.A. s/ Transferencia e inscripción automotor”.


      Bonelli, Roberto s/ prescripción adquisitiva


      COMP. 1310, L. XLII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en Fallos 327:855, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General de la Nación.


      Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Lockhart de Oria, María Cristina s/ proceso de conocimiento


      COMP. 1227, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Díaz, María Laura c/ Prevención ART S.A. s/ materia de otro fuero


      COMP. 890, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Felipe, Pablo Gabriel c/ Responsabilidad Patronal ART S.A. s/ materia de otro fuero


      COMP. 893, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      González, Héctor Daniel c/ Comisión Médica Nº 23 de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo s/ recurso de apelación - Ley 24.557


      COMP. 880, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Rachata, Norberto c/ Asociart ART S.A. s/ materia de otro fuero


      COMP. 894, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Roldán, Mario Alberto s/ apelación - Ley 24.557


      COMP. 838, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Sosa Montaño, Mario c/ La Caja ART S.A. s/ materia de otro fuero


      COMP. 889, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1524, XLI, “Cano, Miguel Ángel s/ insania”.


      L., Cristina Mónica s/ internación


      COMP. 1066, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1710, XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Suc Sgo. del Estero- s/ Amparo”.


      Guimar, Miryam c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Suc. Sgo. del Estero s/ amparo


      COMP. 815, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 2726, XLI, “Caputi, Luis Donato c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – P.F.A. s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de seguridad”, y Comp. 1565, XLI, “Araujo, Raúl Horacio c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – P.F.A. s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de seguridad”.


      Bustos, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      COMP. 254, L. XLIII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los dictámenes y sentencias en autos "B.C.R.A c/ M. Rodenas y otro s/ejecutivo" Comp. 1102, L. XLII y "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ ejecutivo" Comp. 1261, L. XLII.


      Banco Central de la República Argentina c/ Sarbach Constructora s/ ejecutivo


      COMP. 478, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al precedente Comp. 1132 L. XXXVIII “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n°13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Salvatierra, José Luis s/ materia a categorizar


      COMP. 728, L. XLIII, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia en Razón de la Materia.


      Competencia de la justicia comercial cuando las partes revisten el carácter de comerciantes.


      Toda vez que las partes revisten el carácter de comerciantes, y de acuerdo con lo dispuesto por los arts. 1, 5, 7, 8 del Código de Comercio y 43 bis del decreto Ley 1285/58, primer párrafo, compete a la justicia comercial entender en el juicio. En virtud de lo dispuesto por el artículo 196 del Código Procesal Civil y Comercial, las medidas ordenadas por el juez incompetente siguen siendo válidas siempre que hubiesen sido dictadas de conformidad con las disposiciones del capítulo en cuestión, debiendo ser remitidas inmediatamente al magistrado que resultare competente.


      Entrepids S.A. c/ Colorín IMSSA s/ ordinario


      COMP. 721, L. XLIII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires cuando la actora dirige su acción contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por el cumplimiento irregular de la actividad de contralor que le compete sobre la construcción y conservación de la vía pública.


      La causa debe tramitar ante el fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, toda vez que de la demanda -hechos a los que se tiene que atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- surge que la actora dirige su acción contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por el cumplimiento irregular de la actividad de contralor que le compete sobre la construcción y conservación de la vía pública. Materia que, por involucrar el ejercicio del poder de policía, compromete, en principio, entre otros aspectos, el estudio de aquellas cuestiones propias del derecho público. En nada obsta a la adopción de tal criterio, la circunstancia de que en el caso pudieran ser aplicables normas derivadas del derecho común por cuanto si de los hechos de la causa resulta con meridiana claridad la dilucidación de aspectos propios del derecho público, ello no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


      Tejedor, Zunilda Esther c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios


      COMP. 1026, L. XLIII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia ante el fuero contencioso administrativo.


      Corresponde que la causa tramite ante el fuero en lo contencioso administrativo federal, toda vez que de la demanda -hechos a los que se tiene que atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- surge que la actora dirige su acción contra el E.T.O.S.S. y el E.N.O.H.S.A, entre otros, por el cumplimiento irregular de la actividad de contralor que les compete respecto de la supervisión de la construcción de obras vinculadas al servicio de agua. Materia que, por involucrar el ejercicio del poder de policía, compromete, en principio, entre otros aspectos, el estudio de aquellas cuestiones propias del derecho público.


      Primón, Ricardo c/ Frisch, Juan s/ ejecución hipotecaria


      P. 1291, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia y Estado nacional demandados en causas cuya materia versa sobre la responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio. Fueros ante los cuales deben ser demandadas.


      En aquellos casos en que el objeto del reclamo verse sobre la responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio imputada tanto al estado provincial cuanto al Estado Nacional, la provincia deberá ser demandada en sede local - puesto que la materia del pleito "responsabilidad extracontractual por falta de servicio" es de derecho público provincial y el Estado nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      Maggio, Maria del Carmen c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Incidente de prueba anticipada


      M. 1104, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia comercial: planteo formalizado contra una aseguradora dirigido a obtener el pago de un resarcimiento por daños y perjuicios causados por un incumplimiento contractual y la rescisión unilateral del contrato de seguros.


      Del escrito de inicio se desprende que el accionante formalizó un planteo contra su aseguradora dirigido, en suma, a obtener el pago de un resarcimiento por daños y perjuicios causados por un incumplimiento contractual y la rescisión unilateral del contrato de seguro, y, en subsidio, que se practique la compensación de deudas entre las partes. Todo lo anterior tiene sustento en legislación civil y comercial, es decir que la sustancia de la causa gira en torno a la denuncia de un incumplimiento que involucra a dos firmas comerciales, tomadora y prestataria de la póliza; y si bien concierne al seguro obligatorio instituido en la Ley nº 24.557, lo cierto es que no media conflicto entre un trabajador y su empleador, ni -prima facie- posee influencia decisiva para la solución del supuesto la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral (arts. 20 y 21, L.O.). Por otro lado, cabe recordar que lo referido estrictamente a la creación, funcionamiento y gestión de las aseguradores de riesgos del trabajo se encuentra regulado por la Ley de Entidades de Seguros y su Control nº 20.091-cf. Art. 26, ítems 1 y 2.a), LRT-, de neto corte mercantil, sin perjuicio de lo previsto, en ese plano, por la Ley nº 24.557. En consecuencia, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que toca resolver las cuestiones de competencia, la naturaleza del problema a dilucidar se encuentra comprendido, substancialmente, en el ámbito del derecho comercial, circunstancia que torna aconsejable asignar el conocimiento de la causa a los tribunales especializados en la materia, sin perjuicio de la proyección tangencial del pleito en lo referido al aseguramiento de los riesgos laborales de la actora.


      Instituto Saneamiento Ambiental S.R.L. c/ Consolidar A.R.T. s/ ordinario


      COMP. 384, L. XLIII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia comercial: planteo que incumbe a sociedades mercantiles.


      Corresponde la competencia de la justicia comercial toda vez que el planteo resulta extraño, en estricto, a los términos de los artículos 20 y 21 de la Ley Orgánica (18.345); tratándose de uno que incumbe a sociedades mercantiles y a propósito de una hipotética acción de regreso o recursoria y su secuela cautelar; y que se proyecta sobre las relaciones de un grupo económico empresario y sus eventuales vínculos internos o contractuales, revistiendo por ello un inequívoco matiz comercial.


      Empresa de transporte de energía eléctrica por dist. Troncal del noroeste argentino Transnoa S.A. c/ IATE S.A. y otros s/ medida cautelar


      COMP. 280, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia de la Seguridad Social en los procesos relativos a la ejecución de obligaciones contempladas en el Art. 24 de la Ley 23.660, de obras sociales.


      Corresponde que la pretensión del actor se ventile por ante la justicia de la Seguridad Social, toda vez que, de acuerdo a lo dispuesto por el Art. 2° de la Ley 24.655, se otorgó a los magistrados de ese fuero el conocimiento de los procesos relativos a la ejecución de obligaciones contempladas en el Art. 24 de la Ley 23.660, de obras sociales.


      Bersano, Marcelo Alejandro c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ acción meramente declarativa


      COMP. 1056, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia federal cuando es demandada una obra social.


      Toda vez que la demandada es una obra social -que se encontraría, en principio, comprendida en los términos de los arts. 1° de la Ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la 23.661-, resulta, por lo tanto, aplicable el Art. 38 de la Ley mencionada en último término, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de tales entidades a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores.


      Liberty A.R.T. S.A. c/ O.S.P.A.C.A. s/ incumplimiento de prestación de obra social


      COMP. 783, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia federal en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


      Toda vez que la información que se pretende corregir y/o eliminar consta en una base de datos informática de índole interjurisdiccional a la que tienen acceso, entre otras, entidades integrantes del sistema financiero, la causa debe continuar con su trámite ante la justicia federal, ya que es competente el referido fuero de excepción en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


      Bustamante, Elena c/ Organización Veraz S.A. s/ habeas data


      COMP. 819, L. XLIII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia federal: cuestiones que conducen a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional.


      Si las cuestiones planteadas en la causa conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos; relaciones que se hallan regidas o alcanzadas por normas federales, tales circunstancias motivan que las causas deban tramitar ante dicha jurisdicción ratione materiae. No modifica la adopción de otorgar la competencia de las actuaciones a la justicia federal, la particularidad de que el amparista haya incoado su acción, contra el I.O.S.E.P (Instituto de Obra Social del Empleado Provincial), desde que, independientemente de la naturaleza jurídica que dicha entidad reviste, la misma también se dirigió contra el Estado Nacional, circunstancia ésta que justifica ratione personae la actuación de la justicia de excepción.


      Instituto de Obra Social del Empleado Provincial c/ Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal Nº 6 s/ demanda inhibitoria


      COMP. 1241, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia nacional en lo civil cuando el objeto de la pretensión se relaciona exclusivamente con el derecho civil.


      Si el objeto de la pretensión, atañe exclusivamente al derecho civil y no al derecho público local, no puede ser resuelto por los jueces en lo contencioso administrativo y tributario, sino por la justicia nacional en lo civil, teniendo en cuenta que la puesta en marcha de la justicia civil de la ciudad se encuentra suspendida y sujeta al acuerdo entre los gobiernos federal y local.


      Daffunchio, Yolanda c/ Jiménez, Juan y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 263, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia nacional en lo civil en un reclamo de profesionales del derecho con el fin de obtener el cobro de honorarios por la labor profesional extrajudicial que realizaron.


      Toda vez que el sustento de la pretensión, dada la naturaleza de la labor desarrollada por los actores (profesionales del derecho), es un reclamo dirigido a obtener el cobro de honorarios por la labor profesional extrajudicial que realizaron, y atendiendo a la relación jurídica que los vinculó con la demandada, cabe encuadrarla en lo prescripto por el artículo 43 bis, del decreto ley 1285/58, texto según Ley 23.637, norma según la cual, la cuestión referente a la relación contractual derivada de una prestación de servicios, en la que cabe incluir las tareas desarrolladas extrajudicialmente por profesionales del derecho, es materia propia de la justicia nacional en lo civil.


      Chicco Zapata, Roberto Alcides y otro c/ Martínez, Silvia Gloria s/ cobro de honorarios profesionales


      COMP. 1206, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia nacional en lo civil frente al reclamo del letrado que se dirige a obtener la retribución, acordada mediante un pacto de cuota litis no homologado, por la labor desarrollada en sede judicial.


      Toda vez que el reclamo del letrado se dirige a obtener la retribución, acordada mediante un pacto de cuota litis no homologado, por la labor desarrollada en sede judicial, en tales condiciones, resulta aplicable el artículo 43, inciso c), del decreto-ley 1285/58, norma según la cual la cuestión referente a la relación contractual entre un profesional y su cliente, en la que cabe incluir el cumplimiento de un convenio de honorarios, es materia propia de la justicia nacional en lo civil.


      Schejter, Arnaldo c/ Telle, Aída Rosa s/ ejecución de convenio


      COMP. 771, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia nacional en lo civil para entender en un caso de un contrato de mutuo de carácter civil.


      Corresponde resolver la contienda asignando a la justicia nacional en lo civil la competencia para entender en el caso, toda vez que la materia debatida está relacionada con un contrato de mutuo de carácter civil. No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que se haya prorrogado la jurisdicción expresamente a favor del fuero comercial, dado que la competencia por razón de la materia es improrrogable.


      Fernández, Juan Carlos y otro c/ Nieto, Roberto Joaquín y otros s/ ordinario


      COMP. 1236, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia nacional en lo civil: acción de responsabilidad civil por mala praxis médica que no se dirige contra una obra social.


      Dentro del estrecho marco de conocimiento en el que se deciden las cuestiones de competencia, y desde la acción de responsabilidad civil por mala praxis médica (materia que, dada su especificidad, comprende el estudio de aquellos aspectos propios del derecho civil) no se ha dirigido contra una obra social, la causa debe seguir con su trámite ante la justicia nacional en lo civil.


      C., M. V. c/ C. M. S. I. S.A. y otro s/ Responsabilidad médica


      COMP. 1373, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia ordinaria de la Provincia de Buenos Aires en un caso donde se promueve acción a fin de obtener un resarcimiento por el fallecimiento de su cónyuge, acaecido mientras se encontraba paleando cereal, en su condición de estibador portuario, en la cubierta de un buque.


      Toda vez que la actora promovió acción a fin de obtener un resarcimiento por el fallecimiento de su cónyuge, acaecido mientras se encontraba paleando cereal, en su condición de estibador portuario, en la cubierta de un buque, incumbe también decir que: a) la prestación que cumpliera el trabajador no puede encuadrarse como un contrato de ajuste, ya que esa modalidad supone el desempeño a bordo de un buque y con vista a un viaje; b) no surge de las constancias del expediente que el accidente hubiere afectado el normal funcionamiento de alguna terminal portuaria o la navegación o comprometido servicios empleados en el comercio interprovincial o internacional, y, c) el reclamo atañe a sujetos de derecho privado y a propósito de extremos de orden común. En tales condiciones, el supuesto resulta ajeno al fuero federal, siendo competente la justicia ordinaria de la Provincia de Buenos Aires.


      Fiseres, Noemí Elsa c/ Serviport Marítima S.R.L. s/ indemnización - accidente de trabajo


      COMP. 724, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia ordinaria: reparación de los daños y perjuicios ocasionados por las calumnias e injurias vertidas en la falsa e imprudente denuncia penal efectuada por el demandado.


      Resultan competentes para seguir conociendo en las actuaciones los tribunales ordinarios de la Provincia de Buenos Aires, toda vez que, conforme surge de la demanda, a cuya exposición de los hechos ha de estarse de modo principal para determinar la competencia, el actor pretende, con fundamento en los arts. 1078, 1090, 1109 y 1113 del Cód. Civil, la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por las calumnias e injurias vertidas en la falsa e imprudente denuncia penal efectuada por el demandado, atribuyéndole la comisión del delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público, entre otros y en la que fue absuelto definitivamente. Tales cuestiones remiten, con influencia decisiva, al estudio de aspectos vinculados a normas de derecho común.


      López, Jorge Alberto c/ Celestino, Ignacio y otro s/ daños y perjuicios


      COMP. 385, L. XLII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de los tribunales ordinarios de la Provincia de Río Negro toda vez que el actor pretende, entre otras medidas, ampliar la cautelar dictada por un magistrado local en un juicio de amparo.


      Resultan competentes para conocer en las actuaciones los tribunales ordinarios de la Provincia de Río Negro, no sólo por la estrecha vinculación de la materia debatida entre el proceso y un juicio de amparo referido en la causa -en el que, vale aclarar, la relación jurídica que vincula a las partes en todos ellos, se encontraría regida por un mismo contrato de locación de servicios médicos asistenciales-, sino en lo fundamental, porque, según se desprende de los hechos expuestos en la demanda, a los que se tiene que atender a fin de resolver las cuestiones de competencia, el actor pretende, entre otras medidas, ampliar la cautelar dictada por un magistrado local en un juicio de amparo -de similar objeto al presente en el que habría interpretado la inadmisibilidad de dicha vía a los fines perseguidos-, radicado ante un tribunal provincial. Tal circunstancia, autoriza a sostener, razonablemente, que sea éste ultimo magistrado el que decida en el proceso, atendiendo los derechos que se intentan proteger -entre ellos, el derecho a la salud-, a fin de evitar conflictos de orden jurisdiccional, resguardar la eficacia de las decisiones jurisdiccionales, y que las resoluciones que recaigan en uno de los procesos no hagan cosa juzgada respecto de las cuestiones ya planteadas en otro. No modifica lo expuesto, la circunstancia que en el proceso sumarísimo en trámite ante la jurisdicción local haya recaído sentencia, pues dicho factor impeditivo, cede frente al hecho que allí se mantendría vigente una medida cautelar vinculada al inicio del juicio y a la posibilidad de la configuración de situaciones jurídicas contradictorias.


      Lulich, José Domingo c/ O.S.D.E. s/ cobro de pesos


      COMP. 1435, L. XLII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del Juzgado de 1ª Instancia del Distrito en lo Civil y Comercial nº 13, de la Ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe toda vez que la demanda se trate de una persona de derecho privado requerida con arreglo a normas, principalmente, de derecho común.


      Toda vez que en el caso la demanda se trate de una persona de derecho privado requerida con arreglo a normas, principalmente, de derecho común, dentro del limitado marco de conocimiento en el que se zanjan las cuestiones de competencia y toda vez que la resolución de la causa tampoco se ciñe ni remite a la aplicación de disposiciones relativas a la privatización de Yacimientos Petrolíferos Fiscales, de índole federal, los presentes actuados deberán proseguir su trámite ante el Juzgado de 1ª Instancia del Distrito en lo Civil y Comercial nº 13, de la Ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe.


      Prefacio, Salvador A. c/ Y.P.F. S.A. y/o Y.P.F. Repsol S.A. s/ ordinario


      COMP. 179, L. XLII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia federal: cuestiones referidas a la prestación del servicio público de telecomunicaciones.


      Las cuestiones referidas a la prestación del servicio público de telecomunicaciones, conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones del derecho público federal, que involucra a la prestación de tal servicio que, más allá del carácter del sujeto prestador, habilita que las causas tramiten ante dicha jurisdicción por razón de la materia.


      Comamala, Marcos Pablo c/ CTI - Compañía de Teléfonos del Interior S.A. s/ ordinario


      COMP. 50, L. XLIII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Dilucidación de aspectos propios del derecho público: ausencia de inconvenientes para que también rijan, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


      Si de los hechos de la causa resulta con meridiana claridad la dilucidación de aspectos propios del derecho público, ello no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


      Robledo, Lidia Amelia Ramona c/ Aguas Argentinas y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 1419, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Incompetencia de la justicia federal ante un reclamo que cuestiona la modalidad de pago de la prestación complementaria por fallecimiento estatuida en la Ley de Riesgos del Trabajo.


      Toda vez que la pretensora formalizó un planteo dirigido -centralmente- a cuestionar la modalidad de pago de la prestación complementaria por fallecimiento estatuida en la Ley de Riesgos del Trabajo, en orden a la naturaleza común de la legislación en materia de los riesgos del trabajo e índole privada de los sujetos involucrados, incumbe concluir que el supuesto resulta ajeno a la excepcional competencia de la justicia federal.


      I., Virginia Rosana en representación de sus hijos c/ Arauca Bit A.F.J.P. s/ amparo


      COMP. 794, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Incompetencia de la justicia federal: objeto del juicio principal relacionado con el ejercicio por particulares de una acción personal por daños y perjuicios derivados de la presunta conducta culposa de profesionales médicos.


      No corresponde la intervención de la justicia federal toda vez que de la causa se desprende que el objeto del juicio principal está relacionado con el ejercicio por particulares de una acción personal por daños y perjuicios derivados de la presunta conducta culposa de profesionales médicos, materia que, dada su especificidad, remite al estudio de aquellos aspectos regidos por leyes civiles.


      Gerometta, Marcelo Guillermo y otros c/ Hughes, Nury May y otro s/ daños y perjuicios


      COMP. 228, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual: fuero principal constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación.


      Cuando se trata de pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio y, a falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del domicilio del demandado, o de celebración del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación. El conocimiento y la decisión por los tribunales federales de las causas entre vecinos de diferentes provincias tiene por objeto amparar al vecino extraño que se ve obligado a litigar en la provincia y con los jueces de la contraria, con lo cual, para que proceda, es esencial, de un lado, que lo invoque el vecino de extraña provincia, ya que a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero; y de otro, probar que se han reunidos los extremos necesarios para su procedencia, toda vez que se trata de un fuero de excepción. La vecindad en una provincia a los efectos del fuero conforme lo prescribe el Art. 11 de la Ley 48 , es adquirida por la residencia efectiva de la persona en un lugar con el ánimo de permanecer en él, cuestiones cuya determinación no depende solamente de las declaraciones hechas por el interesado con fines electorales, o de otra índole, ni de las certificaciones de autoridades públicas, sino de las múltiples circunstancias de hecho que permitan comprobarla con los caracteres exigidos por la ley. Toda vez que no se verifican los extremos necesarios para que exista la distinta vecindad en una provincia a los efectos del fuero conforme lo prescribe el Art. 11 de la Ley 48 , debido a que, no obstante la actora al haber denunciado como último domicilio real el sito en la ciudad de Tucumán, de las constancias de autos surge que el mismo se encontraba en la ciudad de Salta, dicha circunstancia, por lo tanto, autoriza a sostener, razonablemente, que no se hallaría acreditada en forma fehaciente la distinta vecindad alegada por la actora -a quien incumbe la carga de la prueba- a los fines de que surta el fuero federal, cuya procedencia requiere la prueba de los extremos necesarios para su otorgamiento (art. 332 del C.P.C.C.N.) dado el carácter renunciable del fuero por razón de la persona. En virtud de lo expuesto, corresponde pronunciarse en favor de la competencia de la justicia local, máxime cuando existen dudas respecto a los recaudos condicionantes del fuero de excepción.


      Jiménez, Josefa Delicia c/ Pussetto Salta S.A. s/ daños y perjuicios


      COMP. 1812, L. XLI, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia y Estado nacional demandados en causas cuya materia versa sobre la responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio. Fueros ante los cuales deben ser demandadas.


      La Provincia debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito -responsabilidad extracontractual, por falta de servicio- es de derecho público provincial y el Estado Nacional deberá serlo ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      Becce, Cándido Roque c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


      B. 1872, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia y Estado nacional demandados en causas cuya materia versa sobre la responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio. Fueros ante los cuales deben ser demandadas.


      En aquellos casos en que el objeto del reclamo verse sobre la responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio imputada tanto al estado provincial cuanto al Estado Nacional, la provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      Ascani, Armando c/ Estado Nacional (Buenos Aires citada como tercero) s/ Daños y perjuicios


      A. 2088, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia y Estado Nacional demandados en causas cuya materia versa sobre la responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio. Fueros ante los cuales deben ser demandadas.


      La Provincia [...] debe ser demandada en sede local puesto que el pleito requiere para su solución la previa interpretación y examen de actos administrativos y legislativos de derecho público provincial y la aplicación de normas de ese carácter y, por otra parte el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional. Aunque el actor, en su demanda haya dado a su pretensión el carácter de una mera reclamación patrimonial originada en un accidente de tránsito, atribuyendo responsabilidad al Estado provincial -al menos concurrentemente- la causa no reviste naturaleza civil.


      Almada, Sebastián Ariel otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      A. 2516, L. XLI, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia y Estado Nacional demandados en causas cuya materia versa sobre la responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio. Fueros ante los cuales deben ser demandadas.


      La Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia, en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      Del Bene, Gustavo Claudio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      D. 1530, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Provincia y Estado Nacional demandados en causas cuya materia versa sobre la responsabilidad extracontractual derivada de la falta de servicio. Fueros ante los cuales deben ser demandadas.


      Las Provincia [...] debe ser demandada en sede local puesto que la materia del pleito -falta de servicio- está regida por el derecho público provincial y, el Estado Nacional le corresponden los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental), en los que encontrará así satisfecho su privilegio constitucional.


      Salva, Luciana Elisabet y otro c/ Estado Nacional y otros (La Pampa) s/ Daños y perjuicios


      S. 1787, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Conflicto interno suscitado entre miembros de una asociación civil. Competencia de la justicia civil en razón de la materia.


      Cuestiones como las que se plantean en autos, referidas, principalmente, a la remoción de las autoridades de una asociación civil, declaración de nulidad de los actos emanados de sus órganos de gobierno (Mesa ejecutiva y Consejo Directivo), reposición de uno de sus asociados al cargo de Presidente de esos órganos, suspensión de la celebración de asambleas ordinarias y extraordinarias y la imputación de infracciones estatutarias por parte de sus integrantes, conducen, con influencia decisiva, al estudio de cuestiones que, por involucrar la eficacia y validez de lo decidido por las autoridades y órganos de gobierno de una asociación civil, la actividad desarrollada por sus asociados en su ámbito interno y la responsabilidad por los daños y perjuicios ocasionados, habilitan que las causas tramiten ante la justicia civil por razón de la materia.


      González, Rodolfo c/ Vaisman, Marcos y otros s/ medidas precautorias


      COMP. 937, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Demanda por falta de servicio contra un nosocomio y sus profesionales médicos y agentes administrativos. Materia de derecho público. Competencia de la justicia contencioso administrativo.


      La presente causa debe tramitar ante el fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Toda vez que de la demanda surge que los actores atribuyen responsabilidad al hospital público por la presunta falta de servicio en la que habrían incurrido sus dependientes -profesionales médicos y agentes administrativos-. Dicha materia, compromete con influencia decisiva al estudio de cuestiones propias del derecho público. En nada obsta a la adopción de tal criterio, la circunstancia que en el sub lite pudieran ser aplicables normas derivadas del derecho común por cuanto la Corte Suprema ha señalado que, si de los hechos de la causa resulta con meridiana claridad la dilucidación de aspectos propios del derecho público, ello no se desvirtúa frente a la particularidad que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


      Kelly, Sandra Rosana y otros c/ Suárez, María Teresa Beatriz y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 1092, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Reclamo por mala praxis médica. Artículos 43 inc. b) del decreto-ley nº 1285/58, Competencia de la justicia civil.


      El accionante formalizó un planteo contra la aseguradora de riesgos de trabajo de su empleador dirigido, en suma, a obtener el abono de un resarcimiento integral por el obrar ilícito en la atención brindada ante el infortunio laboral acaecido. La naturaleza del problema a dilucidar se encuentra comprendida, substancialmente, en el ámbito del derecho civil, toda vez que la Corte ha decidido que es competente la justicia en la materia para entender en los daños y perjuicios derivados de actos ilícitos con fundamento en las previsiones de los artículos 1109 y 1113 del Código Civil, conforme al artículo 43, inc. b), del decreto-ley nº 1285/58.


      S., C. A. c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos de Trabajo s/ ordinario


      COMP. 1001, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Beneficiario de "Plan Jefes de Familia" demanda por incapacidad. Competencia de la justicia laboral.


      Tras cuestionar la constitucionalidad de diversos preceptos de la Ley de Riesgos del Trabajo, el actor emprendió una acción a fin de obtener un resarcimiento por incapacidad, fundando su reclamo principalmente en los artículos 1074, 1109 y 1113 del Código Civil y 12, 15, 75 y 277 de la Ley de Contrato de Trabajo; la Ley nº 19.587 y en el decreto nº 911/96; haciendo hincapié, en ocasión de apelar, en la existencia de una relación laboral. En tales condiciones y en el contexto de los artículos 20 y 21, inciso a), de la Ley nº 18.345, corresponde restituir la causa al Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo a sus efectos.


      Pineda, Ángel Antonio c/ Provincia ART S.A. y otro s/ accidente - acción civil


      COMP. 1004, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Amparo por cese del descuento salarial mensual en concepto de “cuota solidaria”. Cuestiones de derecho colectivo laboral y común. Fuero laboral.


      En ese contexto, los litigantes -sujetos particulares- se domicilian en igual jurisdicción territorial, así como, también, que el objeto de la pretensión involucra el examen de aspectos regidos por normas de derecho colectivo laboral y común, en general, encontrándose, por lo tanto, comprendido en la zona de reserva jurisdiccional de las provincias establecida por el artículo 75, inciso 12, de la Ley Suprema. En tal sentido, la Corte tiene sentado que la intervención del fuero federal en el orden local es de excepción, vale decir, que se encuentra circunscripta a las causas que le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.


      Dafnos, Nicolás y otros c/ Sindicato de Empleados de Conductores de Remises s/ Amparo


      COMP. 676, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Indemnización por daños y perjuicios. Accidente de trabajo. Fuero laboral.


      Corresponde a la Justicia Nacional del Trabajo entender en el supuesto en que se demanda a una entidad nacional y a un sujeto privado por los daños derivados de un infortunio laboral sufrido por uno de los empleados de la primera, con apoyo en la ley común; máxime, cuando se debate la validez de normas inherentes a los riesgos y contrato de trabajo y cuando el criterio para atribuir la competencia debe referirse al encuadramiento que invoca el actor y que, presumiblemente, puede llegar a tener influencia decisiva en la solución del pleito.


      Ortega, Patricia Martha c/ Mapfre Art S.A. y otro s/ accidente - acción civil


      COMP. 965, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Actos y normas propias del derecho público: respeto al sistema federal y autonomías provinciales. Justicia local.


      El Estado Nacional, pese a estar nominalmente demandado, no resulta ser parte sustancial en la causa y, además, el planteamiento que se efectúa en la demanda determina que para resolver la cuestión se deban examinar actos y normas propias del derecho público local. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


      Comunidad Aborigen de Tekoa Ima y de Kapii Yvate c/ Estado Nacional y Provincia de Misiones s/ Demanda ordinaria de acción de reconocimiento de posesión y propiedad comunitaria indígena y daños y perjuicios.


      COMP. 907, L. XLIII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Club de campo: régimen aplicable a un copropietario deudor de expensas comunes. Ley de sociedades comerciales. Corresponde a la justicia comercial.


      En el caso, de la lectura de los hechos relatados en la demanda, es claro que la relación que vincula a las partes en litigio, es de carácter societaria, en orden a que se encuentra regida por un estatuto de índole mercantil. Asimismo la accionante se constituyó bajo la forma de una sociedad anónima regulada por la Ley 19.550; y la deuda se reclama a un propietario que reviste en ella el carácter de accionista. En atención a que el objeto principal de la presente acción, está vinculado prima facie con la interpretación, el sentido y/o alcance de las obligaciones nacidas del estatuto de una sociedad anónima (conf. Art. 3°, Ley N° 19.550), la naturaleza de la cuestión se encuentra comprendida en el ámbito del derecho comercial y particularmente societario, circunstancia que torna aconsejable asignar el conocimiento a los tribunales comerciales especializados en esa materia.


      Club de Campo Haras del Sur S.A. c/ Simone, Pablo s/ ejecutivo


      COMP. 535, L. XLIII, 17 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Daño ambiental por la disposición de basura. Basurero Municipal. Aspectos propios de derecho público. Respeto al sistema federal y a las autonomías provinciales. Justicia local.


      En el caso, no se encuentra acreditado; con el grado de verosimilitud suficiente que tal denuncia importe y exige para su escrutinio, que "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales" (art. 7° de la Ley 25.675), de modo de surtir la competencia federal. Por lo tanto, sin perjuicio de que tras una evaluación científica -cuya seriedad será examinada por el juez correspondiente- pueda llegar a determinarse con suficiente verosimilitud el carácter interjurisdiccional de que se trata, es mi parecer que el planteo de la actora tendiente a obtener que se adopten medidas de política ambiental debe ser ventilado, en las circunstancias actuales, ante la justicia provincial, en cuya sede los actos u omisiones de autoridades provinciales serán ponderados por los jueces naturales a los efectos que la soberanía local ha querido darle. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el pactum foederis competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal (arts. 121 y ss. de la Constitución Nacional).


      Justicia Ambiental Asoc. Civil c/ Municipalidad de Concepción del Uruguay y otros s/ Ordinario


      COMP. 919, L. XLIII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Demanda contra Estado nacional. Validez de un acto administrativo. Subsecretaría de Defensa del Consumidor. Supuesta falta de competencia. Justicia nacional.


      De la exposición de los hechos se desprende que el objeto de la acción es cuestionar la validez de un acto administrativo (resolución 189/05), emanado de autoridad nacional, al que se le imputa haber sido dictado sin competencia, así como tener otros vicios que lo invalidarían en los términos. En tales condiciones, la causa debería ser resuelta por el fuero nacional en lo contencioso administrativo federal, puesto que lo que se está discutiendo es la validez de un acto emanado de autoridad nacional y, por lo tanto, la materia en debate, su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer, permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa, en los términos del Art. 45, inc. a) de la Ley 13.998.


      Lauga, Gabriela Beatriz c/ E.N. - Ministerio de Economía - Secretaria Coord. Técnica Resol. RESOL 189/05 s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 900, L. XLIII, 02 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Reparación por daños y perjuicios y salarios caídos. Quiebra de la empleadora. Falta de incorporación del trabajador a la continuadora comercial. Falta de relación laboral. Competencia de la justicia civil.


      Del escrito de inicio se desprende que, con sustento en la ley civil y laboral, el accionante formalizó un planteo contra la demandada reclamando daños y perjuicios y los salarios devengados y no percibidos a raíz de una presunta maniobra procesal. En consecuencia, por su naturaleza, el problema a dilucidar se encuentra incluido, substancialmente, en el ámbito del derecho civil, materia comprensiva de las acciones por daños y perjuicios derivados de actos ilícitos, máxime, cuando entre las partes no medió relación laboral, siendo el planteo extraño a los términos de los artículos 20 y 21 de la Ley Orgánica y la vinculación del tema con la disciplina del trabajo, mediata, ya que el reclamo se ha dirigido contra una persona jurídica que no es empleadora del actor.


      Lusto, Carlos Alberto c/ La Nueva Metropol S.A.T.A.C.I. s/ Daños y perjuicios


      COMP. 1105, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Pretensión de suspensión de tributos locales sobre una actividad alcanzada por normas federales. Declaración de incompetencia. Procedencia del recurso extraordinario.


      La pretensión de la actora exige, esencial e indubitablemente, establecer, en forma previa, si el municipio demandado, al ejercer las facultades tributarias que se cuestionan, ha invadido un ámbito de competencia que es propio de la Nación y tal circunstancia determina que la causa se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución, a las que alude el Art. 2°, inc. 1°), de la Ley 48 , ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Ello es así, pues está controvertida la potestad tributaria local sobre una actividad que se desarrolla al amparo de normas federales.


      Perales, Aguilar S.A. c/ Municipalidad de Trelew s/ Medida cautelar de no innovar


      P. 424, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia Federal.


      Competencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social en los casos en que la acción se inició con arreglo al artículo 15 de la Ley nº 24.463, texto según Ley nº 24.655.


      La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos interpuestos contra sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al artículo 15 de la Ley nº 24.463, texto según Ley nº 24.655.


      AFIP c/ Scaglia, Julio s/ incidente


      COMP. 1265, L. XLII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia federal en las causas donde se plantea la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos.


      Toda vez que las cuestiones planteadas conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la "estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos"; relaciones que se hallan regidas o alcanzadas por normas federales, corresponde que las causas sean tramitadas ante dicha jurisdicción ratione materiae.


      A., Patricia Sandra c/ Asistencia Prepaga San Isidro s/ amparo


      COMP. 916, L. XLIII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia federal en las causas en que la Nación -o una entidad nacional- sea parte.


      Compete a la justicia federal conocer en las causas en que la Nación -o una entidad nacional- sea parte, máxime, cuando al no haber sido notificado aún el organismo citado de la demanda, nada puede inferirse en términos de una eventual prórroga en favor de la jurisdicción ordinaria.


      Liberty A.R.T. S.A. c/ Superintendencia de Seguros de la Nación s/ acción meramente declarativa


      COMP. 247, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia federal en una causa donde el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados resulta codemandado.


      Toda vez que en autos ha sido codemandado el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI), entidad que, comprendida en las previsiones del artículo 14 de la Ley 19.032, invocó su derecho a la jurisdicción federal, cabe concluir que la causa deba seguir con su trámite ante el fuero de excepción.


      Kaczmar, María Angélica y otros c/ Hospital Privado Ntra. Sra. De la Merced y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 287, L. XLIII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de la justicia federal ratione personae: demanda instaurada contra entidades nacionales.


      Corresponde declarar la competencia de la causa a la justicia federal ratione personae, por cuanto tiene dicho la Corte Suprema que si la demanda se instaura contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona y sólo es renunciable a favor de la justicia provincial, toda vez que se trata de un privilegio que en el caso sólo concierne al Estado Nacional.


      Tagliani, Aurelio c/ Asociación Cooperativa Argentina Coop. Ltda. y otra s/ división de condominio


      COMP. 908, L. XLIII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para determinar la competencia del fuero Contencioso Administrativo. Inexistencia de unanimidad.


      No existe unanimidad de criterio para definir el elemento determinante de la competencia contencioso administrativa, puesto que, si bien alguna parte de la doctrina afirma que es el sujeto, otra parte de ella sostiene que está constituido por la materia en debate, es decir, por su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer para resolver la contienda. Se excluye del concepto de "causa civil" a los casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en aquéllos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.


      Abiuso, Dante Raúl c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


      COMP. 190, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Entidad del Estado citada a juicio: competencia de la jurisdicción federal.


      Cuando una entidad del Estado es citada y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero, en los términos del Art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, procede la jurisdicción federal.


      Assupa c/ Shell Compañía Argentina de Petróleo s/ Daños y perjuicios


      COMP. 1041, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal.


      La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116); el primer supuesto lleva, centralmente, el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que el segundo procura, en lo esencial, asegurar la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. La procedencia de la jurisdicción federal ratione personae o ratione materiae, posee carácter excepcional y está circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes, las cuales son de interpretación restrictiva. Toda vez que el caso se trata de un proceso local de ejecución de títulos de crédito regido por normas de derecho común, los planteos relacionados con la legitimidad, interpretación y aplicación de las normas federales dictadas con motivo de la emergencia en materia de pesificación de las deudas en moneda extranjera (ley 25.561 y concs.), invocadas en el marco de un proceso en que se reclama el cobro de pagarés no resultan suficientes para desplazar a los jueces provinciales del conocimiento del juicio. Máxime cuando en el caso no concurren los presupuestos previstos en los artículos 1º y 2º de la Ley provincial 12.871 -que remiten a los arts. 1º y 6º, Ley 25.587-, a los efectos de determinar la competencia de los tribunales federales, en tanto no fue demandado el Estado nacional, ni una entidad del sistema financiero, de seguros, ni mutuales de ayuda económica, ni tampoco se discute, en esta instancia, la admisibilidad de la medida cautelar. Los jueces de todos los fueros e instancias se encuentran habilitados para ejercer el control de constitucionalidad, siempre que exista un "caso" o "causa" contencioso, en los términos de la doctrina de la Corte, es decir aquellos en los que se persigue en concreto la determinación del derecho entre partes adversas (art. 2º de la Ley 27), requisito indispensable para que el Poder Judicial ejerza su jurisdicción.


      Luján, Jorge c/ Perello, Julio s/ ejecutivo


      COMP. 305, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Acción contra el Ministerio de Trabajo de la Nación. Justicia federal.


      Para determinar la competencia se debe atender al relato de los hechos efectuado en la demanda y al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En el caso, como quedó expuesto, los actores promovieron una acción de amparo -y una medida cautelar de no innovar- contra el Ministerio de Trabajo de la Nación, entre otros, a fin de que se impida la homologación del Convenio Colectivo del ramo -en particular, su cláusula nº 44- en trámite ante la citada dependencia administrativa, y se invalide la disposición mencionada. En el marco citado, resulta aplicable al caso la jurisprudencia del Máximo Tribunal en orden a que compete a la justicia federal conocer en las causas en que la Nación -o una entidad nacional- sea parte; máxime, cuando al no haber sido notificado el organismo citado de la demanda, nada puede inferirse en términos de una eventual prórroga en favor de la jurisdicción ordinaria.


      Alfonso, Mario Jindor y otros c/ Sindicato de Trabajadores Aceiteros- Desmotadores de Algodón s/ amparo y medida cautelar


      COMP. 514, L. XLIII, 06 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Solicitud de matrícula habilitante para la provisión de gas natural. Justicia federal.


      En el caso la actora inició una acción de amparo con la finalidad de que una empresa licenciataria del servicio de provisión de gas natural le otorgue una matrícula habilitante. En tal sentido, incumbe puntualizar que el reclamo se relaciona con la aplicación de normas de naturaleza federal, como son las que integran el Marco Regulatorio del Gas –Ley 24.076 y reglamentarias-, por lo que compete -ratione materiae- a la justicia de excepción.


      E.C.C. Ingeniería S.H. c/ Gasnor S.A. s/ acción de amparo


      COMP. 251, L. XLIII, 18 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Apelación de la resolución de Comisión Médica. Armada Argentina como demandado autoasegurado. Competencia de la justicia federal.


      Procede en el caso la intervención del fuero de excepción toda vez que se encuentra demandado, en su condición de supuesto "autoasegurado" en los términos de la Ley de Riesgos del Trabajo, el Estado Nacional -Armada Argentina- quien, por otra parte, compareció deduciendo, entre otras defensas, excepción de incompetencia.


      Vagni, Claudio c/ Comisión Médica Nº 13 s/ apelación resolución administrativa


      COMP. 1326, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Protección de los datos personales. Datos informáticos de índole interjurisdiccional. Competencia de la justicia federal. Remisión a Fallos: 328:1252 y sentencia en autos Comp. 921, L. XL.


      Las cuestiones planteadas en autos, conducen, en último término, a obtener la protección de los datos personales referidos al actor, contenidos en archivos de datos informáticos de índole interjurisdiccional (Organización Veraz S.A) a los que tienen acceso entidades integrantes del sistema financiero, circunstancia que permite sostener, razonablemente, que la causa debe continuar con su trámite ante la justicia federal. La Corte sostuvo que es competente el referido fuero de excepción en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales (cf. Art. 36 inciso b, de la Ley 25.326).


      Avalos, Daniel Reynaldo s/ habeas data


      COMP. 1054, L. XLII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia que la Corte no debe resolver. Conflicto entre jueces federales de primera instancia. Cuestiones electorales.


      El Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traben entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término. Mas como en el sub lite la controversia se suscita entre dos jueces federales con competencia electoral, por una causa en la que se discuten cuestiones propias de esa materia, como son las relativas a las decisiones partidarias, aun cuando el proceso se encauce en el marco de una acción declarativa, aquélla debe encontrar solución en la decisión que al respecto adopte la Cámara Nacional Electoral, órgano jurisdiccional que ejerce la alzada sobre tales temas en todo el territorio nacional.


      Niccolai, Ángel Hugo y Ayuch, Raúl s/ Interponen acción declarativa de inconstitucionalidad y solicitan medida cautelar de no innovar


      COMP. 927, L. XLIII, 05 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Estrecha vinculación de la materia debatida en otra causa. Concurrencia de identidad de sujetos. Entidad bancaria demandada. Justicia federal.


      En lo que aquí interesa, corresponde reseñar que el juez provincial, al declarar su incompetencia, destacó la conexidad del presente con los autos: “Domínguez, Abel Enrique c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ medida autosatisfactiva”, iniciados con anterioridad, en los cuales la Alzada local declinó entender, remitiéndolas al fuero federal en donde quedaron radicadas. En virtud de la estrecha vinculación de la materia debatida en ambos procesos, así como de la concurrencia de identidad de sujetos, el sub lite deberá seguir su trámite por ante la jurisdicción federal, a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias o bien que decisiones que recaigan en uno de los procesos hagan cosa juzgada respecto de cuestiones ya planteadas en el otro. Por otro lado, y a mayor abundamiento, cabe destacar que la demandada es una entidad bancaria, cuestión que confirma la solución propuesta de acuerdo a lo prescripto por los artículos 1° y 6° de la Ley nº 25.587.


      Domínguez, Abel Enrique c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ cobro sumario de sumas de dinero


      COMP. 841, L. XLIII, 07 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios emergentes de accidente laboral en alta mar. Interviene la justicia federal.


      Resulta menester destacar la doctrina de esa Corte Suprema, erigida sobre la base, principalmente, de los artículos 116 de la Ley Fundamental y 610 y 616 de la Ley nº 20.094, que atribuye competencia al fuero de excepción para entender en acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional, máxime, habiendo acaecido el supuesto evento incapacitante en alta mar.


      Cutulle, Carlos Alberto c/ Di Biasi de Bueno, Carmela y otro/a s/ daños y perjuicios -209-


      COMP. 682, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Demanda contra el Estado Nacional y la Caja Nacional de Ahorro y Seguro (En liquidación). Corresponde a la justicia en lo civil y comercial federal.


      El resolutorio del juez del trabajo en cuanto hizo lugar al planteo de competencia territorial, formulado por los pretensores, a favor de los tribunales federales con jurisdicción de la Ciudad de Bahía Blanca, conforme a los fundamentos esgrimidos, no resulta admisible por haber sido efectuado el pedido tardíamente, toda vez que en virtud de la presentación de la demanda aquéllos se han sometido expresamente a los jueces nacionales con asiento en esta Capital Federal. En cuanto a la competencia por razón de la materia y de la persona, se remite –en lo pertinente- los fundamentos de los precedentes "Hidalgo, Enrique José”, Comp. 1281: L XL; y "Lazcano, Julia Susana", Comp. nº 1615; L. XL.


      Iriart de Dorado, Marta Alicia y otros c/ Estado Nacional y otro s/ seguro de vida obligatorio


      COMP. 685, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Transferencias accionarias y acuerdos de concertaciones o fusiones en violación al régimen de competencia. Ley 25.156. Licencias de radiodifusión. Ley 22.285. Materia federal del proceso. Distinta vecindad de las partes litigantes. Competencia de la justicia federal en razón de la materia y de las personas.


      La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. En el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima y en el segundo, en cambio, procura asegurar -entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte y cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias. Por aplicación de tales principios, la inhibitoria es procedente y, entonces, corresponde declarar la competencia del juez federal para conocer en la causa que tramita ante la justicia provincial, toda vez que concurren ambas situaciones. Surge de las copias de la demanda iniciada en esta última jurisdicción que dicho proceso tiene por objeto obtener la nulidad de todas y cada una de las transferencias accionarias y acuerdos de concertaciones o fusiones entre las demandadas (incluida una de las actoras del sub discussio), por violación al régimen de defensa de la competencia de los mercados, así como que se declare la caducidad de las licencias de radiodifusión que aquéllas poseen en virtud de las previsiones de la Ley federal 22.285. En tales condiciones, las materias de ese pleito son de naturaleza federal, tanto en lo que concierne a la interpretación de la Ley de Defensa de la Competencia como en lo atinente a la aplicación e inteligencia de la Ley de Radiodifusión, por lo que están reservadas al conocimiento de la justicia de excepción y excluidas de la competencia de los tribunales locales. Por otro lado, la competencia federal también corresponde en razón de las personas por la distinta vecindad de las partes litigantes.


      Multicanal S.A. y otro c/ Conadeco - 527/05 y otro s/ Acción declarativa de certeza


      COMP. 598, L. XLIII, 07 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al supuesto II del precedente Comp. 748 L XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/Bank NA s/acción meramente declarativa”.


      Modica, Jorge F. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - dtos. 1570/01 y 214/02 s/ amparo Ley 25.561


      COMP. 623, L. XLIII, 06 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Caracteres. Restrictiva.


      Acción declarativa contra Estado Nacional. Decreto 769/93. Transferencia de terminal portuaria del Estado Nacional a provincia. Disposición 28/96 y resolución 877/97. Control y avocación de la actividad portuaria.


      Cualquier actitud por parte del Estado Nacional, sea tendiente a evitar la revocación del permiso de uso o a avocarse al estudio y a la decisión de la solicitud de habilitación definitiva de la terminal portuaria, hubiera significado una intromisión en la jurisdicción provincial. Ello es así desde el momento en que el Puerto en cuestión fue transferido a la Provincia de Buenos Aires en los términos del Art. 12 de la Ley 24.093 y su decreto reglamentario 769/93 (transferencia de administración y dominio), hechos y actos que no fueron oportunamente impugnados por la actora y al serlo –al interponer una acción de amparo- demostraron una aquiescencia plena de su parte a la jurisdicción provincial. Asimismo, surge de autos que de los actos cumplidos por el Estado Nacional no cabe derivar que estuviera obligado a proceder como lo solicitó la empresa toda vez que la actora tenía un mero derecho en expectativa a que se le declarara la habilitación definitiva de la terminal portuaria y cualquier revisión de los contratos que el Estado local celebrare con los operadores portuarios en puertos de su propiedad resultaría totalmente ajena a la jurisdicción de las autoridades nacionales. El control de la actividad portuaria que dimana del Art. 22 inc. b de la Ley 24.093 -en el que la actora funda su agravio- se dirige específicamente al cumplimiento de las normas en el orden nacional -habilitaciones portuarias otorgadas por el Estado Nacional y puertos de propiedad nacional- pero nada dice respecto del control sobre los puertos provinciales, más allá de establecer que corresponde a la autoridad de aplicación de la ley -que será la que determine el Poder Ejecutivo en el ámbito de la cartera económica- que, a requerimiento de las provincias y/o municipios que promuevan instalaciones de puertos en sus respectivos territorios, les dé asesoramiento técnico y jurídico. El yerro del argumento de la actora parte de pretender la aplicación de una norma nacional a un puerto de jurisdicción territorial provincial por entender que la transferencia del Puerto Dock Sud del Estado Nacional a la Provincia de Buenos Aires es ilegal, reiterando un planteo que ya fue resuelto por la Corte en sentido contrario a dicha postura.


      Distribuidora Química S.A c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


      D. 439, L. XXXIII, 03 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia Originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Acción declarativa de inconstitucionalidad entablada por magistrados judiciales contra una provincia. Garantía constitucional de independencia e intangibilidad de las remuneraciones. Art. 110 de la Constitución Nacional. Causa de contenido federal donde es parte una provincia. Competencia originaria de la Corte Suprema.


      Lo medular de la disputa remite directa e inmediatamente a determinar si se encuentran afectadas las garantías de independencia e intangibilidad de los sueldos de los jueces provinciales previstas en los arts. 1°, 5° y 110 de la Constitución Nacional, que constituyen uno de los pilares en que se estructura y organiza el poder del Estado local y que hacen a la esencia de la forma republicana de gobierno, cuya trascendencia, entonces, excede el marco del derecho público local y se proyecta al ámbito de vigencia de la Constitución Nacional. Si bien la Constitución Nacional garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones y la elección de sus autoridades sin intervención del gobierno federal (arts. 5° y 122), las sujeta a ellas y a la Nación al sistema representativo y republicano de gobierno (arts. 1° y 5°), encomendando a la Corte el asegurarla (art. 116) con el fin de lograr su funcionamiento y el acatamiento a aquellos principios que todos en conjunto acordaron respetar al concurrir a la sanción de la Constitución Nacional. Es por ello, y con el propósito de lograr el aseguramiento de ese sistema, que en el Art. 117 el constituyente le ha asignado a la Corte Suprema competencia originaria, en las causas en donde es parte una provincia y versan sobre cuestiones federales, tal el caso en cuestión.


      Uliarte Arlington, Roberto y otros c/ Provincia de Mendoza s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      U. 35, L. XLIII, 22 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Precedentes A. 216, XXXVIII, “Agrar S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ daños y perjuicios”, y B. 2303, XL, "Barreta, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios". Excepción a doctrina de la Corte por razones de economía procesal.


      La Corte, como juez de la causa podría hacer lugar a la petición de los actores y mantener su competencia en el sub lite haciendo una excepción a la aplicación de la nueva doctrina teniendo en cuenta el prolongado trámite en esa instancia originaria de las causas relacionadas con este luctuoso accidente en el que murieron tantas personas, haciendo hincapié para ello en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia, a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


      Chayle, Ramón Antonio y otra c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      C. 1829, L. XXXIX, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia originaria de la Corte. Precedentes A. 216, XXXVIII, “Agrar S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ daños y perjuicios”, y B. 2303, XL, "Barreta, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios". Excepción a doctrina de la Corte por razones de economía procesal.


      La Corte, como juez de la causa podría hacer una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina teniendo en cuenta el prolongado trámite en esa instancia originaria de las causas relacionadas con este luctuoso accidente en el que murieron tantas personas haciendo hincapié para ello en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


      Dorado, Leonardo Favio y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      D. 994, L. XL, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al dictamen de la causa P. 1575, XLII, Originario "Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A.”. Competencia originaria del Tribunal.


      Previsol compañía de seguros de vida S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      P. 703, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios por accidente automovilístico en ruta provincial. Entidad autárquica ajena a la administración central del Estado local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el Art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la actora demanda, entre otros, a la Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires, quien según lo previsto por la Ley local 7943/72 es una entidad autárquica, con capacidad jurídica para actuar en los ámbitos de derecho público y privado (art. 1°). En consecuencia, al no integrar la administración central del Estado local no se identifica con éste. En tales condiciones, la Provincia no resulta ser la titular de la relación jurídica sustancial en la que se funda el reclamo y, por ende, no cabe tenerla como parte en la litis.


      Sofía, Virginia c/ Camino del Atlántico S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


      S. 703, L. XLIII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios por accidente de tránsito ocurrido en ruta provincial. Cuestión de derecho público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En el sub lite, se configura la última de las hipótesis enunciadas, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, el actor deduce su pretensión contra la Provincia -entre otros- atribuyéndole responsabilidad extracontractual por los daños y perjuicios sufridos a raíz de un accidente automovilístico ocurrido en una ruta provincial, en razón de ser propietaria de aquélla y porque uno de sus órganos -la policía local- omitió cumplir con los deberes a su cargo en materia de seguridad vial. En tales condiciones y dado que la competencia en razón de la materia es de orden público y por lo tanto improrrogable, el sub examine debe tramitar ante la Justicia provincial.


      Gianini, Eduardo Daniel c/ Pua, Mario Dante s/ Daños y perjuicios


      G. 1318, L. XLII, 10 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios por falta de atención, negligencia y/u omisión que sufrió detenida durante el embarazo. Cuestiones de derecho público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra la Provincia y contra el Estado Nacional resulta inadmisible toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, la Provincia deberá ser demandada en sede local y el Estado Nacional ante los tribunales federales de baja instancia (art. 116 de la Ley Fundamental) en los que encontrarán así satisfecho su privilegio constitucional. Tampoco procede dicha instancia por ser parte la Provincia de Buenos Aires, toda vez que en tales casos resulta esencial que la materia sobre la que versa el pleito, sea civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local, hipótesis que se presenta en autos.


      Sierra, Ana Lorena c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


      S. 820, L. XLIII, 11 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios por mala praxis en hospitales públicos. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Ausencia de cuestión federal.


      La Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del Art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a los casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial al Estado local por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido alguno de sus órganos, por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.


      D., D. H. c/ Río Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      D. 707, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia y Estado Nacional por daños y perjuicios. Contaminación derivada de Centro Atómico. Comisión Nacional de Energía Atómica. Litisconsorcio pasivo necesario. No procede el precedente “Altube”. Competencia originaria del Tribunal.


      En relación al primer grupo de pretensiones, cabe recordar lo resuelto por la Corte, a partir de lo cual el Tribunal decidió no intervenir más en los supuestos en que únicamente se invoque su competencia originaria en razón de la naturaleza de las partes demandadas y citadas en el proceso, es decir, cuando una provincia y el Estado Nacional conformen un litisconsorcio pasivo, ya sea por acumulación subjetiva de acciones o por ser citados como terceros al pleito. No obstante, la excepción a tal principio se produce cuando concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, en los términos del Art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya sea en razón de una previsión legal o por la naturaleza de la relación o situación jurídica controvertida. Dicha hipótesis es la que se configura en el sub examine. En efecto, ello es así, puesto que el Art. 31 de la Ley 25.675 de Política Ambiental Nacional, que establece los presupuestos mínimos de protección en materia de medio ambiente, consagra la regla de la solidaridad cuando la responsabilidad del daño producido es atribuida a más de un causante. En este orden de ideas, aquél también está dado por la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, que es de carácter inescindible, la cual exige ineludiblemente la integración de la Litis con todos los involucrados en el daño ambiental colectivo que se alega, a los fines de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente. Una solución contraria a la que aquí se propone obligaría a la Provincia de Buenos Aires a litigar ante un magistrado federal que no es su juez natural, dada la inescindibilidad de la relación jurídica en que se funda la demanda, lo cual suscitaría una incongruencia con el mandato constitucional expreso que caracteriza como "exclusiva" la competencia originaria de la Corte frente a los otros tribunales federales. En relación al reclamo por daños y perjuicios individuales, éste deberá ser interpuesto ante los tribunales de cada una de las jurisdicciones, local o federal, según el caso, en razón de lo resuelto por la Corte.


      Asociación Ecológica de Pesca, Caza y Náutica c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      A. 460, L. XLI, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de daños y perjuicios por mala praxis médica. Cuestiones de derecho público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores resulta inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, deberán interponer sus pretensiones ante el fuero que corresponda según la persona que se optare por demandar. Tampoco procede dicha instancia por ser parte la Provincia, toda vez que en tales casos resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local, hipótesis que se presenta en autos.


      M., S. M. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      M. 774, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de usucapión a fin de que se declare la adquisición de dominio por prescripción adquisitiva. Naturaleza civil. Distinta vecindad de las partes. Competencia originaria de la Corte.


      La competencia originaria de la Corte, conferida por el Art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito, toda vez que la Corte para solucionar el pleito deberá aplicar, sustancialmente lo dispuesto en los arts. 2506 a 2523, 2571, 2572 y siguientes del Código Civil con respecto al derecho de dominio, como así también los arts. 3999 y 4015 de dicho Código sobre prescripción, todo lo cual confirma la naturaleza civil de la materia en debate. Por ello, de tener la Corte por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto del Estado local con las constancias obrantes en el expediente, la causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


      Beguerie de Ruiz Frías, María Celina Julieta c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Usucapión


      B. 522, L. XLII, 02 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por daños y perjuicios contra provincia. Pretensa responsabilidad extracontractual del Estado local: falta de servicio de uno de sus órganos. Improcedencia de la competencia originaria de la corte. Justicia local.


      Se excluye de la competencia originaria de la Corte a los casos en los que -como ocurre en el sub examine- se pretende atribuir responsabilidad patrimonial al Estado local por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido alguno de sus órganos, por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.


      Espeche, Celia Gladys c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


      E. 159, L. XLIII, 27 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Pretensión de partida de nacimiento sin nota marginal de la sentencia de adopción. Ausencia de cuestión de carácter federal.


      Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, es cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. Es por ello que la causa no constituye una cuestión de exclusivo carácter federal, requisito ineludible para que proceda la competencia originaria de la Corte, puesto que el planteamiento de los actores involucra, en forma implícita, una cuestión conjunta de orden federal y local, toda vez que el asunto está directa e inmediatamente relacionado con la aplicación e interpretación de preceptos constitucionales de naturaleza provincial, a las que deberá acudir el intérprete para resolver el pleito.


      F., T. G. S. de y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      F. 586, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Inadmisibilidad de la competencia originaria de la Corte. Acumulación subjetiva de pretensiones: ausencia de razones que la autoricen. Necesidad de interponer las pretensiones ante el fuero que corresponda.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Universidad Nacional de Buenos Aires (U.B.A.), la Provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulta inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, no existiendo, en principio, razones que autoricen dicha acumulación. Por ende, deberán interponer sus pretensiones ante el fuero que corresponda según la persona que se optare por demandar. Tampoco procede dicha instancia por ser parte la Provincia de Buenos Aires, toda vez que en tales casos resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local, hipótesis que se presenta en autos.


      Espinosa, Alejandro y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      E. 649, L. XXXVIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Planteo de nulidad del acto jurídico que desafectó como bien de familia un inmueble. Intervención no sustancial de la provincia. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      Ante todo, cabe recordar que para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal trianera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, no se cumple con el recaudo señalado, puesto que la intervención de la Provincia en el pleito tiene sólo un carácter nominal y no sustancial.


      Schuntz, Mirta Graciela c/ Cipressi, Francisco s/ Nulidad de acto jurídico


      S. 664, L. XLIII, 19 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Cuestión de competencia. Indemnización por daños y perjuicios provocados por policía. Cuestión de derecho público local. Desconocimiento de sentencia anterior de la Corte en la misma causa. Revoca sentencia.


      Al tomar intervención con motivo del anterior pronunciamiento de la cámara, que había declarado la competencia de los jueces civiles para entender en el sub lite, la Corte lo revocó por entender que resultaba aplicable la doctrina de Fallos: 326:1198. En esa oportunidad, se aclaró que no concurrían los requisitos para que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal, así como que la justicia nacional en lo civil tampoco era competente para conocer en el pleito, toda vez que las provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecen los arts. 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental. También se expuso en el dictamen del Ministerio Público Fiscal que precedió a esa sentencia, en términos que conviene reiterar, que esta última conclusión no se modifica por la circunstancia de que se haya citado a juicio a la compañía aseguradora, con domicilio en la Capital Federal –tal como sucede en estos autos-, pues en los casos de pluralidad de litigantes la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecin4ad o nacionalidad que le permita invocarlo, de acuerdo con lo que prevé el Art. 10 de la Ley 48 .


      Opazo, Constanzo Segundo y otro c/ Varela, Carlos Raúl y otros s/ Daños y perjuicios


      O. 98, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Regulación de honorarios. Demanda contra entidad autárquica, con capacidad jurídica para actuar en los ámbitos de derecho público y privado. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


      Al no integrar la administración central del Estado local no se identifica con éste, por ende, la provincia no resulta ser la titular de la relación jurídica en que funda el Estado Nacional la citación como tercero a juicio y, en consecuencia, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. En tales condiciones, dado que el Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


      Calabrese, Antonio c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario


      C. 731, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos B. 522, L. XLII, Originario, "Beguerie de Ruiz Frías, María Celina Julieta c/ Buenos Aires, Provincia de s/ usucapión".


      La Celina S.A. Agrícola Ganadera e Industrial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Usucapión


      L. 304, L. XLII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos P. 1575, L. XLII, Originario "Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ demanda ordinaria".


      Met AFJP S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ cobro de sumas de dinero


      M. 886, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto por Corte en autos E. 115. L. XXXIV, Originario "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa”.


      Nueva Chevallier S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      N. 209, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia Ordinaria.


      Conflicto negativo de competencia. Información sumaria para acreditar el estado de aparente matrimonio. Competencia de la justicia ordinaria.


      La accionante promovió información sumaria con el fin de probar su convivencia en aparente matrimonio a efectos de reclamar, más tarde, una prestación en el marco del artículo 53 de la Ley nº 24.241. En estas condiciones y a tenor de la doctrina de Corte en punto a que la jurisdicción federal es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye, no corresponde a dicho fuero el conocimiento de la información sumaria tendiente a acreditar la convivencia en aparente matrimonio de la interesada, aun cuando sea con el fin de obtener un beneficio previsional -pensión- por fallecimiento.


      Maggi, Delia Gloria c/ ANSES y/o Prorenta A.F.J.P. s/ información sumaria


      COMP. 1210, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Acción personal de índole comercial: no altera el debido funcionamiento de la obra social. Justicia ordinaria.


      Al hallarse en juego el ejercicio de una acción personal de índole comercial deducida por un particular contra una obra social, no cabe considerarla comprendida en el supuesta del artículo 38 de la Ley 23.661 que establece la competencia federal civil y comercial tan sólo para aquellas cuestiones que de un modo u otro resulten violatorias de los principios invocados por la referida ley y en la medida que los conflictos puedan afectar su instrumentación o planificación. En este orden de ideas, es claro que la acción planteada, al no exceder el marco del derecho comercial, no altera en modo alguno el debido funcionamiento de la obra social en su calidad de prestadora del servicio médico asistencial de sus afiliados en los términos de la ley citada.


      Central Médica S.R.L. c/ O.S.P.R.E.R.A. s/ medida cautelar


      COMP. 959, L. XLIII, 01 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Control de salud psicofísica de incapaz. Circunstancias análogas a las consideradas por el Tribunal en los autos Comp. 1524, XLI, “C., M. A. s/ Insania”. Justicia nacional en lo civil.


      Desde que la institución informó que la causante no se encuentra allí internada por haber sido retirada sin alta médica por su progenitora, -quien ejercería, en principio, la custodia de aquella-, con domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en marco de la citada doctrina de la Corte, la justicia nacional en lo civil debe entender y decidir en el control de la salud psicofísica de la presunta incapaz.


      F., F. s/ internación


      COMP. 1003, L. XLIII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Hechos estrechamente vinculados. Buena administración de justicia: trámite ante un solo juez


      Resulta aconsejable a los fines de una buena administración de justicia y desde que, en definitiva, se trata de tribunales nacionales, concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallan vinculadas a un mismo contrato. Cabe señalar que la Corte tiene dicho que el hecho de que no se configure una identidad total en relación a los sujetos involucrados y al objeto inmediato de los juicios, no obsta para que, aún cuando faltare alguno de estos elementos relacionados con el principio de conexidad, proceda su concentración ante un mismo juez si ambos se sustancian respecto de hechos estrechamente vinculados, con un objetivo final evidente, de manera que resulta por demás razonable unir todas las actuaciones ante un único tribunal, evitando así el riesgo del eventual dictado de sentencias contradictorias y favoreciendo la buena y correcta administración de la justicia.


      Pompas, Rafael c/ Estado Nacional - Ley 25.798 y otro s/ amparo


      COMP. 1075, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Internación de un incapaz. Principio de inmediatez del juez del lugar donde reside. Remisión a lo resuelto en Comp. 1524, XLI, “Cano, Miguel Ángel s/ Insania”.


      Toda vez que la causante se encuentra actualmente conviviendo con su madre -quién ejercería, en principio, la custodia de aquella- en la Provincia de Buenos Aires, en el marco de la doctrina de la Corte, la justicia ordinaria del referido estado provincial es la competente para entender y decidir en el control de su salud psicofísica.


      V., Elisa Laura s/ internación


      COMP. 779, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Obrar negligente en la atención de la enfermedad y accidente del accionante. Justicia civil.


      El objeto del juicio principal se relacionaría prima facie con la responsabilidad emergente del obrar negligente en la atención y asistencia de la enfermedad y accidente que sufriera el accionante por parte de los hospitales y profesionales médicos intervinientes. Materia que autorizaría, en este estado del trámite, a enmarcar la presente acción en el ámbito de la justicia nacional en lo civil; ello en virtud de la distribución de competencia que le fuera asignada por los artículos 43, inc. c) y 43 bis, inc. e), in fine, del decreto ley 1285/58, modificado por la Ley 23.637.


      Capurro, Carlos Orlando c/ Hospital Universitario Escuela y otro s/ medidas precautorias


      COMP. 1059, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia Territorial.


      Dilucidación del domicilio del causante en una cuestión de competencia.


      Cuando la prueba producida en relación al último domicilio del causante es poco clara o contradictoria, debe tenerse por cierto que él se encontraba en el lugar de su fallecimiento.


      García Fernández, Rafael Pedro s/ sucesión ab-intestato


      COMP. 1515, L. XLII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Resolución de cuestiones de competencia cuyo objeto atañe al interés de menores. Presunto abuso sexual cometido contra una menor de edad.


      En oportunidad de resolver actuaciones cuyo objeto atañe al interés de menores, corresponde otorgarle primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que la eficiencia de la actividad tutelar torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.


      A., Pamela D. y otro/a s/exhortos y oficios


      COMP. 420, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Acción de guarda judicial con fines de adopción. Interés superior del niño. Lugar donde vive el menor.


      La Corte en oportunidad de resolver actuaciones cuyo objeto atañe al interés de menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que consideró que la eficiencia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos. Es más, también se ha privilegiado en resguardo de la protección de incapaces el lugar de su internación sobre el principio de radicación. Esta solución, contribuye a una mejor protección a los intereses del niño, ya que favorece un contacto directo y personal con el órgano judicial, y una mayor concentración y celeridad en las medidas que deban tomarse en beneficio del incapaz.


      G., O. H. y A., S. c/ S., M. E. s/ guarda con fines de adopción


      COMP. 1169, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Internación de un incapaz. Remisión a lo resuelto en Fallos: 328:4832.


      D., José Antonio s/ internación (37)


      COMP. 1128, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 603, XXXIII, “Ucha, Edgardo Walter s/ Art. 10, decreto Ley provincial nº 10.067/83”.


      S., Florencia Ana s/ protección y guarda de persona


      COMP. 1078, L. XLIII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Pedido de nulidad de resolución administrativa provincial en distinta jurisdicción. Interviene la justicia del lugar del acto administrativo.


      La Corte tiene reiterado que es facultad del Máximo Tribunal otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas, aunque no hayan sido parte de la contienda, y, ponderada estrictamente, se trata ésta de una cuestión de índole administrativa local, instada por una persona con domicilio legal-y procesal- en la jurisdicción, de competencia, por ende, de la justicia provincial. No siendo óbice a lo expuesto la declaración de la interesada de no encontrarse en condiciones de instar el proceso en esa jurisdicción, desde que puede recabar a esos fines la representación oficial correspondiente.


      Jerzak, Ana María c/ Provincia de Río Negro - Ministerio de Educación s/ competencia


      COMP. 597, L. XLIII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 394 L. XLIII “Getzel, Danny Paul s/inhibitoria”, del 25 de junio de 2007. Corresponde a la justicia de la Provincia de Buenos Aires.


      Getzel, Danny Paul s/ inhibitoria


      COMP. 1424, L. XLII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los autos Comp. 603 L XXXIII “Ucha, Edgardo Walter s/art. 10, decreto Ley provincial n°10.067” y Comp. 914 L XLII “Montesino Raquel s/protección y guarda de personas”. Intervención de la justicia provincial por ser el lugar de residencia de la persona a proteger.


      D., J. A. s/ Medida de protección


      COMP. 795, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de Competencia.


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Richieri, Carlos Eduardo c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Recurso de hecho


      R. 172, L. XLII, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad de la declaración oficiosa de incompetencia por el juez en razón del territorio: restricción en forma expresa por el legislador.


      La admisibilidad de la declaración oficiosa de incompetencia por el juez en razón del territorio, está restringida en forma expresa por el legislador. En efecto, el artículo 4º, tercer párrafo, del Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación, dispone que no procede la declaración de oficio de incompetencia territorial en asuntos exclusivamente patrimoniales, pues ésta puede ser objeto de prórroga mediando conformidad de las partes (conforme artículo 11, segundo párrafo del código citado).


      Domínguez, María Teresa c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ amparo


      COMP. 857, L. XLIII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Análisis de la exposición de los hechos para resolver una cuestión de competencia.


      Para la determinación del tribunal competente corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda. En el caso en que el accionante, de conformidad con lo establecido en el Art. 1° del decr. 1290/94, promoviera información sumaria con el fin de acreditar su convivencia en aparente matrimonio, a efectos de reclamar ulteriormente una prestación de las legisladas en el Art. 53 de la Ley 24.241, y a tenor de la doctrina sentada por la Corte Suprema en punto a que la jurisdicción federal es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye, no corresponde a dicho fuero el conocimiento de la información sumaria mencionada, aun cuando sea con el fin de obtener un beneficio -pensión- por fallecimiento.


      Reyes, Alfredo Faustino s/ información sumaria


      COMP. 1446, L. XLII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Aplicación inmediata de las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia a las causas pendientes.


      Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes.


      Riquelme, Jose Leoncio c/ L.A.P.A. S.A. y otro s/ daños y perjuicios


      COMP. 360, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Artículo 9° de la Ley 26.086: objeto del plazo ordenatorio de quince días hábiles.


      El artículo 9° de la Ley 26.086 no ha establecido el plazo ordenatorio de quince días hábiles para la remisión de la causa con un alcance prescriptivo, sino con el objeto de evitar que frente a las nuevas disposiciones de modificación de las reglas de competencia en materia de concursos y quiebras, se dilate la remisión y, consecuentemente, el trámite de las actuaciones ante el juez natural y de origen.


      Banco de La Pampa c/ Blanco, Luis Alberto s/ ordinario


      COMP. 513, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Asimilación de dos presentaciones realizadas por la accionante en distintas jurisdicciones.


      Si bien en sede ordinaria la accionante dedujo una demanda contra la aseguradora de riesgos del trabajo, y en la jurisdicción federal planteó una apelación al dictamen de la comisión médica, cabe tener por asimiladas ambas presentaciones, pues en ambos casos se reclama, en definitiva, a propósito de la compañía de seguros, el incremento del porcentual de incapacidad reconocido por la Comisión Médica de la Provincia de Salta.


      Tejerina, Gloria Beatriz c/ A.R.T. La Buenos Aires Seguros S.A. s/ accidente de trabajo


      COMP. 77, L. XLIII, 26 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de superior común.


      La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de superior común. Pese al defectuoso modo en que se planteó el conflicto, razones de economía procesal autorizan a dejar de lado los reparos procedimentales y a dirimirlo sin más trámite, dada la índole de los derechos en disputa (el accionante, suboficial de la Policía Federal Argentina, inicia demanda dirigida a que se declare la nulidad del acto administrativo mediante el cual le fue denegado el reintegro de lo retenido por aplicación del decreto nº 582/93 y del artículo 841, párrafo 2°, del decreto nº 1866/83, cuya constitucionalidad observó) y a fin de evitar más dilaciones que puedan traducirse en una efectiva privación de justicia, dado los más de tres años transcurridos sin que el caso encuentre aún radicación. El Art. 2° de la Ley 24.655 otorgó a los jueces del fuero federal de la seguridad social el conocimiento de los procesos relativos a la ejecución de las obligaciones regladas en el Art. 24 de la Ley 23.660. Por ello, haciendo una interpretación razonablemente extensiva de la norma, dada la específica versación que en la materia posee dicho fuero y no obstante tratarse de un afiliado activo de la obra social policial, el juicio debe tramitar ante la justicia de la seguridad social.


      Deheza Selci, Norberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ decreto nº 582/93


      COMP. 1415, L. XLII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa como presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


      Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Hubert, Adrián Eduardo s/ cobro de pesos


      COMP. 1209, L. XLII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos: eventuales damnificados pueden optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador.


      En casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados pueden optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador (art. 118 de la Ley 17.418).


      Gamarra Zaracho, Gloria y otros c/ Samudio, Maria Gertrudis y otros s/ daños y perjuicios (ac. trans. c/ les. o muerte)


      COMP. 572, L. XLII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del juez que debe conocer en el proceso principal en las medidas preliminares y precautorias.


      Con arreglo al Art. 6°, inc. 4, del CPCCN, el juez competente en las medidas preliminares y precautorias es el que debe conocer en el proceso principal. Toda vez que la actora requirió prueba anticipada con la finalidad de promover, ulteriormente, una demanda por incumplimiento de un "contrato de cooperación laboral reciproca", acuerdo a través del cual la peticionante se comprometía a captar interesados que, dentro de un área determinada, solicitasen servicios médicos-asistenciales de los prestados por la sociedad co-contratante, corresponde declarar competente para conocer en las actuaciones al fuero civil. Ello es así por cuanto, si bien los hechos que dan lugar al reclamo derivarían de la tarea mercantil de la co-contratante, la relación habida entre la pretensora y la requerida no resulta necesariamente para la primera un acto de naturaleza comercial, con lo cual ella no instaura la competencia de dicho fuero en los términos del artículo 43 bis del decr. 1285/28; a lo que se suma que la propia interesada acudió a la justicia civil para promover sus derechos y descartó la naturaleza laboral de la vinculación.


      Lawrie, Elizabeth c/ Medizinde Servicios S.A. s/ prueba anticipada


      COMP. 101, L. XLIII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia suscitado entre jueces de primera instancia: órgano competente para dirimirlo.


      Cuando el conflicto de competencia se hubiere suscitado entre jueces nacionales de primera instancia, deberá encontrar respuesta en la Cámara de la que dependa el que primero hubiese conocido, según lo establece en el Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58. Sin embargo elementales razones de economía procesal permiten dejar de lado reparos procedimentales, con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, lo que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación del servicio de justicia y autorizan a la Corte a resolverlo.


      Gómez, Delia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      COMP. 166, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia dirimidos por cámaras nacionales: incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Conflicto entre jueces de primera instancia.


      No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


      González, Jorge Omar c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 279, L. XLIII, 17 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces"


      D´Amico, Claudia Elsa c/ Banco de Galicia y Buenos Aires. S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 763, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia dirimidos por cámaras nacionales: Incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incorrecta traba de la contienda. Conflicto entre jueces nacionales.


      No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


      Rodríguez, Pablo Eduardo c/ P.E.N. - LEY 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02 (Citibank) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


      COMP. 235, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Coparticipación federal de impuestos. Eventual violación al compromiso de no aplicar gravámenes locales análogos a los nacionales coparticipables. Agravio directo a la Constitución Nacional.


      Asume la calidad de "cuestión constitucional" la eventual violación -por parte de una provincia- del compromiso de no aplicar gravámenes locales análogos a los nacionales coparticipables (confr. Art. 9º, inc. b., Ley 23.548), aunque esa trasgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos normas o actos locales, por lo que la afectación del régimen de coparticipación federal de impuestos supone un agravio directo a la Constitución Nacional y no a la ley provincial de adhesión a la Ley 23.548.


      Esposito, Sebastián Daniel y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 391, L. XLIII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Facultad de la Corte Suprema de Justicia de la Nación para otorgar el conocimiento de causas a los jueces competentes.


      La Corte Suprema de Justicia de la Nación está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


      Masaccisi, Daniel Alberto y otro c/ Bank Boston NA s/ Amparo


      COMP. 1314, L. XLII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para resolver cuestiones de competencia.


      A fin de resolver las cuestiones de competencia, se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda (art. 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Corresponde a la competencia de la justicia federal, la causa cuyo objeto versa sobre los daños y perjuicios derivados de la explosión de una caja de electricidad, puesto que, para resolver la cuestión, deberán analizarse normas de naturaleza federal como son los Marcos Regulatorios de la electricidad y del gas, aprobados por las leyes 24.065 y 24.076.


      Giraldo, Verónica Lorena c/ Edesur S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP. 137, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Órgano facultado para dirimir una contienda de competencia.


      En virtud de lo previsto en el Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, el órgano facultado para dirimir la contienda de competencia es el tribunal de alzada del juez que primero había conocido, por lo tanto, en principio, no corresponde la intervención de la Corte en el caso, pues el conflicto no se encontraría debidamente trabado.


      Gómez, José y otros c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02 (CITI) s/ Amparo sobre Ley 25.561


      COMP. 459, L. XLIII, 08 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Los conflictos jurisdiccionales entre jueces federales de primera instancia quedan excluidos de la competencia de la Corte. Conflicto entre jueces federales.


      No corresponde resolver a la Corte Suprema aquellos conflictos jurisdiccionales que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


      España, María Alejandra c/ P.E.N. y otro s/ Amparo


      COMP. 403, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para resolver cuestiones de competencia.


      A fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda (art. 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Si bien la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (ley N° 7) previó la creación de una justicia civil (art. 39), no puede desconocerse que su puesta en marcha se encuentra supeditada y sujeta a un acuerdo entre los gobiernos federal y porteño no alcanzado todavía.


      Consorcio de propietarios Montiel 3953/75, 2 de Abril 6751/99/6833 c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ Ejecución de expensas


      COMP. 160, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para resolver cuestiones de competencia. Hechos expuestos en la demanda.


      A fin de resolver la competencia, se ha de atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda -art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-. La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional) no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demanda cumple con los requisitos que el Art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas. Siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo, ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian. La pretensión tendiente a obtener una declaración general y directa de inconstitucionalidad no constituye "causa" o "caso contencioso" que permita, la intervención del Poder Judicial de la Nación.


      Puente del Plata S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      P. 584, L. XXXIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Facultad de la Corte Suprema de Justicia de la Nación para otorgar el conocimiento de causas a los jueces competentes.


      La Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aún cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


      Rascovich, Hernán Oscar c/ P.E.N. - LEY 25.561 - Dtos 1570/01 214/02 471/02 (Bansud) s/ Amparo sobre Ley 25.561


      COMP. 1224, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia dirimidos por cámaras nacionales: Incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7 del decreto- ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


      Gambardella, Saverio c/ P.E.N. s/ Amparo


      COMP. 1162, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia dirimidos por cámaras nacionales: Incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7 del decreto- ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


      Otero, Graciela Isabel c/ P.E.N. s/ Amparo


      COMP. 1140, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente para entender en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      En virtud del principio de radicación definitiva, en aquellos casos en que han recaído actos jurisdiccionales, dichos procesos deberán continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que los dictó.


      Brayer Sánchez, Maria Mercedes c/ Banco de Boston s/ Juicio sumario


      B. 142, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para determinar la competencia.


      Según lo dispuesto por el Art. 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la competencia se debe determinar teniendo en cuenta la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda y no por las defensas que efectúe el demandado.


      Defensor Público del Distrito Judicial Sur s/ Amparo


      COMP. 705, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para resolver cuestiones de competencia.


      Para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como también la relación de derecho existente entre las partes. Se excluye del concepto de "causa civil" aquellos casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial al Estado local por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido alguno de sus órganos, por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 . El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Espeche, Celia Gladys c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      E. 159, L. XLIII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Controversias acerca del secuestro o restitución de cosas una vez finiquitado el proceso penal: competencia de la justicia civil.


      Una vez finiquitado el proceso penal, corresponderá la competencia a la justicia civil en caso de que existan controversias sobre la restitución de las cosas secuestradas o la forma en que ésta se realice conforme lo dispone el Art. 524 del Código Procesal Penal de la Nación


      Montalto, Pablo c/ E.N. - PEN Ley 25.561 Dto 214/02 Y 1570/01 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


      COMP. 817, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para plantear cuestiones de competencia.


      El planteamiento de cuestiones de competencia debe efectuarse en la primera oportunidad posible para su rápida resolución por parte del órgano competente, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional. La facultad de los jueces federales con asiento en las provincias, para declarar su incompetencia en cualquier parte del proceso (art. 352, 2do. párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


      Canto Uson, Maria del Pilar c/ Poder Ejecutivo Nacional y Otro s/ Amparo


      COMP. 1119, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: Cobertura legal aplicable a los fines de su resolución


      Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


      Gobierno de la ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales


      COMP. 788, L. XLIII, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Medidas preliminares y precautorias: competencia del juez que conozca en el proceso principal.


      De acuerdo con el artículo 6º, inciso 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las medidas preliminares y precautorias, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. La acción de amparo, de manera general, puede tramitar en la instancia originaria siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el Art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Quedan excluidos de la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. La materia del pleito no resultará exclusivamente federal cuando se efectúe un planteamiento conjunto de una cuestión federal con una de orden local, refiriendo por ejemplo que una ley provincial no sólo viola la Constitución Nacional y un decreto de igual carácter sino que conculca también la Constitución provincial. Contra las leyes y decretos provinciales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a esta Corte por el recurso extraordinario del Art. 14 de la Ley 48 . El Art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


      Comisión Vecinal Playas de Quequén c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Medida cautelar


      C. 3510, L. XLII, 03 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Medidas preliminares y precautorias: competencia del juez que conozca en el proceso principal.


      De acuerdo con el artículo 6º, inciso 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las medidas preliminares y precautorias, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia de un pleito, cuando lo medular del planteamiento que se efectúe remita necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia.


      Distrocuyo c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


      D. 1518, L. XLII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Castello, Julio Eduardo c/ Banco Rio de la Plata S.A. s/ Juicio sumario


      C. 292, L. XLIII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia suscitado entre jueces de primera instancia: órgano competente para dirimirlo.


      El Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


      Benedicto Fernández, Luis Augusto Ramón c/ Estado Nacional - Registro Inmobiliario y otro s/ Varios


      COMP. 562, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia dirimidos por cámaras nacionales: Incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. Es requisito indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia la existencia de una atribución recíproca de la misma.


      Bergero, Diego Miguel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Amparo sobre Ley 25.561


      COMP. 246, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia dirimidos por cámaras nacionales: incompetencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      No se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7º) del decreto-ley 1285/58 le confiere a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


      Castellano, Belinda c/ PEN - Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 143, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial: aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


      Los conflictos de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Si la declaración de incompetencia verificada por el juez local sobrevino cuando las actuaciones ya habían tramitado en su totalidad -durante casi 3 años- en el referido juzgado y habiéndose dictado el proveído de autos para sentencia, dichas circunstancias no hacen sino evidenciar la ausencia de oportunidad del acto y consecuente afectación de los principios de seguridad jurídica, debido proceso, celeridad y economía procesal, que tienden a evitar que se configuren casos de privación de justicia. En principio, nada obsta a que los jueces de todas las instancias y jurisdicciones interpreten preceptos federales, cuyas decisiones pueden hallar, finalmente, debido control ante la Corte Suprema por la vía del recurso extraordinario federal.


      Atena, Ehdie Mildred c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. c/ sumarísimo


      COMP. 298, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia: resolución del conflicto por la alzada del que dependa el que primero hubiese conocido.


      En atención a lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7, del decr. ley 1285/58, texto según Ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del que dependa el que primero hubiese conocido.


      Vázquez, Juan José c/ La Caja de Ahorro y Seguros S.A. s/ cobro de seguro


      COMP. 886, L. XLIII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia habida entre magistrados nacionales de primera instancia.


      La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


      Gregorio, Adalberto Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo


      COMP. 105, L. XLIII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Improcedencia revisión de competencia por parte del tribunal superior del órgano que previno.


      Por aplicación de la doctrina de la Corte que surge del precedente "Rezk" (publicado en Fallos: 324:2493), cabe concluir que aquel tribunal no estaba en condiciones de pronunciarse sobre la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa. Por aplicación de este criterio y en el mismo sentido que aquí se propugna, se resolvió la Comp. 38, L. XLIII, "Fleitas, Julio Gustavo c/ BBVA Banco Francés S.A. Suc. Goya s/ sumarísimo".


      Alloatti, María José c/ Banco de Galicia y Bs. As. Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 775, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contiendas de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: resolución por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


      No corresponde que la Corte Suprema dirima una controversia de competencia toda vez que, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc.7° del dec.- ley 1285/58, texto según Ley 21.708, se prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


      Caveda, Mieres Marisol c/ Banco de la Nación Argentina s/ ordinario


      COMP. 1461, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Correcta traba de las contiendas de competencia: exigencia de la atribución recíproca de competencia.


      La correcta traba de las contiendas exige la atribución recíproca de competencia, lo que no acaece en casos donde el magistrado federal la atribuyó a la Corte Suprema en el marco del artículo 117 de la Constitución Nacional, por tratarse -a su ver- de una causa civil iniciada contra la Provincia de Santiago del Estero.


      Almaraz, Leonarda c/ Empresa Parcont S.R.L. y/u otros s/ cobro de indemnización por fallecimiento del trabajador


      COMP. 284, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Correcta traba de una contienda de competencia donde deba intervenir la Corte Suprema.


      La correcta traba de una contienda de competencia donde deba intervenir la Corte Suprema, exige la atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes.


      Palomo, Estela Bernardina y otro c/ Transportes Laurenzano S.A. y otro s/ daños y perjuicios


      COMP. 1121, L. XLI, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para resolver cuestiones de competencia.


      A fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda -art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


      Reolfi, Gabriel Horacio c/ La Nueva Metropol Sataci s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada


      COMP. 1099, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para resolver cuestiones de competencia.


      A fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda -art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Al tratarse de una acción ordinaria posterior a un juicio ejecutivo tramitado ante la justicia provincial, la mencionada acción debe deducirse ante la justicia provincial donde tramitó el juicio de apremio, pues este proceso fijó implícitamente la competencia de esa jurisdicción para entender en el juicio de repetición posterior. Así lo establece el Art. 6°, inc. 6°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Y.P.F. c/ Municipalidad de Concepción del Uruguay s/ Ordinario


      COMP. 683, L. XLIII, 22 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Criterio para resolver cuestiones de competencia.


      Para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como también la relación de derecho existente entre las partes. Se excluye del carácter de "causas civiles" aquellas en las cuales se pretende atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido uno de sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el Art. 14 de la Ley 48 .


      Bustos, Enrique Armando c/ Mendoza, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      B. 229, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial: aplicación de normas nacionales de procedimiento.


      Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial, deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento. En el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4º, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cabe declarar improcedente la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por el tribunal local, desde que se desprende de las constancias de la causa, que la misma ha sido adoptada luego de que el magistrado de primera instancia aceptó su competencia para conocer en el proceso y, porque, además, lo hizo fuera del marco del recurso en el que le competía entender, decisión que importó apartarse del principio procesal de celeridad, economía y seguridad jurídica que debe primar en toda actuación jurisdiccional. Resulta razonable declarar operativo el instituto de conexidad de los procesos en cuestión y que sea el magistrado provincial el que siga conociendo en estas actuaciones, no sólo por la estrecha vinculación de la materia debatida entre los procesos referidos -en el que, vale aclarar, la relación jurídica que vincula a las partes en todos ellos se encontraría regida por un mismo contrato de mutuo con garantía hipotecaria-, sino, en lo fundamental, porque, según se desprende de los hechos expuestos en la demanda, a los que se tiene que atender a fin de resolver las cuestiones de competencia, el actor pretende suspender, entre otras medidas, la ejecución hipotecaria, iniciada con anterioridad y radicada ante la justicia local, circunstancia ésta que habilita a que sea éste ultimo magistrado el que decida en este proceso, a fin de resguardar la eficacia de las decisiones jurisdiccionales, y que las resoluciones que recaigan en uno de los procesos no hagan cosa juzgada respecto de las cuestiones ya planteadas en otro. La ejecución de las decisiones dictadas por los jueces de la causa en materia litigiosa, no puede ser neutralizada por magistrados incompetentes, pues una elemental exigencia del orden jurídico, impone esta solución. Nada obsta a que los jueces de todas las instancias y jurisdicciones apliquen e interpreten normas federales, cuyas decisiones finalmente pueden obtener debido control ante la Corte Suprema por la vía del recurso extraordinario federal.


      H., Miguel A. c/ Banco Hipotecario s/ cumplimiento de contrato


      COMP. 1486, L. XLII, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: aplicación de las normas nacionales de procedimiento.


      Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones -nacional y provincial- deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. En pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la Ley nº 18.345, que dispone la competencia, a elección del actor, del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado y que está inspirado en el objeto de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los "demandantes" a que se refiere el precepto.


      Troche, Porfirio c/ Alto Paraná S.A. y otros s/ accidente - acción civil


      COMP. 98, L. XLIII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


      Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas jurisdicciones territoriales deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, como único medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal. En el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde entender que devino extemporánea la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por el Máximo Tribunal Provincial, desde que, ante todo, se desprende de las constancias de autos, que las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, con lo cual ha concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo, y porque, además, la oportunidad de los magistrados de origen para desprenderse de las actuaciones, también ha fenecido, por cuanto ello sólo podía darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, y no luego de haber recaído la sentencia que puso fin al proceso. En ciertas ocasiones, el reenvío de la causa al fuero federal, importaría someter cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal, lo que genera un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, que va en desmedro del principio de seguridad jurídica y economía procesal. Nada obsta a que los jueces de todas las instancias y jurisdicciones apliquen e interpreten normas federales, cuyas decisiones finalmente pueden obtener debido control ante el Máximo Tribunal por la vía del recurso extraordinario federal.


      R., Roberto Horacio c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ amparo


      COMP. 1421, L. XLII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: aplicación de las normas nacionales de procedimientos.


      Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas jurisdicciones territoriales deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, como único medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal. Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas jurisdicciones territoriales deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, como único medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal. En el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4º, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde entender que devino extemporánea la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por el Máximo Tribunal Provincial, desde que, ante todo, las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, con lo cual ha concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo, y porque, además, la oportunidad de los magistrados de origen para desprenderse de las actuaciones, también ha fenecido, por cuanto ello sólo podía darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, y no luego de haber recaído la sentencia que puso fin al proceso.


      Romano Norri, Carlos María c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán y otro s/ cobro de pesos


      COMP. 1157, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial.


      Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Con relación a las pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, conforme dispone el Art. 5º, inc. 3º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente previsto conforme a los elementos aportados en el juicio y, a falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del lugar del domicilio del demandado, o del lugar del contrato, siempre que éste se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación.


      Getzel, Danny Paul s/ inhibitoria


      COMP. 394, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Devolución de la causa a un tribunal para que se pronuncia sobre su competencia: falta de razón al ampararse en el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


      Toda vez que el juez provincial ordenó la devolución de los autos al tribunal previniente a fin de que proceda al archivo de los mismos en virtud de lo prescripto en el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde determinar que no le asiste razón, pues no se trata de una resolución judicial que ha resuelto una excepción previa deducida por las partes -supuesto reglado en dicha norma-, sino de un conflicto propuesto por un juez en los términos del decreto-ley 1285/58. En ese orden de ideas, corresponde ordenar la devolución de las actuaciones al tribunal provincial a fin de que se pronuncie efectivamente sobre su competencia.


      Agis, Fernando Manuel c/ propietarios del Buque Pesquero "La Paloma" propiedad de Fernández, Francisco; Jiménez, Hipólito y Ricardo Irineo Román s/ demanda ordinaria


      COMP. 641, L. XLIII, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Elementos a tener en cuenta a la hora de resolver planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva.


      Sobre la base de los principios constitucionales del debido proceso y de la tutela judicial efectiva como de los "Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental" (conf. resolución 46/119 de la Asamblea General de la Naciones Unidas, Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo sexto período de sesiones, Suplemento A/46/49 -1991- N° 49 anexo en 188-192, documento de las Naciones Unidas) y su estatuto básico de los derechos y garantías procesales de las personas presuntamente afectadas por trastornos mentales (Conf. Informe 63/99 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso 11.427, Ecuador, del 13 de abril de 1999, párrafo 54), se concluye que los planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva no resultan admisibles sin realizar, previamente, el debido control de las condiciones en que aquélla se desarrolla y la adopción de las medidas necesarias para dotarla de legalidad. El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal; ello, sin perjuicio de que a posteriori resuelva declarar su incompetencia, o en su caso, requiera la competencia del juez del domicilio del causante a los fines previstos en el Art. 5°, inc. 8°, segundo párrafo, del código de rito, si así lo estimare pertinente.


      F., Nancy Andrea s/ internación


      COMP. 933, L. XLIII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces". Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, tal como acontece en el sub lite, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Magram, Leopoldo Salvador c/ Estado Nacional - Dirección de Administración de la Deuda Pública s/ Incidente de competencia


      COMP. 253, L. XLIII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      De La Vega Ramos Zeñon, Alberto y otro c/ BBVA Banco Francés (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 36, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Enrique Osvaldo, Audon c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 31, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Fiol, María Amalia c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 27, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Genez, Ramón Bernardino c/ Banco Río de la Plata (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 4, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Giuliani, Antonio Pablo c/ BBVA Banco Francés s/ Sumarísimo


      COMP. 35, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Lanza, Dora Yolanda y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 52, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Marcópulos, Domingo Pascual y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 41, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Marcópulos, Griselda Beatriz c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 47, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Piasentini, María Nélida c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 6, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Pozzer, Alicia Sonia c/ Banco Francés (BBVA) s/ Sumarísimo


      COMP. 39, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Rufino, Pablo Eduardo c/ Estado Nacional s/ Amparo


      COMP. 125, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Segui, Guillermo y otra c/ Banco de Entre Ríos S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 44, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Vega Ramos, Nemecio Adolfo y otro c/ Banco de Galicia (suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 2, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Zoilo, Andrea Silvina c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 45, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Zone, José Francisco y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. - suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 48, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces"


      Jofré, Gonzalo Carlos c/ Estado Nacional (Jefatura de Gabinete - Ministerio de Economía) s/ Amparo


      COMP. 1442, L. XLII, 06 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Bejarano, Norma Beatriz c/ Banco de Galicia (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 40, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Bejarano, Roberto Héctor c/ Banco de Galicia y Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 51, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Bolotner, José Hugo y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 8, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Bornia, María Teresa c/ Banco Río de la Plata s/ Sumarísimo


      COMP. 3, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Bravo, Graciela Beatriz c/ BBVA Banco Francés (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 9, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Brest, Jorge Alejandro c/ Banco Galicia y Bs. As. S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 25, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Clemente, Federico Martín c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 32, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Clemente, Federico Martín c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 29, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Clemente, María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 42, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente en los casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Clemente, María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 43, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Fuero competente para entender en aquellos casos en los que ha recaído un acto jurisdiccional.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Silva, Luis Gaspar y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 762, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Imposibilidad de que prosperen las contiendas de competencia luego de dictado el acto procesal.


      Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictado tal acto procesal. En ciertas ocasiones, el reenvío de la causa al fuero federal, importaría someter cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal, lo que genera un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, que va en desmedro del principio de seguridad jurídica y economía procesal.


      Pichin de Centeno, Graciela c/ O.S.E.C.A.C. s/ amparo


      COMP. 11, L. XLIII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la acumulación de procesos: juicios en distintas etapas procesales.


      Teniendo en cuenta que la acumulación de procesos se fundamenta en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas conexas y dado que en el juicio iniciado ante la justicia del trabajo ya se ha dictado sentencia definitiva, la eventual conexión entre los procesos ha venido a perder el sentido práctico que la justifica, aunque no existan constancias de que aquélla se encuentre firme. Cabe recordar que no procede la acumulación de procesos cuando ellos se encuentran en distintas etapas procesales.


      Abud, Ramón c/ YPF S.A. y otro s/ Programas de Propiedad Participada


      COMP. 1100, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por el tribunal local.


      No resulta razonable la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por el tribunal local, toda vez que de las constancias de autos se desprenda que las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, además de que la oportunidad del magistrado de origen para desprenderse de las actuaciones también ha fenecido si se tiene en cuenta el estado del proceso con llamado de autos para dictar sentencia, circunstancia ésta que implica la radicación definitiva en su jurisdicción. No resulta obstáculo que los magistrados provinciales entiendan en causas en las que se ventilen cuestiones federales ya que las mismas resultarían, en definitiva, susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el artículo 14 de la Ley 48 .


      Enríquez, Raúl O. c/ Martíni, Carlos A. s/ sumario (transferencia de dominio)


      COMP. 1467, L. XLII, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Casafus, Roberto Ambrosio c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Sumarísimo


      C. 4038, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Goldfarb, Moisés c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Recurso de hecho


      G. 1838, L. XLI, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Martin Miguel Ángel César y Martín Juana Estela c/ BBVA Banco Francés Suc. Corrientes s/ Recurso de hecho


      M. 1985, L. XLII, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Pinsker Raúl Bernardo c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Recurso de hecho


      P. 272, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Vacas, Alicia Lidia c/ Banco Francés S.A. y Banco Río de la Plata s/ Sumarísimo


      V. 282, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal. De este modo, a partir de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la resolución del tribunal de alzada local en cuanto se declara de oficio incompetente, devino extemporánea, toda vez que dicha decisión fue adoptada luego de haber recaído sentencia de primera instancia y sin que el tema de competencia haya sido objeto de agravios por la recurrente.


      Bastit, Wanda Cecilia s/ acción de amparo


      COMP. 103, L. XLIII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal. En ciertas ocasiones, el reenvío de la causa al fuero federal, importaría someter cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal, lo que genera un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, que va en desmedro del principio de seguridad jurídica y economía procesal.


      D. M., Liliana Mirta (en representación de Melisa D. M.) c/ Hospital Privado de Comunidad s/ amparo


      COMP. 104, L. XLIII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal. En ciertas ocasiones, el reenvío de la causa al fuero federal, importaría someter cuestiones ya consideradas y decididas en el ámbito de otro tribunal, lo que genera un evidente retardo injustificado en el trámite de las actuaciones, que va en desmedro del principio de seguridad jurídica y economía procesal.


      F., Elsa Felisa en representación de F., María c/ U.P.C.N. s/ acción de amparo


      COMP. 109, L. XLIII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Aguirre, Maria Esther c/ BBVA Banco Francés S.A. Suc. Corrientes s/ Sumarísimo


      A. 1083, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Álvarez, Fernando Antonio c/ Banco Francés Suc. Corrientes s/ Sumario


      A. 376, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Ambrosetti, María Leonor c/ BBVA Banco Francés s/ Sumarísimo


      A. 1293, L. XLI, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Goldfarb Moisés c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Recurso de hecho


      G. 2087, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Kairuz Hortensia y Nazar Alfredo c/ Banco Francés S.A s/ Recurso de hecho


      K. 88, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Kurz Carlos Federico y Pato Ana María c/ Banco Río S.A y Banco HSBC Suc. Corrientes s/ Recurso de hecho


      K. 261, L. XLI, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Lariguet, Rodolfo Fernando c/ Banco Francés y Banco HSBC s/ Recurso de hecho


      L. 1641, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Miers María Irene por sí y en representación de su hijo menor Alejandro Sebastián S. y M. Norma Daria c/ Banco Francés Suc. Corrientes s/ Recurso de hecho


      M. 951, L. XLI, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Rojas Cingel, Marcelo Juan y otros c/ Banco Río de la Plata S.A. Suc. Corrientes s/ Recurso de hecho


      R. 556, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Tayar, Abraham Antonio c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Sumarísimo


      T. 168, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Vacas, Alicia Lilia c/ Banco Francés S.A. y Banco Río de la Plata S.A. s/ Juicio sumarísimo


      V. 268, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Vidal, Germán Eduardo y Barboza, Roxana Claudia c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Demanda


      V. 92, L. XLII, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del planteo de cuestiones de competencia luego de dictada la sentencia en la causa principal.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Viola, Fernando Raúl c/ Banco Francés S.A. s/ Juicio sumarísimo


      V. 667, L. XLI, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia conflicto de competencia. Cuestiones de superintendencia.


      No corresponde que este Ministerio Público se expida en estos autos, toda vez que aquí no se verifica ni un conflicto de competencia ni un diferendo jurisdiccional entre jueces que impliquen un supuesto de privación de justicia que deba conjurarse. Se trata de una cuestión de superintendencia que debe encontrar solución en los órganos que tengan esa función, por medio de las normas que resulten aplicables.


      Alitalia Líneas Aéreas Italianas S.A. c/ DNM - Disp. 4037 (Expte. 204740/02)


      COMP. 209, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia cuestión de competencia. Conflicto entre jueces federales de primera instancia. Resolución por parte del superior tribunal del órgano que intervino en primer término.


      No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata. Ello es así, porque el Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término


      Asociación de Prop. de Pizzerías, Casas de Empanadas y Act. afines c/ BBVA Banco Francés, Banco Nación s/ Amparo


      COMP. 508, L. XLIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia cuestión de competencia. Conflicto entre jueces federales de primera instancia: Resolución por parte del órgano superior del tribunal que previno.


      No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. Ello es así, porque el art 24, inc. 7°), del decreto ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el magistrado que ha intervenido en primer término.


      BCRA - Resol. 107/04 c/ Siboldi, Roberto Félix s/ Ejecución fiscal


      COMP. 1163, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Inoportunidad de la declaración de incompetencia de un tribunal.


      Si la declaración de incompetencia de oficio realizada por un juzgado sobreviene cuando las actuaciones tramitaron en su totalidad ante ese tribunal y, luego de una abundante producción de prueba tanto testimonial como pericial se otorgó la tenencia de los niños a favor del padre, dichas circunstancias evidencian la ausencia de oportunidad del acto y la consecuente afectación de los principios de seguridad jurídica, debido proceso, celeridad y economía procesal, que tienden a evitar la privación de justicia. El juez que otorgó la guarda provisoria y la tenencia del menor es el competente para seguir entendiendo en las actuaciones, aunque luego el domicilio del incapaz se asiente en otra jurisdicción.


      D. los S., Marcelo César s/ infracción Ley 10.067


      COMP. 417, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Intervención del tribunal de alzada en los recursos pendientes de resolución.


      En aquellos casos en que una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


      Stocovaz, Sergio Marcelo s/ quiebra


      COMP. 1417, L. XLII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Método para resolver planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva.


      Debe otorgarse particular relevancia a los principios constitucionales del debido proceso y de la tutela judicial efectiva como a los "Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental" (conf. resolución 46/119 de la Asamblea General de la Naciones Unidas, Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo sexto período de sesiones, Suplemento A/46/49 -1991- N° 49 anexo en 188-192, documento de las Naciones Unidas) y su estatuto básico de los derechos y garantías procesales de las personas presuntamente afectadas por trastornos mentales (Conf. Informe 63/99 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso 11.427, Ecuador, del 13 de abril de 1999, párrafo 54), de donde se concluye que los planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva no resultan admisibles sin realizarse, previamente, el debido control de las condiciones en que aquélla se desarrolla y la adopción de las medidas necesarias para dotarla de legalidad. El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal; ello, sin perjuicio de que a posteriori resuelva declarar su incompetencia, o en su caso, requiera la competencia del juez del domicilio del causante a los fines previstos en el Art. 5°, inciso 8°, segundo párrafo, del código de rito, así lo estimare pertinente.


      D. B., María de los Ángeles s/ curatela


      COMP. 777, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Método para resolver planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva.


      Debe otorgarse particular relevancia a los principios constitucionales del debido proceso y de la tutela judicial efectiva como a los "Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental" (conf. resolución 46/119 de la Asamblea General de la Naciones Unidas, Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo sexto período de sesiones, Suplemento A/46/49 -1991- N° 49 anexo en 188-192, documento de las Naciones Unidas) y su estatuto básico de los derechos y garantías procesales de las personas presuntamente afectadas por trastornos mentales (Conf. Informe 63/99 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso 11.427, Ecuador, del 13 de abril de 1999, párrafo 54), de donde se concluye que los planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva no resultan admisibles sin realizarse, previamente, el debido control de las condiciones en que aquélla se desarrolla y la adopción de las medidas necesarias para dotarla de legalidad. El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal; ello, sin perjuicio de que a posteriori resuelva declarar su incompetencia, o en su caso, requiera la competencia del juez del domicilio del causante a los fines previstos en el Art. 5°, inciso 8°, segundo párrafo, del código de rito, si así lo estimare pertinente.


      D. P., Nora Cecilia s/ internación (37)


      COMP. 286, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Método para resolver planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva.


      Debe otorgarse particular relevancia a los principios constitucionales del debido proceso y de la tutela judicial efectiva como a los "Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental" (conf. resolución 46/119 de la Asamblea General de la Naciones Unidas, Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo sexto período de sesiones, Suplemento A/46/49 -1991- N° 49 anexo en 188-192, documento de las Naciones Unidas) y su estatuto básico de los derechos y garantías procesales de las personas presuntamente afectadas por trastornos mentales (Conf. Informe 63/99 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso 11.427, Ecuador, del 13 de abril de 1999, párrafo 54), de donde se concluye que los planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva no resultan admisibles sin realizarse, previamente, el debido control de las condiciones en que aquélla se desarrolla y la adopción de las medidas necesarias para dotarla de legalidad. El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal; ello, sin perjuicio de que a posteriori resuelva declarar su incompetencia, o en su caso, requiera la competencia del juez del domicilio del causante a los fines previstos en el Art. 5°, inciso 8°, segundo párrafo, del código de rito, si así lo estimare pertinente.


      F., Alejandra Florencia s/ internación


      COMP. 203, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Método para resolver planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva.


      Debe otorgarse particular relevancia a los principios constitucionales del debido proceso y de la tutela judicial efectiva como a los "Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental" (conf. resolución 46/119 de la Asamblea General de la Naciones Unidas, Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo sexto período de sesiones, Suplemento A/46/49 -1991- N° 49 anexo en 188-192, documento de las Naciones Unidas) y su estatuto básico de los derechos y garantías procesales de las personas presuntamente afectadas por trastornos mentales (Conf. Informe 63/99 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso 11.427, Ecuador, del 13 de abril de 1999, párrafo 54), de donde se concluye que los planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva no resultan admisibles sin realizarse, previamente, el debido control de las condiciones en que aquélla se desarrolla y la adopción de las medidas necesarias para dotarla de legalidad. El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal; ello, sin perjuicio de que a posteriori resuelva declarar su incompetencia, o en su caso, requiera la competencia del juez del domicilio del causante a los fines previstos en el Art. 5°, inciso 8°, segundo párrafo, del código de rito, si así lo estimare pertinente.


      G., María Inés s/ internación


      COMP. 106, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Método para resolver planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva.


      Debe otorgarse particular relevancia a los principios constitucionales del debido proceso y de la tutela judicial efectiva como a los "Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental" (conf. resolución 46/119 de la Asamblea General de la Naciones Unidas, Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo sexto período de sesiones, Suplemento A/46/49 -1991- N° 49 anexo en 188-192, documento de las Naciones Unidas) y su estatuto básico de los derechos y garantías procesales de las personas presuntamente afectadas por trastornos mentales (Conf. Informe 63/99 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso 11.427, Ecuador, del 13 de abril de 1999, párrafo 54), de donde se concluye que los planteos de competencia suscitados por magistrados que entienden en procesos de internación psiquiátrica involuntaria o coactiva no resultan admisibles sin realizarse, previamente, el debido control de las condiciones en que aquélla se desarrolla y la adopción de las medidas necesarias para dotarla de legalidad. El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal; ello, sin perjuicio de que a posteriori resuelva declarar su incompetencia, o en su caso, requiera la competencia del juez del domicilio del causante a los fines previstos en el Art. 5°, inciso 8°, segundo párrafo, del código de rito, si así lo estimare pertinente.


      S., Silvia Cristina s/ internación


      COMP. 262, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para plantear cuestiones de competencia.


      El planteamiento de cuestiones de competencia debe efectuarse en la primera oportunidad posible para su rápida resolución por parte del órgano competente, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional. Elementales razones de economía procesal permiten dejar de lado reparos procedimentales, con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, lo que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación del servicio de justicia y autorizan a la Corte a resolverlo.


      Merino, Roberto Ángel c/ P.E.N Ley 25.561 Dto. 1570/01 214/02 (Citibank) s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 129, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para plantear cuestiones de competencia.


      El planteamiento de cuestiones de competencia debe efectuarse en la primera oportunidad posible para su rápida resolución por parte del órgano competente, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional. La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. La facultad de los jueces federales con asiento en las provincias, para declarar su incompetencia en cualquier parte del proceso (art. 352, 2do. párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


      Vázquez de Pacheco Retali, Adela c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - dtos. 1570/01 y 214/02 - Boston s/ Amparo


      COMP. 1488, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para plantear cuestiones de competencia. Límites.


      La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


      Maturana, Roberto V. c/ Consorcio Portuario Repsol y zona común s/ Amparo


      COMP. 1455, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para plantear cuestiones de competencia. Límites.


      La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Las causas donde ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó. La facultad de los jueces federales con asiento en las provincias, para declarar su incompetencia en cualquier parte del proceso (art. 352, 2do. párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


      Paramos, María del Carmen c/ P.E.N. s/ Amparo


      COMP. 1489, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para plantear la objeción de competencia.


      La objeción de competencia debe tener lugar en las oportunidades legales previstas al efecto (arts. 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal. Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal.


      Berón Cisneros, María Susana c/ Obra Social Personal Sanidad Argentina s/ amparo


      COMP. 260, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para plantear la objeción de competencia.


      La objeción de competencia debe tener lugar en las oportunidades legales previstas al efecto (arts. 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal. Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal.


      Iraola, Elba Rodisbe c/ S.A.M.I. s/ acción de amparo


      COMP. 215, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Orden de tratamiento de los hechos y del derecho en la resolución de una cuestión de competencia.


      A fin de determinar la competencia, corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.


      Berges, Mariano Osvaldo c/ Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones s/ daños y perjuicios


      COMP. 1441, L. XLII, 26 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Orden de tratamiento de los hechos y del derecho en la resolución de una cuestión de competencia.


      A fin de determinar la competencia, se debe atender a la exposición de los hechos efectuada en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho invocado como fundamento de la petición.


      Gallo, Claudio Fabián c/ Instituto San Ramón Nonato s/ amparo


      COMP. 405, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Órgano facultado para dirimir la contienda de competencia. Tribunal de alzada


      En virtud de lo previsto en el Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, el órgano facultado para dirimir la contienda de competencia es el tribunal de alzada del juez que primero había conocido, por lo tanto, en principio, no corresponde la intervención de la Corte en el caso, pues el conflicto no se encontraría debidamente trabado.


      Cagnonero, Fernando Aníbal c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


      COMP. 1484, L. XLII, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Órgano facultado para dirimir una contienda de competencia.


      En virtud de lo previsto en el Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, el órgano facultado para dirimir una contienda de competencia es el tribunal de alzada del juez que primero había conocido, por lo tanto, en principio, no correspondería la intervención de la Corte en aquellos casos donde el conflicto se encontrase debidamente trabado. El Tribunal de Alzada del juez ante cuyo juzgado tramitará la causa es el competente para resolver los recursos, máxime cuando las medidas cautelares, o sus modificatorias, dictadas por jueces incompetentes y apeladas por los interesados, pueden ser revisadas por un tribunal de grado de otro fuero, en el cual ha continuado el juicio su trámite.


      Alonso, Elida Marta y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      COMP. 261, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Pleitos cuyo objeto verse sobre comunicaciones telefónicas interestatales: competencia federal.


      Los pleitos cuya materia verse sobre comunicaciones telefónicas interestatales, están sujetas a la jurisdicción nacional, pues ellas constituyen el ejercicio del comercio, forman parte del sistema de correos y tienden a promover la prosperidad, adelanto y bienestar general del país. Los aspectos regulatorios del servicio de telecomunicaciones móviles son competencia de la Nación. Los aspectos regulatorios del servicio de telecomunicaciones móviles así como la modalidad de su prestación, es un tema que debe ser resuelto por la justicia federal, ya que puede verse comprometido el servicio telefónico celular empleado a nivel interprovincial o internacional, excediendo los intereses encomendados a los tribunales provinciales.


      DECOVI s/ Amparo colectivo


      D. 605, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Prelación en el entendimiento de los hechos frente al derecho para resolver una cuestión de competencia.


      A los fines de resolver las cuestiones de competencia, ha de tenerse en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecúe a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Debe declararse la competencia del fuero federal para entender en las actuaciones, toda vez que la resolución de la causa involucra el estudio y análisis del régimen de precio diferencial del gas oil implementado en la Ley 26.028 sobre el impuesto a las transferencias o importaciones del referido combustible líquido y su afectación exclusiva y específica al fideicomiso constituido por decr. 976/01, modificado por decr. 652/02 y 301/04 y demás normas reglamentarias y complementarias; así como también en el "Convenio de Estabilidad del Suministro del Gasoil" ratificado por decr. 652/02, sus prórrogas y modificatorios, que reglamenta lo atinente a las personas beneficiarias del precio diferencial del gasoil.


      Alderete, Luis Eduardo c/ Estación de Servicios Opessa Santiago Repsol Y.P.F. y/u otros s/ acción de amparo


      COMP. 102, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Prelación en el entendimiento de los hechos frente al derecho para resolver una cuestión de competencia.


      Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En atención a que el objeto principal de la acción está vinculado prima facie con la interpretación, el sentido y/o alcance de las obligaciones nacidas de un contrato de locación de servicios médico-asistenciales, respecto de las cuales la actora atribuye a la accionada la modificación unilateral de lo acordado, la materia debatida excede el marco estrictamente comercial y conduce centralmente al estudio de aspectos propios, en mayor medida, del derecho civil. Por lo tanto, resulta competente para entender en el sub-lite la Justicia Nacional en lo Civil.


      Echenbaum, Arnoldo c/ Hospital Italiano de Buenos Aires s/ amparo


      COMP. 306, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Prelación en el entendimiento de los hechos frente al derecho para resolver una cuestión de competencia.


      Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En atención a que el objeto principal de la demanda, está vinculado prima facie con la interpretación, el sentido y/o alcance de las obligaciones nacidas de un contrato de locación de servicios médico-asistenciales, materia que excede el marco estrictamente comercial y conduce centralmente al estudio de aspectos propios en mayor medida del derecho civil, resulta competente, por lo tanto, para entender en el caso la justicia nacional en lo Civil.


      Marciales de Casanovas, Patricia Isabel y otro c/ Medicus S.A. s/ incumplimiento de prestación de obra social


      COMP. 244, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Prelación en el entendimiento de los hechos frente al derecho para resolver una cuestión de competencia.


      Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión. Si el objeto principal de la acción no se dirige contra la compañía minera que integran las sociedades que son partes en un proceso sino que es una acción entre ellas tendiente a la constitución de un tribunal arbitral, resulta aplicable al caso el Art. 5, inc. 3º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que establece, en materia de competencia territorial, que el fuero principal está determinado por el lugar en que deba cumplirse la obligación compromisoria en tanto surja en forma expresa del convenio o resulte implícitamente establecido y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado.


      Cri Holding Sucursal Argentina c/ Compañía Argentina de Comodoro Rivadavia Explotación de Petróleo S.A. s/ ordinario


      COMP. 1078, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de radicación como límite a la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Configuración. Actos típicamente jurisdiccionales.


      El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


      Zoilo, Carlos Alberto c/ Banco Francés (suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 5, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de radicación como límite a la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Configuración. Actos típicamente jurisdiccionales.


      El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


      Fernández, Carmen Liliana c/ Banco de Galicia (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 7, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de radicación como límite a la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Configuración. Actos típicamente jurisdiccionales.


      El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


      Giuliani, Antonio Pablo c/ Banco Galicia y Buenos Aires s/ Sumarísimo


      COMP. 10, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de radicación como límite a la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Configuración. Actos típicamente jurisdiccionales.


      El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


      Piccini, María Alejandra c/ Banco Río (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 28, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de radicación como límite a la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Configuración. Actos típicamente jurisdiccionales.


      El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


      Zini, Juan Manuel y otros c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 26, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de radicación como límite a la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Configuración. Actos típicamente jurisdiccionales.


      El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


      Balestra, Santiago Ramón y otra c/ Banco de Galicia y Bs. As. s/ Sumarísimo


      COMP. 46, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de radicación como límite a la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Configuración. Actos típicamente jurisdiccionales.


      El límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


      Candás, Victoria c/ Banco Francés (BBVA) s/ Sumarísimo


      COMP. 30, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de radicación como límite a la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Configuración. Actos típicamente jurisdiccionales.


      El límite para la transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado actos típicamente jurisdiccionales. En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


      Arnica, Teresita Augusta y otro c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 776, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Radicación de la causa en un único tribunal: identidad de causa y objeto y la ejecución tramita en un único expediente


      Toda vez que el caso se trata de una ejecución prendaria iniciada como consecuencia de un presunto incumplimiento contractual, cuyo acuerdo de voluntades fue instrumentado en un formulario preimpreso, razón por la que puede ser considerado un contrato de adhesión con cláusulas generales predispuestas, entre las que se encuentra la prórroga de jurisdicción cuya invalidez fue planteada por las demandadas en la presentación inhibitoria, y que, además, existe en el sub lite identidad de causa y objeto y la ejecución tramita en un único expediente, corresponde considerar, entonces, que razones de economía procesal y buena administración de justicia autorizan a concentrar las actuaciones ante un único tribunal, tanto más, frente a la eventualidad de que se dicten fallos contradictorios.


      Círculo de Inversores S.A. de ahorro P/F determinado c/ Escobar, Aldo Alberto y otro s/ ejecución prendaria


      COMP. 318, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "B.C.R.A c/ M. Rodenas y otro s/ ejecutivo" (Comp. 1102, L. XLII), y a "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ ejecutivo" (Comp. 1261, L.XLII).


      Banco Central de la República Argentina c/ Benavente, Ana M. s/ ejecutivo


      COMP. 484, L. XLIII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "B.C.R.A c/ M. Rodenas y otro s/ ejecutivo" (Comp. 1102, L. XLII), y a "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ ejecutivo" (Comp. 1261, L.XLII).


      Banco Central de la República Argentina c/ Brusco, Rubén s/ ejecutivo


      COMP. 481, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "Pichín de Centeno Graciela s/ amparo (c/ O.S.E.C.A.C)", Comp. N° 11, L. XLIII.


      Remisión a "Pichín de Centeno Graciela s/ amparo (c/ O.S.E.C.A.C)", Comp. N° 11, L. XLIII.


      Acevedo, Eduardo Francisco s/ amparo (c/ Amra Med)


      COMP. 259, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Competencia N° 619; L.XXII "Caimi, José Antonio s/ internación".


      R., María Luján s/ artículo 482 Código Civil


      COMP. 1338, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a fallos: 327:2200.


      Cataldi, Ofelia Beatriz c/ Aguas Argentinas S.A. s/ proceso de conocimiento


      COMP. 1507, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los fallos de las causas Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo"; y Comp. 1261, L. XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Aguirre, Gustavo s/ ejecutivo


      COMP. 339, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Comp. 1132, l. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


      Corsi, Alberto Raúl c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ apelación


      COMP. 1487, L. XLII, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 3252, L. XL, "Cocco, Julio Ernesto y otros c/ Banco Francés S.A." y G. 2087, L. XLII, "Goldfarb, Moisés c/ Banco Río de la Plata S.A.".


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, tal como acontece en el sub lite, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Ambrosetti, María Leonor c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Sumarísimo


      A. 175, L. XLIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp. prof médicos y aux.".


      El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


      Barrientos, Julia Beatriz c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios - Resp. Prof. Médicos y Auxiliares


      COMP. 148, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Resolución de una cuestión de competencia sin más trámite en un caso donde se pretende garantizar un derecho fundamental, como es el derecho al honor, la intimidad y la protección de datos personales, con sustento en el Art. 43, de la Constitución Nacional.


      En atención a la naturaleza del proceso, en el que se pretende garantizar un derecho fundamental, como es el derecho al honor, la intimidad y la protección de datos personales, con sustento en el Art. 43, de la Constitución Nacional, corresponde prescindir de los reparos procedimentales que merezca la forma en que se trabó la contienda y dirimir la cuestión de competencia sin más trámite, toda vez que lo contrario podría importar una nueva dilación del trámite en desmedro del principio de economía procesal. Toda vez que los datos de que se trata constan en una base de datos de internet (red internacional), a la que se puede tener acceso desde cualquier lugar del país, como del mundo, la causa debe continuar con su trámite ante la justicia federal, ya que es competente el referido fuero de excepción en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


      Aris Martínez, Daniel Sergio c/ Compañía Financiera Argentina S.A. s/ habeas data


      COMP. 870, L. XLIII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia que se encuentra firme: competencia del juzgado de origen.


      Si se ha dictado sentencia que se encuentra firme, en consecuencia, las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra a verificar su crédito ante el juez del concurso.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cabinet S.A. s/ ejecución fiscal


      COMP. 249, L. XLIII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Solución por las mismas Cámaras de Apelaciones de los diferendos suscitados entre las Salas que las integran.


      Sobre la base del principio que determina que la facultad de dividirse en Salas, otorgada por el Art. 25 del decr. ley 1285/58 a las Cámaras Nacionales de Apelaciones, trae aparejada, como consecuencia, la de permitirles decidir qué juez integrará cada una, y aunque la ley que dio origen a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal (ley 21.628) determinó que dicho tribunal se conformará por seis jueces divididos en dos salas de tres miembros cada una (ver Art. 3), no obstante ello, una adecuada hermenéutica de esa normativa, examinada en el marco singularmente del Art. 31 del decr. Ley 1285/58, permite arribar a una idéntica solución.


      Lucero, Lucrecia Juana c/ Estado Nacional - Sedronar - Resol. 203/04 s/ amparo Ley 16.986


      COMP. 283, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


      En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley nº 1285/58, texto según Ley nº 21.708, el conflicto habido entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


      Romero, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - dtos. 1.570/01 y 214/02 s/ proceso de conocimiento


      COMP. 1073, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


      Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según Ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


      Ostinelli, Julio y otros c/ Clarín Global S.A. s/ daños y perjuicios


      COMP. 1344, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


      Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según Ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


      Pabbene, Víctor Hugo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - dtos. 1570/01 y 214/02 - Galicia s/ proceso de conocimiento


      COMP. 1504, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


      Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, en atención a que conforme a lo dispuesto por el Art. 24, inc. 7° del dec.-ley 1285/58, texto según Ley 21.708, el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Nacional en lo Civil y Comercial Federal, Sala II, en su calidad de tribunal de alzada del juez que previno.


      Pérez, Marcela Edith c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ ordinario


      COMP. 300, L. XLIII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble"). Justicia nacional.


      Del Valle, Osvaldo Samuel y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 975, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble"). Justicia nacional.


      Mogni, Carlos Ernesto c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


      COMP. 554, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Incapacidad. Juez del lugar de residencia. Remisión a la sentencia en autos Comp. 1511, L. XL.


      El causante se encuentra actualmente residiendo en la localidad de Venado Tuerto, Provincia de Santa Fe, situación que torna procedente que sea el tribunal con jurisdicción en la precitada jurisdicción, quien prosiga con el control de la situación médica del presunto incapaz.


      R., J. s/ artículo 482 Código Civil


      COMP. 1423, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Oportunidad de planteo de inhibitoria. Prórroga tácita de jurisdicción.


      En cuanto a la oportunidad procesal para plantear la cuestión de competencia por vía de inhibitoria, el artículo 8, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece que la misma podrá interponerse hasta el momento de oponer excepciones o de contestar la demanda si aquel trámite no se hallare establecido como previo en el proceso de que se trata. En tal contexto, si entre la notificación de la acción al codemandado que promueve la contienda de competencia y el planteo de ésta, transcurrió con exceso el plazo para articular las defensas previstas en la normativa citada, cabe sostener, razonablemente, que se ha producido una prorroga tácita de jurisdicción hacia la justicia nacional en lo civil, resultando, entonces, tardía la inhibitoria promovida por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.


      Caballero, Marina del Carmen c/ Consorcio de Propietarios Av. Rivadavia 96 s/ daños y perjuicios


      COMP. 1061, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Incidente de ejecución de alimentos. Acuerdo previo homologado. Corresponde competencia del juez del proceso principal.


      El artículo 227 del Código Civil (ley 23.515), establece que las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versaren sobre los efectos del matrimonio -entre las que se encuentra comprendida la presente- deben intentarse ante el juez del último domicilio conyugal efectivo, o ante el domicilio del cónyuge demandado. Dicho principio general es precisado, en materia alimentaria, por el artículo 228 del mismo cuerpo legal, que en su inciso primero atribuye competencia al juez que hubiera entendido en el juicio de separación personal, divorcio vincular o nulidad, y en el segundo a opción de la actora, el del domicilio conyugal, del demandado o -entre otros- el del lugar de celebración del convenio alimentario, si lo hubiere. En consideración la naturaleza incidental del presente reclamo, que no surgen de autos notas de conexidad y accesoriedad con la causa de guarda en trámite ante el Magistrado provincial que hagan pertinente su acumulación, y que la inhibición fue declarada de oficio y no a pedido de parte, corresponde siga entendiendo en el incidente de ejecución de alimentos, el señor juez a cargo del juzgado civil, ante quien tramitó el expediente principal de homologación de acuerdo, por encontrarse el domicilio de las partes en Capital Federal, y en un todo de conformidad con lo normado por los artículos 6°, inciso 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, 227 y 228 del Código Civil.


      E., G. S. c/ C., O. I. s/ incidente de ejecución hipotecaria


      COMP. 1211, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Protección de persona menor de edad. Juez del lugar de residencia.


      El niño, actualmente se encontraría viviendo con su madre en la localidad de Munro, Provincia de Buenos Aires. En ese contexto, y no existiendo otros elementos de juicio fehacientes que indiquen con claridad las circunstancias que llevaron al menor a esa situación, corresponde que el tribunal provincial siga entendiendo en el proceso.


      R., M. E. s/ Protección de persona


      COMP. 1314, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto positivo de competencia. Acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos. Citación en garantía de la compañía aseguradora. Opción entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador.


      En casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados pueden optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador (art. 118 de la Ley 17.418).


      Pereyra Iraola, Jorge Nicolás Enrique y otro c/ Peñalver, Reinaldo Darío y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 1269, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


      Las contiendas suscitadas entre jueces nacionales de primera instancia, conforme a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley nº 1285/58, texto según Ley 21.708, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


      Valdivieso, Eduardo Fernando y otros c/ Flecha Bus Derudder Hnos. S.R.L. s/ ordinario


      COMP. 951, L. XLIII, 01 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Acción de amparo para que se entregue los fondos pactados en la moneda de origen. Prematura declaración de incompetencia oficiosa.


      La Corte ha manifestado que, la admisibilidad de la declaración oficiosa de incompetencia por el juez en razón del territorio, está restringida en forma expresa por el legislador. En efecto, el artículo 4°, tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dispone que no procede la declaración de oficio de incompetencia territorial en asuntos exclusivamente patrimoniales pues ella puede ser objeto de prórroga mediando conformidad de las partes (conf. Art. 11, segundo párrafo del código ritual). En tal orden de ideas, la inhibición decretada de oficio por el magistrado federal, en este estado procesal de la causa, es prematura, ello sin perjuicio de que dicho juez tenga la oportunidad de pronunciarse respecto a su competencia si los demandados oponen defensas o excepciones sobre el particular.


      Torres Grance, Carlos y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo


      COMP. 996, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Conflictos jurisdiccionales entre jueces nacionales de primera instancia: competencia de la cámara de alzada del magistrado que intervino en primer término.


      Esta contienda jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, atendiendo a lo establecido por el artículo 24, inciso r, del decreto-ley nº 1285/58 (según Ley nº 21.708), que prevé que el conflicto habido entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


      Fernández, Manuel c/ ANSES s/ ejecución previsional


      COMP. 600, L. XLIII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Conflictos jurisdiccionales entre jueces nacionales y federales de primera instancia: competencia de la cámara de alzada del magistrado que intervino en primer término. Inexistencia de atribución recíproca de competencia.


      En la presente causa no existe un conflicto de competencia que incumba dirimir a la Corte, pues el problema se plantea entre magistrados nacionales y federales de primera instancia, razón por la que los obrados deben girarse a la alzada del juez previniente, además de que no media, en rigor, el último término, una atribución reciproca de competencia.


      Carbone, Néstor Omar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo


      COMP. 536, L. XLIII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Control de la salud psicofísica de incapaz. Precedente Comp. 1524, XLI, “Cano, Miguel s/ Insania”. Principio de inmediatez. Juez del lugar de internación.


      La Corte privilegió en resguardo de una eficaz protección del causante la salvaguarda del principio de inmediatez del juez del lugar donde aquel permanece actualmente internado sobre el de radicación que emana del dictado de una sentencia de interdicción o internación anteriores.


      R., Á. s/ Diligencias preparatorias


      COMP. 786, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Daños y perjuicios por accidente laboral. Jurisdicción a elección del actor: domicilio de uno de los demandados. Ausencia de oposición por parte del demandado.


      Cabe recordar, en primer orden, que cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias no es una disposición local la que puede establecer la competencia sino la ley de procedimientos nacional. Asimismo, la Corte tiene dicho que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la Ley nº 18.345, que prevé la competencia, en los procesos entre trabajadores y empleadores -a elección del actor- del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio de la accionada. En ese marco, corresponde señalar, que de lo expresado en el escrito de demanda -al que debe estarse a los efectos de determinar la jurisdicción -, lo cierto es que el actor optó por la jurisdicción de la sede de uno de los demandados quien ninguna objeción efectuó sobre el punto al comparecer. En el mismo orden, insistió el trabajador respecto de la jurisdicción nacional -sobre la base, substancialmente, de los artículos 19 y 24 de la Ley nº 18.345- en ocasión de contestar el traslado relativo a la inhibitoria cursada por el juez local, razón por la que corresponde estar a los términos de dicha opción.


      Almirón, Alfonso Aníbal c/ Ledesma, Julio César y otro s/ accidente acción civil


      COMP. 673, L. XLIII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito. Elementos objetivos comunes: acumulación de causas para evitar sentencias contradictorias.


      Si bien en las causas no se configura la identidad de partes requerida por el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación para que proceda la acumulación, toda vez que en los dos procesos los damnificados persiguen indemnización por los daños y perjuicios derivados de un mismo accidente de tránsito, concurren ciertos elementos objetivos comunes que tornan aconsejable que el juez que intervenga en ambos sea el mismo a fin de evitar sentencias contradictorias. Ello, de conformidad con doctrina reiterada de la Corte postulando que corresponde ordenar la acumulación de procesos no obstante que no concurran la triple identidad de sujeto, objeto y causa si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, emanen fallos contrapuestos.


      Contreras, Gladys Carmen c/ Llorente, Juan Carlos y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 913, L. XLIII, 06 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Indemnización por deceso de trabajador. Competencia a elección del actor. Justicia nacional de trabajo.


      Cabe puntualizar, en primer término, que los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones -nacional y provincial- deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. Asimismo, la Corte tiene dicho que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la Ley nº 18.345, que dispone la competencia, a elección del actor, del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado, y que está inspirado por el objeto de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los "demandantes" a que se refiere el precepto. En tales condiciones, los peticionarios, a propósito de un infortunio fatal ocurrido en la Provincia, optaron por la jurisdicción de la sede de dos de los demandados quienes ninguna objeción efectuaron sobre el punto al comparecer. En el mismo orden, insistieron los actores sobre la jurisdicción nacional –en base, substancialmente, a los artículos 19 y 24 de la Ley Foral y 118 de la Ley nº 17.418-, en ocasión de interponer recurso de reposición contra la declinatoria decidida en origen por el juez nacional, razón por la que corresponde estar a los términos de la opción ejercida por los reclamantes.


      Lara, Carmen Ester por sí y en representación de sus hijos menores D. S., Diego G. y otros c/ Alto Paraná S.A. y otros s/ accidente - acción civil


      COMP. 977, L. XLII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Indemnización por despido encausado. Jurisdicción a elección del actor.


      Cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias no es una disposición local la que puede establecer la competencia sino la ley de procedimientos nacional. Asimismo, la Corte tiene reiterado que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la Ley nº 18.345, que prevé la competencia, en las causas entre trabajadores y empleadores -a elección del actor- del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado y que está inspirado por el objeto evidente de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los demandantes a que se refiere el precepto.


      Cooperativa Telefónica Obras y Servicios de Capitán Bermúdez Fray Luis Beltrán y su zona Ltda. c/ Lunardi, Cristian M. s/ competencia


      COMP. 617, L. XLIII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Actos típicamente jurisdiccionales. Transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Principio de radicación. Remisión Comp. 31 L. XLIII, "Enrique, Osvaldo Audón y otra”. Justicia provincial.


      Sentado lo anterior, procede señalar que las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Enrique, Juan Carlos y otra c/ BBVA Banco Francés s/ Sumarísimo


      COMP. 1022, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Actos típicamente jurisdiccionales. Transferencia de expedientes entre jurisdicciones: principio de radicación. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que de por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Insaurralde, Sandra Beatriz y otras c/ Banco Galicia (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 571, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."). Justicia nacional.


      Trombetta, Inés Emilia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


      COMP. 258, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Principio de radicación. Justicia provincial.


      Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


      Genes, Mercedes y otra c/ Banco de Galicia (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 1049, L. XLIII, 11 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Razones de economía procesal. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia nacional en lo civil y comercial federal.


      Lorenzutti, Guido c/ P.E.N. Ley 25.561 Dtos. 157/01 214/02 (Macro) s/ Amparo Ley 25.561


      COMP. 1312, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326: 4019 ("Viejo Roble") y Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia Nacional.


      Vázquez, Carlos Eduardo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      COMP. 787, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia nacional en lo civil y comercial federal.


      Ramírez, Juan Carlos c/ P. E.N. y otros s/ Amparo


      COMP. 1243, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia nacional en lo civil y comercial federal.


      Remaggi, Marta Elena c/ P.E.N. Ley 25.561 s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 1268, L. XLIII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."). Justicia nacional.


      García Raimundo c/ P.E.N. Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 1466, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."). Justicia nacional.


      Pérez, Susana Beatriz María c/ Banco Macro Bansud s/ Consignación


      COMP. 1518, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble") y Fallos: 327:26 (Rodríguez Atilana"). Justicia nacional.


      Gamas de Arana, Raquel Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


      COMP. 769, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble"). Justicia Nacional.


      De Orta, José Oscar c/ BNL Banca Nazionale del Lavoro y otro s/ Daños y perjuicios


      COMP. 699, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo resuelto en el precedente "Rezk" (Fallos: 324:2493). Justicia provincial.


      Es dable poner de manifiesto que, en tanto no se haya dictado un acto típicamente jurisdiccional, que tenga por efecto radicar el expediente en el fuero que lo dictó, no existe óbice para que se produzca la transferencia de expedientes a la órbita de la justicia federal, por aplicación del precedente de la Corte Suprema.


      Ortiz, Juan Ramón y otra c/ Banco Francés (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 586, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Precedente de Fallos: 325:1883 ("Melli"). Justicia federal.


      Cabe aclarar que a diferencia de otros muchos procesos provenientes de los mismos tribunales que intervienen en este conflicto y por las mismas cuestiones, en autos no existe un acto típicamente jurisdiccional que tenga por efecto hacer radicar el expediente en el fuero que lo dictó y, por lo tanto, no existen óbices para que se produzca su transferencia a la órbita federal.


      Barbona, Ramón Oscar c/ BBVA Banco Francés S.A. Suc. Goya s/ Sumarísimo


      COMP. 37, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 205, L. XLI “Molas Quiroga, Sara Mercedes y otro”. Justicia nacional.


      Granson, Pedro s/ Sucesión c/ Sipetrol Argentina S.A. s/ Medidas cautelares


      COMP. 642, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Demanda contra la Ciudad de Buenos Aires. Facultades de jurisdicción de la ciudad.


      La causa debe ser resuelta por los jueces del fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, de acuerdo con lo establecido en los artículos 8° de la Ley 24.588, 48 de la Ley local 7 y 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires.


      Carrizo, Irma Nora c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ daños y perjuicios (ac. tran. c/ les. o muerte)


      COMP. 1289, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Demanda contra la Ciudad de Buenos Aires. Facultades de jurisdicción de la ciudad. Remisión a Fallos 329:759 y dictamen in re Comp. N° 1026, L. XLIII.


      La causa debe ser resuelta por los jueces del fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, de acuerdo con lo establecido en los artículos 8° de la Ley 24.588, 48 de la Ley local 7 y 2º del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires.


      Serrano, Analía Virginia Mercedes c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ daños y perjuicios


      COMP. 1315, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Madre biológica firma convenio privado de guarda a favor de terceros en Curuzú Cuatiá. Se inicia trámite de guarda con fines de adopción en Capital Federal. Madre biológica inicia trámite de restitución de menor en Corrientes. Principio rector del interés superior del niño: se privilegia el lugar de residencia habitual. Ley 26.061. Corresponde continuar las actuaciones en Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil nº 23.


      El principio rector del interés superior de la niña debe constituir una insoslayable pauta axiológica prescripta por la Convención sobre los Derechos del Niño, instrumento internacional que, en las condiciones de su vigencia, resulta adjudicatario de jerarquía constitucional de acuerdo con el artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional y, por ende, de inexcusable acatamiento y aplicación. A la luz del mencionado tratado, y en el referido contexto cabe privilegiar en una situación como la indicada a los fines de la dilucidación del Problema de competencia, al lugar de la residencia habitual de la incapaz. Además, la Ley 26.061, de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, cuando refiere al aludido principio, señala que éste debe entenderse como la máxima satisfacción, integral y simultánea de derechos y garantías reconocidos en la ley, debiéndose respetar, entre otras cuestiones, el "centro de vida" de los menores (conf. Art. 3°, inc. f), lo cual debe prevalecer no solamente en las cuestiones de fondo sino también en materia de competencia. A mayor abundamiento, cabe recordar que, la Corte en oportunidad de resolver actuaciones cuyo objeto atañe al interés de menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que consideró que la eficiencia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.


      A., M. S. s/ guarda


      COMP. 1281, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión a Comp. 160, L. XLIII, "Cons. de Prop. Montiel” y Comp. 256, L. XLIII “GCBA”. Justicia nacional.


      Consorcio de propietarios Azopardo 1549 c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ Ejecución de expensas


      COMP. 687, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble") y Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia Nacional.


      Villalba, Marcelo Ariel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      COMP. 135, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión a la Comp. 160, L. XLIII, "Cons. de Prop. Montiel 3953/75, 2 de Abril 6751/99/6833” y Comp. 424, L. XLIII, "Cons. de Prop. Emilio Castro 4948”. Justicia nacional.


      Consorcio de propietarios Montiel 3953/75, 2 de Abril 6751/99 6833 c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ Ejecución de expensas


      COMP. 911, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 118, L. XLIII. “Fiorito, Ornar Horacio y otro”. Justicia local.


      Ríos Leiva, Gustavo Daniel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y auxiliares


      COMP. 500, L. XLIII, 11 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 160, L. XLIII "Cons. de Prop. Montiel”. Justicia Nacional.


      Consorcio de propietarios Emilio Castro 4948 c/ Comisión Municipal de la Vivienda (Unidad funcional 11) s/ Ejecución de expensas


      COMP. 424, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia por inhibitoria. Ejecución prendaria.


      El planteo de la cuestión de competencia por inhibitoria efectuado por el magistrado provincial resulta extemporáneo. Ello es así por cuanto, la sentencia dictada en la presente ejecución prendaria es de fecha anterior a la resolución que hace lugar al referido pedido de inhibitoria.


      Plan Rombo S.A. c/ Retamozo, Silvia del Carmen y otro s/ ejecución prendaria


      COMP. 1271, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Ausencia de privilegio específico. Recurso extraordinario inadmisible.


      Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias permiten equiparar a estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o si lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible y fue incorrectamente concedido. En efecto, atento a la igual naturaleza que revisten los jueces en lo civil y comercial federal y los magistrados en lo penal económico, la sentencia apelada no importa la denegación de un específico privilegio federal que autorice la concesión del recurso interpuesto, máxime cuando, por otra parte, a fin de examinar la admisibilidad del remedio federal cuando se discuten cuestiones de competencia, el Tribunal reiteradamente ha señalado que todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional.


      Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ Recurso de queja


      P. 320, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Insania. Juez del lugar donde reside la causante. Principio de inmediatez.


      Toda vez que la presunta incapaz se encuentra actualmente residiendo en una localidad de Provincia de Buenos Aires, en el marco de la reciente doctrina de Corte, compete al Juzgado Civil del Departamento Judicial correspondiente entender en el control de la salud psicofísica de la causante.


      M., S. A. s/ insania


      COMP. 1131, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Objeto de la acción satisfecho. Incorrecta traba de contienda: falta de atribución recíproca. Justicia local.


      En cuanto a que el objeto del proceso estaría satisfecho, cabe recordar que, para que la Corte Suprema dirima un conflicto, en los términos del Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, debe existir una atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. Esta circunstancia no concurre en autos, pues el juez federal no se pronunció expresamente sobre su competencia -tal como hubiera sido menester-, sino que, a requerimiento de los actores, simplemente remitió la causa al juez local, mientras que éste -que sí se declaró incompetente- no puso en conocimiento de su par federal esta decisión y en forma prematura elevó los autos a la Corte Suprema. En tales condiciones, todavía no existe una contienda correctamente trabada, cuya resolución competa al Tribunal.


      Barri de Gentilini, Elda y otros c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


      COMP. 909, L. XLIII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Daños y perjuicios. Indemnización mala praxis médica. Hospital dependiente del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Responsabilidad del Estado. Responsabilidad civil por la presunta "falta de servicio". Competencia de la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad de Buenos Aires.


      El sujeto demandado es una persona jurídica pública estatal -Gobierno de la Ciudad- y la materia en debate es propia del derecho público local, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda (elemento que se debe tener en cuenta para determinar el órgano judicial competente, como es bien sabido), los actores atribuyen responsabilidad a la autoridad local por la presunta falta de servicio en la que habría incurrido el personal médico del Hospital Piñero. En tal sentido, se excluye del concepto de causa civil a los casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en aquéllos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En tales condiciones, la causa debe ser resuelta por los jueces locales, al ser específica del fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, de conformidad con los arts. 8° de la Ley 24.588, 48 de la Ley local 7 y 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires.


      F., O. H. y otro c/ B., M. y otros s/ Daños y perjuicios - Resp. Prof. Médicos y aux.


      COMP. 118, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Incorrecta traba de contienda de competencia: falta de atribución recíproca.


      El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de aplicación obligatoria en las contiendas que este tipo que se susciten entre jueces de diferentes jurisdicciones, establece que recibido el oficio o exhorto el juez requerido se pronunciará aceptando o no la inhibición y en caso de que mantuviese su competencia, enviará sin otra sustanciación las actuaciones al tribunal competente para dirimir la contienda y lo comunicará sin demora al tribunal requirente para que remita las suyas (art. 10). Asimismo, en caso de contienda negativa o cuando dos o más jueces se encontraren conociendo de un mismo proceso, cualquiera de ellos podrá plantear la cuestión de acuerdo con el procedimiento recién descripto (art. 13). Nada de ello se cumplió en el caso de autos, porque el juez federal no sólo no se pronunció expresamente acerca del requerimiento que le formuló su par local, ya sea para aceptarlo o rechazarlo, ni se expidió sobre su competencia -requisito indispensable para una correcta traba de la contienda-, sino que tampoco remitió las actuaciones al tribunal habilitado para resolver el conflicto, que no es otro que la Corte Suprema, atento a que éste se plantea entre jueces de distintas jurisdicciones (federal y local), que carecen de un órgano superior común y que, por lo tanto, debe ser resuelto por la Corte, en los términos del Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58.


      Juzgado de primera instancia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad de Buenos Aires N° 3 s/ Su presentación


      J. 214, L. XLII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia cuestión de competencia. Resolución de conflicto entre jueces federales: órgano superior del tribunal que primero intervino.


      El Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término. Corresponde remitir los autos a la alzada a fin de que dirima la contienda suscitada.


      Almaraz, Marta Liliana y otros c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Amparo


      COMP. 1242, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia de conflicto de competencia. Cuestiones de superintendencia. Reglamento para la Asignación de Causas en la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


      Hanriquez, Ramón Arcángel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 s/ Resol 977/06


      COMP. 1236, L. XLIII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia del conflicto de competencia. Cuestiones de superintendencia. Reglamento para la Asignación de Causas en la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


      No corresponde que el Ministerio Público se expida en estos autos, toda vez que aquí no se verifica ni un conflicto de competencia ni un diferendo jurisdiccional entre jueces que impliquen un supuesto de privación de justicia que deba conjurarse. Se trata de una cuestión de superintendencia que debe encontrar solución en la Junta de Superintendencia de ese tribunal.


      Autolatina Argentina S.A. - TF 7920 - A c/ Dirección General de Aduanas s/ Competencia


      COMP. 1307, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Principio de inmediatez. Juez del lugar donde reside el incapaz. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 1524, L. XLI.


      J., R. s/ diligencias preparatorias


      COMP. 1273, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos P. 1575, XLII, “Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Demanda ordinaria.”


      Prorenta AFJP S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      P. 705, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo examinado en autos Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


      Perret, Gustavo A. c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ materia de otro fuero


      COMP. 1112, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en autos Comp. N° 1326, L. XXXIX, "B., F. s/ Guarda con fines de adopción”, y Comp. N° 446, L. XLII, "B., J. s/ adopción”.


      M., M. M. s/ materia a categorizar


      COMP. 964, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los criterios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa, y lo señalado en Fallos: 327:26 (Rodríguez Atilana").


      Figueiro, Santiago y otros c/ P.E.N. y otros s/ Amparo


      COMP. 997, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Prórroga de la Competencia.


      Conflicto de competencia. Ejecución prendaria. Contrato de adhesión con cláusulas generales predispuestas. Cláusula de prórroga de jurisdicción. Afectación del derecho de defensa en juicio.


      Si se trata de una ejecución prendaria iniciada como consecuencia del presunto incumplimiento de un contrato de compraventa de automotores y el acuerdo de voluntades se instrumentó en un formulario pre impreso -como ocurre en autos-, el mismo puede ser considerado como un contrato de adhesión con cláusulas generales predispuestas, entre las que se encuentra la prórroga de jurisdicción. Configurada dicha situación, ellas deben ser interpretadas en el sentido más favorable a la parte más débil de la relación jurídica, que es el consumidor, de conformidad con el artículo 3 de la Ley 24.240. El artículo 28 del decreto ley 15348/46, ratificado por Ley 12.962 establece la competencia del juez comercial para entender en materia de ejecución prendaria. Asimismo dispone que el acreedor debe deducir la demanda respectiva ante el magistrado del lugar de pago convenido, el de la sede de los bienes gravados o el del domicilio del deudor -a su opción. Ahora bien, en el caso el accionante no ha ejercido dicha alternativa, iniciando su reclamo ante la justicia nacional en lo comercial en el marco de la cláusula de prórroga jurisdiccional incluida en el contrato de prenda con registro. Cabe destacar, que no resulta óbice a la adopción de tal criterio la particularidad que la actora tenga su domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y que la aquí coejecutada lo constituyera en San Carlos, Provincia de Mendoza, circunstancia por la cual correspondería el fuero federal por la eventualidad de tratarse de un proceso civil entre vecinos de diferentes jurisdicciones -conforme Art. 116 C.N. y Art. 20, inciso 20 de la Ley 48 y Fallos: 317:927-, toda vez que, según se desprende de las constancias de la causa, dicha prerrogativa no ha sido ejercitada por la parte aforada.


      Escobar, Aldo Alberto y otros c/ Círculo de Inversores S.A. de Ahorro para Fines Determinados s/ ordinario


      COMP. 825, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Reclamo de honorarios profesionales. Prórroga de jurisdicción. Justicia ordinaria.


      Asiste razón al señor Juez Federal, en cuanto se declara incompetente para entender en el reclamo relativo a los honorarios profesionales pactados por las partes. Ello es así, toda vez que en la cláusula Cuarta del Pacto de Cuota Litis por ellas suscripto, se sometieron voluntariamente a la jurisdicción de los tribunales ordinarios.


      Augusto, José c/ Mangona de González y otros s/ ejecución de honorarios


      COMP. 791, L. XLIII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Costas.


      Reajuste de haberes jubilatorios. Carga de las costas en procesos de naturaleza previsional. Artículo 21 de la Ley nº 24.463. Procedencia del recurso.


      En primer término, si bien es cierto que, como regla, la vía del artículo 14 de la Ley nº 48 no resulta procedente para revisar lo decidido por los jueces de la causa en lo referente a la distribución de las costas del pleito, corresponde hacer excepción a este principio cuando el juzgador incurrió en un error respecto a la aplicación del artículo 21 de la Ley nº 24.463. Y es que la excepción reglada por dicho artículo de la Ley de Solidaridad Previsional se encuentra restringida al ámbito delimitado por su artículo 14 y, por ende, no corresponde extenderla a otros organismos de la administración.


      Tarelli, María Isabel c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ reajustes varios


      T. 428, L. XLI, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Sanción por omisión de aportes previsionales. Solicitud de revisión de las actas de infracción. Costas a la parte vencida. Procedencia del recurso extraordinario.


      La Sala, sin base en ningún elemento objetivo del proceso, ni en la enunciación de circunstancias particulares del caso, impuso las costas por su orden, importando lo resuelto un desacertado proceder que dista de constituir lo que exige el deber jurisdiccional para convalidar un fallo, a la luz de lo dispuesto por el artículo 68 del Código adjetivo. Sobre el particular, la Corte ha establecido que incumbe dejar sin efecto el decisorio que impuso las costas en el orden causado, apartándose del principio objetivo de la derrota sentado por el precepto pertinente del código de rito, sin expresar motivo alguno que, en las circunstancias de la causa, lo justificase.


      Arzobispado de Mercedes Luján c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ impugnación de deuda


      A. 2249, L. XL, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Modos Anormales de Terminación del Proceso


      Caducidad de la Instancia.


      Cuestiones relacionadas a la caducidad de instancia resultan ajenas a la instancia del Recurso Extraordinario Federal. Excepción: Caso en que se lesiones la defensa en Juicio.


      Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia es materia procesal ajena, en principio, a la vía del Art. 14 de la Ley 48 , tal doctrina admite excepción cuando la resolución que la dispuso -sobre la base de una interpretación inadecuada de las normas rituales- frustra el derecho del actor a obtener una sentencia que se pronuncie sobre el fondo de la pretensión, con grave lesión del derecho de defensa en juicio. Corresponde declarar la caducidad de la instancia extraordinaria si ha transcurrido el lapso de tres meses desde que se concedió el recurso extraordinario (art. 310, inc. 2° del CPCCN) sin que mediara actividad procesal impulsora por parte de la recurrente, pues la carga de remitir la causa al tribunal superior correspondiente, no releva a las partes de realizar los actos necesarios para urgir su cumplimiento ante la omisión del órgano respectivo.


      Tevecom S.A. y otros c/ Municipio de la Ciudad de Concordia s/ Acción meramente declarativa.


      T. 284, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones atinentes a la caducidad de instancia resultan ajenas a la instancia extraordinaria como principio.


      Lo atinente a la perención de instancia constituye una cuestión procesal ajena, como principio, a la instancia extraordinaria, sobre todo cuando la decisión se funda en razones suficientes de igual carácter que, al margen de su acierto o error, acuerdan sustento al fallo e impiden su descalificación como acto jurisdiccional. La parte que promueve un proceso asume la carga de urgir su desarrollo en virtud del principio dispositivo, sin perjuicio de las facultades conferidas al órgano judicial y únicamente queda relevada de dicha carga procesal cuando sólo al Tribunal le concierne dictar una decisión o instar el proceso. El criterio restrictivo que debe seguirse en la aplicación del instituto de la caducidad de la instancia es útil y necesario cuando existen dudas sobre la inactividad que se aduce, pero no cuando aquélla resulta en forma manifiesta. La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en el orden de temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación de manera que descalifiquen a la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.


      Autotransportes El Trapiche S.R.L. y otros c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción procesal administrativa


      A. 1510, L. XLII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones atinentes a la caducidad de instancia resultan ajenas a la instancia extraordinaria como principio.


      Lo atinente a la perención de instancia constituye una cuestión procesal ajena, como principio, a la instancia extraordinaria, sobre todo cuando la decisión se funda en razones suficientes de igual carácter que, al margen de su acierto o error, acuerdan sustento al fallo e impiden su descalificación como acto jurisdiccional. La instancia se abre desde la interposición de la demanda. El criterio restrictivo que debe seguirse en la aplicación del instituto de la caducidad de la instancia es útil y necesario cuando existen dudas sobre la inactividad que se aduce, pero no cuando aquélla resulta en forma manifiesta. Los planteos de caducidad deducidos después de interpuesto el recurso extraordinario pero antes del otorgamiento o denegación por el tribunal recurrido, deben ser resueltos por éste en la medida en que no ha habilitado la instancia extraordinaria, sin perjuicio de las facultades de la Corte respecto de lo que allí se decida, llegado el caso de que le correspondiera entender en el ejercicio de las prerrogativas que le son propias. La arbitrariedad tiene carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en el orden de temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación de manera que descalifiquen a la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.


      Gómez, Gustavo Javier c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Sumarísimo


      G. 2542, L. XLI, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones relacionadas a la caducidad de instancia resultan ajenas a la instancia del Recurso Extraordinario Federal. Excepción: caso en que se lesiones la defensa en juicio o agravio irreparable.


      Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , también lo es, que, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de defensa en juicio, y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Por medio de la doctrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso y, por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter, sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.


      Autotransportes el Trapiche S.R.L. y otros c/ Provincia de Mendoza s/ Acción procesal administrativa


      A. 2446, L. XLI, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones relacionadas a la caducidad de instancia resultan ajenas a la instancia del Recurso Extraordinario Federal. Excepción: caso en que se lesiones la defensa en juicio o agravio irreparable.


      Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , también lo es, que, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de defensa en juicio, y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Por medio de la doctrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso y, por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter, sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.


      Barrera, Ricardo Walter c/ Municipalidad de Godoy Cruz s/ A.P.A.


      B. 796, L. XLII, 03 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones que resuelven la caducidad de instancia no constituyen sentencia definitiva a los fines del Recurso Extraordinario Federal. Excepción: agravio de imposible reparación ulterior.


      Las resoluciones que resuelven la caducidad de instancia, en principio, no constituyen sentencia definitiva a efectos de habilitar la instancia extraordinaria del Art. 14 de la Ley 48 . Sin embargo, podrá asimilarse toda vez que cause a quien lo interpone un agravio de imposible reparación ulterior, en la medida en que por ejemplo la acción principal quedase prescripta. Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , también lo es que tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de defensa en juicio y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Por medio de la doctrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso y, por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter, sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.


      Vite, Héctor Rufino y Rey Nores, José Agustín c/ Estado Nacional y/o Ministerio de Defensa y/o Estado Mayor de la Armada Argentina s/ Cobro de diferencia de haberes


      V. 591, L. XLI, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Desistimiento.


      El pago de las sumas determinadas en la sentencia recurrida importa renuncia o desistimiento tácito del recurso.


      El pago de las sumas determinadas en la sentencia recurrida, efectuado con posterioridad a la interposición del recurso de hecho sin efectuar reserva alguna de continuar el trámite de la queja, importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso porque media incompatibilidad manifiesta entre ambas gestiones.


      Lalo Aaron c/ Y.P.F. S.A. s/ Contrato administrativo


      L. 369, L. XLI, 11 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recursos.


      Parte General.


      Depósitos previstos como requisito de viabilidad de los recursos de apelación. Situaciones excepcionales.


      Si bien se ha aceptado reiteradamente que la exigencia de depósitos previstos como requisito de viabilidad de los recursos de apelación no es contraria a los derechos de igualdad y defensa en juicio, también lo es que -con no menor reiteración- se ha admitido la posibilidad de atenuar el rigorismo del principio solve et repete en eventuales supuestos de excepción que involucren situaciones patrimoniales concretas de los obligados, a fin de evitar que el pago previo se traduzca en un real menoscabo de garantías que cuentan con protección constitucional.


      Pandolfi, Juan Alberto c/ Dirección General Impositiva s/ impugnación de deuda


      P. 20, L. XXXVIII, 08 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Procedimiento ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Devolución de expediente para certificar desistimiento de la acción.


      Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación c/ Estado Nacional - Decreto 557/05


      C. 1822, L. XLII, 02 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Sujetos Procesales


      Abogados.


      Art. 3° de la Ley 6059 de la Provincia de Tucumán: calidad de afiliados forzosos -comprendidos en las reglas y beneficios de la ley- de los abogados y procuradores inscriptos y a inscribirse en las respectivas matrículas de los colegios profesionales de la provincia.


      Resulta del Art. 3° de la Ley 6059 de la Provincia de Tucumán la calidad de afiliados forzosos -comprendidos en las reglas y beneficios de la ley- de los abogados y procuradores inscriptos y a inscribirse en las respectivas matrículas de los colegios profesionales de la provincia, los que resultan -asimismo- alcanzados, a raíz de lo anterior, por la obligación de aportar, siempre que no se trate de actividades prestadas en relación de dependencia. Los agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho común y público provincial no habilitan la apertura de la instancia de excepción; máxime, cuando lo decidido se apoya en fundamentos de igual carácter que, más allá de su grado de acierto, le confieren sustento jurídico suficiente y descartan la tacha de arbitrariedad.


      Padilla, Máximo c/ Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de Tucumán s/ contencioso administrativo


      P. 921, L. XLI, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Régimen de consolidación de deudas. Pago de los honorarios. Sanciones conminatorias por incumplimiento. Imposición de astreintes. Leyes 25.344 y 25.565. Art. 30 del decreto 1116/00.


      En cuanto al fondo del asunto, asiste razón al apelante en cuanto a que la sentencia del a quo, al ordenar el pago de los honorarios debidos al síndico y a sus letrados en el plazo de cinco días bajo apercibimiento de aplicar sanciones conminatorias en caso de incumplimiento, se apartó del régimen de consolidación de deudas y de las disposiciones que regulan en forma expresa el procedimiento de cancelación de los créditos en efectivo, sin otorgar una fundamentación suficiente para decidir de ese modo. No resulta ajustada a derecho la intimación del tribunal para que la obligada al pago de los honorarios cumpla en forma inmediata -tanto con relación a los créditos consolidados como a los no consolidados- pues tal decisión importa establecer una suerte de excepción que no se encuentra contemplada en los textos legales aplicables. De conformidad con la solución que aquí se propugna, un pronunciamiento respecto de los agravios vinculados a la imposición de astreintes se ha tomado inoficioso. Por lo demás, parece necesario señalar que de las constancias de la causa no surge que el tribunal hubiera efectuado la intimación que prevé el Art. 31 del decreto reglamentario 1116/00, medida que pudo haber adoptado considerar que el informe no resultaba suficiente para justificar las sucesivas dilaciones en los trámites tendientes a la cancelación de los créditos por honorarios y, eventualmente, disponer la aplicación de sanciones conminatorias en caso de persistir el incumplimiento.


      Víctor Pardo e Hijos S.A. sobre quiebra s/ Incidente de revisión por Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


      V. 832, L. XLII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Juez. Deberes y Facultades.


      Deberes y facultades de los jueces frente a los agravios expresados por las partes.


      Los jueces no están obligados a seguir a las partes en la consideración de todos y cada uno de los agravios expresados, sino a atender a aquellos que estimaren conducentes para resolver la cuestión debatida, en la medida que la elocuencia de los estudiados torne inoficioso seguir haciéndolo con los restantes. Resulta admisible el remedio procesal, en los términos del Art. 14, inc. 3°, de la Ley 48 , cuando se halla en debate la inteligencia de un acto de autoridad nacional -por ejemplo, acordadas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación-, y la resolución ha sido contraria al derecho que los impugnantes fundaron en dicho acto.


      Bidau, Sara Margarita y otros c/ ANSES s/ reajustes varios


      B. 1617, L. XLI, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Leyes de orden público: facultad del juez de primera instancia de ordenar el traslado a la parte para que tome conocimiento.


      Siendo las leyes de emergencia, cuya aplicación se peticiona, de orden público, no resultaría indispensable, conforme refiere el quejoso, que fuera su parte quien solicitara el pertinente traslado, toda vez que el Magistrado de Primera Instancia pudo haberlo dispuesto de oficio, previo al dictado de la sentencia, dándole al interesado oportunidad de ser oído respecto a la pertinencia de su aplicación o no en la causa sub examine. La petición para que se aplique la normativa de emergencia a un caso determinado puede hacerse en el alegato, siempre que se dé oportunidad a la otra parte de formular las defensas que estime corresponder.


      Heugas, Silvi c/ González Bonorino, Sebastián s/ daños y perjuicios


      H. 246, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


      Lawny, Silvia Patricia c/ Martínez, Antonio Oscar s/ régimen de visitas


      COMP. 211, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


      Sánchez y Toledo, Alfonso c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ amparo


      COMP. 512, L. XLIII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recusación.


      Pretensa recusación. Imparcialidad del órgano jurisdiccional. Fallos: 328:1491. Procedencia del recurso de queja.


      En primer lugar, si bien es cierto que la sentencia no es definitiva en tanto no pone fin al pleito ni se pronuncia de modo final sobre la cuestión de fondo, como ha dicho el Tribunal resulta equiparable a tal puesto que produce un perjuicio de tardía o insuficiente reparación posterior ya que se cuestiona la imparcialidad objetiva del juzgador en un momento determinado del proceso y es la única oportunidad para su adecuada tutela. En tales condiciones, al ser los mismos magistrados que impusieron la sanción quienes están llamados a decidir sobre el planteo de inconstitucionalidad articulado y en tanto la defensa se sostiene en el temor de imparcialidad como vicio objetivo del procedimiento y no como una cualidad personal de los integrantes del tribunal, asiste razón al quejoso en cuanto a la arbitrariedad del pronunciamiento.


      Secretaria letrada Corte Suprema de Justicia en Rosario s/ Situación de agentes de esa sede Raúl Darío Ramonda y Noemí Rosa Wuhrmann


      S. 1633, L. XLII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Ministerio Público. Asesores de Menores e Incapaces.


      Derecho a la igualdad real de oportunidades para las personas con discapacidad. Necesidad de dar intervención al Ministerio Público de la Defensa. Devuelve actuaciones a tribunal de origen.


      Cabe destacar que en autos no se dio intervención al Ministerio Público de la Defensa para que ejerza las funciones que la ley le asigna como representante promiscuo de los menores que actúan como actores en este proceso. Al respecto, la Corte tiene reiteradamente dicho que es descalificable la sentencia que, al confirmar una resolución, omitió dar intervención al ministerio pupilar para que ejerciera la representación promiscua a pesar de que dicha resolución comprometía en forma directa los intereses del incapaz, lo que importa desconocer el alto cometido que la ley ha asignado a dicho ministerio, y no sólo menoscaba su función institucional sino que acarrea la invalidez de los pronunciamientos dictados en esas condiciones.


      A., Mónica Beatriz y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación - Dto. 118/06 (ST) s/ Amparo Ley 16.986


      A. 1021, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Partes. Legitimación.


      Acción declarativa contra Estado Nacional. Decreto 1.390/01. Supuesta merma en la distribución de honorarios judiciales: juicios de ejecución fiscal. Legitimación procesal. Remisión a la causa D. 406, L. XL, “Dadón, Víctor Carlos y otro”.


      En lo relativo al sub lite, los actores fundaron su legitimación procesal en sostener que son empleados permanentes de la AFIP -Región Rosario-, con el cargo de agentes fiscales y que, en tal situación, el decreto 1.309/01 les podría causar un perjuicio económico dado que se quedarán sin la posibilidad de realizar parte de los trabajos que venían efectuando y cuyos honorarios se han devengado, contando solamente con un sueldo mínimo. La piedra de toque para escudriñar lo relativo a su legitimación es ver si ellos tienen o no, tal como lo esgrimen, derecho al cobro íntegro de los honorarios judiciales provenientes de los juicios de ejecución fiscal en que actúan como cobradores del Fisco. Ello supone, como contracara necesaria, y siempre interpretando el razonamiento seguido por esa parte, que la AFIP no tiene competencia para modificar lo regulado por los arts. 92, 96, 97 y cc. de la Ley 11.683 en cuanto al mentado derecho al cobro de los honorarios judiciales, y en consecuencia no la tiene para el dictado del decreto 1.390/01 y las normas que lo pongan en ejecución. Al respecto, no les asiste la razón ya que esos honorarios no pertenecen a los profesionales que trabajan para el Fisco Nacional, sin perjuicio de que tengan, sí, un derecho a percibir un estímulo consistente en la participación, de acuerdo con la modulación y reglamentaciones que la Administración fije, en el conjunto formado por las sumas recaudadas en dicho concepto. Si bien no se discute aquí que los actores tienen derecho a gozar de un complemento retributivo proveniente del fondo formado por los honorarios cobrados a los particulares en los juicios en que participen, de allí no se deriva que tengan una suerte de "copropiedad" exclusiva del fondo que sin más los habilite para ser parte en toda controversia suscitada a raíz de las normas que a dicho fondo se refieran. Ni, mucho menos, que ese derecho lleve a desconocer la competencia que tiene el ente recaudador para reglamentar -dentro del marco legal que corresponda- lo atinente al funcionamiento, conformación y maneras de reparto de las sumas ingresadas al fondo mencionado. Además, debe advertirse que los participantes -y también el a quo- dan por supuesto que del hecho de la incorporación de nuevos profesionales se desprende, inexorablemente, una rebaja en la parte del salario que les corresponde por la participación en el fondo. Mas no demuestran, siquiera por medio de indicios, por qué ello debe ser necesariamente así siendo que, por el contrario, también está dentro de la lógica suponer que con la incorporación de nuevos profesionales el organismo podrá iniciar más causas, a la vez que tendrá una mejor defensa en todas ellas, con lo cual el total de honorarios a cobrar se verá aumentado y, consecuentemente, la participación que a ellos en definitiva les corresponda. Lo aquí expuesto no implica, claro está, adelantar juicio alguno sobre la constitucionalidad del decreto impugnado, ni menoscabar el derecho de cada habitante de la Nación para acudir al amparo jurisdiccional cuando se vean lesionados o restringidos ilegalmente sus derechos constitucionales de modo que exija reparación tal y como, desde antiguo, ese Tribunal lo ha sostenido, cuando el ejercicio de los poderes políticos afectó esas garantías y sin que esa protección haya implicado ejercer, por sí mismo, las facultades de otro poder, situación que, como queda dicho, no guarda relación con la examinada en este dictamen.


      Monserrat, Gabriel y otro c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


      M. 2242, L. XLII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Reclamo de suplementos incluidos en el concepto de “sueldo” por parte de la viuda del titular del derecho. Legitimación activa. Procedencia del recurso.


      Cabe precisar, en primer término, que la Corte tiene reiteradamente dicho que, aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y común, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la vía de excepción, ello no resulta óbice para habilitar la instancia si lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con menoscabo de las garantías constitucionales. Ello es precisamente lo que ocurre en el sub-lite, toda vez que la Sala obvió que la actora presentó un escrito por el que adjuntó una copia certificada de la declaratoria de herederos correspondiente a la sucesión de su esposo, hecho que trasuntaba el propósito de acreditar su calidad de heredera para reclamar los haberes que le hubiesen correspondido a su cónyuge.


      Zangirolami, María Gabriela c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      Z. 207, L. XXXIX, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Ejecución hipotecaria. Legitimación del Banco de la Nación Argentina.


      En el caso de autos el Banco recurrente carecería de interés legítimo para intervenir en la contienda. Ello así, toda vez que, por un lado, no existen constancias en la causa que el crédito que se pretende ejecutar haya sido declarado elegible por dicho banco, ni que, en su condición de ente fiduciario, haya suscripto mutuo alguno con la deudora.


      Buguslavsky, Clara y otro c/ Díaz, Angélica s/ ejecución hipotecaria


      B. 2464, L. XLI, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Peritos. Honorarios.


      Recurso extraordinario. Regulación de honorarios. Momento en el que se entiende por operado el reconocimiento judicial de la obligación consolidada.


      Es cierto que, más allá de que el recurrente no haya cuestionado los términos de las resoluciones ni haya solicitado la inaplicabilidad de la Ley 25.927, la duda interpretativa sobre qué debe entenderse -para el supuesto de los honorarios judiciales- por "reconocimiento operado" permanece incólume, aun derivándolo a la fecha de la sentencia definitiva. Es por ello que es acertada la inteligencia dada por los órganos judiciales intervinientes en cuanto a que el derecho preexistente a la retribución de la tarea profesional recién se encuentra reconocido y cuantificado con la regulación de honorarios firme. Es decir que, en el presente, la sentencia con la que se considera operado el reconocimiento judicial a los fines de determinar los medios de pago de la acreencia del recurrente, es aquella que fija el crédito líquido que se corresponde con aquel derecho nacido en la fecha de la producción laboral que es, en contrapartida, la obligación consolidada.


      Aramayo, Luis Rubén y otros c/ Lotería Nacional Soc. del Estado s/ Empleo público


      A. 310, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      

    


    


    
      Capítulo VIII


      Derecho Procesal Constitucional


      Control de Constitucionalidad


      Competencia de la Corte Suprema para expedirse sobre la inconstitucionalidad de la Ley 26.198.


      Son los miembros de la Corte Suprema, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el asunto, dado que esta Procuración General no tuvo participación ni, por ende, opinión consonante, en el pronunciamiento sobre la declaración de inconstitucionalidad de diversos preceptos de la Ley de Presupuesto 26.198.


      Badaro, Adolfo Valentín c/ ANSES s/ reajustes varios


      B. 675, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Control de constitucionalidad sobre el Art. 7° de la Ley 24.635 -sito en el marco del 257 de la LCT-.


      El Art. 257 del Régimen de Contrato de Trabajo establece que, sin perjuicio de la aplicabilidad de las normas del Código Civil, la reclamación ante la autoridad administrativa del trabajo interrumpirá el curso de la prescripción durante el trámite, pero en ningún caso por un lapso mayor de seis meses. Por su parte, el Art. 7, segunda parte, de la Ley 24.635, establece que el reclamo formalizado ante el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria suspenderá el curso de la prescripción por el término que establece el Art. 257 de la Ley de Contrato de Trabajo. En el contexto descripto y no sin antes recordar que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es la más delicada de las funciones encomendadas a los jueces y un acto de suma gravedad que debe considerarse ultima ratio del orden jurídico, al que sólo cabe acudir cuando no exista posibilidad de una solución adecuada del asunto y en supuestos de irrazonabilidad evidente cuya prueba atañe al que la invoca, debiendo estarse en la duda por su constitucionalidad, el del Art. 7° de la Ley 24.635 -sito en el marco del 257 de la LCT- constituye un ordenamiento legal específico y preciso que regla los efectos del reclamo ante el SECLO, y bien puede entenderse que éste, no constituye una simple reclamación administrativa de carácter voluntario, [como la referida por el Art. 257 citado], sino que es la activación de la instancia obligatoria establecida por la Ley 24.635, que expresamente prevé la necesidad de recurrir a dicha instancia previa a la judicial y dispone de modo incuestionable el efecto suspensivo que tal presentación produce sobre el término del curso de la prescripción.


      Lombardo, Héctor Ramón c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ diferencia de salarios


      L. 1924, L. XL, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Declaración de inconstitucionalidad de una norma: última ratio del orden jurídico.


      La declaración de inconstitucionalidad de una norma trasunta gravedad institucional y debe ser considerada la última ratio del orden jurídico. La determinación de constitucionalidad de una norma, sólo procede, tras un acabado examen, en los casos donde se advierta una notoria y manifiesta afectación de las garantías constitucionales.


      Garay de Novo, Elisabet c/ Consorcio de Propietarios del Edificio Country Club Venado II s/ despido


      G. 821, L. XLI, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Impugnación de inconstitucionalidad de la Ley 26.167: falta de interés legítimo de la actora.


      Procede señalar que la actora carece de interés legítimo para impugnar la constitucionalidad de la Ley 26.167, toda vez que, de los antecedentes de la causa, surge que el crédito que se ejecuta no resultaría alcanzado por sus disposiciones. En efecto, dicho crédito no cumple "prima facie" con los requisitos prescriptos por el artículo 1° de la norma para hacer viable su aplicación (entre ellos, porque no se ha invocado ni probado que el inmueble hipotecado sea vivienda única y familiar -art. 1°, inc. d.-, y porque el importe del mutuo en origen, es superior a pesos cien mil -art. 1°, inc. f.-). Para que el planteo de inconstitucionalidad corresponda ser tratado, no basta la sola mención de que la norma cuestionada afecta garantías constitucionales, sino que resulta indispensable la indicación concreta del derecho federal invocado y de su conexión con la materia del pleito, lo que supone un mínimo de demostración de la inconstitucionalidad alegada y de su atinencia al caso. El examen de constitucionalidad que corresponde a los órganos del Poder Judicial no puede tener por objeto a una ley globalmente considerada, sino en su aplicación al caso concreto, y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, debiendo probar, además, que ello ocurre en el caso concreto. Por regla, no es tarea del juzgador pronunciarse sobre el mérito, la eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos de otros poderes del Estado. La Corte debe respetar al Congreso en su interpretación de los poderes atribuidos por la Constitución. Los jueces deberán revisar la legislación federal solamente para verificar si se encuentra razonablemente relacionada con una de las facultades expresamente concedidas por la Constitución y, en la medida en que ello haya sido así debe mantenerse la validez de la ley, a menos que el poder del Congreso se encuentre limitado por derechos o garantías constitucionales u otras restricciones específicas. La temporalidad que caracteriza a la emergencia, como que resulta de las circunstancias mismas, no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses. Todo lo que cabe afirmar razonablemente es que la emergencia dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado.


      Marasco, Hilda María c/ Oyhanart, Dora María s/ ejecución hipotecaria


      M. 2118, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Impugnación del coeficiente de variación de salarios. Constitucionalidad de la normativa de emergencia.


      Toda vez que el apelante impugna la aplicación del coeficiente de variación de salarios, en cuanto estima que éste significa una actualización o indexación prohibida por la ley, realizando, para ello, una interpretación aislada y caprichosa del artículo 4° del decreto 214/02, sin examinarlo de manera integrada con los demás que componen dicha norma y en armonía con el resto de las que forman parte del plexo legislativo de la emergencia, y teniendo en cuenta que el artículo 11, segundo párrafo de la Ley 25.561, modificado por el Art. 3° de la Ley 25.820, prevé, que si por aplicación de los coeficientes mencionados, el valor resultante de la cosa, bien o prestación, fuera superior o inferior al del momento de pago, cualquiera de las partes puede solicitar un reajuste equitativo del precio, las normas aludidas, por lo tanto, superan el control judicial de razonabilidad, en tanto los mecanismos que establecen no son intrínsecamente inconstitucionales, ni el recurrente demuestra efectivamente la inequidad a que conduciría el sistema de cálculos que surge del juego armónico de los artículos 4° del decreto 214/02, con el artículo 11 de la Ley 25.561 (texto según Ley 25.820), máxime cuando, conforme a esta última norma, todavía cuentan con vías legales para resguardar el derecho que entienden afectado.


      Banco General de Negocios S.A. c/ Loginter y otros s/ ejecutivo


      B. 1651, L. XLII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Presunción de legitimidad de una norma. Declaración de inconstitucionalidad como acto de última ratio. Carga de la prueba en cabeza de quien solicita la declaración de inconstitucionalidad.


      La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio, ya que la leyes debidamente sancionadas y promulgadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Norma Fundamental gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Una declaración de tal gravedad impone a quien la pretende, según lo indicó la Corte en reiteradas oportunidades, demostrar claramente de qué manera la ley que se cuestiona contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y para ello es menester que precise y pruebe fehacientemente en el expediente el perjuicio que le origina la aplicación que tacha de inconstitucional. Esa exigencia no se encuentra cumplida en el sub lite, pues no se demuestra cuál sería el perjuicio que le habría irrogado al imputado la aplicación del tipo penal agravado cuando, no obstante haberse elevado la sanción fijada en primera instancia por el hecho juzgado en estos autos, no se modificó la pena única que se le impuso en esa oportunidad. Resulta significativo señalar, en ese sentido, que la afirmación que se formula en la apelación federal, según la cual la declaración de inconstitucionalidad que se postula impondría, por sí misma, la reducción del monto de prisión que se aplicó con apoyo en el tipo penal básico, además de infundada resulta ser el producto de una reflexión tardía, desde que en la impugnación contra la sentencia de primera instancia la defensa no objetó la valoración de los antecedentes del imputado a efectos de graduar la sanción entonces impuesta. En tales condiciones, al no haberse acreditado que la aplicación de la disposición legal que se impugna (art. 189bis del Código Penal) haya agravado en definitiva la situación del imputado, carece de sentido pronunciarse sobre la alegada inconstitucionalidad, pues no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas.


      L., Mauro s/ Infracción Art. 189 bis del Código Penal


      L. 1043, L. XLII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Características.


      Control de constitucionalidad: función más delicada encomendada a un Tribunal. Declaración de inconstitucionalidad: ultima ratio del orden jurídico.


      El control de constitucionalidad de las normas es uno de los fines supremos del Poder Judicial de la Nación, y la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia; por ello, debe ser considerada como última ratio del orden jurídico, que sólo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad es inconciliable. La declaración de inconstitucionalidad sólo será procedente cuando no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio por otras razones que las constitucionales comprendidas en la causa. La doctrina del "factor de argumento exclusivo" de la jurisprudencia norteamericana, sostiene que no es necesario pronunciarse acerca de la inconstitucionalidad de una ley o reglamento cuando el caso puede ser resuelto satisfactoriamente con otros argumentos. De lo contrario, se obligaría al tribunal judicial a pronunciarse sobre el planteamiento de inconstitucionalidad cuando la solución también podría encontrarse en otros motivos que tornarían oficioso aquél.


      Barolo, Guillermo A. por el Lomo y Cía. S.R.L. c/ AFIP s/ Amparo Ley 16.986


      B. 1167, L. XLII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


      Cuestión federal alegada extemporáneamente: desestimación del recurso de queja.


      La queja deberá ser desestimada, toda vez que la cuestión federal alegada en el recurso extraordinario, cuya denegación la hubiera originado, no hubiera sido introducida oportunamente en el proceso. El caso federal base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera oportunidad posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación.


      Nisalco S.A. c/ Ente Provincial de Agua y Saneamiento s/ Recurso de hecho


      N. 235, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Mantiene el recurso de queja.


      F., Félix Neri y otro s/ Causa nº 6072


      F. 729, L. XLIII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario federal.


      Al solo efecto de que la Corte se pronuncie respecto de la cuestión planteada por el señor fiscal general ante la Cámara Nacional de Casación Penal, se mantiene el recurso de queja interpuesto.


      M., Adriana Cristina s/ homicidio culposo -causa nº 6899-


      M. 1136, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en la causa S.1076, XXXIX, "Salvador, José América s/ causa N° 3643"


      N., Víctor Elio s/ causa Nº 4185


      N. 634, L. XXXVIII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario. Mantenimiento de la queja.


      Al solo efecto de que la Corte se pronuncie respecto de la cuestión planteada por el señor fiscal general ante la Cámara Nacional de Casación Penal, se mantiene el recurso de queja interpuesto.


      R. M., Martín Alejandro s/ causa nº 8372


      R. 1159, L. XLIII, 11 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario. Remisión a lo resuelto en la causa "Rodríguez, Luis Guillermo s/ recurso de queja", sentencia del 23 de mayo de 2006, y a Fallos: 327:5095.


      G., Eduardo Luis s/ causa Nº 37.016


      G. 2138, L. XL, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario. Remisión a los autos G. 560, XL, ''Gramajo, Marcelo Eduardo s/ robo en grado de tentativa -causa N" 1573-"


      O. V., Juan Carlos s/ hurto en grado de tentativa -causa nº 26547-


      O. 385, L. XLII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Queja. Remisión a lo dictaminado en autos "Mannini, Andrés Sebastián s/ causa N° 12.678" (M.619, Libro XLII).


      R., Emilio Esteban y otro s/ robo simple en grado de tentativa -causa nº 602-


      R. 368, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Anselmi, Luis c/ Oliva, Bettina s/ Ejecución hipotecaria


      A. 18, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Queja. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/ causa N° 12.678", M.619, Libro XLII.


      A, Eduardo Francisco o M., Oscar Guillermo s/ Robo con armas -causa nº 840-


      A. 2387, L. XLI, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/ causa N° 2.678", M. 619, Libro XLII.


      I., Gerardo Ismael s/ Hurto simple en grado de tentativa -causa nº 717-Ibáñez, Gerardo Ismael s/ hurto simple en grado de tentativa -causa nº 717-


      I. 315, L. XLII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Queja. Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/ causa nº 12.678" (M.619, Libro XLII).


      M., Leonardo Javier s/ Hurto Simple


      M. 1589, L. XLI, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Queja. Remisión a los autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa N°12.678", M.619, Libro XLII.


      M., Raúl Oscar s/ Causa Nº 624/01


      M. 2851, L. XLI, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a los autos A. 2186. L. XLI "Acosta. Alejandro Esteban s/ Infracción Art. 14. primer párrafo de la Ley 23.737 - causa N° 28/05".


      L., Amalia s/ Infracción Art. 292 del Código Penal -causa N° 1505-


      L. 90, L. XLII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa A.112; L. XLI, "A., Enrique Herminio s/ homicidio agravado por ser cometido con ensañamiento, etc. -causa nº 5531-".


      D., Jonathan Francisco s/ Robo con armas en concurso real con portación de arma de uso civil y robo simple -causa nº 1785/2205-


      D. 102, L. XLIII, 07 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Se mantiene la queja interpuesta.


      E., Pedro Norberto y Romero, Omar Alfredo s/ cohecho -c. Nº 7142-


      E. 126, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Se mantiene la queja interpuesta.


      M., César Carlos y otro s/ Causa nº 3378/3470


      M. 1112, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Se mantiene la queja interpuesta.


      P., Josefa Elba s/ causa Nº 5163


      P. 537, L. XLIII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos principales.


      G., Pedro Cayetano s/ Causa nº 5918


      G. 1704, L. XLII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Crédito pactado en moneda extranjera. Cálculo de intereses ordenado por la Cámara. Meras discrepancias con lo resuelto. Desestimación del recurso de queja.


      Los agravios del recurrente que se circunscriben a cálculo de los intereses ordenado por la Cámara, constituyen meras discrepancias con los fundamentos expuestos por los jueces de la causa, sobre aquella cuestión, que resulta, como regla y por su naturaleza, ajena a esta instancia extraordinaria. Máxime cuando, por un lado, la tasa fijada resulta ser la pactada oportunamente por las partes, y, por otro, los argumentos del quejoso en orden a la aplicación de la Comunicación del B.C.R.A. “A” N° 3507, no guardan estricta relación con la solución adoptada en el pronunciamiento en estudio.


      Trucal S.A.C.I.F. y A. s/ concurso preventiva s/ incidente de revisión por la concursada al crédito de Mabel F. Recarte y otros


      T. 123, L. XLIII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión devenida abstracta. Ausencia de interés actual. Toda decisión al respecto se torna inoficiosa.


      Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tomado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Al respecto, el Tribunal ha señalado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tomado inoficiosa la decisión pendiente.


      Mugier de pinto, María Susana y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Recurso de hecho


      M. 3253, L. XLI, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Daño moral por denuncias penales. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común. Reiteración de argumentos vertidos en instancias anteriores. Improcedencia del recurso de queja.


      Las conclusiones del a quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, las críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de manera dogmática, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Asimismo, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


      Olascoaga, Mario Laurentino y otros c/ Jaren Agüero, Luis Nereo s/ daños y perjuicios


      O. 745, L. XL, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de despido. Calidad de dependiente. Inexistencia de arbitrariedad.


      No se advierte acreditada con la nitidez que es debida, dada la excepcional doctrina a la que se acude, que la conclusión de la juzgadora se aparte manifiestamente de las constancias de la causa y el derecho aplicable, atendiendo a que -en palabras de la Corte Suprema- aquella no autoriza a sustituir a los jueces en la decisión de puntos que les son privativos, aunque resulte opinable la solución a que se arribe, toda vez que no es apta para cubrir las simples discrepancias de las partes sobre temas no federales. La conclusión contraria desatiende los alcances de lo argüido por las partes y las ponderaciones no federales razonablemente admisibles en torno a las cuales los jueces erigieron su sentencia, en el ámbito de su jurisdicción excluyente.


      Lago Castro, Andrés Manuel c/ Cooperativa Nueva Salvia Limitada y otros s/ despido


      L. 15, L. XLII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por cumplimiento de régimen de jubilaciones. Remisión a lo dictaminado en los autos A. 1661, XXXIX, “Acevedo, Nélida B. y otros c/ I.N.S.S.J.P.”. Desestimación del recurso de queja.


      La Cámara confirió fundamento bastante a su decisión, correspondiendo estar a ella; tanto más, tratándose, en suma, de precedentes de la Corte que concierne, en su caso, al Alto Tribunal, en su actual composición, rever.


      Zuliani, Adelqui y otros c/ Banco de la República Argentina s/ demanda


      Z. 286, L. XL, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por daños y perjuicios. Responsabilidad objetiva del transportista. Accidente en el subterráneo por introducir el pie en el espacio existente entre el vagón y el andén. Carga de la prueba.


      La interpretación dada por los juzgadores, invierte el curso de razonamiento que impone el artículo 184 del Código de Comercio en cuanto a los daños sufridos por el pasajero en su persona, y que comprende el ascenso y descenso del vehículo, sin descartar la aplicación del artículo 1113 del Código Civil, en cuanto ambos establecen una responsabilidad objetiva del porteador o dueño de la cosa riesgosa, desvirtuando estas normas hasta tornarlas inoperantes al restringir dogmáticamente el alcance de las mismas, particularmente de la última, cuyo fin específico es posibilitar la indemnización del daño causado por el riesgo o vicio de la cosa en las situaciones en que éste se produce. En el marco de accidentes ferroviarios, el tribunal ha establecido además que, más allá de la posible imprudencia de la víctima, es menester precisar en qué medida las circunstancias que determinaron el accidente, pudieron ser evitadas si se hubiese observado la conducta apropiada, pues la responsabilidad sólo puede surgir de la adecuada valoración del reproche de conductas en orden a la previsibilidad de sus consecuencias. En tales condiciones, frente a la afirmación dogmática de los sentenciadores en orden a que el accidente o bien acaeció en otras circunstancias (y no por la introducción del pié en el "galibo”), o bien por un hecho de la propia actora, la Corte tiene dicho reiteradamente que, no habiéndose demostrado de modo fehaciente que la culpa haya sido exclusiva de la víctima o de un tercero, no puede liberarse totalmente a la empresa transportista por los daños causados por el riesgo de la cosa, ello sin perjuicio de la eventual responsabilidad que pudiere corresponder en función de la concurrencia de culpas de encontrarse ellas efectivamente probadas.


      Ledesma, María Leonor c/ Metrovías S.A. s/ daños y perjuicios


      L. 1170, L. XLII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Desestimación de impugnación planteada por no cumplir con el depósito previo exigido (artículo 15 de la Ley 18.820). Excesivo rigor formal. Garantía de defensa y debido proceso. Procedencia del recurso.


      Si bien los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, ajenas por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la Ley nº 48, ello no impide la apertura del remedio cuando el estudio de los recaudos atinentes a la apelación se ha realizado con injustificado rigor formal y, mediante afirmaciones dogmáticas, el tribunal ha omitido el tratamiento de temas propuestos y conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y propiedad. Tal es lo que acontece en el supuesto, dado que la Alzada, con la mera cita de jurisprudencia, estimó que la apelante no adujo ni demostró la imposibilidad de hacer frente al depósito exigido, aserto que no guarda relación con las constancias del litigio, pues dicha parte planteó un incidente de imposibilidad de pago ante la "Dirección de Contencioso de los Recursos de la Seguridad Social-Sección Despacho Impugnaciones-" de la AFIP, que luce agregado a la causa, donde se plantearon extremos que debieron ser -cuanto menos- considerados por el a-quo para tomar la decisión en crisis. En efecto, en dicha presentación la quejosa expuso que su situación le imposibilitaba concretar el depósito y ofreció medios de prueba para que el juzgador pudiera, constatar la verosimilitud de sus dichos, estando los jueces facultados para ello y para dictar las medidas necesarias a efectos de otorgar al presente una acabada solución; máxime, ponderando que integran un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar en manera discrecional, como alega la interesada en la presente causa.


      Fabrykant, Celina Renee c/ Administración General de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ impugnación de deuda


      F. 731, L. XLII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Incidente de desindexación. Regulación de honorarios. Rechazo del recurso de inaplicabilidad de ley. Adecuado sustento. Inexistencia de arbitrariedad.


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley N° 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. A su vez, lo atinente a honorarios regulados en instancias ordinarias, en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común es, como regla, ajeno a la vía excepcional; y la doctrina de la arbitrariedad sobre el punto es particularmente restringida habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones, conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial. La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones relativas a la procedencia de recursos locales, así como en las circunstancias de hecho y de derecho local, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad.


      Banco de Entre Ríos sucursal local c/ Benedetti, Aldo Eusebio s/ sucesión - ejecutivo prendario


      B. 168, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Indemnización por daños y perjuicios. Enfermedad de origen concausal: actos de servicio y actividad propia de la víctima. Confirmación del monto impugnado. Ley 25.344: corresponde estar al precedente de Fallos 318:1593 y 327:2551.


      Lo resuelto por el juzgador -tanto en lo referido al monto fijado para la indemnización, como en lo que hace a la determinación de responsabilidad por la enfermedad aludida- posee fundamentos suficientes para ponerlo al abrigo de la tacha de la arbitrariedad, en los términos en que la Corte desarrollada dicha excepcional teoría, incompatible con razones no federales que, como aquí, allende su grado de acierto, alcanzan para sustentar lo decidid. En cuanto al agravio dirigido a sustentar la responsabilidad íntegra del Estado Nacional por la afección del reclamante, si bien es cierto que el Ejército Argentino reconoció que el padecimiento del actor guarda relación con actos de servicio, también lo es que nos encontramos frente a una patología que no reviste los caracteres de hecho súbito y violento -como un accidente- y que, en el caso que nos ocupa -cáncer de pulmón- puede tener más de una causa. Dentro de este marco, entonces, no parece irrazonable que la Cámara haya ponderado no sólo tas tareas realizadas dentro de la Fuerza, sino también factores genéticos y una circunstancia objetiva como el tabaquismo del demandante -fumador durante alrededor de veinte años-, hecho que no fue negado por el recurrente.


      Cabrera, Jorge Héctor c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ daños y perjuicios


      C. 407, L. XLII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Por ser la cuestión análoga a autos A 436 L XXXV “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/Estado nacional – Ministerio de Defensa s/personal militar y civil de las FF. AA. y de seg.” y, B 408 L XXXV “Bandic, Alejandro H. c/I.A.F. s/personal militar y civil de las FF. AA. y de seg.”, se remite al precedente "Grassi" (Fallos: 315:665).


      Sánchez, Raúl y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Fuerza Aérea Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      S. 211, L. XLII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Previo a dictaminar se solicitan los autos caratulados “El Acuerdo Cía. de Seguros S.A. c/Superintendencia de Seguros s/Daños y Perjuicios.


      El Acuerdo Compañía de Seguros s/ liquidación s/ incidente de remoción de síndico ad hoc


      E. 339, L. XLII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Queja por recurso extraordinario denegado en orden al rechazo de una apelación por extemporánea. Improcedencia por falta de fundamentación.


      Corresponde recordar que la doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional, y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Las críticas del quejoso constituyen reiteraciones de argumentos ya vertidos en instancias anteriores, relativas esencialmente a la cuestión de fondo -extraña a los aspectos que corresponde resolver conforme la sentencia atacada-, y que, por otra parte, no rebaten fundamentos fácticos y normativos en que se apoya el pronunciamiento mencionado.


      Obra Social de Técnicos de Fútbol c/ Club Atlético Boca Juniors Asociación Civil s/ recurso de queja


      O. 173, L. XL, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Reclamo sobre ajuste y actualización del subsidio graciable móvil. Remisión a lo dictaminado en los autos Z 286 L XL “Zuliani, Adelqui c/Banco de la Nación Argentina”.


      Prieto, Luis Fernando y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ subsidio graciab. móvil aplic. res. 206/91


      P. 1, L. XL, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Ausencia de identidad entre lo resuelto con los términos de la demanda. Principio de congruencia. Procedencia del recurso.


      A poco que se lean tanto la sentencia apelada como el dictamen del señor Fiscal Federal ante la Cámara y el pronunciamiento de primera instancia que la alzada confirma, se advierte que no tienen identidad alguna con los términos de la demanda. Queda absolutamente en claro que las resoluciones tomadas en el pleito no guardan relación alguna con el tema debatido en la presente litis. Repárese que, en cambio, en el incidente de medida cautelar agregado, se trató la temática planteada en la demanda.


      Rodríguez, Jorge Oscar c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina) s/ Recurso de hecho


      R. 23, L. XLIII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Reclamo de crédito concursal del Banco Central de la República Argentina. Procedencia del recurso extraordinario decidida por tribunal superior de provincia: cuestión irrevisable por la Corte.


      Tiene dicho la Corte reiteradamente que las resoluciones por las cuales los tribunales superiores de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local interpuestos ante ellos son, en principio, irrevisables en la instancia del artículo 14 de la Ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva, admitiéndose solamente en el caso que la sentencia atacada revele un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración de los derechos federales invocados. Arbitrariedad que no se halla configurada en el sub-lite pues la Corte local no ha incurrido en excesivo rigor formal al desestimar el recurso de inaplicabilidad de que se trata.


      Banco Comercial Finanzas S.A. s/ impugnación informe individual en Banco Comercial Finanzas S.A. - quiebra


      B. 1748, L. XL, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Supuesta infracción al Art. 1° de la resolución S.I.C. y M. nº 906/98. Falta de respuesta concreta a cuestión pertinente para la resolución del caso. Nuevo pronunciamiento conforme a derecho.


      Banco Cetelem Argentina S.A c/ Director Nacional de Comercio Interior - Disp. 174/05 s/ Recurso


      B. 1460, L. XLII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Regulación de honorarios. Recurso de queja. Denegación del recurso nulo. Correcta administración de justicia. Imposibilidad de intervenir del Ministerio Público Fiscal y de la Corte.


      Las cuestiones cuya resolución se pretende deben ser decididas en la forma oportuna y debida. En ese entendimiento, si bien es cierto que el Estado Nacional, en su escrito de queja, no ha cuestionado expresamente el auto denegatorio del recurso extraordinario que incoara, de modo alguno puede interpretarse que este Ministerio Público y la Corte deban permanecer ajenos -bajo el pretexto de impedimentos formales- a su misión de velar por la seguridad jurídica y por una correcta administración de justicia.


      Empresa Pavimentadora y Constructora S.C.A. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Recurso de hecho


      E. 305, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos R. 320, L. XLII, caratulados "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Maneyro, Héctor Juan Carlos y otro c/ Iglesias, Elizabeth s/ ejecución hipotecaria


      M. 451, L. XLI, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Tacha de arbitrariedad de sentencia que declara la inconstitucionalidad del Art. 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo. Fundamento insuficiente: rechazo de la queja


      Ha reiterado la Corte que resulta improcedente la apelación federal si remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y extraña por naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la Ley n°48; en particular, si la decisión cuenta con fundamentos suficientes de igual carácter que, más allá de su acierto o error, le confieren base jurídica y descartan la tacha de arbitrariedad. La procedencia de la excepción a la tacha de arbitrariedad requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una decisiva carencia de fundamento. Finalmente corresponde rechazar los agravios que sólo trasuntan discrepancia con el alcance de normas no federales y con la valoración de extremos fácticos.


      Roldán, Germán Esteban c/ Giomon S.R.L. y otro s/ accidente de trabajo


      R. 1009, L. XLI, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Verificación de crédito en concurso preventivo. Impuesto de sellos. Aplicación de precedente de la Corte (Fallos: 327: 1051). Necesidad de aportar nuevos argumentos para su apartamiento. Revoca sentencia apelada.


      Resulta prístino que la Cámara no ha hecho méritos sobre el precedente del Tribunal (doctrina reiterada en Fallos: 327:1083 y 1108) Y ni siquiera intentó fundar su inaplicabilidad al caso de autos, o bien realizar una crítica fundada de los argumentos de la Corte que justificarían, eventualmente, una revisión de la doctrina sentada. En tales circunstancias, es menester recordar que es conocida la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que no obstante que sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y que sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a sus sentencias. De allí deviene la conclusión de que carecen de fundamento las resoluciones de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos como el presente, donde dicha posición fue expresamente invocada por el apelante en su memorial.


      Massuh S.A. c/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por la Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires


      M. 79, L. XLII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Presentación de la Queja.


      Limitación de la jurisdicción de la Corte a la interposición de queja, en caso de haber sido denegado el recurso extraordinario. Constitucionalidad del Art. 268 inc. 2 del Código Penal.


      La adecuada fundamentación del recurso extraordinario requiere que el agravio se encuentre correctamente relacionado con las circunstancias del juicio, pues la mera aserción de determinada solución jurídica, en tanto ella no esté precedida por un relato autónomo de los antecedentes de la causa y de la relación entre éstos y la cuestión que se invoca como federal, no basta para satisfacer el recaudo legal de la debida fundamentación y conlleva la improcedencia formal del recurso. La espontánea y reiterada cooperación con la investigación de la imputada por enriquecimiento ilícito, su pedido de ser requerida para justificar el incremento patrimonial, sus detalladas respuestas a esas solicitudes del Ministerio Público, la intervención del experto de su confianza en los estudios contables practicados y su amplitud al prestar declaración indagatoria, constituyen elementos que sin margen de duda descartan toda posibilidad de que se haya visto obligada a autoincriminarse; o que la estructura del tipo penal le haya impedido conocer el hecho imputado, afectado la presunción de inocencia o la vigencia de la acción penal; o que se haya perjudicado su derecho de defensa en juicio o la igualdad ante la ley. Muy por el contrario, su intensa participación -al igual que la de sus letrados- desde los albores de la instrucción, concurre a desvirtuar lo esgrimido en ese sentido por la recurrente.


      A., María Julia s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


      A. 1846, L. XLI, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Tribunal ante el cual debe presentarse la queja.


      La queja será extemporánea, toda vez que, en vez de plantearse contra el auto de la presidenta del tribunal que desestimó el recurso extraordinario, se deduzca contra la resolución de la cámara que rechazó el recurso de revocatoria interpuesto contra esa decisión. En tales condiciones, es evidente que la primera de esas resoluciones "más allá de su acierto o error" es la que habilita la posibilidad de deducir el recurso del Art. 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Los cuestionamientos relativos a los fundamentos de las decisiones denegatorias de la apelación extraordinaria encuentran en el recurso de queja la vía idónea para su formulación, resultando inadmisible otro medio procesal.


      Clemente, María Verónica c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      C. 2589, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Remisión a lo dictaminado en la causa R. 320, L. XLIII, "'Rinaldi, Francisco Augusto y otros C/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria"'. Carácter de las sentencias de la Corte.


      Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales.


      Fernández, María Elena y otros c/ Greco, Rodolfo Alberto s/ Ejecución hipotecaria


      F. 361, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos de Admisibilidad.


      Recurso de queja por recurso ordinario de apelación denegado. Improcedencia en los casos en que se pretende reeditar cuestiones ya fenecidas.


      La queja es improcedente cuando intenta reeditar cuestiones ya fenecidas, máxime si pretende sostenerse sobre la base de una lectura parcializada de un fallo de la Corte Suprema.


      A. P., Tamara Sabrina y otro s/ extradición -causa nº 1403-


      A. 1112, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos para la admisibilidad del recurso directo ante la Corte: denegatoria expresa del extraordinario federal por el tribunal superior de la causa.


      El recurso directo requiere una denegatoria expresa del extraordinario federal por el tribunal superior de la causa, y frente a la ausencia de denegatoria -expresa o implícita del remedio federal-, la queja es inadmisible por no constituir la vía apta para obtener la revisión del fallo impugnado. El recurso de hecho ante la Corte requiere para su deducción válida que se haya interpuesto y denegado una apelación extraordinaria ante el Tribunal.


      Fontana de San Martín, Graciela Silvia y otro c/ Municipalidad de General San Martín s/ daños y perjuicios


      F. 186, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Beneficio previsional por invalidez. Meras discrepancias con lo resuelto. Desestimación del recurso de queja.


      Examinados los términos de la sentencia y los agravios que a título de arbitrariedad se invocan en el escrito de impugnación, surge que las conclusiones del a-quo no son refutadas mediante argumentos aptos para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el fallo atacado. En este orden, se advierte que las críticas de la quejosa sólo traducen diferencias de criterio con el Juzgador y no resultan suficientes para conmover las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento.


      Mangione, Jorge Luis c/ Orígenes A.F.J.P. y otro s/ retiro por invalidez (art. 49 p. 4, Ley 24.241)


      M. 3419, L. XLI, 06 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra Municipalidad. Medida cautelar: naturaleza instrumental y accesoria. Pretensa gravedad institucional. Falta de perjuicio concreto. Rechazo de la queja.


      Según reiterada doctrina, las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas, sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia a dictarse en el juicio principal. Su finalidad no es lograr el objeto perseguido en la demanda de manera anticipada, sino asegurar la eficacia de aquélla. Asimismo, son eminentemente provisionales, destinadas a regir, como máximo, hasta el dictado de la sentencia de fondo y pueden ser solicitadas o dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso ser ampliadas, mejoradas o sustituidas, a pedido del deudor o del acreedor (conf. arts. 202 y 203 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Corresponde agregar que no se advierte que concurran los extremos de un supuesto de gravedad institucional, ya que como lo tiene establecido el Tribunal, no basta con su invocación genérica, sino que es preciso demostrar qué perjuicios concretos por su magnitud o entidad, trascienden el interés de la parte y afectan de modo directo a la comunidad, así como un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indubitable su concurrencia, requisitos que no satisface la presentación bajo examen.


      Telefónica Comunicaciones Personales S.A. c/ Municipalidad de Lanús s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      T. 25, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por nulidad del distracto, reincorporación y daño moral. Cuestión de competencia. Improcedencia del recurso extraordinario.


      Los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario, salvo que medie denegatoria del fuero federal o un agravio de insusceptible reparación ulterior; así como que la ausencia del requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el caso, precisamente, no media denegación de dicho fuero. Además, no se patentiza, la índole irreparable del gravamen que, en tales condiciones, no dista de una aserción meramente dogmática de la parte interesada.


      Laufer, Sara c/ Poder Legislativo - Cámara de Diputados de la Nación s/ despido


      L. 1332, L. XLII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Desestimación de queja y de recurso extraordinario. Fundamentación de los agravios. Legislación aplicable.


      Cuando los agravios remiten al estudio de temas de índole procesal, cabe inferir que el recurso extraordinario tampoco puede prosperar, dado que es propio de los jueces de la causa y ajeno a la instancia de excepción; máxime cuando, como en el caso, no se evidencia la arbitrariedad alegada. Aún cuando se pudiera admitir, en el mejor de los casos para el actor, que la expresión de agravios incluye una crítica mínima que debió ser atendida por la Alzada, cabe apuntar que la cuestión central en debate no se define, sobre la base, esencialmente, de las leyes nº 23.696 y 24.855, sino en virtud de lo dispuesto -entre otros preceptos, incluidos los anteriores- por los decretos nº 924/ 97 y 1392/98.


      Rivanera, Alberto Victorio c/ Ministerio de Economía y Hacienda s/ proceso de conocimiento


      R. 1296, L. XLI, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Devenir inoficioso del tratamiento de la queja. Se solicita se tenga la presente por evacuada.


      Pasinato, Bernardo Demetrio Fiorigi y otros c/ Carrion, Ángela Irene s/ Ejecución hipotecaria


      P. 1841, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Declaración de incompetencia. Inexistencia de sentencia definitiva o asimilable a tal. Desestimación del recurso.


      Cabe precisar que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no se ha invocado ni media denegatoria del fuero federal, tal como ocurre en el sub lite, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14, de la Ley nº 48; requisito que no puede suplirse aunque se sostenga la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


      Silva, Daniel Omar c/ Di Sicca, Gabriel Antonio y otros s/ despido


      S. 2035, L. XLII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicita a la Corte que en caso de asumir facultades directas de superintendencia, se le de a la queja el trámite del Art 127 del Código Procesal Penal de la Nación por retardo de justicia.


      Fiscal General ante la Cámara de Apelaciones de Tucumán s/ Su presentación


      F. 579, L. XLIII, 13 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Trámite.


      Imputado prófugo. Paralización de las actuaciones.


      Teniendo en cuenta la circunstancia de que el imputado se encuentra prófugo, corresponde paralizar las actuaciones y reservarlas hasta tanto el mismo comparezca a estar a derecho o sea habido.


      M., Norberto Gustavo s/ recurso de casación


      M. 1872, L. XLII, 19 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Queja por recurso extraordinario denegado. Imputado prófugo. Paralización de las actuaciones.


      En los casos en que el imputado se encuentre prófugo, corresponde paralizar las actuaciones y reservarlas hasta tanto comparezca a estar a derecho o sea habido.


      C., Walter Ernesto s/ recurso de queja


      C. 326, L. XL, 28 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Queja por recurso extraordinario federal denegado. Improcedencia de la queja cuando el imputado se encuentra prófugo.


      Cuando de lo informado surja que el imputado, se encuentra prófugo, esta circunstancia obsta la procedencia de la queja, corresponde que la Corte desestime la presentación directa.


      Q. o K. o C. D., Carlos Alberto s/ causa Nº 18175


      Q. 125, L. XLI, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por recurso extraordinario federal denegado. Posible prescripción del delito imputado. Suspensión del trámite del recurso hasta que se resuelva esa cuestión.


      Cuando pudiera encontrarse prescripta la acción penal del delito imputado en los autos principales -de acuerdo a los términos de la Ley 25.990-, corresponde ordenar la suspensión del trámite del recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


      C., Carlos José s/ recusación -causa nº 5422-


      C. 1494, L. XLII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal


      A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos principales y una vez cumplido, se corra nueva vista.


      Z., Gastón Enrique s/ homicidio agravado por el ensañamiento y por haberse cometido para facilitar un robo -causa nº 7246-


      Z. 105, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Concesión de Recurso Extraordinario. Planteo de prescripción de la acción penal, pendiente de resolución. Suspensión del recurso. Previa necesidad de resolver sobre el planteo pendiente.


      Corresponde que V. E. suspenda el pronunciamiento respecto de los agravios por los que fue concedido dicho remedio excepcional, a resultas de la decisión que se adopte en relación con el planteo de prescripción.


      V., Roberto y otros s/ Contrabando


      V. 472, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Deviene inoficioso el tratamiento de los presentes agravios atento la solución que se propicia en la causa A. nº 135, L. XLIII, "Arita S.A. c/ Canamari S.A. s/ Ejecución hipotecaria".


      Arita S.A. c/ Canamari S.A. s/ Ejecución hipotecaria


      A. 142, L. XLIII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      El recurso extraordinario correspondiente se encuentra agregado en el expte. M. 2333 L. XLII, "M., Julio Lilo y otros s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad".


      M., Julio Lilo y otro s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


      M. 2334, L. XLII, 04 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Previo se solicita, como medida para mejor dictaminar, se remitan los antecedentes que se encuentran en el Tribunal.


      Terminal Quequén S.A. c/ Estado Nacional (provincia de Buenos Aires) s/ Ordinario


      T. 301, L. XXXVII, 02 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      El recurso extraordinario correspondiente se encuentra agregado en el expte. M. 2333 L. XLII, "M., Julio Lilo y otros s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad".


      M., Julio Lilo y otros s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


      M. 2335, L. XLII, 04 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      El Sr. Procurador Fiscal solicita la realización de algunas medidas de prueba, en atención a una nota periodística publicada por el diario La Nación.


      Sumario instruido en la Comisaría 15 por averiguación de los ilícitos de explosión, homicidio, lesiones calificadas y daño (arts. 186, 80 inc. 4 y 5, 92 y 183 del C.P.) con motivo del atentado de la embajada de Israel s/ acompaño recorte - pido medidas


      S. 143, L. XXIV, 03 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Incidente de resolución de honorarios en la causa S. 143. L. XXIV instruida con motivo del atentado a la embajada de Israel


      Incidente de regulación de honorarios promovido por Fernanda L. S. (idioma inglés)


      S. 143, L. XXIV, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Causa en la que ya se dictaminó, y no se modificaron los elementos de la causa. Remisión al dictamen anterior


      Si no se ha incorporado ningún elemento que modifique lo dictaminado oportunamente, corresponde estar a lo oportunamente solicitado.


      G., Claudio y otro s/ av. infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 1398, L. XLII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal. Incapacidad civil prevista en el Art. 12 del Código Penal. Remisión a lo dictaminado en los autos "More, Silvestre - por inf. Ley 23.737" (expte. M 1375. XXXIX) y lo resuelto en Fallos: 310:819 y 324:4061.


      P., José Roberto y otros s/ Recurso de inconstitucionalidad


      P. 614, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a dictamen anterior en el mismo expediente.


      A., Rubén Aníbal s/ causa nº 1.459


      A. 2441, L. XLI, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a la causa D. 81, L. XLI, "Dieser, María Graciela y Fraticelli, Carlos Andrés s/ homicidio calificado por el vínculo y por alevosía -causa n1 413/03-".


      C., Miguel Ángel s/ supuesta estafa -causa nº 26.543/06-


      C. 822, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a la causa D. 81, L. XLI. caratulada: "Dieser, Maria Graciela y Fraticelli, Carlos Andrés s/homicidio calificado por el vinculo y por alevosía -causa nº 413/03".


      L., Carlos Alberto y otros s/malversación de caudales públicos


      L. 725, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a la causa D.81, L. XLI, caratulada: "Dieser, Maria Graciela y Fraticelli, Carlos Andrés s/homicidio calificado por el vinculo y por alevosía -causa nº 413/03-".


      L., Carlos Alberto s/defraudación especial


      L. 1154, L. XLII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en la causa R. 30, L. XLIII, "Rinaldi Trillo, Nicolás s/ homicidio -causa nº 969/03-".


      C., Juan José y B., José Omar s/homicidio calificado -causa nº 703-


      C. 2910, L. XLII, 10 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en la causa S.335.XLIII.


      C., Gabriela Viviana s/exención de prisión


      C. 446, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a lo dictaminado en los autos G.35.XLIII.


      L., Rubén s/ desbaratamiento de derechos acordados


      L. 36, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal. Remisión a los autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/causa N° 12.678", M.619, Libro XLII.


      A., Raúl Alberto y otro s/ Robo agravado (causa Nº 3113/958)


      A. 1170, L. XLI, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal. Remisión a los autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/causa N° 12.678", M.619, Libro XLII.


      S., Walter Edgardo s/ Robo agravado en grado de tentativa -causa Nº 95.229-


      S. 1184, L. XLII, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a los autos D.81, L. XLI, "Dieser, María Graciela y Fraticelli, Carlos Andrés s/ homicidio calificado por el vínculo y por alevosía -causa n1 413/03-".


      G., Héctor Fabián s/ sup. lesiones gravísimas seguidas de muerte -causa nº 57.908-


      G. 271, L. XLIII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a los autos L. 486. XXXVI "Llerena, Horacio Luis s/abuso de armas y lesiones arts. 104 y 89 del Código Penal -causa nº 3221-".


      B., Hugo Fabián s/abuso sexual reiterado -8 hechos- en concurso real


      B. 2062, L. XLII, 08 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a los autos P. 784, L. XLII "Pereyra, David Esteban s/ causa nº 6485".


      B., Alberto Enrique s/causa nº 6483


      B. 959, L. XLII, 19 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a los autos P. 784, L. XLII "Pereyra, David Esteban s/ causa nº 6485".


      S., Raúl s/causa nº 6484


      S. 878, L. XLII, 19 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión a los autos P. 784, L. XLII "Pereyra, David Esteban s/causa nº 6485"


      R., Julio César s/causa nº 1989/04


      R. 682, L. XLII, 19 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Remisión al caso "Llerena", publicado en Fallos: 328:1491.


      M., Hernán Nicolás s/ lesiones culposas -causa n°1699-


      M. 532, L. XLIII, 20 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario Federal. Se mantiene la queja interpuesta. Remisión a lo dictaminado en los autos C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/ recurso de casación"; S.222, L. XL, "Solomiansky, Gerardo s/ recurso de casación", y "Espíndola, Francisco José s/ recurso de casación", causa E.289, L. XLI.


      A., Juan Carlos s/ Infracción Art. 1º de la Ley 13.944 (causa Nº 10946)


      A. 694, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Cuestión que devino abstracta.


      De acuerdo a la doctrina de Fallos 319:1558; 320:1653; 322:2953; 324:3948; 326:265, resulta inoficioso que la Corte se pronuncie al respecto.


      B., Hugo Alberto y otro s/ Robo -causa Nº 26/01-


      B. 2503, L. XLI, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Devino inoficiosa la intervención de la Corte.


      B., Martín Abel y M., Edgardo Mauricio s/ Homicidio -causa Nº 28/01-


      B. 2528, L. XLI, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Planteo de inconstitucionalidad del Art. 12 del Código Penal. Remisión a lo dictaminado en la causa P. 614. XLIII, caratulada "Paredes, José Roberto y otros s/ recurso de inconstitucionalidad".


      L., Carlos Alberto s/ Recurso de casación y de inconstitucionalidad


      L. 414, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a "Marchal, Juan s/ Apelación", causa M.1771, libro XL.


      F., Nazareno s/ Apelación delta municipal


      F. 763, L. XLI, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a causa P. 464, L. XLII "Putallaz, Hugo Alberto s/ Recurso de casación".


      M., Ceferino s/ Infracción a la Ley 23.737


      M. 736, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a causa P. 464, L. XLII "Putallaz, Hugo Alberto s/recurso de casación".


      E. B., Víctor Carlos s/ Causa Nº 6372


      E. 475, L. XLI, 23 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a causa P. 464, L. XLII "Putallaz, Hugo Alberto s/recurso de casación".


      M., Félix Roque s/ Recurso de queja -causa nº 9381-


      M. 2652, L. XLI, 23 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a causa P. 464, L. XLII "Putallaz, Hugo Alberto s/recurso de casación".


      M., Pablo Omar s/ Recurso de casación


      M. 430, L. XLII, 23 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a Fallos: 327:5048.


      S. J., Paola Tatiana s/ Causa Nº 921-04


      S. 1716, L. XLI, 26 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a la causa C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación".


      G., Jorge Alberto y otra s/ Conflicto


      G. 2061, L. XLII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a la causa M. 1090, L.XLI "Martino, Santiago Marcelo y Chaves, Miguel Ángel s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización - causa N° 2544".


      M., Ángel Isidro y otros s/ Recurso de casación


      M. 812, L. XLIII, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a la causa P. 464, L. XLII "Putallaz, Hugo Alberto s/ Recurso de casación".


      P., Arquímides Rafael s/ Causa nº 4295/5429


      P. 800, L. XLII, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a la causa P. 464. L. XLII "Putallaz, Hugo Alberto s/recurso de casación".


      I., Juan Marcelo s/ Recurso de casación


      I. 109, L. XLII, 23 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a la causa P. 614. XLIII, caratulada "Paredes, José Roberto y otros s/ recurso de inconstitucionalidad".


      J., Carlos Alberto s/ Recurso de inconstitucionalidad


      J. 37, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a la Competencia nº 163 XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737".


      A., Andrea Patricia s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 977, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos E. 253, L.XLII.


      A., Pablo Ezequiel s/ Causa Nº 1068


      A. 1773, L. XXXIX, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en autos L. 1043 L. XLII.


      L., Mauro s/ Infracción Art. 189 bis del Código Penal -causa 4603/4602/2005-


      L. 1061, L. XLII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa C. 1740, L. XLII, "Cuatrín, Gladis Maria s/ contrabando -causa nº 146/91-".


      C., Gladis María y otros s/ Contrabando -causa nº 146/91-


      C. 1569, L. XLII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/ recurso de casación".


      S. C., María Isabel y otros s/ Recurso de casación


      S. 1966, L. XLII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa P 614. XLIII, caratulada "Paredes, José Roberto y otros s/ Recurso de inconstitucionalidad".


      P., Ricardo Ramón y otro s/ Recurso de inconstitucionalidad


      P. 590, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa P. 464, L. XLII "Putallaz, Rugo Alberto s/ Recurso de casación".


      N., Mario Luis s/ Causa Nº 9796


      N. 419, L. XLI, 23 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa P. 614. XLIII, caratulada "Paredes, José Roberto y otros s/ Recurso de inconstitucionalidad".


      S., Alberto Martín s/ Recurso de inconstitucionalidad


      S. 645, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa P.614.XLIII, caratulada "Paredes, José Roberto y otros s/ Recurso de inconstitucionalidad".


      L., Dionisio Ascensio s/ Recurso de inconstitucionalidad


      L. 416, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en la causa P.614.XLIII, caratulada "Paredes, José Roberto y otros s/recurso de inconstitucionalidad".


      A. G., José Celso y otros s/ Infracción Ley 23.797 -causa Nº 1799-


      A. 314, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a los autos "M., Renzo y otros s/homicidio en ocasión de robo- causa N° 6/04".


      M., Renzo y otros s/ Homicidio en ocasión de robo -causa N° 6/04-


      M. 2360, L. XLI, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a los autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/ causa nº 12.678", M. 619, Libro XLII.


      N., Lencina, José Oscar s/ Amenazas calificadas, resistencia a la autoridad y otros -causa nº 79/02-


      N. 198, L. XLII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a los autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa nº 12.678", M.619, Libro XLII.


      R., José Jerónimo y otros s/ Robo calificado por su comisión en lugar poblado y en banda -causa Nº 92.730-


      R. 1104, L. XLI, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a los autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/recurso de casación", letra M, nº 619, libro XLII.


      G., Lucio Alberto s/ Robo y violación -causa 12/49645/2-


      G. 1004, L. XLII, 15 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a los autos caratulados "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa nº 2.678", M. 619, Libro XLII.


      M., Francisco Alejandro s/ Robo calificado reiterado (causa Nº 3-14860)


      M. 433, L. XLII, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a los autos M. 1090, L.XLI "Martino, Santiago Marcelo y Chaves, Miguel Ángel s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización - causa N° 2544".


      G., Marcelo Alejandro; C., Liber Julio Andrés; B., Andra Aldana s/ Recurso de inconstitucionalidad


      G. 341, L. XLIII, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión a los autos caratulados "Mannini Andrés Sebastián s/ causa N° 12.678" (M.619, Libro XLII).


      Z., Francisco Antonio s/ Causa Nº 875


      Z. 36, L. XLI, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Remisión en la causa C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/recurso de casación".


      B., Alejandro y K., Julio s/ Causa Nº 7872


      B. 507, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Se suspende la emisión de dictamen en el presente hasta tanto se resuelva planteo efectuado en autos S. 2329, XLI "S., Carmelo Alfredo s/defraudación contra la administración pública - causa N° 11.275".


      S, Carmelo Alfredo y otro s/ Defraudación a la administración pública -causa N° 11.275-


      S. 2328, L. XLI, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Se suspende la emisión de dictamen en el presente hasta tanto se resuelva planteo efectuado en autos S. 2329, XLI "S., Carmelo Alfredo s/defraudación contra la administración pública - causa N° 11.275".


      S., Carmelo Alfredo s/ Defraudación contra la administración pública -causa N° 11.275-


      S. 2329, L. XLI, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Se suspende la emisión de dictamen hasta que se resuelva lo dictaminado respecto de la prescripción.


      S., Carmelo Alfredo y otros s/ Defraudación contra la administración pública


      S. 656, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso interpuesto por el Sr. Fiscal. Remisión a las consideraciones efectuadas en el dictamen de los autos F. 43 XLI "F., Osvaldo Raúl y S., Carlos Martín s/cohecho -causa N° 553-".


      F., Osvaldo Raúl y S., Carlos Martín s/ Cohecho -causa Nº 1/2003-


      F. 50, L. XLI, 07 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C., 1416, L., XLI, "Compagnie Nationale Air France c/ E.N. y otros".


      Aerovías Nacionales de Colombia S.A. - Avianca c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - FAA - Dto. 577/02 s/ Amparo Ley 16.986


      A. 1346, L. XLII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "Elibo S.A. y otros c/ Quiñonez, Clara Palma Herminia s/ Ejecución hipotecaria".


      Quiñónez Palma, Clara Herminia c/ Elibo S.A. s/ Consignación


      Q. 96, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronald Constante y otro s/ ejecución hipotecaria" (R. N 320, L. XLII).


      Blanco de Pérez, María Preciosa Argentina c/ Virdo, Fernando Gabriel y otro s/ ejecución


      B. 1668, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronald Constante y otro s/ ejecución hipotecaria" (R. N 320, L. XLII).


      Distribuidora Serigráfica S.R.L. c/ Lamigraf S.A.I.C. s/ ordinario


      D. 549, L. XLII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronald Constante y otro s/ ejecución hipotecaria" (R. N 320, L. XLII).


      Fernández, Dolores c/ Vega, Osvaldo s/ ejecución hipotecaria


      F. 16, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronald Constante y otro s/ ejecución hipotecaria" (R. N 320, L. XLII).


      Massuh S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión


      M. 385, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronald Constante y otro s/ ejecución hipotecaria" (R. N 320, L. XLII).


      Massuh S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión por SMQ Internacional


      M. 1135, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "S. C. S. 1076, L. XLII, Sigurani Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telefónica de Argentina S.A.".


      Rivero, Manuel y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de propiedad Participada de Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      R. 830, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "S. C. S. 1076, L. XLII, Sigurani, Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telefónica de Argentina S.A.".


      Rafti, Eduardo y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de propiedad Participada de Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      R. 1282, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "S. C. S. 1076, L. XLII, Sigurani, Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telefónica de Argentina S.A.".


      Rizzo, Leonor y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      R. 831, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "S. C. S. 1076, L. XLII, Sigurani, Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telefónica de Argentina S.A.".


      Torres, Oscar Norberto y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      T. 447, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a "S. C. S. 1076, L. XLII, Sigurani, Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telefónica de Argentina S.A.".


      Verdum, César y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      V. 488, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a A. 112; L. XLI, "Arce, Enrique Herminio s/ Homicidio agravado por ser cometido con ensañamiento, etc. -causa nº 5531-".


      V., Carlos David s/ Causa nº 7428


      V. 892, L. XLII, 13 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a A.112; L. XLI, "Arce, Enrique Herminio s/ Homicidio agravado por ser cometido con ensañamiento, etc. -causa 5531".


      G., Víctor Juan Antonio s/ Robo agravado, portación ilegal de arma de fuego de uso civil y encubrimiento agravado -causa nº 2950-


      G. 2043, L. XLII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a B. 12, L. XLIII, "Brandi, Eduardo Alberto y otros c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza".


      Díaz, Olga Noemí y otros c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ acción de inconstitucionalidad


      D. 284, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a C. 866, L. XLII, "Candy S.A. c/ AFIP y otro s/ Acción de amparo".


      Alica S.A. c/ AFIP y otro s/ Acción de amparo


      A. 587, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a C.866, L.XLII "Candy S.A. c/ AFIP y otro s/ Acción de amparo".


      Carlisa S.A. c/ AFIP y otro s/ Acción de amparo


      C. 867, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a C.866, L.XLII "Candy S.A. c/ AFIP y otro s/ Acción de amparo".


      Flexiprin S.A. c/ AFIP y otro s/ Acción de amparo


      F. 386, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a E nº 479, L. XLI, "Elibo S.A. c/ Fraga, Carlos Alberto".


      E. S.A. c/ Fraga, Carlos s/ Ejecución hipotecaria


      E. 81, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Elibo S.A. y otros c/ Quiñonez, Clara Palma Herminia s/ Ejecución hipotecaria".


      Quiñónez Palma, Clara Herminia c/ Elibo S.A. y otro s/ Consignación


      Q. 90, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. 1546, L. XXXIX, "Furno, Zulema c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo".


      Faure, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      F. 842, L. XL, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos 324:2509 y 3805.


      Goirán, Roque Adán c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ amparo


      G. 1847, L. XXXIX, 23 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a M. 2644, L. XXXIX "Municipalidad de Villa Clara c/ Entre Ríos, Provincia de (Estado Nacional entre otros) s/ Acción de amparo".


      Municipalidad de Villaguay c/ Entre Ríos, Provincia de y otros (Estado Nacional entre otros) s/ Acción de amparo


      M. 2642, L. XXXIX, 06 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a M. 619, L. XLII, "Mannini, Andrés Sebastián s/ Causa nº 12.678".


      C. F., Agustín Antonio s/ Robo agravado por haber sido cometido en poblado y en banda -Causa N° 93.640-


      C. 733, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. 1309, L.XLII, "Rosza, Carlos Alberto y otro s/ Recurso de casación"


      D., Martín Ariel s/ Recurso de inconstitucionalidad


      D. 1308, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. 1309, L.XLII, "Rosza, Carlos Alberto y otro s/ Recurso de casación".


      C., Ernesto s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


      C. 3387, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R.1309, L.XLII, "Rosza, Carlos Alberto y otro s/ Recurso de casación"


      L., Jorge Ernesto s/ Recurso de casación


      L. 1136, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R.1309, XLII, "Rosza, Carlos Alberto y otro s/ Recurso de casación".


      S., Elina Noemí s/ Recurso de casación


      S. 1762, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. 142, L. XLI, "Fernández, José Tomás y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom".


      Bustamante, Elsa y otro c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom s/ Proceso de conocimiento


      B. 409, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. 142, L. XLI, "Fernández, José Tomás y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom".


      García, Rosa Ester y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom s/ Proceso de conocimiento


      G. 355, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. 142, L. XLI, "Fernández, José Tomás y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom".


      Muñoz, Tomás y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom s/ Proceso de conocimiento


      M. 439, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Antúnez, José Ramón c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Part. accionario obrero


      A. 1592, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Arany, Rolando c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. accionario obrero


      A. 1085, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Arce, Dalci c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Part. accionario obrero


      A. 2315, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Barrera, Julio Antonio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Part. accionario obrero


      B. 2042, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Bellido, Nicolás Gregorio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Part. accionario obrero


      B. 1774, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Benavídez de Puerta, María Alejandra c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Part. accionario obrero


      B. 121, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Carril, Jesús Alberto c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ part. accionario obrero


      C. 4730, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Castellano, Oscar Alberto c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


      C. 3027, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Colina, Ernesto c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. accionario obrero


      C. 3136, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Dolgopol, Adrián Guillermo y otros c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      D. 10, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Fernández, Hugo c/ Y.P.F. S.A. s/ Part. accionario obrero


      F. 284, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Ferri, Gino c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. accionario obrero


      F. 1312, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Frías, Daniel c/ Y.P.F. S. A. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ part. accionario obrero


      F. 1720, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Gimena, Cristina Leonor c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero


      G. 1652, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Giménez, Ernesto Jesús c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero


      G. 1614, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Gleria, Ramón Agustín c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. accionario obrero


      G. 1720, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Gómez, Guillermo Roberto c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Queja


      G. 2225, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Gómez, Walter Adrián c/ Y.P.F. S.A. s/ Part. accionario obrero


      G. 2150, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Grilli, Vicente Ángel c/ Ministerio de Economía s/ Part. accionario obrero


      G. 2013, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Guichot, Guillermo Daniel c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. accionario obrero


      G. 1554, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Lazzaro, Olga Palmira c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Participación en el accionariado obrero


      L. 1031, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Lujan, Oscar Adelmo c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Part. accionario obrero


      L. 1343, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Martínez, José Saúl, Geréz, Segundo Antonio y Gómez, Francisco c/ Estado Nacional s/ Participación accionaria obrera


      M. 535, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Molina, Ángel Mario y González, Carlos Rodolfo c/ Estado Nacional s/ Participación accionaria obrera


      M. 536, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Pagliareti, Eugenio Lucio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Part. accio. obrero


      P. 1755, L. XL, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Pereyra, Sixto del Valle c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Part. accion. obrero


      P. 2095, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Pérez Amurrio, Catalina Soledad y otros c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Part. acc. obrero


      P. 1891, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Pintor, Pedro Antonio y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. accionaria obrero


      P. 1444, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Puebla, Rubén Aníbal c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      P. 1070, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Quinteros, Aldo Bernardino, Mármol, Luis Alberto, Bogarin, María Inés c/ Estado Nacional - Y.P.F. s/ Participación accionaria


      Q. 128, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Savino, Celestino Miguel c/ Y.P.F. - Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Part. acc. obrero


      S. 1906, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Silos, Alejandro Roberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


      S. 562, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Silva, César Primo c/ Estado Nacional s/ Participación accionaria


      S. 419, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Soria, Ernesto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Part. accion. obrero


      S. 1808, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Sosa, Oscar Alberto c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Part. acc. obrero


      S. 2119, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Vargas, Juan Miguel c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. accionaria obrero


      V. 937, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a S. 2178, L. XLI, "Santillán, Felipe Oscar c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Part. Accionario obrero".


      Vázquez, Ricardo Roberto c/ Estado Nacional s/ Participación accionaria obrera


      V. 183, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a A. 1870, L. XLI, "Aerolíneas Argentinas c/ Ministerio de Trabajo".


      Remisión a A. 1870, L. XLI, "Aerolíneas Argentinas c/ Ministerio de Trabajo".


      Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Ministerio de Trabajo y otros s/ reclamos


      A. 1792, L. XLII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a A. 996, L. XLI; "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido".


      Remisión a A. 996, L. XLI; "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido".


      Aguilar, Alfredo Ernesto c/ Massuh S.A. s/ Ley 14.546


      A. 1117, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a B. nº 1617, L. XLI, "Bidau, Sara Margarita y otros c/ ANSES".


      Medina, Alicia Norma c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes varios


      M. 162, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a B. nº 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela c/ PEN s/ Amparo" y R. nº 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Ginesta, Luis Enrique c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A. s/ Sumario


      G. 834, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. 142, L. XLI, "Fernández, José Tomás c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom".


      Aguirre, José Vidal y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom s/ Proceso de conocimiento


      A. 1095, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. 142, L. XLI, "Fernández, José Tomás y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom".


      Nieto, Jesús Miguel y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom s/ Proceso de conocimiento


      N. 71, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. 142, L. XLI, "Fernández, José Tomás y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom".


      Scolari, Carlos Julio y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom s/ Proceso de conocimiento


      S. 429, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. 142, L. XLI, "Fernández, José Tomás y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom".


      Zalazar, Enrique Alcibíades y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom s/ Proceso de conocimiento


      Z. 57, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. nº 1462, L. XLI, "Fridman, Ana María y otros c/ Banco Hipotecario S.A. y otro".


      Ferrari de Pelieri, Amalia y otros c/ Banco Hipotecario S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


      F. 1736, L. XLI, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a F. nº 1559, L. XXXVIII "Ferreyra, Samuel c/ Empresa Línea 216 Sociedad Anónima de Transporte y otro".


      De Bernardi, Zulema Inés c/ Swiss Medical s/ Accidente


      D. 628, L. XXXIX, 06 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a G. 474, L XLIII in re "Guerrero Guzmán, Samuel Elías s/ Recurso de casación".


      R., Juan Ramón y otra s/ Causa nº 7837


      R. 673, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a G. 474, L. XLIII in re "Guerrero Guzmán, Samuel Elías s/ Recurso de casación"


      F., Carlos Daniel s/ Causa nº 6449


      F. 421, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a I. nº 169, L. XLII, "International Technologies S.A. c/ Ingram Micro Argentina S.A. y otro s/ Ejecutivo - cuadernillo de recurso extraordinario".


      Internacional Technologies S.A. c/ Ingram Micro Argentina S.A. y otros s/ Ejecutivo


      I. 137, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a M. nº 1380, L. XLI, "Medina, Orlando Rubén y otro c/ Solar Servicios On Line S.A.".


      Chiari, Lucía c/ Liberty Aseguradora del Trabajo s/ Accidente acción civil


      C. 1027, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a M. nº 186, L. XLII, "Mapfre Paraguay Compañía de Seguros S.A. y otro c/ J. H. Bachmann G.M.B.H. y otros s/ Faltante y/o avería de carga".


      Mapfre Paraguay Compañía de Seguros S.A. y otro c/ Bachmann GMBH y otros s/ Faltante


      M. 233, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S. nº 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


      Ibarra, Mario Hugo Felipe y otro c/ Empresa Almirante Guillermo Brown S.R.L. s/ Despido


      I. 89, L. XXXIX, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. N° 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ ejecución hipotecaria".


      Grillo, Mario Santo y otro c/ Spagarino, Juan Carlos y otro s/ ejecución


      G. 1016, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria" y P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Banca Nacionales del Lavoro S.A. c/ Migues, Jorge Luis Jesús y otro s/ Ejecución especial


      B. 1825, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria" y P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Banco de Galicia c/ Gómez, Mirta s/ Ejecución hipotecaria


      B. 1173, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S. nº 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución hipotecaria".


      Paxos S.A. s/ Quiebra por Konigsberg, Efraín Isaac


      P. 1323, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria" y S.C: P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Banco Hipotecario Sociedad Anónima c/ Cáceres, Elsa Beatriz y otro s/ Ejecución especial Ley 24.441


      B. 2126, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Agencia de Cooperación Internacional del Japón c/ Tombo Construcciones S.A. y otros s/ Ejecución hipotecaria


      A. 1512, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Aldao, María Rosa c/ Orue, Francisco José s/ Ejecución hipotecaria


      A. 1859, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Alperín, David c/ Mas, Rafael s/ Ejecución hipotecaria.


      A. 1189, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Álvarez, José s/ Quiebra s/ Incidente de verificación por Gervasoni


      A. 857, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Andrés, María Angélica c/ Neustadt, José Luis y otra s/ Ejecución hipotecaria


      A. 410, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Bacosur S.A. c/ Miguelez, Paula s/ Cobro sumas de dinero


      B. 1553, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Badino, Enrique Salvador y otro c/ Caillava, María Teresa y otros s/ Ejecución hipotecaria


      B. 2290, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Badino, Héctor Enrique y otro c/ Caillava, María Teresa y otros s/ Ejecución hipotecaria


      B. 2288, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Banco Liniers Sudamericano S.A. c/ Schiavon, Jorge Alberto s/ Ejecutivo


      B. 1953, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Basaldua, Héctor Emilio c/ Muiño Vigo, Carlos Alberto y otra s/ Ejecución hipotecaria


      B. 2506, L. XLI, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Batallan, Juan Carlos c/ Gerlach Cambell Construcciones s/ Ejecución hipotecaria


      B. 261, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Bello Carracedo, Joaquín c/ Vilella, Roberto Ariel y otro s/ Ejecución hipotecaria


      B. 1268, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Blengio de Lis, Fernando Javier c/ Couto, Liliana Beatriz s/ Ejecución hipotecaria


      B. 1807, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Blengio de Lis, Fernando Javier c/ Couto, Liliana Beatriz s/ Ejecución hipotecaria


      B. 1813, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Cacace, María José y otro c/ Biagosch, Alberto Ernesto y otro s/ Ejecución hipotecaria


      C. 99, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Carpinacci, Guillermo c/ Aragona, Jorge s/ Ejecución hipotecaria


      C. 500, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Chacras del Oeste S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación de crédito por Terrera, Carlos Santiago


      C. 638, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Clásica S.A. c/ Celhay, Noemí Mabel s/ Ejecución hipotecaria


      C. 1564, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Club Atlético San Lorenzo de Almagro s/ Concurso preventivo


      C. 181, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Coop. Credivico de Crédito, Vivienda y Consumo LIMI c/ Braica, Marcelo Oscar y otro s/ Ejecución hipotecaria


      C. 1842, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Davison, María Victoria s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación promovido por Espínola, María Fernanda y otro


      D. 657, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      De Napoli de Oliva, Silvia Nora y otro c/ Cotugno, Oscar Sexto s/ Ejecución hipotecaria


      D. 1259, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Diagnóstico Centenario S.R.L. s/ Concurso preventivo s/ Inc. por Sinam S.A.


      D. 1146, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Dragonetti, Zulema y otros c/ Danduf, José y otro s/ Ejecución hipotecaria


      D. 1364, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      E. S.A. c/ Ambrogi, Daniel Gustavo y otro s/ Ejecución hipotecaria


      E. 2, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Editorial Perfil S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Fuerza Cía. de Seguros de Vida S.A.


      E. 197, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Elibo S.A. y otros c/ Quiñónez Palma, Clara Herminia s/ Ejecución hipotecaria


      E. 403, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Escoda, Jorge Alberto c/ La Federica S.A. s/ Ejecución hipotecaria


      E. 406, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Esquivel, Carmen c/ Igawen Intergrade S.A. s/ Ejecución hipotecaria


      E. 261, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Fernández, Santos c/ Delettiers, Marcelo s/ Ejecución hipotecaria


      F. 952, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Filandino, Lucrecia Raquel c/ Pérez de Capurro, María del Carmen s/ Ejecución hipotecaria


      F. 1354, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Fort, Jorge c/ Sus Tejidos S.A. s/ Ejecutivo


      F. 1731, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Galache de Toro, Paula c/ Rodríguez, Hernán s/ Ejecución Ley 24.441


      G. 149, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      García Medina Castro, Vicente Reynaldo y otro c/ Caillava, María Teresa y otros s/ Ejecución hipotecaria


      G. 2258, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Giachetta, María c/ Carleschi, Antonio s/ Ejecución hipotecaria


      G. 1700, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Gianfelice, Ángela c/ Yar Construcciones s/ Consignación


      G. 690, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Gigena, Roberto Enrique c/ Risso Patrón, Hernán José María y otro s/ Ejecución hipotecaria


      G. 1015, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Gómez y Limón, Manuel María c/ Fermagui S.A. s/ Cumplimiento de contrato


      G. 1831, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Gómez, Juan Carlos c/ Pérez, Juan Carlos s/ Ejecución hipotecaria


      G. 2120, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Gorin, María Lía y otra c/ Delorenzi, Adalberto Bautista s/ Ejecución hipotecaria


      G. 140, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Hervot, Viviana y otro c/ Gattari, Carlos y otro s/ Ejecutivo


      H. 239, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Iglesias, María Micaela y otro c/ Palacios, Marta Araceli s/ Ejecución hipotecaria


      I. 320, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Infantino, Alicia c/ Cofiño, Matías s/ Ejecución hipotecaria


      I. 299, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Instrumentos Musicales c/ Inversora Lermond s/ Ejecución hipotecaria


      I. 36, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      International Paper Company c/ Sacan, Virginio Luis s/ Ejecución hipotecaria


      I. 358, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Juejati, Ramón y otro c/ Bercum, Horacio Daniel y otros s/ Consignación


      J. 36, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Kapuscinski, María c/ Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria


      K. 108, L. XL, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Khammar, María Cristina Inés c/ Casa Corazón de Cueros S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria


      K. 215, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Kranz, Paulina y otro c/ Demiañiuk, Constantino y otro s/ Ejecución especial Ley 24.441


      K. 166, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Liniado, Ricardo Horacio c/ Arias, Néstor Luis s/ Ejecución hipotecaria


      L. 1388, L. XLI, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      López Barbera, Alejandro c/ Chichkina, Liliana s/ Ejecución hipotecaria


      L. 638, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Loza, Gustavo Orlando y otro c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Ordinario


      L. 161, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Macur S.A. c/ Del Gaudio, Fernando Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria


      M. 2021, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Marcuzzi, Elodia y otros c/ Quiñones, Teresita Patricia y otro s/ Ejecución especial Ley 24.441


      M. 2117, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Masucci, Maximiliano Martín c/ Listig, Teresa s/ Ejecución hipotecaria


      M. 3046, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Mazza, Domingo c/ Pulvi Metalúrgica Rossi S.A. s/ Ejecución de créditos laborales


      M. 1553, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Mazzarella, Carlos Alberto c/ Molina, Oscar Severo s/ Ejecución hipotecaria


      M. 3122, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Melillo, Aldo César del Carmen y otro c/ Conection Internacional S.A. s/ Ejecución hipotecaria


      M. 2174, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Meloni, Raúl Ernesto c/ Indunor Sociedad Anónima Comercial Industrial Forestal Inmobiliaria Financiera s/ Diferencias de haberes


      M. 897, L. XLI, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Miguez, Isabel c/ Gil, Ezequiel y Muñiz, Oscar s/ Incidente


      M. 1194, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Montibelli, Ronald c/ Enrich, Carlos Alberto s/ Ejecución hipotecaria


      M. 2525, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Morano, Vicente c/ Rigo, Carlos s/ Ejecución hipotecaria


      M. 2106, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Morano, Vicente c/ Rigo, Carlos s/ Ejecución hipotecaria


      M. 2330, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Moreno, Isabel y otro c/ González, Amelia y otro s/ Ejecución hipotecaria


      M. 943, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Murall, Fermín c/ Caillava, María s/ Ejecución hipotecaria


      M. 605, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Nordheimer S.R.L. c/ Pedro Worms y Cía. s/ Ejecutivo


      N. 219, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Olaciregui, Jorge Alejandro c/ Farías, Nelly y otras s/ Ejecución hipotecaria


      O. 199, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Pane, Daniel Francisco c/ Zamponi, Fernando Alejo Nazareno s/ Ejecución hipotecaria


      P. 1792, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Paraguay S.R.L. c/ Adiman S.A. y otros s/ Ejec. alquileres


      P. 1839, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Pasinato, Bernardo c/ Carrión, Ángela s/ Ejecución hipotecaria


      P. 1840, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Pelach, Horacio Sergio c/ Trajtenberg, Sergio Héctor s/ Ordinario


      P. 1856, L. XLI, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Picapau S.R.L. s/ Concurso preventivo


      P. 466, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Polito, Josefina y otros c/ Ferrari, Daniel César y otro s/ Ejecución especial Ley 24.441


      P. 1592, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Portal, Daniel c/ Muñoz Ibáñez de Pulice, María Trinidad y otro s/ Ejecución hipotecaria


      P. 1810, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Rainieri, Ada Olga c/ Miranda, Mario s/ Ejecución hipotecaria


      R. 1526, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Rivadeneira, Rogelio Abel y otro c/ Lian S.A. s/ Ejecución hipotecaria


      R. 896, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Rivera de Pardo, Sara c/ Ley, Oscar Rubén s/ Ejecución de alquileres


      R. 1497, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Robert, Arturo c/ Mac Louchlin, Juan s/ Ejecución hipotecaria


      R. 506, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Rodríguez Getino, Manuel y otros c/ Albornoz, Juan Carlos Alberto s/ Ejecución hipotecaria


      R. 197, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Roizner, Adelina c/ Lamas, Rubén Alfredo y otra s/ Ejecución hipotecaria


      R. 1778, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Rubio, Concepción c/ Balbo, José s/ Ejecución hipotecaria


      R. 791, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Ruiz, Rafael c/ Molina, Marta s/ Ejecución hipotecaria


      R. 1097, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Saporito, Juan c/ Eguia, Amalia s/ Ejecución hipotecaria


      S. 865, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Sartori, Héctor Alfredo c/ Chamorro, María de los Ángeles s/ Ejecución hipotecaria


      S. 538, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Scasso de Martínez Díaz, Lucila Alicia y otro c/ Celenca, Hugo Avelino y otro s/ Ejecución hipotecaria


      S. 1357, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Sesti, Francisco s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación tardía promovido por F. Veltri


      S. 2439, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Shell C.A.P.S.A. c/ Cap. y/ Arm. y/o Prop. BQ Aremar IV s/ Abordaje


      S. 809, L. XLIII, 02 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Spitz, Ernesto y otro c/ Echeverría De Corti, María Emma s/ Consignación


      S. 1506, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Storch, Horacio y otros c/ Ortega, María Mónica y otros s/ Ejecución hipotecaria


      S. 2337, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Szach de Loureiro, Elena y otros c/ Lusa, Carolina s/ Ejecución hipotecaria


      S. 2184, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Tirri, Armando c/ Ru, Rodolfo s/ Ejecución hipotecaria


      T. 173, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Torrisi, Adolfo Luciano c/ Damatto, Marta Elena s/ Ejecución hipotecaria


      T. 527, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Traczuk, María Justina c/ Fernández Daniel y otra s/ Ejecución hipotecaria


      T. 344, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Tripodoro, Irma Isabel y otro c/ Chahin, Roberto Miguel s/ Ejecución hipotecaria


      T. 631, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Vaca, Lidia Noemí c/ Demarco, Alfredo Mario y otro s/ Ejecución de alquileres


      V. 246, L. XL, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Valentini, Rubén Luis y otros c/ Las Cuatro L S.A. s/ Ejecución especial Ley 24.441


      V. 18, L. XLIII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Vallero, Dante Francisco y otros c/ Establecimiento Gráfico Vulcano S.A. s/ Ejecución hipotecaria


      V. 1209, L. XLI, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Vecchio, Néstor Omar y otros c/ Spampinato De Nembrini, Antonia s/ Ejecución hipotecaria


      V. 572, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Volkswagen Compañía Financiera S.A. c/ Salón del Automóvil y otros s/ Ejecución hipotecaria


      V. 824, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Wajchman, Samuel y otro c/ Keberlein, Claudia Beatriz s/ Ejecución hipotecaria


      W. 83, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Yildiz, Antranik y otros c/ Solotar, Pablo Jorge y otros s/ Consignación


      Y. 61, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Zobcow, Sergio Alberto c/ Sucesores de Méndez Casariego, María Amelia s/ Ejecución especial


      Z. 276, L. XLI, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Remisión a R. nº 320, L XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      García Conde, Juan c/ Gerlach Campbell Construcciones S.A. s/ Ejecución hipotecaria


      G. 208, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. nº 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Azul Grup S.A. c/ Zuccolo, Carlos Alberto y otro s/ ejecutivo


      A. 963, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. W 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Corsaro, Guillermo Alejandro y otro c/ Crescia, Leonor Beatriz s/ ejecución hipotecaria


      C. 1704, L. XLII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a V. 892, L. XLII in re "V., Carlos David s/ Causa nº 7428".


      V., Nelson s/ Causa nº 7429


      V. 891, L. XLII, 13 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión A. 1242, L.XXXIX, "Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.) de La Rioja c/ La Rioja, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


      En virtud de las consideraciones allí expuestas y sin entrar a considerar las circunstancias individuales de los docentes representados por la actora, atento a que se trata de cuestiones de hecho y prueba, ajenos á mi dictamen, las disposiciones provinciales impugnadas contravienen las previsiones de la Ley nacional 24.049 y el convenio de transferencia de los servicios educativos nacionales a la órbita provincial, en cuanto se pretende su aplicación a los docentes transferidos desde aquel nivel.


      Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.) de La Rioja c/ La Rioja, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      A. 1434, L. XXXIX, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión A. 1604, L. XLIII, "Fisco Nacional c/ Administración General de Obras Sanitarias de Formosa s/ Ejecución fiscal (incidente de competencia)".


      Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Administración General de Obras Sanitarias s/ Ejecución fiscal


      A. 2427, L. XLI, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión A. 2539, L. XXXVIII, "Alfaro, Carlos Fernando y otros c/ Jujuy, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos".


      Este proceso resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


      Agüero, Jorge Gustavo y otros c/ Jujuy, Provincia de y otros s/ Ordinario


      A. 2323, L. XXXVIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión A. 969, L. XLI, "Aupi Thierry, Marie y González, Cristina Delia Eleuteria c/ Banco Francés S.A." (Recurso de Hecho).


      Este proceso debería seguir su trámite ante la justicia federal de Corrientes. Sin perjuicio de ello, en atención al temperamento adoptado in re, C. 3252, L. XL. "Cocco, Julio Ernesto y otros c/ Banco Francés S.A.", (resolución del 12 de diciembre del 2006), de estimarlo pertinente, la Corte podría requerir informes a fin de averiguar si en esta causa se ha dictado un acto jurisdiccional, puesto que de ser así, el proceso debe continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó, en virtud del principio de radicación definitiva.


      Avanza, María Victoria; Álvarez, Blanca Beatriz y Avanza Jorge Ramón c/ Banco Francés BBVA s/ Juicio sumarísimo


      A. 163, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión B. 12, L.XLIII, "Brandi, Eduardo Alberto y otros c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza".


      Asociación Gremial de Empleados y Funcionarios del Poder Judicial de Mendoza c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ acción de inconstitucionalidad


      A. 419, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión B. 1626, L. XLII "Belmonte, Manuel y Asociación Ruralista General Alvear c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Producción - Secretaría de Coordinación Técnica - Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


      Belmonte, Manuel y Asociación Ruralista General Alvear c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Producción - Secretaría de Coordinación Técnica - Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


      B. 1680, L. XLII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión B. 1626, L. XLII "Belmonte, Manuel y Asociación Ruralista General Alvear c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Producción - Secretaría de Coordinación Técnica - Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


      Belmonte, Manuel y Asociación Ruralista General Alvear c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - s/ Recurso


      B. 1643, L. XLII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión B.2557, L.XLI, "Banco de Santa Fe S.A.P.E.M. c/ Municipalidad de Rosario".


      Banco de Santa Fe S.A.P.E.M. c/Municipalidad de Rosarios/ Recurso contencioso administrativo


      B. 343, L. XLIV, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 2589, L.XLII, "Clemente, María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A.".


      Balestra, Santiago Ramón y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. Suc. Goya s/ Sumarísimo


      B. 1875, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 2589, L.XLII, "Clemente, María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A.".


      Bejarano, Roberto Héctor c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. Suc. Goya s/ Sumarísimo


      B. 1967, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 2589, L.XLII, "Clemente, María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A.".


      Bolotner, José Hugo y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. Suc Goya s/ Sumarísimo


      B. 1865, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 2589, L.XLII. "Clemente María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A."


      Arrieta, Fabia Irma y otro c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. Suc. Goya s/ Sumarísimo


      A. 1718, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 2589, L.XLII. "Clemente María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A.".


      Arias, Francisco Aniceto c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      A. 1996, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 2589, L.XLII. "Clemente, María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A.".


      Bejarano, Norma Beatriz c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      B. 1874, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 2968, L. XLII, "Carabajal, Horacio Alejandro y otros c/ Estado Nacional s/ Contencioso administrativo".


      Araujo, Mario Ramón y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Contencioso administrativo


      A. 1758, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión C. 3055, L. XLII, "Caratti, Carlos Norberto c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos".


      Becerra, Carlos Alejandro c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Otros reclamos


      B. 2084, L. XLII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión Comp. 866, L. XLII, "Álvarez, Oscar y Sabre, Simón c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


      Bariffi, Tulio Javier c/ Banco Galicia y Buenos Aires s/ Amparo


      COMP. 440, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de los autos principales.


      Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Medida cautelar


      A. 2103, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión E. 221, L. XLI, "Edesur S.A. c/ Dirección Nacional de Bienes del Estado s/ escrituración" y S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ part. accionariado obrero".


      Amendolara, Jorge Vicente c/ SEGBA (Residual) y/o Edelap S.A. s/ Interrupción de prescripción daños y perjuicios


      A. 180, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión F. 29, L. XLII, "Fornara, Omar Alberto y otros c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción procesal administrativa".


      Alarcón, Maria Rosa y otros c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción procesal administrativa


      A. 1361, L. XLII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión F. 29, L. XLII, "Fornara, Omar Alberto y otros c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción procesal administrativa".


      Arriagada, María Eva y otros c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción procesal administrativa


      A. 72, L. XLII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión Fallos: 324:2509 y 3805.


      Argüello, María Teresa y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción


      A. 390, L. XLI, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión G. 943, L. XLII, "Gómez, Miguel Ángel c/ Administración Nacional de Aduanas s/contencioso administrativo".


      Barrandeguy, Marta Susana c/ Administración Nacional de Aduanas - Contencioso administrativo s/ Ordinario


      B. 681, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión N. 381, L. XLII, "Navarta, José Américo c/ Banco Central de la República Argentina".


      Altuna, Edgar Joaquín c/ Banco Central de la República Argentina s/ Ordinario


      A. 1806, L. XLII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión P.1575, L. XLII, "Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Demanda ordinaria".


      Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


      Arauca Bit AFJP S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      A. 784, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión precedente "Rezk" y Comp. 38, L. XLIII, "Fleitas, Julio Gustavo c/ BBVA Banco Francés S.A. Suc. Goya s/ sumarísimo".


      Por aplicación de la doctrina de la Corte que surge del precedente "Rezk" (publicado en Fallos: 324:2493), cabe concluir que aquel tribunal no estaba en condiciones de pronunciarse sobre la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa. Por aplicación de este criterio y en el mismo sentido que aquí se propugna, se resolvió la Comp. 38, L. XLIII, "Fleitas, Julio Gustavo c/ BBVA Banco Francés S.A. Suc. Goya s/ sumarísimo".


      Benetti, Hugo Ernesto c/ Banco de Galicia y Bs. As. (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 764, L. XLIII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión R. 846, L. XL, "Ramírez, Dante D. c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DDHH - SPF s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg." (puntos VI y VII).


      Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario y revocar el pronunciamiento apelado en cuanto no admitió el carácter remunerativo y bonificable de los suplementos creados por el decreto 2807/93.


      Ávila Poletti, Hugo E. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SPF s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


      A. 1765, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión S.456, L.XXXIV, "Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ medida cautelar".


      Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Tucumán, Provincia de s/ inconstitucionalidad del decreto 1204/01


      E. 114, L. XXXI, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Resulta inoficioso expedirse por haber dictaminado en impugnación de otro imputado en la causa.


      M., María Cecilia y O., Andrés Aníbal s/ Incidente de recurso extraordinario


      M. 690, L. XLI, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicita la remisión de los autos principales.


      L., Roberto s/ Lesiones leves, corrupción calificada, etc. -causa Nº 92.414-


      L. 727, L. XLI, 11 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: entendimiento exclusivo de las circunstancias existentes al momento de ser dictadas.


      Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se dictan, aun cuando sean sobrevivientes a la interposición del recurso extraordinario.


      Mozdzien, Juan Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional


      M. 1210, L. XLI, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita documentación


      A.F.I.P. c/ Fleming, Guillermo s/ Ejecución fiscal


      A. 581, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita documentación.


      A.F.I.P. - Dirección General Impositiva c/ Purma S.R.L. s/ Ejecución fiscal


      A. 587, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita documentación.


      A.F.I.P. - Dirección Impositiva c/ Purma S.R.L. s/ Ejecución fiscal


      A. 586, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita documentación.


      A.F.I.P. c/ Dávalos, Raúl s/ Ejecución fiscal


      A. 583, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita incorporación de piezas faltantes para y luego se corra nueva vista.


      Alarcón, Francisco y otros c/ Central Dock Sud S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


      A. 311, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita se remitan incidentes vinculados a la libertad del imputado, para mejor dictaminar.


      I., Dragoslav s/ Investigación de delito de narcotráfico - causa N° 1227


      I. 26, L. XLIII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L.XLII. “Clemente María Verónica”.


      Segui, Guillermo c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      S. 2070, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      A fin de mejor dictaminar, se solicita información.


      Kaczuk, José Ricardo s/ acción sumarísima


      COMP. 1067, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      A los fines de mejor dictaminar se solicita a la Corte, tenga a bien requerir al presentante de la queja copia del auto denegatorio del recurso extraordinario federal.


      Viola, Fernando Raúl c/ Banco Francés S.A. s/ Juicio sumarísimo


      V. 667, L. XLI, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Accidente “en servicio” de agente del servicio penitenciario federal. Pase a disponibilidad con promoción a un grado superior. Remisión a lo dictaminado en los autos R. 2, XLII, “Rojas, Rodolfo c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia”.


      Díaz, Raúl Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      D. 755, L. XLI, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción de inconstitucionalidad. Remisión a "Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA) c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa" (Fallos: 322:1781).


      En primer término, la Corte sigue siendo competente para entender en este juicio. Corresponde declarar la inconstitucionalidad de los decretos leyes 7.290/67 y 9.038/78, como también del decreto 1.160/92, todos de la Provincia de Buenos Aires.


      Nestlé Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


      N. 112, L. XXXVII, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad contra provincia. Obra Social para la Actividad Docente. Dirección de Rentas local. Art. 13 bis de la Ley 13.529. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


      Toda vez que una entidad de obra social, que litiga en el fuero federal, demanda a una Provincia con derecho a la competencia originaria de la Corte, según el Art. 117 de la Constitución Nacional, una solución que "satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a determinar que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal.


      Obra Social para la actividad docente c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      O. 241, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Acuerdo preventivo extrajudicial: pedido de reducción de alícuota de tasa judicial debido al dictado de una nueva norma. Falta de fundamentación para la aplicación retroactiva de la ley. Ausencia de arbitrariedad.


      Es necesario recordar que la Corte ha establecido que las controversias suscitadas en torno a la aplicación de la ley de tasas judiciales en procesos sustanciados ante los tribunales ordinarios de la Capital Federal, son ajenas, como regla y por su naturaleza, al ámbito del recurso extraordinario, máxime cuando la sentencia halla sustento suficiente en argumentos no federales expuestos por los jueces de la causa.


      Multicanal S.A. s/ acuerdo preventivo extrajudicial s/ incidente de tasa de justicia -causa Nº 85.897-


      M. 1097, L. XLII, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Como medida para mejor dictaminar se solicita al Tribunal que tenga a bien requerirle a la peticionaria que remita la causa “GCBA c/ IMPSAT S.A.” y que se adopte el mismo temperamento con relación a la causa “Impsat c/ GCBA (ley 1846/06)”.


      G.C.B.A. c/ Impsat S.A. s/ Ejecución fiscal - otros


      COMP. 292, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Ejecución de honorarios. Reclamo de remuneraciones posteriores al concurso. Improcedencia del fuero de atracción.


      Toda vez que los honorarios en cuestión fueron regulados en el marco de un proceso cuyo objeto era el reclamo de remuneraciones liquidadas y no abonadas por el período de mayo a noviembre de 2002, no corresponde que las presentes actuaciones queden radicadas donde tramita el juicio universal, en tanto se trata de obligaciones nacidas con posterioridad a la apertura del concurso.


      Club Atlético Huracán s/ incidente de ejecución de honorarios por Bellotti, Margarita Inés


      COMP. 608, L. XLIII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 11, XLIII, “Pichin de Centeno, Graciela c/ O.S.E.C.A.C. s/ Amparo”.


      Sánchez, Guillermo c/ U.P.C.N. - Austral Omi s/ amparo


      COMP. 169, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1420, XLII, “Valenzuela, Luis Adán y otros c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento” y Comp. 1281, XL, “Hidalgo, Enrique José y otros c/ Estado Nacional – CNAS s/ Proceso de conocimiento”.


      Argüelles, Silvina Alejandra y otros c/ Estado Nacional y otro s/ proceso de conocimiento


      COMP. 448, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a lo resuelto en “Viejo Roble S.A.”.


      Rojas, Ángel Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - dtos. 1570/01 y 214/02 s/ amparo


      COMP. 511, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Constitucionalidad del decreto 823/04. Remisión a lo dictaminado en los autos A. 996, XLI, “Aceval Pollachi, Julio c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido”.


      Rojas Belmonte, Maritza Sonia c/ Sanatorio Otamendi y Miroli S.A. s/ despido


      R. 1025, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") y Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia nacional.


      Sfasciotti, Irene Mabel c/ P.E.N. Ley 25.561 s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 21, L. XLIII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia nacional, que intervino.


      Papini, Carlos Norberto c/ E.N. Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (Bco. Galicia) s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 1290, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 1238, L. XLII, “GCBA” y a los Fallos: 327:2536 y 2857. Justicia nacional.


      G.C.B.A. c/ Policía Federal s/ Ejecución fiscal


      COMP. 197, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 348, L. XLII, “G.C.B.A.”. Justicia nacional.


      G.C.B.A. c/ Bongiorno, Juan José s/ Ejecución fiscal


      COMP. 520, L. XLIII, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda positiva de competencia. Remisión al dictamen Comp. 190, L. XLIII. “Abiuso, Dante Raúl”. Justicia local.


      Tarelli, Elena Libertad c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


      COMP. 626, L. XLIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contrato de compraventa. Resolución. Devolución de la seña. Depósito judicial en dólares estadounidenses. Remisión a la sentencia de autos E. N° 68, L. XL, caratulados "EMM S.R.L. c/ TIA S.A.”. Cláusula penal. Remisión a lo dictaminado en autos R. N° 320, L. XLII, caratulada "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria".


      Navas, Horacio Julio y otros c/ Afagro S.A. s/ Cobro de pesos


      N. 52, L. XLI, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Órgano facultado para dirimir la contienda. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") y Comp. 556, L. XLII, “Benegas, Carlos Héctor”. Justicia nacional.


      En virtud de lo previsto en el Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, el órgano facultado para dirimir la contienda de competencia es el tribunal de alzada del juez que primero había conocido, por lo tanto, en principio, no corresponde la intervención de la Corte en el caso, pues el conflicto no se encontraría debidamente trabado.


      Romero, José Orlando c/ Banco Nación Argentina y otro s/ Amparo


      COMP. 60, L. XLIII, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."). Justicia nacional.


      Lascano de Nogues, Angélica Clara c/ P.E.N. - Ley 25.561 Dtos.1570/01 214/02 s/ Medida cautelar (autónoma)


      COMP. 1250, L. XLIII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia. Remisión al precedente "Resk", Fallos: 324:2493.


      Luncheon Tickets S.A. - Inc Med. c/ Municipalidad de General Viamonte (Pcia. B.A.) s/ Proceso de conocimiento


      L. 267, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión devenida abstracta.


      I., Dragoslav s/ Investigación de delito de narcotráfico


      I. 26, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia. Remisión a las causas C. 3252, L. XL, “Cocco, Julio Ernesto y otros” y G. 2087, L. XLI, “Goldfarb, Moisés”. Corresponde desestimar la queja.


      Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal, tal como acontece en el sub lite, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.


      Macaya Vázquez, Rosario y Álvarez, Hugo Nicanor c/ Banco Francés BBVA s/ Recurso de hecho


      M. 819, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra Estado Nacional. Pago de las diferencias salariales. Suplementos con carácter "no remunerativo y no bonificable". Remisión a “I. 459, L. XXXIX”.


      Irusta, Roberto G. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


      I. 443, L. XXXVIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra Estado Nacional. Ejecución de sentencia. Condiciones existentes al momento de la decisión. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


      Procede devolver los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se pronuncie sobre su aplicación al caso de autos.


      Furrer, Eduardo Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Recurso de hecho


      F. 764, L. XLII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia y Estado Nacional. Pretensión de cobro subsidios: excepciones de falta de legitimación pasiva. Remisión al dictamen de la causa C. 21, L.XXXVII. “Castro Zapata, Eladio y otros”.


      Aban, Eulogio y otros c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de pesos


      A. 406, L. XXXVII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Remisión a la causa “Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA)”, de Fallos: 322:1781. Inconstitucionalidad de los decretos leyes 7.290/67 y 9.038178, y del decreto 1.160/92, todos de la Provincia de Buenos Aires.


      Carindú S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


      C. 4120, L. XXXVIII, 12 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra provincia. Remisión al dictamen de la causa P.1575, XLII, Originario "Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A.”. Competencia originaria del Tribunal.


      Nación AFJP S.A. y otros c/ Chaco, Provincia de s/ Demanda ordinaria


      N. 356, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por cobro de sumas de dinero. Desistimiento tácito del recurso. Cuestión abstracta.


      Resulta aplicable al sub lite la reiterada doctrina de la Corte según la cual el pago de las sumas determinadas en la sentencia recurrida, efectuado con posterioridad a la interposición del recurso de hecho sin efectuar reserva alguna de continuar el trámite de la queja, importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso porque media incompatibilidad manifiesta entre ambas gestiones. En tales condiciones, no corresponde pronunciarse sobre el fondo del asunto por haberse tomado abstracta la cuestión debatida en autos.


      Lalo Aarón c/ Y.P.F. S.A. s/ Contrato administrativo


      L. 369, L. XLI, 11 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      En atención al desistimiento presentado corresponde remitir la causa a la Corte.


      Nextel Communications Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      N. 18, L. XLIII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Incidencia de lo resuelto en la causa A. 216, XXXVIII, Originario “Agrar S.A.”. Improcedencia de la acumulación subjetiva de pretensiones. Precedente B. 2303, XL, Originario “Barreto, Alberto Damián y otra”. Concepto de causa civil: excepción a la aplicación de la nueva doctrina. Razones de economía procesal.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra las Provincias resultaría ahora inadmisible según lo resuelto por la Corte, toda vez que ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a esta instancia, debiendo ser demandadas ante sus respectivos tribunales locales. Por otra parte, la Corte ha modificado el contorno que otorgaba al concepto de causa civil, y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, por lo que la materia del pleito es considerada ahora de derecho público local y, en consecuencia, propia de los jueces provinciales. No obstante lo expuesto, la Corte, como juez de la causa podría hacer una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina teniendo en cuenta el prolongado trámite en esa instancia originaria de las causas relacionadas con este luctuoso accidente en el que murieron tantas personas haciendo hincapié para ello en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


      Villafañe, Emilio c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      V. 863, L. XL, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Incidencia de lo resuelto en la causa A. 216, XXXVIII, Originario “Agrar S.A.”. Improcedencia de la acumulación subjetiva de pretensiones. Precedente B. 2303, XL, Originario “Barreto, Alberto Damián y otra”. Concepto de causa civil: excepción a la aplicación de la nueva doctrina. Razones de economía procesal.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra las Provincias resultaría ahora inadmisible según lo resuelto por la Corte, toda vez que ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a esta instancia, debiendo ser demandadas ante sus respectivos tribunales locales. Por otra parte, la Corte ha modificado el contorno que otorgaba al concepto de causa civil, y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, por lo que la materia del pleito es considerada ahora de derecho público local y, en consecuencia, propia de los jueces provinciales. No obstante lo expuesto, la Corte, como juez de la causa podría hacer una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina teniendo en cuenta el prolongado trámite en esa instancia originaria de las causas relacionadas con este luctuoso accidente en el que murieron tantas personas haciendo hincapié para ello en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


      Villafañe, José Antonio c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      V. 849, L. XL, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Incidencia de lo resuelto en la causa A. 216, XXXVIII, Originario “Agrar S.A.”. Improcedencia de la acumulación subjetiva de pretensiones. Precedente B. 2303, XL, Originario “Barreto, Alberto Damián y otra”. Concepto de causa civil: excepción a la aplicación de la nueva doctrina. Razones de economía procesal.


      La acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra las Provincias resultaría ahora inadmisible según lo resuelto por la Corte, toda vez que ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a esta instancia, debiendo ser demandadas ante sus respectivos tribunales locales. Por otra parte, la Corte ha modificado el contorno que otorgaba al concepto de causa civil, y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, por lo que la materia del pleito es considerada ahora de derecho público local y, en consecuencia, propia de los jueces provinciales. No obstante lo expuesto, la Corte, como juez de la causa podría hacer una excepción a la aplicación de esta nueva doctrina teniendo en cuenta el prolongado trámite en esa instancia originaria de las causas relacionadas con este luctuoso accidente en el que murieron tantas personas haciendo hincapié para ello en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


      Villafañe, Rosario Carolina c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      V. 526, L. XL, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte dictado en la misma causa: integrantes de la Corte los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos.


      Atento a que los jueces del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de La Pampa elaboraron su decisorio sometiéndose a directivas de la Corte, son los miembros de esa Exma. Corte Suprema, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación no tuvo opinión consonante en los anteriores pronunciamientos del Alto Tribunal en la presente causa.


      Mendizábal de Etchart, Edita c/ Kenny, Aldo Federico s/ daños y perjuicios


      M. 426, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Las circunstancias, motivo de decisión y recurso en el caso son análogas a las resueltas por la Corte en el expediente C. 394; L. XXXIX "Chovancek” oportunidad en que se explicitaron las razones por las que cabe extender la doctrina sentada en el precedente de Fallos: 318:1958 (Mengual) a los agentes que integran el escalafón permanente de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.


      Cabrera, Jorge Héctor c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ daños y perjuicios


      C. 456, L. XLII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar.


      Cejas, Ubaldo G. y otro c/ Villagra, G. y otro s/ Nulidad de acto jurídico


      COMP. 671, L. XLIII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar.


      Chiappara, Silvia Elena s/ amparo


      COMP. 285, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar.


      Compañía Argentina de Servicios Hipotecarios S.A. s/ quiebra


      C. 214, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar.


      Farías, Gabriela Liliana c/ Edesur S.A. s/ daños y perjuicios


      COMP. 1460, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar.


      Galante, Ernesto c/ Citibank NA s/ ejecutivo


      G. 2465, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar.


      Paredes, Néstor Fabián y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ interrupción de prescripción (art. 3986 C.C.)


      COMP. 1063, L. XLIII, 07 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar.


      Richetti, María Fernanda s/ información sumaria


      R. 951, L. XL, 18 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar: se solicita al Tribunal que requiera la causa principal.


      Kurz Carlos Federico y Pato Ana María c/ Banco Río S.A y Banco HSBC Suc. Corrientes s/ Recurso de hecho


      K. 99, L. XLI, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Medida para mejor dictaminar: solicita se remita la causa "Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción social y otro s/ acción meramente declarativa con medida cautelar".


      Juzgado de primera instancia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad de Buenos Aires N° 3 s/ Su presentación


      J. 214, L. XLII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Medidas para mejor dictaminar.


      Corporación de Productores del Nordeste Argentino S.A. s/ Competencia por vía de inhibitoria


      COMP. 1516, L. XLII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Medidas para mejor dictaminar.


      Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Ram Olavarría S.A. s/ incidente de competencia (art. 12 C.P.R.)


      COMP. 1325, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Medidas para mejor dictaminar.


      Ipesa S.A. c/ Uniroyal Chemical Company Inc. s/ acción meramente declarativa


      I. 178, L. XLII, 08 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Medidas para mejor dictaminar.


      Valmar S.A. s/ Concurso preventivo


      V. 1204, L. XLI, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      No corresponde expedirse y por ello se devuelven estos autos a la Corte.


      SMSV - Institución Mutualista y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Dto. 739/03 y otro s/ Amparo


      S. 2493, L. XLI, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Notificación de las etapas del proceso. Omisión del traslado del recurso extraordinario federal. Artículo 257 CPCCN. Invalidez del pronunciamiento.


      Es jurisprudencia pacífica de la Corte que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, en especial la atinente al trámite previsto en la citada norma del código de forma, tiene por objeto dar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio.


      Establecimiento Las Marías S.A.C.I.F.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Recurso extraordinario


      E. 278, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Notificación de las etapas del proceso. Omisión del traslado del recurso extraordinario federal. Artículo 257 CPCCN. Invalidez del pronunciamiento.


      Es jurisprudencia pacífica de la Corte que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, en especial la atinente al trámite previsto en la citada norma del código de forma, tiene por objeto dar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio.


      Maxiconsumo S.A. c/ Provincia de Misiones s/ Recurso extraordinario


      M. 921, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Pagaré librado en dólares estadounidenses. Remisión a lo dictaminado en los autos E. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Ronchi, Gianfranco c/ Pérez, Jorge Ricardo s/ ejecutivo


      R. 382, L. XLIII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Petición de inconstitucionalidad. Límite máximo a los beneficios previsionales locales. Remisión a lo dictaminado en los autos A. 2139, XLI, “Aguirre Castro, Nora Argentina y otros c/ Superior Gobierno de San Luis s/ Demanda de inconstitucionalidad”.


      Echezarreta de Agundez, Elida c/ Superior Gobierno de la Provincia de San Luis s/ demanda de inconstitucionalidad


      E. 226, L. XXXIX, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Por encontrarse ya resuelta la cuestión de competencia se devuelven los autos.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros procesos incidentales


      COMP. 788, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Pretensión de equiparación de los términos y condiciones contractuales que rigen para los afiliados adherentes de la obra social. Derecho a la salud. Resolución INOS 490/90. Aplicación no retroactiva de la ley. Desestimación del recurso.


      No se advierte que la Resolución INOS nº 490/90 se contraponga, en rigor, a normas de superior jerarquía en lo atinente a la determinación de las cuotas -como lo afirman los apelantes- pues, de haberlo querido, el legislador hubiese restringido la delegación de facultades en tal sentido o, en su defecto, preservado la vigencia de la reglamentación anterior, proceder que no adoptó. Tampoco, la irrazonabilidad o arbitrariedad de la conclusión -avalando lo argumentado por el inferior- relativa a que las condiciones de contratación no afectan el derecho a la igualdad porque, dada la índole no obligatoria del tipo de vinculación que las informa, ellas contemplan una situación diferente a la de los beneficiarios cuya afiliación es imperativa, aspecto éste que resulta manifiesto y requería, razonablemente, una reglamentación específica del orden de la dictada. Por otra parte, no se advierte aquí acreditada restricción o limitación alguna al derecho a la salud o a la vida -según se alega- porque el Sistema Nacional del Seguro de Salud fue instituido con el fin de procurar a todos los habitantes del país el pleno goce de ese derecho, sin que se encuentre demostrado por los apelantes que la aplicación de la nueva normativa a su respecto resulte irrazonable por impedirles acceder a los servicios de salud con los que han sido beneficiados, o a otros análogos. Finalmente, la Corte tiene dicho reiteradamente que la aplicación inmediata de la ley no significa su aplicación retroactiva y que si bien el principio de irretroactividad (art. 3 del Código Civil) no tiene jerarquía constitucional y, por tanto, no obliga al legislador, la facultad de legislar sobre hechos pasados no es ilimitada pues la ley nueva no puede modificar derechos incorporados al patrimonio al amparo de una legislación anterior, sin menoscabar el derecho de propiedad –art. 17 de la CN-; supuesto que se verifica cuando se altera el alcance de las consecuencias de los actos realizados en su momento bajo un determinado régimen; no así cuando, como ocurre en este caso, la aplicación de la nueva norma tan sólo alcanza los efectos en curso de una relación jurídica, aun nacida bajo el imperio de la regla antigua, lo cual descarta la inconstitucionalidad por su aplicación inmediata.


      Grimani, Pardo c/ Instituto de Obra Social I.O.S. s/ medida cautelar


      G. 531, L. XLII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Previo a dictaminar sobre el fondo del asunto, se devuelven las actuaciones a los efectos de que, por quien corresponda, se resuelva.


      Martin, Maximiliano Daniel y otros c/ Provincia de La Rioja y otros s/ Daños y perjuicios


      M. 1054, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Pronunciamiento deviene innecesario al haber dictaminado en los autos principales respecto de la sentencia apelada.


      Orduana, Eduardo Gabriel y otros c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Recurso de hecho


      O. 304, L. XLI, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Reclamo de aportes y contribuciones al fondo de complementación previsional. Fundación constituida como persona jurídica con el objeto de dirigir y administrar el régimen de complementación jubilatoria. Conflicto que debe ser dirimido por el Poder Judicial.


      Asiste razón a la actora cuando sostiene que se encuentra excluida del procedimiento de la Ley 19.983, porque ésta, al definir su ámbito de aplicación subjetivo, se refiere a las contiendas pecuniarias que se susciten entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluyendo a las entidades autárquicas y a las empresas del Estado, presupuesto subjetivo que no se verifica en el sub lite. En efecto, surge del examen de sus normas de creación y funcionamiento que la actora no integra los cuadros de la administración en ninguna de las estructuras utilizadas por la técnica administrativa para el desarrollo de su actividad, no pertenece a la administración central ni desconcentrada, ni tampoco es alguno de los entes que, en su conjunto, conforman la administración descentralizada.


      Fundación Fondo Compensador Móvil c/ Dirección General de Fabricaciones Militares s/ Recurso de hecho


      F. 840, L. XLII, 11 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Regulación de honorarios. Régimen de consolidación de deudas. Pronunciamiento carente de validez: inexistencia de opiniones sustancialmente coincidentes. Revoca sentencia.


      Ante todo, cabe señalar que un atento examen de los términos en que fue dictado el pronunciamiento apelado pone en evidencia que, tal como fue suscripto, no quedó conformada la mayoría que se requiere cuando se trata de decisiones adoptadas por el tribunal apelado, defecto de tal entidad que afecta la validez misma del pronunciamiento que la Corte habrá de dictar, circunstancia que debe ser atendida y declarada con antelación al tratamiento de las cuestiones planteadas por el recurrente. Las circunstancias señaladas privan a la resolución de aquello que debe constituir su esencia, es decir una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no sólo de que la mayoría convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también ostente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. Al respecto, la Corte tiene dicho que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas, de manera que no puede considerarse que en el pronunciamiento que dictó el tribunal apelado, se hubiera obtenido la mayoría necesaria. En este orden de ideas, no basta la mera coincidencia en la conclusión que merece el caso para cada magistrado -lo que podría configurar una mayoría aparente- sino que también es menester que exista la concurrencia mayoritaria de opiniones acerca de cada una de las cuestiones esenciales planteadas, circunstancia que no acontece en el sub lite, pues aunque la mayoría concluyó en el rechazo del recurso de inconstitucionalidad deducido por la demandada, no se observa que medie unidad de pareceres en cuanto a los fundamentos en que se sustenta la decisión del tribunal, lo cual se traduce en una violación a la garantía de la defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional).


      Cussi, Norma Beatriz c/ Policía de la provincia y Estado provincial s/ Inconstitucionalidad


      C. 41, L. XLII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a “Viejo Roble S.A.”.


      Flebes Hernández, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ sumarísimo


      COMP. 395, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a C. 1302. XLIII, Originario "Capatti, Gustavo"


      Nasta, Rubén c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      N. 229, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Comp. 37, L. XLIII “Barbona, Ramón Oscar”.


      Mastángelo, Mariano Pablo Armando c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 576, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a criterios definitorios de Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


      Romanowsky, María Elizabeth c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Sumarísimo


      COMP. 180, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a E. 115. XXXIV, Originario “El Cóndor Empresa de Transportes S.A.”


      Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      T. 459, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos 327:3610 “Castillo”.


      Ortiz, Ramón Aurelio c/ La Segunda ART s/ daños y perjuicios


      COMP. 1490, L. XLII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 320:2701.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Policía Federal Argentina y otro s/ Ejecución fiscal


      G. 1696, L. XLII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


      Arcidiacono, Marta Elena y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ plena jurisdicción


      A. 454, L. XLI, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


      Bradalise de Garbellotto, Irene Amalia y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ plena jurisdicción


      B. 476, L. XLI, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 326:1663 ("Meza Araujo"), y al dictamen de la causa C. 3266, L. XLII, "Consorcio de Propietarios Edificio 33 Barrio General Manuel Nicolás Savio”.


      Consorcio de propietarios Azopardo 1549 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas


      C. 3454, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble").


      Bonatti, Zulema Angélica c/ PEN - Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 195, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble").


      De Orta, José Oscar c/ P.E.N. Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 236, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble").


      Fracchia, Maximiliano c/ P.E.N. - Ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 (BNL) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


      COMP. 505, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble").


      Zagari, Raquel Agueda y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 629, L. XLIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a Fallos: 326:4774 y al dictamen de la causa Z. 110, L. XXXV, “Zenit Turismo S.R.L.”


      Transportes Automotores Plusmar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      T. 230, L. XXXV, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa C. 3252, L. XL, “Cocco, Julio Ernesto y otros”.


      Fontan José Raúl c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Recurso de hecho


      F. 1646, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa A. 969. L. XLI. "Aupi Thierry, Marie y González, Cristina Delia Eleuteria”.


      En atención al temperamento adoptado en la causa C. 3252, L. XL. "Cocco, Julio Ernesto y otros” de estimarlo pertinente, la Corte podría requerir informes a fin de averiguar si en esta causa se ha dictado un acto jurisdiccional, puesto que de ser así, el proceso debe continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó, en virtud del principio de radicación definitiva.


      Iribas de Desimoni Cristina y Desimoni Remo c/ HSBC Bank - Argentina S.A. - Banco Francés S.A. - Banco Rio de la Plata S.A. s/ Recurso de hecho


      I. 84, L. XLII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa A. 969. L. XLI. “Aupi Thierry, Marie y González, Cristina Delia Eleuteria”.


      Ríos, Ana Miriam c/ BBVA Banco Francés S.A. y Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Recurso de hecho


      R. 583, L. XLII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa A. 996, L. XLI; “Aceval Pollachi, Julio César” y en similar sentido M. 2324, L XLII; "Mansilla, Mario Héctor”.


      Valobra, Pablo Alejandro c/ Radio Victoria Fueguina S.A. s/ diferencias salariales


      V. 1144, L. XLI, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa C. 3252, L. XL, "Cocco, Julio Ernesto y otros”.


      Vallejos, Mirtha Isabel c/ Banco Francés S.A. s/ Juicio sumarísimo


      V. 1048, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa C. 3252, L. XL, “Cocco, Julio Ernesto y otros”.


      Gottinger Sofía Fanny c/ Banco Rio de la Plata S.A. s/ Recurso de hecho


      G. 2111, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa C. 3252, L. XL, “Cocco, Julio Ernesto y otros”.


      Meza Gustavo Manuel c/ BBVA Banco Francés Suc. Corrientes s/ Recurso de hecho


      M. 2, L. XLII, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa Comp. 822, L. XLII “Álvarez, Eduardo Jorge”.


      Enrique, Marcelo Fabián c/ Caja de Seguros S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP. 111, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa E. 115. XXXIV, Originario “El Cóndor Empresa de Transportes S.A.”


      Transportes Unidos del Sud S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (ingresos brutos)


      T. 41, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa E. 115. XXXIV, Originario “El Cóndor Empresa de Transportes S.A.”. Competencia originaria de la Corte.


      Línea 10 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


      L. 384, L. XLIII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa G. 1204, L. XLII.


      Gallardo, Haydee Celia c/ Pérez, Sergio Gustavo y otros s/ Recurso de hecho


      G. 1182, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa Comp. nº 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel”.


      Cordero, Ernesto c/ Mapfre ART S.A. s/ recurso de apelación Ley 24.557


      COMP. 618, L. XLIII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa M. 3592, L. XLI; "Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line SA”.


      Ministerio de Trabajo c/ Autotransportes Andesmar S.A. s/ sumario


      M. 1579, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la causa M. 3592, L. XLI; “Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line S.A.”


      Ministerio de Trabajo c/ Lincoln Viajes S.R.L. s/ sumarios


      M. 630, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a la sentencia de la Corte Suprema emitida en Comp. nº 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


      Fernández, Petronila del Carmen c/ Asociart ART S.A. s/ materia de otro fuero


      COMP. 888, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en “Viejo Roble S.A.”.


      Demarco, Enrique Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo - actuaciones de reconstrucción


      COMP. 168, L. XLIII, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos A. 1165, L. XLI y lo resuelto por la Corte Suprema en L. 334, L. XXXIX; "Llosco, Raúl c/ Irmi S.A.".


      Cacace, Gustavo Daniel c/ Provincia ART S.A. s/ accidente Ley 9688


      C. 1434, L. XLII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos A. 1455, L. XLI; "Asociación del Personal Superior del Congreso de la Nación c/ Ministerio de Trabajo".


      Asociación del Personal Superior del Congreso de la Nación s/ Ley de Asociaciones Sindicales


      A. 2108, L. XLI, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos A. 996, L. XLI; "Aceval Pollachi, Julio c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido", y autos R. 1025, L. XLII, "Rojas Belmonte, Maritza Sonia s/ Sanatorio Otamendi y Miroli S.A. s/ despido".


      Escudero, Sixto Jorge c/ Aguas Danone de Argentina S.A. s/ despido


      E. 195, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos A. 996, L. XLI; "Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido"; y autos M. 2324, L. XLII; "Mansilla, Mario Héctor c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ despido".


      Pessagg, Juan Carlos y otro c/ Carnero, Héctor Horacio y otro s/ despido


      P. 242, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 229, L. XLIII, "Aguas de la Costa S.A. c/ Estado Nacional -AFIP - DGI resol. 397/ 03 (R.P.A.L.) s/ D.G.I.", consideraciones compartidas por la sentencia de Corte.


      Obra Social de Empleados de tabaco de la Rep. Arg. c/ E.N. - AFIP DGI - Resol. 117/05 s/ Dirección general impositiva


      COMP. 912, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos G 1199 L XLI “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ybarra, Miguel A.”.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tro de Comuzzo, Beatriz Noemí s/ juicio sumarísimo


      G. 1356, L. XLI, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos P 1211 L XXXIX “Pintos, Eduardo Benjamín c/Ministerio de Justicia – Servicio Penitenciario Federal s/personal militar y civil de las FFAA. y de seg.”.


      Dobanton, Fernando Gastón c/ Ministerio de Justicia - Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      D. 472, L. XLII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos R. 320; L. XLII, caratulada "Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


      Chapiro, Oscar s/ concurso preventivo - incidente de revisión por Jonathan Javier Losanovscky y Daniel Joszpa


      C. 413, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos S. 1323, L. XLIL "Sánchez, Ramón c/ Municipalidad de Santa Fe s/ recurso de inconstitucionalidad".


      Frugoni Zabala, Edgardo Rubén c/ Santa Fe, Provincia de s/ Recurso de hecho


      F. 1497, L. XLI, 02 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en C. 1302, XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


      Campos Malbrán, Javier c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y de inconstitucionalidad


      C. 1454, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en C. 1302, XLIII, "Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


      Glancszpigel, Diego Martín c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      G. 965, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en F 1830 L XL “Figueredo, Álvaro c/Estado Nacional – Estado Mayor General de la Fuerza Aérea”.


      Blaya, Joaquín Claudio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      B. 2485, L. XLI, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa A. 2338, XL, “Aban, Francisca América c/ ANSES”.


      Dioli, Sixta Palmira c/ ANSES s/ amparo y sumarísimos


      D. 1237, L. XL, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa C. 4768, XLI, Originario “Correo Oficial de la República Argentina S.A.”


      Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      C. 976, L. XLIII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa C. 4768, XLI, Originario “Correo Oficial de la República Argentina S.A.”


      Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      C. 974, L. XLIII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa C. 4768, XLI, Originario “Correo Oficial de la República Argentina S.A.”


      Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      C. 975, L. XLIII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa nº 253


      E. 429, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos "I.O.S.E.P. c/ Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Capital Federal Demanda Inhibitoria, para ser remitida a la Corte Suprema de la Nación".


      Cortez, Josefa Adelaida c/ Instituto de Obra Social del Empleado Provincial y otro s/ amparo


      COMP. 1462, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 1731, XLI, “América TV S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación de crédito por Madina, Sebastián."


      América T.V. S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación de crédito por Iturralde, Lorea


      A. 1442, L. XLI, 06 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 1731, XLI, “América TV S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación de crédito por Madina, Sebastián”.


      América T.V. S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión por Chini, Adriana


      A. 1732, L. XLI, 06 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 1731, XLI, “América TV S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de verificación de crédito por Madina, Sebastián”.


      América T.V. S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación


      A. 1255, L. XLI, 06 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 2338, XL, “Aban, Francisca América c/ ANSES”.


      Mónaco, Luis Guido c/ ANSES s/ amparo


      M. 2826, L. XL, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 2338, XL, “Aban, Francisca América c/ ANSES”.


      Tizón, Héctor Eduardo c/ ANSES s/ amparos y sumarísimos


      T. 717, L. XL, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 996, XLI, “Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ despido”.


      Castellanos, Pablo José c/ Orígenes A.F.J.P. S.A. s/ despido


      C. 74, L. XLIII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 996, XLI, “Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido”.


      Nocent, María Cristina c/ Instituto de Estudios Superiores de Buenos Aires S.A. s/ despido


      N. 177, L. XLII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos A. 996, XLI, “Aceval Pollachi, Julio César c/ Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. s/ Despido”.


      Perrone, Carlos Alberto c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ despido


      P. 1087, L. XLII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos B. 182, XLII, “Banco Sidesa S.A. s/ Incidente de cobro de honorarios por el Dr. Ariel Dasso” (punto V).


      Banco Sidesa S.A. s/ quiebra - incidente de cobro de honorarios de Ariel Dasso


      B. 147, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos B. 182, XLII, “Banco Sidesa S.A. s/ Incidente de cobro de honorarios por el Dr. Ariel Dasso” (punto V).


      Banco Sidesa S.A. s/ quiebra - incidente de cobro de honorarios de Ariel Dasso


      B. 148, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos B. 574, XLI, “B., Nidia Beatriz por sí y en representación de sus hijos menores D., A., J. X. y J. C. B. y otros c/ C., Alberto R. y otros”.


      Báez, Nidia Beatriz por sí y en representación de sus hijos menores D., X., A., J. y J. C. B. y otros c/ Capece, Alberto y otros s/ enfermedad - accidente


      B. 586, L. XLI, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos B. 587, XLI, “Barros, Ramón Humberto y otros c/ Duvi S.A.”.


      Antar, Héctor Oscar y otro c/ Duvi S.A. s/ diferencias salariales


      A. 2318, L. XL, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos B. 629, XLII, “Balzano Ítalo c/ Micheloud Rolando Omar”.


      Balzano, Ítalo c/ Micheloud, Rolando Omar s/ ejecución hipotecaria


      B. 71, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos B. 855, XLI, “Bensusan, Alberto Salomón c/ Antonio Luquin SACIFIA”.


      Bensusan, Alberto Salomón c/ Antonio Luquin S.A.C.I.F.I.A. s/ cobros


      B. 1140, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos C. 1302, XLIII, “Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


      Rey López, Cristina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      R. 988, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos C. 1302. XLIII, “Capatti, Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”.


      Oneglia, Guillermo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      O. 215, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Carabajal, Juan y otro s/ ejecutivo


      COMP. 476, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Vega, Andrea s/ ejecutivo


      COMP. 475, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Farías, Miguel s/ ejecutivo


      COMP. 496, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1102, L. XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ejecutivo", y Comp. 1261, XLII, “B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ ejecutivo”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Santinelli, Alberto s/ ejecutivo


      COMP. 474, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Alis Jali, Juan s/ apelación Comisión Médica N° 8


      COMP. 108, L. XLIII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Rodríguez, Matías Juan s/ apelación Ley 24.557


      COMP. 20, L. XLIII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Rodríguez, Rodolfo Ricardo s/ apelación 24.557


      COMP. 107, L. XLIII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Salazar, Juan Bautista c/ Provincia ART s/ apelación


      COMP. 113, L. XLIII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 215, XLIII, “Iraola, Elba R. s/ Acción de amparo c/ S.A.M.I.”.


      Cerdan, Ángeles c/ S.A.M.I. s/amparo


      COMP. 324, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 283, XLIII, “Lucero, Lucresia Juana c/ E.N. – Sedronar”.


      Segovia, Víctor y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      COMP. 293, L. XLIII, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 897, XLII, “Pichuaga, Rosa Juana Inc. Med. c/ PEN Ley 25561 Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 16896”.


      Meridion S.A.C.I.C.F.E.I. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - dtos. 1570/01 y 214/02 s/ amparo


      COMP. 708, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos D. 336, XLII, “De Camillis, Olga Catalina c/ Clínica Espora y otros s/ Daños y perjuicios”.


      De Camillis, Olga Catalina c/ Clínica Espora S.A. y otros s/ daños y perjuicios


      D. 322, L. XLII, 07 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos F. 1830, XL, "Figueredo, Álvaro c/ Estado Nacional - Estado Mayor General de la Fuerza Aérea".


      Antonini, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      A. 2339, L. XL, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos G. 2465, XLI, “Galante, Ernesto c/ Citibank N.A.”.


      Galante, Ernesto c/ Citibank NA s/ ejecutivo


      G. 639, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos H. 319, XL, “Hutchinson, Tomás c/ Instituto de Previsión Social”.


      Della Bella, Carla Enriqueta c/ Instituto Provincial de Previsión Social s/ contencioso administrativo


      D. 1097, L. XL, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos L. 337, XLI, “Leston, Juan C. c/ Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios”.


      Barreto, Aldo Luis c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad


      B. 2600, L. XLI, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos l. 49, L. XLII, "IEF Latinoamericana S.A. (TF l692l-A) c/ DGA".


      Frisher S.R.L. (TF 16236-A) c/ ANA


      F. 195, L. XLII, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos M. 1380, XLI, “Medina, Orlando Rubén c/ Solar Servicios On Line S.A.”.


      Lescano, Demetrio y otro c/ Estructuras Metalúrgicas Din S.A. y otro s/ indemnización por fallecimiento - Ley de Riesgos del Trabajo - prescripción


      L. 257, L. XL, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos M. 1882, XLII, “Morera, Silvia c/ Cappiella, Guillermo y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Morera, Silvia c/ Capiella, Guillermo y otra s/ ejecución hipotecaria


      M. 1109, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos M. 3592, XLI, “Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line S.A.”.


      Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line S.A. s/ sumario


      M. 3108, L. XLI, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos M. 3592, XLI, “Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line S.A.”.


      Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line S.A. s/ sumario


      M. 3289, L. XLI, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos M. 3592, XLI, “Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line S.A.”.


      Ministerio de Trabajo c/ Transfer Line S.A. s/ sumario


      M. 3489, L. XLI, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Bailetti, Jorge Alberto y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet France Telecom s/ proceso de conocimiento


      B. 1029, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Bravo, Roberto Ramón y otros c/ Sindicato de accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ proceso de conocimiento


      B. 1028, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Díaz, Mirta Susana y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet France Telecom S.A.


      D. 632, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Esmoris, Daniel Omar y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet France s/ proceso de conocimiento


      E. 225, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Ferreyra, José Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ proceso de conocimiento


      F. 630, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Haslbeck de Korec, Josefa María y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet Francés Telecom S.A. s/ proceso de conocimiento


      H. 188, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Privitera, María y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ proceso de conocimiento


      P. 848, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Spinosa, Jorge Alberto y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ proceso de conocimiento


      S. 967, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 174, XLII, “Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom de Argentina Stet France Telecom S.A.”.


      Torres, Miguel Ángel y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ proceso de conocimiento


      T. 386, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos N. 312, XXXIX, “Nieto, Nicolasa del Valle c/ La Cabaña S.A. y otros”; y V. 482, XL, “Villarreal, Daniel Alberto c/ Fernández, Andrés Alejandro y otros”.


      Moris, Oscar Demetrio c/ Mayo S.A.T.A. y otros s/ daños y perjuicios


      M. 278, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos P. 1211, XXXIX, “Pintos, Eduardo Benjamín c/ Ministerio de Justicia – Servicio Penitenciario Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad”.


      Díaz, Guido Absalón c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Servicio Penitenciario Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      D. 1013, L. XLII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Mira, Susana Esther s/ concurso preventivo s/ incidente de crédito por Olivera, María Isabel Jesús


      M. 1336, L. XLI, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria.”


      Deconti S.A. c/ Nielsen Wuestrepp Sociedad de hecho s/ ordinario


      D. 835, L. XLII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Bernárdez Crespo, Raquel Isaura y otro c/ Gargiulo, Mario Oscar y otro s/ ejecución hipotecaria


      B. 406, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Blanco Blanco, Celso c/ Ortmann, María Cristina s/ ejecución hipotecaria


      B. 1880, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Curolan S.A. c/ Moreno, Hugo Alberto s/ ejecución hipotecaria


      C. 1868, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Del Libertador S.A. c/ Méndez, Miriam Edith s/ ejecución hipotecaria


      D. 380, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Diario Perfil S.A. s/ concurso preventivo (incidente de revisión por Fuerza Cía. de Seguros de Vida)


      D. 981, L. XLII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Distribuidora El Dorado S.A. c/ Queiroz S.A. s/ ejecutivo


      D. 313, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Estévez, Jorge Alberto c/ González Sagaseta, Gabriel s/ ejecución hipotecaria


      E. 568, L. XLI, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Fecred S.A. c/ D'Aloisio, Concepción Nicolassa Liberatta s/ ejecución hipotecaria


      F. 160, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Fecred S.A. c/ D'Aloiso Concepción Nicolassa Liberatta s/ ejecución hipotecaria


      F. 1617, L. XL, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Guerrero, Mónica Beatriz s/ quiebra s/ incidente de verificación por Socolovski, Elisa Adriana y otro


      G. 801, L. XLIII, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Indij, Adrián Rubén c/ Colangelo, Clorinda Dorotea s/ ejecución hipotecaria


      I. 334, L. XLI, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Molina, Walter Oscar c/ Yoping S.R.L. s/ ejecutivo


      M. 225, L. XLIII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Morera, Silvia c/ Cappiella, Guillermo y otro s/ ejecución hipotecaria


      M. 1882, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Ortiz, Carlos Rubén c/ Tognaola, Mila Emma y otro s/ ejecutivo


      O. 90, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Petrone, Nora Cristina s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación de crédito por Hrabina, Enrique Oscar


      P. 586, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Polikowsi, Miguel A. s/ quiebra s/ incidente de revisión por Mezquida Robin


      P. 396, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Rao, Marisa Daniela c/ Moreno, Jorge Horacio s/ ejecución de créditos laborales


      R. 1444, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Syngenta Agro S.A. c/ Hojobar S.A. s/ ejecución hipotecaria


      S. 1921, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Tobal, Jacobo y Mugueta, Irma c/ Banco Francés S.A. y otros s/ ordinario


      T. 703, L. XLII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Yar Construcciones S.A. c/ Pérez, Ángela Esther s/ ejecución hipotecaria


      Y. 47, L. XLII, 06 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Yar Construcciones S.A. c/ Pérez, Ángela s/ ejecución hipotecaria


      Y. 49, L. XLII, 06 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


      Davison, María Victoria s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación promovido por De Luca, Enrique Armando y otro


      D. 956, L. XLII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos S. 334, XXXVII, “Sindicato de Luz y Fuerza c/ Provincia de Córdoba s/ acción de inconstitucionalidad".


      Sindicato de Luz y Fuerza de Córdoba s/ recurso directo en autos: "Sindicato de Luz y Fuerza de la Provincia de Córdoba"


      S. 1828, L. XL, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Y. 43, L. XXXVIII, "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior Resol. MJDDHH 221/00 (expte. 443459/98)".


      Goobar, Walter Jacobo Isac c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1156/06 (Ex 145.572/04)


      G. 376, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos Z. 286, XL, “Zuliani, Adelqui c/ Banco de la Nación Argentina”.


      López, Jorge y otros c/ Banco de la Nación Argentina s/ demanda ordinaria


      L. 931, L. XLI, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos E. 183, XL, “Etchepar de Bravo, María Inés y otros c/ Aparicio, Pascual Domingo y otros s/ Daños y perjuicios”.


      Etchepar de Bravo, María Inés del Tránsito y otros c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      E. 63, L. XXXVIII, 22 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en “Viejo Roble S.A.” (supuesto II).


      Román, Avelino c/ Simbra Seguros de Retiro S.A. s/ amparo


      COMP. 1030, L. XLIII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en “Viejo Roble S.A.”.


      Rodríguez, Daniela María José c/ Binaria Seguros de Retiro S.A. s/ amparo


      COMP. 257, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en “Viejo Roble”.


      Volpe, Carlos Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo


      COMP. 382, L. XLIII, 18 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en Comp. 1132, XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ apelación”.


      Kloster, Arsenio Anselmo c/ Responsabilidad Patronal ART S.A. s/ apelación


      COMP. 123, L. XLIII, 21 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en Comp. 1132, XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Raverta, Eduardo Darío c/ ART Cía. Argentina de Seguros Victoria s/ apelación resolución de la Comisión Médica


      COMP. 124, L. XLIII, 21 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en el precedente "Rezk" (Fallos: 324:2493).


      Ortiz, Aníbal c/ Banco Río y/o Banco Río de la Plata S.A. (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      COMP. 33, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en Fallos 324:2509 y 3805.


      Sticca Edo, Luis c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ amparo


      S. 1114, L. XXXIX, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos B. 2385, XXXIX, “Bilotte, Eduardo c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


      Correa, Jorge Omar c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      C. 1165, L. XLI, 08 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos B. 835, XXXIX "Banco Central de la República Argentina s/ incidente de revisión en: Banco Coopesur Coop. Ltda. - quiebra".


      Banco Extrader S.A. s/ quiebra - incidente de verificación de crédito por B.C.R.A.


      B. 974, L. XLII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos C. 2605, XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.” (Fallos 327:3610).


      Cisterna, César Eladio c/ Prevención ART S.A. s/ Ley 24.557


      C. 1787, L. XXXIX, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos C. 2605, XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.” (Fallos 327:3610).


      Fuentes, Juan Francisco c/ Productores de Frutas Argentinas Cooperativa de Seguros Limitada y otro s/ Ley 24.557


      F. 1328, L. XXXIX, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos C. 2605, XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.” (Fallos 327:3610).


      Gerfo, Jorge Ramón c/ Productores de Frutas Argentinas Cooperativa de Seguros Limitada y otro s/ Ley 24.557


      G. 2069, L. XXXIX, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 100, XLIII, “Lawny de Martínez, Silvia Patricia c/ Martínez, Antonio Oscar s/ incidente".


      Lawny, Silvia P. c/ Martínez, Antonio s/ inc. reversión de guarda


      COMP. 211, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Audissio, Juan s/ ejecutivo


      COMP. 487, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Becerra, Antonio s/ ejecutivo


      COMP. 470, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Buscaglia, Juan Carlos s/ ejecutivo


      COMP. 471, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Foresi, Dora y otro s/ ejecutivo


      COMP. 480, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Villasboa, Walter y otro s/ ejecutivo


      COMP. 469, L. XLIII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Battista, Eleuterio s/ ejecutivo


      COMP. 485, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Chaves, Daniel s/ ejecutivo


      COMP. 472, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Cococcioni, Alberto s/ ejecutivo


      COMP. 497, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Galleno, Hugo s/ ejecutivo


      COMP. 486, L. XLIII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Gauna, Teresa y otro s/ ejecutivo


      COMP. 477, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Poussif, Ernesto y otro s/ ejecutivo


      COMP. 479, L. XLIII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Restaino, Ofelia y otro s/ ejecutivo


      COMP. 473, L. XLIII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Sánchez, Rogelio s/ ejecutivo


      COMP. 482, L. XLIII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Szakats, Julio s/ ejecutivo


      COMP. 495, L. XLIII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1102, XLII, "B.C.R.A. c/ M. Rodenas y otro s/ Ejecutivo" y en autos Comp. 1261, XLII, "B.C.R.A. c/ Nice Clothes S.R.L. s/ Ejecutivo".


      Banco Central de la República Argentina c/ Turatti, Julio s/ ejecutivo


      COMP. 483, L. XLIII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Páez, César Martín c/ Asociart ART S.A. s/ materia de otro fuero


      COMP. 1113, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 1132, XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica nº 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


      Puntin, Alfredo s/ apelación - Ley 24.557


      COMP. 199, L. XLIII, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos D. 752, XLII, “Daverede, Ana María c/ Mediconex S.A. y otros”.


      Rollano, Pablo Maximiliano c/ Districap S.A. y otros s/ despido


      R. 454, L. XLII, 01 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      Aldaes S.R.L. c/ Torres Núñez, Juan Manuel s/ ejecución hipotecaria


      A. 1211, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos S. 393, XXXVIII, “Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”.


      Constantino, Francisco c/ Estado Nacional - INSSJP y PAMI - Dec. nº 894/01 s/ amparo Ley 16.986


      C. 4601, L. XLI, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los dictámenes de la causa Y.19, XLII, Originario “YPF S.A.”; y la causa C. 2363, XLII, Originario “Capex Sociedad Anónima”.


      Capex Sociedad Anónima c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


      C. 1564, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los dictámenes de las causas L.1571, L.XLI. “Lorenzo, Rodolfo Armando” y B.77, L.XLI. “Bisso, Juan Carlos”.


      Atento a las falencias que se advierten en la defensa estatal, procedería remitir copias de la presente causa al Procurador del Tesoro de la Nación, a fin de que, por las vías pertinentes, se determinen las posibles responsabilidades que pudieran corresponder a los letrados del Estado.


      Gersberg, Sara y otro c/ P.E.N. s/ Recurso de hecho


      G. 872, L. XLII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los dictámenes de las causas Y. 94, L. XI, “Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. (YPF)” y P. 2012, L. XL, “Petrobras Energía S.A.”


      Petrobras Energía S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


      P. 517, L. XXXIX, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a los Fallos 326:1663; 327:1129.


      Vila Peralta, Marta Lucía c/ Edesur S.A. y otros s/ daños y perjuicios


      COMP. 400, L. XLIII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a R. 846, L. XL, "Ramírez, Dante D. c. E.N. – Ministerio de Justicia y DDHH – SPF”.


      Irusta, Roberto G. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


      I. 459, L. XXXVIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Imperatori, Elio Guido c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


      I. 214, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen a la causa B. 200, XLII, Originario "Boucher, Jean Benoit”.


      Boucher, Jean Benoit y otra c/ Ford Motors Argentina S.A. y otros s/ Prueba anticipada


      B. 1190, L. XLII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen a la causa C. 2589, L. XLII. "Clemente María Verónica”.


      Lanza, Dora Yolanda y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A s/ Recurso de hecho


      L. 1048, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la casusa A. 774, L. XLII, “Andrada Alberto Miguel”.


      Vuono, Antonio Alfredo c/ Policía Federal Argentina y otro s/ Daños y perjuicios


      V. 353, L. XLIII, 05 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa L. 87, L. XXXVI -Originario- "Loveli S.A.”


      Unilever de Argentina S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      U. 32, L. XXXIX, 17 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 846, L. XL, "RAMIREZ, Dante D. c. E.N. – Ministerio de Justicia y DDHH – SPF.


      Lencina, Alcides R. c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DDHH - SPF s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


      L. 1546, L. XLI, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa "V. 104, L. XXXIX"


      Vega, Carlos Andrés c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


      V. 147, L. XXXIX, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa "Yofre de Vaca, Susana c/ Ministerio del Interior Resol. MJDH 221/00, (Expte. 443459/98)".


      Greco, Guillermo Ricardo c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1157/06 (Ex 145.978/04)


      G. 38, L. XLIII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa “Goobar Walter Jacobo lsac c/ Ministerio de Justicia y DDHH -ART 3 LEY 24043- RESOL 1156/06 (Ex 145572/04)”.


      Goobar, Ingrid Susana c/ Ministerio de J. y DD.HH. - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1157/06 (Ex 145576/04)


      G. 243, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX. "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa”.


      Orduna, Eduardo G. y otros c/ Banco de la Pcia. de Buenos Aires s/ Amparo


      O. 465, L. XLI, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa A. 1604, L. XLIII, "Fisco Nacional”.


      Sin perjuicio de que las circunstancias señaladas impiden examinar la cuestión que el apelante trae a conocimiento de la Corte por esta vía extraordinaria, en caso de que ésta lo estimara pertinente, se podría, en atención a que, según surge de las constancias de la causa, el desistimiento del proceso ha sido en desmedro de las rentas cuya gestión fue encomendada al Fisco Nacional.


      Administración General de Obras Sanitarias s/ Ejecución fiscal


      A. 2429, L. XLI, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa A. 2012, L. XLL, “Alaniz, Miguel Ángel”.


      Costa, Vicente Arsenio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


      C. 2170, L. XLII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa A. 2012, L. XLL, “Alaniz, Miguel Ángel”.


      Vega, Carlos Andrés c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Servicio Penitenciario Federal s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad


      V. 104, L. XXXIX, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa A. 2088, XLII, Originario “Ascani, Armando”.


      González, Ernesto y otro c/ Estado Nacional (Buenos Aires citada como 3º) s/ Daños y perjuicios


      G. 2276, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa A. 2113, XLII, Originario, “Asociación de Bancos de la Argentina y otros”.


      Nuevo Banco Bisel S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


      N. 140, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa A. 774, L. XLII, “Andrada Alberto Miguel”.


      López, Rubén Eduardo c/ E.N. - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios


      L. 940, L. XLII, 13 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa B. 1394, L. XLI "Banco Mercurio S.A. y otros”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Leconte, Ricardo Horacio s/ Ejecución fiscal


      B. 2103, L. XLIV, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa B. 1394, L. XLI "Banco Mercurio S.A. y otros”.


      Feldberg, Mauricio Bernardo y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Recurso de hecho


      F. 1529, L. XLI, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa B. 1394, L. XLI “Banco Mercurio S.A. y otros”.


      Banco Central de la República Argentina - Resol.155/00 c/ Fatelevich, Gustavo Alberto s/ Ejecución fiscal


      B. 2263, L. XLIV, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa B. 1394, L. XLI “Banco Mercurio S.A. y otros”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Michanie, Edgardo David s/ Ejecución fiscal


      B. 446, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa B. 1394, L. XLI “Banco Mercurio S.A. y otros”.


      Feldberg, Mauricio Bernardo y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Recurso de hecho


      F. 1530, L. XLI, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa B. 200, XLII, Originario “Boucher, Jean Benoit”.


      Boucher, Jean Benoit c/ Stolkiner, Jorge y otro s/ Daños y perjuicios


      B. 298, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario "Capatti, Gustavo”.


      Kosin, Mirta Diana c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y de inconstitucionalidad


      K. 115, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario "Capatti, Gustavo”.


      Landaburu, Jorge Laureano c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      L. 692, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Borlenghi, Norberto Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


      B. 1124, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Di Benedetto, Felipe c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


      D. 734, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Di Paola, Marcos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucional


      D. 680, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Glancszpigel, Diego Martín c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


      G. 1039, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Jalles, Guillermo Roberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      J. 111, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Kelso de Funes, Griselda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


      K. 116, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Maracaida de Di Paola, María Teresa c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y de inconstitucionalidad


      M. 1179, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Mermelstein, Ricardo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y de inconstitucionalidad


      M. 1180, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Ramírez, Pedro c/ Buenos Aires, Provincia (Dirección Provincia de Rentas) s/ Acción declarativa de certeza


      R. 872, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1302. XLIII, Originario “Capatti, Gustavo”.


      Riportella, José Gerardo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      R. 804, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 1795, L. XLII, Originario “Chevron San Jorge S.R.L.”


      Chevron San Jorge S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Medida autosatisfactiva


      C. 599, L. XLIII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2040, L. XLII, “Cooperativa de Trabajo Agrícola C. B. Ltda.”


      Cooperativa de trabajo agrícola Colonia Barraquero limitada (TF 20241-1) c/ Dirección General Impositiva s/ Apelación


      C. 1796, L. XLII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Casco, Ramón Esteban c/ Banco de Galicia y Buenos Aires Suc. Goya s/ Sumarísimo


      C. 2881, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Clemente, Federico Martín c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      C. 2590, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Clemente, Federico Martín c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      C. 2591, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Clemente, María Cecilia c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      C. 2883, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Filippa Eligio c/ Banco de Galicia - Suc. Goya s/ Recurso de hecho


      F. 1406, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Fiol, María Amalia c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Recurso de hecho


      F. 1164, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Micelli, Rosalía Adelina y otro c/ Banco de Galicia - Suc. Goya s/ Recurso de hecho


      M. 2733, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Piazza, Fernando Alfonzo c/ Banco Galicia Y Buenos Aires S.A. Suc. Goya s/ Recurso de hecho


      P. 1886, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Vecchia, Pedro Pablo y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. sucursal Goya s/ Sumarísimo


      V. 748, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Vega Ramos, Nemencio Adolfo y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. - sucursal Goya s/ Sumarísimo


      V. 749, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Zoilo, Andrea Silvina c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      Z. 240, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L. XLII. “Clemente María Verónica”.


      Zone, José Francisco y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. - sucursal Goya s/ Sumarísimo


      Z. 239, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L.XLII. "Clemente María Verónica”.


      Geisseler, Angélica Lucia c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Recurso de hecho


      G. 1851, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L.XLII. "Clemente María Verónica”.


      Genes, Guillermo Leandro y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. Suc. Goya s/ Recurso de hecho


      G. 1825, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L.XLII. "Clemente María Verónica”.


      Marcópulos, Griselda Beatriz c/ Banco de Galicia y de Buenos Aires s/ Recurso de hecho


      M. 2198, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L.XLII. “Clemente María Verónica”.


      Clemente, María Verónica c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumario


      C. 2588, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L.XLII. “Clemente María Verónica”.


      Insaurralde, Sandra Beatriz c/ Banco de Galicia y Buenos Aires (Suc. Goya) s/ Sumarísimo


      I. 393, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L.XLII. “Clemente María Verónica”.


      Yasioja, Orlando Antonio c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      Y. 103, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2589, L.XLII. “Clemente María Verónica”.


      Zini, Juan Manuel y otros c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Sumarísimo


      Z. 238, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 2968, L. XLII, "Carabajal, Horacio Alejandro y otros”.


      Chazarreta Narváez, Nora Estela y otros c/ Estado Nacional s/ Contencioso administrativo


      C. 2969, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 3205, L. XL, Originario "Clemente Darwin Benito y otros”.


      Pedano, Francisco y otro c/ Ministerio de Economía y otro s/ Cobro de pesos


      P. 308, L. XLIII, 08 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 3252, L. XL, “Cocco, Julio Ernesto y otros”.


      Bosio de Fontana, Gladis Honoria c/ Banco Rio de La Plata S.A. s/ Sumarísimo


      B. 2176, L. XLII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa C. 3252, L. XL, “Cocco, Julio Ernesto y otros”.


      Giorgio, Carlos Martín c/ Banco Francés Suc. Corrientes s/ Recurso de hecho


      G. 1359, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 118, L. XLIII. “Fiorito, Ornar Horacio y otro”.


      Chazarreta, Claudia Liliana y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


      COMP. 243, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 1420, L. XLII "Valenzuela, Luis Adán y otros”.


      Núñez, Walter Nelson y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


      COMP. 501, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 160, L. XLIII "Cons. de Prop. Montiel”.


      Consorcio de propietarios Albariño 3065/70 (Torre 2 Ex 11) Brio Co c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ Ejecución de expensas


      COMP. 117, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 160, L. XLIII "Cons. de Prop. Montiel”.


      Consorcio de propietarios Torre 17 (Ex 4) Barrio Cardenal Luis Copello c/ Comisión Municipal de la Vivienda y otro s/ Ejecución de expensas


      COMP. 110, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Comp. 994, L. XLID, “Camuzzi Gas del Sur S.A.”


      DECOVI s/ Amparo colectivo


      COMP. 993, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa D. 115, L. XLI, “Dirección Nacional de Migraciones”.


      Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI s/ Recurso de hecho


      I. 206, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E, L. XXXIX, “Eberle Patterson Marcos”.


      Cantoni, Elio Fernando Leopoldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Beneficio de litigar sin gastos


      C. 968, L. XLII, 03 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 115, L. XLI “Estación de Servicio Colman S.R.L.”


      Estación de Servicio Colman S.R.L. c/ Estado Provincial s/ Recurso de hecho


      E. 116, L. XLI, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 115. XXXIV, Originario “El Cóndor Empresa de Transportes S.A.”


      Derudder Hnos. S.R.L. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      D. 678, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 115. XXXIV, Originario “El Cóndor Empresa de Transportes S.A.”


      Nueva Chevallier S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      N. 211, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 115. XXXIV, Originario “El Cóndor Empresa de Transportes S.A.”.


      Derudder Hnos. S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      D. 679, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 164, LXLII “Espacios Cinematográficos Uno S.H. (TF 16.608-1)”.


      Lascaray, Juan Antonio c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


      L. 204, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 221, L. XLI, "Edesur S.A. c/ Dirección Nacional de Bienes del Estado”.


      Contreras, Carlos Atilio c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/ Despido


      C. 1690, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 221, L. XLI, “Edesur S.A.”


      Edesur S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Incidente de ejecución de sentencia


      E. 82, L. XLII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII, “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 321, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. "EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 386, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Apelación falta municipal s/ Recurso Extraordinario


      E. 39, L. XXXIX, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de apelación


      E. 425, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de apelación


      E. 107, L. XLIII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de casación


      E. 259, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa nº 19852


      E. 340, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa nº 254


      E. 423, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa Nº 19852


      E. 341, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa nº 250


      E. 421, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa nº 251


      E. 428, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa nº 255


      E. 427, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa nº 259 s/ Recurso extraordinario


      E. 417, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 389, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 422, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 420, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 312, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 322, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 323, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 416, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Recurso de queja interpuesto por el particular en causa N ° 432 seguida a EDENOR S.A. s/ Recurso extraordinario


      E. 347, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Recurso de queja interpuesto por el particular en causa N° 442 seguida a EDENOR S.A. s/ Recurso extraordinario


      E. 342, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Recurso de queja interpuesto por el particular en causa N° 445 seguida a EDENOR S.A. s/ Recurso extraordinario


      E. 346, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Recurso de queja interpuesto por el particular en causa N° 446 seguida a EDENOR S.A. s/ Recurso extraordinario


      E. 419, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Recurso de queja interpuesto por el particular en causa N° 449 seguida a EDENOR S.A. s/ Recurso de queja


      E. 344, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Recurso de queja interpuesto por el particular en causa Nº 433 seguida a EDENOR S.A. s/ Recurso de queja


      E. 343, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Recurso de queja interpuesto por el particular en causa Nº 451 seguida a EDENOR S.A. s/ Recurso de queja


      E. 266, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 345, L. XLII. “EDENOR S.A.”


      Telefónica Comunicaciones Personales S.A. y Telecom Personal S.A. s/ Recurso de casación


      T. 650, L. XLI, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 394, L. XLI, “EDEN S.A.”


      Eden S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Nulidad de resolución E.N.R.E. 671/99


      E. 91, L. XXXVII, 06 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E. 394, L. XLI, “EDEN S.A.”


      Eden S.A. c/ Resolución 707/98 E.N.R.E s/ Recurso de hecho


      E. 397, L. XLI, 06 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E.345, L.XLII. "EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 418, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E.345, L.XLII. "EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 387, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E.345, L.XLII. "EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 426, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E.345, L.XLII. "EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 424, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E.345, L.XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja en causa Nº 1168


      E. 311, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E.345, L.XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 320, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa E.345, L.XLII. “EDENOR S.A.”


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 390, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa F. 1335, L. XXXVIII, “Fisco Nacional (AFIP - DGI)”.


      Fisco Nacional - AFIP - RNSS c/ Transporte Américo J. Giraudo S.R.L. s/ Ejecución fiscal


      F. 1307, L. XXXVIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa F. 1335, L. XXXVIII, “Fisco Nacional (AFIP - DGI)”.


      Fisco Nacional - AFIP - DGI c/ Saniplas Materiales de Construcción S.R.L. s/ Ejecución fiscal


      F. 1317, L. XXXVIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa F. 1335, L. XXXVIII, “Fisco Nacional (AFIP - DGI)”.


      Fisco Nacional AFIP - DGI c/ Manuel Lamas S.A. s/ Ejecución fiscal


      F. 1141, L. XXXVIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa F. 1335, L. XXXVIII, “Fisco Nacional (AFIP - DGI)”.


      Fisco Nacional AFIP D.G.I RNSS c/ Sartore, Roberto; Sartore, Antonio; Caccamo, Francisco s/ Ejecución fiscal


      F. 1657, L. XXXVIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa F. 586. XLIII, Originario “Ferracani, Teresita Graciela Spagnuolo de y otro”.


      Pizzatelli, Cora Ester Broquen de y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


      P. 808, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa F.764, L.XLII. “Furrer, Eduardo Daniel”. Cuestión abstracta.


      Di Matteo, Raúl Pedro c/ P.E.N. Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


      D. 39, L. XXXIX, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa F.764, L.XLII. “Furrer, Eduardo Daniel”. Cuestión abstracta.


      Tamasi, Norberto Javier c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dto. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


      T. 850, L. XLII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa F.764, L.XLIII. “Furrer, Eduardo Daniel”. Cuestión abstracta.


      Procede devolver los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se pronuncie sobre su aplicación al caso de autos.


      Ramírez, Julio César - Incidente ejecución de de sentencia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Recurso de hecho


      R. 315, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX. “Galli, Hugo Gabriel y otro”.


      Cesarino de Berger, Vicenta Francia c/ Estado Nacional - DADP - Ley 16.986 s/ Amparo Ley 16.986


      C. 1870, L. XLII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa G.2181, L.XXXIX. "Galli, Hugo Gabriel y otro”.


      Maestre, Eusebio de Jesús y otros c/ E.N. y otro s/ Amparo


      M. 886, L. XLI, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa G.2181, L.XXXIX. “Galli, Hugo Gabriel y otro”.


      Lentini, Alberto Constantino c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dto 1570/01 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


      L. 1106, L. XLI, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa L. 1078, L. XLII.


      López, Moisés s/ Impugnación Art. 32 de la Ley 24.521 - causa nº 380/04-


      L. 1093, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa L. 1084, L. XLII


      Loza Chávez, María Isabel y Estrada, Carmen Rosa s/ Impugnación Art. 32 Ley 24.521


      L. 1092, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa L.I571, L.XLI. "Lorenzo, Rodolfo Armando”.


      Bisso, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      B. 77, L. XLI, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa M. 2493, XL, Originario “Mendiolar, Julia Remigia y otros”.


      López, Marta Graciela c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      L. 341, L. XLI, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa M. 2644, L. XXXIX “Municipalidad de Villa Clara”.


      Municipalidad de Gualeguaychú c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


      M. 1346, L. XXXIX, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa M. 389, L. XLIII, “Mulhall, Carlos Alberto s/ Excarcelación - causa N° 350 -“.


      E., Hugo César s/ Excarcelación –causa N° 349/06-


      E. 103, L. XLIII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa M.12, L.XLII, “Massuh S.A.”


      Massuh S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de hecho


      M. 3559, L. XLI, 04 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa N. 356, XLII, “Nación AFJP S.A. y otros”.


      Nación Seguros de Retiro S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      N. 146, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa N. 356, XLII, Originario “Nación AFJP S.A. y otros”.


      Nación AFJP S.A. y otros c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      N. 145, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa N. 381, L. XLII, “Navarta, José Américo”.


      Solari, Oscar Alberto c/ Banco Central de la República Argentina s/ Ordinario


      S. 1888, L. XLII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa O. 174, L. XLII, “Obra Social del Personal Gráfico”.


      O.S. Actividad de seguros y reaseguros, capital, y préstamos y otros c/ Estado Nacional - A.F.I.P - D.G.I s/ Recurso de hecho


      O. 382, L. XLI, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa O. 449, L.XLI, “Ojeda, Héctor Orlando (TF 15.975-1) y otro”.


      Ojeda, Héctor Orlando y otro (TF 15975-1) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso de hecho


      O. 299, L. XLI, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa O. 656, L. XL. “Olavarría y Aguinaga, Jesús M.”


      Caratti, Carlos Norberto c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Otros reclamos


      C. 3055, L. XLII, 12 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa P. 1575, XLII, Originario "Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A.”


      Previsol A.F.J.P. S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      P. 702, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa P. 1575, XLII, Originario “Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A.”


      HSBC - New York Life Seguros de Vida Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ cobro de sumas de dinero


      H. 136, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa P. 1575, XLII, Originario “Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A.”


      Profesión + Auge A.F.J.P. S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      P. 704, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa P. 2398, L.XL, Posdeley, Cleto.


      Interplast S.A. Compañía Financiera c/ Embarcación S.A. s/ Ordinario - incidente de apelación


      I. 270, L. XLII, 11 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa P. 320, L. XLIII. “Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A.”


      Loma Negra CIA S.A. y otro s/ Recurso de queja


      L. 346, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa P. 320, L. XLIII. “Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A.”


      Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ Pedido de inhibitoria


      P. 321, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa P. 320, L. XLIII. “Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A.”


      Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ Recurso de queja


      P. 514, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa P.1575, XLII, Originario "Previsol Compañía de Seguros de Vida S.A.”


      Futura AFJP S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


      F. 518, L. XLIII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 764, XLII, Originario, "Rebull, Gustavo Prion”.


      Marcarían, Eliana c/ Estado Nacional y otra (Provincia de Buenos Aires) s/ Acción de amparo


      M. 282, L. XLIII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 764, XLII, Originario, “Rebull, Gustavo Prion”.


      Navarro, Héctor Benjamín c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


      N. 4, L. XLIII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 846, L. XL, "RAMIREZ, Dante D. c. B.N. - MO Justicia y DDHH – SPF”.


      De Azevedo, Diana E. c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Sec. Política Crim. y A.P. - SPF s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


      D. 149, L. XL, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 846, L. XL, "Ramírez, Dante D. c. E.N. – Ministerio de Justicia y DDHH – SPF”.


      Chávez, Aldo Rubén y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SPF s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


      C. 3539, L. XXXVIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 846, L. XL, "RAMIREZ, Dante D. c. E.N. – Ministerio de Justicia y DDHH – SPF”.


      Leguizamón, Jorge Vidal y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Servicio Penitenciario Federal Dto. 2807/93 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


      L. 237, L. XLII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 846, L. XL, "Ramírez, Dante D. c/ E.N. – Ministerio de Justicia y DDHH – SPF”.


      Minarro, Albino Ramón y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DDHH- S.P.F. s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


      M. 1602, L. XXXIX, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 846, L. XL, “Ramírez, Dante D. c. E.N. – Ministerio de Justicia y DDHH – SPF”.


      Calinger, Vicente D. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia de la Nación s/ Ordinario


      C. 324, L. XL, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 846, L. XL, “RAMIREZ, Dante D. c. E.N. Ministerio de Justicia y DDHH – SPF”.


      Alderete Avalos, Emilio M. c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DDHH - SPF s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


      A. 2787, L. XXXVIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 846, L. XL, “RAMIREZ, Dante”.


      Fera, Marcelo A. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SPF s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


      F. 1183, L. XXXVIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa R. 92, L. XL, “Rapetti, Lelia Marcela y otros”.


      Dobardo, Marina Isabel y otros c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Recurso de hecho


      D. 728, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa S. 1158, L. XLII.


      Páez, José Tranquilino c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A s/ Recurso de hecho


      P. 1031, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa S. 98, L. XLII “Siderca SAIC”.


      Tecpetrol S.A. c/ Estado Nacional - Dto. 493/04 y 424/01 s/ Amparo


      T. 238, L. XLII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa V. 54, XLIII, Originario "VALLE BLANCO S.A.”


      Valle Blanco S.A. c/ República Bolivariana de Venezuela s/ Daños y perjuicios


      V. 72, L. XLIII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa V. 54, XLIII, Originario "Valle Blanco S.A.”


      Valle Blanco S.A. c/ República Bolivariana de Venezuela s/ Desalojo por vencimiento de contrato


      V. 71, L. XLIII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa V. 54, XLIII, Originario “Valle Blanco S.A.”


      Embajada de la República Bolivariana de Venezuela c/ Valle Blanco S.A. s/ Consignación de alquileres


      E. 48, L. XLIII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa V.346, L.XLII, “Vitagliano Rochaix Maria Teresa”.


      Vitagliano Rochaix, María Teresa c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Empleo público


      V. 359, L. XLII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Y. 17, L. XLII. "Yáñez, Clarisa Raquel. Solicita se incorpore aclaración: error en el número del expediente remitido.


      Salinas, Olga Lidia c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


      S. 295, L. XLII, 11 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Y. 19, XLII, Originario "YPF S.A.”


      Panamerican Energy LLC sucursal Argentina c/ Neuquén, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


      P. 1337, L. XLII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XLII. “Yáñez, Clarisa Raquel”.


      Salinas, Olga Lidia c/ Estado Nacional s/ Recurso de hecho


      S. 295, L. XLII, 20 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Y.19, XLII, Originario “YPF S.A.”.


      Chevron San Jorge S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


      C. 3247, L. XLII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen de la causa Z. 7, XLIII, "Zerbinati, Mónica Beatriz”.


      Zerbinati, Rosa Ana y otro c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


      Z. 8, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen la causa C. 2589, L.XLII. “Clemente María Verónica”.


      Oviedo, Benjamín y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Recurso de hecho


      O. 470, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen la causa C. 2589, L.XLII. “Clemente María Verónica”.


      Pipapón, Pablo Arturo y otros c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Recurso de hecho


      P. 1620, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen la causa C. 2968, L. XLII, “Carabajal, Horacio Alejandro y otros”.


      Ledesma, Ramón Luis y otros c/ Estado Nacional s/ Recurso de hecho


      L. 1138, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen la causa C. 2968, L. XLII, “Carabajal, Horacio Alejandro y otros”.


      Luna, Juan Eduardo y otros c/ Estado Nacional s/ Recurso de hecho


      L. 1137, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen la causa C. 2968, L. XLII, “Carabajal, Horacio Alejandro y otros”.


      Mena, Hernán Antonio y otros c/ Estado Nacional s/ Recurso de hecho


      M. 2410, L. XLII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen la causa C. 3252, L. XL, "Cocco, Julio Ernesto y otros”.


      Flesler, Héctor Ricardo c/ BBVA Banco Francés S.A s/ Recurso de hecho


      F. 1293, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen la causa E.164, L.XLII, “Espacios Cinematográficos Uno S.H. (TF 16.608-I)”.


      Espacios Cinematográficos Uno SH c/ DGI s/ Recurso de hecho


      E. 156, L. XLII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión al dictamen y sentencia Fallos: 323:1978; 327:3082 y sus citas, así como en la causa G. 2275, L. XLI. "González, Nora B. c/ Municipalidad de Carlos Tejedor s/ amparo".


      Pereyra, Gustavo Raúl c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Nulidad de sanción


      P. 789, L. XLIII, 11 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión B. 1394, L.XLI "Banco Mercurio S.A. y otros”.


      Banco Central de la República Argentina c/ Saiach, Miguel Ángel s/ Ejecución fiscal


      B. 2418, L. XLIV, 05 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión dictamen de la causa E.345, L.XLII. “EDENOR S.A.”.


      Edenor S.A. s/ Recurso de queja


      E. 388, L. XLII, 13 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión Fallos: 324:2509 y 3805.


      López de García, Nelly y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ plena jurisdicción


      L. 1247, L. XLI, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión P. 1555, L. XLII


      Pérez de Aguilera, Amelia s/ Impugnación Art. 32 de la Ley 24.521 - Causa Nº 10/05


      P. 1607, L. XLII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión P. 1644, L. XLII, “Petrobras Energía”.


      Luncheon Tickets S.A. c/ Municipalidad de Moreno s/ Proceso de conocimiento


      L. 643, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicita a la Corte correr traslado al recurrente a fin de que manifieste lo que considere pertinente.


      Apache Energía Argentina S.R.L. c/ Autoridad Minera en Primera Instancia de la Ciudad de Zapala - Pcia. de Neuquén s/ Medida cautelar genérica


      A. 69, L. XLIII, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicita al Tribunal conferir traslado a ambas partes. Circunstancias existentes al momento de la sentencia. Evitar pronunciamientos inoficiosos.


      La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incumplimiento de convenios y cobro de sumas de dinero


      L. 448, L. XXXVII, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicita medida para mejor dictaminar. Remisión al dictamen de la causa C. 3252, L. XL, “Cocco, Julio Ernesto y otros” y A. 969, L. XLI, "Aupi Thierry Marie y González Quintana Delia Eleuteria”.


      Ríos, Ana Miriam c/ BBVA Banco Francés S.A. y Banco Galicia y Buenos Aires S.A s/ Recurso de hecho


      R. 583, L. XLII, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicita, una vez remitido el expediente al Tribunal, correr nueva vista.


      Senem de Buzzi, María del Carmen c/ Ministerio de Justicia - Poder Judicial - Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


      S. 493, L. XLII, 19 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


      Frallonado, Roberto Eduardo c/ Ministerio de Defensa (Ejército Arg.) s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


      F. 745, L. XLII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita medida para mejor dictaminar.


      Ingeniería y Asistencia Técnica Argentina S.A. de Servicios Profesionales c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso de hecho


      I. 44, L. XLII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita medida para mejor dictaminar.


      Oiz Sara Esther c/ Banco Francés s/ Recurso de hecho


      O. 551, L. XLI, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita medida para mejor dictaminar: remisión de los autos principales.


      Estado Nacional c/ Perkins, Patricio Carlos s/ Recurso de hecho


      E. 132, L. XLIII, 07 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita medida para mejor dictaminar: requerir copia del auto denegatorio que dio origen al recurso extraordinario.


      Iribas de Desimoni Cristina y Desimoni Remo c/ HSBC Bank - Argentina S.A. - Banco Francés S.A. - Banco Rio de la Plata S.A. s/ Recurso de hecho


      I. 84, L. XLII, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Solicita medida para mejor dictaminar: se tenga a bien requerir al juzgado de origen el primer cuerpo de estos autos.


      Masaccisi, Daniel Alberto y otro c/ Bank Boston NA s/ Amparo


      COMP. 1314, L. XLII, 07 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Generalidades.


      Acceso al máximo tribunal de justicia local. Libertad de las provincias para crear instancias judiciales sin vedar a ninguna de ellas ni a la Corte Suprema la aplicación preferente de la Constitución Nacional.


      En los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la Ley 48 , la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local. También se ha sostenido que las provincias son libres de crear las instancias provinciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional. La discusión en torno a la tempestividad de los recursos resulta, por regla y atento su naturaleza procesal, ajena a la instancia extraordinaria federal; y si bien es cierto que la Corte ha reconocido la excepción posible a tal principio, que determina que aquélla es procedente cuando media un apartamiento de las constancias del juicio o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio, el caso en cuestión no se trata de alguno de esos supuestos. La circunstancia de que la demora en la que incurrió la defensa oficial no le sea atribuible al encausado, no puede ser invocada por quienes cumplen esa función para evitar los efectos de su propia negligencia. Sostener lo contrario implicaría dejar librado al capricho del recurrente la justificación de la demora -aunque se trate algo más de una hora, como en el caso- para ejercer tal derecho y, de esa forma, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. En otras palabras, significaría soslayar los efectos de la cosa juzgada, cuya jerarquía constitucional y su carácter de presupuesto ineludible de la seguridad jurídica han sido reconocidos por la Corte Suprema en numerosos precedentes. El que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes para justificar su procedibilidad formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a la reglas que reglamentan su ejercicio (artículo 14 de la Constitución Nacional), y así lo ha entendido la Corte Suprema al concluir que la Constitución Nacional no consagra derechos absolutos, ni ellos tienen en sí tal carácter. Pretender soslayar los requisitos mínimos que se ponen en cabeza del impugnante para el ejercicio de sus derechos provocaría, como consecuencia de su aplicación inadecuada, la creación de una instancia de revisión automática con menoscabo de la autonomía provincial prevista en los artículos 121, 122 y 125 de la Constitución Nacional. El mero hecho de que un reclamo no produzca un resultado favorable al reclamante -como podría ocurrir, por ejemplo, cuando no hubiera acudido oportunamente al procedimiento apropiado- no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz. Los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad, más allá de los reparos formales que pudieran merecer, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley. Es obligación de los tribunales suministrar la debida asistencia letrada que permita ejercer la defensa sustancial que corresponda. Esa situación no se verifica cuando el imputado contó con dicha asistencia técnica, al materializar la defensa oficial en tiempo oportuno la correspondiente reserva tendiente a lograr la revisión de la pena a la que fue condenado y que, en definitiva, no pudo concretarse por su propia actividad discrecional o negligencia, y no por una interpretación excesivamente ritualista de las normas procesales aplicables.


      M., Adolfo s/ Recurso de casación - Violación calificada


      M. 1279, L. XLI, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Proceso que se encuentra próximo a su resolución. Etapa de citación a juicio clausurada. Consideración de esta circunstancias al momento de resolver el recurso, para tutela de los principios de economía procesal y una mejor administración de justicia.


      Cuando el proceso se encuentre próximo a su culminación, habiéndose clausurado la etapa de citación a juicio, debe contemplarse esta fundamental circunstancia al momento de resolver el recurso, ya que de esta manera se tutelan los principios de economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia, evitando afectar la validez de los actos ya cumplidos y agravar la situación de los justiciables, al impedirse la pronta terminación del proceso.


      K., Roberto Mariano y M., Osvaldo Rubén s/ causa nº 8114


      K. 59, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos de admisibilidad.


      Ley 25.779: declaración de nulidad de las leyes 23.492 y 23.521. Inconstitucionalidad y nulidad del decreto 1002/89 PEN. Precedentes "Mazzeo" y "Simón". Plazo razonable. Circunstancias propias de cada causa.


      Para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada y constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso.


      Sr. Fiscal General solicita desarchivo de causas que tramitaron por Art. 10 Ley 23.049


      S. 387, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de certeza contra provincia. Pago de impuesto sobre ingresos brutos. Falta de legitimación. Ausencia de controversia de derechos: falta de "causa" o "caso" que habilite la instancia jurisdiccional.


      Asiste razón a la demandada en cuanto señala que no se configuran en el sub lite los requisitos que habilitan la admisión de la acción meramente declarativa intentada. En efecto, la compañía manifestó que mediante esta acción "...busca precaverse frente al requerimiento actual de la Provincia de Corrientes del pago de impuestos locales, como es el impuesto sobre los ingresos brutos". Esto configuraría el requisito de "acto en ciernes", exigido por la jurisprudencia del Tribunal para la admisibilidad de este tipo de vía preventiva. Sin embargo, -contrariamente a lo que era menester- no adjuntó el citado requerimiento ni sus contestaciones, ni tampoco intentó demostrar, por otros medios, la existencia de actos concretos de la Dirección de Rentas de la accionada, dirigidos a gravar las actividades sub examine. Desde esta perspectiva, y ante la oposición de la Provincia a la procedencia de la vía intentada, el agravio traído resulta así conjetural o hipotético, ya que no probó comportamiento alguno configurativo del requisito del "acto en ciernes", que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta con la accionada que inmediatice su gravamen. En tales condiciones, la pretensión deducida, tendiente a obtener una declaración general y directa de inconstitucionalidad del impuesto sobre los ingresos brutos, no constituye "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación. No es óbice a lo expuesto la deuda que, en concepto de impuesto sobre los ingresos brutos, había sido fijada por la Dirección de Rentas mediante el procedimiento de determinación impositiva, firmado un año y dos meses antes del inicio de este proceso. Es evidente que el acogimiento de Compañía a este régimen descarta la existencia de una controversia de derechos, actual y concreta, necesaria para que se configure la "causa" o "caso" que habilite la instancia jurisdiccional.


      Compañía de Transmisión del Mercosur S.A. (CTM S.A) c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


      C. 222, L. XXXIX, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Decisión en materia de competencia. Falta de carácter de sentencia definitiva. Improcedencia del recurso extraordinario.


      La Corte tiene dicho, de modo reiterado, que las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48 , y que dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


      Banco Banex S.A. s/ inhibitoria


      B. 283, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra Estado Nacional. Ejecución de sentencia. Ausencia de interés actual. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


      El Tribunal ha señalado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Ésta es la situación que se configura en la causa, pues con posterioridad a la interposición del recurso extraordinario el a quo dispuso suspender la ejecución de la sentencia dictada en autos. En efecto, surge del expediente principal -requerido por el Tribunal-, que el Estado Nacional solicitó que se aplique a la causa lo dispuesto por los arts. 56 y 59 de la Ley 26.198 y la cámara accedió a esa petición, al revocar la decisión contraria de la jueza de primera instancia. En tales condiciones, al no advertirse la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteas que han devenido abstractos.


      Álvarez, Claudia Alicia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


      A. 477, L. XLII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda efectuada por Dirección General de Rentas provincial. Comisión Arbitral. Omisión de realizar el traslado previsto en el Art. 257 del Código Procesal Civil y de la Nación. Oportunidad de ejercer el Derecho de defensa: Debido proceso.


      Es jurisprudencia pacífica de la Corte que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, en especial la atinente al trámite previsto en el Art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto dar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio. En tales condiciones, deben devolverse las actuaciones al organismo de origen a fin de que les otorgue el trámite respectivo.


      Provincia de Misiones - Derogación Res. Grales. 70/02 y 16/05 s/ Recurso extraordinario


      P. 1089, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentos. Garantía de defensa en juicio y debido proceso. Excesivo rigor formal. Pronunciamiento inoficioso.


      En el sub examine concurren los supuestos de excepción que permiten revisar la sentencia apelada, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. El recurso de la A.F.I.P en este aspecto debe prosperar, ya que en el escrito de apelación ante la Cámara esa parte sostuvo que la resolución administrativa atacada se encuentra motivada en las notas de las jefaturas inmediatas de la demandante que aconsejaron, por razones funcionales, fundadas en el magro desempeño de la actora, su desafectación como agente judicial. En tales condiciones la sentencia de la Cámara, en cuanto tuvo por desierto el recurso de apelación de la demandada, aparece excesivamente rigurosa, dado que de los términos de la expresión de agravios presentada por esa parte, se desprende que ella realizó una crítica suficiente de la decisión de primera instancia en cuanto a sostener, con argumentos que debían ser considerados, que la resolución impugnada por la actora ostentaba causa y motivación. En consecuencia, resulta inoficioso el tratamiento del recurso de la actora y por lo expuesto, corresponde hacer lugar a la queja de la A.F.I.P., declarar procedente su recurso extraordinario y disponer que vuelvan los actuados al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expresado.


      Vitagliano Rochaix, María Teresa c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Empleo público


      V. 346, L. XLII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      No cabe la apelación extraordinaria cuando procede el recurso ordinario concedido, por ser éste comprensivo de la plena jurisdicción de la Corte Suprema y en virtud de ello el Tribunal desestimó in limine una queja por denegación del recurso extraordinario.


      SMSV - Institución Mutualista y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


      S. 2271, L. XLI, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos de actividad


      Fundamentación.


      Análisis de los planteos de los recurrentes cuando se dificulta comprender la extensión con que se ha concedido el remedio federal.


      En virtud de la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio, resulta aconsejable atender a los planteos de los recurrentes, si la fórmula empleada en el auto de concesión del recurso, por su ambigüedad, torna difícil comprender la extensión con que se ha concedido el remedio federal. No es óbice para habilitar el excepcional remedio procesal, que los agravios del apelante remitan al examen de cuestiones de índole procesal, cuando el juzgador, en menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucional, omitió pronunciarse sobre articulaciones serias oportunamente introducidas a su consideración y fundó su decisión en forma insuficiente. La acción de amparo requiere de circunstancias muy particulares para su apertura, caracterizadas por la existencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta y la demostración, por añadidura, de que el daño concreto y grave ocasionado sólo puede eventualmente ser reparado acudiendo a la acción urgente y expeditiva, criterio que no ha variado con la sanción del nuevo Art. 43 de la Constitución Nacional pues, en lo que aquí importa, el nuevo texto reproduce el Art. 1° de la Ley 16.986, imponiendo idénticos requisitos para su procedencia formal. La declaración de inconstitucionalidad es la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados.


      M&M Bomchil c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Dto. 491/04 s/ amparos y sumarísimos


      M. 35, L. XLII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Delito de tenencia de estupefacientes para consumo personal: inconstitucionalidad. Principio de lesividad: delito de peligro abstracto. Ausencia de referencia a las concretas circunstancias de la causa: fundamentación aparente.


      El recurrente pretende fundar la inconstitucionalidad del delito de tenencia de estupefacientes para consumo personal (artículo 14, segundo párrafo, de la Ley 23.737) en numerosas observaciones jurídicas introducidas a través de la compilación de citas textuales de jurisprudencia y afirmaciones teóricas que, más allá de su acierto o error, no encuentran su debida referencia a las concretas circunstancias de la causa. Esa falta de relación se pone especialmente en evidencia cuando en el recurso se predica la inconstitucionalidad de la figura, en tanto delito de peligro abstracto, por considerar que el principio de lesividad requiere al menos peligro concreto, sin siquiera intentar explicar cómo una solución tal se insertaría en la tradición del derecho europeo-continental, del cual participa nuestra legislación penal, y la propia jurisprudencia de la Corte, que en reiteradas oportunidades ha interpretado que ciertos delitos son de peligro abstracto o ha resuelto diversas cuestiones precisamente en función de ese peligro abstracto que le asignó a un determinado delito, por ejemplo, respecto a la tenencia de armas de guerra, a la guarda de semillas utilizables para producir estupefacientes y al almacenamiento o tenencia de estupefacientes con fines de comercialización.


      V., Andrés Nicolás y M., César s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad.


      V. 515, L. XLII, 17 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia de los agravios que sólo traducen una disconformidad con el criterio de los jueces de alzada y que conducen al examen de cuestiones de hecho y de prueba.


      Toda vez que la crítica de las apelantes sobre el amparo se encuentra sustentada fundamentalmente en quiénes estarían autorizados para interponer la acción de amparo conforme al artículo 43 de la Constitución Nacional, y que transitan por carriles diferentes a los argumentos de quienes han dictado sentencia, de los cuales -vale destacar- no se hacen cargo; salvo la dogmática afirmación de que el actor no acreditó el carácter de consumidor invocado, corresponde considerar que los mismos, sólo traducen una disconformidad con el criterio de los jueces de la Alzada y, además, conducen al examen de cuestiones de hecho y de prueba, que no compete a la Corte revisar. Toda vez que los recurrentes contaron con suficientes oportunidades para rebatir la posición del Ministerio de Menores, sostenido por el Asesor de Menores de Cámara, la queja, entonces, relacionada con una eventual vulneración de su derecho de defensa en juicio, carece, en este marco, de fundamentos razonables y suficientes, por lo que la Corte Suprema de estimarlo pertinente debería desestimarla. La omisión en otorgar participación al Ministerio de Menores, como parte necesaria en los juicios que atañen a personas incapaces, a la par que menoscaba la función institucional del Ministerio Público, podría acarrear la invalidez de los pronunciamientos dictados en esas condiciones. Y aun de sostenerse que no se trata en el caso de un acto de disposición directo e inmediato sobre un menor de edad, en la causa se encuentra en tela de juicio, entre otros aspectos, si determinados avisos clasificados afectan o no a menores, problemática que, dada la naturaleza de los derechos y garantías cuya protección le incumbe a dicho Ministerio, sin ninguna duda queda bajo resguardo del control del orden público y la legalidad que le compete y emana del Art. 120 de la Constitución Nacional.


      R. R., Alberto c/ Diario Clarín Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. y otros s/ Amparo


      R. 1312, L. XL, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario en cuanto a la inconstitucionalidad del artículo 278 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires: planteo del apelante que carece de sustento fáctico y jurídico idóneo, en tanto omite puntualizar cuáles son los derechos o garantías de raigambre constitucional que vulneran dicha norma procesal.


      Resulta improcedente el recurso extraordinario en cuanto a la inconstitucionalidad del artículo 278 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires -que impone un valor de litigio mínimo para poder acceder al recurso de inaplicabilidad de ley-. En este sentido, es menester recordar que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, y procedente en tanto el interesado demuestre claramente de qué forma aquélla contraría la Constitución Nacional, causándole un gravamen, y para ello es menester que precise y acredite fehacientemente en el supuesto concreto el perjuicio que le genera la aplicación del dispositivo, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales. En ese contexto, el planteo del apelante carece de sustento fáctico y jurídico idóneo, en tanto omite puntualizar cuáles son los derechos o garantías de raigambre constitucional que -según la recurrente- vulneran dicha norma procesal, defecto que no subsana su mención de doctrina de los fallos de la Corte Suprema, desde que se refieren a otros casos, decididos sobre la base de presupuestos diferentes. Entonces, teniendo en cuenta la falta de fundamentación necesaria, y que la recurrente se limita a plantear la inconstitucionalidad de la norma con argumentos genéricos, sin hacer una crítica concreta y razonada sobre los aspectos en debate, como era menester, resulta ineficaz el remedio intentado a este respecto. Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva; máxime cuando lo objetado se refiere, finalmente, a cuestiones no federales de hecho y prueba, debatidas en el marco de un proceso ejecutivo, materia que resulta ajena -como regla- a esa vía excepcional.


      Puig, José Luis c/ Arzobispado de la Plata s/ cobro ejecutivo


      P. 560, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Fundamentación del recurso extraordinario federal: requisitos del escrito de interposición.


      El escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. El control jurisdiccional de los actos administrativos se limita a corregir una actuación administrativa, ilógica, abusiva o arbitraria, pero no implica que el juez sustituya a la Administración en su facultad de decidir en aspectos que no presenten aquellos vicios. La competencia jurisdiccional, es revisora, no sustitutiva. La "aprobación" constituye una de las manifestaciones típicas de la tutela que el órgano superior de un ente ejerce sobre los inferiores en virtud de las distintas competencias que la ley o el reglamento le han atribuido, control que no puede estimarse limitado al mero análisis de legalidad de un acto, sino que se extiende a su oportunidad, mérito o conveniencia, toda vez que en definitiva es el órgano aprobante el único competente para otorgar eficacia a aquél.


      Burgwardt y Compañía S.A. Industrial, Comercial y Agroganadera c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.E. s/ Contrato administrativo


      B. 2679, L. XL, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: aserto de la apelante en orden a que el cumplimiento de la sentencia de remate implicaba un conflicto de jurisdicción que debía sustanciarse en los términos de los artículos 2°, 3° y 4° del Código Procesal, carece de sustento jurídico y fáctico.


      El recurso intentado no puede prosperar, toda vez que el aserto de la apelante en orden a que el cumplimiento de la sentencia de remate implicaba un conflicto de jurisdicción que debía sustanciarse en los términos de los artículos 2°, 3° y 4° del Código Procesal, carece de sustento jurídico y fáctico, puesto que solamente el citado artículo 4° alude a la declaración de incompetencia, cuando de la exposición de los hechos en la demanda resultare no ser de competencia del juez ante quien se deduce, situación que no se verifica en autos, desde que en la cláusula vigésima del contrato de mutuo hipotecario, las partes se sometieron a la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios de la ciudad de Buenos Aires. Al agravio relativo a que los juzgadores habrían evadido la resolución efectiva, transfiriendo el planteo propuesto (aplicación de la Ley provincial 13.302) a una consecuencia indirecta que no debió incorporarse al marco de la discusión (la negativa de la refinanciación en el marco de la Ley 25.798), no corresponde atenderlo en virtud de las siguientes razones: primero pues, como sostienen los jueces, la Ley de la Provincia de Buenos Aires 13.302 suspende "...en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires por el término de ciento ochenta (180) días hábiles, a partir de la sanción de la presente ley, las ejecuciones hipotecarias de inmuebles que tengan por objeto la vivienda única y familiar del deudor, siempre y cuando el monto de su valuación fiscal actual no supere la suma de noventa mil (90.000) pesos", requisito que no concurre en el sub lite. En segundo lugar, el argumento resistido no corresponde a los jueces de la Alzada (es decir, a la sentencia impugnada), sino al último considerando del pronunciamiento del juez de grado, en el que expresó que el banco acreedor (entidad financiera) no ha ejercido la opción autorizada por la Ley 25.798 para posibilitar al deudor el acceso al Sistema de Refinanciación Hipotecaria. Y en tercer lugar, quien incorporó la cuestión al debate, es precisamente la propia apelante, ya que en el memorial de su apelación ordinaria, expuso textualmente que "la resolución que lleva adelante la subasta, ya era desproporcionada y arbitraria, por los importantes pagos efectuados a la actora, que ameritaba una sana renegociación en el marco de la Ley 25.795 (sic) -se entiende que se refería a la Ley 25.798- o para el caso, con independencia de ese esquema legal, que resultaba optativo para la banca privada". Toda vez que, tanto en el recurso extraordinario, como en la queja, la apelante refirió que la Ley provincial 13.302, habría sido ratificada por la Ley nacional 26.084 y su prórroga 26.103, al respecto corresponde advertir, de un lado, que del texto de dichas leyes no surge ratificación alguna a la Ley provincial invocada por la recurrente, y de otro, que ambas normas nacionales, se refieren, en su Art. 1°, a prórrogas de "la suspensión de las ejecuciones de sentencias que tengan por objeto el remate de la vivienda única y familiar por mutuos elegibles conforme a los términos y condiciones de la Ley 25.798 y sus modificatorias", supuesto que no es el de autos, puesto que el banco acreedor no adhirió al régimen de refinanciación establecido por la Ley 25.798, en ejercicio de la facultad que le acuerda el Art. 6°, segundo párrafo de esta ley.


      Banco Río de la Plata c/ Jiménez, Graciela Ignacia y otro s/ ejecución hipotecaria


      B. 1665, L. XLII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: fundamentación indebida del planteo de inconstitucionalidad.


      Resulta improcedente el recurso extraordinario en lo relativo al rechazo del planteo de inconstitucionalidad del artículo 289 de la Ley 24.522 -en cuanto impide el acceso al procedimiento previsto en el Art. 48 de ese cuerpo legal a los pequeños concursos y quiebras-, toda vez que no fue debidamente rebatido por la recurrente en términos que satisfagan el requisito del fundamento autónomo del artículo 15 de la Ley 48 . La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, y procedente en tanto el interesado demuestre claramente de qué forma aquélla contraría la Constitución Nacional, causándole un gravamen, y para ello es menester que precise y acredite fehacientemente en el supuesto concreto el perjuicio que le genera la aplicación del dispositivo, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales. La invocación de la doctrina de la arbitrariedad no suple la exigencia propia de la declaración de inconstitucionalidad de una norma (donde es menester que se precise y acredite fehacientemente en el supuesto concreto el perjuicio que le genera la aplicación del dispositivo), a los fines de la procedencia del recurso extraordinario; máxime cuando la sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones efectuadas como en la valoración de las constancias de la causa.


      Simerbet S.R.L. s/ quiebra - incidente transitorio


      S. 308, L. XLII, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: argumentos insuficientes.


      Corresponde declarar mal concedido el recurso extraordinario toda vez que los argumentos presentados por el recurrente como de naturaleza federal, que se circunscriben -básicamente- a la inteligencia del artículo 49 de la Ley 24.144 en cuanto al alcance de la suspensión parcial de las entidades financieras y la aplicación del artículo 17, incisos b) y c), de esa misma ley que impide al B.C.R.A. otorgar asistencias carentes de garantías, no resultan suficientes para refutar lo dictaminado por la Fiscalía de Cámara.


      Banco Basel S.A. s/ quiebra - incidente de revisión por Banco Central de la República Argentina


      B. 1591, L. XL, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Inconstitucionalidad de las leyes 23.492 y 23.521. Precedente "Simón". Ne bis in ídem.


      Para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica, si ella no está razonada y constituye agravio concretamente referida a las circunstancias del caso.


      A., Juan Ignacio y otros s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


      A. 1958, L. XLII, 11 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Insuficiencia de la simple mención de violación de normas de rango constitucional.


      La alegación de garantías constitucionales no basta para habilitar la instancia extraordinaria si el agravio del apelante se funda directamente en la interpretación del derecho común y no señala en modo alguno la relación directa entre la cuestión decidida y el texto constitucional invocado, pues de lo contrario se haría ilimitado el acceso a los estrados de la Corte Suprema, toda vez que no hay derecho que no tenga su raíz y fundamento en la Constitución. Las cuestiones que remiten al examen de derecho común son, por norma, ajenas al recurso extraordinario. No cabe hacer excepción a esa regla cuando no se advierta que la decisión impugnada haya propuesto una exégesis irrazonable de la norma aplicada con menoscabo para las garantías constitucionales invocadas por el recurrente. La decisión apelada no sólo hace una razonable aplicación del principio según el cual no cabe hacer distinciones donde la ley no las hace, sino que además es coherente con la doctrina de Fallos: 312:2021, que señala que la exigencia de acusación, como forma sustancial del proceso, no contempla distingo alguno respecto del carácter público o privado de quien la formula. Es, por otra parte, la postura que mejor consulta el derecho que asiste al querellante de ser oído en juicio oral y público, frente a la incongruencia que supondría reconocer tal derecho y, a la vez, negar efecto interruptivo de la prescripción al acto procesal que tiende a hacerlo efectivo, en tanto procura el avance del proceso hacia la etapa de plenario.


      B., Jorge Juan s/ Causa Nº 1073


      B. 605, L. XLII, 12 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Intervenciones telefónicas. Orden judicial. Fundamentos.


      Para la procedencia del recurso extraordinario es menester que se asuman y rebatan todos y cada uno de los fundamentos de la decisión que motiva los agravios. La mera reedición por las partes de los argumentos vertidos en las instancias anteriores no constituye una crítica concreta y razonada del pronunciamiento recurrido.


      Q., José Carlos s/ Inf. Ley 23.737 -causa nº 763-.


      Q. 124, L. XLI, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Manifestación de la ad quem para que proceda el rechazo liminar de la presentación recusatoria de los accionados cuando carecen de sustento. Confusión de la tarea específica de ordenamiento y control del régimen del personal judicial, con el ejercicio propio de las funciones jurisdiccionales de la Corte provincial.


      Toda vez que la ad quem manifestó, al examinar la presentación recusatoria de los accionados, que procede el rechazo liminar de tales pedidos cuando carecen de sustento, revistiendo tal carácter los que se fundan en la intervención de los jueces en una decisión anterior propia de sus funciones legales -por ejemplo, la derivada de la suscripción de un acto dictado por el tribunal en el ejercicio de su función administrativo-constitucional de superintendencia (a saber: instruir la promoción del desafuero de los agentes judiciales)-, se confunde, entonces, la tarea específica de ordenamiento y control del régimen del personal judicial, con el ejercicio propio de las funciones jurisdiccionales de esa Corte. Lo concerniente a la recusación de los magistrados es materia ajena a la vía del artículo 14 de la Ley nº 48, por la naturaleza, en principio, fáctica y procesal del asunto. Si los impugnantes meramente discrepan con el temperamento del Superior local, limitándose, en definitiva, a reiterar lo expuesto al formalizar el planteo, sin hacerse cargo de lo argumentado por la ad quem, dicha circunstancia no alcanza para descalificar el pronunciamiento. El respeto de las autonomías locales supone que se reserve a sus magistrados el conocimiento y la decisión de las causas que, en lo sustantivo, versen sobre aspectos propios de sus instituciones. Los aspectos referidos a la procedencia de la exclusión de tutela prevista en el Art. 52 de la Ley 23.551, involucran cuestiones no federales, de apreciación singularmente restringida, en términos de arbitrariedad, por tratarse de un pronunciamiento del Superior Tribunal de la Provincia, y contar con fundamentos que, allende su grado de acierto, no exceden el límite de lo opinable y bastan para sustentarlo.


      Provincia de Salta c/ Ramírez, Adolfo Daniel, Madariaga de Torres, Margarita y Guedilla, César s/ exclusión de tutela sindical


      P. 261, L. XL, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Indemnización por incapacidad de personal militar. Accidente ocurrido “en servicio”. Precaria situación económica del actor. Argumentos insuficientes para la apertura de la instancia extraordinaria.


      Las cuestiones federales planteadas en el sub lite se han tornado insustanciales, toda vez que el recurrente no se hace cargo de rebatir en forma adecuada los fundamentos que sustentan el fallo impugnado, el que se ajusta a los antecedentes de la causa y aplica la doctrina sentada por la Corte en una clara jurisprudencia, lo que impide toda controversia respecto de su solución, máxime cuando no aduce razones que pongan en tela de juicio la aplicabilidad de los precedentes en la especie ni aporta nuevos argumentos que puedan inducir a modificar el criterio adoptado en ellos. Por otra parte, son inadmisibles los agravios formulados por el apelante con fundamento en que no corresponde excluir el crédito de autos del régimen de consolidación de deudas en virtud de que no se encontrarían cumplidos los requisitos que exige el Art. 18 de la Ley 25.344. Ello es así, pues las conclusiones expuestas por el tribunal con relación a este aspecto se basan en que quedó debidamente comprobada la precaria situación económica del actor, quien con su haber de retiro debe afrontar las obligaciones de su grupo familiar y los gastos de su necesario tratamiento psicológico. En este orden de ideas, el planteo resulta ajeno a la vía extraordinaria intentada cuando los agravios no se dirigen a discutir el significado o 'los alcances' de la norma sino el acaecimiento de los extremos de hecho que condicionan su aplicación, máxime cuando el apelante se limita a discrepar con la ponderación del asunto realizada por el a quo, sin poner de manifiesto la ausencia de razonabilidad en la subsunción normativa operada.


      Araujo, Hipólito c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ Accidente en el ámbito militar y fzas. de seg.


      A. 258, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Crítica prolija y detallada de todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya la resolución impugnada. Adecuado tratamiento de la crítica del recurrente. Remisión de la cámara a pronunciamientos anteriores.



      El remedio federal no cumple con el requisito que exige el artículo 15 de laLey48,en la medida que no contiene una crítica prolija y detallada de todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya la resolución impugnada para arribar a lasconclusiones que causan agravio.En efecto, contrariamente a lo que sostiene la recurrente, en el fallo se efectuó un adecuado tratamiento de su crítica que satisface el recaudo de fundamentación suficiente que deben cumplir los pronunciamientos judiciales [...].En cuanto a la constitucionalidad del artículo 10 de laLey24.050, la defensa tampoco rebatió los argumentos invocados en el precedente que se cita a tal efecto y que coinciden, además, con la jurisprudencia vigente de la Corte sobre la materia. Por tal motivo, tal defecto torna insustancial el recurso y la remisión de la Cámara, en esas condiciones, a pronunciamientos anteriores, constituye fundamento bastante para descartar la tacha de arbitrariedad.El recurso tampoco puede prosperar con base en los principios constitucionales y convencionales de similar rango que se invocan en el recurso, atento que la cuestión a resolver no se relaciona directamente con su inteligencia y alcance, sino con la de una norma de derecho común, como lo es el artículo 76 bis del Código Penal.El sub júdice no se advierte que la sola invocación de haberse transgredido diversas cláusulas constitucionales alcance para demostrar de qué manera éstas resultaron vulneradas por la disposición legal en cuestión, defecto que se mantiene en esta presentación directa al no hacerse cargo la recurrente de todas las razones vertidas por el Fiscal de Cámara en el dictamen, a las que se remitió el a quo en el auto denegatorio. Por lo tanto, resulta inoportuno quejarse por la parquedad de los fundamentos expresados para rechazar el recurso extraordinario, cuando ni siquiera se ha llegado a demostrar, por los motivos expuestos, la lesión que pudo derivarse de ello a las reglas del debido proceso.


      A., Alejandro Esteban s/ InfracciónArt.14, primer párrafo de laLey23.737 -causa N° 28/05-


      A.2186, L.XLI, 16 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Autónoma.


      Autoridad institucional que revisten los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Precedente "Simón". Improcedencia del planteo de inconstitucionalidad de la Ley 25.779. Principios: ne bis in ídem y cosa juzgada.


      No cumple con el requisito de fundamentación autónoma el escrito de apelación federal cuando el recurrente omite refutar los argumentos en que se apoyó el a quo para denegar su tratamiento en la instancia anterior. El principio ne bis in ídem no es un derecho absoluto y, por tanto, no resulta aplicable cuando: i) la actuación del tribunal que conoció el caso y decidió sobreseer o absolver al responsable de una violación a los derechos humanos o al derecho internacional obedeció al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido independientemente o imparcialmente de conformidad con las debidas garantías procesales, o iii) no hubo la intención real de someter al responsable a la acción de la justicia. Son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.


      H., Ragnar s/ Recurso Art. 445 bis C. J. M.


      H. 381, L. XLII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Características intrínsecas del escrito de fundamentación.


      En materia de fundamentación autónoma del remedio extraordinario, el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.


      Empresa Distribuidora de Electricidad de Salta (EDESA S.A.) c/ Municipalidad de la Ciudad de Salta s/ Acción meramente declarativa - Medida cautelar


      E. 79, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: argumentos de la Cámara que no fueron rebatidos en términos que satisfagan el requisito de fundamentación autónoma.


      Es improcedente el recurso extraordinario si los argumentos de la Cámara no fueron rebatidos en términos que satisfagan el requisito de fundamentación autónoma a que se refiere el Art. 15 de la Ley 48 , exigencia según la cual el escrito respectivo debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada, o sea que el apelante debe rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el juez para arribar a las conclusiones que lo agravian, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia. La Ley 24.754 establece que las empresas o entidades que presten servicios de medicina prepaga deben cubrir, como mínimo, en sus planes de cobertura médico asistencial las mínimas prestaciones obligatorias dispuestas para las obras sociales, prestaciones entre las que se encuentran las establecidas en el Programa Médico Obligatorio (PMO). Dicho PMO fue aprobado mediante la Resolución General 247/96 del Ministerio de Salud, entendiéndose por tal, el régimen de Asistencia Obligatorio para todas las Obras Sociales incorporadas al sistema de las leyes 23.660 y 23.661. Precisamente esta última ley, en su artículo 28, establece que los agentes de seguro deben, por una parte, desarrollar un programa de prestaciones de salud obligatorio que la autoridad de aplicación establece y actualiza periódicamente, y por otra, también asegurar la cobertura de medicamentos que las aludidas prestaciones requieran. El examen de razonabilidad de las leyes en punto a su constitucionalidad no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las disposiciones en ellas contenidas y no sobre la base de los resultados obtenidos en su aplicación ya que ello importaría valorarlas en mérito a factores extraños. El amparo es un proceso utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que, por carecer de otras vías idóneas o aptas, existe un peligro actual o potencial de la protección de derechos fundamentales. Sobre la base de lo dispuesto en el Art. 43, 2° párr., de la Constitución Nacional, si en el caso se trata de salvaguardar los fines que el legislador tuvo al dictar la Ley 24.754 -esto es, garantizar a los usuarios un nivel de cobertura mínimo con el objeto de resguardar los derechos constitucionales a la vida y la salud-, la vía elegida, entonces, no resulta irrazonable. Atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conllevan las pretensiones, para lo cual deben encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con tutela de orden constitucional, lo cual se produciría si el reclamo de la actora, tuviese que aguardar al inicio de un nuevo proceso.


      Unión de Usuarios y Consumidores c/ Compañía Euromédica de Salud S.A. s/ Amparo


      U. 30, L. XLII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario sustentado en afirmaciones dogmáticas en el que no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo.


      Los recursos extraordinarios carecen de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la Ley 48 , toda vez que se sustenten en afirmaciones dogmáticas y no se rebatan todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo en la sentencia apelada. En relación a la garantía de la igualdad, no resulta admisible la impugnación de una sentencia sobre la sola base de que no se ajusta a la doctrina establecida en otras, aunque emanen del mismo tribunal, pues tal articulación no dilucida si el vicio que se imputa se encuentra en la sentencia dictada respecto de quien formula la queja, o en la recaída respecto del otro justiciable. La garantía de igualdad importa el derecho de todos a que no se establezcan privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias, principio que es aplicable a una ley que contempla en forma distinta situaciones iguales, pero no puede alcanzar por analogía la variación de jurisprudencia, que no constituye cuestión federal alguna. La garantía de igualdad importa el derecho de todos a que no se establezcan privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias, principio que es aplicable a una ley que contempla en forma distinta situaciones iguales, pero no puede alcanzar por analogía la variación de jurisprudencia, que no constituye cuestión federal alguna. La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio, ya que la leyes debidamente sancionadas y promulgadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Norma Fundamental gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Una declaración de tal gravedad impone a quien la pretende, demostrar claramente de qué manera la ley que se cuestiona contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y que tal circunstancia ocurre en el caso concreto.


      A., Héctor M. y otros s/ Contrabando


      A. 1270, L. XLI, 12 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Suficiente.



      Art. 5, inc. "a" de la Ley 23.737. Delitos de peligro abstracto. Aplicación retroactiva de la jurisprudencia no alcanzada por el principio de irretroactividad de la ley penal. Error de prohibición.


      La mera reedición de los planteos introducidos en las instancias anteriores, no suple la crítica concreta y razonada que requiere el remedio federal.


      F. C., Pablo David s/ Recurso de casación


      F. 348, L. XLI, 06 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Art. 5, inc. "a" de la Ley 23.737. Error de prohibición. Omisión de asesoramiento como pauta para evaluar la invencibilidad del error. Distintos criterios del tribunal provincial, la Cámara Nacional de Casación Penal y la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      No procede el recurso extraordinario que no cumple con el requisito de adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la Ley 48 .


      F. C., Pablo David y otros s/ Siembra y cultivo de estupefacientes, etc. -causa 44/03-


      F. 325, L. XLI, 06 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cohecho activo. Alegado incentivo ofrecido a diputados provinciales para "dar quórum". Querellante excluido del trámite recursivo. Alegada violación a la defensa en juicio. Recusación: alegada parcialidad de juzgador. Tratamiento de agravios introducidos: solo los considerados conducentes. Ausencia de la debida fundamentación del Recurso Extraordinario.


      Si bien, según la jurisprudencia de la Corte, las impugnaciones vinculadas con las causales de recusación remiten al examen de temas de hecho y derecho procesal ajenos, en principio, a la vía extraordinaria federal, el Tribunal ha sorteado este obstáculo en supuestos donde se controvierte la inteligencia del artículo 18 de la Constitución Nacional y de los tratados incorporados a ésta, en tanto estas cuestiones se vinculan con la mejor administración de justicia, cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos de la defensa en juicio. Las causales de recusación deben ser interpretadas en forma restrictiva, en tanto este principio no torne ilusorio el uso de ese instrumento concebido para asegurar la imparcialidad del órgano jurisdiccional. Por otra parte, las constancias de la causa no permiten advertir cual es el menoscabo a los derechos de la querella irrogados por su exclusión temporal del trámite recursivo, en especial, cuáles son los argumentos que se habría visto privado de someter a consideración del tribunal de alzada. Ello en especial, cuando otra parte también dotada de facultades acusatorias, como el representante del ministerio público fiscal, ha podido sostener sus planteos ante esa instancia y contestar los argumentos de la defensa, sin que se hayan mencionado diferencias entre ambas pretensiones punitivas. Por ello resulta insuficiente la mera invocación de la afectación a la garantía del debido proceso, de modo tal que la pretendida nulidad de lo resuelto importaría un manifiesto exceso ritual no compatible con el buen servicio de justicia. En otro aspecto, los jueces no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas agregadas a la causa sino sólo aquellas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones. La organización interna del Estado se ha estructurado en un doble sistema provincial y nacional de justicia y cuya naturaleza se estaría quebrantando si se sometieran asuntos de índole común a la jurisdicción federal.


      F., Osvaldo Raúl y S., Carlos Martín s/ Cohecho -causa Nº 553-


      F. 43, L. XLI, 07 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del agravio relativo a la no correspondencia de la aplicación retroactiva del Art. 34 de la Ley 24.241


      El agravio relativo a que en autos no corresponde la aplicación retroactiva del artículo 34 de la Ley 24.241, no puede prosperar. Ello es así en tanto la interesada no ha atacado la constitucionalidad de la norma referida (modificada por la Ley 24.463). La Constitución Nacional no impone una versión reglamentaria en materia de validez intertemporal de leyes, por lo que el legislador o el juez, en sus respectivas esferas, podrán establecer o resolver que la ley nueva destruya o modifique un mero interés, una simple facultad o un derecho en expectativa ya existente. Las instancias inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación dictadas en casos similares, en virtud de su condición de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en consecuencia, especialmente en supuestos en los que dicha posición fue invocada por el recurrente.


      Mitova, Violeta Elena c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ reajustes varios


      M. 1286, L. XLII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Inadmisibilidad recurso extraordinario. Ausencia requisito de fundamentación autónoma.


      De la lectura del escueto escrito de interposición del recurso se advierte que aquél carece de fundamentación autónoma, en los términos exigidos por la Corte para la admisibilidad de la apelación extraordinaria. En efecto, la doctrina del Tribunal en materia de fundamentación autónoma del remedio extraordinario señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, requisitos de los que con evidencia carece el escrito de fs. 46.


      Abregu, Fermín Ricardo y otros c/ Estado Nacional - Mrio. Int. - Gendarmería Nacional s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


      A. 1863, L. XLI, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Pago de remuneración al condenado por el trabajo realizado en establecimiento carcelario. Pretendida inconstitucionalidad del Art. 121 Inc. "C" de la Ley 24.660. Retención de dinero a favor del establecimiento. Fines resocializadores y pedagógicos de la retención. Ausencia de la debida fundamentación.


      El remedio federal adolece de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la Ley 48 , en tanto las objeciones de la defensa se apoyan exclusivamente en la presunta inconstitucionalidad de una norma -art. 121, inciso "c", de la Ley 24.660- que complementa otra -art. 11 del Código Penal- carácter éste que surge del propio texto de la citada ley y que la recurrente no llega a controvertir, dejando indemne la norma objeto de reglamentación. Ello además en la medida que no se alcanza a demostrar que la inteligencia asignada por el a quo a la norma en cuestión implique estrictamente el interés económico del Estado de cubrir el costo de una obligación que le compete en virtud del artículo 18 in fine de la Constitución Nacional. Al ser esa remuneración que recibe el interno producto de su trabajo, necesariamente participa de los mismos principios y características en virtud de los cuales éste fue concebido; es decir, como una de las bases del tratamiento que tiene directa incidencia en su formación tendiente a prepararlo para que pueda desempeñarse correctamente a su egreso del establecimiento penitenciario, una vez cumplida la condena. Desde este punto de vista, no cabe duda que la retención que se realiza de su salario tiene un carácter esencialmente pedagógico, en tanto que al igual que el resto de las cargas que eventualmente deberá afrontar el interno, tiende a inculcarle lo imprescindible que resulta tomar conciencia de ciertos valores para poder desempeñarse en la vida en libertad y que hacen a su propia subsistencia, como la de generar ingresos y administrarlos adecuadamente para afrontar las necesidades básicas que le permitan vivir dignamente.


      Méndez, Daniel Roberto s/ Recurso de Casación


      M. 821, L. XLIII, 19 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Plazos de prisión preventiva. Concepto de plazo razonable de tal medida cautelar. Constitucionalidad del Art. 10 de la Ley 24.390. Ausencia de afectación del derecho a la igualdad. Falta de fundamentación suficiente.


      La apelación federal carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la Ley 48 pues -conforme lo sostuvo el tribunal a quo- se reiteran dogmáticamente asertos ya vertidos en las instancias anteriores y se omite rebatir todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia apelada. Sin embargo cabe destacar que la exclusión de los beneficios de la Ley 24.390, que ha decidido el legislador en el artículo 10° de esa ley, no vulnera lo dispuesto por el Art. 7, inc. 5°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues ella exige que toda persona sea juzgada o puesta en libertad dentro de un "plazo razonable", lo que no impide que cada Estado Parte adecue esos plazos según criterios de política criminal relacionados fundamentalmente con razones de interés público. No existe duda de que las razones de interés público que determinaron al legislador de la Ley 24.390 a excluir ciertas conductas, han surgido de la necesidad de armonizar las disposiciones del derecho interno con los compromisos internacionales asumidos por el país al aprobar diversos tratados, entre los que corresponde destacar la Convención de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, suscripta en Viena el 19 de diciembre de 1988 y aprobada por la Ley 24.072, tal como surge de los debates parlamentarios de la Ley 24.390. Aquella exclusión tampoco implica violación al principio de igualdad ante la ley, ya que el Art. 16 de la Constitución Nacional no impone una uniformidad de tratamiento legislativo ni obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o grupos, aunque su fundamento sea opinable.


      V., Linda Cristina s/ Causa Nº 5640


      V. 210, L. XLI, 06 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Queja por denegación de recurso extraordinario. Ausencia de fundamentación. Interpretación de normas de derecho común: cuestión por regla ajena al recurso extraordinario. Ausencia de una crítica razonada por parte del recurrente.


      Si el apelante no ha realizado una crítica exhaustiva de los puntuales fundamentos del auto denegatorio, esta circunstancia privaría a la queja, en principio, del debido fundamento tendiente a demostrar su procedencia, máxime si dicha crítica remite exclusivamente, a discutir la inteligencia asignada a una norma de derecho común y su adecuación al caso, aspectos que, por regla, constituyen facultades propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia de extraordinaria. Si la decisión del superior tribunal provincial contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de autos y en las normas que consideró aplicables al sub judice, no corresponde descalificar el fallo como acto jurisdiccional. Si bien le compete a la Corte determinar si en el caso la norma de derecho común afecta una garantía constitucional, si tampoco se advierte que las razones vertidas en el pronunciamiento impugnado exceda el marco de interpretaciones posibles que involucra la cuestión, ni menos aún, que el recurrente haya realizado una crítica concreta y razonada de argumentos expuestos en tal sentido, cabe concluir que el remedio federal también adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la Ley 48 , por lo que corresponde desestimar la queja interpuesta.


      A., Franco Sebastián s/ P.S.A. homicidio


      A. 951, L. XLII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad: fundamentación suficiente. Posible afectación del principio de congruencia por la aplicación de una agravante. Nulidad de la introducción al debate de documentación: improcedencia del reclamo cuando la supresión hipotética de esa prueba no hubiese provocado un cambio en la responsabilidad de los imputados. Extemporaneidad de las cuestiones incluidas recién al fundamentar la queja por denegación de recurso extraordinario.


      El recurso extraordinario no cumple con el requisito de debida fundamentación que exige el artículo 15 de la Ley 48 , si la defensa omite hacerse cargo de la respuesta brindada por la casación, limitándose a la reproducción de argumentos desarrollados contra la sentencia condenatoria. No hay violación al principio de congruencia, si en el requerimiento de elevación a juicio y en los alegatos, el fiscal tuvo en cuenta la agravante finalmente aplicada por los jueces, siendo la misma conocida por los procesados y su abogado, quienes pudieron discutir con amplitud su aplicación al caso, quedando preservado el principio de defensa. Respecto de la introducción irregular al debate de determinada documentación, no se advierte que resulten esenciales para modificar la solución dada a la causa, si la parte no ha demostrado que suprimida hipotéticamente dicha documentación, el resultado de la causa cambie respecto de la responsabilidad atribuida a los imputados. El recurso es inadmisible en relación a las cuestiones incluidas recién al fundamentar la queja por denegación de recurso extraordinario, si no fueron alegadas en las etapas anteriores del proceso, por lo que su introducción, en esa oportunidad, resulta extemporánea.


      C., Blanca Nidia s/ causa Nº 6236


      C. 1560, L. XLII, 19 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Queja. Imposición de pena mayor a la solicitada por el fiscal. Principio de Iura Novit Curia. Derecho de defensa en juicio y debido proceso. Reformatio in pejus. Falta de fundamentación suficiente del Recurso interpuesto.


      La apelación federal carece de la fundamentación que exige el artículo 15 de la Ley 48 . Para la procedencia del recurso no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya. Si bien la función de la acusación es construir la imputación que constituye el objeto del juicio, en torno del cual girará la defensa, el pronunciamiento judicial se encuentra limitado por el marco fáctico plasmado en la pretensión acusatoria, pero no por los demás fundamentos expuestos por las partes acerca de la prueba, las calificaciones jurídicas que puedan ser aplicables, o la pena solicitada. Puede concluirse que la exigencia constitucional se ciñe a la correlación entre el hecho que fue objeto de acusación y el que fue considerado en la sentencia, pues el juez tiene la facultad, dentro de ese límite fáctico, de modificar la pena solicitada por el órgano acusador.


      A., Orlando Daniel s/ Causa N° 5019


      A. 1491, L. XL, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad: fundamentación suficiente. Aplicación del agravante del Art. 127 ter del Código Penal en casos de concurso real.


      El recurso extraordinario federal no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la Ley 48 , si los argumentos que sustentan los agravios de la defensa son, en esencia, una reiteración de los ya propuestos en la instancia anterior, basados en una hermenéutica restringida del incremento punitivo dispuesto en el articulo 127 ter del Código Penal, a partir de la cual se sostenga que en los supuestos de concurso real, el máximo de pena temporal puede superar los veinticinco años sólo si concurre la condición prevista en esa norma. Menos aún puede considerarse que se incurra en arbitrariedad manifiesta al interpretar el alcance del último párrafo del artículo 55 -y su operatividad respecto de la Ley 23.077- en sentido contrario al mencionado. Por otra parte, la referida falta de fundamentación tampoco puede subsanarse argumentando la desproporción que produciría la aplicación de algunas instituciones del Código Penal (libertad condicional, tentativa, participación, inhabilitación absoluta y prescripción), en relación a las penas perpetuas, si ese aumento represivo se extiende al resto de los delitos tipificados en ese cuerpo legal, pues esa crítica no invalida la solución contraria, que se deriva de una interpretación normativa que no parece violentar el texto legal.


      S., José Américo s/ causa Nº 3643


      S. 1076, L. XXXIX, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Recusación de los jueces de Cámara. Cuestión ajena a la instancia extraordinario. Fundamentación insuficiente del recurso.


      Las decisiones sobre recusación de los jueces resultan ajenas a esta instancia extraordinaria por no tratarse de sentencias definitivas y atento su naturaleza fáctica y procesal, como ocurre con las impugnaciones vinculadas con las causales que al respecto prevén los ordenamientos rituales. En tal sentido, la apelación federal adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 1S de la Ley 48 , al no refutar todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la decisión.


      G., Carlos Alfredo y otros s/ Defraudación contra la Administración Pública -causa Nº 24.188-


      G. 454, L. XLIII, 02 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja in forma pauperis. Remisión al dictamen de la causa S. 1076, L. XXXIX, “Salvador, José Américo s/ Causa N° 3643”.


      S., Adrián Gabriel en autos "M., Gastón Leonardo s/ Recurso de casación"


      M. 1859, L. XXXIX, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Lugar de interposición.


      Presentación del recurso extraordinario ante el tribunal que dicta la resolución que lo motiva.


      El recurso extraordinario debe ser presentado ante el tribunal que dicta la resolución que lo motiva -art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, sin que su ulterior remisión a la Alzada subsane tal incumplimiento, pues el a quo tomó conocimiento del recurso una vez vencido el término de ley para interponerlo.


      Elibo S.A. c/ Krpan Delia s/ ejecución hipotecaria


      E. 421, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Pedido de inconstitucionalidad de una norma: planteo oportuno.


      No puede tener acogida ante la instancia de excepción el planteo vinculado con la declaración de inconstitucionalidad de una norma, cuando tal objeción no hubiera sido propuesta oportunamente ante los tribunales ordinarios, resultando el fruto de una reflexión tardía sobre el punto.


      Gómez, Miguel Ángel c/ Administración Nacional de Aduanas - contencioso administrativo


      G. 943, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Plazo de interposición.


      Denegación incorrecta del recurso extraordinario: sentencia que nunca fue notificada.


      Corresponde declarar mal denegado el recurso extraordinario, si la sentencia objeto del mismo nunca fue notificada y el plazo para su interposición fue computado por el a quo a partir de la notificación de la resolución mediante la cual el juez de primera instancia hizo saber al recurrente la devolución del expediente por la Cámara. La notificación que impone el artículo 135, inciso 13 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no puede considerarse cumplida con la notificación de la providencia dictada por el magistrado de primera instancia mediante la cual sólo se hizo saber la devolución del expediente al juzgado de origen.


      Del Libertador S.A. c/ Méndez, Miriam Edith s/ ejecución hipotecaria


      D. 1846, L. XLI, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos Objetivos.


      La sentencia que rechaza el amparo es asimilable a una sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario federal, en caso de agravio irreparable.


      La sentencia que desestima el amparo puede ser asimilada a definitiva, a efectos de habilitar la instancia del Art. 14 de la Ley 48 , toda vez que sea susceptible de causar un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho podría ser de tardío, insuficiente o imposible reparación ulterior. El recurso extraordinario será formalmente admisible toda vez que se discuta la inteligencia de normas federales o de actos de autoridad nacional y la decisión del superior tribunal de la causa hubiera sido contraria a la pretensión que la apelante sustenta en ellas (art. 14, inc. 3º de la Ley 48 ).


      Asociación de Generadores de Energía Eléctrica de la República Argentina c/ Estado Nacional - Secretaría de Energía de la Nación s/ Amparo


      A. 451, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de casación. Criterios de admisibilidad a partir del precedente "Casal".


      Resulta formalmente procedente el recurso extraordinario toda vez que se dirige contra una sentencia definitiva que proviene del superior tribunal de la causa y existe cuestión federal suficiente puesto que la defensa alega que la respuesta en la instancia de casación local menoscaba el derecho del imputado de recurrir la sentencia condenatoria ante un tribunal superior.


      K., Rosa s/ Homicidio culposo -causa nº 49/2005-


      K. 4, L. XLIII, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Requisitos: actualidad del agravio. Deber de la Corte de atender a las circunstancias existentes al momento de dictar los fallos.


      De acuerdo a conocida doctrina de la Corte según la cual sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta -aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal-, corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en el caso, cuando las circunstancias sobrevinientes hacen que los agravios invocados por el recurrente hayan perdido virtualidad.


      S. C., Jorge Osvaldo s/ causa nº 6859


      S. 127, L. XLIII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos propios. Existencia de cuestión federal y resolución del tribunal contraria a la pretensión del recurrente.


      El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que en autos se encuentra en discusión el alcance e interpretación de una norma de carácter federal, y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a los derechos que el apelante funda en aquél. En la tarea de establecer la inteligencia de normas federales, la Corte no está limitada por las posiciones de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. Cuando la contienda se da entre agentes del MEM, devienen aplicables el Art. 72 de la Ley 24.065, en cuanto prevé que "toda controversia que se suscite entre generadores, transportistas, distribuidores, grandes usuarios, con motivo del suministro o del servicio público de transporte y distribución de electricidad, deberá ser sometida en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del ente" Para hacer surgir la competencia jurisdiccional del ente regulador nacional, lo determinante es tanto la calidad de las personas involucradas -agentes del MEM- como la materia en disputa, en la medida en que las relaciones entre ellos afecten el correcto funcionamiento del servicio de energía eléctrica. Lo atinente al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal incorporado al concepto abarcativo que supone la interpretación del Art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional. La prestación del servicio público eléctrico está incorporada en la expresión "comercio" del Art. 75, inc. 13, como así también en los incs. 18 y 30 de ese artículo.


      Empresa Distribuidora de Energía Norte S.A. s/ Resolución 707/98 ENRE s/ Recurso de hecho


      E. 394, L. XLI, 06 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Acción desistida por los actores. Cuestión devenida abstracta.


      La cuestión devino abstracta toda vez que lo reclamado carece de objeto actual. En las condiciones antedichas, una decisión resultaría inoficiosa, pues la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan la actuación de la Corte, importa la del poder de juzgar.


      Coccia, Roberto José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      C. 1419, L. XLI, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Indemnización por cesantía por incapacidad inculposa. Recurso extraordinario inadmisible: basado en cuestiones de derecho procesal y público local. No habilitan la instancia los planteos fundados en cambio de jurisprudencia.


      El recurso extraordinario es inadmisible, pues lo resuelto suscita el análisis de cuestiones de derecho procesal y público local respecto de las cuales aquél exhibe una mera discrepancia de criterio con la decisión del a quo, sin que su acierto o error pueda ser examinado por la Corte Suprema en atención, a que la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa. En este sentido, no constituye agravio constitucional que el Tribunal apelado haya considerado aplicable, a un juicio como el iniciado por el demandante, en el que aún no se había dictado sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, la jurisprudencia sobre prescripción de acciones como la intentada con sustento en un precedente dictado después de que se iniciara la litis. Es que el apelante no posee un derecho adquirido a que se preserve, a lo largo del juicio, la jurisprudencia de los tribunales, pues ello implicaría tanto como obligar a estos últimos a mantener pétreos sus criterios, lo cual es inadmisible. En este sentido V. E. ha dicho que los planteos fundados en el cambio de jurisprudencia no habilitan la instancia del Art. 14 de la Ley 48 .


      Sánchez, Ramón c/ Municipalidad de Santa Fe s/ Recurso de inconstitucionalidad


      S. 1323, L. XLII, 02 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos G 1199 L. XLI “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/Ybarra, Miguel A.”, del 21 de agosto de 2007.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Avendaño, Gustavo Adolfo s/ juicio sumarísimo


      G. 525, L. XLII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Decisiones recurribles.


      Denegación de indemnización de la Ley 24.043. Inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte dictado en la misma causa. Excepción: resolución que se aparta de los términos del fallo. Rechazo del recurso extraordinario.


      Cabe poner de resalto que, con arreglo a lo previsto en el Art. 14 de la Ley 48 , siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario, sin embargo, la procedencia sustancial de dicha apelación está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. No se advierte que en la especie se cumpla con tal condición, desde que la interpretación dada a dicha norma y adecuada al caso concreto por la Corte, fue seguida por el inferior -más allá de que éste dejó a salvo su posición en contrario, expuesta en varios pronunciamientos-.


      Dragoevich, Héctor Ramón c/ Mº. de J. y DD.HH. - Art. 3 Ley 24.043 (Resol. 612/01)


      D. 343, L. XLIII, 06 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Planteo de nulidad del acto administrativo que autorizó el desistimiento en el proceso principal. Inapelabilidad de la sentencia de ejecución. Inadmisibilidad del recurso.


      El recurso extraordinario planteado resulta formalmente inadmisible pues el tribunal que dictó la decisión cuya modificación se pretende no es el tribunal superior de la causa, requisito exigido por el Art. 14 de la Ley 48 . En efecto, con relación a los juicios reglados por el Art. 92 de la ley de rito fiscal, la Corte ha dicho que la inapelabilidad de la sentencia de ejecución resulta una medida adecuada en el contexto de dicha norma porque al mismo tiempo que se garantiza la celeridad procesal, atento a la naturaleza del tipo de proceso, se dispone que quedan a salvo los derechos de la AFIP, quien puede librar, de manera inmediata, un nuevo título de deuda, y los del ejecutado a través de la vía de la repetición. La decisión que se cuestiona aquí es la que rechazó el planteo de nulidad deducido contra el acto administrativo que autorizó el desistimiento en el proceso principal y, en consecuencia, también contra los actos procesales posteriores y, por lo tanto, dicho auto judicial debió haber sido apelado por las vías ordinarias ante la alzada del juzgado de primera instancia que lo dictó.


      Administración General de Obras Sanitarias s/ Ejecución fiscal


      A. 1604, L. XLII, 05 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Privilegio especial sobre el activo verificado con privilegio absoluto. Artículo 53 inciso a) de la Ley 21.526. Revisión de sentencia de superiores tribunales de provincia. Precedentes “Di Mascio” y “Strada”. Procedencia del recurso.


      Se verifican entonces en el sub lite, los presupuestos de la doctrina que la Corte consagró en el precedente "Di Mascio" donde fue señalado que "en los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el artículo 14 de la Ley 48 , la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de los tribunales no puede vedar el acceso a aquel órgano, en tales supuestos" y que "las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional". En igual sentido, no es ocioso recordar que en el precedente "Strada" la Corte puso de relieve que es requisito inexcusable del recurso extraordinario el fenecimiento de las disputas en sede local, lo que implica el agotamiento de todas las instancias hábiles allí establecidas, y también que el respeto al régimen federal de gobierno y al ejercicio en plenitud de la zona de reserva jurisdiccional de las provincias exige "reconocer a los magistrados de todas sus instancias el carácter de irrenunciables custodios de los derechos y garantías de la Ley Fundamental, y emplazar la intervención apelada de la Corte Suprema en el quicio que aquella le ha señalado: ser su intérprete y salvaguardia final".


      Banco Central de la República Argentina s/ incidente de revisión en Bid C.L. -quiebra- expte. Nº 2205/96 - formando al efecto previsto a fs. 1027 - expte Nº 261/02 quiebra Nº 35/05


      B. 1058, L. XLII, 06 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Decisiones Judiciales.


      Pena de prisión. Artículo 55 del Código Penal. Modificación introducida por la Ley 25.928. Concurso real de delitos. Sumatoria de penas. Cuestiones de hecho y derecho común, ajenas a la instancia extraordinaria.


      La discusión introducida por el recurrente, en tanto se vincula con la individualización y el monto de la pena impuesta al encausado, se ciñe a determinar la operatividad que cabe asignar a la regla establecida en la última parte del artículo 55 del Código Penal con motivo de la sanción de la Ley 23.077, y no a establecer el alcance de esta última. Por tal motivo, el tema a dirimir constituye una cuestión de hecho y derecho común que, en la medida que fue resuelto con fundamentos de igual naturaleza, por opinables que resulten, no autorizan a la descalificación del fallo con base en la doctrina de la arbitrariedad. La reforma introducida al artículo 55 del Código Penal por la Ley 25.928 estuvo dirigida a confirmar la inteligencia acordada a dicha norma por distintos tribunales y receptar el criterio jurisprudencial esgrimido por las salas de la Cámara de Casación Penal y, de esa forma, terminar con la discusión generada en torno a establecer cuál es el máximo de pena aplicable en los supuestos de concurso material de delitos amenazados con pena temporal.


      P. T., Johan Alfredo s/ Recurso de queja


      P. 859, L. XXXIX, 02 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra DGI. Actividad de distribución de cortos publicitarios. Explotación comercial de un medio de publicidad: actividad sujeta al gravamen. Interpretación de la Ley: interpretación parcial y sesgada.


      No es ocioso recordar que el Art. 7°, inc. h), ap. 11), de la ley del impuesto al valor agregado, exime del tributo a la producción y distribución de películas y grabaciones en cinta u otro soporte destinadas a ser exhibidas en salas cinematográficas o emisoras de televisión. Cabe disentir con la Cámara cuando entiende que el decreto 644/97 únicamente comprende a aquellos contribuyentes que desarrollan exclusivamente la actividad de "distribución" de películas, por lo que quedan marginados de sus previsiones aquellos que, además de distribuir, se dedican a la comercialización de espacios publicitarios. En efecto, cuando el precepto establece que la actividad de "distribución de películas publicitarias" queda regulada por sus disposiciones, no corresponde al intérprete efectuar diferencia alguna por la presencia concurrente de la "comercialización de espacios publicitarios" pues, según conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distinguiere debemos. Por ello, frente a la claridad del decreto 644/97, la invocada "comercialización de espacios publicitarios", no resulta -en mi parecer- decisiva para justificar, por vía hermenéutica, un apartamiento de sus disposiciones pues, con arreglo a reiterada jurisprudencia de la Corte, es inadmisible toda interpretación que equivalga a prescindir de la norma que gobierna el caso. Más aún, cuando se encuentra fuera de debate que la actividad de la recurrente no se limita a obtener esas concesiones de espacios publicitarios, sino que programa la distribución de los cortos publicitarios en función de los pedidos que realizan las agencias de publicidad, se encarga de armar los rollos y los distribuye según parámetros como la ubicación geográfica de las salas, el período, la no exhibición simultánea en una misma sala de películas cuyo contenido publicite productos o servicios competitivos entre sí, el orden de las películas en cada rollo con una secuencia que contemple el buen gusto para beneficio de los clientes y espectadores, etc. Bajo esta óptica, resulta que la Cámara no sólo prescinde de la letra del reglamento sino también efectúa una interpretación parcial y sesgada del objeto de la actora, que hace prevalecer sólo una de las tareas que ella realiza, al tiempo que soslaya su análisis integral e ignora, por ende, que las concesiones obtenidas para exhibir sus cortos publicitarios en las salas son necesarias para cumplir los compromisos de distribución que pacta con sus clientes. Por todo ello, la actividad de comercialización de espacios cinematográficos no es por sí sola relevante para excluir del decreto a la actividad de la actora y, además, tampoco es acertado otorgar relevancia a aquella comercialización cuando la realidad indica que esos espacios cinematográficos son necesarios para honrar el compromiso de distribución que asume con sus clientes. La intención de esta reglamentación -a la cual el intérprete debe procurar conferirle pleno efecto (Fallos: 302:973)- ha sido aclarar el alcance de la exención desde su inicio, al excluir la producción y distribución de películas publicitarias y de grabaciones en cinta u otro soporte realizadas con igual finalidad. Junto a ello, ha procurado no afectar aquellas situaciones perfeccionadas con anterioridad a su dictado, al establecer que el impuesto no debe exigirse sobre las operaciones que -no habiendo oportunamente incluido el tributo- no resulte luego posible su traslación extemporánea a los respectivos adquirentes, locatarios o prestatarios.


      Espacios Cinematográficos Uno SH c/ DGI s/ Recurso extraordinario


      E. 164, L. XLII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Resoluciones que deniegan recursos interpuestos ante los Tribunales de la causa son ajenas a la Instancia del Recurso Extraordinario Federal. Excepción: casos en que la denegatoria resulta infundada.


      Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del Art. 14 de la Ley 48 , corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el Art. 18 de la Constitución Nacional.


      Loza, Inés Soledad c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Despido


      L. 1185, L. XLII, 07 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Incorrecta liquidación de regalías hidrocarburíferas devengadas. Inexistencia de causa judicial o caso contencioso. Precedente “Baeza”. Cuestión abstracta.


      El planteo de nulidad e inconstitucionalidad del decreto 1757/90 no constituye “caso” o “causa” que pueda ser resuelto por el poder Judicial, lo cual impide la revisión del Tribunal, pues los jueces de la Nación “no pueden tomar por sí una ley o una cláusula constitucional y estudiarla en teoría, sino sólo aplicarla a las cuestiones que se suscitan o se traen ante ellos por las partes a fin de asegurar el ejercicio de derecho o el cumplimiento de obligaciones” (Fallos: 311 :2580, considerando 3°). Es oportuno recordar aquí que la declaración de inconstitucionalidad constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados. En este entendimiento, al no existir en la especie todavía, en atención al estado del proceso, causa de carácter contencioso en el sentido indicado (art. 2° de la Ley 27), no corresponde opinar sobre el planteo de inconstitucionalidad del decreto 1757/90, pues ello constituirla, por el momento, una cuestión abstracta.


      Salta, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Acción de inconstitucionalidad


      S. 1272, L. XXXIX, 11 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Emanada del Tribunal Superior de la causa.


      Acceso al máximo tribunal de justicia local. Libertad de las provincias para crear instancias judiciales sin vedar a ninguna de ellas ni a la Corte Suprema la aplicación preferente de la Constitución Nacional.


      En los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la Ley 48 , la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local. También se ha sostenido que las provincias son libres de crear las instancias provinciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional. Aun cuando el planteo efectuado remita a la interpretación de una norma de derecho común, ajena, por regla, a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción por vía de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se tiende a resguardar la garantía del debido proceso y la defensa en juicio, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa. Existe un supuesto de arbitrariedad toda vez que al extender el concepto de "pena" a encierros de diversa ratio a los fines del artículo 50 del Código Penal, los tribunales de la causa han prescindido sin razón valedera de la letra de la ley, consagrando una exégesis irrazonable del texto legal. La primera fuente de interpretación de la ley es su letra y cuando ésta no exige esfuerzo de comprensión debe ser aplicada directamente, sin que sea admisible efectuar consideraciones ajenas al caso que aquélla contempla. El artículo 50 del Código Penal no ofrece mayor dificultad hermenéutica, pues establece que habrá reincidencia en tanto quién recaiga en el delito haya cumplido "pena" anterior, total o parcialmente. Al respecto se ha pronunciado la Corte, al sostener que el instituto de la reincidencia se sustenta en el desprecio que manifiesta por la pena quien, pese a haberla sufrido antes, recae en el delito. Lo que interesa en ese aspecto es que el autor haya experimentado el encierro que importa la condena, no obstante lo cual reincide demostrando su insensibilidad ante la amenaza de un nuevo reproche de esa naturaleza, cuyo alcance ya conoce. Se manifiesta, así, el fracaso del fin de prevención especial de la condena anterior, total o parcialmente padecida.


      M., Andrés Sebastián s/ Causa N° 12.678


      M. 619, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación de normas federales. La posición del Tribunal apelado no limita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Al estar en cuestión la interpretación que cabe asignarle a normas federales, la Corte Suprema de Justicia de la Nación no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le corresponde hacer una declaración sobre el punto disputado. La decisión sustentada en aserciones dogmáticas, autoriza a descalificar el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad. El reconocimiento de la responsabilidad estatal por su actuar legítimo exige para su procedencia el cumplimiento de ciertos requisitos imprescindibles, esto es, la existencia de un daño cierto, la relación de causalidad entre el accionar del Estado y el perjuicio, y obviamente, la posibilidad de imputar jurídicamente por esos daños a la demandada y que la lesión de los derechos particulares susceptible de indemnización en virtud de la doctrina analizada, no comprende a los daños que sean consecuencias normales y necesarias de la actividad lícita desarrollada, puesto que las normas que legitiman la actividad estatal productora de tales daños importan limitaciones de carácter general al ejercicio de todos los derechos individuales singularmente afectados por dicha actividad.


      Bruglia, Roberto Oscar c/ A.N.A. s/ Empleo público


      B. 1503, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación de normas federales. La posición del Tribunal apelado no limita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      En la tarea de establecer el correcto sentido de normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto (art. 16 de la Ley 48 ), según la inteligencia que ella rectamente les otorgue. Cuando el Poder Ejecutivo es llamado a ejercitar sus poderes reglamentarios en presencia de una ley que ha menester de ellos, lo hace no en virtud de una delegación de atribuciones legislativas, sino a título de una facultad propia consagrada por el Art. 86, inc. 2º, de la Constitución, y cuya mayor o menor extensión queda determinada por el uso que de la misma facultad haya hecho el Poder Legislativo. Tratándose de materias que presentan contornos o aspectos tan peculiares, distintos y variables que al legislador no le sea posible prever anticipadamente la manifestación concreta que tendrán en los hechos, no puede juzgarse inválido, en principio, el reconocimiento legal de atribuciones que queden libradas al arbitrio razonable del órgano ejecutivo, siempre que la política legislativa haya sido claramente establecida. Ello es fundamentalmente aplicable en una materia cuya naturaleza es tan delicada y mutable como la aduanera.


      IEF Latinoamérica S.A. (TF 16912-A) c/ DGA s/ Recurso extraordinario


      I. 49, L. XLII, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Intervención necesaria del superior tribunal de provincia para la procedencia del recurso extraordinario federal. La legislatura y la jurisprudencia locales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local.


      En los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la Ley 48 , la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local. Las provincias son libres de crear las instancias provinciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional. Existe cuestión federal que habilita el recurso extraordinario, toda vez que el apelante haya objetado la validez de los artículos 14 y 50 del Código Penal bajo la pretensión de ser repugnantes a las Constitución Nacional y los Tratados de su misma jerarquía (artículos 18, 19 y 75, inciso 22 de la C.N., 8.4 de la CADH y 14.7 del PIDCP) y la decisión sea a favor de la validez de las normas de derecho común (artículo 14, inciso 2º de la Ley 48 ). Existe un supuesto de arbitrariedad toda vez que al extender el concepto de "pena" a encierros de diversa ratio a los fines del artículo 50 del Código Penal, los tribunales de la causa han prescindido sin razón valedera de la letra de la ley, consagrando una exégesis irrazonable del texto legal. La primera fuente de interpretación de la ley es su letra y cuando ésta no exige esfuerzo de comprensión debe ser aplicada directamente, sin que sea admisible efectuar consideraciones ajenas al caso que aquélla contempla. El artículo 50 del Código Penal no ofrece mayor dificultad hermenéutica, pues establece que habrá reincidencia en tanto quién recaiga en el delito haya cumplido "pena" anterior, total o parcialmente. Al respecto se ha pronunciado la Corte, al sostener que el instituto de la reincidencia se sustenta en el desprecio que manifiesta por la pena quien, pese a haberla sufrido antes, recae en el delito. Lo que interesa en ese aspecto es que el autor haya experimentado el encierro que importa la condena, no obstante lo cual reincide demostrando su insensibilidad ante la amenaza de un nuevo reproche de esa naturaleza, cuyo alcance ya conoce. Se manifiesta, así, el fracaso del fin de prevención especial de la condena anterior, total o parcialmente padecida.


      M., Pablo Daniel s/ Causa nº 4-18.242


      M. 2850, L. XLI, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Intervención necesaria del superior tribunal de provincia para la procedencia del recurso extraordinario federal. La legislatura y la jurisprudencia locales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local.


      En los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la Ley 48 , la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local. Las provincias son libres de crear las instancias provinciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional. Existe cuestión federal que habilita el recurso extraordinario, toda vez que el apelante haya objetado la validez de los artículos 14, 40, 41 y 50 del Código Penal bajo la pretensión de ser repugnantes a las Constitución Nacional y los tratados de su misma jerarquía (artículos 18, 19 y 75, inciso 22 de la C.N., 8.4 de la CADH y 14.7 del PIDCP) y la decisión sea a favor de la validez de las normas de derecho común (artículo 14, inciso 2º, de la Ley 48 ).


      A., Roberto Carlos Ceferino s/ Recurso de casación


      A. 1775, L. XLII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia recaída en un proceso de ejecución fiscal, emanada del máximo tribunal de la causa.


      El recurso resulta procedente en lo formal, toda vez que se trate de una sentencia recaída en un proceso de ejecución fiscal, emanada del máximo tribunal de la causa cuya decisión es susceptible de ser recurrida por vía del recurso extraordinario. El remedio excepcional no procede respecto de las sentencias recaídas en procesos ejecutivos, por no constituir las mismas la decisión definitiva sobre los temas que se discuten en la causa, ni en aquellos casos en que se hallan en juego cuestiones de hecho y normas de derecho procesal y común, haciéndose excepción a tal criterio cuando la decisión carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido y generen agravios irreparables o situaciones que afecten el interés de terceros, o el principio de seguridad jurídica.


      Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Servicios Empresarios Argentinos S.A. s/ ejecución fiscal


      F. 1092, L. XL, 06 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Sentencia emanada del superior tribunal de la causa.


      Si el caso no cumple con los requisitos que exige el artículo 14 de la Ley 48 , al no haber sido deducidos contra la sentencia del tribunal superior de la causa, dirigiéndose el remedio federal contra el fallo del tribunal oral y no contra el de la Cámara Nacional de Casación Penal, por lo que el remedio federal resulta improcedente.


      G., Eduardo Damián y A., Miguel Ángel s/ causa nº 2242


      G. 35, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia definitiva.


      Ausencia de carácter de sentencia definitiva en las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal.


      Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48 , requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Corresponde desestimar la queja por denegación del recurso extraordinario si en el caso no se advierte un gravamen concreto y actual, de insusceptible o insuficiente reparación ulterior que equipare la sentencia a una definitiva, toda vez que no se clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, la actora quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado, en donde puede seguir tramitando su pretensión


      Lynch, Santiago Alejandro c/ Empresas Reunidas Impregilo -Dumez y Asociados para Yacyretá, Unión Transitoria de Empresas- Friday Ute y otros s/ cobro de honorarios


      L. 1055, L. XLII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Excepción al requisito de sentencia definitiva: resolución sobre la base de consideraciones rituales insuficientes y reclamo del apelante de la prohibición de doble persecución penal que tiene rango constitucional.


      Los pronunciamientos que decretan nulidades procesales no son, en principio, sentencia definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48 . Sin embargo, corresponde hacer excepción a esa regla habida cuenta de que, sobre la base de consideraciones rituales insuficientes, se han dejado sin efecto actuaciones regularmente realizadas en un juicio criminal y el reclamo del apelante por el respeto de la cosa juzgada se dirige a lograr la plena efectividad de la prohibición de la doble persecución penal, cuyo rango constitucional ha sido reconocido por la Corte. Al extrapolar las conclusiones de cierta doctrina a un caso que no guarda la menor analogía con los que inspiraron su elaboración, se incurre en un supuesto de arbitrariedad que descalifica al pronunciamiento impugnado como acto jurisdiccional válido.


      A., Francisco José s/ Recurso de casación


      A. 1085, L. XLII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario que no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal.


      Es inadmisible el recurso federal que no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, sin que supla tal requisito la invocación de garantías constitucionales o de arbitrariedad. Toda vez que no existe un pronunciamiento final sobre la exclusión de la tutela peticionada, la decisión de la Sala ha de entenderse inscripta en esa línea jurisprudencial, que determina que es inadmisible el recurso federal que no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, sin que supla tal requisito la invocación de garantías constitucionales o de arbitrariedad, correspondiendo al apelante evidenciar -de la manera y con la seriedad indispensable- que dicha circunstancia lo priva o le deniega actualmente justicia, agraviando de modo irreparable sus derechos constitucionales. Tal extremo excepcional se configura -entre otras hipótesis- en caso de impedirse la ocurrencia ante un órgano jurisdiccional en procura de justicia y presupone el agotamiento por el interesado de las vías que razonablemente le ofrece el ordenamiento procesal, por lo que no se presenta cuando tales vías no se han agotado. Toda vez que la sentencia que desestimó la exclusión de tutela sindical, por reconocer que existen instancias administrativas y/o judiciales pendientes, deja expedita la posibilidad de que el Gobierno de la Ciudad la inste nuevamente, no importa un fallo definitivo o equiparable a tal que autorice la vía extraordinaria.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Piris, Carlos Alberto s/ exclusión tutela judicial


      G. 1160, L. XL, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: ausencia de carácter definitivo de la sentencia recurrida.


      La sentencia recurrida por la vía extraordinaria, en la que se ordena devolver las actuaciones al inferior a fin de que continúe con su trámite regular, carece de naturaleza definitiva pues no pone fin al pleito ni suscita un gravamen de imposible o dificultosa reparación ulterior. En tal sentido, dicho defecto, por principio, no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


      Díaz, Gladys Norma y otro c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      D. 373, L. XXXVII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: ausencia de sentencia definitiva.


      La decisión que desestima la defensa de prescripción, no reviste el carácter de sentencia definitiva o equiparable a tal a los fines del recurso extraordinario, añadiendo que la invocación de cuestiones que podrían revestir naturaleza federal, no suple la ausencia del mencionado requisito.


      Villamil, Amelia c/ Estado Nacional s/ daños y perjuicios


      V. 187, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: decisiones recaídas en materia de competencia que no revisten carácter de sentencia definitiva.


      Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no se ha invocado ni media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14, de la Ley 48 ; requisito que no puede suplirse aunque se sostenga la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


      Quejeiro, María Susana c/ Banco Finansur S.A. s/ ordinario


      Q. 123, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Las decisiones en las que se admiten o deniegan nulidades procesales no constituyen sentencia definitiva a los fines de la apelación extraordinaria. Excepción: producción de un agravio que, por su magnitud y de acuerdo con las circunstancias de hecho, resulta de imposible reparación ulterior.


      Si bien las decisiones en las que se admiten o deniegan nulidades procesales no constituyen -como regla general- sentencia definitiva a los fines de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a este principio si con lo resuelto se ocasiona un agravio que, por su magnitud y de acuerdo con las circunstancias de hecho, resulta de imposible reparación ulterior; o cuando se ha incurrido en un rigor formal lesivo de la garantía de la defensa en juicio. Atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conlleva la acción de amparo, para lo cual deben encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la virtual frustración de derechos que cuentan con tutela de orden constitucional, lo cual podría producirse si el actor tuviese que aguardar al inicio de un nuevo proceso, y en ese lapso quedaran eventualmente desprotegidos los intereses cuya satisfacción se requiere. La jurisdicción de los tribunales de segunda instancia está limitada por el alcance de los recursos concedidos. Si bien la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones es un tema ajeno a la instancia extraordinaria, la Corte debe intervenir cuando las elaboraciones del a quo llevan a un pronunciamiento "ultra petita" que lesiona la garantía de defensa en juicio. Para que prospere la declaración de nulidades procesales, se requiere la existencia de un perjuicio concreto para alguna de las partes, porque cuando se adopta en el sólo cumplimiento de la ley, importa un manifiesto exceso de ritual no compatible con el buen servicio de justicia. En lo que respecta a la declaración de nulidades procesales, prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando el vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no exista una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia. Si las conclusiones del a quo no son refutadas mediante argumentos eficaces para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio, toda vez que, por un lado, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, y por otro, pretenden meramente oponerse a las conclusiones de los juzgadores a su respecto, que exteriorizan fundamentos que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, tales circunstancias, como es obvio, obstan a la admisión del recurso extraordinario.


      Sanguinetti, Jorge Luis c/ Obra Social Bancaria Argentina s/ amparo


      S. 1799, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia definitiva como requisito necesario.


      Para que proceda el recurso extraordinario, se requiere que la resolución apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48 . Tal es el caso de las decisiones que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. La invocación de cláusulas constitucionales no excusa la falta de aquel requisito cuando los agravios pueden encontrar remedio en las mismas instancias o por vía de intervención de la Corte al dictarse la sentencia final de la causa. Corresponde que la solución que se propone en la sentencia apelada se considere definitiva en orden a que es susceptible de causar un agravio irreparable, pues excluye la eventualidad de que una sentencia ulterior pueda modificarla. Es característico de la sentencia definitiva que, después de dictada, el derecho discutido no puede volver a litigarse, correspondiendo llamar sentencia definitiva la del superior tribunal provincial que modificó la base regulatoria de los honorarios, si una de las cuestiones planteadas, consiste en dilucidar si dicha base ha sido predeterminada con desajustes de tal magnitud que no sería posible reparar su incidencia en ocasión de efectuarse la respectiva regulación. Si bien la Corte Suprema ha resuelto en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza -en virtud de su carácter fáctico y procesal-, ajenas a la apelación extraordinaria, como así también, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, sin embargo, también tiene dicho que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o en los casos abarcados por la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Si bien lo atinente a la interpretación y aplicación de disposiciones legales a los efectos de la determinación de honorarios y lo relativo a las bases computables a esos fines son, como principio, cuestiones ajenas a la vía del Art. 14 de la Ley 48 , y la doctrina de la arbitrariedad reviste en la materia carácter particularmente restringido, ello reconoce excepción cuando media una variación sustancial de criterio entre las regulaciones de ambas instancias y la decisión apelada carece de fundamentación válida que la sustente.


      Pegoraro, Raúl Jorge y otro c/ Peiró, Norberto Emilio s/ acción autónoma


      P. 526, L. XLII, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia definitiva o equiparable a definitiva como requisito necesario.


      Uno de los requisitos a los que el artículo 14 de la Ley 48 condiciona la admisibilidad formal del recurso extraordinario, es que haya sido interpuesto contra sentencias definitivas, es decir, con respecto a aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación. Pero también la Corte ha reconocido tal carácter a aquellas resoluciones que, sin ser de esa naturaleza, originan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Por regla, no reúnen la condición de sentencia definitiva los pronunciamientos cuya consecuencia implique la obligación de continuar sometido a proceso penal, requisito éste del que no cabe prescindir aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad. Sin embargo, corresponde en el caso hacer la excepción posible a tal principio en la medida que la tutela del derecho que invocan los recurrentes en su recurso, dirigida a lograr la plena efectividad del principio non bis in ídem, no podría hacerse efectiva en una oportunidad posterior, toda vez que dicho sometimiento podría ocasionar un perjuicio de insuficiente o tardía reparación ulterior, que no se disiparía ni siquiera con el dictado de un nuevo sobreseimiento. Los agravios que se vinculen irremediablemente con la inteligencia y alcance que cabe asignar a una norma procesal, son cuestiones que, por regla y atento su naturaleza, son materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a la instancia de excepción. Por tal motivo, la admisibilidad del recurso resultaría viable sólo si se llega a demostrar que lo decidido no se encuentra suficientemente fundado en las constancias de la causa y conduce a la frustración de las garantías consagradas en la Norma Fundamental que invocan los recurrentes. Admitir el reclamo del acusado al recurso, que no cumpla los recaudos formales exigidos, implicaría dejar librado a su capricho la justificación de la demora y, de esa forma, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. En otras palabras, significaría desconocer los efectos de la cosa juzgada, cuya jerarquía constitucional y su carácter de presupuesto ineludible de la seguridad jurídica han sido reconocidos por la Corte Suprema en numerosos precedentes. La garantía de revisión que, también le asiste al ofendido ó víctima del delito como consecuencia del derecho que tiene a una debida protección judicial por parte del Estado, como todos las demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a las reglas que reglamentan su ejercicio (art. 14 de la Constitución Nacional). Así lo ha entendido la Corte Suprema al concluir que la Norma Fundamental no consagra derechos absolutos, ni ellos tienen en sí tal carácter.


      F., Miguel Bernardo s/ Causa N° 5127


      F. 140, L. XLII, 19 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia: ausencia de sentencia definitiva. Excepción: denegatoria del fuero federal.


      Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, al no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del Art. 14 de la Ley 48 , requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


      PADEC Asociación Civil Prev. y Defensa del Consumidor c/ Banco de la Nación Argentina s/ sumarísimo


      P. 1532, L. XLII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia: ausencia de sentencia definitiva. Excepción: denegatoria del fuero federal.


      Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48 , y dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


      Río Madison S.A. c/ Descalzo, Jorge Domingo Jesús s/ desalojo por falta de pago


      R. 141, L. XLII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Resoluciones referentes a cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los fines del remedio extraordinario. Excepción: denegatoria del fuero federal.


      Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del Art. 14 de la Ley 48 , pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal. Las leyes-convenio entre la Nación y las provincias son parte del derecho local, de modo que su violación colisiona con el plexo normativo provincial y es el propio Estado local, mediante la intervención de sus jueces, los que deben evaluar si ha sido violada esa legislación. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


      Cepas Argentinas S.A. y otro c/ Municipalidad de Berazategui s/ Acción declarativa


      C. 2080, L. XLII, 17 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Resoluciones referentes a cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los fines del remedio extraordinario. Excepción: denegatoria del fuero federal.


      Las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria del Art. 14 de la Ley 48 , salvo que medie denegación del fuero federal, o de un específico privilegio federal, u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos pronunciamientos interlocutorios a definitivos.


      Guedes, Patricia Inés y otros c/ Mutualidad, Ducilo y otros s/ Recurso de hecho


      G. 414, L. XLIII, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no revisten el carácter de "definitivas" a los fines del remedio federal. Excepción: cuestiones de gravedad institucional. Rentas Públicas.


      Si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el Art. 14 de la Ley 48 , la excepción a dicha regla será viable cuando lo resuelto configure una cuestión que excede el interés individual de las partes y afecte al de la comunidad toda en razón por ejemplo, de importar un entorpecimiento en la percepción de la renta pública. No compete a los jueces de la Nación hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. Donde no hay una discusión real entre el actor y el demandado o donde las cuestiones a decidir no son concretas, la causa debe ser considerada abstracta.


      Fisco Nacional (A.F.I.P.) c/ Piccioni Hermanos S.R.L. s/ Ejecución fiscal


      F. 1335, L. XXXVIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones sobre medidas precautorias no revisten el carácter de "definitivas" a los fines del remedio federal. Excepción: cuestiones que atañen a la comunidad toda. Régimen Nacional de Obras Sociales.


      Las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, por discutirse, por ejemplo, la recaudación de aportes y contribuciones sobre la nómina salarial con destino al denominado "Régimen Nacional de Obras Sociales". La medida innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad. Las resoluciones emanadas regularmente de la AFIP gozan de la presunción de legitimidad, en cuya virtud no resulta fundado admitir su ilicitud o arbitrariedad sin que medie un análisis concreto, preciso y detallado sobre los elementos y pruebas que, al menos prima facie, privarían a esos actos de su validez en derecho.


      Obra Social Personal Gráfico c/ Estado Nacional - AFIP s/ Incidente


      O. 174, L. XLII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones sobre medidas precautorias no revisten el carácter de "definitivas" a los fines del remedio federal. Excepción: cuestiones de gravedad institucional o reparación ulterior imposible.


      Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de definitivas, en los términos que exige el Art. 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional, de acuerdo con los criterios y alcances de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas, sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal. Su finalidad no es lograr el objeto perseguido en la demanda de manera anticipada, sino asegurar la eficacia de la sentencia. Asimismo, son eminentemente provisionales, destinadas a regir, como máximo, hasta el dictado de la sentencia de fondo y pueden ser solicitadas o dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso ser ampliadas, mejoradas o sustituidas, a pedido del deudor o del acreedor (conf. arts. 202 y 203 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). No basta la mera invocación de gravedad institucional para lograr la habilitación de la instancia extraordinaria, sino que tal argumento debe ser objeto de un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indudable la concurrencia de aquella circunstancia. Tanto Ley 25.587, que regula el otorgamiento de medidas cautelares en juicios en los procesos judiciales en que se demande al Estado Nacional, a entidades financieras, de seguros o a mutuales, en razón de créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran considerarse afectadas por las disposiciones de la Ley 25.561, como las normas específicas relativas a la deuda pública, prevén excepciones al diferimiento de los pagos, circunstancias que ponen de manifiesto que el legislador evaluó que en tales casos no se comprometía la existencia del sistema financiero o el funcionamiento de las instituciones estatales.


      Buttigliero, Hugo Edgar c/ Estado Nacional y otros s/ Acción meramente declarativa


      B. 834, L. XLI, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia: ausencia de sentencia definitiva. Excepción: denegatoria del fuero federal.


      Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48 ; dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. La decisión recaída en un caso donde se trata de un debate en el que se controvierte la competencia del juez nacional en lo civil para entender en un proceso ordinario, fundado en los términos del artículo 553 "in fine" del Código Procesal, no es susceptible de apelación extraordinaria. Lo atinente a los agravios vinculados al acogimiento parcial de la excepción de cosa juzgada y a la imposición de costas constituyen una mera discrepancia del recurrente con la interpretación que hizo el tribunal apelado de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal que es materia propia de su competencia, ajenas como regla y por su naturaleza a la vía del Art. 14 de la Ley 48 , máxime cuando el apelante no ha demostrado que lo decidido sea irrazonable o carente de fundamentación, lo que excluye la arbitrariedad alegada.


      López, Ernesto Francisco y otro c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ daños y perjuicios


      L. 606, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Alegada detención ilegal o arbitraria. Declaración de reincidencia. Ausencia de fundamentación suficiente. Procedencia del recurso respecto de pena accesoria del Art. 12 del Código Penal. Remisión a lo dictaminado en los autos M. 1375, XXXIX "More, Silvestre - por inf. 23.737".


      Respecto de la crítica que dirige la recurrente sobre la legitimidad del procedimiento policial que culminó con la detención de la imputada y el secuestro de los elementos hallados en su poder, advierto que el planteo no supera la mera disconformidad con el razonamiento del a quo y con la doctrina de la Corte en los que se sustenta. El remedio federal tampoco satisface, respecto de la declaración de reincidencia, el requisito de adecuada fundamentación, en la medida que no se advierte una crítica precisa de los argumentos puntualizados en el fallo en cuanto a la ausencia de gravamen en razón de haberse contemplado la aplicación de dicho instituto en el acuerdo celebrado entre las partes con motivo de lo dispuesto en el artículo 431 bis del código ritual. Resulta formalmente procedente el recurso extraordinario en lo que concierne a la constitucionalidad del artículo 12 del Código Penal.


      S., Graciela Noemí s/ Causa Nº 6499


      S. 822, L. XLII, 08 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso interpuesto por la defensa. Imputado condenado a pena de prisión. Pena fenecida. Cuestión que devino abstracta.


      Para el ejercicio de su jurisdicción, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, debiéndose atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión del caso concreto.


      C. F., Matías René s/ Robo con armas cometido en forma reiterada - abuso de armas - tenencia de armas de guerra, etc. -causa Nº 5908-


      C. 3050, L. XLII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Resoluciones sobre medidas cautelares: falta de carácter de sentencia definitiva.


      Las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten -en principio- carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el Art. 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Si bien el dictado de medidas precautorias no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de acreditar prima facie la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen.


      S.H. S.A. y otros c/ Ing. BA Suc. Arg. y otro s/ amparo


      S. 699, L. XLII, 06 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario: supuestos.


      A los fines dispuestos por el artículo 14 de la Ley 48, sentencia definitiva no es sólo la que concluye el pleito, sino también aquélla con consecuencias frustratorias respecto del derecho federal invocado, por su tardía o imposible reparación ulterior. El recurso interpuesto es formalmente admisible toda vez que se encuentra en tela de juicio el alcance y la inteligencia de previsiones de índole federal y la decisión ha sido contraria a las pretensiones de los apelantes, máxime si la naturaleza de la cuestión planteada -el reconocimiento del privilegio de inmunidad de ejecución de un Estado extranjero- concierne, también, a un principio de la ley de las naciones, que revela su inequívoco carácter federal, y determina que su inteligencia debe ser establecida por la Corte Suprema. El requerimiento del pago de la condena, cumplido en la persona del representante legal del Estado extranjero, en nada vulnera las inmunidades y prerrogativas de aquél, y es, en cambio, conducente para la adecuada realización de justicia entre las partes, todo ello, mientras los trámites de ejecución sean compatibles con las normas y principios del derecho de gentes.


      Manauta, Juan José y otros c/ Embajada de la Federación Rusa s/ daños y perjuicios


      M. 595, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Vulneración de garantías constitucionales o arbitrariedad: no suplen el requisito de sentencia definitiva.


      Ni la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento, pueden suplir el requisito de sentencia definitiva. En materia procesal penal no existen plazos automáticos o absolutos, por lo tanto, para que resulte atendible un planteo relativo a obtener un pronunciamiento judicial en un plazo razonable, la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible. Los agravios del recurrente, en tanto se refieren al análisis de cuestiones de hecho y derecho común, constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajenos, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria.


      C., Gladis María y otros s/ Contrabando -causa nº 146/91-


      C. 1740, L. XLII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Declaración de incompetencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Inadmisibilidad del recurso.


      Corresponde señalar que, no obstante los esfuerzos de la apelante por demostrar lo contrario, el recurso deducido no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, lo que obsta su admisión. En efecto, en el caso es de aplicación la tradicional doctrina de la Corte, con arreglo a la cual las cuestiones de competencia no habilitan la jurisdicción del artículo 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recurso de sentencia definitiva, principio que sólo admite excepción en los asuntos en que mediare denegación del fuero federal, supuesto que no se verifica en el sub lite. Cabe añadir que la invocación de cuestiones que podrían revestir naturaleza federal, no suple la ausencia del mencionado requisito.


      Macrocom S.R.L. y otro c/ Editorial Río Negro S.A. s/ daños y perjuicios


      M. 1125, L. XLIII, 01 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Declaración de incompetencia. Ausencia de sentencia definitiva. Cuestión de orden procesal. Desestimación del recurso.


      La Corte tiene dicho que las resoluciones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, por principio, la apertura de la instancia extraordinaria por no encontrarse satisfecho el recaudo de sentencia definitiva; norma que admite excepción en los supuestos en que media denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión desconoce un específico privilegio federal, o lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.


      Bernstein, Gustavo Martín c/ Estado Nacional - Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación (ex 114/05) y otros s/ empleo público


      B. 398, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda de indemnización por daño moral. Divulgación de demanda penal en medios de comunicación. Doctrina de la “real malicia”. Fundamentación contradictoria de la sentencia. Arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa.


      La Cámara aplicó la doctrina de la "real malicia", toda vez que la citó como integrando los antecedentes de su decisorio y la tuvo explícitamente en cuenta para realizar el análisis del tema. Juzgó, además, que en la especie se trata de un acontecimiento que interesa a la comunidad equiparándolo a informaciones que se refieren a la actividad de magistrados y funcionarios, e invirtió la carga de la prueba al entender que no se acreditó el dolo ni la negligencia de los medios demandados, siendo estas dos últimas, características distintivas de la doctrina examinada, en especial la inversión de la carga probatoria, que determina que quienes se consideran afectados deben demostrar que el periodista conocía la falsedad de la noticia y obró con real malicia con el propósito de injuriar o calumniar. En consecuencia, la aseveración de la Corte Provincial en orden a que la Cámara no aplicó dicha doctrina para rechazar la demanda, no se ajusta al texto de la sentencia de esta última, por lo que el fallo impugnado resulta arbitrario al apartarse de las constancias de la causa. No está demás agregar, a todo evento, que el estándar jurisprudencial de la "real malicia", no resulta aplicable al caso, toda vez que la información no se refiere a cuestiones públicas, ni a funcionarios, figuras públicas o particulares involucrados en asuntos de interés público.


      Otero de Cabrera, María Rosa c/ Lambrescht, Rubén Héctor y otros s/ indemnización de daño moral


      O. 25, L. XLI, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Ejecución fiscal. Determinación oficiosa de deuda. Escrito impugnatorio de la demandada. Falta de agotamiento de la vía administrativa. Inexistencia de decisión definitiva. Desestimación del recurso extraordinario.


      El recurso no puede prosperar, pues más allá de que la sentencia haya sido dictada por el Tribunal superior de la causa, carece de uno de los requisitos esenciales para su progreso, como es la de ser una decisión definitiva. Así, desde que el Alto Tribunal tiene dicho reiteradamente que la sentencia dictada en un proceso como el de autos tiene esa característica si la pretensión actora es rechazada en términos que determinan que el fisco no dispondrá en el futuro de otra ocasión procesal para hacer valer sus derechos, o le provocan un gravamen de imposible o muy dificultosa reparación ulterior, supuesto que no se patentiza en el sublite. La presentación de la actora, en la instancia procedimental en que se verificó, constituye materialmente una impugnación de la deuda determinada por el Fisco y, en tal orden de ideas, resulta de aplicación lo normado en los artículos 16 y 19 de la Ley nº 11.683 y 2 del Anexo I de la Resolución General de la AFIP N° 79/98 y, por ende, la deuda aquí reclamada no resultaba aún exigible. Además, el escrito de referencia, valorado por el a quo como impugnación de la deuda, no sólo negó en forma contundente los cargos que se le imputaron sino que, como se expuso, ofreció como prueba actas labradas ante un escribano público, recibos de haberes de la trabajadora y constancias de aportes y contribuciones por los períodos laborados bajo las órdenes de la intimada, documentos que si bien no constan en la causa, la ejecutante no negó.


      A.F.I.P. c/ Costas, María Mercedes s/ Ejecución Fiscal


      A. 709, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Medida cautelar de no innovar. Ausencia de sentencia definitiva. Rechazo del recurso.


      Según reiterada doctrina, las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas, sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal. Su finalidad no es lograr el objeto perseguido en la demanda de manera anticipada, sino asegurar la eficacia de la sentencia. Asimismo, son eminentemente provisionales, destinadas a regir, como máximo, hasta el dictado de la sentencia de fondo y pueden ser solicitadas o dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso ser ampliadas, mejoradas o sustituidas, a pedido del deudor o del acreedor (conf. arts. 202 y 203 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Contrariamente a lo que postula el recurrente, luego de la reforma constitucional de 1994 no se ha modificado la exigencia de que las decisiones apeladas sean definitivas o equiparables a tal, a efectos de habilitar la instancia de excepción del Art. 14 de la Ley 48 , aun cuando se trate de temas ambientales, como sucede en el caso. Así se comprueba con una larga serie de precedentes de la Corte en los que se mantuvo el criterio tradicional en materia de medidas cautelares, aun cuando ellas tuvieran relación con temas ambientales. En todos estos casos, se abrió o denegó aquella vía sólo después de constatar la concurrencia de los recaudos que surgen de la ley, según la interpretación desarrollada por la jurisprudencia del Tribunal anterior y posterior a la aludida reforma constitucional. Ello encuentra su razón de ser en que tales parámetros nunca fueron impedimentos para admitir la intervención del Tribunal cuando en las causas que llegaron a su conocimiento se presentaron las circunstancias antes indicadas.


      Asociación Multisectorial del Sur en Defensa del Desarrollo Sustentable c/ Comisión Nacional de la Energía Atómica s/ Acción declarativa de certeza


      A. 1032, L. XLII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Decisiones equiparables a sentencia definitiva.


      Carácter de sentencia definitiva a decisiones recaídas en incidentes de revisión y de verificación de créditos.


      Corresponde atribuir el carácter de sentencias definitivas a decisiones recaídas en incidentes de revisión y de verificación de créditos en los procesos concursales, cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o difícil reparación ulterior. Es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la concreta solución del pleito, toda vez que tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional.


      Alpargatas Textil S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación de crédito por Graiff, Elena


      A. 1121, L. XLII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Carácter definitivo de las sentencias que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares cuando causan un agravio que puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.


      Si bien las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley Nº 48, tal doctrina cede en los supuestos en que aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. Habiendo manifestado la parte actora -en la contestación del recurso extraordinario- que fue declarada extinguida la acción penal por prescripción, deberá determinarse, en su caso, la verdad de esos dichos y la definitividad del decisorio invocado.


      Cantera Timoteo S.A. c/ MYBIS Sierra Chica S.A. y otros s/ ejecución prendaria


      C. 1071, L. XXXIX, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Decisiones que, sobre la base de argumentos rituales insuficientes, hayan dejado sin efecto actuaciones regularmente realizadas en un juicio criminal y el apelante haya invocado la garantía de no ser sometido nuevamente a proceso penal por el mismo hecho.


      A los efectos del recurso extraordinario se considera equiparadas a sentencia definitiva aquellas decisiones que, sobre la base de argumentos rituales insuficientes, hayan dejado sin efecto actuaciones regularmente realizadas en un juicio criminal y el apelante haya invocado la garantía de no ser sometido nuevamente a proceso penal por el mismo hecho. Ello es así, porque mediante el remedio federal lo que se pretende es evitar la realización de ciertos actos procesales que afectarían garantías constitucionales vinculadas con el enjuiciamiento penal, motivo por el cual resultaría tardío atender esos agravios en ocasión del fallo final de la causa pues, aunque la sentencia fuese absolutoria, el perjuicio que los apelantes hubieran querido evitar ya se habría soportado. La ausencia de imparcialidad que se le pretende atribuir al pronunciamiento absolutorio podría afectar la garantía del debido proceso ante la inobservancia de una de las formas esenciales del juicio, lo que torna indispensable determinar la existencia de tal situación pues, de ser ello así, la retrogradación del juicio no violaría la prohibición del doble juzgamiento, al carecer de efectos la sentencia anulada en esas condiciones. Lo decisivo en materia de garantía de imparcialidad es establecer si, desde el punto de vista de las circunstancias externas (objetivas), existen elementos que autoricen a abrigar dudas con relación a la imparcialidad con que debe desempeñarse el juez, con prescindencia de qué es lo que pensaba en su fuero interno, siguiendo el adagio justice must not only be done: it must also be seen to be done.


      M., Renzo y otros s/ Homicidio en ocasión de robo-causa N° 6/04


      M. 2340, L. XLI, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Decisiones referentes a medidas cautelares: no revisten carácter de sentencia definitiva. Excepción: pronunciamiento que causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, resulta de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.


      Las decisiones referentes a medidas cautelares, en principio, no habilitan la apelación del Art. 14 de la Ley 48 por no revestir el carácter de sentencia definitiva. Sin embargo cabe hacer excepción a dicha regla cuando el pronunciamiento causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, resulta de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.


      Demirgian, Lucía Sonia c/ Sponsillo, Ester y otros s/ daños y perjuicios


      D. 564, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      La resolución que refiere a la determinación de la cuantía de la tasa de justicia no constituye sentencia definitiva. Excepción: pronunciamientos que causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.


      Si bien en ortodoxia recursiva la resolución impugnada que refiere a la determinación de la cuantía de la tasa de justicia no constituye sentencia definitiva, pues no pone fin al pleito en cuanto a la contienda de fondo, reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema ha entendido que son equiparables a éstas y susceptibles, por tanto, de instancia extraordinaria, los pronunciamientos que causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, como, por ejemplo, el caso en donde no podría volverse -en punto a la cuantía de la tasa de justicia- sobre lo resuelto, ponderando, asimismo, la magnitud del monto de la gabela que se cuestiona.


      Flores, Aurelio s/ concurso civil


      F. 157, L. XXXIX, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las decisiones que se refieren a medidas cautelares no revisten el carácter de sentencia definitiva. Excepción: agravios que pueden ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, medidas cautelares que pueden eventualmente enervar el poder de policía o exceder el interés individual de las partes y afectar de manera directa el de la comunidad, o ante la posibilidad de que se pueda frustrar el derecho federal invocado.


      Las decisiones que se refieren a medidas cautelares, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, por no revestir el carácter de sentencia definitiva, no habilitan, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario. Tal doctrina cede, no obstante, en los supuestos en que aquéllas causen agravios que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puedan ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, ya que ello confiere al fallo la condición de final a los efectos del artículo 14 de la Ley nº 48. También, en circunstancias en que las medidas cautelares pueden eventualmente enervar el poder de policía, o exceder el interés individual de las partes y afectar de manera directa el de la comunidad; así como en aquéllas en que los resolutorios, por su índole y consecuencias, pueden llegar a frustrar el derecho federal invocado, acarreando perjuicios de imposible o tardía reparación ulterior. Se configura el supuesto de arbitrariedad en donde lo resuelto revela un exceso ritual notorio susceptible de frustrar la garantía de defensa en juicio que asiste a las partes, desde que el pronunciamiento que se ataca trasunta un excesivo rigor formal al apreciar las supuestas deficiencias técnicas del recurso y, a partir de ello, omite pronunciarse sobre las cuestiones planteadas, en orden, sustancialmente, a la aplicación e interpretación de los artículos 58 -ap. 3- y 61 -inc. d- de la Ley 22.415, el bien jurídico tutelado a través de dicho cuerpo legal y su relación con los principios de orden concursal, y la importancia económica de la actividad de los "agentes de transporte aduanero", diferenciándolos -o no- de los "importadores-exportadores", materia de eminente naturaleza federal. En ese sentido, los agravios de la recurrente no configuran, meras discrepancias genéricas con el pronunciamiento atacado, sino que se apoyan en argumentos conducentes no evaluados adecuadamente por el tribunal, y su preterición puede aparejar consecuencias de dificultosa reparación ulterior.


      Southern Winds S.A. s/ concurso preventivo s/ inc. de apelación por Dirección General de Aduanas


      S. 1237, L. XLII, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las decisiones sobre determinación de la competencia no satisfacen el requisito de sentencia definitiva para que proceda el recurso extraordinario. Excepción: supuestos en que media denegatoria del fuero federal u otros excepcionales que permiten equiparar esos interlocutorios a resoluciones definitivas.


      Las decisiones sobre determinación de la competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria por no estar satisfecho el recaudo de "sentencia definitiva", regla que admite excepción en aquellos supuestos en que media denegatoria del fuero federal u otros excepcionales que permiten equiparar esos interlocutorios a resoluciones definitivas; verbigracia, cuando la decisión soslaya un específico privilegio federal o lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República -excepción hecha, claro está, de la justicia local de la Ciudad Autónoma- revisten idéntico carácter nacional y, en consecuencia, dada la naturaleza análoga que poseen los jueces nacionales del trabajo y los nacionales en lo contencioso administrativo federal cuya intervención pretende el recurrente, la declaración de incompetencia contenida en la resolución apelada no importa denegar un específico privilegio federal que autorice la concesión del remedio extraordinario, ni irroga, por ende, un perjuicio irreparable. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


      Colantonio, Juan Carlos y otros c/ AFIP - Disp. 190/02 s/ amparo


      C. 2653, L. XLII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Los pronunciamientos que desestiman el pedido de caducidad de instancia no revisten carácter de sentencias definitivas. Excepción: resolución que origine un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior por encontrarse, eventualmente, prescripto el derecho de la accionante.


      Los pronunciamientos que desestiman el pedido de caducidad de instancia no revisten carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la Ley 48, pues no impiden la continuación del juicio, ni producen agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior. Pero cabe dar por cumplido el recaudo cuando se trate de una resolución que, sin ser de esa naturaleza, origine un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior por encontrarse, eventualmente, prescripto el derecho de la accionante. Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , también lo es que tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio. La perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.


      Pérez de Conti, Liliana Esther y otro c/ Institutos Médicos Antártida y otro s/ daños y perjuicios


      P. 741, L. XLII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los fines de la apertura del recurso extraordinario. Excepción: denegatoria del fuero federal o cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal.


      Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, por regla, la apertura del recurso extraordinario, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal. Si en el juicio de apremio se persigue el cobro de obligaciones que no tuvieron por deudor al causante, por tratarse de impuestos por períodos fiscales posteriores a su fallecimiento, el trámite de ejecución queda excluido del fuero de atracción previsto en el artículo 3284, inciso 4º, del Código Civil.


      Fisco Nacional (Administración Nacional de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva) c/ Sucesión de Sesmero, Carlos Abelardo s/ ejecución fiscal


      F. 1516, L. XLI, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Notificación personal al imputado de la resolución hace lugar a la suspensión del proceso a prueba. Sentencia equiparable a definitiva.


      Corresponde notificar personalmente al encausado la decisión que acarrea la firmeza de la condena, habida cuenta que la posibilidad de obtener un nuevo pronunciamiento judicial constituye una facultad del imputado y no una potestad técnica de su defensor. La resolución que hace lugar a la suspensión del proceso a prueba es equiparable a sentencia definitiva, en tanto la tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior, por lo que corresponde hacer extensiva, por sus efectos, la necesidad de notificación personal al imputado de la decisión que acarrea su firmeza.


      L., Miguel Ángel s/ recurso de casación


      L. 943, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Prescripción. Plazo razonable.


      Las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva a los efectos de la admisibilidad del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la Ley 48 Sin embargo, dichas resoluciones pueden equipararse, en cuanto a sus efectos, a las definitivas, en la medida en que se pueda presumir que hasta la sentencia final pueda transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí solo, irrogue al procesado un perjuicio que no podrá ser ulteriormente reparado.


      O., Juan Carlos s/ Causa nº 6227


      O. 55, L. XLII, 06 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: carácter definitivo de la sentencia que cierra el debate en cuanto a la admisibilidad de la prórroga de jurisdicción al Tribunal de Arbitraje General de la Bolsa.


      Cabe reconocer carácter definitivo a la decisión apelada ya que, planteada una controversia sobre si corresponde a los tribunales de justicia de la nación o a tribunales arbitrales entender en el tema litigioso, la alzada denegó el acceso a la jurisdicción de los primeros -órganos constitucionales naturales de administración de justicia- en favor de los segundos. Lo así resuelto es susceptible de generar al apelante agravios de insusceptible reparación ulterior desde que cierra el debate en cuanto a la admisibilidad de la prórroga de jurisdicción al Tribunal de Arbitraje General de la Bolsa, que como tal, no integra la organización judicial estatal. Si los agravios del apelante se ciñen centralmente a la procedencia de la vía inhibitoria cuando se trata de impugnar la jurisdicción de un tribunal arbitral y a la interpretación que efectúa el a quo de cláusulas contractuales invocadas por las partes, dicha materia resulta de eminente naturaleza común y procesal y ajena, por lo tanto, a la instancia extraordinaria. Los agravios relativos a la utilización de un criterio interpretativo de la cláusula compromisoria que establece la prórroga de jurisdicción pactada entre las partes contrario al antecedente de la Corte Suprema que postula que la prórroga de jurisdicción requiere de una manifestación concreta, clara y expresa del consentimiento de las partes en favor del arbitraje, cabe advertir que involucran cuestiones resueltas por los jueces de la causa con fundamentos de derecho común suficientes, que al margen de su acierto o error, no autorizan la descalificación del pronunciamiento con sustento en la doctrina de la arbitrariedad.


      B.N.P. Paribas - Sucursal Buenos Aires c/ Deutsche Bank S.A. s/ medida precautoria


      B. 167, L. XLII, 19 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja por recurso extraordinario federal denegado. Requisitos: sentencia definitiva o equiparable a definitiva. Resoluciones cuya consecuencia sea seguir sometido a proceso. Inexistencia de materia federal en el caso concreto.


      Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal, no reúnen, por regla, el requisito de sentencia definitiva o equiparable a tal, en los términos del artículo 14 de la Ley 48 . Si los agravios invocados por el recurrente no suscitan en el caso concreto, materia federal sustancial que merezca la consideración de la Corte como máximo tribunal de la Nación, corresponde el rechazo de la correspondiente queja.


      M., Alfredo Rubén y otros s/ Asociación ilícita, etc. -causa nº 78/03-


      M. 426, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Requisitos. Sentencia equiparable a definitiva. Posible afectación al derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas y al derecho de defensa en juicio. Fundamentación aparente que impide el debate ante un tribunal superior de cuestiones federales.


      Las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican -como regla- el otorgamiento del recurso extraordinario, mas ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la C. N. La salvedad a aquél principio puede aplicarse al caso en que, con fundamento aparente, se reconoce como eje un aspecto formal de la ley local ritual -sentencia definitiva-, y se impide el debate ante una instancia superior de cuestiones federales que versan sobre: las formas sustanciales del enjuiciamiento criminal -artículo 18 de la Constitución Nacional-, el derecho a ser juzgado sin dilaciones injustificadas -artículo 8.1 de la CADH y el derecho de las comunidades indígenas sobre las tierras que tradicionalmente han ocupado -art. 75, inc. 17 de la C.N. y Convenio nº 169 de la OIT-. El respeto de la defensa en juicio supone la observancia de las formas sustanciales relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia, y la declaración de inconstitucionalidad de una norma procesal local que regula la actuación del ministerio público fiscal afectaría a uno de esos pilares básicos -la acusación-, por lo que tal circunstancia no puede ser soslayada por el a quo sobre la base de considerar a la resolución que se impugna como no definitiva ni equiparable. La razón de ello radica, precisamente, en pretender evitar el avance de un proceso en condiciones tales que afectaría fatalmente las garantías constitucionales vinculadas con las formas del enjuiciamiento criminal, por lo que, resultaría tardío atender esos agravios en ocasión del fallo final de la causa, ya que, aunque la sentencia fuese absolutoria, el perjuicio que el apelante hubiera querido evitar ya se habría soportado. De este modo, y considerando que la declaración de inconstitucionalidad de una norma constituye la última ratio del orden jurídico, resulta menester un pronunciamiento del superior tribunal de la causa sobre la cuestión que, oportunamente, le fue sometida a decisión.


      F. Mauricio s/causa N° 2061


      F. 654, L. XLII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Resolución equiparable a sentencia definitiva: el fallo recurrido impide que el accionante haga valer sus derechos reconocidos por sentencia judicial firme y viola las garantías constitucionales de propiedad y defensa en juicio.


      Si bien el a-quo no desestimó el planteo del actor, sino que mandó a que se adecue a otro procedimiento, dicha decisión le causa al recurrente un agravio tal que la equipara a una definitiva, circunstancia que habilita la procedencia del recurso extraordinario. Esto es así desde que, amén del largo tiempo transcurrido desde que el actor interpuso su reclamo de recálculo de haberes jubilatorios, el fallo recurrido impide que el accionante haga valer sus derechos reconocidos por sentencia judicial firme y viola las garantías constitucionales de propiedad y defensa en juicio. Toda vez que la demandante ya transitó el camino procedimental del amparo, no obstante lo cual no obtuvo ninguna respuesta del organismo previsional -y en caso de ser una persona de edad avanzada-, resulta irrazonable exigir que reinicie ese medio ritual que no la condujo a resultado alguno, imponiéndole nuevamente una instancia ya recorrida en clara violación a su derecho al rápido cumplimiento de una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada. La Corte Suprema, en ejercicio de su función jurisdiccional, tiene la facultad de intimar al organismo previsional al cumplimiento, sin más, de sus obligaciones pendientes, máxime si, de acuerdo a la avanzada edad del actor y al desenvolvimiento natural de los hechos, corre serio riesgo su posibilidad de percibir la totalidad de los créditos que le reconoció el pronunciamiento judicial, pasado en autoridad de cosa juzgada, principio constitucional que se vería fatalmente afectado si ello efectivamente sucediera.


      Castagnino, Osvaldo c/ ANSES s/ ejecución previsional


      C. 3307, L. XL, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Resoluciones equiparables a sentencia definitiva: decisión que, al declarar la caducidad de la instancia judicial, clausuraría el acceso del apelante a la jurisdicción para cuestionar su baja de la Fuerza Aérea o la postergaría, causándole un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.


      La resolución que declaró la caducidad de la instancia judicial resulta equiparable a sentencia definitiva si, de quedar ella firme, clausuraría el acceso del apelante a la jurisdicción para cuestionar su baja de la Fuerza Aérea o la postergaría, causándole un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. En el contexto descripto, corresponde hacer excepción a la regla según la cual las cuestiones de orden procesal, aun regidas por leyes federales -como las 19.549 y 24.463- constituyen materia ajena a la vía extraordinaria, si la decisión cuestionada frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamento suficiente, restringiendo su derecho a la defensa en juicio.


      Figueredo, Álvaro c/ Estado Nacional - Estado Mayor General de la Fuerza Aérea s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      F. 1830, L. XL, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia equiparable a definitiva: resolución que refiere al desplazamiento de guarda de un menor.


      Si bien la resolución recurrida se refiere a una medida -desplazamiento de la guarda- que por sus características cabe considerar mutable en el curso del proceso, la crucial incidencia que ella tiene en la vida actual y futura del menor, determina la configuración de un agravio no susceptible de ulterior reparación que habilita el recurso extraordinario. Asimismo, la existencia de un riesgo cierto para la salud psíquica de un menor, lleva a equiparar a sentencia definitiva el pronunciamiento sobre su guarda provisoria. Si bien las discrepancias de las partes con la interpretación que formulan los jueces de la causa de los principios que rigen el instituto de la adopción, resultan ajenas a la instancia extraordinaria por remitir al examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, cabe dejar de lado dicho criterio cuando la sentencia atacada incurre en un apartamiento de las normas aplicables al caso, y de la delicada misión que incumbe a los jueces que deben resolver asuntos de familia, con la consecuente frustración de los derechos amparados por los artículos 18 y 19 de la Constitución Nacional. Resulta totalmente desvirtuada la misión específica de los tribunales especializados en temas de familia si éstos se limitan a decidir problemas humanos mediante la aplicación de una suerte de fórmulas o modelos prefijados, desentendiéndose de las circunstancias del caso que la ley les manda concretamente valorar. En efecto, no es posible prescindir del estudio de los antecedentes reunidos en el caso a fin de apreciar si correspondía o no rechazar la guarda preadoptiva de la menor, y declararla en estado de patronato, por imponerlo así la conveniencia para ella, y su "interés superior". Los menores, a más de la especial atención que merecen de quienes están directamente obligados a su cuidado, requieren también la de los jueces y de la sociedad toda, siendo que la consideración primordial del interés del niño, viene tanto a orientar como a condicionar la decisión de los magistrados llamados al juzgamiento de estos casos, incluyendo a la Corte Suprema de Justicia de la Nación a la cual, como órgano supremo de uno de los poderes del Gobierno Federal, le corresponde aplicar -en la medida de su jurisdicción- los tratados internacionales a los que la República Argentina está vinculada, con la preeminencia que el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional les otorga. En la tarea de esclarecer el criterio rector del interés superior del niño debe destacarse el derecho que tiene todo niño de vivir, de ser posible, con su familia biológica constituida por sus progenitores. Es axiológicamente deseable que la identidad filiatoria de una persona se sustente desde su presupuesto biológico en vínculos consolidados en relaciones parentales constituidas a partir de la procreación. Sin perjuicio de ello, el concepto de identidad filiatoria no es necesariamente correlato del elemento puramente biológico determinado por aquélla. De acuerdo con ello, la "verdad biológica" no es un valor absoluto cuando se la relaciona con el interés superior del niño, pues la identidad filiatoria que se gesta a través de los vínculos creados por la adopción es también un dato con contenido axiológico que debe ser alentado por el derecho como tutela del interés superior del niño. Ello claro está, respetando el derecho del menor a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares, tal como los estados partes firmantes de la Convención Sobre los Derechos del Niño se comprometen a asegurar (conf. Art. 8°, 1). Del Informe de las Comisiones de Justicia, de Legislación General y de Familia, Mujer y Minoridad, de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, con motivo de la presentación del Proyecto de Ley de Creación del Registro Único de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos (luego Ley 25.854), y del texto final de la Ley 25.854, surge que para el acceso al Registro Nacional de adoptantes -y lo propio ocurre con los registros provinciales-, los interesados deben reunir ciertas condiciones cuyo objeto es determinar su idoneidad para hacerse cargo de niños. Sin embargo, el requisito de inscripción en tales registros, no puede constituirse en un requerimiento a tener en cuenta con rigor estrictamente ritual, pues se trata, como igualmente se expresa en el Informe aludido, de "construir un sistema de protección civil y control social en beneficio de la sociedad y de la niñez", por lo que resulta inadmisible que tal exigencia se constituya en un obstáculo a la continuidad de una relación afectiva como la considerada entre una niña y el matrimonio que la acogió de inicio, quienes han demostrado, en principio, y en la situación procesal que les concierne, reunir las condiciones necesarias para continuar con la guarda que les fuera confiada, con lo que el objetivo normativo principal aparece prima facie satisfecho. Ello entendido desde la perspectiva que, al considerar y hacer prevalecer por sobre todos los intereses en juego, el del sujeto más vulnerable y necesitado de protección, los tribunales deben ser sumamente cautos en modificar situaciones de hecho respecto de personas menores de edad, y mantener, en consecuencia, aquellas condiciones de equilibrio que aparecen como más estables, evitando así nuevos conflictos cuyas consecuencias resultan impredecibles.


      G., Humberto José y D. de G., María Eva s/ guarda preadoptiva


      G. 1551, L. XLII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia que declaró la invalidez constitucional de la prohibición de indexar créditos: equiparación a sentencia definitiva.


      Aun cuando la sentencia que declaró la invalidez constitucional de la prohibición de indexar créditos decide una cuestión suscitada en el plano del trámite de ejecución de sentencia, es equiparable a definitiva, pues la recurrente se encuentra impedida en el futuro de replantear sus quejas, lo que le ocasiona un agravio de imposible reparación ulterior. A propósito de la declaración de irregularidad constitucional de los artículos 4 de la Ley 25.561, 7 -y concordantes- de la Ley 23.928 y 5 del decreto 214/02, corresponde recordar que dicho acto trasunta suma gravedad institucional y debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico. En ese plano, la resolución de la Alzada carece del fundamento que es menester frente a la seriedad de la tacha propugnada; tanto más, cuando se concretó en un momento procesal inoportuno y con el argumento inexacto -en el punto- de que con el dictado de la Ley 25.561 se produjo el abandono del sistema instrumentado a través de la Ley 23.928. La Ley 25.561, si bien deroga el régimen de convertibilidad impuesto por la Ley 23.928, no modifica en lo sustancial los artículos 7 y 10 (cf. Art. 4, Ley 25.561), por lo que se mantiene la prohibición de actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa, sin que resulte un fundamento válido para apartarse de la veda la mera referencia a la variación del índice de precios o al cambio de las condiciones económico-financieras, por tratarse de expresiones demasiado genéricas que carecen de entidad suficiente para conferir debido sustento a la tacha que se le endilga. La ausencia de demostración de que en el caso concreto se suscita el gravamen invocado, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento acerca de la constitucionalidad; además de que su determinación sólo procede, tras un acabado examen, en los casos donde se advierta una notoria y manifiesta afectación de las garantías constitucionales.


      Checmarev, Alejandro c/ Y.P.F. S.A. s/ indemnización enfermedad accidente


      C. 732, L. XLI, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia que recae en un juicio de amparo: supuesto para que sea asimilable a definitiva.


      La sentencia que recae en un juicio de amparo es asimilable a definitiva cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o muy dificultosa reparación ulterior. En los juicios de amparo, resulta particularmente necesario que al interponer el recurso extraordinario el apelante demuestre que el pronunciamiento impugnado posea carácter definitivo, en el sentido de que el agravio alegado sea de insuficiente, imposible, o tardía reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto. La invocación de agravios meramente conjeturales resulta inhábil para abrir la instancia extraordinaria. Es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos y no hacer declaraciones generales que fijen normas para lo futuro, lo cual es propio del Poder Legislativo. Por eso, los pronunciamientos sobre políticas de alcance general no competen a los órganos judiciales sino que, en realidad, trata de una típica atribución de esencia legislativa.


      Defensoría del Niño c/ Provincia del Neuquén s/ acción de amparo


      D. 1270, L. XLI, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias recaídas en procesos ejecutivos no son susceptibles de tratamiento por vía extraordinaria como principio general. Excepción: gravedad institucional.


      Si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el requisito de la existencia de una sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el Art. 14 de la Ley 48 , debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, tal principio cede -entre otros supuestos- cuando los agravios que se invocan como fundamento de dicho recurso, a más de cumplir con los recaudos exigibles de acuerdo con la norma últimamente citada, revisten gravedad institucional. La "Gravedad Institucional" debe admitirse cuando, la ejecución corresponde a medidas de alcance general, que inciden sobre el funcionamiento de una entidad nacional de singular naturaleza, en cuyo objeto ha de verse una decisión política tomada por el Congreso de la Nación en materia de reglamentación de los derechos sociales, a fin de dar cumplimiento a la sanción de uno de los ordenamientos que contempla el Art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, creando un sistema en el que ella participa con el exclusivo propósito de otorgar beneficios de la seguridad social reconocidos en el Art. 14 bis de la Ley Fundamental y, de este modo, atender las necesidades de la vejez, invalidez y desamparo por muerte. Tratándose de juicios de apremio, debe admitirse en forma excepcional, la procedencia de la vía extraordinaria cuando puede resultar manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario importa privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Los tribunales inferiores se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente, en los juicios de apremio, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos.


      Municipalidad de Concordia c/ Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. s/ Recurso de hecho


      M. 715, L. XLI, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Sentencia definitiva o equiparable a tal. Incidente de revisión y de verificación de créditos en los procesos concursales. Precedente “Di Mascio”.


      Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley N° 48, este criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una limitación sustancial de la vía utilizada por el recurrente, afectando su derecho de defensa en juicio y debido proceso. En el sub lite se configura el supuesto indicado, desde que el Superior Tribunal provincial desestimó el recurso local con sustento, fundamentalmente, en la falta de definitividad de la sentencia recaída en el incidente de revisión, en tanto, a su entender, no implica la conclusión del concurso preventivo, sin valorar que la decisión de la Cámara pone fin al objeto en debate, e implica la restitución en moneda extranjera de los fondos depositados en plazos fijos constituidos en dólares estadounidenses -y participaciones en fondos comunes de inversión también en dólares-, compensados contra el crédito declarado admisible con privilegio especial. En este sentido, es menester recordar que reiterada jurisprudencia de la Corte atribuyó el carácter de sentencias definitivas a decisiones recaídas en incidentes de revisión y de verificación de créditos en los procesos concursales, cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o difícil reparación ulterior.


      Rodríguez Zahn, Gustavo s/ concurso preventivo s/ recurso de queja


      R. 252, L. XLII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Motivos en los que debe apoyarse.


      Agravios fundados en la doctrina de la arbitrariedad de sentencia referidos a la cuestión federal del caso: Tratamiento conjunto de ambas cuestiones.


      Si se invocaran causales de arbitrariedad y las mismas se encontraran vinculadas de modo inescindible con los temas federales en discusión deben ser examinados en forma conjunta.


      Pavoni, Roque c/ Contino, Azucena Rosa s/ ejecución hipotecaria


      P. 2201, L. XLI, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: fundamentación insuficiente de los agravios del recurrente junto a asertos que se vinculan a cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria.


      Examinados los términos de la sentencia, y los agravios que, a título de arbitrariedad, se invocan en el escrito de impugnación, se observa que las conclusiones del a-quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, cabe señalar que las críticas de la quejosa, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se repara, asimismo, que reiteran asertos vertidos en la instancia anterior, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, todo lo cual hace a la improcedencia del recurso extraordinario. Lo atinente al curso de los intereses, a su tasa, así como al punto de partida que se debe adoptar para su cómputo, es ajeno al recurso extraordinario, por tratarse de una cuestión accesoria, de hecho y de derecho común. No promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. La solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


      Mesbla S.A. c/ Obra Social del Personal de la Actividad Hotelera Gastronómica s/ incumplimiento de prestación de obra social


      M. 427, L. XLII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      Allende la materia federal estricta planteada en la impugnación -que bastaría para su admisión formal, en cuanto se cuestiona la validez del decreto nº 2718-G-97, la Ley nº 17.648, el precepto reglamentario nº 5146/69 y la resolución MEyOySP nº 618/97, bajo la pretensión de ser repugnantes a la Constitución Nacional y a diversos tratados internacionales, y la decisión ha sido favorable a las primeras y contraria a las pretensiones del apelante, al haberse cuestionado el pronunciamiento con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, corresponde tratar, en primer término, los agravios que atañen en estricto a la citada causal, dado que de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha. Las cuestiones de hecho y derecho común y público local resultan extrañas, por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley 48 . La apreciación de la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de los superiores tribunales de provincia, cuando deciden sobre aspectos de hecho y derecho común y público local. El derecho de autor, protegido por la Ley 11.723 en el marco de lo previsto por el artículo 17 de la Ley Fundamental, es una prerrogativa sui generis que necesita, por sus particularidades, de una protección especial, hallándose la materia comprendida en el derecho civil, cuya regulación fue delegada por las provincias al poder central. Los asertos efectuados en orden a la imposibilidad administrativa de revocar los decretos provinciales que otorgaron la personería jurídica a la Asociación de Autores, Intérpretes y Compositores de Música (A.D.A.I.C.O.), remiten al examen de cuestiones de hecho, derecho común y público local, ajenas -por norma y su naturaleza- a la instancia extraordinaria, sin que se adviertan razones suficientes que la habiliten en el marco de la doctrina sobre sentencias arbitrarias, ya que no parece irrazonable lo invocado por los juzgadores en punto a la facultad del órgano que dictó la resolución de revocar el acto al advertir, posteriormente, su ilegalidad, máxime, en supuestos en que media una virtual identidad de propósitos entre A.D.A.I.C.O. y S.A.D.A.I.C. que obstaría al funcionamiento de la primera. Es ajeno al ámbito cognoscitivo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación lo referente a la interpretación de los preceptos de carácter local y común, debiéndose aceptar, en principio, la que han establecido los tribunales de la causa en uso de sus facultades propias y exclusivas, por lo que sólo corresponde decidir si dicha inteligencia se halla o no en contradicción con las disposiciones constitucionales que sirven de base al recurso. Es improcedente el recurso extraordinario si, pese a hallarse en tela de juicio la inteligencia de reglas y actos de naturaleza federal, los argumentos del sentenciador no constan rebatidos en términos que satisfagan el recaudo de fundamentación autónoma. La crítica de la quejosa no puede prosperar, desde que, en análogo sentido, la colisión de lo prescripto en el decreto nº 2818-G-97 con normas de derecho común, tales como la Ley nº 11.723 y su decreto reglamentario, mediando un fallo del superior tribunal provincial favorable a su compatibilidad, resulta irrevisable, en principio, por la Corte Suprema de Justicia de la nación, sin que se advierta, por lo demás, que dicho juicio de compatibilidad sea irrazonable. Lo relativo a los derechos de autor es materia delegada por las provincias a la Nación, en punto a la prerrogativa del Congreso para dictar los códigos de fondo, al hallarse la Ley 11.723 contenida en la órbita del Código Civil, por lo que no compete a los Estados provinciales dictar previsiones incompatibles con lo que allí se establece. Cuando la aplicación de un poder deferido choque contra la aplicación de un poder conservado, deberá prevalecer el deferido por ser ley de la Nación dictada en consecuencia de la Constitución por el Congreso y tiene entonces el carácter de Ley Suprema que le confiere el artículo 31 de ella, al que están obligados a conformarse las autoridades locales, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan las leyes y constituciones respectivas, máxime, habiendo sido ejercidas tales facultades por el Estado Federal mediante el dictado de la normativa que se cuestiona.


      Asociación de Autores, Intérpretes y Compositores c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Jujuy s/ recurso de inconstitucionalidad


      A. 1374, L. XLI, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      Cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal -tales como el planteo de validez de una ley nacional, y la decisión impugnada ha sido contra su validez-, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues, de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.


      Baschi, Ferruccio y otro c/ Guntin, Carlos Alberto y otro s/ ejecución hipotecaria


      B. 1160, L. XLII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      Cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal -tales como el planteo de validez de una ley nacional, y la decisión impugnada ha sido contra su validez-, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues, de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.


      Filidoro, Mirta Graciela y otros c/ Mesquida, Daniel Héctor y otra s/ ejecución hipotecaria


      F. 1338, L. XLI, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      En caso de basarse la apelación federal en dos fundamentos, uno de los cuales es la causal de arbitrariedad, compete examinar ésta en primer término, pues de existir no habría, en rigor, una sentencia propiamente dicha. La circunstancia de que los agravios del apelante remitan al examen de una cuestión no federal, como es la relativa a la admisión de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, no es óbice para invalidar lo resuelto, cuando el escrito incluye argumentos mínimos en los que se hallan contenidas las exigencias legales para sustentar el remedio y su estudio se efectúa con un injustificado rigor formal, contrario a las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso y al derecho federal alegado.


      Cesario, Daniel Francisco y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente - Comisión Nacional de Prestaciones Asistenciales s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      C. 3004, L. XXXIX, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Prevalencia en el tratamiento de admisibilidad del recurso de la doctrina de arbitrariedad.


      Allende la materia federal planteada (que bastaría para la admisión formal del recurso, en cuanto se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de normas federales), al haberse, además, cuestionado el pronunciamiento con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, corresponde tratar, en primer término, los agravios que atañen en estricto a la citada causal, dado que de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha. Toda vez que el auto de concesión del recurso extraordinario denota cierta ambigüedad en cuanto a sus alcances, dada la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio, corresponde que la Corte Suprema trate los agravios referentes a la arbitrariedad del fallo. No obstante la cuestión relativa a la aplicación de la legislación de emergencia, no fue -como sostiene la Cámara- introducida por la parte demandada con anterioridad al dictado de la sentencia de primera instancia, ello no debería haber impedido que el magistrado aplique esos preceptos -o considere su inaplicabilidad-, dado que se tratan de normas vigentes y de orden público (ver Art. 19, Ley 25.561), máxime cuando la contraria tampoco había planteado su improcedencia o inconstitucionalidad, y teniendo en cuenta que el demandado, en ejercicio de su derecho de defensa, planteó estos aspectos -de eminente naturaleza federal- en oportunidad de apelar la sentencia.


      Vergara, Julio César y otro c/ Citibank N.A. s/ ordinario


      V. 1019, L. XLI, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Prevalencia en el tratamiento de admisibilidad del recurso de la doctrina de arbitrariedad.


      Si bien en el caso se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal (leyes 17.418, 20.091, 25.551 y concs., y decr. 905/02), corresponde tratar, en primer término, los agravios que atañen en estricto a la causal de arbitrariedad, dado que de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha, y por cuanto la conclusión a su respecto, condiciona la procedencia del estudio de los argumentos relativos a la moneda de pago de la condena. La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues, para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. No pueden prosperar los agravios del recurrente, desde que la sentencia atacada -que confirma la de la instancia anterior-, se fundamenta en consideraciones de hecho y de derecho común efectuadas por los jueces de la causa, cuyos eventuales errores no corresponde subsanar por la vía excepcional del recurso extraordinario federal, independientemente de los disensos que puede generar la solución adoptada. Ello es así, desde que el recurrente no logra desvirtuar las manifestaciones de la alzada en torno a la falta de certeza en relación con vigencia de la cobertura, por aplicación del sistema previsto en el contrato, donde expresamente se estipuló que el seguro ofrecía "la ventaja de suspender el pago de las primas y continuar asegurado" después de haber estado vigente la póliza durante dos años completos. Al respecto, cabe destacar que la compañía reconoce que el pronunciamiento explica correctamente el sentido jurídico de aquel mecanismo.


      L. d. C., Nélida Adela c/ B. A. N. C. L. S. V. S.A. s/ ordinario


      L. 1155, L. XL, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de la cuestión federal limitada por no haberse deducido la queja contra la denegación de la arbitrariedad.


      Si la demandada interpuso recurso extraordinario, y el mismo fue concedido sólo en atención a los planteos que remiten al examen de normas de carácter federal, denegándolo expresamente en lo que respecta a la arbitrariedad sin que aquélla dedujese la pertinente queja, dicha circunstancia limita, en principio, las cuestiones a examinar a la problemática federal.


      Alvarado, Pedro Alberto Carlos c/ Armada Argentina s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de seguridad


      A. 1884, L. XLI, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Control judicial de la legalidad de la actividad administrativa. Recurso extraordinario inadmisible. Meras discrepancias con el juez de la causa. Cuestiones de hecho y prueba.


      En lo que respecta a la interpretación de normas federales en sentido contrario al derecho que en ellas fundó el Estado Nacional, el recurso extraordinario es inadmisible. En efecto, si bien el recurrente afirma una controversia en punto a dichas normas, en realidad sus agravios sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo impugnado, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a la vía del Art. 14 de la Ley 48 . Ello así pues, el thema decidendi pasa por discernir si había similitud o equivalencia entre la responsabilidad primaria y las acciones de ambas Direcciones tras el reordenamiento. Ello pone en evidencia que para resolver la cuestión de autos no cabe recurrir a la interpretación de las normas invocadas sino al examen de cuestiones eminentemente fácticas ajenas al recurso extraordinario.


      Besano, Aníbal Oscar c/ PEN - Secretaría de Cultura - Presidencia - Resol. 55/01, 2421/00 s/ Empleo público


      B. 1687, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Planteo de nulidad del decreto que rescinde contrato entre el Estado y un particular. Arbitrariedad. Presunción de legitimidad de los actos administrativos. Meras discrepancias con lo resuelto por los jueces de la causa. Cuestiones de hecho y prueba. Desestimación del recurso.


      Como señala la mayoría del Suprema Corte local, las circunstancias apuntadas por la actora para fundar la supuesta desviación de poder sólo podían poner de manifiesto el desajuste entre el fin invocado y la realidad, ello en modo alguno significaba dar crédito a lo afirmado por aquélla en el sentido de que las verdaderas razones del acto eran las irregularidades en cuestión, por lo que, en virtud de la presunción de legitimidad de los actos administrativos, no corresponde considerar al cuestionado un acto afectado de nulidad absoluta, pues aparece en él una causa válida que le da suficiente y autónomo sustento. Entonces, las críticas que formula la apelante contra la sentencia no habilitan la instancia extraordinaria del Art. 14 de la Ley 48 , porque constituyen discrepancias respecto de lo resuelto por los jueces de la causa sobre cuestiones de hecho y prueba y derecho público local.


      Monllau, Alba Nely c/ Provincia de Catamarca s/ Recurso de hecho


      M. 729, L. XLII, 03 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Arbitrariedad.


      Acreditación de la arbitrariedad de la sentencia a cargo de la recurrente.


      Tratándose de asuntos no federales criticados so pretexto de arbitrariedad, la acreditación de la tacha atañe a la recurrente, con la suficiencia que es inherente a esa causal excepcionalísima e incompatible con la existencia de argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto o error, bastan para sustentar lo resuelto.


      Parodi Combustibles S.A. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ incumplimiento de contrato


      P. 1514, L. XLII, 07 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Apartamiento del principio de cuestiones ajenas al recurso extraordinario: sentencias arbitrarias.


      Corresponde hacer excepción a la regla según la cual las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, en razón de su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del artículo 14 de la Ley 48 , cuando lo decidido revela un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio. Asimismo, que aun cuando los agravios por autocontradicción del fallo remitan al examen de extremos procesales, ajenos por regla y naturaleza al remedio federal, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para invalidar lo resuelto con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad al verificarse un menoscabo a los derechos de defensa en juicio y propiedad; máxime cuando se desestima la aclaratoria deducida, privando a la interesada de la posibilidad que se ajuste la parte dispositiva del fallo a lo establecido en los considerandos específicos. Corresponde declarar contradictoria la sentencia de la Sala toda vez que ésta confirmó el rechazo de la pretensión vinculada con la existencia de remuneraciones irregulares siendo que, al fundar la decisión, expuso que los pagos quedaron debidamente evidenciados y que, por lo tanto, la queja vinculada a ellos debía prosperar.


      Wierzbicki, Liliana Edith c/ Modulor S.A. s/ despido


      W. 177, L. XLI, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Carácter excepcional de la doctrina de arbitrariedad.


      La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -por ejemplo, los agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho común-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso.


      Preziosa, Angélica Graciela s/ concurso preventivo


      P. 653, L. XLII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Carácter excepcional de la doctrina de arbitrariedad.


      La tacha de arbitrariedad debe entenderse como particularmente restrictiva en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el ordenamiento local. Asimismo, la doctrina de arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. La doctrina de arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso.


      Giagante, Alberto Agustín s/ concurso preventivo - pequeño concurso


      G. 1234, L. XLII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad.


      La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -por ejemplo, agravios que se refieren a la aplicación de normas de derecho común, Ley Nº 24.522-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. No procede el recurso extraordinario toda vez que la sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones de hecho y de derecho común, así como también en la valoración efectuada de la prueba y constancias agregadas a la causa, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso.


      Club Ferrocarril Oeste s/ quiebra -causa nº 47.902-


      C. 1378, L. XLII, 19 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad.


      La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a agravios que remiten al estudio de cuestiones ajenas al recurso extraordinario federal, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. No resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad la sentencia recurrida, toda vez que ésta halla sustento en las consideraciones del a quo efectuadas en el marco de las facultades del juez de concurso. En especial, si la apelante no rebate lo resuelto sobre el particular por el tribunal, limitándose a reiterar en forma genérica lo expuesto con anterioridad en el marco de la Ley 11.683, a pesar de que, conforme surge de las constancias de la causa y no se encuentra controvertido, se trata de la compensación de deudas y créditos de la misma naturaleza -previsional o de la seguridad social-, y la propia recurrente vino a reconocer -a contrario sensu- que, en este supuesto, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley 11.683 -actual Art. 27, ver t.o. por decr. 821/98- los contribuyentes pueden deducir del impuesto liquidado, saldos favorables que hubieran consignado en declaraciones juradas anteriores no impugnadas, sin necesidad de conformidad administrativa.


      Piedra Grande s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión por Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


      P. 2127, L. XLI, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Carácter excepcional y objeto de la doctrina de la arbitrariedad.


      La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -por ejemplo, los agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho común-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.


      Banco Comercial de Finanzas S.A. en Liquidación por el Banco Central de la República Argentina s/ quiebra


      B. 1570, L. XLII, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Condena por homicidio. Idoneidad del medio empleado. Alegada preterintencionalidad. Doctrina de la arbitrariedad. Facultades judiciales de graduación de pena. Garantía de la doble instancia.


      La doctrina de la arbitrariedad es excepcional y su finalidad no es la de sustituir a los jueces de la causa en las cuestiones que les son privativas, ni corregir, en tercera instancia sentencias equivocadas o que se reputen tales a raíz de la discrepancia del apelante con la valoración de la prueba, sino que atiende a supuestos en que fallas de razonamiento lógico o una manifiesta carencia de fundamentación impiden considerar el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido. El ejercicio por parte de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas se vincula con cuestiones de hecho, prueba y derecho común propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, al ámbito de la apelación federal extraordinaria, excepto que se hayan lesionado las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso a cuyo resguardo tiende la doctrina de la arbitrariedad. La garantía de la doble instancia permite al imputado proteger sus derechos mediante una nueva oportunidad de ejercer su defensa y aleja la posibilidad del error judicial. Sin embargo, en la apelación extraordinaria no se explica por qué esos aspectos sustanciales del derecho invocado no se encuentran satisfechos, cuando la cuestión pudo ser suficientemente debatida en ambas instancias.


      P., Javier Emilio s/ Homicidio simple


      P. 595, L. XLII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Condición de validez de los fallos judiciales. Pronunciamiento atacado que no pondera el argumento presentado por la parte en diferentes oportunidades en orden al alcance de la sentencia dictada en sede civil -en el trámite ejecutivo- y su implicancia respecto de la moneda en que debe ser verificado el crédito y lo dispuesto en la Ley 25.820.


      Sobre la base del principio que determina como condición para la validez de los fallos judiciales que sean fundados y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, asiste, entonces, razón a la recurrente, desde que el pronunciamiento atacado no ha ponderado el argumento presentado por ella en reiteradas oportunidades, en orden al alcance de la sentencia dictada en sede civil -en el trámite ejecutivo- y su implicancia respecto de la moneda en que debe ser verificado el crédito y lo dispuesto en la Ley 25.820, lo cual produce un desmedro de la garantía de la defensa en juicio normada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


      Srima S.A. s/ concurso preventivo


      S. 1419, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria: conflictos entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo. Sentencia arbitraria: decisión que rechaza de manera íntegra la demanda exponiendo como argumento principal que, por no tratarse de un planteo laboral, ésta no era la vía adecuada para conocer en el tema. Decisión que no analiza los hechos, no pondera las pruebas aportadas, así como tampoco da tratamiento a cuestiones conducentes para resolver adecuadamente el litigio.


      Las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la Ley 48 , salvo arbitrariedad, defecto que se configura cuando la decisión del tribunal no puede ser considerada aplicación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias probadas del caso, o no posee un análisis razonado de planteos introducidos oportunamente y conducentes para la correcta dilucidación del pleito. Ello es lo que ocurre cuando la Sala, sin consideración a la etapa procesal en curso, preclusión de las cuestiones de competencia y falta de agravios en cuanto a la vía escogida para la articulación de la pretensión, decide rechazar el rechazo íntegro de la demanda exponiendo como argumento principal que, por no tratarse de un planteo laboral, ésta no era la vía adecuada para conocer en el tema. En razón de tener por liquidadas las cuestiones entre los litigantes por haber sido abonada la indemnización a que dio origen el despido, omitiendo ponderar que la causa de la pretensión esgrimida en la demanda y sostenida en el memorial de agravios, no la constituían los daños derivados de tal acto, sino aquellos motivados por la denuncia que otro dependiente de la empleadora junto a un pasajero realizaron en sede penal imputando al actor la comisión de un delito por el cual fue absuelto posteriormente, resultan procedentes los agravios referidos a que la Cámara emitió su pronunciamiento sin analizar los hechos, ponderar las pruebas aportadas y dar tratamiento a cuestiones conducentes para resolver adecuadamente el litigio; en particular, las relativas al daño moral sobre las que se detuvo el juez de grado al sentenciar, de conformidad con la doctrina que postula que corresponde dejar sin efecto la sentencia que no hace lugar a la reparación del perjuicio moral reclamado por el empleado si omite tratar específicamente los argumentos del actor y satisface sólo en forma aparente el requisito de la adecuada fundamentación exigible a los fallos judiciales.


      Aguirre, Pedro Alberto c/ Search Organización de Seguridad S.A. y otro s/ daños y perjuicios


      A. 51, L. XLI, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Doctrina de la arbitrariedad: resguardo de las garantías de la propiedad, defensa en juicio y debido proceso.


      Si bien el fallo remite al estudio de cuestiones no federales, extrañas por su naturaleza y como principio a la instancia extraordinaria, ello no impide a la Corte conocer en la apelación con fundamento en la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias ya que, por la citada vía, se tiende a resguardar las garantías de la propiedad, defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que la resolución sea fundada y constituya una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias del caso.


      Votti, Víctor José c/ Massobrio de Morales Marta Ángela y otro s/ despido


      V. 707, L. XLI, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Homicidio calificado por el vínculo. Circunstancias extraordinarias de atenuación. Principio de in dubio pro reo. Inexistencia de arbitrariedad. Introducción de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, ajenas a la instancia extraordinaria.


      La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. A ello cabe agregar que esa tacha es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de supriores tribunales de provincia cuando deciden, como en el caso, recursos extraordinarios de orden local. En esa inteligencia, se aprecia que los reparos invocados trasuntan una mera disconformidad con aspectos que, por regla, constituyen materia ajena a esta instancia de excepción, pues se vinculan a cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, que han sido oportunamente desechados sobre la base de argumentos que, al margen de su acierto o error, no compete a la Corte revisar; tal como sucede con la apreciación de la materia probatoria.


      T., Romina Anahí s/ Homicidio calificado -causa N° 29/05-


      T. 228, L. XLIII, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia de la doctrina de la arbitrariedad: sentencia con adecuado sustento en las consideraciones de hecho y de derecho común.


      Toda vez que la sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones de hecho y de derecho común, como en la valoración efectuada de la prueba acompañada, no resulta, por lo tanto, descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Lo relativo a la calificación de la conducta de los litigantes y la aplicación de las sanciones pertinentes, son cuestiones procesales y fácticas, privativas de los jueces de la causa, y ajenas a la instancia extraordinaria prevista en el Art. 14 de la Ley 48 , en tanto no excedan de los montos usuales o de los admitidos en razón de las disposiciones legales que autorizan su imposición.


      Parodi Combustibles S.A. c/ Y.P.F. S.A. s/ ordinario


      P. 604, L. XLII, 07 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación restrictiva de la doctrina de arbitrariedad en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el ordenamiento local.


      La tacha de arbitrariedad debe entenderse como particularmente restrictiva en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el ordenamiento local, tal como ocurre en el caso. La doctrina de arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. No constituye arbitrariedad la circunstancia de que el tribunal apelado, haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro, como así tampoco la discrepancia del apelante, respecto de la ponderación de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa. La doctrina de arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso.


      F., José Domingo c/ Romano, Ángel s/ disolución y liquidación de sociedad de hecho


      F. 1792, L. XL, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia arbitraria fundada en agravios que se refieren a la inteligencia otorgada por la Cámara a normas de carácter federal.


      No obstaría a la procedencia formal de los recursos la circunstancia de que el apelante afirme que ataca al pronunciamiento por arbitrariedad, si los argumentos que se utilizan para fundar la tacha que se formula se refieren en rigor a la inteligencia otorgada por la Cámara a normas de carácter federal, como, por ejemplo, afirmar que el régimen establecido por el decreto Ley 24.095/45 (ratificado por la Ley 12.921) fue derogado por el decreto 2284/91, ratificado por la Ley 24.307 -norma esta última que reviste tal carácter-. Los efectos de la declaración de la inconstitucionalidad de una ley se limitan al litigio en que aquélla ha sido pronunciada. Corresponde desestimar el recurso interpuesto toda vez que los recurrentes no logran demostrar el perjuicio concreto a los derechos que invocan; pues, más allá de sus genéricas alegaciones, no acreditan concretamente el menoscabo que el precepto impugnado les produciría, ni menos aun se puede concluir que resulte actual o inminente, tal como exigen los arts. 43 de la Constitución Nacional y 1º de la Ley 16.986. El sistema de control constitucional concreto supone que el tribunal de la causa asuma jurisdicción para dar certeza a una situación jurídica controvertida, y su pronunciamiento tiene por efecto inmediato reconocer el derecho de una de las partes en litigio frente a otra. No se puede pretender una decisión de la Corte Suprema que invalide un acto sobre la base de agravios conjeturales y sin que las objeciones formuladas demuestren la existencia de una situación real y definida que haga perceptible el interés concreto y actual de los reclamantes.


      Brito, Ignacio Alberto y otro c/ Estado Nacional s/ acción declarativa


      B. 799, L. XLI, 23 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia arbitraria que permite mantener una sanción impuesta por un organismo administrativo.


      Si bien no corresponde tratar en la instancia extraordinaria las cuestiones federales referidas a la aplicación en el caso de la normativa de emergencia, porque las partes discuten tal situación jurídica en otro proceso, el recurso es procedente al configurarse en el caso un supuesto de arbitrariedad manifiesta que descalifica al decisorio como acto jurisdiccional válido, toda vez que el fallo, para mantener la sanción impuesta por el organismo administrativo, no se hace debido cargo de los cuestionamientos efectuados por el recurrente a los argumentos que justifican su imposición y contiene una fundamentación fáctica que se aparta de las constancias comprobadas de la causa, a la vez que omite tener en cuenta legislación vigente invocada por el recurrente para sostener su descargo. Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario toda vez que la sentencia recaída en el proceso a los fines de sostener la sanción por la supuesta conducta del recurrente como violatoria de las previsiones de las normas de la Ley 24.240, no encuentra debido sustento en las circunstancias comprobadas de la causa, no tiene en cuenta la normativa vigente al tiempo de la celebración del contrato, y omite expedirse sobre si el accionar del acreedor se ajustó a las previsiones del artículo 11 de la Ley 25.561, lo que trasluce una decisión que debe ser descalificada en el marco de la doctrina de la arbitrariedad.


      Yatchesen, Roberto O. c/ Amarilla Automotores s/ presunta infracción a la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor


      Y. 101, L. XL, 19 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Suspensión del proceso a prueba. Límite temporal para solicitarla.


      El modo en que los tribunales de alzada juzgan sobre el alcance y la amplitud de los recursos interpuestos ante ellos, por comprometer sólo cuestiones de derecho procesal, son ajenas a la instancia extraordinaria, salvo cuando concurren supuestos de arbitrariedad.


      N., Jorge Braulio s/ Infracción Art. 302 del C.P.


      N. 326, L. XLI, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Valoración de la prueba. Contradicción de los testigos. Valor probatorio del testimonio de familiares. Pericias. Grado de convicción necesario para la condena. Absolución por imposibilidad de obtener la certeza.


      Si bien, por vía de principio, la apreciación de la prueba constituye facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a ese principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad.


      V., Fernando Rubén y otros s/ Homicidio -causa nº 1459-


      V. 706, L. XL, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Calculo de indemnización por daños y perjuicios. Simulación de un negocio con ocultación de otro real. Arbitrariedad. Sentencia autocontradictoria. Procedencia del recurso.


      El recurso extraordinario es procedente pues, aún cuando los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, que por regla son temas ajenos a la vía del artículo 14 de la Ley 48 , la decisión apelada no constituye derivación razonada del derecho vigente, presenta graves defectos de fundamentación y prescinde de la consideración de planteos conducentes para resolver el litigio, que la invalidan como acto jurisdiccional e imponen su descalificación conforme a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias.


      Cuni, Rosaria y otro c/ Sueiro, José Ramón y otros s/ ordinario


      C. 917, L. XLI, 11 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Concurso preventivo. Período de exclusividad. Efectos del artículo 51 de la Ley N° 24.522. Meras discrepancias con la decisión. Inexistencia de arbitrariedad.


      La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones y fundamentos expuestas, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Ello es así, desde que la alzada para decidir declarar la nulidad de la resolución -y las restantes dictadas en su consecuencia- que fijó un nuevo período de exclusividad luego de haber adquirido firmeza la sentencia de la alzada que había declarado la propuesta como abusiva y había revocado la homologación, tuvo en consideración los efectos del artículo 51 de la Ley N° 24.522. Las disposiciones de la ley concursal son de orden público y por lo tanto no resultan disponibles para las partes. Ello también avienta las críticas relativas al alegado exceso de jurisdicción en que habría incurrido el tribunal. En ese contexto, la interpretación efectuada por la Cámara del texto de la norma –art. 51 cit.-, no parece irrazonable, valorando que allí se prevé como consecuencia jurídica del acogimiento de la impugnación al acuerdo, la declaración de quiebra (art. 88, Ley N° 24.522), o, en su caso (tratándose de sociedades de responsabilidad limitada, sociedades por acciones y aquellas en que tenga participación el Estado nacional, provincial o municipal), la aplicación del procedimiento previsto en el artículo 48. En tales condiciones, los planteos de la recurrente en torno a que no está prevista la solución cuando es la alzada la que decide la pertinencia de la impugnación, constituyen meras discrepancias con la interpretación de normas de derecho común, materia ajena a esta instancia extraordinaria.


      Frigorífico Doina S.A. s/ concurso preventivo


      F. 957, L. XLII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por responsabilidad civil del empleador. Aseguradora de riesgos del trabajo: obligaciones previstas en la Ley 24.557. Excesivo rigor formal.


      La decisión del a quo carece de fundamentación al no hacerse cargo de las alegaciones introducidas en la demanda, pues admite el reclamo por la vía del derecho común, condenando a la sociedad empleadora y a sus integrantes, pero rechaza la condena contra la aseguradora de riesgos del trabajo, siendo que se había solicitado que, en caso de no prosperar la extensión de la responsabilidad conforme el artículo 1074 del Código Civil, al menos se lo hiciese en los términos y alcances del contrato de seguro. La Corte asintió a que se pretiriera -o se cuestionara de nulidad- la tramitación ante las comisiones médicas, acudiendo directamente ante la justicia ordinaria; enfatizando que no se sigue -de la solución alcanzada- que las compañías de seguros queden relevadas de satisfacer las obligaciones que han contraído en el plano de la ley especial.


      Andia Hinojosa, Eliseo c/ Generar Construcciones S.A. y otros s/ accidente de trabajo


      A. 81, L. XLII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Ejecución fiscal. Pago del suministro de agua potable. Violación de garantías constitucionales, arts. 17, 18, 19 y 31. Sentencia arbitraria.


      Si bien la Corte tiene dicho que las decisiones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio no constituyen como regla la sentencia definitiva que requiere el Art. 14 de la Ley 48 , en el caso corresponde hacer excepción a dicho principio, pues lo resuelto en la sentencia apelada con fundamento en una disposición de carácter procesal deja firme el fallo de la instancia anterior, que desestimó la defensa de falta de legitimación opuesta por la demandada y dio curso a la ejecución fiscal, sin que el agravio que de ello resulte pueda ser revisado en trámite ulterior, donde no sería ya admisible y, por lo tanto, el recurrente no dispone de otra oportunidad procesal para hacer valer sus derechos. Resultan atendibles los agravios esgrimidos en torno a la inapelabilidad de la resolución de primera instancia por aplicación del Art. 242 del Código ritual, toda vez que el simple cotejo entre la suma actualizada a la que alude esta disposición y las que surgen del escrito de inicio o de la liquidación practicada, pone en evidencia que el monto discutido en el proceso es superior al límite previsto para la procedencia del recurso intentado ante la Cámara. En tales condiciones, las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas guardan relación directa e inmediata con lo resuelto, por lo que corresponde descalificar la sentencia apelada como acto jurisdiccional a la luz de la doctrina elaborada por la Corte en torno de las sentencias arbitrarias.


      Aguas Argentinas S.A. c/ Propietario calle Marco Polo 4275, Tres de Febrero s/ Ejecución fiscal


      A. 1603, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Indemnización por despido. Fraude laboral. Actividad real propia de la sociedad. Inaceptable valoración de constancias relevantes en la causa. Arbitrariedad. Procedencia del recurso.


      Cabe invalidar lo decidido porque el fallo realiza una inaceptable valoración de constancias relevantes para la correcta solución del litigio, que impiden considerar al pronunciamiento como derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, de acuerdo con la conocida doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias.


      Matwijiszyn, Martín Damián c/ Sintelar S.A. y otra s/ despido


      M. 1395, L. XLI, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Reclamo de diferencias salariales fundadas en la falta de pago de adicional. Sentencia no es una derivación razonada del derecho vigente. Arbitrariedad. Procedencia del recurso.


      Cabe invalidar lo resuelto porque la sentencia ha prescindido, sin dar razones suficientes, de la consideración de cuestiones oportunamente propuestas y eventualmente conducentes para la adecuada solución del litigio, lo cual impide considerar el pronunciamiento como derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias probadas del caso, de acuerdo con la conocida doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias.


      Marini, Marisa Silvia y otros c/ Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires S.A. s/ diferencias de salarios


      M. 2264, L. XLI, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Demanda de ejecución de sentencia contra ANSES. Cuestiones procesales. Arbitrariedad.


      Es dable precisar, en principio, que la circunstancia que los agravios del apelante remitan al examen de cuestiones de índole procesal, no es óbice para invalidar lo resuelto cuando, con menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucional, la Cámara omitió pronunciarse sobre articulaciones serias oportunamente introducidas a su consideración y fundó su decisión en forma insuficiente. En este marco, los agravios traídos deberán correr diferente suerte. En efecto, en lo que respecta al referido a la liquidación que llevó a cabo la ANSES, por su orfandad de cálculos respecto de las diferencias que se invocan no logra conmover, dado su ausencia de demostración del perjuicio, los fundamentos expuestos por el sentenciador. Máxime si se tiene en cuenta que fue la misma Sala la que sentenció en primer término, e interpreta su anterior pronunciamiento, más allá que uno de sus integrantes haya variado. Empero, en cuanto a la fecha de comienzo de la deuda, el agravio debe tener favorable acogida. Ello así, desde que, como lo sostuvo el ahora quejoso, desde su primera presentación ofreció como prueba de su afirmación el expediente administrativo correspondiente y en ninguna de las dos instancias se requirieron dichas actuaciones. Tal circunstancia torna a la sentencia atacada en arbitraria, toda vez que deja sin sustento razonable el argumento utilizado para rechazar los expuestos por la actora.


      Lagarrigue, Jorge Domingo c/ ANSES s/ ejecución previsional


      L. 1326, L. XXXIX, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en los autos P. 1514, XLII, "Parodi Combustibles S.A. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad Anónima s/ incumplimiento de contrato".


      Parodi Combustibles S.A. c/ Y.P.F. S.A. s/ ordinario


      P. 1466, L. XLII, 07 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Resolución de contrato de compraventa. Restitución de las acciones y pago de los daños y perjuicios por los dividendos no liquidados. Arbitrariedad. Sentencia autocontradictoria. Procedencia del recurso.


      Compete advertir que la solución adoptada por la Juzgadora se auto-descalifica en cuanto afirma, por un lado, que no existen obstáculos para la aplicación de preceptos de derecho privado -como legislación subsidiaria del derecho administrativo, especialmente respecto de instituciones que presentan carácter patrimonial y encuentran regulación en el Código Civil; y, por el otro, niega su aplicación; para más tarde invocar la regla prevista en el artículo 1204 del Código Civil, para desestimar la posibilidad de reclamar el cumplimiento del contrato habiendo solicitado su resolución, contradiciendo así su anterior criterio.


      Nizza, Carlos Eugenio y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telecom S.A. s/ proceso de conocimiento


      N. 174, L. XLII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Concepto.


      Aplicación restringida: atiende a cubrir casos de carácter excepcional con groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo. Art. 5 inc. c de la Ley 23.737.


      La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, en la medida que no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la sentencia fundada en ley a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


      Z., Carlos Antonio s/ Ley 23.737 -causa nº 1084-


      Z. 40, L. XLI, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Doctrina de la arbitrariedad: concepto y carga de la prueba.


      La doctrina en materia de sentencias arbitrarias atiende a supuestos de suma gravedad en que se verifica un apartamiento palmario de la solución normativa, el fallo contiene desaciertos u omisiones de entidad extrema o se halla desprovisto de fundamentación; imponiéndose, además, al agraviado la carga de la demostración de tales extremos, desarrollada en forma autónoma en el escrito de interposición del remedio federal. Para el otorgamiento de la jubilación por invalidez, no hay que tener en cuenta pura y exclusivamente el grado de incapacidad otorgado, con prescindencia de los objetivos tutelares de la legislación en la materia, sino, las posibilidades de reinserción en el mercado laboral, en la misma u otras tareas compatibles con las aptitudes personales del beneficiario. Es necesario evaluar el nivel socio-cultural del actor, su edad y la tarea que prestaba, que, dado lo anterior y las patologías que padece, claramente no parece encontrarse en condiciones de seguir realizando, así como tampoco de reinsertarse, profesionalmente, en alguna otra actividad. En consecuencia, no se advierte que la discusión relativa al porcentaje de invalidez que posee el interesado, pueda frustrar, en el caso, la obtención de un beneficio cuyo objeto es, precisamente, cubrir las contingencias derivadas de la limitación de la aptitud laboral.


      Zanelli, Carlos Alberto c/ ANSES s/ retiro por invalidez (art. 49 P4 Ley 24.241)


      Z. 61, L. XLII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Doctrina en materia de arbitrariedad: objeto y carga probatoria.


      La doctrina en materia de sentencias arbitrarias atiende a supuestos de suma gravedad en que se verifica un apartamiento palmario de la solución normativa, el fallo contiene desaciertos u omisiones de entidad extrema o se halla desprovisto de fundamentación; imponiéndose, además, al agraviado la carga de la demostración de tales extremos, desarrollada en forma autónoma en el escrito de interposición del remedio federal. Esto último no se verifica en el caso en que el recurso planteado se limita a efectuar consideraciones genéricas, meramente discrepantes, sin hacerse cargo, en sentido estricto, de las razones del pronunciamiento. Para el otorgamiento de la jubilación por invalidez, no hay que tener en cuenta pura y exclusivamente el grado de incapacidad otorgado, con prescindencia de los objetivos tutelares de la legislación en la materia, sino, las posibilidades de reinserción en el mercado laboral, en la misma u otras tareas compatibles con las aptitudes personales del beneficiario. Corresponde desestimar la presentación directa del recurso extraordinario por parte de la Administración Nacional de la Seguridad Social, toda vez que no se advierte que la discusión relativa al porcentaje de invalidez que posee la interesada, pueda frustrar la obtención de un beneficio cuyo objeto es, precisamente, cubrir las contingencias derivadas de la limitación de la aptitud laboral.


      Chalapa, Silvia Beatriz c/ Siembra A.F.J.P. y otro s/ retiro por invalidez (art. 49 p4, Ley 24.241)


      C. 369, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Doctrina en materia de sentencias arbitrarias: objeto y carga de la prueba.


      La doctrina en materia de sentencias arbitrarias atiende a supuestos de suma gravedad en que se verifica un apartamiento palmario de la solución normativa, el fallo contiene desaciertos u omisiones de entidad extrema o se halla desprovisto de fundamentación; imponiéndose, además, al agraviado la carga de la demostración de tales extremos, desarrollada en forma autónoma en el escrito de interposición del remedio federal. Frente a los distintos estudios médicos acompañados de los que se desprende que el peticionario padece insuficiencia coronaria estadio IIII y diabetes con afección ocular a nivel de ambos ojos; y que, según da cuenta el informe del Cuerpo Médico Forense, sólo se encuentra en condiciones de realizar labores que no impliquen alto esfuerzo físico; extremos a los que se añade que sólo el informe realizado por la Comisión Médica Central le otorgó un 47,38% de incapacidad; en tanto que los restantes superaron ese porcentaje e, incluso, dos de ellos llegaron a juzgarlo portador de una minusvalía superior a la exigida por el Art. 48 de la Ley 24.241, es claro luego que, ante la disparidad de criterios de los organismos especializados y la importante disminución física que provocan al actor las dolencias que padece, el margen de duda debe ser dirimido en favor del solicitante, dada la índole alimentaria de los derechos en juego. Para el otorgamiento de la jubilación por invalidez, no hay que tener en cuenta pura y exclusivamente el grado de incapacidad otorgado, con prescindencia de los objetivos tutelares de la legislación en la materia, sino, las posibilidades de reinserción en el mercado laboral, en la misma u otras tareas compatibles con las aptitudes personales del beneficiario.


      Ojeda, Romualdo c/ Siembra A.F.J.P. S.A. s/ retiro por invalidez (art. 49, P4, Ley 24.241)


      O. 9, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Doctrina en materia de sentencias arbitrarias: objeto y fundamentación.


      La doctrina en materia de sentencias arbitrarias atiende a supuestos de suma gravedad en que se verifica un apartamiento palmario de la solución normativa, el fallo contiene desaciertos u omisiones de entidad extrema o se halla desprovisto de fundamentación; imponiéndose, además, al agraviado la carga de la demostración de tales extremos, desarrollada en forma autónoma en el escrito de interposición del remedio federal. Para el otorgamiento de la jubilación por invalidez, no hay que tener en cuenta exclusivamente el grado de incapacidad otorgado, con prescindencia de los fines tutelares de la legislación en la materia, sino, las posibilidades de reinserción en el mercado laboral, en la misma u otra tarea compatible con las aptitudes personales del beneficiario. El objeto de la jubilación por invalidez es cubrir las contingencias derivadas de la limitación de la aptitud de trabajo, tanto más si se tiene en cuenta el carácter alimentario de la prestación.


      Molinas, Ángel Armando c/ Siembra A.F.J.P. S.A. s/ retiro por invalidez (art. 49, P4, Ley 24.241)


      M. 84, L. XLII, 08 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Doctrina sobre sentencias arbitrarias: objeto y caracteres.


      La doctrina sobre sentencias arbitrarias posee índole excepcional y no se dirige a corregir pronunciamientos que se reputan erróneos en orden a temas no federales -los agravios remiten aquí al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal y común- pues, para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una total ausencia de fundamento que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. El recurso extraordinario no puede prosperar toda vez que un argumento del presentante giró en torno a la existencia de un acto expreso que incluyó al personal de la ANSES en el marco del derecho laboral común, conforme al Art. 2°, apartado a, de la L.C.T. Dicha cuestión, no obstante, fue planteada, en estricto, mediante la invocación del decr. 2741/91 al deducir la apelación federal, manifestándose el agravio como el fruto de una resultando ineficaz por ello para habilitar la vía.


      Fleita, Nilda Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ despido


      F. 1521, L. XLI, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Supuestos.


      Decisiones que conceden la eximición de prisión pero impiden su goce en razón de la imposibilidad de integrar la caución real establecida. Privación de la posibilidad de revisar una decisión infundada. Apartamiento arbitrario de la jurisprudencia trazada en "Di Mascio" y "Trusso".


      La decisión que concede la eximición de prisión, pero impide su goce en razón de la imposibilidad de integrar la caución real establecida, es asimilable a una de carácter definitivo en los términos del artículo 14 de la Ley 48 , toda vez que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, al afectar un derecho que exige tutela inmediata. Cuando tanto el Tribunal de Casación provincial como la Suprema Corte Provincial hubiesen rechazado el recurso por considerar que la sentencia que concede la eximición de prisión pero con una caución real que impide su goce no es equiparable a definitiva, tal proceder implica privar a la defensa de la posibilidad de revisar una decisión desprovista de fundamentación, opuesta a las constancias de la causa, y restrictiva del derecho a permanecer en libertad, a partir de una arbitraria interpretación asignada al concepto de sentencia definitiva. Por otra parte, tal manera de resolver importa apartarse, sin dar fundamentos suficientes, de la jurisprudencia trazada luego de "Di Mascio" y reiterada en "Trusso", circunstancia que descalifica el fallo impugnado como acto jurisdiccional válido.


      A., Luis Ángel s/recurso de casación


      A. 552, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Confirmación de la determinación tributaria correspondiente al derecho de registro e inspección. Arbitrariedad. Omisión de considerar elementos o argumentos fundamentales para la resolución del caso. Procedencia del recurso de queja.


      Tiene dicho el Tribunal que las cuestiones como las aquí planteadas son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la vía del Art. 14 de la Ley 48 , puesto que remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, razón que habilitaría la desestimación del remedio federal. Sin embargo, en el presente caso cabría hacer excepción a la regla mentada, puesto que la recurrente ha alegado circunstancias que hacen procedente el recurso intentado por la vía de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, en la debida inteligencia de que la garantía de defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino también la de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso. Ello así, toda vez que, de la sentencia recurrida –que cierra definitivamente la posibilidad de la actora de discutir la procedencia del gravamen discutido-, no se desprende un debido estudio de la cuestión relativa a la aplicación al caso de la ley de emergencia local, dado que la sola mención a que ya no tendría vigencia no resulta suficiente para rechazar el argumento de la recurrente y que le posibilitaría acceder al alegado pago diferido de la gabela aquí discutida. Tiene dicho la Corte que la omisión de considerar elementos o argumentos que, prima facie, resultan adecuados para una correcta solución del caso, y que podrían conducir a una decisión diferente, descalifican el pronunciamiento como acto judicial válido con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad.


      Banco de Santa Fe S.A.P.E.M. c/ Municipalidad de Rosario s/ Contencioso administrativo


      B. 2557, L. XLI, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Apartamiento de la solución normativa.


      Procedencia del recurso extraordinario: decisión que no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa.


      No obstante remitir los agravios del Fisco al estudio de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, procede la apelación federal deducida por cuanto la decisión no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa.


      Editorial Sarmiento S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación tardía promovido por Dirección General Impositiva


      E. 169, L. XLI, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria por no sustentarse como es menester: prescindencia por parte de la Cámara de examinar lo medular del planteo introducido por el actor respecto a si los aumentos salariales revestían carácter remunerativo.


      Corresponde declarar la invalidación de lo resuelto toda vez que el pronunciamiento no se sustenta como es menester. Y es que la Cámara prescindió de examinar lo medular del planteo introducido por el actor, esto es, si con abstracción del origen o fuente de los aumentos salariales, éstos revestían carácter remunerativo en el contexto legal propuesto, a la luz, especialmente, de los arts. 103 de la LCT y 1° del Convenio de la OIT nº 95; tanto más, frente a lo establecido por el decr. 392/03 (BO: 15.07.03), que -prima facie- viene paulatinamente a reconocer naturaleza salarial a los incrementos dispuestos -cuanto menos- por los decrs. 2641/02 y 905/03.


      González, Martín Nicolás c/ Polimat S.A. y otro s/ despido


      G. 125, L. XLII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: aplicación de un plazo procesal erróneo.


      Corresponde considerar que la sentencia atacada es arbitraria, toda vez que el a quo aplicó un plazo procesal erróneo en una causa que no se trataba de un amparo, como entendió la Cámara, sino de un proceso sumarísimo, razón por la que no debió aplicarse el término del Art. 15 de la ley respectiva, sino el reglado por el Art. 498, inc. 3°, del Código de rito, donde se establece uno de tres días, con la extensión de las dos primeras horas del siguiente.


      Tula, Federico Alejo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ amparos y sumarísimos


      T. 811, L. XL, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Apartamiento de las constancias de la causa.


      Afirmaciones dogmáticas. Falta de mérito de las constancias de la causa: procedencia del recurso extraordinario federal.


      Es susceptible de recurso extraordinario, fundado en la arbitrariedad, el fallo que se basa en afirmaciones dogmáticas sin merituar constancias obrantes en la causa que podrían haber incidido fundamentalmente respecto del resultado de la demanda. El sobreseimiento dictado en sede penal, no tiene influencia sobre las medidas disciplinarias impuestas, fundadas en irregularidades graves y comprobadas en el correspondiente sumario administrativo, pues la jurisdicción administrativa y la jurisdicción penal persiguen objetivos diferentes y no son excluyentes. En tanto el proceder del agente sea susceptible objetivamente de justificar la desconfianza de sus superiores sobre la corrección con la que presta el servicio, la separación del cargo -mediante la debida aplicación de las normas estatutarias- no puede calificarse de manifiestamente arbitraria. En el ejercicio de las facultades disciplinarias ha de reconocerse a la autoridad competente una razonable amplitud de criterio en la apreciación de los distintos factores en juego.


      Belasio, Carlos Alfredo c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación acto administrativo.


      B. 1234, L. XLII, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Deficiente apreciación de los hechos del caso.


      En el presente caso no se cuestiona la interpretación de la Ley federal 22.262 efectuada por el a quo, sino el criterio con que los jueces apreciaron el alcance de los actos desplegados y su aptitud para encuadrarlos en el artículo primero de esa ley, de modo que remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba, propias de los magistrados intervinientes y ajenas, por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 . Sin embargo, ese principio reconoce excepciones en los casos en que es aplicable la doctrina de la arbitrariedad, ya que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y del debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. En el sub examine concurren los presupuestos de excepción establecidos en esa doctrina, pues el tribunal a quo desestimó que la empresa denunciante compitiera con las entidades acusadas, como resultado de una deficiente apreciación de los hechos del caso, concretamente del mercado relevante, que es el de prestación de servicios médicos de internación en clínicas, sanatorios y hospitales en el ámbito de la Provincia de Tucumán, para los afiliados de cualquier obra social, y no exclusivamente del PAMI, único supuesto que se analiza en el fallo. No es acto jurisdiccional válido la sentencia en que los magistrados intervinientes se limitaron a expresar su convicción subjetiva, omitiendo toda referencia concreta a las circunstancias de la causa, sin revelar los motivos ni indicar por medio de qué pruebas se arribó a dicha conclusión.


      C. de S. S.R.L. c/ Asociación de Clínicas y Sanatorios de Tucumán s/ Denuncia


      C. 2521, L. XLI, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: soslayamiento del a quo de las particularidades del caso para confirmar la imposición de costas en el orden causado.


      Asiste razón a la recurrente toda vez que el a quo para confirmar, en definitiva, la imposición de costas en el orden causado, soslaya las particularidades del sub lite, en cuanto a que la propia Cámara reconoce como único motivo del rechazo de la acción civil, la absolución de la quejosa en el proceso penal por el delito de malversación culposa de fondos públicos. En ese contexto, la circunstancia de que el Fiscal haya solicitado la elevación de la causa a juicio o la complejidad de las actuaciones, no resulta fundamento suficiente y apto para apartarse del principio de la derrota, desde que el argumento central y único del rechazo de la acción civil, fue la absolución por el delito que se le imputaba a la parte demandada.


      A., Matilde del Valle y otros s/ P.SS.AA. de malversación culposa de caudales públicos etc. -causa nº 50/04-


      A. 2144, L. XLI, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Cese de agente. Estatuto para el Personal Civil de las Fuerzas Armadas. Condiciones de jubilarse. Sentencia arbitraria.


      Se configura un supuesto de arbitrariedad toda vez que el Juzgador no proveyó argumentos suficientes para sustentar su decisión, pues aplicó en manera parcial artículos del Estatuto, obvió hechos y pruebas conducentes para la correcta solución del litigio y no trató agravios de la actora expuestos en el recurso de apelación, cuyo examen era necesario para dictar una sentencia acabada.


      Fusaro, Elsa Gracia c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      F. 410, L. XLII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Autocontradicción.


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia contradictoria que no satisface el requisito de constituir una derivación razonada del derecho vigente.


      La decisión del juez resulta contradictoria, y por ende no satisface el requisito de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias del caso, al admitir primero en sus considerandos que la declaración de admisibilidad del crédito de la demandada en el concurso de la actora produce efectos de cosa juzgada, y decidir, luego, hacer lugar a la apelación de la actora contra la Resolución Administrativa que finalmente rechaza su impugnación de deuda, sin dar tratamiento a los agravios, e imponiendo las costas.


      Empresa de Transporte Martín Güemes S.A. s/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ impugnación de deuda


      E. 364, L. XLI, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Carencia de fundamentos.


      Recurso de casación. Rechazo bajo meras afirmaciones dogmáticas. Cámara Nacional de Casación Penal como órgano intermedio ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores. Derecho de la querella para interponer el recurso.


      Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Ello encuentra excepción cuando la decisión impugnada adolece de una decisiva carencia de fundamentación que la descalifica como acto jurisdiccional válido.


      M., Pablo Gabriel s/ Abuso deshonesto agravado por el vínculo -causa nº 1315-


      M. 1735, L. XLI, 16 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: falta de un razonamiento adecuado dirigido a determinar sobre la base de qué fundamentos sería posible establecer una excepción y, en consecuencia, apartarse de la regla según la cual, las opiniones y críticas al ejercicio de la función pública, a pesar de la dureza con que sean formuladas, están amparadas por la libertad de expresión. Crítica y discusión de ideas en tanto no implique la atribución de hechos a otra persona: límites. Doctrina de la real malicia.


      Asiste razón a la recurrente al invocar que la sentencia de Cámara adolece de vicios en su razonamiento que la tornan arbitraria y la descalifican como acto jurisdiccional válido. En primer lugar, la sentencia en crisis carece de un razonamiento adecuado dirigido a determinar sobre la base de qué fundamentos sería posible establecer una excepción y, en consecuencia, apartarse de la regla según la cual, las opiniones y críticas al ejercicio de la función pública, a pesar de la dureza con que sean formuladas, están amparadas por la libertad de expresión. En efecto, la crítica y la discusión de ideas en tanto no implique la atribución de hechos a otra persona es casi ilimitada, pues de otro modo se impediría la existencia del proceso de discusión indispensable para el mejoramiento del manejo de las cuestiones públicas. A diferencia de ello, para los casos de afirmaciones con contenido fáctico, se desarrolló la doctrina de la real malicia. De modo que, independientemente del grado de acierto de la excepción creada por el a quo y de su compatibilidad con la protección necesaria a la libertad de expresión, la Cámara no fundamentó de manera racional por qué sería posible dejar de lado aquella regla. En este sentido, el criterio utilizado por la Cámara es precisamente contrario al establecido, a través de diferentes precedentes, por la Corte Suprema si se concede explícitamente a la expresión de opiniones -aun cuando hayan sido formuladas en términos cáusticos o hirientes- una amplia tolerancia. Esto es consecuencia de que la Cámara presupone que ellas podrían, efectivamente, ser percibidas como agraviantes. Y en esto estriba su decisión indemnizatoria. Sin embargo, en la ponderación de intereses en juego, la Corte Suprema ha optado por la alternativa de la existencia de un deber de soportar críticas vehementes en orden de proteger el discurso que importa. Por otra parte, la referencia a que el contenido agraviante de una publicación "...no sólo está constituido por palabras que puedan resultar agraviantes u ofensivas sino también cuando deriven del sentido dudoso que bajo ciertas circunstancias se asigna a determinadas actitudes o expresiones", es una mera afirmación dogmática, que no otorga un criterio preciso y racional para determinar cuándo una publicación en concreto estaría abarcada dentro del marco de la excepción que correspondería formular. Aun si se admitiera la validez de la excepción cuestionada, el a quo tampoco logró demostrar por qué ella debería aplicarse a las notas publicadas. En efecto, podría afirmarse que existiría, por lo menos, un consenso mínimo en lo que respecta a que las opiniones aunque sean duras o irritantes son toleradas habida cuenta de que son un vehículo indispensable para el necesario control de los actos de gobierno.


      Berges, Mariano Osvaldo c/ Editorial Amfin S.A. s/ daños y perjuicios


      B. 1938, L. XL, 06 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: graves defectos de fundamentación.


      Si bien la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, cuando deciden sobre recursos extraordinarios locales, cabe hacer excepción a ese principio cuando median graves defectos de fundamentación, que descalifican al fallo como acto judicial válido. Asiste razón a la recurrente al tachar de arbitraria a la sentencia toda vez que el a quo para confirmar, en definitiva, el rechazo del pedido de verificación tardía de un crédito, omite la específica consideración de los efectos de la cosa juzgada administrativa -en el marco de la Ley federal 11.683- respecto del concurso, como así también que el Fisco acompañó la documentación que sirvió de sustento para la determinación del tributo. Para el cuestionamiento de una determinación impositiva la ley ha previsto, de manera específica, un procedimiento y un órgano de decisión -ver Ley 11.683- y la posibilidad de apelar ante tribunales del poder judicial nacional, sin que la sola referencia al artículo 33 de la Ley 24.522, autorice a reemplazar ese procedimiento de impugnación, supliendo la inactividad de los responsables en la forma y plazo establecido por la ley.


      Compañía Financiera Lujan Williams s/ cese de actividad reglada


      C. 1801, L. XLI, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia de los tribunales de alzada no habilitan el Recurso Extraordinario Federal como principio general. Excepción: Arbitrariedad por sentencia infundada.


      Si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellos, compromete sólo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria, ese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el Art. 18 de la Constitución Nacional. La denegatoria al fuero federal que equipara a definitiva la sentencia de la Cámara local.


      Martitegui, Edgardo Aníbal c/ Metrovías S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


      M. 537, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia carente de fundamentación que resuelve la cuestión fundada en el acuerdo general de transferencia, no suscripto por su parte y, por lo tanto, no oponible a su respecto.


      Resulta la respuesta de la Sala carente de fundamentación toda vez que en la decisión se sostuvo que hubo por parte de los accionistas una aceptación de la modalidad de pago establecida -inferida a partir de la adhesión voluntaria al programa y, en especial, de la suscripción del convenio de recompra de las acciones en el contexto del AGT-, procediendo, en consecuencia, la aplicación a su respecto de la doctrina de los actos propios y resolviendo la cuestión fundada en el acuerdo general de transferencia, no suscripto por su parte y, por lo tanto, inoponible a su respecto. Y es que, en efecto, el planteo concreto de los actores radica en el pedido de resolución del contrato de compraventa de las acciones que suscribieron con el Fondo de Garantía y Recompra en su calidad de ex-dependientes de la empresa, según lo estipulado por el artículo 16 del decreto nº 584/93. Corresponde descalificar el fallo de la Alzada toda vez que ésta ha preterido, sin suministrar fundamentos suficientes, cuestiones oportunamente propuestas y eventualmente conducentes para la adecuada solución del pleito, extremo que impide considerarlo una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, de acuerdo a la conocida doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias.


      Fernández, José Tomás y otros c/ Sindicato de Accionistas del PPP de Telecom


      F. 142, L. XLI, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Responsabilidad de la empleadora por el acto del dependiente contra otro trabajador. Nexo de causalidad razonable entre el hecho ocurrido, el lugar y el horario; el daño y la incapacidad posterior. Sentencia arbitraria: falta de fundamentación


      Dado que el actor recurrió la sentencia con fundamento, en suma, en la falta de sustento del fallo de la Cámara, sin perjuicio de la materia federal estricta también propuesta, corresponde tratar, en primer término, los agravios que atañen a aquella tacha, dado que de existir no habría, en rigor, una sentencia propiamente dicha. Tampoco puede pasarse por alto que el dependiente en su demanda resistió expresamente la aplicación del sistema especial de la Ley n" 24.557, peticionando la declaración de inconstitucionalidad del artículo 39, apartado 1, del ante citado ordenamiento y, en el contexto de la legislación civil, la reparación integral de una minusvalía derivada de la agresión de otro dependiente del principal, acontecida en el lugar y en ocasión del trabajo. Repárese a ese respecto que, como también lo interpretó la Sala, el artículo 1113, párrafo 1º, del Código Civil establece que la obligación de quien ha causado un prejuicio se extiende a los que causaren los que están bajo su dependencia, tal como se denunció al demandar, y que, en el caso, la accionada no sólo comunicó el episodio a la aseguradora respectiva, sino que despidió al agresor por "haber tomado con golpes de puño" al actor.


      Yebara, José Luis c/ Establecimiento Modelo Terrabusi S.A. y otro s/ accidente


      Y. 13, L. XLII, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Desconocimiento de la prueba.


      Procedencia del recurso extraordinario: omisión de prueba conducente para la correcta solución del litigio.


      El recurso interpuesto es procedente toda vez que la Alzada dejó de valorar prueba conducente para la correcta solución del litigio, motivo por el cual su resolutorio carece de los requisitos mínimos para sustentarlo como acto jurisdiccional válido. En el tratamiento de beneficios alimentarios los jueces deben actuar con extrema cautela.


      Madeira, Deodata Teresa c/ ANSES s/ cobro de pesos


      M. 1042, L. XL, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Exceso ritual.


      Recurso extraordinario federal. Cuestión relativa a la tempestividad de los recursos. Materia ajena a la instancia extraordinaria, salvo apartamiento de las constancias de la causa, o afectación del derecho de defensa. Exceso ritual manifiesto, al interpretar la validez de los plazos para interponer los recursos obviando la realidad del caso. Afectación del derecho de defensa y de la garantía de la doble instancia.


      La discusión en torno a la tempestividad de los recursos resulta, por regla y en atención a su naturaleza procesal, ajena a esta instancia extraordinaria. No obstante, también ha reconocido la excepción posible a este principio, que determina que aquella doctrina es procedente cuando media un apartamiento de las constancias del juicio o el examen de los requisitos de admisibilidad es efectuado con injustificado rigor formal que afecta la defensa en juicio. En el caso existe cuestión federal suficiente a los fines del artículo 14 de la Ley 48 , si que la decisión del superior tribunal de la causa, por la que se rechazaron -por intempestivos- los recursos de inaplicabilidad de ley e inconstitucionalidad, trasunta un exceso de rigor formal que justifica la vía intentada con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, al afirmar una interpretación relativa a la validez de plazos para la interposición de recursos, obviando la realidad del caso sometido a su conocimiento, en desmedro del derecho de defensa y de la posibilidad de cumplir con un examen de la condena en segunda instancia. De este modo el tribunal sienta doctrina en el hermético ámbito de sus exclusivas atribuciones, pero esta exteriorización de su indiscutible potestad, en el caso concreto, significó poner en cabeza del justiciable aquello que señala como graves deficiencias en las actuaciones seguidas en el tribunal inferior: primero, de una funcionaria judicial (al certificar erróneamente el inicio de un término), luego, de la defensa (por interponerlos ateniéndose al término que se le señalaba) y finalmente, del tribunal oral (al conceder los recursos). Por ello, la consecuencia de la aplicación de la doctrina al caso singular, resulta lesiva al derecho de defensa, ya que si la defensa pecó de falta de diligencia o de un grave desconocimiento del derecho, la inmediata consecuencia es que el imputado sufrió una efectiva y real carencia defensiva que debió significar, en lugar de la exclusión de sus posibilidades recursivas, su efectiva tutela.


      C., Roberto Emmanuel en autos: "P., Marcos David y otros s/ homicidio simple y lesiones reiteradas en concurso real-causa nº 60.216/06-"


      P. 221, L. XLIII, 10 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de recursos locales. Excepción: falta de fundamentos suficientes y menoscabo al derecho de defensa en juicio. Cuestión federal por rigorismo formal que frustra el derecho a recurrir la sentencia condenatoria. Arbitrariedad de la sentencia. Omisión por parte del tribunal de subsanar un error decisivo oportunamente señalado por la defensa. Necesidad de reparar el error judicial ante la lesión de la garantía de la doble instancia, aunque hubiese defectos formales en las presentaciones de la parte.


      Si bien las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario, ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Los cuestiones planteadas suscitan cuestión federal, si el a quo al rechazar por razones formales el recurso interpuesto, evidencia un rigor formal que justifica la vía intentada con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, pues más allá de que se debatan cuestiones procesales locales, está en juego un aspecto fundamental de la garantía constitucional de la defensa en juicio, como es la posibilidad que tiene el inculpado de un delito de recurrir la decisión adversa ante un tribunal superior (art. 8º, inc. h, del Pacto de San José de Costa Rica). Si la jurisdicción local omitió subsanar un error decisivo, señalado oportunamente por el recurrente, como es la presentación que efectuara la defensa durante el plazo legal para impugnar, dando aviso de que interpondría recurso de casación ante el tribunal superior de la condena que se impusiera al imputado, esta circunstancia importa el apartamiento de las constancias comprobadas de la causa, por parte de quien debe decidir el litigio, y con lleva per se las razones de su descalificación como acto jurisdiccional válido, con base en la conocida doctrina elaborada por la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, y puesto que significó una lesión efectiva a la garantía de la doble instancia, los tribunales provinciales debieron asegurar que el error judicial sea reparado más allá de los defectos formales que hubieran encontrado en las presentaciones de la parte.


      R., Gregorio y P., Gustavo Daniel s/ estafa, sustracción de persona agravada por muerte, homicidio (Causa Nº 2958)


      R. 1169, L. XLII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: exceso ritualista de la sentencia donde se niega a examinar la cuestión en el marco de la responsabilidad objetiva, basada en la supuesta contradicción incurrida en la demanda al peticionar, primero, con apoyo en el Art. 46.2 de la LRT (art. 1072, C.C.) y, luego, cuestionamiento mediante del Art. 39.1 de la LRT, con amparo en el Art. 1113 del Cód. Civil.


      Corresponde referir que la Cámara admitió que la actora, según conclusión médica, padece de brucelosis crónica provocada por las tareas que desempeñaba en el laboratorio de titularidad de la demandada, que le genera una minusvalía permanente del 40% de la total obrera y le imposibilita aprobar un examen preocupacional. También, que en otros casos la accionada fue condenada a abonar indemnizaciones a trabajadores que enfermaron de brucelosis -hoy, enfermedad profesional, Laudo MTySS nº 156/96, en los términos del artículo 6 de la Ley nº 24.557- los que se fundaron en el riesgo propio de la actividad, independientemente de hacer mérito de algunas circunstancias concomitantes relativas a la infracción de normas de bioseguridad. Es más, en esos supuestos reconoció que, explícita o implícitamente, condenó a la reclamada con base en la responsabilidad extracontractual objetiva del artículo 1113, segunda parte, del Código Civil, o en la que deriva de la obligación de seguridad implícita en el contrato. Vale destacar que, la pretensora acompañó copias de dictámenes, declaraciones testimoniales y sentencias dictadas en algunos de los juicios seguidos contra la empresa. En el marco descripto, se aprecia en exceso ritualista la negativa de la Sala de examinar la cuestión en el marco de la responsabilidad objetiva, basada en la supuesta contradicción incurrida en la demanda al peticionar, primero, con apoyo en el Art. 46.2 de la LRT (art. 1072, C.C.) y, luego, cuestionamiento mediante del Art. 39.1 de la LRT, con amparo en el Art. 1113 del Cód. Civil.


      Paroli, Amalia María c/ Merial Argentina S.A. s/ daños y perjuicios


      P. 2506, L. XL, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Las decisiones de índole procesal son ajenas a la vía del recurso extraordinario. Excepción: injustificado rigor formal.


      Si bien en principio no son impugnables por la vía del Art. 14 de la Ley 48 las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida, ni las que conciernen a temas regidos por las normas del derecho procesal local, existirá cuestión federal suficiente para apartarse de dichas reglas, en tanto la resolución impugnada incurra en un injustificado rigor formal que atente contra la garantía de defensa en juicio consagrada en el Art. 18 de la Constitución Nacional. Reviste el carácter de sentencia definitiva que se exige para la habilitación de la vía extraordinaria, aquella que dispone el archivo del expediente, ya que causa un agravio de imposible reparación ulterior en la medida en que priva al recurrente de plantear las cuestiones propuestas en su demanda por la vía que el a quo declaró pertinente.


      Establecimiento Las Marías S.A.C.I.F.A. c/ Dirección General de Rentas s/ Demanda contencioso administrativa


      E. 90, L. XLII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: pronunciamiento que trasunta un excesivo rigor formal.


      Si bien -sustancialmente- la resolución involucra aspectos no federales, por norma, extraños a la instancia extraordinaria, satisface en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos del caso, por lo que se impone su descalificación como acto jurisdiccional. Y es que a la luz de las constancias de la causa, el pronunciamiento trasunta un excesivo rigor formal en la exigencia relativa a la acreditación del gravamen a los derechos constitucionales del trabajador


      Sosa, Raúl Gregorio c/ Offset Tramar S.R.L. y otra s/ inconstitucionalidad Ley 24.557


      S. 951, L. XXXIX, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra DGI. Excepción para la improcedencia de la caducidad. Art. 313 inc. 3 CPCCN. Garantía de la defensa en juicio y el debido proceso. Exigencia de sentencia fundada. Exceso ritual: sentencia arbitraria.


      La Corte ha dicho que si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , también lo es, que, conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de defensa en juicio, y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Asimismo declaró que, siempre que la garantía de defensa se lesione y la interpretación que se esgrima transgreda los principios fundamentales o cause indefensión, la sentencia recaída será descalificable por el carril del recurso federal, causal de arbitrariedad o de exceso ritual. En tales condiciones, por medio de la doctrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Desde mi punto de vista, el pronunciamiento apelado es arbitrario por no ajustarse a derecho e incurrir en un exceso ritual. Por lo tanto, deviene de aplicación al sub examine el supuesto de excepción para la improcedencia de la caducidad peticionada, previsto en el Art. 313 inc. 3 del código de rito, toda vez que la prosecución del proceso dependía del cumplimiento de una actividad a cargo del órgano jurisdiccional y no de las partes intervinientes. Las consideraciones precedentes son coherentes con la doctrina de la Corte según la cual la perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso y, por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter, sin llevar de manera ritual el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio. En atención a la forma que se dictamina, resulta innecesario pronunciarse sobre el pedido de caducidad del incidente de caducidad solicitado por la demandada.


      Fundación Dr. Roberto Villavicencio c/ D.G. I. s/ Recurso de hecho


      F. 1053, L. XLII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Ejecución hipotecaria. Obligaciones expresadas originariamente en moneda extranjera. Normas de emergencia económica. Teoría del esfuerzo compartido. Exceso ritual manifiesto. Falta de derivación razonada del derecho vigente en relación a las circunstancias de la causa.


      Los jueces de la Alzada incurrieron en arbitrariedad por apartarse de circunstancias comprobadas de la causa, al juzgar que la resolución que mandó llevar adelante la ejecución con aplicación de la teoría del esfuerzo compartido, se encuentra firme y pasada en autoridad de cosa juzgada. Por tal razón, declararon definitivamente cerrada la controversia sobre la moneda de pago, y confirmaron la inaplicabilidad en la especie de las leyes de refinanciación. Asiste razón al apelante cuando en el recurso extraordinario manifiesta que, si está sosteniendo la constitucionalidad y aplicabilidad al caso de las leyes 25.798 y 25.908, es de toda lógica y obviedad que también se está agraviando de la aplicación de la teoría del esfuerzo compartido, por cuanto las normas referidas determinan que es el fiduciario quién deberá pagar al acreedor, más allá de la paridad que las mismas establecen. Si bien valorar la expresión de agravios a los fines de determinar si reúne las exigencias necesarias para mantener el recurso, es facultad privativa del tribunal de alzada, por ser una cuestión de hecho y de derecho procesal (arts. 265 y 266 del Código de rito), ajena por ende a la instancia del Art. 14 de la Ley 48 , ello no es aplicable cuando aquella cuestiona los fundamentos de la sentencia y su adecuación al derecho vigente, importando la negativa del a quo de atender toda queja al respecto, una decisión de injustificado rigor formal que afecta la defensa en juicio.


      Alonso, Hernán Martín y otro c/ Ferrino, Miguel Ángel s/ ejecución hipotecaria


      A. 134, L. XLIII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes.


      Excepción al principio de cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria: decisión que prescinde de extremos conducentes y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en materia laboral.


      Aun cuando los agravios del recurrente se vinculen con cuestiones de hecho y prueba y derecho procesal y común -ajenas, como norma y por su naturaleza, a la vía de excepción-, ello no resulta óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando lo decidido prescinde de extremos conducentes y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en materia laboral, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. La seguridad social tiene como cometido propio la cobertura integral de las consecuencias negativas producidas por las contingencias sociales. No compete evaluar exclusivamente el aspecto psicofísico para determinar los elementos que conforman el concepto de "incapacidad previsional", aserción válida aun en el plano del sistema integrado de jubilaciones y pensiones.


      Villagra, Ramón Amado c/ Orígenes A.F.J.P. s/ retiro por invalidez (art. 49, P4, Ley 24.241)


      V. 1052, L. XL, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Excepción al principio según el cual lo atinente a las regulaciones profesionales constituye materia ajena al recurso extraordinario: resolución de excesiva latitud que omite pronunciarse sobre argumentos serios para la decisión, oportunamente formulados por el interesado.


      Procede hacer excepción al principio según el cual lo atinente a las regulaciones profesionales constituye materia ajena al recurso extraordinario, cuando la resolución respectiva utiliza pautas de excesiva latitud y omite pronunciarse sobre argumentos serios para la decisión, oportunamente formulados por el interesado. Los aranceles vinculan normalmente la base sobre la que ha de regularse el honorario no sólo por el valor disputado, sino también con el modo de terminación del proceso, siendo claro que cuando hay un acuerdo de partes, su efecto sobre los emolumentos no es un problema que se gobierne por la legislación civil en materia de contratos, sino que deben acatarse las leyes específicas que regulan la materia y que se refieren a ellos y la razón del legislador en la redacción de los textos es clara si se atiende a que, de lo contrario, se desalentaría a las partes que deseen arribar a un acuerdo, encareciendo y prolongando los juicios innecesariamente, con el consiguiente costo social. Así como la sentencia constituye un típico acto procesal, la transacción de derechos litigiosos -acto jurídico bilateral, artículo 832 del Código Civil- es también, una vez que resulta homologada judicialmente, un acto procesal con una ejecutoriedad propia equiparable a la que corresponde a una sentencia (art. 850 del Código Civil y su nota). De ahí que la transacción homologada, como título ejecutorio con eficacia idéntica a la de una sentencia, ofrece la suficiente seguridad como para que el legislador la seleccione a fin de determinar el monto de la regulación de los honorarios por actuación judicial, como lo hace igualmente con una sentencia de condena (art. 19 de la Ley 21.839). La aparente contradicción entre las normas del arancel y el Código Civil, que llevó a alguna doctrina y jurisprudencia a determinar la inaplicabilidad de las transacciones a la regulación de honorarios de profesionales que no intervinieron en ellas, dándole preeminencia a la ley de fondo sobre la de forma, ha desaparecido con el último párrafo agregado al artículo 505 del Código Civil, en tanto establece que la regulación de los honorarios de todo tipo deberá sujetarse al monto de la sentencia, laudo, transacción o instrumento que ponga fin al diferendo.


      Lasala, Mario Oscar c/ Logística La Serenísima S.A. y otros s/ despido


      L. 1067, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: decisión que configura un claro apartamiento de las constancias de las actuaciones, causando agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior.


      No obsta la procedencia del recurso extraordinario la circunstancia que el pronunciamiento impugnado haya sido dictado en la etapa de ejecución de sentencia, si lo decidido configura un claro apartamiento de las constancias de las actuaciones, causando agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior. Si bien los agravios presentados en las apelaciones extraordinarias remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que le dan un fundamento sólo aparente y que no encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa y en la aplicación del derecho vigente, afectando el derecho de defensa que asiste a las partes. Corresponde considerar que la Cámara no trató debidamente el agravio fundado en la admisión de la capitalización de intereses, prohibida por el artículo 623 del Código Civil -si no son convenidos expresamente por las partes-, cuestión que no estaba meramente referida a un error de cálculo, sino al modo sustancial en que la deuda debía contabilizarse y a la falta de concurrencia de los supuestos legales que autorizan al anatocismo. Todo ello considerando que las partes habían acordado la aplicación de una tasa de interés activa, sin capitalizar, y que aun consentida la liquidación presentada, no obligaba al magistrado a obrar en un sentido determinado, más aun, cuando se está ante jueces a cargo de un proceso universal que involucra normas de orden público. El Art. 166, inc. 1º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ha receptado el principio jurídico según el cual los errores aritméticos o de cálculo en que incurra una decisión deben ser necesariamente rectificados por los jueces, sea a pedido de parte o de oficio. Ese principio se sustenta en el hecho de que el cumplimiento de una sentencia informada por vicios semejantes, lejos de preservar, conspira y destruye la institución de la cosa juzgada, de inequívoca raigambre constitucional, pues aquélla buscó amparar, más que el texto formal del fallo, la solución real prevista en él. No puede prosperar el agravio relativo a la aplicación de la tasa de interés pasiva de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley Nº 21.839 (mod. por Ley Nº 24.432), pues remite al estudio de cuestiones de hecho y prueba, ajenas a esta instancia extraordinaria; máxime cuando no parece irrazonable lo resuelto por la alzada, quien hizo mérito de aspectos fácticos relativos al acuerdo previo entre las partes en relación con la tasa aplicable y el principio de igualdad entre los acreedores.


      Banco Sidesa S.A. s/ quiebra - incidente de cobro de honorarios de Ariel Dasso


      B. 182, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia arbitraria que omite resolver acerca de los supuestos perjuicios padecidos por el interesado en el contexto de la doctrina sobre daños "extrasistémicos", es decir, ajenos a la ley especial.


      Si bien el fallo remite al estudio de aspectos de hecho y derecho procesal y común, ajenos por su naturaleza y como principio a la instancia de excepción, ello no impide a la Corte Suprema conocer el recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, dado que el tribunal, atenido a un rigorismo excesivo, omitió pronunciarse sobre el fondo del problema; por de pronto, resolver acerca de los supuestos perjuicios padecidos por el interesado en el contexto de la doctrina sobre daños "extrasistémicos", es decir, ajenos a la ley especial. La incapacidad debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el deterioro de la actividad productiva y el daño moral, pues la integridad física en sí misma es un valor indemnizable.


      Moreno, José Ramón c/ Pizzería Centro S.A. s/ accidente


      M. 2171, L. XL, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia que dejó de valorar cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio.


      El recurso interpuesto es procedente por cuanto la Alzada dejó de valorar cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio, motivo por el cual su resolutorio carece de los requisitos mínimos para sustentarlo como acto jurisdiccional válido.


      Rodríguez, Vanesa Elizabeth c/ Novosad, Isabel s/ despido


      R. 535, L. XLIII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: sentencia arbitraria que no atiende a las argumentaciones propuestas cuyo tratamiento era esencial para la adecuada solución del caso.


      Procede el recurso extraordinario no obstante que los agravios del apelante, fundados en la violación de la garantía de la defensa en juicio y en la arbitrariedad de la decisión, remitan al examen de cuestiones fácticas, de derecho común y procesal, si el decisorio no ha atendido siquiera mínimamente a las argumentaciones propuestas cuyo tratamiento era esencial para la adecuada solución del caso y se ve privado así de una adecuada fundamentación. Corresponde considerar arbitrario al decisorio que omitió examinar los agravios referidos al supuesto vacío legal que -en su versión originaria- presentaría la Ley 24.557 al no estipular el destino de las indemnizaciones o fondos devengados con motivo de la muerte del trabajador en ausencia de los beneficiarios establecidos por el artículo 18.2 de la norma, siendo que otras legislaciones -v.g. la sucesoria y la previsional- sí contemplan tal supuesto, reglando la transmisión de los derechos a los herederos del causante o al Estado, según el caso (cfr., entre otros preceptos, los arts. 54 y 176 de la Ley 24.241 y 3544 del Código Civil). Es arbitraria la sentencia que omitió los señalamientos vinculados a la ausencia de demostración de perjuicios por la aseguradora -en particular, que al cotizar el valor de la póliza se pondere la composición del grupo familiar del trabajador- conducentes para resolver la legitimación invocada por los interesados, tanto más si se los considera a la luz de la finalidad reparadora y protectoria de la Ley de Riesgos del Trabajo, de la garantía inherente a la protección integral de la familia (art. 14 bis, C.N.), y del hecho que el decr. 1278/00 (BO 03.01.01), ulteriormente, incluyó a los progenitores entre los beneficiarios de la indemnización. Cuando la Nación ratifica un convenio se obliga a que sus órganos internos lo apliquen a los supuestos que contempla, a fin de no comprometer su responsabilidad internacional, resultando apta la vía del artículo 14 de la Ley nº 48, de haberse omitido la valoración de una garantía del derecho internacional. Sin perjuicio de considerar que no se aprecia razonable una regla que excluye a los padres del trabajador soltero (en ausencia de los otros derecho-habientes reconocidos por la norma) de las prestaciones reclamadas en autos sobrevinientes a un accidente fatal de trabajo, máxime cuando se aceptó el pago de una cobertura bajo el supuesto de que en caso de producirse un infortunio habría algún beneficiario con derecho al cobro, compete la declaración de inconstitucionalidad del original Art. 18, ítem 2, de la Ley 24.557, en cuanto soslaya a los progenitores del trabajador siniestrado. Lo señalado es así, por resultar -por de pronto- lesivo, entre otras prerrogativas, del derecho a la protección integral de la familia que receptan tanto el Art. 14 bis de la Constitución Nacional, como los pactos internacionales de igual jerarquía conforme el Art. 75, inc. 22, de la Carta Magna. La solución consagrada por el legislador en lo referente al Art. 18 de la Ley 24.557, no consulta igualmente el cometido propio de la seguridad social, cual es la cobertura "integral" -por mandato del artículo 14 bis de la Norma Suprema- de las consecuencias negativas producidas por las contingencias sociales, soslayando el carácter alimentario y protector de los riesgos de subsistencia y ancianidad que poseen beneficios como los comprometidos, que sólo procede desconocer con suma cautela. No resulta razonable, en un marco de congruencia y ecuanimidad legal, que se prive a los padres de reparación, colocándolos en peores condiciones a las que se hallaban antes de acaecer el evento, desde que se trata de familiares consanguíneos a quienes la ley reconoce derecho a los alimentos (ver Art. 367, Cód. Civil). Tal situación redunda en una evidente afectación de su derecho de propiedad consagrado en el Art. 17 de la Ley Fundamental. La paradoja que encierra el diseño normativo de la "Ley sobre Riesgos del Trabajo", al remitir al "Sistema Integrado de jubilaciones y Pensiones" (ley 24.241), es que, por el mero arbitrio del legislador, coloca en situación de desamparo a los únicos beneficiarios posibles, a quienes se excluye sin motivo alguno y produciendo una discriminación intolerable, ya que de no mediar la Ley 24.557, en el contexto del derecho común, tendrían legitimidad en su condición de progenitores para reclamar, pues ingresan en posesión de la herencia en el mismo día de la muerte del causante, sin ninguna formalidad o intervención de los jueces (ver Art. 3410, Cód. Civil), pudiendo, incluso, presentarse a estar a derecho si la muerte se hubiese producido durante la tramitación del reclamo laboral (arg. Art. 33, Ley 18.345). A lo anterior se añade que la remisión cerrada formulada por el Art. 18.2 de la LRT al Art. 53 de la Ley 24.241, ni siquiera habilita la posibilidad de que en el supuesto de no concurrir los beneficiarios allí establecidos, puedan reclamar los herederos tal como lo legisla el propio Art. 54 de la Ley 24.241, dejado de lado aquí por la Ley de Riesgos del Trabajo. El legislador excluyó a los progenitores de modo irrazonable (art. 28, Const. Nacional) de los beneficiarios señalados en el Art. 18 de la LRT, por la mera condición de derecho-habientes de un operario fatalmente accidentado, soslayando, incluso, los precedentes legislativos, y trasuntando así una discriminación que no encuentra apoyo lógico en el texto constitucional, pues la igualdad de tratamiento ante la ley -no exenta de razonables distinciones- no admite que se diferencie privándose a algunos de aquello que se reconoce a los demás habitantes en circunstancias similares. La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), por su parte, previene contra la discriminación en el goce de los derechos humanos, defiende el derecho a la vida, a la integridad física y moral, el acceso a la justicia y la protección judicial (arts. 1, 2, 3, 4, 5 y 15); en tanto la Declaración Universal de Derechos Humanos (cfr. arts. 1, 2, 7 y 8) ampara contra toda discriminación, asegurando igualdad ante la ley en el goce de los derechos y en el acceso a la justicia. En este contexto se advierte también por parte de la LRT una retrogradación de derechos consagrados por normas fundamentales -previamente receptados en las leyes que regulaban su ejercicio- y que fueron abrogados sin razones que lo legitimen, lo cual resulta inconcebible en el diseño constitucional moderno que consagra el principio de la progresividad de los derechos sociales, que tiene por función evitar el retroceso de aquello que es conducente al logro de la justicia social (art. 75, incs. 19, 22 y 23 de la Const. Nacional; 26 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos y 2° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). Esa retrogradación fue señalada por la propia Corte al evaluar la LRT, afirmando que la reforma introducida por la norma que regula los infortunios laborales pone a ésta en un grave conflicto con un principio arquitectónico del derecho internacional de los derechos humanos en general, y del Pacto Internacional de Derechos, Económicos, Sociales y Culturales en particular; agregando -con cita, incluso, del artículo 2.1 del Pacto y del Comité respectivo- que todo Estado Parte se compromete a adoptar medidas para alcanzar progresivamente la plena efectividad de los derechos reconocidos en el Tratado, puntualizando que aquellas de carácter deliberadamente retroactivo requerirán la consideración más cuidadosa y deberán justificarse plenamente con referencia a la totalidad de los derechos previstos en el Acuerdo y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se disponga, derivándose una fuerte presunción contraria a que las medidas regresivas sean compatibles con el Pacto, sobre todo cuando su orientación no es otra -art. 11.1- que la mejora continua de las condiciones de existencia. El Art. 75, inc. 23, de la Constitución Nacional fortalece la vigencia del principio de progresividad en materia previsional, descalificando todo accionar gubernamental que en la práctica de un resultado regresivo en el goce efectivo de los derechos. En las condiciones reseñadas, apartándose el Art. 18.2 de la Ley 24.557 de precedentes legales pacíficos en la materia y de convicciones jurídicas arraigadas en la comunidad, como lo pone de manifiesto la reforma del decr. 1278/00; deviniendo incongruente e inequitativo a la luz de la legislación civil y de la seguridad social, en general; afectando, entre otros, principios y derechos como los referidos a la protección integral de la familia, no discriminación, propiedad, razonabilidad, integralidad de cobertura, progresividad; etc.; procede que se declare su inconstitucionalidad, debiendo la Sala reexaminar el asunto en el plano de dicha premisa.


      Medina, Orlando c/ Solar Servicios on line s/ interrupción prescripción


      M. 1380, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Programa de Propiedad Participada de Telefónica de Argentina. Arbitrariedad de la sentencia que ha prescindido, sin dar motivos suficientes, de la consideración de cuestiones oportunamente propuestas y que, eventualmente, resultarían conducentes para la correcta solución del litigio.


      No se advierte suficiente la afirmación en orden a que la desvinculación de los actores de la empresa telefónica no podría generar daños por la privación del goce de la titularidad de las acciones, toda vez que incumbe señalar que no se encuentra formalizado el acto de recompra y sí objetada -en su validez y oponibilidad- la preceptiva que le sirve de base, la que, con prescindencia del marco general provisto -entre otros- por los artículos 30, 35, 37 y 38 de la Ley nº 23.696 y 9 a 13 y 17 del decreto nº 584/93, descansa esencialmente sobre el Acuerdo General de Transferencia y el Convenio de Sindicación de Acciones. A su vez, se omite una respuesta adecuada sobre los perjuicios reclamados con base en la privación de sus derechos como accionistas, independientemente de si no correspondía la restitución de las acciones después de que se hubiesen consolidado otros actos que la hacían -prácticamente- imposible, desde que ello no impedía examinar si, en el caso, se verificó algún daño. Dicha pretensión ha tenido sustento en la falta de cumplimiento de las formalidades previstas en las normas aplicables al procedimiento de recompra de acciones. Y si bien en la demanda, se admite que el Programa de Propiedad Participada de Telefónica de Argentina se encuentra disuelto y que no han quedado en la actualidad acciones clase C, ello no invalida per se el reclamo de daños y perjuicios ocasionados por su privación, que fue propuesto expresamente. Por último, la resolución fundada en que no existe asimetría con el modo de pago de las acciones verificado por el Fondo de Garantía y Recompra, prescinde, en primer lugar, de que la cuestión fue propuesta al juez de mérito en el alegato, según señaló la actora en sus agravios; y, en segundo, de que aparecen señaladas importantes diferencias, que debieron ser examinadas con mayor precisión para dar una repuesta acabada sobre el punto. En tales condiciones, corresponde descalificar el fallo porque la a quo ha prescindido, sin dar motivos suficientes, de la consideración de cuestiones oportunamente propuestas y que, eventualmente, resultarían conducentes para la correcta solución del litigio, lo que impide considerarlo una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, de acuerdo con la conocida doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias.


      Sigurani, Ángel Luis y otros c/ Sindicato de Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Telefónica de Argentina s/ proceso de conocimiento


      S. 1076, L. XLII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso basado en la doctrina de las sentencias arbitrarias: decisión de la Sala que omite cuestiones conducentes para la resolución del conflicto.


      El recurso basado en la doctrina de las sentencias arbitrarias constituye un sostén suficiente para la procedencia de la apelación, porque al revocar la resolución sancionatoria la Sala lo hizo con fundamento en un supuesto planteo subyacente de encuadramiento convencional, sin hacerse cargo de que fue la parte sumariada la que introdujo tal controversia y sin contemplar que el Ministerio de Trabajo, en el ejercicio de sus funciones de policía, constató la falta de cumplimiento de lo referente al descanso de los "conductores", aplicando el convenio que regía para la actividad desarrollada por la inspeccionada, sin aventurarse, en rigor, en la interpretación controversial de ninguna norma.


      Ministerio de Trabajo c/ Expreso Alberino S.A. s/ sumario


      M. 685, L. XLII, 17 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Sentencia que omite pronunciarse sobre cuestiones conducentes planteadas por la defensa. Sentencia descalificable como acto judicial válido.


      Si bien es cierto que los magistrados no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquéllos que estimen pertinentes para la resolución del caso, también cabe destacar que son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o las que lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.


      L., Roberto s/ Lesiones leves, corrupción calificada, etc. -causa Nº 92.414-


      L. 727, L. XLI, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Ausencia de análisis de cuestiones oportunamente introducidas y no tratadas, conducentes para la solución del caso. Deber del Ministerio público fiscal. Responsabilidad internacional en el cumplimiento de las normas procesales.


      Asiste razón al apelante en cuanto sostiene que el fallo ha omitido el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas que resultaban conducentes para la decisión. En especial, que ha prescindido de examinar parte de la prueba susceptible de incidir en la solución del juicio. Esos planteos van más allá de una mera discrepancia del funcionario recurrente con cuestiones vinculadas a valoraciones probatorias, sino que se dirigen a cuestionar, en algunos casos, la omisión del a quo de su tratamiento y. en otros, sus respuestas meramente dogmáticas respecto de asuntos relevantes para la resolución del caso. Si bien los jueces no están obligados a tratar todas y cada una de las pruebas logradas en la investigación, tampoco pueden realizar un examen fragmentario y parcializado o aislado de ellas y prescindir de una visión conjunta. Pese al carácter restrictivo de la tacha de arbitrariedad, el dejar firme una resolución que impidió el descubrimiento de la verdad jurídica objetiva sobre la base de fórmulas genéricas y abstractas, importa una flagrante violación a las reglas del debido proceso contenidas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, puesto que los jueces no pueden sustraerse a lo que es propio de su ministerio sin menoscabo evidente de la mencionada garantía constitucional. Uno de los deberes de este Ministerio Público es preservar su cumplimiento, de acuerdo al artículo 120 de la Constitución Nacional, pues en este órgano de gobierno recae la función de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad. Esta obligación de velar por la prosecución de tal objetivo debe entenderse de acuerdo a las características del caso, enmarcada en los compromisos asumidos por el Estado nacional al suscribir tratados en la materia con otros países, como lo son la Convención Interamericana contra la Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, aprobadas por leyes 24.759 Y 26.097, cuyo incumplimiento podría generar responsabilidad internacional y que por ello, además, imponen su consideración en esta instancia.


      D., Mariano s/ Delito de acción pública -causa N° 6726-


      D. 1432, L. XLII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: decisión que ha declarado la inhabilidad del título ejecutivo prescindiendo de la debida ponderación de las circunstancias del caso y de lo prescripto por el artículo 92 de la Ley 11.683.


      Corresponde considerar que el a quo ha declarado la inhabilidad del título ejecutivo prescindiendo de la debida ponderación de las circunstancias del caso y de lo prescripto por el artículo 92 de la Ley 11.683, por lo cual el fallo resulta descalificable con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, toda vez que exigió el dictado de un acto administrativo luego de que la deuda había sido determinada y notificada, fundando su decisión en la falta de un acto que estableciese y comunicase la deuda cuyo cobro pretende el Fisco, por contribuciones y aportes de la seguridad social. Sin embargo, esta deuda fue determinada y notificada al contribuyente, tal como lo exige la normativa aplicable a la determinación de deudas previsionales (ley 18.820 y R.G. AFIP 79/98), sin que el contribuyente las haya recurrido por las vías pertinentes a tal efecto. Por ende, la exigencia de una resolución administrativa no reglada por el régimen legal vigente, no resulta admisible y basta para descalificar la decisión recurrida a la luz de la doctrina mencionada.


      Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Juárez, Liliana Noemí s/ ejecución fiscal


      A. 710, L. XLII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: omisión de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida.


      Si bien los agravios traídos a esta instancia extraordinaria remitirían al examen de cuestiones no federales, ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, pues en tales condiciones, el pronunciamiento no constituiría un acto judicial válido. La sentencia de la ad-quem satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, por lo que, ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.


      Mopardo, Elba Carmen c/ Corporación General de Alimentos S.A. y otro s/ despido


      M. 3581, L. XLI, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: omisión de un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida.


      Si bien los agravios remiten, en principio, al examen de cuestiones de derecho procesal y común, extrañas -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , ello no resulta obstáculo para abrir el remedio cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida. En las condiciones antedichas, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido y debe revocarse.


      Aveiro, Isabel c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ indemnización por accidente de trabajo


      A. 1231, L. XLI, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: omisión por parte de la juzgadora a la solicitud de devolución de los montos descontados en el plano de la previsión atacada. Petición de declaración de invalidez constitucional del artículo 9º de la Ley 5069 de la Provincia de San Luis y solicitud de la devolución de los montos descontados en virtud de su aplicación: tema no tratado por el juez.


      Cabe poner de resalto que incumbe hacer excepción a la regla según la cual las cuestiones de hecho y prueba y derecho público local son ajenas, por norma, a la vía del artículo 14 de la Ley nº 48, en la medida en que se ha omitido valorar elementos conducentes para la solución del litigio, lo cual hace descalificable lo resuelto con arreglo a la doctrina sobre sentencia arbitrarias. Ello es lo que ocurre toda vez que la sentencia en crisis no dio respuesta a la solicitud de devolución de los montos descontados en el plano de la previsión atacada, extremo de inevitable tratamiento para dar una correcta y acabada solución del problema. En efecto, los actores no sólo peticionaron la declaración de invalidez constitucional del artículo 9º de la Ley 5069 de la Provincia de San Luis, sino que, además, solicitaron la devolución de los montos descontados en virtud de su aplicación, tema que no fue tratado por la Juzgadora. Dicha circunstancia, por lo tanto, obsta a la convalidación del decisorio del a-quo como acto judicial válido.


      Aguirre Castro, Nora Argentina y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de San Luis s/ demanda de inconstitucionalidad


      A. 2139, L. XLI, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia arbitraria: tribunal de la causa que ha preterido considerar las concretas circunstancias del litigio y omitido pronunciarse sobre planteos conducentes para la correcta solución del caso.


      Si bien los agravios referentes a la calidad de parte de las dos co-demandadas remiten al examen de cuestiones fácticas y procesales, ajenas por su naturaleza a la vía del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicha regla cuando el tribunal de la causa ha preterido considerar las concretas circunstancias del litigio y omitido pronunciarse sobre planteos conducentes para la correcta solución del caso, privando al pronunciamiento de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales, toda vez que la Sala, en evidente error, declaró abstractos los agravios vertidos en torno a la no extensión de la condena a Telefónica y Telecom en los términos de los arts. 225 a 230 de la LCT y arts. 41 a 45 de la Ley 23.696, negándoles la calidad de parte, cuando de las constancias del caso surge que ambas fueron accionadas; comparecieron a estar a derecho e, incluso, contestaron los recursos de apelación.


      Guimaraes, Marcelino y otros c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones s/ diferencias salariales


      G. 1982, L. XL, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias descalificables como actos judiciales válidos: aquellas que omiten pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes.


      Son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.


      A., Osiris Juan Bautista s/ Art. 442 del Código Penal -causa nº 24.871/05-


      A. 2504, L. XLI, 02 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda por abuso e ilegitimidad de intereses aplicados por tarjeta de crédito. Omisión de tratamiento de cuestiones conducentes. Sentencia arbitraria.


      En el sub-lite asiste razón al recurrente, cuando sostiene que la sentencia del tribunal de alzada resulta arbitraria con agravio directo e irreparable al derecho de propiedad y defensa en juicio. Ello es así, desde que fue omitido el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas, que eventualmente resultarían conducentes para la decisión del juicio, relativas al alegado abuso e ilegitimidad de los intereses financieros o compensatorios aplicados en razón de financiaciones otorgadas, lo que descalifica al fallo como acto judicial válido.


      Novosad, Isabel c/ Diners Club Argentina S.A. y de T. s/ sumarísimo


      N. 315, L. XLI, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Sanción procesal. Multa por conducta temeraria y maliciosa. Art. 45 del CPCC. Supuesto de arbitrariedad. Vulneración de garantías constitucionales. Defensa en juicio.


      La Corte tiene dicho que lo atinente al pedido de multa procesal por conducta temeraria no habilita la instancia extraordinaria federal, pues conduce al examen de cuestión fáctica y de derecho procesal, que es facultad privativa de los jueces, ajena a la vía del Art. 14 de la Ley 48 , también ha sostenido que cabe hacer excepción a dicha regla cuando, con menoscabo del debido proceso y del derecho de defensa en juicio, el tribunal ha incurrido en un exceso ritual y no ha considerado aspectos del problema que podrían incidir en la correcta solución del caso. Supuesto de excepción que, se verifica en el sub-lite porque la sala tuvo por configurada la infracción reglada en el artículo 45 del CPCCN atendiendo al mero incumplimiento del pacto de renuncia, sin analizar ni ponderar los argumentos vertidos por la apelante en su contestación relativos a la falta de dolo y seriedad del planteo en cuanto al motivo en virtud del cual entendió que dicho convenio carecía de validez, cual es, la arbitrariedad de la sentencia determinando una tasa de interés excesiva. Por otra parte cabe recordar, que reiterada doctrina de la Corte postula que, incurre en un excesivo rigor formal y corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que impuso una multa procesal, si no se demostró la necesaria correlación entre la imputada falta de seriedad de los planteos efectuados y el propósito especial que tipifica la causal de malicia procesal y cuando con menoscabo del debido proceso y del derecho de defensa en juicio, el tribunal incurre en exceso ritual y no considera aspectos del problema que podrían incidir en la correcta solución del caso.


      Galante, Ernesto c/ Citibank N.A. s/ ejecutivo


      G. 639, L. XLII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión Federal.


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      El recurso extraordinario deducido es formalmente admisible toda vez que se halla en juego la aplicación e interpretación de preceptos de naturaleza federal y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante con apoyo en dicha normativa. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del a quo ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado. La primera fuente de inteligencia de la ley es su letra, aunque la misión judicial no se agota con ello, ya que los jueces, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no pueden prescindir de la intención del legislador y del espíritu de la norma, de manera que las conclusiones armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Debiendo considerarse que la inconsecuencia o falta de previsión no son supuestas en el legislador y por principio las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto. La letra de la 26.204 es clara en cuanto a que la suspensión involucra la ejecución de sentencias que condenen a los agentes al pago de sumas de dinero, incluidos honorarios y gastos, y no así a los trámites de pedido de quiebra, respecto de los que nada consigna. Los considerandos del decreto 2724/2002 son aclaratorios de la intención del legislador en cuanto al alcance de la suspensión prorrogada, expresando en tal sentido, que la finalidad de tal prescripción es garantizar la inejecutabilidad de las sentencias condenatorias y la intangibilidad de los bienes afectados al cumplimiento de los servicios de salud en forma análoga a lo dispuesto por la Ley 25.589 en razón del vencimiento del periodo tutelado por la Ley 25.563.


      Obra Social de Agentes de Loterías y Afines de la República Argentina s/ pedido de quiebra por Bardoli, Daniel Juan


      O. 450, L. XLI, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      El recurso extraordinario interpuesto será formalmente admisible, toda vez que se controvierta la validez de un acto de autoridad nacional y la interpretación de normas federales y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa es contraria a los derechos invocados por el apelante (art. 14, incs. 1º y 3º, de la Ley 48 ). En la tarea de establecer la inteligencia de las normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de los jueces de la causa y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. No puede sostenerse válidamente que el ejercicio de las facultades discrecionales, por parte del órgano administrativo, para cancelar la designación de un agente durante el período de prueba (según le autoriza el Art. 25 del CCT), lo eximan de verificar los recaudos que para todo acto administrativo exige la Ley 19.549, como así también respetar el sello de razonabilidad que debe acompañar a toda decisión de las autoridades públicas. El control judicial de los actos denominados tradicionalmente discrecionales o de pura administración encuentra su ámbito de actuación, por un lado, en los elementos reglados de la decisión "entre los que cabe encuadrar, esencialmente, a la competencia, a la forma, a la causa y a la finalidad del acto" y por otro, en el examen de su razonabilidad. El Art. 17 inc. a) de la Ley 25.164 supedita la adquisición de la estabilidad en el empleo a que se "acredite (n) condiciones de idoneidad a través de las evaluaciones periódicas de desempeño, capacitación y del cumplimiento de las metas y objetivos establecidos para la gestión durante el transcurso de un período de prueba de doce (12) meses de prestación de servicios efectivos, así como de la aprobación de las actividades de formación profesional que se establezcan" (el resaltado no es del original). La correlación de tal norma con la facultad que el Art. 25 del CCT confiere a la autoridad administrativa para cancelar la designación durante el período de prueba, conducen a pensar que el objeto de tal potestad es la de brindar la posibilidad a la Administración para que evalúe la idoneidad del agente. Si se descarta que lo que motivó el dictado del acto cancelatorio de la designación fue la ausencia de idoneidad para desempeñar el cargo o la eventual reestructuración organizativa de la dependencia -o cualquier otro motivo- aquél aparece desprovisto de un elemento esencial para su validez, cual es su causa. Las normas que supeditan la adquisición de la estabilidad en el empleo a que se acrediten condiciones de idoneidad durante el período de prueba, constituye un aspecto que limita la decisión discrecional de la Administración. La circunstancia de que la administración obre en ejercicio de facultades discrecionales, en manera alguna puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria, como tampoco de la omisión de los recaudos que, para el dictado de todo acto administrativo, exige la Ley 19.549. Es precisamente la legitimidad -constituida por la legalidad y la razonabilidad- con que ejerce las facultades discrecionales la Administración Pública, el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte interesada, verificar el cumplimiento de dichas exigencias.


      Schnaiderman, Ernesto Horacio c/ Estado Nacional - Secretaría de Cultura y Comunicación de la Presidencia de la Nación s/ Nulidad de resolución


      S. 2488, L. XLI, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      El remedio extraordinario será formalmente admisible, toda vez que se encuentre en tela de juicio la aplicación e interpretación de normas de naturaleza federal y la decisión del superior tribunal de la causa hubiere sido adversa a las pretensiones que el apelante funda en ellas (art. 14, inc. 3º, de la Ley 48 ). En la interpretación de una norma debe preferirse siempre la interpretación que favorezca los fines perseguidos por la misma y no la que los dificulte, sin atenerse rigurosamente a sus palabras cuando una inteligencia razonable y sistemática así lo requiere. La incorporación del Art. 18 al régimen de consolidación de deudas responde a la necesidad de atender en efectivo las obligaciones de aquellos acreedores que se encuentran en las especiales condiciones descriptas por la norma, sin tener que recurrir a declarar inconstitucional el régimen, única solución posible antes de sancionarse la Ley 25.344, pues la Ley 23.982 no contenía tales previsiones. Las sentencias de la Corte Suprema deben limitarse a los agravios expresados en el recurso extraordinario. Cuando se trata del reconocimiento de un crédito en sede judicial, la Ley 25.344 se invoca y surte sus efectos al momento de dictarse sentencia condenatoria contra alguno de los entes u organismos comprendidos en su Art. 2°, por lo tanto no parece apropiado considerar que el juez que intervino en la causa deba abstenerse de aplicar íntegramente dicho régimen, o de resolver las peticiones de las partes vinculadas a aquél, sin perjuicio de que el Poder Ejecutivo ejerza la facultad discrecional de otorgar este beneficio cuando el acreedor lo solicite ante las autoridades administrativas correspondientes.


      Sandobal, Juan Luis c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/ Daños y perjuicios


      S. 1158, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      El remedio federal es formalmente admisible, en tanto se ponga en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal, y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa contraria al derecho que el recurrente sustenta en ellas. La indemnización tiende a compensar todo perjuicio que resulte de la pérdida de bienes o ventajas, de manera que reemplaza los valores perdidos, entre los que se incluyen los dejados de percibir. Como trata de colocar a quien sufre el daño en igual condición en que se encontraba antes de producirse el hecho que le dio origen, no puede admitirse, como principio, su carácter de beneficio, ni que genere enriquecimiento. Las sumas recibidas en concepto de indemnización por daños procuran colocar a quien las recibe en igual condición en que se encontraba antes de producirse el hecho que le dio origen y, por ende, no representan una ganancia, un enriquecimiento o acrecentamiento patrimonial gravado por la Ley 20.628 y sus modificatorias.


      Cerrito Car CIFIASA (TF 19.762-I) c/ DGI


      C. 1241, L. XLII, 03 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      Es formalmente admisible el recurso extraordinario si se halla en tela de juicio la inteligencia de normas de carácter federal y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido adversa a la pretensión que la recurrente fundó en ellas. En la interpretación de normas federales, el máximo Tribunal no se encuentra constreñido por los argumentos de las partes o de la Cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre los puntos controvertidos según la interpretación que rectamente les otorgue. El Art. 7º de la Ley 23.982 establece que los recursos que asigne anualmente el Congreso para atender al pasivo estatal consolidado se imputarán al pago de los créditos reconocidos, de acuerdo a un orden de prelación en el que se consigna como inciso c) "los créditos por daños a la vida, en el cuerpo o en la salud de las personas físicas...". Dicho texto legal revela la voluntad del legislador de incluir en el régimen de consolidación de deudas, las que se originen en la obligación del Estado de resarcir los daños descriptos en el mencionado inciso. La exégesis de las normas, aun con el fin de adecuarlas a principios y garantías constitucionales, debe practicarse sin violación de su letra o de su espíritu ya que no es posible apartarse del principio primario de la sujeción de los jueces a la ley ni atribuirse el rol del legislador para crear excepciones no admitidas por éste, pues de hacerlo, así se olvidaría que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación, la norma debe ser aplicada directamente con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas en aquélla, ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal equivaliese a prescindir de su texto. La voluntad estatal de disponer la atención de las deudas consolidadas por medios ajenos a los previstos en el régimen general regulado por la Ley 23.982 ha de manifestarse por actos expresos, dirigidos a satisfacer esa finalidad y emanados de los órganos competentes para decidir en la materia pues la voluntad del legislador que sancionó dicha ley ha sido abarcar un "...amplio universo de deudas..." No le incumbe a los jueces, atribuirse el rol del legislador para crear excepciones no admitidas por éste.


      Gallardo, Haydee Celia c/ Pérez, Sergio Gustavo y otros s/ Recurso de hecho


      G. 1204, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      Es formalmente admisible el recurso extraordinario si se halla en tela de juicio la inteligencia de normas de carácter federal y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido adversa a la pretensión que la recurrente fundó en ellas. La indemnización previa que exige la Constitución a los efectos de legitimar el poder expropiatorio del Estado excluye cualquier dilación provocada por el expropiante y, por lo tanto, su percepción nunca puede ser posterior al desapoderamiento ni encontrarse sujeta a condición alguna. El Art. 17 de la Constitución Nacional requiere que la expropiación por causa de utilidad pública sea previamente indemnizada y que, por consiguiente, deban proscribirse -en todos los supuestos- los procedimientos que retardan la satisfacción del legítimo derecho de los interesados de obtener la reparación del agravio patrimonial sufrido como consecuencia de la práctica de la facultad de expropiar que asiste al Estado. Ninguna ley puede modificar ni subvertir los principios de raigambre constitucional que rigen el instituto de la "expropiación por causa de utilidad pública" que han sido preservados aun ante el caso de leyes de emergencia. Nunca una "indemnización previa" podrá entenderse como posterior al desapoderamiento, como crédito a cobrar por expropiación. Los juicios expropiatorios han sido excluidos de los regímenes legales especiales sobre el efecto declaratorio de las sentencias de condena a la Nación (art. 7º de la Ley 3952), pues un sistema que comporte una demora en el cobro de la indemnización es inconciliable con la exigencia constitucional del pago previo debido al expropiado y, por tanto, resulta violatorio de lo dispuesto en el Art. 17 de la Ley Fundamental. Resulta inadmisible cualquier planteo tendiente a cancelar la diferencia que pueda resultar entre el monto depositado y el que se haya fijado en la sentencia mediante el mecanismo de previsión presupuestaria que regula el Art. 22 de la Ley 23.982, pues aunque se trate de un saldo no pagado, éste participa de la naturaleza jurídica de la indemnización, la cual debe ser previa al desapropio y justa, es decir, íntegra. Para que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en un juicio en que una provincia es parte, resulta esencial examinar la materia sobre la que versa el pleito, civil o federal, quedando excluidos los asuntos que se rigen por el derecho público local.


      Dirección Nacional de Vialidad c/ Alcaraz, Francisco Evaristo o quien resulte responsable s/ Expropiación


      D. 1041, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      La apelación extraordinaria será formalmente admisible, toda vez que el superior tribunal de la causa hubiera declarado la invalidez constitucional de un decreto de naturaleza federal.


      Juplast S.A. c/ Estado Nacional y AFIP s/ amparo


      J. 87, L. XLI, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      Toda vez que se encuentre en tela de juicio la interpretación de normas federales y que la decisión definitiva del superior tribunal de la causa hubiere sido contraria al derecho que en ella funda la apelante (art. 14, inc. 3º de la Ley 48 ), cabe admitir el recurso extraordinario federal.


      Viola de Castro, Nélida Haydee c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Sec. Política Criminal y A. P. - Dto. 2807/93 s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seg.


      V. 375, L. XLI, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Agravios que involucran materias regidas por los artículos 18, 19 de la Constitución Nacional e instrumentos internacionales de igual jerarquía. Decisión contraria a esos derechos. Constitucionalidad de la pena de prisión perpetua para casos de gravedad. Reincidencia. Intervenciones telefónicas. Principios de legalidad, inocencia, necesidad y proporcionalidad.


      El control judicial está impuesto por la necesidad de controlar la coacción estatal y evitar la arbitrariedad de sus órganos. Si los jueces no estuvieran obligados a examinar las razones y antecedentes que motivan el pedido de las autoridades administrativas y estuvieran facultados a expedir las órdenes de allanamiento sin necesidad de expresar fundamento alguno, la intervención judicial carecería de sentido, pues no constituiría control ni garantía alguna para asegurar la inviolabilidad del domicilio. Respecto de la figura del homicidio agravado cometido por mayores, la sola subsunción de la imputación en el tipo penal basta para dejar sentada la gravedad del hecho sin necesidad de mayores argumentaciones, pues la pena prevista es absoluta y por lo tanto, no exige, de hecho, ningún esfuerzo argumental adicional para la determinación de la pena: prisión perpetua. El ingente papel que en la elaboración del derecho incumbe a los jueces -comprensivo de la determinación de su conformidad con los principios y garantías de la Ley Fundamental-, así como en la interpretación y sistematización de las normas infraconstitucionales y la suplencia de sus lagunas (artículo 16 del Código Civil) no incluye, obviamente, la facultad de instituir la ley misma. No es lícito que los magistrados judiciales argentinos procedan con olvido de su carácter de órganos de aplicación del derecho ‘vigente’ ni que se atribuyan potestades legislativas de las que carecen. La Corte debe agotar todas las interpretaciones posibles de una norma antes de concluir con su inconstitucionalidad. Sabido es que la inconstitucionalidad es un remedio extremo, que sólo puede operar cuando no resta posibilidad interpretativa alguna de compatibilizar la ley con la Constitución Nacional y los tratados internacionales que forman parte de ella, dado que siempre importa desconocer un acto de poder de inmediata procedencia de la soberanía popular, cuya banalización no puede ser republicanamente saludable.


      C., Daniel Isaac y otros s/ Homicidio agravado por el vínculo etc. -causa N° 1029-


      C. 2641, L. XXXIX, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución de graves transgresiones a los derechos humanos cometidos durante la última dictadura militar. Tiempo prolongado de prisión preventiva. Imputado que se encuentra cumpliendo prisión domiciliaria. Inexistencia de caso federal en ese supuesto.


      En los casos en que al imputado se le atribuyen graves transgresiones a los derechos humanos, no parece violatorio de sus garantías fundamentales que continúe cumpliendo la prisión preventiva en su domicilio particular, por lo que, en ese supuesto, no habría caso federal que deba ser resuelto en esta instancia extraordinaria.


      M., Carlos Alberto s/ excarcelación -causa Nº 350-


      M. 389, L. XLIII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestionamiento de la validez temporal de la ley penal del artículo 2 del Código Penal de la Nación, con remisión a los principios constitucionales de legalidad y ley penal más benigna, cuya decisión ha sido contraria al derecho que el apelante fundó en ellos. Ley 24.390: compensación debida a la restricción al principio de inocencia. Improcedencia cuando el imputado se encontrare privado de su libertad en virtud de una condena anterior y el auto de prisión preventiva se dictare por cuestiones formales.


      La vigencia de una ley no depende de que en un caso concreto se encuentren presentes sus presupuestos fácticos y jurídicos de aplicación. Si el artículo 7 de la Ley 24.390 era la ley vigente en el momento del hecho, la aplicación retroactiva de la Ley 25.430, que derogó esa norma, se halla vedada por el principio constitucional de legalidad material en atención al carácter material que ostentan las reglas de cómputo de la prisión preventiva. Más aun, tratándose de normas que afectan la libertad ambulatoria, la prohibición de retroactividad regiría incluso si se considerara que revisten carácter procedimental.


      C., Gustavo Germán s/ Recurso de casación


      C. 671, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Desistimiento tácito de la impugnación federal.


      Corresponde atribuir al carácter de la codemandada desistimiento tácito de la impugnación federal toda vez que se aprobó y cumplió la liquidación, se dispuso el levantamiento de la medida cautelar y se concretó el pago al perito contador, sin que se haya formulado en el acuerdo ni en las presentaciones ulteriores reserva de continuar con el trámite de la queja. Es decir, el comportamiento desplegado resultó ser consecuencia de la conducta discrecional de la codemandada y, de conformidad con lo establecido por los artículos 873, 915, 918 -y concordantes- del Código Civil, tácitamente, implicó haber desistido de la cuestión debatida en el recurso.


      Ortiz, Raúl Valentín c/ Centro argentino de ingenieros y otros s/ despido


      O. 226, L. XL, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Discusión del alcance o inteligencia de una norma de carácter federal. Código Aduanero. Decisión apelada contraria a la pretensión del recurrente.


      El recurso extraordinario es formalmente procedente, en la medida en que se encuentra en discusión el alcance o inteligencia de una norma de carácter federal (artículo 947 del Código Aduanero) y la decisión apelada ha sido contraria a la pretensión que el recurrente funda en ella. Al discutirse el alcance de una norma de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos del a quo o de las partes, sino que le incumbe efectuar una declaración sobre el punto disputado. La primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir del texto legal, y cuando ella no exige esfuerzo en su hermenéutica debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. El texto del artículo 947 del Código Aduanero es claro en cuanto a que sólo establece el trato como infracción de contrabando menor respecto de la figura del inciso "g" del artículo 865 de ese cuerpo legal, y ninguna de sus palabras permite extenderlo válidamente a los demás supuestos de contrabando agravado que esa norma contempla. La interpretación de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción, a cuyo efecto una de las pautas más seguras para verificar si la inteligencia de una disposición es racional y congruente con el resto del sistema del cual aquélla forma parte, es la consideración de sus consecuencias. El pronunciamiento apelado se muestra como el producto de la composición de esos dos textos legales, por la que se escogieron sus aspectos favorables y se descartaron los elementos adversos, procedimiento que, de acuerdo con el criterio prácticamente unánime en la doctrina, resulta inadmisible en el marco de aplicación de aquel principio, desde que se crea una tercera ley inexistente.


      A. Z., Carlos Pedro y otros s/ Recurso de casación


      A. 1708, L. XLI, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Admisibilidad del Recurso Extraordinario. Existencia de cuestión federal y decisión del superior tribunal contraria del derecho federal invocado.


      El recurso será formalmente admisible cuando se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas federales y la decisión de la causa resulte favorable a su validez constitucional, en desmedro de las pretensiones del apelante (art. 14, incs. 1º y 3º de la Constitución Nacional). El Art. 86 de la Ley 3.764 faculta al Poder Ejecutivo nacional a dejar sin efecto transitoriamente los gravámenes establecidos por ella “cuando así lo aconseje la situación económica de determinadas industrias”, y “previos informes técnicos favorables y fundados de los ministerios que tengan jurisdicción sobre el correspondiente ramo, y del Ministerio de Economía”. Por otra parte el decreto 611/91 autorizó a reducir la presión impositiva específica sobre los productos de fabricación nacional del subsector de electrodomésticos hasta el 28 de febrero de 1991, plazo prolongado hasta el 31 de diciembre de 1992 por el decreto 365/92. Del texto de las disposiciones citadas se desprende, de manera inequívoca, que el régimen en cuestión no incluye los bienes importados. No corresponde a los jueces conceder otras excepciones tributarias que las específicamente reconocidas por la ley. La prohibición de discriminar que contiene el Art. 80 de la ley de impuestos internos respecto de las tasas y del régimen de exenciones debe entenderse sin perjuicio de las discriminaciones que disponen los artículos que le preceden, pues de lo contrario importaría no sólo inconsecuencia o falta de previsión del legislador, sino también incoherencia en la redacción del texto legal. Las leyes deben interpretarse siempre evitando otorgarles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el sentido que las concilie y deje a todas con valor y efecto. No puede entenderse que, cuando el Art. 80 de la ley de gravamen establece -en principio- la equiparación de tratamiento tributario entre los productos nacionales y los extranjeros, ordenando que queda “derogada toda disposición que importe un tratamiento discriminatorio en razón del origen de los productos”, tal norma importe una férrea regla con proyección sobre toda otra norma a futuro. En efecto, sólo podría otorgársele efectos derogatorios con relación a las normas preexistentes a ella, mas no podría atribuírsele la virtud de impedir que se adopten modificaciones en cuanto al tratamiento con posterioridad a su sanción. Ello es así, debido a la elemental regla que consagra que la ley posterior deroga la anterior. Si bien la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y que sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a sus sentencias. De allí deviene la conclusión de que carecen de fundamento las resoluciones de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia.


      Levín, Ernesto Ariel (TF. 15148-I) c/ DGI s/ Recurso extraordinario.


      L. 580, L. XLII, 07 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: interpretación de normas federales.


      Los recursos interpuestos son formalmente admisibles pues se encuentra en tela de juicio la interpretación de preceptos federales (ley 25.561 y decr. 214/02, decr. 410/02 y Com. B.C.R.A. A 3507 -ptos. 3.2 y 4, primer párrafo-), y la decisión ha sido contraria a las pretensiones de los apelantes. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte Suprema no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate. Si las causales de arbitrariedad se vinculan de modo inescindible con los temas federales en discusión deben ser examinados en forma conjunta.


      Treviplast S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Dto. 1570/01 214/02 s/ Amparo


      T. 650, L. XL, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación de normas federales. La posición del Tribunal apelado, no limita las decisiones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Al encontrarse controvertido el alcance que cabe asignar a una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. Dado que han sido invocadas causales de arbitrariedad que se hallan estrechamente vinculadas con los temas federales en discusión, corresponde que su tratamiento sea abordado en forma conjunta. El control de la legitimidad del acto administrativo supone el de la debida aplicación de las normas, de manera que los hechos se aclaren adecuadamente y lo decidido se ajuste al texto legal. La Ley 24.076 de privatización de Gas del Estado Sociedad del Estado, ha otorgado a la autoridad administrativa suficiente margen de discrecionalidad para determinar quién debe ejecutar la obra o prestar el servicio con ajuste al propósito de atender y proteger adecuadamente los derechos de los consumidores. Claro está, que ello es así sin olvido de que la esfera de discrecionalidad susceptible de perdurar en los entes administrativos no implica en absoluto que éstos tengan un ámbito de actuación desvinculado del orden jurídico o que aquélla no resulte fiscalizable. Los derechos de la licenciataria de la zona, tomando en cuenta los antecedentes parlamentarios que precedieron a la sanción de la Ley 24.076, deben ser entendidos en el sentido que ella no recibió el privilegio del monopolio, ni siquiera de la exclusividad absoluta, sino que debe interpretarse que recibió un derecho de prioridad (confr. Diario de Sesiones del Senado, 14 de noviembre de 1991, págs. 4099 y 4123). Y la Ley 24.076, la cual fijó como objetivos incentivar la eficiencia y la protección de los consumidores, otorgó al ente regulador la misión de designar al prestador u operador del servicio público, incluso con posibilidad de ejercer facultades expropiatorias cuando fuese imprescindible en beneficio del bien común (art. 4º, inc. 3, título IV, Anexo I, del decreto 1738/92; contrato de transferencia de acciones, capítulo VII, punto 7.1.2.). El control jurisdiccional de los actos administrativos se limita a corregir una actuación administrativa, ilógica, abusiva o arbitraria, pero no implica que el juez sustituya a la Administración en su facultad de decidir en aspectos que no presenten aquellos vicios. La competencia jurisdiccional, es revisora, no sustitutiva.


      Camuzzi Gas Pampeana S.A. c/ Resolución 370/01 - ENARGAS (Expte. 4395)


      C. 2125, L. XLII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Existencia de cuestión federal: cuestionamiento de la inteligencia de cláusulas de la Constitución Nacional.


      Existe cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria en los términos del inciso 3º de la Ley 48 , toda vez que se ha cuestionado la inteligencia de cláusulas de la Constitución Nacional, y la decisión impugnada es contraria al derecho que la recurrente pretende sustentar en aquéllas, correspondiendo, asimismo, tratar en forma conjunta los agravios relativos a la supuesta arbitrariedad del pronunciamiento en la consideración de argumentos planteados en la causa, así como en la interpretación de la doctrina de la Corte Suprema, pues a ello se imputa la directa violación de los derechos constitucionales invocados, guardando, en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre sí. La respuesta a la supuesta asignación errónea de la prelación entre el derecho al honor y la libertad de prensa será el resultado del análisis de cómo, a través de reglas ya existentes en el sistema, deben compatibilizarse el derecho al honor y la reparación de sus eventuales daños y los derechos a la libertad de prensa, de expresión y de información. No hay agravio a la defensa en juicio si el pronunciamiento del Tribunal versa sobre hechos que en todo momento integraron la litis aun cuando la Cámara modifique la aceptada en las precedentes instancias y, satisfecha esa existencia, no existe afectación alguna de los preceptos constitucionales. En los casos en los que una persona demanda a otra por la publicación de manifestaciones por medio de la prensa que considera en términos generales lesivas para su dignidad, entran en colisión, como es lógico, el derecho a la construcción de la propia identidad sin lesiones al honor, y el derecho a publicar, expresarse e informar por medio de la prensa. Correspondientemente también entra en juego, frente al valor de la libertad de manifestarse por la prensa sobre materias de interés público, el derecho general a ser informado del desarrollo de temas concernientes al manejo de la República, aunque esto, claro está, no agota de por sí el campo de las materias de las cuales existe un derecho general a conocer. De este modo, a veces, al lesionado en su honor le corresponde el deber de soportar esa eventual agresión, porque el sistema considera más valioso proteger un margen amplio de libertad de expresión que el honor individual; otras veces, la libertad de expresión encuentra el límite cuando no parece existir ningún provecho social en la persistencia irreparada de una lesión al honor. La crítica, la discusión de ideas en tanto no implique la atribución de hechos a otra persona, no puede tener límites, ya que ello impediría la existencia de un proceso de discusión indispensable para el mejoramiento del manejo de las cuestiones públicas. Los estándares que se han ido fijando a lo largo de los años son radicalmente diferentes, en cambio, cuando las manifestaciones hechas a través de la prensa contienen la afirmación del acaecimiento de hechos en la realidad, es decir, cuando afirman la existencia de alguna circunstancia fáctica ocurrida y, claro está, la mera ocurrencia de esa circunstancia puede resultar lesiva para el honor de alguien. En esos casos, se ha desarrollado la doctrina de la real malicia. La doctrina de la real malicia contempla la existencia de casos en los que, a pesar de que se ha formulado una afirmación de hecho falsa y lesiva del honor, no surge -en contra de lo que las reglas generales sobre el derecho de daños parecerían indicar- una obligación de reparar. La Corte Suprema ha establecido en diferentes precedentes que era posible (además de resultar necesario) distinguir entre la expresión de informaciones y opiniones. Sólo respecto de las informaciones (falsas, habría que agregar) puede aplicarse la doctrina de la real malicia; respecto de las opiniones, ideas, juicios de valor, juicios hipotéticos y conjeturas, en tanto no podría ser predicada respecto de ellas verdad o falsedad, no procede un test que consiste, justamente, en probar si una falsedad fue afirmada con conocimiento de esa condición. Las opiniones son enunciados que, por definición, no contienen afirmaciones fácticas ni son verdaderos ni falsos. De este modo, la constatación de que una manifestación es puramente una opinión y no la aseveración falsa acerca de circunstancias fácticas es fundamental porque las opiniones sobre cuestiones públicas no pueden ser limitadas casi de ninguna manera. Las críticas a la función pública no pueden generar responsabilidad sin importar que hayan sido formuladas en términos cáusticos, vehementes, hirientes, excesivamente duros o irritantes, y ello es así siempre que se encuentren ordenadas al justificable fin del control de los actos de gobierno. Según Oliver Wendell Holmes, la expresión de ideas y opiniones no puede ser limitada en ninguna medida, porque la mejor manera de alcanzar el bien es someter las ideas a la competencia libre del mercado para determinar cuál es verdadera. Si bien es admisible la doctrina relativa al valor de la libre competencia de ideas en el mercado para la determinación de cuál es correcta, sin embargo se estableció que tal fundamentación no era aplicable a la afirmación de hechos falsos. Es decir, mientras que las opiniones e ideas no pueden ser limitadas por ningún motivo, porque no puede descartarse antes de su discusión que una concepción sea correcta, no puede decirse lo mismo de las afirmaciones de hechos que, comprobadamente, no se corresponden con la realidad. Al menos han de existir casos en los que no pueda encontrarse ningún valor intrínseco en la afirmación de una falsedad. El criterio más fuerte ideado hasta ahora por la Corte Suprema para distinguir entre enunciados sobre hechos y opiniones es verificar si es posible predicar, respecto del enunciado, verdad o falsedad. Si la respuesta es afirmativa, se trataría entonces de un enunciado sobre hechos. El criterio de la posibilidad de distinguir tipos de enunciados según pueda aplicárseles ciertos predicados podría, sin embargo, no ser del todo correcto. La doctrina de la real malicia es una ponderación de los intereses del honor y la libertad de prensa, que consiste en establecer que las reglas del derecho civil de daños no se aplican, aunque haya existido un daño efectivo al honor, si esa aplicación puede perjudicar el margen del ejercicio futuro de la libertad de prensa. Una regla que compele la crítica de una conducta de un funcionario público a garantizar la verdad de todas las afirmaciones de hecho y a hacerlo bajo la pena de ser condenado por libelo, virtualmente sin tope de dinero, conduce a una autocensura. De este modo, el conceder la defensa de la verdad, con la carga de la prueba puesta en el demandado, no significa que sólo se disuadirá la aseveración de falsedades. Con una regla así, los eventuales críticos de una conducta oficial pueden resultar disuadidos de emitir su crítica, aun cuando se crea que es verdadera y aun cuando sea verdadera realmente, debido a la duda de si se podrá probar en la corte o por el temor del gasto de tener que hacerlo. Se tenderá a hacer declaraciones que quedan bastante lejos del límite de la zona ilegal. La garantía constitucional requiere, entonces, una regla federal que prohíba que un funcionario público recobre daños de una falsedad difamatoria relativa a su conducta oficial a menos que él pruebe que la declaración fue hecha con ‘real malicia’, esto es, con conocimiento de que fue falsa o con desconsideración temeraria acerca de si era verdadera o no. La doctrina de la real malicia se aparta de las reglas normales de responsabilidad civil. En efecto, establece un estándar mayor: sólo si la afirmación -falsa- fue hecha con dolo (conocimiento) o desconsideración temeraria, da lugar a la reparación. En derecho civil, la mera culpa bastaría. Además, el estándar de la real malicia deja fuera toda posibilidad de indemnización por responsabilidad objetiva, es decir, responsabilidad sin consideración de elementos subjetivos (dolo y culpa civiles), lo cual podría ser relevante para la responsabilidad objetiva del editor, que podría corresponder por el Art. 1113 del Código Civil, o incluso en relación a la indemnización por equidad. Fundamentalmente, la regla, aplicada al derecho nacional, debe desplazar la aplicación del Art. 1109 del Código Civil. No se trata de establecer en qué casos no hay daño, o en qué casos las afirmaciones de hecho no pueden ser calificadas como lesivas del honor. La doctrina de la real malicia parte más bien de la base de que se ha causado una lesión al honor, y sólo se trata de determinar en qué casos existe un deber de soportar el daño al honor para proteger un bien más valioso, la libertad de expresión, la información sobre la cosa pública. Si se quiere, la particularidad de la regla puede expresarse de la siguiente manera. Una relación en la que existe un perjuicio pasa a resolverse no meramente con las reglas tradicionales del derecho de daños, que de manera prototípica implican una relación privada entre dos partes, sino que se impone un deber de soportar el daño para proteger algo que en realidad está fuera del conflicto entre esas dos partes. Ese algo es la libertad de expresión no ya del demandado, sino de los futuros informantes; una condena siguiendo los parámetros tradicionales del derecho civil de daños redundaría en una restricción pro futuro de la información y la crítica disponibles, a través de la imposición de autocensura, y ello sería dañoso para la función fundamental que desempeña la comunicación de informaciones. En síntesis: el daño actual al honor debe ser soportado para salvaguardar el derecho futuro de otros a la libertad de expresión. La regla de la doctrina de la arbitrariedad tiene la racionalidad de juzgar la afirmación hecha por la prensa desde una perspectiva ex ante, es decir, con el conocimiento incompleto de una cuestión que puede estar siendo discutida y no ex post o con el conocimiento al que se llega respecto de una cuestión de hecho al final del proceso de discusión. Tomando esa perspectiva es como se protege realmente un ámbito razonable de libertad; de lo contrario, si la publicación de informaciones debiera depender de la confirmación de los hechos que se obtiene al final de un proceso de discusión pública (o judicial), la comunicación se restringiría a informaciones carentes de riesgo e inofensivas. En principio, la libertad de opinión, en lo que hace a afirmaciones de hecho falsas, cede ante el derecho de la personalidad. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que la verdad, en el momento en que se produce la expresión, con frecuencia es insegura y que se establece recién como resultado de un proceso de discusión o proviene de una aclaración en los tribunales. Si en razón de esa circunstancia, la afirmación que posteriormente se determina como no verdadera debiera ser cubierta siempre con sanciones, surgiría el temor de que el proceso de comunicación padezca, porque sólo podrían ser expresadas sin riesgo verdades ya inconmovibles. Con ello iría ligado un efecto intimidante respecto del uso del derecho fundamental, que en razón de la libertad de opinión debe ser evitado. La no aplicación de la doctrina de la real malicia, con la invocación expresa de que se juzgarían las manifestaciones como si no se trataran de enunciados sobre hechos históricos, debió conducir, en todo caso a una solución más favorable a la libertad de opinión y no a una más favorable a la protección del honor. En efecto, la racionalidad de la distinción entre la expresión de opiniones y juicios, por un lado, y la afirmación de hechos (falsos) reside en que respecto de las opiniones hay que mantener un ámbito irrestricto de libertad para promover el bien común. Sólo en caso de afirmaciones falsas sobre hechos llevadas a cabo con "real malicia", es decir, con conocimiento de su falsedad predomina el interés del honor individual. En la doctrina de la real malicia, la elección de un estándar subjetivo como instrumento de limitación tiene la racionalidad de incentivar también a la prensa a la minimización de la publicación de informaciones falsas, al tiempo que asegura también la suficiente tranquilidad de que no habrá de responderse por el daño cuando no se publicaron afirmaciones motivadas únicamente en la mala fe. La aplicación de la teoría de la real malicia depende de la comprobación de circunstancias de hecho. Estas circunstancias consisten en la existencia de un elemento subjetivo de conocimiento o al menos despreocupación respecto a la falsedad de los hechos. Si bien estas circunstancias fácticas son materia, en principio, ajena a la instancia extraordinaria, no es menos cierto que su prueba está en cabeza del demandante.


      Patito, José Ángel y otro c/ Diario La Nación y otros s/ daños y perjuicios


      P. 2297, L. XL, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Ley sobre penalización de actos discriminatorios.


      No se encuentran afectados intereses federales en los términos establecidos por el artículo 1º de la Ley 23.592, toda vez que las expresiones vertidas, por las que se agravia la denunciante, solo configurarían un suceso aislado motivado por razones de convivencia entre vecinos, donde no se habría alentado la persecución u odio a causa de la raza, religión, nacionalidad o ideas políticas.


      P. Y., Adriana; S., Hugo Daniel; G., Diego Hernán s/ Amenazas infracción Ley 23.592


      COMP. 1452, L. XLII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de cláusulas del contrato de concesión del servicio público.


      El recurso extraordinario es admisible, en cuanto se halla en tela de juicio la inteligencia de cláusulas del contrato de concesión del servicio público de transporte ferroviario, aprobado por decreto nacional 730/95, de carácter federal y ser la decisión contraria al derecho que el apelante fundó en ellas (artículo 14, inc. 3º, de la Ley 48 ). En la tarea de establecer la inteligencia de normas federales, la Corte no está limitada por las posiciones de las partes o del a-quo, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. Si bien los agravios atinentes a la relación causal y concurrencia de factores de atribución de responsabilidad conducen al examen de cuestiones de hecho y derecho común ajenas, en principio, a la instancia extraordinaria, cabe señalar que, si los jueces de grado omitieron estudio alguno del problema desde la perspectiva del vínculo directo y efectivo del Estado Nacional en la condición y causa fuente eficiente e inmediata del daño sufrido por el actor, en especial en lo que resulta atinente a la posibilidad del apelante de evitarlo y a su responsabilidad por el hecho de terceros, no siendo suficientes en este aspecto los argumentos genéricos sobre la "indelegabilidad" del servicio público de seguridad que le compete, corresponde hacer lugar al recurso extraordinario.


      Roberti, Ángel Leonel c/ Trenes de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios


      R. 1680, L. XLI, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de la inteligencia de preceptos federales.


      El recurso interpuesto es formalmente admisible toda vez que se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -Ley Nº 25.561 y concs.-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte Suprema no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, han de ser examinados en forma conjunta


      OM Systems S.R.L. c/ Cablevisión S.A. s/ ordinario


      O. 540, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de preceptos federales (ley 21.526 y decr. 2076/93).


      El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible toda vez que se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -ley 21.526 y decr. 2076/93-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no está limitada por las posiciones de los jueces intervinientes ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que guardan íntima conexión con los temas federales en discusión, han de ser examinados en forma conjunta. No obsta a la procedencia del recurso extraordinario la falta de mantenimiento de la cuestión federal ante la alzada, desde que el fallo apelado resolvió el litigio según la exégesis de las normas federales que efectuó, más allá de las consideraciones de hecho. La garantía legal prevista en el artículo 56 de la Ley Nº 21.526 -texto según Ley Nº 22.501- sólo ampara los depósitos genuinos y legítimos, y no a aquéllos cuya causa u origen aparece como fraudulento, es decir, asegura la restitución de aquellas sumas de dinero ingresadas efectivamente al sistema financiero. Si bien se ha dicho que no corresponde imputar a los ahorristas las consecuencias del obrar irregular de los depositarios, ello no significa que la garantía legal en cuestión deba ser considerada en términos absolutos ni que la reparación que la ley encomienda al ente rector -B.C.R.A.- se ponga en práctica de manera automática. El organismo de control de las entidades financieras es el que tiene la carga -atribuible también a los órganos judiciales- de velar por la legitimidad del reclamo de los ahorristas y sólo se encuentra obligado a garantizar las operaciones genuinas de depósito, teniendo especialmente en consideración que la finalidad directa de las normas que establecen el régimen de garantía consiste en asegurar a los depositantes la devolución de las imposiciones. Las manifestaciones del recurrente relativas a la falta de presentación de la declaración jurada, las diferencias con la secuencia numérica de los títulos -que no se corresponderían con la del día de la emisión-, las irregularidades en la actividad del banco liquidado y el incumplimiento de los requisitos exigidos legalmente en relación con el origen y disponibilidad de los fondos (conf. Dto. Nº 2076/93, B.O. 13/10/93), no logran conmover la decisión de la alzada, toda vez que, en primer lugar, la omisión de presentar la declaración jurada carece de la relevancia que pretende el apelante, teniendo en cuenta el carácter meramente facultativo de dicho recaudo (ver Art. 56, Ley 21.526, texto según Ley 22.051), que sin ser un elemento concluyente, complementa una demostración insuficiente. Lo anterior no implica desconocer que el único requisito exigible por el Banco Central, a los efectos de hacer efectiva la garantía del citado artículo 56, es la declaración jurada que la ley menciona, sino simplemente distinguir la diversa situación en que se encuentra el ente rector, según deba proceder extrajudicialmente al pago, o que, en cambio, él le sea exigido por la vía de un juicio, en el que pueda comprobarse la existencia y legitimidad del depósito. La falta de correspondencia del detalle de los certificados a plazo fijo de los actores con la secuencia numérica utilizada el día de la emisión, no puede imputarse a los depositantes, valorando que los certificados fueron reconocidos como auténticos según actas notariales acompañadas como prueba, que no fueron redargüidas de falsedad. Las irregularidades en la operatoria de la ex entidad financiera detectadas en el marco de un proceso penal y un sumario administrativo, no habilitan a tener por probado el origen fraudulento de los certificados de depósito, desde que no fueron debidamente rebatidos por la demandada los aspectos fácticos que acreditarían la existencia y efectivo ingreso de los fondos al sistema financiero, máxime cuando el envío de las cartas documento implicó, en concordancia con lo expuesto por la Cámara, un reconocimiento tácito de la garantía legal de dichos créditos. Es el Banco Central quien debe alegar la prueba de los hechos que constituyen presunciones, las que por su número, precisión, gravedad y concordancia puedan formar convicción sobre la existencia de un negocio simulado, que, vale aclararlo, no se presume.


      Ridao García, Luis y otro c/ Banco Central de la República Argentina s/ cobro de australes


      R. 355, L. XL, 21 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: cuestionamiento de una ley provincial bajo la pretensión de ser repugnante a la Constitución Nacional.


      El recurso federal es admisible, por cuanto se ha puesto en tela de juicio la validez de una ley de provincia, bajo la pretensión de ser repugnante a la Constitución Nacional, y la resolución del superior tribunal de la causa ha sido favorable a la norma local. Si los agravios deducidos con apoyo en la doctrina de la arbitrariedad están referidos a la cuestión federal, corresponde tratarlos en forma conjunta. No parece irrazonable que el legislador local haya limitado la acumulación, por una persona, de dos beneficios previsionales hasta un cierto límite, pues no nos hallamos en el territorio del derecho privado y el reconocimiento de tales derechos está supeditado a los requisitos y condiciones que la propia ley erige para su otorgamiento y pérdida, los que responden, asimismo, a exigencias de las necesidades públicas locales, y, conforme a ellas, no se justificaría una sumatoria que superase límites prudentes, teniendo en cuenta su definida finalidad social. Como todos los derechos y garantías consagrados en la Constitución Nacional, los de la seguridad social no son absolutos y su ejercicio está sujeto a lo prescripto por las normas reglamentarias, en tanto sean razonables y no alteren su sustancia. Las restricciones de la Ley 3.380 de la Provincia de Misiones -en el texto, ahora, de la Ley 3.975 (cfse. Art. 82, in fine)- no privan a la persona que goza de un beneficio previsional del derecho adquirido, sino que le fijan una condición para el disfrute de la pensión que pudiere corresponderle, dejando librada a su conveniencia la elección de la prestación más beneficiosa, extremo al que se suma que el ejercicio de opciones legales como la examinada no desnaturaliza el objetivo constitucional de alcanzar "la protección integral de la familia". Valerse de la ley en tanto le confiere la potestad acumulatoria y controvertir al unísono su validez en cuanto le pone límites a esa potestad, sólo podría ser factible, en el contexto de los principios hermenéuticos vigentes en materia previsional, si dichas limitaciones fueran de un tenor bastante como para anular o frustrar -en demasía- el beneficio que concede. La declaración de inconstitucionalidad de un precepto trasunta gravedad institucional y debe ser considerada la última ratio del orden jurídico. En ese plano, la crítica de la quejosa carece del fundamento que es menester frente a la seriedad de la tacha propugnada, toda vez que, la ausencia de demostración de que se suscita el gravamen invocado convierte en abstracto cualquier pronunciamiento sobre su constitucionalidad; además de que su determinación procede, tras un acabado examen, en los casos donde se advierta una notoria y manifiesta afectación de las garantías constitucionales, lo que no se pone de manifiesto en la presente impugnación, tanto más, en orden a la naturaleza sustitutiva de estas prestaciones -variable en cada caso, atendiendo aun a la situación económica- y dado que no se trata de un beneficio único sino de una sumatoria de ellos. La garantía constitucional de la igualdad no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que valore diversas, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o de grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable. El derecho que consagra la garantía constitucional de la igualdad consiste en aplicar la ley a todos los casos ocurrentes según sus diferencias constitutivas. No se trata, en suma, de la igualdad absoluta o rígida, sino de la igualdad para todos los casos idénticos, lo que importa la prohibición de establecer excepciones que excluyan a unos de los que se les concede a otros en análogas circunstancias; lo que no impide que el legislador establezca distinciones valederas entre supuestos que valore diferentes o que obedezcan a una objetiva razón de discriminación.


      Galian Vda. De Bergallo, Sara Elsa s/ acción de inconstitucionalidad


      G. 823, L. XXXIX, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: interpretación de la Ley 24.240, de naturaleza federal.


      Corresponde que proceda el recurso extraordinario toda vez que se encuentre en tela de juicio la inteligencia de la Ley 24.240, de naturaleza federal, en cuanto al régimen de sanciones que establece y a las competencias que atribuye a la autoridad de aplicación nacional y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la apelante funda en ella. La finalidad de la Ley 24.240 consiste en la debida tutela y protección del consumidor o el usuario, que a modo de purificador legal integra sus normas con las de todo el orden jurídico, de manera que se impone una interpretación que no produzca un conflicto internormativo, ni malogre o controvierta los derechos y garantías que, en tal sentido, consagra el artículo 42 de la Constitución Nacional. La actividad que realizan las empresas de medicina prepaga queda comprendida en la Ley 24.240. En el contrato de prestación médica, la regla hermenéutica impuesta en razón de expresas disposiciones legales (art. 1198 del Código Civil; Art. 218, inc. 3° del Código de Comercio; Art. 3° de la Ley 24.240), se acentúa en cuanto a la exigencia de acatarla, habida cuenta la jerarquía de los valores que se hallan en juego: la vida y el derecho a obtener la conveniente, oportuna y adecuada asistencia sanitaria. Es sabido el derecho a la preservación de la salud -comprendido dentro del derecho a la vida- y la obligación impostergable que tiene la autoridad pública de garantizar ese derecho con acciones positivas -entre las cuales cabe considerar comprendidas a las que generan este recurso-, pero ello es sin perjuicio de las obligaciones que corresponden a las jurisdicciones locales, obras sociales y entidades de medicina prepaga sobre el tema. En estos últimos supuestos, es evidente la facultad del Estado de vigilar y controlar que las prestadoras cumplan su obligación, estando habilitado por las leyes respectivas y a través de sus organismos competentes, a imponer las sanciones establecidas por dichas normas para el caso de incumplimiento.


      Federación Médica Gremial de la Capital Federal c/ DNCI-DISP1270/03 (EX S01-0081440/03)


      F. 331, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: interpretación y aplicación de disposiciones de naturaleza federal, leyes 23.982 y 25.344.


      Resulta procedente el recurso extraordinario interpuesto al hallarse en juego la aplicación al caso de disposiciones de naturaleza federal, leyes 23.982 y 25.344 de consolidación de deudas del Estado Nacional y las normas reglamentarias que hacen viable su operatividad.


      Fisco Nacional - Dirección General Impositiva c/ Frigorífico y Matadero La Floresta S.C.A. s/ quiebra incidente de revisión promovido por el Fisco Nacional - Dirección General Impositiva


      F. 344, L. XLI, 02 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Agravios que no suscitan cuestión federal sustancial. Falta de fundamentación del recurso.


      Si luego de un exhaustivo estudio de los antecedentes remitidos, surge que los agravios traídos a conocimiento no suscitan, en el caso -actualmente elevado a juicio-, cuestión federal sustancial que merezca la consideración de la Corte como máximo tribunal de la Nación; y, por otro lado, el recurso carece de la fundamentación adecuada, corresponde rechazar el recurso extraordinario interpuesto.


      G., Carlos Alberto s/ excarcelación


      G. 889, L. XLIII, 20 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos propios. Existencia de cuestión federal y resolución del tribunal contraria a la pretensión del recurrente.


      Corresponde habilitar la instancia del Art. 14 de la Ley 48 , toda vez que en autos se discute la validez de actos emanados de una autoridad nacional con fundamento en la interpretación y aplicación de normas de carácter federal y la decisión de los jueces de la causa ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente funda en ellas. En el orden jurídico administrativo, la competencia constituye un elemento esencial que confiere validez a la actuación de los órganos estatales, a tal punto que aquélla no se configura como un límite externo a esa actuación sino, antes bien, como un presupuesto de ella, en virtud de la vinculación positiva de la Administración al ordenamiento jurídico, que debe autorizar a sus organismos para actuar en forma expresa o razonablemente implícita. Según la regla iura curia novit el juzgador tiene la facultad y el deber de discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que las rigen, con prescindencia de los fundamentos o argumentos que enuncien las partes. La facultad de destituir al personal no docente fue atribuida en forma expresa al Rector.


      Tomasella, Hemilse María s/ Recurso de apelación Art. 32 de la Ley 24.521 contra Resolución 359/00 del Consejo Superior de la U.N.N.E.


      T. 156, L. XLII, 26 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos propios. Existencia de cuestión federal y resolución del tribunal contraria a la pretensión del recurrente.


      El recurso extraordinario es formalmente admisible, desde que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de normas de naturaleza federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente funda en ellas En la tarea de establecer la inteligencia de normas de la índole mencionada, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. Al margen que Ferrocarriles Argentinos fue constituida en su oportunidad como empresa del Estado y quedaba, en principio, comprendida en los términos del Art. 2º de la Ley 23.982, las medidas adoptadas con el objeto de proceder a su liquidación conducen inexorablemente a incluir sus obligaciones entre aquellas asumidas por el Estado Nacional, máxime si se tiene presente que dicho organismo no se encuentra contemplado entre aquellos que la Ley 25.344 excluye de la consolidación. No parece razonable inferir que, por tratarse de una empresa del Estado, el crédito que debe satisfacer la demandada Ferrocarriles Argentinos queda excluido de la consolidación.


      Marin, Julio César c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/ Recurso de hecho


      M. 606, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos propios. Existencia de cuestión federal y resolución del tribunal contraria a la pretensión del recurrente.


      El recurso extraordinario será formalmente admisible, toda vez que se encuentre en tela de juicio la inteligencia de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a la pretensión que la recurrente fundó en ellas (art. 14, inc. 3º, Ley 48 ). Tanto el Art. 39 de la Ley 24.073 como el Art. 4º de la Ley 25.561 -que sustituyó el texto de los arts. 7º y 10 de su similar 23.928- representan una decisión clara y terminante del Congreso Nacional de ejercer las funciones que le encomienda el Art. 75, inc. 11, de la Constitución. La prohibición del reajuste de los valores como de cualquier otra forma de repotenciar las deudas, es un acto reservado al Congreso Nacional por disposiciones constitucionales expresas y claras, pues es éste quien tiene a su cargo la fijación del valor de la moneda y no cabe pronunciamiento judicial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares tendientes a su determinación. El acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse. El poder Judicial es el menos adecuado, por su naturaleza, funciones y reglas de procedimiento, para decidir sobre la necesidad y equidad de las contribuciones y para apreciar los resultados económicos de ellas, según su monto o la manera de cobrarlos. El poder legislador, es el único poder del Estado investido de la atribución para el establecimiento de tributos. Existiendo la facultad de legislar en el Congreso, corresponde a éste apreciar las ventajas e inconvenientes de las leyes que dictare, siendo todo lo referente a la discreción con que hubiere obrado el cuerpo legislativo ajeno al poder judicial, que no tiene misión sino para pronunciarse de conformidad a lo establecido por la ley, y aun en la hipótesis de que se arguyera o pretendiera que la ley es dura o injusta. Quien tacha de inconstitucional una norma tributaria aduciendo que viola sus derechos de propiedad e igualdad debe probar de modo concluyente cómo tal afectación ha tenido lugar. La declaración de inconstitucionalidad de una ley es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerada última ratio del orden jurídico, y que exige que la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional invocada sea manifiesta, clara e indudable. Las normas 24.073, 25.561 así como el Dto 214/02 son, en principio, constitucionalmente admisibles, salvo que, en la especie, se demuestre su repugnancia con la garantía de inviolabilidad de la propiedad, al producir efectos confiscatorios en el patrimonio o la renta del contribuyente. La confiscatoriedad acaece frente a una absorción, por parte del Estado, de una porción sustancial de la renta o del capital. Quien pretenda resultar exitoso al impugnar un tributo tildándolo de confiscatorio deberá cargar con la prueba de su demostración.


      Candy S.A. c/ AFIP y otro s/acción de amparo


      C. 866, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Ausencia del planteo de reserva de la cuestión federal. Remisión a lo dictaminado en los autos R. 320, XLII, “Rinaldi, Francisco Augusto y otros c/ Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


      La Corte tiene dicho que, en el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. En tales condiciones, se observa que, en la especie, la cuestión federal relativa a la aplicabilidad y constitucionalidad del régimen de emergencia (leyes 25.561 y 25.820 y decretos 214/02 y 320/02), fue introducida por los actores en la demanda y mantenida tanto al contestar el planteo de inconstitucionalidad de la contraria, como en su memorial de la apelación ordinaria. Sin perjuicio de ello, se añade, por otro lado, que fueron tratadas por los jueces del caso, extremo que, en el marco de la jurisprudencia de la Corte, torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito.


      Romano, Osvaldo Daniel y otro c/ Scatturice, Mabel Noemí s/ consignación


      R. 1118, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Cuestión de derecho público no federal: ajena a la instancia de excepción. Improcedencia del recurso.


      No se planteó oportunamente cuestión federal alguna, ni siquiera al responder la impugnación de la contraria se señaló dicho tema, cuando resultaba un evento previsible la decisión adversa recaída. Tampoco ha existido interpretación alguna que ponga en tela de juicio las facultades locales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la materia ni, por ende, las cláusulas constitucionales mencionadas en el recurso, mucho menos que hubiese apartamiento de la Acordada nº 6/2005 de la CSJN. Antes bien la resolución cuestionada trató sobre una interpretación posible de una norma de derecho público local no federal que por su naturaleza resulta ajena a la instancia de excepción. Habida cuenta de ello, y por aplicación de la doctrina de la Corte en el sentido que si el auto que denegó el recurso extraordinario expuso razones de las que el recurrente no se hizo cargo, la presentación directa resulta privada del fundamento mínimo tendiente a demostrar su procedencia, en consecuencia, que corresponde no hacer lugar a la presente queja.


      Aguirre de Victoria, María del Carmen s/ Sucesión AB-Intestato


      A. 2463, L. XLI, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Regulación de los servicios públicos de jurisdicción nacional. Alcance de la expresión superior tribunal de provincia. Introducción de los agravios de naturaleza federal. Omisión de tratamiento.


      El máximo tribunal local desestimó el recurso de inaplicabilidad de ley con el único fundamento de que en el caso no concurrían los requisitos de admisibilidad previstos en el Art. 494 del Código Procesal Penal local. Este argumento luce absolutamente dogmático y no constituye una respuesta al agravio federal formulado por la actora vinculado con el planteo de inconstitucionalidad efectuado. Sentado lo expuesto, la omisión por parte de la corte provincial de todo pronunciamiento sobre los derechos que la recurrente fundó en normas de carácter indudablemente federal resulta palmaria y constituye un obstáculo para que esta Corte Suprema ejerza correctamente su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el tribunal a quo.


      Edenor S.A. s/ Apel. falta municipal


      E. 345, L. XLII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Clases. Cuestión Federal Compleja.


      Procedencia del recurso extraordinario toda vez que se pone en tela de juicio la interpretación, aplicación y validez de normas federales (leyes 19.101 y 24.429 y decreto 1478/97).


      Corresponde conceder el recurso extraordinario toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación, aplicación y validez de normas federales (leyes 19.101 y 24.429 y decreto 1478/97), y la decisión ha sido contraria al derecho que el apelante funda en ellas, habiéndose, además, confirmado la declaración de inconstitucionalidad, para el caso concreto, del Art. 17, inc. a, del decr. 1478/97.


      Badino, Jorge Ignacio y otro c/ Caillava, María Teresa y otros s/ ejecución hipotecaria


      B. 2289, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión Federal Simple.


      
Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      El recurso es formalmente admisible pues los agravios se refieren a la interpretación de normas de carácter federal -ley nº 23.696, decretos reglamentarios de los PPP y resoluciones dictadas en consecuencia- y el fallo sostiene una inteligencia contraria al derecho que el quejoso basó en ellas. En atención a que la cuestión planteada se encuentra estrechamente unida a la arbitrariedad argüida -circunstancia que, asimismo, neutraliza las consecuencias que traería aparejada la falta de queja respecto de la denegación de la última tacha- procede abordar su tratamiento en forma conjunta. El cap. III de la Ley 23.696 (res. 99/92 y mod.) se hizo eco de lo reglamentado por el decr. 509/92, cuyo Art. 14 dispuso respecto de las sociedades cuya constitución faculta el Art. 1°, que podrá ser adquirente exclusivamente el personal de AyE que quede sujeto a relación de dependencia en cada una de las nuevas sociedades aludidas precedentemente. De lo así reglado entonces, puede interpretarse que la legitimación para participar del Programa de Propiedad Participada (PPP) de CETEGÜE S.A. se encontraba sujeta, finalmente, al cumplimiento del recaudo de haber sido empleado del "ente a privatizar", la codemandada AyE, efectivamente transferido a CETEGUE S.A. Las disposiciones del Pliego sobre este particular se ajustan, en líneas generales, a lo determinado por la Ley 23.696 -y su reglamentación-, pues contemplan la inclusión de los empleados en relación de dependencia del ente a privatizar y son reflejo del ejercicio de las facultades que se le acordaron en la materia al Poder Ejecutivo en punto a la factibilidad y conveniencia de la instauración de un PPP, compatible con la naturaleza de la privatización (arts. 11, 15, 16 y 17, Ley 23.696; etcétera). Con el dictado del decr. 2778/90, el Ejecutivo ejercitó ciertas atribuciones que le confirió la Ley 23.696, cuales son, la inclusión de YPF entre las empresas sujetas a privatización, su transformación en sociedad anónima y el ofrecimiento de sus acciones al capital privado, ámbito dentro del cual quedó comprendido el personal en relación de dependencia del ente a privatizar. Asimismo, si bien no puede asignársele a dicho dispositivo los alcances de una verdadera privatización -no concluida aún al tiempo de su dictado-, tal circunstancia no importaba negar al personal de YPF existente al momento de su transformación, el derecho de beneficiarse con el Programa de Propiedad Participada (PPP) puesto que, del plexo normativo aludido y de sus considerandos, resultaba que podría participar en la sociedad anónima el capital estatal junto con el privado, incluyendo al personal de la firma, y que el capital se integraría progresivamente con aportes del sector privado y participación del laboral. Tal inteligencia resultó corroborada por la Ley 24.145 que, además de aprobar lo previsto por el decr. 2778/90, sindicó como clase "C" a las acciones que adquiriera el personal de la compañía, hasta el 10% del capital, bajo el régimen de PPP de la Ley 23.696. La instrumentación del Programa de Propiedad Participada de CETEGÜE S.A. -verificado sustancialmente por la Autoridad de Aplicación, y no por Agua y Energía como estaba previsto en origen (cláusulas X y XIV del Pliego), con arreglo, en suma, a la resolución conjunta ministerial 462/93 MTSS y 481/93 MEyOSP- fue finiquitada con la aprobación y adjudicación de las acciones clase "C" a los trabajadores que suscribieron el AGT, entre los que no se contaban los recurrentes, quienes no pudieron participar por falta, en suma, de vínculo dependiente al tiempo de la suscripción del aludido acuerdo general. En orden al retiro voluntario -o "renuncia por retiro voluntario"- incumbe mencionar que si los actores se acogieron a los celebrados con CETEGUE S.A., dicho extremo presupone el ejercicio de una opción incompatible con la suscripción de las acciones a la que estaban llamados, a lo que se suma que tal acto admite como fuente una conducta con aptitud para romper el nexo de causalidad entre el hecho que se atribuye al Ejecutivo -dictado de normas opuestas a la Ley 23.696- y el daño originado a los demandantes con la exclusión de su ingreso al Programa de Propiedad Participada (PPP). No constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas del caso, la condena a reparar los perjuicios por la falta de pago de las ganancias originadas en los bonos de participación. Y es que, si bien tocaba a la Autoridad de Aplicación prever que CETEGÜE emitiese los bonos contemplados en los arts. 29 de la Ley 23.696 y 230 de la LSC -débito que aquélla satisfizo- la obligación de instrumentarlos, según lo establecido en el estatuto social, recaía en CETEGÜE (cláusula X.3.1 del Pliego). De ello resulta que ni el Estado ni Agua y Energía son sujetos pasivos de la obligación referida, sin que obste a lo dicho la falta de contestación de demanda del primero, pues constituye un imperativo para la Sentenciadora el examen de la legitimación respecto a la procedencia sustantiva de lo alegado, siendo del caso igualmente recordar que los peticionantes desistieron de la acción y del derecho respecto de CETEGÜE S.A.


      Flores, Ramón A. López, Miguel y otro c/ Agua y Energía Eléctrica y/o Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ laboral


      F. 1549, L. XL, 22 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      En caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, uno de los cuales es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir esa tacha no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha. Toda vez que la Cámara ha sustentado su decisión en antecedentes propios, sin justificar su aplicación al caso, máxime cuando, prima facie, las circunstancias de uno y otro caso aparecen como disímiles, dicha actitud no condice con la extrema cautela con la que deben actuar los tribunales en caso de denegar beneficios de naturaleza previsional por lo que corresponde declarar procedente el recurso extraordinario.


      Sauma, Elías Rafael c/ Ministerio de Justicia y otro s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      S. 2662, L. XL, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      Si bien el recurso es formalmente admisible pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia y aplicación de preceptos federales (art. 14 inc. 3º de la Ley 48 ), corresponde tratar en primer término el planteo de arbitrariedad del fallo, porque de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha. La determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos ajenos, en principio, al recurso extraordinario -por ser de índole fáctica y procesal- y sólo cabe hacer excepción a dicha regla cuando la sentencia traduce una comprensión del objeto litigioso que se aparta de las constancias de la causa y de una inadecuada interpretación de la normativa aplicable con la consecuente afectación de los principios que informan el debido proceso adjetivo consagrado en el Art. 18 de la Constitución Nacional.


      Mutual del Personal del Banco de la Nación Argentina y otras Entidades Financieras s/ Concurso Preventivo s/ incidente de revisión por Lucas Teresa Consuelo y otros


      M. 2829, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: interpretación de normas de carácter federal.


      El recurso interpuesto resulta admisible toda vez que está en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal y la decisión final de la causa resulta contraria a las pretensiones que el recurrente fundó en tales disposiciones. Habiendo sido concedido el remedio en lo tocante a la inteligencia de las reglas federales en juego y no así, en rigor, en lo referido a la tacha de arbitrariedad, y habiéndose notificado, expresamente, dicha decisión a la demandada con copia de la sentencia, la jurisdicción de la Corte ha quedado expedita en la medida de la concesión, dado que, en cuanto al planteo no admitido, no se ha deducido recurso de hecho. Es inadmisible el remedio si la disconformidad del impugnante aparece sustentada en un distinto criterio en aspectos de derecho procesal, aun cuando los preceptos que gobiernen el trámite respectivo sean de naturaleza federal.


      Grau, Mario c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      G. 800, L. XLI, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de la inteligencia de preceptos federales.


      El recurso interpuesto es formalmente admisible toda vez que se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -tratados internacionales y normas dictadas con motivo de la emergencia-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte Suprema no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, han de ser examinados en forma conjunta. Para la determinación de la ley aplicable a un contrato con elementos multinacionales, corresponde indagar, en primer lugar, si las partes han ejercido la facultad de elegir el derecho nacional aplicable al contrato, sin perjuicio del orden público internacional privado del juez con jurisdicción internacional y de las normas de policía, que no pueden ser desplazados por la autonomía referida. En caso contrario, es decir, si las partes no han ejercido ninguno de los tipos de autonomía mencionados, cabe acudir a las normas de conflicto de fuente legal que regulan el caso. Tratándose de un asunto planteado ante un juez argentino, donde no fue acordado expresamente el derecho que regula la relación jurídica, deberán estarse a lo dispuesto por las normas de conflicto argentinas para su determinación. En tales condiciones, y no siendo aplicables los tratados internacionales invocados por la parte acreedora -"Convención de las Naciones Unidas sobre los contratos de compraventa internacional de mercaderías", Ley Nº 22.765 y "Convención sobre la ley aplicable a los contratos de compraventa internacional de mercaderías", Ley Nº 23.916, fs. 277 y 342vta./343- por no haber sido ratificados -hasta el momento- por la República Federativa de Brasil, deberá tenerse en cuenta lo dispuesto por las normas de conflicto de fuente interna (arts. 1205 a 1214, Cód. Civil), que, en definitiva, remiten a la ley del lugar de cumplimiento del contrato (v. en especial, arts. 1209 y 1210, C.C.). Corresponde considerar que la obligación en estudio está legalmente excluida de la conversión a pesos toda vez que el lugar de cumplimiento es el puerto de embarque en la República Federativa de Brasil, que coincide con el domicilio del vendedor, y que, además, la operación resulta ser una compraventa internacional de mercaderías.


      Picapau S.R.L. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por Buettner S.A. Industria y Comercio


      P. 1086, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de la inteligencia y aplicación de una norma de carácter federal.


      El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia y aplicación de una norma de carácter federal -artículo 56 de la Ley 21.526, Comunicación del B.C.R.A. "A" 1313, - y la decisión recaída en la causa ha sido contraria a las pretensiones del recurrente, con sustento en ellas. Corresponde considerar que la sentencia recurrida es arbitraria, por cuanto el a-quo si bien reconoció la aplicabilidad al caso de la Comunicación del B.C.R.A. "A" 1313 y que el monto de los depósitos superaba el límite de la garantía, fundó su decisión de rechazar la aplicación del límite de cobertura previsto en la citada comunicación en una mera afirmación dogmática consistente en que el reintegro parcial de los fondos tuvo lugar con posterioridad al plazo de treinta días que establece el artículo 56 de la Ley 21.526. Esta interpretación que no surge del texto de la ley, ameritaba un estudio pormenorizado en relación con el alcance de las normas federales en cuestión. En ese contexto, la omisión de tratar aspectos conducentes para la solución de la causa, priva a la sentencia de sustento como acto judicial válido y determina que carezca de la base adecuada para sustentarse, por lo que debe ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


      Llera, Néstor Manuel c/ Banco Central de la República Argentina s/ cobro de australes


      L. 1000, L. XLI, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de la inteligencia y aplicación de las leyes 21.965 y 25.344 y el decr. regl. 1866/83.


      Es admisible el recurso extraordinario si se ha puesto en tela de juicio la inteligencia y aplicación de las leyes 21.965 y 25.344 y el decr. regl. 1866/83 -normas de naturaleza federal- y la decisión resulta contraria a las pretensiones que la recurrente funda en ellas.


      Alvarado, Gustavo Victorio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios


      A. 2359, L. XLI, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de la inteligencia y aplicación de normas de naturaleza federal.


      El recurso extraordinario es formalmente admisible pues se ha puesto en tela de juicio la inteligencia y aplicación de normas de naturaleza federal -arts. 112 de la Ley 20.416 y 1° de la Ley 20.774- y la decisión ha sido contraria a las pretensiones que la recurrente funda en ellas. El hecho de bajar del automóvil particular en el estacionamiento del lugar de trabajo, tropezar con una piedra, caer y lesionarse no parece constituir un riesgo propio y específico de la profesión, requisito necesario a fin de obtener el beneficio especial que consagra el artículo 1° de la Ley 20.774.


      Rojas, Rodolfo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      R. 2, L. XLII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de la interpretación y aplicación de las leyes de emergencia económica.


      El recurso extraordinario resulta procedente, toda vez que se encuentra en tela de juicio la interpretación y aplicación de las leyes llamadas de emergencia económica, circunstancia que podría involucrar prima facie cuestiones de orden federal susceptibles de examen en la instancia del artículo 14 de la Ley 48 . El instrumento que constituye la base de la pretensión del demandado, se trata de una oferta irrevocable por un término de tres años de venta de acciones, supuesto no contemplado por el Decreto 214/02. En efecto, esta norma establece la pesificación de obligaciones de dar sumas de dinero de cualquier clase u origen, expresadas en moneda extranjera, derivadas de relaciones jurídicas contractuales concluidas. La oferta de venta en cuestión, en su condición de acto jurídico unilateral recepticio, no resulta subsumible, por lo tanto, en la referida categoría legal (art. 1144 del Código Civil). Es claro que la aceptación, para ser considerada como constitutiva de un contrato, debió ser pura y simple, requisito al que evidentemente no se ajustó la manifestación de voluntad del demandado, quien pretendió modificar la moneda de pago, alteración que importó una nueva propuesta no admitida por la actora (art. 1152 del Código Civil).


      Koldobsky, Liliana E. c/ Koldobsky, Carlos s/ diligencia preliminar


      K. 198, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de preceptos federales en una decisión contraria a las pretensiones del apelante.


      El recurso interpuesto es formalmente admisible pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -Ley 25.561, Dtos. 214/02, 410/02, 704/02 y concordantes-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte Suprema no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, han de ser examinadas en forma conjunta. Es formalmente admisible el recurso extraordinario, toda vez que se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -Ley 25.561, Dtos. 214/02, 410/02, 704/02 y concordantes-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte Suprema no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumple realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, han de ser examinadas en forma conjunta. Toda vez que no hubiese sido acreditada la concurrencia de los requisitos exigidos por el Art. 1°, inc. g, del decr. 410/02, para la procedencia de exclusión de la conversión a pesos a "las obligaciones de dar suma de dinero en moneda extranjera, contraídas por personas físicas o jurídicas residentes o radicadas en el extranjero, pagaderas con fondos provenientes del exterior, a favor de personas físicas o jurídicas residentes o radicadas en el país, aún cuando fuera aplicable la ley argentina", extremo que devenía necesario, aún considerando el estrecho marco cognoscitivo del proceso ejecutivo, sin que el hecho de haber suscripto el mutuo en carácter de deudora una sociedad extranjera, importe tener por cumplida las condiciones legales requeridas por dicha norma, en especial, que la obligación fuese pagadera con fondos provenientes del exterior, corresponde admitir el planteo que solicita la inaplicabilidad de la norma en cuestión.


      Arita S.A. c/ Canamari S.A. s/ ejecución hipotecaria


      A. 135, L. XLIII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis e interpretación de normas de carácter federal.


      Los agravios traídos por el apelante configuran cuestión federal suficiente para declarar admisible el recurso, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal -Ley de Reforma del Estado nº 23.696 y previsiones reglamentarias- y la decisión cuestionada resulta contraria al derecho que el recurrente basó en ellas. Si del recurso se desprende que no se impugnó como resulta menester el aserto referido a que no se probó que las condiciones de emisión e integración del aumento de capital de Aerolíneas Argentinas S.A. lo torne más gravoso para el accionariado obrero, ni siquiera que los títulos no integrados hayan sido adquiridos por otros accionistas, dicha circunstancia, por lo tanto, obsta a la correcta fundamentación del remedio en los términos del artículo 15 de la Ley nº 48. En el Estatuto Social de Aerolíneas Argentinas S.A. no se niega a los accionistas clase B -participantes del Programa de Propiedad Participada- el derecho a suscribir las acciones necesarias a fin de mantener su porcentaje ante el aumento de capital dispuesto en la asamblea del 15.10.00, sino que lo hagan de una manera distinta a la prevista en la legislación societaria, pues se pretende suscribir los títulos-valores, a efectos de mantener el porcentaje original, con ajuste a los artículos respectivos de la Ley de Reforma del Estado 23.696, cuando tales disposiciones estuvieron orientadas a otro objetivo; a saber: cancelar la participación accionaria del 10% reconocida a los trabajadores en el momento en que se convirtiera la empresa del estado en sociedad anónima. Sobre la base de lo dispuesto en el decr. 782/00, consagrar a favor de los accionistas del Programa de Propiedad Participada de Aerolíneas Argentinas S.A. un derecho a la invariabilidad de la proporción accionaria, sustentado en el privilegio de participar de los aumentos de capital sin desembolso alguno, importaría no sólo contravenir los derechos de igualdad y propiedad de los restantes accionistas, sino violar el principio de intangibilidad del capital, afectando, finalmente, el propio interés social (ver párrafos 6°, 9° a 16 y 20 del decreto citado).


      Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ sumario


      A. 560, L. XLI, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: cuestionamiento de la inteligencia de los arts. 35 y 36 de la Ley 25.326.


      El recurso deducido es procedente toda vez que se cuestiona la inteligencia de una ley del Congreso (arts. 35 y 36, de la Ley 25.326), y la decisión ha sido contra la validez del derecho o exención que pretende fundarse en ella y es materia de litigio. Si bien los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los efectos de habilitar la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a tal principio cuando comportan denegación del fuero federal. A los fines de determinar la competencia se debe atender principalmente a la exposición de los hechos en la demanda, según los artículos 4 y 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Si los datos que se pretende eliminar constan en una base de datos de Internet (red internacional), a la que se puede tener acceso desde cualquier lugar del país, como del mundo, es aplicable lo estipulado por el inc. b del Art. 36 de la Ley 25.326, en cuanto dispone que será competente la justicia federal en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


      Zeverin, Alejandro c/ Citibank N.A. Argentina y otro s/ habeas data


      Z. 142, L. XLII, 15 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: cuestionamiento de la interpretación y constitucionalidad de normas federales (ley 24.600 y res. 1002/02).


      Corresponde admitir el recurso extraordinario toda vez que encuentra cuestionada la interpretación y constitucionalidad de disposiciones federales -ley 24.600 y res. 1002/02- y la decisión de la Alzada ha sido contraria a la validez de la última. El Art. 59 de la Ley 24.600 determina, entre las funciones y potestades de la Comisión Paritaria Permanente a que alude el título IV de la norma, la de establecer los preceptos reglamentarios, complementarios y de aplicación del "Estatuto y Escalafón para el Personal del Congreso de la Nación" (ley 24.600), habiendo sido, precisamente, en ejercicio de esa prerrogativa que los presidentes de ambas Cámaras, aprobando lo actuado por la referida Comisión -integrada igualitariamente por representantes sindicales y legislativos- dictaron la resolución conjunta 1002/02 (arts. 56, 57 y 59, ítem 2, Ley 24.660), por lo que, en dicho contexto, no se advierte -en principio- razón para tacharla de ilegal o viciada en origen. Los arts. 45 y 46 de la Ley 24.600 -cfse. Capítulo V- establecen la incompatibilidad del desempeño de un cargo en el Honorable Congreso de la Nación con otro cargo público de cualquier orden, debiendo optar el personal que se encuentra en dicha situación entre uno u otro; puntualizando la resolución conjunta, dictaminada por unanimidad en el seno de la Comisión Paritaria, que ello alcanza a las situaciones existentes a la fecha de su dictado, así como a la percepción de los haberes de retiro correspondientes al personal de las fuerzas armadas y de seguridad, incumbiendo, a fin de detectar posibles situaciones de incompatibilidad, requerir al personal que efectivice una declaración jurada sobre el particular. La res. 1002/02, entonces constituye una reglamentación admisible de los arts. 45 y 46 de la Ley 24.600, toda vez que, más allá de la condición de pasividad que reviste el agente en su calidad de ex-personal policial, no cabe duda que su haber jubilatorio concierne a "otro cargo público en el orden nacional, provincial o municipal", como reza el precepto reglamentado, dirigido, entre otros propósitos, a estructurar un régimen administrativo que tienda racionalmente a evitar la acumulación de cargos y posibilite realizar economías en el gasto público, máxime en períodos de emergencia como el correspondiente al dictado de la res. 1002/02. No sufre menoscabo la garantía de la propiedad por la aplicación de un régimen legal de incompatibilidades, habida cuenta de las facultades del Estado Nacional para establecer una adecuada normación legal o reglamentación del empleo público.


      G., Héctor Dante c/ Estado Nacional - Poder Legislativo Nacional - Resol. 1002/02 - Ley 24600 s/ amparo Ley 16.986


      G. 2230, L. XLI, 23 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: existencia de cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria al discutirse la aplicación de la Ley 25.561 y los decrs. 210/02 y 4110/02.


      Existe cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria en los términos del Art. 14 de la Ley 48 , toda vez que se discute la aplicación al caso de la Ley 25.561, y los decrs. 210/02 y 410/02, normas de indudable naturaleza federal, y la decisión impugnada es contraria al derecho que los recurrentes pretenden sustentar en aquéllas. Corresponde tratar en forma conjunta los agravios relativos a la supuesta arbitrariedad del pronunciamiento en la consideración de constancias comprobadas de la causa, pues a ello se imputa no sólo la omisión en considerar la normativa federal, sino su errónea aplicación, guardando en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre sí.


      Penguin Books Ltda. c/ Librería Rodríguez S.A.C.I.F. s/ ordinario


      P. 903, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: interpretación inadecuada de las leyes de carácter federal 23.969 y 24.145 y sus decretos reglamentarios.


      Los agravios traídos por la co-demandada Estado Nacional respecto a que la decisión no habría interpretado adecuadamente las leyes 23.969 y 24.145 y sus decretos reglamentarios configuran una cuestión federal suficiente para declarar admisible el recurso deducido, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de reglas de carácter federal y la decisión cuestionada es contraria al derecho que la recurrente funda en ellas. En tales supuestos la Corte Suprema no se encuentra limitado en su resolución por los argumentos de los litigantes o de la ad quem sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.


      Iannicelli, Eva Ana c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ proceso de conocimiento


      I. 197, L. XLI, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Procedencia del recurso extraordinario: análisis de la inteligencia de normas federales.


      El recurso interpuesto es formalmente admisible pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -ley 25.561 y concs.-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. Es oportuno recordar que en la tarea de esclarecer la inteligencia de este tipo de normas, la Corte Suprema no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, han de ser examinados en forma conjunta. Los agravios del recurrente vinculados a los intereses, que la Cámara ordenó sean calculados conforme lo pactado por las partes estableciendo un límite, así como los relativos a la existencia de mora del deudor, remiten al estudio de cuestiones de hecho y derecho común, ajenas, en principio, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria. Los apelantes si bien se agravian de la tasa de interés oportunamente acordada -con el límite resuelto por los jueces de la causa-, no realizaron cálculo alguno durante el trámite de las actuaciones, ni en la excepcional instancia, tendiente a acreditar el gravamen efectivo que le causa la aplicación de lo convenido, no siendo función de los jueces suplir los déficits de fundamentación imputables exclusivamente a la conducta discrecional de las partes, carencia que no se ve subsanada con la sola mención de que resultan abusivas, sin una demostración concreta de su proyección en la deuda de la quejosa.


      Internacional Technologies S.A. c/ Ingram Micro Argentina S.A. y otro s/ ejecución


      I. 169, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Introducción oportuna.


      Artículo 41 del Código Penal. Conocimiento personal del imputado. Interpretación del artículo 41 quater del Código Penal.


      Las cuestiones de pretendida naturaleza federal, base del recurso extraordinario, deben introducirse en la primera ocasión posible.


      R., Fernando Gabriel s/ causa nº 5745


      R. 1695, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: falta de introducción del planteo federal relativo a la condena solidaria al apelar y al contestar los agravios.


      En un caso de despido incausado y diferencias salariales, donde se decidió, sobre la base de los arts. 157 y 274 de la Ley 19.550 y habiendo adquirido firmeza lo relativo al pago irregular y defecto en el registro del empleo, que el socio gerente era solidariamente responsable de la condena dictada contra la principal, corresponde desestimar el recurso interpuesto por este último toda vez que la falta de introducción del planteo federal relativo a la condena solidaria al apelar y al contestar los agravios, lo tornan extemporáneo, desde que ello importó un consentimiento de validez que no autoriza su introducción ulterior.


      Raimondi, Jorge Reinaldo c/ Kalekin S.R.L. y otros s/ despido


      R. 1413, L. XLI, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: introducción de la cuestión federal de forma imprecisa.


      Si las peticionantes introducen la cuestión federal de forma imprecisa recién en el recurso extraordinario, sin observarse hasta esa instancia más que simples reservas del caso federal o meras invocaciones dogmáticas de normas constitucionales, y si, por otro lado, en el recurso extraordinario, cuando pretenden plantear la cuestión federal, sólo enuncian los números de artículos de la Constitución en abstracto, esta clase de alusiones no permiten tener por acreditado el cumplimiento del mencionado requisito. La oportuna introducción de la cuestión federal y su mantenimiento en las instancias ordinarias, a fin que los magistrados de grado se encuentren en condiciones de pronunciarse a su respecto, constituye una exigencia formal del recurso extraordinario conforme la doctrina y jurisprudencia de la materia. Si, una vez examinados los agravios a la luz de los fundamentos de la sentencia impugnada, se observa que, a la vez que en su mayoría reiteran asertos vertidos en las instancias anteriores, sólo traducen diferencias con el criterio del juzgador en la consideración de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y local, no corresponde, entonces, a la Corte revisar tales argumentos, resultando, además, insuficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido. Los gravámenes relativos a la omisión estatal de brindar tratamiento a los jóvenes sometidos a procesos penales, resultan meramente hipotéticos o conjeturales, principalmente porque no se ha acreditado la efectividad de los programas que concretamente se piden, ni si no existen otros medios en curso con los mismos fines y mayor eficacia. Consecuentemente, la invocación de tales agravios resulta inhábil para abrir la instancia extraordinaria La improcedencia de recursos de carácter local, respecto de cuestiones de naturaleza procesal y derecho común, resuelta por los jueces de la causa, no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación del Art. 14 de la Ley 48 . La implementación de los programas para jóvenes sometidos a procesos penales, a partir de que constituyen medidas concernientes a políticas sobre minoridad y su régimen penal, aparece como una cuestión no justiciable, toda vez que está vedado a los tribunales el juicio sobre el mero acierto o conveniencia de disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus propias facultades. Un pronunciamiento sobre políticas de alcance general no compete a los órganos judiciales sino que se trata de una típica atribución del poder legislativo. Lo referido al acierto o error, al mérito o a la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse. Desde antiguo ha dejado sentado la Corte Suprema que "existiendo la facultad de legislar en el Congreso, corresponde a éste apreciar las ventajas e inconvenientes de las leyes que dictare, siendo todo lo referente a la discreción con que hubiere obrado el cuerpo legislativo ajeno al poder judicial, que no tiene misión sino para pronunciarse de conformidad a lo establecido por la ley y aun en la hipótesis de que se arguyera o pretendiera que la ley es dura o injusta". Más aun debe reafirmarse este principio cuando la facultad de dictar políticas sanitarias específicas referidas a los menores que las Defensoras representan es facultad exclusiva del poder local.


      Defensoría del niño c/ Provincia del Neuquén s/ acción de amparo


      D. 1113, L. XLI, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia del requisito de reserva de la cuestión federal en la marco del recurso extraordinario.


      En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que dicho planteo requiera de fórmulas sacramentales.


      Bacosur S.A. C/ Miguelez, Paula s/ cobro sumas de dinero


      B. 1374, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia del requisito de reserva de la cuestión federal en el marco del recurso extraordinario.


      En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de su introducción, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, para que los jueces puedan resolver a su respecto, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. Si las cuestiones federales fueron tratadas por los jueces de la causa, se torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad, modo de su introducción y mantenimiento en el pleito.


      Galarza, Juan Alberto c/ Robirosa, Fernando s/ ordinario


      G. 1886, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia del requisito de reserva de la cuestión federal en el marco del recurso extraordinario.


      En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera fórmulas sacramentales. Si bien las cuestiones federales relativas a la regularidad constitucional del régimen de emergencia (leyes 25.561 y 25.820; decr. 214/02, concordantes y modificatorias) y refinanciación (leyes 25.737, 25.798 y 25.908; decrs. 1242/02 y 1284/02), fueron introducidos oportunamente y mantenidas por la demandada, al haber sido tratadas por los jueces del caso, dicha circunstancia torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito.


      Echesortu de Matienzo, María Luisa c/ Genovesi, María Cristina s/ ejecución hipotecaria


      E. 367, L. XLI, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia del requisito de reserva de la cuestión federal en el marco del recurso extraordinario.


      En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. Corresponde considerar que la cuestión federal relativa a la aplicabilidad y constitucionalidad del régimen de emergencia (leyes nº 25.561 y 25.820 y decretos nº 214/02 y 320/02), fue introducida oportunamente por la demandada, toda vez que aquella fue realizada en la etapa liquidatoria, que es cuando en definitiva se determina el importe a pagar, y mantenida en el planteo de revocatoria y apelación en subsidio.


      HSBC Bank Argentina S.A. c/ Labat, Martín Ariel s/ ejecución hipotecaria


      H. 231, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia del requisito de reserva de la cuestión federal en el marco del recurso extraordinario.


      En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. Toda vez que la cuestión federal fue tratada por los jueces del caso, en el marco de la jurisprudencia de la Corte Suprema, dicha circunstancia torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito.


      Balzano, Ítalo c/ Micheloud, Rolando Omar s/ ejecución hipotecaria


      B. 629, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para formular la cuestión federal: excepción.


      Si bien es cierto que, en principio, la cuestión federal debe formularse en la primera ocasión procesal de manera de habilitar el pronunciamiento del órgano jurisdiccional, no lo es menos que, atendiendo a la índole de los derechos en conflicto y a las particularidades del caso, el rigor de los razonamientos debe ceder ante la necesidad de no desnaturalizar el fin esencial de las normas indemnizatorias. Respecto al planteo constitucional concerniente a los artículos 4 y 5 de la Ley 25.561, el recurso no puede prosperar toda vez que la queja del recurrente recibe suficiente respuesta en las consideraciones de la decisión y el cuestionamiento relativo al envilecimiento de la moneda debe ser efectuado en la etapa de liquidación, por lo que su actual planteo deviene prematuro, máxime, ponderando que el peticionante no demuestra o al menos indica la proyección de su agravio en el monto adeudado, recaudo exigible en el caso desde que los jueces aplicaron al crédito del actor intereses según tasa activa fijada por el Banco de la Nación Argentina como modo de corrección de la inflación reclamada.


      Mansilla, Mario Héctor c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ despido


      M. 2324, L. XLII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Mantenimiento.


      Improcedencia del recurso extraordinario en el que la cuestión federal por la que fue concedido no ha sido sostenida en el proceso.


      La cuestión federal por la que el recurso extraordinario fue concedido no ha sido sostenida en el proceso, lo cual obsta a su procedencia. Este requisito se deriva de las palabras "...en disputa..." empleadas en el artículo 15 de la Ley 48 y que, aun cuando la cuestión haya sido oportuna y correctamente introducida en el juicio, no podrá ser objeto de consideración por la Corte si la recurrente hizo abandono de la misma, a raíz de haber omitido incluirla entre los aspectos sometidos a decisión del tribunal de segunda instancia. Las objeciones planteadas en torno a la manera en que ha sido valorada la prueba e interpretados los hechos en relación a la supuesta culpa de la víctima, remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. En tal sentido, el remedio extraordinario no tiene por propósito revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación de los extremos del caso o de las normas de derecho procesal y común, las que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime, cuando, respecto de la atribución de responsabilidad, la sentencia se funda en argumentos que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para fundarla e impiden su descalificación como acto judicial. La respuesta sobre la inconstitucionalidad de la eximición de responsabilidad civil del empleador deja intactos los propósitos del legislador en materia de automaticidad y celeridad del otorgamiento de las prestaciones, porque no se sigue de ello que las empresas de seguros queden relevadas de satisfacer las obligaciones contraídas en el marco de dicha norma; a lo que se añade que ello posibilita que el principal pueda encontrar protección en la medida de su aseguramiento.


      González, Ricardo Luis c/ Establecimiento Metalúrgico Indumarca S.A. y otro s/ despido


      G. 124, L. XLI, 16 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario.


      Admisibilidad de recursos locales. Excepción: arbitrariedad. Menoscabo de la garantía de defensa en juicio. Desconocimiento el carácter definitivo de las decisiones que tratan la libertad.


      Las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican -como regla- el otorgamiento del recurso extraordinario, mas ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Sobre el particular, la salvedad al principio sentado por la Corte Nacional positivamente se presenta en el sub-lite, en la medida en que con aparente fundamento, que reconoce como eje un aspecto formal de la ley local ritual -sentencia definitiva-, el a quo desconoció la doctrina imperante del la Corte Suprema acerca del carácter definitivo de las decisiones que tratan la libertad, al tiempo que, además, ha impedido el acceso a una instancia superior que posibilite la revisión de un pronunciamiento adverso. En este caso se vio frustrada la garantía constitucional que le asiste a la defensa de la “doble instancia” (art. 8.2.h CADH), teniendo en cuenta que el agravio -sustentado en la arbitrariedad-, surge con la resolución de la cámara de apelaciones que revocó la excarcelación concedida por el juez de grado, cuya revisión demanda la intervención inexorable de la casación local.


      H., Leonardo Gastón s/ Recurso de casación


      H. 277, L. XLII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Agravios formulados respecto de la cláusula penal, multa y omisión de tratamiento del planteo de nulidad deducido respecto de esta última: cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


      Los agravios formulados respecto de la cláusula penal, multa y omisión de tratamiento del planteo de nulidad deducido respecto de esta última, cabe señalar que su tratamiento remite al examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajenas por ende a esta instancia de excepción.


      Cytrynblum, Carlos c/ Telearte S.A. s/ ejecución crédito


      C. 907, L. XL, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Agravios referidos a la arbitrariedad de la multa impuesta por inconducta procesal: cuestión ajena a la instancia extraordinaria.


      Corresponde rechazar el tratamiento de los agravios referidos a la arbitrariedad de la multa impuesta por inconducta procesal por ser cuestiones reservadas a los jueces de la causa que la Corte Suprema de Justicia no puede revisar como tercera instancia.


      Fort, Jorge c/ Sus Tejidoso S.A. s/ ejecutivo


      F. 1721, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Agravios referidos al exhorto a los fines de ejecutar las marcas de titularidad de una firma internacional: cuestiones que remiten al examen de cuestiones procesales, ajenas al recurso extraordinario.


      Los agravios referidos al exhorto a los fines de ejecutar las marcas de titularidad de una firma internacional, es decir, marcas de propiedad de un tercero ajeno a la litis trabada y resuelta en la República de Ecuador, conducen al examen de cuestiones procesales, ajenas, en principio a la instancia extraordinaria, cuya resolución es propia de los jueces de la causa, máxime si no se advierte un caso de arbitrariedad.


      Servicios de Carga IML S.A. c/ Ups Worlwide Forwarding Inc. s/ exhorto


      S. 391, L. XLII, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Agravios relativos a la mora: cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario.


      Los agravios relativos a la mora son cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la apreciación de las circunstancias respecto de la conducta de las partes, a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el artículo 1198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada.


      Guerrero, Beatriz c/ Meza, Martín s/ consignación


      G. 1621, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Circunstancias ajenas al recurso extraordinario: lo atinente a la eficacia de la ley en el tiempo y a la validez temporal de las normas.


      Lo atinente a la eficacia de la ley en el tiempo y a la validez intertemporal de las normas, constituye materia ajena al recurso extraordinario. La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -por ejemplo, agravios que se refieren a la aplicación de normas de derecho común, Nº 24.522 y a cuestiones fácticas-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.


      Compañía Argentina de Servicios Hipotecarios S.A. s/ quiebra


      C. 214, L. XLII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Caso en que se declara extinguida la acción penal durante el trámite de la contienda. Cuestión abstracta.


      En los casos en que el magistrado interviniente hubiese declarado extinguida por prescripción la acción penal, cabe concluir que el conflicto de competencia se ha tornado abstracto, razón por la cual no corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


      O., José María y otro s/ Infracción Art. 189 bis 2º párr. del Código Penal


      COMP. 679, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: determinación del monto de la condena, intereses y costas.


      Lo concerniente a la determinación del monto de la condena, intereses y costas remite al estudio de cuestiones no federales, materia propia de los jueces de la causa y extraña, por naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la Ley nº 48; en particular cuando la decisión cuenta con fundamentos que, más allá de su grado de acierto, descartan la tacha de arbitrariedad.


      Douglas, Mauricio Javier c/Alter Producciones S.A. y otro s/accidente - acción civil


      D. 43, L. XLI, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria: agravios no federales planteados en el recurso, relativos a las excepciones de inhabilidad de título y pago total, mora del acreedor y caducidad.


      Si los agravios no federales planteados en el recurso, relativos a las excepciones de inhabilidad de título y pago total, mora del acreedor y caducidad, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y de derecho común, y por otro, pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador a su respecto, que exteriorizan fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que les endilga, tales circunstancias, como es obvio, obstan a la admisión del recurso extraordinario. La determinación de intereses deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que, aplicada la solución que se propicia, se determine en definitiva, el capital de condena.


      Wietzerbin, Elías s/ Novomisky, Isaac s/ ejecución hipotecaria


      W. 39, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria: argumentos que se circunscriben al alcance de la patente Nº 248.277 que, según el parecer del recurrente, sólo comprende compuestos racémicos y no el isómero puro (R) -principio activo del herbicida explotado-.


      Los argumentos presentados por el recurrente que se circunscriben -básicamente- al alcance de la patente Nº 248.277 que, según su parecer, sólo comprende compuestos racémicos y no el isómero puro (R) -principio activo del herbicida explotado por su parte-, remiten, en esencia, al estudio de cuestiones de hecho y prueba, materia propia de los jueces de la causa y ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley 48 ; máxime cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten desestimar la tacha de arbitrariedad invocada. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso, lo que no ocurre cuando la crítica a un fallo no excede de la mera discrepancia con lo resuelto por la Cámara.


      Ipesa S.A. c/ Uniroyal Chemical Company Inc. s/ acción meramente declarativa


      I. 178, L. XLII, 19 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria: cuestiones relativas a la exclusión de la tutela sindical (art. 52, Ley nº 23.551).


      Las cuestiones relativas a la exclusión de la tutela sindical (art. 52, Ley nº 23.551) involucran por regla aspectos de orden fáctico y de derecho común y procesal, ajenos a la instancia extraordinaria, concerniendo a la interesada poner de relieve, en el marco de la excepcional doctrina a la que acude, la existencia de arbitrariedad. La exclusión de tutela gremial toca al derecho laboral común y no al derecho público municipal, por lo que no corresponde que sea resuelta por los jueces locales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


      Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Ybarra, Miguel Ángel s/ juicio sumarísimo


      G. 1199, L. XLI, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria: decisión sobre la notoriedad, la buena fe, el uso de la marca y su confundibilidad.


      La decisión sobre la notoriedad, la buena fe, el uso de la marca y su confundibilidad, no es revisable mediante el recurso extraordinario pues remite al examen de aspectos fácticos propios de los jueces de la causa, extraños a la instancia federal; y la discrepancia del recurrente en temas de esta índole no justifica la tacha de arbitrariedad, porque ésta sólo atiende a supuestos de notoria gravedad en que se verifica un apartamiento palmario de la solución normativa, el fallo contiene desaciertos u omisiones de entidad extrema o está desprovisto de fundamentación. La ponderación de la Sala relativa a que la enunciación de los signos registrables, en el contexto del artículo 1° de la Ley 22.362, exige una interpretación fincada en la capacidad distintiva de la combinación de colores y no una literal, ceñida al prurito semántico, guarda congruencia con el estándar general y los objetivos de la norma; sin que resulte óbice que, a ese respecto, se consignen argumentos de otro precedente cuando, según se infiere de lo expuesto, los preceptos involucrados coinciden y su hermenéutica trasunta razonablemente los propósitos de la legislación marcaria. El derecho del industrial o comerciante a la identificación y protección de su producto mediante la marca responde al propósito de indicar quién es su productor y distinguirlo de otros similares a fin de evitar confusiones con los de aquéllos que pretenden beneficiarse con la actividad y honestidad ajena, y de facilitar, al mismo tiempo, a los consumidores la adquisición de mercaderías sobre la base de la certeza de su procedencia. La ley de marcas protege las buenas prácticas mercantiles y el interés del público consumidor; ellas apartan del error, de la confusión o del engaño a los eventuales adquirentes y se colocan sobre los envases o sobre los mismos objetos que se quiere distinguir porque han de ser reconocibles y de pronta y segura captación. Es inadmisible, basada en el artículo 280 del Código ritual, el recurso extraordinario contra la sentencia que, entre otros puntos, declaró infundadas las oposiciones a otras marcas. El ejercicio del derecho de expresión de ideas u opiniones no puede extenderse en detrimento de la necesaria armonía con los restantes derechos constitucionales; y que, si bien en el régimen republicano la libertad de expresión, en sentido amplio, posee un lugar eminente que obliga a una particular cautela cuando se trata de concluir responsabilidades por su desenvolvimiento, puede afirmarse que ello no se traduce en el propósito de conferir impunidad a la prensa.


      Club Atlético Boca Juniors Asociación Civil c/ Editorial Atlántida S.A. s/ cese de uso de marca


      C. 2736, L. XLI, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero.


      Las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero, no dan lugar, por sus aspectos de hecho, prueba y derecho procesal y común, a la vía establecida en el artículo 14 de la Ley nº 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Corresponde considerar inadmisible el recurso extraordinario interpuesto, toda vez que los agravios planteados por su intermedio no distan de constituir meras discrepancias con lo resuelto por el tribunal de la causa, en el ejercicio de sus atribuciones, sin que se advierta patentizado un apartamiento de las probanzas de autos, ni de la jurisprudencia y normativa aplicable, encontrándose el pronunciamiento a resguardo de la tacha de arbitrariedad.


      Funes, Alejandra Patricia c/ Clínica Modelo Los Cedros S.A. y otro s/ despido


      F. 528, L. XLII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa. Excepción: arbitrariedad.


      Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento del recurso federal, salvo cuando se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio. Desestimar la queja impetrada porque, en vez de acompañar la copia facsimilar del auto denegatorio, el apelante lo transcribió literalmente, incluso con su firma y sello, para avalar su autenticidad, aparece como una exigencia de injustificado rigor formal que desnaturaliza las formas procesales, se desentiende del fin al que tributan y privilegia la mera formalidad en sí misma.


      Salto Ramón, Rosa c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ accidente


      S. 1655, L. XLI, 07 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: determinación de la existencia o no de cosa juzgada.


      Lo atinente a la determinación de la existencia o no de cosa juzgada, depende de la apreciación de circunstancias de hecho y de la aplicación de normas de derecho común y procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, máxime si la sentencia cuenta con fundamentos suficientes de la misma índole, lo que evita su tacha de arbitraria.


      Fiat Auto S.A. para fines determinados c/ Rodríguez, María Mercedes y otro s/ ejecución prendaria


      F. 60, L. XLII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: interpretación de disposiciones de rito; en particular, las relativas a la admisibilidad de recursos deducidos ante órganos provinciales. Excepción: arbitrariedad.


      No procede el recurso federal contra decisiones cuyo objeto remite a la interpretación de disposiciones de rito; en particular, las relativas a la admisibilidad de recursos deducidos ante órganos provinciales, por tratarse de temas relativos a la organización de las instancias locales, admitiendo como excepción que la sentencia cuestionada trasunte un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración de los derechos federales alegados. Toda vez que el tribunal de mérito, convalidado por el Superior Tribunal local, pasa por alto que al demandar el actor incluyó un punto titulado "inconstitucionalidad del artículo 39 Ley nº 24.557", en el que expresamente afirmó adherir al criterio sustentado mayoritariamente por la doctrina y jurisprudencia y recurrir a dicha vía para obtener una declaración de invalidez puesto que la norma afectaba garantías y derechos de raigambre constitucional -en especial, los de propiedad e igualdad legal- privándole de la posibilidad de obtener una reparación integral por los daños derivados del accidente de trabajo que sufrió, sosteniendo, también, que atacaba formalmente el sistema de la ley y que articulaba la inconstitucionalidad de los artículos 1°, 2°, 21 y 39 de la Ley 24.557 y los concordantes que condujeran a privarle del derecho al resarcimiento civil, requiriendo, en consecuencia, una indemnización por daño material, estético y moral, cabe deducir, por lo tanto, que la juzgadora incurre en una aplicación mecánica de la norma ritual referida al remedio casatorio, soslayando de manera manifiesta lo señalado por la actora, defecto que se encarece aquí toda vez que con tal proceder obsta al conocimiento por parte del superior tribunal de la provincia de las cuestiones a debatir, de nítida raigambre constitucional. La incapacidad debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable.


      Fierro, Néstor c/ Caminos de las Sierras S.A. s/ incapacidad - recurso de casación


      F. 982, L. XLI, 12 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones ajenas al recurso extraordinario: reiteración de asertos vertidos en instancias anteriores.


      Los agravios no federales planteados en el recurso, en lo atinente a la discrepancia sobre la supuesta mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida por el quejoso, es decir, si debió considerarse como tal el salario denunciado en la demanda, ratificado con la prueba documental y la pericial contable, o la que surgiría de incorporar al mismo los vales por comida y gratificaciones aisladas percibidas, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, y por otro, pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador a su respecto, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que como es obvio, obsta a su admisión.


      Sarago, Carmelo Roberto c/ Peugeot Citroën Arg. S.A. s/ despido


      S. 319, L. XLII, 06 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de hecho, prueba y derecho común. Excepción: agravio ocasionado a las garantías de defensa en juicio y debido proceso. Arbitrariedad. Razonable significación asignada a una pauta a valorar entre otras posibles.


      En la medida en que los magistrados de la causa ejerzan sus facultades para fijar el quantum de la sanción dentro de los límites previstos en la leyes respectivas, la valoración de las pautas de cuantificación de la pena se vincula con aspectos de hecho, prueba y derecho común irrevisables en esta instancia. Cabe apartarse de dicha regla cuando se ha ocasionado un agravio a las garantías de defensa en juicio y del debido proceso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, tal como invoca la apelante a partir del desarrollo del precedente "Miara". Sin embargo, a diferencia de lo resuelto en aquel pronunciamiento y en el de Fallos: 315:1658, allí mencionado, no se trata aquí de un supuesto de omisión de aspectos conducentes para la decisión, como en el caso en que se realiza una consideración fragmentaria y aislada de las pautas a valorar, sino de la significación asignada a una, entre otras posibles a tener en cuenta que, en tanto aparece como razonable, obsta la tacha intentada. Se advierte que el a quo impuso una pena intermedia en la escala punitiva aplicable, a la que arribó merced a la valoración como agravantes de circunstancias tales como los antecedentes registrados por el imputado que, de acuerdo al artículo 41 del Código Penal, el magistrado debe estimar, los cuales junto con otros aspectos fueron considerados suficientes para afirmar otro de los parámetros contenidos en dicha norma, como lo es la peligrosidad. A este análisis sumó un nuevo examen de las circunstancias objetivas que rodearon al hecho, que originó la disminución de la pena oportunamente impuesta por el tribunal oral. De ese modo, la Cámara realizó una evaluación completa de las condiciones mencionadas en dicha cláusula de acuerdo, incluso, con parte del reclamo de la defensa. La decisión impugnada contiene entonces fundamentos suficientes con apoyo en las constancias de la causa y en las normas que se consideraron aplicables al sub judice que, por opinables que sean, no alcanzan para su descalificación como acto jurisdiccional. El recurrente pretendió demostrar, con cita del precedente publicado en Fallos: 314:424, la existencia de la cuestión federal a partir de la incompatibilidad constitucional de las penas en las que no se correspondan el bien jurídico lesionado y la extensión o intensidad de las consecuencias de la imposición de la sanción. Sin embargo y más allá de que la introducción del alcance de este cuestionamiento parece ser fruto de una reflexión tardía y por lo tanto no revisable en esta instancia, resulta imprescindible destacar que el fallo mencionado no es aplicable al caso, ya que lo que allí se analizó fue la declaración de inconstitucionalidad de una norma particular, pero no de la mensuración de pena realizada por un juez. En ese contexto, el mandato de correspondencia con el bien jurídico se dirige al legislador para la determinación de la escala penal aplicable, pero no al magistrado que decide dentro de los límites así establecidos. Atento que en la presentación, no se ha formulado cuestionamiento alguno a la norma, su crítica sólo puede entenderse dirigida a la cuantía punitiva decidida por el a quo, y por ello, ajena a la vía extraordinaria. Cabe señalar que la supuesta violación al principio de non bis in ídem que la recurrente desprende de aquella forma de valoración, no estaba contenida en la apelación extraordinaria y, por su tardío ingreso en la impugnación, no puede ser aquí analizada en virtud de su extemporaneidad. La Corte ya ha establecido la validez constitucional del instituto de la reincidencia al sostener que "El distinto tratamiento dado por la ley a aquellas personas que, en los términos del artículo 50 del Código Penal, cometen un nuevo delito, respecto de aquellas que no exteriorizan esa persistencia delictiva, se justifica, precisamente, por el aludido desprecio hacia la pena que les ha sido impuesta. Y si, como se vio, existe un fundamento razonable para hacer tal distinción, el legislador se encuentra facultado para establecer, dentro del amplio margen que le ofrece la política criminal, las consecuencias jurídicas que estime conveniente para cada caso". La Corte ha autorizado la valoración dual de la reincidencia, como reflejo de una mayor culpabilidad (en el marco del Art. 41, Código Penal) y como dato que autoriza al legislador a denegar formas de ejecución penal atenuadas (imposibilidad de libertad condicional del Art. 14, Código Penal) sin ver en ello una violación al non bis in ídem siempre que tal análisis se dé en el marco del cumplimiento de una pena cuyo fundamento sea la culpabilidad del condenado, dentro de la escala legal respectiva. Atento que en su presentación la recurrente no ha logrado mediante la exposición de sus agravios poner en tela de juicio la aplicabilidad de la doctrina establecida, ni aportó nuevas razones que pudieran conducir a su modificación, el tratamiento de su recurso deviene, también, insustancial en este aspecto. El reclamo no trasciende así de una mera discrepancia con el criterio de los jueces sobre si se deben meritar en forma positiva o negativa los antecedentes penales del imputado la cual, en esos términos, constituye una materia de derecho común que, mientras no se demuestre arbitrariedad, tampoco habilita la procedencia de este recurso. Y tanto más cuando la interpretación a partir de la cual se pretende rebatir el punto, importa desconocer el valor preeminente de la responsabilidad del hombre que es, además, la que sustenta la regla establecida en los diferentes tratados internacionales que poseen jerarquía constitucional según la cual toda persona tiene el deber de obedecer a la ley. Como surge de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso "Fermín Ramírez vs. Guatemala" del 20 de junio de 2005, lo que se prohíbe es recurrir a la peligrosidad de la persona sometida a proceso para definir conductas criminales o aplicar determinadas penas, como la de muerte, de manera de sostener la sanción no en un hecho culpable sino en conductas futuras, en franca contradicción a los principios de legalidad y culpabilidad. El caso sub examine no resulta asimilable al resuelto por el tribunal supranacional. En efecto, la pena cuyo fundamento aquí se cuestiona fue determinada a partir de una escala legal previamente establecida y con relación a un hecho (pasado) atribuido al condenado con límite en su culpabilidad, según el desarrollo realizado por el a quo que, a tal fin, evaluó las diferentes condiciones fijadas en las normas aplicables. Lo que impiden los principios constitucionales de reserva, legalidad y culpabilidad, es la aplicación de ciertas sanciones o la calificación típica de los hechos basadas exclusivamente en la peligrosidad del imputado entendida como un juicio acerca del futuro o una característica personal a modo de categoría estigmatizante, pero no el análisis de aquella pauta, junto con otras, realizada en el contexto del hecho culpable. Dentro de la escala establecida por el legislador, la Cámara de Casación ha decidido un monto de pena que entendió correspondía al hecho investigado y las características del autor. Dentro de estas últimas, los magistrados consideraron determinante la peligrosidad que demostraban los antecedentes registrados por el condenado al momento del desarrollo de los hechos y fijaron la sanción por encima del mínimo, pero sin recurrir a razonamiento alguno que permitiera advertir objetivos constitucionalmente prohibidos. Es decir que en la decisión cuestionada el fundamento del castigo está dado, básicamente, por el hecho culpable y sobre él, la peligrosidad con base en circunstancias también previstas legalmente como lo son las condenas anteriores, representa sólo un correctivo, dentro de un margen ya establecido, de modo tal que su imposición no puede ser entendida como exclusiva reprochabilidad por un estado o condición determinada. No corresponde a esta instancia interpretar el alcance de una norma común como lo es el artículo 41 del Código Penal. En tales condiciones, las objeciones de la defensa acerca del juicio de peligrosidad como agravante que realiza la Cámara no traducen más que un mero desacuerdo con la tesis sostenida en el fallo y su prueba, en el cual la inteligencia asignada por el a quo a esa pauta legal de mensuración de la pena, es consecuencia de un desarrollo argumental que, más allá de su acierto o error, brindan suficiente sustento a la decisión.


      P., Juan Manuel s/ Causa N° 6028


      P. 1501, L. XLI, 03 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa. Excepción: apartamiento de las constancias de la causa; examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal.


      Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Sin embargo, ha reconocido la Corte la excepción a esa regla cuando existe un apartamiento de las constancias de la causa, o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que conduzca a una restricción sustancial de la vía utilizada, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio. Esta última situación es la que se verifica en el sub júdice pues, sin perjuicio de la mínima fundamentación que se advierte en el remedio federal deducido, lo resuelto por el a quo al rechazar el recurso de casación significó una interpretación restrictiva de las normas que regulan ese medio de impugnación, según las pautas establecidas recientemente por la Corte Suprema en Fallos: 328:3399 y 3741, en la medida que se cuestiona la ausencia de un desarrollo lógico en los fundamentos de la condena a partir tanto de una defectuosa valoración de las irregularidades cometidas en el curso de la investigación, como del testimonio del denunciante y de la calificación legal adoptada. La Cámara debió examinar tales extremos -cuestiones relativas a la ausencia de un desarrollo lógico en los fundamentos de la condena a partir tanto de una defectuosa valoración de las irregularidades cometidas en el curso de la investigación, como del testimonio del denunciante y de la calificación legal adoptada- para la adecuada satisfacción de la garantía de la doble instancia que consagran los artículos 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, toda vez que los agravios que al respecto invocó la defensa no se encuentran afectados por la inmediatez propia de la oralidad, tal como se aprecia, por ejemplo, con la alegada ilegitimidad del allanamiento del domicilio del imputado y su posterior detención, a raíz del secuestro de la agenda tachado de irregular y de cuyo contenido surgieron los datos que permitieron concretar esa diligencia; así como también con la cuestión vinculada con la acreditación del dolo que requiere el delito reprochado. Tales circunstancias, precisamente, habilitaban a proceder a la revisión integral de la sentencia de condena con la amplitud de la doctrina citada en Fallos: 328:3399 y 3741, a fin de controlar si el razonamiento empleado se ajustó a la regla de la sana crítica que debe observar todo pronunciamiento judicial. La pretensión de la recurrente de aplicar el principio de la "descalificación procesal penal del estado" para clausurar definitivamente este proceso con motivo de las irregularidades cometidas durante su sustanciación, además de constituir una reflexión tardía al haber sido invocada sólo en oportunidad de esta presentación directa, resulta también insustancial en la medida que, precisamente, depende de aspectos de hechos sobre los que el a quo se tiene que expedir. En la medida que los pronunciamientos de la Corte deben limitarse a los agravios que se expresan en el escrito de interposición del recurso extraordinario, no cabe duda que resultan igualmente extemporáneos los invocados con motivo de la presunta violación de los principios ne bis in ídem e imparcialidad, resultan producto de una reflexión tardía. En efecto, contrariamente a lo que sostiene la recurrente, el primero de ellos recién fue introducido al interponer esta presentación directa, sin que se haya deducido protesta alguna al momento de rechazar el a quo la nulidad articulada contra la decisión de celebrar un nuevo debate, a pesar de haber hecho la defensa del imputado, por ese entonces particular, la pertinente reserva de acudir ante la Corte, y de encontrarse debidamente notificada. El argumento sobre la supuesta vulneración al derecho a recurrir que le asiste al encausado, incluso, con el alcance que le otorga la mencionada doctrina de Fallos: 328:3399, tampoco permite sortear el cumplimiento del recaudo de introducción oportuna. Por el contrario, se torna aun más exigible, pues mal puede afirmarse un menoscabo al derecho de obtener la revisión de la condena en relación a un aspecto que la misma parte, tal como se desprende de lo expuesto, no sometió al examen del tribunal de la instancia superior. El cumplimiento en el sub júdice del requisito de introducción oportuna no puede implicar un menoscabo de la garantía de non bis in ídem, cuando ha sido la propia defensa quien no cumplió con los requisitos mínimos que se exigen para el ejercicio de sus derechos, en la medida que el proceder por medio del cual se pretende ahora subsanar ese defecto en esta instancia era exigible, anteriormente, ante la eventualidad de celebrarse un nuevo debate y dictarse un fallo adverso. El agravio relativo a la presunta violación a la garantía de imparcialidad que alega la recurrente constituyó el fundamento de la recusación contra la Sala III de la Cámara de Casación Penal. Por lo tanto, era ante su rechazo, que se debieron plantear las defensas a que hubiera lugar y no reeditarlas recién en esta presentación directa, en la medida que tal cuestión suponía que el proceso no prosiga con una nueva intervención de dicho tribunal en el recurso deducido contra la condena. Adolece de una debida fundamentación la inconstitucionalidad que implícitamente plantea la citada funcionaria en cuanto a la posibilidad de recurrir del fiscal, así como también la presunta influencia que el reconocimiento de esa facultad por las normas procesales traería aparejado respecto del plazo razonable de duración del proceso y del principio que prohíbe la reformatio in pejus. Ello es así, pues en el precedente que cita a tal efecto (Fallos: 320:2145, considerando 7), la Corte ha admitido la posibilidad de otorgarle ese derecho al Ministerio Público como órgano del Estado, sin que ello implique desconocer que respecto del imputado se trate de una garantía, que como tal, ha sido consagrada sólo en beneficio del inculpado por los instrumentos internacionales que se invocan. No se alcanza a comprender ni se llega a demostrar cuál fue el "riesgo latente" que entrañó para los derechos del imputado la apelación de su absolución por el fiscal, deducida en el marco de las restricciones que se prevén para la única vía recursiva que en esa instancia se le reconoce a esta parte y en resguardo de los intereses que se le han confiado, es decir, promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses de la sociedad. Precisamente, es en función de esa finalidad específica a la que obedeció el desempeño del representante del Ministerio Público Fiscal en estas actuaciones, y no sólo como "reflejo del errático accionar de la judicatura", situación a la que, en todo caso, también resulta ajeno dicho funcionario.


      C., Christian Pablo s/ Recurso extraordinario


      C. 959, L. XLI, 10 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Decisiones relativas a la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa. Excepción: Arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa.


      Las decisiones relativas a la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, ya que por la índole exclusivamente procesal y de derecho común de las cuestiones que suscitan, no exceden el marco de las facultades que le son propias. Sin embargo, también es cierto que es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se procuran asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, en especial, cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente. Esa es la situación que aquí se presenta. En efecto, tal como han expresado los apelantes, los argumentos con los que el a quo descartó la admisibilidad de la revisión no ponderaron debidamente la existencia de un acuerdo previo documentado entre las partes, inclusive ratificado en sede judicial, que avalaría el accionar del condenado. Por el contrario, el tribunal de casación mediante la utilización de una afirmación, a mi juicio carente de fundamentación, referida a que la prueba documental acompañada no se ajustaba ni conmovía las constancias del fallo impugnado, obvió la naturaleza de la pretensión que era, ni más ni menos, demostrar la contradicción entre el marco fáctico afirmado en la sentencia y la hipótesis sostenida por los nuevos elementos. Explica el doctor Petracchi en su voto en el precedente publicado en Fallos: 320:985, que el recurso de revisión "está articulado en dos fases, tradicionalmente denominadas iudicium rescindens y iudicium rescissorium. En la primera de las fases mencionadas, el tribunal ad quem debe determinar si concurren las condiciones sobre cuya base debe ser rescindida la decisión impugnada. En la segunda, si es que esta última ha sido revocada, el mismo tribunal, o uno diverso, ha de sustituirla por otra. En el recurso de revisión -salvo, vale recalcarlo, el supuesto de aplicación retroactiva de una ley penal más benigna- el iudicium rescindens consiste únicamente en la indagación acerca de si determinadas circunstancias sobrevinientes y externas respecto del proceso resultan inconciliables con la sentencia impugnada, por contradecir la reconstrucción histórica que dio base a la decisión -por ejemplo, nuevos hechos o nuevas pruebas de evidente sentido opuesto-...". En el caso, la revisión intentada no superó el primero de los dos pasos descriptos. Pero en éste el a quo parece no haber cumplido con el examen exigido pues, en todo caso y más allá de lo acertado o no de su conclusión, lo que debió ser objeto de análisis para juzgar acerca de la procedencia del recurso, es si las nuevas pruebas aportadas constituían base suficiente de la comprobación de hechos inconciliables con la reconstrucción histórica contenida en la sentencia impugnada. A mi juicio, este requisito no se satisface con la mera afirmación de que esos elementos no se conformaban a los valorados en la sentencia desde que, tratándose de piezas con las que se pretende atacarla, es lógico que no se correspondan con su contenido. Las cuestiones vinculadas con el acierto o error de los jueces de la causa con respecto al valor o alcance de la prueba remiten al examen de aspectos que, en principio, resultarían ajenos al recurso extraordinario pues se relacionan con temas de hecho, prueba y derecho común. Sin embargo, asiste razón a los apelantes en cuanto sostienen que el fallo ha omitido tratar los planteamientos oportunamente propuestos que resultaban conducentes para la decisión, lo cual también permite descartar el pronunciamiento como válido en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, que permite hacer excepción a aquella regla.


      V., Amado Alejandro s/ Causa N° 5499


      V. 438, L. XLI, 26 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Declaración de inadmisibilidad de un recurso: cuestión ajena al recurso extraordinario, salvo arbitrariedad o menoscabo al derecho de defensa. Aplicación de la ley penal más benigna en relación a la escala penal aplicable.


      Las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario, salvo cuando la resolución carece de fundamento suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Si se debe equiparar jurisprudencia más benigna a ley más benigna, a los fines del recurso de revisión, es una cuestión de interpretación de la ley procesal, propia de los jueces de la causa y ajena al remedio federal. Si una ley posterior prevé una escala penal semejante a la tenida en cuenta para el imputado, de acuerdo a la calificación que se le impuso, podemos concluir que desde este punto de vista, no estamos ante un caso de ley más benigna.


      B., David Adrián y otro s/robo calificado, homicidio en grado de tentativa -causa Nº 2861/01


      B. 1689, L. XLII, 09 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de los intereses y su tasa: cuestión ajena al recurso extraordinario.


      Lo referente a la determinación de los intereses y su tasa, remite al análisis de circunstancias de hecho y de derecho común, y constituye materia que queda ubicada en el espacio de razonable discreción de los jueces de la causa, no susceptible de ser considerada en la instancia extraordinaria.


      La Bolsa Propiedades S.A. c/ Resta, Cristian Alberto s/ ejecución fiscal


      L. 1160, L. XLI, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Determinar la naturaleza jurídica de las asociaciones mutuales, así como el alcance de las prestaciones y servicios asistenciales médico-farmacéuticos que aquellas deben brindar a sus socios son cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria.


      Determinar la naturaleza jurídica de las asociaciones mutuales, así como el alcance de las prestaciones y servicios asistenciales médico-farmacéuticos que aquellas deben brindar a sus socios, en el marco de los contratos particulares con ellos celebrado, remite al estudio de cuestiones de derecho común, ajenas, en principio, a la instancia extraordinaria. Resulta el recurso procedente, por un lado en virtud de la íntima relación que todo el sistema legislativo y reglamentario de las prestaciones médico-asistenciales guarda con los derechos constitucionales a la salud y a la preservación de la vida humana. Es decir, ponderando especialmente la importancia y trascendencia de los valores en juego, como son los derechos personalísimos a la vida, salud, e incolumidad física y psíquica del propio cuerpo, que constituyen bienes indisponibles por sus titulares, que están fuera del comercio y exceden el mero interés privado, puesto que interesan al orden público y a las buenas costumbres -doctrina de los artículos 21, 953, 1167 y concordantes del Código Civil-. El derecho a la salud, máxime cuando se trata de enfermedades graves, está íntimamente relacionado con el derecho a la vida, siendo éste el primer derecho de la persona humana que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional. El hombre es el eje y centro de todo el sistema jurídico y en tanto fin en sí mismo -más allá de su naturaleza trascendente- su persona es inviolable y constituye un valor fundamental, con respecto al cual los restantes valores tienen siempre carácter instrumental. Sin dejar de reconocer que todavía no existe uniformidad de criterio jurisprudencial acerca de si las mutuales que integran el conjunto de entidades prestadoras de servicios de salud resultan o no asimilables a las entidades de medicina prepaga, lo cierto es que las primeras reúnen presupuestos muy similares a los que tipifican a la medicina prepaga; esto es: que exista una empresa (o -puede añadirse- una entidad) que se compromete a dar asistencia médica, por sí o por terceros; que la obligatoriedad de la prestación esté sujeta a la condición suspensiva de que se dé determinada enfermedad en el titular o el grupo de beneficiarios; y que exista el pago anticipado como modo sustantivo de financiación, aunque pueda ser complementado. Es verosímil presumir que quien se asocia a una mutual, lo hace con la legítima expectativa de que la misma debe cubrir las prestaciones del Programa Médico Obligatorio. En este contexto, corresponde señalar que la denominación científica de la práctica requerida por el amparista -cuya patología individualizada como linfoma no Hodkin (cáncer)-: "Movilización, Criopreservación y Transplante Autólogo de Stem Cell Periféricas", no aparece de modo explícito entre las prestaciones desconocidas en el Reglamento Mutual, al punto que el Juez de Primera Instancia, al admitir el pedido cautelar, manifestó en sus fundamentos que "...la prestación indicada y solicitada se encuentra incluida dentro del Programa Médico Obligatorio y no se trata de las expresamente excluidas por el Reglamento de la Mutual..." Si bien es cierto que en su artículo 3° la res. 2584/01 del INAES expresa que las asociaciones mutuales, por su naturaleza jurídica, no resultan comprendidas en la Ley 24.754, también lo es que en su artículo 2° declara que de conformidad a los establecido en los arts. 16 y 17 de la Ley 23.661, las asociaciones mutuales pueden ser Agentes del Seguro Nacional de Salud, encontrándose en tal caso obligadas a dar las prestaciones del Programa Médico Obligatorio. La no adhesión por parte de la demandada al sistema de las leyes 23.660, 23.661, no determina que le resulte ajena la carga de adoptar las medidas razonables a su alcance para lograr el acceso pleno del amparista a los beneficios de la seguridad social, con el alcance integral que estatuye la normativa tutelar sobre la materia. El derecho a la vida, más que un derecho no enumerado en los términos del artículo 33 de la Ley Fundamental, es una prerrogativa implícita, ya que el ejercicio de los derechos reconocidos expresamente requiere necesariamente de él y, a su vez, el derecho a la salud -especialmente cuando se trata de enfermedades graves- está íntimamente relacionado con el primero y con el principio de autonomía personal, ya que un individuo gravemente enfermo no está en condiciones de optar libremente por su propio plan de vida. El derecho a la salud, desde el punto de vista normativo, está reconocido en los tratados internacionales con rango constitucional (art. 75, inc. 22) entre ellos, el Art. 12 inc. c. del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; inc. 1 arts. 4 y 5 de la Convención sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- e inc. 1 del Art. 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, extensivo no sólo a la salud individual sino también a la salud colectiva. El derecho a la preservación de la salud -comprendido dentro del derecho a la vida- representa una obligación impostergable que tiene la autoridad pública de garantizar ese derecho con acciones positivas, pero que ello es sin perjuicio de las obligaciones que corresponden a las jurisdicciones locales, obras sociales y entidades de medicina prepaga sobre el tema. Además, atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conllevan las pretensiones, para lo cual deben encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con tutela de orden constitucional.


      Chamorro, Carlos c/ Sociedad Argentina de Autores y Compositores de Música s/ amparo


      C. 2154, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      El examen de la aplicación del régimen de consolidación de la deuda pública del Estado Provincial resulta ajeno a la vía extraordinaria. Excepción en caso de arbitrariedad.


      El recurso extraordinario deberá ser admitido, ya que la resolución de temas vinculados con el régimen de consolidación de la deuda pública provincial es susceptible de revisión en supuestos excepcionales cuando, la sentencia impugnada prescinde de una disposición legal aplicable al caso, sin dar razones valederas para hacerlo, circunstancia que priva a lo resuelto de la adecuada fundamentación que se exige a los pronunciamientos judiciales. Las disposiciones de la ley de consolidación resultan de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley. Esta naturaleza que atribuyó el legislador al régimen aludido obliga al tribunal a considerar su aplicación aun cuando la accionada omita solicitarla. Las normas que consolidan las deudas estatales no señalan un término perentorio para su invocación.


      Barrios, Rubén c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


      B. 395, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      El problema de la atinencia en la disputa del límite para apelar impuesto por el Art. 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es una cuestión ajena a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien el problema de la atinencia en la disputa del límite para apelar impuesto por el Art. 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación conduce al estudio de problemas fácticos y procesales ajenos a la instancia extraordinaria, cabe apartarse de este principio cuando los jueces de la causa, con fundamento en un aspecto procesal totalmente ajeno a los términos e intereses de las partes en el debate que llegaba a su conocimiento, omitieron tratar cuestiones federales oportunamente propuestas y conducentes para la concreta solución del pleito. Además es claro que en ese contexto tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de Constitución Nacional.


      Tarshop S.A. c/ Biotti, María Fernanda s/ ejecutivo


      T. 670, L. XLII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del examen de los argumentos de índole federal que se relacionan con circunstancias que remiten al estudio de cuestiones procesales y fácticas.


      Toda vez que la Sala, para desestimar la procedencia de los rubros en concepto de indemnización por el despido indirecto y el trato discriminatorio, se sustentó -además de en la índole pública del vínculo y la previsión del artículo 2, inciso a), de la LCT-, en la inexistencia de un acto jurídico preciso de rescisión del contrato de trabajo, extremo objeto de un agravio concreto de la contraria, dicha circunstancia, que remite al estudio de cuestiones procesales y fácticas, y al no haber sido controvertida por la recurrente, obsta al examen de los argumentos de índole federal relacionados con el punto, puesto que cuenta con fundamentos no federales suficientes con arreglo a reiterada jurisprudencia.


      Villar de Stanga, Florencia c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto s/ despido


      V. 608, L. XLII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: agravios no federales que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar.


      Si los agravios no federales planteados en el recurso, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, no corresponde, por lo tanto, que proceda el recurso extraordinario. Toda vez que los agravios referidos a la improcedencia de la vía ejecutiva y a la inhabilidad del título, no fueron mantenidos en la apelación ordinaria, y dicha circunstancia a su vez fue advertida por los juzgadores al señalar que los demandados sólo apelaron el régimen de imposición de costas, su renacida articulación en el recurso extraordinario, entonces, resulta fruto de una reflexión tardía y habilita de por sí su rechazo. No puede considerarse cancelatorio el depósito bancario en pesos del importe del pagaré expresado en dólares estadounidenses (es decir a la paridad u$s 1 = $ 1), toda vez que se omitió aplicar el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER), conforme lo dispuesto por los artículos: 4° del Decreto 214/02; 11° de la Ley 25.561 -texto según Ley 25.820-, y 1° de la Ley 25.713.


      Gavellini, Jorge c/ Edificar S.A. y otro s/ ejecutivo


      G. 844, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: agravios que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar.


      Los agravios no federales planteados en el recurso, relativos a la excepción de litispendencia -pago por consignación-, e inhabilidad de título, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y de derecho común, y por otro lado, pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador a su respecto, que exteriorizan fundamentos que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión. La determinación de los intereses deberá dirimirse en la etapa de liquidación, una vez que se establezca en definitiva el capital de condena o, en su caso, se aplicarán los que resulten del procedimiento que determina la Ley 26.167.


      De Urquieta, Julio c/ Neme, Mafalda s/ ejecución hipotecaria


      D. 418, L. XLII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: agravios relacionados con la prescripción de la acción que sólo exhiben un criterio diverso al propuesto por el a quo en lo atinente a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal.


      Los agravios relacionados con la prescripción de la acción no pueden prosperar si el planteo deducido sólo exhibe un criterio diverso al propuesto por el a quo en lo atinente a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, ajenas a la instancia del Art. 14 de la Ley 48 , máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Procede desestimar la queja relativa al apartamiento de la doctrina sentada en "Cornes" porque, contrariamente a lo afirmado, la Sala expresamente sostuvo que para dirimir la controversia seguía el criterio sentado en dicho precedente en cuanto a la procedencia de la aplicación de la suspensión de la prescripción en materia comercial. Fue en ese contexto que los jueces de la causa estudiaron -como era atinente y razonable-, dado la invocación por los interesados del Art. 3982 bis del Cód. Civil, las constancias del expediente criminal para determinar -cabe inferir- si la acción penal comprometía al reclamo de los actores de verificación tardía, concluyendo finalmente la falta de configuración de la comunidad requerida, y por ende la no suspensión del plazo prescriptivo. Es claro que esta última cuestión de hecho, además de haber sido introducida por el mismo apelante al señalar que la querella constituía un elemento esencial para la verdadera determinación del quantum de su crédito, también fue descripta por los jueces de mérito como una acción penal que no estuvo enderezada al reconocimiento del crédito y su quantum, sino a determinar la existencia de conductas que habrían comprometido el patrimonio del querellante. Si bien la invocación de los parámetros del artículo 1101 del Código Civil y su correlación o no con la disposición del artículo 3982 del dicho cuerpo legal puede dar lugar a interpretaciones disímiles, el debate, de todos modos, se limita a una discusión de hermenéutica relacionada con normas de derecho común ajenas a esta instancia de excepción. No resultan conducentes para la solución de la controversia los agravios vinculados a que la denuncia del crédito por la concursada importa un reconocimiento de deuda porque si la finalidad de la ley hubiera sido la de acordar tal carácter a la denuncia del pasivo y presentación de la nómina de acreedores y créditos en el concurso, no demandaría de éstos una actitud o actividad positiva expresa en defensa de sus derechos tal como hace en los artículos 32 y 56 de la Ley nº 24.522 al imponer la obligación de que todos los acreedores formulen sus pedidos de verificación para participar de la ejecución colectiva y al reglar la prescripción abreviada en torno de estas solicitudes. La apertura del concurso conlleva la restricción del principio dispositivo, que se traduce en una serie de efectos reglados y consecuente indisponibilidad para las partes en vista de los intereses en juego, como así también en el incremento de poderes del juez concursal en quien recae, entre otras, la atribución de determinar el pasivo concursal aun cuando éste no hubiera sido cuestionado por el deudor. De modo que la equiparación de la denuncia del crédito en el concurso con un reconocimiento de deuda, no se compadece con el orden público concursal receptado en diversos preceptos de la ley específica. Desde esta perspectiva, los agravios vertidos se erigen como una mera discrepancia sobre cuestiones de hecho y derecho común, respecto de las cuales, el pronunciamiento recurrido cuenta con fundamentos suficientes, que más allá de su acierto o error, obstan a su descalificación como acto jurisdiccional válido.


      T.S.L S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente promovido por Sluga, Héctor Francisco s/ Certificación de crédito


      T. 321, L. XL, 07 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: discusión sobre el alcance e interpretación que los jueces de la causa hicieron de las cuestiones de hecho, prueba y de derecho común atinentes a la solución de la causa. Excepción: arbitrariedad.


      El recurso extraordinario no procede en aquellos supuestos en los que se discuta el alcance e interpretación que los jueces de la causa hicieron de las cuestiones de hecho, prueba y de derecho común atinentes a la solución de la causa, admitiendo la vía excepcional sólo cuando la sentencia incurra en un manifiesto apartamiento de prueba relevante, de hechos acreditados o de normas conducentes para la solución del caso.


      De Camillas, Olga Catalina c/ Clínica Espora y otro s/ sumario


      D. 336, L. XLII, 07 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: planteo dirigido a obtener el resarcimiento de los perjuicios invalidantes padecidos en un accidente de trabajo.


      Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el accionante hace en la demanda. En base a ello, si la pretensora formalizó un planteo dirigido a obtener el resarcimiento de los perjuicios invalidantes padecidos en un accidente de trabajo, en orden a la naturaleza común de la legislación en materia de los riesgos del trabajo, incumbe señalar que el caso resulta ajeno a la excepcional competencia de la justicia federal.


      Marchetti, Néstor Gabriel c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ Ley nº 24.557


      COMP. 804, L. XLIII, 04 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación y aplicación de las circunstancias de hecho y de las normas de derecho común y procesal: cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


      El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. El análisis de la suspensión esgrimida como defensa, como es la justa causa, el plazo y la notificación por escrito, más allá de la disconformidad desplegada, remite a la discusión de temas de hecho, prueba y de derecho común que resultan ajenos a la instancia extraordinaria. La interpretación de las leyes del trabajo por los tribunales del fuero en causas seguidas entre empleadores y empleados, es materia ajena a la vía extraordinaria; conclusión que tiene su base en la circunstancia de que en esta clase de litigios lo resuelto se limita a la inteligencia de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y que, como principio, no autoriza el recurso del Art. 14 de la Ley 48 . Toda vez que la recurrente se agravia con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad porque no se consideró su oportuno planteo, mantenido en las sucesivas instancias, respecto a la inconstitucionalidad de la Ley 25.561, del Art. 4º del decr. 264/02 y del decr. 883/02, tema que -desestimado por el juez de grado- fue objeto de agravio ante la alzada, sin tratamiento expreso en el fallo en crisis, ni subsanación en la aclaratoria de la contraria, corresponde considerar, por lo tanto, que la confirmación in totum de la sentencia sólo pudo significar que la cámara compartía los fundamentos del magistrado que intervino en primer término. En todo caso, la ahora recurrente debió remediar en la misma instancia, de existir, la falencia invocada, porque es improcedente el recurso extraordinario si la omisión de tratamiento del agravio pudo ser subsanado por medio de la solicitud de aclaratoria prevista en la especie por el Art. 99 de la Ley de Organización y Procedimiento Laboral (nº 18.345).


      Doval, José Antonio y otro c/ Granero, Hernán s/ despido indirecto


      D. 1017, L. XL, 19 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      La admisibilidad de los recursos autorizados por normas procesales locales constituye cuestión ajena a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      No obstante que la admisibilidad de los recursos autorizados por normas procesales locales constituye cuestión ajena a la instancia extraordinaria, tal principio reconoce excepciones cuando media arbitrariedad y la declarada improcedencia puede generar una restricción indebida del derecho de defensa. Es descalificable la sentencia que, al confirmar una resolución, omitió dar intervención al ministerio pupilar para que ejerciera la representación promiscua a pesar de que dicha resolución comprometía en forma directa los intereses de la menor, lo que importa desconocer el alto cometido que la ley ha asignado a dicho ministerio, y no sólo menoscaba su función institucional sino que acarrea la invalidez de los pronunciamientos dictados en esas condiciones. El artículo 59 del Código Civil establece que, a más de los representantes necesarios, los incapaces son promiscuamente representados por el Ministerio de Menores, que será parte legítima y esencial en todo asunto judicial o extrajudicial, de jurisdicción voluntaria o contenciosa, en que los incapaces demanden o sean demandados, o en que se trate de las personas o bienes de ellos, so pena de nulidad de todo acto y de todo juicio que hubiere lugar sin su participación -art. 494 del Código Civil-.


      P., María Cristina y otros c/ Municipalidad de Coronel Pringles s/ daños y perjuicios


      P. 2501, L. XXXVIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      La interpretación de las circunstancias de hecho y prueba de la causa o de las normas de derecho común y procesal es materia ajena a la instancia extraordinaria.


      El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación de las circunstancias de hecho y prueba de la causa o de las normas de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime, cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La existencia de precedentes fallados en sentido contrario a la decisión recurrida, por sí sola, no habilita la vía de excepción, pues el recurso extraordinario no es el apropiado para unificar jurisprudencia, máxime en supuestos donde la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de los superiores tribunales de provincia cuando deciden sobre recursos extraordinarios de orden local. Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos de carácter local, respecto de cuestiones de naturaleza procesal y derecho común, son extrañas -por norma- a la vía del artículo 14 de la Ley nº 48 y la tacha de arbitrariedad es particularmente restrictiva a su respecto. Si la impugnante no consigue rebatir un parecer del tribunal que dictó la sentencia recurrida, puesto que su presentación no excede la mera discrepancia con lo resuelto, tal extremo, por lo tanto, no alcanza para franquear la instancia extraordinaria. Los agravios referidos a la preceptiva del artículo 27 de la LCT, que permite la coexistencia del doble carácter de socio y empleado sin necesidad de la invocación de fraude, además de que en el contexto de la legislación societaria no es incompatible la calidad de gerente con la de director, son cuestiones que -además de no federales- deben ser valoradas por los tribunales de la causa en el marco de sus competencias exclusivas.


      Bensusan, Alberto Salomón c/ Antonio Luquin S.A.C.I.F.I.A. s/ cobros


      B. 855, L. XLI, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones atinentes a honorarios regulados en las instancias ordinarias son ajenas a la vía extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter particularmente restringido, ello reconoce excepción cuando la decisión carece de fundamentación válida que la sustente. Corresponde considerar configurado el supuesto de arbitrariedad del decisorio, toda vez que los jueces, más allá de la mera referencia a precedentes jurisprudenciales y pautas genéricas, no realizaron un examen en concreto de las constancias de la causa relacionadas con la labor cumplida por el apelante, omitiendo, por lo tanto, la indispensable fundamentación con arreglo a las circunstancias del proceso y sin que pueda tampoco referirse la regulación concretamente al arancel, lo cual torna al pronunciamiento descalificable como acto judicial.


      Carfina Compañía Financiera S.A. s/ quiebra


      C. 1031, L. XLI, 02 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son ajenas a la apelación extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta, por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, se justifica la excepción a esta doctrina en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.


      Argentine Breeders & Packers S.A. c/ Estado Nacional S.A.C.P.Y.A. s/ medida cautelar


      A. 682, L. XLII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, como así también, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta, por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, por otra parte, se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. Toda vez que el decisorio de Cámara como el de su anterior instancia omitieron proporcionar detalle sobre el modo en que arribaron a los importes regulados, dicha circunstancia autoriza a descalificar el pronunciamiento recurrido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, sin que ello implique abrir juicio acerca de la base regulatoria que corresponda adoptar, ni respecto de la norma aplicable y de la razonabilidad de la regulación definitiva.


      Di Pietro, Nelson Ariel y otros c/ Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires/ diferencias de salarios


      D. 411, L. XLII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones de hecho y derecho procesal son ajenas a la instancia federal. Excepción: con menoscabo del derecho de defensa en juicio (art. 18, C.N.), el tribunal se ha excedido en el ejercicio de su jurisdicción.


      Si bien es cierto que la determinación de los puntos comprendidos en la litis y el alcance de los agravios remite al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal que, como regla y por su índole, son ajenas a la instancia federal, este principio reconoce excepción cuando, con menoscabo del derecho de defensa en juicio (art. 18, C.N.), el tribunal se ha excedido en el ejercicio de su jurisdicción. Se verifica un supuesto de arbitrariedad de sentencia toda vez que, de manera genérica y sin explicitar razones para ello, la Alzada hizo lugar a la pretensión en concepto de "lucro cesante" por un período más extenso que el peticionado. En efecto, los jueces dijeron reconocer el rubro -aun cuando la víctima no se hallara ejerciendo actividad lucrativa alguna- por ser los hijos los perjudicados y, a renglón seguido, procedieron a determinar el monto que estimaban correspondía sin justificar por qué utilizaban, entre otras y desconociendo lo solicitado, la variable expectativa de vida de la víctima.


      Albornoz, Alberto c/ Agua y Energía Eléctrica y otra s/ daños y perjuicios


      A. 1071, L. XLI, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones de hecho y prueba y derecho procesal son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad. Objeto.


      La regla según la cual el examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, constituyen materias ajenas -como regla y por su naturaleza- al remedio del Art. 14 de la Ley 48 , ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción de tal principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Corresponde descalificar como acto jurisdiccional en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad, aquellos que configuren un claro apartamiento de las constancias de la causa.


      Argüello, María Susana Beatriz y otros c/ AFIP s/ Diferencias de indemnización por retiro


      A. 593, L. XLII, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones de hecho, prueba o de interpretación y aplicación de normas de derecho común son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      El remedio excepcional no tiene por objeto que el Alto Tribunal, en una suerte de órgano de tercera instancia, revise decisiones relativas a la apreciación de cuestiones de hecho, prueba o de interpretación y aplicación de normas de derecho común, que son propias de los jueces de la causa, salvo que medie una manifiesta arbitrariedad derivada de la ausencia de fundamentación, apartamiento de constancias de la causa, u omisión en aplicar normas conducentes a la solución del conflicto que afecten la validez del acto jurisdiccional.


      M. d. l. B., Gerardo Nicolás Tristán c/ B. C. B. A. y otro s/ ordinario


      M. 537, L. XL, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones de índole fáctica y procesal son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      El principio según el cual la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal ajenos a la instancia extraordinaria, no obsta a la apertura del remedio federal, cuando la sentencia impugnada traduce un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional del tribunal, con menoscabo de las garantías de los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Si bien remiten al tratamiento de cuestiones de hecho y de derecho procesal y común, los agravios respecto de lo resuelto en exceso de los límites de la simple corrección de algún concepto oscuro o del hecho de suplir alguna omisión cuando la cámara había ya perdido su jurisdicción, se suscita cuestión federal bastante para su consideración en la instancia extraordinaria, si se produjo una alteración sustancial de la decisión definitiva dictada en la causa.


      Pastrana, Alejandra Lucrecia y otro c/ Obra Social del Personal de Edificios de Renta y Horizontal y otro s/ daños y perjuicios


      P. 151, L. XLI, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones referentes a las costas impuestas en las instancias ordinarias no son susceptibles de tratamiento por vía extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, a la determinación del interés comprometido en el juicio y a las bases adoptadas para tal fin, así como a la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son -en virtud de su carácter fáctico y procesal- materia extraña a la vía del Art. 14 de la Ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario, al igual que lo atinente a la distribución de las costas. Ello, sin perjuicio de la posibilidad que cabe al Tribunal de hacer excepción a tales principios, en los casos abarcados por la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Se configura un claro supuesto de arbitrariedad de sentencia cuando, no es ésta una derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a las circunstancias de la causa. La doctrina de la arbitrariedad requiere, para la procedencia del remedio federal, que las resoluciones recurridas prescindan inequívocamente de la solución prevista en la ley, o adolezcan de una manifiesta falta de fundamentación.


      Camuzzi Gas del Sur c/ Provincia de Tierra del Fuego s/ Demanda originaria


      C. 4348, L. XLI, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, a la determinación del interés comprometido en el juicio y a las bases adoptadas para tal fin, son ajenas al recurso extraordinario. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien, por principio, la Ley 24.283 no reviste naturaleza de carácter federal y las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, a la determinación del interés comprometido en el juicio y a las bases adoptadas para tal fin, son -en virtud de su carácter fáctico y procesal- materia ajena a la vía del artículo 14 de la Ley 48 , cabe hacer excepción a tal regla cuando la sentencia es arbitraria. Las disposiciones de las leyes de consolidación revisten carácter de orden público y resultan aplicables a los pronunciamientos no cumplidos si se trata de deudas pasibles de ser consolidadas, debiendo los interesados ajustarse a sus disposiciones y mecanismos administrativos a fin de percibir sus acreencias. Asimismo, la cancelación de la obligación objeto de una contienda no resulta óbice a la aplicación de la consolidación a los honorarios profesionales pues la novación también alcanza a los efectos no cumplidos de las sentencias, toda vez que constituye un efecto no extinguido de la condena en costas establecida en ellas. Ello así, porque el Art. 3º de la Ley 23.982 restringe inequívocamente el efecto de la resolución judicial a una mera condición declarativa que, por un lado, excluye la alternativa de que sea constitutiva del título y, por el otro, exige indagar el momento o la época en que se cumplió el hecho, acto o relación jurídica que engendró y sirvió de fundamento a la obligación. No es posible ninguna asimilación entre las "deudas consolidadas" en función de lo dispuesto por la Ley 23.982 y la expresión "situación jurídica no consolidada" contenida en el Art. 1° de la Ley 24.283, ya que las primeras se refieren a un grupo de deudas afectadas a un régimen de pago especial mediante entrega de títulos de la deuda pública mientras que la segunda alude a la circunstancia de que el débito respectivo no se encuentre definitivamente cancelado por el deudor o extinguido a través de cualquier forma de cancelación asimilada al pago, es decir, a las relaciones crediticias no extinguidas, no agotadas, pendientes de cumplimiento. La conclusión de la Cámara sobre la extemporaneidad del requerimiento de desindexación del Estado Nacional y preclusión consecuente, dada la falta de planteo al tiempo de practicarse impugnación de la planilla de liquidación, no resulta ajustada a derecho. Ello así porque, sin perjuicio de reconocer que, al tratarse de una deuda del Estado Nacional con causa anterior al 1 de abril de 1991 la acreencia del letrado se hallaba comprendida en el especial régimen de orden público instituido por la Ley 23.982, para determinar la oportunidad en que tal petición debía realizarse, omitió ponderar que como tal, se hallaba sujeta a las previsiones del decreto 794/94 que regula el modo en que la Ley 24.283 ha de aplicarse a ese tipo de obligaciones. Y por consecuencia de ello, la imperatividad de dichas normas, en particular, las relativas al alcance del régimen, procedimiento para el cobro y condiciones de cancelación de los créditos. Proceder que, inexorablemente, ha generado que la interpretación realizada en definitiva, termine desvirtuándolas o tornándolas inoperantes. En especial, a las previsiones contenidas en los arts. 8º, 10 y 11 del decreto aludido, que facultan a la autoridad administrativa para suspender el trámite de pago, a rectificar la liquidación de la deuda practicada con el empleo de índices cuando distorsionen con irrazonabilidad manifiesta el valor de la prestación al momento del pago o la fecha de consolidación y a la articulación judicial de todas las defensas derivadas de la Ley 24.283 cuando el acreedor no consintiese la nueva liquidación. La reglamentación de la Ley 24.283 se ha limitado a determinar como requisito para la articulación del planteo de desindexación el límite temporal del momento del pago, sin establecer plazo preclusivo alguno y el criterio rector para la revisión de la liquidación aprobada es que, si bien los jueces deben fallar con sujeción a las reglas y principios de forma, según las circunstancias de hecho que aducen y acreditan las partes, nada excusa su indiferencia respecto de la verdad objetiva en la misión de dar a cada uno lo suyo. A lo que debe agregarse que la decisión de declarar desierto un recurso implicaba elevar el saldo adeudado a valores desproporcionados que se traducirían en una fuente injustificada de enriquecimiento y dada la seriedad de los planteos introducidos por la demandada, ellos debieron ser considerados por la alzada so consecuencia de arriesgar bajo el supuesto amparo de normas adjetivas, la correcta solución del pleito. La obligación de pagar honorarios profesionales se halla, en principio, incluida en el ámbito de aplicación de la Ley 24.283 y su valor actual y real depende de la relación con los valores económicos en juego, esto es, con la base regulatoria y, en lo que a ella concierne, debe existir la posibilidad de tomar como referencia un patrón de medida o bien de comparación. Y así como antes de la vigencia de la Ley 24.283 se había prescindido de admitir resultados absurdos a que conducía la utilización, en ciertos supuestos, de fórmulas matemáticas, la aplicación de esta ley tampoco debe ser un procedimiento puramente mecánico sino que, como todo juzgamiento, corresponde interpretarlo con arreglo a las particulares circunstancias de la causa, puesto que la finalidad del mencionado régimen legal, vale resaltar, es evitar situaciones de inequidad y de injusticia producidas por la actualización e indexación de deudas cuando las prestaciones a cumplir son manifiestamente desproporcionadas.


      Mejail, Miguel Naief s/ Sucesión c/ Estado Nacional s/ daños y perjuicios


      M. 2662, L. XL, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones referidas a la apreciación de circunstancias de hecho, pruebas y derecho común son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      El recurso extraordinario no tiene por objeto suplir el criterio de los jueces de la causa en la apreciación de las circunstancias de hecho, pruebas y normas de derecho común aplicables en el caso, si no media una substancial ausencia de fundamentación o evidente arbitrariedad en la consideración de los extremos fácticos o normativos conducentes para la solución del litigio.


      Godoy Aguirre, Marta c/ Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina y otro s/ ordinario


      G. 2638, L. XL, 19 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones relativas a aspectos de hecho y derecho común y procesal son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa relativas a aspectos de hecho y derecho común y procesal, salvo que medie inequívoco apartamiento de las constancias comprobadas del caso o una manifiesta omisión de las reglas conducentes para la solución del litigio. Situados en el marco del artículo 4º de la Ley 24.557, el deber de "adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo" importa -prima facie- disponer con anticipación lo razonablemente necesario para contribuir a evitar la ocurrencia de los mentados riesgos. De este modo, la regla presupone que la observancia de los reglamentos coadyuva al no acaecimiento de los siniestros laborales y que, por el contrario, su infracción puede generar un proceso causal propio o concausal que participe de su ocurrencia. Desde esta perspectiva, los agravios relativos a que el incumplimiento de las reglamentaciones, en tanto supuesta causa eficiente del episodio lesivo, constituyó un evento generador de responsabilidad de la aseguradora en los términos del derecho común, se evidencian a priori como conducentes para resolver el litigio, máxime cuando ninguna de las previsiones atinentes establecen como requisito para su procedencia una exclusividad de causa. No obstante las restricciones a la vía común regladas en los incisos 1º y 2º del Art. 39 de la Ley 24.557, los restantes incisos prescriben que, sin perjuicio de la acción civil, el damnificado o sus derecho-habientes, tendrán derecho a las prestaciones de la ley de riesgos a cargo de las ART. Igualmente, que podrán reclamar del responsable la reparación de acuerdo con la ley civil, de la que se deducirá el valor de las prestaciones que haya percibido o deba percibir de las ART, puntualizándose que, "en los supuestos de los apartados anteriores" la ART o empleador autoasegurado, según proceda, están obligados a otorgar las prestaciones de la ley, pero podrán repetir del responsable del daño el valor de las que "hubieran abonado, otorgado o contratado". Las prescripciones enunciadas -incluidas en el capítulo donde se regula lo tocante a la responsabilidad civil del empleador-, conjuntamente con el contrato de seguro suscripto por el empleador y la ART, constituyen fuente de las obligaciones en cabeza de ésta. La solución sobre la invalidez de la eximición de responsabilidad civil del empleador (cfr. Art. 39, inc. 1º, LRT), deja intactos los propósitos del legislador en materia de automaticidad y celeridad del otorgamiento de las prestaciones, porque no se sigue de ello que las aseguradoras de riesgos laborales queden relevadas de satisfacer las obligaciones contraídas en el marco de dicha norma; a lo que se agrega que ello posibilita que la empleadora pueda encontrar protección en la medida de su aseguramiento.


      Roco, Carlos Alberto c/ Transportes Metropolitanos General San Martín S.A. y otras s/ accidente


      R. 1395, L. XL, 19 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones relativas a la interpretación y aplicación de hechos, pruebas y normas de derecho común son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      El remedio excepcional no tiene por objeto revisar decisiones relativas a la interpretación y aplicación de hechos, pruebas y normas de derecho común, que son propias de la facultad de los jueces de la causa, salvo que medie una notoria arbitrariedad en el decisorio que lo descalifique como acto jurisdiccional.


      L., Gustavo Orlando y otro c/ B. P. B. A. s/ ordinario


      L. 129, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones relativas a revisar decisiones de los jueces de la causa referentes a la interpretación de cuestiones de hecho son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Corresponde desestimar el recurso extraordinario planteado con sustento en la arbitrariedad de la sentencia, ya que el remedio federal no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa relativas a la interpretación de cuestiones de hecho, salvo que medie manifiesta omisión de las constancias comprobadas de la causa, aspecto que no se verifica cuando, de los argumentos del apelante, sólo se desprende su discrepancia con la apreciación que ha efectuado el a-quo de las probanzas tendientes a determinar el valor de tasación del inmueble a los fines de admitir o no la aplicación de la normativa de emergencia, y en ese marco, lo que entiende el tribunal debe darse en el caso como reajuste equitativo de las obligaciones derivadas de la relación contractual; de igual manera cabe considerar a la discusión respecto a la incidencia de la mora del vendedor en el cumplimiento de sus obligaciones a los fines de determinar la sumas debidas por el comprador. Toda vez que se halla en juego la aplicación e interpretación de la Ley 25.561 y el decr. 214/02, y al haber sido la decisión contraria a las pretensiones del recurrente con sustento en dicha normativa, corresponde considerar que el recurso es admisible en los términos del artículo 14 de la Ley 48 .


      Mayo, Miguel Carlos José c/ Del Libertador S.A. s/ cumplimiento de contrato


      M. 3067, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones relativas al alcance e interpretación de hechos y pruebas o de normas de derecho común y procesal son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia decisiones que versan sobre cuestiones relativas al alcance e interpretación de hechos y pruebas o de normas de derecho común y procesal que han efectuado los jueces de la causa en el ejercicio de facultades propias, que por principio son ajenas al remedio excepcional, no es menos cierto que corresponde hacer excepción a tal criterio cuando la decisión carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de arbitrariedad de sentencias. En razón a lo expuesto lo expuesto por la Sala sobre que el depósito no está referido al peticionante, sino a otros acreedores y por la Fiscal General de Cámara en cuanto a su insuficiencia, más allá de su naturaleza fáctica propia de los jueces de la causa, no aparece desprovista de sustento la conclusión a que arriba la Sala sobre que tal depósito en pago no se refería al crédito del peticionante, ya que para la procedencia del levantamiento de la quiebra sin sustanciación del recurso, el Art. 96 de la Ley 24.522 exige que dicho depósito consista en el importe de los créditos con cuyo incumplimiento aquel haya acreditado la cesación de pagos y sus accesorios. Tanto más aun, si se considera que al haberse enderezado la reposición a cuestionar la existencia de ciertos presupuestos sustanciales de la quiebra, correspondía que la Alzada se pronunciara sobre esas cuestiones de fondo de conformidad con lo prescripto por los artículos 94 y 95 de esa ley, pudiendo inclusive interpretarse de aplicación el artículo 285 del citado cuerpo legal. No procede el recurso extraordinario toda vez que los agravios vertidos se erigen como una mera discrepancia sobre cuestiones de hecho y derecho común, respecto de los cuales el pronunciamiento recurrido cuenta con fundamentos suficientes, que más allá de su acierto o error, obstan a su descalificación como acto jurisdiccional válido.


      Raca S.A. s/ quiebra


      R. 2114, L. XLI, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones tocantes a derechos emanados de la relación de trabajo, debatidas ante los jueces forales, no habilitan la vía extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien, por principio, las cuestiones tocantes a derechos emanados de la relación de trabajo, debatidas ante los jueces forales, no habilitan, por sus extremos de hecho, derecho procesal y común, la vía extraordinaria, procede hacer excepción a esa regla cuando la solución a que se arriba no puede ser considerada una aplicación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias probadas del caso. Toda vez que la subcontratación tuvo lugar en el marco especial de privatización de la sociedad licenciataria del servicio básico telefónico, sujeto a condiciones generales, particulares y técnicas regladas por el Estado Nacional y al poder de policía, las cuales, sin perjuicio del objeto social de Telefónica SA, determinan concretamente su actividad normal y específica (cf. leyes 23.696 y 19.798 y decretos 731/89, 59/60, 60/90, 61/90 y 62/92, entre varios otros), extremo que tampoco fue objeto de estudio por el tribunal de Alzada, en ese contexto, por lo tanto, la decisión fundada en la mera enunciación de los servicios prestados y subcontratados por la licenciataria y la subcontratista, no se patentiza como suficiente para arribar a la conclusión de que estos últimos no constituyen, integran, completan o complementan la actividad normal y específica de la co-requerida Telefónica de Argentina S.A. Desde esta perspectiva, corresponde dejar sin efecto la sentencia que no hace extensiva a la codemandada la condena al desembolso de salarios e indemnizaciones motivada por la ruptura del vínculo laboral habido entre los actores y la demandada principal con fundamento en el artículo 30 de la LCT, omitiendo una apreciación crítica de los elementos relevantes de la litis, con grave lesión al derecho de defensa en juicio de la recurrente. Procede el recurso federal contra la sentencia que no cumple con la condición de validez de los pronunciamientos judiciales, la cual impone que éstos sean debidamente fundados.


      Preiti, Pantaleón Lujan y otro c/ Elemac S.A. y otra s/ despido


      P. 1897, L. XL, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Las cuestiones vinculadas con las formalidades de la sentencia y el modo en que los miembros de los tribunales colegiados emiten su voto, por su naturaleza procesal, son ajenas a la instancia extraordinaria.


      Las cuestiones vinculadas con las formalidades de la sentencia y el modo en que los miembros de los tribunales colegiados emiten su voto, por su naturaleza procesal, son ajenas a la instancia extraordinaria, máxime cuando, según surge de la sentencia cuestionada, ella ha sido suscripta por dos de los magistrados que lo integran, votos que, vale aclarar, componen su mayoría y que, además, la eventual opinión discordante del tercer magistrado no hubiera variado el resultado de la sentencia. Si bien los agravios que remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, resultan ajenos, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del Art. 14 de la Ley 48 , cabe hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido se apoya en afirmaciones dogmáticas, que dan un fundamento sólo aparente y que no encuentran respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa y en la aplicación del derecho vigente, afectando el derecho de defensa de las partes.


      Empresa Ferrocarriles Argentinos c/ Giuliani S.A. s/ ordinario


      E. 273, L. XLI, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Las decisiones de los jueces relativas a la interpretación y aplicación de cuestiones de hecho y normas de derecho procesal común son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien el remedio federal no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa relativas a la interpretación y aplicación de cuestiones de hecho y normas de derecho procesal común, no es menos cierto que corresponde hacer excepción a tal criterio cuando la resolución carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional. En tal sentido, con sustento en la doctrina sobre la arbitrariedad de sentencias, el acto jurisdiccional es descalificable como tal cuando se aparta de la normativa legal conducente a la solución del conflicto, o cuando se incurre en un exceso ritual manifiesto incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio. Se suscita cuestión federal suficiente que habilita el remedio excepcional en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, si se advierte que lo decidido, además de entrar en contradicción flagrante con una resolución anterior que tuvo por presentada en tiempo y forma la expresión de agravios invocando el artículo 137, inciso 5°, apartado 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que considera notificada a la parte o a su representante legal con la presentación de la cédula ante la dependencia del tribunal que dictó la medida, vino a resolver de modo diverso e ignorando la previsión legal aplicable.


      Cordero, José Manuel c/ Canale, Santiago Bartolomé y otros s/ daños y perjuicios


      C. 1448, L. XL, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las decisiones que declaran la improcedencia de recursos deducidos ante los tribunales de la causa, relacionadas con cuestiones de naturaleza procesal o de derecho común, son ajenas a la instancia extraordinaria.


      Las decisiones que declaran la improcedencia de recursos deducidos ante los tribunales de la causa, relacionadas con cuestiones de naturaleza procesal como la atinente a la insuficiencia de los agravios, o de derecho común como la relativa a la inexistencia de causa de la obligación, son irrevisables, como regla, por la vía extraordinaria.


      Canosa, María Angélica y otros c/ Gas del Estado Sociedad del Estado en liquidación y otros s/ participación accionado obrero


      C. 329, L. XLII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Las decisiones referidas a la consideración de cuestiones de hecho o de interpretación y aplicación de normas de derecho procesal y común son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones referidas a la consideración de cuestiones de hecho, o de interpretación y aplicación de normas de derecho procesal y común, que son propias de los jueces de la causa, salvo que medie arbitrariedad, por manifiesta ausencia de fundamentación en el decisorio, apartamiento de las constancias de la causa o de las normas conducentes a la solución del conflicto. Resulta inadmisible el recurso excepcional respecto de decisiones que resuelven cuestiones de competencia si no media denegatoria del fuero federal. Las actuaciones de queja no cumplen con el requisito de fundamentación autónoma y suficiente, por no reunir los requisitos del artículo 283 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y carecer de una crítica puntual y razonada de los argumentos del decisorio impugnado, por cuanto, resulta claro que el tribunal del concurso no resulta competente para entender en la causa, ya que el instituto del fuero de atracción no opera cuando la concursada es actora en juicio, y la litispendencia o supuesta conexidad alegada que autorice la tramitación conjunta de las causas ante un mismo tribunal deviene inadmisible en la medida que sólo constituyen manifestaciones del recurrente, sin que se pruebe (acompañando las constancias pertinentes) la identidad de objeto y causa que no admitió el tribunal. La defensa de cosa juzgada deviene improcedente a poco que se advierta que el tribunal, al tiempo de sostener con fundamentos de naturaleza procesal la improcedencia de las excepciones de previo y especial pronunciamiento, y confirmar la decisión apelada, lo hizo sin entrar a considerar el fondo de las cuestiones debatidas, lo que traduce la ausencia de decisión definitiva sobre el punto.


      Villar, José y Trentini, R. c/ Banco de la Nación Argentina s/ demanda


      V. 360, L. XLII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las decisiones sobre cuestiones fácticas y sobre la aplicación errónea de derecho común son ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: sentencia que no reúne los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido.


      Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar las decisiones que son propias de los tribunales de la causa y que se refieren a cuestiones fácticas y a la aplicación errónea de normas de derecho común, no es menos cierto que se ha hecho excepción a tal criterio cuando la sentencia no reúne los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido.


      Cuello, Patricia Dorotea c/ Lucena, Pedro Antonio s/ daños y perjuicios


      C. 724, L. XLI, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones de los tribunales ordinarios que declaran la improcedencia de los recursos resultan ajenas al remedio federal como principio. Excepción.


      Si bien es cierto que las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos para ante los tribunales de la causa, por vincularse con cuestiones de índole fáctica y procesal, son ajenos, en principio, a la instancia del Art. 14 de la Ley 48 , tal doctrina no puede aplicarse de manera irrestricta cuando el recurso contiene argumentos mínimos sobre el tema que pretende someter a conocimiento de la alzada, en los que se encuentran contenidas las exigencias legales para sustentar la apelación, en los términos de los arts. 265 y cc. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


      Interclima S.A. c/ AFIP s/ amparo


      I. 110, L. XLII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no revisten el carácter de "definitivas" a los fines del remedio federal. Excepción: imposibilidad de revisar el agravio a través de un proceso de conocimiento ulterior.


      Si bien las decisiones recaídas en juicios ejecutivos no constituyen, en principio, la sentencia definitiva a la que alude Art. 14 de la Ley 48 , cabe hacer excepción a esa regla si el agravio resultante no podrá ser revisado en un proceso de conocimiento ulterior. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del Tribunal ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado. La legislación de emergencia responde al intento de conjurar o atenuar los efectos de situaciones anómalas, ya sean económicas, sociales o de otra naturaleza, y constituye la expresión jurídica de un estado de necesidad generalizado, cuya existencia y gravedad corresponde apreciar al legislador sin que los órganos judiciales puedan revisar su decisión ni la oportunidad de las medidas que escoja para remediar aquellas circunstancias siempre, claro está, que los medios arbitrados resulten razonables y no respondan a móviles discriminatorios o de persecución contra grupos o individuos. Los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28 C.N.), y tal reglamentación puede ser mayor en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron, pues la obligación de afrontar sus consecuencias justifica ampliar, dentro del marco constitucional, las facultades atribuidas al legislador. El gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que sean razonables y no desconozcan las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. No hay violación del Art. 17 de la Constitución Nacional cuando por razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos ni les niega su propiedad y sólo limita temporalmente la percepción de tales beneficios o restringe el uso que pueda hacerse de esa propiedad. Es que hay limitaciones impuestas por la necesidad de atenuar o superar una situación de crisis que, paradójicamente, también están destinadas a proteger los derechos presuntamente afectados, que existe el riesgo de que se conviertan en ilusorios ante procesos de desarticulación del sistema económico y financiero. La restricción que impone el Estado al ejercicio normal de los derechos patrimoniales en situaciones de emergencia debe ser razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato. También deberá estar sometida al control de constitucionalidad, toda vez que a diferencia del estado de sitio, la emergencia no suspende las garantías constitucionales. Para que la sanción de una ley de emergencia se encuentre justificada es necesario: 1) que exista una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; 2) que la ley tenga como finalidad legítima, la de proteger los intereses generales de la sociedad y no a determinados individuos; 3) que sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias; 4) que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria su sanción. Las restricciones que impone el decreto 1387/2001 no aparecen desmedidas en función del objetivo declarado de afrontar la situación que intentan conjurar, ni desnaturalizan los derechos del acreedor, sino que se aprecian razonables, en los términos del Art. 28 del texto constitucional. Tampoco trasuntan persecución, hostigamiento o indebida discriminación en perjuicio de los acreedores, por lo que resultan compatibles con el principio de igualdad ante la ley y las cargas públicas. Se trata, de una razonable limitación de los derechos en las condiciones excepcionales en que se encontraba el país al momento de su sanción. Mediante la medida implementada en el Art. 39 del Decreto 1387/2001 -que formaba parte de un programa tendiente a resolver los efectos de la grave crisis que vivía el país en ese año 2001 y a reactivar y sanear el sector privado- se procuró llevar alivio tanto a los deudores como a los acreedores que se vieron afectados por la situación de emergencia, pues mientras a unos se les permitió cancelar sus deudas y rehabilitarse con el sistema financiero, a los otros se les dio la posibilidad de recuperar sus créditos de alguna forma, pese a que sus deudores ya estaban en situación de muy difícil cumplimiento o insolventes para hacer frente a los préstamos que habían tomado. A su vez es dable destacar que respecto a las entidades acreedoras, que dicha disposición del decreto 1387/01 no sólo les permitía mejorar su cartera de deudores, con clara incidencia en los niveles de previsión por riesgos de incobrabilidad, sino que también les permitía desprenderse de los bonos que habían recibido y canjearlos por otros instrumentos a cuyo pago se comprometía el Estado Nacional. El decreto 1387/2001 debe examinarse desde la óptica de la emergencia y no como si hubieran sido dictadas en períodos de normalidad. La declaración de inconstitucionalidad de una norma constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, un acto de suma gravedad que debe ser considerado ultima ratio del orden jurídico, por lo que sólo cabe formularla cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca un derecho o garantía constitucional.


      Bankboston N.A. c/ Jane, Javier Esteban y otro s/ ejecución hipotecaria


      B. 1888, L. XLI, 06 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local son ajenas a la instancia extraordinaria.


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del Art. 14 de la Ley 48 ; y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.


      Bestard, Miguel Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal Militar y Civil de la Fuerzas Armadas y de Seguridad


      B. 271, L. XLIII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local son ajenas a la instancia extraordinaria.


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. Las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten -en principio- carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, salvo que lo decidido cause un agravio de imposible o muy dificultosa reparación ulterior.


      Banco Central de la República Argentina s/ revisión de causa N° 2205


      B. 1257, L. XLI, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local son ajenas a la instancia extraordinaria.


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de los procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local, no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva; especialmente cuando lo objetado se refiere a honorarios. Si los agravios no federales planteados en el recurso, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, no corresponde, por lo tanto, que proceda el recurso extraordinario. No promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación; máxime cuando, más allá de tratarse de honorarios -materia que por su carácter fáctico y procesal resulta sustancialmente extraña al remedio extraordinario, salvo singulares y restringidos casos de arbitrariedad- se encuentra principalmente en tela de juicio la procedencia de recursos de carácter local, tampoco revisable -en principio- en esta instancia de excepción.


      Frigorífico Regional Andino S.A. s/ concurso s/ incidente de revisión


      F. 888, L. XLII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones que deciden sobre medidas precautorias no constituyen sentencia definitiva a los fines del Recurso Extraordinario Federal.


      Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el Art. 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Los integrantes del Ministerio Público pueden plantear la inconstitucionalidad de las leyes, pues ello importa el pleno ejercicio del deber de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad (art. 120 de la Constitución Nacional).


      Incidente de apelación denegatoria de medida Incidente de apelación denegatoria de medida cautelar en autos "Schluter, Gerardo c/ E.N.A. y otro s/ amparo Ley 16.986"


      S. 2582, L. XXXVIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos ante tribunales locales resultan ajenas al remedio federal como principio. Excepción: violación de la garantía del debido proceso.


      Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a este principio cuando la sentencia frustra la vía apta para el reconocimiento de los derechos del justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. La Corte ha establecido el concepto de sentencia equiparable a definitiva para aquellos pronunciamientos que si bien no ponen fin al pleito, pueden generar un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior, y por lo tanto requieren tutela judicial inmediata. El concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario no difiere del establecido para el recurso de casación siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de la Corte. Se encuentra fuera de discusión la procedencia formal de la apelación federal cuando se refiere a la garantía a ser juzgado en un plazo razonable y la duración del proceso penal permite considerar, prima facie, la posibilidad de su afectación. Esa inteligencia de la cuestión ha importado hacer excepción al principio según el cual las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a juicio criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la Ley 48 . Es arbitraria la declaración de improcedencia formal del recurso de casación pues en el sub lite, dada la duración que registra la causa, existe además cuestión federal bastante al debatirse el alcance que cabe asignar a la garantía a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas derivada del artículo 18 de la Constitución Nacional y de tratados internacionales referidos en ella (artículos 7º, inc. 5º, y 8º, inc. 1º, C.A.D.H.), y la sentencia ha sido contraria a la pretensión que el apelante ha fundado en tal derecho. En los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la Ley 48 , la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de la justicia local. Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna -y menos a las más altas- la aplicación preferente de la Constitución Nacional.


      B., Jorge Saúl y otros s/ Homicidio en agresión - tres hechos en concurso real - Causa nº 20246/05-


      B. 2277, L. XLI, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones sobre medidas precautorias no revisten el carácter de "definitivas" a los fines del remedio federal. Excepción: cuestiones de gravedad institucional. Rentas Públicas.


      Las resoluciones sobre medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas sin embargo cabe hacer excepción a dicha regla, cuando lo decidido excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda en razón por ejemplo de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas.


      Tomha S.R.L. c/ Estado Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva) s/ Contencioso administrativo


      T. 877, L. XL, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Lo concerniente a los alcances de la cosa juzgada es, por principio, materia ajena a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Lo concerniente a los alcances de la cosa juzgada es, por principio, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , aunque cabría hacer excepción a esa regla cuando la sentencia extiende su valor formal más allá de límites razonables y omite una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa, que la tornan carente de fundamentación válida por no constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias del expediente. No pueden discutirse nuevamente en juicio ordinario posterior las cuestiones de hecho debatidas y resueltas en el juicio ejecutivo, cuya defensa o prueba no tuviese limitaciones establecidas por la ley.


      Procefax S.A. s/ quiebra s/ incidente de revisión promovido por el Banco de la Provincia de Buenos Aires


      P. 113, L. XLI, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Lo relativo a los intereses estipulados a la relación que se ejecuta, es ajeno a la instancia extraordinaria.


      Por norma, lo relativo a los intereses estipulados a la relación que se ejecuta, es ajeno a la instancia extraordinaria, tratándose la arbitrariedad de una causal de suma excepcionalidad, incompatible con argumentos no federales que, allende su grado de acierto, alcanzan para sustentar lo decidido.


      Gómez González, María c/ ANSES s/ ejecución previsional


      G. 1957, L. XL, 20 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios atinentes a la interpretación y aplicación de las normas de derecho común y procesal, al igual que la revisión de las sanciones impuestas por los jueces, remiten a cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria. Excepción: apartamiento por parte del tribunal de los criterios aceptados en materia de medidas conminatorias.


      Los agravios atinentes a la interpretación y aplicación de las normas de derecho común y procesal, al igual que la revisión de las sanciones impuestas por los jueces, remiten a cuestiones ajenas, en principio, a la instancia extraordinaria, así como también, lo atinente a la forma y condiciones de aplicación de las ¨astreintes¨ es cuestión procesal ajena al recurso extraordinario. No obstante ello, tales circunstancias no constituyen obstáculo para invalidar lo resuelto, cuando, con menoscabo a la defensa en juicio, el tribunal superior de la causa, al aplicar las medidas conminatorias, se apartó de los criterios aceptados en la materia, sin considerar la finalidad propia del instituto, al punto de desnaturalizar su condición de medio de coerción y prescindir de que actúa como presión psicológica sobre el deudor, pues sólo se concretan en una pena cuando se desatiende injustificadamente el mandato judicial. Corresponde revocar la sentencia que fijó astreintes para el caso de incumplimiento de la demandada, cuando no se basan en la existencia de un perjuicio concreto y actual. Corresponde reducir el monto de la liquidación por astreintes, si el establecido lleva a un resultado exorbitante en relación a la índole del incumplimiento de la entidad bancaria comparado con los valores en juego en el proceso, con lo cual la sanción conduce a un enriquecimiento inadmisible en el patrimonio de los interesados que se verían favorecidos con un ingreso desproporcionado en relación con el monto depositado.


      Btesh, Nadia c/ Jouedjati, José s/ medidas precautorias


      B. 1572, L. XLI, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios que remiten al estudio de extremos fácticos y de derecho público local no habilitan, por regla, la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Los agravios que remiten al estudio de extremos fácticos y de derecho público local no habilitan, por regla, la instancia extraordinaria del artículo 14 de la Ley nº 48, salvo supuestos de arbitrariedad, en los que se haya omitido considerar cuestiones conducentes para la adecuada solución del litigio o agravios oportunamente deducidos, sin indicar razón alguna que justifique tal actitud. Los fallos de la Corte Suprema deben ajustarse a las circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario federal.


      González Triay, Roberto s/ inconstitucionalidad


      G. 2857, L. XL, 26 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba y de derecho común y procesal son extraños a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien los agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba y de derecho común y procesal, son extraños -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley nº 48, no obstante, ello no resulta óbice para habilitar el recurso cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida. En las condiciones antedichas, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido y debe revocarse.


      Arostegui, Pablo Martín c/ Omega Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y Pametal Peluso y Compañía s/ inconst. Art. 39 L.R.T.


      A. 436, L. XL, 21 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba y de derecho procesal, son ajenos, por su naturaleza, al recurso extraordinario. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien los agravios propuestos remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba y de derecho procesal, ajenas, por su naturaleza, al recurso extraordinario, ello no impide la apertura del remedio cuando el estudio de los recaudos legales atinentes a la fundamentación de las apelaciones se ha efectuado con un injustificado rigor formal; y, a través de afirmaciones dogmáticas, el tribunal ha omitido el tratamiento de temas propuestos oportunamente y conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio, debido proceso y propiedad. Tampoco, cuando lo resuelto se aparta de las constancias de la causa, poniendo fin al pleito y causando un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, al hallarse impedida la recurrente de iniciar un nuevo proceso por eventual prescripción de los derechos debatidos. En razón del carácter previsional del caso, la interpretación del instituto de la caducidad de la instancia debe ser restrictiva, y al fijar el alcance de las normas que regulan los beneficios de índole alimentaria, los tribunales deben proceder con extrema cautela a fin de lograr una aplicación razonada y prudente de aquéllas y evitar el riesgo de caer en un excesivo ritualismo contrario al derecho de defensa en juicio. Al tratarse de créditos de contenido alimentario, resulta exigible una consideración particularmente cuidadosa a fin de que, en los hechos, no se afecte su índole integral e irrenunciable, ya que el fin de aquéllos es la cobertura de los riesgos de ancianidad y subsistencia, que se hacen manifiestos en los momentos de la vida en que la asistencia es más necesaria y máxime cuando, en el supuesto, el trámite del juicio se encuentra en estado avanzado y los justiciables lo han instado por años.


      Galvalisi, Giancarla c/ ANSES s/ reajustes varios


      G. 2744, L. XXXVIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común son ajenos a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      No obstante que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48 , ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, al derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. Aun en caso de duda, en materia laboral debe prevalecer aquel criterio que sea más favorable al trabajador.


      Rojas Orellana, Jhonny Ángel c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ accidente-ley 9688


      R. 1269, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios que remiten al examen de cuestiones relativas al alcance e interpretación de hechos y pruebas o de normas de derecho común y procesal son ajenos al recurso extraordinario.


      No procede el recurso extraordinario cuando los agravios remiten al examen de cuestiones relativas al alcance e interpretación de hechos y pruebas o de normas de derecho común y procesal, que son resorte exclusivo de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a la vía del artículo 14 de la Ley 48. La doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los magistrados de la causa por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales y posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por lo tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación. La fundamentación expuesta por el tribunal de Alzada no puede reputarse ajena a los planteos de la apelante, con vulneración del principio de congruencia, toda vez que es privativo de los jueces calificar las pretensiones, facultad que deriva de la regla iura novit curia, cuyo ejercicio no comporta agravio constitucional. Para la procedencia del remedio federal no basta con sostener dogmáticamente un criterio interpretativo en puntos tales como mora del acreedor tardío o vigencia temporal de un fallo plenario distinto del priorizado por los jueces en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la misma, en orden a demostrar que lo allí decidido no es válido para resolver el caso.


      I.M.A.P. S.A.I.C. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación de crédito por Oyola, Ramón Alberto y otros


      I. 272, L. XLI, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios referidos a la interpretación y aplicación de normas de derecho común concernientes al cálculo de intereses son ajenos a la instancia extraordinaria. Excepción: arbitrariedad.


      Si bien el remedio federal no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa relativas a la interpretación y aplicación de normas de derecho común, concernientes al cálculo de intereses, y particularmente en aquellos supuestos donde la decisión cuestionada recae en un proceso ejecutivo que de por si no tiene el carácter de sentencia definitiva, corresponde hacer excepción a tal criterio cuando la sentencia cuestionada no puede ser revisada por otra vía o instancia procesal y se aparta de normas legales expresas conducentes a la solución ajustada del litigio, así como de doctrina reiterada de la Corte Suprema aplicables al caso que fuera invocada oportunamente, resolviendo de modo dogmático y con un fundamento sólo aparente, generando agravios de no susceptible reparación ulterior.


      Banco General de Negocios S.A. (en liquidación judicial) c/ Peralta Ramos Sepra Arquitectos S.A. y otro s/ ejecutivo


      B. 407, L. XLII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios referidos exclusivamente al examen del efecto liberatorio de los pagos realizados y a la exégesis de la voluntad contractual son ajenos a la instancia extraordinaria.


      Si los agravios del apelante no se refieren a asuntos de naturaleza federal, sino que conducen exclusivamente al examen del efecto liberatorio de los pagos realizados y a la exégesis de la voluntad contractual, dicha circunstancia, entonces, suscita el examen de cuestiones de hecho y de derecho común, cuyo esclarecimiento compete a los jueces de la causa y resulta extraño a la vía del recurso extraordinario.


      G., Marcelo Luis y otro c/ I. S. S.A. s/ reajuste de convenio


      G. 1371, L. XLII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Los agravios relativos a la mora son cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenas al recurso extraordinario.


      Los agravios relativos a la mora son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la apreciación de las circunstancias respecto de la conducta de las partes, a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el artículo 1198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada.


      Españadero, Juan c/ Caquin, Claudia s/ consignación


      E. 10, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Los problemas atinentes a los honorarios en las instancias ordinarias son ajenos a la instancia extraordinaria.


      Los problemas atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituyen, en principio, materia ajena al recurso del Art. 14 de la Ley 48 , toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias no son, como regla, en razón del carácter fáctico y procesal de tales cuestiones, susceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. Procede hacer excepción al principio según el cual lo atinente a las regulaciones profesionales constituye materia ajena al recurso extraordinario, cuando la resolución respectiva utiliza pautas de excesiva latitud y omite pronunciarse sobre argumentos serios para la decisión, oportunamente formulados por el interesado. Los aranceles vinculan normalmente la base sobre la que ha de regularse el honorario no sólo por el valor disputado, sino también con el modo de terminación del proceso, siendo claro que cuando hay un acuerdo de partes, su efecto sobre los emolumentos no es un problema que se gobierna por la legislación civil en materia de contratos, sino que deben acatarse las leyes específicas que regulan la materia y que se refieren a ellos y la razón del legislador en la redacción de los textos es clara si se atiende a que, de lo contrario, se desalentaría a las partes que deseen arribar a un acuerdo, encareciendo y prolongando los juicios innecesariamente, con el consiguiente costo social. Así como la sentencia constituye un típico acto procesal, la transacción de derechos litigiosos -acto jurídico bilateral; artículo 832 del Código Civil- es también, una vez que resulta homologada judicialmente, un acto procesal con una ejecutoriedad propia equiparable a la que corresponde a una sentencia (art. 850 del Código Civil y su nota). De ahí que la transacción homologada, como título ejecutorio con eficacia idéntica a la de una sentencia, ofrece la suficiente seguridad como para que el legislador la seleccione a fin de determinar el monto de la regulación de los honorarios por actuación judicial, como lo hace igualmente con una sentencia de condena (art. 19 de la Ley 21.839). La aparente contradicción entre las normas del arancel y el Código Civil, que llevó a alguna doctrina y jurisprudencia a determinar la inaplicabilidad de las transacciones a la regulación de honorarios de profesionales que no intervinieron en ellas, dándole preeminencia a la ley de fondo sobre la de forma, ha desaparecido con el último párrafo agregado al artículo 505 del Código Civil, en tanto establece que la regulación de los honorarios de todo tipo deberá sujetarse al monto de la sentencia, laudo, transacción o instrumento que ponga fin al diferendo.


      Galmez, Sara Paola y otros c/ Martínez Boero, Miguel Eduardo y sucesores s/ daños y perjuicios


      G. 974, L. XLII, 01 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos locales que son llevados a su conocimiento, no son susceptibles de revisión por la vía extraordinaria. Excepción: exceso de rigor formal.


      Si bien los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos locales que son llevados a su conocimiento, no son susceptibles de revisión por la vía prevista en el Art. 14 de la Ley 48 , tal principio reconoce excepción cuando lo resuelto implica un exceso de rigor formal que lesiona derechos constitucionales invocados por el recurrente, y conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada, sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el Art. 18 de la Constitución Nacional. El fallo, al deslindar prematura e irrazonablemente la cuestión relativa a las obras realizadas y sus consecuencias de los incendios y sus efectos, no hace más que confundir el problema de la relación de causalidad entre el daño y el hecho con el de extensión del resarcimiento, desviándose de la cuestión litigiosa central, responsabilidad por daños ocasionados cuya causa-fuente inmediata son hechos -obras e incendios- concernientes al desvío y descarga de aguas de un fundo superior, en perjuicio del terreno inferior (art. 2653 del Código Civil).


      Páez de la Torre, Mario Enrique c/ Vecchio, Alberto Demetrio s/ daños y perjuicios


      P. 214, L. XLI, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia son ajenos a la instancia extraordinaria. Excepción: denegatoria del fuero federal.


      Si bien los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la vía del Art. 14 de la Ley 48 , en tanto no constituyen sentencias definitivas, cabe hacer excepción a tal principio cuando comportan denegatoria del fuero federal. La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. El primero lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que el segundo, procura asegurar -entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias, y siempre que tales causas no versen sobre cuestiones de Derecho Público Local, materia excluida de la competencia federal y propia de los jueces locales (conf. arts. 5°, 121 y 124 de la Constitución Nacional). Corresponde confirmar la sentencia en cuanto fue materia de recurso extraordinario toda vez que la actora pretendía obtener la revisión de una sanción por presunto incumplimiento de los deberes inherentes a la función notarial, dictada por el Tribunal de Superintendencia del Notariado de la Provincia de Salta, en el marco de la Ley provincial Nº 6486 y Decreto Nº 1427/82 y el Reglamento del Ejercicio de la Función Notarial- dentro de las facultades otorgadas por los arts. 121 y sgtes de la Ley Fundamental, materia ésta, que compromete el estudio de temas propios de las autoridades provinciales y de normas de derecho público local, por ende, ajena a la justicia de excepción. Ello, en razón de que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que el orden jurídico federal, que también pueda hallarse en juego en esos pleitos, sea finalmente susceptible de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el Art. 14 de la Ley 48 .


      Zilveti Arana, María Luisa c/ Colegio de Escribanos de la Provincia de Salta s/ recurso de protección judicial - medida cautelar


      Z. 234, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación. Excepción: frustración de la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea.


      Si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, la Corte Suprema ha hecho excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando se frustra la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea suficiente. Sin embargo, no se advierte que los agravios del recurrente alcancen para demostrar la existencia de una cuestión federal, ni de un supuesto de arbitrariedad al cual la Corte le ha reconocido el carácter de medio idóneo para asegurar el respeto de alguna de las garantías consagradas en la Constitución. La circunstancia apuntada fue objeto de análisis tanto en la sentencia de la Cámara como en el rechazo del recurso de casación por parte del Tribunal Superior sin que el recurrente se haya hecho cargo de los argumentos vertidos al respecto, por lo que el remedio federal adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la Ley 48 , pues no basta con la sola mención de los preceptos constitucionales en tanto no se ha demostrado que tenga relación directa con el sub júdice, porque de otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, toda vez que no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional. La doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias en la decisión de cuestiones no federales. Antes bien, posee un carácter estrictamente excepcional y exige que medie un apartamiento de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación. La tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. No importa violación al principio de congruencia entre la acusación y la sentencia la actividad del juzgador que subsume en la regla jurídica adecuada la pretensión deducida en el caso, porque los jueces tienen el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas, con prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes. No se verifica en el caso un supuesto de violación al principio de congruencia. Ello es así, porque si bien en el recurso se alega la afectación de éste, lo cierto es que no se invoca ni se demuestra que el a quo haya modificado la plataforma fáctica que fue objeto de acusación y sentencia, en la medida que el agravio se apoya tan sólo en el mero cambio de calificación que, según entiende el recurrente, habría tenido lugar en la sentencia de condena. Esta circunstancia, sin embargo, no pasaría en el caso de ser una cuestión relativa a la interpretación de las normas de derecho común, privativa de los jueces de la causa que no importa desconocer esa garantía, en tanto se ajusta a los hechos que constituyen la materia del juicio y que, por otro lado, fueron materia del requerimiento de elevación a juicio. En ciertos casos la modificación de la calificación legal podría importar un agravio constitucional, en la medida que dicho cambio provoque el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos. Sin embargo este no es uno de esos supuestos desde que la asistencia técnica del imputado tuvo la posibilidad de defenderse al respecto, la que además ejerció concretamente al sostener al cabo del debate que no había elementos de juicio suficientes para acreditar la autoría de su cliente en un robo simple ni con armas.


      D. l. S., Martín Salvador s/ Robo calificado (causa 6006)


      D. 1743, L. XLI, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Revisión. Planteo de inconstitucionalidad del Art. 52 del Código Penal. Cuestión introducida con posterioridad a la firmeza de la sentencia. Rechazo.


      Esta queja no puede prosperar, pues la defensa en ninguna de las instancias se hizo cargo de rebatir los argumentos que determinaron la improcedencia del recurso de revisión. Por el contrario, lejos de ello, desvirtuó ese mecanismo excepcional de reconsideración e intentó someter a conocimiento de la Cámara de Casación una cuestión vinculada a la interpretación de normas de derecho común en que se apoyó parte de la sentencia condenatoria que había pasado en autoridad de cosa juzgada. No es oportuna la introducción del agravio si la interpretación sometida a conocimiento de la cámara, cuyo apartamiento suscita la queja es distinta de la planteada ante el Tribunal.


      G., Juan Ramón y M., Rubén Alejandro s/ Homicidio calificado reiterado y robo en grado de tentativa -causa nº 3723-


      G. 2443, L. XLI, 22 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Agravios vinculados a la interpretación y aplicación del artículo 13 del código Penal, y a la valoración los informes requeridos en esa norma: cuestiones de hecho y derecho común, ajenas a la vía extraordinaria. Agravios ya atendidos por el tribunal de casación. Inexistencia de arbitrariedad en lo decidido en el caso concreto.


      Los agravios vinculados a la interpretación y aplicación del artículo 13 del Código Penal, y a la valoración de los informes exigidos por esa norma, son cuestiones de hecho y derecho común, ajenos a la vía del artículo 14 de la Ley 48 . Si los planteos traídos por la defensa ya fueron atendidos por el superior tribunal local al resolver el recurso de casación, cumpliendo de esta forma con el derecho del imputado al máximo control judicial de su condena, y en la instancia federal, la parte no ha logrado demostrar que, en las circunstancias del caso concreto, lo decidido resulte arbitrario, corresponde declarar mal concedido el recurso extraordinario.


      S., Alberto Horacio s/ casación inc. de libertad condicional


      S. 599, L. XLIII, 03 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Controversia que involucra aspectos fácticos y normativos opinables y discutidos en doctrina. Materia excluida del conocimiento de la Corte, salvo grave arbitrariedad.


      Más allá de que se invoque la efectividad de un instituto de jerarquía constitucional, como es el ne bis in ídem (artículo 8, inciso 4° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; artículo 14, inciso 7° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y artículo 75, inciso 22° de la Constitucional Nacional), si la controversia gira alrededor de un tema donde están involucrados aspectos fácticos y normativos opinables y discutidos en la doctrina, y éstos no fueron resueltos de una manera que se traduzca en grave arbitrariedad, el caso no es de aquéllos que deba resolver la Corte federal.


      N., Luis s/ recurso extraordinario


      N. 146, L. XLII, 28 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Cuestiones ajenas al recurso: aspectos que se sustentan en circunstancias de hecho y prueba. Interpretación restrictiva en materia de arbitrariedad.


      Son aspectos propios de los jueces de la causa y ajenos, por regla, al conocimiento de la Corte Suprema, aquéllos que se sustentan en circunstancias de hecho y prueba. La interpretación restrictiva, que rige en materia de arbitrariedad cuando se trata de cuestiones de hecho y prueba a los fines del Art. 14 de la Ley 48 , se ajusta al caso cuando las alegaciones de la defensa fueron tratadas por la cámara, en el marco amplio de revisión que es propio de un recurso ordinario de apelación.


      C. Raúl s/ defraudación Adm. Pub.


      C. 4272, L. XLI, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Falta de notificación a la defensa del imputado del requerimiento fiscal contra un coimputado. Inexistencia de norma que imponga la notificación. Planteo ajeno al recurso extraordinario ante la inexistencia de un perjuicio concreto en el caso. Principio de congruencia. Identidad fáctica. Falta de afectación al principio por el hecho de que se hubiesen imputado diversos grados de participación al acusado durante el juicio, si la pena para todos los casos es la misma. Consideración de normas locales que regulan la recusación: cuestión ajena al recurso extraordinario, si no se explica la afectación a la garantía de imparcialidad en el caso concreto. Falta de fundamentación del recurso.


      Si en la causa no se notificó a la defensa del imputado del requerimiento fiscal contra el coimputado, pero no existe norma alguna que imponga este acto en favor de los coimputados de un requerido, y aquélla no explica en qué habría podido variar la situación causídica de su defendido por el hecho de que se la hubiera anoticiado de ese acto procesal inatacable para ella, al no demostrarse cuál fue el perjuicio concreto para su parte, el planteo queda circunscrito a una cuestión procesal, ajena al recurso extraordinario. Además, si el planteo tuvo su discusión en la instancia de casación tampoco se observa que en este punto esté en juego el principio de la doble instancia. Más allá de que a lo largo del proceso se hubiesen adoptado distintos criterios sobre si los imputados fueron coautores de la sustracción de fondos municipales, o uno de ellos fue partícipe necesario, lo cierto es que el objeto procesal, en cuanto a su identidad fenoménica, permaneció esencialmente incólume, ya que justamente las distintas posturas son indicativas, de que hubo un verdadero debate jurídico, un intercambio de opiniones, sobre la relación personal entre cada imputado y el hecho delictivo. De todas maneras, teniendo en cuenta que cualquiera sea el grado de participación de estos imputados, no varía "la pena establecida para el delito" (artículo 45 del Código Penal), tampoco puede decirse que en este aspecto haya podido haber perjuicio para la defensa. El deber de los magistrados, cualquiera sean las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, y este deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyeron la materia del juicio. Si la recurrente invoca de manera general la lesión al principio de congruencia, pero no especifica en relación a qué elementos no tuvo oportunidad de ejercitar sus defensas, por lo que no estamos ante un caso donde se haya lesionado la intangibilidad de los hechos sometidos a la decisión judicial, sino ante puntos de vista diferentes sobre la adecuación en el tipo de la participación de la conducta de peculado que se atribuye al imputado. Dilucidar el alcance del artículo 52, inciso 11° del Código Procesal Penal de Corrientes (abarca las intervenciones de parientes en causas ligadas por conexión subjetiva) es una cuestión de derecho local que, en principio, no tiene trascendencia suficiente para ser considerada como caso federal, máxime si la parte no explica de qué manera se habría afectado la garantía de juez imparcial, cuál fue la opinión relevante que dio el magistrado pariente sobre la situación del imputado en el proceso o en otro vinculado sustancialmente, y cómo podría influir esta intervención en el ánimo de la juez recusada. Las tachas se reducen, entonces, a meras disconformidades con la apreciación que hizo la justicia provincial de ciertos aspectos de la prueba, por lo que estamos ante una falta de fundamento, que excluye, por ausencia de este requisito esencial, el remedio federal intentado.


      R. F., Raúl Rolando y Z., Andrés s/ peculado -causa N° 25921/06-


      R. 164, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local: cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria.


      Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local, no son, en principio revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley N° 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva, doctrina que se ajusta al caso donde las críticas del quejoso sólo traducen diferencias de criterio con los juzgadores, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime -como ha quedado dicho- frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que dichos agravios reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, y derecho común.


      Gómez, Mario Félix c/ Vicon S.A. s/ daños y perjuicios


      G. 1245, L. XLII, 15 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Resoluciones referidas a la competencia de los tribunales. Excepción: denegación del fuero federal o equiparación a sentencia definitiva.


      Las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la Ley 48 , salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. Revisten carácter de definitivas, no sólo las sentencias que ponen fin al pleito e impiden su continuación, sino también las que acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción. Ninguna de las excepciones a la regla de definitividad de la sentencia se presenta en el sub lite, atento que el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, que rechazó el planteo de incompetencia formulado por la accionante, no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal pues, por el contrario, sostiene su propia competencia, que reviste ese carácter. Por otro lado, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta la recurrente al pretender conculcado el plexo normativo que surge de la Norma Fundamental.


      C. A. S.A. s/ Ley 22.262 - incidente de incompetencia


      L. 758, L. XLII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias: fenecimiento con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa.


      La solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


      Syngenta Agro S.A. c/ Hojobar S.A. s/ ejecución hipotecaria


      S. 1800, L. XLII, 29 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Unificación de penas. Artículo 7 de la Ley 24.390. Libertad condicional.


      Las reglas relativas al concurso de condenas y su cómputo son cuestiones de derecho común y, por ende, ajenas al recurso extraordinario.


      V. S., Sergio Osvaldo s/ Causa nº 6165


      V. 192, L. XLII, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Accidente laboral. Cuestiones de prueba: ajenas a la instancia federal. Desestimación del recurso de queja.


      La Corte tiene reiteradamente resuelto que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime, cuando respecto a la atribución de responsabilidad la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, alcanzan para fundarla e impiden su descalificación como acto judicial.


      Báez, Nidia Beatriz por sí y en representación de sus hijos menores D., X., A., J. y J. C. B. y otros c/ Capece, Alberto R. y otros s/ accidente - acción civil


      B. 574, L. XLI, 04 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Concurso preventivo. Incidente de revisión de crédito. Crédito en dólares estadounidenses. Normas de emergencia. CER. Efectos del acuerdo homologado. Inadmisibilidad del recurso extraordinario.


      Las cuestiones presentadas por el apelante como de naturaleza federal, que se circunscriben a la aplicación, interpretación y constitucionalidad de la normativa de emergencia (Ley N° 25.561 y concs.), no resultan suficientes para refutar lo decidido por la Cámara. Ello es así, toda vez que la sentencia recurrida, para rechazar la aplicación del CER y el reajuste equitativo -del monto en cuestión-, se sustentó en los efectos del acuerdo homologado por sentencia firme que afirmó, resultan oponibles al acreedor incidentista y en el cual, aclaró, no se previó la aplicación de coeficiente o reajuste alguno respecto de créditos expresados en su origen en dólares estadounidenses, convertidos a pesos por aplicación de las normas de emergencia; todo lo cual remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común ajenas, como regla y por su naturaleza, a esta instancia extraordinaria.


      América TV s/ incidente de revisión por Diprom S.A.C.I.F. s/ incidente de crédito


      A. 455, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra Municipalidad. Contrato de transferencias. Concesión de obras para proveer gas natural. Recupero de la inversión. Normas de derecho público local: cuestiones ajenas a la instancia federal. Ausencia de arbitrariedad. Recurso extraordinario inadmisible.


      Ante todo, el recurso extraordinario es inadmisible y fue correctamente denegado por el a quo pues, si bien la apelante aduce que existe una cuestión federal en punto a la falta de aplicación de la Ley 24.076 y de su reglamentación así como de las cláusulas del convenio de transferencia de acciones, por las razones que expondré, los preceptos invocados carecen de vinculación directa con la materia del pleito. Desde esta perspectiva, los agravios quedan ceñidos a controvertir, exclusivamente, la interpretación que asignó el a quo a normas de derecho público local y a la apreciación de las pruebas rendidas en el expediente. Así pues, cabe recordar que, en jurisprudencia aplicable al sub judice, la Corte ha dicho que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio, sin que su acierto o error pueda ser examinado por el Tribunal. En efecto, la apelante se limita a considerar, en forma genérica, que el a quo no valoró las disposiciones de la Ley 24.076 y de su reglamentación como que tampoco tuvo en cuenta que, en virtud de lo dispuesto en los arts. 7.13, 8.8 del contrato de transferencia de acciones, a la Distribuidora se le cedieron los créditos contra los usuarios o clientes por la construcción de obras. En lo que atañe al agravio referente a que el tribunal incurrió en una reformatio in peius porque habría inferido de los contratos conclusiones y estipulaciones jamás convenidas, sin perjuicio de considerar que, en este aspecto, la actora no alcanza a demostrar que, efectivamente, hubo un apartamiento inequívoco de los términos contractuales, no se observa un supuesto de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte Suprema en una materia, en principio, ajena a su competencia extraordinaria, como es la atinente a la exégesis de la voluntad de las partes. Lo decidido sobre el punto es, a su vez, argumento bastante para resolver, tal como lo hizo el a quo, sobre el rechazo de la demanda, máxime cuando el fundamento central en el cual se basó la sentencia, esto es, la falta de emisión de los certificados de obra por parte de la demandante, como consecuencia del régimen de contribución por mejoras que era aplicable a la causa, hace irrelevantes los argumentos vinculados con la interpretación del alcance del convenio de transferencia. Desde esta perspectiva, insisto, tales planteas carecen de relación directa e inmediata con la materia a decidir. Ante la ausencia de este requisito la Corte ha expresado que carece en absoluto de objeto el abrir el recurso extraordinario interpuesto, desde que él no tendría fin práctico alguno, puesto que la resolución de la Corte, aun siendo revocatoria en esa parte, no importaría sino una mera declaración teórica y de innecesaria abstracción, es decir, sin alcance respecto del propósito útil con que el derecho acuerda estos remedios legales; y así tendría ineludiblemente que suceder, puesto que el tribunal no podría rever la sentencia apelada, ni en lo referente a los hechos que ella declara probados o no probados, ni en lo relativo al derecho común o público local aplicado, es decir, que la demanda quedaría siempre perentoriamente desestimada, por lo que el fallo revocatorio de la Corte sobre la materia federal de la controversia, no modificaría en lo más mínimo su conclusión afirmativa basada en los otros fundamentos irrevocables que bastan para decidir el caso.


      Distribuidora de Gas del Centro S.A. Ecogas c/ Municipalidad de Córdoba s/ Recurso de hecho


      D. 315, L. XLI, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Disponibilidad del derecho a recurrir: cuestiones patrimoniales que no afectan el orden público. Tasa de interés aplicable: planteo extemporáneo. Plenario “la Razón” Ausencia de arbitrariedad. Inadmisibilidad de la queja.


      La Corte ha admitido en materia arbitral la disponibilidad de las partes de renunciar, en el marco del principio de autonomía de la voluntad, a su prerrogativa de apelar decisiones que atañen a sus derechos patrimoniales con excepción de aquellas inmunidades concedidas en mira del orden público. La Corte tiene dicho reiteradamente que las cuestiones vinculadas a la aplicación y cálculo de intereses no revisten carácter federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, porque, en tanto las normas no impongan una versión reglamentaria única, quedan ubicadas en el espacio de la razonable discreción de los jueves de la causa, sin lesionar garantías constitucionales; no siendo apta la tacha de arbitrariedad para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los argumentos de hecho, prueba y de derecho procesal y común en los cuales los jueces apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, pues ni el error o el carácter discutible de la solución resultan suficientes para alcanzar el fin perseguido. Finalmente y desde que conforme se indicó, la procedencia de la dimisión a apelar se halla condicionada a la no vulneración del orden público, el hecho que la renuncia en cuestión fuera realizada por una entidad bancaria en el marco de una controversia -de derecho común- sobre posibles tasas financieras vigentes en plaza que fueron aplicadas por los jueces -que se expidieron en dos instancias judiciales-, y que aquella dada su actividad específica no podía desconocer, permite concluir que el debate de marras no afecta eminentemente al referido interés público.


      Galante, Ernesto c/ Citibank N.A. s/ ejecutivo


      G. 2465, L. XLI, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Inexistencia de exceso en la jurisdicción. Ausencia de arbitrariedad. Inadmisibilidad de la queja: cuestiones de hecho y prueba ajenos a la instancia de excepción.


      No se advierte que el a-quo haya incurrido en exceso de jurisdicción, toda vez que la resolución fue revocada en todos sus términos por la Cámara, lo que dio lugar al pronunciamiento donde se resolvió encuadrar el proceso en el artículo 65 de la Ley 24.522 y declarar ineficaces los pagos en estudio. Esta última resolución del magistrado de primera instancia, fue oportunamente recurrida por el banco, y el tribunal, al fundar su decisión -ahora en crisis-, se pronunció sobre las cuestiones que le fueron planteadas. En ese contexto, más allá del acierto o error de la decisión de los jueces de la causa, lo cierto en definitiva es que la cuestión conduce al estudio de un problema de hecho y derecho común y procesal ajenos a la instancia de excepción (v. Fallos: 311:341; 312:184; 326:3485). Además las manifestaciones de los apelantes no logran conmover tal conclusión, ya que constituyen una mera discrepancia de la interpretación que en el tema ha hecho el tribunal.


      Fridman, Natalio Isaac y Schulman, Norma Haydee s/ concurso preventivo


      F. 358, L. XLII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario. Interpretación sobre el alcance y aplicación de normas de emergencia. Cuestiones de hecho y prueba. Nulidad de la concesión del recurso.


      La concesión del recurso extraordinario es nula, conforme reiterada doctrina del Máximo Tribunal, en tanto no aparece debidamente fundada y no da satisfacción a los requisitos idóneos para la obtención de la finalidad a la que se halla destinada. Ello es así, toda vez que el recurrente en la apelación en estudio, no se agravia concretamente de la interpretación y aplicación de la normativa dictada con motivo de la emergencia, sino que se limita a criticar el pronunciamiento al que tacha de arbitrario por incurrir en un exceso del tema litigioso, con argumentos que remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba.


      Arguelis Cereales S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por Nidera S.A.


      A. 903, L. XLII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos G 1199 L. XLI “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/Ybarra, Miguel A.”.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Curbelo, Miguel s/ juicio sumarísimo


      G. 284, L. XLII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo dictaminado en autos G 1199 L. XLI “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/Ybarra, Miguel A.”.


      Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Serpa, Haydee Norma s/ juicio sumarísimo


      G. 260, L. XLI, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos Subjetivos. Interés.


      Falta de interés en el recurso por parte de la apelante: depósito de las sumas resultantes de la liquidación realizada en la causa, sin formular en dicho acto la reserva de continuar con el trámite de la queja.


      Si de las constancias obrantes en la causa se desprende que, después de la presentación del recurso de hecho, la interesada depositó las sumas resultantes de la liquidación realizada en la causa, sin formular en dicho acto la reserva de continuar con el trámite de la queja, cabe atribuir a tal proceder -con arreglo a jurisprudencia reiterada del Alto Cuerpo- el carácter de desistimiento tácito de la impugnación. En esas condiciones y dado que el pronunciamiento de la Corte Suprema debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aun sobrevivientes, ha resultado carecer la apelante de interés en su recurso.


      Montero, Daniel Horacio y otros c/ Rodríguez, Osvaldo Florencio y otro s/ Art. 30 L.C.T. y Art. 64 C.C.T. 281/96


      M. 1317, L. XL, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Acción declarativa de inconstitucionalidad contra una provincia. Ley provincial 9104. Obra Social para la Actividad Docente. Afiliados obligatorios. Falta de interés actual. Cuestión abstracta.


      La Corte ha dicho que para instar el ejercicio de su jurisdicción, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, o cuando la pretensión del actor quedó materialmente satisfecha. Ésta es la situación que se presenta en el sub lite, toda vez que el precepto legal cuya declaración de inconstitucionalidad persigue la actora ya no subsiste en el ordenamiento jurídico, desde que fue derogado por la Ley 9277. En efecto, por medio de esta nueva ley, sancionada con posterioridad al inicio de esta causa, la Provincia de Córdoba no sólo creó un nuevo organismo de previsión social, entre cuyos afiliados no se encuentran los docentes que prestan servicios en establecimientos educativos privados, sino que expresamente abrogó la Ley 5299, con la modificación que le introdujo la Ley 9104.


      Obra Social para la actividad docente c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


      O. 230, L. XXXIX, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Trámite ante la Corte.


      Recurso extraordinario federal. Devolución de incidente por haber fenecido el pleito principal.


      Toda vez que el pleito principal ha fenecido, se devuelven las presentes actuaciones.


      C. B. S.A. s/ infracción Ley 23.771 -causa N° 54036-


      C. 2930, L. XLII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Solicitud de los autos principales, para mejor dictaminar.


      A fin de mejor dictaminar, se solicita a la Corte que requiera la remisión de los autos principales y, una vez cumplido, corra una nueva vista.


      L., Héctor José y otros s/ privación ilegal de la libertad agravada y reiterada en concurso ideal, etc. -causa nº 1510-


      COMP. 328, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Actuación de la Corte en causa anterior. Remisión del caso al juzgado donde se hayan radicados los autos.


      Dado que el actor inició contra la misma demandada un reclamo por daños y perjuicios en autos caratulados, "Sadegi S.C.A. c/ Aguas Argentinas s/ Daños y perjuicios" causa nº 5752/03, habiendo la Corte declarado en los autos aludidos, el conflicto de competencia ya habría quedado dirimido.


      SADEGI S.A. c/ Aguas Argentinas s/ consignación


      COMP. 1216, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra Estado Nacional. Pretensión del cobro de diferencias salariales. Inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa: procedencia del recurso extraordinario.


      En esta tarea, son los integrantes de la Corte los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos, especialmente en situaciones como la de autos, donde la Procuración General no intervino en forma previa al dictado de la sentencia.


      González Díaz, Rafael Ángel y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) Dto. 1770/91 s/ Empleo público


      G. 482, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Demanda contra estado provincial. Cuestión devenida abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


      La determinación de la validez de las normas, a partir de las cuales se invocó la afectación de los derechos constitucionales de la peticionante se ha tomado abstracta, atendiendo a la doctrina del Alto Tribunal de la Nación sobre los requisitos jurisdiccionales por la que se ha subrayado que la subsistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar, lo cual ocurre, entre otros casos, cuando no es posible otorgar al interesado una reparación efectiva a la concreta pretensión formulada en la causa sometida a la Corte.


      Sindicato de Luz y Fuerza c/ Provincia de Córdoba s/ inconstitucionalidad de las leyes 8837 y 883 - extinción epec - transf.


      S. 334, L. XXXVII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Denegación de recurso extraordinario federal. Innecesaridad de pronunciamiento toda vez que será la Corte la que resolverá sobre la misma.


      Uliarte Arlington R. y otros c/ Provincia de Mendoza s/ recurso


      U. 119, L. XLII, 22 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Prestaciones a veteranos de Guerra del Atlántico Sur. Nuevas normas durante el proceso sobre la materia objeto del litigio. Traslado al peticionario.


      En materia de prestaciones correspondientes a los veteranos de la Guerra del Atlántico Sur, en situación de retiro, se ha dictado el decreto nº 886/05. Sobre esa base, es pertinente que se confiera traslado de dicha norma al peticionario, a fin de que exprese sobre el tema lo que estime procedente.


      Guerrero, Adolfo Luciano c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      G. 646, L. XLIII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Prestaciones a veteranos de Guerra del Atlántico Sur. Nuevas normas durante el proceso sobre la materia objeto del litigio. Traslado al peticionario.


      En materia de prestaciones correspondientes a los veteranos de la Guerra del Atlántico Sur, en situación de retiro, se ha dictado el decreto nº 886/05. Sobre esa base, es pertinente que se confiera traslado de dicha norma al peticionario, a fin de que exprese sobre el tema lo que estime procedente.


      Moreno, Jorge Lázaro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      M. 45, L. XLII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Prestaciones a veteranos de Guerra del Atlántico Sur. Nuevas normas durante el proceso sobre la materia objeto del litigio. Traslado al peticionario.


      En materia de prestaciones correspondientes a los veteranos de la Guerra del Atlántico Sur, en situación de retiro, se ha dictado el decreto nº 886/05. Sobre esa base, es pertinente que se confiera traslado de dicha norma al peticionario, a fin de que exprese sobre el tema lo que estime procedente.


      Poskin, Alberto Fernando c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General de la Armada s/ personal de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      P. 1164, L. XLII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de queja. Remisión a lo dictaminado en las causas: R. N° 320, L. XLII, "Rinaldi, Francisco Augusto y otros el Guzmán Toledo, Ronal Constante y otro s/ Ejecución hipotecaria", y a P 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", (apartado XIII). Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Citibank N.A. c/ Jara, Blanco s/ Ejecución hipotecaria


      C. 4669, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Se solicita a la Corte que se tenga por evacuada la vista.


      R.O.M.I. s/ acuerdo preventivo extrajudicial s/ incidente de recurso extraordinario


      R. 458, L. XLII, 06 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia.


      Alcances de las sentencias de la Corte Suprema.


      Si bien las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, en caso de que en el transcurso del proceso hayan sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender, también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Burgos, René Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal civil y militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      B. 859, L. XLI, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Generalidades. Las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas.


      Las sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos.


      Asociación Círculo Medico de San Pedro s/ Apelación s/ inf. Ley 25.156


      A. 300, L. XLIII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Inoficiosidad de expedirse sobre la procedencia o no de la arbitrariedad imputada en torno a la consideración de las cuestiones de hecho y prueba relativas a la existencia de mora a los fines de establecer la aplicación al caso de las disposiciones legales de la emergencia.


      Más allá de la procedencia o no de la arbitrariedad imputada en torno a la consideración de las cuestiones de hecho y prueba relativas a la existencia de mora a los fines de establecer la aplicación al caso de las disposiciones legales de la emergencia, deviene inoficioso expedirse sobre dichos aspectos ya que la cuestión sustancial queda subsumida en las previsiones de la normativa federal.


      L. S.A. c/ A., María Fernanda s/ ejecución hipotecaria


      L. 502, L. XLI, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      Si en el caso se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, corresponde tratar, en primer término, los agravios que atañen en estricto a la causal de arbitrariedad, dado que de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha, y por cuanto la conclusión a su respecto, condiciona la procedencia del estudio de los argumentos relativos a la moneda de pago de la condena. La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento normativo, no permitan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", con directa lesión a la garantía del debido proceso. El recurso interpuesto, en cuanto se refiere a la moneda de pago, es formalmente admisible pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -tratados internacionales y normas dictadas con motivo de la emergencia-, y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. En tales condiciones, y considerando, por un lado, la relación jurídica compleja y atípica existente entre las partes (sociedad paraguaya y sociedad argentina), donde concurrirían, conforme fuera expuesto por la Cámara, distintas figuras contractuales (mandato y locación de obra), y, por otro, que los participantes no ejercieron la autonomía de la voluntad para determinar el derecho aplicable, deberá estarse a lo dispuesto, a ese respecto, por el Tratado de Derecho Civil Internacional, firmado en Montevideo en el año 1940 y ratificado por ambos países -v. Decreto Ley Nº 7771/56. Es oportuno señalar, en este punto, que la prescindencia de las normas internacionales por los órganos internos pertinentes, puede originar responsabilidad internacional del Estado Argentino. El artículo 37 del Tratado de Derecho Civil Internacional, firmado en Montevideo en 1940, establece que todo cuanto concierne a los contratos, bajo cualquier aspecto que sea, se rige por la ley del lugar en donde el contrato debe cumplirse -ver también, Art. 38, ap. b)-, por lo cual, habida cuenta que el objeto y efecto principal del contrato en estudio -entrega de la carga en la fábrica del importador- debía tener lugar en la República de Paraguay, corresponde aplicar la ley de ese país, valorando, a su vez, que el daño, ocasionado durante el tránsito aduanero de la mercadería, es indemnizable en el exterior. La aseguradora que paga a su asegurado se subroga en los derechos de éste, pasa a ocupar su lugar y puede reclamar todo lo que el asegurado podría haber pretendido.


      Mapfre Paraguay Compañía de Seguros S.A. y otro c/ Bachmann GMBH y otro s/ faltante y/o avería de carga transporte marítimo


      M. 186, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Interposición del recurso extraordinario con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad y en la existencia de cuestión federal suficiente: prevalencia en el tratamiento de la arbitrariedad.


      Sin perjuicio de la cuestión federal invocada, si los recurrentes han planteado la arbitrariedad del fallo por no constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias comprobadas de la causa, corresponde tratar en primer término la arbitrariedad pues, de configurarse ella, no habría sentencia propiamente dicha. Los agravios vertidos en cuanto a si el acreedor obligacionista podía o no procurarse el cobro del crédito vía acción ejecutiva y a la emisión del Certificado Individual; al requerimiento enderezado eventualmente a formular un pedido de quiebra; a la actitud diligente y alcance de la responsabilidad de los apelantes en el marco del contrato de fideicomiso y leyes de sociedades comerciales y de obligaciones negociables, y configuración o no de conductas por ellas sancionadas, constituyen planteos que conducen al estudio de cuestiones fácticas y temas de derecho común, propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso extraordinario.


      Comisión Nacional de Valores c/ Sociedad Comercial Del Plata s/ recurso extraordinario


      C. 571, L. XL, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación de normas federales. La posición del tribunal apelado no limita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no está limitada por las posiciones de la Cámara ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado según la interpretación que rectamente le otorgue.


      Motores de San Luis S.A. c/ Est. Nacional - P.E.N. s/ Amparo


      M. 665, L. XLII, 13 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación de normas federales. La posición del tribunal apelado no limita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no está limitada por las posiciones de la cámara ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. Basta que la función desempeñada por el empleado de la policía federal argentina haya dado la ocasión para cometer el acto dañoso para que surja la responsabilidad del Estado, pues es obvio que el hecho no se habría producido de no haberse suministrado al agente el arma en cuestión. El Estado es responsable por el hecho dañoso, aun cuando el autor se encontrara en franco de servicio, toda vez que aquél fue consecuencia directa del uso del arma que el primero provee a sus agentes, quienes, legalmente, están obligados a portarla. El estado policial implica el deber de velar adecuadamente por la integridad física de los miembros de la sociedad y la preservación de sus bienes, y dicho deber es indivisible respecto de la personalidad del policía. Como consecuencia natural de ello, la Ley 21.965 autoriza a los funcionarios a usar el arma reglamentaria para prevenir el delito. Sobre tales bases, cabe concluir que el personal policial, quien por imperativo legal, debe defender, aun cuando vistiera de civil y se encontrara franco de servicio, las personas y los bienes de los integrantes de la sociedad, está obligado a portar el arma en todo tiempo y lugar, pues tal conclusión está fundada en el estado policial permanente dado por su condición de policía de seguridad. La circunstancia de que, al momento de cometer el hecho, el agente policial no estuviera en cumplimiento de funciones, no resulta suficiente para excluir la responsabilidad del Estado. Si los agentes policiales están obligados a actuar en cualquier momento a fin de prevenir la comisión de delitos que pongan en peligro la seguridad de la población, y en su consecuencia a portar el arma -más allá de que tal "portación" haya sido regulada como un "derecho" o una "obligación" - resulta lógico admitir que los perjuicios que de ello deriven sean soportados por la colectividad en general y no sólo por los damnificados. Si la protección pública genera riesgos, lo más justo es que esos riesgos sean soportados por quienes se benefician con ella. El ejercicio del poder de policía de seguridad estatal impone a sus agentes la preparación técnica y psíquica adecuada para preservar racionalmente la integridad física de los miembros de la sociedad y sus bienes (arts. 512 y 902 del Código Civil). Ello es así, pues ningún deber es más primario y sustancial para el Estado que el de cuidar de la vida y de la seguridad de los gobernados; y si para llenar esas funciones se ha valido de agentes o elementos que resultan de una peligrosidad o ineptitud manifiesta, las consecuencias de la mala elección, sea o no excusable, deben recaer sobre la entidad pública que la ha realizado. El Estado, al igual que todas las personas jurídicas, necesita de la actuación de personas físicas que tienen la función de hacer querer y actuar al ente ideal. De ahí que el primer problema a resolver es el modo en que dicha actuación se imputa al Estado. El Derecho ha dado diferentes respuestas a la cuestión, desde las primeras, basadas en principios propios del derecho civil, como la teoría del mandato y de la representación legal, en la que se equiparaba a las personas jurídicas con los incapaces absolutos de hecho. Hoy se ha consagrado el tipo de imputación "orgánica", que ha desplazado a la anterior noción de "representación legal". El paso de una figura a otra se debió, por una parte, a la elaboración -por la doctrina alemana- de la teoría del órgano, como instrumento que habilita de capacidad de obrar a la persona jurídica; y, por otra, a la necesidad de dotar de mayor seguridad jurídica a los terceros que se relacionan con el sujeto inmaterial. En los daños ocasionados a los administrados y derivados del accionar de los agentes del Estado, mal puede pretenderse diferenciar la persona física de la del ente estatal e interpretar de ese modo que el perjuicio ocasionado a los particulares quede sin reparación. Lo dicho, claro está, no obsta a que la Administración adopte las medidas correctivas internas y judiciales contra el deficiente actuar de sus agentes. La facultad genérica de que da cuenta el segundo párrafo del Art. 18 de la Ley 25.344 de "Consolidación", demuestra la voluntad legislativa de reconocer que en el contexto de casos concretos, tanto la autoridad reglamentaria como el Poder Judicial deberán ponderar las circunstancias particulares con el fin de brindar un resultado acorde con el propósito preambular de afianzar la justicia, en los términos en que ha sido definido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. A los efectos de velar por la vigencia real y efectiva del principio preambular de "Afianzar la Justicia" constitucional señalado, es necesario recurrir a "una interpretación que contemple las particularidades del caso, el orden jurídico en su armónica totalidad, los fines que la ley persigue, los principios fundamentales del derecho, las garantías y derechos constitucionales y el logro de resultados concretos jurídicamente valiosos", para lo cual resulta definitorio ponderar cuidadosamente aquellas circunstancias a fin de evitar que la aplicación mecánica e indiscriminada de la norma conduzca a vulnerar derechos fundamentales de la persona y a prescindir de la preocupación por arribar a una decisión objetivamente justa en el caso concreto.


      Guerrero de Fernández, Josefina Olinda c/ Policía Federal Argentina s/ Recurso de hecho


      G. 1106, L. XLI, 17 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Interpretación de normas federales. La posición del tribunal apelado no limita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      La Corte no se encuentra limitada, en la interpretación de normas federales, por las posiciones de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto en disputa. La Ley 24.043, otorga una reparación pecuniaria a las personas que fueron privadas de su libertad durante la vigencia del estado de sitio, ya sea porque fueron puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, o porque en condición de civiles fueron condenadas por tribunales militares antes del 10 de diciembre de 1983, hayan o no iniciado acciones judiciales reclamando por tales daños y siempre que no hubieran percibido una indemnización por sentencia judicial con motivo de los hechos contemplados en aquella norma. La clara la voluntad del legislador en la sanción de la Ley 24.043 fue hacer justicia a todos aquellos que sufrieron una detención ilegal. La Ley 24.043 se convirtió en la primera de una serie de otras disposiciones legales que también tienen por objeto reparar otros tantos ultrajes cometidos a la dignidad humana que se llevaron a cabo durante la última dictadura militar en Argentina. En esta línea se inscriben la Ley 24.411, que otorga un beneficio extraordinario a los causahabientes de las personas que, al momento de su sanción, estuvieren en estado de desaparición forzada y a los causahabientes de toda persona que hubiese fallecido como consecuencia del accionar de las Fuerzas Armadas, de seguridad, o de cualquier grupo paramilitar con anterioridad al 10/12/83; la Ley 25.914, que establece beneficios para las personas que hubieren nacido durante la privación de la libertad de sus madres, o que siendo menores hubiesen permanecido detenidos en relación a sus padres, siempre que cualquiera de éstos hubiese estado detenido y/o desaparecido por razones políticas, ya sea a disposición del Poder Ejecutivo nacional y/o tribunales militares. Es regla en la interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional y que dicho propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal, toda vez que ellos, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma. La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no conduzca a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción y, por ello, en esa tarea no siempre es método recomendable el atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo paralizante; es necesario buscar en todo tiempo una interpretación valiosa de lo que las normas, jurídicamente, han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones notoriamente injustas cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulta compatible con el fin común de la tarea legislativa y judicial. El espíritu que guió al legislador a sancionar la Ley 24.043 fue compensar, al menos económicamente, los vejámenes y ultrajes a la dignidad humana que se cometieron en la época delimitada por la propia ley, abarcando un amplio espectro que incluyó desde el menoscabo más radical a la libertad y a la vida -actos atentatorios de derechos humanos que podían provocar lesiones gravísimas o la muerte- hasta un quebranto más atenuado.


      Blanco, Luciano Ramón c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 (Resol. 399/03.)


      B. 718, L. XLII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia de la Corte Suprema: aplicación de las modificaciones introducidas por las nuevas normas sobre la materia objeto del litigio. Prestaciones correspondientes a los veteranos de la Guerra del Atlántico Sur, en situación de retiro: decreto 886/05.


      Si durante el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esas disposiciones en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En ese sentido, en materia de prestaciones correspondientes a los veteranos de la Guerra del Atlántico Sur, en situación de retiro, se ha dictado el decreto 886/05. Si bien en la causa uno de los actores que pretendían el beneficio establecido por el decreto 1244/98 desistió de la acción y del derecho para acogerse a los términos del primer precepto citado, lo cierto es no lo hicieron los restantes. Sobre esa base, resulta pertinente que se confiera traslado de tal normativa a los aludidos peticionarios, a fin de que expresen sobre el tema lo que estimen procedente.


      Agotegaray, Roberto y otros c/Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/Personal Militar y Civil de la FF. AA. y de Seguridad


      A. 78, L. XLIII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Camps, María Celina y otro c/ Sartini, Oscar Adolfo


      C. 1800, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Borello, Antonio y otro c/ Marful, Marcelo s/ ejecución hipotecaria


      B. 663, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Investmanagement S.A. c/ Fernández Enrique, María del Carmen s/ ejecución hipotecaria


      I. 331, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Sindoni, Isabel Alicia c/ Dalmasso, Susana Petrona s/ ejecución hipotecaria


      S. 1956, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Sociedad Militar Seguro de Vida Institución Mutualista c/ Ríos, Alberto y otro s/ ejecución hipotecaria


      S. 1647, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Abuliak, María c/ Salvat, Alejandro s/ ejecución hipotecaria


      A. 977, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Adamosky, Norma Mabel y otra c/ González, María Alejandra s/ ejecución hipotecaria especial -ley 24.441-


      A. 313, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Alfaro, Emilio Federico c/ Pomati, Juan Carlos s/ ejecución hipotecaria


      A. 2289, L. XL, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Andrés, Jaime Emilio y otros c/ Carrara, Oscar Héctor y otro s/ ejecución hipotecaria


      A. 1215, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Anselmi, Luis c/ Oliva, Bettina s/ ejecución hipotecaria


      A. 19, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Aprea, José c/ Pagliaro, Claudia Alicia s/ Ejecución Hipotecaria


      A. 1525, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Asava S.A. c/ Venavidez Meliton s/ ejecución hipotecaria


      A. 299, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Bertoglio, Ricardo Adolfo c/ Ghio, Mabel Rosa s/ ejecución hipotecaria


      B. 1719, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Bezzi, Rubén Amleto y otro c/ Valentín, Sixto Carlos y otro s/ ejecución hipotecaria


      B. 2087, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Blum, Mauricio y otro c/ Maccarone, Mirta Elida y otro s/ ejecución hipotecaria


      B. 1509, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Bombelli de Jiménez, Elena Elisa y otro c/ Martín, Héctor Conrado y otro s/ ejecución especial Ley 24.441


      B. 2045, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Bovio, Soraya c/ Albornoz, Blanca s/ ejecución hipotecaria


      B. 846, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Brodsky, Norberto c/ Villareal de Miale s/ ejecución hipotecaria


      B. 1280, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Bueres, Marina c/ García, Eduardo s/ ejecución Ley 24.441


      B. 1390, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Campos, Constantino c/ Grancharof, Estela s/ ejecución hipotecaria


      C. 1356, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Cardell de Almendros c/ Altuzarra, Alicia y otros s/ ejecución hipotecaria


      C. 215, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Cobas Folgueira, Dorinda y otro c/ Zava, Mabel Nélida y otro s/ ejecución hipotecaria


      C. 1780, L. XLII, 02 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Cuarto S.A. c/ Santacoce, Fernando Umberto s/ ejecución hipotecaria


      C. 2529, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Di Laudadio, Sergio Alejandro c/ Toucedo y Towsend, Adriana Dolores s/ ejecución hipotecaria


      D. 1038, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Dienger, Luciano c/ Poggio, Máximo s/ ejecución hipotecaria


      D. 949, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Elibo S.A. c/ Galli, Rubén y otro s/ ejecución hipotecaria


      E. 6, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Elibo S.A. y otro c/ D'Angelo, Juan Pascual Leónidas s/ ejecución hipotecaria


      E. 247, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Emerging Markets Fixed Income LTD c/ Tancredi, Jorge Mario s/ ejecución hipotecaria


      E. 155, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Emerging Markets Fixed Income Ltd. c/ Stazo, Natalio y otros s/ ejecución hipotecaria


      E. 98, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Erman, Rywka c/ Jafif, Alberto


      E. 226, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Fecred S.A. c/ Veliz, Angélica Gabriela s/ ejecución hipotecaria


      F. 855, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Fernández, Rodolfo y otro c/ Bigatti, María Angélica y otro s/ ejecución hipotecaria


      F. 950, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Flores, Elvio José Hugo y otro c/ Alegre, Isidoro y otros s/ ejecución hipotecaria


      F. 1469, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Gabriolo, Armando c/ Rodríguez, Martín s/ ejecución Ley 24.441


      G. 522, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Garnelo, Hortensio c/ Trobat, Carlos s/ ejecución hipotecaria


      G. 330, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Garrido, María Gabriela c/ Rodríguez, Claudio Ovidio s/ ejecución hipotecaria


      G. 1657, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Gerszman, Telma Rebeca y otros c/ Sztybel, Roberto Esteban y otra s/ ejecución hipotecaria


      G. 1425, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Giunta, Domingo c/ Villalba s/ ejecución hipotecaria


      G. 701, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Greco, María c/ Lafont, Paola s/ ejecución hipotecaria


      G. 386, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Herrera de Zienkiewicz, Iris Genoveva c/ Fleischner, Esteban Miguel y otro s/ ejecución hipotecaria


      H. 240, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Kosoy, Irene Ruth Enriqueta c/ Milano, Hugo Jorge y otro s/ ejecución hipotecaria


      K. 227, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Kravetz, Patricia c/ Yelamos, María s/ ejecución hipotecaria


      K. 215, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Lakiren Inversiones S.A. c/ Massa, Cristina Elida s/ ejecución hipotecaria


      L. 741, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Luna, Juan c/ Del Torto, Carlos s/ ejecución hipotecaria


      L. 619, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Menicillo, Víctor Aníbal y otra c/ Ayala de Suárez, Cleia Yolanda s/ ejecución especial Ley 24.441


      M. 2061, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Menicillo, Víctor Aníbal y otro c/ Ayala de Suárez, Yolanda y otro s/ ejecución fiscal


      M. 2067, L. XLI, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Metzger, Hugo c/ Purita, María s/ ejecución hipotecaria


      M. 802, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Monti, Marta Susana y otro c/ Ermini, Vicente Nazareno y otro s/ ejecución hipotecaria


      M. 999, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Pereyra, Horacio Eduardo y otro c/ Balboa, Natalia Elizabeth s/ ejecución hipotecaria


      P. 1163, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Perfetti, Graciela c/ Piscopo, Nicolás s/ ejecución hipotecaria


      P. 1266, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Picasso Cazón, María Isabel c/ Carbi, Luz María s/ ejecución hipotecaria


      P. 1294, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Roma, Liliana c/ Ferrari, Graciela s/ ejecución hipotecaria


      R. 1929, L. XLI, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Salmón Cadenau, Rubén c/ Rago, Ítalo s/ ejecución hipotecaria


      S. 1218, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Sica, Ricardo c/ Amato, Rubén s/ ejecución hipotecaria


      S. 1067, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Sordo, Walter c/ Chudyk, Juan s/ ejecución hipotecaria


      S. 547, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Sosa López, Alfredo c/ Tarascio, Teresa s/ ejecución hipotecaria


      T. 1400, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Torrisi, Adolfo c/ Damatto, Marta s/ ejecución hipotecaria


      T. 524, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Vázquez, María Cristina y otro c/ Colombo, Enrique Raúl


      V. 456, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Vázquez, Norma c/ Paliza, Juan Manuel s/ ejecución hipotecaria


      V. 513, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Villaverde, Alejandro c/ Hamra, Walter s/ ejecución hipotecaria


      V. 297, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Viscido, Juan Carlos y otra c/ Loisi, Gloria Beatriz s/ ejecución hipotecaria


      V. 657, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Yar Construcciones S.A. c/ Balcarce, Mirta s/ ejecución hipotecaria


      Y. 43, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Yezabel S.A. c/ Schenellhardt s/ ejecución hipotecaria


      Y. 35, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Zubizarreta, Jorge c/ Arce, Elice s/ ejecución especial


      Z. 152, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. Si la cuestión federal relativa a la aplicabilidad y constitucionalidad del régimen de emergencia y a las leyes de refinanciación hipotecaria (leyes nº 25.561 y 25.820 y decretos nº 214/02 y 320/02) fue tratada por los jueces del caso, dicha circunstancia torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito.


      Lama, Enrique Gustavo Tadeo c/ Jiménez, Alejandro Rumildo y otra s/ ejecución hipotecaria


      L. 839, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. Si la cuestión federal relativa a la aplicabilidad y constitucionalidad del régimen de emergencia y a las leyes de refinanciación hipotecaria fue tratada por los jueces del caso, dicha circunstancia torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito.


      Arganda S.A.C.I.I. F. Y A. c/ Reos, Myriam Haydee


      A. 1069, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. Si las cuestiones federales relativas a la regularidad constitucional del régimen de emergencia y de refinanciación hipotecaria fueron tratadas por los jueces del caso, tal acto torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito en una instancia superior.


      Delmagro, Cristina Inés c/ Pisani, Rosa s/ pago por consignación


      D. 817, L. XLII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. Si las cuestiones federales relativas a la regularidad constitucional del régimen de emergencia y de refinanciación hipotecaria fueron tratadas por los jueces del caso, tal acto torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito en una instancia superior.


      Fernández, María Elena y otros c/ Greco, Rodolfo Alberto y otra s/ ejecución hipotecaria


      F. 357, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En el marco del recurso extraordinario no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de la introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera de fórmulas sacramentales. Si las cuestiones federales relativas a la regularidad constitucional del régimen de emergencia y de refinanciación hipotecaria fueron tratadas por los jueces del caso, tal acto torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito en una instancia superior.


      Sociedad Militar Seguro de Vida Institución Mutualista c/ Fernández Tarigo, Javier Ruperto y otro s/ ejecución hipotecaria


      S. 1169, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En el marco del recurso extraordinario, no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse en su oportuno planteo a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello implique fórmulas sacramentales.


      Cooperativa Credivico c/ Schwindt, Miguel y otro s/ ejecución hipotecaria


      C. 853, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir. En el marco del recurso extraordinario, no existe el requisito de reserva de la cuestión federal, sino el de introducción de la misma, pues la exigencia que debe cumplirse es su oportuno planteo, a fin de que los jueces puedan decidirla, sin que ello requiera fórmulas sacramentales. Si las cuestiones federales relativas a la regularidad constitucional del régimen de emergencia y de refinanciación hipotecaria fueron tratadas por los jueces del caso, tal acto torna inoficioso todo estudio respecto de la oportunidad y modo de su introducción y mantenimiento en el pleito en una instancia superior.


      Sánchez, Adriana y otros c/ Karszenbaum, Andrea Fabiana s/ ejecución hipotecaria


      S. 809, L. XLII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Lesa, Olinda c/ Costanzo O. Costanzo y Bonilla, Miguel Ángel s/ ordinario


      L. 717, L. XLI, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencias de la Corte Suprema: alcances y limitaciones.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento del pronunciamiento, aunque sean sobrevivientes al recurso extraordinario. Y si en el transcurso del proceso han sido emitidos otros preceptos sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender, también, a las modificaciones introducidas por ellos, en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Viñas, Conrado Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      V. 750, L. XLII, 25 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Carácter de las sentencias de la Corte. Cuestión devenida abstracta. No corresponde intervención de la Corte.


      Las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos.


      Alemany, Jorge Federico c/ Consejo de la Magistratura de la Nación s/ amparo


      A. 1113, L. XLII, 10 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Limitación a los agravios del recurso.


      Excepción: vulneración del principio de ley penal más benigna.


      Si bien es doctrina de la Corte que sus sentencias deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, no es menos cierto que ha justificado su intervención, aun de oficio, en la medida que a partir del criterio sentado en los autos C.77, XL "Cristalux S.A. s/ inf. Ley 24.144" y "Argrigenetics S.A. s/ inf. Ley 24.144", consideró que el mantenimiento de la sanción en supuestos como el presente -en la última causa se imputaban infracciones sustancialmente análogas- importaría vulnerar el principio de la ley penal más benigna cuyos efectos, según lo ha señalado reiteradamente, operan de pleno derecho. En tales condiciones, resulta insustancial el análisis de los agravios que invoca el recurrente.


      A. I. I. S.A. s/ Ley 19.359


      A. 2502, L. XLI, 09 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Improcedencia del recurso extraordinario: desistimiento tácito de la impugnación por parte del apelante.


      Si de las constancias de la causa se desprende que, después de la presentación del recurso de hecho, la interesada depositó las sumas resultantes de la liquidación realizada, sin formular en dicho acto la reserva de continuar con el trámite de la queja, cabe atribuir a tal proceder el carácter de desistimiento tácito de la impugnación. En esas condiciones y dado que el pronunciamiento del Alto Cuerpo debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aun sobrevivientes, ha resultado carecer la apelante de interés en su recurso.


      Bragazzi, Ariel Pedro Ignacio c/ Asociación del Fútbol Argentino s/ diferencias salariales


      B. 2224, L. XL, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Limitación de la Corte Suprema a la materia federal debatida ante la falta de deducción del recurso de queja con respecto a los fundamentos fácticos y procesales de la sentencia por parte de la interesada.


      Toda vez que el tribunal a quo concedió el recurso exclusivamente en cuanto se halla en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal, sin que la interesada haya deducido recurso de queja con respecto a los fundamentos fácticos y procesales de la sentencia, la jurisdicción de esa Corte Suprema queda limitada a la materia federal debatida. La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico, y procedente en tanto el interesado demuestre claramente de qué forma aquélla contraría la Constitución Nacional, causándole gravamen, y para ello es menester que precise y acredite fehacientemente, en el caso concreto, el perjuicio que le genera la aplicación del dispositivo, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales. No se encuentra demostrado el menoscabo actual a su derecho, desde que no es eficaz el invocado quebrantamiento de las garantías constitucionales cuando el supuesto perjuicio deriva de la propia conducta discrecional del recurrente; máxime, cuando tampoco fue expresamente desconocida por la demandada la deuda que se le imputa y cuando se aprecia dogmática la crítica de la quejosa en punto a la naturaleza reglamentaria del artículo 4° decreto nº 677/01. Para la determinación de la ley aplicable a un contrato con elementos multinacionales, incumbe indagar, en primer término, si las partes han ejercido la facultad de elegir el derecho nacional aplicable al contrato, sin perjuicio del orden público internacional privado del juez con jurisdicción internacional y de las normas de policía, que no pueden ser desplazados por la autonomía referida.


      Garlot, Marcelo y otro c/ Transener S.A. s/ ejecutivo


      G. 1917, L. XLI, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Limitación del recurso extraordinario concedido a la materia federal debatida.


      Toda vez que el tribunal a quo concedió el recurso en cuanto se halla en tela de juicio la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, sin que la interesada haya deducido recurso de queja con respecto a los planteos por arbitrariedad de la sentencia, la consideración del recurso concedido queda limitada a la materia federal debatida. El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible toda vez que se encuentran en tela de juicio la inteligencia de preceptos federales -ley 20.488- y actos de autoridad nacional dictados en su virtud; y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del apelante. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas federales, la Corte Suprema no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, han de ser examinados en forma conjunta. La libertad de asociación consagrada en el artículo 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), en el artículo 20 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, y en la propia Constitución Nacional -art. 14-, no reviste carácter absoluto, sino que se encuentra sujeta a las restricciones previstas por la ley, necesarias en una sociedad democrática, en interés del orden público o en el marco de los principios de la solidaridad social. Así, el artículo 5º de la Ley 20.488 permite la constitución de "asociaciones de graduados en ciencias económicas", condicionando la posibilidad de ofrecer servicios profesionales, a que la totalidad de sus componentes posea los respectivos títulos habilitantes y estén matriculados. En ese contexto legal, deberá entonces considerarse el alcance del término "asociación" y, puntualmente, si, como afirma la Inspección General de Justicia, sólo se refiere a sociedades civiles, excluyendo, de esa manera, a las comerciales -en particular, a la sociedad anónima-. La interpretación de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que la informan, y, en ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma. En materia de interpretación de la ley es constante el criterio conforme al cual las excepciones deben resultar de su letra, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan. Cabe descartar una interpretación literal del Art. 5º de la Ley 20.488, ya que, vista dicha expresión en el marco de la clasificación general de las personas jurídicas privadas incluidas en el Art. 33, segundo párrafo, inc. 1, del Cód. Civil, podría sostenerse que ella se refiere a las asociaciones civiles allí mencionadas. Sin embargo, atendiendo a que estas entidades requieren, para ser autorizadas, al bien común como finalidad, es irrazonable considerar que el legislador haya pretendido imponer ese objetivo a profesionales de las ciencias económicas, como condicionante principal de la viabilidad de su actividad asociativa. Corresponde, entonces, reconocer un sentido general más amplio a la palabra en cuestión, comprensivo de otras estructuras societarias, civiles o comerciales. La legislación vigente permite el ofrecimiento de servicios profesionales, mediante estructuras asociativas o personas jurídicas distintas de sus socios, con la condición de que todos ellos se encuentren matriculados (art. 5º, Ley 20.488); siendo también claro que las profesiones enumeradas en el Art. 1º de la ley citada, sólo pueden ser ejercidas por personas físicas (ver arts. 1º y 2º, Ley 20.488). En igual sentido, la res. 125/03 prevé la posibilidad de constituir sociedades anónimas de profesionales, si se ajustan a los requisitos allí previstos, que consisten en que todos sus integrantes -socios- sean matriculados y de posible identificación, imponiendo, a ese respecto, que las acciones deben ser nominativas no endosables; de lo cual es lógico deducir, que las sucesivas transferencias, deben efectivizarse en personas que reúnan las condiciones mencionadas -profesionales matriculados-. El Art. 3º de la Ley 19.550 permite a las asociaciones, cualquiera fuere su objeto, adoptar la forma de sociedad bajo alguno de los tipos previstos en esa ley, quedando sujetas a sus disposiciones. Ello resulta congruente con el principio de tipicidad consagrado en su Art. 1º, que sujeta, entre otros aspectos, la comercialidad de la sociedad a su forma. No obstante ello, no se trata de modificar por la vía societaria, ni por la de los actos de los dependientes, la responsabilidad directa y personal de los profesionales de ciencias económicas y de la sociedad que integran, ni alterar su régimen de incumbencias, desde que el estatuto en estudio prevé que las acciones son nominativas no endosables y que su transferencia sólo puede realizarse, respetando el derecho de preferencia y acrecer de los restantes accionistas de las misma clase, por un período de un mes. Subsidiariamente, deberán ofrecerse a socios de otras clases, en idéntico plazo, vencido el cual, los títulos valores restantes sólo podrán venderse a terceros profesionales, universitarios en ciencias económicas, debidamente matriculados. Todos estos aspectos, es obvio, además de los que emanan de las reglamentaciones vigentes (ley 20.488, res. 273/96 y 125/03, y Ley 19.550), deberán incluirse en el acto constitutivo de la entidad como condición ineludible de su validez. De esa manera, en tanto concurran los requisitos previstos en la res. 125/03 y en las condiciones expuestas, no se encuentra óbice para que se constituya una sociedad anónima de graduados en ciencias económicas, valorando especialmente que no ha sido demostrado el incumplimiento de lo dispuesto en la Ley 20.488.


      Inspección General de Justicia c/ Ghiano, Re y Asociados S.A. s/ incidente


      I. 415, L. XLI, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Limitaciones de las sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


      Las sentencias de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto del litigio, la decisión de la Corte deberá atender, también, a las modificaciones introducidas por esos dispositivos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.


      Litrenta Carracedo, Luis José c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


      L. 322, L. XLI, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad para el planteamiento que indague en el análisis de la constitucionalidad de una norma.


      De no encontrarse debidamente planteado en la anterior instancia el problema relacionado con la inconstitucionalidad del Art. 6° de la Ley 25.798, el tribunal, conforme a lo establecido por el Art. 277 del Cód. Proc. Civil y Com. de la Nación, el tribunal de alzada no podía fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del juez de primera instancia.


      Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/ Sciarini, Amalia Inés y otro s/ ejecución hipotecaria


      B. 1767, L. XLII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Revocación de la Resolución Recurrida.


      Cuestión federal no tratada por el tribunal provincial. Presupuesto para que la Corte trate las cuestiones federales involucradas. Revoca sentencia.


      La Corte ha declarado, en una consolidada doctrina, -al interpretar el alcance de la expresión "tribunales superiores de provincia" empleada en el Art. 14 de la Ley 48 - que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, pues los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en, causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales, por lo que cabe concluir que las decisiones que son idóneas para ser resueltas por la Corte Nacional no pueden ser excluidas del previo juzgamiento por el máximo órgano judicial de la provincia. La exigencia de transitar exhaustivamente las instancias existentes en el orden local -ordinarias y extraordinarias- como recaudo de admisibilidad del remedio federal tiene como presupuesto el reconocimiento ineludible de la aptitud jurisdiccional de los tribunales de todo el país -incluidos obviamente los superiores tribunales provinciales- para considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional (art. 31). El fundamento último de esta atribución se halla precisamente en la obligación de las provincias de asegurar su administración de justicia (art. 5), objetivo que reclama con carácter de necesidad que sus jueces no estén cegados al principio de supremacía constitucional para que dicha administración de justicia sea plena y cabalmente eficaz. Por ello, no se compatibiliza con el régimen federal de gobierno, la zona de reserva jurisdiccional de las provincias y el principio de supremacía consagrado en el Art. 31 citado, el hecho de que un tema en el que se encuentra planteada una cuestión federal no merezca el conocimiento del órgano máximo de una provincia y que, en cambio, sea propio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación si, como resulta de las constancias de la causa, el perjudicado ha dado cumplimiento a la exigencia del debido agotamiento de las instancias provinciales con explícita invocación de la cuestión federal.


      Gil, Alberto Oscar y otros c/ Municipalidad de San Salvador de Jujuy s/ Recurso de hecho


      G. 228, L. XLIII, 12 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      

    


    


    
      Capítulo IX


      Derecho Procesal Penal


      Incidente enviado por error a la Corte. Devolución del incidente al juzgado.


      Si se advierte que el incidente de competencia fue elevado por error a la Corte, en lugar de la Cámara de Apelaciones que debía intervenir, corresponde devolverlo al juzgado remitente, a sus efectos.


      A., Erica Adriana s/ dcia. inf. Art. 292 del CP


      COMP. 1375, L. XLIII, 20 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Solicitud de autos "Procuración General de la Nación -Dr. Nicolás Becerra- s/ su presentación" -nº 41.756-, para mejor dictaminar.


      F., María Beatriz e Inda, Tomás Juan Alfredo s/ Causa Nº 5994


      F. 245, L. XLIII, 16 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Etapas del Proceso Penal


      Ejecución. Pena Privativa de la Libertad.


      Ejecución de la pena. Régimen progresivo. Conducta ejemplar. Egreso anticipado. Planteo de inconstitucionalidad parcial del artículo 14 del Código Penal. Régimen de libertad asistida. Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional como fuente para la interpretación del derecho interno: vigencia del encierro perpetuo. Normas previstas para la "reducción de la pena". Indulto.


      La finalidad resocializadora que debe tener la aplicación de toda pena privativa de la libertad surge por imperio del Pacto de San José de Costa Rica (art. 5.6) y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 10.3), los cuales cuentan con jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22). A su vez, ese objetivo también ha sido recogido por el legislador en la Ley de Ejecución Penal nº 24.660, respecto de todas las modalidades de ejecución de pena privativa de libertad (art. 1°). Asimismo, su artículo 3° establece que el juez "garantizará el cumplimiento de las normas constitucionales, los tratados internacionales ratificados por la República Argentina. A través del artículo 2° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los Estados partes se han comprometido a adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades en ella reconocidos. Una previsión similar contiene el artículo 2° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. El ingente papel que en la elaboración del derecho incumbe a los jueces -comprensivo de la determinación de su conformidad con los principios y garantías de la Ley Fundamental-, así como en la interpretación y sistematización de las normas infraconstitucionales y la suplencia de sus lagunas (artículo 16 del Código Civil) no incluye, obviamente, la facultad de instituir la ley misma. No es lícito que los magistrados judiciales argentinos procedan con olvido de su carácter de órganos de aplicación del derecho ‘vigente’ ni que se atribuyan potestades legislativas de las que carecen.


      L., Abel Alberto s/ Causa nº 4335


      L. 533, L. XLI, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Instrucción


      Clausura de la Instrucción. Elevación a Juicio. Procedimiento de Consulta. Inconstitucionalidad.


      Normativa aplicable al momento de la interposición de un recurso. Plazo de gracia: ampliación excepcional del término de interposición del recurso, que no implica modificar la normativa vigente. Modo de implementación del procedimiento de consulta del artículo 348 del Código Procesal Penal de la Nación: remisión a lo dictaminado en las causas C.2975.XXXIX "Campana, Luis Santiago s/ recurso de casación"; S.222.XL "Solomiansky, Gerardo s/recurso de casación"; B.505.XLIII "Bernstein, Jorge Héctor y otros s/ recurso extraordinario".


      El plazo de gracia que admite el artículo 124 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es una ampliación excepcional del término para presentar un recurso, un remedio para impedir las consecuencias perjudiciales que podría ocasionar una situación de fuerza mayor que no hubiese permitido hacer la presentación judicial en tiempo oportuno. En consecuencia, las disposiciones que rigen la interposición del recurso son las vigentes al momento del vencimiento del plazo, y aplicarle una regulación que empieza a regir el día del plazo de gracia, importa una aplicación retroactiva de una norma. Una decisión que tomara la postura contraria atentaría contra la teleología misma del plazo de gracia, pues éste no debe considerarse como un intento de modificación de las leyes de fondo o de forma que fijan los plazos para el ejercicio de un derecho, sino como un modo de regular las situaciones en que el interesado se ve en la imposibilidad de utilizar todo el tiempo apto del que legalmente dispone, debido a la hora de cierre de las oficinas judiciales, partiendo del presupuesto de que normalmente la respectiva voluntad fue expresada en el curso del día anterior, sin que fuese materialmente recibida merced a la circunstancia antedicha. Por otra parte, cabe poner de resalto que está en controversia el modo de implementación del procedimiento de consulta del artículo 348 del Código Procesal Penal a raíz de la inconstitucionalidad decretada por la Corte en "Quiroga". En consecuencia, en lo que respecta al fondo de la cuestión cabe remitirse a lo dictaminado en la causa C.2975.XXXIX "Campana, Luis Santiago s/ recurso de casación"; S.222.XL "Solomiansky, Gerardo s/recurso de casación"; B.505.XLIII "Bernstein, Jorge Héctor y otros s/ recurso extraordinario".


      L., Carlos Damián y otro s/ causa nº 7711


      L. 698, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Excarcelación.


      Excarcelación. Plazo máximo de la prisión preventiva. Valoración conglobada con los artículos 280 y 319 del Código Procesal Penal, a efectos de establecer si la detención ha dejado de ser razonable. Necesidad del recurrente de indicar las circunstancias negligentes que provocaron la demora en la tramitación de la causa.


      La decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, puede equipararse a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la Ley 48 , ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho que exige tutela inmediata. Y si bien ello no basta para habilitar la instancia extraordinaria en tanto no se involucre la inconstitucionalidad de las normas impeditivas de la excarcelación o concurran graves defectos en el pronunciamiento denegatorio, sí lo habilita cuando se invocan las pautas objetivas que restringen la excarcelación por duración excesiva del proceso. La aplicación de la hipótesis prevista en el artículo 1 de la Ley 24390, según la redacción de la Ley 25430, esto es, el cese de la cautela ante la posible lesión a la garantía de plazo razonable de la prisión preventiva, no es automática, ni de aplicación automática por el mero transcurso de los plazos fijados, sino que han de ser valorados en relación a las pautas establecidas en los artículos 380 y 319 del Código de Procedimientos en Materia Penal y Código Procesal Penal, respectivamente, a los efectos de establecer si la detención ha dejado de ser razonable. De lo contrario, aplicar la ley se convertiría en una tarea mecánica incompatible con la naturaleza misma del derecho y con la función específica de los magistrados que les exige siempre conjugar los principios contenidos en la ley con los elementos fácticos del caso. Cuando el artículo 1º de la Ley 24.390 establece que la prisión preventiva no podrá ser superior a dos años, prorrogable por un año más cuando la cantidad o complejidad de los delitos lo indiquen, debe apreciarse que también en la creación de la norma se tuvo especialmente en cuenta -entre otros argumentos de política criminal, como la superpoblación de las cárceles y la circunstancia de que la mayoría de los internos son presos preventivos, así como los obsoletos sistemas procesales- la morosidad en la tramitación de la causa y no sólo su mera duración. Y tan es así que en la aprobación del texto definitivo de la ley, se hizo especial hincapié en la inconveniencia de que la soltura fuera automática, para lo cual se dejó esta hipótesis indisolublemente unida a los supuestos de libertad caucionada. No se advierte que en el caso se hubiera sobrepasado el límite razonable de su encarcelamiento preventivo, si en ningún momento el recurrente indica, más allá de las alegaciones generales por el tiempo transcurrido, en qué fueron negligentes las autoridades judiciales, ni en qué consistió la mora procesal en que habrían incurrido los tribunales, cuáles fueron los períodos en que permanecieron inactivos de manera injustificada, ni los actos que se atrasaron o pospusieron más allá de lo necesario. Por el contrario, la complejidad de la causa, la necesidad de que no se frustre un juicio pronto y justo, en el que tanto la sociedad como las partes -los imputados, las víctimas- y el Ministerio Público tienen puestas sus expectativas, nos persuaden de que no se han traspasado los límites estrictamente necesarios para mantener en prisión al imputado.


      P., David Esteban s/causa nº 6485


      P. 784, L. XLII, 19 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Juicio


      Juicio Común. Debate. Principios. Oralidad. Incorporación de Prueba por Lectura.


      Imposibilidad del desarrollo de un juicio oral sin producción de prueba alguna. Imposibilidad de incorporar por lectura declaraciones testimoniales prestadas ante la policía no ratificadas judicialmente. Protección de las garantías del imputado. Control de la prueba por las partes.


      El sistema de la oralidad no tolera el desarrollo de un juicio sin producción de prueba alguna, ya que este método exige, para la tutela del debido proceso, que los juzgadores experimenten el peso o la fuerza de la percepción por sus sentidos, según el principio de inmediatez. Y más todavía, porque esa prueba, adquirida y evaluada en el contradictorio, es la que luego servirá de sustento para dictar una sentencia razonada y válida, fundada en los hechos verificados y el derecho vigente. Lo contrario, sería conformarse con un debate huérfano de elementos fácticos, en el que la discusión sólo girase en tomo a cuestiones puramente jurídicas o de crítica a las constancias extrajudiciales. Con respecto a los testigos, cabe señalar que el artículo 391 del Código Procesal Penal autoriza, de manera excepcional, que sus declaraciones sean suplidas por la lectura de las prestadas durante la instrucción. Cuanto mucho puede admitirse que ese precepto también prevé la oralización de las testificales producidas en la prevención, pero, eso sí, ratificadas judicialmente, no siendo válida la incorporación por simple lectura de declaraciones prestadas sólo ante la policía, aun cuando concurra alguno de los impedimentos del 391 para obtener el comparendo del testigo, ya que la actividad de prevención no es suficiente para cumplir con los estándares mínimos que ofrece un procedimiento judicial propiamente dicho, por cuanto, entre otras cosas, no permite el control de las partes. Y es que la protección de las garantías individuales del imputado constituye, precisamente, el límite formal que distingue a la actividad preventiva de la investigación jurisdiccional. Si, en el caso, suprimiendo los testimonios brindados en la policía y no ratificados en la instrucción, tenemos que no existió un curso de prueba independiente que conduzca a la solución condenatoria adoptada, puede concluirse que el juicio de la causa estuvo vaciado de contenido, al haberse menoscabado una etapa esencial en la cadena de actos que integran el debido proceso adjetivo, como es la prueba, etapa que no es absolutamente disponible por las partes una vez que la acusación abrió el debate.


      Barbone, Sergio Gabriel s/ Infracción Ley 23.737 y Art. 277, 1° inc. "c" del Código Penal - Causa nº 967


      B. 2198, L. XLII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia. Requisitos de la Sentencia. Nulidad.


      Decisorio que consta de tres opiniones contradictorias. Ausencia de sentencia propiamente dicha, por falta de una mayoría que permita sostener la parte dispositiva.


      Si el decisorio apelado consta de tres opiniones diferentes y contradictorias para dar solución al caso planteado, no puede considerarse una sentencia propiamente dicha pues no se ha reunido mayoría de opiniones que sustente la parte dispositiva. Máxime si, por el contrario, forzando cualquier interpretación se podría llegar, en todo caso, a una solución mayoritaria opuesta a la resuelta.


      Q., Patricio Javier s/ causa Nº 304-149/2004


      Q. 19, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      General


      Extradición. Extradición Pasiva.


      Proceso de extradición pasiva. Cuestión ya tratada durante el proceso extraditorio. Cómputo del tiempo de detención sufrido por el requerido. Imposibilidad de exigir a un Estado extranjero un requisito no contemplado en el instrumento de extradición.


      No se advierte que el supuesto "hecho nuevo" modifique la cuestión ya tratada sobre la exigibilidad de que se compute el tiempo de detención sufrido por el extraditable en la Argentina, siendo que el rechazo de ese agravio no se basó en negar que el extraditable se encuentre sometido a la jurisdicción del juez de la extradición, sino en que resulta imposible exigir a un Estado extranjero un requisito no contemplado en el instrumento que los vincula, máxime siendo que el reciente precedente traído a colación por la defensa confirma lo anterior.


      C., Ramón s/extradición


      C. 2111, L. XLI, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Observancia del Debido Proceso.


      Extradición pasiva. Juez que deniega la extradición in audita parte, en contra de las pretensiones del extraditable, de su defensa y del Ministerio Público Fiscal. Invalidez de la decisión si no se realizó la audiencia de debate. Inaplicabilidad de la Ley 24.767 en caso de existir un tratado entre el Estado requirente y la República Argentina.


      Cuando el juez, de manera inconsulta y contra las pretensiones tanto del Ministerio Público Fiscal (que representa el "interés por la extradición") como del propio extraditable y su defensa, se declaró improcedente la extradición, la misma es fácilmente impugnable porque se aparta de claros precedentes de la Corte, según los cuales esta decisión no puede realizarse sin celebrar la audiencia de debate, para que las partes puedan alegar sus razones en pro (y en contra) de la extradición. Pero además, la Ley 24.767 es claramente inadecuada, ya que no resulta aplicable al caso porque "si existiera un tratado entre el Estado requirente y la República Argentina, sus normas regirán el trámite de la ayuda". Y, en el caso de que el Estado requirente sea la República de chile, existe un tratado: la Convención sobre extradición suscripta por la República Argentina en la Séptima Conferencia Internacional Americana que establece en el artículo 1° que las únicas limitaciones a la, extradición de procesados o condenados son " ... a) Que el Estado requirente tenga jurisdicción para juzgar el hecho delictuoso que se imputa al individuo reclamado; b) Que el hecho por el cual se reclama la extradición, tenga el carácter de delito y sea punible por las leyes del Estado requirente y por las del Estado requerido, con la pena mínima de un año de privación de la libertad". Por otra parte, cuando el extraditable haya consentido su extrañamiento, siendo que "en cualquier estado del proceso el requerido podrá dar su consentimiento libre y expreso a ser extraditado. El juez resolverá sin más trámite", corresponde revocar la sentencia y hacer lugar al extrañamiento, sin más trámite.


      R. N., Pablo s/ medidas precautorias


      R. 575, L. XLIII, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Sentencia que deniega la extradición en base al pedido del extraditable de ser juzgado por los tribunales nacionales. Falta de cumplimiento de las etapas procesales establecidas en la Ley 24.767. Invalidez de la sentencia.


      En el tema de cooperación internacional en materia penal, el Art. 30 de la Ley 24.767 es suficientemente claro en cuanto consagra que finalizado el trámite administrativo y recibido el pedido de extradición en sede judicial, el juez dispondrá la citación a juicio salvo que el requerido diera su consentimiento para ser extraditado o si se comprobara que la persona detenida no es la requerida. Luego, una vez superada la etapa de juicio el ordenamiento legal habilita la autoridad judicial a pronunciarse acerca de la procedencia acerca de la procedencia o improcedencia del pedido de extradición, por lo que corresponde declarar inválida la sentencia que deniega la extradición sin haber cumplido las etapas procesales del trámite judicial que establece la Ley 24.767.


      S., Fernando Carlos s/ de exención de prisión


      S. 335, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Pedido de Extradición. Nota Verbal. Formalidades. Requisitos Intrínsecos.


      Extradición pasiva. Requerimiento de requisitos no establecidos en el tratado de extradición. Incorrección de recurrir a las regla de subsidiariedad en la aplicación de la Ley 24.767, imponiendo requisitos no previstos en el tratado. Preeminencia del tratado internacional por sobre las normas de derecho interno.


      La sentencia que deniega la extradición es errada si razona a partir de una base normativa que no tiene aplicación al caso, ya que no corresponde recurrir a la regla de subsidiariedad contenida en el tercer párrafo del artículo 2 de la Ley 24.767, ya que la extradición debe ser acordada sin otras condiciones que las que el tratado contiene, tanto por la fuerza obligatoria que él comporta para con las partes contratantes cuanto porque solamente a falta de tratados es pertinente la aplicación de las reglas establecidas por las disposiciones legales de orden interno, en la inteligencia de que aquél es un acto emanado del acuerdo de dos Estados y por ende debe primar sobre las normas que en la materia consagra el derecho interno (art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional). Por ello, ante la existencia de un tratado, sus disposiciones, y no las de la legislación interna, son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento convencional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre naciones. Lo contrario importaría imponerle a un órgano judicial extranjero exigencias jurídicas ajenas a sus particularidades, e incluso incompatibles con su ordenamiento legal. En síntesis, cualquiera que sea la denominación que pretenda dársele a los recaudos enviados por el juez extranjero, si éstos son un fundamento válido y suficiente para tener por cumplidas las exigencias de la Convención, tal como se desprende del tratado y de la interpretación que de él ha hecho el Tribunal, por lo que en ese caso corresponde conceder la extradición del requerido.


      G. T., Carlos María s/ extradición - Art. 53


      G. 774, L. XLIII, 01 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Prelación ante la Concurrencia de Solicitudes de Entrega.


      Extradición pasiva. Caso de dos pedidos de extradición, uno basado en el principio de territorialidad y otro en el de nacionalidad del imputado. Imposibilidad de modificar la calificación legal efectuada en el país requirente. Prioridad del principio de territorialidad sobre el de nacionalidad. Consideración del interés superior del niño.


      No son procedentes los alegatos que, a pesar de encuadrarse nominalmente en el principio de la doble incriminación, se dirigen a cuestionar la subsunción de los hechos en el tipo penal extranjero, ya que es numerosa la jurisprudencia de la Corte que veda este análisis por cuanto los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente. En nuestro país, como Estado requerido, la preferencia entre varias solicitudes de extradición queda librada al Poder Ejecutivo: "Si varios Estados requiriesen una extradición por el mismo delito, el gobierno establecerá la preferencia..."; cabe aclarar que la expresión gobierno (según se dice en la exposición de motivos) se refiere al Poder Ejecutivo porque es quien tiene "el manejo de las relaciones exteriores". Respecto del pedido de prioridad de uno de los pedidos de extradición fundándose en la voluntad del extraditable, pero esta cuestión se vincula con la determinación de qué juez tiene jurisdicción para juzgar el hecho, y la determinación de la competencia de los tribunales, al menos en el ámbito penal, siempre ha escapado a la voluntad de los implicados. Así se ha dicho que más allá de lo que las partes puedan acordar que podría, en su caso, surtir efectos en cuestiones de derecho privado, en materia penal, el principio rector emanado de la Constitución Nacional, es que la competencia es improrrogable. En el orden interno. conforme el criterio establecido en la primera parte del artículo 2 del Código Penal, para la determinación de la jurisdicción es preeminente el principio territorial, y, si bien es cierto que la aplicación del derecho interno no puede conllevar la violación de obligaciones internacionales asumidas por el Estado, el orden jurídico de un Estado es plenamente válido y aplicable desde la perspectiva del derecho internacional cuando no se opone a las obligaciones asumidas por la Nación ante otras potencias. Las disposiciones de nuestro Código Penal no resultan contrarias al objeto y fin de los instrumentos internacionales en juego, ya que el Protocolo a la Convención de los Derechos del Niño sobre la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Pornografía Infantil, al establecer la profusión de propuestas de ejercicio de la jurisdicción internacional, tiene por único objeto que este tipo de delitos no queden impunes. El tenor de la norma mencionada demuestra con claridad que la vigencia del principio territorial y el de la personalidad no están en un mismo plano. Mientras el primero es impuesto como una obligación internacional ("Todo Estado Parte adoptará, las disposiciones necesarias para hacer efectiva su jurisdicción..."), el segundo es meramente facultativo ("Todo Estado Parte podrá adoptar las disposiciones necesarias..."). Esta mayor fuerza deóntica de la primera regla permite inferir la evidente preferencia por la jurisdicción fundada en el principio territorial por sobre las demás. Además, vale aclarar que en este tipo de delitos, el reconocimiento de la jurisdicción sobre la base de la nacionalidad del imputado sólo se ejerce de manera subsidiaria, esto es, cuando por algún motivo la competencia basada en el principio territorial no pueda hacerse efectiva. Lo expuesto permite concluir que en el caso de que concurran dos solicitudes de extradición, una basada en el principio de territorialidad y otra en el principio de nacionalidad del imputado, no estaríamos ante el supuesto de concurrencia de solicitudes del artículo 15 de la Ley 24767, por lo que el Poder Ejecutivo no puede ejercer preferencia alguna por uno u otro de los Estados requirentes, sino que la jurisdicción pertenece en primer lugar al país donde se hubiese cometido el delito. Conforme lo antedicho, el extrañamiento del imputado debe hacerse efectivo al país donde sucedió el hecho, pero corresponde que lo sea en forma condicional, ya que se debe mantener subsistente la restante extradición, trocándola en subsidiaria para el caso de imposibilidad de juzgamiento en el país con jurisdicción territorial sobre el hecho. Queda poner de resalto que la interpretación que aquí propugno tiene en cuenta el principio hermenéutico liminar que debe regir toda la actuación estatal y principalmente, en estas cuestiones, esto es, el interés superior del niño receptado en los instrumentos nacionales e internacionales sobre la materia y cuya importancia como criterio rector viene promoviendo la Corte Suprema en numerosos precedentes. Pauta tuitiva que se podría ver menoscabada si el proceso se radicara en un país donde la niña estuviese ante un idioma y usos extraños, y alejada de sus afectos.


      H. B., Isidro s/ extradición


      H. 201, L. XLII, 17 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Procedimiento Extraditorio.


      Extradición pasiva. Posible declaración de prescripción en el proceso que motivó el pedido extraditorio. Notificación al Estado requirente a los fines de que manifieste si persiste el interés en la extradición.


      En los casos en que, según una presentación de la defensa, el magistrado del país requirente habría declarado la prescripción de la acción en el proceso que motivó el proceso extraditorio, a fin de corroborar esta información corresponde notificar al Estado requirente para que manifieste si persiste el interés por la extradición.


      G. T., Carlos María s/ extradición - Art. 53


      G. 774, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Proceso Judicial.


      Extradición pasiva. Resolución que dispone el archivo del pedido de extradición, al cumplir tardíamente el Estado requirente con el compromiso del artículo 28 de la Ley 24.767. Rigorismo formal que atenta contra principios básicos del proceso de extradición. Revocabilidad de la sentencia extraditoria. Necesidad de que las sentencias de la Corte atiendan a la situación existente al momento de resolver el recurso extraordinario.


      No constituye la resolución a la que hace referencia el artículo 33 de la Ley 24767 la que dispone el archivo de las actuaciones, sino la que declara improcedente el pedido de extradición por defectos formales con sustento en que el país requirente no había subsanado, en tiempo y forma, los óbices formales con relación a los recaudos que exige el tratado bilateral de extradición aplicable. La decisión adoptada por el juez de la instancia disponiendo el archivo de la extradición peca de un rigorismo formal inadmisible, que atenta contra el principio básico de la extradición, esto es, el interés común a todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados, y eventualmente castigados, por el país a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictuosos. La decisión del magistrado olvida las particularidades de los procesos de extradición. En este sentido, debe tenerse en especial consideración que la extradición posee singulares características ya que no constituye un juicio en sentido estricto. En este sentido, es resaltable la condición esencialmente revocable de la sentencia extraditoria. Y no sólo por un órgano judicial superior, como es lo usual. Ello es así porque la sentencia de extradición no constituye una decisión irrevocable respecto de esa persona o ese hecho: sólo declara que un pedido de extradición en particular no reúne los requisitos exigidos por la ley o el tratado aplicable. Más allá de la decisión del juez sobre la procedencia de la extradición, el Poder Ejecutivo conserva la potestad de apartarse de tal decisión y, por motu proprio, denegar el pedido. Y ello es así porque la sentencia de extradición no constituye una decisión irrevocable respecto de esa persona o ese hecho: sólo declara que un pedido de extradición en particular no reúne los requisitos exigidos por la ley o el tratado aplicable. Si el Estado requirente no incumplió con lo exigido por el juez de la extradición sino que la documentación reclamada ingresó tardíamente, luego de vencido el plazo oportunamente establecido, el caso presenta sustanciales analogías con el supuesto de un arresto preventivo, que perime por no haber ingresado el pedido formal en tiempo oportuno. Para esos supuestos, tanto la Ley 24767 como el tratado suscripto con Perú admiten la reanudación del proceso de extradición, el único impedimento que acarrea el cumplimiento del término para la presentación de la extradición es la prohibición de un nuevo arresto sin que ingrese el pedido formal completo (artículo 50, 4to. párrafo y articulo 8.5, respectivamente). La decisión del magistrado disponiendo el archivo de la extradición, debe ser revocada luego del arribo del compromiso requerido. Ello es así porque, más allá de que al momento de dictar sentencia asistía razón al magistrado, los motivos en que esa decisión se fundaba dejaron de existir al arribar el compromiso formal asumido por el Estado requirente. Y esta circunstancia es gravitante para que se revoque la sentencia en crisis, teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a la situación existente en el momento de la decisión.


      M. P., Jorge Alberto s/extradición


      M. 1171, L. XLIII, 16 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Proceso de extradición pasiva. Existencia de otro pedido de extradición por los mismos hechos: posible afectación al ne bis in ídem. Solicitud de remisión de ese expediente previo a resolver.


      En los casos en que el imputado mismo habría sido también requerido en extradición por los mismos hechos por la República de Chile, y habría prestado su conformidad a dicho pedido, dicha circunstancia resulta de capital importancia para dictaminar toda vez que podría encontrarse en juego la garantía del ne bis in ídem y la determinación de la prelación de la extradición entre los dos Estados requirentes. En consecuencia, previo a dictaminar corresponde requerir al juez interviniente la remisión del proceso de extradición iniciado por la República de Chile.


      Extradición de H. B., Isidro


      H. 201, L. XLII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Allanamiento del Requerido.


      Extradición pasiva. Ratificación del defensor del imputado del allanamiento al pedido de extradición.


      Si la defensa del requerido se presenta ante el juez de la instancia y ratifica su allanamiento al pedido de extradición, corresponde hacer lugar sin más al extrañamiento.


      M. P., Jorge Alberto s/ extradición


      M. 1171, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Defensas.


      Extradición pasiva. Caso de pluralidad de delitos que concurren en forma real. Delitos de asociación ilícita y estafa. Consideración del mínimo previsto en la escala penal correspondiente para conceder la extradición. Caso en que el requerido habría sido absuelto en el país requirente: solicitud a las autoridades de ese país para que confirmen si subsiste el interés en la extradición.


      Ante la existencia de tratado, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento convencional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado, en el caso, de un acuerdo de varias naciones. Cabe rechazar in limine el agravio que recién es introducido en la presentación del memorial ante la Corte Suprema. Respecto de lo dispuesto por el artículo 1.b del convenio, que establece que para que proceda una extradición el hecho debe estar penado por las leyes del estado requirente y del requerido, con la pena mínima de un año de privación de la libertad, la Corte ha establecido recientemente que ese mínimo de punibilidad es en abstracto y como extremo inferior de la escala represiva, según el propósito de excluir la posibilidad de reclamos para aquellos delitos de menor gravedad que no justifican trámites internacionales de este tipo. Sin embargo, cuando los delitos por los que se solicita la extradición, tomados individualmente, no alcanzan en su pena mínima los límites requeridos por el instrumento internacional, pero cuando se advierta que -tal como están descriptos en el pedido formal de extradición- concurren entre sí realmente, corresponde la aplicación de las reglas establecidas en el artículo 55 del código de fondo argentino a los fines del cómputo de la escala penal aplicable; en consecuencia, debe tomarse como extremo inferior de la escala compuesta, el mínimo mayor de las penas correspondientes a los diversos hechos ilícitos y como máximo la suma de ambos. Máxime si tenemos en cuenta que, aplicados los principios de la legislación del país requirente, también se superan los márgenes del instrumento internacional. La utilización de las reglas del concurso se imponen en estos casos no sólo porque de esta manera se cumple con el fin de cooperación internacional que constituye la esencia de la extradición sino porque, además, atiende a la teleología de la regla en cuestión, esto es, el propósito de excluir reclamos por delitos singulares de menor gravedad que no justifican trámites internacionales de este tipo. En el caso resultan aplicables las reglas del concurso real, si los hechos que conforman la base fáctica de este pedido de extradición son constitutivos de los delitos de asociación ilícita y estafa, ya que el delito de asociación ilícita es independiente de los injustos cometidos por sus integrantes. Por otra parte, si la defensa del requerido hace saber que el tribunal interviniente en la causa seguida en el país requirente, en oportunidad de decidir sobre la participación que le cupo a los coimputados en los hechos que se le endilgan al extraditable, resolvió absolverlos de los cargos, corresponde requerir a las autoridades de ese país para que informen si aún mantienen interés en la presente extradición.


      E., Enrique L. -Chile- s/ extradición


      E. 495, L. XLII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Condena en ausencia en la República de Italia. Consideración del caso en concreto para considerar la violación de garantías básicas. Caso condena en un procedimiento de juicio abreviado: consideración de la conformidad del requerido para someterse a ese procedimiento especial. Consideración del acuerdo del juicio abreviado por parte del requerido como una forma de apresurar la condena, de la cual luego se agravia para solicitar el rechazo de la extradición.


      Es cierto que, como principio general, las extradiciones a la República de Italia resultan inadmisibles por cuanto la condena en ausencia tal como está regulada en su ordenamiento conlleva la violación de garantías básicas, conforme la pacífica doctrina de la Corte. Sin embargo, en determinados casos pueden presentar ciertas particularidades que ponen en duda la aplicación indiscriminada de este criterio jurisprudencial. En el caso de que en la extradición se hubiese solicitado al requerido como simple imputado, y la condena sobrevino con posterioridad al ingreso del pedido formal, y esa sentencia no respondió al simple devenir del juicio extranjero, sino a que se le aplicó al caso el procedimiento de juicio abreviado, solicitado por su defensor quien poseía poder especial del requerido, cabe considerar que la condena tuvo su génesis en la manifestación de voluntad explícita del requerido de someterse a ese procedimiento especial. Esta consideración no es menor y merece determinarla con precisión por cuanto los elementos con que se cuenta en la causa no permiten tener un conocimiento acabado de cómo se sucedieron los hechos que llevaron al dictado de la condena. Pero la constatación fehaciente de esta violación en estos casos resulta indispensable, por dos razones: en primer lugar porque parece cuando menos discutible que exista afectación concreta a los derechos del extraditable cuando, para beneficiarse con una pena menor, éste se sometió voluntariamente a un procedimiento, como el del juicio abreviado, que implica la renuncia a presentar pruebas en su defensa y la aceptación de la responsabilidad por el hecho. En segundo lugar porque de permitir que el extraditable inste en el Estado requirente el procedimiento de juicio abreviado y así "apresurar" la sentencia condenatoria, para después invocar en nuestro país la jurisprudencia sobre condena in absentia para oponerse a su extrañamiento, implica dejar en manos del imputado la posibilidad de impedir la extradición -y así eximirse de responder ante la justicia- mediante el subterfugio de, paradójicamente, confesar su responsabilidad en el hecho. De allí que es preciso, antes de dictar la sentencia, hacerse de elementos de convicción para analizar estas cuestiones.


      G., Sergio Miguel s/ extradición Art. 54


      G. 1045, L. XLIII, 20 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Doble subsunción. Requisitos: debe existir coincidencia en la sustancia de la infracción. Cuestionamiento sobre la legalidad de los tipos penales: constituye una defensa de fondo, ajena al proceso extraditorio. Precauciones para evitar posible afectación a la salud del extraditable.


      La configuración de la doble subsunción no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan el pedido de extradición, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen la misma infracción penal: lo decisivo es la coincidencia en la sustancia de la infracción. No afecta a la sustancia de la infracción la diferencia en los elementos normativos del tipo, o cuando la figura tal como está regulada en el Estado requirente posee mayores elementos típicos que la nacional o cuando carece de algunos elementos establecidos en el delito argentino. Como el proceso de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, no implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido en los hechos que dan lugar al reclamo. La doble subsunción que exige la aplicación del principio de la doble incriminación no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación del hecho a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que el país requirente pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo la ley del país requerido. Mientras que para el país requirente la existencia del hecho es hipotética, para el país requerido lo hipotético es que el hecho caiga bajo su jurisdicción. En una adecuada corroboración de la doble incriminación, lo central es determinar si la hipótesis fáctica que el Estado requirente quiere establecer tiene aceptación como típica y punible en nuestro ordenamiento jurídico. La existencia de diferencias en el modo de regular un instituto no implica necesariamente que estas soluciones diferentes sean contrarias al orden público criminal de la Nación, ya que postular que en todos los casos en que la ley extranjera es diferente a la nacional ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica consagrar que la única legislación extranjera aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas internas. El cuestionamiento de la legalidad de los tipos penales del ordenamiento jurídico extranjero constituye una defensa de fondo que deberá ser interpuesta por el interesado en la causa que motiva su solicitud, para ser resuelta por la autoridad judicial extranjera competente. La preocupación por el estado de salud del extraditable, aunque sea razonable y atendible, no puede concluir en alguna suerte de excepción contra la entrega, puesto que esa solución implicaría apartarse del texto del instrumento internacional, lo que constituye una violación al principio pacta sunt servanda, expresamente previsto en el artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Lo dicho no implica de ningún modo que el Estado Nacional pueda desentenderse de preservar la salud del extraditable, compromiso que ha asumido en innumerables instrumentos internacionales que gozan de jerarquía constitucional sobre la base del artículo 75 inciso 22 de la Carta Magna. Obligación tuitiva que, por otra parte, no se contrapone con los compromisos internacionales asumidos, en especial y para el caso, con el propósito de beneficio universal en la persecución y juzgamiento de criminales y presuntos criminales. En consecuencia, el Poder Ejecutivo, encargado de formalizar e instrumentar la entrega del reo, deberá velar para que el traslado se haga en condiciones que resguarden debidamente la salud del extraditable (artículo 39 inciso "b" de la Ley 24.767), cuidando de no entorpecer los tratamientos médicos a los que pueda encontrarse sometido.


      S., Leonard Bryan S/ extradición


      S. 23, L. XLIII, 19 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Identificación del imputado. Cómputo del tiempo de detención que el extraditable sufrió durante el proceso de extradición: requisito no previsto en el tratado aplicable, que no conlleva el rechazo del pedido de extradición. No afectación al principio de igualdad ante la ley por la denegación al extraditable de la posibilidad de ser juzgado en la Argentina. Determinación por parte del juez de qué pruebas son conducentes en el proceso extraditorio. Falta de tratamiento de cuestiones sometidas a la consideración del juez. Potestad de dejar incontestados ciertos agravios, si la elocuencia de los restantes torna inoficioso pronunciarse respecto de aquéllos.


      Cuando uno de los agravios recién es introducido en la presentación del memorial ante la Corte Suprema, esto lo torna inadmisible, por lo que corresponde su rechazo in limine. Corresponde admitir la extradición si los elementos de juicio incorporados a las actuaciones, en su conjunto, permiten arribar a un suficiente grado de certidumbre acerca de que aquélla es la persona requerida. Es improcedente el agravio según el cual la República Oriental del Uruguay debería brindar garantías suficientes de que computará el tiempo de detención que sufrió durante el proceso de extrañamiento. Ello es así porque el requisito en cuestión, contemplado en el artículo 11.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24767), no se encuentra previsto en el tratado y, ante la existencia del mismo, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento convencional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. Sin perjuicio de ello, razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas de derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición. Ello con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento. Respecto del argumento que sostiene que el artículo 10.1 del tratado repugna a la Constitución Nacional por contrariar el principio de igualdad ante la ley, prescripto en su artículo 16, en cuanto deniega la opción del nacional a ser juzgado en la República, generando una disparidad de trato en relación con otros convenios celebrados con potencias extranjeras que sí prevén esta situación, cabe destacar que el artículo 16 de la Ley Fundamental no impone una rígida igualdad por lo que tal garantía no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes. De ahí que se atribuya a su prudencia amplitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la reglamentación, aunque ello es así en la medida en que las distinciones o exclusiones se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas o indebido privilegio personal o de un grupo. La determinación de qué pruebas son pertinentes es una potestad del juez quien, si considera que las propuestas de la parte no lo son por ser ajenas al especial proceso de extradición, no viola la garantía de defensa en juicio por cuanto no es obligación del tribunal conformar su decisión a las pretensiones de la parte sino velar para que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. La falta de tratamiento de cuestiones sometidas a consideración del juez de la causa no constituye por sí el vicio que afecta la garantía constitucional de la defensa en juicio toda vez que los jueces no están obligados a tratar cada uno de los argumentos de las partes sino los que a su juicio sean decisivos para la correcta solución del caso. Criterio que, por cierto, no es una habilitación para que arbitrariamente se acepten o desechen las cuestiones invocadas por las partes, sino que es el correlato necesario de una prudente ponderación de los elementos acercados al proceso, ya que la potestad de los magistrados de dejar incontestados ciertos agravios se justifica en la medida que la elocuencia de los demás torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes. Cuando la defensa sostiene que la suspensión del dictado de la sentencia una vez finalizado el debate influyó en la decisión del juez de la extradición, y que la falta de continuidad del acto ocasionó que no considere en su resolución los argumentos por ella expuestos, debe considerarse que dicha nulidad no ha sido debidamente fundada si el recurrente no ha invocado qué perjuicios concretos pueden haberse derivado para su defendido como consecuencia de ello, ya que mal puede sostenerse que el magistrado dictó sentencia de la forma en que lo hizo porque olvidó lo tratado en la audiencia, siendo que el a quo contestó adecuadamente todos los agravios planteados por la defensa del extraditable.


      L., Alberto Pedro s/exhorto


      L. 303, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Imposibilidad de agregar requisitos a los contenidos en el tratado de extradición correspondiente. Principio de doble subsunción: relación entre los delitos de asociación ilícita y conspiracy. Disposición del tratado aplicable respecto de este punto. Inadmisibilidad de defensas de fondo durante el proceso extraditorio.


      Sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresada en el artículo 2 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda la normativa interna, la Ley 24767 no puede agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanda y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Por ello, la extradición debe ser acordada sin otras condiciones que las que el tratado contiene, tanto por la fuerza obligatoria que comporta para con las partes contratantes cuanto porque solamente a falta de tratados es pertinente la aplicación de las reglas establecidas por las disposiciones legales de orden interno, en la inteligencia de que aquél es un acto emanado del acuerdo de dos Estados y por ende debe primar sobre las normas que en la materia consagra el derecho interno. En consecuencia, los requisitos que debe exigírsele al Estado que pide la extradición son únicamente los que expresamente contempla el acuerdo internacional. Interpretar la cuestión de otra manera implicaría una violación de compromisos asumidos ante otra nación, situación pasible de hacer incurrir a la República Argentina en responsabilidad internacional. Cargarle al Estado requirente la obligación de acompañar una resolución como la que exige la ley argentina implicaría imponerle nuestras formas y normas de atribución de potestades para la expedición y dictado de resoluciones y otros actos procesales. En el fondo, en la inconstitucionalidad pedida subyace la intención de poner el ordenamiento jurídico extranjero en correspondencia con nuestra Constitución, esto es, derivar de ella sin más la validez de los actos extranjeros, soslayando que la existencia de diferencias en el modo de regular institutos jurídicos no implica necesariamente que estas soluciones diferentes sean contrarias al orden público criminal de la Nación. La configuración del principio de doble subsunción no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan el pedido de extradición, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. La crítica sobre la deficiente subsunción en el tipo penal extranjero no es admisible por cuanto los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del requirente. Si bien es cierto que la relación entre la asociación ilícita argentina y la conspiracy norteamericana no es de fácil dilucidación, precisamente por ello el mismo instrumento bilateral soluciona la cuestión: "un delito también será extraditable si se trata de: ... una conspiración tal como la define la legislación de los Estados Unidos de América o una asociación ilícita según la define la legislación de la República Argentina, para cometer cualquier delito de los contemplados en el párrafo 1, o (c) la participación en la comisión de cualquier delito de los contemplados en el párrafo 1". Cualquier cuestionamiento contra la regularidad de un proceso sustanciado en país requirente constituye una defensa de fondo y, como tal, insusceptible de ser traída a conocimiento del juez de la extradición por exceder el acotado marco de conocimiento del especial proceso de extradición internacional de criminales y ha de ser interpuesto en la causa que motiva la solicitud y resuelto por la autoridad judicial extranjera con competencia para ello.


      F., Hernán Fernando s/su extradición


      F. 253, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Improcedencia de la recusación del juez interviniente con base en la doctrina del caso "Llerena". Facultad del juez de determinar qué pruebas son conducentes. Pautas para considerar del delito imputado como delito político. Posible sometimiento del imputado a tratos crueles en el país requirente. Posibles irregularidades en el proceso iniciado en el país requirente: cuestión ajena al proceso extraditorio.


      No cabe admitir en el proceso de extradición el apartamiento del magistrado sobre la base de lo establecido por la Corte en el caso "Llerena", esto es, por su intervención tanto en la instrucción como en la etapa de juicio porque, simplemente, en el proceso de extradición no existe instrucción alguna, ya que en este tipo de procesos en los procedimientos de extradición no hay instrucción en sentido estricto, en razón de que no se persigue comprobar si existe un hecho delictuoso mediante diligencias conducentes al descubrimiento de la verdad, establecer las circunstancias que califiquen el hecho, lo agraven, atenúen o justifiquen o influyan en la punibilidad, individualizar partícipes, o comprobar la extensión del daño provocado por el delito. El supuesto que llevara a la Corte a declarar inválida la sucesiva participación de un juez en los dos papeles del proceso penal no se adapta al particular procedimiento de la extradición donde, por definición, le está vedado a éste conocer del fondo del asunto, y en especial, sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona reclamada. La determinación de qué pruebas son pertinentes es una potestad del juez de la causa quien no viola la garantía de defensa en juicio si considera que las propuestas de la parte no son conducentes, por cuanto no es su obligación conformar su decisión a las pretensiones de la parte, sino velar para que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. Este estándar, aplicable a los procesos penales, rige de manera análoga en la extradición. Mal puede considerarse como delito político el hecho en cuestión, si los propios extraditables niegan su participación en el hecho que se les atribuye, y nunca fue autoadjudicada la autoría del crimen por partido o sector político alguno, ya que ésta es la característica propia en la comisión de un delito político, donde lo importante para que tenga tal carácter y sea políticamente relevante es precisamente su autoadjudicación y publicidad. Además, no puede aceptarse un agravio referido a este punto si no se acompañan pruebas que apuntalen la protesta de la defensa con aplicación a la concreta situación de los imputados, sin que puedan considerarse de igual forma meras conjeturas que no alcanzan para conmover la confianza que necesariamente depositan los estados contratantes en sus respectivos sistemas de gobierno y, particularmente, en que los tribunales del país requirente aplicaron y han de aplicar con justicia la ley de la tierra. Respecto del supuesto peligro de ser sometido a tratos inhumanos en razón del estado carcelario del país requirente, debe tenerse en cuenta en estos casos no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en el proceso en particular de la justicia del país requirente. La eventual irregularidad procesal en el proceso iniciado en el país requirente constituye una cuestión ajena por su naturaleza al preciso marco de un proceso de extradición, ya que si existe alguna falla en aquél proceso, es allí donde el recurrente deberá ir a reclamar para remediarlo.


      A. G., Agustín y otros s/extradición


      A. 2112, L. XLII, 04 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Improcedencia de una nulidad si ésta fue subsanada por la aceptación tácita de la validez del acto. Carácter del pedido formal de extradición y su documentación aneja. Inadmisibilidad de las cuestiones no mantenidos expresamente en el memorial de apelación. Cálculo de la prescripción penal: ponderación de los plazos pasados en función de la calificación legal mencionada por el país requirente.


      Si la defensa recién introdujo la cuestión al momento del debate, pero nada había dicho con anterioridad, esto es, cuando se dispuso la nueva citación a juicio, cuando se la notificó de la admisibilidad de las pruebas y cuando le notificaron las sucesivas fechas de debate, esto resulta motivo suficiente para descartar in limine la supuesta nulidad, ya que resulta subsanada por la aceptación tácita de la validez del acto por parte de la defensa, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 171 inciso 2º del Código Procesal Penal de la Nación (aplicable cuando la nulidad que se intenta no está prevista expresamente ni puede ser considerada como violatoria per se de normas constitucionales: artículo 168 segundo párrafo, a contrario sensu). El pedido formal de extradición (y, por ende la documentación que, precisamente, es aneja a él) no puede ser considerado como "prueba", sino como la base y sustento del juicio mismo: hace las veces del requerimiento de elevación a juicio previsto en el artículo 351 del Código Procesal Penal de la Nación. El pedido formal de extradición, funciona en nuestro sistema procesal de forma similar (aunque obviamente no idéntica) al instituto de la requisitoria de elevación a juicio, piedra basal de la acusación, que sin embargo no precisa de una invocación expresa por parte de la fiscalía para que goce de plena existencia válida en el juicio. Circunstancia que, además, queda expresamente aclarada con la sola lectura de las previsiones de la ley ritual, en cuanto determina que al iniciarse el debate propiamente dicho, debe darse lectura al requerimiento fiscal de elevación, o en su caso, al auto que así lo ordena. La respuesta de la sentencia a los planteos sobre la prescripción de la acción penal no fue controvertida por la defensa quien se limitó, en su recurso, a reiterar los argumentos utilizados en el debate. Esto resulta motivo suficiente, conforme el criterio de la Corte, para rechazar sin más este agravio toda vez que no corresponde el examen de aquellos no mantenidos expresamente en el memorial de apelación o que no constituyan una crítica razonada de las partes del fallo que el apelante considera equivocadas. Los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del requirente. En consecuencia, si el Estado requirente manifestó claramente su voluntad de incluir la conducta de los extraditables dentro de una figura penal de su ordenamiento, es sobre la base de ella que deberá verificarse si ha sobrevenido la prescripción.


      P. B., Luis A. y otra s/detención preventiva


      P. 43, L. XLIII, 04 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Interpretación de los tratados de extradición. Posible sometimiento del extraditable a tratos crueles e inhumanos por la situación carcelaria del país requirente. Arraigo del requerido en nuestro país. Posible afectación de los intereses de su hijo menor de edad: ponderación del interés superior del niño. Momento procesal para evaluar la afectación a los intereses del niño.


      La primera pauta para delimitar las obligaciones emanadas de los instrumentos bilaterales es su mismo texto atendiendo "al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin". Utilizar la legislación argentina como parámetro para verificar la viabilidad de la extradición, implica admitir requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, y ello resulta una afectación del principio "pacta sunt servanda" y de las reglas de interpretación de los artículos 26, 31 Y 32 de la citada Convención, con la consiguiente afectación de los compromisos internacionales asumidos por la Nación, e implicaría una modificación unilateral de las obligaciones asumidas ante otra nación soberana, subvirtiendo el principio de buena fe, presupuesto en cualquier acuerdo bilateral. Respecto del eventual rechazo de la extradición fundándose en la situación carcelaria del Estado requirente, deben tenerse en cuenta, no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente. No es admisible presumir que el país requirente habrá de violar la garantía a la doble instancia en materia penal, máxime cuando aquél es parte del sistema interamericano de protección de los derechos humanos y ha aceptado la competencia de la Comisión y de la Corte Interamericana, por lo que tiene la obligación internacional -invocable, incluso, ante tribunales de esa índole- de resguardar la doble instancia en materia penal. Las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, en tanto importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país, garantías respecto de las cuales ningún extranjero tiene un derecho irrevocablemente adquirido. Por lo cual, mal podría utilizarse como argumento impeditivo del extrañamiento la sola invocación de la garantía del artículo 14 de la Constitución Nacional: la extradición es, precisamente, una de las limitaciones a su ejercicio. En consecuencia, para impedir la extradición sobre la base del arraigo en nuestro país, lo que debería demostrarse es que el instituto de la extradición, tal como está establecido, es una regulación irrazonable y, por ello, que desnaturaliza la garantía que viene a reglamentar. Por otra parte, resulta difícil admitir esta línea argumentativa cuando el mismo tratado de extradición admite el extrañamiento de los propios nacionales del Estado requerido. Si la nacionalidad de origen no impide la extradición ¿por qué habría de hacerlo la simple estancia en el país? De la circunstancia de que se conceda la extradición de su padre no se desprende, necesariamente, una afectación para el menor que justifique el rechazo del pedido. Es que la pauta hermenéutica liminar del "interés superior del niño" impide prevalerse de los derechos que los instrumentos internacionales sobre la materia han receptado, para utilizarlos en favor de los adultos con quienes el niño mantiene algún vínculo. Por ello, esta pauta debe regir la modalidad en que esta separación se llevará a cabo, salvo que razones adecuadamente ponderadas (desde la exclusiva perspectiva del menor) aconsejen no llevarla a cabo. En efecto, en los términos del artículo 75, incisos 22 y 23 de la Constitución Nacional, y en el marco de los tratados internacionales de derechos humanos en general y de la Convención de los Derechos del Niño en particular, la regla jurídica que ordena sobreponer el interés del niño a cualesquiera otras consideraciones tiene el efecto de separar conceptualmente aquel interés del niño como sujeto de derecho de los intereses de otros sujetos individuales o colectivos e, incluso, el de los propios padres. La misma Convención contempla este supuesto y llega a justificar la separación de padres e hijos "cuando sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niño, o de ambos". Además, la concesión de la extradición por parte de los jueces no implica, de por sí, el efectivo extrañamiento del requerido. Resta la decisión del Poder Ejecutivo, momento en el cual éste puede negar la entrega. Y es éste el momento en que se deberá escuchar al menor y atender a sus pretensiones.


      Lagos Quispe, Leónidas s/ Extradición


      L. 189, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Extradición pasiva. Introducción tardía de agravios vinculados al pedido de extradición y a la validez de una resolución del juez de la causa. Improcedencia de los agravios vinculados con cuestiones no previstas por el tratado de extradición vigente. Aplicación exclusiva de las disposiciones del tratado de extradición. Ejercicio de la opción del nacional para ser juzgado por los tribunales argentinos: decisión privativa del Poder Ejecutivo.


      El agravio de la defensa referido a la negativa del juez a celebrar un nuevo debate oral luego de recibida la respuesta del Estado requirente con la documentación faltante, resulta extemporáneo si se realizó al momento del recurso contra la sentencia definitiva. La decisión de obviar el debate oral fue el objeto de la resolución que dispuso una vista sucesiva a las partes para que se explayen sobre el mérito de dicha documentación, por lo que la defensa debió mostrar su disconformidad recurriendo esa resolución y no aguardar a momentos recursivos posteriores. Máxime si el juez de la extradición, en dicho interlocutorio, dispuso que una vez que éste se encontrara firme, se formalizarían las vistas correspondientes y se dictaría sentencia, otorgando a las partes una oportunidad y un plazo para discutir su decisión de prescindir de un nuevo debate. Los agravios referidos a cuestiones vinculadas con el pedido formal de extradición primigenio, también son extemporáneas si recién fueron invocados en el memorial presentado ante la Corte, por lo que deben considerarse tardíamente introducidos. Sin perjuicio de ello cabe resaltar que dichos agravios son improcedentes si la defensa no ha señalado cuáles son las normas invocadas y no remitidas a las que hace referencia, que no cabe la imposición al Estado requirente de la escala penal argentina si no está establecido así en el instrumento internacional que los vincula y que el cómputo del tiempo de detención en la Argentina no es exigible puesto que el tratado no lo prevé. En suma, resulta invocable la jurisprudencia de la Corte según la cual ante la existencia de tratado sus disposiciones son las únicas aplicables al pedido de extradición, ya que introducir otros requisitos importaría tanto como apartarse del texto del instrumento convencional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados), alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. La indeterminación sobre el lugar de origen de los estupefacientes no tiene como consecuencia la imposibilidad de que el Estado requirente juzgue al requerido, sino que reafirma que sí puede hacerlo. Por último, respecto al ejercicio de la opción del nacional para ser juzgado por nuestros tribunales, la misma es una cuestión que debe quedar en manos del Poder Ejecutivo "en la oportunidad del artículo 36" de la Ley 24767 (artículo 12, tercer párrafo).


      K., Omar Tufic s/ extradición


      K. 112, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Garantía de imparcialidad del tribunal. Caso del tribunal que juzgó a un coimputado por el mismo hecho. Sentencia que no hizo referencia a la participación del imputado en el hecho. Valoración del tribunal de declaraciones en las que se hacía referencia a la participación del imputado. Posibilidad de cuestionar estas pruebas en el nuevo juicio. Conveniencia de que resuelva el mismo tribunal que juzgó al coimputado, en orden a los principios de juez natural y de correcta administración de justicia. Identidad de objeto procesal entre las causas.


      Si bien, en principio, las decisiones sobre recusaciones de los jueces no son susceptibles de recurso extraordinario, por no tratarse de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la Ley 48 , cabe apartarse de tal regla cuando se comprueba, por los antecedentes de la causa, que ésta es la oportunidad para la adecuada tutela del derecho de defensa en juicio, cuya salvaguarda exige asegurar una inobjetable administración de justicia. En el caso, aún no se ha celebrado el debate oral y público, y la posterior revisión de lo actuado implicaría un desgaste jurisdiccional. Existe cuestión federal suficiente si la defensa pone en discusión el alcance de la garantía de juez imparcial reconocida dentro de los derechos implícitos del artículo 33 constitucional, o, más estrictamente, derivada de las garantías de debido proceso y de la defensa en juicio establecidas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, y consagrada expresamente en los artículos: 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (que forman parte del bloque de constitucionalidad federal en virtud de la incorporación expresa que efectúa el artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional). No se verifica una afectación a la garantía de la imparcialidad, si en el caso no se adelantó opinión en punto a la participación responsable del imputado, por lo que no cabe considerar que haya habido prejuzgamiento. Si de la sentencia condenatoria del coimputado, se advierte que cuando se hizo referencia al imputado, fue sólo en cuanto a su condición de rebelde, la circunstancia de que en aquel juicio se receptaran las declaraciones del personal policial que intervino en tareas de inteligencia, cuyos testimonios refirieron en alguna medida la sospecha o la posible intervención del imputado en el suceso, esto no implica prejuzgamiento por el tribunal, pues aquella referencia sólo fue en el grado de sospecha propia de la etapa de investigación que de ningún modo significa una posición de certeza sobre su participación. De manera que la suerte del imputado no está sellada de antemano, pues goza en plenitud de su derecho de defensa, ya que puede controvertir estas pruebas y cualesquiera otras que aparezcan y someterlas libremente al contradictorio. La situación del tribunal parcial en sentido objetivo no se demuestra que ocurra por deficiencia estructural del sistema, pues aquí no se trata de la constitucionalidad de un sistema de juzgamiento, cuestión que reviste trascendencia institucional, sino que se trata de una situación de suspensión del juicio ocasionado por rebeldía, circunstancia imputable al justiciable, y que, en modo alguno, excede del interés de las partes. Así, la ausencia del imputado no puede atentar contra la unidad del proceso, lo que conlleva la conveniencia de mantener, en lo posible, al mismo tribunal que resolvió respecto del coimputado, de acuerdo a los principios del juez natural de la causa y la correcta administración de justicia, puesto que el caso se circunscribe al mismo objeto procesal por el que fue requerida la elevación de la causa a juicio.


      L., Pablo Fernando s/ homicidio agravado -causa nº 2370-


      L. 117, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Proceso de extradición pasiva. Imposibilidad de reeditar el planteo de cuestiones ya resueltas durante el trámite del proceso extraditorio. Rechazo de agravios atinentes a requisitos no previstos en el tratado de extradición. Alcance del principio de doble subsunción legal.


      La cuestión sobre la alegada ausencia de traductor y el mayor o menor conocimiento del castellano por parte del extraditable ya ha tenido adecuado tratamiento en el devenir de este proceso, y el rechazo de las pretensiones defensistas se encuentra firme y consentido, por lo que cuestión ha tenido exhaustivo tratamiento y, por ende, no puede ser ahora reeditada. Corresponde rechazar el agravio referido al cómputo del tiempo de detención en el proceso de extradición si dicho requisito no se encuentra previsto en el tratado de extradición, ya que ante la existencia de tratado, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, pues lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento convencional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones, en violación al principio pacta sunt servanda establecido en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. El pedido de extradición no viola el principio de la doble subsunción porque la acreditación del principio de doble incriminación no exige identidad normativa entre los tipos penales, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y el país requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal. La determinación de esta "sustancia de la infracción" implica prescindir en el análisis, tanto del nomen iuris de las figuras en comparación como de forzar un paralelismo extremo en la configuración legal de los tipos penales de ambos países. En efecto, el principio de doble incriminación se satisface cuando la sustancia de la infracción está prevista como delictiva en ambos ordenamientos jurídicos, no afectando la sustancia de la infracción una diferencia en elementos normativos del tipo o cuando la figura tal como está regulada en el Estado requirente posee mayores elementos típicos que la nacional o cuando carece de algunos elementos establecidos en el tipo argentino.


      P., Alessandro Giordano s/infracción Ley 1612


      P. 1331, L. XLII, 05 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Sentencia extraditoria que no se expide respecto del pedido de extradición por uno de los hechos. Vicio subsanable mediante la aclaración al Estado requirente de que no podrá someter a proceso al imputado por aquél hecho.


      Si en la sentencia extraditoria el juez no se refirió expresamente al pedido de extradición en relación a determinado hecho solicitado por el fiscal, no es prudente declarar la nulidad de todo el procedimiento, máxime cuando este vicio puede conjurarse si se deja asentado que el Estado requirente no podrá someter a proceso o aplicarle pena al extraditable por aquél hecho, siempre que se concuerde que la extradición por el mismo es inadmisible.


      C., Ramón s/extradición


      C. 2111, L. XLI, 16 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Defensas Inadmisibles.


      Extradición pasiva. Extraditable que estuvo presente durante el proceso en el país requirente, pero luego fue declarado rebelde. No aplicación de los precedentes de la Corte en cuanto a procesos en ausencia por falta de afectación a la garantía de defensa en juicio. Prescripción de la pena: consideración de la unificación de penas. Posible sometimiento a tratos crueles o inhumanos. Concesión de la extradición solicitando al Estado requirente que no aloje al extraditable en las unidades carcelarias en las que se observaron ese tipo de tratos.


      Si de una detallada lectura del pedido formal de extradición se advierte que el extraditable estuvo presente en el transcurso de los procesos en el país requirente, cabe concluir que las condenas no han sido dictadas en ausencia. Máxime si en uno de los casos, la circunstancia de que el extraditable haya estado a derecho durante todo el proceso fue uno de los fundamentos por los que el juez del país requirente dispuso sustituir su condena por la prestación de servicios públicos o a entidades públicas y limitación de fin de semana. Pero sí el extraditable no se presentó a la audiencia donde debían concertarse estas medidas sustitutivas, por lo que se dispuso su rebeldía y la transformación de la condena en una de cumplimiento efectivo, no son de aplicación los precedentes de la Corte Suprema sobre condena in absentia. Por el contrario, si el extraditable recién se sustrajo a la justicia en los últimos estadios de los procesos, por lo que mal podría alegar que se le ha coartado su derecho de defensa. Y es precisamente en protección de esta garantía porque, en la jurisprudencia del tribunal, se ha denegado la extradición. De allí que cuando el reo sí ha podido ejercer su defensa, no existen motivos para rechazar la extradición. En todos estos casos se deja en claro que la improcedencia de la extradición no es una regla absoluta, sino que lo importante será determinar si el procedimiento en concreto ha violado las garantías del debido proceso y la defensa en juicio, y esta afectación no se concreta con la simple ausencia del imputado en algún tramo del proceso. Así, lo que tales garantías demandan que el requerido haya sido puesto en conocimiento de la acusación en su contra, que se le oiga y que tenga la ocasión de hacer valer sus medios de defensa. Tampoco el agravio sobre la supuesta prescripción de la pena es admisible, ya que el cómputo realizado por la defensa prescinde de la unificación de penas. Y desde la fecha de esa resolución hasta la fecha no han transcurrido los plazos de prescripción según la normativa argentina. Para sortear este obstáculo el recurrente alega que la unificación de penas tuvo lugar en ausencia del requerido, esto es, que resultaría inválida por las mismas razones alegadas respecto de las condenas. Le caben, en consecuencia, las mismas consideraciones expresadas anteriormente. Además, esta aplicación analógica de las reglas del artículo II del tratado al supuesto de unificación de penas resulta excesiva. El argumento parte de la inferencia de que la unificación de penas es un juicio en sentido estricto. Y esto no es así por cuanto, aquél responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones. En los supuestos de unificación de penas por concurso de delitos, esto es, cuando el segundo delito fue cometido con anterioridad al dictado de la primera condena, la cosa juzgada cede, hasta que sólo resta en pie de la primera sentencia la declaración de los hechos probados y su calificación legal, desapareciendo no sólo la pena sino la condenación misma; la unificación busca lograr un cierto orden en la ejecución de las penas y salvar el principio constitucional de igualdad ante la ley, que impide que la pena se agrave por meras cuestiones procesales que obsten a que un tribunal dicta una única sentencia. Quizás la solución sería distinta en caso de que lo unificado fueran las penas (es decir, cuando la comisión del segundo delito fuera posterior al dictado de la primer condena), donde las condenas conservan su individualidad. Respecto de intentos de obtener el rechazo de la extradición fundándose en la situación carcelaria del Estado requirente, debe tenerse en cuenta en estos casos, no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente. Este argumento que coincide con los parámetros establecidos por los organismos internacionales sobre la materia (Comité Contra la Tortura; cfr. A/53/44, anexo IX CAT General Comment nº 1). Si para fundar su pretensión la defensa resalta las observaciones de la Comisión Interamericana y las medidas provisionales dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto de las unidades penitenciarias "Cárcel de Urso Blanco", "Complejo Febém Tatuapé" y "Penitenciaria de Araraquara", esta preocupación es atendible, aunque no debe llevar al rechazo de la extradición, sino que corresponde reclamarle al Estado requirente que no aloje al extraditable en las referidas unidades penitenciarias.


      M. de S., José s/extradición


      M. 660, L. XLIII, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Procedimiento de extradición pasiva. Improcedencia de la nulidad de la sentencia por defecto de fundamentación, cuando el agravio sólo trasluce una discrepancia con lo resuelto. Imposibilidad de interpretar un tratado de extradición de manera que ponga en manos del extraditable obtener su impunidad. Inadmisibilidad del planteo de defensas de fondo durante el proceso extraditorio.


      La alegada nulidad de la sentencia por defectos de fundamentación es manifiestamente improcedente, si la defensa no ha señalado cuáles son a su criterio las falencias de la resolución en crisis, y además la resolución parece contar con argumentos suficientes, máxime cuando estas objeciones sólo traslucen la discrepancia del recurrente con lo expresado en la sentencia sobre la base de fundamentos que, al margen de su acierto o error, bastan para sustentar lo resuelto. No es posible interpretar un tratado de extradición de modo que ponga en manos del extraditable la posibilidad de obtener su impunidad, contradiciendo el principio según el cual la extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional cuyo fundamento radica en el interés común de todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, por lo que en las actuaciones sobre extradición el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que la inspira. No es admisible en el marco del proceso de extradición el cuestionamiento referido a la legalidad material de la orden de detención emitida por las autoridades judiciales del Estado requirente, ya que este agravio constituye una defensa de fondo, cuyo análisis se encuentra vedado en el proceso de extradición y debe ser planteado ante los jueces de la causa.


      S., Eduardo Pedro s/ extradición


      S. 2040, L. XLII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Entrega.


      Extradición pasiva. Facultad de extraditar nacionales: decisión que corresponde al Poder Ejecutivo Nacional. Posibilidad de que el imputado sufra tratos inhumanos en el país requirentes: estándares aplicables.


      Del Tratado de Extradición con los Estados Unidos del Brasil (ley 17.272) se infiere que es potestativo de las Partes el entregar o no a sus nacionales. En consecuencia el tratado debe ser calificado como uno de los que, en los términos de la ley, faculta a la extradición de nacionales (artículo 12 cuarto párrafo, Ley 24.767). Dicha potestad que debe quedar en manos del Poder Ejecutivo, no sólo porque expresamente lo establece la Ley 24.767 en su artículo 12, sino también porque la responsabilidad por las obligaciones que se contraen por el derecho internacional de los tratados recae, principalmente, en el Poder Ejecutivo (artículo 99 inciso 11º de la Constitución Nacional), en cuanto tiene a su cargo el mantenimiento de buenas relaciones con las naciones extranjeras y las organizaciones internacionales, ante quien reclamarán los gobiernos extranjeros cuando haya algún incumplimiento por parte de la Nación Argentina. En la actualidad si un tratado faculta la extradición de nacionales, el Poder Ejecutivo Nacional debe resolver, en la oportunidad prevista por el Art. 36 de la Ley 24.767, si hace o no hace lugar a la opción. El inciso f) del artículo 8º de la Ley 24.767 se refiere, indudablemente, a los casos en los que la pena de muerte es admitida por el ordenamiento jurídico extranjero y no si el hecho de la muerte es una desgraciada consecuencia de circunstancias ilegales. Alegaciones como la presentes deben ser ponderadas con mucha prudencia y teniendo en cuenta las pautas del Comité contra la Tortura, respecto del deber estatuido en el artículo 3 del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidos a torturas o maltratos. El estándar para que resulte aplicable la excepción del artículo 3 de la Convención (correlativo con el artículo 8.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal) no se satisface con simples especulaciones o con la sola invocación de situaciones generales.


      C., Alejandro s/ extradición


      C. 3636, L. XLII, 28 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Rebeldía del Requerido.


      Proceso de extradición pasiva. Competencia de la Cámara Nacional de Casación Penal para resolver los recursos suscitados en los procesos extraditorios, con posterioridad a la citación a juicio. Excepción: sentencia definitiva. Imposibilidad de atribuir competencia a la justicia ordinaria con base en la mayor especificidad del fuero en cuestión.


      Es a la Cámara Nacional de Casación Penal a quien corresponde el entendimiento prioritario de los recursos suscitados en los procesos de extradición luego de la citación a juicio, a excepción del que se interponga contra la sentencia definitiva, el que será susceptible del recurso de apelación ordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación previsto por el Art. 24, inc. 6° b), del dec-ley 1285/58 ratificado por Ley 14.467. De todos modos, sería conveniente habilitar los plazos con el fin de que el recurrente pueda ejercer sus derechos y agravios federales involucrados mediante el recurso correspondiente ante el tribunal intermedio. Ello es especialmente pertinente cuando asiste razón al recurrente en cuanto al fondo de la cuestión, esto es, que sólo la justicia federal debe entender en este tipo de proceso. Es erróneo el argumento que pretende que la índole del delito (un delito fiscal) aconseje la intervención del fuero penal tributario por cuanto este estaría más especializado en estas cuestiones, ya que la argumentación es contradictoria por cuanto, si la especificidad del delito es la que determina la competencia, no se explica por qué quedaría excluido del conocimiento de las extradiciones por delitos ordinarios la justicia común. De allí que la prescripción de la Ley 24.767 que dispone la competencia federal para estos supuestos, no se funda en la índole del delito sino en la naturaleza misma del proceso de extradición. Es por ello que el fuero penal tributario no debe entender en las extradiciones. Precisamente si su competencia está restringida a los delitos fiscales no es posible ampliarla a supuestos no contemplados en ellas. Además, no existe razón para hacerlo puesto que la "especialización" en el delito objeto de la extradición no ha sido considerada por el legislador como un criterio válido para delimitar la competencia. En suma, el restablecimiento de los plazos deviene como la solución que mejor atiende a los principios de celeridad que informa al proceso penal en general y al de extradición en particular ya que si, por hipótesis, se rechazara sin más este recurso quedaría firme la resolución de incompetencia, lo que llevaría seguramente a la traba de una contienda negativa con el juzgado penal tributario que resulte desinsaculado.


      C. R., Juan César Augusto s/ extradición -causa N°13989/2006-


      C. 692, L. XLIII, 23 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recursos. Recurso Contra la Sentencia Definitiva. Vía Recursiva Directa Ante la CSJN. Aplicación de las Disposiciones del Recurso Ordinario de Apelación.


      Extradición pasiva. Recurso ordinario de apelación. Innecesariedad de contestar los agravios de la defensa, si su recurso debe declararse desierto. Desistimiento del recurso fiscal, si los delitos motivo de agravio se encuentran prescriptos.


      No cabe expedirse sobre los agravios de la defensa cuando su recurso deba declararse desierto en función de lo dispuesto expresamente por el artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Por otro lado, tampoco corresponde mantener el recurso fiscal, cuando la acción penal por algunos de los delitos por los que se solicita la extradición, y que fueron motivo de agravio, se encuentran prescriptos conforme las reglas estipuladas con el Estado requirente.


      F., Mario s/ extensión pedido de extradición


      F. 9, L. XLIII, 02 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Jurisdicción y Competencia


      Competencia.


      Competencias nº 264, L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la Ley 23.737" y N° 303, XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la Ley 23.737".


      F., Carlos Daniel s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 949, L. XLIII, 08 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Se devuelven las actuaciones por faltar un informe al que hace referencia el declinante.


      M., Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP. 1410, L. XLII, 19 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conexidad invocada con Investigación Penal Preparatoria que habría sido archivada. Continuidad de la causa en el juez que previno.


      Frente al archivo de la IPP 14, carece de sustento la conexidad invocada, y debe seguir conociendo en la presente causa el juez local.


      P., José María y otros s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 352, L. XLIII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conflicto mal trabado. Cámara Federal de Apelaciones de La Plata encargado de resolver la contienda.


      S., Karina Roxana s/ Su denuncia


      COMP. 968, L. XLIII, 23 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Entrega de rodado sin documentación. Venta de bien litigioso, con prenda vigente. Competencia de la justicia local.


      Toda vez que no se advierte en el incidente ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde a la justicia local continuar conociendo en estas actuaciones.


      C., Ricardo Mario s/ Denuncia


      COMP. 1069, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de camión. Entrega de propietario a chofer. Posterior desaparición y sucesivas transferencias del rodado. Posible defraudación. Necesidad de profundizar la investigación. Juez que previno.


      más allá de la calificación legal ensayada por la juez nacional, no es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los elementos incorporados hasta ahora al incidente, no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria que la etapa requiere los hechos que motivaron esta causa.


      B., Gustavo Fabián s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


      COMP. 991, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Incompetencia de la Corte para dirimir el conflicto. Necesidad de resolver una apelación pendiente.


      La presente contienda de competencia no reúne las condiciones como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


      M., Roberto Brito s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 122, L. XLIII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Remisión a lo dictaminado en las Competencias nº 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la Ley 23.737 y nº 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la Ley 23.737".


      P., Cristian Ariel y A. S., Ramón s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 953, L. XLIII, 08 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Cuestión ya dirimida por la Corte Suprema.


      Habida cuenta que el conflicto se encuentra fenecido pues fue oportunamente resuelto por el Tribunal, y toda vez que la decisión adoptada por la cámara, se ajusta al criterio establecido por la Corte en aquella ocasión, corresponde devolver las actuaciones al juzgado federal, a sus efectos.


      N.N. s/ Hurto de automotor en la vía pública


      COMP. 853, L. XLIII, 27 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Necesaria intervención de la Cámara de apelaciones correspondiente al juez que primero hubiese intervenido.


      De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


      N., Ricardo s/ Causa N° 42.968


      COMP. 97, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Órgano judicial encargado de resolver. Tribunal superior de la causa.


      La presente contienda negativa de competencia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


      B., Juan Omar c/ Hurto de automotor


      COMP. 896, L. XLIII, 16 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 16 L. XLIII "Chávez. Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737".


      L., Gonzalo Oscar s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 1266, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (denunciante C., María de los Milagros) s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 944, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (denunciante G., Beatriz Mirta) s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 943, L. XLIII, 02 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (denunciante U., Gabriel Luis) s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 945, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      S. de C., Graciela Mabel s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1034, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 12, L. XLI "Herrera, Claudio Rodolfo s/ Causa N° 6625".


      H., Claudio s/ Infracción Ley 11.723


      COMP. 210, L. XLIII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      P., Francisca s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 831, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      S., Walter Ariel s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 466, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      V., Sandra s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 297, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 130 L. XLII "Echevarria. Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737"


      G., Antonio Alfredo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 75, L. XLIII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 130 L. XLII "Echevarría. Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      A., Bernardo Alfredo s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 887, L. XLIII, 08 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 130 L. XLII "Echevarría. Sandra P. s/ infracción a la Ley 23.737".


      B., Omar Alcides s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 359, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 130 L. XLII "Echevarría. Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      O., Teresa Leonor s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 398, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      B., Florencio s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 264, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 130 L.XLII "Echevarria, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      D., Damián Alejandro s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


      COMP. 507, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 130 L.XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      Q., José Humberto s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 885, L. XLIII, 08 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 130 L.XLII "Echevarria. Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.731".


      O., Simona del Carmen y otros s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 14, L. XLIII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737".


      V., Walter Horacio s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 967, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.731".


      P., Elisa Esther s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 207, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de Competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      A., Sergio s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 560, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      B. M., Héctor s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 663, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      B. o C., Jorge Omar s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 533, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      B., Daniel s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 716, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      C. B., Oscar s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 621, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      C., Luis s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 87, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      F., Leonardo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 646, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      M. V. de A., Cristian s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 798, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      P., Gustavo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 357, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      S., Rodolfo Antonio s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 423, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez. Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      A., Atilio M. S/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 416, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez. Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      P. B., Augusto s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 556, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 163 L. XLIII ''Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      R. D., Lucas Damián s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 770, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L. XLIII in re "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      M., Leonardo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 532, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 163 L.XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción Ley 23.737".


      N., Marcelo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 186, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 1631. XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción Ley 23.737".


      G., Diego Guillermo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 208, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 519 L. XLII "Saavedra, Juan Raúl s/ Infracción a la Ley 23.737".


      B., María Luján y C., María Belén s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 1011, L. XLIII, 08 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P."


      V., Diego Germán s/ Presunta infracción al artículo 183 del Código Penal


      COMP. 523, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      A., Justiniano s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1189, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      Arena, Paulo Jorge s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1196, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      B., Alberto Pedro s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 524, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      B., César Gustavo y B., Lilian Beatriz s/ Infracción Art. 150 C.P. violación de domicilio


      COMP. 810, L. XLIII, 18 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      B., Fabio s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1204, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      B., Norma Dalila s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 865, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      C. V. D. S. s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 1021, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      C., José Ignacio s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1193, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      C., Juan s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1183, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      C., Juan s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      C. 1184, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      C., Marcelo s/ Infracción Art. 149 del Código Penal


      COMP. 811, L. XLIII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      D., Mónica Beatriz s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1032, L. XLIII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      E., Alejandro s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 864, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      E., Felipe s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1194, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      E., Manuela Rosa s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 1024, L. XLIII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      F., Ernesto s/ Infracción Art. 149 del Código Penal


      COMP. 812, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      G. C., Verónica s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      C. 1185, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      G., Daniel s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1195, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      G., Roxana s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 1200, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      I., Paola Sandra s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1188, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      M. T., Antonio José s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1203, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      M., Mario David s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 861, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      M., Norma s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 860, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      M., Silvia s/ Presunta infracción Art. 149 del Código Penal


      COMP. 813, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N., Araceli s/ Denuncia infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 749, L. XLIII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (denunciante D., Gustavo Mariano) s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 948, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 747, L. XLIII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. s/ Infracción Ley 14.346


      COMP. 947, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      P. Néstor s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 863, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      S., Néstor Juan s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1020, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      S., Rubén Nelson s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 859, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      V., José Avelino s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1019, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      Z., Judith Ruth s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 862, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio si inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. s/ Amenazas


      COMP. 816, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia N° 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción a la Ley 23.737".


      S., Juan Vicente y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 824, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 660 L. XLII "Castro, Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737".


      C., Agustino s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 518, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 660 L.XLII "Castro Juan Carlos s/ infracción a la Ley 23.737".


      P., Néstor Fabián s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 519, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 660 L.XLII "Castro, Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737".


      A., Claudio Saúl y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 630, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 660 L.XLII "Castro, Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737".


      P., Gonzalo Martín s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 639, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 765 L. XLIII "Capurro, Claudio Martín s/ Infracción a la Ley 23.737".


      C., Damián s/ Infracción 23.737


      COMP. 796, L. XLIII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia nº 797 L. XLII "López, Miguel s/ Infracción a la Ley 23.737".


      D., Martín Eduardo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 1104, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 926 L.XLII "Bagnuelo, Cristián Gabriel y otro s/ Infracción a la Ley 23.737".


      M., Ariel Alejandro y otro s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 351, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias N° 239 L. XLII in re "Espinoza, Sergio Antonio s/ Infracción a la Ley 23.737" y nº 342 L. XLII "Falcón, Cristian s/ Infracción a la Ley 23.737".


      M. B., Daniel s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 1180, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias nº 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la Ley 23.737" y nº 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la Ley 23.737".


      A., Roxana Máxima y M., Héctor Amancio s/ Presunta infracción Ley 23.737


      COMP. 1129, L. XLIII, 23 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias nº 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la Ley 23.737" y nº 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la Ley 23.737".


      L., Alejandro Martín s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 1121, L. XLIII, 23 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias nº 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la Ley 23.737" y nº 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la Ley 23.737".


      L., Jorge y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 1156, L. XLIII, 23 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias nº 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la Ley 23.737" y nº 972 L. XLII "Amadey, José Antonio s/ Infracción a la Ley 23.737".


      M., Francisco Javier s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 1141, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      C., Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 725, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 130 L. XLII "Echevarría. Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      S., Alejandra Ramona y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 80, L. XLIII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 130 L.XLII "Echevarría. Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      S., Cristian Daniel y otro s/ Infracción Art. 5 inc. c Ley 23.737


      COMP. 430, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737".


      G. R., Claudio Gustavo s/ Tenencia de estupefacientes


      COMP. 1109, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737".


      R., Enrique Alejandro s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 1007, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      Colonia Penal de Ezeiza (U. 19) s/ Hallazgo de estupefacientes


      COMP. 362, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      M., José s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 206, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      S., Raúl s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 450, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia N° 163 L. XLIII "Chávez. Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      P., David s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 402, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      G., Margarita Paula s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1197, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      L., Julián s/ Infracción Art. 181 inc. 1 del Código Penal


      COMP. 1198, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      M., Miguel Ángel s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 946, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. o C. s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 746, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. s/ Infracción Art. 149 del Código Penal (damnificada N., Marta)


      COMP. 748, L. XLIII, 14 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia nº 522, L. XLIII in re "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (denunciante G., Isaías Bernardino) s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 808, L. XLIII, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia nº 765 L. XLIII "Capurro, Claudio Martín s/ Infracción a la Ley 23.737".


      S., Marcelo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 149, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia N° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      M., Roberto Víctor s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 122, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (denunciante G., Juan Antonio) s/ Infracción Art. 149 bis -amenazas- del Código Penal


      COMP. 1190, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (denunciante M., Graciela Fabiana) s/ Infracción Art. 183, daños del Código Penal


      COMP. 1187, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (denunciante Q. de T., Teresa Rosa) s/ Infracción Art. 183, daños, del Código Penal


      COMP. 1192, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. empleados de la firma I. o N. s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 1186, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      O., José Luis s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1191, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      O., Omar Diego s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 1201, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      P., Elio y A., Magdalena s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1199, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      P., José Alberto s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1202, L. XLIII, 15 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      C., Nilda s/ Infracción Art. 189 bis, amenazas del Código Penal


      COMP. 1018, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (Calle S. 3096) s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 1023, L. XLIII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio si inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. (o posible titular de la línea) s/ Infracción Art. 149 bis -amenazas- del Código Penal


      COMP. 1182, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737".


      F. R., Edgar s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 1046, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.137".


      R., Héctor Daniel s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 534, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      L., Emilio D. s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 460, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      M. M., Cristian s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 828, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción Ley 23.737".


      M. M., Cristian s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 781, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      M., Cristian s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 829, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      M., Cristian s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 688, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      P., Mauro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 848, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ infracción Ley 23.737".


      P., Ramón s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 772, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      R. M., Juan s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 712, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      T., Matías Damián Oscar s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 739, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia nº 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      V. C., Cristian s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 833, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. s/ Daño -art. 183 del Código Penal-


      COMP. 809, L. XLIII, 16 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      P., Carlos Antonio s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1033, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      A., Claudio s/ Infracción Art. 149 bis, amenazas del Código Penal


      COMP. 1017, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      D., Mirta Antonia s/ Infracción Art. 149 bis del Código Penal


      COMP. 1031, L. XLIII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ inf. Art. 149 bis del C.P.".


      G., Daniel Álvaro s/ Infracción Art. 150 del Código Penal


      COMP. 1028, L. XLIII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      N.N. s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      C. 1036, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia nº 522, L. XLIII "González Molino, Javier Horacio s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.".


      V., Oscar Antoni s/ Infracción Art. 183 del Código Penal


      COMP. 1029, L. XLIII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción a la Ley 23.737".


      S., Sergio Daniel s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 823, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 660 L.XLII "Castro Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 23.731".


      G., Alejandro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 202, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de materia prima, previamente sustraída en extraña jurisdicción. Necesidad de profundizar la investigación por parte del juez que previno en la sustracción.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      L., Carlos Ramón y otros s/ Denuncia encubrimiento


      COMP. 1082, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de pistola calibre 22. Remisión a Competencia N° 2073, L. XXXIX "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


      C., José Luis s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


      COMP. 884, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes en pequeñas dosis. Remisión a Competencia N° 130 L.XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.737".


      K., Raúl Omar s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 1392, L. XLII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Existencia de otra causa contra el mismo imputado y por el mismo delito. Lugar de comisión del delito.


      A la luz del artículo 118 de la Constitución Nacional la competencia penal por razón de territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      C., Claudio Martín s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 765, L. XLIII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Transferencia sucesiva de rodado. Posible comisión de estafa. Necesidad de profundizar la investigación.


      Esta nueva declinatoria tampoco se halla precedida de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia y que obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


      C., Esteban s/ Denuncia


      COMP. 443, L. XLIII, 19 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 163, XLIII, “Chávez, Rubén s/ infracción a la Ley 23.737”.


      C., David Omar s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 956, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 264, XLII, "Salazar, Silvia s/ infracción a la Ley 23.737" y Comp. 303, XLII, "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la Ley 23.737"; y a lo dictaminado en Comp. 611, XLIII, “Constante, Ramón Ceferino s/ infracción a la Ley 23.737”.


      V., Julio César s/ Infracción a la ley de estupefacientes


      COMP. 1304, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contiendas de competencia.


      Concurso ideal de estafa cometida mediante falsificación o uso de documento.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      C., Pedro Guillermo s/ Denuncia


      COMP. 1365, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a Fallos 328:4216.


      D. L. O., Fernando Javier s/ extorsión


      COMP. 126, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a Fallos: 326:4996.


      R., Ederman s/ su denuncia


      COMP. 49, L. XLIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a Fallos: 328:3963.


      C., Hernán s/ secuestro extorsivo agravado


      COMP. 468, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      P. s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 295, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a la Competencia nº 690, XLI "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo".


      O., Sebastián Alberto s/secuestro extorsivo


      COMP. 1, L. XLIII, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo".


      Alfonso, Abel Oscar s/ secuestro extorsivo


      COMP. 1267, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      El artículo 11 de la Ley 23.737 fija circunstancias agravantes, especiales a las figuras previamente establecidas cuya esencia no modifica. Al reunir las condiciones previstas en los artículos 1° y 2°, de la Ley 26.052 no surte efecto la jurisdicción federal y corresponde declarar la competencia de la justicia local.


      C., Ramón Ceferino s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 611, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo".


      C., Julio M. y Paiva, Diego M. s/secuestro extorsivo


      COMP. 69, L. XLIII, 19 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo".


      M., Maximiliano Andrés s/infracción Art. 170 del C.P.


      COMP. 62, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/su secuestro extorsivo".


      M., Bruno s/ secuestro extorsivo


      COMP. 1497, L. XLII, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a la Competencia N° 690, XLI, ''Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo".


      L., Jorge s/ secuestro extorsivo


      COMP. 53, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto de competencia. Remisión a las Competencias N° 58, L. XLII, "San Martín, Nancy s/ amenazas", y N° 656, L. XLI, "Balbastro, Magdalena s/ denuncia",


      D´A. Atilio s/ amenazas


      COMP. 276, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Conflicto negativo de competencia. Remisión a Fallos: 328:3963.


      M., Mauricio s/ secuestro extorsivo


      COMP. 633, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      W., Edgardo Alfredo s/den. estafa en tentativa


      COMP. 354, L. XLIII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      M., Gabriela s/ infr. Ley 22.362


      COMP. 521, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ su secuestro extorsivo".


      M., Rodolfo s/ secuestro extorsivo


      COMP. 1473, L. XLII, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a la Competencia N° 690, XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/su secuestro extorsivo".


      L., Diego s/secuestro extorsivo


      COMP. 1470, L. XLII, 12 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Remisión a la Competencia N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ privación ilegal de la libertad". Requisitos para la traba de la contienda: atribución recíproca de la competencia entre los magistrados intervinientes.


      La contienda de competencia no se haya correctamente trabada si los magistrados no se atribuyen recíprocamente la competencia.


      G., Braulio y otros s/ estafa y otras defraud.


      COMP. 1480, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380. L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      T., Sandra Ines s/ infr. leyes 22.362 y 11.723


      COMP. 530, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver.


      Cuando la contienda de competencia se haya trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiese conocido.


      M., Sergio Adrián s/falsif. de macas (art. 289 del C.P.)


      COMP. 426, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver el conflicto.


      Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      Banco Nación Argentina s/denuncia


      COMP. 1396, L. XLII, 19 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


      Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      P., Andrés Gerardo s/ denuncia


      COMP. 922, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      Moyano, Marcelo Diego s/ inf. Ley 22.362


      COMP. 563, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Contienda incorrectamente trabada si uno de los jueces realizó medidas instructorias con posterioridad al inicio de la misma. Remisión a la Competencia N° 910, L.XLI, "Salinas, Marcelo s/ estafa".


      M., José Alberto s/ usurpación de títulos y honores


      COMP. 856, L. XLIII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo, privación ilegítima de la libertad, y encubrimiento. Competencia local por no afectar la administración de justicia nacional.


      Si los hechos que dieron inicio a la investigación fueron consumados en jurisdicción provincial, y no obsta a ello la existencia de un proceso en esta jurisdicción por esos mismos acontecimientos, corresponde concluir que su encubrimiento no afectó a la administración de justicia nacional. Ello es así en tanto la justicia provincial hubiese instruido las actuaciones en orden a los delitos de privación ilegitima de la libertad y robo, para luego desvincularlo de ese hecho e imputarle su encubrimiento. Por lo expuesto y ponderando razones de economía procesal y una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia en virtud de lo avanzado de la investigación ante la justicia provincial, corresponde al magistrado local continuar con el trámite del expediente.


      L. P., Marcelo s/ encubrimiento


      COMP. 120, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en función de las declaraciones del denunciante y/o del imputado.


      Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


      G., Pedro Bernardo s/defraudación por estelionato


      COMP. 451, L. XLIII, 22 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en función de las declaraciones del denunciante y/o del imputado.


      Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


      M. B., Perla s/ den. violación con fuerza o intimid.


      COMP. 661, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Expediente tutelar de un menor al que se le imputa un secuestro extorsivo. Supuesto en que los dos magistrados contendientes se encuentran en análoga situación legal para asumir la tutela. Consideración del "interés superior del niño" para resolver la contienda.


      Si los dos magistrados entre los que se planteó el conflicto de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar de un menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos, de manera que la solución se compadezca con la finalidad tuitiva de la "Convención sobre los Derechos del Niño", que dispone atender el "superior interés del niño" en todas las medidas a tomar concernientes a ellos -artículo 3° del convenio citado y articulo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.


      P., M. L. s/ protección de persona


      COMP. 792, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos 319: 2387.


      J. Cristopher Jens s/ denuncia hurto


      COMP. 1364, L. XLII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 310:2075.


      F., Karina Soledad s/ denuncia hurto


      COMP. 713, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 318:2506.


      V., Juan Carlos s/ homicidio culposo


      COMP. 720, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 319:2389


      M., Gabriel Norberto y otro s/ privación ilegal de la libertad


      COMP. 930, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 324:3326.


      A., Roberto Daniel y otros s/infracción Ley 11.723


      COMP. 1035, L. XLIII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326:1580 y a Fallos: 328:315.


      P., Verónica Liliana s/ estafa


      COMP. 390, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326:3415.


      L., Claudio Fernando s/ Inf. Art. 282 CP


      COMP. 940, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 327:269.


      M., Domingo Gerardo s/ estafa procesal


      COMP. 1346, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328: 4216.


      D., Alberto s/ extorsión


      COMP. 61, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:1993.


      I. A. A. s/ atentado a la salud pública


      COMP. 312, L. XLIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:3958.


      T., Nora s/ estafa


      COMP. 525, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:3963.


      G., Abel s/ secuestro extorsivo


      COMP. 548, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:3963.


      L., Juan José s/ secuestro extorsivo


      COMP. 265, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4031.


      P., Jessica s/ denuncia estafa


      COMP. 140, L. XLIII, 10 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216


      I., Patricia s/ denuncia


      COMP. 425, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      A. Y., Erica s/ denuncia por extorsión


      COMP. 757, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      B., Ana s/ su denuncia


      COMP. 386, L. XLIII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      C., Silvana s/ su denuncia


      COMP. 674, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      D., Dario s/ extorsión


      COMP. 672, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      D., Juana s/ denuncia extorsión


      COMP. 564, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      S., Miguel s/ amenazas


      COMP. 419, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      Sumario s/ extorsión


      COMP. 401, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      V., Mariela s/ pta. amenazas telefónicas


      COMP. 490, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4830.


      F., Maria s/ violación con fuerza o intimidación


      COMP. 68, L. XLIII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:523.


      C., Adriana s/denuncia


      COMP. 268, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 329:2188 y a la Competencia N° 619, XLIII, "Silva, Silvia Lorena s/ su denuncia".


      S., Mónica Susana s/ infracción Ley 24.270


      COMP. 1134, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 329:4201.


      S., Marcos Emanuel s/ Pta. privación ilegal de la libertad


      COMP. 1005, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 319:2389.


      F., Jorge Gustavo s/ Arts. 55 - 142 Bis párrafo II Inc. 6- 150 - 166 Inc. II Apartado III del Código Penal


      COMP. 1102, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      G., Héctor s/ extorsión


      COMP. 438, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:4216.


      N.N. s/estafa


      COMP. 381, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N" 142, L. XLII, "Fernández, Sergio Horacio s/ estafa".


      Y. Pablo Adrián s/ defraudación


      COMP. 558, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1025, L. XLIII, "Paino, Carlos Hugo y Cuevas, Claudia s/estafa".


      P., Carlos Hugo y C., Claudia s/estafa


      COMP. 1010, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1025, L. XLIII, "Paino, Carlos Hugo y Cuevas, Claudia s/estafa".


      P., Carlos Hugo y C., Claudia s/estafa


      COMP. 1016, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1025, L. XLIII, "Paino, Carlos Hugo y Cuevas, Claudia s/ estafa".


      P., Carlos Hugo y otro s/ estafa


      COMP. 1246, L. XLIII, 13 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1046, L. XLII, "Internas de la Unidad 3 S.P.F. s/ lesiones leves".


      Unidad del S.P.F. s/ delito de acción pública


      COMP. 758, L. XLIII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1088, L. XLIII, "Bernasconi, Jorge s/ pta. infr.art. 170 c.p.".


      M. H., Lorena Paola s/ denuncia -causa nº 18404-


      COMP. 1130, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1120, XLII, "Telefónica de Argentina S.A. s/denuncia".


      B. Varela, Manuel M. y Laurín, Pedro s/denuncia


      COMP. 601, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1120, XLII, "Telefónica de Argentina S.A. s/denuncia".


      Telefónica de Argentina S.A. s/denuncia


      COMP. 84, L. XLIII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1120, XLII, "Telefónica de Argentina S.A. s/denuncia".


      Telefónica de Argentina S.A. s/denuncia


      COMP. 95, L. XLIII, 02 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1214, L. XLII, "Vigglietti, Jorge Osvaldo s/ denuncia".


      C., Martin Alejandro s/ denuncia


      COMP. 1155, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1298, L. XIII, "Vilaja Fernández, Luciano s/ inscripción de nacimiento".


      M., Mónica Patricia s/ denuncia


      COMP. 1350, L. XLIII, 17 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 13, L. XLII, "Martino, Daniel Alejandro s/ estafa".


      G. Carlos y otros s/ estafa


      COMP. 445, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1328, L. XLI, "Nofal, Carlos Pedro s/ infracción artículo 302 C.P.".


      A. Rubén s/ estafa


      COMP. 227, L. XLIII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1353, L. XLII, "Ciofalo, Nancy Mariela y otro s/denuncia lesiones culposas".


      L., Sebastián Héctor s/homicidio culposo


      COMP. 353, L. XLIII, 25 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      A., Hugo s/ Av. Infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 594, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      D., Eduardo s/ av. Infr. Ley 22.362


      COMP. 1514, L. XLII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      D., Fernando Gabriel s/ Inf. Ley 11.723


      COMP. 603, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      L., Carlos A. s/ infr. Ley 22.362


      COMP. 622, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      M., Germán s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 591, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      V., David Baldomero s/ inf. Ley 11.723


      COMP. 602, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      A., Cristián Marcelo s/ infr. leyes 22.362 y 11.723


      COMP. 422, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      B. B., Antonio Osvaldo s/ inf. Ley 11.723 y 22.362


      COMP. 421, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      G., Claudio y otros s/ Ley 11.723


      COMP. 1398, L. XLII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      M., Alberto s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 529, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      M., Alejandro Daniel s/ infr. Ley 22.362


      COMP. 531, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      R., Omar Sebastián s/ Inf. Ley 11.723 y 22.362


      COMP. 858, L. XLIII, 28 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      R., Ricardo s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 708, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      S., Manuela A. s/ infracción Ley 11.723 y 22.362


      COMP. 349, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      W., Javier s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 715, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      Z. olivares, Juan s/ infr. Ley 22.362 y 11.723


      COMP. 528, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infracción Ley 22.362".


      M., Germán s/ infr. Ley 11.723


      COMP. 172, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez. Graciela s/ infr. Ley 22.362"


      H., Valeria Marisol s/ Inf. 11.723 y 22.362


      COMP. 302, L. XLIII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380, L. XLI, "Álvarez. Graciela s/ infr. Ley 22.362".


      C., Mauricio Daniel s/ infracción a la Ley 22.362


      COMP. 654, L. XLIII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1380. L. XLI, "Álvarez, Graciela s/ infracción Ley 22.362". Cuestiones que obstan a la correcta traba de la contienda: realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda.


      La contienda negativa de competencia no se encuentra correctamente trabada, si uno de los juzgados intervinientes realizó medidas instructorias con posterioridad al inicio de la misma.


      M., Ariel Alfredo s/ Inf. Ley 11.723


      COMP. 222, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1416, L. XXXVI, "Antúnez, Estela Maris s/ estafa"


      C. P. del V. s/ denuncia de estafa


      COMP. 751, L. XLIII, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 142, L. XLII, "Fernández, Sergio Horacio s/ estafa".


      Y., Pablo s/ defraudación


      COMP. 144, L. XLIII, 10 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 142, L. XLII, "Fernández, Sergio Horacio s/ estafa".


      S., Héctor s/ estafa


      COMP. 978, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 142, L. XLII, "Fernández, Sergio Horacio s/ estafa".


      Y., Pablo s/defraudación


      COMP. 303, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 142, L. XLII, "Fernández, Sergio Horacio s/ estafa".


      L. D. F., Norberto c/ denuncia estafa


      COMP. 874, L. XLIII, 05 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 142,1. XLII, ''Fernández, Sergio Horacio s/ estafa".


      B. R., Alicia s/ tentativa de estafa


      COMP. 830, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1425, L. XLII, "Lima Lozano, Ana Claudia s/ denuncia estafa".


      P., Anabella Vivian s/denuncia estafa


      COMP. 431, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1493, L. XLII, "Jorge, A s/ infr. Art. 302 del C.P.".


      A., Jorge s/ Inf. Art. 302 del CP


      COMP. 869, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1510, L. XXXVI, "Piovera Fernández, Jorge Luis s/ denuncia".


      B., Gustavo s/ denuncia


      COMP. 1143, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1510, L. XXXVI, "Piovera Fernández, Jorge Luis s/ denuncia".


      M., Raúl Eliseo y otro s/ extravío de cheque


      COMP. 1248, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 152, L. XLIII, in re "Corrado, Marcelo s/ denuncia".


      B., Mónica Graciela s/denuncia de estafa


      COMP. 1086, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1594, L. XLI, "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo".


      P., Mauro Ignacio s/ robo agravado por el empleo de armas y otros -causa nº 2639/4-


      COMP. 957, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1609, L. XL, "Pérez Carmoni, Anselmo y otros s/ estafa en concurso real con estafa en grado de tentativa".


      O., Jorge Alfredo s/ Art. 174 inc. 5º del CP


      COMP. 920, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 171, L. XL, "Chiavaroli, Héctor R. s/ falsedad ideológica".


      C., María del Carmen s/denuncia


      COMP. 189, L. XLIII, 13 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. Ley 22.362"


      F., Rafael Fabián s/ Inf. Ley 22.362


      COMP. 1040, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. Ley 22.362".


      L., José R. s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 1039, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 200, L. XLIII, "Sosa, José Eduardo s/ infr. Ley 22.362".


      M., Gustavo Daniel s/ inf. Ley 11.723


      COMP. 1322, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 2154, XXXIX, "Juárez, Aldo Miguel s/ denuncia presunta infracción Art. 174. inc. 5°, del Código Penal".


      UFISES s/ denuncia


      COMP. 695, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 217, L. XLIII, "Gaitán, Maximiliano Esteban s/ arts. 172 y 292 del Código Penal".


      F., Víctor Leonardo s/ tentativa de estafa


      COMP. 854, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 219, L. XXXVIII, "Aeropuertos Argentina 2002 s/ daño".


      S., Julio César s/ denuncia posible comisión de delito de acción pública


      COMP. 461, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 293, L. XLI, "Base, Abel Orlando s/pta. infracción al Art. 174, inc. 5°, del C.P.".


      UFISES s/denuncia extorsión


      COMP. 216, L. XLIII, 10 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 293, L. XLII, "Barros, Santiago Hernán s/ su secuestro extorsivo".


      P., Ramón Héctor y otros s/ secuestro extorsivo


      COMP. 1231, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 296, L XLIII, "Cruz, Alfredo Claudio s/ arts. 172 y 296 en función del Art. 292 del C.P."


      D., Alberto Hipólito s/ Inf. Art. 172 CP


      COMP. 806, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 351, L. XLII, "Hoyos de Praino, María s/denuncia".


      N.N. s/difusión de imágenes pornográficas


      COMP. 1471, L. XLII, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 354, L. XLI, "Blázquez, Marcelo Alejandro s/ estafa".


      P., Jorge Raúl s/ denuncia estafa


      COMP. 709, L. XLIII, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 418, L. XXXVII, "Chávez, Ornar Orlando s/ tenencia ilegal de arma de guerra y encubrimiento".


      B., Miguel Oscar y otros s/ privación ilegal de la libertad


      COMP. 1355, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 472, L. XLII "Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. Art. 167, inc. 2 y Art. 170 del C.P."


      G., Miguel Ángel y otro s/ Inf. Art. 170 CP


      COMP. 1212, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 472, XLII, "Almada, Emanuel Adrián s/ infr. Art. 167, inc. 2 y Art. 170 del C.P."


      L., Roberto Eduardo y otro s/ Inf. Art. 170 del CP


      COMP. 616, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 565, L. XLII, "Chasco, Pedro Eduardo s/ estafa en tentativa".


      N., Daniel s/ delito de acción pública


      COMP. 503, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 698, L. XLIII, ''De la Torre, José Luis s/ falsificación de documentos públicos".


      P., Abraham s/ falsedad ideológica


      COMP. 768, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 814, L. XXXVII, "Gauna, Lidia Susana y Oviedo, Mirta Yolanda s/ denuncia".


      P., Jorge y B., Luis s/ denuncia


      COMP. 635, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 816. L. XL, "Vivanco Aravena, Carlos Patricio s/ contrabando".


      M. Firpo, Javier s/ robo automotor


      COMP. 1509, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 867, L. XLIII, "Investigación Fiscal s/ afectación medio ambiente -Yacimiento Mata Magallanes Oeste-".


      B., Rubén Felipe s/ denuncia contaminación ambiental área Mata Magallanes


      COMP. 868, L. XLIII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 892, L. XL, "Goldaracena, Eusebio (Apoderado Autopistas del Sol) s/ denuncia -causa N° 8218".


      G. C. del O. S. A. s/ dcia.


      COMP. 387, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel E. s/ infr. Ley 11.723".


      V., Marcelo G. s/ Infr. leyes 22.362 y 11.723


      COMP. 542, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ infr. Ley 11.723".


      Sumario instruido s/ av. infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 557, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


      A., Guillermo R. s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 726, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


      A., Héctor Rolando s/ Inf. Ley 11.723 y 22.362


      COMP. 755, L. XLIII, 01 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


      C., Rolando Diego s/ infracción Ley 22.362 y 11.723


      COMP. 1132, L. XLIII, 09 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


      G. F., Hugo Germán s/ su denuncia


      COMP. 649, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


      N., Carlos F. s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 1027, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


      R. D., Daniel s/ infr. leyes 22.362 y 11.723


      COMP. 668, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723''.


      D., Ariel Fernando s/ infracción Ley 22.362 y 11.723


      COMP. 743, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723''.


      E., Héctor Oscar s/ Inf. Ley 11.723 y 22.362


      COMP. 742, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723''.


      H., Jorge Alberto s/ Inf. Ley 22.362


      COMP. 744, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723''.


      R., Mario Vicente y otro s/ Inf. Leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 847, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723"


      F., Domingo Antonio s/ Inf. Ley 11.723 y 22.362


      COMP. 1009, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, L. XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


      F., Diego Hernán s/ Inf. Ley 11.723 y 22.362


      COMP. 756, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 963, XLI, "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723".


      D. T., Carlos A. s/ infr. Ley 11.723


      COMP. 128, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en autos "Ferrand Luna., Germán Y otros s/ inf. Art. 168 del C.P.", Competencia N° 1155, L. XLI.


      M., Enrique s/ secuestro extorsivo


      COMP. 119, L. XLIII, 16 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1115, L. XLII, "Pico, Maximiliano Gabriel s/ tenencia de arma de fuego".


      L. C. G., Francisca s/ Art. 170 del C.P.


      COMP. 219, L. XLIII, 10 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 161. L. XLIII, "Juzgado Civil y Comercial N° 12 (expte. 21223) s/denuncia".


      V. M., Perla s/ denuncia


      COMP. 204, L. XLIII, 10 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia nº 452 L. XLIII "González, Bernardino y otro s/ infracción a la Ley 23.737".


      V., Néstor Fabián y otros s/ Comercio ilegal de estupefacientes


      COMP. 1324, L. XLIII, 10 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 472, L. XLII "Almada, Emanuel s/ secuestro extorsivo".


      I., Mario s/ secuestro extorsivo


      COMP. 89, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 472, L. XLII, "Almada, Emanuel s/ secuestro extorsivo".


      B., Fabián Alejandro y otro s/ secuestro extorsivo


      COMP. 1476, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 472, L. XLII, "Almada, Emanuel s/ secuestro extorsivo".


      C. R., Rubén s/ secuestro extorsivo


      COMP. 1316, L. XLII, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 745, L. XLIII, "Galarza, Fabián Armando s/ abuso deshonesto -ley 25.087-".


      G., Juan Manuel s/ abuso deshonesto


      COMP. 1058, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 264.L.XLII, “Salazar, Silvia s/ infracción a la Ley 23.737”, y a la Competencia N° 303.L.XLII “Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la Ley 23.737”.


      B., Ángel Gaspar y otro s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización - Almacenamiento de estupefacientes - Tenencia de arma de guerra


      COMP. 1106, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 302 del Código Penal. Compraventa de mercadería. Cheques de pago diferido. Competencia de la justicia provincial.


      El hecho denunciado se habría desarrollado en el marco de una operación habitual de compraventa de mercadería - abonada con cheques de pago diferido - circunstancia que permitiría descartar que en oportunidad de su entrega hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad de la compradora, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de valores con promesa de pago futuro. Corresponde al Juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 24.452.


      S., Omar y otro s/ Infr. Art.302 del C.P.


      COMP. 960, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a Comp. 200, L. XLIII, “Sosa, José Eduardo s/ Infr. Ley 22.362”. Corresponde asignar competencia al juzgado federal.


      D., Eduardo s/ Infr. Ley 22.362


      COMP. 918, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al fallo de la causa Comp. 200, L. XLIII, “Sosa, José Eduardo s/ Infr. Ley 22.362”. Corresponde al juzgado federal.


      O., Mónica N. s/ Infr. Leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 1232, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al fallo de la causa Comp. 200, L. XLIII, “Sosa, José Eduardo s/ Infr. Ley 22.362”. Corresponde la competencia de la justicia federal.


      P., Ildes O. s/ Infr. Leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 648, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al precedente de Fallos: 327:3072. Corresponde a la justicia de Rio Negro.


      B., Horacio s/ Unificación de penas


      COMP. 294, L. XLIII, 05 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestión de competencia: ausencia de atribución recíproca. Delito de estafa con falsificación de documento: conducta única. Corresponde a la justicia federal.


      La Corte tiene resuelto que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos nacionales que inducen a error a la víctima - provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial - esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta, en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como un agotamiento del primero que compete investigar a la Justicia federal.


      Reg. Nac. de las Personas y otro s/ Estafa


      COMP. 1089, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Encubrimiento.


      Contienda negativa de competencia. Delitos de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, en concurso con robo. Posible encubrimiento de ese delito. Relación de alternatividad de ambos delitos.


      Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. En concordancia con esta doctrina, si de los dichos del denunciante -siempre que no estén controvertidos por otras constancias del expediente-, se desprende que el desapoderamiento se consumó en determinada jurisdicción, corresponde al magistrado de aquélla continuar con la investigación de ese hecho. Por otra parte, es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. Tal extremo impone, en atención a la relación de alternatividad existente entre el encubrimiento y el robo, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado, por parte de la judicatura que instruye las actuaciones seguidas por el desapoderamiento, respecto de su participación o no, en ese hecho.


      G., Juan Carlos s/ encubrimiento


      COMP. 1284, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Ausencia de medidas tendientes a dilucidar la posible participación del imputado del encubrimiento en el robo. Competencia del juzgado que entiende en el desapoderamiento, para que profundice la investigación en este sentido.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no haya tenido participación alguna en la sustracción. Sin embargo, si ni siquiera consta en el incidente que aquél hubiera sido interrogado acerca de las circunstancias de modo tiempo y lugar en que habría entrado en posesión del bien, ni tampoco surge que se hubieran practicado otras medidas para dilucidar este punto, cabe concluir que corresponde al titular del juzgado que conoce en el desapoderamiento del rodado ahondar su pesquisa en el sentido señalado, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro.


      B. E., Eliseo Martín s/ Encubrimiento


      COMP. 1175, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Competencia de la justicia federal, siempre que el imputado no haya tenido participación en el otro delito. Atribución de competencia territorial en caso de ignorancia del lugar donde se produjo el encubrimiento.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En caso de que no resulte posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, corresponde declarar la competencia del juzgado en cuyo ámbito territorial fue secuestrado el vehículo y se detuvo al encausado.


      P., Elías Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP. 1094, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor denunciado por robo. Alternatividad entre el robo y su encubrimiento. Posible afectación a la administración de justicia nacional. Necesidad de profundizar la investigación.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.


      A., Jorge Luis y A., Juan Marcelo s/ Encubrimiento agravado y otros


      COMP. 1360, L. XLII, 19 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor sustraído con anterioridad. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, en atención a la relación de alternatividad que existe entre esa figura y su encubrimiento, especialmente si se repara en que no surge que se lo haya interrogado en tal sentido, ni consta la realización de ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en el desapoderamiento.


      J., Carlos Alberto s/ Supresión de la numeración de un objeto registral


      COMP. 1478, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor sustraído en extraña jurisdicción. Necesidad de profundizar la investigación y definir la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultada en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. En tal sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los encausados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


      Y., Manuel y otro s/ Incidente de competencia


      COMP. 1472, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de joyas sustraídas con anterioridad. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de dictar auto de mérito y profundizar la investigación.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en ella.


      O., Luis Alberto y M., Carlos s/ Secuestro


      COMP. 902, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de motovehículo cuyo motor pertenecía a rodado sustraído en otra jurisdicción. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de dictar auto de mérito respecto de la sustracción.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción.


      C., Maximiliano s/ Encubrimiento


      COMP. 1083, L. XLIII, 27 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de motovehículo sustraído en extraña jurisdicción. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Por lo tanto, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del encausado en cuanto a la sustracción del bien.


      R. P., Aldo Niklenson s/ Encubrimiento


      COMP. 950, L. XLIII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de rodado sustraído. Encubrimiento. Alternatividad de la figura con la sustracción. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado. Sustitución de chapa patente: conveniencia de que quede la investigación bajo la órbita del mismo tribunal.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      C., Mirta Beatriz s/ Denuncia robo de automotor con armas


      COMP. 836, L. XLIII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación de una imputada por encubrimiento y defraudación. Unidad de acción. Prohibición de doble persecución penal.


      Cuando los hechos por los que se hubiese trabado la contienda formen parte de otros que se investigan en otra sede, cabe señalar que el juzgamiento por separado de un único hecho -en los términos del artículo 54 del Código Penal-, importaría violar la prohibición de doble persecución penal, cuyo rango constitucional ha sido reconocido por la Corte, por lo que cabe remitir las actuaciones al juez interviniente en la causa conexa.


      E., Patricia s/ encubrimiento


      COMP. 385, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Alternatividad entre la sustracción de un rodado y su encubrimiento. Necesidad de definir la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento. Justicia Nacional.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      C., Ángel s/ Encubrimiento


      COMP. 754, L. XLIII, 03 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Competencia federal, siempre que surja la no participación del imputado de encubrimiento en el delito presuntamente encubierto. Resistencia a la autoridad: delito de competencia ordinaria.


      Resulta aplicable a fin de resolver el conflicto, la doctrina según la cual el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. En tales condiciones, si a partir de las constancias del incidente no resulta posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, corresponde declarar la competencia del juzgado federal del lugar en que fue secuestrado el bien y se detuvo al procesado. Por otra parte, en lo relativo a la resistencia a la autoridad presuntamente cometida, atento que se trata de un delito de índole común, si no se advierte en autos ninguna circunstancia que, a su respecto, pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia del juzgado en cuyo ámbito territorial el imputado habría resistido su arresto por parte de agentes de la policía.


      T., Oscar Julio s/ Denuncia


      COMP. 1108, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto robo y encubrimiento de ese delito. Ausencia de una investigación tendiente a dilucidar la no participación del imputado por el encubrimiento en el presunto robo. Competencia del juzgado que interviene en la sustracción para que profundice la investigación.


      Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el encausado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica, respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que el magistrado interviniente en esa causa haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, sin que conste que el imputado por encubrimiento haya sido al menos interrogarlo acerca de las circunstancias concretas en que habría adquirido el vehículo. En este sentido, el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo, no constituye una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad en que podría haber incurrido el imputado respecto del robo; más aún cuando se trata de un lapso exiguo. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado interviniente en la causa por el robo profundizar su investigación en el sentido señalado, a partir de los elementos recabados con motivo del hallazgo del vehículo, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      S., Jorge Osvaldo s/ Encubrimiento


      COMP. 1218, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo y presunto encubrimiento de dicho delito. Investigación insuficiente a los fines de resolver la posible participación del imputado por el encubrimiento respecto de la sustracción.


      Las infracciones al artículo 289, inciso 30, del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por otra parte, si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla a la justicia local, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada. Con respecto al hallazgo del vehículo en poder del imputado, si los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que aquél habría incurrido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción. En caso contrario, corresponde al juzgado que interviene en la causa por el desapoderamiento profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      F., Héctor Raúl s/ Encubrimiento -causa Nº 9703-


      COMP. 1111, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de automotor con numeraciones erradicadas. Juez del lugar donde se comprobó la anomalía. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y definir la situación jurídica del imputado.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. En cuanto a las restantes conductas investigadas, al menos relativas a la adulteración de la numeración del chasis, así como respecto de la sustitución de las correspondientes chapas patentes, las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.


      H., Marcelo Fabián s/ Denuncia hurto agravado


      COMP. 990, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de dos motovehículos robados en extraña jurisdicción. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación. Definir la situación jurídica respecto de la sustracción. Unificación de la investigación.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      R., Pablo Jorge s/ Encubrimiento


      COMP. 875, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de motovehículo. Necesidad de dictar auto de mérito respecto de la sustracción. Numeraciones erradicadas y falsificación de documentación. Infracción al Art. 289: Lugar donde se comprobó la anomalía.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada y cuya numeración de chasis había sido adulterada.


      G., Adrián Ezequiel y otros s/ Denuncia robo


      G. 925, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma sustraída ilegítimamente con anterioridad. Conocimiento del origen ilícito. Alternatividad entre el robo y su encubrimiento. Necesidad de definir la situación procesal del imputado.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado en atención a la relación de alternatividad que existe entre el desapoderamiento de un arma y su encubrimiento.


      V., César Andrés s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


      COMP. 1409, L. XLII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Por conexidad.


      Contienda negativa de competencia. Delito previsto en el Art. 179 del Código Penal. Competencia del juzgado en el que tramita el juicio ejecutivo conexo.


      Si los elementos de juicio reunidos en la causa no permiten descartar que la conducta desarrollada por el imputado estuviera dirigida a excluir el bien de su patrimonio con miras a evitar su embargo en un proceso ejecutivo iniciado por un acreedor, frustrando el derecho a la satisfacción de aquél, corresponde asignar competencia al juzgado en el que también tramita el juicio ejecutivo, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


      C., Germán Román s/retención indebida


      COMP. 396, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Acumulación de causas.


      Causas en estadios procesales diferentes. Las reglas de conexidad actuarían en desmedro de una más expedita y uniforme administración de justicia.


      Las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia. En el caso que sendas causas se encuentren en estadios procesales diferentes, la aplicación al caso de la norma en que se sustenta la declinatoria perjudicaría esos mismos fines pues, la acumulación de ambos procesos actuaría en su desmedro.


      M., Jose y otros s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 85, L. XLIII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de firmas en diversos documentos. Posible concurso ideal. Competencia de un único tribunal para conocer en la causa.


      Si de la descripción de los hechos sobre la cual versa la cuestión, efectuada por los magistrados contendientes, se desprende que la falsificación de la firma del damnificado en un expediente sucesorio se encuentra íntimamente vinculada con otra falsificación de la mismas firma, en un poder y escritura pública, en la medida que mediante tales actos se pretendió disponer del único bien que constituye el acervo hereditario en aquel proceso, no pudiendo descartarse, la existencia de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, corresponde al magistrado interviniente en la causa por la falsificación del poder y la escritura, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación posterior.


      K., Alberto s/ falsificación de documentos


      COMP. 1301, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      La acumulación de causas de estadios procesales diferentes desvirtúa el fin de las reglas de conexidad.


      Las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, y la aplicación al caso de la norma en que se sustenta la declinatoria (artículo 3° de la Ley 26.052) perjudicaría esos mismos fines pues, al encontrarse sendas causas en estadios procesales diferentes, la acumulación de ambos procesos actuaría en su desmedro.


      R., Carlos Darío s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 665, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Distribución de la Competencia.


      Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto. Competencia territorial de la jurisdicción donde está radicado el Juzgado Civil que reguló el régimen de visitas y autorizó el viaje del menor.


      En los casos de impedimento de contacto en los que los juzgados civiles de determinada jurisdicción se encuentre tramitando el juicio de divorcio de los padres del menor y se hubiese regulado el régimen de visitas del progenitor, además de haberse concedido una autorización para viajar al exterior a aquél, corresponde declarar la competencia del juzgado de esa jurisdicción para entender en la causa.


      D., R. F. s/denuncia


      COMP. 269, L. XLIII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Según convenga a una mejor administración de justicia.


      Contienda negativa de competencia. Actos que podrían responder a un plan común o integrar un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal por razones de una mejor administración de justicia.


      En atención a que de las constancias incorporadas al expediente surge que existieron otros hechos de similar tenor denunciados por la víctima en esta ciudad, circunstancia que no permite descartar a esta altura de la investigación que todos formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional, sede en la que se efectuó la denuncia y se llevó adelante la investigación, para juzgar también el que constituye el objeto de este incidente.


      N.N. s/ coacción


      COMP. 78, L. XLIII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Actos que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal.


      Las circunstancias en que se habrían desarrollado las conductas presuntamente delictivas, no permiten descartar la existencia de un único complot delictivo, que deba ser investigado por un mismo magistrado, ello atendiendo a cuestiones de economía procesal y de una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia. En consecuencia, corresponde al magistrado que tomó conocimiento originario de la denuncia y en cuya jurisdicción se domicilia el denunciante, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      H., León s/ estafa


      COMP. 55, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Actos que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal.


      Si en el caso ambos magistrados reconocen la existencia de una sucesión de hechos que formarían parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que sea un único tribunal el que analice la totalidad de los sucesos denunciados. Por lo expuesto, corresponde al magistrado que previno, quien habría dispuesto el procesamiento del encausado y en cuya jurisdicción se formularon ambas denuncias y se domicilian éste último y el damnificado, continuar con el trámite de las actuaciones.


      C. Patricio Proselio s/ dcia. estafa


      COMP. 176, L. XLIII, 19 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Actos que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal. Competencia del juzgado que previno.


      Si las particularidades del caso permiten sostener que los hechos atribuidos a los imputados, forman parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. En consecuencia, en atención a lo avanzado de la investigación en la sede del juzgado ante el cual se formuló la denuncia, corresponde declarar la competencia de aquél para conocer en los hechos que originaron este conflicto.


      G., Marta E. y J., Walter L. s/ falsif. de instr. privado


      COMP. 1449, L. XLII, 08 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Actos infieles llevados a cabo en más de una jurisdicción. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal.


      Cuando los magistrados intervinientes coincidan en la calificación legal de la conducta a investigar como administración fraudulenta y de las constancias del incidente surge que los actos infieles se habrían cometido en más de una jurisdicción, razones de economía procesal aconsejan atribuir la competencia al magistrado de la jurisdicción donde tiene su sede la firma a la cual la imputada debía rendir cuentas de las gestiones encomendadas.


      N., Noemi s/ estafa


      COMP. 782, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa en concurso ideal con falsificación de documento. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal, mejor administración de justica y mejor defensa de los imputados.


      Si el hecho motivo de la contienda forma parte de un mismo contexto delictivo que se habría desarrollado en distintas jurisdicciones, la elección de alguna de ellas deberá determinarse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados.


      C., Carlos Alberto s/ estafa


      COMP. 1136, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Cuestiones a tener en cuenta para establecer la competencia territorial. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


      Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. Si de los dichos de la denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- surge que la mayor parte de la maniobra defraudatoria se desarrolló determinada jurisdicción, donde además se domicilia la víctima y presuntamente el imputado, razones de economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan asignar competencia al juzgado de aquélla jurisdicción para conocer en la causa.


      P., Nicolás s/ estafa


      COMP. 700, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Consideración tanto del lugar donde se llevó a cabo el ardid, como de aquél donde sucedió la disposición patrimonial, a efectos de establecer la competencia territorial. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


      Si existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación de la conducta denunciada, resulta de aplicación al caso la doctrina según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. En consecuencia, si de los dichos de la denunciante -siempre que resulten verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- surge que la mayor parte de la maniobra defraudatoria se desarrolló en determinada jurisdicción, donde además se domiciliaría el imputado, razones de economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan asignar competencia al juzgado provincial para conocer en la causa.


      B., Hugo s/ defraudación


      COMP. 981, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, en concurso con extorsión. Investigación a cargo de un único tribunal. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal y una mejor administración de justicia.


      Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por otra parte, cabe señalar que resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación. En los casos en que, en atención a las circunstancias de tiempo, lugar y modo en que se habrían desarrollado los hechos denunciados, éstos constituyen un mismo contexto delictivo, en el que los autores, mediante acciones coordinadas en el marco de un plan ilícito único, privaron legítimamente de la libertad a unos y extorsionaron a otros, por razones de economía procesal y una mejor administración de justicia, deben ser investigados por un mismo tribunal. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado que previno, ante el cual recurrieron los damnificados en procura de tutela de sus derechos y en cuya jurisdicción se domicilian la mayoría de ellos, continuar con el trámite de estas actuaciones.


      Z., Fabián s/ extorsión


      COMP. 1302, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de privación ilegítima de la libertad llevado a cabo en más de una jurisdicción. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal.


      En los casos de privación ilegítima de la libertad, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. En concordancia con esta doctrina, cuando de los dichos de la víctima -no controvertidos por otros elementos de la causa- surja que habría sido en determinada jurisdicción cesó la privación ilegitima de la libertad, y en esa jurisdicción además se formuló la denuncia y se realizaron las primeras diligencias, corresponde al magistrado de aquélla conocer en las actuaciones.


      G., Romina Ayelen s/ averiguación de ilícito


      COMP. 871, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos en más de una jurisdicción. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal y mayor eficacia en la investigación.


      En los casos de delitos que son cometidos en más de una jurisdicción resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación.


      V., Luis Gabriel s/ denuncia robo con armas


      COMP. 1295, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos en más de una jurisdicción. Atribución de la competencia en función de una mejor economía procesal.


      En los casos de delitos que se hubiesen llevado a cabo en más de una jurisdicción, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. En concordancia con esta doctrina, si de los dichos de la víctima se desprende que en determinada jurisdicción se habría consumado el desapoderamiento, corresponde al magistrado de aquélla jurisdicción continuar conociendo en las actuaciones.


      J., Cristián Rolando s/ denuncia robo con armas


      COMP. 1276, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos mediante la utilización de tarjeta de crédito. Concurso ideal entre delitos de estafa y falsificación de documentos privados. Competencia del juzgado que previno.


      Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla. Sin embargo, cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. En tales condiciones, corresponde declarar la competencia del juzgado que conoció primero en la denuncia y llevó adelante la investigación, para seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      L., Santiago s/ defraudación


      COMP. 24, L. XLII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos mediante tarjeta de compra. Posible concurso ideal entre estafa y falsificación de documentos privados. Investigación a cargo de un único tribunal por razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


      Sin perjuicio de que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla. Si las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


      P., Carlos Hugo y Cuevas, Claudia s/estafa


      COMP. 1025, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de falsificación de documento y usurpación. Conexidad entre ambos delitos. Conveniencia que la investigación quede a cargo de un único tribunal.


      Si no cabe descartar que los hechos de la causa constituyan una única conducta -insusceptible de ser escindida- en los términos del artículo 54 del Código Penal, corresponde al fuero de excepción -que debe investigar uno de los delitos- continuar entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Además, en los supuestos en que estuviesen relacionados la falsedad del instrumento público y el delito de usurpación, aunque estos hechos sean llevados a cabo en diferentes jurisdicciones, si las mismas presentan entre sí una relación que excede la mera conexidad, ya que de la validez de aquél depende la legitimidad del comportamiento del imputado, por lo que resulta conveniente que un solo magistrado continúe con la investigación. Por lo expuesto, y toda vez que en los casos en que se desconoce el lugar de creación del documento apócrifo debe estarse al lugar donde fue utilizado, corresponde a la justicia federal de la ciudad donde se certificaron las firmas obrantes en documento presuntamente apócrifo, continuar con el trámite de las actuaciones.


      C., Valentín Omar y otra s/ usurpación de propiedad


      COMP. 184, L. XLIII, 27 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de privación ilegítima de la libertad y abuso sexual. Ignorancia del lugar donde se habría cometido el abuso sexual. Consideración de cada uno de los lugares donde se produjeron actos con relevancia típica. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal.


      Si de los dichos de la víctima no surge el lugar donde habría sido sometida sexualmente, es aplicable al caso la doctrina que establece que resultan competentes para conocer en esta clase de delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. Por aplicación de estos principios, si la privación ilegitima de libertad tuvo comienzo en determinada jurisdicción, donde se domicilian tanto la víctima como el menor imputado, y donde, además, este último fue aprehendido, corresponde al juzgado de esa jurisdicción proseguir con el trámite de las actuaciones.


      B., Lorenzo Cayetano s/ privación ilegítima de la libertad y abuso deshonesto


      COMP. 1158, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Desbaratamiento de derechos acordados. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal, al juez de cualquiera de las jurisdicciones en que se desarrolló el proceso ejecutivo.


      Cuando no exista controversia entre los magistrados contendientes en cuanto a la calificación legal de los hechos denunciados, resulta aplicable al caso la doctrina que establece que en los supuestos de desbaratamiento de derechos acordados es posible atribuir competencia a los jueces de cualquiera de los lugares en que se desarrolló el proceso ejecutivo, debiendo acudirse, a tal fin, a razones de economía procesal.


      D. N., Juan Antonio s/ defraudación


      COMP. 680, L. XLIII, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa cometida mediante el uso de un DNI falsificado. Concurso ideal entre ambos delitos. Juzgamiento a cargo de un único tribunal por razones de economía procesal y mejor administración de justicia. Competencia territorial en función del lugar de comprobación de uno de los hechos denunciados.


      Si de las constancias agregadas al legajo surge que para la obtención de los créditos que financiaron compras fraudulentas se habría utilizado un documento nacional de identidad falsificado, al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la Ley 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -las estafas cometidas mediante el uso del documento nacional de identidad falsificado, que concurrirían en forma ideal- corresponde a la justicia federal de la jurisdicción que previno, lugar donde se comprobó uno de los hechos denunciados, continuar con el trámite de la causa motivo de esta contienda. Y ello es así, ya que en las maniobras denunciadas se habría comprobado la existencia de una pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo, que, por razones de economía procesal y una mejor administración de justicia, debe ser investigado por un único tribunal.


      I., Karina María s/ denuncia


      COMP. 632, L. XLIII, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hecho delictivo que se reputa cometido en varias jurisdicciones. Atribución de la competencia en función de razones de economía procesal y administración de justicia.


      Cuando el hecho delictivo se reputa cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, es preciso que la elección de alguna de ellas se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.


      A., Benito Alberto y otros s/ hurto


      COMP. 753, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hecho desarrollado en distintas jurisdicciones. Atribución de la competencia en función de razones de mayor economía procesal, más eficaz investigación y mejor defensa de los procesados.


      Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


      H. V. C. Z. y otro s/ homicidio culposo


      COMP. 1142, L. XLIII, 01 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones. Atribución de la competencia en función de razones de conveniencia para una mejor administración de justicia.


      Cuando existen actos con relevancia típica cometidos en varias jurisdicciones, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación.


      R., Víctor Ángel s/ robo agrav. y priv. ileg. de la lib.


      COMP. 389, L. XLIII, 07 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones. Atribución de la competencia en función de razones de mejor administración de justicia.


      Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


      J., Juan y otros s/ estafa


      COMP. 224, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones. Competencia en función de razones de economía procesal.


      Cuando un hecho se realiza en diferentes jurisdicciones, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación.


      M., Ignacio M. s/ robo calif.


      COMP. 612, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que podrían constituir un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal, por razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


      Si en el caso no se puede descartar que los hechos que constituyen materia de la contienda formen parte de un contexto delictivo único, junto con aquéllos respecto de los cuales el juez que inició la contienda se reservó el conocimiento, cabe concluir que por razones de economía procesal y una mejor administración de justicia, todos los hechos deben ser investigados por un mismo tribunal. En consecuencia, y aún cuando la presunta actividad ilícita desplegada pudiere constituir una infracción al artículo 172 o bien al 302 del Código Penal, en ambos casos corresponde al mismo magistrado investigarla, ya que es quien debe profundizar la pesquisa a fin de determinar el lugar de entrega de los documentos -sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueron presentados al cobro- y en cuya jurisdicción tiene domicilio el banco girado.


      C., Sergio s/ estafa


      COMP. 1096, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación por muerte dudosa. Hechos que se desarrollaron en distintas jurisdicciones. Atribución de competencia en función de razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


      Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados, por lo que corresponde declarar la competencia del magistrado en cuyo ámbito territorial se ubica el nosocomio donde estuvo más tiempo internado el occiso.


      E., Guillermo s/ muerte por causa dudosa


      COMP. 741, L. XLIII, 08 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Maniobras delictivas que habrían tenido lugar en más de una jurisdicción. Atribución de la competencia en función de razones de eficacia de la investigación y de mayor economía procesal.


      Cuando las maniobras a investigar han tenido lugar en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


      M., Sandra Elena s/ estafa


      COMP. 1217, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad mantenida en varias jurisdicciones. Abuso sexual en una jurisdicción. Comienzo y fin de la ejecución de los hechos en la misma jurisdicción. Cuestiones de economía procesal.


      Los hechos materia de investigación que se habrían cometido durante el tiempo que duró ese impedimento ambulatorio, no tuvieron lugar en un único ámbito territorial. Al respecto, surge de los dichos de la víctima cuya verosimilitud no se encuentra controvertida, que si bien la privación de libertad habría comenzado a ejecutarse en la Capital Federal y continuado en la localidad de Ezeiza, donde también se habría producido el abuso sexual, finalmente, habría cesado de cometerse en el mismo ámbito territorial en el que se inició donde, además, se habrían consumado el robo y las lesiones que padeciera. Frente a ello, y no obstante surge que la hipótesis delictiva de mayor envergadura habría tenido lugar, circunstancialmente, en territorio provincial, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal, especialmente si se repara que todos los delitos se desarrollaron sin solución de continuidad dentro de un mismo contexto de acción.


      R., J. C. s/ Abuso sexual agravado


      COMP. 992, L. XLIII, 23 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: atribución recíproca del conocimiento de la causa entre los magistrados intervinientes. Delitos de robo y encubrimiento. Competencia del juzgado interviniente en la causa por el robo, a efectos de que profundice la investigación.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede si el magistrado que interviene en el delito principal, sin perjuicio de los planteos que pudiere efectuar con relación a la competencia en ese hecho, que actualmente es de su exclusivo conocimiento, no se pronunció respecto de su competencia en el encubrimiento, sino que consideró que la sustracción debía ser investigada por un juez de otra provincia. Si los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para concluir que el imputado resulte ajeno al desapoderamiento de la mercadería, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Por todo lo expuesto, corresponde atribuir competencia en el presente al juez que interviene en la causa iniciada con motivo de la sustracción, sin perjuicio del temperamento que pudiere adoptar en cuanto a su competencia en el hecho principal.


      I., Aníbal Eugenio s/ encubrimiento


      COMP. 1181, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Suscripción de un convenio de venta de mercaderías por medio de un acta de constitución de una sociedad anónima falsa. Pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o integran un único contexto delictivo. Necesidad de que la investigación quede a cargo de un único tribunal por razones de economía procesal y mejor administración de justicia. Competencia del juzgado que previno y que llevó adelante la investigación.


      Si del pedido de elevación a juicio y de la resolución que la dispone surge que el acta de constitución de la sociedad anónima falsa fue utilizada para la suscripción de un convenio de comercialización de mercaderías, cabe considerar que ambas conductas constituyen una pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común o que integran un único contexto delictivo, en los que, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. En esa inteligencia, corresponde atribuir la competencia al magistrado ante quien se efectuó la denuncia originaria y se desarrolló una profusa investigación.


      D., Abel c/ denuncia falsificación de documento público


      COMP. 973, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Según el delito cometido primero.


      Contienda negativa de competencia. Denuncia por sustracción de automotor. Presunta falsa denuncia. Lugar donde se investiga el robo.


      Corresponde que la falsa denuncia sea investigada por el magistrado competente en el lugar en que el delito se perpetró.


      O., Cristela María s/ Falsa denuncia


      COMP. 704, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Según el delito más grave.


      Contienda negativa de competencia. Unificación de penas impuestas en diferentes jurisdicciones. Juez Federal que impuso la pena mayor.


      El artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones. No existe óbice constitucional alguno en que la justicia federal sea la competente para dictar la sentencia única conforme al artículo 58 del Código Penal, pues de ese modo se evita una eventual desnaturalización del sistema instituido en esta materia como resultado de la coexistencia de diferentes jurisdicciones y competencias. La excepcionalidad de ese fuero tampoco puede alterar la finalidad de la institución prevista por aquella norma, que se materializa mediante la adaptación de las respectivas sentencias a las reglas del concurso de delitos.


      C., Ángel Benamar s/ Robo calificado por escalamiento en tentativa


      COMP. 774, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Según el Juez que haya prevenido.


      Contienda negativa de competencia. Ausencia de calificación legal. Necesidad de determinar la calificación jurídica de los hechos para una correcta traba del conflicto.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      G., Víctor Venancio s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 406, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ausencia de elementos. Necesidad de profundizar la investigación.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan las individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      P., Javier Hernán s/ Denuncia Art. 289 inc. 1 del Código Penal


      COMP. 901, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Inmueble subastado y sucesivamente transferido. Extravío de título de propiedad. Necesidad de profundizar la investigación.


      Corresponde al magistrado nacional que previno, en cuya jurisdicción tramitó la ejecución hipotecaria y se inscribieron registralmente los sucesivos traspasos de dominio del inmueble que frustraron la protocolización de su subasta y donde, en definitiva, concurrió el querellante a hacer valer sus derechos, continuar conociendo en las presentes actuaciones.


      C., Rosa Nilda s/ Defraudación por estelionato


      COMP. 1474, L. XLII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Insuficiencia de elementos. Necesidad de profundizar la investigación.


      La presente contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere el alcance de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


      N.N. s/ Defraudación


      COMP. 872, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de profundizar la investigación por parte del juez que previno.


      La presente contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.


      G., Eduardo Ramón s/ Defraudación


      COMP. 846, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto uso de documento de identidad falso. Necesidad de profundizar la investigación.


      Profundizar la instrucción permitiría discernir la competencia material, e incluso contribuir a orientar el posterior curso de la investigación.


      G., Osvaldo s/ Uso de documento o certificado falso


      COMP. 842, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Generalidades.


      Investigación de una pluralidad de delitos: corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común.


      Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. La presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


      A., Fabián Américo s/ Peculado


      COMP. 1503, L. XLII, 17 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Investigación de una pluralidad de delitos: corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común.


      Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. La presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


      G., Bernardino y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 452, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Aplicación exclusiva entre jueces nacionales.


      Reglas de conexidad en materia penal.


      Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales.


      C., Gerardo s/ Falsificación de documento público


      COMP. 737, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Supuestos de Conexidad


      Conexidad material.


      Contienda negativa de competencia. Hechos similares denunciados por la víctima en jurisdicción de uno de los jueces contendientes. Posible unidad de contexto delictivo. Asignación de competencia en función de razones de una mejor administración de justicia.


      En los casos en que se advierta que existen otros hechos de similar tenor denunciados por la víctima en jurisdicción de uno de los jueces contendientes, dicha circunstancia no permite descartar que todos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal. Por lo expuesto, corresponde declarar la competencia del juzgado en el que se investigaban los otros hechos, para juzgar también el que constituye el objeto de este incidente.


      L., Juan Mauricio s/ denuncia amenazas


      COMP. 1318, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Comisión de delitos mediando acuerdo.


      Contienda negativa de competencia. Delito de secuestro extorsivo. Juzgamiento de los partícipes en distintas jurisdicciones. Condena previa de uno de los intervinientes. Competencia del fuero de excepción. Remisión a los dictámenes de las causas “Perdiechizi” y “Ramaro”.


      El hecho materia de investigación es de aquellos que suscita la competencia del fuero de excepción, ponderando las circunstancias en que se desarrollaron los hechos, cuya modalidad delictiva presenta los ribetes típicos de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo, pudiendo mencionar, en este sentido, la cantidad de personas intervinientes y la división de tareas, el lapso prolongado o de cautiverio y la diversidad de lugares donde se desarrolló los pagos frustrados del rescate y finalmente la forma en que éste se llevó a cabo. Aun cuando se hubiere dictado condena respecto de uno de los intervinientes en el secuestro, la investigación tendiente a determinar la responsabilidad de los demás partícipes en ese hecho se encuentra en sus albores, razón por la cual la solución propuesta no obraría en detrimento de las exigencias del principio de economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia, a las que recurriera la Corte en oportunidad de resolver la Comp. 472, L. XLII, “Almada, Emanuel Adrián y otros s/ infr. Art. 167, inc. 2 y Art. 170 del C.P.” A este respecto no resulta ocioso recordar que la Corte cumpliendo sus facultades inherentes a la alta función que desarrolla, atiende a la correcta distribución de las competencias judiciales cuando las cuestiones le son sometidas a su conocimiento, posibilitando una redistribución de esas competencias para la salvaguardia de la eficacia de la función judicial. A ello no obsta, que el juzgamiento de los partícipes en un mismo hecho se efectúe en distintas jurisdicciones y bajo normas procesales diferentes, ya que el juicio oral implica la reproducción de las pruebas obtenidas en la instrucción y su valoración independiente, en cada caso, atendiendo a la responsabilidad de los imputados, sin que la sujeción a normas procesales en uno y otro supuesto, y por cuestiones de orden público, implique una violación a la garantía de igualdad ante la ley, en tanto ello no acarrea, de por sí, privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales condiciones.


      S., Martín s/ Secuestro extorsivo


      COMP. 1006, L. XLIII, 13 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Conexidad personal.


      La regla del artículo 3 de la Ley 26.052 alude a procesos en trámite por infracciones a la Ley 23.737.


      La regla del artículo 3° de la Ley 26.052 alude a procesos en trámite por infracción a la Ley 23.737, toda vez que tiene como fin evitar que se frustren investigaciones, fundamentalmente por su complejidad, y advertir que la competencia puede generar un problema, como en el caso del vínculo entre el narcotraficante, su red de distribución y su red de consumidores. Por lo tanto, la unificación de la competencia va a permitir identificar, a través del consumidor, al distribuidor correspondiente y a la red principal que provee la droga, o sea, al narcotraficante, situación que no se advierte en autos toda vez que en el proceso que invoca el juez local en su declinatoria no sólo se halla fenecido respecto de la imputada sino que además había sido instruido por infracción al artículo 292 del Código Penal. Las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia.


      L., Carlos Enrique y otra s/ Tenencia de estupefacientes


      COMP. 230, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Ley 26.052. Estupefacientes. Conexidad. Carácter prioritario de la jurisdicción federal.


      La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en la regla del artículo 4°. Lo dispuesto en el artículo 3° responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, sin que por lo tanto tampoco resulte aplicable en estos supuestos la limitación establecida por el artículo 7° de la Ley 26.052.


      H., Adrián Omar s/ Presunta infracción Art. 5 Ley 23.737


      COMP. 220, L. XLIII, 09 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Por el Territorio.


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público: registro de conducir.


      Resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


      A., Jorge Luis y Guerra, María Mercedes s/ Falsificación documentos públicos


      COMP. 752, L. XLIII, 23 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Inculpado sobreseído por minoridad. Formación de expediente tutelar. Seguimiento por parte del juez correspondiente al domicilio del menor y su familia.


      Habida cuenta del carácter tutelar de las actuaciones que torna aconsejable una mayor inmediatez del juez de la causa con la situación del menor, y toda vez que del expediente surge que éste se domicilia en la Provincia de Buenos Aires al igual que su grupo familiar, corresponde declarar la competencia del tribunal local, que además tiene a su cargo la asistencia proteccional del mismo en otro expediente tutelar


      T., Lucas Matías -12 años- s/ Robo en grado de tentativa


      COMP. 1399, L. XLII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Intento de cobro de indemnización a compañía de seguros. Presentación de denuncia policial presuntamente apócrifa. Posible defraudación. Lugar de presentación de la documentación.


      No resulta posible considerar que los delitos materia de investigación tuvieran lugar en un único ámbito territorial, ya que si bien surge que su ejecución había comenzado con la entrega de la documentación presuntamente falsa al productor de seguros, en localidad bonaerense no debe perderse de vista que, éste sólo habría actuado como un mandatario del imputado para intentar percibir la indemnización por el supuesto siniestro. Sin embargo, la documentación fue presentada con esos fines en las oficinas de la compañía aseguradora, ubicada en esta ciudad donde, además, se descubrió su falsificación.


      B., Juan Martín s/ Estafa en tentativa


      COMP. 1434, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de camión con mercadería y privación ilegítima de la libertad a su chofer. Comienzo de ejecución en una jurisdicción y consumación en otra. Declinación en función del lugar donde se cometió el robo.


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      S., Daniel Eduardo s/ Robo agravado


      COMP. 923, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Uso de fotocopia de documento de identidad falso. Fallos: 303: 1299 y Competencia N° 538; L.XLII "Martiarena, Gustavo Bernardino s/ Encubrimiento".


      S., Martín s/ Presunta infracción arts. 292 y 296 del Código Penal


      COMP. 289, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Distribución de la Competencia.


      Contienda negativa de competencia. Delitos de calumnias e injurias. Competencia territorial en función del lugar donde se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


      La resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la legislación procesal de previo y especial pronunciamiento aplicable. Corresponde entender en la querella por injurias, al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información injuriante, ya que los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


      G., Rubén D. y otros s/ injurias


      COMP. 410, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Juez que no cuestiona su competencia territorial.


      Cuando uno de los jueces contendientes no cuestiona que la conducta típica tuvo lugar en una localidad correspondiente a su jurisdicción territorial, en atención al principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación- corresponde declarar su competencia para conocer en la causa.


      G., Narda s/ suicidio en tentativa


      COMP. 734, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia en virtud de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


      Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


      C., Ricardo Luis y otra s/ Estafa


      COMP. 64, L. XLIII, 12 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Resolución de la competencia teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica y atendiendo a razones de economía procesal.


      Toda vez que ambos magistrados intervinientes en la contienda negativa de competencia no discrepen acerca de la calificación del hecho investigado, esta contienda debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.


      P., Leandro Mauro s/ Su denuncia


      COMP. 504, L. XLIII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Ignorancia del lugar de comisión.


      Ausencia de prueba sobre el lugar donde se consumó: competencia territorial donde se lo comprobó.


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y en ausencia de prueba en ese sentido, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      B. J., Gustavo s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 310, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Caso de desconocimiento del lugar de ejecución del acto infiel. Competencia territorial en función del domicilio de la administración de la sociedad.


      Cuando uno de los magistrados intervinientes en la contienda no cuestione la calificación legal del hecho a investigar, resulta de aplicación la doctrina según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      P., Mario Eduardo s/ defraudación por administración fraudulenta


      COMP. 921, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Desconocimiento del lugar de ejecución del acto infiel. Competencia territorial en función del lugar donde debe reputarse cometido el delito.


      El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      C., Antonio Edmundo s/ defraud.


      COMP. 970, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Ignorancia del lugar de ejecución del acto infiel. Competencia en función del domicilio de la administración.


      El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      L., Onofrio s/ defraudación por retención indebida


      COMP. 844, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Ignorancia del lugar donde se cometió el acto infiel. Competencia territorial en función del domicilio de la administración.


      Si los magistrados intervinientes no cuestiona la calificación legal del hecho a investigar, resulta de aplicación la doctrina según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      C., Dante Fernando s/ defraudación


      COMP. 986, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de circunvención de incapaces: delito de peligro abstracto. Ausencia del instrumento público necesario para determinar la competencia territorial. Competencia del tribunal que previno.


      En el caso de que la ausencia del instrumento público impida determinar el lugar donde se suscribió, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto 1285/58. Esto es así, ya que ese dato resulta relevante para discernir la competencia, por cuanto la circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo, que se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz o de otro.


      B. D. de R., Laura y otro s/ estafa


      COMP. 1071, L. XLIII, 10 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa o su tentativa mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia territorial en función del lugar donde los cheques habrían sido entregados. Competencia del juzgado que previno para que investigue en este sentido.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      Y, Víctor Alfredo s/ denuncia


      COMP. 1065, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o robados. Atribución de la competencia territorial en función del lugar donde los títulos fueron entregados. Competencia del juzgado que previno para que investigue en este sentido.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Sin embargo, cuando de las constancias incorporadas al incidente, no surja dónde tuvo lugar la entrega originaria del documento, corresponde a la justicia que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      G. F., Juan s/ denuncia estafa


      COMP. 984, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa utilizando de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde se presentaron al cobro. Competencia del juez que previno para que profundice la investigación.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


      A., Mónica E. s/ estafa en tent.


      COMP. 151, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documento público. Desconocimiento del lugar donde se confeccionó el documento presuntamente apócrifo: competencia en función del lugar donde el mismo fue utilizado.


      La causa donde se investiga la presunta falsedad y uso de una escritura pública falsa resulta ajena a la competencia del fuero federal, fuero de naturaleza excepcional y restringida. Si de los elementos de juicio reunidos en la causa no surge dónde se confeccionó el instrumento falso, corresponde al juez de la jurisdicción donde se utilizó y comprobó la adulteración, conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


      M., Humberto y G., Juana s/denuncia pta infr. arts. 292, 293 y 296 del C.P.


      COMP. 274, L. XLIII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documento público. Desconocimiento del lugar donde se produjo la adulteración. Atribución de la competencia en función del lugar en que fue descubierto el ilícito.


      Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en que fue descubierto el delito.


      P., José s/ supuesta infracción Art. 292 CPA


      COMP. 1323, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Desconocimiento del lugar de comisión. Competencia del juzgado que previno.


      La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrolló la conducta a investigar y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarla. En efecto, si de la pesquisa desarrollada ante uno de los juzgados intervinientes no surgen elementos que permitan determinar el lugar donde se produjo el hecho delictivo, corresponde al juzgado que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos de juicio necesarios para conferir precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de esa investigación.


      S. L., Aurora s/ Aborto


      COMP. 171, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Sustitución de chapa patente. Ignorancia del lugar de comisión del hecho. Competencia del tribunal con jurisdicción donde se comprobó la infracción.


      En las causas en que se investiga la sustitución de chapas patentes (artículo 33 del decreto ­ley 6582/58) en las que no se ha establecido fehacientemente el lugar de comisión del hecho, deberá entender el tribunal con jurisdicción donde se comprobó la infracción.


      D., Alejandra s/ denuncia


      COMP. 510, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Ignorancia del lugar donde fueron entregados. Competencia del juzgado que previno para que investigue en este sentido


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


      D. Gabriel s/ dcia. tent. de estafa


      COMP. 238, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de abuso deshonesto. Controversia respecto al lugar de comisión de los hechos. Escasas constancias incorporadas al incidente. Corresponde al magistrado nacional con competencia en el lugar de trabajo.


      Sin perjuicio de las escasas constancias incorporadas al incidente, toda vez que de los términos de la denuncia surge que el imputado sería el jefe del sector de la institución en la que trabajaba la víctima, es allí donde aquél, abusando de su condición jerárquica, amenazó, intimidó o ejerció coacción sobre ella, para que accediera a sus requerimientos.


      C., E. s/ Abuso deshonesto


      COMP. 980, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa por entrega de “cheque falso” a cambio de mercadería. Desconocimiento del lugar de presentación al cobro. Corresponde al magistrado provincial que no cuestiona su competencia.


      Toda vez que el magistrado provincial no cuestiona su competencia, sino que solo se remite a rechazarla sobre la base de que no se incorporaron al legajo constancias que acrediten el lugar de presentación al cobro del documento apócrifo, corresponde a éste investigar el hecho e incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver de acuerdo a lo que surja de esa investigación.


      M. S.A. y/o S., O. s/ Infr. Art. 302 del C.P.


      COMP. 188, L. XLIV, 01 de enero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación. Controversia respecto al lugar de comisión de los hechos. Falta de incorporación de elementos probatorios. Imposibilidad de expedirse respecto del magistrado interviniente.


      En atención a que existe controversia entre los magistrados intervinientes respecto del lugar en el que se cometieron los hechos, y dado que no se incorporaron los elementos probatorios que ambos manifestaron haber tenido a la vista, ello obsta la posibilidad de expedirse respecto del magistrado que debe intervenir en la causa.


      T., José y otros s/ Estafa


      COMP. 1159, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Lugar de Comisión.


      Contienda negativa de competencia. Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia territorial en función del lugar donde se llevaron a cabo los actos con relevancia típica.


      El desbaratamiento de derechos acordados es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente y se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar. Si uno de los magistrados intervinientes no cuestiona que las operaciones con relevancia típica se celebraron en su jurisdicción, es él quien debe asumir su jurisdicción y darle al caso la solución legal que, a su criterio, corresponda.


      W., Esther y otros s/ estafa


      COMP. 436, L. XLIII, 22 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia penal por razón del territorio.


      Si las constancias incorporadas al incidente dan cuenta que los hechos a investigar se desarrollaron en determinada localidad, corresponde asignar competencia al magistrado de aquélla jurisdicción para conocer en las actuaciones, ya que conforme al principio de territorialidad la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      C., María A. y otros s/homicidio y lesiones culposas


      COMP. 538, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Calumnias e injurias: lugar de exteriorización.


      Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizaran los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas.


      S., María del Carmen c/ R., Tomas Armando s/ Querella


      COMP. 1372, L. XLII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos del denunciante a efectos de determinar la competencia territorial.


      Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente. Sentado ello, si de los dichos del denunciante surge que los hechos a investigar se habrían desarrollado en determinada jurisdicción, y siendo que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones.


      R. s/ lesiones


      COMP. 855, L. XLIII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por desbaratamiento. Competencia territorial en función del lugar donde se llevaron a cabo los actos que tornaron inciertos los derechos acordados.


      Resulta relevante para decidir sobre la competencia en el delito de defraudación por desbaratamiento, el lugar en el que se dispuso de un bien gravado, si el mismo fue sustraído sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, y dicha circunstancia se comprobó en determinada localidad, al momento de celebrarse el contrato que habría tornado inciertos los derechos acordados.


      Ríos, Carlos Guillermo s/ Denuncia Defraudación


      COMP. 291, L. XLIII, 02 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de insolvencia fraudulenta. Lugar de consumación del ilícito: lugar de inscripción registral de la escritura. Competencia territorial en función del lugar de consumación.


      El tipo penal descripto en el artículo 179 del Código Penal no protege la administración de justicia, sino los intereses patrimoniales del acreedor y, en este sentido, complementa la regulación de los delitos concursales e integra el título sexto del Código Penal, en el que se contemplan los delitos contra la propiedad. Si la insolvencia fraudulenta se configura mediante la venta de un inmueble, el delito se consuma con la inscripción de la escritura en el Registro de la Propiedad Inmueble, momento a partir del cual se torna oponible a terceros. En concordancia con esta doctrina, corresponde atribuir la competencia a la justicia de la jurisdicción en la cual se habría consumado el hecho ilícito, mediante la inscripción de su enajenación en el registro provincial de la propiedad inmueble.


      C., Horacio Santiago y otro s/ insolvencia procesal fraudulenta


      COMP. 1084, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Aplicación de las reglas de conexidad únicamente a jueces nacionales. Concurso ideal entre falsificación de documento y estafa procesal. Competencia territorial en función del lugar donde fue presentado el documento.


      Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales. Si lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


      F. S.A. s/ estafa


      COMP. 316, L. XLIII, 02 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Apoderamiento ilegítimo de una tarjeta de crédito en concurso ideal con defraudación. Investigación a cargo de un único tribunal.


      Cuando se trate de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que la defraudación se cumple como una forma de agotamiento del apoderamiento ilegítimo de la tarjeta de débito. El juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de doble persecución penal, cuyo rango constitucional fue reconocido por la Corte. En esta inteligencia, corresponde al juzgado que previno, y en cuya jurisdicción se produjo la sustracción de la tarjeta de débito, continuar con el trámite de la causa.


      P, Alberto Francisco s/defraudación


      COMP. 1053, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Atribución de la competencia en territorial en función de los dichos del denunciante.


      Siendo que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, cuando de las declaraciones del denunciante -que deben ser tenidas en cuenta para resolver la cuestión, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa- surja que el hecho a investigar habría ocurrido en el aeropuerto de Ezeiza, corresponde al juzgado local conocer en las actuaciones, sin perjuicio de la calificación que resulte en definitiva.


      A. A. 2 S.A. s/ defraud. por retención indebida


      COMP. 1230, L. XLIII, 27 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Atribución de la competencia territorial teniendo en cuenta las declaraciones tanto del imputado como del denunciante.


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


      C. de J. y P. J. y otros s/ defraudación contra la administración pública


      COMP. 1282, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Calumnias e injurias. Competencia determinada en función del lugar donde se divulgaron las informaciones presuntamente agraviantes.


      Resulta competente el juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información agraviante.


      P., Stella s/ Querella


      COMP. 1242, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia del juez que reconoce que los hechos habrían sucedido en su jurisdicción.


      Si uno de los jueces intervinientes reconoce que los hechos a investigar se desarrollaron en su jurisdicción, a él corresponde asignarle competencia para conocer en la causa, sin perjuicio de que si entiende que la investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      H. M. V. L. P. D. s/ homicidio culposo


      COMP. 851, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia del magistrado que reconoce que los hechos denunciados habrían sucedido en su jurisdicción.


      Cuando uno de los magistrados intervinientes en la contienda, no desconoce que los hechos denunciados tuvieron lugar en se jurisdicción, sino que se limita a señalar que la documentación acompañada al expediente sería copia de la original, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      B., Silvina V. y otro s/ estafa


      COMP. 696, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial en función de los hechos con relevancia típica.


      Cuando de los dichos del denunciante -siempre que resulten verosímiles y no estén desvirtuados por otras constancias de la causa- surge que la mayor parte de los actos con relevancia típica se desarrollaron en determinada jurisdicción, cabe asignar competencia al juzgado de esa jurisdicción para conocer en las actuaciones.


      G., Sandra del Valle s/defraudación


      COMP. 489, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial en función del lugar de exteriorización de los actos con relevancia típica.


      Si la conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del artículo 239 o 173, inciso 2°, del Código Penal, se habría desarrollado en una misma jurisdicción, habiéndose exteriorizado en aquélla los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos, cabe concluir que es competente para conocer en la causa el juzgado con competencia territorial en esa jurisdicción.


      G. S., Ricardo Enrique s/ retención indebida


      COMP. 1256, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial en función del lugar de realización de los hechos con relevancia típica.


      En concordancia con la doctrina que establece que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, en aquellos casos en que la mayor parte de los hechos con relevancia típica para la configuración del delito se habrían desarrollado determinada localidad, corresponde a la justicia de esa jurisdicción continuar conociendo en la causa.


      R., Claypole Daniel s/ estafa


      COMP. 1450, L. XLII, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial en función del lugar donde habría sucedido el hecho.


      Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. En consecuencia, si de las actuaciones surge el lugar donde habría sucedido el hecho, en atención al principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación corresponde declarar la competencia del juzgado de aquélla jurisdicción para entender en la causa.


      C., J. s/ lesiones culposas


      COMP. 805, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial en función del lugar donde se llevaron a cabo los actos con relevancia típica.


      Para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la contienda no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Cuando existe coincidencia entre los jueces intervinientes sobre la calificación del hecho a investigar, y de las constancias reunidas surge que fue en determinada localidad donde se llevaron a cabo los actos con relevancia típica, corresponde declarar la competencia del juzgado de aquélla jurisdicción para continuar entendiendo en la causa.


      R., Mirian del Valle y otra s/supresión de identidad


      COMP. 566, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia territorial en función del lugar donde sucedieron los hechos con relevancia típica.


      En atención a que de los dichos del denunciante -que no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa- surge que todos los hechos con relevancia típica habrían ocurrido en determinada jurisdicción, en aplicación de la doctrina que establece que la competencia en materia penal por razón del territorio debe dirimirse atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al juzgado de aquélla jurisdicción continuar con el trámite de la causa.


      M. C., Rogelio E. s/ defraud. por adm. Fraud.


      COMP. 94, L. XLIII, 08 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Compra de valores de pago diferido. Inexistencia de engaño en función del riesgo ínsito en ese tipo de operaciones. Posible delito de pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia territorial en función del domicilio del banco girado.


      Cuando el hecho denunciado se hubiese desarrollado en el marco de una operación de compra de valores de pago diferido, esta circunstancia permitiría descartar que en oportunidad de su entrega hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad de la compradora, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de tal operatoria de valores con promesa de pago futuro. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la Ley 24.452.


      J., Ana s/ infr. Art. 302 del C.P.


      COMP. 1493, L. XLII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conducta que se habría desarrollado en más de una localidad. Competencia del magistrado de una de esas jurisdicciones para que profundice la investigación y resuelva en consecuencia.


      Cuando uno de los magistrados intervinientes en el conflicto de competencia no cuestione que los hechos materia de investigación se hubieren desarrollado en su jurisdicción, sino que plantea que parte de la conducta denunciada se habría comprobado, también, en otra circunscripción de su misma provincia, corresponde a aquél asumir su competencia e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite. Ello sin perjuicio, claro está, que para el caso de considerar que su investigación corresponda a otro juez de su provincia se la remita de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      F., Alicia s/ inf. Art. 94 C.P.


      COMP. 319, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conductas que puedan afectar el buen servicio del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Competencia de la justicia federal de la jurisdicción donde se habrían desarrollado los hechos.


      Aún cuando no exista una concreta contienda negativa de competencia, ya que los jueces entre quienes se suscita la contienda no se hubiesen atribuido recíprocamente la competencia, razones de economía procesal y buen servicio de justicia autorizan a prescindir de ese reparo formal en determinados casos. Siendo que el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados tiene a su cargo el cumplimento de un servicio de interés público: el de brindar a los jubilados y pensionados del régimen nacional de previsión y del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones las prestaciones sanitarias y sociales integrales tendientes a la promoción, prevención, recuperación y rehabilitación de la salud de los beneficiarios del instituto, la conductas puedan afectar el buen servicio que debe brindar el instituto deben ser investigadas por la justicia federal con jurisdicción sobre las localidades en la que se habrían desarrollado los hechos.


      P., María del Carmen s/denuncia


      COMP. 65, L. XLIII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Consideración de las declaraciones tanto del imputado como de la víctima a los fines de determinar la competencia territorial.


      Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. En concordancia con esta doctrina, si de la declaración prestada por el denunciante, se desprende que habría sido amenazada con un arma de fuego por la imputada en determinada localidad, donde además tiene su domicilio, corresponde asignar competencia al tribunal de aquélla jurisdicción para conocer en la causa.


      Z., Lorena Isabel s/ coacción agravada


      COMP. 931, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos de la víctima a los fines de establecer la competencia territorial.


      Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. En consecuencia, si de los dichos de la presunta víctima se deriva que los hechos habrían sucedido en determinada localidad, corresponde declarar la competencia del tribunal de aquélla jurisdicción para entender en la causa.


      G., Fabián Armando s/ abuso deshonesto


      COMP. 745, L. XLIII, 08 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos del denunciante para resolver el conflicto de competencia.


      Si los dichos del denunciante resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa, cabe tomarlos en consideración para resolver el conflicto de competencia, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


      C. S.A. s/ defraudación


      COMP. 458, L. XLIII, 21 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Consideración de los términos de la querella a los fines de establecer el lugar de comisión de los hechos con relevancia típica.


      Si de los términos de la querella, que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa, surge que ya sea que la conducta denunciada configure la defraudación especial contemplada en el artículo 173, inciso 3º, del Código Penal, o bien el de la defraudación agravada prevista en el artículo 174, inciso 2º, del mismo ordenamiento, los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos, se habrían exteriorizado en determinada localidad, corresponde a la justicia de esa jurisdicción conocer en la causa.


      V., Andrés y otro s/ defraudación por documento


      COMP. 942, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Contradicción en la denuncia respecto del lugar de consumación del hecho, siendo en cualquier caso dentro de la misma jurisdicción. Competencia del magistrado de esa jurisdicción para que confiera precisión a la notitia criminis.


      Si uno de los magistrados intervinientes en la contienda no cuestiona la competencia de la justicia de su provincia, sólo esgrimiendo para el rechazo de la competencia el hecho de no se haya esclarecido ante el tribunal preventor la contradicción en la que incurrió el denunciante en cuanto a que habría indicado, como lugar de consumación, dos localidades distintas de su misma jurisdicción, corresponde a éste asumir su competencia e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      L., Carmen s/ estafa


      COMP. 456, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación mediante la utilización de un poder presuntamente apócrifo. Competencia territorial en función del lugar donde fue utilizado el poder y donde además se ubican los inmuebles involucrados.


      Cuando de los dichos del denunciante y de la documentación aportada por éste -probanzas no controvertidas en la causa-, surja que el poder falso fue utilizado para lograr el presunto desapoderamiento en determinada jurisdicción, lugar donde además se encuentran los inmuebles involucrados, y donde tramita el proceso de redargución de falsedad del título, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción para continuar con el trámite de las actuaciones.


      D. l. T., José Luis s/falsif. de documentos públicos


      COMP. 698, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación por abuso de firma en blanco. Estafa mediante falsificación o uso de documento falso. Investigación a cargo del tribunal con jurisdicción en el lugar donde se hizo valer el documento incriminado.


      Si de las constancias del incidente surge que la ejecución de los instrumentos cuestionados tramita ante la justicia en lo civil y comercial de determinada jurisdicción, es el juez de aquélla el que debe conocer en las actuaciones, por cuanto ya sea que la conducta a investigar encuadre en el delito de defraudación por abuso de firma en blanco, o en el de estafa mediante la falsificación o el uso de documento falso, ambas infracciones deben ser investigadas por los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se hizo valer el documento incriminado.


      P., José Luis s/ denuncia


      COMP. 545, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Atribución de competencia en función del lugar donde debe reputarse cometido el delito.


      El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, entendiéndose por tal, donde se cumplen las negociaciones encomendadas al mandatario. Ello, sin perjuicio de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      S., Francisco y otros s/ defr. adm. fraud.


      COMP. 686, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Competencia territorial en función del lugar de ejecución del acto infiel.


      En aquellos casos en que uno de los jueces contendientes no cuestiona la calificación legal del hecho a investigar, resulta de aplicación la doctrina según la cual el delito e administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      D., Gustavo Sergio y otro s/ defraudaciones por administración fraudulenta


      COMP. 1225, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Competencia territorial en función del lugar de ejecución del acto infiel. Desconocimiento del lugar de ejecución del acto infiel: atribución de la competencia territorial en función del domicilio de la administración.


      Si uno de los magistrados contendientes no cuestiona la calificación legal del hecho a investigar, resulta de aplicación la doctrina según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      C., Gustavo Fabián y otros s/ defraudación por administración fraudulenta


      COMP. 1154, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Competencia territorial en función del lugar donde debe reputarse cometido el delito.


      El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquel se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      A., Javier s/ adm. fraud.


      COMP. 154, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Competencia territorial en función del lugar donde debe reputarse cometido el delito.


      El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquel se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      L., Alejandro Félix s/extorsión


      COMP. 966, L. XLIII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Determinación de la competencia en función del lugar donde se cometió el acto infiel.


      Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente. El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquel se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      R., Raquel Emilse s/ defraud. por adm. fraudulenta


      COMP. 12, L. XLIII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de calumnias e injurias. Atribución de la competencia territorial en función del lugar donde se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


      Si los magistrados intervinientes coinciden en la calificación legal del hecho, resultaría aplicable la doctrina de la Corte, según la cual, los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


      D., Marta y L. Eduardo s/ Art. 109 CP


      COMP. 1339, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de calumnias e injurias. Competencia territorial en función del lugar donde se exteriorizaron los términos agraviantes.


      Toda vez que los magistrados intervinientes no cuestionan la calificación legal del hecho a investigar, resulta de aplicación la doctrina según la cual los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, por lo que corresponde atribuir la competencia al juez de esa jurisdicción.


      C. C. E. L., y P. G., Mario s/ calumnias e injurias


      COMP. 814, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de circunvención de incapaces (artículo 174, inciso 2° del Código Penal). Atribución de la competencia en función del lugar donde se firmó el documento.


      La circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo, pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz o de otro. Por lo expuesto, si uno de los jueves no cuestiona que la escritura se suscribió en su jurisdicción, corresponde declarar su competencia para conocer en la causa.


      G., Ana María s/ circunvenciones de incapaces


      COMP. 790, L. XLIII, 08 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por abuso de firma en blanco. Competencia de los tribunales donde se hizo valer el documento incriminado.


      El delito de defraudación por abuso de firma en blanco (artículo 173 inciso 3° del Código Penal) debe ser investigado por los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se hizo valer el documento incriminado. En el supuesto de que aún cuando pueda considerarse que la defraudación denunciada, por sus particulares características, exceda aquel marco normativo y pueda presentarse como desarrollada en distintos ámbitos territoriales, en dichos supuestos debe resolverse ponderando razones de economía procesal y mejor administración de justicia, siendo relevante la ubicación del establecimiento asistencial, el domicilio de los imputados y el lugar donde tramitan las actuaciones relativas a la nulidad de las actas cuestionadas.


      D. B., Eduardo s/ denuncia


      COMP. 1492, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Competencia territorial en función del lugar donde se desplegaron las maniobras ardidosas.


      Cuando los dichos del denunciante -siempre que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- son categóricos en cuanto al lugar donde se habría suscripto el contrato simulado, corresponde asignar competencia al magistrado de esa jurisdicción para conocer en las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      M. s/defraudación por contrato simulado


      COMP. 240, L. XLIII, 18 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia territorial en función del lugar donde fueron entregados los títulos. Competencia del juez que previno para que profundice la investigación en esta dirección.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Sin embargo, si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      N.N. s/ extravío de cheque


      COMP. 88, L. XLIII, 08 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa cometido mediante la entrega un cheque apócrifo, y presunto encubrimiento del mismo. Relación de alternatividad entre ambos delitos. Competencia territorial en función del lugar de entrega del cheque.


      Corresponde investigar el delito de estafa cometida mediante la entrega de un cheque presuntamente apócrifo, al juez del lugar donde se realizó la entrega del mismo, ya que éste que habría constituido, prima facie, el ardid determinante del acto de disposición del vendedor. Con relación al presunto encubrimiento de ese delito, debería en principio, intervenir el juez federal de la jurisdicción donde habría sucedido, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado no ha tenido participación alguna en el delito principal, por lo que resulta indispensable contar con una adecuada pesquisa y un auto de mérito que defina su situación jurídica, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. En consecuencia, si esta circunstancia no aparece como manifiesta, corresponde al magistrado que intervendrá en el delito de estafa agotar también la investigación de este hecho, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      Alba, Luis s/ estafa


      COMP. 1176, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa o su tentativa cometido mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Concurso ideal. Competencia territorial en función del lugar donde los títulos habrían sido entregados.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -delito que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. En consecuencia, si los elementos de juicio incorporados al expediente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      W., Jorge Rubén c/ S., Luis Ángel del Valle s/ denuncia


      COMP. 839, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Atribución de la competencia en función de realización de la disposición patrimonial.


      El iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición. Por aplicación de este criterio, y si de los términos de la denuncia surge que la disposición patrimonial se consumó en determinada localidad, corresponde a la justicia de esa jurisdicción continuar en el conocimiento de la causa.


      R., Osvaldo y otros s/ estafa


      COMP. 799, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial en función del lugar donde se llevaron a cabo las maniobras ardidosas.


      Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, ya que el iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición. En consecuencia, cuando los hechos que habrían configurado el ardid que indujo a error al banco se llevaron a cabo en determinada jurisdicción, en concordancia con la doctrina enunciada, corresponde declarar la competencia del juzgado de esa jurisdicción para conocer en la causa.


      S., Guiseppe -Bco. Unicrédito Italiano- s/ den. estafa


      COMP. 1400, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial en función del lugar donde se realizó la disposición patrimonial.


      Cuando de los dichos del denunciante -no controvertidos por otros elementos de la causa- surge que la disposición patrimonial se efectuó en determinado domicilio, corresponde a la justicia de aquella jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones.


      D. M., Mario s/ estafa


      COMP. 96, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial en función del lugar donde se realizó la disposición patrimonial.


      El iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición. Por aplicación de ese criterio, corresponde al juez de la jurisdicción donde se realizó la disposición patrimonial conocer en la causa.


      L., Carlos L. s/ dcia. estafa


      COMP. 229, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documento público. Existencia de una causa vinculada, pero en la que no se analizaron los hechos materia de contienda. Competencia territorial en función del domicilio donde se habría producido el documento presuntamente apócrifo.


      Cuando el hecho materia de la contienda no constituye ni integra el objeto procesal de otra denuncia anterior por desbaratamiento de derechos acordados, y aquélla cuestión ya fue juzgada sin que se hubieren analizado los hechos que investigados en la presente causa, corresponde al magistrado de la ciudad donde tiene domicilio la escribanía en la que se habría producido el documento presuntamente falso, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      G. G. s/ falsificación de doc. Públicos


      COMP. 1062, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documentos. Competencia territorial en función del lugar donde se habría llevado a cabo la falsificación según los dichos del denunciante.


      Si los magistrados contendientes coinciden en que el objeto de la investigación lo constituye la presunta falsificación de certificados de garantía, la cual se habría llevado a cabo en la sede de la firma imputada, conforme surge de los dichos del denunciante, corresponde al magistrado con jurisdicción sobre aquélla sede continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      J. C. Argentina S.A. s/ defraudación por retención indebida


      COMP. 1244, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de falso testimonio. Declaración por exhorto. Atribución de competencia territorial en función del lugar de consumación del delito.


      Por imperativo constitucional, a los efectos de determinar la jurisdicción territorial, debe tenerse en cuenta prioritariamente el lugar donde se consumó el delito, lo que no debe confundirse con el lugar en que se produzcan efectos extratípicos del hecho ilícito. El delito de falso testimonio se consuma en el lugar donde presta declaración por exhorto el testigo ofrecido en un juicio que tramita en otra jurisdicción.


      Pcia. de Chubut c/ H., Horacio Ernesto


      COMP. 898, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de impedimento de contacto. Competencia territorial en función del lugar donde se habría producido la remoción de la menor.


      Cuando de la declaración del denunciante -siempre que resulte verosímil y no se encuentre desvirtuada por otros elementos de la causa- surja que el lugar donde se habría producido la remoción de la niña de la custodia del padre y la presunta privación del ejercicio de sus derechos y obligaciones, habría sido en jurisdicción bonaerense, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


      R., A. s/ inf. Ley 24270


      COMP. 928, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de libramiento de cheques sin provisión de fondos. Competencia territorial en función del domicilio del banco girado.


      En los supuestos en que la fecha del cheque resulta postdatada, la acción del imputado no debe ser encuadrada prima facie en el delito del Art. 172 del Código Penal sino en el Art. 302 del mismo, por lo que no corresponde declarar competente al juez del lugar en que se habría realizado la operación sino al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


      C. C. G. A. S.A. s/ Inf. Art. 302 del CP


      COMP. 826, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de sustracción de cheque. Diferenciación respecto del posible uso ilícito que se le pueda dar al cheque. Competencia territorial en función del lugar que se entregan los títulos, respecto de los delitos realizados mediante su utilización. Competencia del juzgado que previno a efectos que profundice la investigación.


      La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando de la investigación practicada por el tribunal declinante, a través de lo informado por los endosantes, no surge dónde tuvo lugar la entrega originaria de los documentos, corresponde a éste, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


      B, Ricardo A s/ su dcia.


      COMP. 177, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima. Unidad de conducta. Competencia de la justicia federal del lugar donde se hubiese llevado a cabo la disposición patrimonial.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Sentado ello, siendo que resulta privativo de la justicia de excepción el juzgamiento de las infracciones al artículo 33, de la Ley 20.974, corresponde asignar la competencia para conocer en ambos hechos a la justicia federal del lugar donde se hubiese llevado a cabo la disposición patrimonial.


      V., Alejandro Gabriel s/ denuncia estafa


      COMP. 793, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa procesal y falsificación de documento en concurso ideal. Competencia territorial en función del lugar donde fue presentado el documento.


      En los casos en que se impute la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal que concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el documento presuntamente apócrifo.


      R., Rubén Joaquín Genaro s/ denuncia


      COMP. 1008, L. XLIII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de sustracción de cheque, y de tentativa de estafa mediante la utilización de un cheque falsificado. Competencia territorial en función del domicilio del banco donde se presentó al cobro el cheque presuntamente apócrifo.


      La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y si no se determinó el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo investigar la falsificación, así como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


      L., María Ester s/ estafa en tentativa


      COMP. 881, L. XLIII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en función de las declaraciones de la denunciante.


      Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


      M., Tomás Felipe s/ infr. Ley 13944


      COMP. 827, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en función de las declaraciones de la víctima o del imputado.


      Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


      L., Mario A. y otra s/ coacción


      COMP. 675, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en función lugar de consumación del delito.


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, por lo que si de las constancias de la causa surge que los hechos con relevancia típica se produjeron en determinada localidad, corresponde asignar competencia a la justicia de esa jurisdicción para intervenir en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una ulterior investigación.


      N.N. s/ Av. lesiones culposas


      COMP. 706, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia territorial en función de los dichos del denunciante.


      Siendo que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, cuando de los dichos del denunciante -siempre que resulten verosímiles y no se encuentren desvirtuados por otros elementos de la causa- surja que los hechos con relevancia típica tuvieron lugar en determinada localidad, corresponde asignar competencia a la justicia de aquélla jurisdicción para intervenir en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una ulterior investigación.


      G., Hernán s/ denuncia


      COMP. 446, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En consecuencia, si de las constancias de la causa surge que el hecho tuvo lugar en determinada localidad, corresponde asignar competencia a la justicia de aquélla jurisdicción para intervenir en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una ulterior investigación.


      P., Diego Ezequiel s/ lesiones graves


      COMP. 637, L. XLIII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Diferenciación de la sustracción de cheque respecto de los ilícitos posteriormente cometidos con el mismo. Competencia territorial en función del lugar donde fueron entregados los títulos. Competencia del juez que previno para que profundice la investigación en este sentido.


      La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Sin embargo, cuando de las constancias incorporadas al incidente, no surja dónde tuvo lugar la entrega originaria del documento, corresponde a la justicia que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      P., Norberto O. s/ estafa


      COMP. 132, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Diferenciación de la sustracción de cheque respecto de los ilícitos posteriormente cometidos con el mismo. Competencia territorial en función del lugar donde fueron entregados los títulos. Competencia del juez que previno para que profundice la investigación en este sentido.


      La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


      R. B., Fernanda s/ estafa en tent.


      COMP. 139, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Entrega de un cheque de pago diferido a cambio de una contraprestación. Ausencia de la simultaneidad necesaria para la configuración del delito de estafa. Competencia del domicilio del banco girado para evaluar la aplicación de la figura prevista en el artículo 302 del Código Penal.


      Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la Ley 24.452.


      B., Juan Salvador s/estafa


      COMP. 1002, L. XLIII, 09 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa cometida en perjuicio de una compañía de seguros con sede en la Capital Federal. Competencia territorial en función del lugar donde debe entenderse consumado el delito.


      Compete a la Justicia Nacional en lo Criminal de Instrucción conocer en la causa en la que se investiga la estafa cometida en perjuicio de una compañía de seguros, si el delito debe entenderse consumado en la Capital Federal, donde tienen su sede la compañía de seguros y la asegurada y además se efectuó la disposición patrimonial.


      C., Emiliano s/ denuncia hurto agravado


      COMP. 549, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa cometida mediante la falsificación o el uso de documento falso. Competencia de los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se hicieron valer los documentos.


      Si de las constancias del incidente surge que las ejecuciones de los instrumentos cuestionados tramitan ante la justicia nacional en lo comercial, es el juez nacional el que debe conocer en estas actuaciones, ya que la estafa cometida mediante la falsificación o el uso de documento falso, debe ser investigada por los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se hicieron valer los documentos incriminados.


      S., Estela Susana s/ estafa


      COMP. 221, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Atribución de la competencia en función del lugar donde los mismos se presentaron al cobro. Competencia del juzgado que previno para que profundice la investigación en ese sentido.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Sin embargo, cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      M., Carlos A. s/ estafa en tent.


      COMP. 730, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hecho sucedido en una embarcación amarrada en puerto. Competencia provincial en función de la falta de afectación de intereses federales o a la prestación del servicio del establecimiento nacional. Art. 1° de la Ley 18.502: jurisdicción provincial en la franja de mar territorial adyacente a las costas.


      La sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no basta para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Por lo demás, en el supuesto de un marinero que hubiese sufrido algún acontecimiento violento o fortuito a bordo de una embarcación amarrada en puerto, ello tampoco suscita la intervención del fuero de excepción, en tanto en la franja de mar territorial adyacente a las costas y hasta las tres millas marinas, la jurisdicción es ejercida por las provincias, tal como lo establece el artículo 1º de la Ley 18.502.


      P., Mónica s/ denuncia


      COMP. 1270, L. XLII, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos ocurridos en jurisdicción provincial. Interpretación y aplicación de normas de derecho procesal local, ajenas a la jurisdicción nacional.


      Cuando las constancias agregadas al incidente dan cuenta que los hechos a investigar se habrían desarrollado en más de una jurisdicción dentro de la misma provincia, corresponde asignar competencia para conocer en la causa al juzgado provincial interviniente en la contienda. Ello, sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


      E. A., César s/ estafa


      COMP. 693, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que podrían constituir el delito de defraudación por abuso de firma en blanco, o alguna modalidad de estafa. Competencia territorial del tribunal de la jurisdicción Lugar donde se hizo valer el documento incriminado.


      Cuando las constancias del incidente son coincidentes en que la ejecución de los instrumentos cuestionados tramita ante un Juzgado Nacional de Primera Instancia, es la justicia nacional la que debe conocer en estas actuaciones. Ello así, por cuanto ya sea que la conducta a investigar encuadre en el delito de defraudación por abuso de firma en blanco, o en el de estafa mediante la falsificación o el uso de documento falso, ambas infracciones deben ser investigadas por los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se hizo valer el documento incriminado.


      H., José Luis y otros s/estafa


      COMP. 146, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Homicidio criminis causae. Atribución de la competencia en función del lugar donde sucedieron los hechos típicamente relevantes.


      La imposibilidad de reedición de planteos de incompetencia se relaciona con aquellas cuestiones trabadas y resueltas por los tribunales superiores instituidos para hacerlo. Sin perjuicio del análisis de los hechos que se efectúe en el debate y de la calificación legal que en definitiva se les atribuya, si de las constancias del expediente no surge que ciertos hechos se hubiesen llevado a cabo, pero sí se tuviese constancia del lugar donde hubiesen acontecido otros hechos típicamente relevantes, corresponde a los jueces de ésta jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones.


      V., Juan Carlos y R., Gerardo Pablo s/ homicidio agravado


      COMP. 567, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 179 del Código Penal mediante la venta de un inmueble. Competencia territorial en función del lugar de inscripción registral de la escritura.


      Cuando el delito previsto en el artículo 179 del Código Penal se configura mediante la venta de un inmueble, el mismo se consuma con la inscripción de la escritura en el Registro de la Propiedad Inmueble, momento a partir del cual se torna oponible a terceros, por lo que corresponde asignar la competencia a la justicia del lugar donde se inscribió dicha escritura.


      A. S.A. s/ insolvencia procesal fraudulenta


      COMP. 625, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracciones a los artículos 172 o 173, inciso 3 del Código Penal. Actos con relevancia típica exteriorizados en la Capital Federal. Competencia de la justicia nacional.


      Ya sea que la conducta denunciada configure el delito de estafa, previsto en el artículo 172 del Código Penal, o bien el de defraudación especial contemplado en el artículo 173, inciso 2°, del mismo ordenamiento, los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos se habrían exteriorizado en la jurisdicción de la Capital Federal. Ello es así, en atención a que de las declaraciones del denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otros elementos de la causa- surge que, sin perjuicio de que las negociaciones iniciales y la firma del convenio de honorarios se habría efectuado en jurisdicción bonaerense, ya sea la disposición patrimonial constitutiva del delito de estafa o la retención indebida del dinero, se habrían consumado en una sucursal del Banco Francés ubicada en la Capital Federal, ciudad en la que, además, se encuentra emplazado el estudio jurídico del imputado y donde tiene su asiento el tribunal ante el cual se formuló la denuncia. Sobre la base de estas consideraciones, es la justicia nacional la que debe seguir con la sustanciación de la causa.


      N., Eduardo A. s/ estafa


      COMP. 63, L. XLIII, 27 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracciones al inciso 1º y 3º del artículo 302 C.P. Competencia del tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


      Cuando de los términos de la denuncia surja que los cheques utilizados sea de pago diferido, y esta circunstancia no sea controvertida por los jueces en conflicto, ya sea que los hechos puedan encuadrarse en el supuesto del inciso 1º o del inciso 3º del artículo 302 del Código Penal, corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


      D. S.A. s/ infr. Art. 302 del C. P.


      COMP. 245, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ingreso y modificación ilegal del portal de internet de una dependencia provincial. Competencia territorial en función del lugar donde se encuentra ubicado el servidor de internet que administra la página.


      En el caso que se investigue el ingreso y modificación ilegal del contenido de un portal de una gobernación provincial, aún cuando la maniobra se hubiere realizado desde otra locación, si esa la alteración o modificación de los datos se efectúo en un "servidor" que administra la página de internet, que se encuentra dentro de la dependencia gubernamental, corresponde atribuir la competencia al juez de esa jurisdicción. Ello, toda vez que allí se consumó la maniobra y se produjeron sus consecuencias, esto es, la afectación del normal desempeño de la administración del gobierno provincial y de su patrimonio -la interrupción del servicio y la incorporación de nueva tecnología para poder reponerlo y restaurarlo-.


      M., Néstor Hugo s/ denuncia


      COMP. 1672, L. XLI, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Magistrado que no cuestiona que el ilícito se habría perpetrado en su jurisdicción.


      En los casos en que uno de los juzgados no cuestiona el hecho que de comprobarse la comisión del hecho ilícito denunciado, éste se habría perpetrado en su jurisdicción, corresponde a su titular asumir la competencia y darle al caso la solución legal que, a su criterio, corresponda.


      S., Susana Eva s/su denuncia


      COMP. 1511, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Necesidad de que el juez tome conocimiento de los elementos probatorios incorporados al incidente con posterioridad al rechazo de su competencia a fin de permitirle variar o confirmar su criterio. Delito de administración fraudulenta. Atribución de la competencia en función del lugar donde se llevaron a cabo los actos con relevancia típica.


      La cuestión no estaría correctamente trabada si uno de los magistrados participantes en la contienda no tomó conocimiento de los elementos probatorios incorporados al proceso con posterioridad al rechazo de su competencia, cuestión que le habría permitido variar o confirmar su criterio, ya que sólo en el caso de un nuevo rechazo y posterior insistencia del declinante, se habría cumplido con tal regla. El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial, en violación del deber. Cuando de los escasos elementos probatorios incorporados al incidente surja que los actos con relevancia típica característicos del delito de que se trata se habrían llevado a cabo en esta ciudad, es el magistrado que previno quien debe continuar con la sustanciación de la causa, aunque la entidad damnificada tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


      M., Fernando s/ defraudación


      COMP. 702, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Necesidad de que los hechos que se presenten como independientes entre sí sean investigados por los jueces del lugar en que fueron cometidos. Imposibilidad de alterar estas reglas por razones de economía procesal. Procedencia de la acumulación por conexidad sólo en conflictos entre jueces nacionales.


      Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales


      B., Alejandro y otro s/ adm. fraud. y falsif. dctos. púb.


      COMP. 537, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Operación de compraventa abonada con un cheque de pago diferido. Ausencia de vicio en la voluntad de la compradora, quien asumió el riesgo que implica la aceptación de este tipo de cheques. Competencia del juez del domicilio del banco girado para que evalúe la posible a infracción al Art. 302 del Código Penal.


      Cuando el hecho denunciado se hubiese desarrollado en el marco de una operación habitual de compraventa de mercadería abonada con cheques de pago diferido, esta circunstancia permitiría descartar que en oportunidad de su entrega hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad de la compradora, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de valores con promesa de pago futuro. Por ello, cabe concluir que corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 24.452.


      P., Roberto Ángel s/ estafa


      COMP. 1205, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible delito de impedimento de contacto. Competencia en función del lugar donde el imputado habría impedido a la madre tomar contacto con sus hijas.


      Si de las constancias del incidente que el régimen de visitas de las menores se fijó en el juicio sobre violencia familiar donde se habría dispuesto que el retiro y la entrega de aquéllas tendría lugar en determinado domicilio, debe considerarse que ése es el lugar donde el imputado habría impedido a la madre tomar contacto con sus hijas, por lo que corresponde asignar la competencia al juzgado de aquélla jurisdicción.


      E., M. F. s/ sustracción de menores de 10 años


      COMP. 789, L. XLIII, 08 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible delito de libramiento de cheque sin provisión de fondos. Competencia territorial en función del domicilio del banco girado.


      Los cheques diferidos son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa, y corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 61 de la Ley 24.452.


      T., Juan Carlos s/ inf. Art. 302 del CP


      COMP. 939, L. XLIII, 19 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Competencia territorial en función del lugar donde se habrían entregado los cheques. Competencia del juez que previno para que profundice la investigación en este sentido.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Ese criterio debe complementarse necesariamente con aquél que establece que, si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido. Cuando el magistrado que intervino originariamente en la causa resulta incompetente en razón de la materia, corresponde a la misma sede jurisdiccional, que conoce en ese tipo de infracciones, continuar con el trámite de las actuaciones.


      N.N. s/inf. Art. 302 C.P.


      COMP. 309, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible estafa procesal. Competencia territorial en función del juzgado ante el cual se habría cometido el delito.


      Cuando el objeto del conflicto de competencia sea determinar si la conducta reprochada a los imputados estuvo dirigida a inducir a error al titular de un juzgado bonaerense donde tramitó un juicio de desalojo, para obtener un pronunciamiento favorable a sus intereses, corresponde atribuir la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción para conocer en la causa.


      B. I., Diego y otros s/ estafa


      COMP. 971, L. XLIII, 26 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa cometida mediante de la entrega de un cheque de pago diferido. Ausencia de engaño al momento de la entrega de los valores. Competencia del juez del domicilio del banco girado para que evalúe la posible infracción al artículo 302 del Código Penal.


      De la operación que motivó su dación no surge que hubiere mediado engaño o que se hubiere viciado la voluntad del receptor, cabe concluir que la entrega de los valores no constituyó el ardid determinante del acto de disposición patrimonial para tener por configurado el delito de estafa, por lo corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 24.452.


      M. S.A. y S. O. s/ infracción Art. 302


      COMP. 1133, L. XLIII, 13 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda. Delito de amenazas. Llamado realizado desde un teléfono con característica de determinada localidad. Competencia del juez de esa localidad.


      No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente- si el juez provincial reconoció la naturaleza ordinaria del delito a investigar y se limitó a manifestar que se habría cometido fuera del ámbito de su jurisdicción. En tales condiciones, cuando de los dichos del denunciante -que resulten verosímiles y no estén desvirtuados por otras constancias de la causa- surja que el damnificado se encuentra alojado en una dependencia de la Unidad del Servicio Penitenciario Federal y que recibió amenazas en el teléfono con característica propia de determinada localidad, corresponde asignar competencia al juzgado de esa jurisdicción, sin perjuicio de lo que surja del trámite posterior.


      T., Nazarena s/ posible comisión delito acc. públ.


      COMP. 187, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: atribución recíproca del conocimiento de la causa. Posible delito de pago de cheque sin provisión de fondos. Competencia territorial en función del domicilio del banco girado.


      La contienda negativa de competencia no habría sido correctamente planteada, si el juez local no atribuyó el conocimiento de la causa al remitente, sino que se habría limitado a señalar la existencia de una causa conexa que tramitaría ante el mismo fuero. Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Corresponde al juez del domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la Ley 24.452.


      A. V. S.A. s/defraudación


      COMP. 134, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: descripción del hecho y calificación legal. Competencia territorial del juzgado de la jurisdicción donde se habrían llevado a cabo los hechos con relevancia típica.


      Para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada, regla que no se cumple cuando el juez que promovió la contienda no los determina correctamente. La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio del conflicto implica asumir la competencia que fuera atribuida y una declinatoria efectuada después, importa el inicio de uno nuevo. Ya sea que la conducta a investigar se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, si en determinada localidad se hubiesen exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en la causa.


      F., Benjamín s/ dcia.


      COMP. 15, L. XLIII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba del conflicto: atribución recíproca de la competencia entre los magistrados intervinientes. Delito de estafa mediante la utilización de documentos públicos presuntamente apócrifos. Concurso ideal. Competencia del juzgado federal de la jurisdicción donde habrían sucedido los hechos.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede si el magistrado provincial no asignó competencia al juez nacional, sino que devolvió las actuaciones en el entendimiento que debería conocer en ellas la justicia de excepción. Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos nacionales que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta, en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como un agotamiento del primero, que compete investigar a la justicia federal. En concordancia con estos principios, corresponde conocer atribuir la competencia a la justicia federal de la jurisdicción donde se habría llevado a cabo la conducta típica.


      G. L., Pablo s/ estafa


      COMP. 1517, L. XLII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo y encubrimiento. Lugar donde habrían ocurrido los hechos. Necesidad de profundizar la investigación. Juez que previno.


      La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      G., Juan Ramón s/ Recurso de casación


      G. 1176, L. XLII, 22 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Rodado con pedido de secuestro. Falta de mérito respecto del encubrimiento. Continuidad de la causa donde se investiga el robo.


      La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En tal sentido, cabe destacar que según la denuncia la sustracción del bien habría sucedido en territorio provincial, donde un tribunal local ya se encuentra investigando el hecho, en el que incluso no se ha descartado aún la participación de los aquí imputados.


      G., Juan Mauricio y otros s/ Encubrimiento


      C. 958, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Sobreseimiento del imputado respecto de uno de los hechos investigados. Hechos escindibles entre sí. Competencia en función del territorio.


      Si uno de los juzgados intervinientes en la contienda dictó el sobreseimiento del imputado con relación a los hechos investigados en su sede, y esa resolución se encontrara firme, y siendo que el otro hecho investigado en la causa se presenta como independiente de los demás, por cuanto habría tenido lugar tiempo después en otra locación, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción para conocer en este hecho.


      M. B., Rapul s/abuso deshonesto


      COMP. 491, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Sustracción de un cheque y estafa perpetrada mediante su utilización. Competencia territorial en función del lugar donde fueron entregados los cheques. Competencia del juzgado que previno para que profundice la investigación en este sentido.


      La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si de la investigación practicada por el tribunal declinante no surge dónde tuvo lugar la entrega originaria de los documentos, corresponde a éste, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      M., Diego s/ Denuncia


      COMP. 181, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Sustracción de un cheque: diferenciación respecto del uso ilícito que posteriormente se realice con él. Competencia territorial en función del lugar donde se entregaron los títulos. Competencia del juzgado que previno para que profundice la investigación respecto de este punto.


      La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si de la investigación practicada por el tribunal declinante, no surge dónde tuvo lugar la entrega originaria de los documentos, corresponde a éste, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      B., María k. s/ tent. estafa


      COMP. 1394, L. XLII, 08 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa cometida mediante el uso de cheques extraviados. Competencia territorial en función del lugar de entrega de los títulos. Competencia del juzgado que previno para que investigue en esta dirección.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      L., Juan s/ inf. Art. 302


      COMP. 1241, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Atribución de competencia en función del lugar donde los mismos fueron entregados. Competencia del juez que previno para que profundice la investigación en ese sentido.


      En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Sin embargo, cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


      P., Juan Carlos s/ estafa en tent.


      COMP. 710, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Transacción realizada mediante la entrega de un cheque de pago diferido. Falta de simultaneidad de este tipo de entrega para configurar estafa. Competencia del juez de la jurisdicción del banco girado para que investigue posible infracción al artículo 302 del Código Penal.


      Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por lo demás, si de la operación que motivó su entrega no surge que hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad del vendedor, aquél asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de valores con promesa de pago futuro. En consecuencia, corresponde al juez del domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la Ley 24.452.


      S., Gustavo A. y otros s/ infr. Art. 302 del C.P.


      COMP. 361, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Venta de aves. Propagación de enfermedad contagiosa. Peligro sanitario en la zona de adquisición. Posible infracción al deber de cuidado por parte de vendedor. Lugar donde se encontraría la prueba del caso.


      Corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, en cuya jurisdicción se habría producido la adquisición de las aves y el contagio de la enfermedad que padecían, y donde, además cabe presumir que se encontrarían la mayoría de los elementos probatorios y donde, en definitiva se domiciliaría el único imputado para conocer en las presentes actuaciones.


      C., Sergio s/ Infracción Art. 202 del Código Penal


      COMP. 624, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


      Habida cuenta que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y toda vez que de las constancias del expediente surja que el suceso habría ocurrido en la Ciudad de Buenos Aires, donde fue visto por el personal policial e intentó identificarlo motivado por la intención del imputado de encender un cigarrillo de marihuana, corresponde al magistrado nacional continuar conociendo en la presente causa.


      C., Marcos Javier Augusto s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 614, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      A., Miguel Ángel y C., Sergio Mario s/ Robo calificado


      COMP. 703, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia: lugar de consumación del delito.


      La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      N.N. s/ Amenazas


      COMP. 1401, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones. Economía procesal.


      Cuando un hecho se realiza en diferentes jurisdicciones, la contienda negativa de competencia debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. Corresponde asignar competencia a la justicia local en el delito de estafa cometido por una asesora de una compañía aseguradora, atento que de las manifestaciones del denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, surge que tanto la contratación del seguro, como sus pagos mensuales a la imputada, habrían tenido lugar en su domicilio de la Provincia de Buenos Aires, donde además se encontrarían sus oficinas y las de la compañía aseguradora. En nada se opone a la solución adoptada la circunstancia de que aquella organización productora de seguros, posea su sede social en la Ciudad de Buenos Aires.


      V., María Beatriz y otros s/ Estafa


      COMP. 697, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Malversación de caudales públicos: se consuma en el lugar en donde se hallaban depositados los efectos.


      El delito de malversación de caudales públicos presuntamente cometido por el depositario judicial se consuma en el lugar en donde se hallaban depositados los efectos. La falta de cumplimiento de una intimación de un juez comercial de la nación significa una obstrucción al buen servicio que presta la justicia nacional.


      E. S.A. s/ Malversación de caudales públicos


      COMP. 131, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Retención indebida: se consuma donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida. A falta de acuerdo: el domicilio del deudor.


      La competencia por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Dicho extremo se verifica en el caso de la retención indebida, donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y, de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, debe tenerse por tal al domicilio del deudor.


      I., Vanesa Soledad y otros s/ Estafa


      COMP. 650, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Robo y privación ilegítima de la libertad. Actos con relevancia típica desarrollados en distintas jurisdicciones: economía procesal.


      Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


      P., Julián (denunciante) s/ Robo y otros


      COMP. 155, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por administración fraudulenta. Administración infiel de los bienes del insano. Competencia del domicilio de la administración: corresponde al juzgado de garantías de Morón.


      Toda vez que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación de la conducta a investigar - artículo 173, inciso 7° del Código Penal -, resulta de aplicación la doctrina del Tribunal, según la cual, el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, entendiéndose por tal aquél donde se cumplen las negociaciones encomendadas al mandatario. Corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías de Morón, toda vez que en esa jurisdicción está situada la clínica donde la imputada debía velar por las necesidades del insano y rendirle cuentas de su administración.


      T., Silvia Margarita s/ Delito de acción pública


      COMP. 76, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de homicidio culposo. Accidente en el límite entre jurisdicciones. Corresponde al magistrado nacional.


      En atención a que tanto de los planos efectuados por la policía como por el perito en accidentología vial respecto del lugar del hecho, surge que el hecho supuestamente imprudente que le ocasionó la muerte a la víctima ocurrió antes de traspasar los límites interjurisdiccionales que dividen la Capital con la Provincia de Buenos Aires, corresponde al magistrado nacional continuar conociendo en la presente causa.


      A., Alejandro R. s/ Homicidio culposo


      COMP. 1255, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Falso testimonio. Lugar donde presta declaración. Justicia provincial.


      El Tribunal tiene resuelto que por imperativo constitucional, a los efectos de determinar la jurisdicción territorial, debe tenerse en cuenta prioritariamente el lugar donde se consumó el delito, lo que no debe confundirse con el lugar en que se produzcan efectos extra típicos del hecho ilícito. En el mismo sentido, la Corte ha dicho que el delito de falso testimonio se consuma en el lugar donde presta declaración por exhorto el testigo ofrecido en un juicio que tramita en otra jurisdicción.


      Z., Pedro Mario s/ Denuncia


      COMP. 1287, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Delito permanente.


      Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


      Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      A., Roberto s/ Hurto de automotor


      COMP. 409, L. XLIII, 28 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de quebrantamiento de pena. Delito permanente. Competencia en función de razones de economía procesal y de una mejor administración de justicia.


      El delito de quebrantamiento de pena, integra la categoría de los delitos permanentes, en los que la actividad consumativa no cesa al perfeccionarse los mismos, sino que perdura en el tiempo, de modo que "todos los momentos de su duración pueden imputarse como consumación". Sentado ello es de aplicación la doctrina que establece que son competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal y eficaz investigación.


      M, Esteban Daniel s/ Art. 281 bis del CP


      COMP. 962, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de carácter permanente. Resolución de la contienda sobre la base de consideraciones de economía y conveniencia procesal.


      En los delitos de carácter permanente no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas jurisdicciones se ha desarrollado la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal.


      B., David A. s/impedimento de contacto (ley 24270)


      COMP. 619, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna jurisdicción se cometió además otro delito. Competencia del magistrado de esa jurisdicción.


      Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      L., J. C. s/ Aborto sin consentimiento de la mujer


      COMP. 73, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


      Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      C., Oscar s/ Denuncia robo con armas


      COMP. 223, L. XLIII, 16 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      B., Carlos Alberto s/ Robo con armas


      COMP. 604, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia en caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


      Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Según surge del peritaje realizado en el camión que conducían los imputados, sus numeraciones de motor y chasis presentan anomalías por lo que, ante la posible infracción al actual artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde que el magistrado provincial que previno y en cuya jurisdicción, además, se secuestró el rodado profundice la investigación en el sentido señalado, así como también acerca del origen del vehículo que, más allá de los imprecisos dichos de los imputados al respecto, no consta que haya sido aún establecido.


      E., David s/ Robo calificado y privación de la libertad


      COMP. 23, L. XLIII, 09 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Por la Materia.


      Contienda negativa de competencia Remisión a criterio sentado en la Competencia nº 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la Ley 23.731"


      T., Cristian Ezequiel y otros s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 492, L. XLIII, 08 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Amenazas proferidas en feria comercial. Ausencia de afectación a la seguridad del estado. Competencia local.


      Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la Ley 48 deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


      M., Horacio Antonio y otros s/ Coacciones agravadas, etc.


      COMP. 834, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que involucrarían a un ex-funcionario diplomático. Competencia de la justicia provincial, en virtud de no tratarse de un supuesto donde deba intervenir la justicia federal.


      Siendo que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causa relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. En consecuencia, si de las constancias reunidas en el incidente no surge que el hecho investigado se encuentre comprendido en alguna de las categorías que habilitan la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la causa.


      R. D., Florencia s/denuncia


      COMP. 1440, L. XLII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Robo de automotor, sustracción de dinero de cajero automático. Hallazgo de rodado en extraña jurisdicción. Estricta motivación personal en el robo.


      Corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la Ley 48 , revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


      B., Gabriel y B., Ezequiel s/ Robo agravado, etc.


      COMP. 895, L. XLIII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de CDs presuntamente apócrifos. Remisión a Competencias N° 713, L.XXXIX "Malandra, Javier Gustavo s/ Inf. Ley 11.723" y N° 1083. L.XXXIX "Ditullio, Roberto Oscar s/ arts. 31, inc d, de la Ley 22.362". Necesidad de profundizar la investigación respecto de algunos elementos secuestrados.


      C., Rolando Diego s/ Denuncia infracción Ley 11.723


      C. 130, L. XLIII, 16 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Sucesivas compras efectuadas con tarjeta de crédito adulterada. Imposibilidad de equiparar dicho instrumento con la moneda de curso legal. Competencia de la justicia local.


      Si bien la Ley 25.930 ha modificado el artículo 285 del Código Penal al equipar la falsificación de las tarjetas de crédito a la de moneda nacional, lo es al solo efecto de su penalidad, tal como sucede respecto de otros instrumentos de crédito allí mencionados.


      R. R., Hugo Andrés s/ Estafa


      COMP. 71, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma. Competencia de la justicia provincial.


      De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 33, apartado 1°, inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación -conforme Ley 25.886-, corresponde a la justicia provincial conocer respecto de la tenencia ilegítima de arma de guerra.


      S., Antonio s/ Infracción Art. 189 bis del Código Penal


      COMP. 1126, L. XLII, 07 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa mediante el uso de documentos nacionales de identidad ajenos o falsificados. Corresponde a la justicia federal con jurisdicción donde se habrían utilizado los documentos.


      Al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d) de la Ley 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar - estafas cometidas mediante el uso de documentos nacionales de identidad ajenos o falsificados, delitos que concurrirían en forma ideal -, corresponde a la justicia federal con jurisdicción en la ciudad de La, Plata, donde se habrían utilizado los documentos para el otorgamiento del poder especial irrevocable, continuar con el trámite de actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda; y sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      S., Delia Nieves s/ Fals. doc. pub.


      COMP. 1319, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Distribución de la Competencia.


      Contienda negativa de competencia. Ausencia de los elementos de excepción previstos en el artículo 1° de la Ley 24.051. Competencia de la justicia local.


      Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al legajo, no se advierta la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la Ley 24.051, corresponde al juzgado local seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


      D. H., María Cristina s/ denuncia


      COMP. 1122, L. XLIII, 01 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Causa en la que no se advierten delitos de competencia federal en los términos del artículo 33, inciso 1° del Código Procesal Penal de la Nación. Competencia de la justicia ordinaria.


      En aquellas contiendas en las que, tal como fueron trabadas, no se advierta la configuración de delito alguno de competencia federal en los términos del artículo 33, inciso 1°, del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde declarar la competencia de la justicia ordinaria para seguir conociendo en la causa.


      Vecinos del barrio Manuel Alberti s/ denuncia


      COMP. 1123, L. XLIII, 13 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Competencia local para que profundice la investigación.


      Siempre que no se advierta de los elementos de juicio incorporados al incidente la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la Ley 24.051 que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      Comisaría de Villa Celina/ infr. Ley 24.051


      COMP. 330, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conducta que no tiene entidad para afectar la seguridad pública. Leyes 25.742, 25.760 y 25.886. Competencia de la justicia provincial.


      Si de los elementos de convicción reunidos en el incidente no surge que la conducta reprochada a la imputada tuviera entidad para afectar la seguridad pública -teleología de las leyes Nº 25.742, 25.760 y 25.886-, corresponde declarar la competencia del tribunal provincial para entender en la causa.


      C., Adriana Isabel s/coacción agravada


      COMP. 615, L. XLIII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito cometido en un espacio reservado al Estado Nacional. Requisitos para la competencia federal: necesidad de afectación de intereses federales o a la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      La mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      P., María Alejandra s/ denuncia


      COMP. 1057, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito cometido en un establecimiento del Servicio Penitenciario Federal. Falta de entorpecimiento al normal funcionamiento del Servicio Penitenciario Federal, ni del buen servicio de sus empleados. Competencia de la justicia provincial.


      La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por si, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. En concordancia con ello, si de las declaraciones de uno de los testigos -siempre que resulten verosímiles y no se encuentran controvertidas por otros elementos de la causa - no surge que el hecho hubiere entorpecido el normal desenvolvimiento del Servicio Penitenciario Federal, ni el buen servicio que prestan sus empleados, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para proseguir con el trámite de las actuaciones.


      Comisaría Primera s/ investigación muerte


      COMP. 1127, L. XLII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas en un aeropuerto. Falta de afectación a la prestación del servicio del aeropuerto, ni a la navegación o el comercio aéreo. Competencia local.


      Cuando de las constancias del expediente surja que los hechos investigados en relación al delito de amenazas se desarrollaron entre particulares y que no afectaron la prestación del servicio del aeropuerto, ni la navegación o el comercio aéreo, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa.


      A., Alejandro Eugenio s/ denuncia


      COMP. 1333, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de calumnias e injurias entre dos integrantes del Ejército Argentino. Hechos no vinculados al desempeño de sus funciones específicas. Competencia de la justicia ordinaria.


      En los casos que involucran a un funcionario federal, la competencia del fuero de excepción sólo se halla justificada cuando los hechos aparecen vinculados al desempeño de sus funciones como tal. En este contexto, la mera circunstancia de que tanto el querellado como el ofendido cumplan funciones en el Ejército Argentino resulta insuficiente para excitar la competencia federal, si los términos agraviantes que sirven de base a la querella resultan ajenos al ejercicio propio de las funciones federales de los involucrados.


      R., Diego Mariano c/ P., Jorge s/ querella por calumnias e injurias


      COMP. 952, L. XLIII, 13 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de difusión por internet de imágenes relacionadas con la pornografía infantil. Delito de naturaleza común, no contemplado en el artículo 3º de la Ley 48 .


      Cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3º de la Ley 48 , corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Las imputaciones de un delito de índole común, como es la difusión por internet de imágenes relacionadas con la pornografía infantil, no constituyen base suficiente para surtir la competencia del fuero federal, de carácter limitada y de aplicación restrictiva.


      N.N. s/ public., reproduc. y/o distribuciones de imágenes obscenas


      COMP. 711, L. XLIII, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de naturaleza común, no contemplado en el artículo 3º de la Ley 48 . Competencia ordinaria. Competencia territorial del juez que no cuestiona que los hechos se habrían desarrollado en su jurisdicción.


      Cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3º de la Ley 48 , corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Por otra parte, si ni uno de los magistrados contendientes no cuestiona que la conducta denunciada pudo desarrollarse en su jurisdicción, en atención al principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación-, corresponde a aquél incorporar los elementos de juicio necesarios para precisar los hechos y encuadrarlos en una figura determinada.


      G., Mirta s/denuncia


      COMP. 731, L. XLIII, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de retención indebida. Falta de acuerdo respecto del lugar de consumación: aplicación de lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil.


      La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir acuerdo acerca de ese lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, según los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


      B., Miguel Héctor s/ defraudación por reten. indeb.


      COMP. 717, L. XLIII, 18 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de tenencia ilegítima de arma. Ausencia de circunstancias que habiliten la competencia federal. Competencia de la justicia local.


      En los casos en que el delito materia del proceso es la tenencia ilegítima del arma, de competencia local, sin que se presente circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal, corresponde a la justicia local continuar conociendo en la causa.


      S. o Z., Rodolfo Antonio s/ Tenencia ilegal de arma


      COMP. 1251, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos en territorios en los que el Estado ha reservado su competencia. Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional para habilitar el fuero de excepción


      La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      S.-P. S.R.L. -Empresa Paraguaya- s/ Art. 173, inc. 2º C.P.


      COMP. 644, L. XLIII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delitos de robo, presunta sustitución de la numeración del motor y de las chapas patentes. Circunstancias que permiten descartar la sustitución en la numeración del motor. Competencia del juzgado que interviene en el robo para que profundice la investigación. Infracción al artículo 289 inciso 3° del Código Penal: delito de competencia ordinaria. Criterios para atribuir la competencia territorial en caso de desconocimiento del lugar de comisión del hecho.


      Si de la numeración original del motor del vehículo secuestrado concuerdan cuatro de los siete caracteres, y esa coincidencia también se presenta en el orden de los dígitos, no existiendo en la causa elemento alguno que indique que el motor no corresponda al chasis con el que fue secuestrado, cabe concluir que es parte integrante del mismo vehículo. En consecuencia, corresponde al juzgado interviniente respecto de la sustracción del rodado, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado que previno, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


      B., Guillermo Juan s/ Art. 289 inc. 23º del Código Penal


      COMP. 1170, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal. Requisitos para atribuir la competencia a la justicia federal. Infracción al artículo 283 inciso 3° del Código Penal: competencia ordinaria.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción. Si en base a las constancias de la causa no resulta posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, corresponde declarar la competencia del juzgado en cuya sección fue secuestrado el rodado. En cuanto a la sustitución de las chapas patentes del automotor, por otras que no le correspondían, vale recordar que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -según reforma Ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      V., Gabriel Ramón s/ Denuncia


      COMP. 1377, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos. Limitación de la competencia federal a los casos de falsificación de instrumentos públicos nacionales.


      Cuando esté descartado el carácter nacional de la documentación presuntamente apócrifa, cabe concluir que su adulteración excede el ámbito de conocimiento asignado al fuero de excepción por el artículo 33, inciso 1º, apartado c), del Código Procesal Penal de la Nación, pues su competencia se debe limitar a los casos de falsificación de instrumentos públicos nacionales.


      B., Juan José s/ resistencia a la autoridad


      COMP. 467, L. XLIII, 21 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falta de configuración de los supuestos del artículo 1 de la Ley 24.051. Imputado que no reviste el carácter de empleado nacional. Competencia de la justicia provincial.


      Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la Ley 24.051 que habilitan su aplicación, ni que el funcionario imputado revista el carácter de empleado nacional, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la causa.


      R., Rubén Eduardo y otros s/ contaminación del medio ambiente, etc.


      COMP. 588, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que no afectan la prestación de un servicio público interjurisdiccional y en los cuales no intervinieron funcionarios nacionales. Competencia de la justicia provincial para continuar con la investigación.


      Cuando de los hechos denunciados no surja que se hubiere afectado la prestación de un servicio público interjurisdiccional, ni la intervención de funcionarios nacionales, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      T., Sergio s/ denuncia


      COMP. 1052, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que no afectan la seguridad del tráfico fluvial. Competencia local.


      Si de las constancias de la causa surge que el hecho denunciado no afectó la seguridad del tráfico fluvial, corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir conociendo en la causa.


      F., Gustavo Adrián s/su den. lesiones y daño


      COMP. 593, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos sucedidos en un establecimiento carcelario. Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional para habilitar la competencia federal.


      La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. En concordancia con ello, cuando de las constancias agregadas al incidente no surge que el hecho hubiere entorpecido el normal desenvolvimiento del Servicio Penitenciario Federal, ni el buen servicio que prestan sus empleados, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      L., Guillermo s/dcia.


      COMP. 462, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos sucedidos en un establecimiento militar. Carácter excepcional del fuero federal: necesidad que se acredite que el funcionario involucrado se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.


      No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. El carácter excepcional y estricto de ese fuero exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.


      M., Agustín s/ abuso deshonesto


      COMP. 86, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Inexistencia de alguno de los supuestos del Art. 1° de la Ley 24.051. Competencia de la justicia local.


      Cuando de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierta la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la Ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      C., Viviano s/ contaminación ambiental culposa


      COMP. 840, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 194 del Código Penal. Requisitos para atribuir la competencia a la justicia federal: efectiva interrupción de un servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.


      Para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, debe producirse una efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, por lo que, si de las probanzas del expediente resulta que tal extremo no se verificó, corresponde asignar competencia a la justicia local para entender en la causa.


      N.N. s/ entorpecimiento de las comunicaciones


      COMP. 656, L. XLIII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 289 inciso 3° del Código Penal. Incapacidad del hecho para producir un perjuicio u obstruir el funcionamiento del Registro de la Propiedad Automotor: competencia ordinaria. Competencia territorial en caso de ignorarse el lugar donde se produjo la infracción.


      Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, si de las probanzas del expediente no surge el lugar en que se cometió la infracción, corresponde su investigación al magistrado en cuyo ámbito territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


      E., Juan Carlos s/ Delito contra la fe pública


      COMP. 1383, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 289 inciso 3° del Código Penal: delito de competencia ordinaria. Ignorancia del lugar de comisión: atribución de Competencia territorial en función del lugar donde se comprobó la anomalía.


      Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma Ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en caso de desconocerse dónde se cometió la infracción, corresponde su conocimiento al juzgado con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía.


      M., Oscar s/ Infracción Art. 289 del Código Penal


      COMP. 1373, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley de residuos peligrosos. Falta de comprobación de la existencia de alguno de los supuestos del artículo 1° de la Ley 24.051. Competencia de la justicia local.


      La competencia del fuero federal sólo se justifica en los casos en los que se hubieren comprobado los supuestos de excepción contemplados por el artículo 1° de la Ley 24.051. En consecuencia, si tal circunstancia no se verifica en la causa, corresponde al magistrado local continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      Investigación Fiscal s/ afectación medio ambiente Yacimiento Mata Magallanes Oeste


      COMP. 867, L. XLIII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Preponderancia de la legislación penal sobre la contravencional.


      Se ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


      V., Andrea Lilian s/ denuncia amenazas


      COMP. 465, L. XLIII, 21 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la Ley 22.362. No aplicación de las disposiciones de aquella ley si el material incautado no presenta en sus portadas las láminas copiadas de los originales. Competencia de la justicia local.


      Si en las causa se investiga una infracción a la Ley 22.362, pero de la pericia efectuada sobre los discos compactos, se desprende que la totalidad del material incautado no presenta en sus portadas las láminas copiadas de los originales que tienen impresa la marca respectiva, cabe concluir que no son de aplicación al caso las disposiciones penales de la Ley 22.362, que habilitarían la competencia federal, por lo que corresponde a la justicia local continuar conociendo en la presente causa.


      T., Jorge E. s/ infr. Ley 11.721


      COMP. 1038, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley de residuos peligrosos. Falta de configuración de los supuestos del Art. 1° de la Ley 24.051. Competencia de la justicia local.


      Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la Ley 24.051, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


      Municipalidad de Lomas de Zamora s/ denuncia inf. artículo 200 CP


      COMP. 989, L. XLIII, 21 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto uso de certificado de nacimiento falso. Competencia local en función de no tratarse de un documento público ni haber sido presentado ante un organismo nacional.


      Toda vez que el certificado de nacimiento no es un documento público nacional, si de las constancias reunidas no surge que el mismo se hiciera valer ante un organismo nacional, corresponde al juzgado local seguir entendiendo en la causa.


      A. V., Jorge y G., Rosa s/uso doc. público falso


      COMP. 1015, L. XLIII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Reclamo relacionado con el cese del descuento contemplado por el artículo 121, inciso "c" de la Ley 24.660. Vinculación con las condiciones de detención del recluso. Competencia del juez de ejecución.


      Sin perjuicio del carácter administrativo del reclamo relativo al cese del descuento contemplado por el artículo 121, inciso "c" de la Ley 24.660, cabe destacar que éste se encuentra estrictamente vinculado a las condiciones de detención a las que se encuentra sometido el recluso, las cuales deben ser controladas por el juez de ejecución de la pena (artículo 3° y 4°, inciso "a" de la Ley 24.660), por lo que corresponde a aquél dar trámite al pedido del recluso.


      L., Luis Alberto s/ solicita reintegro 25% Art. 121 c) Ley 24.660


      COMP. 1149, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: oportunidad del tribunal declinante de insistir en su postura. Investigación de hechos realizados por funcionarios públicos, no actuando como auxiliares de la justicia federal. Competencia de la justicia provincial.


      Para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la contienda no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Si el objeto de la contienda es la investigación la conducta de funcionarios provinciales, que no actuaban como auxiliares de la justicia federal, al caso no resultan aplicables las disposiciones del artículo 33, inciso 1°, del Código Procesal de la Nación, que contempla los delitos que obstruyen o corrompen el buen servicio de los empleados nacionales, por lo que corresponde atribuir la competencia a la justicia provincial para conocer en la causa.


      B., Alicia Beatriz y otros s/denuncia


      COMP. 634, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de rodado con numeraciones adulteradas. Ausencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Competencia local.


      Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma Ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


      D., Fernando Javier s/ Presunta infracción Art. 292 del Código Penal


      COMP. 982, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Supuesta infracción a la ley de residuos peligrosos. Falta de elementos de convicción que acrediten dicha infracción. Competencia del juzgado local.


      Cuando no se advierta de los elementos de juicio incorporados al incidente la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la Ley 24.051, que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      Sumario remitido s/ Infr. Ley 24.051


      COMP. 192, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Venta de mercadería sustraída anteriormente a un camión de transporte.


      Si la mercadería de referencia es la sustraída en el robo que se encuentra conociendo el juez local, corresponde declarar su competencia, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      O., Alejandro s/ Estafa


      COMP. 1315, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Delito de amenazas. Conducta con motivación estrictamente personal. Justicia provincial.


      La conducta imputada reconoció una motivación estrictamente personal y careció de entidad suficiente para afectar la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones. Por ello, corresponde continuar conociendo en la presente al juez provincial que, además, previno.


      A., Ramón s/ Amenazas


      COMP. 1404, L. XLII, 06 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia de Tribunales Nacionales.


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Incompetencia del fuero de excepción en materia criminal respecto de delitos cometidos a través de los medios de comunicación.


      El hecho de que los servicios de radiodifusión estén sujetos a la jurisdicción nacional, por imperio del artículo 2º de la Ley 22.285, no habilita por sí la competencia del fuero de excepción en materia criminal ya que dicha norma y las disposiciones que le suceden aluden a las relaciones derivadas de la prestación del servicio y de manera alguna asignan a las autoridades federales el juzgamiento de los delitos que se cometan a través de los medios de comunicación. Sentado ello, si los magistrados locales no cuestionan la existencia de una probable defraudación perpetrada entre particulares, y no se infiere de lo actuado una afectación al servicio nacional de radiodifusión, corresponde a la justicia ordinaria continuar con el trámite del expediente.


      B., Natalio s/ estafa


      COMP. 517, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa cometido mediante la entrega un cheque de pago diferido entregado en la misma fecha de su cobro. Engaño a la víctima determinante de la disposición patrimonial perjudicial.


      Cuando las tratativas previas a la operación comercial hubiesen constituido el engaño determinante de la disposición patrimonial perjudicial en la víctima, quien entregó la mercadería a cambio de un valor en el entendimiento de que su cobro estaría asegurado, cabe concluir que los hechos encuadrarían en el delito de estafa. En este sentido, sin perjuicio de tratarse de un cheque de pago diferido, debe valorarse que fue entregado el mismo día de su fecha de cobro y que fue rechazado por denuncia policial de robo.


      N., Adriana, y H., Ricardo Martín s/ infracción Art. 302 del Código Penal


      COMP. 1135, L. XLIII, 13 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia Federal.


      Contienda negativa de competencia. Concurso idean entre infracciones a las leyes 11.723 y 22.362. Competencia federal.


      Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


      F., Santiago Cornelio s/ Falsificación de marcas y contraseñas


      COMP. 1054, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa y falsificación de documentos. Concurso de delitos de índole federal y delitos comunes. Competencia federal.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


      G., Maximiliano E. s/den. infr. Art. 172 y 292 del C.P.


      COMP. 217, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción a las leyes 11.723 y 22.362. Concurso ideal. Competencia de la justicia federal.


      Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, habiendo sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta


      C., Segundo Roberto s/ Infracción Ley 11.723


      COMP. 1050, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción de tránsito constatada en la Ruta Nacional N° 12. Intento de cobro por parte de la justicia municipal de faltas. Convenio practicado con agentes de la Gendarmería Nacional.


      Atento que la investigación abarca la conducta de funcionarios nacionales corresponde declarar la competencia de la justicia federal para seguir conociendo en la causa.


      P. E., Ramiro s/ Denuncia


      COMP. 1448, L. XLII, 16 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracciones a la Ley 22.362 y 11.723. Concurso ideal. Competencia de la justicia federal.


      Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


      A., Oscar s/ Infracción a la Ley 22.362


      COMP. 998, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Incumplimiento de obligaciones imputadas al Consejo Provincial de Educación relacionadas con el traslado de un trabajador para su curación: competencia local.


      En atención a que las obligaciones cuyo incumplimiento se le imputa al Consejo Provincial de Educación se vinculan al traslado del trabajador para su curación, y que de acuerdo con la Resolución nº 133/2004 de la Superintendencia de Riegos del Trabajo integran esa prestación en especie, corresponde al juzgado provincial seguir conociendo en esta causa.


      S., Mariana Isabel s/ Denuncia presunta infracción Art. 32 Ley 24.557


      COMP. 175, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Generalidades.


      Contienda negativa de competencia. Concurso ideal entre delitos de competencia ordinaria y delitos de competencia federal. Competencia del fuero de excepción para conocer en la causa.


      En los casos en que no pueda descartarse que los hechos investigados constituyan una única conducta -insusceptible de ser escindida- en los términos del artículo 54 del Código Penal, si corresponde al fuero de excepción conocer en las presuntas infracciones a la ley penal tributaria, corresponde a aquél también continuar con la investigación respecto de las otras hipótesis delictivas.


      N., Jorge Alberto y otros s/ defraudación


      COMP. 1117, L. XLIII, 13 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Competencia de la justicia ordinaria. Excepcionalidad de la competencia federal.


      Cuando la conducta que se investiga constituye "prima facie" un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3° de la Ley 48 , corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria, habida cuenta que la competencia federal es de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva. Máxime si en el caso no se presenta ninguna circunstancia que surta la jurisdicción federal, y de los propios dichos del denunciante, que resultan verosímiles y no se encuentran controvertidos por otras constancias de la causa, no surgen elementos que permitan vincular a los sucesos con alguno de los supuestos previstos por la Ley 22.362, de marcas y designaciones.


      Averiguación presunta infracción Ley 22.362 y Art. 200 Código Penal


      COMP. 1044, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión al fallo de la causa Comp. 1380, L. XLI, “Álvarez, Graciela s/ Infr. Ley 22.362”. Corresponde la competencia de la justicia federal.


      C., Adrián D. s/ Pta. Infr. Leyes 11.723


      COMP. 214, L. XLIII, 09 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Por el lugar.


      Contienda negativa de competencia. Robo cometido dentro de una universidad nacional. Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional, para habilitar la competencia federal.


      No basta la sola circunstancia de que un delito se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      A., Antonio Sebastián s/ su denuncia


      COMP. 883, L. XLIII, 10 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Alta mar.


      Contienda negativa de competencia. Hallazgo de un cadáver en mar territorial argentino. Competencia del fuero federal en función de lo dispuesto por los artículos 1º de la Ley 17.094 y 2º de la Ley 18502.


      La circunstancia de que el hallazgo del cadáver se produjera a más de cuatro millas náuticas del Faro Mar del Plata, zona donde el Estado nacional ejerce jurisdicción exclusiva sobre el mar territorial argentino, es decir, entre las tres y las doscientas millas marinas desde la línea de las más bajas mareas, según lo prescriben los artículos 1º de la Ley 17.094 y 2º de la Ley 18502, suscita de por sí la competencia del fuero excepción.


      N.N. vtma. s/ homicidio


      COMP. 1107, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Territorios con jurisdicción nacional exclusiva.


      Contienda negativa de competencia. Conducta desarrollada desde el interior de un instituto penitenciario mediante la utilización de un teléfono allí instalado. Hechos que carecen de entidad para obstruir o corromper el buen servicio de los empelados nacionales.


      Cuando de las constancias incorporadas al incidente surja que la conducta ilícita denunciada se habría desarrollado desde el interior de un instituto penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, mediante la utilización de un teléfono allí instalado, en el caso no resultan aplicables las disposiciones del artículo 33, inciso 1º, del Código Procesal de la Nación, que contemplan los delitos que obstruyen o corrompen el buen servicio de los empleados nacionales.


      B., Jorge s/ pta. Infr.art. 170 c.p.


      COMP. 1088, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de la afectación de intereses federales o de la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      C., Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 163, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Por el tipo de delito.


      Afectación de la navegación o el comercio aéreos.


      De acuerdo a lo establecido en el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos. No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia de excepción, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      M., Héctor Omar s/ Abuso de armas y amenazas


      COMP. 237, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Afectación de la navegación o el comercio aéreos.


      De acuerdo a lo establecido en el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos. No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      C., José Luis s/ Infracción Art. 189 bis inc. 2 párrafo 3 del Código Penal


      COMP. 115, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la Ley 23.592. Competencia del fuero federal para que investigue si el hecho tuvo entidad para considerarse una infracción a aquella ley.


      Teniendo en cuenta que las infracciones previstas en la Ley 23.592 son competencia del fuero federal, corresponde al juzgado de excepción profundizar la investigación para establecer si el hecho denunciado tuvo capacidad suficiente para alentar o incitar a la persecución o al odio contra la denunciante a causa de sus caracteres físicos.


      Sumario s/ dcia. infr. Ley 23.592


      COMP. 1116, L. XLIII, 24 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Concurso ideal de infracciones a las leyes 22.362 y 11.723. Competencia federal.


      Si de la pericia efectuada sobre el material probatorio, surge que gran parte de las portadas del material incautado fueron realizadas por medio de impresiones denominadas "chorro a tinta", copiados de los originales que tienen impresas la marca respectiva, no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -las leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta. En tal inteligencia, cabe declarar la competencia de la justicia federal para entender en las actuaciones, más allá de que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


      S., José Eduardo s/ infr. Ley 22.362


      COMP. 200, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Concurso ideal entre un delito federal y un delito común. Unidad de conducta. Competencia del fuero federal.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


      C., Marcelo Christian s/ denuncia estafa


      COMP. 152, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de supresión de la numeración de armas de fuego: competencia federal.


      Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 10, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Sobre la base de esas consideraciones, atento que la competencia federal es exclusiva y excluyente, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción para conocer en la causa.


      R., Daniel Enrique y otros s/ Supresión de la numeración de un objeto registrado conforme a la ley


      COMP. 1223, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de supresión de la numeración de armas. Competencia federal.


      Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra ahora incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 10, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


      M., Jorge Oscar y otros s/ Supresión de la numeración de un objeto registrado conforme a la ley y otros


      COMP. 1064, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de supresión de la numeración de armas: competencia federal. Inaplicabilidad de las reglas de conexidad a conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones.


      Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra ahora incluida entre aquéllos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 10, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. En consecuencia, en atención a que la competencia federal es exclusiva y excluyente, y que las reglas de conexidad no son aplicables a los conflictos suscitados entre magistrados de distintas jurisdicciones, corresponde a la justicia de excepción continuar con el conocimiento de la infracción al artículo 189 bis, 5° párrafo, del Código Penal.


      A., Víctor Alejandro y otros s/ Robo calificado, etc.


      COMP. 963, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa cometida mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima. Concurso ideal entre un delito de índole común y uno de índole federal: competencia del fuero de excepción.


      La Corte Suprema tiene resuelto que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Asimismo, el Tribunal tiene dicho que si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


      G., Verónica Gabriela s/ defraudación


      COMP. 1306, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracciones a la Ley 23.592. Competencia federal.


      Habida cuenta que las infracciones previstas en la Ley 23.592, son competencia del fuero federal, corresponde al juzgado de excepción, profundizar la investigación para establecer si el hecho denunciado tuvo capacidad suficiente para alentar o incitar a la persecución o al odio contra la niña a causa de sus caracteres físicos


      C., Isaías s/ dcia. infr. Ley 23.592


      COMP. 188, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Obstrucción del servicio público de intercomunicaciones, que podría estar relacionado una publicación periodística de conversaciones del denunciante. Competencia federal en función de esa posible relación.


      Más allá de la calificación que en definitiva resulte de la conducta a investigar, si de las declaraciones del denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- surge aquél que padeció una efectiva obstrucción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, y que no puede descartarse, que ello guarde relación con la publicación en una página de internet de conversaciones suyas mantenidas con otros funcionarios y magistrados del poder judicial local, relacionadas con temas personales y funcionales, corresponde asignar competencia al juzgado federal.


      Fiscal mayor ante el tribunal Superior de Tierra del Fuego s/ remite actuaciones


      COMP. 873, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a dos leyes de competencia federal. Competencia de la justicia federal de la jurisdicción donde se descubrieron los fármacos cuestionados.


      Cuando las particularidades del caso no permiten descartar, en esta etapa del proceso, la posible infracción tanto a la ley de marcas como a la de medicamentos, ambas de competencia federal, es este fuero el que debe conocer en la causa. En atención a que de los elementos reunidos no surge el lugar donde se produjo la adulteración, corresponde asignar competencia a la justicia de la jurisdicción en la que se descubrieron e incautaron los fármacos cuestionados, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      C., Carlos A. s/ envenen. de aguas, medicinas o alimentos


      COMP. 173, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa cometida utilizando un documento de identidad ajeno. Concurso ideal. Competencia de la justicia federal.


      Si de las constancias agregadas al incidente surge que para la obtención fraudulenta de un crédito personal se habría utilizado un documento nacional de identidad falsificado, resulta de aplicación al caso la doctrina que establece que, al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d) de la Ley 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -estafa cometida mediante el uso del documento nacional de identidad ajeno, delitos que concurrirían en forma ideal- corresponde a la justicia federal con jurisdicción sobre la entidad bancaria en la que se utilizó el documento para la apertura de la caja de ahorro, continuar con el trámite de las actuaciones.


      R., Mercedes Pilar s/ denuncia estafa


      COMP. 1308, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Relación de los hechos con las funciones propias del imputado en su carácter de funcionario público. Competencia de la justicia federal.


      Si en el caso existe una inequívoca vinculación entre el hecho investigado y las funciones que desempeñaba el imputado como funcionario público, y además el imputado habría arribado al lugar de los hechos a bordo de un vehículo del Ejército Argentino, junto a corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en la causa.


      R., Rodolfo Manuel s/ denuncia p/ Sup. daños y violación a la propiedad


      COMP. 380, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Delito de naturaleza común, no contemplado en el artículo 3º de la Ley 48 .


      Cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquellos que contempla el artículo 3º de la Ley 48 , corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria.


      V., Guillermo José s/ Defraudación


      COMP. 1454, L. XLII, 21 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Las resoluciones judiciales dictadas durante la etapa de ejecución de la sentencia, no revisten el carácter de definitivas a los fines del recurso ordinario de apelación en tercera instancia.


      Si bien es cierto que las resoluciones judiciales dictadas durante la etapa de ejecución de la sentencia, no revisten el carácter de definitivas a los fines del recurso ordinario de apelación en tercera instancia, ello es así sólo en la medida en que dichas decisiones tiendan al cumplimiento del fallo que puso fin al conflicto y no importen un apartamiento palmario de lo allí resuelto. Considerando que la apelación ordinaria constituye un remedio concebido para -principalmente- evitar decisiones judiciales que afecten en forma significativa el patrimonio de la Nación, resulta formalmente admisible el recurso ordinario deducido contra la sentencia que, al desestimar los planteos vinculados con la comisión de un error material en la liquidación del monto del litigio, condenó a S.E.G.B.A. S.A. -sociedad estatal liquidada, según Res. M.E. 557/98- a pagar una suma por diferencias salariales que supera -sin sus accesorios- ampliamente el mínimo establecido por el artículo 24, inciso 6°, apartado a), del decr. ley 1285/58, con las modificaciones introducidas por la Ley 21.708 y la resolución de la Corte Suprema 1360/91. Es preciso aclarar que el artículo 4° de la resolución ministerial 557/98 declaró transferidos al Estado Nacional los activos y pasivos determinados y los activos y pasivos contingentes de S.E.G.B.A. S.A. El recurso ordinario es inadmisible en los supuestos de acumulación subjetiva de pretensiones, cuando ninguna de ellas alcanza el límite del Art. 24, inc. 6°, apartado a), del decr. ley 1285/58; pero en casos donde la liquidación de la sentencia arroja un monto cuya magnitud y relevancia -tanto la suma total, como la relativa a cada actor- lo torna apto para afectar en gran medida el patrimonio estatal, es necesario evitar decisiones que desatienden eventualmente lo resuelto en un pronunciamiento de condena firme. Asiste razón al recurrente, toda vez que la Sala a quo desestimó dogmáticamente los planteos presentados por la demandada relacionados con los errores de la liquidación, sin efectuar, a pesar de los resultados exagerados y desproporcionados -teniendo en cuenta los haberes netos de los reclamantes- a que en ella se arriba, un estudio pormenorizado de ellos, limitándose a mencionar que, según el perito contador, su cálculo fue ajustado a las pautas establecidas judicialmente; lo cual produce, por de pronto, un desmedro de la garantía de la defensa en juicio, consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


      Neumann, Gerardo c/ Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires S.A. s/ impugnación - liquidación


      N. 148, L. XXXIX, 18 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Ley de marcas y patentes. Propiedad intelectual. Concurso ideal.


      Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


      R., Miguel s/ Infracción Ley 11.723


      COMP. 1381, L. XLII, 02 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Ley de marcas y patentes. Propiedad intelectual. Concurso ideal.


      Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


      V. T., Oscar s/ Infracción Ley 22.362 y 11.723


      COMP. 18, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Ley de marcas y patentes. Propiedad intelectual. Concurso ideal.


      Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


      A. P., Alejandro s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362


      COMP. 1438, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra el funcionamiento de las instituciones nacionales.


      Competencia federal: carácter excepcional y estricto. Hechos que corrompen el buen servicio de los empelados de la Nación: necesidad de que el funcionario, autor o víctima del delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.


      El carácter excepcional y estricto de la competencia federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales. Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


      P, José Luis s/priv. ilegal de la libertad y abuso deshonesto


      COMP. 91, L. XLIII, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Accidente producido por aeronave. Interrupción de los servicios de Aeropuerto por dos horas. Posible afectación a intereses federales.


      La comisión de un delito en ocasión de la operación de aeronaves no provoca, por sí sola la intervención de la justicia federal, sino que, conforme lo que establece el artículo 198 del Código Aeronáutico sólo surten esa jurisdicción aquéllos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos. Por otra parte, la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por si, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


      Averiguación por colisión de aeronave LU-MBT


      COMP. 1439, L. XLII, 07 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Anomalías que afectan el normal desenvolvimiento de una institución que presta servicios asistenciales a personas no videntes. Competencia federal en función de la afectación al normal desarrollo del servicio prestado por la institución.


      Cuando de las constancias de la causa surja que el deterioro de las instalaciones de una institución nacional, el desmantelamiento de los talleres y la mala distribución de los recursos humanos, entre otras anomalías, atentan contra la finalidad de rehabilitar y capacitar laboralmente a los no videntes para su inserción en la sociedad para la cual fue creada aquélla, siendo que el hecho a investigar afecta el normal desenvolvimiento del servicio asistencial que presta el instituto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de la jurisdicción donde estuviese ubicado el instituto.


      N. N. s/ delito de acción pública


      COMP. 784, L. XLIII, 08 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Contrato de prenda falso. Juicio ejecutivo comercial por cobro de prenda. Presentación de documentación falsa en el Registro de la Propiedad Automotor. Posible afectación a organismo nacional.


      La documentación apócrifa habría sido presentada para su inscripción ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Tal circunstancia no permite descartar que aquella registración se haya efectuado con el fin de lograr la efectiva ejecución del contrato prendario en el proceso comercial, lo que unido a la engañosa presentación judicial, conformaría una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida. En esas condiciones, y en virtud de que la anotación del documento falso ante un organismo nacional determina también la posible obstrucción a su normal funcionamiento.


      A. S.A. s/ Falsificación de documentos


      COMP. 1447, L. XLII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de apremios ilegales y hurto. Competencia federal en función de que los agentes imputados habrían actuados como auxiliares de un juzgado federal.


      Corresponde a la justicia nacional el conocimiento del sumario instruido con motivo de los apremios ilegales cometidos por la policía provincial, en los casos en que actúan como auxiliares de un juzgado federal. En consecuencia, y si de los elementos de juicio agregados al presente surge que los agentes denunciados actuaron bajo las órdenes del titular de un juzgado federal, corresponde conocer en la causa a la justicia federal del lugar donde se habrían desarrollado los hechos denunciados.


      S., Simeón y otro s/ denuncia apremios ilegales y hurto


      COMP. 1253, L. XLIII, 21 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa mediante la presentación de documentación apócrifa ante el Registro de la Propiedad Automotor. Aptitud de la conducta para afectar el normal funcionamiento de un organismo nacional. Competencia federal.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Sentado ello, si en el caso el imputado hubiese presentado ante el Registro de la Propiedad del Automotor de determinada jurisdicción, una constancia de denuncia de robo de la documentación del rodado, ideológicamente falsa y un formulario 08 cuya firma habría sido obtenida engañosamente, con la finalidad de efectuar una transferencia de dominio irregular, siendo que esa conducta habría entorpecido el normal funcionamiento de un organismo nacional, corresponde que sea investigada por la justicia federal de aquélla jurisdicción, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      G., Roberto s/ estafa


      COMP. 740, L. XLIII, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio y presentación ante el Registro de la Propiedad Automotor.


      Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


      M., Alfredo Gustavo s/ Falsificación de firmas


      COMP. 1233, L. XLIII, 12 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos en los que podrían haber participado empleados del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Competencia federal.


      Si los elementos de juicio reunidos en el expediente no permiten descartar, en esta etapa del proceso, la participación de los empleados de Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados en la maniobra a investigar, ya sea por acción u omisión, corresponde al juzgado federal de la jurisdicción donde harían sucedido los hechos conocer en las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


      I. G. S. J. s/ investigación presuntas irregularidades


      COMP. 1285, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que afectan el normal desenvolvimiento del servicio asistencial de un instituto nacional. Competencia federal.


      Si de la denuncia surge que el hecho a investigar sería la desaparición de bombas centrifugas de agua de una institución que depende del Consejo Nacional de la Niñez, la Adolescencia y la Familia, cuando aquéllas sean bienes de uso en la institución y su carencia afecte el normal desenvolvimiento del servicio asistencial prestado por esa institución, cabe asignar la competencia al juzgado federal para conocer en la causa.


      L., Juan Carlos s/hurto


      COMP. 170, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que corrompen el buen servicio de los empleados del Servicio Penitenciario Federal. Competencia federal.


      Si los hechos reprochados a los agentes del Servicio Penitenciario Federal son de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, corresponde declarar la competencia de la justicia federal del lugar donde se habría cometido el delito.


      Servicio Penitenciario Federal de Ezeiza s/ denuncia - delito de acción pública - causa nº 1049/06


      COMP. 905, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Hechos que provocan la interrupción del suministro de energía. Afectación del servicio público interjurisdiccional de electricidad. Competencia federal.


      Si de los dichos del denunciante -siempre que resulten verosímiles y no se encuentren desvirtuados por otros elementos de la causa- surja que a raíz del hecho investigado interrumpió el suministro de energía durante veintidós horas, cabe considerar que ello afectó el servicio público interjurisdiccional de electricidad, más allá de que hubiese afectado a un solo usuario del servicio que presta la empresa Edenor S.A. En tales condiciones, corresponde asignar competencia a la justicia federal para continuar conociendo en la causa.


      F., Juan Carlos, en representación de Edenor S.A. s/ Dcia. Inf. Art. 194 del Código Penal


      COMP. 976, L. XLIII, 20 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Interrupción de las vías terrestres de acceso al puerto de Mar del Plata. Afectación de la actividad portuaria. Posible afectación al buen servicio de los organismos nacionales que cumplen tareas allí. Competencia federal.


      Si de las constancias agregadas al incidente se desprende que la interrupción de las vías terrestres de acceso al puerto de Mar del Plata afectó el normal desenvolvimiento de toda la actividad portuaria -ingreso y egreso de mercadería y desembarco de buques- imposibilitando el desarrollo de sus tareas específicas, no pudiendo descartarse además, que tales acontecimientos hubieren entorpecido el buen servicio que deben brindar los organismos nacionales que allí cumplen tareas, corresponde al magistrado federal continuar con el trámite de las actuaciones.


      M., Alberto s/ denuncia


      COMP. 979, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Hechos presuntamente cometidos por agentes estatales actuando como auxiliares de un juzgado federal. Aptitud de la conducta para afectar la administración de justicia de ese juzgado. Competencia federal.


      En aquellos casos que se imputa un delito a personal de una dependencia estatal, quienes actuaron como auxiliares de la justicia federal, esa conducta habría afectado el normal desempeño de la administración de justicia de ese tribunal. En tal inteligencia, corresponde al juzgado federal continuar con el conocimiento de la causa, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      Actuaciones instruidas por pta. como delito de acción pública


      COMP. 1437, L. XLII, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria.


      La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      M., Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP. 1410, L. XLII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria.


      Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales. Quien resulte autor del encubrimiento de la sustracción de un bien, no puede ser respecto de esa misma cosa y de manera simultánea víctima de estafa, toda vez que la existencia de este último delito excluye la comisión del primero.


      C., Carlos s/ Encubrimiento


      COMP. 727, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: naturaleza ordinaria.


      Las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      R., Claudio Cecilio s/ Infracción Art. 289 del Código Penal


      COMP. 526, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria.


      Las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.


      G., Oscar Domingo s/ Infracción Art. 289 del Código Penal


      COMP. 565, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria.


      Las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal -según reforma Ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales, por cuanto escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las disposiciones rituales.


      T., Ariel Segundo y otro s/ Infracción Art. 277 del Código Penal


      COMP. 527, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria.


      Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      Actuaciones Gendarmería San Vicente s/ Secuestro vehículo


      COMP. 1070, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria. Excepción: vinculación con falsificación, y mejor administración de justicia.


      La infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, ante la estrecha vinculación que en el caso existiría entre la sustitución de las chapas patentes -junto con la adulteración de las numeraciones individualizadoras del bien- y la presunta falsedad documental, a lo que debe sumarse la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que su investigación quede a cargo de un único magistrado, corresponde a la justicia nacional conocer a su respecto. En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.


      B., Juan Carlos s/ Encubrimiento


      COMP. 356, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria. Excepción: vinculación con falsificación, y mejor administración de justicia.


      La infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento pertenece a la justicia federal, a lo que debe añadirse la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que su investigación quede a cargo de un único tribunal, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto. En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.


      R., Juan Ignacio s/ Infracción Art. 296 e/f del 292, 2º párr. del Código Penal


      COMP. 191, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Infracciones al artículo 289 del Código Penal: Naturaleza ordinaria. Excepción: vinculación con la falsedad de cédula verde y mejor administración de justicia.


      La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la presunta falsificación de la cédula verde cuyo conocimiento aceptó el juez federal, a lo que debe añadirse, la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que su investigación quede a cargo de un único tribunal, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.


      G., Gabriel s/ Encubrimiento


      COMP. 432, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la administración de Justicia.


      Encubrimiento de un delito que investiga un juez nacional en lo criminal de instrucción.


      El supuesto encubrimiento que se habría cometido en la Provincia de Buenos Aires respecto de un delito que investiga un juez nacional en lo criminal de instrucción de esta ciudad, debe ser investigado por el magistrado federal con jurisdicción en esa provincia, pues se trata de un delito del que puede resultar obstrucción a la justicia nacional.


      P., Roberto Horacio s/ Robo calificado por ser de mercadería en tránsito


      COMP. 90, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Encubrimiento de delitos cometidos en la Capital Federal.


      Necesidad de excluir la participación en el delito anterior.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      B., Carlos Ariel s/ Encubrimiento


      COMP. 606, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de excluir la participación en el delito anterior.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.


      M., Héctor Daniel -Dte- s/ Encubrimiento


      COMP. 157, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de excluir la participación en el delito anterior.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en el otro.


      S., Enrique Humberto s/ Estafa


      COMP. 290, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de excluir la participación en el delito anterior.


      El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su hallazgo no puede constituir una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad del imputado en el hecho acaecido, máxime cuando se trata de un lapso bastante exiguo.


      I., Víctor Hugo s/ Encubrimiento


      COMP. 350, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la Administración Pública de la Nación.


      Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos por empleados nacionales en ejercicio de sus funciones. Competencia federal.


      Compete a la justicia federal investigar los delitos cometidos en la provincia por empleados nacionales en ejercicio de sus funciones.


      Juzgado Civil y Comercial Nº 12 (expte. 21223) s/denuncia


      COMP. 161, L. XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa producida mediante el uso de documentos presuntamente apócrifos: concurso ideal. Competencia federal.


      En tales condiciones, cabe destacar que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, ya que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de aquél instrumento habilita de igual modo la jurisdicción federal. Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      F. M., Oscar s/ Estafa


      COMP. 1137, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Infracción al Art. 34 de la Ley 17.671. Competencia federal en razón del carácter nacional de las seccionales provinciales del Registro Nacional de las Personas.


      Si de las constancias del expediente surge que la inscripción del nacimiento ordenada por el juzgado de familia se presentó en el Registro Civil de determinada localidad, con la finalidad de la expedición del Documento Nacional de Identidad, es la justicia federal la que debe conocer en la causa. Ello así, pues, las oficinas seccionales situadas en las provincias revisten el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad, ya sea en forma directa o por intermedio de los organismos que legalmente lo representen -artículo 62 de la Ley 17.671-.


      V. F., Luciano s/ inscripción de nacimiento


      COMP. 1298, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa cometida mediante el uso de un documento nacional de identidad falso. Concurso ideal. Inescindibilidad de la conducta. Competencia del juzgado federal de la jurisdicción en la que fue utilizado el documento apócrifo.


      Al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d) de la Ley 17.671 y sus modificatorias, en las causas en que se investigue la presunta estafa cometida mediante el uso del documento nacional de identidad ajeno, cuando dichos delitos concurrirían en forma ideal, en atención al carácter inescindible de la conducta, corresponde a la justicia federal con jurisdicción sobre el lugar en la que se utilizó el documento continuar con el trámite de las actuaciones.


      G., Amadeo Salvador s/ denuncia estafa


      COMP. 1150, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Falsificación de Instrumentos emitidos por la Comisión Nacional de Regulación del Transporte: Naturaleza federal de la infracción.


      Habida cuenta que según surge de los elementos incorporados al expediente, la licencia secuestrada presenta determinadas características que al menos permiten dudar de su autenticidad y toda vez que se trata de los instrumentos que emite la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, actual órgano encargado de la fiscalización y control de los medios de transporte, corresponde declarar la competencia del magistrado federal para conocer en la causa.


      R., Pablo Rafael s/ Infracción arts. 292 y 296 del Código Penal


      COMP. 232, L. XLIII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Documentación de automotor y sus numeraciones (chasis, motor y patente).


      Carácter nacional de la cédula de identificación del automotor.


      Respecto de la falsificación de la cédula de identificación exhibida, en virtud del carácter nacional que reviste, su investigación corresponde a la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación, aunque no haya sido parte en la contienda. Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito investigado, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en el. Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      I. M., Gonzalo Alberto s/ Encubrimiento


      COMP. 589, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Carácter nacional de la cédula de identificación del automotor.


      Respecto del secuestro de una cédula de identificación del automotor presuntamente apócrifa, debe ser la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación la que profundice la investigación en ese sentido, ello debido a su carácter nacional.


      L., José s/ Falsificación de marcas


      COMP. 1228, L. XLII, 02 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Automóvil sustraído. Falsificación de su documentación. Unificación de la investigación en un solo tribunal. Competencia federal.


      La presunta infracción al artículo 289 del Código Penal corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existiría entre esa infracción y la falsificación documental cuya investigación se encuentra a cargo de la justicia federal. Por esas razones, sumadas a la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción para conocer al respecto.


      G., Héctor Ariel s/ Falsificación de marca y contraseñas


      COMP. 1037, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Entrega de automotor y documentación apócrifa. Carácter nacional de la documentación. Posible comisión de estafa. Unidad de conducta.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      S., César Alberto s/ Causa Nº 1271


      COMP. 1014, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público y cambio de las chapas patentes. Ausencia de afectación al Registro de la Propiedad Automotor. Falsificación de documentos: competencia federal.


      La infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso existe entre esa infracción y la falsificación de la cédula de identificación vehicular, cuya investigación se reservó la justicia de excepción, atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en aquel documento.


      D., Daniel Walter s/ Infracción Art. 292 del Código Penal


      COMP. 1519, L. XLII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos del automotor, chasis y número de motor. Carácter federal del instrumento.


      De acuerdo al carácter nacional de la documentación, confeccionada sobre formularios que habían sido sustraídos, debe ser la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación la que profundice la investigación en ese sentido. Respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal del Código Penal, teniendo en cuenta la estrecha vinculación que existe entre esta figura y la mencionada anteriormente, también debe conocer el fuero de excepción acerca la adulteración de la numeración del chasis y motor.


      A., Adolfo Domingo y P., Mario Oscar s/ Falsificación de marcas y contraseñas, uso de documento o certificado falso -causa Nº 662410-


      COMP. 1211, L. XLII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de numeraciones y documentación de automotor. Ausencia de perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


      Si bien las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal son de competencia ordinaria, pues no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, corresponde que el magistrado federal conozca también a su respecto, pues las numeraciones anómalas que presentaba el automóvil, coinciden con aquéllas que se aprecian en la documentación secuestrada y cuya falsedad aceptó investigar el juez federal.


      B., Susana Mabel s/ Denuncia


      COMP. 408, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de automotor sustraído y con sus numeraciones adulteradas. Infracción al Art. 289 del Código Penal. Vinculación con la falsificación del documento. Carácter federal de la documentación. Necesidad de definir la situación jurídica de los imputados.


      La falsificación de la documentación identificatoria del rodado que, de acuerdo al carácter nacional que sustenta, debe ser investigada por la justicia federal que se encontraba de turno en el lugar donde se descubrió la falsificación. Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, teniendo en cuenta la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la mencionada anteriormente, también debe ser la justicia federal de esta ciudad la que conozca en este delito.


      P., Noelia Soledad y D., Luis Ezequiel s/ Encubrimiento


      COMP. 924, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Venta de rodado. Documentos públicos falsificados. Infracción al Art. 289 inc. 3° del Código Penal. Presunta defraudación. Unidad de conducta. Conveniencia en unificar la investigación.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del Art. 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. En relación con la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto, habida cuenta la vinculación existente entre las numeraciones del vehículo y las consignadas en la documentación falsa.


      M., Ariel Natalio s/ Estafa


      COMP. 821, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Adulteración de chapa patente de automotor y documentación del rodado presuntamente falsa. Ausencia de perjuicio al Registro de la Propiedad Automotor.


      La infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo de la justicia federal, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


      Actuaciones remitidas por Gendarmería Nacional s/ Investigación


      C. 1405, L. XLII, 06 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Falsificación de documentos públicos.


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos públicos de carácter nacional en concurso con defraudación. Unidad de conducta. Investigación a cargo de la justicia federal.


      Si la defraudación realizada mediante la utilización de documentos adulterados fue el ardid empleado para defraudar, se trataría de un caso de pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, la que deberá ser investigada por la justicia federal debido al carácter nacional del instrumento falsificado, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


      P., Roberto Osvaldo y otros s/estafa reiterada


      COMP. 393, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Concurso ideal de estafa y falsificación o uso de documento público de carácter nacional falso. Competencia federal en razón del carácter nacional de los instrumentos presuntamente apócrifos.


      Si la falsificación o el uso de instrumentos espurios fue el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que la adulteración de los documentos concurre idealmente con la estafa posterior, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero, por lo que los hechos deberán ser investigados por la justicia federal dado el carácter nacional de los instrumentos falsificados.


      F., Francisco José s/falsificación de doc. públicos


      COMP. 550, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Concurso ideal de estafa con falsificación de documentos. Competencia federal en función del carácter nacional de los instrumentos presuntamente apócrifos.


      Si la falsificación o el uso de instrumentos espurios fue el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trata de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que la adulteración de los documentos concurre idealmente con la estafa posterior, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero, por lo que los hechos investigados por la justicia federal cuando los instrumentos falsificados sean de carácter nacional.


      D. C., Alejandro Sebastián y otros s/uso de documento o certificado falso


      COMP. 551, L. XLIII, 22 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conductas desarrolladas fuera del territorio de la Nación que tendrían efectos aquí. Delito de falsificación de documentos. Competencia federal.


      Si de la denuncia surgen prima facie conductas delictivas que, aún cuando no se hubieran desarrollado en territorio de la Nación, tendrían sus efectos aquí y que suscitan la competencia del fuero de excepción -falsificación de documentos nacionales de identidad-, no pudiendo descartarse, además, la utilización de esa documentación en las presuntas compras con tarjetas de crédito falsas que se efectuarían en el país, corresponde al magistrado federal que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      C., Roberto s/ estafa en tentativa


      COMP. 164, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa cometida mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima. Unidad de conducta: concurso ideal. Competencia de la justicia federal.


      Cuando los términos de la denuncia resulten verosímiles y no se encuentren desvirtuados por otras constancias de la causa, y de la misma surja el lugar donde le exhibieron al denunciante la copia del DNI adulterado, cabe asignar competencia a la justicia federal de aquélla jurisdicción, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Ello es así, porque cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      B., Guillermo Oscar Adrián s/ denuncia sobre falsificación de documentos


      COMP. 1000, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Estafa y uso de documentos públicos falsos. Concurso de delitos. Competencia de la justicia federal.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      S. G., Elizabeth Rosana s/ Su denuncia


      COMP. 877, L. XLIII, 26 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos públicos de carácter nacional en concurso ideal con defraudación. Única conducta insusceptible de ser escindida. Competencia de la justicia federal.


      Si de las constancias agregadas al legajo surge que para defraudación se habría utilizado un documento nacional de identidad falsificado, al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la Ley 17.671 y sus modificatorias, y en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar -la estafas cometidas mediante el uso del documento nacional de identidad falsificado, que concurrirían en forma ideal- corresponde a la justicia federal de la jurisdicción donde se comprobaron los hechos denunciados, continuar con el trámite de las actuaciones.


      B. D., Sergio s/ denuncia estafa


      COMP. 647, L. XLIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Permuta de automóvil. Adquisición de rodado con numeraciones adulteradas. Infracción al Art. 289 del Código Penal. Lugar de consumación de la estafa y uso del documento.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. En esa inteligencia, corresponde asignar el conocimiento de la causa a la justicia federal de esta ciudad, en cuya jurisdicción se consumó el delito de estafa en concurso ideal con uso de documento público falso.


      L., Germán Pablo s/ Estafa


      COMP. 837, L. XLIII, 29 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presentación de DNI adulterado en entidad bancaria. Transferencia de fondos a cuentas de terceros. Presunta comisión de estafa. Unidad de la investigación. Competencia Federal.


      Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      G., Marcelo s/ Art. 172 y 292 del Código Penal


      COMP. 778, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta estafa en concurso ideal con falsificación de documentos. Competencia federal.


      Si la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Cuando un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde la investigación.


      P., Daniel A. s/ Infr. arts. 172 y 292 del C.P.


      COMP. 201, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Utilización de documentos adulterados para perpetrar una estafa. Unidad de conducta. Prohibición de doble persecución penal.


      Cuando la utilización de documentos adulterados haya sido el ardid empleado para defraudar, se trata de un caso de pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, la que deberá ser investigada por la justicia federal en caso de que instrumento falsificado tenga carácter nacional, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


      A., Ismael s/ estafa


      COMP. 488, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Utilización de documentos adulterados para perpetrar una estafa. Unidad de conducta. Prohibición de doble persecución penal.


      Cuando la utilización de documentos adulterados haya sido el ardid empleado para defraudar, se trata de un caso de pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, la que deberá ser investigada por la justicia federal en caso de que instrumento falsificado tenga carácter nacional, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


      A., Ricardo Justo y G. Esther s/ inf. Art. 292 C.P.


      COMP. 499, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la libertad. Secuestro extorsivo.


      Contienda negativa de competencia. Investigación por secuestro extorsivo. Competencia federal en función de la modalidad delictiva del hecho, que presenta los ribetes típicos de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo. No afectación al principio de economía procesal y mejor administración de justicia por la atribución de competencia a un tribunal diferente al que ya intervino en la causa contra otro imputado, en tanto no implique una violación de la garantía de igualdad ante la ley.


      El hecho materia de investigación en este proceso es, en atención a sus particulares características, de aquéllos que suscitan la competencia del fuero de excepción, en función de las circunstancias en que se desarrollaron los hechos, cuya modalidad delictiva presenta los ribetes típicos de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo, pudiendo mencionar, en este sentido: la cantidad de personas intervinientes y la división de tareas, el lapso prolongado de cautiverio y la diversidad de lugares donde se desarrolló, los pagos frustrados del rescate y finalmente la forma en que éste se llevó a cabo. Aún cuando en la jurisdicción provincial se hubiere dictado condena respecto de uno de los intervinientes en el secuestro, si la investigación tendiente a determinar la responsabilidad de los demás partícipes en ese hecho se encuentra en sus albores, la atribución de competencia a la justicia federal no obraría en detrimento de las exigencias del principio de economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia. A este respecto cabe recordar que la Corte, como órgano supremo y cabeza de uno de los poderes de la Nación, cumpliendo sus facultades inherentes a la alta función que desarrolla, atiende a la correcta distribución de las competencias judiciales cuando las cuestiones le son sometidas a su conocimiento, posibilitando una redistribución de esas competencias para la salvaguardia de la eficacia de la función judicial. A ello no obsta que el juzgamiento de los participes en un mismo hecho se efectúe en distintas jurisdicciones y bajo normas procesales diferentes, ya que el juicio oral implica la reproducción de las pruebas obtenidas en la instrucción y su valoración independiente, en cada caso, atendiendo a la responsabilidad de los imputados, sin que la sujeción a normas procesales en uno y otro supuesto, y por cuestiones de orden público, implique una violación a la garantía de igualdad ante la ley, en tanto ello no acarrea, de por sí, privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales condiciones.


      N., Alberto José s/ secuestro extorsivo


      COMP. 1006, L. XLIII, 13 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la Propiedad.


      Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos presuntamente apócrifos. Concurso ideal de delitos previstos en las leyes 22.362 y 11.723.


      Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


      L., Cristián s/ Infracción Ley 11.723


      COMP. 1436, L. XLII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la salud pública. Estupefacientes.


      Artículo 7º de la Ley 26.052: no es aplicable a procesos anteriores a su vigencia.


      Teniendo en consideración que según lo dispuesto en su artículo 7°, el régimen establecido por la Ley 26.052 no es aplicable a los procesos anteriores a su vigencia y que ésa es la situación que aquí se presenta, pues la causa se inició el 10 de agosto de 2005, corresponde al juzgado federal continuar con su investigación.


      R., Alba Del Valle s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 277, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia federal: Excepción. Adhesión.


      La competencia federal es prioritaria en los delitos previstos en la Ley 23.737, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia (ley 26.052), lo que hizo la Provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la Ley 13.392. La asignación a favor de la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la Ley 23.737, sino que ésta reserva para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos tipificados en la Ley 23.737 que se vinculan con el comercio ilegal y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido "la salud pública" son ajenas al derecho federal. Por lo tanto, y concordantemente con el fin último de la ley, la conducta prevista en el artículo 14, primer párrafo, Ley 23.737, quedó exento de la jurisdicción federal (art. 2 de la Ley 26.052).


      T., Gabriel Gustavo y otra s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 1481, L. XLII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia federal: Excepción. Adhesión.


      La competencia federal es prioritaria en los delitos previstos en la Ley 23.737, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia (ley 26.052), lo que hizo la Provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la Ley 13.392. La asignación a favor de la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la Ley 23.737, sino que ésta reserva para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos tipificados en la Ley 23.737 que se vinculan con el comercio ilegal y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido: "la salud pública" son ajenas al derecho federal. Por lo tanto, y concordantemente con el fin último de la ley, la conducta prevista en el artículo 14, primer párrafo, Ley 23.737, quedó exento de la jurisdicción federal (art. 2 de la Ley 26.052).


      J., Rosa s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 159, L. XLIII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia federal: Excepción. Adhesión.


      La competencia federal es prioritaria en los delitos previstos en la Ley 23.737, excepto cuando las provincias, por voluntad propia expresada mediante ley de adhesión, asuman la competencia (ley 26.052), lo que hizo la Provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la Ley 13.392. La asignación a favor de la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la Ley 23.737, sino que ésta reserva para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos tipificados en la Ley 23.737 que se vinculan con el comercio ilegal y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido: "la salud pública" son ajenas al derecho federal. Por lo tanto, y concordantemente con el fin último de la ley, la conducta prevista en el artículo 14, primer párrafo, Ley 23.737, quedó exento de la jurisdicción federal (art. 2 de la Ley 26.052).


      L., Leonardo Javier y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 153, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Almacenamiento de estupefacientes. Imposibilidad de configurar infracción al Art. 2 de la Ley 26.052.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal.


      C., Mariano Gastón y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 34, L. XLIII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Art. 2 de la Ley 26.052. Tenencia de estupefacientes. Forma en que estaba acondicionado el material.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal para conocer en la presente causa.


      B., Héctor R. y otra s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 225, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Material estupefaciente. Art. 2 de la Ley 26.052. Competencia federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      O., Liliana y otros s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 92, L. XLIII, 21 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 163 L. XLIII "Chávez, Rubén s/ Infracción Ley 23.737".


      N., Julio César s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 694, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Aplicación del Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      F., Cristian Alberto y otro s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 914, L. XLIII, 08 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Competencia Federal por la forma en que estaría acondicionado el material.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      M., Pedro R. y otro s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 1458, L. XLII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Competencia local por las características del material incautado.


      Atento que el material estupefaciente se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado local para conocer en la presente causa.


      K., Raúl Omar y otros s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 142, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que estaba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal para conocer en la presente causa.


      B., Eduardo y otro s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


      COMP. 266, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que estaba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      R., Julio César s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 308, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      G., Mirta del Valle s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 655, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      B., Emma y otro s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 299, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052 corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      G., Carlos y otra s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 835, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      F. o Z., Sergio Enrique o Cristian s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 807, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      A., Myrian R. y otros s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 659, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      F., Claudio Marcelo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 658, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052 corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      C., Juan Carlos y otros s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 541, L. XLIII, 12 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      C., Rubén s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 653, L. XLIII, 11 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba condicionado el material. Competencia Federal.


      En ese sentido, atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      P., Guido Domingo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 383, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      Av. Presunta infracción a la Ley 23.737


      COMP. 412, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      C., Ramón y otra s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 444, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia Federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      M., José s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


      COMP. 413, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se hallaba acondicionado el material.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del Juzgado. Federal para conocer en la presente causa.


      P., Rafael Orlando s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


      COMP. 320, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Características del material estupefacientes para operar la excepción de competencia prevista en Art. 2 de la Ley 26.052.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal para conocer en la presente causa.


      H., Rubén Eduardo s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 13, L. XLIII, 06 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Ley 26.052: requisitos para la intervención de la justicia ordinaria.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal.


      L. C., Emilio Nazareno s/ Infracción 23.737


      COMP. 1500, L. XLII, 27 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Ley 26.052. Aplicación temporal: exclusión para casos iniciados con anterioridad a su vigencia.


      El artículo 204 quater fue incorporado al Código Penal por Ley 23.737 de competencia exclusiva del fuero de excepción, pero la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas abarcadas por la ley de estupefacientes, las que asignó a la jurisdicción ordinaria respecto de aquellas provincias que adhirieran a su régimen. Entre los tipos penales contenidos en esa reforma se encuentra el previsto en el artículo 204 quater del Código Penal, que en la Provincia de Buenos Aires pasó a la órbita de la justicia local a partir de su adhesión mediante la Ley 13.392. Si bien es cierto que según lo dispuesto en su artículo 7°, el régimen establecido por la Ley 26.052 no es aplicable a los procesos anteriores a su vigencia, la presente causa tuvo inicio al formalizarse la denuncia, con posterioridad a la adhesión de la Provincia de Buenos Aires al régimen de esa norma, por lo que corresponde al juzgado provincial, que previno, seguir conociendo en ella.


      Ministerio de Salud s/ Denuncia


      COMP. 179, L. XLIII, 21 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Procesos anteriores a la vigencia de la Ley 26.052. Artículo 7º de la Ley 26.052: se refiere a las causas en trámite por ante el fuero de excepción.


      La presente contienda negativa de competencia suscitada entre el Juzgado de Garantías nº 2, y el Juzgado Federal, ambos de Azul, Provincia de Buenos Aires, se refiere a la causa instruida por infracción a la Ley 23.737. La Cámara de Apelación y Garantía, resolvió la incompetencia del fuero para conocer en las actuaciones, toda vez que se habían iniciado con anterioridad a la adhesión de la Provincia de Buenos Aires mediante la Ley 13.392. Por su parte el juez federal no aceptó esa atribución con sustento en el artículo 7° de la Ley 26.052 que establece que las causas en trámite continuarán por ante el fuero que se estuviesen sustanciando. La norma que invoca el juez nacional está referida a las causas en trámite por ante el fuero de excepción que, por otra parte, en razón de la materia era donde deberían haber estado radicadas estas actuaciones (artículo 34 de la Ley 23.737 entonces plenamente vigente). En ese sentido, teniendo en consideración que según lo dispuesto en su artículo 7°, el régimen establecido por la Ley 26.052 no es aplicable a los procesos anteriores a su vigencia, y que ésa es la situación que aquí se presenta, pues la causa se inició el 10 de agosto de 2005, corresponde al juzgado federal continuar con su investigación.


      S., Juan Ignacio s/ Causa Nº 1411/06


      COMP. 820, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso Extraordinario. Tenencia de estupefacientes. Art. 2 de la Ley 26.052. Forma en que se encontraba acondicionado el material. Competencia federal.


      Atento que el material estupefaciente no se hallaba en su totalidad acondicionado en la forma prevista por el artículo 2 de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para conocer en la presente causa.


      A., Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 666, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos contra la seguridad pública.


      Contienda negativa de competencia. Presunto secuestro extorsivo seguido de muerte. Competencia federal en virtud de la afectación a la seguridad pública.


      En aquellos casos en que la muerte de la víctima sólo puede vincularse, de acuerdo a las constancias de la causa, al secuestro extorsivo que padeció, no existiendo en el legajo otros indicios que permitan sospechar la existencia de un móvil distinto, cabe concluir que los hechos a investigar tuvieron entidad suficiente para afectar la seguridad pública, por lo que corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      C., Retamar Daniel s/ homicidio


      COMP. 427, L. XLIII, 31 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Explosivos.


      Contienda negativa de competencia. Recepción de explosivo enviado por correo postal. Peligro para la seguridad nacional.


      Si bien no consta en el incidente qué tipo de explosivo se ha secuestrado, del informe pericial surge que el artefacto que se hizo detonar poseía las características necesarias para producir daños de gravedad a bienes y personas. El suceso importó entonces un peligro para la seguridad nacional, más aún si se tiene en cuenta el recorrido que realizó dicha encomienda al ser despachada en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con destino a Bahía Blanca, de allí a la ciudad de Santa Rosa, con destino final en General Pico.


      B., Alejandro Rubén s/ Denuncia presunta infracción Art. 189 bis


      COMP. 999, L. XLIII, 14 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y sus entidades autárquicas.


      Contienda negativa de competencia. Delito en perjuicio de las rentas nacionales. Competencia federal. Competencia territorial en función del lugar donde debería haberse efectuado el pago de la suma retenida.


      Si de los hechos puestos de manifiesto en la denuncia surge que parte del dinero retenido correspondería al pago de impuestos nacionales por parte de los contribuyentes, de conformidad con las previsiones del artículo 33, inciso 1°, apartado "c" del Código Procesal Penal de la Nación, corresponden a la competencia federal los delitos tendientes a la defraudación de las rentas nacionales, por lo que corresponde asignar la competencia al juzgado de excepción de la jurisdicción donde debería haberse efectuado el pago de la suma retenida.


      D. S., Mariana s/ denuncia


      COMP. 1367, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Tramite de las cuestiones de competencia.


      Contienda negativa de competencia. Afectación del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, por conflictos de competencia insubstanciales.


      La profusión de decisiones jurisdiccionales de los tribunales intervinientes en torno al tema de la competencia actúa en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia. Los procedimientos que conducen a deducir contiendas de competencia insubstanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia.


      G., Claudio y otros s/ av. infr. leyes 22.362 y 11.723


      COMP. 1398, L. XLII, 10 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Deber de tramitar los conflictos por vía incidental.


      Los conflictos de competencia deben tramitar por vía incidental a fin de evitar la paralización de la pesquisa. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no permiten por el momento discernir, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurridos los posibles involucrados en el hecho motivo de contienda. En tal sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica, respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge de la causa que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción de los bienes, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones lo que reconoce origen en la configuración típica de cada una, más allá de la competencia y jurisdicción territorial de los magistrados en conflicto.


      Comisaría 7ma. Cinco Saltos s/ Inv. Secuestro


      COMP. 234, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones probatorias.


      Contienda de competencia. Elementos insuficientes para emitir opinión. Devolución de la causa a la Corte.


      Si el incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión, corresponde devolver las actuaciones a la Corte a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


      T., Silvia Margarita s/delito de acción pública


      COMP. 76, L. XLIII, 14 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Consideración de los dichos de la denunciante a efectos de establecer la competencia.


      Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


      G., Mariela s/ denuncia lesiones culposas


      COMP. 879, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Constancias insuficientes para discernir el tribunal que debe intervenir. Devolución de las actuaciones a la Corte.


      Cuando las constancias agregadas al incidente de contienda negativa de competencia resulten insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en una causa instruida por la presunta infracción a las leyes 11.723 y 22.362, no habiéndose incorporado la pericia indispensable para resolver el conflicto de competencia, corresponde devolver las actuaciones a la Corte a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


      N., Martín Elías s/ Inf Ley 22.362


      COMP. 767, L. XLIII, 10 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Determinación de la competencia en función de las declaraciones del denunciante y del imputado.


      Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


      C., Elizabeth s/ denuncia


      COMP. 544, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Insuficiencia de las constancias agregadas al incidente para dirimir la contienda.


      En las contiendas de competencia en las cuales las constancias agregadas al incidente resulten insuficientes para calificar y discernir el tribunal al que corresponde investigar el delito denunciado, no encontrándose agregada la copia de la denuncia ni desprendiéndose del sumario el motivo de rechazo de los cheques presuntamente utilizados, resulta necesario completar el legajo con la remisión de las copias -anverso y reverso de los documentos mencionados en las respectivas declinatorias-, pues en ambos casos se generaliza respecto de las causales de rechazo de todos los cheques sin especificar respecto de aquéllos que dieron lugar a la presente contienda. Por lo expuesto, corresponde devolver las presentes actuaciones a efectos de se disponga lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, eventualmente, se corra una nueva vista.


      J., Ana y otros s/ infr. Art. 302 del C.P.


      COMP. 1493, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativas de competencia. Posible existencia de un delito de competencia exclusiva de la justicia federal. Competencia del juez federal para que realice las diligencias instructorias orientadas a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


      Cuando la realización de diligencias de instrucción tendientes a la comprobación de los dichos de la denunciante -no obstante su contradicción, vaguedad o probable inverosimilitud- conllevarían la posibilidad de determinar la existencia o no de un delito de competencia exclusiva de la justicia federal, y el magistrado federal no niegue esta circunstancia, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar al proceso -de considerarlo pertinente- los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      L. C., Cármen s/privación ilegítima de la libertad


      COMP. 718, L. XLIII, 27 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia en razón del territorio. Dichos del denunciante.


      A fin de fijar la competencia territorial cabe tener en consideración los dichos del imputado, aun cuando no aparezcan plenamente corroborados, en la medida en que no se encuentren desvirtuados. La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      N.N. s/ Hurto simple


      COMP. 1412, L. XLII, 12 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Insuficiencia de elementos indispensables para emitir opinión. Devolución de las actuaciones.


      Si el incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión en el conflicto, corresponde devolver a Corte las actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


      H., Valeria Marisol s/ Inf. 11.723 y 22.362


      COMP. 302, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto delito de abuso sexual. Manifestaciones confusas y contradictorias de la víctima. Corresponde al juzgado nacional que previno.


      Las manifestaciones de la denunciante no resultan suficiente fundamento para discernir la competencia. Corresponde al juzgado nacional, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      C., A. B. s/ Abuso deshonesto


      COMP. 969, L. XLIII, 18 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Incidente que carece de los elementos indispensables para dictaminar. Devolución de las actuaciones a la Corte.


      Si el incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión en el conflicto, corresponde devolver las presentes actuaciones a la Corte a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


      P., Ildes O. s/ infr. leyes 11.723 y 22.362


      COMP. 648, L. XLIII, 26 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Declaración de incompetencia. Requisitos.


      Descripción del hecho y calificación


      Contienda negativa de competencia. Ausencia de requisitos para la declaración de incompetencia: descripción de los hechos y calificación legal. Competencia del juzgado que previno a efectos que confiera precisión a la notitia criminis.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Sobre la base de estas consideraciones, en los casos que así no suceda, corresponde al juzgado que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso -si lo estima pertinente- los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      E. s/ defraudación


      COMP. 1260, L. XLIII, 28 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      Seccional 49° de la Policía Federal Argentina s/ Coacción


      COMP. 540, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documento público. Requisito para la traba de la contienda: descripción legal y calificación del hecho. Competencia territorial en función del lugar donde habría sido utilizado el documento.


      La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta a la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. En efecto, la validez extrínseca del testamento declarada en sede civil no constituye un elemento, de por sí, que permita establecer su legitimidad, no habiéndose efectuado ninguna diligencia de investigación que permita corroborar mínimamente su procedencia y validez. Por lo expuesto, en atención a que no podría descartarse aún que el hecho materia de investigación hubiere afectado a la administración de justicia de la Nación y que, en los supuestos en que se desconoce el lugar de creación del documento falso, debe estarse al lugar donde fue utilizado, corresponde magistrado que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      Del Val, Rodolfo A. s/ Denuncia falsificación de documentos públicos


      COMP. 22, L. XLIII, 27 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: descripción del hecho y calificación legal. Competencia del juzgado que previno a efectos de que profundice la investigación.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No concurren dichos elementos si en la causa sólo se hubiese comprobado una infracción administrativa, por lo que corresponde a la justicia que previno y en cuya jurisdicción habrían tenido lugar parte de los hechos denunciados, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      P, Norberto A. s/ usurpación de títulos y honores


      COMP. 1479, L. XLII, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: descripción del hecho y calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


      Para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada, por lo que, en caso de que el juez que promovió la contienda no los hubiese determinado correctamente, a él le corresponde asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      D. V., Horacio s/ estafa


      COMP. 729, L. XLIII, 13 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos: determinación de los hechos y calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Por lo expuesto corresponde al magistrado que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      A., Rubén s/ estafa


      COMP. 114, L. XLIII, 17 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de un delito concreto a los fines de la competencia.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      L., Agustín s/ Posible comisión de delito de acción pública


      COMP. 183, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de un delito concreto a los fines de la competencia.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      M., Juan José s/ Denuncia


      COMP. 271, L. XLIII, 28 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de un delito concreto a los fines de la competencia.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      R, Cristian Iván Antonio (denunciante) s/ Robo agravado por el uso de arma


      COMP. 74, L. XLIII, 21 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de un delito concreto a los fines de la competencia.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      S., Andrés s/ Muerte por causa dudosa


      COMP. 83, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      Av. Infracción a la Ley 23.737


      COMP. 429, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      Causa N° 4913 s/ Presuntos robos


      COMP. 689, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      M., Luis Anivaldo s/ Delito contra la fe pública


      COMP. 494, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      M., Telma Mariela s/ Denuncia infracción Art. 292 del Código Penal


      COMP. 241, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      N.N. s/ Presunta infracción Ley 23.737


      COMP. 645, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      T., Andrés Osvaldo s/ Posible comisión de delito de acción pública


      COMP. 1499, L. XLII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      G., Carlos Alberto y otro s/ Indagación de procedencia de avioneta IV-GMW


      COMP. 1397, L. XLII, 12 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      K. P., Claudio José y otro s/ Estafa


      COMP. 1475, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      M. A. S.A. s/ Defraudación por estelionato y falsificación de documentos públicos


      COMP. 1357, L. XLII, 02 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      R. Z., Héctor s/ Adulteración de marcas


      COMP. 182, L. XLIII, 11 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      U., María Cristina s/ Estafa


      COMP. 1367, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Los elementos agregados al incidente de incompetencia resultan insuficientes para individualizar los hechos que permitan ensayar con razonable certidumbre una calificación legal delictiva a su respecto, mientras que la multiplicidad de circunstancias que comprenden los sucesos denunciados podrían dar lugar a más de una calificación posible. Por ello, corresponde a la justicia que previno continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      D. C., Jorge s/ Denuncia


      COMP. 270, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del delito. Deficiencia suplida por el juez que primero conoció de la "notitia criminis" y que declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


      Resultan elementos indispensables para la correcta traba del conflicto negativo de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En caso de que esos requisitos no se encuentren satisfechos esa deficiencia debe ser suplida por el juez que primero conoció de la "notitia criminis" y que declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


      V., Paula Fabiana s/ Denuncia


      COMP. 1408, L. XLII, 19 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Investigación suficiente.


      Alcance de los hechos investigados y subsunción en alguna figura determinada.


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, pues la presente contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere el alcance de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada.


      F., Gregorio Hipólito s/ Estafa


      COMP. 643, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


      Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, esta circunstancia impide que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto 1285/58, ya que la ausencia de la mínima investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada para discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. En tales condiciones corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      G. B., Juana s/ falso testimonio


      COMP. 411, L. XLIII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de determinar las circunstancias del hecho. Competencia del juzgado que previno.


      La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrolló la conducta a investigar y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarla. En consecuencia, corresponde al juzgado que previno, continuar con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      F., José Luis s/instigación al suicidio


      COMP. 435, L. XLIII, 10 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del magistrado que previno.


      La Corte Suprema se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º del decreto-ley 1285/58 cuando, al momento de la traba del conflicto se carece de la investigación suficiente para individualizar los hechos con la certeza necesaria y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada. En tales circunstancias corresponde al juzgado que previno continuar conociendo en las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


      G., Claudia s/ Estafa


      COMP. 121, L. XLIII, 20 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis.


      La presente contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones corresponde al juzgado de instrucción que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      B., Carlos s/ Defraudación por retención indebida


      COMP. 315, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis.


      La presente contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones corresponde al juzgado de instrucción que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      M., Hernán Javier s/ Estafa


      COMP. 437, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis.


      No obstante se infiere de su resolución, que el tribunal nacional le atribuyó una calificación legal a los sucesos, advierto que aún se carece de la investigación suficiente para individualizarlos con la certeza necesaria y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. En esas condiciones, corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


      M., Juan Carlos s/ Estafa


      COMP. 226, L. XLIII, 21 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


      El conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º del decreto ley 1285/58 cuando de las constancias agregadas al incidente no surgen los elementos necesarios que permitan precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, los hechos a investigar y, consecuentemente, las tipificaciones que les puedan ser atribuidas, cuyo sustento debe encontrarse en los antecedentes de la causa. En tal situación, corresponde al juez que previno profundizar la pesquisa.


      M., Fernando s/ Delito de acción pública


      COMP. 1501, L. XLII, 27 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, cuando de las escasas constancias incorporadas al expediente no surgen los elementos necesarios que permitan precisar, con el grado de certeza que esta etapa requiere, la calificación de los hechos para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


      Transportes 9 de Julio S.A. y Avimot S.A. s/ Estafa


      COMP. 288, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


      Las declinatorias de competencia deben hallarse precedidas de la investigación necesaria que permita corroborar mínimamente los hechos puestos de manifiesto en la denuncia. Por otra parte, constituye un elemento indispensable para el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En consecuencia, corresponde a la magistrada que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      V., Jorge s/ falsificación de documento público


      COMP. 640, L. XLIII, 04 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


      Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente -incorporados a partir de una denuncia formulada vía internet que aún no ha sido ratificada- impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso los que no pueden ser apreciados in extenso, a fin de discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos, máxime cuando todavía no se ha practicado ninguna diligencia que permita otorgarle verosimilitud. En esa inteligencia, corresponde a la justicia federal, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      C. Z., Carolina s/ Denuncia


      COMP. 321, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


      Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente. En ausencia de ella es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      A., Alejandro Manuel s/ Estafa


      COMP. 239, L. XLIII, 11 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


      Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente. En ausencia de ella es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      Q., Jorge Daniel s/ Infracción Art. 289 del Código Penal


      COMP. 218, L. XLIII, 16 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Conocimiento de la totalidad de los hechos que motivaron la causa.


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la totalidad de los hechos que motivaron la causa. Si bien la Ley 25.930 ha modificado el artículo 285 del Código Penal al equiparar la falsificación de las tarjetas de crédito a la de moneda nacional, lo es al sólo efecto de su penalidad, tal como sucede respecto de otros instrumentos de crédito allí mencionados.


      P., Fernando s/ Estafa


      COMP. 67, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Alegada defraudación. Entrega de dinero por el pago de un automotor. Contraentrega de documentación. Transferencia no perfeccionada. Necesidad de profundizar la investigación.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


      S., Juan Carlos s/ Estafa


      COMP. 759, L. XLIII, 22 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Ausencia de la investigación mínima a efectos de calificar legalmente a los hechos. Competencia del juzgado que previno para que profundice la investigación.


      Si un conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto 1285/58, careciendo de la mínima investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, esta circunstancia obsta la posibilidad de conocer el exacto alcance de los hechos, para discernir en qué tipo penal encuadraría. En tales condiciones, corresponde al juzgado que previno el deber de continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      R., María Marta s/defraud. por desbaratamiento


      COMP. 127, L. XLIII, 26 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Automotor prestado. Presunta defraudación por retención indebida. Necesidad de profundizar la investigación e incorporar nuevos elementos.


      Si bien se le atribuyó una calificación legal a los sucesos, la misma carece del sustento necesario en las constancias del incidente y, por ello, no se ha completado aún la investigación suficiente para individualizarlos con la certeza que esta etapa requiere y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


      M. A. C. de S. S.A. s/ Estafa - falsificación de documentos públicos


      COMP. 638, L. XLIII, 23 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Investigación insuficiente a los fines de la determinación del hecho. Competencia del juzgado que previno.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si las constancias de la causa no alcanzan para determinar las circunstancias de tiempo y lugar en que se desarrollaron las maniobras ardidosas. Por ello, es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      M., Juan Carlos s/ estafa


      COMP. 878, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a efectos de la determinación de los hechos. Competencia del tribunal que previno para que profundice la investigación.


      El conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto 1285/58, si los elementos reunidos en la causa no alcanzan para establecer el exacto alcance de los hechos y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Sobre la base de estas consideraciones corresponde devolver las actuaciones al juzgado previno, para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      A., Horacio Ramón s/ su denuncia


      COMP. 664, L. XLIII, 30 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de determinar los hechos. Competencia del juzgado que previno.


      La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Cuando, en función de la prueba acompañada, no se pueda afirmar que los hechos que se les reprocha a los imputados hubiesen afectado el normal desenvolvimiento de un organismo nacional o su patrimonio, corresponde al magistrado local que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      O., Antonio Alfonso y otro s/ defraudación


      COMP. 832, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la calificación legal. Competencia del juzgado que previno para que profundice la investigación.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Si a partir de las escasas constancias agregadas al expediente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal del suceso, corresponde al juzgado que previno continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      L., Motthen s/ Denuncia


      COMP. 1124, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


      El conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58, cuando las escasas constancias reunidas en el legajo no alcanzan para encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada, con el grado de certeza requerido, para poder discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. En consecuencia, corresponde al juzgado que previno continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      M. F., Lilia Zulema s/ denuncia falsificación de documentos públicos


      COMP. 1043, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esto no sucede si de las manifestaciones del denunciante no se desprende ilícito alguno por investigar, por lo que corresponde al magistrado que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso -si lo estima pertinente- los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      A. de C. y C. y otros s/ asociación ilícita


      COMP. 1114, L. XLIII, 31 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


      Si los elementos de juicio reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido, y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      G., Juan Francisco s/defraud. por adm. fraudulenta


      COMP. 561, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la calificación legal. Preponderancia de la legislación penal sobre la contravencional.


      El conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, ya que constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Por ello, cabe poner de resalto que las escasas constancias agregadas al expediente no alcanzan para establecer con exactitud ese aspecto, indispensable en casos como el presente en el que el mismo hecho puede constituir tanto un delito como una contravención. Asimismo, vale recordar que el Tribunal reconoció la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


      V., Stella Maris s/ Infracción Art. 6.1.9 Ley 451


      COMP. 1294, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos y la calificación legal. Competencia del juzgado que previno, para que profundice la pesquisa.


      Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de un conflicto de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En tal sentido, si las escasas constancias agregadas al legajo no alcanzan para comprobar mínimamente los hechos denunciados, cabe concluir que el conflicto no está precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En consecuencia, corresponde al magistrado que previno incorporar los elementos necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      D. O., Blanca Cristina s/ denuncia


      COMP. 876, L. XLIII, 06 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos y la calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


      El conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, ya que constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En consecuencia, corresponde al juzgado que previno, y a la que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, profundizar la investigación para darle precisión a los sucesos denunciados, y resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


      C., Andrés s/ Defraudación


      COMP. 1181, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos y la calificación legal. Competencia del juzgado que previno. Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, ya que constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Asimismo, vale que la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


      B., Mónica Jorgelina s/ Infracción Art. 6.1.9, placas de dominio Ley 451


      COMP. 1293, L. XLIII, 14 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos. Competencia del juzgado que previno.


      Cabe considerar que la investigación llevada a cabo en la causa resulta insuficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si de las escasas constancias incorporadas al presente no surgen suficientes elementos de valoración que autoricen a establecer fehacientemente cómo sucedieron los hechos denunciados, lo que obsta la posibilidad de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, y finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Con base en esos argumentos, corresponde que el juzgado que previno profundice la investigación en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      N.N. s/ Art. 289 inc. 3 del Código Penal


      COMP. 1262, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos. Competencia del juzgado que previno.


      Siendo que la ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de determinar el exacto alcance de los hechos y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlos, corresponde al juzgado que previno, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      Agencia Córdoba Ambiente s/ den contaminación ambiental Río III


      COMP. 613, L. XLIII, 08 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción de los hechos. Competencia del tribunal que previno para profundizar la pesquisa.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto 1285/58, cuando la ausencia de una mínima investigación, que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de conocer el exacto alcance de los hechos, para discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. En esos casos corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


      B., Andrés Carlos s/ denuncia


      COMP. 677, L. XLIII, 05 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción del hecho y la calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°. del decreto-ley 1285/58, si con las escasas probanzas agregadas a la causa no se logra acreditar la configuración de una conducta con relevancia típica, y la sola denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. Por ello, es el juzgado que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      G., Ronaldo Carlos s/ denuncia por estafa en tentativa


      COMP. 750, L. XLIII, 14 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la determinación de los hechos. Competencia del juzgado que previno.


      El conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si en la causa que no se habría realizado ninguna diligencia tendiente a recabar los elementos de juicio que permitan establecer las circunstancias de modo y lugar en que habría tenido lugar el hecho denunciando, pues la sola denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo. En tales condiciones, si en el expediente no se hubiese determinado el lugar donde se cometió el delito materia de la contienda, corresponde asignar competencia al juzgado que previno para continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      V., Santa Inés s/ denuncia


      COMP. 1056, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la determinación de los hechos. Competencia del juzgado que previno.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si en la causa no se realizó ninguna diligencia tendiente a acreditar el hecho denunciado y la denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. Por ello, es que corresponde asignar la competencia al juzgado que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      U., Ricardo Luis s/ extravío de cheque


      COMP. 845, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de la descripción del hecho. Competencia del juzgado que previno.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si en la causa no se realizaron las diligencias mínimas tendientes a acreditar el hecho denunciado, pues la ratificación de denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. Por ello, corresponde asignar la competencia al juzgado que previno, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      P., Mauro Ignacio s/ robo agravado por el empleo de armas y otros - causa nº 2639/4-


      COMP. 932, L. XLIII, 28 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para acreditar el hecho denunciado. Competencia del juzgado que previno a los fines de que profundice la investigación.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si se observa que no se habría realizado ninguna diligencia tendiente a recabar los elementos de juicio que permitan acreditar el hecho denunciado, pues la sola denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo. En tales condiciones, corresponde asignar competencia al juzgado que previno para continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      D. M., Jorge Gabriel s/ denuncia


      COMP. 1220, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para discernir la competencia. Competencia del juzgado que previno.


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si del legajo no surge el lugar en el que el imputado debía cumplir con la gestión encomendada, ya que la sola denuncia y las declaraciones prestadas no alcanzan para discernir el tribunal al que debería investigarlo. En tales condiciones, corresponde al juzgado que previno, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      V., Mauricio s/ defraudación


      COMP. 954, L. XLIII, 13 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Competencia del juzgado que previno para que profundice la investigación.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si no se encuentra incorporada al incidente ninguna constancia tendiente a acreditar circunstancias de modo en que habrían sucedido los hechos, y la denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo. En tales condiciones, es el juzgado que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      E. C. S.R.L. s/ estafa


      COMP. 205, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Competencia del juzgado que previno para que profundice la pesquisa.


      Cuando de las constancias agregadas al incidente no surjan elementos que permitan sospechar que la operación de investigada fuere fraudulenta y que los actos con relevancia típica se hubiesen desarrollado en determinada localidad, corresponde al magistrado que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      V., Humberto s/ estafa


      COMP. 457, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Insuficiencia de las declaraciones de la cónyuge de la víctima a los fines de determinar la competencia, si no está corroborada con otros elementos de la causa, y tampoco fue testigo directo del hecho. Competencia del juzgado que previno a fin de que profundice la investigación.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, ya que las manifestaciones de la cónyuge de la víctima no resultan suficiente fundamento para discernir la competencia sobre esa base, si integra una vaga versión a partir de circunstancias que no se encuentran corroboradas por otros elementos de juicio, siendo que no fue testigo directo del hecho. Por ello, y toda vez que los elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, es el juzgado nacional, que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      B. V., Juan Carlos s/ muerte por causa dudosa


      COMP. 1045, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de profundizar la pesquisa.


      La presente contienda negativa de competencia carece a mi modo de ver, de la investigación suficiente para individualizar los pormenores de los hechos con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de .ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.


      H., Catalina y otro s/ Defraudación por desbaratamiento de derechos acordados y falsa denuncia


      COMP. 961, L. XLIII, 16 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente a los fines de establecer el tribunal al que corresponde intervenir. Competencia del juzgado que previno a efecto que profundice la pesquisa.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si en el caso no se habrían realizado las diligencias tendientes a recabar los elementos de juicio que permitan establecer las circunstancias de modo y lugar en que habría tenido lugar el hecho denunciado, cuanto menos para mínimamente corroborar los dichos del denunciante. Por ello, y en atención a que la sola denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, es el juzgado que previno el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      V., Antonio s/ estafa


      COMP. 1459, L. XLII, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Obtención de tarjeta de crédito. Firma falsificada en la suscripción de la solicitud. Necesaria profundización de la investigación.


      La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


      T., María Inés s/ Denuncia


      COMP. 1115, L. XLIII, 30 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible hostigamiento, o delito contra la integridad sexual en grado de tentativa. Necesidad de profundizar la investigación y determinar los hechos, delitos y/o contravenciones investigadas.


      Las escasas constancias agregadas al expediente no alcanzan para establecer con exactitud la configuración de un delito determinado, pues a mi entender la multiplicidad de circunstancias que comprenden los sucesos denunciados podrían dar lugar a más de una calificación posible.


      R., Irala s/ Delito de acción pública


      COMP. 987, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la Ley 14.346. Investigación insuficiente. Necesidad de profundizar la investigación por parte del juez declinante.


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues la calificación legal que, como posible, ensaya el juez contravencional, carece de suficiente sustento en los elementos de la causa.


      D. V., Enrique s/ Denuncia infracción Ley 14.346


      COMP. 1391, L. XLII, 28 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Posible quiebra fraudulenta. Venta de bienes muebles pertenecientes a la masa concursal. Necesidad de profundizar la investigación.


      La causa no se halla precedida de la investigación suficiente como para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


      D., Jorge Antonio s/ Quiebra fraudulenta


      COMP. 1508, L. XLII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de defraudación. Necesidad de profundizar la investigación.


      La investigación llevada a cabo hasta el momento, resulta insuficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


      S., Carlos s/ Defraudaciones


      COMP. 985, L. XLIII, 29 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación. Indeterminación del domicilio de la empresa involucrada. Necesidad de profundizar la investigación.


      La causa no se halla precedida todavía de la investigación suficiente como para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


      F., Claudio Daniel y otros s/ Negociaciones comerciales fraudulentas


      COMP. 1512, L. XLII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: investigación suficiente. Competencia del tribunal que previno para profundizar la investigación.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, si las escasas probanzas agregadas al incidente no alcanzan para acreditar el hecho denunciado, ya que la sola denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. En tales condiciones, es el juzgado que previno el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de dar precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      W., Alejandro s/ infr. Ley 11.723


      COMP. 242, L. XLIII, 11 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: investigación suficiente. Competencia del tribunal que previno para que profundice la investigación.


      El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto 1285/58, ya que la ausencia de una mínima investigación, que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de conocer el exacto alcance de los hechos, para discernir si se trata de un mero incumplimiento contractual o de una defraudación. En tales condiciones, corresponde al juzgado que previno el deber de continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      I., Jorge Alberto y otro s/ falsif. documentos públicos


      COMP. 543, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Definición de la situación jurídica del imputado.


      No es posible encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa de la instrucción requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Por lo que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica en cuanto al robo del bien. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      L., Francisco s/ Encubrimiento


      COMP. 311, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la conducta en que habría incurrido el imputado.


      Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      A., Fredy s/ Encubrimiento


      COMP. 502, L. XLIII, 31 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la conducta en que habría incurrido el imputado. La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de un rodado y su incautación no es pauta válida para desechar su participación.


      Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      C., Rubén Gerardo s/ Encubrimiento


      COMP. 547, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la conducta en que habrían incurrido los prevenidos.


      Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los prevenidos, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a corroborar la veracidad de sus dichos, lo que impide descartar con absoluta nitidez que hayan tenido algún grado de participación en el robo. En caso de que se encontrara cumplida la exigencia de un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, el conocimiento de la causa por encubrimiento correspondería a la justicia federal del territorio donde aquél se hubiese llevado por tratarse de un delito que afecta a la administración de justicia nacional.


      A., Gustavo Andrés; G., Ernesto y M., Oscar s/ Robo con armas


      COMP. 662, L. XLIII, 18 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la participación del imputado en el delito cometido.


      Dado que de las escasas constancias agregadas al incidente no se puede, por el momento, concluir con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que el imputado resulte ajeno al desapoderamiento del bien, por lo que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica en cuanto a ese delito. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      F., Jorge Luis s/ Encubrimiento


      COMP. 136, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la participación del imputado.


      Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito investigado, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en el. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      D., Víctor Orlando y otro s/ Encubrimiento


      COMP. 348, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la participación del imputado.


      Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar la conducta en que habrían incurrido los prevenidos, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en ella.


      G., Raúl y M., Sandra del Carmen s/ Encubrimiento


      COMP. 559, L. XLIII, 02 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la participación del imputado.


      Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito investigado, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en el. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      N.N. s/ Hurto de automotor en la vía pública


      COMP. 415, L. XLIII, 25 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de los hechos que motivaron la causa.


      No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los hechos que motivaron la causa.


      P., Mauricio Gabriel s/ Falsificación documentación automotor


      COMP. 493, L. XLIII, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del tribunal competente.


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita establecer el tribunal que en definitiva resultará competente.


      G., Ariel s/ Averiguación de ilícito


      COMP. 590, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación del tribunal competente.


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita establecer el tribunal que en definitiva resultará competente. La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


      S., Roberto Mariano y otra s/ Falsedad ideológica


      COMP. 93, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Escasos elementos que no alcanzan para encuadrar la conducta del imputado. Necesidad de un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción.


      En cuanto a la manera en que el imputado habría entrado en posesión del rodado y la averiguación de sus precisas circunstancias, pienso que los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan en el caso, para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido. Resulta prudente extremar los recaudos necesarios con el objeto de incorporar elementos que, eventualmente, permitan corroborar las alegaciones del prevenido, no sólo por las condiciones anómalas en que se encontraba el vehículo sino, además, frente a la sugestiva circunstancia de que, pese a residir en Mar del Plata, haya sido encontrado en posesión de ese bien, justamente en la ciudad de Córdoba donde, en definitiva, se produjo su sustracción. Para la consecución de esos fines, es indispensable profundizar la investigación de modo que, oportunamente, pueda dictarse un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de este último delito, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del automóvil y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél. Si bien el juez fundamentó especialmente su declinatoria en las propias manifestaciones del imputado, esa afirmación carece, por sí sola, de fuerza de convicción suficiente para discernir la competencia, pues integra una versión exculpatoria efectuada a partir de circunstancias que no se encuentran debidamente corroboradas, máxime, cuando todavía no se ha realizado ninguna diligencia tendiente a verificar la real existencia de la persona con la que habría celebrado el negocio, y de otra que le habría conferido en Córdoba una autorización de manejo, ni la autenticidad de la documentación a que se alude en esa resolución. Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. La infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso, existe entre esa infracción y la falsificación de la cédula de identificación del automotor, cuya investigación se reservó la justicia de excepción, atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras que presentaba el vehículo y las que constan en esa documentación, lo que determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


      H., Alejandro Gualterio s/ Adulteración de instrumento privado, encubrimiento y sustitución de numeración de objeto registrable


      COMP. 1389, L. XLII, 28 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Escasos elementos que no permiten encuadrar la conducta en que habría incurrido el imputado. Necesidad de un auto de mérito que defina su situación.


      Cuando escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      A., Guillermo s/ Encubrimiento


      COMP. 174, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Escasos elementos que no permiten encuadrar la conducta en que habría incurrido el imputado. Necesidad de un auto de mérito que defina su situación.


      Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el procesado. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción del arma, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. Habida cuenta que, según surge de las constancias del incidente, la pistola nueve milímetros secuestrada pertenecía a la Policía Federal, el Estado Nacional resultaría directa y efectivamente perjudicado por ese delito, razón por la cual su conocimiento corresponde al fuero de excepción.


      S, Carlos s/ Portación ilegal de arma de guerra


      COMP. 1366, L. XLII, 17 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Escasos elementos que no permiten encuadrar la conducta en que habría incurrido el imputado. Necesidad de un auto de mérito que defina su situación.


      Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica, respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que el magistrado nacional haya realizado medida alguna tendiente a dilucidar su posible participación en ella sin que la referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del automóvil y su incautación constituyan una pauta que autorice a desechar, sin más, la responsabilidad del imputado en el hecho acaecido en esta ciudad, sobre todo cuando ni siquiera consta que se lo haya interrogado acerca de la circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habría entrado en posesión del bien. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      N.N. s/ Hurto de automotor en la vía pública


      COMP. 158, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Escasos elementos que no permiten encuadrar la conducta en que habría incurrido el imputado. Necesidad de un auto de mérito que defina su situación.


      Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que el imputado habría cometido. En tales condiciones, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya tomado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


      G., Roberto s/ Infracción arts. 277, 289 y 292 del Código Penal


      COMP. 82, L. XLIII, 28 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Establecimiento fehaciente del lugar en que podría haber tenido lugar la posible conducta culposa. Competencia del juzgado que previno.


      No es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 cuando los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los supuestos hechos delictivos investigados, ni tampoco para establecer fehacientemente, en cuál de los sitios en que fue atendida la presunta víctima podría haber tenido lugar la posible conducta culposa, en el caso de que ésa haya sido la causa determinante de su muerte. En tales condiciones, corresponde al juzgado provincial, que previno y en cuyo ámbito territorial se produjo, el deceso continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      Hospital General de Agudos Argerich s/ Homicidio culposo


      COMP. 399, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Hallazgo de la carrocería perteneciente a un bien cuya sustracción investiga un juez de instrucción. Escasos elementos que no alcanzan para encuadrar con certeza la conducta del imputado. Necesidad de un auto de mérito.


      En lo relativo al hallazgo de la carrocería que pertenece al bien cuya sustracción investiga el juez de instrucción no se advierte que en el presente caso, se encuentren reunidos hasta el momento los elementos necesarios que alcancen para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del hecho que investiga el juez de instrucción, especialmente si se repara en que no surge del incidente que éste haya realizado medidas tendientes a dilucidar ese aspecto, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y la incautación del bien -cuyo chasis le corresponde- constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación del prevenido en ese delito, más aun si se tiene en cuenta que ni siquiera consta que el imputado haya sido interrogado acerca de las circunstancias en que habría adquirido el automotor secuestrado. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Respecto de la sustitución de la chapa patente, las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      P., Diego s/ Encubrimiento


      COMP. 156, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Individualización de los hechos y subsunción en alguna figura determinada.


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, pues el presente conflicto carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere la real existencia y verdadero alcance de los sucesos a los que se asigna carácter delictivo y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada.


      N.N. s/ Su denuncia


      COMP. 539, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Individualización de los hechos y subsunción en alguna figura determinada.


      La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión aún carece de la investigación suficiente para individualizar los pormenores de los hechos con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada.


      R., Carlos Alberto s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


      COMP. 463, L. XLIII, 27 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de un rodado y su incautación no es pauta válida para desechar la participación del imputado.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél, en especial cuando ni siquiera se lo ha interrogado al respecto. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      D. F., Alicia Noemí s/ Encubrimiento


      COMP. 1318, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de un rodado y su incautación no es pauta válida para desechar la participación del imputado.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.


      P., María Trinidad s/ Encubrimiento


      COMP. 326, L. XLIII, 11 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de un rodado y su incautación no es pauta válida para desechar la participación del imputado.


      Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      C., Elio Helmo s/ Encubrimiento


      COMP. 414, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de conocer con certeza la realidad de los hechos y el delito cometido.


      La investigación llevada a cabo resulta insuficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Ello es así, pues los escasos elementos reunidos no alcanzan para conocer con certeza la realidad de los hechos que motivaron el conflicto, y el delito que habrían cometido los imputados.


      S., Hilda Andrea y otro s/ Encubrimiento


      COMP. 1320, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Delito de retención indebida. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Justicia que previno.


      El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, cabe destacar que tal como lo tiene establecido el Tribunal, constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran presentes en el caso, pues de las escasas constancias agregadas al incidente, no surgen los elementos necesarios que permitan precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, los hechos a investigar y, consecuentemente, las tipificaciones que les puedan ser atribuidas.


      M., Eduardo Antonio s/ Denuncia


      COMP. 1240, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Justicia que previno.


      El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En ese sentido, a partir de lo actuado no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los sucesos denunciados ya que, por ahora, ninguna de las esbozadas por el magistrado nacional al fundar su incompetencia, encuentra debido sustento en las constancias de la causa, máxime cuando aún no surge con claridad la real existencia de delito.


      M., Eduardo s/ Defraudación por desbaratamiento


      COMP. 843, L. XLIII, 19 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa con cheque extraviado. Ausencia de investigación suficiente. Corresponde a la justicia que previno.


      El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto cabe observar que no se habría realizado ninguna diligencia tendiente a recabar los elementos de juicio que permitan acreditar el hecho denunciando, como así tampoco se encuentra incorporado el cheque cuestionado que permitiría determinar la causa de su rechazo, pues la sola denuncia no alcanza para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo.


      F., Francisco Javier s/ Estafa


      COMP. 1862, L. XLI, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Requisitos procesales para la traba del conflicto.


      Aceptación de la competencia. Nueva declinatoria: importa el inicio de una nueva contienda.


      Cuando el magistrado acepta la investigación de la causa, la declinatoria efectuada después debería ser considerada como la iniciación de una nueva contienda, que recién habría quedado correctamente trabada en caso de insistencia de ese tribunal. Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


      B., Pedro s/ Infracción Art. 189


      COMP. 1513, L. XLII, 04 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Aceptación de la competencia. Nueva declinatoria: importa el inicio de una nueva contienda.


      Habida cuenta que el juzgado nacional asumió la investigación, la nueva declinatoria debe ser considerada como la iniciación de una nueva contienda, que recién habría quedado correctamente trabada con la insistencia de ese tribunal. Por ello, el trámite dado al incidente es erróneo pues éste debió ser puesto nuevamente en conocimiento de la justicia capitalina y, sólo en caso de rechazo y posterior insistencia, se habría suscitado una cuestión de competencia que deba la Corte resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. El delito de defraudación prendaria, que primeramente habría acontecido con motivo de la venta del vehículo, se desarrolla en el lugar en que se dispone del bien gravado sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control.


      L. V., Jaime s/ Defraudación


      COMP. 667, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el caso, pues el juez federal consideró que debía intervenir el juzgado de instrucción que conoce en la sustracción del automotor. Cuando hasta el momento no es posible encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere la conducta en que habría incurrido el prevenido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica en cuanto al desapoderamiento del bien. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      A., Guillermo s/ Encubrimiento


      COMP. 193, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el caso, pues el juez federal consideró que debía intervenir el juzgado de instrucción que conoce en la sustracción del automotor. En lo relativo al hallazgo del automotor en poder del imputado, cuando hasta el momento de la traba del conflicto no es posible encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere la conducta en que habría incurrido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica en cuanto al hurto del bien. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. La infracción al artículo 33 del decreto Ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      C., Pablo s/ Encubrimiento


      COMP. 167, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite, en tanto que el fuero federal consideró que debía intervenir el magistrado que conocía de la sustracción, y en esas condiciones le devolvió las actuaciones al juzgado provincial. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


      G., Damián y otros s/ Encubrimiento


      COMP. 275, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite, en tanto que la justicia bonaerense no atribuyó el conocimiento del hecho al juzgado declinante, sino que consideró que correspondía su conocimiento al magistrado del lugar donde se descubrió el delito. La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la presunta falsedad de la cédula verde secuestrada, a lo que debe añadirse, la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal, corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.


      V., Norma Beatriz s/ Falsificación de documentos públicos


      COMP. 150, L. XLIII, 17 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      V., Raúl s/ Encubrimiento


      COMP. 355, L. XLIII, 04 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


      A., Norberto Martín s/ Supresión numeración objeto registral


      COMP. 313, L. XLIII, 01 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      C., Adrián Leonardo s/ Encubrimiento


      COMP. 1267, L. XLII, 27 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      No existe en el caso una contienda negativa de competencia correctamente trabada, pues es presupuesto necesario que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el caso, dado que el magistrado provincial no consideró que el tribunal declinante debía conocer en estas actuaciones, sino que se limitó a sostener que debía intervenir el fuero federal.


      F., Osvaldo Fabián y otro s/ Defraudación


      COMP. 1510, L. XLII, 19 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa.


      No existe en el caso una contienda negativa de competencia correctamente trabada, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso ya que el magistrado provincial no cuestionó la competencia local.


      C. M. de L., Hilda y otro s/ Denuncia estafa


      COMP. 79, L. XLIII, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: razones de economía procesal.


      La contienda no ha sido correctamente trabada pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso, toda vez que el juez federal no cuestionó la competencia en razón de la materia, sino que se limitó a manifestar que debía investigar el magistrado del lugar donde se emplearon los instrumentos supuestamente espurios. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. En razón de que la presentación de documentos nacionales espurios ante el Registro de la Propiedad Automotor, no sólo habría completado el fraude, sino también habría provocado la obstrucción de su normal desenvolvimiento y el buen servicio de sus empleados, el hecho debe ser investigado por el fuero de excepción.


      C., Fernando s/ Estafa


      COMP. 1380, L. XLII, 02 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: razones de economía procesal.


      La contienda no se encuentra correctamente trabada pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso pues, luego de resueltos los recursos deducidos, el juez nacional debió remitir las actuaciones a la justicia provincial a fin de que ésta se expidiera respecto del fondo del asunto. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


      Policía Federal Argentina y otros s/ Delito de acción pública


      COMP. 225, L. XLII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: razones de economía procesal.


      La contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso pues el juez federal devolvió las actuaciones al magistrado que previno, pese a considerar que debía intervenir la justicia nacional de esta Capital. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito investigado, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en el. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto.


      D. S. V., Juan Carlos s/ Encubrimiento


      COMP. 1388, L. XLII, 19 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: razones de economía procesal.


      Para que la contienda se encuentre correctamente trabada resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Sin embargo, la forma defectuosa en que se plantee la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      P., Fernando Luis s/ Encubrimiento


      COMP. 657, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Reparo formal que puede ser dejado de lado por razones de economía procesal y por la necesidad de dar pronto fin a la cuestión.


      No existe en el caso una contienda negativa de competencia correctamente trabada, pues es presupuesto necesario que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el caso, pues el magistrado local no atribuyó el conocimiento de la causa al declinante sino que entendió que debía intervenir otra jurisdicción. Sin embargo, razones de economía procesal y la necesidad de dar pronto fin a la cuestión, aconsejan dejar de lado ese reparo formal. De acuerdo a lo establecido en el artículo 198 del Código Aeronáutico, compete al fuero federal el conocimiento y decisión de las causas en las que se investigan delitos que puedan afectar la navegación o el comercio aéreos en general. Tal es el caso de elementos directamente ligados a la seguridad del tráfico aéreo como lo son las luces de la pista de aterrizaje.


      M., Juan Pedro s/ Tentativa de robo


      COMP. 116, L. XLIII, 29 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Conocimiento por parte del tribunal que promovió el conflicto de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente.


      Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado el conflicto no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. La sustitución de las placas y la adulteración de las numeraciones del motor y chasis -infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- guarda, en el caso, estrecha vinculación con el documento apócrifo atento que existiría coincidencia entre los datos del vehículo secuestrado y los que constan en ese instrumento, que determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. En relación al hallazgo del chasis que registraba pedido de secuestro, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido, especialmente si se repara en que no consta que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su hallazgo sea una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


      M., Alfredo s/ Averiguación de ilícito


      COMP. 267, L. XLIII, 30 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Caso de que uno de los jueces contendientes hizo lugar al planteo del otro magistrado en conflicto, inhibiéndose para entender en la causa. Inexistencia de conflicto de competencia.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda de competencia que los magistrados intervinientes se consideren simultáneamente competentes o incompetentes para conocer en un determinado proceso. En consecuencia, si uno de los magistrados intervinientes en la contienda hizo lugar al planteo formulado por el otro juez contendiente y se inhibió para seguir entendiendo en la causa, no existe un conflicto que corresponda dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1.285/58.


      Secretaria de Transporte de la Nación s/ investigación preliminar en los términos del Art. 26 de la Ley 24946


      COMP. 636, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda de competencia. Requisitos para la traba de la contienda: conflicto entre dos tribunales o jueces.


      Cuando no exista un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, toda vez que ello presupone una contienda entre dos tribunales o jueces -artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, según texto ordenado Ley 21.708-, corresponde devolver el expediente al juez de declinante, a los efectos que pudiera corresponder.


      G. G., Amanda Hilda s/ av. extorsión


      COMP. 272, L. XLIII, 05 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Juez que no cuestiona su competencia, per la rechaza sobre la base de la no agregación al legajo de determinadas constancias. Competencia de ese magistrado para incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos.


      Si uno de los magistrados intervinientes en la contienda no cuestiona su competencia, sino que solo se remite a rechazarla sobre la base de que no se incorporaron al legajo constancias que acrediten el lugar de presentación al cobro del documento apócrifo, corresponde a éste investigar el hecho e incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos, y resolver de acuerdo a lo que surja de esa investigación.


      M. S.A. y/o S., O. s/ infr. Art. 302 del C. P.


      COMP. 960, L. XLIII, 25 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Requisitos para la traba del conflicto: atribución recíproca de la competencia por los magistrados intervinientes.


      Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no se verifica si uno de los magistrados, luego de la formal declaración de incompetencia formulada por su par, no se pronunció respecto de su competencia en los hechos denunciados, sino que insistió en el cumplimiento de recaudos formales ya cumplidos. Por lo expuesto, corresponde al magistrado con jurisdicción sobre la localidad donde habrían tenido lugar los hechos denunciados, continuar con el trámite de las actuaciones.


      D., María de los Ángeles s/ denuncia


      COMP. 1453, L. XLII, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Insistencia del tribunal que primeramente efectuó la declinatoria. Razones de economía procesal autorizan a prescindir del reparo formal.


      Para la correcta traba de la contienda de competencia, debe ser el tribunal que primeramente efectúa su declinatoria el que, tras la devolución de la causa, insista o no en su criterio. Sin embargo, la forma defectuosa en que se plantee la cuestión no obsta a su pronunciamiento, cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. La inactividad procesal que se advierte como consecuencia del extravío del expediente por casi cinco años, no sólo implica una virtual privación de justicia, sino que, además, pone en riesgo la vigencia misma de la acción penal. Por ello, corresponde llamar la atención al magistrado provincial, sin perjuicio de las responsabilidades que, eventualmente, puedan derivarse a partir de esa circunstancia.


      Actuaciones venidas del 9no. Juzgado de Instrucción, Primera Circunscripción de Mendoza, con motivo de la denuncia de A., Pablo


      COMP. 363, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Necesidad de atribución recíproca de la competencia. Economía procesal. Excepción.


      No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa- toda vez que el juez local luego de afirmar que la competencia correspondería al juez federal, le remitió las actuaciones al magistrado declinante. Sin embargo, la Corte puede hacer la excepción posible a ese óbice formal, ya que tal exigencia no impide el pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen. En atención a la doctrina de la Corte según la cual sus pronunciamientos deben atender a las circunstancias imperantes en el momento de dictar sentencia, y habida cuenta que la Ley 25.886 derogó el artículo 42 bis de la Ley 20.429, que establecía la competencia federal para conocer acerca de la infracción a esa norma, es la justicia local la que debe conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio de la decisión que en definitiva corresponda adoptar sobre el fondo del asunto.


      O., José s/ Infracción Art. 189 bis 2º párr. del Código Penal


      COMP. 679, L. XLIII, 11 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Oportunidad del declinante de insistir o retractarse de su postura.


      Para la correcta traba de una contienda de competencia es necesario que el tribunal declinante tenga oportunidad de insistir o retractarse de su postura. La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión aún carece de la investigación suficiente para individualizar los pormenores de los hechos con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada.


      L. y otros s/ Asociación ilícita


      COMP. 19, L. XLIII, 15 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda.


      La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia que fuera atribuida, y una declinatoria efectuada después significa el inicio de un nuevo conflicto. Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


      B., Rubén Oscar s/ Denuncia falsedad documental


      COMP. 701, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda.


      La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia que fuera atribuida, y una declinatoria efectuada después significa el inicio de un nuevo conflicto. Dado que los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


      V., Walter Carlos s/ Robo


      COMP. 455, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda.


      La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia que fuera atribuida, y una declinatoria efectuada después significa el inicio de un nuevo conflicto. La defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


      C., Elías Rolando s/ Denuncia


      COMP. 1192, L. XLII, 22 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda.


      La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia que fuera atribuida, y una declinatoria efectuada después significa el inicio de un nuevo conflicto. Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


      N., Daniel s/ Averiguación infracción Art. 292 del Código Penal


      COMP. 555, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda. Excepción: economía procesal.


      La realización de medidas instructorias realizadas por el magistrado nacional con posterioridad al inicio de la contienda importa reasumir la competencia y, por lo tanto, constituye el inicio de un nuevo conflicto, que recién habría quedado correctamente trabado en caso de insistencia de este tribunal. Sin embargo, la forma defectuosa en que éste se ha planteado no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de esos reparos formales. Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, que asignó a la jurisdicción local respecto de aquellas provincias que adhirieran a su régimen. Asimismo, mediante su artículo 4° estableció que en caso de duda sobre la competencia, prevalecerá la justicia federal.


      N., Carlos y otro s/ Infracción Ley 23.737


      COMP. 178, L. XLIII, 22 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda. Excepción: economía procesal.


      La realización de medidas instructorias realizadas por el magistrado nacional con posterioridad al inicio de la contienda importan reasumir la competencia y, por lo tanto, constituye el inicio de un nuevo conflicto, que recién habría quedado correctamente trabado en caso de insistencia de este tribunal. Sin embargo, la forma defectuosa en que éste se ha planteado no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de esos reparos formales.


      Fiscal c/ M. V., Carlos s/ Presunta infracción Art. 33 inc. a Ley 17671


      COMP. 980, L. XLII, 20 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio del conflicto. Correcta traba de la contienda.


      La realización de medidas instructorias de un tribunal, con posterioridad al inicio del conflicto, importa asumir la competencia que fuera atribuida y, por lo tanto, constituye el inicio de una nueva contienda, que recién habría quedado correctamente trabada en caso de insistencia de ese tribunal.


      D., Rodolfo Lucio s/ Denuncia de estafa


      COMP. 983, L. XLII, 27 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Rechazo de competencia. Mantenimiento de la resolución por la alzada. Prescindencia de reparo formal por razones de economía procesal.


      Si la cámara de apelaciones confirmó la resolución del magistrado que declinó la competencia, rechazada la declinatoria, es dicha alzada y no el juez quien debe mantener la resolución para que la contienda se encuentre correctamente trabada. Sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado el conflicto no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, el conflicto de competencia debe estar precedido de investigación suficiente. En ausencia de ella es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


      M., Adolfo s/ Estafa


      COMP. 1045, L. XLII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia en función del lugar donde hizo entrega del pago mediante una empresa intermediaria.



      La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida, y una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.Si de los dichos del denunciante -que no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa- sedesprende que sería en determinada localidad donde se sitúa la firma en la que entregó el dinero para la adquisición de los productos acordados con el vendedor, corresponde a la justicia de esa jurisdicción continuar conociendo en la causa.


      L., Carlos Alejandro s/ estafa


      COMP.141, L.XLIII, 20 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Realización de medidas instructorias con posterioridad a la declinatoria.


      Las medidas instructorias realizadas con posterioridad a la declinatoria importan asumir la competencia que fuera atribuida y, por lo tanto, constituye el inicio de una nueva contienda. Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a laLey 11.723sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


      C., Hugo s/ InfracciónLey 11.723


      COMP.1334, L.XLII, 12 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Resolución de las cuestiones de competencia.


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces. Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      A. A., Jorge Raúl y otros s/ Robo calificado


      COMP. 58, L. XLIII, 14 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces. Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


      N.N. s/ Robo con armas


      COMP. 669, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


      S., Jorge Emanuel s/ Acopio de armas y encubrimiento


      COMP. 506, L. XLIII, 15 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      N.N. s/ Defraudación por estelionato


      COMP. 301, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Dado que el arma secuestrada se halla comprendida, de conformidad con lo establecido en el artículo 4, inciso 3°, apartado c), del decreto nº 395/75 -reglamentario de la Ley 20.429- y sus modificatorias, entre las denominadas de guerra, corresponde asignar competencia a la justicia nacional. Ello debido a que, de acuerdo a lo establecido en la Ley nacional nº 25.752, la transferencia de competencia penal de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires se efectuó solamente respecto de la tenencia y portación ilegítima de armas de uso civil.


      L. X. s/ Tenencia de arma de guerra Art. 189


      COMP. 1329, L. XLII, 07 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Dado que el imputado habría enajenado un vehículo adquirido durante la vigencia de la sociedad conyugal con la denunciante, con posterioridad a la sentencia de divorcio vincular, y cuando todavía no se habría realizado la partición judicial de los bienes, y que, además, habría declarado poseer estado civil soltero tanto en el momento de la adquisición, como al proceder a su venta, pese a no ostentar esa condición, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, para continuar conociendo en los hechos que originaron el conflicto. Ello, toda vez que no se puede descartar el entorpecimiento del normal funcionamiento del Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


      M., Miguel Santo s/ Infracción Art. 293 del Código Penal


      COMP. 707, L. XLIII, 17 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En los casos en que el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


      R., Rocío s/ Su denuncia


      COMP. 1333, L. XLII, 02 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Resulta competente para conocer en la estafa cometida en perjuicio de una compañía de seguros, el juez del lugar en que se encuentra su sede y se ha consumado el delito.


      F., Julio y otros s/ Estafa en grado de tentativa


      COMP. 1445, L. XLII, 28 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Conflictos de competencia en materia penal: deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la Ley 48 , deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


      B., Eduardo Omar y otro s/ Amenazas


      COMP. 958, L. XLII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Aplicación de inmediato leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces. Aplicación de la Ley 26.052.


      Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces son de orden público y, en consecuencia, aún en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores. Ello es así porque la facultad de cambiar las leyes de forma pertenece a la soberanía y no existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues las normas procesales y jurisdiccionales son de orden público, especialmente cuando estatuyen acerca de la manera de descubrir y perseguir delitos. Sentado ello, y atento a que el artículo 7° de la Ley 26.052 sólo restringe su aplicación a las causas en trámite, las que "deberán continuar su tramitación por ante el fuero en que se estuvieren sustanciando", siendo que el caso se encontraría alcanzado por las disposiciones del artículo 2° de la Ley 26.052, corresponde declarar la competencia de la justicia local para continuar conociendo en la causa.


      Ministerio de Salud s/denuncia


      COMP. 1502, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Caso en que uno de los jueces contendientes no cuestiona su competencia territorial, y sólo basa su rechazo en la falta de comprobación del delito. Competencia de ese magistrado para continuar la investigación.


      Si uno de los magistrados contendientes no cuestionó su competencia territorial en los hechos, sino que se limitó a indicar para su rechazo la falta de comprobación del delito, si de los dichos del querellante -siempre que se presenten como verosímiles y no controvertidos por otras constancias del incidente- surge que los actos con relevancia típica se habrían desarrollado en determinada jurisdicción, corresponde al magistrado de dicha jurisdicción asumir su competencia e incorporar los elementos necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      B., Guillermo Eduardo Augusto y otro s/ estafa procesal


      COMP. 1329, L. XLIII, 27 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Cuestión de competencia ya resuelta con anterioridad por la Corte. Identidad de las circunstancias causídicas. Remisión a lo oportunamente resuelto.


      Cuando la Corte haya resuelto con anterioridad una cuestión de competencia en la misma causa, y no hubiesen variado las circunstancias causídicas oportunamente ponderadas, respecto de la determinación del lugar de comisión de los hechos en análisis, corresponde estar a lo allí resuelto y devolver las actuaciones al juzgado remitente, a sus efectos.


      V., Mario Jose s/ abuso sexual


      COMP. 464, L. XLIII, 23 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Juez que no cuestiona la naturaleza federal del delito, pero cree que no se habría configurado el delito. Competencia de ese juez para que asuma su jurisdicción.


      Cuando el magistrado de excepción no cuestiona la naturaleza federal del hecho a investigar, sino que se limita a alegar que no se habría configurado el delito, corresponde a este juez asumir su jurisdicción y resolver según su criterio.


      C., Armando Raúl s/ denuncia


      COMP. 620, L. XLIII, 20 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Magistrado que no cuestiona su competencia, sino que se limita a mencionar que el hecho sería atípico. Competencia de ese magistrado para continuar la investigación, y resolver en consecuencia.


      Si uno de los magistrados intervinientes en la contienda no cuestiona que el hecho denunciado tuvo lugar en esa sede, sino que se limita a señalar que el caso no configuraría el delito previsto en el artículo 83 del Código Penal, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


      S., Laura Mariela y otro s/ denuncia instigación al suicidio


      COMP. 1151, L. XLIII, 26 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Planteo de una nueva contienda en un caso ya resuelto anteriormente. Competencia del juzgado interviniente, en virtud de la inexistencia de nuevas probanzas que hicieran variar los presupuestos tenidos en cuenta oportunamente.


      Los procedimientos que conducen a deducir contiendas de competencia insubstanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia. Una vez que ha establecido la competencia en forma definitiva el órgano con facultades para hacerlo, no corresponde a las partes renovar la cuestión ya resuelta, máxime cuando no se hubiesen introducido en el proceso nuevas circunstancias que permitan apartarse de lo oportunamente decidido. Por otra parte, cuando hubiese transcurrido desde el inicio de la primera contienda de competencia un lapso más que prolongado sin que el justiciable pudiera acceder a que se determine qué tribunal es el que resulta competente, del caso puede devenir la posible privación de justicia que habilita la intervención de la Corte. Sentado ello, cuando las probanzas obrantes en la causa no hicieran variar los presupuestos tenidos en cuenta en la resolución anterior por parte de la Corte, corresponde al juzgado interviniente seguir entendiendo en la causa.


      V., Ernesto s/ estafa


      COMP. 1477, L. XLII, 21 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Cuestiones de competencia en materia penal: Se deciden de acuerdo a la real naturaleza del delito y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces del conflicto.


      Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. La infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso, existe entre esa infracción y la falsificación de la cédula de identificación del automotor, cuya investigación se reservó la justicia de excepción, atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras que presentaba el vehículo y las que constan en esa documentación, lo que determina la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


      E., Domingo Salvador y otro s/ Falsificación


      COMP. 162, L. XLIII, 21 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Determinación de la competencia en virtud del principio de economía procesal y de una mejor administración de justicia.


      Habida cuenta la estrecha vinculación que se presenta en el caso entre la portación ilegítima de armas y el robo calificado, separar la continencia de la causa significará perjudicar una mayor celeridad y eficiencia de las decisiones, lo que debe ser evitado. Esta solución es la que mejor satisface las exigencias del principio de economía procesal y una mejor administración de justicia, a los que debe atenderse para discernir la competencia.


      M., Luis s/ Portación de arma de uso civil


      COMP. 1369, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Discrepancia entre jueces o tribunales.


      La discrepancia respecto de la competencia debe suscitarse sólo entre jueces o tribunales. Los conflictos de competencia deben tramitar por vía incidental a fin de evitar la paralización de la pesquisa.


      C., Marta Zunilda C. s/ Denuncia


      COMP. 1386, L. XLII, 27 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Finalización de las contiendas de competencia.


      Las contiendas de competencia terminan por decisión del órgano encargado de dirimirlas o por el desistimiento de los magistrados que las han suscitado. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base.


      G., Claudio Adrián y otro s/ Encubrimiento


      COMP. 605, L. XLIII, 29 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Modificación de la Corte de su propia decisión sobre la base de nuevos elementos de juicio conocidos mediante actuaciones posteriores al fallo.


      Aun en el supuesto de que la Corte haya intervenido en una cuestión negativa de competencia suscitada con anterioridad en la causa, ésta puede modificar su propia decisión sobre la base de nuevos elementos de juicio que sólo puede conocer mediante las actuaciones posteriores al fallo.


      C. P., César y otros s/ Robo con armas


      COMP. 133, L. XLIII, 14 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


      Atento que hay coincidencia en que el hecho materia de investigación satisface los requisitos típicos del artículo 241, inciso 2°, del Código Penal, esta imputación debe prevalecer sobre la posible infracción contravencional que, sobre igual base, también se pueda atribuir al imputado. Ello debido a que la Corte Suprema reconoció la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. En aquellos casos en que el mismo hecho podría constituir tanto un delito como una contravención, no resultan de aplicación los principios de especialidad ni de ley más benigna, que sólo rigen respecto de figuras penales vigentes. En tal sentido, el criterio contrario resultaría, en principio, constitucionalmente inaceptable, pues permitiría considerar a un mismo hecho constitutivo de un delito en una jurisdicción, y en otra de una contravención, porque su legislación lo prevé como tal.


      C, Fernando Gabriel s/ Infracción Art. 241 Código Penal


      COMP. 72, L. XLIII, 23 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


      Se ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


      N.N. s/ Coacción (denunciante: S. K., Alejandro)


      COMP. 1407, L. XLII, 19 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Tribunal encargado de resolver.


      Competencia penal en razón del territorio: se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


      Habida cuenta que el juez provincial no cuestiona que el encubrimiento imputado habría tenido lugar en su jurisdicción, y toda vez que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde declarar su competencia para conocer al respecto.


      G., José Luis s/ Encubrimiento


      COMP. 1350, L. XLII, 16 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver la contienda.


      Cuando la contienda negativa de competencia quedó trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


      D., Rubén Alfredo s/ Su denuncia


      COMP. 1013, L. XLIII, 07 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver el conflicto.


      La contienda negativa de competencia suscitada entre los titulares de dos juzgados nacionales de primera instancia debe ser dirimida, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 -sustituido por la Ley 21.708- por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido en la contienda. Y ello es así ya que no existe un conflicto de competencia pendiente de resolución con el juez que previno en la causa, si éste atribuyó el conocimiento de las actuaciones a un segundo tribunal que, asumiendo la jurisdicción declinada, estimó que el proceso debía tramitar ante un tercer magistrado, con el que, finalmente, se trabó la contienda.


      A., Sonia s/ inf. Ley 11.723


      COMP. 1495, L. XLII, 13 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver la contienda.


      Cuando la contienda negativa de competencia hubiese quedado trabada dos jueces nacionales de primera instancia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, aquélla debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


      M, Carlos y otros s/ Asociación ilícita


      COMP. 1139, L. XLIII, 28 de diciembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver la contienda.


      Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      Seccional 16 de la Pol. Fed. Argentina s/delito de acc. pública


      COMP. 1048, L. XLIII, 05 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver la contienda.


      Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      B., Eduardo Carlos y otros s/ estafa


      COMP. 1206, L. XLIII, 13 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver la contienda.


      Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      C. C. Sixto s/ denuncia Pta. Inf. Art 292 del CP


      COMP. 891, L. XLIII, 27 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver.


      Cuando la contienda de competencia se haya trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      R., Patricia s/denuncia estafa


      COMP. 418, L. XLIII, 03 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de resolver.


      Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      D. N. s/ falsificación de documento


      COMP. 797, L. XLIII, 08 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver la contienda.


      Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      M., Florencia s/ estafa


      COMP. 714, L. XLIII, 16 de julio de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver la contienda.


      Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 71, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      D., Viviana Beatriz c/ falsedad ideológica


      COMP. 852, L. XLIII, 05 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


      Las contiendas negativas de competencia que se hubiesen trabado entre dos jueces nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      C., Carlos s/ defraudación


      COMP. 273, L. XLIII, 19 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia entre dos jueces que poseen un órgano superior jerárquico común. Improcedencia de la intervención de la Corte.


      No precede la intervención de la Corte en las contiendas de competencia que no se hubiesen trabado entre dos jueces o tribunales que carezcan de órgano superior jerárquico común en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, por lo que en esos casos corresponde devolver el expediente al juzgado remitente, a sus efectos.


      G., Raúl s/ extorsión en tentativa


      COMP. 392, L. XLIII, 30 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Conflicto entre dos jueces nacionales de primera instancia. Tribunal encargado de dirimir la contienda.


      Cuando la contienda negativa de competencia se haya trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la contienda debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      M., Pablo Fernando s/denuncia estafa


      COMP. 70, L. XLIII, 19 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Necesaria intervención de la Cámara correspondiente al juzgado que primero intervino.


      De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 128S/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


      D. M., Alejandro s/ Encubrimiento


      COMP. 231, L. XLII, 09 de mayo de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tribunal encargado de dirimir la cuestión. Tribunal superior.


      De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


      T., Carlos Alberto s/ Denuncia


      COMP. 1072, L. XLIII, 12 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tribunal encargado de resolver la contienda.


      Cuando la contienda de competencia se haya trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, dicha contienda debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


      D. T., Mario Manuel s/denuncia


      COMP. 314, L. XLIII, 16 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Tribunal encargado de resolver. Superior Tribunal.


      De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia.


      O. E., César Horacio s/ Robo de automotor


      O. 988, L. XLIII, 07 de noviembre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Deber de ser dirimida por el Tribunal superior de la causa.


      De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


      M., Yohana Liliana s/ Denuncia delitos contra la libertad


      COMP. 397, L. XLIII, 24 de abril de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda trabada entre dos jueces nacionales.


      Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quede trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


      B., Ricardo s/ Art. 189 bis


      COMP. 1312, L. XLII, 02 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda trabada entre un juez nacional y otro federal.


      Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre un Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción y otro Federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la incidencia, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


      A., Alberto Teófilo s/ Encubrimiento (art. 277)


      COMP. 691, L. XLIII, 16 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda trabada entre un juez nacional y otro federal.


      Toda vez que la contienda negativa de competencia quede trabada entre un Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción y otro Federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido en la incidencia, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.


      N.N. s/ Estafa


      COMP. 651, L. XLIII, 30 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Defraudación en perjuicio de una ONG que recibía subsidios del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación. Falta de afectación a las rentas de la Nación. Competencia de la justicia local.


      Habida cuenta que la entrega de una suma de dinero proveniente de un subsidio implica la transferencia del dominio sobre ella, en el caso de una presunta defraudación contra una "O.N.G." que recibía subsidios del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, los que a su vez distribuía a distintos beneficiarios para el desarrollo de emprendimientos productivos, cabe considerar que el hecho no habría afectado a las rentas de la Nación, sino al patrimonio de esa organización no gubernamental. Sobre la base de esa tesitura, corresponde asignar competencia a la justicia de la jurisdicción donde se domicilia la firma, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


      G., Jorge A. s/ denuncia Art. 292 del Código Penal


      COMP. 1087, L. XLIII, 23 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Alcance de la aplicación del Convenio 14/04. Traspaso de facultades. Inexistencia de tratamiento de la cuestión por el Congreso.


      El Convenio 14/04 en su cláusula primera in fine, dispone que las causas que se encuentren en trámite ante la justicia nacional cuando comience su vigencia, deberán ser terminadas y fenecidas ante los mismos órganos, ya que la regla de aplicación inmediata de la normas modificatorias de la jurisdicción y competencia se halla supeditada a la previsión que, en contrario, pueda formular el legislador. La Ley 25.752, no hace más que aprobar un convenio específico -el celebrado el 7 de diciembre de 2000 y aún cuando en él se prevean nuevos traspasos jurisdiccionales no parece acertado considerarlos comprendidos al amparo de la misma norma pues, en tanto no se precisan las materias que instituirían su objeto, la inteligencia propuesta por el declinante importaría otorgarle al representante del Poder Ejecutivo Nacional una inadmisible delegación de facultades, desde que así podría alterar sin límite alguno las leyes dictadas por el Congreso sobre la competencia de los tribunales nacionales. Por otro lado, lo único que pueden acordar los representantes de ambas administraciones son las formas en que se instrumentará el traspaso de las competencias que previamente fueron aceptadas por la legislatura porteña y cedidas por la nacional que, hasta ese momento, era la encargada de regularlas. Finalmente, la primera regla de hermenéutica legal consiste en dar pleno efecto a la intención del legislador de quien no se presupone inconsecuencia o imprevisión, razón por la cual su propósito no debe ser obviado por los jueces so pretexto de posibles imperfecciones técnicas en la instrumentación legal, evitando realizar interpretaciones que pongan en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el valor que las concilie y deje a todos con valor y efecto.


      G. M., Javier Horacio s/ Infracción al artículo 149 bis del Código Penal


      COMP. 522, L. XLIII, 21 de agosto de 2007


      Ver Dictamen


      Principios Procesales Generales.Principio de Congruencia.


      Conflicto negativo de competencia carente de congruencia.


      Existe un conflicto de competencia carente de congruencia, toda vez que el juez provincial niegue su intervención a partir de fundamentos que no se corresponden con el objeto de la declinatoria efectuada por su par nacional. La infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. En ausencia de prueba acerca del lugar de comisión del delito previsto en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.


      R., Juan Carlos s/ Encubrimiento y tenencia de arma de guerra


      COMP. 185, L. XLIII, 29 de junio de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso extraordinario federal. Principio de congruencia. Falta de afectación al principio por el mero cambio de calificación, si no se menciona de qué manera esto afectó la defensa del imputado. Fundamentación del quantum de la pena. Fundamentación de la resolución que dispone el cumplimiento efectivo de la pena. Mandato implícito derivado del artículo 26 del Código Penal.


      En cuanto a la alegada afectación del principio de congruencia, se advierte que el recurso carece del fundamento autónomo que exige el Art. 15 de la Ley 48 , no demostrándose vulneración constitucional, si el apelante sustenta el agravio en el cambio de calificación legal dispuesto por el tribunal a instancias del fiscal y en el análisis efectuado en la casación local sobre las figuras penales, mas omite referir concretamente a los hechos que fueron materia del juicio e indicar de qué manera se produjo la variación que, en su opinión, afectó la defensa del inculpado, cuando, justamente, esta circunstancia es la relevante para decidir la cuestión. Cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva efectúen los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que el que fue objeto de imputación y debate en el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva. Aun en el supuesto de admitirse que en ciertos casos la diferente adecuación típica puede importar un agravio constitucional, en la medida en que dicho cambio provoque el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos, la omisión si el apelante no expone cuáles son las defensas que se le habría impedido articular, y en qué medida habrían influido en la solución adoptada, esta circunstancia impide considerar que éste pueda ser uno de esos casos, y reafirma la inadmisibilidad de su planteo. En síntesis, la insistencia de la defensa sobre el verbo y requisitos típicos, siendo que el objeto procesal admite cualquiera de las subsunciones, sólo trasunta su discrepancia con la interpretación del derecho común y la valoración de circunstancias de hecho y prueba, cuestiones ajenas, por regla y su naturaleza, al conocimiento de la Corte. En lo referente al quantum de la pena impuesta, tampoco se advierte una carencia de fundamentación que coloque al pronunciamiento dentro de los estándares de la arbitrariedad de sentencias, ya que, al margen de que los tres años de prisión se compadecen con la escala punitiva que contempla el delito reprochado, el tribunal de juicio enuncia las pautas objetivas y subjetivas que pondera para graduarla, haciendo el a quo referencia al "rol de dirección que se le había confiado al imputado" como una "circunstancia agravante particular del caso". Esto pone en evidencia que, más allá de lo opinable, los jueces de la causa relacionaron y consideraron en forma conjunta los elementos incorporados para fijar la pena. En lo relativo a su cumplimiento efectivo, cabe aclarar que, si bien surge del citado Art. 26 de la ley de fondo el mandato expreso de fundamentar la condenación condicional, no por ello el magistrado deberá dejar de lado el mandato implícito que lo obliga -con el fin de asegurar una debida defensa en juicio- a dictar sus fallos en términos de una derivación razonada del derecho vigente conforme las constancias de la causa para resolver sobre una pena a cumplir en prisión.


      G., Gustavo José s/ fraude en perjuicio de la administración pública en forma reiterada -causa nº 19777/04


      G. 2171, L. XLIII, 27 de septiembre de 2007


      Ver Dictamen


      Prueba


      Medidas de Coerción para la Obtención de Pruebas.


      Intervención de Comunicaciones. Requisito de Fundamentación de la Medida.


      Recurso extraordinario federal. Falta de fundamentación por la no refutación de los argumentos dados por la Casación. Intervenciones telefónicas: requisitos de procedencia. Fundamentación de la medida en circunstancias concretas de la causa. Admisibilidad de la medida incluso cuando esté dirigida contra personas desconocidas.


      Si la defensa, en el recurso extraordinario que interpuso, no se hace cargo ni refuta la respuesta dada por el a quo al agravio introducido en oportunidad de recurrir en casación, su postura carece de la fundamentación suficiente. Si además es adecuada la respuesta dada por el tribunal, lo que se trata son meras reediciones sin mayores fundamentos. La necesidad de la motivación en supuestos en que están en juego garantías constitucionales encuentra su respaldo en la necesidad de controlar la coacción estatal y evitar la arbitrariedad de sus órganos administrativos; si, por el contrario, los jueces no estuvieran obligados a examinar las razones y antecedentes que motivan el pedido formulado por aquéllas y estuviesen facultados a expedir las órdenes sin necesidad de expresar fundamento alguno, la intervención judicial carecería de sentido pues no constituiría control ni garantía alguna. Es en este sentido en el que debe interpretarse el alcance de artículo 236 del C.P.P.N. No cabe considerar que las intervención telefónica sólo procede para quien revista la calidad de imputado y que es necesario la determinación previa del nombre de las personas cuyas comunicaciones van a ser objeto de intervención, en la medida que resultaría un absurdo que se exija a los magistrados semiplena prueba de culpabilidad de la persona que debe soportar el registro, pues ello equivaldría a exigir que los jueces conociesen el resultado de las investigaciones que ordenan, las que precisamente parten de un campo de ignorancia que están destinadas a eliminar. En este sentido, basta con que la decisión se funde en circunstancias concretas que permitan sospechar que mediante el teléfono cuya intervención se ordena se efectuarían llamadas vinculadas con la comisión de determinado delito, las que conducirían a esclarecer dichas actividades delictivas, sin que este proceder implique violación de garantías constitucionales. Resulta perfectamente admisible en un Estado de derecho que, en el marco de una investigación penal, la autoridad judicial intercepte las comunicaciones personales en aras de descubrir los delitos y determinar los autores (objeto de todo proceso penal). Luego no es ilegal que la medida esté dirigida contra personas desconocidas. Si en el caso están justificadas las intervenciones en las comunicaciones telefónicas, no puede considerarse que estemos ante una injerencia arbitraria o abusiva en la privacidad del imputado, en los términos del artículo 11, inciso 2º, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la medida en que sea hecha por los organismos judiciales del caso y en el marco de una investigación legítima y de un objeto procesal determinado, en donde resulte admisible adquirir esa prueba. Si, por otra parte, dicho proceder permitió el esclarecimiento de los hechos y la neutralización de las conductas ilícitas verificadas, corresponde que la Corte Suprema rechace la queja interpuesta.


      A. B., José s/ infracción Ley 23.737


      A. 1914, L. XLII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Secuestro de Bienes.


      Contienda de competencia. Restitución de objetos secuestrados en el marco de una causa penal. Sentencia de la justicia civil tuvo por desistida la acción y el derecho. Corresponde al fuero penal decidir sobre la medida preventiva.


      La sentencia que tuvo por desistida la acción y el derecho, quedó firme, con lo que se puso fin al procedimiento desarrollado ante el fuero Civil y Comercial Federal. No subsiste, entonces, a este estado, controversia que deba ventilarse ante la justicia Civil. Por otra parte, la inmovilización de los fondos en cuestión fue ordenada por el magistrado a cargo del Juzgado en lo penal. En tales condiciones y en esta nueva situación jurídica, es el titular de ese tribunal quien tiene jurisdicción para decidir sobre la necesidad o no de la continuación de esta medida preventiva.


      Servicio Penitenciario Federal c/ Fundación Editorial y Altos Estudios en Ciencias Penitenciarias s/ nulidad de contrato


      COMP. 1172, L. XLII, 30 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Parte General.Valoración de la Prueba.


      Incidente de redargución de falsedad. Presentación de nueva documentación para acreditar la falsedad de determinados instrumentos. Insuficiencia de la documentación para modificar lo ya resuelto.


      En las presentaciones en las que se adjunta documentación que considera novedosa para acreditar la falsedad del contenido de determinados instrumentos, si lo acompañado no modifica lo ya resuelto respecto de la naturaleza de los documentos impugnados, corresponde disponer el archivo de las actuaciones.


      I. D. s/ incidente de redargución de falsedad en autos: "O. U. Gabriel y otro s/ infracción Ley 23.737"


      I. 284, L. XLI, 09 de febrero de 2007


      Ver Dictamen


      Sujetos Procesales. Querellante Particular. Facultades del Querellante.


      Divergencia entre la querella que requiere la elevación de la causa a juicio y el fiscal que pide el sobreseimiento.


      Ante la divergencia de criterios entre la querella que requiere la elevación de la causa a juicio y el fiscal que pide el sobreseimiento, debe procederse de acuerdo a lo establecido por las resoluciones de esta Procuración General nº 32/02 y nº 13/05, tal como ha sido propuesto por esta parte en los autos C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/recurso de casación"; S.222, L. XL, "Solomiansky, Gerardo s/recurso de casación"; E.289, L. XLI "Espíndola, Francisco José s/recurso de casación", entre otras varias.


      B., Jorge Héctor y otros s/ Recurso extraordinario


      B. 505, L. XLIII, 16 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recursos


      Parte General.


      Recurso "in forma pauperis" interpuesto de manera extemporánea. Vista obligatoria a la defensa para que lo provea de la debida fundamentación, con carácter previo a la decisión sobre su procedencia. Afectación al derecho de defensa.


      El trámite llevado a cabo por el a quo, con motivo del recurso in pauperis presentado por el imputado, presenta el vicio de no subsanar la deficiencia técnica de esa presentación informal realizada por el imputado desde su lugar de alojamiento. Tal omisión, importa un inadmisible menoscabo a la garantía de la defensa en juicio del acusado que determina la declaración de nulidad de lo así resuelto y devolución de los autos con el fin de que se garantice la efectiva asistencia letrada con carácter previo a la decisión sobre la procedencia del recurso. El ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, que asegure la realidad sustancial de la defensa en juicio. Es obligación de los tribunales suministrar la debida asistencia letrada que permita ejercer la defensa sustancial que corresponda el examen sobre la oportunidad y el cumplimiento de los demás requisitos previstos para la interposición de los recursos locales podrá ser realizada por los jueces de la causa, una vez satisfecho y resguardado el debido procedimiento conforme la exigencia constitucional de asegurar el ejercicio pleno de la garantía de la defensa en juicio (artículo 18 de la Constitución Nacional).


      M., Raúl Alberto s/su presentación


      M. 599, L. XLI, 28 de marzo de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Casación.


      Límites al Recurso de Casación. Precedente Casal. Prohibición de modificar la base fáctica. Afectación de los principios de inmediación y contradicción.


      El principio republicano de gobierno impide entender un dispositivo constitucional como cancelatorio de otro y, por ello, debe interpretarse que los arts. 8.2.h de la Convención y 14.5 del Pacto exigen la revisión de todo aquello que no esté exclusivamente reservado a quienes hayan estado presentes como jueces en el juicio oral, de modo que esto es lo único que los jueces de casación no pueden valorar, no sólo porque cancelaría el principio de publicidad, sino también porque directamente no lo conocen, o sea, que a su respecto rige un límite real de conocimiento. Se trata directamente de una limitación fáctica, impuesta por la naturaleza de las cosas, y que debe apreciarse en cada caso.


      T., Matías Esteban s/ Homicidio agravado por haber sido cometido abusando de su función o cargo como integrante de la fuerza policial -causa nº 1822-


      T. 763, L. XLII, 03 de octubre de 2007


      Ver Dictamen


      Recurso de Inconstitucionalidad.


      Discusión acerca de si la decisión que dispone la continuación del proceso, a pesar de que la acción penal se encuentra extinguida, resulta equiparable a sentencia definitiva.


      En el recurso de inconstitucionalidad y en la queja subsiguiente, la defensa alegó que la sentencia recurrida resulta equiparable a definitiva, por cuanto dispone la continuación del proceso a pesar de que la acción penal se extinguió al haberse agotado el plazo por el que se suspendió el juicio a prueba, durante el cual el imputado cumplió con todas las normas de conducta que le fueron impuestas. Al respecto, el a quo coincidió únicamente acerca del alcance del recurso de inconstitucionalidad limitado a los supuestos en que existe sentencia definitiva, entendida como aquélla que pone fin al pleito. Tal hermenéutica importó determinar un criterio para la procedencia de dicha vía de impugnación más riguroso que el establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación para el remedio extraordinario federal y de esa manera imposibilitó el tratamiento de la cuestión indicada. En consecuencia, corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada.


      H., Juan Antonio s/ Art. 189 bis del Código Penal -causa 4750/06-


      H. 14, L. XLIII, 10 de julio de 2007


      Ver Dictamen
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